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CAPITULO  YI 


DERECHOS  DE  LA  GUERRA  CON  RESPECTO  A LA 
PERSONA  Y PROPIEDAD  ENEMIGA 


§ 414.  Para  determinar  los  derechos  que  un  beligerante 
tiene  sobre  su  enemigo,  es  necesario  fijar  con  precisión 
cual  es  el  fin  último  de  la  guerra  que  sostienen,  y hasta 
que  se  consiga  podrán  usarse  todos  los  medios  que  cada  uno  de  ellos 
tenga  á su  alcance.  Esta  es,  como  hemos  ya  manifestado  en  otro  ca- 
pítulo, la  opinión  de  Bynkershoek  y de  Wolf,  que  vivieron  en  los 
países  mas  cultos  de  Europa,  la  cual  se  halla  en  discordancia  con  la 
que  un  siglo  antes  habia  proclamado  Grotius  en  sus  obras,  llena  de 
principios  mas  humanitarios , que  han  corroborado  posteriormente 
Yattel  y casi  todos  los  escritores  modernos. 

Pero  existe  en  realidad  una  diferencia  muy  notable  entre  lo  que  se 
hace  y lo  que  es  lícito  hacer,  circunstancia  que  acompaña  á la  im- 
perfección humana,  y que  contribuye  no  pocas  veces  á que  se  con- 
funda el  derecho  con  el  hecho.  * * * § 

* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  Iiv.  3, 
ch.  8,  §§  136,  137  139;  Bynkershoek,  Qucest.jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  1;  AYolíius,  Jus 
genlium,  § 878;  Halleck,  Int.  law,  ch.  18,  § 1;  "Wheaton,  Elém.  droit  ¡ni.,  pte.  4, 
ch.  2,  § 1 ; Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutres , tit.  7,  ch.  1 ; Grotius,  Droit 
de  la  gncrre  et  de  lapaix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Í'  oderé,  liv.  3t 
ch-  4,  §§  5-7  ; Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  3,  § 1 ; Burlamaqui,  Droit  de  la 

nalttre  et  des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  6;  Phillimore,  On  int  law,  vol.  III,  § 50, 
Kiquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tit.  1,  cap.  10;  Marlens,  Précis  du  droit  des 
gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 272;  Pinheiro-Ferreira,  Notes 
sur  Martens,  § 272;  Klüber,  Droit  des  gens  moderne,  §§  246-248;  Cauch.y,  Droit 
viaritimc  int.,  vol.  I,  pp.26,  49,  50,  287  et  seq.;  vol.  II,  PP-  18,  20,  78.  290  et  seq.; 

Massé,  Droit  commcrrial,  vol.  I,  n°  121  et  seq.;  n°  138  et  seq.;  Heflter,  Droit  int., 

§ 122;  Garden,  De  diplomatie,  liv.  G,  § 8;  Eschbach,  Int.  gen.  d l'élude  du  droit, 

3,!  édition,  p.  118. 
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derechos  de  la  guer 


RA  CON  RESPECTO  [CAP.  VI 


Df¡  los  no 


S 41o.  Hornos  dicho  en  otra  parte  de  esta  obra  que  no 
combatientes  e(jc  considerarse  como  enemigos,  en  la  acepción  propia 
do  la  palabra,  á todos  los  súbditos  de  ....  Estado  beligerante  y que, 
por  tanto,  hay  algunos  entre  ellos  á quienes  no  deben  aplicarse  las 

leves  de  la  guerra. 

Esta  consideración  merecen  hasta  cierto  punto  los  capellanes,  mé- 
dicos y otras  personas  que  acompañan  los  ejércitos  en  calidad  de 
auxiliares  pasivos;  pero  en  el  caso  de  caer  en  poder  del  enemigo  po- 
drán ser  considerados  como  prisioneros  de  guerra,  sino  existieren  tra- 
tados que  dispongan  otra  cosa.  Por  supuesto,  si  cualquiera  de  ellos 
cometiese  un  acto  de  hostilidad  marcada,  perderá  su  pacífica  signifi- 
cación y adquirirá  la  de  un  verdadero  combatiente. 

Délos  paria-  § 416.  Los  parlamentarios  gozan  de  cierta  inviolabilidad 
mentarlos.  en  ej  camp0  enemigo , quien  les  concede  el  tiempo  y las 

seguridades  necesarias  para  el  mejor  desempeño  de  su  misión. 

S 417.  Los  enemigos  se  dividen  en  inofensivos,  forza- 

Diviston  de  0 ° 

los  enemigos  Jos  y voluntarios.  Los  primeros  pueden  residir  en  el  Es- 
tado que  sufre  la  guerra  ó proceder  del  que  envía  la  declaración,  ó 
bien  encontrarse  en  su  propio  país.  Los  que  habitaren  aquel  se  hal- 
lan autorizados  por  la  ley  y por  la  conveniencia  á retirarse  libre- 
mente al  suyo,  y á los  extranjeros  se  les  permite  que  continúen  en 
su  residencia,  á condición 'de  que  observen  la  mas  estricta  neutra- 
lidad, y solo  por  vias  de  represalias  podrán  embargarse  los  bienes 
de  su  pertenencia,  sin  proceder  á la  confiscación,  porque  esta  es 
pena  que  no  admite  reposición. 

Son  inofensivos  aquellos  súbditos  que  se  hallan  dentro  del  territo- 
rio natal  sin  llevar  las  armas  ni  por  llamamiento  de  la  ley,  ni  en  vir- 
tud de  su  libre  albedrío. 

Los  enemigos  forzados  son  los  que  pertenecen  á las  tropas  regula- 
res. Estos  se  hallan  completamente  sujetos  á las  leyes  de  la  guerra. 

Por  último,  son  enemigos  voluntarios  los  que  sin  causa  ineludible 
que  les  obligue  á ello  toman  las  armas  y pelean  sin  estar  bajo  la  di- 
rección ni  la  dependencia  de  su  gobierno;  quedando  por  esta  razón, 
cuando  son  apresados,  á discreción  del  beligerante  contrario.  * 


ch*  édÍÜ°n  Guillaumin>  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3 

Lumin  !n»mt¿  ^8,  ’ !r0tlUS’  Dr0lt  de  la  9uerre  et  de  paix,  édition  Guil- 

bZ  ? P8Í  PrfdTFOderé’  Hv-  3’  Ch-  9’  § 2;  ch-  §§  8-12;  Wheaton, 

Coto.  0n  \ Ch‘  % §§  2'  4;  Halleck’  lnL  ch.  *8,  §§  3-5;  Kent, 

Yol  v ...  " ,V°  ' P'  ^ > Burlamaqui,  Droit  de  la  nalure  et  des  gens, 

g * 4»  ch-6;  Bynkershoek,  Quvesl.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  3;  Bello, 


CAP.  VI 


A LA  PERSONA  Y PROPIEDAD  ENEMIGA 


419 


§ 418.  Por  mas  de  que  se  halle  unánimemente  conde- 
nado el  dar  muerte  al  enemigo  ¡vencido  si  hubiere  come-  da^cSS* 
tido  algún  crimen  contrario  á las  leyes  y usos  de  la  guerra,  será 
conducente  su  ejecución;  siendo  este  el  único  caso  en  que  puede 
negarse  con  justicia  la  concesión  de  cuartel. 

Desgraciadamente  este  principio  recto  y justiciero  no  se  ha  respe- 
tado siempre,  como  ha  sucedido  en  luchas  muy  recientes.  En  este 
sentido  han  conquistado  una  triste  celebridad,  el  mariscal  Radetsky, 
en  el  reino  Lombardo-Veneto,  Muravieff,  en  Polonia,  y Heynau  en 
Hungría  (1).  * 

§ 419.  La  historia  nos  demuestra  en  sus  elocuentes  pá-  prisioneros 
ginas  cuan  distinta  y variable  ha  sido  la  consideración  que  de  gucrra' 
se  ha  dado  á los  prisioneros  de  guerra.  Verdad  es  que  pocas  cues- 
tiones se  rozarán  tanto  y tan  directamente  con  los  progresos  que  la 
civilización  ha  introducido  paulatinamente  en  el  derecho  de  gentes. 

Si  nos  remontamos  hasta  la  Edad-Media  veremos  que  su  suerte  se 
dulciticó  algo,  puesto  que  en  vez  de  privarles  de  la  vida,  como  se 
hacia  anteriormente,  se  les  redujo  á la  esclavitud. 

Las  protestas  contra  este  derecho  comenzaron  en  el  siglo  XII:  pue- 
de citarse  una  decretal  del  tercer  concilio  de  Letran  (1179),  en  la 
cual  se  prohíbe  la  venta  y la  esclavitud  de  los  prisioneros,  lo  que 
no  impidió  que  aquel  continuara  subsistente  por  espacio  de  mucho 
tiempo  todavía,  en  las  grandes  luchas  sostenidas  entre  los  cristianos  y 
los  árabes,  sobre  quienes  la  iglesia  católica  no  extendió  su  santo  man- 
damiento. A pesar  de  todo  podríase  sin  dificultad  mencionar  casos, 

Derecho  int .,  pte.  2,  cap.  3,  §4;  Riquelme,  Derecho  pub.  mí.,  1 ib . 1,  tít.  1, 
cap.  10;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  §§  94,  95;  Rutherforth,  Inslitutes,  b.  2f 
ch.  9,  § 15 ; Martens,  Précis  du  droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotéc  par 
Ch.  Vergé,  §§  277,  278;  Klüber,  Droit  des  gensmod.,  §§  245-247;  HefTter,  Droit 
int.,  § 126;  Polson,  Law  ofnalions,  seo.  6;  Manning,  Law  of  nations,  pp.  144-153; 
Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  26;  Garden,  De  diplomatie,  liv.  6,  § 8;  Lampredi, 
De  Ucentia  in  hostem , 1761;  Kluít,  üist.  fed.  bel.,  vol.  II,  p.  473. 

(b  Algunos  publicistas  agregan  á estos  nombres  el  del  general  de  los  Estados- 
Unidos,  Butler.  Su  conducta,  no  obstante,  al  frente  de  la  administración  de  Nucva- 
Orleans,  lia  sido  completamente  juslilicada  en  la  Ilisloire  de  la  guerre  civile  ame - 
ricaine  por  Cortambert  y Tranaltos.  (Tome  I,  chaps.  XIII — Paris  1867). 

* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodere,  liv.  3, 
ch.  8,  § 149;  Grolius,  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  anno- 
lée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch<  11,  §§  13,  15;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I, 
p.  90;  Hallcck,  Int.  law,  ch.  18,  § 6;  Burlamaqui,  Droit  de  la  notare  et  des  gens, 
vol.  V,  pte.  4,  ch.  6;  Bello,  Derecho  int.,  pie.  2,  cap.  3,  §§  3,  5 ; Riquelme, 
Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  1,  cap.  12;  HeíTter,  Droit  int.,  § 120;  Rayncval,  Inst. 
du  droit  na  tur  el,  liv.  3,  ch.  5;  Real,  Science  du  gouvcr  nenien  t,  vol.  V,  ch.  2, 
scc.  6. 


A guep.ua  con  respecto  I cap.  vi 


(j  420  1)E  HECHOS  D E L 

aun  do  épocas  no  lejanas,  en  que  se  han  desatendido  tan  consolado- 
ras  máximas. 

Durante  la  guerra  de  España  contra  sus  provincias  suble- 
css»1 2 * *  ocurrí-  vadas  de  los  Países-Bajos,  en  1593,  el  conde  de  Fuentes 
pa/scs-Baj'us.  ordenó  que  se  impusiera  la  pena  de  muerte  á todos  los 
prisioneros  y á cuantos  pagaran  contribución  alguna  al  enemigo. 
Pero  esta  ley  de  corta  duración,  fué  derogada  por  otra  en  que  se 
permitía  su  rescate  á los  prisioneros  por  la  suma  equivalente  á la  de 
un  mes  de  sueldo  del  captor  (1). 

§ 420.  La  admisión  del  rescate  señala  un  progreso  no- 
ijC;  rescate,  febilísimo  en  la  legislación  internacional.  Permitido  ya, 
aunque  no  con  tanta  extensión  ni  facilidades  tan  grandes,  en  la 
Edad-Media,  contribuyó  poderosamente  á trasformar  la  esclavitud, 
preparando  en  cierto  modo  su  completa  extinción.  No  era  esto,  em- 
pero, todavía  mas  que  una  mejora,  siempre  aceptable,  de  la  misera- 
ble condición  en  que  vivían  los  prisioneros  enemigos,  puesto  que  les 
imponía  una  detención  ilimitada  (2). 

Gomo  todo  contrato,  el  de  rescate  suele  tener  cláusulas  especiales. 
Entre  ellas  las  de  uso  mas  frecuente  son : 

1°  Si  el  prisionero  muere  cuando  el  pacto  sobre  su  libertad  se  llalla 
ya  estipulado,  deberá  satisfacerse  el  precio  convenido. 

2'1 *  Si  la  adquiriese,  por  medio  de  sus  parciales,  ántes  de  verificado 
el  pago,  no  hay  derecho  á reclamarle. 

3n  El  captor  puede  anularle,  aun  cuando  hubiere  cobrado  su  im- 
porte, si  la  otra  parte  contratante,  para  aminorarle  ó con  otro  objeto 
cualquiera,  ha  ocultado  su  graduación  ó calidad,  porque  esto  equi- 
vale á un  fraude,  y como  tal  merece  castigo.  * 


(1)  Véanse  las  citas  correspondientes  al  párrafo  siguiente. 

(2)  El  tratado  de  12  de  marzo  de  1780,  entre  Inglaterra  y Francia,  fija  en  sesenta 
libras  esterlinas  el  rescate  de  un  mariscal  francés  ó inglés.  El  de  1802  entre  Ingla- 
terra y las  repúblicas  francesa  y bátava,  establece  que  los  prisioneros  sean  devueltos 
sin  rescate. 


* ValleI>  Droifdes  gens,  édition  Guillaumin,  annolée  par  Pradier-Foderé,  liv  3 
I1'  i7;  ? ,-;8'285;  Wheaton ,Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  2,  § 3 ; Halleck,  int.  íaw\ 
ch.  27,  § 19;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annolée  par 
Gn.  Verge,  § 275;  Martens,  Recudí,  vol.  IV,  p.  276;  yol.  VII,  p.  288-  Klüber 

TS  71:  274i  M°-  Dmch0  2.  cap-  9.  § 5 Cele! 

¡Haimm  1>U,b'  mLJ  b'  Cap‘  43  >'  Phlliimore,  On  int.  lato , vol.  III,  p.  109; 

Dumnnf ’ r“W  °f  natl0ns'  P*  156  et  seq.;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  26; 

vo1-  VII>  P-  231  ; U.  s.  Siamés  at  lar  ge,  vol.  III, 
"8>  Nñes,  Register,  vol.  II,  p.  382. 
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CAP.  VI 


A LA  PERSONA  Y PROPIEDAD  ENEMIGA 


§ 421 


§ 421.  Para  encontrar  generalmente  admitido  en  Euro- 
pa el  cange  de  prisioneros,  se  hace  preciso  llegar  hasta  01  canse' 
el  siglo  XII. 

Perteneciendo  este  derecho  al  voluntario  de  gentes  es,  en  conse- 
cuencia, potestativo.  No  tiene  fuerza  obligatoria  y las  circunstancias 
son  las  únicas  que  pueden  trazar  la  conducta  que  haya  ue  seguirse ; 
salvo,  bien  entendido,  el  caso  en  que  existan  estipulaciones  al  efecto, 
cuyo  tenor  debe  respetarse. 


La  regla  que  comunmente  se  observa  consiste  en  aten- 
der con  preferencia  al  resultado  que  arroje  la  población  RngeVaf 
respectiva  y al  valor  de  los  combatientes. 


De  este  modo  se  ha  pretendido  justificar  la  conducta  de 
Pedro  el  Grande,  de  Rusia,  que  se  negó  á cangear  los  pri-  Nc|crtróUeile 
sioneros  suecos  por  un  número  igual  de  rusos.  Gracd<3, 

Francia  é Inglaterra  nos  ofrecen  un  ejemplo  curioso  de  si  o. 

. . 1 Negociacio- 

negociaciones  de  cange.  . ncs  de 

_ ° cange. 

En  1810  retenia  la  última  prisioneros  cerca  de  50.000 
franceses,  y aunque  la  primera  no  tenia  un  número  tan  crecido  de 
ingleses,  podía  completarle  aproximadamente  con  los  españoles  y 
portugueses,  aliados  entónces  de  la  Gran-Bretaña,  que  conservaba 
igualmente  en  su  poder. 

Napoleón  ofreció  cangear  por  cantidades  iguales,  ó sea,  1.000  de 
los  unos  y 2.000  de  los  otros  por  3.000  franceses.  Pero  los  agentes 
de  Inglaterra  trabajaron  cuanto  les  fué  dable  para  que  el  cange  com- 
prendiera solo  á sus  compatriotas,  y no  pudiendo  conseguirlo,  con- 
sintieron en  uno  general,  mas  á condición  de  que  se  empezase  por 
ellos. 

Temeroso  el  emperador  de  que  una  vez  cambiado  cierto  número, 
Inglaterra  se  opondria  á continuar,  no  accedió  á tal  demanda;  de 
todo  lo  cual  resultaron  mutuas  acusaciones,  en  que  cada  uno  trataba 
de  hacer  responsable  al  otro  del  mal  éxito  de  la  empresa. 

Sin  embargo,  como  dice  Halleck,  lo  mismo  Inglaterra  que  b rancia 
estaban  en  su  derecho  al  no  aceptar  las  proposiciones  respectivas. 

Si  el  cange  de  los  prisioneros  es  potestativo  entre  los  Estados  beli- 
gerantes, no  sucede  lo  mismo  con  el  deber  que  estos  tienen  de  liber- 
tar á sus  súbditos  ó aliados,  que  han  expuesto  su  vida  y perdido  su 
libertad  por  defenderles.  * 


* Vattcl,  Droil  des  gens,  édition  Guillaumi»,  anuotúc  par  Pradier-l'otlcrc,  tiv.  9, 
f-1,.  a,  §{$149-154 ; Grotius,  Droil  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumi», 
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s 4-2-2  No  pudicndo,  en  realidad,  conceptuarse  como  cnc- 
¿5SS  ,,,¿0»  ni  como  prisioneros,  los  individuos  que  por  los  aZa- 
¿&XL  res  ,1o  la  querrá  caen  cu  manos  del  beligerante  do  cuyas 
lilas  1, uvero,,,  no  son  aplicables  ;¡  ellos  las  leyes  que  ryen  en  tales 
raso-  Por  esto  se  acostumbra  á clasilicarlos  separadamente  en  los 
tratados-  teniendo  también  en  cuenta  que  muchos  de  estos  ejemplos 
ne  son  mas  que  el  resultado  inevitable  de  las  discordias  civiles  que 

sítele»  acompañar  á muchas  guerras. 

íí  423.  Ha  sido  costumbre  seguida  en  muchas  ocasio- 
m\s,  poner  en  libertad  á los  prisioneros  de  guerra,  que  han 
1 empeñado  su  palabra  de  honor  de  no  volver  á tomar  las 
armas.  Preciso  es  para  que  este  hábito  civilizador  se  arraigue  mas 
cada  día,  que  estos  solemnes  compromisos  se  guarden  fielmente  en 
todas  sus  partes,  y que  todos  los  gobiernos  les  respeten,  y no  solo 
avuden  á su  cumplimiento,  sino  que  le  impongan,  aun  cuando  sea 
contrario  á sus  intereses  particulares.  ** 


annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  cli.  7,  §§  8, '.9 ; cli.  14,  §§  1 ct  scq.;  Wliea- 

lon,  Klein . droit  hit.,  pie.  4,  ch.  2,  §§  2,  3;  Wheaton,  Ilist.  law  of  nations,  pp. 

162-1 01;  Halleck,  hit.  lato,  ch.  18,  §§  7-10;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1, 
til.  I,  cap.  12;  Bynkershock,  Quwst.  jur.  pub .,  lib.  1,  cap.  3;  Burlamaqui,  Droit 
de  la  nal.  ct  des  gens,  vol.  V,  pie.  4,  ch.  6;  Rutherforth,  Institutos , b.  2,  ch.  9, 

§ 15;  Phiheiro-FeiTeira,  Notes  sur  Valle!,  § 152,  p.  421;  Martens,  Précis  du  droit. 

des  gens,  édition  Gnillaumin,  annoléo  par  Ch.  Vergé,  §§  275,  270  ; Ivlübcr,  Droit 
des  gens  mod.,  § 2/9;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 95;  HefTter,  Droit  int. 

126-129;  Bcüo,  Derecho  int.  pte.  2,  cap.  3,  § 5;  De  Felice,  Droit  de  la  nat. 
el  des  gens,  vol.  IT,  lee.  25;  Eselibach,  Introduction  á Véludc  du  droit,  pp\  118 
ct  scq. ; Gardcn,  De  diplomatie,  liv.  6,  § 9;  Rayneval,  Inst.  du  droit  nal.  liv.  3, 
ch.  5;  Manning,  Law  of  nations,  pp.  149-162;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  26; 
Polson  Law  of  nations,  lee.  6;  J.-J.  Rousseau,  Contrat  social,  liv.  1,  ch.  4;  Omp- 
teda,  Lit/ernlur,  t.  II,  644  IV;  Moscr,  Vcrsuch,  t.  IX,  pt.  2,  250  IT.;  Kamptz, 
Neucr  lit.  § 305;  De  Cussy,  Droit  maritime,  liv.  1,  tit.  3,  § 32;  Real,  Science 
du  gouverncment,  vol.  V,  ch.  2,  scc.  8;  Napoléon,  Memo  ir  es,  vol.  IX,  p.  61; 
Las  Cases,  Mémoircs  de  Sainte-Hélénc,  vol.  Vil,  pp.  39-40;  Hardenberg,  ;lfe- 
moires  d un  liomme  d’Élat,  vol.  II,  pp.  438-484;  Anmud  register,  British  1811, 
p.  76;  Parí ¡amentari)  debates,  vol.  XX,  pp,  623-691. 

* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  8,  § 144;  Halleck,  Int.  law,  ch.  18,  § 24;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III, 

§ 96;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  I,  lit.  1,  cap.  14;  Heffter,  Droit  int., 
$ * • 


**  4aUcl,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Fradier-Fodéré,  liv.  3, 
ch.  8,  § lá! ; Grotius,  Droit  de  la  guerre,  édition  Guillaumin,  annotée  parPradierl 
n \ Halleck,/»,.  fc,»,eb.  18,516, 18;  Riquelme,  Derecho 
/norp  n w Ca|>'  ,2'  'Vhcal0,1>  Elem  Aoit  inl.  pie.  4,  ch.  -2,  § 3;  Philli- 

Um'pf  1 El.8  W;  Derecho  tai.,  pie.  2,  cap.  3,  § S;  Polson 

Hitan-,  l„.  , , 5'  ' o1"!"’,.  V0‘-  p-  Dc  Cussíl  Dnil 

Cono  dar  ^ “eah  Science  du  gouvernement,  vol.  V,  ch.  2,  sec.  8,. 

3 30  «*»-.  1 S».  sess.  H.  R.  Síc-doc,  „•  56,  p.  245. 


CAP.  Vi] 


A LA  PERSONA  Y PROPIEDAD  ENEMIGA 


426 


§ 424.  Mas  para  que  así  suceda,  menester  será  igual- 
mente que  las  condiciones  impuestas  al  prisionero  liberta-  ncSna"? 
do,  no  traspasen  los  límites  en  que  se  encierran  los  derechos  del 
beligerante  apresador. 

No  teniendo  sobre  él  potestad  mas  que  por  el  espacio  de  tiempo 
que  dure  la  guerra,  no  seria  obligatoria,  supongamos,  una  condición 
por  la  cual  se  tratara  de  imponer  la  promesa  de  no  hacer  armas  en 
contra  suya  indefinidamente,  ni  cualquiera  otra  que  se  hallase  en 
contraposición  con  las  leyes  generales  de  la  igualdad  y decoro  inhe- 
rentes á todas  las  naciones.  * 

§ 42o.  El  hecho  que  venimos  examinando  ofrece  en  la  D.fic  u . 
práctica  serias  dificultades,  á las  que,  por  desgracia,  no  lácticas, 
es  siempre  agena  la  mala  fé. 

Para  obviarlas  se  ha  recurrido  al  medio  de  nombrar  l' 
con  el  título  de  Comisarios,  unos  empleados,  escogidos  í^Td^comL- 
por  lo  general,  en  las  lilas  del  ejército,  que  ayudan  pode-  sanus  ad,l0C 
rosamente  á orillar  todos  los  inconvenientes  que  se  presentan,  apre- 
surando la  operación  del  cange.  ** 

§ 426.  Teniendo  necesariamente  que  mediar  un  tiempo 
mas  ó inénos  largo  entre  la  captura  y la  devolución  de  Ja  ios  píi- 

° i j sioneros  do 

libertad,  se  desprende  natural  y espontáneamente  la  cues-  £aorra- 
tion  de  fijar  á quien  corresponde  la  manutención  de  los  prisioneros 
de  guerra.  Su  resolución  es  fácil  y concisa.  Si,  como  hemos  dicho 
poco  lia,  el  Estado  tiene  el  deber  de  procurar  la  libertad  á los  que 
en  su  defensa  la  han  perdido,  ¿ cómo  no  ha  de  tener  igualmente,  y 
aun  con  mayor  razón,  el  de  proveer  á sus  necesidades? 

Una  de  las  críticas  mas  acerbas  que  se  han  lanzado  por  los  escri- 
tores ingleses  contra  Napoleón  I,  fué  producida  por  haber  dejado,  se- 
gún afirman,  que  los  prisioneros  franceses  hechos  por  Inglaterra,  tu- 
vieran que  implorar  la  caridad  pública  para  mantenerse. 

* Valtel,  Droit  des  yens,  údition  Guillaumin,  annolóe  par  Pradier-lodeié,  j'v- 
ch.  8,  § 151;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  p-  95;  Halleck,  Int.  laxo,  ci.  , 
§12;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  lít.,  1,  cap.  12;  Relio,  Derecho  mL,  pte. 
cap.  3,  § 5 ; De  Cussy,  Droit  maritime,  liv.  1,  til-  9,  § 32. 

**  Wheaton,  Elern.  inl.  laxo,  pte.  4,  ch.  2,  § 3;  Grotius,  Droit  de  la  guerra 
ct  de  la  paix,  liv.  3,  ch.  7,  § 8;  ch.  11,  §§  9-13;  Valtel,  Droit  des  yens,  eiiUion 
Guillaumin,  annoléc  par  Pradior-Foilcré,  liv.  3,  ch.  8,  § 133;  Wbealon,  IDst.  aw 
ofnations,  pp.  1G2-1G4;  Halleck,  Int.  lato,  ch.  18,  §§  13,15;  rhillimore,  On  int. 
lato,  vol.  ,IH  § 95;  Maricos,  Précis  da  droit  ríes  yens,  édilion  Guillaumin,  an- 
notée  par  Ch.  Vergé,  § 275;  Relio,  Derecho  int.,  lít.  2,  cap.  3,  § 5;  Riquelme, 
Derecho  púb.  inl.,  lib.  1,  lít.  1,  cap.  12;  Anvual  reyisler,  vol.  XIV,  p.  265;  Robla- 
sen, Admi  rally  reporls,  vol.  III,  note  appcndix  a. 
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Pero  si  por  circunstancias  especiales,  la  nación  a que  pertenezcan 
no  pudiera  venir  en  su  auxilio,  esta  obligación  pesará  sobre  aquella 

en  que  se  encuentren.  * 

§ 427  Algunos  publicistas  emiten  la  opinión  de  que 
SfSSSd?  cuando  un  beligerante'  se  niega  al  cange  de  los  prisione- 
cmp£rsc'  ros,  desatendiendo  á los  suyos,  el  otro  puede  exigir  de 
ellos,  como  remuneración  de  los  auxilios  que  les  presta,  que  traba- 
jen en  las  obras  públicas. 

Pero  este  principio  es  incompatible  con  las  leyes  que  rijen  sobre 
las  guerras  en  nuestros  dias,  y hasta  es  difícil  que  acontezca  el  hecho 
que  le  origina;  pero  si  así  fuese,  solo  podrá  ocupárseles  en  trabajos 
que  no  sean  denigrantes,  y deberá  tratárseles  de  un  modo  conve- 
niente. 

A este  deber  faltaron  Inglaterra  y España  durante  la  guerra  de  la 
independencia  sostenida  por  la  última  contra  Francia. 

Cuando  la  ciudad  de  Tarragona  cayó  en  poder  de  sus 
ífdoenET  s’t‘a^ores’  general  francés  propuso  el  cange  de  los  pri- 
Paíla-  sioneros  catalanes  que  tenia,  por  los  franceses  que  se  ha- 
llaban confinados  en  Cabrera,  una  de  las  islas  Baleares;  pero  aunque 
el  jefe  español  estaba  dispuesto  á aceptar  el  partido,  no  pudo  lle- 
varse á efecto,  porque  la  Regencia,  á petición  de  Wellesley,  se  opuso 
á ello,  y aquellos  infelices  continuaron  en  la  isla,  desnudos  y hasta 
sin  alimentos,  siendo,  como  decia  Napier,  una  mancha  para  Ingla- 
terra y para  España.  ** 

Medies  do  § 428.  Es  práctica  constante  que  los  medios  de  subsis- 

subsistcncia  . , 

concedidos  teiicia  concedidos  por  un  beligerante  á sus  prisioneros  de 

orednaria-  . A 

mente.  guerra  se  equiparen  en  todo  á los  de  las  clases  respec- 
tivas. 

Así,  al  soldado  le  socorrerá  con  las  raciones  ordinarias,  el  vestua- 


\ attel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  8,  § 154;  Halleck,  Int.  law,  ch.  18,  §§  14,  15;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et 
de  lapaix,  liv.  3,  ch.  4,  § 18;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  26;  Heffter,  Droit 
int.,  § 129;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  1,  cap.  12;  Bello,  Derecho  int , 
pie.  2 cap  3 § 5;  Garden,  De  diplomalie,  liv.  6,  § 9;  De  Cussy,  Droit  maritirne, 

• 7 32i  Hansard’  Parliamentary  debates,  vol.  XX,  pp.  634,  694:  Annuai 

ZV-  6LS,Ml'  ?•  * — » •».  M*.  §§  709-716;  CzJ, 
«'tal,  vol.  l^p.  438;  vol.  ix'  ™¡05P  4°!  HarJc"bwS’  «émoini  d'un  homme 

ch.-  8 8 ^CS  gens’  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 

Napier ,fIUt!w?mZr  — ' — ’ -1’  26’'  HaHeCk’  Mm  ^ °h  ‘ 18,  § 1; 

8 


toar,  vol.  II,  p.  409. 


CPP.  vi]  a la  persona  y propiedad  enemiga 


servada  en 
la  actuali- 
dad. 


§ 431 

rio  y el  combustible  que  dé  á los  suyos,  y á los  oficiales  con  una  pen- 
sión correspondiente  al  empleo  que  tuvieran  en  las  filas  contrarias 
Todas  las  cantidades  que  se  inviertan  en  estos  gastos  Práctica  ob- 
deberán  ser  abonadas  religiosamente  por  el  tesoro  de  la 
nación  enemiga  cuando  se  celebre  la  paz,  ó liquidadas 
por  los  comisarios  en  el  trascurso  de  la  guerra.  Esta  es  la  práctica 
que  se  sigue  en  las  contiendas  actuales. 

§ 429.  Los  derechos  civiles  no  se  interrumpen,  míen-  continuación 
j , . . . . . . en  el  goce 

tras  dura  la  retención  de  un  prisionero  de  guerra,  asi  es  (’e  ios  dere- 

que  puede  suscribir  obligaciones,  contraer  matrimonio, 

testar,  etc.,  etc.,  siendo  todos  estos  actos  de  una  validez  indiscutible. 

§ 430.  Pero  hay  al  mismo  tiempo  una  suspensión  del 

carácter  nacional  muy  notable,  que  se  halla  hasta  cierto  ddcSer 

punto  en  contradicción  con  la  regla  precedente.  nacional. 

Resulta,  pues,  que  cualquiera  de  ellos,  que  regresa  á su  país  bajo 
palabra  de  honor,  no  será  justiciable  por  un  delito  que  hubiera  co- 
metido en  él  con  anterioridad  á su  aprehensión,  porque  se  le  con- 
ceptúa como  súbdito  de  aquel  que  le  ha  dado  la  libertad,  ínterin  no 
se  terminen  las  hostilidades. 

§ 431.  Riquelme  dice,  que  si  por  desgracia  ocurriese, 
que  la  salvación  de  un  ejército  dependiera  de  una  ma- 
nera evidente,  de  la  muerte  de  los  prisioneros,  al  jefe  su- 
perior, como  responsable  de  la  vida  de  sus  soldados  y 
del  éxito  de  sus  operaciones,  tocaría  pesar  la  urgencia  de  las  circuns- 
tancias y decidir  en  tan  dura  alternativa,  si  había  de  proceder  ó no  á 
una  extremidad  que  á penas  se  comprende  excusable  en  ningún  caso. 

Vattel  sostiene  la  posibilidad  de  que  llegue ; pero  impone  como 
una  de  las  condiciones  para  consumar  tan  cruento  sacrificio,  que  no 
se  haya  prometido  la  vida  salva  á los  que  hayan  de  ser  sus  vícti- 
mas. 

La  doctrina  sustentada,  con  ligerísima  diversidad,  por  los  citados 
autores,  es  admitida  por  Bello,  que,  al  tratarla,  se  expresa  así  : « solo 
cuando  nuestra  seguridad  propia  prescribe  este  doloroso  sacrificio,  es 
permitido  quitarles  la  vida.  » 

Hechos  de  esta  naturaleza  no  son  desconocidos  en  lahis-  0Clirr¡_ 
toria,  y entre  otros  puede  mencionarse  el  de  Enrique  V do  aan!j'S|a* 
de  Inglaterra,  que,  después  de  la  batalla  de  Azincourt,  se 
viú  ó creyó  verso  en  la  dura  necesidad  de  mandar  que  se  quitase  la 
vida,  como  se  efectuó,  á los  franceses  que  cayeron  en  su  poder. 

Esta  práctica  horrible  difiere  por  completo  de  la  significación  ac- 


Podrá  haber 
casos  en  que 
la  ejecución 
de  los  pri- 
sioneros sea 
procedente? 
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,ual  de  la  guerra,  y el  que  hoy  se  atreviese  á ejecutarla,  no  llegarla 

nunca  á justificarse  (1).  . . 

§ 432  El  carácter  especial  que  contrae  el  prisionero 

1SfE¡dí  de  guerra  cesa  desde  el  momento  en  que  recupera  su  li- 
na i*  “ portad  por  el  congo,  por  la  fuga,  por  la  sumisión  volun- 
ciüs¡oí!o!>.pr‘'  [aria  aceptada  por  el  gobierno  enemigo,  por  el  permiso 
libre  ó condicional  de  volver  á su  país  y por  el  rescate  en  aquellos 

pueblos  en  que  está  permitido. 

g 433.  Uno  de  los  principios  admitidos  en  las  guerras 
en  la’K-  del  siglo  XVII  era  que  la  guarnición  de  una  plaza  relati- 
'l * * *|)i¡:za.  vamente  débil  que  se  obstinaba  en  defenderse  contra  un 
ejército  superior,  perdía  todos  sus  derechos  á ser  tratada  según 
prescriben  las  leyes  de  la  guerra.  Por  eso  el  célebre  duque  de  Alba 
censuró  mucho  á Próspero  Colonn a,  que  hubiese  admitido  la  capi- 
tulación de  un  castillo,  concediendo  á sus  defensores  los  honores  de 


la  guerra,  después  de  roto  el  fuego. 

Pero  semejante  doctrina  es  incompatible  con  los  adelantos  hechos- 
por  la  legislación  internacional.  Así  nos  encontramos  con  que  algunos 
autores  la  rechazan,  apoyándose  en  que  es  inútil  ó perjudicial  en  sus 
resultados  é inmoral  á la  vez  que  injusta  en  su  objeto,  y otros  la 
admiten  exceptuando  solo  el  caso  en  que  el  jefe  de  la  plaza  luche 
por  salvar  su  patria  de  la  opresión  extranjera,  porque  entonces  su 
deber  es  sostenerse  hasta  el  extremo  de  morir  como  hombre  libre. 


Lo  cierto  es  que  las  mismas  dificultades  que  se  encuentran  para  de- 
cidir la  justicia  ó injusticia  de  una  guerra,  se  presentan  para  fijar 
hasta  que  límite  puede  sostenerse  una  defensa  sin  traspasar  las  pres- 
cripciones del  derecho  de  gentes. 

Además,  invalida,  y no  poco,  el  parecer  de  los  publicistas  a que 
aludimos,  que  en  él  se  deja  la  determinación  de  si  una  resistencia  es 
temeraria  ó inútil  al  juicio  del  enemigo,  que  no  puede  ser  en  este 
asunto  una  autoridad  imparcial;  con  tanto  mayor  motivo  cuanto  que 
la  importancia  de  una  plaza  se  calcula  en  vista  del  interés  que  de- 
muestra el  enemigo  en  apoderarse  de  ella. 

Se  puede,  pues,  asentar  como  principio  digno  de  observarse,  que 
no  debe  colocarse  fuera  de  las  leyes  de  la  guerra  á los  que  defien- 


1 v i-Q,  ú eJemPlo  que  puede  recordarse  es  el  decreto  de  la  convención  francés® 

c j t,  que  condenaba  á muerte  todos  los  prisioneros  ingleses,  lianoverianos  y 

dieio°hS  Y°rtunac*amente  no  llegó  á cumplirse,  y fué  revocado  por  la  misma  ett 

d°  aquel.año-  (véase  Martens,  Recudí,  tomo  VI,  pag.  751). 

T’  *Hí.,  § 29;  Riquelme,  Derecho  público  int.,  lib.  1,  tít.  4,  cap.  12. 
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§ 435 


den  tenazmente  un  punto  fortificado,  aun  cuando  no  obtengan  resul- 
tado alguno  favorable ; porque  obrar  de  otro  modo  es  cometer  un 
atentado,  que  tiene  mas  de  un  precedente  histórico,  pero  que  reprue- 
ban altamente  las  leyes  y las  costumbres  civilizadoras  de  nuestros 
dias.  * 

§ 434.  Lo  mismo  puede  decirse  del  saqueo,  tan  común  en 
las  antiguas  contiendas  y del  cual  las  modernas  ofrecen  DcI  saquco' 
ejemplos,  aunque  afortunadamente  escasos. 

Vattel  le  admite  como  práctica,  que  no  censura,  seguida  en  su 
época ; pero  Pinheiro-Ferreira  le  combate,  considerando  como  una 
deplorable  desgracia  que  haya  de  recurriese  á tales  medios  para  sos- 
tener la  disciplina  militar. 

Este  parecer  se  ha  generalizado  hasta  el  punto  de  que  si  no  se  ha 
erigido  en  principio,  impulsa  á la  Opinión  pública  para  que  proteste 
altamente  en  su  favor. 

Movidos  por  esta  corriente  los  historiadores  de  las  guerras  premiantes 
de  Napoleón  I condenan  fuertemente  los  horrores  cometi- 
dos en  la  toma  de  algunas  ciudades  de  España,  como  Ciudad-Rodri- 
go, Badajoz,  San  Sebastian  y otras. 

La  misma  reprobación  ha  merecido  la  conducta  de  los  ejércitos 
rusos  en  Polonia  y la  seguida  por  algunos  generales  en  la  guerra  ci- 
vil de  los  Estados-Unidos.  ** 

§ 435.  A pesar  de  la  tendencia  que  se  nota  en  Jos  pue-  de  rc_ 
blos  modernos  hacia  una  interpretación  mas  humanitaria  ^jíesaííasy 
de  las  leyes  de  la  guerra  en  los  derechos  referentes  á la  rcl°™km  de 
persona  del  enemigo , la  conducta  que  observan  general- 
mente los  gobiernos  y los  jefes  militares  se  amolda  mas  bien  á la 
regla  de  la  reciprocidad , que  admite  las  represalias  y la  retorsión  de 
hechos. 


¥ Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3 ; 
ch.  8,  § 143;  Grotius,  Droit  de  la  guare  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  4 , § 13;  cap.  11,  § 16;  Riqm  lme,  Derecho  púb. 
int.,  lib.  1,  til.  1,  cap.  12;  Halleck,  Int.  lato,  ch.  18,  § 21;  Bynkorshoek,  Quwsl. 
jur.  pvb.,  lib.  1,  cap.  3;  Rutherforth,  Instílales,  b.  2,  ch.  9,  § 15  ; Wildman, 
Int.  laiu,  vol.  II,  p.  25;  De  Cussy,  Droit  mar  i time,  liv.  1>  til*  ,q>  § 

Science  du  gouvernemenl , vol.  V,  ch.  2,  sec.  6. 

**  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  9,  § 164;  Halleck,  Int.  law , ch.  18,  §§22,23;  Mnrtens,  Precis  du  droit  des  gens, 
édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 279;  Pinheiro-Ferreira,  A oles  sur 
Martens,  vol.  II,  note  77;  Kent,  Com.  on  am.  laiv,  vol.  I,  pp-  92,  93;  Klubor, 
Droit  des  gens  mod.,  §§  253,  254;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  1 cap. 
p¿.  Massé  Droit.  commcrcial,  liv.  G,  § 15;  Carden,  De  diplomatie,  lib.  G,  § !>>. 
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Cuando  aquellas,  dice  Wheaton,  son  violadas  por  un  beligerante, 
el  contrario  puede,  á taita  de  otros  medios,  recurrir  a las  represalias 
para  forzarle  á observarlas. 

Poro  este  modo  de  proceder  no  es  tan  absoluto  como  del  texto  ci- 
tado se  desprende,  y está  limitado  por  su  propia  naturaleza. 

Este  fue  el  motivo  en  que  se  fundaron  muchas  de  las  represalias 
que  tuvieron  lugar  en  la  guerra  de  1807  entre  Inglaterra  y Dinamar- 
ca y en  la  mayor  parte  de  las  promovidas  por  la  revolución  francesa. 

Pero  si  un  pueblo  recurre  á medidas  de  barbarie,  seguirle  en  su 
camino  es  colocarse  á su  nada  envidiable  altura,  y esta  es  la  razón 
porque  se  lia  criticado  tan  acerbamente  el  saqueo  del  palacio  de 
verano  del  emperador  de  China  llevado  á cabo  por  las  tropas  ingle- 
sas y francesas,  en  represalias  del  trato  que  daban  los  chinos  á los 
que  caían  en  su  poder. 

Un  pueblo  de  salvajes,  dice  Halleck,  podrá  matar  las  mujeres  y los 
niños  del  enemigo,  lo  cual  no  autorizarla  á uno  civilizado  para  que 
apelase  á iguales  medios  de  retorsión. 

El  límite,  pues,  de  la  regla  de  reciprocidad  está  en  las  prescrip- 
ciones , en  la  significación  general  del  derecho  de  gentes , cuya  ne- 
gación implicaría  en  muchos  casos,  si  se  aplicase  de  otro  modo.  Así 
es  que  aun  cuando  aparece  cierta  contradicción  entre  estos  prin- 
cipios y la  regla  seguida,  es  fácil  prevecr  que  no  ha  de  pasarse  mu- 
cho tiempo  sin  que  la  última  obedezca  á los  primeros.  * 

Bombardeo  § 436.  El  bombardeo  de  las  plazas  fuertes  ú otro  lu- 
gar análogo  es  una  medida  de  rigor  extraordinario  justi- 
licable  solo  en  el  caso  de  que  sea  imposible  alcanzar  su  rendición 
por  otro  medio,  legitimándose  así,  en  cierta  manera,  la  destrucción  de 
la  propiedad  privada,  como  consecuencia  inevitable  de  los  proyecti- 
les lanzados. 

Pero  nunca  ni  con  motivo  alguno  podrán  bombardearse  las  abiertas 
e indefensas  sin  que  los  autores  de  semejante  hecho  se  coloquen  fuera 
de  la  ley  de  las  naciones  que  marchan  á la  cabeza  de  la  civilización. 

Caso  del  Entre  los  hechos  modernos  que  han  respetado  ménos 
dc  yaíifa-  ^os  principios  del  derecho  de  gentes,  merece  una  mención 
especial  el  bombardeo  de  Valparaíso  en  1866  por  la  escua- 

* Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  1 §§  2,  10;  ch.  2,  § 6;  Carden,  De 

(iplomatie,  liv.  6,  § 9;  Halleck,  Int.  law,  ch.  18,  § 25,  26;  Robinson,  Admiralty 

lepotts , vol.  I,  p.  64;  Marteus,  Nouveau  recudí,  vol.  II,  p.  6;  Thiers,  Histoire 

( iiconsuiaí  et  do  Vempire,  liv.  17;  Las  Cases,  Mémoires  de  Sainte-Héléne,  vol.  VII, 
i'P*  33* 
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dra  española.  Este  acto  constituye  un  precedente  lamentable  de  la 
fuerza  aplicada  como  único  criterio  para  resolver  las  cuestiones 
internacionales. 

No  tenemos  necesidad  de  ocuparnos  aquí  de  las  causas  que  dieron 
origen  á la  guerra  de  España  contra  la  república  de  Chile.  Vamos 
solo  á examinar  si  la  conducta  adoptada  por  el  gobierno  de  la  primera 
puede  ó no  considerarse  como  medio  legítimo  de  guerra  y formar  en 
tal  concepto  parte  de  la  ley  general  de  las  naciones.  Colocado  en 
estos  términos  el  problema,  su  resolución  se  limita  á saber  si  las  leyes 
de  la  guerra  permiten  actualmente  el  bombardeo  de  una  ciudad 
indefensa,  cuyos  habitantes,  dedicados  á los  trabajos  comunes  de  la 
vida,  no  pueden  considerarse  como  combatientes  y cuyo  tráfico, 
como  uno  de  los  centros  mas  activos  del  comercio  en  el  Pacífico, 
tenia  que  interesar  en  alto  grado  á los  capitales  extranjeros. 

Cuando  Chile  declaró  la  guerra  á España  ni  su  gobierno  Declaración 

° de  guerra 

se  encontraba  en  el  caso  de  ofrecer  una  séria  resistencia,  p°r  parte  de 

Chile  y pri- 

ni  la  escuadra  española  disponía  de  los  medios  necesarios  meras  °pe- 
1 x raciones . 

para  alcanzar  un  resultado  definitivo.  Las  operaciones 
empezaron,  pues,  y siguieron  con  mucha  lentitud  reduciéndose  á la 
captura  de  algunos  buques  mercantes  chilenos  y á la  declaración  del 
bloqueo  de  todos  los  puertos  de  la  república  por  el  almirante  Pareja, 
cuyas  fuerzas  se  reducían  á cinco  buques. 

La  irregularidad  y el  rigor  inusitado  con  que  el  men-  cucrp^con- 
cionado  jefe  le  ejecutaba  obligaron  al  cuerpo  consular  |“^[0qc°e0try 
residente  en  la  república,  á reclamar  contra  los  abusos  sus  jesuíta- 
cometidos,  dando  por  resultado  que  el  almirante  Pareja 
le  limitara  á la  ciudad  de  Valparaíso,  permitiendo  que  ios  capi- 
tanes de  los  buques  mercantes  se  entendieran  con  sus  consig- 
natarios y que  los  correos  entraran  y salieran  libremente  en  el 
puerto.  Desde  entonces  perdió  de  tal  modo  su  importancia  que  casi  no 
conservó  ninguna.  La  escuadra  española,  por  otra  parte,  obligada  á 
cruzar  por  el  Pacifico  sin  comunicación  alguna  con  la  costa,  no  podia 
disponer  de  víveres  y provisiones  frescas,  y aunque  emprendió 
algunas  expediciones  para  proporcionárselos  no  alcanzó  resultado  fa- 
vorable. 

. Aprepamion- 

La  situación  continuó  de  este  modo  hasta  la  toma  de  to  do  lo  co- 

rad'jngn. 

la  Covadonga  por  el  buque  chileno  la  Esmeralda , suceso 

que  motivó  el  suicidio  del  almirante  Pareja,  y sirvió  admirablemente 

de  pretexto  y disculpa  á los  planes  del  gobierno  español.  Se  han 

dirigido  algunos  cargos  á Chile  por  este  hecho,  pero  lo  cierto  es  que 
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o 

¡a  responsabilidad  corresponde  integra  al  oficial  español  que  se  dejó 
sosprender. 

E!  nuevo  jejo  de  la  escuadra  ordenó  algunas  expediciones  contra 
la  de  la  república,  pero  sin  éxito,  lo  cual  exasperaba  naturalmente  á 
los  marinos  españoles  y contribuía  á sostener  el  entusiasmo  del  pue- 
blo chileno.  Por  otra  parte,  las  instrucciones  recibidas  del  gabinete 
do  Madrid  disponían  que  no  se  empeñaran  las  fuerzas  en  un  lance 
arriesgado,  y obligaban  á guardar  la  mayor  circunspección. 

A nenas  el  brigadier  Mendez  Nuñez  regresó  de  la  célebre 

Orden  para  r ° 0 

dco bEfeetu"  expedición  al  canal  de  Chiloe,  se  encontró  con  una  orden 
que  produjo.  fje  su  gobierno  autorizándole  para  llevar  á cabo  el  bom- 
bardeo de  Valparaíso,  y como  diera  cuenta  de  ella  al  encargado  de 
negocios  de  los  Estados-Unidos  la  alarma  se  extendió  bien  pronto  por 
la  población. 

Declaración  Enterado  de  la  noticia  el  jefe  de  la  escuadra  británica 
ro  inglés.  anclada  en  la  rada,  declaró  que  si  la  española  procedía  al 
bombardeo,  de  modo  que  se  pudiera  creer  expuesta  la  vida  de  los 
súbditos  ingleses,  intervendría  en  el  asunto  é impediria  sus  opera- 
ciones. * 

Manifiesto  A consecuencia  de  esta  actitud  el  Sr.  Mendez  Nuñez 

del  jefe  es- 

píiííol  publicó  un  manifiesto  el  27  de  marzo  anunciando,  que 
el  bombardeo  de  la  población  tendría  lugar  el  dia  31  del  mismo 
mes,  concediendo,  por  tanto,  un  plazo  do  cuatro  dias,  para  que  (son 
sus  palabras  textuales),  los  ancianos,  los  niños , los  no  combatientes  y 
los  demás  habitantes  'pudieran  poner  en  seguridad  sus  vidas.  Al  mis- 
mo tiempo  aconsejaba  á las  autoridades  chilenas  que  colocaran  ban- 
deras blancas  sobre  los  hospitales  y casas  de  beneficencia,  á fin  de 
preservarlos  del  fuego.  Pero  veamos  como  justificaba  el  acto  que  se 
preparaba  á cometer. 

En  este  documento  se  decia,  que  España  liabia  cumplido  con  su 
deber  buscando  á sus  enemigos  coaligados  aun  en  puntos  en  que  la 
na\egacion  era  sumamente  comprometida,  náuticamente  hablando, 
pero  que  ellos  no  habían  hecho  nunca  frente;  y que  la  imposibilidad 
de  llegar  á tiro  de  cañón  de  la  escuadra  aliada,  imponía  el  rigoroso, 
pero  imprescindible  deber  de  bombardear  la  ciudad  de  Valparaíso. 
Uuego  este  acto  se  fundaba  en  la  imposibilidad  de  combatir  con  la 
escandí  a aliada,  es  decir,  en  la  falta  de  recursos  por  parte  de  España 

pa,a  llacei  esta  8-uerra.  El  motivo  no  puede,  por  tanto,  ser  mas 
mtundado,  mas  extraordinario. 
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Protesta  del 
cuerpo  con- 
sular extran- 
jero contra 
el  bombar- 


§ 436 

En  la  respuesta  del  comandante  de  Valparaíso  á la 

1 . 1 Contra  ma- 

notificacion  oficial  del  bombardeo  se  alegaba  ciue  dicha  fiest0,  dcico- 
ciudad  era  un  centro  puramente  comercial,  incapaz  de  Va,Para'so. 
oponer  la  menor  resistencia  ; que  no  era  posible  considerarla 
como  plaza  de  guerra,  y que  sus  habitantes  desarmados,  habituados 
á los  trabajos  de  la  paz,  no  podían  ser  tenidos  por  combatientes. 
Esta  contestación  quitaba,  pues,  todo  pretexto  á la  conducta  posterior 
del  Sr.  Mendez  Nuñez,  que  sabia  ya  de  una  manera  auténtica  que  la 
población  ni  se  defendería,  ni  estaba  en  situación  de  hacerlo. 

El  cuerpo  consular  residente  en  Valparaíso  protestó,  el 
mismo  dia  27  de  marzo,  contra  la  resolución  del  gobierno 
español,  y la  notificación  del  brigadier  Mendez  Nuñez. 

En  esta  protesta  se  dice  que  el  derecho  de  gentes  no  per-  dco' 
mitia  el  bombardeo  de  plazas  indefensas  y la  destrucción  de  puertos 
como  el  de  Valparaíso,  y que  la  conducta  de  España  seria  tanto  mas 
censurable  cuanto  que  liabia  declarado  de  una  manera  solemne,  que 
respetaría  siempre  en  esta  guerra  la  propiedad  de  los  neutrales,  ha- 
ciendo todo  lo  posible  en  obsequio  suyo.  El  puerto  de  Valparaíso, 
añadía  el  cuerpo  consular,  encierra  propiedades  considerables  perte- 
necientes á los  neutrales,  y el  bombardeo  puede  considerarse  como 
un  acto  de  hostilidad  en  su  contra.  Y mas  adelante,  afirmaba  que  tan 
increíble  acción  seria  una  mancha  para  España  como  pueblo  civi- 
lizado. Al  pié  de  este  escrito  figuraban  los  nombres  de  los  cónsules 
de  Portugal,  Prusia,  Dinamarca,  Estados-Unidos,  Hanover,  Austria, 
Bremen  y Oldenburgo,  Suiza,  Colombia,  Brasil,  Italia,  Bélgica  y Ho- 
landa, Guatemala,  Suecia  y Noruega,  Hamburgo  y Mecklemburgo, 
islas  de  Sandwich  y república  de  San  Salvador. 

Pero  aun  era  mas  enérgica  la  de  los  de  Inglaterra, 

Francia  y la  república  argentina,  en  la  cual  se  leen  los 
siguientes  párrafos  : 

« Después  de  haber  pesado  los  motivos  alegados  por 
V.  E.  nos  permitiremos  observar  : 

« Qué  para  llegar  al  recurso  extremo  del  incendio  y destrucción  de 
un  puerto  mercante,  sin  defensa  alguna,  y cuya  ejecución  causaría 
gravísimos  perjuicios  en  sus  personas,  familias  y bienes  á numerosos 
residentes  extranjeros,  la  equidad  y la  práctica  de  las  naciones  cris- 
tianas que  han  regularizado  las  leyes  de  la  guerra , exigen  razones 
especiales,  determinadas  por  la  ley  internacional,  las  cuales  no  pueden , 
bajo  ningún  concepto , aplicarse  al  caso  presente ; 

« Qué  las  razones  expuestas  por  V.  E.,  son  de  conveniencia  parti- 
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cular  y distan  mucho  de  ser  bastantes  á autorizar  el  terrible  recurso 
de  un  ataque  contra  la  vida  y los  bienes  de  personas  mócenles 
é inermes,  y que  se  encuentran  bajo  la  protección  de  la  ley  de  las 

Tuiciones  * 

» Que  el  gobierno  de  España  y los  jefes  de  sus  tuerzas  navales  en 
el  Pacifico  han  declarado,  repetidas  veces,  que  no  tenían  intención  de 
perjudicar  los  intereses  de  los  neutrales;  que  confiados  en  esta  decla- 
ración los  extranjeros  que  habitan  Valparaíso  habían  continuado 
residiendo  en  la  ciudad,  y que  el  plazo  de  cuatro  días  que  se  les 
concedía  ahora  no  era  suficiente  para  que  pusieran  en  seguridad  sus 
familias,  sus  intereses  y sus  personas; 

» Qué  el  bombardeo  de  una  ciudad,  cuya  población  se  compone  en 
gran  parte  de  nuestros  nacionales,  seria  un  acto  de  hostilidad  tan 
horrible,  como  indigno  del  gobierno  de  S.  M.  Católica,  y merecería 
la  reprobación  del  mundo  entero , y aun  la  del  mismo  pueblo 
español.  » 

El  cónsul  general  de  Dinamarca  dirigió  una  nueva  pro- 

Nucva  pro-  1 

testa dei  con-  testa  al  almirante  Mendez  Nuñez  manifestándole,  que  los 

sul  general  *■ 

de  Dina-  bienes  de  los  súbditos  daneses  en  Valparaíso  pasaban,  según 

marca.  1 1 70 

nota  justificante  que  incluía,  de  un  millón  de  pesos,  y 
que  su  gobierno  sostendría  ante  el  de  la  reina  de  España  los  derechos 
de  sus  nacionales,  si  es  que  persistía  aun  en  consumar  el  acto  bárbaro 
con  que  había  amenazado  á la  ciudad  de  Valparaíso. 

»e  la  lega-  A esta  nueva  protesta,  se  unió  la  de  la  legación  de  los 
Estados-Uní-  Estados-Unidos,  que  es  notable  por  la  mesura  y firmeza 
de  su  lenguage. 

« Su  excelencia,  dice,  manifiesta  que  el  bloqueo  de  las  costas  de 
Chile  se  ha  llevado  á cabo  con  indulgencia,  y que  los  neutrales  han 
sido  tratados  con  toda  cortesía ; que  encontrando  este  medio  ine- 
ficaz para  alcanzar  la  deseada  reparación,  las  fuerzas  que  manda 
lian  hecho  dos  tentativas  para  obtener,  combatiendo,  la  satisfacción 
pedida,  y finalmente,  que  no  habiendo  podido  conseguirla  á causa 
de  obstáculos  insuperables,  y siendo  de  su  deber  hacer  que  Chile 
sufra  los  rigores  de  la  guerra,  romperá  el  fuego  contra  Valparaíso  ó 
contra  cualquier  otro  puerto,  como  acto  terrible  de  hostilidad  legiti- 
mado por  las  razones  anteriores,  las  cuales  harán  pesar  la  responsa- 
bilidad de  todos  los  males  que  resulten,  exclusivamente  sobre  el 
gobierno  de  la  república. 

* ^stas  razones,  sin  embargo,  no  satisfacen  al  infrascripto,  como  no 
egarán  á satisfacer  á las  naciones  civilizadas,  ante  las  cuales  preten- 
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do  justificarse  su  excelencia,  si  recurre  á una  clase  de  hostilidad  que 
su  excelencia  mismo  califica  acertadamente  de  terrible , á fin  de  cas-  'i 
tigar  un  enemigo,  que  estaria  entónces  bien  léjos  de  haberlo  sido  I 
según  los  medios  legítimos  de  guerra.  Aunque  el  derecho  de  los  beli- 
gerantes permite  usar  de  recursos  tan  extremos  con  el  fin  de  activar 
legítimas  operaciones  militares,  no  supone  la  necesidad  de  destruir  la 
propiedad  privada,  cuando  no  se  puede  obtener  resultado  alguno 
ventajoso  para  los  fines  de  una  guerra  leal. 

« La  ley  internacional  exceptúa  terminantemente  de  destrucción  las 
poblaciones  puramente  mercantiles,  como  Valparaíso,  y el  infrascripto 
suplica  á su  excelencia  que  considere  seriamente  las  pérdidas  inmen- 
sas que  van  á sufrir  los  residentes  neutrales,  y la  imposibilidad  en 
que  se  encuentran  para  poner  á cubierto  en  el  corto  plazo  señalado, 
sus  muebles,  efectos  y mercancías. 

« Sin  embargo,  si  su  excelencia  persiste  en  su  proyecto  de  bombardear 
este  puerto  á pesar  de  la  gravedad  de  las  reflexiones  anteriores,  no 
queda  que  hacer  al  que  suscribe  otra  cosa  que  reiterar  á nombre  de 
su  gobierno,  su  solemne  protesta  contra  este  acto  inusitado , inútil, 
contrario  alas  leyes  y costumbres  délas  naciones  civilizadas ; dejándole 
el  derecho  de  seguirla  conducta  que,  según  los  precedentes,  juzgue 


oportuna.  » 

A estas  protestas  del  cuerpo  diplomático,  cuya  impor-  pct¡c¡wws do 
tancia  es  decisiva  en  la  cuestión,  se  añaden  las  peticiones  íes  Ungieses 
dirigidas  por  los  comerciantes  franceses  é ingleses,  á sus  y r,anwMÍ’* 
respectivos  cónsules,  y las  decisiones  del  meetiny  de  los  residentes 
británicos  en  Valparaíso,  protestando  contra  la  conducía  vacilante  del 
vicealmirante  Denman  y de  su  encargado  de  negocios. 

La  circular  del  comodoro  Rodgers,  de  los  Estados-  Declaración 
Unidos,  al  cuerpo  consular,  es  también  muy  notable  para  ^'comedero 

, . . , , . . , nodgtrs  al 

apreciar  la  significación  del  acto  cometido  por  el  almirante  cuerpo  eo»- 

Méndez  Nuñez.  En  ella  declara  que  no  puede  deferir  á la 

petición  de  que  se  oponga  por  la  fuerza  al  bombardeo  de  Valparaíso 

porque  los  representantes  de  las  demás  potencias  comerciales  no  estaban 

dispacslos  á asociar  las  fuerzas  de  que  disponían  á las  de  los  Estados- 

Unidos , fundándose  en  que  no  tenían  instrucciones  para  ello. 

Pero  aun  aparece  todavía  de  mayor  gravedad  el  aten-  .¡<  io  do  i» 

J ° . marina  endo- 

lado cometido  por  el  gobierno  de  España,  teniendo  en  i,<» » lacspa- 

t . ilota. 

cuenta  que  el  de  la  república  propuso  el  día  oO  de 
marzo  al  almirante  Mendcz-Nuñez  un  combato,  á diez  leguas  de  Val- 
paraíso, entre  la  escuadra  aliada  y la  española,  menos  la  Namaneia 


r.  n. 


á pesar  de  ser  la  primera  muy  inferior  en  íuerzas  á la  última.  Esta 
proposición,  que  no  fue  aceptada,  echaba  por  tierra  los  pretextos  del 

manifiesto  del  almirante  español. 

Tales  fueron  los  precedentes  del  bombardeo  de  Valpa- 
¡wrJjs^en  el  raiso  llevado  á cabo  el  día  2 de  abril  de  1866.  Duiante 
bombardeo.  a]g.unas  jloras  ]a  escuadra  española  se  ocupó  en  destruir 

los  edificios  públicos;  la  aduana,  cuyos  almacenes  fueron  devorados 
por  el  fuego,  la  bolsa,  la  estación  del  camino  de  hierro,  y los  edifi- 
ios  particulares,  de  los  cuales  las  llamas  consumieron  un  gran  nú- 
mero, penetrando  muchos  proyectiles  en  los  hospitales  y casas  de 
beneficencia.  Las  pérdidas  ocasionadas  suben  á algunos  millones  de 
pesos.  Una  vez  llevada  á cabo  esta  hazaña  las  naves  españolas  se 
retiraron  de  las  aguas  de  Chile. 

Es  imposible  dar  al  bombardeo  de  Valparaíso,  según  el 

Considerado-  r . 

nos  genera-  moderno  derecho  de  gentes,  la  consideración  de  un  acto 

les. 

hostil.  ¿Cuál  fue  su  objeto?  Cuál  ha  sido  su  fin?  Todos 
los  publicistas  están  de  acuerdo  en  que  los  horrores  de  la  guerra 
no  son  legítimos  cuando  no  conducen  al  fin  general  que  se  propone, 
cuando  pueden  evitarse,  sin  que  se  deje  por  esto  de  alcanzarle,  cuan- 
do no  significan  mas  que  una  destrucción  inútil  de  la  propiedad 
enemiga.  Pues  bien,  el  gobierno  español  ha  faltado  á este  principio 
general  de  la  ley  de  las  naciones. 

Y ha  desatendido  á la  vez  otra  de  las  reglas  mas  elementales  del 
derecho  internacional.  Los  edificios  públicos  que  deben  ser  respetados 
aun  en  el  bombardeo  de  las  plazas  fuertes,  no  lo  fueron  entonces. 
El  almirante  Mendez-Nuñez  declaró  que  baria  fuego  principalmente 
sobre  ellos. 

Opinión  sobre  Solo  en  el  caso,  dice  Vattel,  en  que  la  destrucción  de 

l.-i  materia  de 

escritores au-  un  ccliijcio  publico  sea  necesaria  para  continuar  las  ope- 

torizacios.  . . , , , r 

raciones  de  la  guerra  ó para  adelantar  los  trabajos  de  un 
sitio  podrá  considerarse  como  legítima.  En  el  bombardeo  de  una  ciu- 
dad, dice  Bello,  es  difícil  no  hacer  mucho  daño  á los  edificios  públi- 
cos y á las  casas  de  los  particulares.  Por  esto  no  se  debe  proceder  á 
semejante  extremidad  sino  cuando  es  imposible  reducir  de  otro  modo 
una  plaza  importante,  cuya  ocupación  puede  influir  en  el  éxito  de 
la  guerra. 

El  uso  moderno  de  las  naciones,  que  ha  adquirido  ya  fuerza  de 
lc\,  exceptúa,  según  Wlieaton,  de  las  operaciones  déla  guerra  los  tem- 
plos, los  edificios  públicos  dedicados  solamente  á servicios  civiles,  los 

monumentos  artísticos,  y los  museos  y establecimientos  científicos. 
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Halleck  admite  esta  misma  regla,  y condena  á Bluclier  que  en  1815 
arrancó  los  árboles  que  embellecían  á París,  y proyectó  la  destruc- 
ción del  puente  de  Jena  y de  la  columna  de  Austerlitz.  La  conducta 
del  almirante  Mendez-Nuñez  es  aun  mas  censurable,  porque  destruyó 
los  edificios  públicos  y particulares  de  una  ciudad  indefensa,  que  no 
opuso  la  menor  resistencia  á la  aproximación  de  la  escuadra. 

El  bombardeo  de  Valparaíso  está  implícitamente  reprobado  por  una 
autoridad  irrecusable,  por  un  publicista  español  que  citamos  con  bas- 
tante frecuencia  en  nuestra  obra.  « Por  esta  misma  consideración 
está  condenado,  dice  Riqueline,  el  bombardeo  de  las  plazas,  mientras 
se  puedan  atacar  sus  fortificaciones,  porque  en  los  extragos  que  pro- 
duce el  bombardeo  no  cabe  medida  ni  designación.  La  destrucción 
gratuita  solo  puede  ser  justificable  cuando  se  impone  como  pena 
contra  una  nación  bárbara,  contra  estas  naciones  que  viven  del  sa- 
queo, puede  acontecer  que  sean  indispensables  actos  de  severidad  y 
castigos  ejemplares.  » 

También  las  leyes  modernas  de  la  guerra  exceptúan  de  sus  opera- 
ciones á las  personas  calificadas  generalmente  con  el  título  de  no 
combatientes.  En  este  caso  se  encontraba,  con  respecto  á la  escuadra 
de  S.  M.  C.,  la  población  de  Valparaíso.  Bombardeándola,  el  gobierno 
español  se  colocó  ipso  { acto  fuera  de  las  condiciones  del  actual  derecho 
internacional. 

Es  digna  de  censura  igualmente  la  conducta  observada  por  España 
respecto  á los  Estados  neutrales,  cuyos  súbditos  lian  sufrido  perjuicios 
inmensos. 

Y que  todos  los  cargos  expuestos  son  fundados  lo  reconoce  tácita- 
mente el  mismo  almirante  español  cuando  al  dar  cuenta  á su  go- 
bierno de  lo  ocurrido,  dice  : Profundamente  conmovido,  como  su  ex- 
celencia puede  comprenderlo , y bajo  la  doloroso  impresión  que  debe 
producir  en  el  ánimo  del  jefe  de  una  escuadra  el  deber  de  dirigir  el 
fuego  de  sus  buques  contra  una  población  que  no  se  defiende,  ele.  Esta 
confesión  no  puede  ser  ni  mas  explícita  ni  mas  terminante,  y basta- 
ría por  sí  sola  para  apreciar  hasta  qué  punto  debe  considerarse  el 
hecho  que  nos  ocupa  como  un  gran  atentado  internacional. 

Ya  Victoria,  en  el  siglo  XVI,  decia,  que  no  bastaba  en  derecho 
que  una  guerra  se  emprendiera  con  justas  causas,  sino  que  era  pre- 
ciso además  seguirla  de  modo  que  no  se  buscara  el  exterminio  y 
ruina  del  contrario,  y que  todos  sus  actos  tendieran  á facilitar  la  cele- 
bración de  una  paz  duradera. 

Las  consecuencias  del  bombardeo  de  V alparaiso  lian  sido,  j no 

]<J 
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podían  menos  de  serlo,  enteramente  contrarias  á este  principio.  Si 
los  ministros  de  la  reina  Isabel  hubieran  tendido  á facilitar  la  cele- 
bración de  una  paz  duradera  con  la  república  de  Chile,  ó á colocar 
á esta  en  situación  de  pedirla,  es  seguro  que  no  hubiera  realizado 
el  bombardeo  de  una  ciudad  indefensa  que  tan  viva  y tristemente 
impresionó  al  jefe  de  su  escuadra  en  el  Pacífico. 

Uno  de  los  precedentes  que  encuentra  en  los  tiempos 
tie°coiifniia-  modernos  este  atentado  es  el  bombardeo  de  la  ciudad 

rrnA 

de  Copenhague,  por  el  almirante  inglés  Nelson.  Y aun 
el  caso  fné  distinto,  porque  este  se  propuso  alcanzar  así  indirec- 
tamente, como  lo  consiguióla  rendición  de  la  escuadra  de  Dinamarca. 
Pues  bien,  la  empresa  ejecutada  por  el  almirante  inglés  ha  sido  cali- 
beada por  Caucliy  de  un  acto  odioso  y pérfido  que  no  puede  excusarse 
por  ningún  motivo,  de  un  insulto  cometido  contra  los  principios  de 
eterna  justicia  á la  faz  del  género  humano. 

Otro  de  los  hechos  que  se  relaciona  mucho,  por  su  in- 
iiu’san  Juan  dolé,  con  el  bombardeo  de  Valparaíso,  es  el  de  San  Juan 
iieN'icai jgiid  N¡caragua  ¿ Greytown  por  la  corbeta  Cyane,  de  los 

Estados-Unidos. 

En  el  mes  de  mayo  del  año  1856,  un  vapor  con  pabellón  norte- 
americano se  acercaba  á toda  máquina  á San  Juan  de  Nicaragua,  lle- 
vando á bordo  numerosos  pasajeros,  procedentes  de  California. 

Al  pasar  cerca  de  una  barca  de  pesca,  levantóse  el  que  la  tripu- 
laba, armado  de  un  fusil,  y movido  sin  duda  por  el  temor  de  irse  á 
pique,  empezó  á gritar  con  ademan  amenazador,  pidiendo  que  el  va- 
por se  desviase  de  su  derrota.  Enfurecido  su  capitán,  descargó  un 
arma  de  fuego  sobre  el  infeliz  pescador,  que  cayó  exánime. 

Apenas  tuvieron  noticia  de  lo  ocurrido  sus  compatriotas,  pidieron 
que  les  fuese  entregado  el  agresor,  á lo  que  se  opuso  M.  L.  Borland, 
ministro  de  los  Estados-Unidos  en  la  América  central,  que  se  encon- 
traba entre  los  pasajeros,  pretestando  que  los  ciudadanos  de  la  repú- 
blica norte-americana  no  podían  someterse  á las  autoridades  de  un 
país,  que  su  gobierno  no  habia  reconocido. 

Icio  el  alcalde  de  Greytown,  no  convencido  por  tan  extraño  argu- 
mento, mandó  alguna  gente  para  que  arrestaran  al  capitán,  lo  cual 
no  pudo  efectuarse  por  la  insistente  oposición  del  mencionado  señor. 
Saltó  este  á tierra  algún  tiempo  después,  y fue  á casa  del  cónsul  nor- 
te americano.  * Cercóla  entonces  el  pueblo  exasperado,  y prorrumpió 
en  amenazas  contra  el  diplomático  de  la  Union,  que  careciendo,  según 
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se  dijo,  de  título  oficial,  no  debió  declararse  en  favor  del  capitán 
que  era  portugués  de  nacimiento. 

Al  mismo  tiempo  ocupó  los  muelles  alguna  gente  armada,  que 
permaneció  allí  toda  la  noche  para  impedir  la  comunicación  con  el 
vapor,  por  cuya  razón  no  pudo  volver  á bordo  hasta  la  mañana  si- 
guiente M.  Berland,  que  á penas  llegó  á su  país  expuso  ante  el  con- 
greso los  agravios  que  había  recibido. 

El  resultado  de  su  queja  fue  que  la  corbeta  de  guerra  Cyane  reci- 
bió orden  de  dirigirse  á Greytown,  donde  exigió,  así  que  hubo  llega- 
do, el  arreglo  de  varias  reclamaciones  hechas  por  algunos  ciudadanos 
de  los  Estados-Unidos,  la  reparación  del  insulto  inferido  á M.  Borland, 
y 125,000  francos  por  via  de  indemnización. 

No  habiendo  recibido  contestación  alguna  al  dia  siguiente  el  co- 
mandante de  la  corbeta,  M.  Hallins,  hizo  saber  que  si  en  el  termino 
de  veinticuatro  horas  no  se  le  concedía  lo  que  había  pedido,  empe- 
zaría á bombardear  la  ciudad. 

Creyeron  sus  habitantes  que  el  buque  norte-americano  se  limitaría 
á lanzar  algunas  bombas  y destruir  unas  cuantas  casas  (1),  y resuel- 
tos á no  conceder  la  satisfacción  exigida,  se  alejaron  de  la  población 
llevando  provisiones  solo  para  un  dia.  Algunos  ciudadanos  de  la 
Union  se  refugiaron  á bordo  de  la  corbeta,  y los  ingleses  hicieron 
lo  mismo  en  la  goleta  de  guerra  británica  Bermuda,  surta  en  el 
puerto. 

Como  se  había  anunciado,  la  Cycinc  rompió  el  fuego  contra  la  po- 
blación; pero  viendo  su  capitán  el  abandono  en  que  estaba,  hizo 
saltar  á tierra  un  oficial  subalterno  y veinticinco  hombres  que  la 
destruyeron  por  completo. 

De  este  modo  Greytown  se  convirtió  en  un  monton  de  ruinas  y 
sus  habitantes  se  vieron  precisados  á errar  por  los  bosques,  sin  tener 
donde  guarecerse  : calculándose  que  las  pérdidas  ocasionadas  ascen- 
dían á 2,500,000  francos. 

Es  de  notar  que  este  atentado,  como  el  de  Valparaíso,  iue  pre- 
senciado por  un  buque  inglés,  cuyo  capitán  manifestó  que  si  hubieia 
montado  otro  de  la  fuerza  de  la  Cyane , no  habría  tolerado  su  ( j<  - 
cucion. 

Las  consecuencias  de  los  hechos  que  acabamos  de  narrar  fueron 
deplorables,  como  no  podía  menos  de  suceder.  El  bombardeo  de 

(1)  La  ciudad  se  componía  do  unas  treinta  casas,  la  mayor  parte  de  madera,  y su 
población  ascendía  á quinientos  habitantes. 
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(Copenhague  no  hizo  mas  (jne  avivar  los  odios  que  á la  sazón  existían 
entre  Inglaterra  y Dinamarca,  y el  de  San  Juan  de  Nicaragua  es  una 
mancha  indeleble  en  la  historia  de  los  Estados-Unidos,  como  lo  es  el 

de  Valparaíso  en  la  de  España.  * 

§ 437.  Del  mismo  modo  que  para  determinar  los  dcrc- 

ncrai  qu3  chos  personales  de  la  guerra,  hemos  distinguido  entre  los 
guerra  sobre  combatientes  y los  cjue  no  lo  son,  los  prisioneros,  etc.,  etc. 
dc/cn ¿migo,  para  fijar  cuales  sean  los  que  rijen  sobre  la  propiedad 
nos  será  necesario  tener  en  cuenta  la  diversidad  de  clases  en  que  se 
halla  dividida. 

Con  efecto,  son  muy  distintos  los  derechos  que  confiere  la  guerra 
sobre  los  bienes  del  enemigo  en  tierra  y los  hallados  en  alta  mar,  y 
aun  con  respecto  á los  primeros,  las  leyes  internacionales  consideran 
de  diferente  manera  los  que  pertenecen  al  Estado  y los  que  son  de 
propiedad  particular,  estableciendo  distinciones  también  entre  los 
muebles  v los  inmuebles. 

V 

Conformándonos  en  esta  parte  con  el  método  seguido  por  la  gene- 
ralidad de  los  autores,  trataremos  primeramente  de  los  derechos  que 
tiene  un  beligerante  sobre  la  propiedad  enemiga  en  las  guerras  ter- 
restres. 

Según  la  ley  antigua,  este  derecho  era  absoluto,  es  de- 
r..saieiTos-  cir,  que  lo  mismo  que  á la  persona  alcanzaba  á todo  lo 
que  la  perteneciese,  adversas  hostis  (eterna  autorita  est, 
desprendiéndose  como  consecuencia  inmediata  y lógica  la  confisca- 
ción de  la  propiedad  enemiga. 

Práctica  se-  ^a  re8^a  observada  en  estos  casos  era  que  los  bienes 
guuia.  muebles  pertenecían  al  que  se  apoderaba  de  ellos,  y los 
inmuebles  pasaban  á ser  dominio  del  Estado  ; pero  esta  práctica  sufrió 
las  mismas  modificaciones  que  hemos  señalado  con  respecto  á los 
prisioneros  de  guerra  y tendiendo  cada  vez  mas  á su  desaparición,  se 
la  han  impuesto  nuevas  limitaciones,  distinguiéndose  además  de  los 
muebles  é inmuebles  entre  los  públicos  y los  privados.  ** 


* Vatte!,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  aunolée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  9,  § 168;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  4,  § 6;  Bombardemcnt  de  Valpa- 
iaiso,  Doc.  oír.,  Paris,  1866,  pp.  19,  22,  27,  34,  36,  38;  Courcelle-Seneuil,  Guerre 
de  l'Espagne  au  Chili,  Paris,  1866,  pp.  7,  19;  Halleck,  Int.  law,  ch.  19,  §§  11, 
n?  ? tieaLon>  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  2,  § 5;  Riqueime,  Derecho  púb.  int., 
! ' ’ U caP‘  12;  Victoria,  De  jure  belli,  § 60;  Cauehy,  Le  droit  maritime 

• > Paiis,  1862,  vol.  II,  p.  355;  Cussy,  Phases  et  causes  célebres,  vol.  II,  pp.  528 
ei  seq. 

Whcaton,  droit  ¿ni.,  .pte.  4,  ch.  2,  §5;  Vattel,  Droit  des  gens, 
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CAP.  vi]  a la  persona  y propiedad  enemiga 

§ 438.  Algunos  autores  han  sostenido  que  los  derechos 
de  un  beligerante  sobre  la  propiedad  enemiga  en  las 
guerras  terrestres,  deben  concretarse  á aquellos  bienes  que  pueden 
trasportarse  fácilmente. 

Esta  distinción  carece  de  fundamento  si  se  tiene  en  cuenta  el 
fin  que  se  proponen  todas,  esto  es,  el  de  causar  los  mayores 
perjuicios  posibles  al  enemigo.  Por  tanto,  es  evidente  que  un  belige- 
rante puede  ejercer  la  misma  acción  sobre  todos  los  bienes  de  su  ad- 
versario, y la  cuestión  consistirá  en  saber  cual  ha  de  aplicarse  á.cada 
clase  de  las  que  componen  la  propiedad. 

En  las  guerras  del  siglo  pasado  se  confundían  todavía  la  invasión 
de  un  territorio  con  su  conquista  definitiva,  y fundando  en  la  primera 
los  derechos  mas  absolutos  de  dominio  sobre  los  bienes  inmuebles 
del  contrario,  se  juzgaba  como  resultado  inmediato  de  la  ocupación 
de  un  territorio  la  confiscación  de  las  propiedades  situadas  en  él,  á 
favor  del  gobierno  vencedor. 

En  virtud  de  estos  principios  el  rey  de  Dinamarca  tras- 
mitió  el  dominio  de  los  ducados  de  Bremen,  Verdón  y observada 

J por  el  rey  de 

Stade,  que  solo  ocupaba  militarmente,  al  soberano  de  In-  Dinamarca, 
glaterra. 

En  las  guerras  sostenidas  á principios  del  siglo  presente, 
cn  Europa,  la  toma  de  posesión  definitiva  del  territorio  tlaJ- 
conquistado  era  precedida  de  una  declaración  solemne  de  caducidad, 
que  legitimaba  en  cierto  modo  el  hecho  particular  de  la  ocupación.  * 

édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradicr-Foderé,  liv.  3,  ch.  9,  § 1G3;  Grotius,  Droit 
de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  4,  § 8;  Halleck,  Int.  lato , di.  19,  § 1 ; Heffter,  Droit  int.,  §§  130,  131;  Ri- 
quelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  lít.  1,  cap.  12;  Bello,  Derecho  int.,  ptc.  2, 
cap.  4,  § 1 ; Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  §§  250-253;  Martens,  Précis  du  droit 
des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vérgé,  §§  279-2S2;  Victoria,  De  jure 
belli,  § 60;  Massé,  Droit  commercial,  vol.  I,  pp.  124,  125;  Cauchy,  Droit  mariUme 
int.,  vol.  II,  p.  484;  Hautefeuillc,  Droils  des  nations  neutros,  tit.  7,  ch.  i ; Wild- 
man,  Int.  lato,  vol.  II,  p.  9;  Polson,  Law  of  nations,  sec.  6;  Manning,  Law  of 
nations,  pp.  132  ct  seq.;  Merlin,  Hépcrtoire , tit.,  Déclaralion  de  guerre 

* Wheaton,  Elén.  droit  int.,  pie.  4,  ch.  2,  §§  5,  17;  Vattel,  Droit  des  gens, 
édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  9,  § 163,  ch.  ' i ss 
197-200,210,  212;  Halleck,  Int.  law,  ch.  19,  §§  3,  4;  Heffter,  Droit  int .,  §§  132,  133; 
Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  §§  256-259;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la 
paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  lib.  3,  ch.  6,  § 4 ; ch.  9, 

§ 13;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  P:u  Ch.  er 
gé,  § 282;  Bynkershoek,  Quccst.  jur.  pub.,  lib.  l,cap.  6;  Riquelme,  Derecho  />u  . 
int.,  lib.  1,  til.  1,  cap.  12;  Pliillimorc,  On  int.  law,  vol.  III,  §§  o42,  \\  ild- 

man,  Tul.  law,  vol.  II,  p.  9;  Manning,  Law  of  nations,  p.  277;  Kamptz,  Lileratur, 

§ 307;  Isambert,  Anuales,  Pol.  ct  clip.,  introd.,  p.  115. 


§ 438 

Bienes  in- 
muebles. 
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§ 43Í).  I*;ira  que  el  beligerante  que  se  apodera  de  los 
lh"nw(K.'.'  l)¡(.|)es  muebles  del  enemigo,  adquiera  sobre  ellos  título 

fehaciente  do  propiedad,  es  condición  indispensable  que  los  conserve 
on  su  poder  mas  de  veinticuatro  horas,  tiempo  que  se  lia  considerado 
bastante  para  ponerlos  en  seguridad. 

Onurei),  sin  embargo,  serias  dificultades  al  examinar  los  funda- 
mentos en  que  descansan  los  derechos  conferidos  por  la  guerra  sobre 
esa  clase  de  propiedad,  y cual  sea  el  momento  en  que  deba  legiti- 


marse. 

Según  el  derecho  romano,  no  adquirían  este  carácter 

Di.ipoHirio-  A 

'i'w  juiiifíim.i  en  tanto  que  pudiera  sor  turbado,  os  decir,  que  era  con- 
dición indispensable  para  que  se  considerasen  como  de  la  perte- 
nencia del  captor,  que  estuviesen  en  un  lugar  completamente  seguro. 

Pero  desde  el  siglo  XVI  se  lijó  la  regla  ya  citada  de  las  veinticuatro 
horas. 


MI  código  de  Napoleón  adoptó  un  principio  mas  lijo,  cs- 
i»«wSpi>iVoiío»'-  tahleciendo  que  en  la  captura  do  bienes  muebles  el  hecho 
de  la  posesión  determinara  el  derecho  de  propiedad.  Como 
se  vó,  no  hay  una  prescripción  que  disponga  con  fijeza  lo  que  deberá 
hacerse  «mí  tales  casos.  Hay  mas  : algunos  no  pueden  ser  válida  y 
legalmente  lomados. 

Pero  los  que  no  so  hallen  comprendidos  en  esta  excepción  podrán 
venderse  desde  el  momento  en  que  su  pertenencia  esté  legitimada.  * 
ríiiiios  no  § ^40.  Mucho  se  lia  discutido  entre  los  publicistas  accr- 
i«s  doiidns.  ca  (](>  s¡  un  invasor  puede  ó no  apoderarse  de  los  títulos 
de  las  deudas  constituidas  en  pro  ó en  contra  del  Estado  á quien 

sustituye,  y si  tiene  facultad  para  extinguir  los  derechos  que  repre- 
sentan. 


...  , , MI  easo  do  Alejandro  el  Magno  que,  al  apoderarse  de 
id  iiistum  lebas,  entregó  á los  do  Tesalia  el  título  de  su  deuda  con 

los  lehanos  y la  decisión  de  los  amphictiones  (1),  se  lia 
enmontado  por  lodos  los  autores,  desde  Grotius  basta  Halleck,  de  muy 
diverso  modo. 


Whoaton,  droit  i pie.  4,  olí.  2,  5j  II;  Vatlel,  Droit  des  gens , édition 
truiliaimiin,  nimolécpar  IVadier-Fodcré,  liv.  3,  di.  13,  § 1%;  di,  14,  § 209;  Gro- 
ui's,  Droitde  la  guare  et  de  la  pare,  édition  Guillamnin,  annotée  par  Pradier-Fo- 

' T ’ J1'”:,  ; • °„l1.  (i‘  $ 3;  di.  9,  § 14;  Halleck,  Int.  Iau\  ch.  19,  $ 7;  Heífter,  Droit 
tj  ••«>;  Kliiber,  Droit  des  gcus  inoderne,  § 254. 

di  Omni, Uano  es  la  autoridad  sobre  quien  se  funda  la  veracidad  de  este  hecho 
ainni'-a  Croemos»  m>  Estante,  con  íloffter,  que  la  sentencia  que  se  atribuye  ¡¡  los 
s unu  )nu*  tiveion  redactada  según  el  pasage  de  Quintiliano. 


CAP.  Vl| 


A LA  PERSONA  Y PROPIEDAD  ENEMIGA 


§ m 


Creemos  que  la  discusión  de  este  hecho  histórico  no  ofrece  grande 
importancia,  supuesto  que  cualesquiera  que  sean  las  conclusiones 
que  produzca,  no  tendrán  fuerza  bastante  para  convertirse  en  un 
principio  de  derecho  internacional. 

Lo  que  importa  es  decidir  si  el  beligerante  que  se  apodere  de  efectos 
de  esta  especie  tiene  poder  legítimo  bastante  para  proceder  á su  anula- 
ción. Esta  cuestión,  después  de  las  peripecias  porque  ha  pasado  en 
los  siglos  XVII  y XVIII,  se  resuelve  casi  uniformemente  por  los  es- 
critores de}  nuestro. 

En  virtud  de  la  diversa  acepción  que  hoy  tiene  la 

. ...^  ...  Opiniones 

ocupación  militar,  no  se  concede  al  que  la  lleva  á cabo  modernas. 

tan  omnímodas  facultades,  como  le  fueron  reconocidas  por  la  legisla- 
ción antigua.  Así  es,  que  todos  sus  actos  tienen  ahora,  sino  una  sig- 
nificación distinta,  un  valor  al  menos  muy  diferente. 

Por  otra  parte,  es  evidente  que  el  pago  de  una  deuda  personal  he- 
cho á otro  que  no  sea  el  verdadero  acreedor,  no  invalida,  ni  mucho 
menos  determina  la  caducidad  de  los  derechos  de  este,  porque  un 
crédito  de  esta  clase  produce  inevitablemente  una  relación  de  dere- 
cho entre  el  que  le  suscribe  y el  que  le  acepta,  que  solo  puede  ser 
transferida  por  el  segundo  directa  y expon táneamente  ó en  virtud  de 
una  decisión  judicial. 

Ahora  bien,  la  guerra  no  puede  echar  abajo  un  axioma  jurídico 
que  se  funda  en  las  nociones  mas  claras  y terminantes  de  la  justicia 
y de  la  razón. 


Peio  si  sucediese  lo  contrario,  si  un  acreedor,  en  lili,  fuera  despo- 
jado de  lo  que  legítimamente  le  pertenece  ú obligado  á pagar  con 
otras  condiciones  que  las  estipuladas,  no -le  quedará  otro  recurso  que 


entabhr  las  reclamaciones  oportunas,  que  deben  ser  objeto  preferente 
de  los  tratados  que  puedan  celebrarse  posteriormente. 

Fundándose  en  las  consideraciones  que  anteceden  se  puede  soste- 
ner, que  la  posesión  del  título  de  una  deuda  no  implica  el  poder  de 
hacerla  efectiva,  del  mismo  modo  que  no  puede  anularse  la  que 
exista  en  contra.  Así,  pues,  la  ocupación  militar  no  está  autorizada 
racionalmente  para  transferir  á favor  de  otro,  aquello  de  que  no  puedt 
dsponer  en  obsequio  de  sí  misma.  * 


* Halleck,  Inl.  law,  eh.  19,  § 8;  Ileíl'ter,  Droil  ¡ni.,  S 134;  QuiiitíJiano,  Inst. 
/¡al.,  lib.  5,  cap.  10  ; Grotius,  Droil  de  la  guerre  el  de  la  pau$,  wJ ilion  Guillamnm, 
¡imotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  cli.  8,  § 4;  Vatlel,  Droil  des  gens,  rd i l ion 
¡nillaumin  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  di.  14,  § 2lá;  Pullendorf,  De  jar. 
¡al.  el  geni.,  lib.  8,  cap.  0,  § 23;  Albericus  Gentílis,  Dejare,  belli,  lib.  3,  cap.  ; 
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§ 441.  Exceptúame  igualmente  de  captura  y eonfisca- 
A1V)icos.pu  c¡on  los  archivos  públicos,  que  se  incluyen  en  el  número 
de  los  bienes  muebles  pertenecientes  á un  Estado;  si  bien  se  peimite 
al  invasor  que  haga  uso  de  los  papeles  ó documentos  que  contengan 
para  el  mejor  gobierno  del  territorio  ocupado. 

Fúndase  muy  acertadamente  esta  excepción  en  que  semejante  des- 
trucción causaría  un  daño  irreparable  al  vencido,  sin  ventaja  alguna 
para  el  vencedor.  * 

§ 442.  Algunos  publicistas  han  aplicado  los  mismos 
yB¿i¿eiosade  principios  á las  bibliotecas  públicas  y á las  obras  de  arte. 

arlc-  Otros  sostienen  que  hay  motivo  y razón  bastante  para 

apoderarse  de  las  últimas  y conservarlas  como  un  trofeo,  reconociendo 
ú la  vez  que  su  destrucción  seria  injustificable. 


Restitución  En  1815  se  discutió  mucho  acerca  de  esta  materia,  con 
motivo  de  la  restitución  de  las  obras  artísticas  conserva- 


arl  ísticas 
del  Louvre 


das  en  el  museo  del  Louvre,  á los  países  de  donde  fueron 
tomadas.  Este  hecho  tuvo  lugar  á consecuencia  de  una  nota  que  el 
ministro  inglés,  lord  Castlereagh,  dirigió  á los  demás  representantes 
de  las  potencias  aliadas,  residentes  en  París,  en  la  cual  manifestaba 
que  habiendo  reclamado  el  rey  de  los  Países-Bajos,  el  gran  duque  de 
Toscana  y el  Papa  que  les  devolvieran  las  estatuas,  pinturas  y otras 
obras  artísticas  de  que  habían  sido  despojados  por  el  gobierno  revo- 
lucionario de  Francia,  en  oposición  á los  principios  de  justicia  y /as 
leyes  de  la  guerra,  había  recibido  del  suyo,  á quien  había  consul/ado 
al  efecto,  la  orden  de  someterles  algunas  consideraciones  importantes, 
cuyo  fin  último  era  que  debia  accederse  á la  restitución  solicitada, 
afirmando  la  necesidad  y la  urgencia  de  esta  medida.  j 

Sir  Samuel  Piomilly,  hablando  incidentalmente  de  ella,  en  laisesion 
celebrada  en  la  cámara  de  los  comunes,  el  10  de  febrero  del  1816, 
manifestó  que  no  se  hallaba  convencido  de  su  equidad. 


Acrodius,  fíerum  ind.  pandect.,  lib.  2,  tit.  2,  cap.  1;  Coccejus,  Grotius  illistratns , 
lib.  3,  pp.  202,  23G;  Hotman,  Quoest.  illuslr.,  sec.  5;  Ziegler,  De  juribus]  majes t., 
'°1-  L P*  33;  Brumleger,  Diss.  de  ocupatione  bellico.-,  p.  38;  Burlamaqui,  Üroit  ce 
la  na  ture  et  des  gens,  pte.  4,  ch.  7,  § 14;  Phillimore,  On  int.  law, y ol.  III,  §§56!, 
562,  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  II;  Sainte-Croix,  Des  anciens  gouveniemens 
fedératifs,  p.  52 ; Schweikart,  Napoleón  und  der  Kur.,  pp.  74,  82;  Pfeiffer,  Das  réht 

der  kriegserokrung , pp.  165-180;  Ivamptz,  Litcratur,  § 78;  Tittman,  Ueter  den  Buid 
der  Amp.,  p.  135. 

J Real,  Science  du  gouvernemenl,  vol.  V,  ch.  2;  Halleck,  Int.  law,  cli.  19,  § !; 
Í 0,1  am-  law>  vol.  I,  p.  92;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  4,  § <; 

p' 7' § 25:  Bodi"“s’  D°  re‘nMica' lib-  '•  **!  “***-; 
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§ 443 


La  mayor  parte  de  esas  obras,  dijo,  pertenecían  á Francia  en  vir- 
tud de  tratados,  á los  que  no  puede  calificarse  de  injustos  ni  atenta- 
torios sin  invalidar  los  de  todas  las  naciones  con  igual  pretexto. 

Otro  de  los  motivos  en  que  el  orador  inglés  apoyaba  su  raciocinio 
era  el  de  que  decretaron  la  restitución  las  mismas  potencias  que  ha- 
bían impulsado  á la  francesa  á las  guerras  tachadas  luego  de  injus- 
tas , y en  que  la  devolución  suponia  el  restablecimiento  del  antiguo 
órden  de  cosas  y de  los  Estados  suprimidos,  lo  que  ciertamente  no 
era  así,  siendo  este  el  motivo  de  que  se  hubiera  dado  á Venecia,  por 
ejemplo,  sus  célebres  caballos  de  Corinto,  pero  no  su  independencia 
y libertad. 

Mas  á pesar  de  estas  reflexiones,  que  cuentan  en  su  apoyo  con  la 
Opinión  de  Wheaton  y de  Halleck , los  objetos  artísticos  no  deben 
considerarse  cual  trofeos,  ni  su  captura  como  uno  de  los  resultados 
propios  de  las  operaciones  militares.  Así  es  que,  mirándolos  bajo  este 
prisma , deberán  devolverse  al  país  correspondiente  en  todas  las 
ocasiones.  * 


§ 443.  Todos  los  edificios  y monumentos  públicos  deben  . 
ser  respetados  por  los  beligerantes.  in<HcS°s 

Ivent  dice,  que  el  que  faltare  á esta  regla  será  despre- 
ciado y odiado  por  todos,  puesto  que  siendo  la  guerra  un  elemento 
de  civilización,  no  puede  hallarse  en  contradicción  con  los  que  tienen 
igual  carácter. 


Verdad  es  que,  por  desgracia,  no  siempre  se  han  tenido  en  cuenta 
tan  nobles  sentimientos,  como  lo  demuestran  los  vituperables  actos  de 
este  género  que  han  acompañado  á la  última  lucha  sostenida  por 
Francia  é Inglaterra  contra  China,  á la  civil  de  los  Estados-Unidos  y 
á la  de  España  contra  Chile,  si  bien  debemos  decir  que  han  sido 
fuerte  y unánimemente  reprobados.  ** 


* Wheaton,  Elém.  droil  int.,  pte.  4,  cli.  2,  § G;  Halleck,  Int.  law,  ch.^19, 
§ 10;  Dana,  E km.  int.  law , by  Wheaton,  eighth  edition,  note  1/0,  p-  449 , 
Kent,  Com.  o n,  arn.  law,  vol.  I,  p.  93;  Life  of  Romilly,  vol.  II,  p.  401;  Valle!, 
Droil  des  yens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradicr-Fodorc,  hv.  3,  ch.  9. 
§ tG8,  note  1;  Martens,  Nouvcau  recudí,  vol.  II,  p.  632  ; Kliiber,  Dioit  (Us  yens 
mod.,  § 253;  Lcibcr,  Political  etkics,  b.  6,  § 25;  L.  Volkel,  Vber  die  wecjnohme  der 


Huntswcrlie,  ele.,  Leipz,  1798. 

**  Halleck,  Int.  law,  ch.  19,  § II;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  4,  $ G ; lii- 
quclme,  Derecho  püb.  int.,  lib.  1,  lít.  1,  cap.  12;  Kent,  Com.  on  am.  law,  >o  . , 
p.  93;  Wheaton,  Elém.  droit.  int.,  pte.  4,  ch.  2,  § G ; Polson,  Law  of  natxons , 
seo . G • Burlarnaqui,  Droit  de  la  nal.  el  des  cjrns,  vol.  V,  Ple-  /(,  ch.  /;  Hangar  , 
Parliamcnlary  delates,  vol.  XXX,  pp.  526,  527;  American  slule  papos  vol.  III, 
pp.  693,  G94;  f.iirmood,  Despalilles,  etc..,  vol.  XII,  pp.  318,  ;>J»,  Capefigue,  lhs  . 
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§.  444.  La  excepción  de  captura  ó confiscación  que  los 
íiad  p,H-ivada  códigos  modernos  de  la  guerra  han  hecho  en  favor  de  la 
Crasatcfros^  propiedad  privada  es  un  adelanto  notabilísimo. 

lrcs!-  Riquelme,  tratando  de  poner  en  claro  su  fundamento, 

hace  las  reflexiones  siguientes  : « Para  poder  distinguir  bien  los  dere- 
chos que  crea  la  guerra  con  respecto  á las  cosas  del  enemigo,  se 
debe  partir  del  principio  que  el  beligerante  que  invade  el  territorio 
de  su  enemigo,  sustituye  accidentalmente  su  soberanía  á la  del  señor 
territorial  en  los  lugares  que  ocupa,  de  suerte  que  todo  lo  que  sea 
lícito  al  señor  territorial  en  las  circunstancias  extraordinarias  de  la 
guerra,  lo  es  también  al  invasor,  sin  otra  modificación  que  la  que 
impone  la  ley  de  las  naciones  de  no  hacer  mas  mal  al  enemigo  que 
el  cxtrictamentc  necesario  para  el  éxito  de  las  operaciones  militares.  » 
Parécenos  que  hay  cierta  confusión  en  estas  consideraciones,  pues, 
léjos  de  deslindar  la  regla  de  que  tratamos,  conceden  al  beligerante 
derechos  muy  superiores  á los  que  tiene  realmente.  La  excepción  con 
que  se  distingue  á los  bienes  particulares,  se  debe,  sin  duda  alguna, 
á que  en  las  luchas  terrestres  se  puede  muy  bien  conseguir  el  fin 
propuesto,  sin  apelar  á un  recurso  tan  extraordinario  como  atentatorio 
de  los  bienes  del  individuo ; lo  cual  no  sucede  en  las  marítimas. 

Hautefeuille  sostiene  la  procedencia  en  ambas  de  la  captura  y con- 
fiscación; pero  no  justifica  su  dictámen  mas  que  con  las  disposiciones 
de  leyes  antiguas,  que  han  derogado  el  hábito  contrario  y la  mayor 
ilustración  de  nuestra  época.  '* 

Limites  de  § 445.  De  la  doctrina  enunciada  no  se  desprende  que  la 
esu  regia,  regla  de  excepción  que  favorece  la  cosa  no  pública,  sea 

absoluta.  Y,  con  efecto,  tiene  sus  limitaciones,  que  son  tan  justas 
como  el  principio  mismo.  Este,  por  ejemplo,  no  será  aplicable  al 
enemigo  que  falta  á lo  que  prescriben  las  leyes  militares,  del  mismo 
modo  que  á los  efectos  cogidos  por  él  sobre  el  campo  de  batalla. 

de  la  reslauration,  vol.  II,  pp.  3G2,  3G6 ; Bombar  ciernen  t de  Valparaíso,  Doc.  off. 
París,  1866. 

* Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tit.  1,  cap.  12;  HefFter,  Droit  int.,  § 133; 

Halleck,  lnt.  law,  ch.  19,  § 12;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  2,  § 5 ; 

Kent,  Con»,  o»  am.  lato,  vol.  I,  pp.  91-93;  Vattel,  Droit  des  gens,  edition 

Guiilaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  9,  § 163,  note  1 ; Puffendorf, 

e jure  nal.  el  geni.,  lib.  8,  cap.  6,  § 20;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens 

8 ^‘1,aumin>  aunotée  par  Ch.  Vergé,  § 282;  Klüber,  Droit  des  gens  mod.t 

J.  » ñauteí'euille,  Droils  des  nations  neutros , tit.  7,  ch.  1:  Bello,  Derecho 

<:rr1'  ^te'  caP'  §§  Larabert,  Annales  pol.  et  dip.  int.  , p.  115; 

Kra  0/  nali0"s>  sec*  6>'  Manning,  Lato  of  nations,  p.  135;  Dodsley,  Aun. 

xeg.,  ¿2,  p.  37.  ’ v 
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§ m 


Las  contribuciones  forzosas  que  los  ejércitos  invasores  suelen  impo 
ner  para  su  sostenimiento,  constituyen  otra  restricción  de  grande  im- 
portancia. 

Pinheiro-Ferreira  ha  censurado  duramente  á Martens  por  haber  sos- 
tenido que  en  circunstancias  extraordinarias  se  podia  condenar  una 
población  al  saqueo,  lo  que  implicaba  el  derecho  que  en  otras  análo- 
gas podia  asistir  á un  beligerante  para  capturar  y confiscar  los  bienes 
privados. 

Esta  doctrina,  sin  embargo,  ha  sido  legitimada  por  Halleck,  en  el 
caso  de  que  se  hubieren  desatendido  por  una  ciudad  las  leyes  comu- 
nes de  la  guerra,  empleándola  como  medio  de  alcanzar  el  castigo  de 
los  verdaderos  culpables,  en  cuyo  descubrimiento  estarían  vivamente  ; 
interesados  sus  mismos  compatriotas. 

Tal  es  igualmente  la  prática  que  se  ha  seguido  siempre  en  seme- 
jantes ocasiones.  * * * § 

§ 446.  Era  muy  común  en  los  tiempos  antiguos  que  los 

. , , , , , . Contribucio- 

mvasores  abrumasen  a los  pueblos  con  exacciones,  cuya  «es  milita- 
defensa  han  emprendido  algunos  escritores  legitimán- 
dolas con  el  fin  que  se  proponían , esto  es , con  la  adquisición  de 
medios  para  continuar  la  guerra. 

Pero  este  modo  de  proceder  ha  contribuido  en  alto  grado  á hacer- 
las mas  sangrientas,  emanando  de  aquí  el  desuso  en  que  han  caido,  á 
lo  que  también  ha  contribuido  eficazmente  las  modificaciones  y mejo- 
ras introducidas  en  el  ramo  administrativo  del  ejército. 

Y es  tal  el  respeto  que  hoy  se  guarda,  y que  en  realidad  merece,  á 
la  propiedad  particular,  que  si  en  un  caso  extremo  tuviera  un  ejército 
que  recurrir  á medios  coercitivos  para  proveerse  de  lo  que  le  fuese 
necesario,  no  lo  hará  sin  indemnizar  debidamente  á los  poseedores 
despojados.  El  beligerante  que  obra  de  otro  modo  aumenta,  en  vez 
de  disminuir,  el  número  de  sus  enemigos. 

Tal  sucedió  en  la  guerra  sostenida  á principios  de  esto  j,rcccdcnics 
siglo  por  las  armas  francesas  contra  España,  y Napoleón  I lmlt,ULOf’' 


* Vattel,  Droit  des  fjens,  éditiou  Guillaumin,  aimotéc  par  Pradier-I  odeié,  liv.  ■!, 

ch.  8,  § 147;  ch.  9,  § 165;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  éditiou  Guillaumin, 

annotée  par  Gli.  Vergé,  §§  279,  280  note;  Pinheiro-Ferreira,  Notes  sur  Martens, 

§ 280;  Kent,  Com.  onam.  lato.  vol.  I.  p.  92,  Halleck,  lnt.  lato,  ch.  19,  §§  13,  14  >' 
HelFler,  Droit  inl.  § 131;  Helio,  Derecho  int pte.  2,  cap.  4,  §§,  3,  4;  Riquelme,  Derecho 
púb.  int. , lib.  1,  lít.  1,  cap.  12;  Haulcfeuille,  Droits  des  nations  neulres,  til.  7, 
ch.  1;  Mamiing,  Lato  of  nations,  p.  136;  Polson,  Law  o¡  nations , sec.  6;  Scott, 
Prodamution  in  México,  april  11  lli.,  1847 ; Cong.  doc.,  30  cong.,  1 sess . , t.x.  «loe., 
""  06,  p.  127. 
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§ m 


atribuye  á esta  causa,  en  sus  Memorias,  los  reveses  que  sufrió  en  la 
península. 

En  la  última  lucha  que  sostuvieron  Méjico  y los  Estados-Unidos, 
M.  Marcy,  secretario  de  la  guerra  en  el  gabinete  de  Washington,  co- 
municando algunas  órdenes  á los  jefes  de  la  expedición,  asentaba 
como  incuestionable  el  derecho  que  tiene  un  combatiente  de  vivir  a 
costa  del  país  que  ocupe,  haciendo  sentir  al  contrario  el  peso  todo 
de  la  guerra.  Decía  que  para  obtener  los  auxilios  necesarios  podían 
emplearse  tres  medios  : 

1. °  Comprar  los  efectos  al  precio  exigido  por  los  vendedores, 

2. "  Pagar  solo  el  razonable,  sin  atender  á las  exigencias  que  se 


tuviesen, 

Y 3.ü  exigirles  en  concepto  de  contribución  de  guerra , y no  pa- 
garles ó comprometerse  solo  á hacerlo  mas  adelante. 

Aconsejaba  al  mismo  tiempo  que  se  hiciese  uso  del  último,  pero 
las  autoridades  militares  invasoras  no  lo  hicieron  así,  por  razones  de 
laudable  prudencia,  sino  en  rarísimas  ocasiones,  justificando  con  su 
conducta  los  inconvenientes  prácticos  de  la  doctrina  sostenida  por  el 
ministro  norte-americano . 

Los  extranjeros,  aunque  no  estén  naturalizados,  se  hallan  sujetos 
al  pago  de  estos  impuestos. 

Medidas  de  Algunos  publicistas  proponen,  para  atenuar  los  inconve- 
i>revis¡on.  nientes  que  presenta  el  cobro  de  esta  clase  de  contribu- 
ciones, y evitar  que  se  conviertan  en  un  saqueo,  que  todos  los 


actos  referentes  á ellas  se  presencien  por  oficiales  del  cuerpo  de  es- 
tado mayor  y de  administración  militar ; con  lo  que  se  conseguiría  in- 
dudablemente ahorrar  vejámenes  y atropellos  que  de  otro  modo  son 
casi  inevitables.  N 

Si  á pesar  de  todo  una  parte  mas  ó menos  grande  de  un  ejército  se 
dedicase  al  pillaje,  parece  justo  adoptar  el  principio  de  indemnización 
á costa  de  la  paga  correspondiente  á los  que  hubieran  cometido  el 
atentado ; siendo  este  uno  de  los  medios  mas  seguros  que  pueden  em- 
plearse para  restablecer  la  disciplina. 

Las  contribuciones  militares,  que  tienden  á desaparecer  como  todas 
las  antiguas  trabas  que  sujetaban  la  civilización,  son  una  mejora  con- 
sideiable  en  relación  con  los  medios  empleados  antiguamente  para 
proveer  á la  subsistencia  de  los  combatientes, 
considera-  Los  bienes  raíces  que  los  ciudadanos  de  un  Estado  ene- 
bíenewiu  mi£°  liayan  adquirido  en  el  territorio  del  otro  beligerante 
con  anterioridad  á la  declaración  de  la  guerra,  se  conside- 
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§ 447 


rail  como  nacionales  por  aquel  en  que  se  hallen  situados,  y como 
enemigos,  de  consiguiente,  por  el  contrario. 

Los  que  pertenezcan  á extranjeros  merecerán  el  concepto  de  neu- 
trales, siempre  que  sus  propietarios  no  cometan  acto  alguno  de  mar- 
cada hostilidad.  * 

§ 447.  Bajo  la  palabra  botín  se  comprenden  todos  los 
objetos,  muebles  y corporales  arrebatados  al  ejército  ene- 
migo ó personas  que  no  forman  parte  de  él,  como  sucede  cuando  se 
entrega  al  saqueo  una  ciudad  tomada  por  asalto.  Se  permite  á los 
soldados,  dice  Bello,  el  despojo  de  los  enemigos  que  quedan  en  el 
campo  de  batalla , el  de  los  campamentos  forzados  y á veces  el  de 
las  ciudades  que  se  toman  por  asalto.  Pero  esta  última  práctica,  aña- 
de el  mismo  publicista,  es  un  resto  de  barbarie,  por  cuya  abolición 
clama  tiempo  ha  la  humanidad,  aunque  con  poco  fruto. 

Riquelme  juzga  también  el  botín  con  extrema  severidad  diciendo 
que  no  puede  menos  de  considerarse  como  un  resultado  de  la  indi- 
disciplina,  porque  el  soldado  que  está  atendido  en  sus  necesidades, 
si  obra  por  el  interés  del  pillaje,  se  convierte  en  un  bandolero  de  su 
nación. 

No  obstante  el  rigor  de  estas  apreciaciones,  debemos  diferenciar 
entre  el  arrancado  al  combatiente  y el  perteneciente  á ciudadanos 
que  no  tengan  igual  consideración.  Esta  distinción  es  de  mucha 
importancia,  pues  el  correspondiente  á la  primera  clase  puede  con- 
siderarse como  consecuencia  indeclinable  y legítima  de  las  guerras, 


* Vattel,  üroit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradbr-Foderc,  Iiv.  3, 
ch.  9,  § 165;  Halleck,  Int.  lato,  ch.  19,  §§  15-18;  Massé,  Droit  commercial,  vol.  I, 
p.  125 ; Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  4,  §§  3,  4:  Ivent,  Com.  on  am.  laiv,  vol.  I, 
pp.  91,  92,  note;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édilion  Guillaumin,  annotée 
par  Ch.  Vergé,  § 280;  HefVtcr,  Droit  int.,  §§  131,  135,  136;  Riquelme,  Derecho  púb. 
inl.,  lib.  1,  til.  1,  cap.  12;  Ivlüber,  Droit  des  gens  mod.,  § 251,  Wheaton,  klém. 
droit  int.,  pte.  4,  ch.  2,  § 5;  Garden,  De  diploma  lie,  liv.  6,  § 12;  Hautefeuille, 
Droils  des  nations  neutros,  til.  7,  ch.  1;  Isamberl,  Anuales  pol.  et  dip.  inl.,  p.  H5  , 
Polson,  Lavo  of  nations;  Manning,  Laio  of  nations,  p.  136;  .Martens,  Hccueil  sup- 
plém.,  vol.  V,  p;  102;  vol.  VI,  p.  692;  Moser,  Regir  age,  etc.,  b.  3.  § 2o6;  Mo^er, 
Vcrsuch,  b.  9,  pt.  1,  p.  383;  Ompteda,  Lit.,  § 305;  Ivamptz,  Neue  lil.,  § 234; 
Halleck,  Etcm,  mil.  art  and  Science,  ch.  4,  pp.  90,  91,  9Í,  93;  Joinim,  Tablean  ana- 
hjticpie,  ch.  2,  sec.  1,  art.  13  ; Napoleón,  Mcmoircsde  Slc  Hélcnc;  Napier,  Península) 
'toar , b.  24,  ch.  G;  Scott,  General  orders,  nw  358,  nov.  25  lh.  ; n 3J5,  < ce. 
31  st.,  1847;  Carta  de  M.  Marctj  al  general  Taylor,  set.  22  de  1 84G , Al  geneiu 
Scott,  abril  3 de  1847;  El  general  Scott  á M.  Marcg,  mayo  20  de  1847  ; .V.  Masson 
al  general  Scott,  set.  1 de  1847;  M.  Marcg  al  general  Scott,  oct.  6 de  1847;  Cong.^ 
¡jo c.  30  coiif/.,  I sess.  Senate  Ex.  doe.,  n"  1,  p.  563;  II.  R.  Ex.  doc.,  ir  oO 
Pl».  195,  197  ; n°  60,  p.  903. 
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lo  cual  lio  sucede  con  el  relativo  á la  segunda,  condenado  general- 
mente por  los  publicistas  modernos. 

El  botin  se  basa  en  la  idea  fundamental  que  los  ejércitos  enemi- 
gos han  abandonado  á los  resultados  de  la  batalla  todo  lo  que  po- 
seen en  el  instante  de  su  encuentro.  Pero  cuando  se  ejerce  sobre  los 
no  combatientes,  el  motivo  único  en  que  se  puede  fundai  es  en 
recompensar  á las  tropas  por  sus  buenos  sei  vicios,  que  no  justificando 
realmente  lo  que  se  propone,  ha  dado  lugar  á que  este  acto  sea 
calificado  de  pillaje.  La  autorización  para  ejercerlo  está  generalmente 
reservada  al  jefe  del  ejército. 

Pero  si  teniendo  en  cuenta  el  status  del  propietario  de  los  bienes 
el  botin  se  legítima  entre  los  combatientes,  tomando  en  considera- 
ción el  carácter  de  los  efectos  capturados  se  podrá  decidir  si  corres- 
ponden al  captor  ó al  Estado.  A este  efecto  los  usos  de  la  guerra 
lian  distinguido  entre  las  cosas  que  tienen  un  valor  inmediato,  como 
el  dinero,  alhajas,  ropas,  y las  que  forman  parte  del  material  y pro- 
visiones de  guerra.  Estas  pertenecen  al  último,  que  generalmente 
concede  una  gratificación  á las  tropas  que  se  han  apoderado  de  ellas, 
y las  otras  al  primero. 

práctica  ob-  Según  una  práctica  muy  antigua,  citada  por  Heffter, 
i'fanfigüc-  ^as  camPanas  de  una  ciudad  conquistada  pertenecían  al 

llatl-  jefe  de  artillería,  siempre  que  se  hubiera  hecho  uso  de  ellas 
durante  el  sitio. 

La  regla  que  acabamos  de  exponer  acerca  de  los  derechos  del 
captor  se  tunda  en  una  concesión  del  Estado;  porque  en  principio 
general  puede  decirse  que  todo  le  corresponde  á él, puesto  que,  creando 
la  situación  de  guerra,  da  lugar  evidentemente  á sus  derechos  y á 
sus  leyes.  A esto  se  debe  el  que  en  cada  país  sea  distinta  la  legisla- 
ción que  rije  en  la  materia,  del  mismo  modo  que  la  consideración 
diferente  de  las  presas  marítimas  y las  capturas  en  las  luchas  ter- 
restres. 


En  Inglaterra,  por  ejemplo,  estas  últimas  pertenecen  á 
la  corona,  distribuyéndose  según  los  reglamentos  esta- 
blecidos. 

El  congreso  de  los  Estados-Unidos  tiene  facultades  para 
repaitir  el  botin  entre  los  captores  ó para  reservarlo  al 

d T ^a^*en^°  disposiciones  especiales  corresponde  la  decisión 
os  casos  que  ocurran  al  presidente  de  la  república,  como  general 
en  jete  de  los  ejércitos. 
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Prescripcio- 
nes do  la  ley 
inglesa. 


En  los  Esta- 
dos-Unidos. 
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La  naturaleza  particular  de  estas  aprehensiones  exige 
también  un  tribunal  especial  para  la  decisión  de  las  competente 
cuestiones  que  motiven ; las  cuales  no  tienen  lugar  sino  tiones  pro- 

SObre  el  campo  mismo  de  batalla,  fuera  de  la  jurisdicción  causa deUw- 

ordinaria  y de  la  de  los  tribunales  de  presas  marítimas, 
y así  se  resuelven  por  los  jefes  militares,  y según  los  reglamentos 
de  la  milicia  y las  leyes  generales  de  la  guerra. 

No  puede  citarse  caso  alguno  en  que  un  tribunal  ordi- 

^ Legislación 

nano  o de  almirantazgo  hayan  resuelto  en  Inglaterra  inglesa. 

estas  cuestiones,  exceptuando  las  antiguas  cortes  de  caballería,  que 
cayeron  en  desuso  definitivamente  á la  mitad  del  siglo  XVIII.  Desde 
entonces,  establecido  el  principio  de  que  todo  botín  pertenece  á la 
corona  y se  hace  bajo  su  autoridad,  el  poder  ejecutivo  ha  debido 
necesariamente  decidir  acerca  de  la  legalidad  y distribución  de  la 
captura.  Las  reclamaciones  de  los  interesados  son  examinadas  por  los 
lores  del  tesoro,  los  cuales  fijan  los  principios  que  deben  rejir  el 
caso,  nombrándose  en  seguida  una  comisión  para  reunirle  y distri- 
buirle con  arreglo  á lo  aprobado  y sancionado  por  el  monarca.  Por 
el  estatuto  de  1833,  se  autorizó  al  consejo  privado  para  examinar 
cualquiera  cuestión  que  el  soberano  le  presentara  y emitir  sobre  ella 
su  dictámen.  El  estatuto  de  1840  extendió  la  jurisdicción  de  la  alta 
corte  del  almirantazgo  á los  incidentes  que  se  promovieran  en  estas 
ocasiones.  En  todos  debe  proceder  como  en  el  caso  de  presa  de  guerra 
y su  sentencia  será  obligatoria.  * 


§ 448.  Pedro  el  Grande  de  Rusia  asoló  ochenta  leguas 
cuadradas  de  su  propio  territorio  para  impedir  la  marcha 
del  rey  Cárlos  de  Suecia,  y se  atribuye  á este  sacrificio  del 
emperador  ruso  la  victoria  de  Puttowa. 


Asolamiento 
de  un  ter- 
ritorio. 


* Vattel,  Droil  des  gens,  édition  Guillaumin,  annolée  par  Pradier-Foderé,  Iiv.  3, 
ch.  9,  § 164;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  anno- 
tée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  6;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p.  101; 
Halleck,  Int.  law,  ch.  19,  §§  20,  21,  25-27;  Heffter,  Droit  int.,  § 135;  Bello, 
Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  4,  § 4;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  1, 
cap.  12;  Pinheiro-Ferreira,  Notes  sur  Vattel,  § 164;  Martens,  Précis  du  droit 
des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 279;  Klüber,  Droit  des 
gens  mod.,  §§  253,  254  ; Massé,  Droit  commercial,  vol.  I,  p.  125;  Zeller,  Année 
hislorique,  1860,  p.  481;  Puirendorf,  De  jur.  nal.  el  gent.,  lib.  8,  cap.  6,  § 31; 
Ompteda,  Lit.,  § 309;  Kamptz,  Neue  lit.,  § 308;  Pliillimore,  On  int.  law, 
vol,  Ilí,  § 127,  129-135;  Lord  Hale,  De  prerrogativa,  cap.  11,  § 3;  Wlieaton,  fic- 
ports,  vol.  If,  appen.,p.  71  ; Finch.  Discourse  on  law,  pp.  28,  178;  Cross,  Militar  y 
latos,  p.  116. 
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En  1674,  y por  segunda  vez,  en  1689,  los  franceses  des- 

4674  “1689«  7 v * 

i8i2.  ' truycron  el  Palatinado,  y los  rusos  en  1812  imitaron  este 

Hechos  his-  J „ , ,,  , i . 

tóricos.  ejemplo  y pusieron  fuego  á Moscou  para  rechazar  la  inva- 
sión francesa. 

Ahora  bien;  ¿hasta  qué  punto  justifica  estos  hechos  el  derecho  in- 


ternacional? 

Vattel  los  legitima  en  dos  casos  igualmente  extraordinarios  ; cuan- 
do lo  xige  la  necesidad  de  castigar  una  nación  bárbara  y de  preca- 
verse contra  sus  latrocinios,  y cuando  no  se  puede  detener  de  otro* 
modo  la  marcha  del  enemigo.  Wheaton  justifica  también  este  proce- 
dimiento en  circunstancias  de  extrema  necesidad.  Halleck  reproduce 
al  primero,  y dice  que  los  beligerantes  deberán  obrar  siempre  con 
gran  moderación. 

Esta  cuestión  ha  sido  objeto  de  un  largo  debate  entre 


Dolíate  acer- 
ca de  este 
asunto  entre 
la  Gran-Bro- 
taña  y los 
Estados-Uni- 
dos. 


el  gobierno  de  los  Estados- Unidos  y el  inglés  durante 
su  última  guerra. 

El  almirante  Cochrane,  jefe  de  la  escuadra  británica  en 
las  aguas  de  aquella  república,  dirigió  el  18  de  agosto  de 


1814,  una  carta  á M.  ¡Monroe,  secretario  de  Estado  del  gabinete  de 


Washington,  manifestándole  que  habiendo  sido  llamado  por  el  go- 


bernador general  del  Canadá  para  ejecutar  algunas  medidas  de  re- 


presalias contra  los  habitantes  de  los  Estados,  á causa  de  las 


odiosas  devastaciones  realizadas  por  su  ejército  en  el  alto  Canadá, 
había  ordenado  á sus  fuerzas  que  destruyeran  todas  las  ciudades  y 
pueblos  situados  en  la  costa,  que  pudieran  ser  atacados. 

En  setiembre  del  mismo  año  contestó  el  gobierno  norte-ameri- 
cáno  exponiendo  que  había  visto  no  sin  sorpresa,  que  se  tratara  de 
legitimar  como  medida  de  represalia,  el  sistema  de  devastación  con- 
trario en  todos  sentidos  á las  prácticas  de  los  pueblos  civilizados.  Los 
Estados-Unidos,  decía  M.  Monroe,  obligados  á esta  guerra  con  Ingla- 
terra, resolvieron  desde  luego  emprenderla  de  un  modo  mas  con- 
forme á los  principios  de  humanidad  y á las  relaciones  amistosas 
que  deberán  sostenerse  entre  los  dos  pueblos  después  de  celebrada  la 
paz.  Pero  bien  pronto  pudieron  apercibirse  de  que  el  gobierno  inglés 
no  estaba  animado  del  mismo  espíritu.  Sin  insistir  sobre  las  deplo- 
rables inhumanidades  cometidas  en  las  orillas  del  Kaisin  por  los 
indios  salvagcs,  cuyo  auxilio  pagó  la  Gran-Bretaña,  este  gobierno 
puede  citar  la  devastación  de  Havre  de  Grace  y Georgetown  en  1813. 

Estas  ciudades  fueron  incendiadas  por  la  escuadra  de  S.  M.  B.,  y sus 

habitantes  que  no  podían  ser  considerados  como  combatientes,  vieron, 
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no  obstante,  que  las  leyes  de  la  guerra  no  protegian  sus  propiedades. 
En  aquel  año  también  las  mismas  fuerzas'  arrasaron  cuanto  les  fue 
posible,  á lo  largo  de  las  costas  de  Chesapeake,  ocasionando  pérdidas 
irreparables  y dando  lugar  á pensar  que  la  venganza  y la  avaricia 
eran  el  único  móvil  de  sus  actos.  Podía,  en  fin,  citarse  como  hecho 
de  igual  género  la  destrucción,  en  Washington,  de  las  casas  en  que  se 
había  establecido  el  gobierno. 

M.  Monroe  hacia  notar  en  su  contestación  que  en  las  guerras  de  la 
Europa  moderna  no  se  encontraban  casos  semejantes,  ni  aun  en 
aquellos  pueblos  cuyo  espíritu  de  hostilidad  había  sido  mas  inconsi- 
derado. En  los  diez  últimos  años  habían  sido  tomadas  y ocupadas 
por  los  ejércitos  enemigos  la  mayor  parte  de  las  ciudades  del  conti  • 
nente  européo,  y,  sin  embargo,  no  se  daban  ejemplos  de  tan  odiosa 
é inicua  devastación.  Para  encontrarlos  era  preciso  retroceder  á los 
siglos  bárbaros. 

El  gobierno  de  los  Estados-Unidos  declaraba  que,  á pesar  de  que  los 
actos  anteriores  le  imponían  la  necesidad  de  las  represalias  ó le  au- 
torizaban para  ello,  no  las  liabia  decretado. 

El  incendio  de  la  ciudad  de  Newark,  en  el  alto  Canadá,  posterior  á 
los  hechos  enumerados,  no  se  fundaba  en  el  principio  de  las  repre- 
salias, y se  liabia  ejecutado  como  medio  indispensable  para  con- 
tinuar las  operaciones  militares  contra  el  fuerte  de  San  Jorge.  Esta 
destrucción  fué,  sin  embargo,  desaprobada  por  el  gobierno  de  Was- 
hington. Lo  mismo  aconteció  con  el  que  tuvo  lugar  en  Long- 
Point,  y el  oficial  que  le  autorizó  fué  sometido  á un  tribunal  mili- 
tar. El  de  San  David  fué  de  tal  modo  rechazado,  que  se  depuso,  sin 
juicio  prévio,  al  jefe  superior  del  distrito  que  no  lo  impidió. 

M.  Monroe  decía,  por  último,  que  su  gobierno  estaba  dispuesto  á 
un  arreglo  recíproco  de  estas  diferencias,  y que  jamás  apelaría  á me- 
dios que  reprobaran  los  sentimientos  de  humanidad. 

El  almirante  Cochrane  respondió,  que  no  estaba  autorizado  para  en- 
trar en  negociaciones  acerca  del  punto  en  cuestión,  y que  hasta  tanto 
que  recibiera  instrucciones,  continuaría  en  su  línea  de  conducta,  á 
menos  que  no  se  repararan  los  atentados  cometidos  por  las  tropas 
norte-americanas. 

El  gobernador  general  del  Canadá  respondió,  en  febrero  de  1814, 
manifestando  que  liabia  recibido  con  satisfacción  las  declaraciones  del 
gobierno  de  los  Estados-Unidos,  que  desaprobaban  el  incendio  de 
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Ncwark,  y que  se  complacía  en  que,  como  el  británico,  no  estuviera 
dispuesto  á adoptar  deliberadamente  ningún  medio  de  hostilidad,  cuyo 
objeto  fuera  la  perdida  completa  de  la  propiedad  privada. 

Destrucción  Pero  no  obstante  esta  manifestación,  en  agosto  del  mis- 
o¡ós públicos  010  año,  el  ejército  ingles  destruyo  el  Capitolio,  el  pa- 
^dn^Nsjcva-  lacio  del  presidente  y otros  edil  icios  públicos. 

Sir  James  Mackinstosh  juzgando  estos  hechos  en  la  cá- 
merceicí-on  mara  de  los  comunes,  decia  que  la  lentitud  con  que  el 
á algunos  gobierno  inglés  había  seguido  las  negociaciones  de  Gand, 
ingleses.  no  podía  explicarse  sino  por  el  miserable  deseo  de  pro- 
longar la  guerra,  intentando  un  golpe  decisivo  en  América.  Si  el  con- 
greso se  hubiera  abierto  en  junio,  las  órdenes  de  atacar  á Washington 
no  hubieran  sido  comunicadas,  y se  hubiera  evitado  una  victoria  que 
consideraba  cien  veces  mas  vergonzosa  que  la  peor  derrota;  porque 
convertiría  en  objeto  de  odio  y alarma  para  los  pueblos  européos  el 
poder  naval  de  Inglaterra,  y colocaría  en  adelante  al  de  la  república 
norte-americana  de  parte  de  todos  los  que  se  declararan  sus  enemi- 
gos. El  ataque  de  Washington  significaba,  según  sir  Mackinstosh,  un 
atentado  en  contra  del  honor  nacional  y las  alecciones  públicas  de 
una  nación.  Estaba  reservado  á Inglaterra,  continuó,  violar  las  leyes 
de  la  cortesía  internacional,  con  respecto  á las  capitales,  y destruir 
los  palacios  del  gobierno,  del  congreso  y de  la  administración  de  jus- 
ticia, y los  documentos  depositados  en  los  archivos,  objetos  exceptua- 
dos por  las  naciones  civilizadas  de  los  desastres  de  la  guerra,  cuya 
destrucción  no  puede  considerarse  como  medio  de  hostilidad,  pues  que 
sirven  solo  para  los  intereses  comunes  y perpétuos  de  las  sociedades 
humanas.  Y lo  que  en  concepto  del  orador  agravaba  mas  la  responsabi- 
lidad del  ministerio  era  el  haber  defendido  la  destrucción  de  una  capi- 
tal renombrada,  como  medida  de  represalia  por  las  violencias  cometidas 
por  algunos  oliciales  subalternos,  y reprobadas  por  el  gobierno  de  la 
república,  contra  una  población  del  alto  Canadá.  Para  justificarla 
decia , se  necesitaban  pruebas  manifiestas  del  hecho;  que  el 
enemigo  se  hubiera  negado  á dar  satisfacción,  y que  hubiera  pro- 
poicion  entre  el  castigo  y la  ofensa.  Ninguna  de  estas  circuns- 
tancias concurren  en  el  caso  presente.  Colocar  los  sentimientos 
respetables  de  un  gran  pueblo,  santificados  por  el  ilustre  nombre  de 
Washington,  al  nivel  de  una  media  docena  de  barracas  que  servían 
temporalmente  de  asiento  á las  autoridades  de  una  provincia,  es  un 
^to  de  intolerable  insolencia  y que  revela  tanto  desprecio  á los  sen- 
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§ 449 


timientos  de  la  república  norte-americana , cómo  al  sentido 
del  género  humano.  * 

§ 449.  Hemos  visto  que  puede  establecerse  como  regla 
general  en  las  guerras  terrestres  el  respeto  de  la  propie- 
dad privada,  que  solo  en  casos  extraordinarios  está  sujeta 
á captura  ó destrucción.  En  las  marítimas  se  sigue  el  prin- 
cipio contrario,  y aunque  los  buques  y sus  cargamentos 
sean  de  pertenencia  particular,  pueden  ser  capturados  y 
confiscados  y su  tripulación  considerada  como  prisioneros 
de  guerra. 

¿En  qué  se  funda  esta  distinción?  ¿Por  qué  no  se  aplican  unos 
mismos  principios  acerca  de  este  particular  en  unas  y en  otras? 
¿Por  qué  se  han  de  confiscar  en  las  últimas  lo  mismo  que  se  respe- 
ta en  las  primeras? 

Mably  es  el  primer  autor  que  ha  protestado  contra  semejante  pro- 
ceder. Miraríamos  con  horror,  dice,  un  ejército  que  despojara  de  sus 
bienes  á los  ciudadanos,  lo  que  equivaldría  á violar  el  derecho  de  gen- 
tes y las  leyes  de  la  humanidad.  ¿Por  qué,  pues,  continúa,  lo  que 
es  infame  en  la  tierra  se  considera  como  justo  ó se  permite  al  menos 
en  el  mar?  Mas  adelante  agrega  que  el  comercio  vería  con  gran  satis- 
facción que  los  gobiernos  prohibieran  á sus  buques  apoderarse  de 
los  mercantes  enemigos.  Franklin  sostuvo  esta  misma  teoría  una 
vez  consumada  la  independencia  norte-americana,  y trató  de  que 
fuera  reconocida  como  hecho  práctico. 

M.  de  Kersaint,  diputado  por  París,  presentó  á la  asam- 
blea legislativa  francesa,  de  1792,  un  proyecto  de  ley  decre- 
tando la  abolición  del  corso  marítimo  v de  la  confiscación 

«/ 

de  la  propiedad  privada  en  el  mar,  que  fué  combatido  por 
Yergniaud. 

Los  Estados-Unidos,  insistiendo  en  la  idea  de  Franklin,  comunica- 
ron en  1823,  á las  potencias  europeas  de  primer  orden,  un  proyecto 


1972.  1823. 

Esfuerzos 
1 lechos  para 
la  abolición 
de  la  prácti- 
ca seguida. 


Diferencia 
entre  las  le- 
yes de  la 
guerra  marí- 
tima y las 
de  la  guerra 
terrestre 
respecto  á la 
propiedad 
privada  del 
enemigo . 


* 4 atlel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-1'  oderé,.  Uv . 3, 
di.  9,  §§  166,  167,  173;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  2.  §6;  Kent, 
Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p.  92;  Halleck,  Inl.  luw,c h.  19,  §§  23,24;  Martens,  Pre- 
cis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  A'ergé,  § 280  ; Pinheiro- 
Fcrreira,  Notes  sur  Martens,  § 280;  Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  § 262;  Heírtcr, 
Droit  int.,  § 125;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít . i,  cap.  12,  Pello, 
Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  4,  § 5 ; Phillimore,  On  int.  lato,  vol.  III,  § 50i  Pí,lson> 
Law  of  nations,  sec.  6;  Manning,  Law  of  nations,  pp.  138,  139;  Dodsley,  Ann. 
Hegislcr,  1760;  American  State  papers,  fol.  edit. , vol.  III,  pp.  093,  694;  Hansard, 
Parí,  debates,  vol.  XXX,  pp.  526,  527. 
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para  regularizar  los  principios  del  derecho  marítimo  y afirmando  la 
inviolabilidad  de  los  bienes  particulares.  Pero  las  negociaciones  en- 
tabladas con  este  fin,  por  orden  del  presidente  Monroe,  con  Ingla- 
terra, Francia  y Rusia  no  condujeron  á resultado  alguno  positivo. 
La  cuestión  quedó  en  este  estado  hasta  el  congreso  de  Paiis  de  1856, 
y la  declaración  relativa  al  derecho  marítimo  de  16  de  abril  del  mis- 
mo año,  que  consignaba  la  abolición  del  corso  y la  manifestación 
de  que  la  bandera  neutral  salvaba  la  mercancía  enemiga.  Las  po- 
encias  signatarias  se  obligaron  á recabar  el  consentimiento  de  las 
naciones  que  no  habían  tomado  parte  en  él.  * 

§.  450.  El  fundamento  alegado  para  sostener  esta  doc- 
trina es  una  razón  de  analogía.  Se  supone  que  las 
guerras  terrestres  y las  marítimas  tienen  las  mismas 
condiciones  y se  deduce  que  respetándose  en  las  prime- 
ras la  propiedad  privada,  también  debe  protejerse  en  las 
segundas.  En  este  concepto  el  Times  pudo  decir  al  examinar  la  nota 
del  gobierno  de  los  Estados-Unidos  que  «bajo  el  punto  de  vista  moral 
no  había  diferencia  entre  robar  una  casa  particular  en  tierra  ó un 
buque  particular  en  el  mar.  » Pues  bien,  planteada  la  cuestión  en 
estos  términos  su  resolución  nos  parece  en  extremo  fácil.  Porque  no 
es  cierto  que  ambas  luchas  tengan  la  identidad  que  se  pretende, 
puesto  que  los  medios  con  que  se  verifican  son  distintos.  En  aquellas 
los  beligerantes  pueden  extenderse  por  el  territorio  enemigo,  ocupar 
sus  campos  y sus  pueblos,  establecer  de  hecho  su  soberanía,  exigir 
impuestos,  debilitar,  en  una  palabra,  de  un  modo  efectivo  y directo 
el  poder  del  Estado  contrario,  y obligarle  á celebrar  la  paz,  recono- 
ciendo los  derechos  que  hayan  sido  objeto  de  sus  diferencias. 


Examen  de 
Ju  doctrina 
que  iguala  en 
condiciones 
la  fritera  ter- 
restre y ina- 
i itima. 


* Whcalon,  Elém.  droit  int pte.  4,  ch.  2,  § 7;  Halleck,  Int.  law,  ch.  20, 

§ 1-3;  Caucliy,  Le  droit  maritime  int.,  vol.  II,  pp.  76,  306,  312-374,  380;  Mably, 

I.c  droit  public,  1748,  vol.  II,  p.  310  ; Ortolan,  Diplomado  de  la  mor,  liv.  3,  ch.  2; 

Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  prelim.;  Hautefeuille,  Droit  des  nations 

ncutres , tit.  7,  chs.  1,  2;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin 

annolée  par  Ch.  Vergé,  § 281;  Helfter,  Droit  int.,  § 137;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2, 

cap-  4,  § 2;  Riquelme,  Derecho  púb.  int  , lib.  t,  tít.  2,  caps.  12,  13;  Pando, 

Derecho  int.,  p.  412;  Emerlgon,  Traité  des  assurances,  ch.  2,  §19;  Kent,  Com. 

on  am.  law,  vol.  I,  p.  73;  Wheaton,  On  captures,  app.  p.  317;  Duer,  On  insurance 

vol.  I,  p.  416;  Polson,  Law  o f nations,  sec.  6 ; Manning,  Law  of  nations,  p.  136; 

NVildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  118,  et  seq.;  Jouflroy,  Droit  maritime,  pp.  57,  et 

seq.;  Pístoye  et  Duverdy,  Traitédes  prises,  tit.  l,ch.  1;  Merlin,  Répertoire,  tit.  Prises 

mantimes;  Dalloz,  Répertoire,  tit.  Prises  mar  i times;  Azuni,  Droit  maritime,  vol.  II, 

ci.  , Ñau,  \ olkerseerecht,  §§  265,  et  seq.;  De  Steck,  Versuch,  pp-  171,  et  seq.; 

JT  Mémoires>  vol-  III,  ch.6;  Carta  de  M.  Marcij  al  conde  Sartiges,  julio 
28  de  18o6, 
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En  las  segundas  no  encontramos  los  mismos  caracteres  determi- 
nantes. No  es  posible  dominar  ó invadir  un  territorio  ni  aprovecharse 
de  los  recursos  naturales  del  país  ; y esta  importantísima  limitación 
tiene  necesariamente  que  producir  sus  consecuencias.  Si  se  consagra 
en  ellas  la  inviolabilidad  invocada,  las  operaciones  militares  quedarán 
reducidas  á las  escuadras  de  los  Estados  beligerantes.  Pues  bien,  el 
que  no  quiera  exponer  sus  buques  en  los  azares  de  la  contienda,  po- 
drá retenerlos  en  sus  puertos,  en  tanto  que  sus  naves  de  comercio 
pueblen  los  mares  á la  vista  del  enemigo.  Hay  otra  razón  perentoria 
á favor  de  la  misma  doctrina,  y es  la  relación  íntima  que  existe 
entre  la  marina  mercante  y la  de  guerra,  de  tal  modo  que  la  pri- 
mera puede  considerarse  como  un  elemento  constitutivo  de  la  segun- 
da : por  otra  parte  su  equipaje  se  compone  de  marineros  que  el  go- 
bierno puede,  cuando  á bien  lo  tenga,  ocupar  en  operaciones  milita- 
res. De  modo  que  si  se  proclama  el  principio  debatido,  las  guerras 
marítimas  se  hacen  absolutamente  imposibles  ó lo  que  es  igual,  com- 
pletamente ineficaces  en  su  objeto  legítimo. 

Los  publicistas  modernos  mas  autorizados  han  reconocido  la  dis- 
tinción expuesta.  Wheaton  dice  que  la  severidad  de  las  operaciones 
militares  existe  en  todo  su  rigor  en  la  guerra  marítima  y se  justi- 
fica por  el  fin  que  se  proponen,  que  es  la  destrucción  del  comercio 
y navegación  del  enemigo,  fuente  y nervio  de  su  poder  naval. 

Riquelme  nota  que  en  la  continental  pueden  respetarse  las  pro- 
piedades particulares,  porque  no  son  un  elemento  de  lucha,  como 
pueden  serlo  los  buques  mercantes,  sino  un  objeto  productivo,  el  cual 
queda  sujeto  al  conquistador  el  dia  que  ocupa  el  país.  Un  ejército 
invasor,  añade,  tiene  por  tierra  medios  de  dañar  á su  enemigo,  ocu- 
pando el  territorio  y apoderándose  de  sus  rentas  para  indemnizarse 
de  los  gastos ; pero  en  la  mar,  si  un  enemigo  encierra  sus  buques  de 
guerra  en  sus  puertos,  no  le  queda  al  contrario  otro  medio  de  de- 
bilitarlo y de  apresurar  la  paz,  que  aniquilar  su  tráGco  marítimo. 

Ortolan  trata  de  este  asunto  con  gran  detenimiento  refutando  ' ¡<  - 
Undosamente  las  opiniones  emitidas  á favor  de  la  inviolabilidad  íefe- 
rida.  Cierto  es  que  la  legitimidad  del  derecho  de  captura  en  dichas 
guerras  no  ha  sido  reconocida  sino  en  su  sentido  puramente  histó- 
rico, por  Cauchy  y por  Gcssner,  pero  aun  estos  mismos  publicistas 
no  desconocen  los  inconvenientes  de  su  teoría  y esperan  que  llegará  á 
realizarse  en  otros  tiempos  (1).  La  práctica  general  de  las  naciones 

« La  libertad  comercial  de  los  mares  habrá  pasado  por  las  mis- 

3!) 


(1)  Cauchy  dice : 
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está  conforme  con  la  doctrina  que  sustentamos;  de  tal  modo  que  hasta 
los  Estados-Unidos  la  han  seguido  durante  su  guerra  civil.  Lo  único 
que  en  este  punto  puede  en  nuestro  concepto  espeiarse  de  los  pro- 
gresos del  derecho  internacional,  es,  como  dice  Ortolan,  la  conciliación 
de  los  derechos  de  las  naciones  en  las  guerras  marítimas  y la  de  los 
particulares,  determinando  en  casos  especiales  atendiendo  a su  natu- 
raleza  y objeto  una  reserva  á favor  de  la  propiedad  privada  sobre  el 
valor  de  los  objetos  capturados,  cuya  apreciación  podria  hacerse  in- 
mediatamente según  reglas  convenidas,  ó en  el  acto  de  la  celebración 
de  la  paz.  * 

aplicación  §•  451.  Creemos  haber  justificado  cumplidamente  que  la 
pío' estable-  propiedad  privada  es  legítimamente  eapturable  en  las 

guerras  marítimas.  La  aplicación  de  este  principio,  es, 

sin  embargo,  de  tal  dificultad  práctica,  da  lugar  á tal  número  de 
cuestiones  y ha  sido  objeto  de  tan  sérios  debates,  lo  mismo  entre  los 

publicistas  que  entre  los  Estados  y en  los  tribunales  de  presas  que  es 

imposible  desconocer  la  necesidad  de  su  estudio  en  los  casos  particu- 
lares que  pueden  ocurrir.  Además,  la  significación  de  las  capturas 
marítimas  y el  derecho  en  que  se  fundan,  alteran  notablemente  las 
reglas  de  la  legislación  civil  respecto  al  derecho  de  propiedad,  así  es 
que  las  sentencias  de  los  jueces  especiales  están  frecuentemente 
en  contradicción  con  las  que  en  tiempo  de  paz  darían  los  ordinarios. 
Precisa  por  estas  razones  examinar  con  detención  los  principios  gene- 
rales de  las  leyes  de  presas  y sus  aplicaciones  mas  importantes. 

La  legalidad  ó ilegalidad  de  una  captura  en  alta  mar  deberá 

mas  fases  que  la  libertad  civil  de  los  pueblos.  Se  habrá  limitado  en  un  principio  al 
reconocimiento  del  derecho  de  los  neutrales,  y llegará  á ser  después,  así  lo  espera- 
mos, completa  y absoluta  para  el  comercio  de  los  mismos  beligerantes,  á condición, 
de  que  se  convierta  en  neutral  y trasporte  productos  ó efectos  inofensivos.  » (Cau- 
chy,  Le  droit  maritime  International,  tomo  II,  pág.  503.). 

Gessner  conviene  en  que  es  difícil  que  las  potencias  marítimas  reconozcan  la 
inviolabilidad  de  la  propiedad  privada  enemiga  en  el  mar,  pero  confia  en  que  tal 
doctrina  acabará  por  triunfar  de  todos  los  obstáculos, « porque  se  funda  en  el  incues- 
tionable principio  que  la  guerra  solo  debe  tener  lugar  entre  los  Estados,  y porque 
además  le  son  favorables  grandes  intereses  mercantiles.  » (Gessner,  Le  droit  des 
ncutres  sur  mer,  pág  431,  Berlín  1865.) 

* Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  2,  § 7;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,. 
lib.l,  tít.  2,  caps.  12,13;  Halleck,  Int.  law , ch.  20,  § 3;  Ortolan,  Diploma  lie  de  la 
mer,  liv.  3,  ch.  2;  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neulres,  tit.7,  chs,  1,  2;  Pistoye 
et  Duverdy,  Traité  des  prises,  tit.  1,  ch.  1;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  4, 
1 9RiM«tenS'  ^rec*s  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.Vergé, 
8 , e^ter’  Droit  int.,  § 137;  Jouffroy,  Droit  maritime,  pp.  57  et  seq;  Pando, 

recio  mi.,  p.  412;  Merlin,  Répertoire,  tit.  Prises  maritimes;  Dalloz,  Répertoire 
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apreciarse  por  el  carácter  del  propietario  de  los  bienes  que  la  consti- 
tuyan, procedan  estos  de  un  país  neutral  para  uno  enemigo  ó 
viceversa,  y en  ambos  casos  se  necesita  determinar  si  el  derecho  de 
propiedad  al  tiempo  de  efectuarse  el  embarque  corresponde  al  con- 
signador ó al  consignatario.  * 

§ 452.  Los  bienes  embarcados  por  cuenta  y riesgo  de  cuando  cor- 
este  á consecuencia  de  una  órden  anterior  se  consi-  rconsígnatá- 
deran  como  de  su  pertenencia.  El  capitán  del  buque  en  "dad  cap-6' 
este  caso  es  como  un  agente  suyo  y la  entrega  que  se  tura(1a- 
le  hace  de  los  efectos  equivale  á ponerlos  en  manos  de  su  principal. 
Del  mismo  modo  si  con  estas  condiciones  se  le  confian  por  un 
neutral  efectos  destinados  á un  beligerante,  se  conceptúan  como  pro- 
piedad de  aquel  durante  la  travesía  y están  sujetos  á captura  y con- 
fiscación. Pero  en  virtud  del  espíritu  y de  la  letra  de  la  legislación 
mercantil,  la  ficción  indicada  no  tiene  lugar  cuando  el  expedidor  asume 
el  riesgo  del  viaje,  ó lo  que  es  igual,  cuando  la  venta  no  se  juzga 
consumada  hasta  que  los  géneros  se  hallan  entre  las  manos  del  com- 
prador. 

Pero  en  derecho  internacional,  y según  las  leyes  de  presas,  no  se 
podía  admitir  sin  gravísimo  peligro  la  legitimidad  de  esta  conclusión, 
porque  seria  entonces  sumamente  fácil  sustraer  de  la  captura  la 
propiedad  privada  enemiga.  Es  claro  que  siempre  que  se  temiera  ú 
ocurriera  una  guerra  marítima,  asumiría  el  riesgo  del  trasporte  el 
consignador,  haciendo  ilusorio  aquel  derecho. 

Los  almirantazgos  ingleses  han  considerado  como  frau-  Decisiones  de 

, , , . i , lus  almiran- 

dulentas  estas  reservas.  En  la  sentencia  de  la  causa  pro-  magos  ingle- 

• ses . 

movida  por  el  apresamiento  de  La  Sally  se  declaró  lo  si- 
guiente: «Ha  sido  siempre  una  regla  de  los  juzgados  de  presas  que 
los  efectos  que  se  llevan  á país  enemigo,  bajo  condición  de  conver- 
tirse en  propiedad  del  contrario  á su  llegada,  se  miran  como  tal  si  se 

tit.  Prises  maritimes;  Azuni,  Droil  marítimo,  vol.  II,  ch.  4;  Kent,  Com.  on  am. 
laiu,  vol.  I,  p.  73;  Wheaton,  On  captures , app.  p.  317;  Duer,  On  insurance,  vol.  I, 
p.  416;  Polson,  Lava  of  nations , sec.  6;  Wildman,  /ni.  law,  vol.  II,  PP*  H8  etseq.; 
Manning,  Law  of  nations,  p.  136;  Gardner,  Institutos,  ch.  15;  De  Lussy,  Piecis 
hisloriquc,  ch.  12. 

* Bello,  Derecho  inl.,  pte.  2,  cap.  5,  § l ; Halleck,  Int.  law,  ch.  20,  §§  4,  5, 
Kent,  Com.  on  am.  law,\ ol.  I,  pp.  74,  86,  87;  HeíTter,  Droit  inl.,  § l.iO^Ortolan, 
Diplomatie  de  la  mer,  liv.  3;  Hautefeuille,  Droils  des  nalions  neutres,  tit.  7;  Alassé, 
Droit  commeráal,  liv.  2;  Pistoye  et  Duverdy,  'frailé  des  prises,  tit.  1,  ch.  1; 
Merlin,  Réperloirc,  tit.  Prises  maritimes;  Duer,  On  insurance,  vol.  I,  pp.  420,  421; 
Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 485. 
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apresan  in  transitu.  En  tiempo  de  paz  y no  habiendo  temores  de 
guerra  inmediata,  este  contrato  seria  perfectamente  legítimo  y pro- 
ducirla todos  sus  efectos  en  juicio.  Pero  en  un  caso  como  el  presente, 
en  que  su  forma  lleva  manifiestamente  por  objeto  precaver  los  peligros 
de  una  próxima  lucha,  aquella  debe  inevitablemente  llevarse  á efecto. 
El  conocimiento  expresa  cuenta  y riesgo  de  comerciantes  de  los  Es- 
tados-Unidos ; pero  los  papeles  no  constituyen  prueba,  si  no  son 
corroborados  por  la  declaración  del  capitán,  y aquí  este,  en  vez  de 
apoyar  su  contenido,  depone  que  los  efectos  iban  á ser  á su  llegada 
del  gobierno  francés  y los  papeles  ocultos  dan  mucho  color  de  verdad 
á esta  disposición.  No  se  necesita  mas  prueba.  Si  el  cargamento  iba 
á ser  propiedad  enemiga  á su  llegada , el  apresamiento  es  equivalente 
á la  entrega.  Los  captores  por  el  derecho  de  la  guerra  se  ponen  en  lugar 
del  enemigo. 

De  )os  Esta  misma  doctrina  ha  sido  sostenida  por  los  juzgados 
tribunales  do  de  presas  de  los  Estados- Un  idos , y aunque  la  corte 

prosas  maií-  1 . 

timas  norte-  suprema  no  ha  resuelto  ningún  caso  que  la  confirme  di- 
americanos.  r . 

rectamente,  ha  basado  en  sus  conclusiones  la  solución  de 
otros  análogos.  Story  dice:  «En  tiempo  de  guerra  no  se  permite  que 
la  propiedad  cambie  de  carácter  in  transitu , ni  que  la  neutralidad 
proteja  los  efectos  consignados  á un  enemigo.  Estos  contratos^son  váli- 
dos en  épocas  de  paz,  pero  celebrados  durante  las  contiendas  ó en  su 
previsión,  infringen  los  derechos  de  los  beligerantes  y son  realmente 
fraudulentos.  Si  se  reconocieran  como  legítimos  es  seguro  que  no  se 
encontraria  en  todo  el  Océano  un  solo  fardo  de  mercancías  enemi- 
gas.» Ivent  es  de  la  misma  opinión. 

El  Estado  de  Nueva-York  ha  sostenido  una  doctrina  contraria,  pero 
sus  decisiones  no  tienen  autoridad  en  la  materia.  Por  tanto,  la  que 
se  halla  vigente  allí  acerca  de  este  punto  es  la  formulada  por  Story. 

El  rigor  de  la  regla  anterior  es  de  tal  naturaleza,  que  se  aplica  al 
contrato  y embarco  hecho  no  ya  durante  la  guerra,  sino  en  su  pre- 
visión. Y en  vano  se  alegará  la  dificultad  de  probar  que  las  obliga- 
ciones han  sido  contraidas  en  ese  sentido , porque  el  exámen  de 
lodos  los  antecedentes  del  asunto  revelará  fácilmente  su  espíritu  y 
tendencias,  y porque,  como  dice  Bello,  todo  contrato  hecho  con  la 
mira  de  paliar  una  propiedad  enemiga,  es  ilegal  y no  tiene  valor 
alguno.  Si  se  ha  celebrado  en  tiempo  de  paz  y no  previendo  la  rup- 
tura de  las  hostilidades,  y el  cargamento  se  ha  efectuado  con  poste- 
rioridad, los  electos  estarán  sujetos  á captura  y confisoacion,  care- 
ciendo de  fuerza  legal  el  acuerdo  privado  de  los  contratantes.  Por  otra 
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parte,  el  mero  hecho  de  turbarse  la  armonía  existente  basta,  por  la 
alteración  que  implica  en  las  relaciones  internacionales,  para  invali- 
dar esta  clase  de  convenios. 


Puede  suceder  que  estos  y el  embarque  de  los  efectos  se  hayan  veri- 
ficado en  tiempo  normal  y sin  la  intención  mencionada.  Es  evidente 
que  entonces  el  cargamento  no  estará  sujeto  á captura  ni  confisca- 
ción. Esta  reglase  aplica  igualmente  cuando  el  consignador  ó el  con- 
signatario, á cuyo  riesgo  se  hizo  aquel,  es  súbdito  del  beligerante  que 
la  ejecuta,  por  la  misma  razón  que  hemos  dado  anteriormente. 


Un  enemigo  puede  proceder  al  embarque  de  mercancías  con- 
signadas á un  neutral  en  virtud  de  un  contrato  de  venta  anterior 
ó de  uno  sin  condiciones.  Entonces  se  estiman  como  propiedad 
del  segundo  desde  su  entrega  á bordo  y no  cambiando  de  título  du- 
rante el  viaje,  no  procede  en  su  contra  la  captura  ni  la  confiscación. 
La  decisión  de  este  caso  se  funda  en  que  aquel  no  falta  á sus  de- 
beres por  traficar  legalmente  con  el  beligerante  contrario,  y en  que 
le  corresponde  la  posesión  de  las  mercancías.  Pero  para  evitar  el 
fraude  posible  se  vigilan  muy  particularmente  los  cargamentos  que 
tienen  este  carácter  y se  exige  que  su  prueba  sea  evidente.  No  basta 
con  que  el  conocimiento  y la  factura  vayan  á nombre  del  consignata- 
rio, epresando  que  la  carga  se  hace  por  su  cuenta  y riesgo ; se  nece- 
sita acreditar  porque  medios  se  han  adquirido  los  derechos  á las 
mercancías.  Si  se  alega  que  ha  sido  satisfecho  su  importe  debe  pro- 
barse el  saldo;  si  la  propiedad  se  funda  en  un  contrato  de  venta  que 
estipule  el  pago  futuro,  debe  exhibirse.  Es  preciso  en  una  palabra 
que  se  muestre  claramente  que  el  consignador  no  puede  reclamar 
derecho  alguno  sobre  las  mercancías  una  vez  embarcadas,  á no  ser 
en  el  caso  de  insolvencia  del  consignatario  ; porque  si  el  primero 
retiene  algún  derecho  sobre  ellas,  podrán  ser  capturadas  durante  el 
viaje  y confiscadas. 

Esta  doctrina  ha  sido  sostenida  por  los  almirantazgos  de  Inglaterra 
y por  la  corte  suprema  de  los  Estados-Unidos,  pudiendo  citarse  gian 
número  de  ejemplos  en  su  apoyo  y para  su  mayor  claridad. 

Según  los  mismos  principios  establecidos  se  resuelve  la  cuestión  del 
expedidor  neutral  que  se  convierte  en  enemigo  antes  de  la  conclu- 
sión de  sü  viaje.  Sin  embargo,  debe  probarse  en  este  caso,  de  un 
modo  evidente,  la  posesión. 

Antes  de  que  estallara  la  guerra  entre  Inglaterra  y los 
Estados-Unidos,  en  1812,  un  comerciante  de  Glasgow  em-  ,<m  u»  «•«.- 
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mcrcimU''  de  barco  unos  fardos  de  mercancías  para  algunos  de  Nucva- 
York.  El  conocimiento  y la  factura  iban  á nombre  de  es- 
tos últimos,  y expresaban  que  el  cargamento  se  hacia  bajo  su  cuenta 
y riesgo.  No  obstante,  de  una  carta  encontrada  a bordo  apareció  que 
el  consignador,  que  se  liabia  excedido  en  sus  facultades,  les  dejaba 
en  libertad  de  aceptarle  en  parte  ó totalmente.  Los  efectos  fueron 
apresados,  después  de  declarada  la  guerra,  por  un  corsario  norte-ame- 
ricano y se  confiscaron  como  propiedad  del  enemigo. 

En  otro  de  los  casos  ocurridos  en  el  trascurso  de  ella  se  confiscaron 
los  bienes  capturados,  porque  la  factura  no  especificaba  que  el  carga- 
mento se  hacia  por  cuenta  y riesgo  de  los  consignatarios,  y porque  en 
una  carta  que  les  dirigía  el  consignador  decía,  que  los  efectos  debían 
ser  vendidos  de  cuenta  común  ó de  la  suya. 

Cuando  las  mercancías  son  dirigidas  por  un  enemigo  á un  neutral 
sin  orden  anterior,  si  este  las  admite  in  transitu  antes  de  ser  captu- 
radas, adquirirá  su  legítima  posesión  y podrá  impedir  su  confiscación, 
probando  los  hechos.  La  aceptación  debe  ser  absoluta  y sin  condicio- 
nes, y su  efecto  se  supone  entonces  retrotraído  á la  época  misma  en 
que  se  verificó  el  embarco,  juzgándose  que  se  hizo  á su  cuenta  y 
riesgo.  En  conformidad  con  esta  doctrina  se  pueden  citar  muchas 
sentencias  de  los  tribunales  ingleses.  La  corte  suprema  de  los  Estados- 
Unidos  entendió  en  un  caso  semejante,  pero  la  admisión  de  los  gé- 
neros no  había  sido  incondicional. 

Los  consignadores  tienen,  en  virtud  de  las  leyes  mercantiles  de  casi 
todos  los  pueblos,  el  derecho  conocido  con  el  nombre  de  detención  in 
transitu-,  es  decir,  de  revocar  el  conocimiento  y ponerse  de  nuevo  en 
posesión  de  los  efectos  expedidos  siempre  que  sea  antes  de  su  llegada 
al  puerto  de  destino.  Pues  bien,  según  las  de  la  guerra  el  único 
caso  en  que  pueden  ejercerle  es  en  el  de  insolvencia  real  del  que 
deba  recibirlos.  Si  este  advierte  con  anterioridad  al  arribo  que  no  las 
admitirá  ó no  las  pagará,  se  estima  esta  declaración  como  bástante 
para  probarla.  Pero  la  revocación  hecha  por  un  temor  que*  no  se 
justifica  cumplidamente  con  posterioridad,  no  se  considera  bastante 
para  cambiar  la  posesión. 

Legisla-  Las  leyes  de  los  almirantazgos  en  Inglaterra  v en  los 

cion  inglesa  y -n  . j TT  . , i . . ° J 

none- amen-  Estados-Unidos  no  admiten  el  cambio  in  transitu  del  ca- 

cana  acerca  , 

dcl  pauicu-  racter  de  la  propiedad.  Las  mercancías  enemigas  al  prin- 
cipio del  viaje  quedan  de  este  modo  sujetas  á captura  y 

confiscación  hasta  su  llegada  al  lugar  del  desembarque.  La  regla  del 
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almirantazgo  en  este  caso  es  distinta  de  la  ley  común,  pero  se  justiüca 
con  la  necesidad  de  impedir  el  fraude. 

Un  buque  holandés,  El  Dmekebaar Africaan,  reclamado 
por  negociantes  que  residían  en  el  cabo  de  Buena-Espe-  CbuqueCh¿n 
ranza,  íué  capturado  en  un  viaje  de  Batavia  á Holanda,  lanclés 
cerca  de  dos  meses  después  que  aquellos  habitantes  habían  vuelto 
á ser  súbditos  de  Inglaterra.  El  buque  füé  confiscado  decidiéndose 
que  no  había  mudado  de  carácter  in  transito , por  mas  de  que  ántes 
del  apresamiento  los  propietarios  hubieran  pasado  á ser  súbditos  bri- 
tánicos. El  del  buque  al  tiempo  de  hacerse  su  captura,  es,  por  tanto, 
determinante  de  título  á la  confiscación.  El  captor  adquiere  sobre  los 
apresados  con  estas  condiciones,  un  derecho  incuestionable  y que  no 
puede  extinguir  el  cambio  subsiguiente  de  nacionalidad.  Debemos 
notar  también  que  en  algunos  casos,  el  apresamiento  es  como  provi- 
sional y de  carácter  equívoco,  y se  define  mas  tarde  por  el  acto  de 
la  declaración  de  guerra.  * 

§ 453.  Los  deberes  de  la  neutralidad  no  se  oponen  á 
la  adquisición  de  buques  pertenecientes  á un  beligerante. 

Los  reglamentos  y ordenanzas  particulares  que  prohíben 
estas  compras,  no  tienen  carácter  obligatorio  sino  entre 
los  gobiernos  que  los  aceptan.  Sin  embargo,  estos  contratos  pueden 
ser  objeto  en  los  tribunales  de  la  mas  minuciosa  investigación,  sobre 
todo,  cuando  se  han  realizado  en  tiempo  de  guerra,  por  la  facilidad 
con  que  se  prestan  al  fraude. 

Para  que  se  considere  como  válida  la  venta  de  esta  clase  hecha 
á un  comprador  neutral,  es  preciso  que  sea  incondicional  y absoluta. 
Cualquier  arreglo  ó condición  entre  las  partes  invalidará  el  contrato 
ante  los  tribunales  de  presas. 

Si  á pesar  de  llenar  estas  condiciones,  el  buque  continúa  bajo  la 
dirección  y manejo  de  su  dueño  primitivo^  y empleado  en  el  mismo 
tráfico  y navegación,  se  considerará  lógicamente  que  el  contrato 
se  ha  celebrado  con  intención  fraudulenta,  y en  violación  de  los 
derechos  de  captura,  y que  el  nombre  de  un  neutral  cubre  una 


Trasferen  cia 
de  buques 
del  enemigo 
á súbdilos 
neutrales. 


* Bello,  Derecho  int . , pte.  2,  cap.*"  5,  §1,'  Halleck,  Int.  laiv,  ch.  20,  §§  6-1 A , 
Kent,  Com.  on  am.  law.  vol.  í,  pp.  86,  87  ; Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  pp.  421, 
423,  424,  427-435,  441-444,  485;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  PP-  98-107,  112,  113; 
Abbot,  On  shipping,  pp.  326,  365;  Wheaton,  On  captures,  pp.  89,  90;  Emcrigon, 
Traite  des  assurances,  cli.  11,  sec.  3;  VatLel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin, 
annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  18,  § 242;  Chilty,  Commercial  law,  vol.  I, 
pp.  60,  61;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 21;  Wheaton,  Klém.  droil  ¡ni.,  pte. 
4,  ch.  1,  § 4. 
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propiedad  realmente  enemiga.  Así  es  que  podrá  ser  capturado  y de- 
clarado buena  presa,  según  las  decisiones  de  muchos  almirantazgos. 
La  misma  regla  se  lia  aplicado  cuando  el  comprador  neutral  que  re- 
side en  otra  nación  sigue  empleándole  en  relaciones  mercantiles  con 
el  mismo  país  á que  anteriormente  pertenecía  : en  este  caso  se  ha  de- 
ducido el  carácter  de  hostilidad,  del  tráfico  á que  se  dedica.  El  neu- 
tral, según  Sir  Scott,  que  comercia  con  una  nación  beligerante,  debe 
sufrir  las  consecuencias  todas  de  su  especulación,  entre  las  cuales  se 
encuentra  la  de  que  pueda  ser  considerado  como  enemigo. 

Algunos  publicistas  sostienen  que,  cuando  un  buque  mercante  ene- 
migo perseguido  por  el  contrario  se  acoge  á un  puerto  neutral  donde 
se  vende  para  evitar  el  riesgo  de  caer  en  su  poder,  esta  venta  in- 
fringe los  derechos  de  los  beligerantes,  pero  la  compra  por  el  neutral, 
una  vez  probado  que  se  ha  hecho  bona  fide,  se  juzga  válida.  No  puede 
considerarse  del  mismo  modo  la  de  uno  de  guerra  enemigo,  porque 
los  neutrales  no  pueden  comprarlos  á ninguno  de  los  beligerantes.  * 

§ 454.  Las  reglas  establecidas  por  la  legislación  france- 
raiesesiaWc-  sa  respecto  á la  propiedad  privada  enemiga  en  las  guerras 
legislación4  marítimas,  deciden  que  son  de  buena  presa  los  buques 

f rano  esa 

que  pertenezcan  á los  enemigos  del  Estado  y las  mercan- 
cías de  súbditos  ó aliados  que  se  hallen  á su  bordo.  La  extensión  de 
este  principio  es  tal,  qui  imprime  igual  carácter  á las  de  los  neutra- 
les que  se  encuentren  á bordo  de  los  mismos. 

En  marzo  de  1854  el  gobierno  francés  declaró,  con  mo- 
Declarado-  tivo  de  la  guerra  contra  Rusia,  que  no  pensaba  confiscar 
bfernoVan-  la  propiedad  de  los  neutrales  encontrada  á bordo  de  bu- 
del  panicu-  ques  enemigos. 

lbT. 

Este  derecho,  reconocido  por  las  ordenanzas  de  Luis 
XIV,  ha  sido  condenado  por  todos  los  publicistas,  y no  se  puede  con- 
siderar como  parte  de  la  ley  general  de  las  naciones. 

Según  el  tribunal  de  casación  el  buque  neutral  que  lle- 

Diclámendel  , . , , . * 

tribunal  de  ve  bandera  de  la  misma  clase  y haya  sido  fletado  por  súb- 
ditos  franceses  en  insurrección  contra  su  país,  debe  ser 
tratado  como  enemigo,  aun  en  el  caso  de  arribada  forzosa  á las 
costas  de  Francia. 


Ilalleck,  Int.  law,  ch.  20,  §§  15,  16;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  84,  et 
seq. ; Duer,  On  insurance,  vol.  I,  pp.  444-448;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III, 
^reu’  tratado  de  las  presas,  cap.  5,  § 3;  Wheaton,  On  captures,  appen., 
P-  »6;  Cushing,  Opinions  V.  S.  atlorneys  general,  vol.  6,  p.  638;  Rayneval, 
inst.  du  droiinat.,  liv.  3,  ch.  14  15 
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§ m 


Esta  decisión  fué  adoptada  en  el  asunto  del  Carlos- Al- 
berto, fletado  por  la  duquesa  de  Berri,  para  llevar  á cabo  SqucíarX 
una  expedición  contra  el  gobierno  francés.  Habiendo  su-  duqXesa^de 
frido  varias  averías  en  el  viaje,  se  vió  obligado  á arribar  Bcrru 
á la  rada  de  Ciotat.  Las  autoridades  francesas  hicieron  á su  bordo 
algunas  prisiones,  lo  cual  dio  origen  á la  cuestión  jurídica.  En  su 
acusación  fiscal  en  el  tribunal  de  casación,  M.  Dupin  dijo,  que  no  se 
podía  sostener,  de  una  manera  general  y absoluta,  que  un  buque 
con  bandera  neutral  ó amiga  fuera  inviolable,-  y que  lo  era  en 
tanto  que  respetara  los  principios  del  derecho  de  gentes.  Nadie  nega- 
rá que  la  piratería  y el  contrabando  deben  ser  reprimidos  sin  aten- 
ción al  pabellón.  Este  mismo  derecho  de  represión  debe  corresponder 
á todo  gobierno  sobre  el  buque  que,  bajo  uno  cualquiera  preste  auxi- 
lios á las  facciones  en  la  guerra  civil,  ó trate  de  introducir  conspira- 
dores en  el  territorio.  Si  el  Carlos- Alberto,  continúa  M.  Dupin,  hubiera 
sido  para  nosotros  una  nave  amiga  y hubiera  observado  los  deberes  de 
la  neutralidad  y las  reglas  del  derecho  de  gentes,  podría  pretender  en 
justicia  nuestra  hospitalidad;  pero  se  ha  portado  como  enemigo,  ha 
sido  hostil  á Francia,  ha  violado  el  sagrado  derecho  que  invoca,  y no 
hay  razón  para  sostener  que  no  podíamos  capturar  á su  bordo  los 
crimiminales  que  proyectaba  desembarcar  en  nuestros  puertos. 


El  consejo  de  presas  resolvió,  el  13  de  frimario  del 
año  IX,  que  cualquiera  embarcación  admitida  como  amiga  C'do> cif  cá-~ 
en  un  puerto  francés,  no  podría  después  ser  capturada 
como  enemiga.  Esta  decisión  fué  adoptada  con  motivo  del  buque  por- 
tugués El  Camarón,  admitido  en  el  puerto  de  Cayena  como  francés, 
y apresado  luego  en  calidad  de  extranjero. 


Entre  las  reglas  establecidas  por  el  mismo  tribunal 
podemos  citar  la  que  considera  como  buena  presa  la  de  üieckia c por 

i . . • i ...  , el  consejo 

un  buque  de  origen  enemigo,  que  se  pretende  vendido  a imperial  de 

. , prosas. 

un  neutral  ántes  de  la  declaración  de  la  guerra,  si  la 

venta  no  se  prueba  por  acto  auténtico,  y principalmente  cuando  del 

conjunto  de  los  hechos  resulte  que  ha  sido  simulada. 

Se  ha  formulado  esta  doctrina  con  motivo  de  la  captura  del  Ono, 
buque  ruso  apresado  en  julio  de  1854,  al  salir  de  Livornia,  por  un 
vapor  francés,  y fué  nuevamente  confirmada  en  noviembre  del  mis- 
mo año  en  el  asunto  del  cristiano.  * 


* Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des  prises,  vol.  I,  til.  6,  ch.  1;  vol.  II,  annexe  3, 
p.  499. 
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El  almirantazgo  inglés  decidió  que  podía  considerarse 
fazgomiTés".  como  b non  a presa  el  buque  de  procedencia  enemiga  ven- 
La  Cristina.  dido  ¿ un  neutral,  cuando  no  fuera  provisto  de  la  escri- 
tura de  venta.  Según  esta  regia,  se  decidió  la  captura  del  barco  iM 
Cristina,  apresado  en  agosto  de  1854  por  la  aduana  de  Liverpool. 
También  resolvió  que  debía  considerarse  como  tal  el  enagen  ado  en 
igualdad  de  circunstancias  después  del  rompimiento  de  las  hostilida- 
des, y principalmente  cuando  hubiera  motivos  para  sospechar  que 
la  venta  habia  sido  ficticia,  é incluye  en  la  misma  categoría  todo  el 
que  fuere  adquirido  por  un  capitán  contrario  en  la  época  de  la  decla- 
ración de  la  guerra,  y que  se  ha  naturalizado,  con  posterioridad, 
como  súbdito  de  un  Estado  neutral. 

Esta  regla  filé  aplicada,  en  1854,  á la  captura  del  Juan 
uTímque3  Ohristophe,  buque  ruso  adquirido  por  su  capitán,  súbdito 
ruso.  de  la  misma  nación,  cuatro  dias  después  de  haberse  na- 
turalizado en  Altona  (Dinamarca),  posteriormente  á la  declaración  de 
la  guerra  entre  Rusia  y la  Gran-Bretaña.  La  decisión  anterior  del  al- 
mirantazgo inglés  pone  de  manifiesto  lo  mucho  que  importa  en  las 
guerras  marítimas  determinar,  como  dice  Bello,  las  circunstancias, 
que  independientemente  de  la  verdadera  nacionalidad  de  un  indivi- 
duo, le  constituyen  enemigo  de  un  beligerante  imprimiendo  este  ca- 
rácter en  sus  bienes.  * 

Deque  modo  § 455.  Bello  dice  que  se  adquiere  un  carácter  hostil, 

se  determina  • , , . . . 

el  carácter  primero,  por  tener  bienes  raíces  en  territorio  enemigo; 

hostil  délos  , , . . , , . ... 

buques  jrias  segundo,  por  domicilio  comercial;  tercero,  por  domicilio 

mercancías.  , , , 

personal ; y cuarto,  por  navegar  con  bandera  y pasaporte 
de  potencia  enemiga.  En  todos  estos  casos  procederá  la  declaración 
de  buena  presa,  que  se  funda  principalmente  en  la  nacionalidad, 
según  el  derecho  de  gentes,  del  propietario  de  los  bienes  capturados. 
Esto  no  obsta,  sin  embargo,  para  que  en  muchos  de  ellos  se  deduz- 
ca de  circunstancias  independientes  de  aquella  la  significación  de  los 
bienes  capturados,  explicándose  de  este  modo  que  los  de  un  neu- 
tral, de  un  súbdito  ó de  un  aliado  puedan  ser  igualmente  objeto  de 
captura  y confiscación.  Así,  como  hemos  indicado,  la  bandera  y pa- 
saporte enemigo  determina  la  enemistad  del  buque  y,  le  sujeta  á 
confiscación,  aunque  sea  propiedad  de  un  neutral.  Y aun  puede 
acontecer  que  las  mercancías  se  confisquen  por  este  mismo  motivo, 


Pistoye  et  Duverdy,  Trailé  des  prises,  vol.  II,  tit.  6,  ch.  2,  sec.  4,  pp.  15-17 
Bello,  Derecho  inl.,  pte.  2,  cap.  5,  8 1. 
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§ 457 


Papeles  do 
mar.  Docu- 
mentos que 
prueban  la 
nacionalidad, 
procedencia 
y destino  del 
buque  y las 
mercancías. 


siempre  que  sea  posible  sospechar  que  el  buque  coadyuva  de  alguna 
manera  á los  planes  del  beligerante  contrario.  * 

§ 456.  Fúndanse  las  consideraciones  expuestas  en  que 
los  tribunales  de  presas  se  atienen  solo  en  sus  decisiones  obligaciones 
al  título  legal  de  los  bienes  capturados,  sin  que  por  ra- 
zones de  equidad,  ó en  atención  á hechos  ó contratos  privados  pue- 
dan ser  destruidos  los  derechos  de  los  captores.  La  única  excepción 
de  este  principio  es  referente  á ciertas  obligaciones,  que  producen  un 
derecho  real,  jus  in  re,  como  sucede  con  la  cantidad  debida  por  el 
Hete  del  buque.  ** 

§ 457.  Los  derechos  que  concede  la  guerra  marítima  á 
los  beligerantes  sobre  la  propiedad  privada,  exigen  que  los 
buques  vayan  provistos  de  los  documentos  que  se  desig- 
nan con  el  título  de  papeles  de  mar  para  probar  su  na  - 
cionalidad, procedencia  y destino,  y los  de  las  mercancías 
que  lleven  á bordo.  Pueden  citarse  muchos  tratados  esti- 
pulando como  indispensable  la  condición  de  que  los  buques  se  prove- 
yeran de  estos  papeles.  Entre  otros  debe  recordarse  el  de  comercio 
de  Utrech,  celebrado  entre  Inglaterra  y Francia,  cuyo  artículo  21  se 
refiere  al  punto  en  cuestión. 

Los  papeles  de  mar,  son:  el  pasaporte,  los  títulos  de  propiedad,  los 
manifiestos  de  carga,  el  rol  de  la  tripulación,  el  contrato  de  fleta- 
mentó,  la  patente  para  navegar,  el  conocimiento,  las  facturas,  el 
diario  de  la  navegación  y los  certificados  consulares. 

El  pasaporte  contiene  el  permiso  de  un  gobierno  neutral 
que  autoriza  al  capitán  ó patrón  del  buque  para  navegar. 

En  este  documento  se  expresan  su  nombre  y domicilio  nacional 
y el  del  buque  y su  designación.  Puede  indicarse  también,  pero  no 
es  condición  esencial,  su  destino  y el  de  las  mercancías;  y,  según  los 
reglamentos  de  algunas  naciones,  su  efecto  dura  para  un  viaje,  enten- 
diéndose que  este  no  termina  hasta  el  regreso  al  puerto  de  proce- 
dencia. 

Los  títulos  de  propiedad  del  buque  sirven  para  manifes- 
tar el  carácter  nacional  de  su  propietario,  y ya  liemos 
visto  la  importancia  suma  que  en  el  mayor  número  de 
casos  tiene  su  determinación. 

* Bello,  Derecho  int.,  pie.  2,  cap,  5,  § 1 ; Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1, 
tít.  2.  cap.  14;  Halleck,  Int.  law,  ch.  20,  § 17;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III, 
pp.  485,  487;  WiliJman,  Int.  law , vol.  II,  pp.  93,  94. 

**  Halleck,  Int.  law,  ch.  20,  § 18;  Duer,  On  imurance , vol.  I,  p.  535. 
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Los  manifiestos  se  refieren  á la  carga,  especificando  su 
naturaleza  y calidad,  su  destino  y procedencia.  El  conte- 
nido de  este  documento  puede  comprenderse  en  el  pasaporte. 

Roí  <ie  ia  El  rol  de  la  tripulación  expresa  el  nombre,  edad,  na- 
tripuiacion.  turaleza  y domicilio  de  los  oficiales  y gentes  de  mar;  sir- 
viendo así  para  comprobar  el  carácter  nacional  de  la  tripulación. 
Algunas  naciones  declaran  buena  presa  los  buques  en  que  el  sobre- 
cargo ú oficial  mayor  es  enemigo,  ó en  que  mas  de  los  dos  tercios 
d(;l  equipaje  se  hallan  en  este  caso,  ó cuyo  rol  no  está  legalizado 
por  los  funcionarios  competentes  del  puerto  neutral  de  que  procedan, 
á no  ser  que  se  pruebe  que  lia  sido  preciso  tomarles  para  reemplazar 
los  muertos.  En  algunos  Estados  el  rol  expresa  solamente  el  número 
de  la  oficialidad  y tripulación,  haciendo  constar  que  la  mayor  parte  se 
compone  de  súbditos  de  potencias  neutrales. 

El  contrato  de  (letamento  del  buque  es  otro  de  los  docu- 
mentos por  el  cual  puede  calificarse  el  carácter  hostil  ó 
neutral  de  la  nave. 

La  patente  de  navegación  se  expide  por  el  jefe  del  Es- 
tado autorizando  á un  buque  para  navegar  bajo  su  ban- 
dera, y gozar  de  las  preferencias  de  su  nacionalidad.  Debe  contener 
su  nombre,  descripción  y cabida,  y el  nombre  y residencia  del  pro- 
pietario. Este  documento  se  devuelve  al  gobierno  que  lo  expide, 
cuando  un  extranjero  adquiere  su  propiedad. 

El  conocimiento  es  el  instrumento  ó resguardo  que  con- 
tiene la  indicación  de  los  efectos  que  el  cargador  ha 
entregado  á bordo  para  su  trasporte.  Generalmente  se  expiden  cuatro 
documentos  de  esta  clase : uno  para  este  , á fin  de  que  le  sirva 
de  título  para  acreditar  las  mercancías  que  haya  cargado ; otro  para 
que  el  consignatario  pueda  reclamarlas  y ver  si  se  le  entregan  todas  ; 
otro  para  el  capitán,  y otro  para  que  el  armador  pida  el  líete  corres- 
pondiente. El  carácter  privado  de  estos  documentos  hace  que  no 
produzcan  la  misma  fé  que  el  contrato  de  flete. 

Las  facturas  contienen  una  lista  de  los  géneros  que  envían 
los  expedidores  á los  consignatarios  con  expresión  de  sus 
precios.  La  fuerza  de  estos  documentos  es  de  poca  importancia  por  la 
facilidad  con  que  pueden  adulterarse. 

Diario  dcia  El  diario  de  la  navegación,  llevado  por  el  capitán, 
navegación.  , . , , 1 , , 

puede  ser  consultado  con  mucho  provecho  sobre  el  verda- 
dero carácter  de  la  nave  y del  viaje,  y cuando  se  falsifica,  es  fácil 
descubrir  la  impostura. 
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Por  último,  los  certificados  consulares  expedidos  por  los 
cónsules  de  las  naciones  beligerantes,  constituyen  también  consulares, 
otro  género  de  documentos,  de  los  cuales  se  desprende  el  carácter 
nacional. 

A pesar  de  la  importancia  innegable  de  los  papeles  de  mar,  todos 
pueden  ser  falsificados,  y la  falta  de  alguno  no  debe  implicar,  como 
dice  Wheaton,  un  motivo  racional  y concluyente  de  confiscación.  Sin 
embargo,  algunas  potencias  beligerantes  se  han  fundado  en  ella  para 
decretar  la  confiscación  del  buque  capturado,  pero  esta  práctica  está 
muy  lejos  de  constituir  una  regla  de  derecho  internacional.  Los  tri- 
bunales de  presas  debieran  atender  con  el  mayor  cuidado  á los  títu- 
los de  propiedad  de  la  nave,  y á las  pruebas  auténticas  de  su  venta, 
caso  de  que  apareciera  vendida,  y fundar  principalmente  en  esta 
causa  sus  decisiones.  Así  lo  sostiene  con  mucha  razón  y oportunidad, 
en  nuestro  concepto,  Lord  Stowell. 

Pero  si  la  falta  expresada  no  justifica  la  confiscación  del  buque, 
legitima  su  detención  por  los  cruceros  beligerantes.  Así,  el  que  se 
dé  á la  vela  sin  ellos  se  expone  en  tiempo  de  paz  á ser  tratado 
como  pirata,  y en  el  de  guerra  á ser  capturado.  Estos  documentos 
no  tienen,  sin  embargo,  la  misma  importancia,  según  la  distihta 
legislación  de  los  Estados,  ni  según  las  doctrinas  de  los  publicistas. 

Los  almirantazgos  de  Inglaterra  y de  los  Estados-Unidos 
admiten  que  se  puede  sostener  el  carácter  neutral  de  un  {?« "áhniran- 
Duque  cjue  no  vaya  provisto  de  pasaporte  m registro.  ses  y nortc- 

Massé  afirma,  como  Bello,  que  la  carencia  de  pasaporte  aine,,canüi’- 
es  causa  necesaria  de  confiscación.  Hautefeuille,  Pistoye  y Duverdy  no 
le  dan  esta  importancia,  y algunas  sentencias  de  los  tribunales  fran- 
ceses han  aplicado  idénticos  principios.  * 

§ 458.  La  legislación  francesa  sobre  los  documentos  de 
que  deben  ir  provistos  los  buques  de  una  potencia  neutral  Reglamento 

_ . • . .tii  francés. 

en  tiempo  de  guerra  marítima  está  contenida  en  el  regla- 
mento de  26  de  julio  de  1778.  Su  artículo  20  dispone  que  los  dueños 
de  buques  neutrales  tendrán  que  acreditar  su  carácter  por  medio  de 
pasaportes,  conocimientos,  facturas  y otros  papeles  de  mar,  de  los 


' Relio,  Derecho  hit.,  pte.  2,  cap.  8,  § 11;  Pistoye  et  DuvcrJy,  Trailé  des  prises, 
lit.  ti,  ch.  2,  sec.  4;  Hallcck,  Inl.  late,  ch.  20,  §§  19,  20;  Kent,  Com.  on  am. 
law , vol.  I,  p.  130;  Hautefeuille,  Droils  des  rtalions  neulres,  tit.  12;  Massc,  Droit 
ammercial , liv.  2,  lit.  1,  § 312;  Abren,  Traite  des  prises,  pte.  1,  ch.  2,  § 17; 
MaiLens,  Des  annateurs,  § 21;  Merlin,  Itépcrloire,  tit.  Trises  marítimos,  § 3; 
Dallo/.,  Ilópcrtoire,  tit.  Trises  marilimes,  sec.  3 ; Wheaton,  On  captures,  pp.  65,  66; 
\ a lin,  Des  prises,  pp.  jó,  50;  Ducr,  On  insurance,  vol.  I,  pp.  550,  551. 
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cuales  uno  al  menos  patentizará  dicha  calidad.  El  artículo  11  dice  que 
los  tribunales  se  atendrán  solamente  a los  papeles  que  se  encontraren 
á bordo  del  buque  capturado. 

Estas  disposiciones,  según  decisión  del  consejo  de  Es- 
tado, del  8 de  agosto  de  1811,  no  se  aplican  á los  bu- 
ques de  una  potencia  aliada. 

Pistoye  y Duvcrdy  notan  que  las  declaraciones  de  la 
tripulación  podrán  prevalecer  sobre  los  papeles  encon- 
trados á bordo  en  el  caso  / en  que  deponga  contra  sí  mis- 
ma, y por  tanto,  contra  sus  intereses,  es  decir,  siempre 
que  sus  deposiciones  sirvan  para  declarar  fundadamente  como  buena 
presa  el  buque  capturado.  Estos  autores  se  apoyan  para  emitir  su 
juicio  en  una  sentencia  del  consejo  de  Estado  de  1692,  citada  por  Va- 
Jin.  Sin  embargo,  antes  de  aceptar  aquellas  como  válidas,  los  juzga-, 
dos  y tribunales  de  presas  deben  cuidar  de  que  la  tripulación  no  se 
haya  entendido  con  los  captores  en  perjuicio  de  los  armadores. 

Pasaremos  á enumerar,  lo  mas  brevemente  que  nos  sea 
posible,  las  reglas  establecidas  por  la  jurisprudencia  fran- 
cesa sobre  la  fuerza  jurídica  y probatoria  de  los  papeles 
de  mar.  Los  casos  y las  decisiones  que  podríamos  citar 
son  numerosísimos,  y nos  apartarían  en  cierto  modo  de 
nuestro  objeto.  Nos  limitaremos,  pues,á  los  de  mayor  importancia. 

La  presa  de  un  buque  de  cabotaje  que  no  vaya  provisto  de  pape- 
les de  mar,  no  será  válida  siempre  que  en  la  nación  á que  pertenezca 
acostumbren  los  de  su  clase  á navegar  sin  documento  alguno. 

El  consejo  de  Estado  dictó  esta  sentencia  en  1828,  con 
motivo  de  la  captura  de  dos  buques  griegos  por  el  brick 
de  guerra  Le  Nisus,  y el  mismo  cuerpo  declaró  buena 
presa  el  místico  de  la  misma  nación,  apresado  sin  papeles  de  mar,  por 
La  Junon,  por  mas  que  los  propietarios  se  opusieron  á su  validez 
probando  que  era  de  cabotaje.  El  fallo  se  fundó  en  que  era  un  buque 
de  guerra,  y no  podía  considerarse  incluido  en  el  caso  resuelto  de 
Le  Nisus. 

Aunque  un  buque  justifique  su  neutralidad  por  papeles  de  mar  en 
forma,  puede  ser  declarado  buena  presa  si  se  comprueba  su  carácter 
hostil  por  otros  documentos  que  se  encuentren  á bordo. 

En  el  juicio  promovido  por  el  apresamiento  de  La  Mally 
Apresamiento  en  1800,  el  consejo  de  presas  declaró  legítimos  y en  for- 

de  La  Mally.  i 

ma,  el  pasaporte,  el  conocimiento,  títulos,  contrato  de 
llotamcnto,  etc.,  etc.  No  obstante,  una  carta  encontrada  á bordo  pro- 
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baba  concluyentemente  que  era  un  buque  inglés  que  viajaba  con 
bandera  y papeles  de  los  Estados-Unidos,  y en  su  consecuencia  fue 
confiscado  y adjudicado  á los  captores  con  todo  su  cargamento. 

En  el  de  Le  Wim/an  se  reconoció  también  la  regularidad 

J c Captura  del 

mas  completa  en  sus  papeles  de  mar.  Sin  embargo,  de  los  Lc  Wmyan. 
demás  documentos  se  dedujo  con  entera  evidencia  que  el  buque  era 
inglés,  y fué  declarado  buena  presa. 

Puede  suceder  que  los  captores  no  presenten  los  papeles  y docu- 
mentos de  la  captura.  La  jurisprudencia  francesa  ha  resuelto  que  en 
este  caso  se  proceda  también  al  juicio,  y que  los  tribunales  se  apoyen 
en  los  datos  que  se  puedan  proporcionar,  y principalmente  en  los 
informes  de  las  autoridades. 

-En  esta  regla  fundó  el  consejo  de  Estado  su  decisión  en  confiscación 

J del  buque 

el  apresamiento  del  San  Buenaventura,  buque  español  español  San 

1 L JJuenaoen- 

capturado  por  La  Réussite.  tura* 

No  es  preciso  que  los  documentos  admitidos  como  prue- 
ba de  neutralidad  sean  presentados  en  el  acto  de  la  Captiva  del  bu- 
que, siempre  que  sea  evidente  que  en  dicho  momento  estaba:?  á 
bordo. 

M.  Portalis  decía  sobre  este  punto,  en  su  dictámen  al  Dictamen  dei 
consejo  de  presas,  el  año  VIII  de  la  república,  con  motivo  p™ésacnrein~ 
del  apresamiento  verificado  por  Le  Bordelais : « La  propie-  f"  repübiíca5 
dad  neutral  debe  probarse  por  medio  de  los  pasaportes, 
conocimientos,  facturas  y demás  papeles  de  mar,  correspondiendo  esta 
prueba  al  capturado.  Pero  una  vez  probado  aquellos,  si  un  captor 
supone  fraude,  debe  patentizarlo  á su  vez  estableciendo  su  excepción 
con  pruebas  concluyentes. » 

Entrando  después  en  el  exámen  detenido  de  la  cuestión , sos- 
tenia  la  doctrina  que  hemos  formulado  anteriormente,  la  cual  fué 
admitida  por  el  consejo.  Pueden  consultarse  sol:<re  el  ismo  asunto 
las  decisiones  que  recayeron  en  las  capturas  del  Sa  Juan  y el 
Neptuno. 

Los  buques  franceses  están  exceptuados  del  rigor  di 
algunas  de  las  reglas  anteriores:  asi  se  r,ec.  lió  en  el  case 
de  Les  Deux  Charlottes  contra  Le  Flibustier. 

Esta  misma  facultad  se  ha  concedido  á los  aliados.  El 
consejo  de  Estado  discutió  ampliamente  la  cuestión  cuando 
el  apresamiento  de  Le  Jonge-Cornclis,  resolviendo  la  devolu- 
ción de  la  captura,  declarando  al  mismo  tiempo  que  los 
captores  habían  estado  en  su  derecho  al  detenerlo. 


Excepción  oh 
favor  de  los 
buques  fran- 
ceses. 


Aplicación 
do  estas  ex- 
cepciones en 
favor  de  los 
aliados. 
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La  legislación  francesa  no  reconoce  que  la  falta  de  pa- 
saporte á bordo  de  un  buque  justifique  su  confiscación,  y 
el  consejo  de  presas,  respetando  la  práctica  de  las  demás 
naciones,  no  lia  tenido  inconveniente  en  admitir  otras 
pruebas  del  carácter  neutral,  como,  por  ejemplo,  los  cer- 
tificados de  construcción.  Pero  aquel  será  indispensable 
si  no  se  pudiera  demostrar  por  otros  documentos;  pudiendo  en  este 
caso  extremo  su  falta  ó irregularidad,  justificar  la  confiscación  de  la 
captura. 

El  navegar  provisto  solamente  de  un  certificado  de  cons- 
uranilinu  bTiccion,  y las  raspaduras  que  se  notaban  en  el  rol,  fue- 
Wiiheimin* . í-oii  causa  de  que  se  declarara  buena  presa  la  Carolina- 
Wühdmiiuiy  capturada  por  el  corsario  francés  El  Dragón  en  setiembre 
de  1798.  En  pro  de  la  libertad  de  este  buque  se  alegaba  que  en  la 
Pomerania  de  Prusia  era  costumbre  y práctica  navegar  con  dicho 
certificado,  que  hacia  las  veces  de  pasaporte. 

M.  Portalis  dijo  en  su  informe,  acerca  de  este  punto: 
M,0r"ri ¡iiis  « Sé  que  en  el  Báltico,  mar  cerrado,  mare  clausum,  se 
.“í-prosóí.  navega  sin  pasaporte;  pero  no  se  deduce  de  esta  proposi- 
ción que  los  buques  que  salgan  de  sus  aguas  puedan  na- 
vegar seguramente  sin  ir  provistos  del  referido  documento.  La  prác- 
tica de  todas  las  naciones  que  poseen  puertos  en  él  es  contraria  á la 
regla  que  combatimos,  y todos  los  buques  de  Dinamarca  y de  Sue- 
cia que  cruzan  por  nuestros  mares  ó que  tienen  que  atravesar  el  Océa- 
no, se  proveen  de  pasaportes  en  regla. 

Esta  misma  obligación  se  impone  á los  prusianos  por  el  reglamento 
de  1799.»  El  erudito  magistrado  enumeraba  los  graves  inconvenientes 
(jue  se  tocarían  de  admitir  que  un  certificado  de  construcción  pudiera 
reemplazar  los  asaportcs,  opinando  por  esta  causa  que  procedía  la 
confiscación. 

Las  raspaduras  que  invalidaban  el  rol  de  la  tripulación, 
daban  mas  fuerza  á esta  pretensión,  que  fué  concedida  por 
el  consejo,  estableciéndose  la  regla  que  se  consideraba 
como  buena  presa  <1  buque  de  una  nación  neutral  ribereña  del 
Báltico  que  saliera  de  este  mar  sin  pasaporte,  y que  era  nulo  el 
rol  de  tripulación  no  extendido  en  el  puerto  de  partida  y lleno  de 
enmiendas  y raspaduras  que  no  hubieran  sido  aprobadas. 

Su  continua-  Esta  sentencia  fué  confirmada,  en  lo  referente  al  rol 
cuso  do  '¡Q  de  la  tripulación,  en  la  captura  de  la  María  por  el  cor- 
sario Le  Passe-Partout.  Se  decidió  también  en  este  caso 
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que  era  obligatorio  para  un  buque  dedicado  al  comercio  de  cabo- 
taje seguir  en  los  puertos  de  destino  el  orden  que  lijara  el  pasaporte, 
y que  dicho  documento  se  consideraría  como  anticuado  cuando  me- 
diaran mas  de  tres  años,  desde  la  fecha  de  su  expedición. 

La  captura  del  Quintus  dió  lugar  á muchas  cuestiones 
importantes  sobre  la  significación  y condiciones  generales  captum'dei 
de  los  pasaportes.  Este  buque  sueco  salió  de  Gothenburg 
en  1796,  arribando  sucesivamente  á los  puertos  de  Amsterdam,  Bar- 
celona, Alicante  y Londres.  Durante  su  viaje  sufrió  en  muchas  oca- 
siones la  visita  de  los  cruceros  ingleses  y portugueses,  que  lo  dejaban 
en  libertad.  Un  corsario  perteneciente  á los  primeros  le  apresó  y 
condujo  á Gibraltar,  pero  las  autoridades  locales  se  desentendieron 
del  asunto,  y se  hizo  á la  mar  nuevamente.  Poco  después  fue  cap- 
turado por  un  corsario  francés,  L’h'pervier,  y conducido  á Carta- 
gena. La  cuestión  jurídica  giró  solamente  sobre  la  validez  del  pasa- 
porte, y se  alegaba  en  contra  que  no  era  auténtico  por  no  tener  la 
tirina  del  rey  de  Suecia,  que  no  indicaba  el  destino  preciso  del  bu- 
que, y que  este  había  vuelto  á Alicante,  puerto  que  había  ya  tocado 
en  el  mismo  viaje.  M.  Portalis  examinó  todos  estos  puntos  que  ser- 
vían de  fundamento  á la  sentencia  del  cónsul  francés,  observando 
que  el  pasaporte,  expedido  por  la  autoridad  competente,  no  necesi- 
taba de  la  firma  del  rey  para  ser  válido;  que  la  clase  de  navegación 
á que  se  había  dedicado  la  nave  hacia  imposible  que  se  indicara  su 
destino  preciso,  y que  el  carácter  especial  de  su  navegación  legiti- 
maba que  pudiera  arribar  varias  veces  á un  mismo  puerto.  El  con- 
sejo de  presas  decidió,  fundado  en  estas  consideraciones,  que  no  ha- 
bia  lugar  á la  confiscación. 

El  pasaporte  otorgado  para  el  comercio  de  cabotaje  es  Casos  pr.ic_ 
válido,  mientras  el  buque  no  regrese  á los  Estados  del  ticus- 
gobierno  que  lo  expide.  Esta  regla  ha  sido  aplicada  en  las  capturas  de 
La  Dagatelle  y el  San  Juan , ambos  pertenecientes  á súbditos  de  Dina- 
marca; y en  la  del  buque  danés  La  Paix.  No  se  considera  como  \á- 
lido  el  expedido  por  un  gobierno  neutral  á favor  de  una  embarcación 
que  no  se  encuentre  en  alguno  de  sus  puertos.  Aplicando  este  piin— 
cipio  el  consejo  de  presas,  declaró  como  buena  la  del  Munster-Doi  is 
por  Le  Bravo.  En  la  decisión  del  caso  promovido  por  1®  Constancia, 
se  estableció  que  el  pasaporte  solicitado  y firmado  antes  de  que  el 
buque  haya  entrado  en  un  puerto  del  Estado  que  lo  expide,  es  \á- 
lido,  siempre  que  esto  tenga  lugar,  estando  aquel  dentro  del  puerto. 
Decidióse  también  que  la  presa  no  lo  seria,  aunque  el  pasaporte  fuera 
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nulo,  si  la  neutralidad  resultaba  de  otros  documentos.  Las  causas 
por  los  apresamientos  de  La  Famille  y La  Souise  confirman  las  de- 
cisiones anteriores. 

Por  último,  el  mismo  tribunal  pronunció  muchas  sentencias  durante 
los  años  Vil,  VIH,  IX  y X de  la  república  sobre  el  efecto  legal  de  los 
pasaportes,  mas  siendo  puramente  casuísticas,  no  se  prestan  á reglas 
generales.  Creemos,  por  otra  parte,  que  bastan  los  casos  enumerados 
para  apreciar  la  jurisprudencia  de  los  tribunales  de  presas  marítimas 
en  Francia  sobre  este  punto.  Pero  citaremos  aun  algunos  ejemplos 
que  ilustren  las  condiciones  generales  qúe  exige  la  misma  en  la  tri- 
pulación, los  títulos  de  propiedad  y los  conocimientos. 

captura  del  En  caPtura  del  Camisholm  por  Le  Scipion , se  siguió 
camishaoim.  ]a  regla  que  confisca  el  buque  neutral,  cuya  oficialidad 
mayor  se  compone  de  súbditos  enemigos.  El  habitante  de  un  territo- 
rio que  tiene  aquel  carácter  y se  halla  ocupado  por  el  contrario  no  se 
considera  como  tal,  principalmente  si  ha  dejado  de  vivir  en  su  país. 
Se  declaró  también  en  la  misma  causa  que  dió  lugar  á esta  decisión, 
que  el  buque  provisto  de  un  pasaporte  que  le  autorizara  para  navegar 
por  el  Mediterráneo,  podia  ir  á Constantinopla,  considerándose  que  el 
mar  Negro  forma  parte  del  primero. 

El  consejo  de  presas,  entendiendo  en  la  de  L'Atte- 
Frendschaff  resolvió  que  el  buque  era  confiscable  por 
irregularidad  é insuficiencia  del  rol  de  ,1a  tripulación, 
que  no  expresaba  el  lugar  del  nacimiento,  ni  la  nacionalidad,  ni  el 
domicilio  de  los  tripulantes. 

Anteriormente  á este  caso  el  tribunal  de  Casación  ha- 
bía decidido  la  misma  regla  en  la  captura  de  la  Ana  y en 
la  de  la  Gertruida.  Este  último  buque,  apresado  por  el  corsario  fran- 
cés Le  Juste,  llevaba  á bordo  una  lista,  sin  carácter  auténtico,  de  los 
hombres  que  componían  la  tripulación  : acordándose  la  confiscación 
porque  aquella  no  podia  hacer  las  veces  del  rol. 

Respecto  á los  buques  que  navegaban  por  el  Adriático 
se  sostuvo  una  jurisprudencia  en  relación  con  la  susten- 
tada para  los  que  no  salían  del  Báltico.  No  siendo  en 
estos  la  falta  de  pasaporte  motivo  legítimo  de  confisca- 
ción, se  proveyó  que  no  lo  fuera  en  aquellos  la  del  rol, 
fundándose  esta  excepción  en  prácticas  admitidas  por  los  Estados 
ribereños,  á los  cuales  se  asignaron  idénticas  limitaciones. 

Diversas  de-  La  de  La  Compañía  fiel  fué  anulada  por  esta  razón. 

En  la  captura  del  Tritón  declaró  el  consejo  de  presas  que 


Confiscación 
del  l'Attc- 
l'rendscliaff. 


Otros  casos 


Jurispruden- 
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importaba  poco  que  la  firma  del  funcionario  que  autoriza  el  rol  es- 
tuviera ántes  ó después  de  la  lista  de  los  individuos ; y en  la  del  bu- 
que de  los  Estados-Unidos  Le  Pegou,  que  no  era  esencial  que  el 
referido  documento  estuviese  firmado  por  los  empleados  del  puerto 
de  expedición,  siempre  que  se  acreditara  de  otro  modo  cualquiera  la 
neutralidad  de  los  tripulantes.  El  informe  fiscal  de  M.  Portalis  con 
ocasión  de  esta  captura  es  notabilísimo. 

Este  tribunal  ha  declarado  igualmente,  que  los  cambios  ocurri- 
dos en  la  tripulación  y reconocidos  oficialmehte  en  el  puerto  en 
que  se  verifiquen,  no  tienen  que  serlo  también  en  el  de  parLida, 
y que  el  capitán  neutral  que  modifique  en  la  travesía  su  equipaje 
debe  hacer  visar  estos  cambios  por  el  cónsul  de  su  nación  en  el 
punto  en  que  se  encuentre,  siendo  nulo  el  visto-bueno  si  no  los 
menciona  ó si  es  presumible  que  se  han  hecho  con  ánimo  frau- 
dulento. Por  este  motivo  se  declaró  válida  la  presa  de  la  Juliana 
capturada  por  Le  Téméraire.  Estímase  que  lo  es  también  la  de  un 
buque  cuyo  pasaporte  contenga  el  nombre  de  otro  capitán  que  el  que 
lo  mande,  siempre  que  esta  sustitución  no  conste  de  un  modo  regu- 
lar en  el  rol.  Mas  á pesar  de  las  reglas  anteriores,  la  nave  que  re- 
nueva sus  tripulantes  en  un  país  neutral  no  se  considera  buena 
presa  aunque  le  sea  imposible  probar  la  necesidad  que  tuvo  de  ha- 
cerlo así. 


En  la  causa  de  el  Feliz,  capturado  por  el  Aguila,  el 
tribunal  de  Casación  se  apoyó  en  la  consideración  ex- 
puesta para  proveer  la  improcedencia  de  la  confiscación. 

Tampoco  se  considera  como  requisito  esencial  para  la 
validez  del  rol,  que  vaya  autorizado  por  testigos,  siempre 
que  lo  esté  por  el  notario  y el  oficial  del  puerto. 


Doctrina  emi- 
tida por  el 
tribunal  de 
Casación  con 
motivo  de  la 
captura  del 
Feliz. 


La  captura  de  el  Republicano,  buque  de  los  Estados- 

it  • i i . „ Apresamiento 

unidos,  por  el  corsario  Le  Spartiate  fue  considerada  como  ¡ic  cUtepMi- 

, , cano 

valida  por  el  vice-cónsul  francés  en  la  Coruña  y por  el 
tribunal  del  departamento  de  la  Loire-Inférieure.  Los  captores  fun- 
daban su  derecho:  Io  en  que  habiendo  pertenecido  el  buque  á otros 
propietarios  los  títulos  debían  reconocer  la  trasmisión  de  la  propie- 


dad; 2o  en  que  sus  papeles  no  se  hallaban  en  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  tratado  de  26  de  febrero  de  1778,  celebrado  entre 
Francia  y los  Estados-Unidos;  3o  en  que  las  mercancías  no  estaban 
comprobadas,  resultando  de  la  declaración  del  capitán  que  una  parte 
de  los  azúcares  en  barricas  procedía  de  la  isla  de  la  Trinidad,  en 
posesión  do  los  ingleses  desdo  1197,  y i",  en  que  se  halda  In- 
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clio  uso  de  un  rol  que  sirvió  para  otro  viaje.  Los  capturados  se  de- 
fendían alegando  que  un  buque  de  construcción  extranjera  no  necesi- 
taba justificar  los  cambios  de  propiedad:  que  el  tratado  de  17/8  no 
obligaba  á los  ciudadanos  de  los  Estados-Unidos  á incluir  en  el  pa- 
saporte el  nombre  del  propietario  del  buque ; que  no  era  legítimo 
remontarse  basta  el  origen  de  las  mercancías  para  probar  su  carácter 
neutral,  y que  no  se  debían  aplicar  al  rol  los  principios  que  á los 
pasaportes.  El  consejo  de  presas  convencido  por  la  irregularidad  de 
los  papeles  de  mar  de  este  buque,  y por  la  aplicación  fraudulenta 
que  liabia  liecbo  del  rol  de  los  tripulantes  confirmó  la  providencia  de 
Jos  inferiores. 


Autenticidad  La  ProP*edad  de  un  buque  de  procedencia  enemiga  ad- 
Liy>,-ue-  quirida  por  un  neutral,  exige  pruebas  auténticas  que  jus- 
tifiquen su  adquisición  anteriora  la  época  del  rompimiento 
de  las  hostilidades.  La  confiscación  del  Carl-Ludwig  fué  sostenida  por 
el  consejo  á causa  de  que  ningún  documento  irrebatible  probó  que 
hubiere  sido  adquirido  con  anterioridad  á la  guerra. 

El  apresamiento  del  Hoffnung , de  los  Estados-Unidos,  por 
ocasionada  El  Anónimo,  dió  origen  á un  largo  debate  sobre  la  signi- 
s//í#íwi¿,cl  dcacion  del  artículo  7°  del  reglamento  de  1778.  Este  buque 
había  sido  capturado  anteriormente  por  la  Ligera  y ven- 
dido en  Guadalupe.  Los  nuevos  captores  fundaban  su  derecho  en  la 
no  exhibición  del  contrato  de  venta  que  debieron  celebrar  los  armado- 
res de  la  Ligera.  Aunque  el  dictamen  fiscal  ante  el  consejo  fué  contra- 
lio  á esta  pretensión,  aquel  elevado  cuerpo  sentenció  su  confiscación, 
que  procedía  por  faltar  la  escritura  de  cnagenacion.  El  Hoffnung 
olrecia  también  mucha  irregularidad  en  los  demás  documentos. 

Completando  esta  doctrina,  y en  la  causa  de  la  Ana 
María  el  consejo  de  presas  decidió,  en  conformidad  con  el 
artículo  10  del  reglamento  de  1744,  que  el  ciudadano  neutral,  pro- 
pietario de  un  buque  de  construcción  enemiga  adquirido  después  de 
haber  sido  confiscado  por  los  tribunales  franceses,  debe  probar  la 
venta  por  una  série  no  interrumpida  de  escrituras.  En  el  caso  del 
Buckivg  se  confirmó  nuevamente  esta  doctrina  y hasta  llegó  á pro- 
veerse que  si  el  funcionario  encargado  de  la  venta  de  las  presas,  habia 
dejado  de  observar  las  formalidades  prescritas  para  casos  tales,  esta 
taita  no  podia  recaer  en  perjuicio  de  un  tercero.  La  confiscación  de 
la  Ana  O'Neil  lué  invalidada  por  estas  razones. 

Resoluciones  Si  según  el  artículo  2 del  reglamento  de  1778  la  neutra- 

con  mouvo  bdad  de  una  nave  puede  probarse  por  cualquiera  de  los 
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papeles  de  mar,  no  se  estimará  como  causa  determinante  deia¡rre»u- 

r , . , . i • j i i » i,  j i . . laridad  ófal- 

de  coníiscacion  la  irregularidad  o íalta  de  los  conocinnen-  ‘a  de  josco- 

nocimientos. 

tos  suplida  convenientemente.  Esto  no  obsta  para  que  los 
almirantazgos  se  hayan  visto  en  la  necesidad  dé  decidir  sobre  la  vali- 
dez ó nulidad  de  los  conocimientos  en  muchas  ocasiones,  formando 
jurisprudencia  acerca  de  este  punto. 

Entre  las  sentencias  mas  importantes  del  consejo  de  presas  pode- 
mos enumerar  las  siguientes  : Los  conocimientos  que  se  encuentren 
á bordo  no  necesitan  de  la  firma  del  capitán;  el  contrato  de  lleta- 
mentó  que  no  exprese  el  por  cuenta  de  la  carga  debe  completarse 
por  los  conocimientos;  un  documento  general  sobre  las  mercancías 
revestido  de  las  formalidades  de  los  últimos  tiene  la  fuerza  de 
uno  general;  la  pacotilla  del  capitán  y la  tripulación  no  les  necesitan; 
el  conocimiento  debe  probar  la  neutralidad  de  las  mercancías.  Estas 
reglas  han  sido  aplicadas  en  las  causas  de  la  Luisa-Augusta,  la  Ana, 
el  Wilhelur,  la  Economía  y la  Amistad.  * 

§ 459.  Por  incontestable  que  sea  la  importancia  de  las 

. Importancia 

sentencias  y providencias  dictadas  por  el  almirantazgo  inte  rnadunal 

, ° de  las  re- 

írances,  ó por  los  tribunales  de  Inglaterra  ó los  Estados-  s|as  expucs- 

1 ° tas  sobre 

Unidos,  los  principios  en  que  se  basan,  fundados  prin-  presas 
cipalmente  en  su  legislación  interior  respectiva , no 
tienen  legítima  significación  internacional.  La  ley  particular  de  un 
pueblo  no  es  obligatoria  para  las  demás  naciones,  sino  en  tanto  que 
estas  lo  consientan,  ó haya  sido  reconocida  por  las  estipulaciones 
de  un  tratado.  Pero  si  estas  leyes  y decisiones  no  pueden,  en  todo 
el  rigor  de  la  palabra,  tener  teóricamente  la  significación  de  inter- 
nacionales, el  carácter  especial  de  las  guerras  marítimas,  la  taha 
de  equilibrio  de  las  grandes  potencias  en  el  mar,  y los  intereses 
mercantiles  de  los  pueblos,  sujetan  forzosamente  los  Estados  débi- 
les á los  poderosos,  é imprimen  sobre  la  jurisprudencia  marítima 
de  los  segundos  fuerza  y consideración  internacional.  Este  lieciio 
evidentísimo  en  nuestra  misma  época,  justifica  el  examen  de  las 
unas  y de  las  otras  como  precedente  necesario  para  resolver  muchas 
importantes  cuestiones  de  derecho  marítimo.  ** 


* Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des  prises,  v.  I,  tit.  6,  di.  2,  sec.  4,  p.  4-1,  scc. 
ó,  pp.  47  et  seq;  De  Cnssy,  Chases  el  causes  celebres,  liv.  2,  ch.  Ti;  Halleck, 
Int.  law , ch.  20,  § 21;  Merlin,  fíépertoire,  tit.  prises  marítimos,  § 3,  arts.  3,  4; 
Dalloz,  Itépertoire,  tit.  prises  maritimes,  sec.  3;  Massé,  Droit  commemal,  liv.  2,  tit. 
1 cli.'s  sec.  3;  Pouget,  Droit  maritime,  vol.  I,  pp.  423,  et  seq. 

’**  Haiilefeuüle,  Droit  des  nations  >, entres,  vol.  III,  tit.  12,  sed.  I,  p.  233. 
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§ 460.  A pesar  del  rigor  de  las  guerras  marítimas  rela- 
tivamente á la  propiedad  privada,  y de  los  extensísimos 
derechos  concedidos  á los  captores,  se  exceptúan  general- 
mente de  apresamiento  y confiscación  los  botes  de  los  pes- 
cadores, las  naves  dedicadas  á viajes  científicos  y las  que 
por  causa  de  naufragio  ó ignorancia  de  la  guerra  arriban 

á la  costa  ó puerto  enemigo. 

Francia,  como  dice  Ortolan,  lia  eximido  casi  siempre 
de  captura  los  Jiotes  dedicados  á la  pesca.  Los  edictos  de 
1643  y 1684  establecían  esta  excepción,  reproducida  después  por  el 
artículo  80  de  la  Jurisdicción  de  la  marina.  La  ordenanza  de  1681  no 
Je  confirmó,  y la  de  1692  los  declaraba  confiscables.  Pero  como  ob- 
serva Valin , estas  disposiciones  reconocieron  por  causa  la  conducta 
de  los  almirantes  ingleses  que  no  obstante  los  tratados,  apresaban  y 
destruían  esta  clase  de  embarcaciones. 

Durante  la  guerra  de  la  independencia  de  los  Estados- 

Pisposicion 

lomada  por  Unidos  se  ordenó  por  el  gobierno  de  Luis  XVI,  que  no  se 

Luis  xvi.  1 ° u 

molestara  á los  pescadores  ingleses  y que  se  respetaran 
en  general  los  buques  cargados  de  pescado  fresco,  á no  ser  que  lleva- 
ran á bordo  armas  defensivas  ó que  se  pudiera  suponer  que  sostenían 
inteligencias  con  los  de  guerra  enemigos. 

conducta ob-  Inglaterra  no  siguió  esta  conducta  en  las  guerras  de  la 
Inglaterra01"  rev°luci°n  francesa,  y por  orden  de  su  gobierno  fueron 
capturados  y confiscados  muchos  barcos  de  pescadores 
franceses  y holandeses,  y detenidas  sus  tripulaciones.  Sin  embargo, 
en  1799,  después  de  varias  notas  cambiadas  entre  Francia  y la  Gran- 
Bretaña,  esta  revocó  su  ordenanza  de  1798;  pero  declarando  que 
la  libertad  de  la  pesca  se  fundaba  en  una  simple  concesión  suya  la 
cual  no  se  aplicaría  ni  á la  mayor  ni  al  comercio  de  ostras  ó pescado, 
caso  ocurrí-  El  consejo  de  presas  en  Francia  tuvo  ocasión  el  año  IX 
buque  por-  de  la  república  de  aplicar  á un  caso  particular  los  princi- 
pios de  la  legislación  francesa  acerca  del  punto  que  exa- 
minamos. Un  buque  portugués , Nostra  Segnora  de  la  Piedad , 
fué  capturado  por  la  Carmagnole.  Su  capitán  declaró  que  había 
salido  con  su  místico  del  puerto  de  Penichi  para  dedicarse  á la  pesca 
de  cavallas,  salarlas  y utilizarse  de  ellas ; que  llevaba  á bordo  trece 
hombres  ; que  había  empleado  en  esta  operación  todo  el  tiempo  que 
medió  entre  su  salida  y su  captura,  y que  había  sido  apresado  á tres 
ó cuatro  léguas  en  alta  mar  y á la  altura  de  Tavira.  Los  hechos  y 
antecedentes  todos  confirmaban  esta  declaración.  El  informe  fiscal  en 
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esta  causa  sostuvo  la  invalidación  de  la  captura  en  conformidad  con 
los  precedentes  de  la  legislación  irancesa  y los  usos  de  las  naciones 
civilizadas,  y el  consejo  admitiendo  los  principios  de  humanidad  y las 
máximas  del  derecho  de  gentes  declaró  que  no  liabia  lugar  a la  con- 
fiscación. 

Los  Estados-Unidos  han  respetado  en  su  guerra  con 
Méjico  los  buques  enemigos  que  se  dedicaban  á la  pesca 
menor.  Francia  en  la  guerra  de  Oriente  también  exceptuó 
de  captura  los  ocupados  en  pescar  cerca  de  la  costa  aun- 
que fuera  la  del  territorio  enemigo,  pero  adviniendo  que  esta  con- 
cesión no  había  de  perjudicar  las  operaciones  militares  y marítimas. 
Inglaterra  no  siguió  esta  línea  de  conducta  y sus  buciues 

^ i Di  Tere n le 

se  ocuparon  en  el  mar  de  Azoff  en  destruir  las  pesquerías,  modo  de 

....  . . 1 1 obrar  de  la 

las  redes  e instrumentos  de  pesca,  las  provisiones,  los  bar-  cran-Bre- 
cos  y hasta  las  cabañas  de  los  pescadores. 

Inútil  creemos  decir  que  la  excepción  mencionada  no  se  extiende 
á las  grandes  pesquerías  que  pueden  servir  de  provisión  al  enemigo. 
La  práctica  seguida  por  los  Estados  beligerantes  en  el 

° r ° Naufragio  y 

naufragio  y arribada  forzosa  de  un  buque  enemigo  ha  sido  arribada  for- 

ZOStl. 

contradictoria.  No  obstante,  parece  como  que  un  senti- 
miento de  justicia  y humanidad  debería  en  estos  casos  impedir  la 
confiscación. 

Un  precedente  favorable  á la  opinión  que  sustentamos 
es  la  conducta  de  la  autoridad  superior  de  la  Habana  con 
el  capitán  del  buque  de  guerra  inglés  Isabel. 

Pero  en  contra  de  esta  regla  de  humanidad  está  el  re- 
glamento francés  de  1788  que  sostiene  la  confiscación,  y 
pueden  citarse  hechos  tan  tristemente  célebres  como  el  de  los  náu- 
fragos de  Calais,  y la  captura  del  Impetuoso  de  la  escuadra  francesa, 
por  una  fragata  y un  brick  de  Inglaterra. 

La  excepción  á favor  de  los  buques  ocupados  en  expío-  Exp^iícmnes 
raciones  científicas  lia  sido  generalmente  respetada  por  las 
naciones  beligerantes.  Es  práctica  común  en  estos  casos  que  el  go- 
bierno de  la  que  las  efectúe  dé  cuenta  á los  demás  de  su  caiáctet, 
del  número  de  naves  de  que  conste,  de  su  armamento,  etc.,  etc. 
Pero  si  una  expedición  de  esta  clase  comete  un  acto  de  hostilidad 
puede  ser  capturada  y confiscada.  * 


Precedente 
en  favor  de 
esta  doctrina 


Precedentes 

contrarios. 


* Orlóla»  Diplomare  ele  la  mcr,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  2,  pp.  51-5G;  Aalin,  Comen- 
taire  vol  II  i>  690;  Hauteleuille,  Orolls  des  nations  neulres,  Discours  prelmwunre, 
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§ 461.  líricos  visto  que  la  guerra  imprime  un  nuevo 
hÍ‘hguerrV  y modo  de  ser  en  las  condiciones  generales  de  los  Estados  y 
rón^'i’enc-  de  los  individuos,  y confiere  á los  beligerantes  derechos 
ex  tensísima:.?  sobre  la  persona  y bienes  del  enemigo,  que 
influyen  necesariamente  en  las  relaciones  mercantiles  de  los  pueblos 
contrarios,  inconciliables  bajo  cierto  aspecto  con  las  leyes  de  la 
guerra. 

El  comercio,  como  dice  Hclfter,  puede  llegar  á ser,  abandonado  á 
sí  misino,  un  poder  terrible,  capaz  de  dictar  leyes  á los  gobiernos,  y 
de  ahogar  en  la  estrechez  de  sus  miras  los  mas  generosos  arranques. 
Respecto  á los  Estados  que  se  hallan  en  guerra  la  completa  libertad 
del  tráfico  recíproco  de  los  beligerantes  produciría  funestísimas 
consecuencias  por  el  carácter  cosmopolita  de  este  grande  elemento 
de  vida.  Seria  imposible  evitar  entonces  que  aumentara  los  recursos 
y medios  de  defensa  del  enemigo,  que  la  guerra  no  tomara  un  carác- 
ter indefinido  y equívoco,  que  las  operaciones  militares  no  se  prolon- 
garan mas  de  lo  necesario.  Por  otra  parte,  si  el  Estado  es  el  órgano 
supremo  del  derecho  en  los  límites  de  una  nacionalidad,  el  comercio 
tiene  que  depender  de  él  en  sus  condiciones  de  derecho,  y esta  con- 
sideración justifica  que  la  guerra  se  imponga  y domine  con  sus  leyes 

vol.  I,  p.  25;  tit.  3,  sect.  3,  p.  1G2,  note;  Halleck,  Int.  law , ch.  20,  §§  22-24; 
l’istoje  et  Duverdy,  Traité  des  plises , tit.  6,  ch.  1;  tit.  9,  ch.  2,  sec.  2;  De 
Lussy,  Phascs  el  causes  célebres,  etc.,  fiv.  1,  tit.  3,  §§  33,  34,  36;  liv.  2,  chs.  12, 
20;  Massé,  Droit  commercial , liv.  2,  tit.  1,  § 333;  Emerigon,  Traite  des  assurances, 

•V  sec'  19,  Dum°nt,  Corps  dip.,  vol.  IV,  p.  352;  Martens,  fíecueil , etc. 
vol.  VI,  pp.  503-515.  ’ 
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las  relaciones  mercantiles  del  pueblo  que  la  declare.  Pero  ¿ hasta  qué 
punto  impedirá  el  trato  y comercio  con  el  enemigo 7 

La  consecuencia  inmediata,  dice  Wheaton,  del  rompi- 

...  r Consccuen- 

miento  de  las  hotilidades,  es  la  interdicción  de  las  reía-  cíasdeirom- 

, .,  ..  , , . pimiento  de 

ciones  mercantiles  entre  los  subditos  de  las  potencias  hostilidades 

1 sobre  el  co- 

beligerantes , á no  ser  que  se  les  autorice  por  sus  res-  tercio  con 

° 1 1 el  enemigo. 

pectivos  gobiernos.  Bynkershoeck  sostiene  que  la  guerra 
termina  con  ellas;  pero  que  las  necesidades  mútuas  de  las  naciones 
habían  destruido  esta  regla , siendo  permitidas  ó prohibidas  á 
voluntad  de  los  gobiernos  beligerantes.  Este  publicista  reconoce, 
pues,  en  los  gobiernos,  el  derecho  supremo  de  autorizarlas ; que  ha 
sido  aceptado  por  todos  los  pueblos,  y forma  hoy  la  ley  general 
de  las  naciones  civilizadas. 

Según  Sir  Scott,  la  interdicción  del  comercio  entre  los  beligerantes 
examinada  con  arreglo  á la  legislación  inglesa  se  funda  en  dos  ra- 
zones decisivas.  Por  la  ley  y la  constitución  de  Inglaterra , dice , el 
soberano  es  el  solo  poder  que  tiene  derecho  á declarar  la  guerra,  ó ha- 
cer la  paz.  Pues  bien,  este  será  el  único  que  pueda  suspender  en  parte 
los  efectos  de  la  primera,  permitiendo  cuando  lo  juzgue  conveniente 
el  tráfico  con  el  enemigo.  Es  posible  que  ocurran  circunstancias  en 
que  sea  indispensable,  pero  los  individuos,  dominados  por  sus  inte- 
reses particulares  no  pueden  determinarlas  atribuyéndose  una  función 
propia  del  Estado.  ¿Quién  desconocerá  las  consecuencias  que  se  se- 
guirían si  en  esos  casos  tuvieran  los  particulares  el  derecho  de  conti- 
nuar comerciando  con  el  enemigo  ? Mas  adelante  añade  que  esta 
prohibición  es  fundamental  si  se  tiene  en  cuenta  la  imposibilidad 
de  acudir,  si  tal  extremidad  llegare,  á los  tribunales  del  enemigo  en 
demanda  y reclamación  de  sus  derechos.  Los  contratos  que  se  cele- 
bren en  estas  circunstancias  no  tendrán  existencia  legal;  su  cumpli- 
miento no  será  obligatorio 'ni  exigible  ante  los  tribunales  y crearán 
solo  un  derecho  imperfecto.  Creemos  que  estas  razones  son  conclu- 
yentes con  relación  al  punto  que  examinamos.  * 

§462.  Un  gobierno  beligerante  tiene,  según  liemos  es-  los  bienes 
tablecido,  la  facultad  de  prohibir  ó permitir  á sus  súbanos  dito  ó aliado 

Wheaton,  Elcm.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  i,  §§  13,  14;  Bynkershoeck,  Quast. 
juris  publici,  lib.  1,  caps.  3,  9,  15;  Cauchy,  Le  droil  marilime  intemalional,  vol. 
p.  60;  Halleck,  Int.  lato,  ch.  21,  § 1;  Chilly,  Law  of  nations,  pp.  276,  277;  Man- 
ning,  Law  of  nations,  p.  122;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  §§  69  et  seq.; 
Hcirter,  Droil  intemalional , § 123;  Duer,  On  Insurance , vol.  I,  pp.  555,  579. 
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i:'<rn|ii'oiiK:ia  c.st<*  ó el  otro  ramo  de  comercio  con  el  enemigo,  sancio- 
ci<i  con  ci  uándose  lógicamente  la  prohibición  con  la  conliscacion  de 
confiscables,  los  Píenos  que  se  dediquen  al  tráfico.  No  es  posible  cues- 
tión alguna  acercado  este  principio  general,  cuja  iigorosa  aplicación 
se  lia  llevado  á cabo  por  los  tribunales  de  presas  marítimas,  que  han 
considerado  siempre  la  tentativa  de  importar  mercancías  del  país  con- 
trario sin  licencia  del  propio  gobierno,  como  una  violación  de  las  leyes 
de  la  guerra. 

§ 463.  La  regla  que  acabamos  de  exponer  se  extiende 
cslii  misma  jg  ualmenle  ú los  aliados.  La  cuestión , como  observa 
Jifaiiíos  a-  Ileífler,  es  en  este  caso  mucho  mas  grave,  porque  supone 
el  ejercicio  de  jurisdicción  sobre  súbditos  extranjeros. 
Pero  á pesar  de  la  opinión  sustentada  por  el  referido  publicista,  que 
estima  que  esta  obligación  solo  puede  imponerse  por  clausulas  ex- 
presas del  tratado  de  alianza,  es  evidente  que  se  reduce  á una  deri- 
vación lógica  de  los  principios  enunciados.  Esta  regla,  dice  Wlieaton,. 
es  un  corolario  de  la  anterior,  y se  funda  en  que  el  comercio  con  el 
enemigo  está  prohibido  á los  súbditos  del  cobcligerante  por  el  dere- 
cho civil  de  su  país,  por  el  de  gentes  y por  los  términos  implícitos, 
ó explú  •ilos  de  la  alianza.  La  consideración  de  un  aliado  respecto  al 
enemigo  común  es  la  misma  que  la  del  otro  beligerante.  En  este  con- 
cepto no  hay  diferencias  entre  los  que  emprenden  una  lucha  man- 
coinunadamente,  pudiendo  aplicar  en  toda  su  extensión  las  leyes  de 
la  guerra  los  tribunales  de  cualquiera  de  los  aliados,  puesto  que 
estos  se  obligan  tácitamente  á no  hacer  nada  en  contra  del  lin  ge- 
neral. De  este  principio  dedujo  Sir  Scott  que  no  bastaba  alegar  que 
un  Estado  aliado  liabia  autorizado  el  trato  y comercio  con  el  ad- 
versario, sino  <pie  se  necesitaba  también  la  autorización  del  cobe- 
ligerantc.  * 

Excepción  ú § 464.  La  única  excepción  que  puede  admitirse,  es  la 
Ja  teríor  nn"  (iuc  resulta  del  cumplimiento  de  los  deberes  de  humani- 
dad, tan  limitada  y de  tan  escaso  valor  práctico  que  casi 
no  tiene  importancia  alguna.  Todas  las  demás  opuestas,  como  por 
ejemplo  la  que  se  funda  en  que  los  bienes  fueron  comprados  ántesde 
la  guerra , ó en  que  el  buque  había  sufrido  una  detención  forzosa,  ó 
en  que  aquellos  eran  producto  de  fondos  existentes  en  el  país  enemigo 
(pie  no  se  podían  retirar  de  otro  modo,  la  confirman  en  vez  de  ne- 

* Halleck,  Int.  law,  ch.  21,  §§  1,  3;  Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  pp*  556-559; 

ti  i¡jman»  *ní'  *nw’  vo**  I‘*  245;  Wheaton,  Elém . droit  int.,  pie.  4,  ch.  1,  § 13; 
Iletllcr,  Droit  int.,  § 123. 
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garla  y suponen,  ya  el  consentimiento  tácito  de  comerciar,  bien 
que  el  enemigo  no  habia  aun  adquirido  su  carácter  hostil.  * 

§ 465.  Es  práctica  generalmenle  seguida  en  las  guerras 
modernas  el  señalamiento  de  un  plazo  para  que  los  ene-  \ reara?4]* 
migos  puedan  retirar  del  país  sus  personas  y bienes.  Vat-  ! deí  pWene- 


tel  funda  esta  doctrina  en  que  los  extranjeros  están  pro-  ímenmSiá 


tegidos  por  la  fé  pública,  supuesto  que  cuando  un  gobierno  guerrd‘ 
les  concede  la  entrada  en  su  territorio  se  obliga  implícitamente  á 
permitirles  la  salida.  Este  razonamiento  nos  parece  capcioso  y sobre 
todo,  y es  su  gran  defecto,  no  prueba  lo  que  el  autor  se  propone. 
Además,  valiéndose  del  mismo  argumento  se  les  eximiría  de  me- 
didas de  retorsión  y represalias,  lo  cual  no  tiene  lugar.  El  fundamento 
de  tal  concesión  está  en  los  cambios  introducidos  en  esta  parte  del 
derecho  internacional  por  los  progresos  de  la  civilización.  Una  vez 
admitida  esta  práctica  es  claro  que  los  bienes  que  se  trasladen  de  un 
país  enemigo  sometiéndose  á las  condiciones  impuestas  por  su  go- 
bierno no  estarán  sujetos  á la  captura  y confiscación  del  Estado 
mismo  á cuyo  súbdito  pertenezcan.  La  regla  que  prohíbe  el  trato  y 
comercio  entre  los  beligerantes  no  puede  tener  esa  extensión , y se 
aplica  solo  á hechos  individuales  ,•  que  no  se  apoyen  en  la  sanción 
pública.  Esta  opinión  ha  sido  sostenida  por  respetables  autorida- 
des. ** 

§ 466.  Todas  las  cuestiones  que  pueden  suscitarse  sobre  .Jjo 

el  carácter  de  la  propiedad  retirada  del  país  enemigo  con  y Ia  residen- 
motivo  de  la  guerra , dependen  de  la  consideración  ad- 
quirida en  él  por  su  poseedor.  El  domicilio  y la  residencia  son  como 
las  dos  leyes  ó principios  fundamentales  que  dominan  este  punto. 
Pues  bien,  el  primero  relaciona  mas  íntimamente  ¿la  persona  y 
bienes  del  extranjero  con  el  Estado  en  que  se  adquiere,  imprime 
como  un  nuevo  carácter  nacional  : la  segunda  es  un  hecho  menos 
consistente,  mas  esencialmente  pasajero.  De  aquí  se  sigue  que  la 


* Whealon,  Elém.  droit  hit.,  pte.  4,  cli.  1,  § 14;  Halleck,  Int.  law,  di.il, 

1,  2,  4;  Bello,  Derecho  inl.,  pte.  2,  cap.  2,  § 3 ; HelTter,  Droit  int .,  § 123;  Mild- 
man,  Inl.  lato,  vol.  II,  p.  245;  Phiilimore,  On  inl-  law,  vol.  Iíl,  § 75;  Duer,  On 
Insurance , vol.  I,  pp.  556,  567,  568. 

**  Valtélj  Droit  des  gens,  édilion  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-loderé,  liv.  3, 
ch.  4,  § 63;  ch.  5,  §§  73,  74;  Whealon,  Elém.  droit  inl.,  pte-,  4,  ch.  1,  § 17; 
Halleck,  Int.  law,  ch.  21,  § 5;  Heffter,  Droit  int.,  § 126;  Bello,  Derecho  int.,  pte. 

2,  cap.  2,  § 2;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib . I,  til.  1,  cap.  10;  Phiilimore, 
On  inl.  law,  vol.  III,  § 75;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nal,  ct  des  gens,  vol.  V,  pie. 
4,  ch.  7;  Dncr,  On  Insurance,  vol.  I,  pp.  561-563. 
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propiedad  de  un  ciudadano  domiciliado  en  el  país  beligerante  con- 
trario, puede  ser  confiscada  como  enemiga,  y la  de  un  residente, 
capturada  al  retirarla,  podrá  serlo  por  trato  y comercio  ilícito.  Estos 
principios  lian  sido  aplicados  por  el  almirantazgo  inglés  y por  los 
tribunales  de  los  Estados-Unidos. 


loriar •ación  Sir  Scott  declaró,  con  ocasión  de  la  captura  del  Océano, 

pori'acajitura  que  se  daría  á las  leyes  una  interpretación  excesivamente 
rigorosa,  no  admitiendo  que  el  reclamante  estaba  libre  de 
las  consecuencias  de  las  hostilidades.  Este  habia  alegado  que,  asociado 
á una  casa  de  comercio  de  Holanda,  trató  de  la  disolución  de  la  so- 
ciedad y que  no  pudo  abandonar  el  territorio  por  la  detención  vio- 
lenta que  sufrieron  todos  los  súbditos  ingleses  que  se  hallaban  en  él. 
En  general  el  almirantazgo  británico  ha  resuelto  que  se  necesita  en 
estos  casos  un  pasaporte  especial  ó permiso  del  gobierno. 


En  la  última  guerra  de  los  Estados-Unidos  con  la  Gran- 

Aplicacion  c 

iie  estos  Bretaña,  los  tribunales  de  la  república  tuvieron  ocasión  de 

|)ll!lCt|ilOS.  1 

aplicar  estos  principios  á súbditos  naturales  de  la  segunda 
que  habian  adquirido  en  la  Union  derechos  de  ciudadanía  con  ante- 
rioridad á la  guerra,  y á ciudadanos  que  residían  en  territorio  in- 
glés cuando  se  rompieron  las  hostilidades. 


Los  reclamantes  naturalizados  habian  vuelto  á su  país  natal  áiitcs 
do  la  guerra.  Cuando  se  verificó  la  captura  del  buque  uno  de  ellos, 
residente  en  Inglaterra,  trató  de  regresar  á los  Estados-Unidos,  pero 
no  le  fué  posible  por  los  motivos  que  expuso.  Otro  habia  ya  regre- 
sado á su  nueva  patria,  y el  tercero  permaneció  en  Inglaterra.  La  corte 
suprema  al  entender  en  esta  causa,  examinó  las  dos  siguientes  cues- 
tiones de  derecho.  ln.  ¿Por  qué  medios  y hasta  qué  punto  puede  im- 
primirse en  un  individuo  un  carácter  nacional  distinto  del  que  le  da  la 
obediencia  permanente  al  Estado?  2°.  ¿ A qué  consecuencias  podrá 
exponerle  el  carácter  nacional  adquirido  cuando  ocurra  una  guerra 
entre  su  país  natal  y el  de  su  residencia,  ó aquel  en  que  haya  sido 
naturalizado?  La  primera  fué  resuelta  en  conformidad  con  la  doctri- 
na de  los  publicistas  y las  decisiones  de  los  almirantazgos  ingleses. 
Sin  embargo,  aquel  elevado  tribunal  advertía  que  era  muy  difícil 
deducir  reglas  generales  para  conocer  si  al  establecerse  un  extranjero 
cu  un  país  lo  hacia  animado  por  la  intención  de  fijarse  en  el  per- 
manentemente , y que  todo  dependía  de  las  circunstancias  especiales 
del  caso. 
gg 
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Los  tribunales  ingleses  han  decidido  que  cuando  un  extran- 
jero se  establece  en  Inglaterra  y toma  parte  en  el  co-  |osC1tobuna- 
mercio  del  país,  maniliesta,  ipso  facto,  su  intención  de 
permanecer  en  el  Estado  y adquiere  carácter  nacional.  Y poco  im- 
porta que  su  residencia  en  el  nuevo  territorio  cuente  pocos  dias, 
siempre  que  haya  dado  á conocer  por  hechos  concretos  su  intención 
de  permanecer  por  un  tiempo  indefinido.  Otra  regla  admitida  por  los 
almirantazgos  del  mismo  país  es  que  el  neutral  ó súbdito  enemigo 
residente  en  el  extranjero  esta  allí  animo  ?nancndi,  y á él  le  compete 
explicar  las  circunstancias  de  su  residencia.  La  corte  suprema  resol- 
vía , pues,  la  primera  cuestión  declarando  que  les  reclamantes  habían 
adquirido  domicilio  en  Inglaterra  cuando  tuvo  lugar  el  rompimiento 
de  las  hostilidades. 

Falta  averiguar  las  consecuencias  de  este  domicilio,  es  decir,  el 
punto  relativo  á la  segunda  cuestión  de  derecho.  Es  evidente  que  no 
imprime  en  la  persona  carácter  de  hostilidad  y que  el  ciudadano  do- 
miciliado no  puede  considerarse  como  enemigo.  La  relación  que  se 
deriva  de  él  entre  el  extranjero  y el  natural  no  es  criminal  en  caso 
de  guerra,  á menos  de  que  el  primero  cometa  actos  de  hostilidad  ó 
rehúse  volver  á su  patria  cuando  se  le  requiera  en  este  sentido  por 
su  gobierno.  Pero  aunque  no  merezca  tal  concepto,  podrán  ser  con- 
fiscadas sus  propriedades  comprendidas  en  el  comercio  hostil  á que 
le  relaciona  su  residencia.  Esta  regla  se  aplica  á los  bienes  de  un 
neutral  empeñados  en  el  mismo  tráfico.  La  nacionalidad  que  un 
hombre  adquiere  por  el  hecho  de  su  residencia  puede  perderla  volun- 
tariamente por  regresar  á su  país  natal,  ó al  de  su  naturalización,  ó 
por  partir,  bona  fule,  y sin  intención  de  volver.  Pero  esta  no  puede 
probarse  con  simples  declaraciones  negadas  virtualmente  por  su  per- 
manencia en  el  mismo  lugar  sino  con  actos  indudables  y concretos 
para  evitar  el  fraude;  y á este  fin  conviene  que  los  tribunales  impi- 
dan el  ejercicio  de  derechos  equívocos  ó mal  definidos.  De  otro 
modo,  si  la  propiedad  de  un  ciudadano  es  capturada  por  el  Estado 
en  que  reside  expondrá  en  contra  de  su  confiscación  el  hecho  da  su 
residencia,  y si  lo  es  por  el  otro  beligerante  se  apoyará  en  el  de- 
recho de  su  ciudadanía.  Para  obviar  estos  inconvenientes  lia  sido 
necesario  adoptar  la  regla  generalmente  seguida  por  los  juzgados  de 
almirantazgos  que  reconocen  válida  la  confiscación  de  esos  bienes ; 
fundada  en  que  todos  los  de  un  individuo  se  consideran  por  las  de- 
más naciones  como  pertenecientes  á aquella  por  cuyas  leyes  se  rijen 
y bajo  cuya  protección  se  encuentran.  Pues  bien,  si  todos  están  suje- 
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tos  á medidas  de  retorsión  y represalias  ¿ como  no  han  de  estarlo  á 
las  prescripciones  generales  de  la  guerra?  La  segunda  cuestión  se  re- 
solvía, pues,  en  contra  de  los  principios  alegados  por  los  reclamantes 
residentes  en  Inglaterra,  que  no  liabian  cambiado  su  carácter  nacio- 
nal en  el  momento  de  la  captura. 

Sosteníase  con  cierta  apariencia  de  justicia  que  se  debía  conceder 
al  ciudadano  natural  ó naturalizado,  sorprendido  por  una  declara- 
ción de  guerra  en  él,  un  plazo  prudencial  para  que  regresara  á su 
patria,  durante  el  cual  su  propiedad  debía  respetarse.  Pero  esta 
doctrina  fue  combatida  por  ser  contraria  á los  principios  generales 
del  derecho,  y fundarse  en  la  presunción  de  que  el  domiciliado  se 
ausentará,  lo  que  puede  no  ocurrir.  Y aunque  se  observó  que  la  pre- 
sunción se  justificaba  porque  la  declaración  de  la  guerra  supondría 
entóneos  el  deber  de  volverá  su  país,  no  fue  admitida  semejante  opi- 
nión por  los  demás  inconvenientes  graves  que  se  desprenderían  de 
su  ejecución.  Uno  de  ellos  era  la  necesidad  de  reconocer  que  el  ca- 
rácter de  una  propiedad  en  el  trascurso  de  las  hostilidades  podia  cam- 
biarse in  transito, , principio  rechazado  por  los  tribunales.  Si  se  deja 
á la  voluntad  del  propietario  esta  facultad,  se  constituiría  en  pro  del 
neutral,  con  respecto  á los  dos  beligerantes,  un  privilegio  injustificable 
é inadmisible. 

Resolución  La  corte  suprema  de  Nueva- York  ha  decidido  que  un 
suprema°do  ciudadano  podia  retirar  su  propiedad  del  territorio  del 

Nueva- York.  , ..  . ...  , . . . 

beligerante  contrario,  siempre  que  lo  hiciera  en  tiempo  ra- 
zonable y no  fuera  en  persona  con  ese  objeto  á él.  No  se  ha  esti- 
mado que  esta  doctrina  esté  en  oposición  con  la  reconocida  por  la 
corte  suprema  federal. 

Error  ó igno-  Se  ha  pensado  v aun  alegado  por  algunos  reclamantes 
randa.  i j , ... 

en  las  causas  de  presas,  que  el  error  o la  ignorancia  po- 
drían aprovechar  contra  la  confiscación  de  los  bienes.  Pues  bien,  no 
era  lógica  ni  racionalmente  posible  que  prosperara  en  los  almiran- 
tazgos una  excepción  que  solo  tiene  valimiento  en  casos  rarísimos 
en  los  tribunales  civiles.  Es  mas,  aunque  tanto  el  uno  como  la  otra 
hayan  sido  como  sancionados  por  algunos  funcionarios  públicos,  no 
estarán  los  tribunales  de  presas  obligados  á respetarlo.  Porque  lo  que 
Ies  da,  lo  mismo  qué  á las  causas  en  que  entienden,  un  sello  y ca- 
íácter  especial,  es  la  no  admisión  de  consideraciones  individuales  casi 
siempre  arbitrarias  y expuestas  al  fraude. 

irheHoopCl  *>or  ta^  m°Gvo  Sir  Scott  en  el  caso  de  The  Hoop,  buque 

que  trasladaba  efectos  de  un  país  enemigo  con  el  consen- 
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timienlo  de  los  comisarios  que  interpretaron  erróneamente  una  dis- 
posición del  parlamento,  sostuvo  y aplicó  la  doctrina  que  hacia  legí- 
tima y procedente  la  confiscación  de  la  captura.  El  célebre  juoz  se 
apoyaba  en  muchos  casos  semejantes  que  habían  sido  resueltos  en 
igual  sentido.  * 

§ 467.  El  destino  ulterior,  es  decir,  el  positivo  y real  de  Destino  Híte- 
los bienes,  no  el  aparente  ó ficticio,  es  el  que  tienen  en  nor' 
cuenta  los  almirantazgos  en  el  exámen  de  estas  causas.  Si  se  prescin- 
diera de  este  principio  es  claro  que  seria  ilusoria  la  ley  de  la  guerra 
que  prohíbe  el  trato  y comercio  con  el  enemigo:  las  mercancía» 
podrían  ser  embarcadas  primeramente  con  rumbo  á un  puerto  neutral 
y desde  allí  bajo  nueva  bandera,  al  de  su  consignación  efectiva.  Se 
conseguiría,  si  tal  se  permitiera,  el  fin  que  deben  evitar  aquellos,  elu- 
diéndose por  el  camino  tortuoso  de  un  puerto  neutral,  como  dice  un 
publicista,  la  sanción  de  las  leyes.  Los  efectos  trasladados  de  ese  modo 
son  esencialmente  confiscables,  desde  el  principio  del  viaje  hasta  su 
terminación. 


§ 468.  Con  mas  razón  aun  están  sujetos  á confiscación  los  ^ 

bienes  del  súbdito  dedicado  al  comercio  de  cabotaje  entre  de  ios  efec- 
tos del  co- 

los  puertos  enemigos.  M.  Ducr  califica  este  acto  de  ver-  memo  de 

° cabotaje. 

dadero  crimen  por  el  auxilio  que  presta  al  beligerante 
contrario.  No  obstante,  parécenos  demasiado  rigorosa  esta  califica- 
ción, cuya  consecuencia  es  indudablemente  la  de  considerar  como 
traidor  al  que  se  ocupe  en  él.  ** 

§ 469.  Si  se  frustrare  la  tentativa  de  comerciar  con  el  Tentativa, 
enemigo,  ¿serán  confiscables  los  bienes?  La  naturaleza  f'ustulda 
especial  de  estas  confiscaciones  exige  al  parecer  la  posibilidad  de  que 
el  acto  se  verifique,  en  cuyo  caso  no  existiendo  esta  tampoco  proce- 
dería la  confiscación. 


Un  buque  inglés  con  destino  á una  de  las  islas  de  la  Caso  prácti- 
India  Occidental,  en  guerra  con  Inglaterra,  fué  capturado 
después  de  su  rendición.  Sir  William  Scott  no  le  consideró  corno 
buena  presa,  fundándose  en  las  razones  anteriores.  A pesar  de  la  in- 
contestable autoridad  de  este  magistrado  opinamos  que  ese  prcoe- 


. * Wheaton,  Elém.  droit  ¡ni.,  yol.  I,  pte.  4,  ch.  1,  §§  13,  17;  Halleck , Inl.law, 
ch.  21,  §§  8,  10;  Kent,  Com.  on  am.  laic,  vol.  I,  p.  68;  Duer,  On  ¡nsurunce, 
vol.  I,  p.  567. 

**  Wheaton,  Elém.  droit  int .,  pte.  4,  di.  1,  § 17;  Kent,  Com.  on  am.  law, 
vol.  I,  p.  81;  Wiltlman,  Int.  lato,  vol.  II,  p.  20;  Duer,  On  Insurance,  vol.  I, 
l»p.  569,  570. 
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T.a  neutrali- 
dad de  una 
casa  de  co- 
mercio no 
cubre  los 
bienes  del 
súbdito  resi- 
dente en 
país  enemi- 
go. 


Venia  de  un 
boque  tí  un 
súbdito  neu- 
tral. 


dente  debe  admitirse  con  gran  reserva  y muy  especialmente  cuando 
se  trate  de  fallos  pronunciados  por  el  almirantazgo  inglés,  porque 
supone  la  aplicación  de  un  principio  de  equidad  no  muy  conciliable 
con  el  rigor  que  les  es  peculiar  y con  la  regla  de  que  ct  hecho  que 
determina  la  confiscación  de  los  efectos  á que  nos  referimos,  se  en- 
tiende consumado  desde  que  un  buque  se  da  á la  vela,  aunque  sea 
en  lastre,  para  un  puerto  enemigo.  * 

§ 470.  No  importa  que  los  bienes  capturados  por  co- 
mercio ilegal  pertenezcan  á una  casa  neutral,  siempre 
que  sea  socio  de  ella  un  ciudadano  residente  en  la  nación 
contraria.  La  parte  que  á este  corresponda,  será  legíti- 
mamente confiscable  aunque  no  intervenga  en  la  direc- 
ción de  la  sociedad.  ** 

Hemos  visto  en  otra  parte  de  esta  obra  la  importancia 
que  los  tribunales  de  presas  y los  marítimos  conceden  al 
exámen  de  los  títulos  de  propiedad  de  un  buque  de  pro- 
cedencia enemiga,  y de  que  modo  pueden  influir  en  la  legitimidad 
de  su  confiscación.  Pues  bien,  con  la  misma  prudencia  y cautela  es 
preciso  examinar  la  venta  de  buques  nacionales  á un  ciudadano  neu- 
tral. Si  se  verifica  con  posterioridad  al  rompimiento  de  las  hostili- 
dades y el  buque  es  dedicado  á traficar  con  el  enemigo  podrá  ser 
vehementísima  la  presunción  de  fraude  y procedente  la  confis- 
cación. 

Un  buque  inglés  fué  vendido  á un  súbdito  neutral  des- 
pués del  rompimiento  de  las  hostilidades  entre  Inglaterra 
y Holanda.  Su  captura  se  verificó  cuando  navegaba  de 
Guersey  á Amsterdam  bajo  el  mando  de  su  antiguo  capi- 
tán, que  habia  sido  también  su  dueño.  Estas  circunstancias  bastaron 
para  decretar  la  confiscación.  Juzgamos  que  es  de  muy  difícil  prueba 
la  traslación  bona  fide,  hecha  en  aquellas  condiciones,  de  un  barco 
que  se  dedica  inmediatamente  á comerciar  con  el  Estado  enemigo 
del  de  su  anterior  propietario.  Y aun  no  obstará  en  este  ni  en  otros 
muchos  casos  la  regularidad  y legitimidad  completa  de  los  papeles  y 
documentos  de  mar, que  no  constituyen  evidencia  en  juicio.*** 


A pros  aniicn- 
lo  de  un  bu- 
que inglés 
cnlre  Guer- 
sey y Ams- 
teruum . 


* Ha!leck>  Inl.  law,  ch.  21,  § 13. ; Wildman,  Int.  laiv,  vol.  II,  p.  22;  Duer, 
On  Insurance,  vol.  I,  pp.  571,  572,  628. 

Hallcck,  Int.  lato,  ch.  21,  § 14;  Wildman,  Int.  laxo,  vol.  II,  p.  21;  Duer, 
On  Insurance,  vol.  I,  p.  573. 

***  Hallcck,  Int.  law,  ch.  21,  §§  15,  16;  Wildman,  Int.law,  vol.  II,  p.  83;  Duer, 
On  Insurance,  vol.  I,  pp.  446-448,  573-575. 
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8 471.  La  regla  general  que  confisca  los  bienes  dedi- 

. , . . Comercio 

cados  á comerciar  con  el  enemigo  pertenecientes  á los  efectuado 

...  . por  un  ex- 

súbditos de  un  país  beligerante,  se  aplica  también  á los  Mídeme re* 

extranjeros  residentes  ó domiciliados  en  el  mismo.  Si,  pues,  domfe¡i'ado. 

al  comienzo  de  un  viaje  los  bienes  que  se  dirigen  al  territorio  aquel 

pertenecen  á uno  de  ellos  podrán  ser  condenados  como  buena 

presa. 

El  domicilio  y la  residencia,  como  dice  Riquelme,  dan  al  neutral 
todas  las  ventajas  de  los  naturales  del' Estado  enemigo  y le  contagian 

también  del  carácter  de  hostilidad. 

♦ 

Pero  este  principio  no  debe  aplicarse  en  toda  la  extensión  de  sus 
términos  y de  la  misma  manera  al  residente  que  al  natural.  Puede  el 
primero  liaber  salido  del  territorio  ántes  de  que  se  verifique  la  cap- 
tura de  los  bienes,  lo  cual  impedida  la  confiscación,  hecho  inverso, 
pero  idéntico  en  resultados  al  de  The  Indian  Chief  y al  de  The  En- 
trusco.  Marshall  ha  aplicado  los  principios  de  que  la  disolución  de 
una  sociedad,  la  suspensión  del  comercio,  y,  en  general,  todos  los 
actos  preparatorios  de  un  cambio  de  residencia  hechos  borní  fule , 
son  motivos  suficientes  para  que  no  haya  lugar  á aquella.  Esta  regla 
destruye  en  parte  la  de  que  no  se  cambia  ni  modifica  in  transilu  el 
carácter  que  tengan  los  bienes  según  su  procedencia.  * 

§ 472.  La  aceptación  de  una  patente  del  enemigo  es  Aceptación 
causa  reconocida  de  confiscación  del  buque  y de  la  carga  tente  del 
durante  el  viaje,  es  decir,  todo  el  tiempo  que  se  extienda 
la  protección  de  este  documento  sobre  entrambos.  Fúndase  esta 
consecuencia  en  que  el  ciudadano  que  concede  su  protección  al  ad- 
versario, falta  á la  fidelidad  que  debe  á su  patria.  Esta  doctrina , sos- 
tenida por  Story  en  la  causa  de  The  Julia , ha  merecido  la  sanción 
de  la  corte  suprema  federal  de  los  Estados-Unidos.  El  razonamiento 
del  mencionado  jurisconsulto  era  concluyente.  No  es,  en  efecto, 
admisible  que  se  pueda  disfrutar  de  una  posición  neutral  en  el 
Océano,  merced  á una  gracia  recibida  con  relajación  de  los  mas  altos 
y respetables  deberes. 

Esta  prohibición  se  extiende,  según  algunos  publicistas,  á todos  los 
territorios  que  estén  de  hecho  ó de  derecho  bajo  la  dominación  del 
contrario;  lo  cual  da  lugar  á cuestiones  de  mucho  interés  en  los 
casos  de  sublevación  y emancipación  do  una  colonia.  La  aplicación 

* Riquelme,  Derecho  púb.  inl.,  lib.  1,  tí t.  2,  cap.  14;  Halleck,  hit.  laiv,  ch.  21, 

S§  17,  18;  Wildman,  Int.  Inw,  vol.  II,  pp.  15  etseq.;  Duer,  On  insurance,  vol.  I, 
pp.  515-517  , 544  , 545,  575,  576. 
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cxlricta  de  esta  regla,  admitida  tácitamente,  al  menos  por  Halleck,  nos 
parece  peligrosa  en  el  estado  y significación  actual  de  las  i elaciones 
internacionales  é inconciliable  con  muchos  de  los  principios  funda- 
mentales que  asienta  el  mismo  publicista.  La  mayor  paite  de  las  re- 
públicas sud-americanas  fueron  lia  poco  tiempo  reconocidas  por  Es- 
paña, mientras  que  la  del  Perú  no  lo  hasido  aun.  Y bien,  si  la  refe- 
rida nación  declarara  la  guerra  á otra  cualquiera  potencia  de  Europa 
¿ podría  condenar  como  buena  presa  los  buques  de  su  antigua  colonia 
no  reconocida,  ocupados  en  traficar  con  el  enemigo?  Por  nuestra  parte 
no  lo  sostendríamos.  * 


8 473.  Los  pasavantes  ó permisos  particulares  de  co- 

Pasavnnlfs.  ° , 1 

i ncrcio  con  el  enemigo  concedidos  por  el  gobierno  de  una 
nación  á favor  de  sus  subditos,  han  sido  muy  frecuentes  en  las 
guerras  sostenidas  por  Inglaterra.  En  1808  y 1809,  el  gobierno 
inglés  expidió  16,000  y 8,000  en  1814. 

Las  últimas  luchas  europeas  , la  de  Crimea  en  1834,  y la  de 
Italia  en  1839,  han  modificado  notablemente  con  respecto  á algunas 
potencias  , esta  parte  del  derecho  internacional.  La  historia  de  la 
neutralidad  y la  discusión  de  sus  derechos  y deberes  nos  dará  ocasión 
de  examinar  estas  modificaciones  y ocuparnos  de  su  valor  prác- 
tico. ** 


carácter  do  § 474.  Algunos  beligerantes  expiden  en  favor  de  sus  con- 
i utro'  1 ralic(u,s  ciudadanos,  3c  sus  enemigos  ó de  neutrales,  licencias  de 
tráfico,  que  no  son  otra  cosa  mas  que  un  salvo-conducto 
para  ocuparse  de  un  comercio  prohibido  por  las  leyes  de  la  guerra, 
y que,  merced  á ellas,  está  exento  de  toda  penalidad.  Las  autori- 
dades y tribunales  pertenecientes  al  Estado  que  las  concede,  se  bailan 
obligados  á respetarlas ; pero  no  así  los  de  la  parte  contraria  para 
los  cuales,  como  es  muy  justo,  léjos  de  tener  fuerza  legal  son  con- 
denables. 

El  individuo  ó individuos  que  trafiquen  á su  amparo  podrán  ser 
castigados  si  no  se  atienen  en  un  todo  á su  contexto,  esto  es,  á la 
jurisdicción  en  que  deben  extender  su  tráfico,  á la  clase  de  este  y al 
tiempo  de  su  duración . Las  faltas  que  se  cometan  en  cuanto  á la  can- 


Halla*,  Inl . law,  ch.  21,  §§  19,  20;  Pbillimore,  On  int.  law , vol.  III,  § 69; 

¡nl'  law>  v°h  II,  PP-  116,  259;  Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  pp.  587, 
591;  Pl.ülips,  On  insurance,  vol.  I,  p.  82. 

l)erccl>0  internacional,  pte.  2,  cap.  2.,  § 3,  p.  198;  Hautefeuille,  Ües 
p.  19  note4  <l6V0Ír$  (les  nalions  neutres  en  lemps  de  guerre  maritime,  préliminaire, 
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tidad  de  las  mercancías  no  son  comparables  en  gravedad  con  las 
que  resultan  del  cambio  de  su  calidad  y de  su  carácter. 

Unas  y otras,  empero,  se  castigan  suavemente,  en  atención  á las 
circunstancias  especiales  que  concurren,  por  lo  general,  en  estos 
casos. 

§ 475.  La  concesión  de  una  licencia  general,  que  es  la  Licencias 
suspensión  completa  ó parcial  del  ejercicio  de  los  derechos  &eneralcs- 
de  la  guerra,  corresponde  á la  soberanía  del  Estado  ó á una  persona 
delegada  por  ella  al  efecto  : así  se  hace  en  Inglaterra. 

En  los  Estados-Unidos  se  expiden  por  un  decreto  del  congreso,  y 
en  casos  perentorios  por  el  presidente  de  la  república  en  su  calidad 
de  general  en  jefe  de  sus  fuerzas  militares  y navales. 

§ 476.  De  la  misma  autoridad,  y por  idénticas  razones,  LiCCncias 

emana  la  concesión  de  licencias  especiales  para  viajar  ó esPeciales* 

para  la  importación  ó exportación  de  determinadas  mercancías. 

Esta  regla  admite  excepciones  que  permiten  que  su  expedición 
pueda  hacerse  por  el  gobernador  de  una  provincia,  el  jefe  de  un 
ejército  ó el  de  una  escuadra,  bien  entendido  que  en  ese  caso  no  son 
válidas  mas  que  dentro  de  los  límites  de  jurisdicción  de  la  autoridad 
que  las  ha  concedido. 

Así  se  efectuó  en  tiempo  de  la  guerra  de  los  Estados- 
Unidos  con  Méjico,  y atendiendo  á la  escasez  de  víveres 
y á la  falta  de  buques  americanos  en  aquellas  costas,  se 
juzgaron  estas  razones  suficientes  para  autorizar  el  ejercicio 
de  ese  poder  discrecional.  * 

§ 477.  Repetidas  son  las  ocasiones  en  que  se  han  conce- 
dido licencias  durante  la  guerra,  no  solo  para  proteger  á un 
enemigo  que  comercia  en  el  país  que  las  autoriza,  sino  en 
el  caso  contrario,  y su  autoridad  y efectos  han  sido  palpables,  tanto 
por  los  fallos  de  los  tribunales  marítimos,  como  por  la  ley  común. 

El  caso  mas  notable  en  este  asunto  es  el  del  buque  Casodel  bu_ 
americano  The  Iíope,  que  navegaba  de  los  Estados-Unidos 
á la  península  española,  provisto  de  un  documento  de  esta 

* Wheaton,  Elém.  droil  int.,  pte.  4,  ch.  2,  §§  26,  27;  Halleck,  Int.  law,  ch.  2S, 

¡j§  1-3;  Chitty,  Law  of  nations,  ch.  7;  Kent,  Com.  on  am.  lato,  vol.  I,  pp>  163, 
164;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  anuo lée  par  1 iu- 
(Jier-Foderé,  liv.  3,  ch.  21,  § 14;  Pistoye  et  Duverdy,  Trailé  des  prises,  lit.  6, 
ch.  2,  sec.  6;  Manning,  Law  of  nations,  p.  123;  Duer,  Un  insurance,  vol.  I,  pp. 
355  541  594-619;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  245,  247,  255;  Dodson,  Adnti- 
rally  reports,  vol.  I,  |».  226;  Slewart,  Vico  admi  rail  y reports,  p.  367;  Cushing, 
Opinions  of  ü.  S.  Attys  geni.,  vol.  VI,  p.  630. 
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clase,  firmado  por  el  almirante  inglés  de  Halifax  y por  el  cónsul  de 
la  misma  nación  en  Boston.  Al  fallar  sobre  la  captura  de  este  buque 
Sir  Scott  observó  que  ningún  cónsul,  en  país  alguno,  se  hallaba  in- 
vestido por  razón  de  su  empleo  del  poder  de  eximir  la  propiedad 
enemiga  de  los  efectos  de  las  hostilidades,  y que  nmgun  almiiante 
puede  conceder  salvo-conductos  de  esta  clase  que  sean  válidos  fuera 
de  los  límites  de  su  jurisdicción.  Mas  podrán  estos  actos  considerarse 
como  sponsionrs,  ó arreglos  sub  spe  vate,  cuya  validez  puede  consa- 
grar la  ratificación  por  la  autoridad  competente.  Así  aconteció  en  el 
hecho  que  nos  ocupa,  y por  eso  se  procedió  á su  restitución. 

Por  aquella  época  se  apresaron  también  otros  que  condueian  provi- 
siones para  la  isla  de  San  Bartolomé,  con  salvo-conductos  firmados 
por  el  ministro  inglés  en  los  Estados-Unidos;  pero  como  en  estos  ca- 
sos no  recayó  la  confirmación  del  gobierno  de  Inglaterra  , se  de- 
clararon buena  presa. 

Lo  cierto  es  que  se  cuentan  pocas  decisiones  sobre  esta 
uniformí'fad  materia  de  los  tribunales  americanos,  y que  en  las  del  ai- 
slónos* bdul-  mirantazgo  británico  se  nota  una  falta  no  pequeña  de  uni- 
formidad, que  algunos  autores  explican  diciendo,  que  si 
bien  ántcs  de  la  paz  de  Amiens  estas  licencias  se  consideraban  como 
un  acto  de  gracia  especial,  después  de  la  renovación  de  la  guerra,  su 
concesión  por  el  gabinete  de  la  Gran-Bretaña,  se  conceptuó  mas  bien 
como  una  cuestión  de  política  nacional,  que  como  un  favor  par- 
ticular. 

Esto  dió  lugar  á que  la  aplicación  de  las  leyes  que  rejian  en  la 
materia  se  hiciera  por  los  magistrados  ingleses  de  la  manera  mas 
ámplia,  posponiéndose  en  no  pocas  ocasiones  su  espíritu  á la  fuerza 
de  las  circunstancias  . * 

§ 478.  No  basta,  para  que  una  licencia  sea  válida,  que 

Su  anulación  ...  , , „ 

i>or  uso  este  expedida  en  toda  forma;  es  preciso  que  la  persona  á 

indebido.  . , . , , r 

quien  se  ha  concedido  no  la  haga  nula  por  actos  anterio- 
res ó posteriores  á su  concesión.  Con  efecto,  si  el  poseedor  de  un  do- 
cumento de  este  género  traspasa  las  facultades  que  por  él  se  le  confie- 
ren, ó si  para  conseguirle  ha  ocultado  calidades  ó supuesto  otras,  po- 
drá anularse  ó retenerse  su  propiedad  y hasta  confiscarse,  y se  habrá 

* Wheaton>  Elém-  droit  int.,  pte.  4,  eh.  2,  § 27;  Halleck,  Int.  law , ch.  28, 
^ G 5;  Duer,  On  insurance,  vol.  I,  pp.  594-598;  Hautefeuille,  Droits  des  nations 
neutles,  vol.  I,  p.  17 • Dodson,  Admiralty  reports,  vol.  I,  p.  226;  Stewart,  Vice 
admiralty  reports,  p.  367. 
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Intenciones 
cesiona- 
rio. 


hecho  acreedor  á las  penas  señaladas  para  el  fraude  que  envuelve  su 
conducta. 

Un  ejemplo  tenemos  de  esto:  un  negociante  inglés  á 
quien  se  había  concedido  un  salvo-conducto  para  exportar  Negociante 
mercancías  de  Inglaterra  con  destino  á Holanda,  lo  hacia  in6lcs' 
así,  pero  hallándose  en  comunicaciones  particulares  con  la  última, 
donde  había  ejercido  el  comercio  después  de  comenzada  la  guerra, 
las  importaba  como  comerciante  holandés.  Descubierto  su  proceder, 
se  anuló  la  licencia  y se  confiscaron  sus  propiedades.  * 

§ 479.  Por  mas  que,  como  hemos  dicho,  no  se  apliquen 
las  leyes  en  su  extricto  sentido  al  tratarse  de  las  cuestiones  del 
que  surgen  de  las  licencias  de  tráfico , sus  portadores  deben 
obrar  siempre  con  la  mayor  buena  fé  y rectitud,  sin  extralimitarse 
nunca,  ni  en  nada,  de  las  prescripciones  que  les  son  impuestas.  ** 

§ 480.  En  la  ejecución  de  una  licencia  debe  conside- 
rarse como  la  primera  circunstancia  material,  en  lo  que 
se  refiere  á las  intenciones  del  cesionario  y á la  buena  fé 
del  portador,  las  personas  con  título  para  usarlas,  porque  estos  docu- 
mentos no  son  objetos  de  trasferencia  ó cesión,  y los  que  reclaman 
la  protección  que  concede  á sus  bienes,  deben  probar  el  origen  de  su 
concesión  y la  persona  á quien  le  fué  hecha . 

Si  se  otorga,  expresando  que  puede  ser  negociada,  ó sino  se  nom- 
bra en  ella  la  persona  á quien  se  ha  concedido,  ó la  que  deba  usarla 
puede  legítimamente  trasferirse  ó venderse,  y el  comprador  adquirirá 
las  mismas  inmunidades  y derechos  que  si  se  le  hubiese  expedido 
directa  y personalmente. 

§ 481.  Pero  cuando  no  es  negociable  y fué  obtenida  en 
propio  nombre  y no  en  calidad  de  representantes  ó agentes 
de  otros,  esto  es,  para  ellos  mismos , sus  agentes  o tenedo- 
res de  sus  conocimientos,  no  puede  dispensar  protección  á 
la  propiedad  de  aquellos  para  quienes  los  concesionarios  obran  como 
agentes.  Por  ejemplo,  una  licencia  concedida  á L.  y M.  y sus  agen- 
tes, no  protege  á los  demás  que  entren  en  la  misma  operación,  como 
sucedería,  si  se  hubiese  expedido  á L.  M.  y compañía.  *** 


Cuando  el 
principal 
obra  como 
agente  de 
otros. 


* Halleck,  Int.  law,  cli.  28,  § G;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p-  2o0;  Duer,  On 
Insurance,  vol.  I,  pp.  594,  601,  602. 

**  Halleck,  hit.  law,  cli.  28,  § 7;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  PP-  24o  et  seq.  , 
Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  pp.  598,  599. 

»**  Halleck,  Int.  law,  ch.  28,  §§  8,  9;  Duer,  On  Insurance,  vol.  1,  pp.  599,  606; 
Wildman,  hit.  law,  vol.  II,  PP-  254,  255. 
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§ 485 


carácter  dci  § 482.  El  carácter  del  buque  que  conduce  las  mercan- 
1)uciue‘  cías  que  se  trasportan  en  virtud  de  una  licencia,  debe  te- 
nerse muy  en  cuenta  al  ponerla  en  ejecución.  Si  determina  que  ha 
de  servir  para  el  trasporte  en  cuestión  un  neutral  de  la  nación  A 
ó B,  el  cargador  podrá  usar  de  los  de  otra,  que  se  halle  en  igualdad 
de  condiciones,  sin  incurrir  en  grave  falta,  y lo  mismo  sucederá  en 
el  caso  de  que  en  vez  de  uno  emplee  dos  ó mas ; pero  es  necesario 
para  que  los  efectos  enemigos  puedan  importarse  en  una  nave  de 
igual  calidad,  que  la  licencia  concedida  para  aquellas  se  extienda  á 
él.  De  lo  contrario,  este  no  perdería  su  carácter  nacional  y estaría 
expuesto  á la  confiscación.  * 

§ 483.  Si  en  la  licencia  para  el  trasporte  de  mercancías 
fín^andera  se  exceptúan  los  buques  de  una  nación  cualquiera,  la  ex- 
particuiar.  cepC¡on  Stí  refiere  al  hecho  de  la  nacionalidad  de  la  nave  y 

á sus  señales  externas. 

Por  mas  que  los  documentos  manifiesten  su  pertenencia  al  Estado 
con  cuya  bandera  navega,  si  se  prueba  que  es  realmente  propiedad 
del  exceptuado  en  la  licencia,  esta  será  nula  y no  podrá,  por  consi- 
guiente protegerle.  En  este  caso  procederá  su  condenación,  pero  no 
la  de  las  mercancías  si  sus  dueños  eran  ignorantes  del  hecho. 

Esto  se  hace  con  objeto  de  evitar  que  los  barcos  de  una  nación  ex- 
ceptuada, se  evadan  del  cumplimiento  de  las  prescripciones  que  les 
conciernen,  cambiando  temporalmente  de  matrícula.  ** 

§ 484.  Pero  si  no  tuviesen  ese  carácter  al  zarpar  de  su 

carácicr  na-  fondeadero,  y luego  le  adquiriesen  durante  su  travesía, 
cional  du-  . , 

rante  ci  por  conquista,  anexión  u otro  medio  análogo,  la  licencia 
continuará  con  su  fuerza  y vigor,  contando  siempre  con 
que  las  partes  interesadas  hayan  obrado  con  la  mayor  rectitud. 

Este  es  también  el  parecer  del  eminente  jurisconsulto  sir  Scott.  *** 
§ 485.  La  protección  que  resulta  de  la  licencia  cubre  al 

Tiempo  que  . ... 

dura  ja  pro-  buque  en  su  viaje  redondo,  esto  es,  en  la  ida  y vuelta  del 
punto  en  que  se  hallaba  al  de  su  destino,  siempre  que 
regrese  en  lastre,  pues  sino  lo  hiciera  y tomase  á su  bordo  nuevas 
mercancías,  ni  estas  ni  aquel  estarían  exentas  de  confiscación.  **** 


* 


Halleck,  Int.  law,  ch.  28,  § 10;  Duer.  On  Insurance,  vol.  I,  pp.  609,  612. 

Italleck,  Int.  law,  ch.  28,  § 11;  Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  p.  611:  VVildman, 
Int.  law,  vol.  II,  p.  253. 

Halleck,  Int.  law,  ch.  28,  § 12;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  253;  Duer, 
On  Insurance,  vol.  I,  pp.  611,  612. 

i . . Int-  law,  ch.28,  § 13;  Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  p.  614;  Wildman, 

¡nt.  law,  vol.  II,  p.  252. 
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§ 486.  Hemos  dicho  ántes  de  ahora,  aunque  muy  some- 
ramente, que  al  poner  en  ejecución  una  licencia  debe  te-  icaai?düd‘dde 
nerse  muy  en  cuenta  cual  sea  la  calidad  y la  cantidad  de  c¡asCan 
las  mercancías  que  protege,  y hemos  emitido  la  idea,  sostenida  igual- 
mente por  muy  eminentes  escritores,  que  la  diferencia  en  la  cantidad 
no  siendo  excesiva,  se  mira  con  mucha  indulgencia : lo  cual  no  suce- 
de así  respecto  á la  calidad . 

Si  un  barco  conduce  mercancías  que  no  están  designadas  en  la  li- 
cencia, procede  su  confiscación : si  además  de  las  señaladas  lleva  otras, 


eslas  serán  embargadas  y aquellas  no.  Por  último,  si  entre  las  que  le 
están  permitidas,  oculta  fraudulentamente  algunas  de  especie  distinta, 
la  licencia  es  nula,  su  protección  cesa  naturalmente,  y buque  y mer- 
cancías serian  confiscadas.  Así  acontecería,  por  ejemplo,  en  el  caso 
de  que  uno  autorizado  para  trasportar  un  cargamento  de  trigo  ocul- 
tase entre  él  armas  y municiones.  * 

8 487.  Hubo  en  Inglaterra  una  época  en  que  era  preciso  ' " ~ , 
para  que  se  protegiese  la  propiedad  de  un  enemigo,  que  es-  las  mer- 
tuviera  dispuesto  así  expresamente,  mas  luego  se  determinó  misas- 
por  la  corte  de  la  real  hacienda  que  una  licencia  que  contuviese  las 
palabras  « á quien  quiera  que  la  propiedad  parezca  pertenecer  » 
protegía  igualmente  las  mercancías  embarcadas  por  cuenta  de  los  súb- 
ditos del  contrario.  Sobre  este  particular  M.  Duer  duda,  si  esto  último 
deberá  ser  considerado  únicamente  como  efecto  de  la  inmensa  libe- 
ralidad que  dominaba  por  aquel  tiempo  en  la  Gran-Bretaña.  ** 

§ 488.  Desde  el  momento  en  que  se  confiere  una  licencia  Licencia  á un 

. , . . . . . , , extranjero 

a un  extranjero  enemigo,  cesan  todas  sus  incapacidades  enemigo 
personales,  y será  considerado  para  los  efectos  de  ella  como  súbdito 
del  Estado  que  se  la  concede,  y como  tal,  puede  sostener,  si  llega  el 
caso,  pleitos  y demandas  ante  sus  tribunales.  *** 

§ 489.  Por  supuesto  que  si  el  cargamento  para  que  se 
ha  expedido  se  destruye  ó averia,  puede  ser  reemplazado 
por  otro  siempre  que  sea  enteramente  igual. 

« Concedióse  una  licencia,  dice  Wildman,  á un  buque 
neutral  para  exportar  un  cargamento  especificado  de 
Amsterdam.  Así  que  estuvo  listo  zarpó  del  puerto,  pero  tuto  que  ar- 


Sí  el  carga- 
mento se 
averia 


Cambio  de 
cargamento. 


* Halleck,  Int.  law,  ch.  28,  § 14;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  PP*  2o6,  257  ; 
Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  p.  606,  617. 

**  Halleck,  Int.  law,  ch.  28,  § 15  ; Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  pp.  604-G05; 
Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  255. 

Halleck,  Int.  law,  ch.  28,  § 16;  Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  p.  606. 
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si  no  puede 
ser  desem- 
barcado. 


ribar  forzosamente  á Medcmllick,  donde  desembarcó  los  electos  que 
conducía  y se  bailaban  tan  averiados,  que  fué  imposible  reembarcar- 
los. Entonces  tomó  otros  completamente  idénticos,  y pudo  continuar 
su  viaje  bajo  el  amparo  y la  protección  de  la  misma  licencia  que  se 
expedió  para  el  que  sacara  de  aquel  punto.  » 

No  hubiera  sucedido  lo  mismo  si  las  mercancías  embarcadas  fuesen 
distintas.  No  cabe,  pues,  la  menor  duda  de  que  está  permitida  la 
sustitución  de  unas  por  otras,  siempre  que  se  encuentren  en  completa 
igualdad  de  circunstancias.  * 

§ 490.  La  misma  perfecta  identidad  se  exige  en  el  caso 
de  que  el  buque  que  las  conduce  vuelva  á entrar 
con  ellas  en  el  puerto  de  donde  salió,  si  algún  accidente  inevitable, 
como  un  bloqueo,  el  temor  fundado  de  una  captura  ú otro  análogo 
hubieran  impedido  su  desembarco.  ** 

§ 491.  Jamás  puede  admitirse  como  excusa  para  recibir  á 

Insuílcien-  ü 1 

da  de  las  bordo  otras  mercancías  que  las  cubiertas  por  la  licencia 
eí!t  ufar1'*  especial,  la  violencia  real  ó aparente  empleada  para  ello 

por  el  gobierno  hostil  y el  pretesto  de  haberlas  recibido 
únicamente  para  evitar  la  captura.  Porque  si  estas  aserciones  fuesen 
admitidas,  se  daria  lugar  á muy  grandes  abusos,  visto  lo  difícil  que 
es,  sino  imposible,  contrastar  sus  grados  de  certeza.  *** 

§492.  Teniendo  que  atenerse  en  todos  los  casos  y lugares, 
por  regla  general,  á los  términos  en  que  está  redactada  la 
licencia  de  tráfico,  claro  y evidente  es,  que  las  concedidas 
para  la  importación  no  pueden  usarse  para  la  reexporta- 
ción. 

La  expedida  para  importar  con  objeto  de  exportar,  sujetándose  á 
tomar  el  cargamento  en  los  depósitos  del  gobierno  como  gaje  para 
la  reexportación  debe  cumplirse  con  igual  exactitud,  y no  cubre  las 
importaciones  para  la  venta.  **** 

curso  dei  § ^93.  Menester  es  también  cumplir  exactamente  con  las 
viajc-  condiciones  impuestas  en  todo  lo  que  se  refiere  al  curso 
y rumbo  del  viaje.  Si  se  establece  nescalas  en  uno  ó mas  puntos,  con 
tal  ó cual  objeto,  deberán  hacerse,  so  pena  de  anular  los  efectos  de  la 


Porque  la 
importación 
no  protege 
la  reexpor- 
tación. 


* Halleck,  Inl.  iaw , ch.  28,  § 17;  Duer,  On  insurance , vol.  I,  p.  607:  Wildman, 
Int.  foto,  vol.  II,  p.  258. 

^ nl‘  1 aw ’ c^‘  § I®»  Duer,  On  insurance,  vol.  I,  p.  607. 

***  Halleck,  Int.  Iaw,  ch.28,  § 19;  Duer,  On  insurance,  vol.  I,  p.  608;  Wildman, 
Inl-  ¡aw,  vol.  II,  p.  256. 

****  Halleck,  Int.  teto,  ch.  28,  § 20;  Wildman,  Int.  Iaw,  vol.  II,  p.  257. 
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Destino 

ulterior. 


licencia;  como  sucedería  también,  si  el  buque  toca  en  parajes  que 
no  le  han  sido  señalados ; á menos,  en  todos  los  casos,  que  una  fuerza 
mayor,  completamente  justilicada,  no  lo  haya  impedido.  * 

§ 494.  En  corroboración  de  lo  que  acabamos  de  decir, 

. , , . _ , 1 ; Cambio  de 

puede  citarse  el  hecho  de  un  buque  y cargamento  enemigos,  Satina/0 

pertenecientes  á un  mismo  dueño,  que  autorizados  para 
dirigirse  á otro  puerto  fueron  apresados  con  rumbo  á Lcith.  El 
carácter  nacional  prevaleció  en  este  caso,  porque  el  primero  no  llenaba 
las  condiciones  marcadas  en  la  licencia  bajo  cuya  protección  nave- 
gaba, y la  propiedad  convertida  en  hostil  se  halló  sujeta  á la  regla 
común  de  la  confiscación.  ** 

§495.  El  intento  de  un  buque  de  dirigirse  ulteriormente  á 

...  , . , ...  Destino 

otro  puerto  distinto  del  que  le  esta  permitido,  no  la  inva-  ulterior, 
lida  en  tanto  que  aquel  no  se  pone  en  práctica  ; pero  si  es  capturado 
después  de  cumplirle,  será  nula  y sin  efecto.  *** 

§ 496.  Si  se  expresa  que  el  buque  se  detendrá  en  un 

° . * * Condición 

puerto  particular  para  convoy,  considerase  esta  prescrip-  para  solicitar 
como  fundamental  y su  cumplimiento  es,  por  tanto, 
indeclinable. 

Esta  clase  de  condiciones  se  apoya  en  la  necesidad  que  puede  haber 
de  que  sea  vigilado  en  todo  su  viaje,  ó en  una  parte.  Si  la  autoridad 
á quien  ha  de  presentarse  en  demanda  de  convoy,  ordenase  un  des- 
vio del  rumbo  marcado,  no  la  invalidará,  porque  se  considera  como 
un  efecto  de  fuerza  mayor,  y en  su  consecuencia  adquiere  la  cate- 
goría délos  accidentes  inevitables,  que  le  conservan,  aunque  se  separe 
de  lo  dispuesto,  el  carácter  nacional  resultante  de  la  licencia.  ****' 

§ 497.  Si  un  buque  fuese  capturado  en  el  camino  de  un  f ura 
puerto  intermedio,  no  inscripto  en  la  licencia,  la  sospecha  iin^| 
natural,  lógica  y aplicable  de  la  ley,  es  que  se  dirigía  allí  dcsno- 
con  empeño  manifiesto  de  violar  sus  prescripciones  ; pero  si  lo  fuera 
después  de  salir  de  él  sin  que  su  cargamento  haya  sufrido  la  mas  insi- 
gnificante variación  es  de  presumir  que  no  ha  existido  ya  mala 
fieles.  ***** 

§ 498.  Hay  que  hacer  una  distinción  material  en  la  in-  Lín)jt0  de  la 
terpretacion  del  tiempo  limitado  en  la  licencia. 

* Halleck,  hit.  law,  ch.  28,  § 21;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  260;  Duer, 
On  insurance,  vol.  I,  pp.  6J2-614. 

**  Halleck,  Int.  law,  ch.  28,  § 22;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  260. 

***  Halleck,  Int.  law,  ch.  28,  § 23;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  263. 

****  Halleck,  Int.  law,  ch.  28,  § 24;  Wildman,  Inl.  law , vol.  II,  p.  264. 

Halleck,  Int.  law  ch.  28,  § 25;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  262. 
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§ 502 


Si  se  trata  de  una  exportación  sus  fechas  deben  cumplirse  estric- 
tamente, pero  no  es  lo  mismo  en  el  caso  de  una  importación.  Si  el 
j,uque  que  debe  hacerla  ha  sufrido  mal  tiempo,  entorpecimientos  por 
parte  del  gobierno  hostil  ú otros  hechos  que  no  ha  estado  en  su  al- 
cance remediar,  no  pierde  los  derechos  á su  protección,  pero  no 
podrá  invocarla  si  por  su  libre  albedrío,  mntu  propio , no  cumple 
con  los  plazos  ni  arcados  en  ella. 

S 499.  Estos  documentos  no  tienen  efecto  retroactivo: 
no  (¡ene  de  nada  servirá,  pues,  que  un  buque  apresado  a la  expi- 
t reactivo,  ración  del  que  había  obtenido,  presente  posteriormente 

otro  con  fecha  anterior  á la  de  su  captura.  Esta  será  valida,  y surtirá 
los  efectos  prescriptos  por  la  ley.  ** 

S 500.  Si  la  licencia  no  se  halla  á bordo  será  ineficaz. 

Si  no  esta  J 

á bordeó  s¡  aunque  después  la  endose  su  cargador.  Y perderá  también 
endosada.  su  fuerza  si  siendo  general  en  sus  términos  no  estuviese 
especialmente  endosada  al  buque  de  que  se  trate,  ó sin  una  eviden- 
cia innegable  de  que  tal  era  la  intención  de  las  partes  interesadas. 

Estas  reglas  son  á todas  luces  indispensables  para  impedir  su  mala 
aplicación.  *** 

. . § 501.  En  lo  relativo  á la  alteración  de  su  texto  ó fecha, 

LtOC'OS  ClG 

ia  alteración  estas  concesiones  se  hallan  sujetas  á las  mismas  reglas  que 
todas  las  que  emanan  del  poder  supremo.  Tendremos,  pues,  que 
cualquiera  cambio  que  sufran  por  parte  de  su  poseedor  es  fraudu- 
lento, prima  facie , y como  tal,  las  invalida.  Empero,  si  se  aclarase  el 
hecho  convenientemente  volverían  á adquirir  toda  su  fuerza  y vi- 
gor. **** 


sí  forzara  § 502.  Como  fácilmente  se  comprende  una  licencia  para 
un  bloqueo,  comerciar  con  un  puerto  enemigo,  no  da  derecho  á forzar 
un  bloqueo,  ni  concede  "el  de  traficar  en  contrabando  de  guerra  y 
oponerse  á las  visitas  y registros  establecidos.  En  una  palabra,  su  pro- 
tección no  va  nunca  mas  allá  del  objeto  ó fin  para  que  se  lia  expe- 
dido. ***** 


Halleck,  Ini.  law,  ch.  28,  § 26;  Duer,  On  insurance,  vol.  I,  pp.  614-616. 

**  Halleck.  Int.  law,  ch.  28,  § 27;  Duer,  On  insurance,  vol.  I,  pp.  618,  619; 
Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  265. 

***  Halleck,  Ini.  law,  ch.  28,  § 28  ; Duer,  On  insurance,  vol.  I,  p.  62;  Wildman, 
Int.  law,  vol.  II,  p.  260. 

Halleck,  Int.  law,  ch.  28,  § 29;  Duer,  On  insurance,  vol.  I,  p.  618;  Wild- 
man,  Int.  law,  vol.  II,  p.  266. 

*****  Halleck,  Int.  law,  ch.  28,  § 30;  Wildman,  Int.  law , vol.  II,  pw262. 
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COMUNICACION  PACÍFICA  DE  LOS  BELIGERANTES 


8 503.  La  civilización,  que  es  el  bálsamo  que  mitiga  las 

. 1 ° Objeto  y ca- 

calamiclades  humanas,  ha  introducido  en  las  naciones  cul-  rácter  doi 

commcrcLt 

tas  una  costumbre  denominada  técnicamente  commercia  bdlL 
belli,  y que  se  reduce,  en  la  práctica,  á facilitar  la  comunicación  cu- 
tre dos  naciones  beligerantes,  sin  alterar  la  índole  ni  el  objeto  de  la 
guerra  por  ellas  empeñada.  De  este  modo  se  abre  una  via  que  condu- 
ce á un  arreglo  primero,  y á la  paz  posteriormente,  y es  evidente 
que  si  los  Estados  neutros  se  desentendiesen  por  completo  de  las  lu- 
chas de  otros,  no  se  acabarían  mientras  quedase  en  pié  uno  solo  de 
los  combatientes.  El  commercia  belli  atenúa,  pues,  los  horrores  de  la 


guerra. 

La  buena  fe  entre  los  enemigos  es  un  axioma  reconocido  por  todos 
ios  autores,  incluyendo  en  este  número  al  mismo  Bynkershoek,  cuyas 
ideas  sobre  la  guerra  son  desconsoladoras  hasta  no  mas,  y cumplida- 
mente rechazadas  por  la  cultura  humanitaria  de  nuestra  época. 

Vattel  dice,  que  siendo  la  fé  de  las  promesas  y de  los  tratados  in- 
dispensable para  la  seguridad  de  las  naciones,  seria  injusto  y grosero 
no  conservarla  con  respecto  á un  enemigo,  que  por  serlo  no  pierde 
sus  derechos  de  hombre. 

Grotius  ha  consagrado  un  capítulo  entero  al  mismo  objeto,  demos- 
trando la  necesidad  de  su  conservación.  * 


* Bynkershoek,  Quwst.  jar.  pub.,  lib.  1,  cap.  1;  Valtel,  Droit  ¿es  gens,  éditioa 
Guillaumin,  annolée  par  Pradier-Foderó,  liv.  3,  ch.  10,  § 174;  Glotitis,  Droit  de  la 
(juerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  nunotée  par  Pradier-Foderó,  liv.  3,  olí.  ¿1  ; 
AVhcaLon,  Elém . droit  int .,  pie.  4,  ch.  2,  § 1S;  Halleck,  hit.  law,  ch.  27,  § 1 ; 
Phillimore,  ün  hit.  law,  vo'.  III,  §§  97  et  scq.;  Ruthcrforlh,  Instantes,  b.  2, 
ch.  !},  § 22;  Puílcndorf,  De  jur.  nat.  el  geni.,  lib.  8,  cap.  7,  § 2;  Tíell'tor,  Droit 
tul.,  $ til;  Uobinson,  Adinirulty  reports,  vo!.  II,  p.  139. 
t.  n — 0 
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S S05 

§ 504.  Se  señala  con  el  nombre  de  suspensión  de  armas 
¡¡o  anuas,  ]a  cesación  de  hostilidades  por  un  espacio  de  tiempo  no 
TiSs"‘  muy  lato,  en  un  sitio  determinado  y para  un  objeto  tem- 
poral, tal  como  el  recibo  de  un  parlamentario  ó para  retirar  los 
heridos  y proceder  al  entierro  de  los  muertos  después  de  una  batalla. 
Esta  dase  de  convenios  pueden  llevarse  á cabo  por  los  jefes  respecti- 
vos de  las  tropas  y hasta  por  oíiciales  que  manden  uno  ó mas  desta- 
ca mi  en  tos,  pero  en  todos  los  casos  el  cumplimiento  de  sus  estipulacio- 
nes no  es  obligatorio  mas  que  para  las  fuerzas  que  están  bajo  la  au- 
toridad de  los  contrantes  y no  puede  hacerse  extensivo  al  grueso  del 
ejército. 

.Si  la  suspensión  de  hostilidades  debe  ser  mas  duradera  ó tiene  un 
objeto  mas  general  recibe  el  nombre  de  tregua  ó armisticio.  Estas 
son  parciales  ó generales:  las  primeras  se  limitan  á parajes  mar- 
cados ó a tropas  determinadas,  y las  segundas  se  extienden  á todas 
las  partes  y á las  fuerzas  en  masa  de  los  beligerantes;  sin  afectar  en 
nada  ni  para  nada  la  causa  que  motivó  la  lucha.  En  algunas  oca- 
siones se  han  llamado  paz  temporaria,  y en  estos  casos,  dice  Ruthcn- 
foríh,  « se  usa  la  palabra  paz  en  oposición  únicamente  á actos  de 
guerra,  y no  a un  estado  de  guerra.  » 

§ 505.  La  suspensión  general  de  hostilidades  no  puede 
hacerse  mas  que  por  el  soberano  de  un  Estado,  directa- 
mente ó por  medio  de  un  representante  nombrado  ad  hoc.  Ya  he- 
mos dicho  que  las  parciales  pueden  ser  contratadas  por  los  jefes  ú 
oíiciales  de  las  respectivas  fuerzas  terrestres  ó marítimas  : si  estos 
estipulasen  con  ventajas  para  el  enemigo , incurrirán  en  una  grave 
responsabilidad  para  con  su  país,  pero  su  falta  no  aparejará  la  inva- 
lidez ele  las  cláusulas  íirmadas. 

precedente  Un  ^1CC^10  acaecido  en  la  guerra  de  los  Estados-Unidos 
ocumdo  con  Méjico  puede  servir  de  pauta  para  la  resolución  de 

california.  estas  cuestiones.  Por  la  convención  de  29  de  febrero  de 

1848,  ratificada  por  el  general  Butler  en  5 de  marzo  del  mismo  año, 
y publicada  al  dia  siguiente  en  la  órden  general,  se  estipuló  que  las 
autoridades  mejicanas  de  todas  clases  y condiciones  serian  reinstala- 
das en  sus  destinos  respectivos  : los  términos  de  estos  documentos 
eran  generales,  y por  tanto,  no  excluían  lugar  alguno  comprendido 
en  el  territorio  de  aquella  república.  Pero  la  California,  aunque  for- 
maba parte  de  él,  había  sido  organizada  militarmente  y exenta  de  la 
autoridad  del  general  que  mandaba  en  Méjico.  Su  primitivo  goberna- 
dor, apoyándose  en  el  texto  de  dicha  convención,  quiso  que  le  reco- 
82 


Autoridad 
liara  hacerlo. 


CAP.  VIII J 


DE  LOS  BELIGERANTES 


§ 308 


nociese  su  antiguo  carácter  y le  reinstalase  en  su  puesto,  el  general 
americano  que  á la  sazón  le  desempeñaba  ; pero  este  no  tan  solo  se 
negó  á acceder  á tal  demanda,  sino  que  expidió  algunas  órdenes  muv 
severas -para  evitar  que  el  pretendiente  llevase  á cabo  sus  designios. 
Porque  el  general  Butler  se  liabia  excedido  en  sus  poderes,  y la  con- 
vención que  llevaba  su  firma  era  nula  con  respecto  á la  California. 

S 506.  Los  individuos  de  una  nación  no  están  ligados  á * 

■ . ° y Actos  de  in- 

lo  pactado  en  una  tregua,  mientras  ignoren  su  existencia,  i-dividuosque 

„ • i j n i , . ignoran  su 

Por  eso,  si  alguno  de  ellos  da  muerte  a un  enemigo  o con-  n existencia, 
fisca  sus  bienes  y propiedades,  después  de  liecha,  no  es  responsable 
personalmente,  si  prueba  que  no  liabia  llegado  á su  conocimiento. 
Para  evitar  estos  inconvenientes  se  suele  estipular  que  empezará  á rc- 
jir,  según  la  distancia  y los  medios  de  comunicación  que  existen  para 
los  diversos  puntos  á que  alcanzan  sus  prescripciones. 

En  el  caso  de  que  se  hagan  prisioneros  ó capturen  presas,  con 
posterioridad  á su  ajuste,  sin  mala  fé  reconocida,  el  soberano  deberá 
poner  en  libertad  á los  unos  y devolver  las  otras  ; pero  si  estos  actos 
se  cumpliesen  con  pleno  conocimiento  de  causa,  se  castigará  á sus 
fautores  y se  atenderá  en  justicia  á las  quejas  que  con  tal  razón  se 
promuevan. 

§ 507.  En  el  trascurso  de  una  que  sea  general,  los  beli-  _ 
gerantes  tienen  derecho  á hacer  lo  que  hubieran  podido 
realizar  si  la  guerra  continuase;  por  ejemplo,  construir  y tregua, 
reparar  fortificaciones,  botar  buques  y armarlos,  levantar  y disciplinar 
tropas,  fundir  cañones, fabricar  armas  y recibir  víveres  y municiones. 
No  está  permitido  aprovecharla  para  ejecutar  obras,  movimientos  de 
tropas  ó renuevos  de  provisiones,  que  el  enemigo  habría  podido  im- 
pedir. La  admisión  de  desertores  en  los  campos  respectivos,  se  con- 
sidera como  un  acto  hostil,  siendo,  por  consiguiente,  una  violación 
de  las  estipulaciones  hechas. 

§508.  En  las  ajustadas  para  un  objeto  dado  ó especial, 
lá  parte  que  traspasase  sus  limites  daría  motivo  á la  con-  condicionales 

1 .y  especiales. 

trama  para  romper  nuevamente  desde  aquel  momento  Jas 
hostilidades  sin  atenerse  á lo  convenido,  puesto  que  la  falta  de  cumpli- 
miento á lo  pactado  manifiesta  implícitamente  la  ruptura  del  con- 
venio. 

Para  evitar  toda  clase  de  interpretaciones  en  el  cumplí-  Su ticlon.'0' 
miento  de  las  convenciones  militares,  deben  redactarse  con 
suma  claridad  y precisión,  pues,  la  mas  pequeña  ambigüedad  puedo 
ocasionar  hasta  la  ineficacia  de  lo  contratado.  Si  las  estipulaciones  no 
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son  terminantes  surgirán  discusiones  que  harán  muy  difícil  su  aplica- 
ción: así  vernos,  por  ejemplo,  que  una  tregua  que  se  dice  que  ha  de 
durar  desde  el  dia  Io  de  enero  al  Io  de  febrero,  los  autores  mas  sa- 
bios y profundos  divergen  de  opinión  sobre  si  se  ha  de  incluir  ó no 
la  primera  fecha  y excluirse  la  segunda  y viee-versa.  Ruthcnforth  no 
halla  razón  para  que  ninguno  de  los  dos  dias  se  incluya  ó se  excluya, 
líeineccius,  Vattel  y Puffendorf  opinan  que  deben  contarse  ambos. 

Los  comisarios  ingleses  en  su  informe  de  1831  sobre  la  práctica  de 
sus  tribunales  en  aquella  época,  se  deciden  porque  se  excluya  el  dia 
primero  y se  incluya  el  último. 

Lo  mejor,  pues,  para  evitar  estas  cuestiones,  es  que  se  redacten 
con  la  mayor  claridad,  y que  á las  fechas  se  añadan  las  horas  en 
que  deben  empezar  y concluir.  * 

§ 509.  Si  se  fija  plazo  para  la  terminación  de  una  tre- 


Uenuovo 
«lo  las  hosti- 
lidades. 


gua,  no  se  necesitará  declaración  previa  para  comenzar  de 
nuevo  las  hostilidades.  En  el  caso  contrario,  esto  es,  si 


fuese  indeterminada,  la  buena  fe  y la  sana  lógica  exigen  que  se  anun- 


cie anticipadamente  su  renovación. 

Una  tregua  no  se  considera  rota  por  actos  personales,  si  en  ellos 
no  se  descubre,  y en  caso  necesario  se  prueba,  la  intención  de  ofen- 
der de  las  autoridades  ó del  soberano  de  la  parte  contraria,  ó si  este 
ó aquellas  no  castigan,  como  es  debido,  á los  ofensores.  ** 


* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodéré,  liv,  3, 
ch.  16,  §§  233-251;  Whealon,  Elcm.  droitint.,  pte.  4,  ch.  2,  §§  19-22;  Grotius,  Droit 
de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  21,  §§  1,  5-10;  ch.  22,  § 8;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin, 
annotée  par  Ch.  Vcrgé,  §§  290,  293,  294;  Halleck,  Int  lato , ch.  27,  §§  3-8;  Kent, 
Com.  on  am.  law,  vol.  I,  pp.  159-168;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  111,  §§  116- 

118;  Ruthcrforlh,  Instílales , b.  2,  ch.  9,  §§  21,  22;  ;Bello,  Derecho  int.,  pte.  2, 
cap.  9,  §§  2,  3;  Riquclme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  lít.  1,  cap.  13;  PulTendorl, 
De  jur.  nal.  el  geni.,  lib.  8,  cap.  7,  §§  8-10,  15;  Burlamaqui,  Droit  de  la  na'ure 
el  des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  10-12;  Klüber,  Droit  des  gens  mod .,  §§  277,  278; 
Pinheiro-Ferrcira,  Notes  sur  Vattel,  % 245,  p.  451;  Martens,  Recudí,  vol.  IV,  p. 
571:  vol.  VII,  pp.  172,  174,  177,  303,  395,  401  ; Martens,  Nouveau  Recueil,  vol.  I, 
p.  482;  Ilcirtcr,  Droitint.,  §§  142,  143;Garden,  De  diplomado,  liv.  5,  §16;  Wildman, 
Int.  lato.  vol.  I,  pp.  27,  28;  Real,  Science  da  gouvernenicnt,  yol.  V,  ch.  3,  sect. 
2;  Buller,  General  orders,  ir  18,  March.  6 th.  1848 


**  \ attcl,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  16,  § 260;  Martens,  Prccis  da  droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par 
< h.  Vergó,  § 293;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumin, 
annotée  par  Pradier-Fodéré,  liv.  3,  ch.  21,  §§  10-13;  Whealon,  Elém.  droit  int. 
pte.  4,  ch.  2,  § 23;  Halleck,  Int.  law,  ch.  27,  § 9;  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p. 
Bjl;  Rutherforth,  Instituios,  b.  2,  ch.  9,  § 22;  Phillimore,  Onint.  law , vol.  lü, 
§§  119,  121 ; Wheaton,  Ilist.  des  prog.  du  droit  des  gens,  vol.  I,  pp.  17  et  seq.  ; 
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§ 510.  Se  entiende  por  capitulaciones  los  arreglos  cele- 
brados  por  un  oficial  en  jefe  para  la  rendición  de  las  ciónos'.18 
fuerzas  de  su  mando,  ó por  el  gobernador  de  una  ciudad,  de  una 
fortaleza  ó de  un  distrito  para  pasarlas  á poder  del  enemigo.  En  este 
género  de  convenios  se  cxtipulan  generalmente  garantías  para  la  se- 
guridad y el  respeto  de  los  habitantes  de  la  plaza  ó ciudad  entregada 
y del  ejército  rendido,  del  mismo  modo  que  la  tolerancia  de  la  reli- 
gión, de  los  usos  y costumbres,  etc.  etc.,  de  unos  y de  otros.  La  au- 
toridad para  capitular  es  inherente  al  destino  del  general  ó del  almi- 
rante que  la  estipula,  y si  este  comete  alguna  falta,  no  invalidará, 
del  mismo  modo  que  en  las  treguas,  el  pacto  consumado. 

En  las  capitulaciones  se  suelen  insertar  condiciones  especiales,  tales 
como  el  que  las  tropas  salgan  de  una  plaza  con  los  honores  ele  guerra, 
esto  es,  con  bandera  desplegada  y toques  de  corneta. 

Si  se  conviniese  en  alguna  cosa  cuya  concesión  no  estuviese  en  las 
atribuciones  de  la  autoridad  que  la  lia  hecho,  como  por  ejemplo,  la 
obligación  de  que  las  fuerzas  que  se  rinden  no  volverán  á tomar  las 
armas  contra  el  mismo  enemigo  ó la  entrega  de  una  plaza  en  calidad 
de  conquista,  el  pacto  celebrado  seria  nulo.  * 

§ olí.  Los  convenios  hechos  por  un  número  mas  ó me-  pn-mosas  ¡n- 

, , ¿¡viduales. 

nos  crecido  de  individuos  que  caen  en  poder  de  un  ene- 
migo, deben  ser  respetados  por  ellos  y por  su  soberano  con  la  misma 
escrupulosidad  que  los  concluidos  con  las  mayores  solemnidades.  Si 
un  prisionero  es  puesto  en  libertad  bajo  palabra  de  que  no  tomará 


Kliiber,  Droit  des  gens  mod . , § 277;  Bello,  Derecho  hit.,  pie.  2,  cap.  9,  § 2; 
Heffter,  Droit.  int.,  § 142;  Pulfendorf,  De  jure  nat.  elgent.  lib.  8,  cap.  7,  §§  0-8; 
Burlamaqui,  Droit  de  la  naiure  el  des  gens,  vol.  V,  pie.  4,  ch,  11;  AVildman,  Int. 
law,  vol.  I,  p.  28. 

* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodcré,  liv.  3; 
ch.  16,  §§  261-263;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch  2,  § 21;  Grotius,  Droit 
de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodcré,  liv.  3, 
ch.  22,  §§  6-8;  Halleck,  Int.  law,  ch.  27,  § 10;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens, 
édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  §§  291,  295;  Kliiber,  Droit  des  gens 
mod.t  § 276;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  9,  § 3;  Riquelme,  Derecho  púb. 
int.,  lib.  1,  tít.  1,  cap.  13;  Heffter,  Droit  int.,  § 142;  Burlamaqui,  Droit  de  la 
naiure  et  des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  12;  Flassan,  Hisl.  de  la  dip.  franjaise, 
vol.  VI,  pp.  97-107;  Martens,  Hecucil,  vol.  VI,  p.  450;  vol.  VII,  pp.  299,  335,  380, 
416,  4G6;  S upplémcnt,  vol.  II,  pp  4G8,  470,  500,  502,  509;  Rutherfortli,  Inslitutes, 
1).  2,  ch.  9,  § 21  ; Phillimore,  On  int.  law , vol.  III,  § 122;  Wildman,  Int.  law, 
vol.  II,  p.  27;  Animal  regisler , vol.  I,  pp.  209-213,  228-234;  vol.  XLII,  pp.  223, 
233;  State  papers,  vol.  XLIII,  pp.  28-34;  J.  Fr.  Ludovici,  De  capilulationibus > 
Huí.  1707;  Moser,  Versuch,  vol.  IX,  pte.  2,  p.  155;  Ompleda,  Litteratur,  § 315; 
Kamptz,  Lili.,  § 300. 
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de  nuevo  parte  en  la  contienda,  el  Estado  á que  pertenece  no  puede 

obligarle  á que  deje  de  cumplir  su  promesa. 

Los  soldados  que  son  hechos  prisioneros  bajo  la  jurisdicción  inme- 
diata de  sus  jetes,  no  pueden  solicitar  que  se  les  ponga  en  libertad 
hasta  que  aquellos  se  ocupen  de  su  canje  : si  el  enemigo  en  cuyo 
poder  se  halla  Ies  trata  con  ferocidad  y adquieren  su  libertad  por 
medio  del  rescate  ú otro  análogo  y al  conseguirla  se  comprometen  á 
guardar  la  neutralidad,  las  autoridades  de  su  país,  si  á él  regresan, 
deberán  respetar  los  convenios  hechos  individualmente.* 

§ 512.  Las  diferencias  que  existen  entre  los  pasaportes 

Pasaportes  o , 1 ir 

saivo-con-  y los  salvo-conductos  son  muy  netas  : estos,  que  se  expi- 
den en  tiempo  de  guerra,  se  concretan  á efectos  y lugares 
determinados  y son  transferibles,  al  paso  que  aquellos  no  pueden 
traspasarse  y se  refieren  solo  á la  persona  del  portador,  á su  servidum- 
bre y bagajes,  á menos  que  no  haya  objeción  personal  en  contra. 

Si  el  tenedor  de  un  pasaporte  permaneciese  en  país  enemigo  mas 
tiempo  del  señalado  en  dicho  documento,  por  causa  de  enfermedad, 
se  le  considerará  siempre  como  súbdito  de  aquel  á que  pertenece  y en 
su  dia  se  le  proveerá  de  uno  nuevo  ó se  le  refrendará  el  que  tuviere; 
pero  si  su  detención  reconociese  por  causa  la  conclusión  de  un  negocio 
ú otra  equivalente  estará  sujeto  á las  leyes  ordinarias  de  la  guerra. 

El  salvo-conducto,  como  liemos  dicho,  puede  transferirse,  pues,  se 
refiere  á géneros  ó efectos  de  tal  ó cual  naturaleza  cuya  remoción 
exige  la  presencia  de  aquellos;  pero  la  delegada  por  su  dueño,  á este 
fin,  puede  ser  repudiada  y en  este  caso  seria  nulo  en  su  poder. 

Los  pasaportes  y los  salvo-conductos  son  de  dos  clases ; limitados 
los  unos  á sitios  y efectos  determinados,  y generales  los  otros,  ó sea, 
útiles  para  todos  objetos  y lugares.  Estos  no  pueden  concederse  mas 
que  por  la  autoridad  suprema  ó sus  delegados  al  efecto : los  primeros 
corresponden  al  jefe  de  tierra  ó de  mar  para  cuya  circunscripción  han 
sido  concedidos. 


cuando  yco-  §^13.  Estos  documentos  se  pueden  anular  por  la  misma 
m°iXT'  autoridad  que  les  concedió,  en  virtud  del  principio,  reco- 
nocido por  todas  las  naciones,  de  que  los  privilegios  pue- 


V attcl,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  16,  § 264;  Grotius,  Droit  de  laguerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  23;  Halleck,  Int.  law,  ch.  27,  § 11;  Pinheiro-Fer- 
teiia,  Notes  sur  Vattel,  § 264,  p.  453;  Itiquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  1, 
cap.  13;  Puffendorf,.  De  jur.  nal.  et  gent.,  lib.  8,  cap.  7,  § 16;  Burlamaqui, 
Orotí  de  la  nat.  et  des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  13. 
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§ m 


Como  se  cas- 
tiga su  vio- 
lación. 


den  revocarse  cuando  se  tornan  en  perjuicio  del  Estado  que  les  lia 
concedido.  Una  autoridad  superior  puede,  por  la  misma  razón,  in- 
validar un  documento  concedido  por  un  inferior. 

No  deberán  expedirse  pasaportes  ni  salvo-conductos  para  atraer 
personas  ú efectos,  con  objeto  de  confiscarlas  después  por  medio  de 
una  revocación;  porque  obrar  así  seria  una  perfidia  contraria  á las 
leyes. 

§ 514.  La  violación  de  la  buena  féy  del  espíritu  de  estos 
documentos  arrastra  en  pos  de  sí  el  condigno  castigo.  Si 
se  comete  por  parte  de  las  autoridades  ó agentes  extranje- 
ros, su  portador  será  indemnizado  ámpliamente  por  todas  las  conse- 
cuencias que  se  desprendiesen  de  la  violación,  y si  fuese  él  quien  la 
hiciere  seria  castigado  con  aft’reglo  á las  leyes  de  su  país. 

El  congreso  de  los  Estados-Unidos,  en  1790,  decidió,  que 
si  alguna  persona  viola  algún  salvo-conducto  ó pasaporte, 
debidamente  obtenido  y expedido  por  una  autoridad  norte- 
americana, incurrirá  en  la  pena  de  prisión  que  no  exce- 
derá de  3 años  y será  multada  á discreción  de  la  corte  que  entienda 
en  el  asunto. 

Si  un  soldado  ú oficial  subalterno  violase  un  pasaporte  ó salvo- 
conducto será  castigado,  con  sujeción  á la  ley  militar,  por  un  consejo 
de  guerra.  * 

§ 515.  Cuando  un  general  ú otro  oficial  con  mando  Los  salva- 
quiere  proteger  personas  ó bienes  que  por  una  circunstan-  euJaIll,í’ 
cia  cualesquiera  son  acreedores  á ello,  expide  una  orden  de  protección 
especial  que  se  llama  salva-guardias.  Estos  documentos  se  refieren, 
en  general,  á las  iglesias,  archivos,  bibliotecas,  y otros  monumentos 
y á las  propiedades  de  amigos,  neutrales,  y aun  de  enemigos  que  tie- 


1790 . 

Decisión  del 
congreso  de 
los  Estados- 
Unidos, 


* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  17,  §§  265-277 ; Grotius,  Droit  de  la  guerrc  et  de  la  paix , édition  Guillaumin, 
annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  21,  §§  14-22;  AVheaton,  Elém.  clroil  inl., 
pte.  2,  § 25;  Halleck,  Inl.  lato,  ch.  27,  §§  12-14;  Kent,  Com.  on  am.  lato,  vol.  I, 
pp.  162,  163;  Rutherforth,  Inslitules,  b.  2,  ch.  9,  § 22;  Phillimore,  On  inl  lato, 
vol.  III,  p.  101;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  9,  § 4;  PufTendorf,  De  jure  nat. 
el  geni.,  lib.  8,  cap.  7,  § 13;  Martens,  Précis  da  droit  des  gens,  édition  Guillau- 
min, annotée  par  Ch.  Vergé,  § 294;  Kliiber,  Droit  des  gens  mod.,  § 275;  Heflter, 
Droit  inl.,  § 142;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nal.  et  des  gens , vol.  V,  pte-  4,  ch.  11; 
G arden,  De  diplomalie , liv.  6,  § 16;  Rayneval,  Inst.  da  droit  nal.  liv.  3,  ch.  9; 
Real,  Science  du  gouvcrncment,  vol.  V,  ch.  3,  sec.  4;  Wildman,  Int.  lato,  vol.  Ií, 
pp.  28,  29;  Ompteda,  Lilteratur,  vol.  II,  pp.  649,  et  seq.;  Moscr,  Versnch,  b.  10, 
p.  452;  U.  S.  stalutes  at  largo,  vol.  1,  p.  118;  Brightly,  Digcsl  of  latos  jf  the  U. 
S.,  p.  72  ; Dunlop,  Digcsl  of  laws  of  the  U.  S.,  p.  41. 
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mn  derecho  á esla  protección ; y son  muy  útiles,  en  el  asalto  de  una 
plaza  ó después  de  una  batalla,  para  hacer  menos  perjudicial  la  exalta- 
ción de  la  soldadesca. 

El  art.  oo  de  las  reglas  de  la  guerra  de  los  Estados- 
itf-fcdeia  Unidos,  aprobadas  en  10  de  abril  de  1800,  dispone  que 
ios  Estados-  ((  cualquiera  persona,  perteneciente  a sus  ejércitos,  em- 
pleada en  el  extranjero  que  fuerce  un  salva-guardias, 
sufrirá  la  pena  de  muerte.  » 

Siendo  el  salva-guardias  una  especie  particular  de  pasaporte  6 
salvo-conducto,  debe  estar  sujeto  á las  mismas  reglas  que  estos  para 
la  interpretación  de  sus  derechos  y preeminencias.  * 


Buques  de  § 516.  Con  el  nombre  de  buque  de  cartel  se  señala  al 
que  está  comisionado  para  el  cange  de  prisioneros  ó para 
la  conducción  de  proposiciones,  navegando  con  bandera  de  tregua. 
En  este  caso  tanto  él  como  su  tripulación  se  consideran  neutrales; 
pero  es  menester  también  para  esto  que  no  conduzca  á su  bordo 
mercancías,  municiones,  ni  mas  armas  que  un  cañón  para  hacer  las 
señales. 


Para  evitar  desconfianzas,  habrán  de  atenerse  extrictamente  á las 
reglas  proscriptas  para  el  caso,  y la  parte  contraria  que  los  recibe  no 
debe  vigilarles  con  exceso. 

Aunque  un  oficial  subalterno  puede  expedirles  en  casos  dados  aten- 
diendo al  objeto  de  su  misión,  se  le  considera  siempre  como  enviado 
por  la  autoridad  suprema  de  un  Estado. 

Caso  ocurrí-  Para  corroborar  esto,  tenemos  un  ejemplo  en  un  cartel 
buque  iVitl-  enviado  por  el  jefe  de  las  fuerzas  británicas  en  Amboyqa, 
á bordo  de  un  buque  holandés,  que  fue  considerado  por 
sir  William  Scott,  exento  de  captura  y de  condena. 

Sus  derechos  § 517.  Los  tribunales  de  presas  han  discutido  ámplia  y 

y ciclaros  , t , 

contradictoriamente  acerca  de  las  inmunidades  y deberes 
inherentes  á los  buques  de  cartel. 


* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
cli.  17,  §§  2G5  et  seq.;  Grotius,  Droit  de  ¿a  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin, 
annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  2Í,  §§  14  et  seq.;  Martens,  Précis  du  droit 
des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé.  §§  292,  294  ; Wheaton,  Elém. 
droit  int.,  pte.  4,  ch.  2,  § 25  ; Halleck,  Int  law , ch.  17,  § 15  ; Garden,  De  diplo- 
nialie,  liv.  6,  § 10;  Kliiber,  Droit  des  gens  mod.  § 275;  Heffter,  Droit  int.,  §142; 
Phillimore,  On  int.  lato,  vol..  II,  pp.  28,  29;  Rayneval,  Inst.  du  droit  nat.,  liv. 
3.  ch.  9;  Real,  Science  du  gouvernement,  vol.  V,  ch.  3,  sec.  4;  U.  S.  statutes  at 
™/jC’  vo1-  ñ,  p.  366;  U.  S.  army  regulalions  of  1857,  §§  769-773;  Brightly, 
Oigcsts  of  lenes  of  V.  S.,  p.  78;  Dunlop,  Digest  of  latos  of  U.  S.,  p.  381. 
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Sir  William  Scott  ha  emitido  sobre  este  asunto  una  Dicl4ttK,n  de 
Opinión  muy  extensa,  con  motivo  del  caso  de  The  Daifjie.  sir  Scolt- 
El  carácter  de  las  naves  empleadas  en  esta  clase  de  servicios,  dice, 
es  por  lo  común  inmaterial,  bien  sean  mercantes  ó de  guerra,  mas 
puede  haber  casos  extremos  en  que  su  naturaleza  sea  material,  tal  y 
como  en  el  de  que  una  de  las  últimas  se  presentase  en  el  puerto  de 
Portsmouth  ó Plvmout,  aun  cuando  condujese  prisioneros  a bordo  : 
su  visita  á estos  arsenales  seria  inoportuna  y podría  ocasionar  una 
negativa  justa  á su  admisión. 

El  carácter  especial  de  estas  embarcaciones  debe  manifestarse  muy 
particularmente  en  la  conducta  observada  por  su  comandante  y tri- 
pulación. Una  y otro  procurarán  no  desviarse  ni  un  ápice  de  su  co- 
metido, para  evitar  que  el  buque  sea  despojado  de  las  calidades  que 
le  distinguían.  * 

§ 518.  Por  rescate  se  entiende,  el  precio  convenido  cn- 

° r Róscate  do 

tre  el  captor  y el  dueño  de  una  propiedad  tomada  al  ene-  la  propiedad 

1 1 1 capturada. 

migo,  para  su  devolución. 

Cuando  se  trata  de  un  buque  apresado  debidamente  en  rada, 
puerto,  bahía  ó alta  mar,  se  extienden  dos  copias  del  contrato,  por 
la  cual  su  comandante,  en  nombre  de  los  dueños  del  barco  y en  el  de 
los  de  las  mercancías,  se  obliga  á pagar  un  tanto  alzado  en  un  plazo 
lijo.  Una  de  ellas,  que  se  llama  cédula  de  rescate,  queda  en  poder  dei 
capitán  y la  otra  sirve  de  salvo-conducto  á la  embarcación. 

El  rescate  de  los  buques  apresados  en  alta  mar  está  Est¿  prol)jlj¡_ 
prohibido  en  Inglaterra,  por  juzgar  que  propende  á reía-  dü  ®"rrí,niíld' 
jar  el  vigor  de  la  guerra  y que  priva  á los  cruceros  de  los 
beneficios  de  la  recaptura.  Así  se  dispone  en  varios  estatutos  del  rei- 
nado de  Jorge  III,  permitiéndose,  no  obstante,  en  el  caso  de  una 
extrema  necesidad  y sujetándose  á la  decisión  de  las  cortes  de  presas. 

« Otras  naciones,  dice  Kent,  consideran  los  rescates  como  obligato- 
rios y dignos  de  clasificarse  entre  los  pocos  legítimos  del  commercia 
belli.  » 

En  los  Estados-Unidos  se  han  admitido  siempre  y el  r.eySfnórlc- 
decrcto  del  congreso  de  2 de  agosto  de  1813,  prohibiendo  amenoan.». 
el  uso  de  las  licencias  ó pases  británicos  no  se  referia  al  contrato 
de  rescato.  ** 


* Halleck,  Int.  law,  ch.  27,  §§  17,  18;  Phillimore,  On  int.  lato,  vol.  III,  §§  MI, 
112;  Duer,  On  insurancc,  vol.  I,  pp.  53!),  540;  Puffendorf,  De  jure  nal.  el  geni. 

lib.  8,  cap.  7,  $ 13. 

**  Whcaton  Elcm . droit  int.,  pte.  4,  ch.  2,  $ 28;  Kent,  (ow.  un  am.  lato,  vol. 
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Protección 
que  presta 
el  contrato 
de  rescate. 


§ 519.  La  autorización  de  capturar  que  un  Estado  beli- 
gerante concede  á uno  o muchos  de  sus  buques  implica 
la  de  contratar  el  rescate  si  no  está  prohibido  por  las  leyes 


del  país. 

Cuando  un  buque  capturado  es  puesto  en  libertad  por  este  medio, 
ni  los  compatriotas,  ni  los  aliados  del  captor  podrán  apresarle  de 
nuevo  mientras  se  halle  en  las  condiciones  de  tiempo  rumbo,  etc.  esti- 
puladas por  él. 

Y se  comprende  perfectamente  que  sea  así,  porque  de  otro  modo 
el  contrato  de  rescate  solo  seria  favorable  por  completo  al  apresador 
y la  lev  no  puede  autorizar  desigualdades  en  este  punto.  * 

sí  un  buque  § 520.  Como  es  natural,  el  captor  de  un  buque  resca- 
píerdedó°en-  tado  no  puede  garantizarle  contra  las  averías  del  mar, 
por  tanto,  aunque  embarranque  ó se  pierda  totalmente  no 
se  eximen  sus  dueños  ó responsables  del  pago  de  la  suma  convenida. 
Algunas  veces  se  prescribe  en  los  contratos  esta  exención,  limitándola 
siempre  á la  pérdida  en  alta  ruar,  pues,  de  no  ser  así  un  capitán 
que  se  condujese  de  mala  fé,  podría  encallar  su  buque,  evadiéndose 
del  pago  á la  vez  que  salvaba  la  carga  de  mas  valor.  ** 


Caso  en  que  § 521.  inútil  es  decir  que  si  el  buque  rescatado  falta  al 
la  rescate de  todo  ó á parte  del  convenio  hecho  por  causa  de  fuerza 

nierde  su 

valor  legal,  mayor  no  podrá  ser  recapturado. 

Si  el  captor  de  uno  de  esta  clase  fuese  á su  vez  presa  del  Estado 
á que  este  pertenecía,  las  estipulaciones  hechas  no  tendrán  lugar, 
porque  la  cédula  por  él  concedida  se  conceptúa  como  propiedad 
de  los  apresadores,  y los  súbditos  de  una  misma  nación  no  pueden 
pagarse  entre  sí  rescate  alguno.  *** 


I,  pp.  104,  105;  Halleck,  Int.  law,  ch.  27,  §§  20,  21;  Phillimore,  On  int  law, 
vol.  III,  p.  432;  Heffter,  Droil  int.  § 142;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  5,  §8; 
Azuni,  Droil  marítimo , vol.  II,  ch.  4,  art.  6;  Emerigon,  Des  assurances , ch.  12, 
sec.  21;  Chítty,  On  com.  law,  vol.  I,  p.  428;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  270-275. 

Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  5,  §8;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4, 
ch.  2,  § 28  ; Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  1,  p.  105;  Halleck,  Int.  law,  ch.  27, 
§ 22;  De  Cussy,  Phases  ct  causes  célebres,  Iiv.  1,  tit.  3,  § 29;  Pothier,  Traite 
de  la  propriété,  n°  134;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 110. 

**  NVheaton,  Elém.  droit  int.  ; pte.  4,  ch.  2,  § 28  ; Bello,  Derecho  int.,  pte.  2, 
cap.  5,  § 8 ; Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p.  106;  Halleck,  Int.  law,  ch.  27, 
§ 23;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  p.  110;  Pothier,  Traité  de  propriété,  n°  138. 

***  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  2,  § 28  ; Bello,  Derecho  int.,  pte.  2, 
<ap^.  o,  § 8 ; Kent,  Com.  on  am.  lato,  vol.  I,  p.  106;  Halleck,  Int.  law,  ch.  27, 
§24;  be  Cussy,  Pilases  et  causes  célebres,  liv.  1,  tit.  3,  § 29;  Pothier,  Traité  de 
a piopiiétc,  nos  1395  . Yalin,  Com.  sur  l’ord.  de  la  marine,  liv.  3,  tit.  9,  § 10. 
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§ 522.  En  ciertas  ocasiones  se  exigen  rehenes  para  ase- 
gurar mas  aun  el  cumplimiento  del  convenio  estipulado.  para  captura 
El  fallecimiento  ó la  recaptura  del  relien  no  exime  del  pago  prisioneros, 
de  la  deuda,  puesto  que  el  captor  le  ha  tomado  como  garantía  de 
seguridad  colateral,  cuya  pérdida  no  puede  cancelar  un  pacto. 

En  Francia  la  prática  establecida,  cuando  un  buque  francés  ha 
sido  rescatado  dejando  rehenes  al  enemigo,  es  que  los  oficiales  del 
almirantazgo  se  apoderen  de  él  á su  arribo  al  puerto,  para  obligar 
á sus  dueños  al  pago  del  rescate  y libertar  al  relien:  esta  manera  de 
obrar  se  halla  conforme  en  un  todo  con  las  reglas  de  la  mas  équi- 
tativa,  rápida  y liberal  justicia. 

Otros  autores,  y entre  ellos  Vattel,  dan  explicaciones  detalladas  re- 
lativas á este  asunto.  En  su  opinión,  si  se  da  libertad  á un  prisionero 
con  relien,  este  será  libre  si  aquel  muere,  pero  no  sucede  lo  mismo 
en  el  caso  contrario,  esto  es,  la  muerte  del  segundo  no  implica  la  liber- 
tad de  aquel  á quien  representa. 

Si  se  le  ha  concedido  a uno,  á condición  de  que  la  suya  produzca 
la  de  otro,  y este  fallece  antes  de  conseguirla,  el  preso  libertado  debe 
constituirse  de  nuevo  en  prisión.  No  creemos,  empero,  que  esta  cos- 
tumbre pueda  llevarse  á cabo  por  ninguna  nación  civilizada.  * * * § 


§ 523.  ¿ Podrá  un  captor  litigar  ante  los  tribunales  de 
un  país  enemigo  para  que  se  provea  al  cumplimiento  de 
lo  estipulado  en  un  rescate.  ? ¿ Esta  clase  de  convenios, 


Litigio  de 
los  conve- 
nios de 
rescate. 


cómo  los  demás  que  resultan  del  jure  belli,  suspenden  el  carácter  na- 


cional de  un  enemigo  ? 


Los  tribunales  ingleses  no  autorizan  al  captor  para  hacerlo,  pero  si 
juzgan  que  un  rehen  puede  entablar  el  juicio  que  estime  conveniente 
ante  los  magistrados  de  su  país  para  recuperar,  en  caso  debido,  su 
libertad.  Para  negar  á aquel  su  derecho  á pleitear  se  apoyan  en  la 
falta  de  una  persona  standi  injudicio. 

'Wheaton  no  cree  que  semejante  dictámen  sea  sosten  ¡ble  y conside- 
ra que  esta  clase  de  pactos,  como  todos  los  que  legalmente  se  llevan 


* Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumm,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv . 3. 

ch.  17  § 286,  note;  Wheaton,  Elém  clroit  int.,  pte.  4,  ch.  2,  §28;  Kent,  Com.  on 
am.  laio,  vol.  I,  p.  107;  Ilalleck,  Int.  law,  ch.  27,  § 25;  Mar  leus,  Précis  du  droit 

des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 296,  note;  Bello,  Derecho 
int.,  pte.  2,  cap.  5,  § 8;  cap.  9,  § 5;  Pothier,  Traite  de  la  propriété,  n“‘  134, 
137;  Vffllin,  Com.  sur  lord,  de  la  marine , liv.  3,  tit.  6;  Des  prises,  art.  14;  'Imité 
des  prises  ch.  2,  n°*  1-3;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 109;  Ompteda,  Lit., 

§ 313;  Kamplz,  Lit.,  § 250. 
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á cabo  entre  enemigos,  descartan  la  nacionalidad  de  las  partes  en 
todo  cuanto  se  refiera  á su  cumplimiento. 

Lord  Mansficld  opina  que  léjos  de  ponérseles  trabas,  deben  soste- 
nerse, en  virtud  de  principios  de  la  mas  alta  moralidad  y de  la  mas 
digna  y equitativa  justicia.  * 

* Wheaton,  Elém.  droil  inl.,  pte.  4,  ch.  2,  § 28;  Kent,  Com.  on  am.  lato,  vol.  I, 
p.  107;  flalleck,  Inl.  law,  ch.  27,  § 26;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap,  5.  § V 
fíe  Cus sy,  Phases  el  causes  célebres,  liv.  1,  tit.  3,  § 29;  Pothier,  Traité  de  la  pro- 
priélé,  n**  136,  137  ; Robinson,  Admiralty  reports,  vol.  I,  p.  201. 
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COMO  SE  DETERMINA  EL  CARACTER  NACIONAL 


§ 524.  Varias  son  las  circunstancias  que  determinan  el 

. . Det^rmina- 

carácter  nacional  de  un  individuo.  El  origen,  la  naturali-  cion  del 

. . carácter 

zacion,  el  domicilio  y la  residencia  comercial  son  las  nacional, 
principales  ; pero  el  que  resulta  del  nacimiento  ó parentesco  es 
el  que  le  sigue  por  todas  partes,  Ínterin  una  ó varias  de  las  condi- 
ciones marcadas  por  la  ley  no  le  modifique. 

Es  un  principio  universal,  reconocido  por  la  jurisprudencia  inter- 
nacional y por  los  códigos  de  todos  los  países,  que  se  debe  fidelidad 
y obediencia  á la  soberanía  política  bajo  la  cual  se  lia  nacido.  Pero 
no  es  tan  clara  la  cuestión  de  saber  como  y cuando  cesa  ó se  trasfiere 
la  nativa  ó adquirida.  Este  punto  compete  mas  bien  á la  ley  muni- 
cipal que  á la  pública,  en  atención  á que  el  status  internacional  del 
individuo  puede,  con  frecuencia,  determinarse  sin  atender  a aquella. 
No  obstante,  hay  algunos  casos  en  que  es  necesario  considerarla  en 
relación  con  el  derecho  de  expatriación  ó naturalización. 

Conviene  tener  presente  que  mientras  el  carácter  nacional  que  re- 
sulta del  origen  no  se  transforma  legalmente,  el  omts  para  probar 
este  cambio  se  basa  en  la  parte  que  se  alega.  * 

§ 525.  Como  hemos  dicho  ya,  todo  Estado  independiente  Dercchos  [ic 
tiene  el  derecho  do  legislación  y jurisdicción  municipal  so-  y /ío  nátura- 
bre  las  personas  que  se  hallan  dentro  de  los  límites  de  ]u,l0l0n' 
su  territorio,  ya  sean  estas  sus  propios  súbditos  ó bien  fueren  extran- 
jeros residentes  en  él.  Preténdese  por  algunos  que  respecto  á los 


* Fcelix,  Droit  hit.  privé,  §§  27-30;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix, 
edilion  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch  5,  § 2'*;  Halleek,  Int. 
tai»,  ch.  29,  § I ; Wcsllakc,  Prívale  International  lato,  §§  7 et  seq.  ; Phillinioro, 
On  int.  lato,  vo).  I,  §§  315  et  seq. 
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primeros,  el  derecho  de  los  Eslados  es  tan  lato  que  no  solo  pueden 
prohibirles  que  salgan  de  sus  dominios,  sino  hasta  obligarles  á vol- 
ver á ellos,  si  se  hallasen  fuera.  En  cuanto  a los  últimos,  pueden  re- 
glamentarse sus  obligaciones  locales;  del  mismo  modo  que  conceder- 
les cuantos  privilegios  se  estimen  convenientes,  pudiendó  por  tanto, 
cambiar  su  nacionalidad,  ó lo  que  es  lo  mismo,  otorgarles  lo  que  se 
llama  n a t u ra lisacton. 

De  este  derecho  usan,  con  mas  ó menos  restricciones  todos  los  pue- 
blos de  la  cristiandad  sin  tener  en  cuenta  para  nada  las  leyes  muni- 
cipales del  país  de  aquel  á quien  se  la  conceden.  La  mayor  parle  de 
los  mas  reputados  escritores  le  admiten  y afirman  como  regla  general 
y de  su  extensión  se  ha  inferido  fundadamente  que  el  de  expatriación 
es  igualmente  amplio  : deducción  lógica  en  cuanto  que  no  se  opone 
á la  aplicación  de  las  reglas  de  derecho  público  general,  en  otros  tér- 
minos, al  ejercicio  propio  del  poder  municipal  de  cada  Estado  en  su 
territorio. 

Se  pretende  también  que  tienen  el  poder  exclusivo  de  permitir 
ó no  el  ejercicio  de  ese  derecho  á sus  ciudadanos  dentro  de  los  lí- 
mites de  su  jurisdicción.  Lo  cierto  es  que  este  se  ejerce  tan  extensa 
y comunmente  como  aquel.  * 

§ 526.  Empero,  opínese  como  se  quiera  acerca  del 
naeiomil  so  efecto  de  la  doctrina  de  fidelidad  debida  por  un  individuo 
oí  clomicFlio  al  país  en  que  ha  nacido,  no  puede  extenderse  fuera  de 
personal.  |a  j urisdiccion  del  Estado  respectivo,  y por  mas  que  quie- 
ra concedérsela  una  latitud  extrema,  nunca  podrá  traspasarlos,  y,  en 
su  consecuencia,  no  tiene  fuerza  par  destruir  la  validez  de  la  natu- 
ralización, que,  según  los  preceptos  del  derecho  internacional,  debe 
ser  reconocida  por  todas  las  naciones  con  excepción  de  la  que  recla- 
ma la  fidelidad  primitiva. 

Esta  cuestión  abstracta  no  produce  tampoco  el  carácter  nacional 
del  modo  que  lo  determina  el  domicilio  personal.  Es  una  regla  de 
derecho  público  que  toda  persona  mayor  de  edad  tiene  el  de  mudar 
de  domicilio  cambiando  así  su  nacionalidad.  En  este  caso  la  que 

* Foelix,  Droit  int.  privé,  § 27-55;  HeíFter,  Droit  international,  § 59;  Bello, 
Derecho  internacional,  pte.  2,  cap.  5,  § 1;  Halleck,  int.  lato,  ch.  29,  § 2;  Merlin, 
Reperloire,  Lit.  Souveraincté,  § 14;  Phillimore,  On  Int.  law,\ ol.  I,  §§315,  et  seq.,\ 
A esllake,  Prívate  int.  law,  §§  20,  et  seq.;  Riquelme,  Derecho  internacional,  tomo 
> P-  319;  Do»,  Derecho  público  internacional,  tomo  I,  cap.  17;  Cushing,  Opi- 
*'ons  of  U.  S.  Allys.  geni.,  vol.  VIII,  pp.  125,  et  seq. 
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obre  así,  adquiere  el  carácter  nacional  propio  del  nuevo,  aun  cuando 
piense  en  volver  mas  ó menos  tarde  á su  residencia  originaria.  * 

§ 527.  Diversas  son  la  definiciones  que  se  han  dado  del  Definición 
domicilio.  Para  el  derecho  romano  es,  un  lugar  cual-  delCüi00mi" 
quiera  donde  el  individuo  ha  establecido  sus  penates,  ó tiene  sus  in- 
tereses, su  industria,  su  comercio  , sus  medios  de  subsistencia,  en 
fin,  y del  cual  no  piensa  ausentarse,  sino  por  fuerza  mayor. 

Proudhon  es  de  parecer  que  « el  domicilio  consiste  en  la  relación 
moral  subsistente  entre  un  hombre  y el  lugar  de  su  residencia.  » 
Phillimore,  al  hablar  de  este  asunto,  se  expresa  así  : «El  domicilio 
responde  mucho  á la  significación  de  nuestra  palabra  home,  y cuando 
una  persona  tiene  dos  residencias  la  frase  hizo  de  la  última  su  home, 
marca  cual  es  su  domicilio.»  Se  considera  que  el  que  mejor  le  ha  de- 
finido, es  el  juez  norte-americano  Rush,  cuando  dijo  que  era  :«Una  resi- 
dencia en  un  lugar  particular,  acompañada  de  prueba  positiva  ó pre- 
ventiva  de  la  intención  de  permanecer  en  él,  por  tiempo  ilimi- 
tado. » ** 

§ 528. Los  escritores  que  han  tratado  del  domicilio,  le 
dividen  muy  diversamente.  Unos  lo  han  hecho  en  dos  cía-  ciases  de  do- 
ses  denominándole  principal  y accidental , entendiéndose 
por  el  primero  el  lugar  en  que  radican  los  negocios,  y por  el  segundo 
aquel  en  que  se  halla  uno  temporalmente,  ó con  un  objeto  deter- 
minado. Otros  le  clasifican  en  personal  y comercial : este  es  el  sitio 
de  los  negocios  y aquel  el  de  la  presencia  del  individuo. 

Iíent  dice,  que  hay  domicilio  político,  civil  y forense.  Estos  adje- 
tivos califican  tan  claramente,  que  no  nos  detendremos  á explicar 
ámpliamente  la  definición  del  autor  que  acabamos  de  citar. 

No  falta  quien  le  define  en  atención  al  nacimiento,  á la  necesidad  y 
á la  voluntad,  esto  es,  del  modo  siguiente  : 

Io  Domicilio  de  origen  , ( Domicilium  originis.) 

2o  Domicilio  por  prescripción  de  ley.  ( Domicilium  necessariuni). 

3°  Domicilio  de  elección  ( Domicilium  volun larium) . 

* Como  fácilmente  se  comprenderá  el  de  origen  es  el  lugar  del  naci- 

* Dana,  Elém.  int.  lavo,  by  Wheaton,  eighth  edition,  § 85,  note  49,  p.  142,  Ha!- 
leck,  Inl.  law,  ch.  29,  § 5;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p.  72. 

**  Vatlel,  Droit  des  gens.  édition  Guillautnin,  annotée  par  Pradier-I oderé,  liv.  1, 
ch.  19,  § 218;  Fcclix,  Droit  int.  privé,  §§  27  et  seq.;  Hallcck,  Iut.  law,  ch.  29, 
§7  ; Phillimore,  Law  of  domicil,  §§  11-16;  Westlake,  Prívate  int.  law,  § 30; 
Story,  Conflict  o f Unos,  ch.3,  §§  43,  44;  Proudhon  et  Valone,  Des  personnes,  vol.  I, 
ch.  9-,  Dcsquiroti,  Traite  da  domicile,  p.  42;  Boullenois,  Traite  des  lois,  ob.?.  32; 
Wolfius,  Jus  genlium,  cap.  1,  § 137. 
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miento,  el  de  prescripción  de  ley,  el  que  tienen  los  empleados  de  un 
Estado  en  otro  donde  desempeñan  destinos  que  les  lian  sido  enco- 
mendados por  su  gobierno , ó aquel  en  que  los  desterrados  cumplen 
su  condena,  y,  por  último,  el  voluntario  que  es  el  elegido  Ubérrima- 
mente por  el  individuo. 


s 5’-29.  En  general,  la  cuestión  de  domicilio  es  de  difícil 

la  intención  0 , . , 

os  ci  i» ínci-  determinación,  y se  relaciona  algunas  veces  con  circuns- 
pl<naíue“mI  taucias  de  una  trascendencia  incalculable.  La  única  regla 
lija,  ó mejor  dicho,  la  de  mayor  fuerza  que  puede  aducirse  es  la  in- 
tención de  la  parte. 


En  caso  que  corrobora  este  principio  es  lo  que  le  acac- 

Caso  ocurrí-  1 1 1 * 

do  en  una  cjó  q Lm  comerciante  inglés.  Establecióse  en  una  isla  lio- 
isla  hi  liando-  ° 

»“•  landesa  de  las  Indias  ocidentales  que  estaba  sitiada  por 
las  tropas  de  Inglaterra,  uno  ó dos  dias  ántes  de  que  se  rindiese,  y 
fue  tratado  y castigado  como  enemigo,  porque  se  le  probó  que  ilabia 
ido  con  propósito  de  lijar  en  ella  su  residencia.  ** 


§ 530.  No  basta,  empero,  la  simple  intención  para  de- 
je nigua  terminar  el  domicilio;  es  preciso  que  algún  acto  público  la 

acto  publico.  1 i o i 

acredite.  La  versatilidad  del  arbitrio  humano  hace  indis- 
pensable esta  condición. 

Si  un  extranjero  que  reside  en  un  país  que  está  en  guerra  con  el 
suyo,  manifiesta  el  propósito  de  salir  de  él,  pero  no  pone  en  vías  de 
ejecución  su  proyecto , podrá,  en  su  caso  , ser  tratado  como  ene- 
migo. *'** 


§ 531.  Siempre  que  la  parte  lia  manifestado  sus  deseos 
CÍaS(iícraSi  res‘d‘r  cn  tal  ó cual  punto,  y lo  lia  probado  por  me- 
dio de  hechos  irrecusables,  la  cuestión  de  domicilio  esta 
completamente  resuelta.  Pero  muchas  veces  no  pueden  man  ¡fes- 


* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Gutllaiimin,  anuotée  par  Pradier-Foderé,  liv . 1, 
ch.  19,  § -218;  Wolfins,  Jus  yenlium,  § 138;  Hallcck,  Int.  law,  ch.  29,  §8;  Philli- 
more,  Law  of  domicil,  §§  33-38;  Kcnt,  Com.  on  am.  lato,  vol,  II,  pp.  429  ct 
seq.;  Dalloz,  Hépertoire,  lit.  Domicile  ; ¡Vlerlin,  Hépertoire , tít.  Domicile ; Massé, 
Droil  commcrcial,  vol.  III,  p.  53  ; Stephens,  Com.  law  of  England,  vol.  II  p.  427; 
Westlake,  Prívate  int.  law , §§  28  et  seq. 

*’  Halleck.  Int.  law,  ch.  29,  § 9;  Phillimore,  Law  o f domicil,  § 16;  Westlake, 
I'rirate  int.  law , §§  22,  37  ct  seq.;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  40;  J)iier, 
Cu  Insurance,  vol.  I,  p.  493;  Dall  a,  Hépertoire,  tit.  Domicile ; Merlin,  Hépertoire, 
t,L  domicile;  Cocliin,  QEuvres,  vol.  IX,  p.  124. 

Halleck,  ¡ni.  law,  ch.  29,  § 10;  Phillimore,  Law  of  domicil,  § 1G ; Wildman, 

" ' aiü’  vo1-  u>  P-  *3;  Westlake,  Prívate  int.  law,  §37. 
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tarse  tan  marcadamente  y entónces  liay  que-  deducirla  de  la  clase  de 
sus  ocupaciones,  negocios,  etc.  : en  cuyo  caso  es  muy  litigiosa^.  * 

§ 532.  Una  délas  razones  mas  poderosas  para  hacer  pa- 
tente la  intención  de  residencia  es  la  de  los  lazos  domes-  ios  wncuios 
ticos.  Si  la  persona  cuyo  domicilio  está  en  cuestión,  es  ca- 
sado y vive  con  su  familia  ó dispone  lo  necesario  para  traerla  á su 
lado,  su  deseo  de  permanencia  es  innegable.  Si  fuere  soltero  y no  tu- 
viera vínculos  sociales  en  el  país  en  que  vive,  será  preciso , para  com- 
probar su  intento,  atenerse  á las  causas  ó circunstancias  que  hemos 
manifestado  anteriormente. 

Dado  caso  de  una  residencia  doble,  el  que  tenga,  por  ejemplo,  una 
casa  de  huespedes  en  uno  de  ambos  lugares , tendrá  en  él  su  domi- 
cilio. '** 

§ 533.  El  derecho  romano  consideraba  como  argumen-  Emplee» 

j i de  capital  y 

tos  poderosos  en  esta  materia  el  ejercicio  de  derechos  po-  ejercicio  de 

. . 1 derechos  po- 
líticos. Uticos. 

Los  jurisconsultos  ingleses  no  les  conceden  tanta  importancia  : no 
obstante,  agregados  á otros  pueden  determinar  el  domicilio,  espe- 
cialmente en  caso  de  guerra.  Sir  William  Scott  ha  dicho,  que  el 
estado  de  hacendado  por  sí  solo  no  se  consideraba  nunca  como  bas- 
tante á constituir  domicilio,  ó fijar  el  carácter  nacional  del  poseedor; 
y Cocliin  no  concede  que  los  bienes  raiccs,  recibidos  en  herencia,  le 
prueben  , si  bien  son  una  ayuda  de  gran  fuerza  para  declararle, 
cuando  se  apoyan  en  la  residencia  del  momento. 

En  el  caso  que  haya  inversión  de  capitales  en  fincas  que  radican 
en  el  país,  empresas  que  requieran  una  larga  permanencia  en  él  ó 
formación  de  sociedad  para  la  continuación  de  uno  ó mas  negocios, 
por  un  número  determinado  ó indeterminado  de  años,  es  de  inferir 
que  la  persona  que  se  halle  en  tales  circunstancias  tiene  intención  de 
domiciliarse  allí.  *** 

§ 534.  En  los  comerciantes  el  carácter  nacional  resulta  Doinic¡,¡u  c<.- 
de  su  domicilio  comercial.  Considérase  que  forman  parte 


* Halleck,  Inl.  law,  ch.  29,  § 11;  Merlin,  Répertoire,  til.  Domicilc,  § 6;  Phüli- 
morc,  Laxo  of  domicil , § 16 ; Wildman,  Inl.  law,  vol.  II,  p.  37;  Wcstlakc,  Prívale 
inl.  lato,  § 41}  Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  p.  496. 

**  Halleck,  Inl.  law,  ch.  29,  § 12;  Phillimore,  Law  o f domicil,  §§  198  clseq.  ; 
Wcsllakc,  Prívale  int.  law,  § 48;  Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  p.  497. 

***  Halleck,  Inl.  law,  ch.  29,  § 13;  Phillimore,  Law  of  domicil,  §§  221-224,206- 
2ó8;  Rurgcr,  C ’om.  conflicl  latos,  p.  42,  43;  Wesllake,  Prívate  inl.  law,  § 48;  Dalioz, 
Répertoire,  til.'  Domicilc  § 2;  ¡VIorlin,  Répertoire , til.  Domicilc,  §§  2,  3;  iouillicr, 
hroil  civil,  liv . 1,  (it.  3,  n.  371  ; Cochin,  OHuvrcs,  vol.  111,  p.  328. 
t.  ii  — 7 
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de  la  nación  donde  tienen  su  residencia  y liacen  sus  negocios,  en 
cuyo  ejercicio  les  protege  el  gobierno  y les  amparan  las  leyes  del 

país. 

Iün  caso  de  guerra,  el  que  se  halla  establecido  en  una  nación  que 
combate  contra  la  suya,  está  sujeto  á las  mismas  condiciones  que  los 
súbditos  de  la  primera,  y sus  bienes  y propiedades  podrán  ser  tratados 
por  la  segunda,  como  si  perteneciesen  á un  enemigo.  Del  mismo 
modo,  si  reside  en  una  neutral  se  le  considera  en  todos  los  casos  re- 
vestido de  los  derechos  anexos  á los  nacionales.  * * * § 

§ 535.  El  tiempo  que  dura  la  residencia  es  una  de  las 

Duración  de  , . . . 

ia  residencia,  circunstancias  mas  significativas  que  pueden  hacerse  va- 
ler. Aun  cuando  la  parle  que  lo  reclame,  haya  estado  en  otro  lugar 
untes  por  un  período  largo  de  tiempo,  se  entenderá  que  ha  renun- 
ciado á su  primera  intención. 

Si  un  negociante  reside  accidentalmente  y con  un  objeto  deter- 
minado en  un  Estado  que  declara  la  guerra  al  de  que  es  súbdito,  po- 
drá permanecer  en  61,  sin  perder  el  carácter  de  nacionalidad,  por  un 
tiempo  limitado  ; pero  si  pasado  este,  no  regresa  á su  país  ó si  ayuda 
con  su  industria  ó con  sus  medios  pecuniarios  al  sostenimiento  de  la 
lucha,  será  tratado  como  enemigo.  ** 

presunción  § 536.  l°y  presume,  en  lo  que  concierne  á la  residen- 
Hí'rc^dencla  c^a  en  un  Pais  extraño,  que  el  individuo  está  allí  animo ma- 
cxiranjeia.  nendi,  y que  solo  depende  de  él  explicarlo.  Por  tanto,  si 
un  extranjero  se  aleja  del  punto  en  que  residia,  en  el  momento  en 
que  se  han  roto  las  hostilidades,  sus  propiedades  podrían  ser  captu- 
radas como  las  de  un  enemigo,  sin  que  los  captores  tuviesen  que  ates- 
tiguar cual  era  su  domicilio. 

Mas  depende  de  él  refutar  la  presunción  de  la  ley  y rescatar  sus 
bienes,  probando  que  no  ha  sido  su  ánimo  ausentarse  por  un  período 
de  tiempo  ilimitado.  Que  el  que  ha  permanecido  fuerano  es  suficiente 
para  cambiar  su  carácter  nacional  y que  no  se  ha  dedicado  á nego- 
cios que  modifiquen  el  de  su  domicilio. 

Puede  ser  también  excusa  bastante  para  los  fines  indicados,  expo- 

* Grot.ius,  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pra- 

dier-Foderé,  liv.  3,  ch.  2,  § 7;  Wbeaton,  Elém.  droit  int pte.  4,  ch.  1,  § 16; 

Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  3;  Halleck,  Int.  lato , cb.  29, 

§ 6;  Pbillimore,  On  int.  law , vol.  III,  §§  75,  85;  Dalloz,  Répertoire,  tit.  Domicile, 
§ 34;  Merlin,  Répertoire , tit.  Domicile;  Duer,  On  Insurance , vol.  I,  pp.  494,  495; 
Wbeaton,  On  captures , p.  102. 

Halleck,  Int.  lato , ch.  29,  § 15;  Duer,  On  insur  anee,  vol.  I,  p-  498;  Dalloz, 
Répertoire , tit.  domicile,  § 2;  Pbillimore,  Lato  of  domicil,  §§  259  ct  seq. 
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ner  que  su  esposa  y familia  residen  en  el  lugar  en  que  se  ha  perma- 
necido, ó la  intención  de  regresar  definitivamente  en  un  plazo  futuro 
al  país  natal.  * 

8 537.  Según  la  opinión  de  los  jurisconsultos  franceses.  Empleados 

. públicos. 

si  un  empleo  es  vitalicio  o irrevocable,  el  que  lo  desem- 
peñe tiene  su  domicilio  en  el  lugar  de  su  destino,  y no  se  admitirán 
pruebas  en  contrario,  porque  las  leyes,  por  un  principio  altamente 
moral,  no  pueden  conceder  que  se  falte  en  modo  alguno  á un  deber 
marcado  é imprescindible:  si,  por  el  contrario,  fuese  temporal  ó re- 
vocable, uo  es  presumible  que  aquel  que  lo  desempeña  tiene  la  in- 
tención expresa  de  fijar,  en  el  punto  que  sea,  su  residencia  indefini- 
da. Mas  si  así  le  conviniera,  podria  hacer  valer  los  derechos  de  su 
domicilio  por  los  medios  y razones  enunciados  anteriormente. 

De  estas  divisiones  se  deriva,  como  dice  muy  bien  Phillimore,  una 
tercera,  que  es  el  caso  en  que  un  empleo,  aun  cuando  tenga  el  ca- 
rácter primero,  no  exija  la  presencia  constante  de  su  titular  en  el  lu- 
gar en  que  deba  desempeñarse.  Entonces  se  supone  que  su  domicilio 
legal  es  donde  reside  comunmente.  Así  se  ha  resuelto  esta  cuestión 
repetidas  veces;  como  por  ejemplo,  en  el  caso  de  lord  Somerville, 
que  no  consiguió  que  se  le  considerase  como  domiciliado  en  Lon- 
dres, porque  en  esta  capital  le  retenían  sus  ocupaciones  parlamenta- 
rias de  par  de  Escocia ; y en  el  de  M.  Constanel,  cuyo  destino  de 
grand  maitre  des  eaux  et  foréls , no  teniendo  residencia  fija,  era  im- 
potente para  impedir  que  se  cumpliesen  las  prescripciones  ríe  la 
ley  de  domicilio  originario.  ** 

§ 538.  La  jurisprudencia  moderna  ha  aceptado,  en  todas 
sus  partes,  la  máxima  lógica  ó irrebatible  del  derecho  ro-  diay/ecnló0sír" 
mano  que  señala  á la  mujer  casada,  como  domicilio  legal 
el  de  su  marido,  de  quien  toma  el  nombre  y el  rango;  y que  deter- 
mina, por  consecuencia,  que  la  viuda  le  conserva,  á menos  que  no 
contraiga  segundas  nupcias,  en  cuyo  caso  adquirirá  el  del  nuevo 
cónyuge. 

La  cuestión  mas  importante  que  se  ha  debatido,  bajo  este  punto  de 

* Wheaton,  Elém.  droit  inl.,  pte.‘4,  ch.  I,  § 17;  Halleck,  Inl.  law,  ch.  ¿9, 

§§  17,  18;  Wildman,  Inl.  law,  vol.  II,  p.  40;  Westlake,  Prívale  inl.  lato,  § 38; 
Duer,  On  insur  anee,  vol.  I,  p.  500;  Philíimore,  Law  of  domicil,  §§  39  et  seq. 

**  Halleck,  Inl.  law,  ch.  29,  § 20;  Denísart,  Domicile,  ch.  2,  § 5;  Merlin, 
Répertoire,  Lit . Domicile,  § 3;  Dalloz,  Reperloire,  til.  Domicile,  § 4;  Phillimore, 
Law  o f domicil,  §§  113  et  seq.;  Duranton,  Droit  franpais,  liv.  1,  tit.  3;  Westlake, 
Prívate  inl.  law , § 44. 
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vi., La  jurídico,  os  la  de  Enriqueta  María  (viuda  de  Cárlos  Romero  ), 
tallecido  en  Francia. 

A pesar  de  estos  principios,  la  mujer  casada  conserva  hasta  cierto 
punto  derechos  al  domicilio  que  tenia  cuando  era  soltera;  y la  divor- 
ciada, a mansa  et  Moro,  puedo  elegir  el  suyo  propio,  lo  cual  no  suce- 
de cuando  solo  se  trata  de  una  simple  separación. 

Eos  menores,  que  no  son  mi  juris,  no  pueden  cambiarle  por  su 
propio  albedrío  (propria  mente),  así  es  que  tendrán  siempre  el  del 
padre,  y en  caso  de  su  muerte,  el  ele  la  madre,  durante  la  minoría,  y 
algunas  veces  el  del  tutor. 

Algunos  escritores  refutan,  cuando  se  trata  de  muerte  ah  inlesiato, 
la  doctrina  (pie  acabamos  de  exponer;  pero  sus  partidarios  y los  que 
no  lo  son,  se  bailan  contextos  en  que  el  domicilio  de  un  huérfano, 
menor,  es  el  del  último. 

Eos  estudiantes  que  cursan  sus  estudios  fuera  del  domicilio  pa- 
lomo, no  so  consideran  libres  de  él.  No  sucede  lo  mismo  con  los  sir- 
vientes, que  le  tienen  unas  veces  en  el  suyo  particular  y otras  en  el 
de  sus  amos,  según  los  casos  y las  circunstancias  en  que  se  pretende 
su  determinación.  * 

soidido  Pri-  •§  839.  Ea  legislación  romana  marcaba  como  domicilio 
del  soldado  el  país  en  que  servia,  cuando  no  era  poseedor 
i'upíii vo.  cn  cq  SUy o de  alguna  propiedad,  y si  la  tenia,  se  le  con- 

redia  uno  doblo. 

Ea  ley  de  todas  las  naciones  europeas  conserva  á los  prisioneros  el 
domicilio  do  su  país,  puesto  que  está  suficientemente  probada  la 
coerción  que  sobre  ellos  se  ejerce. 

í|ir\i!'1i;n¡-  ^ caso  inas  'mPortante  que  sobre  esta  materia  se  ha 

su-  debatido  en  los  tiempos  modernos,  es  el  referente  al  du- 
que de  (luisa,  que  contrajo  matrimonio  en  Bruselas,  mientras  se 
hallaba  al  servicio  del  rey  de  España  y del  emperador  de  Austria. 

Para  determinar  cual  sea  el  domicilio  de  un  desterrado  es  preciso 
distinguir  si  el  destierro  es  vitalicio  ó temporal:  en  el  caso  primero 
será  aquel  en  (pie  cumpla  su  condena ; en  el  segundo,  será  conside- 
rado, al  regresar  á su  patria,  como  si  volviese  de  un  viaje  largo. 

Eos  fugitivos  ó emigrados,  por  causas  de  revueltas  intestinas,  no 


* IIaUeck>  tnt‘  taro,  di.  29,  § 21;  Merlin,  Réperloire , tit.  Domicile,  § 5;  Heffter, 
I)ml . !"/l  §§  58>  59 i Dailoz,  liépertoire , tit.  domicile , § 4;  Westlake,  Prívate  int. 
.n'°l  3;>’  3(’>  *2.  *3;  Wynne,  Life  of  sir  Leoline  Jenkins,  vol.  II,  pp.  665-670; 

oclun>  CEuvrcs,  vol.  II,  p.  223. 
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pierden  el  de  la  suya  á no  ser  que  cuando  puedan  volver  á él, 
no  lo  hagan,  y manifiesten  la  intención  de  continuar  en  la  residen- 
cia que  tuvieren.  * 

8 540.  En  algunos  países  no  se  permite  á los  extran- 

° ...  Efecto  de  las 

ieros  la  adquisición  de  domicilio.  A pesar  de  tal  prohibí-  lQy°s  muni- 

J 1 r cipales  sobre 

cion,  la  ley  francesa  consiente  la  del  defacto,  que  equivale  domicilio, 
á no  conceder  los  privilegios,  pero  si  las  responsabilidades  de  los  súb- 
ditos nacionales.  En  el  caso  de  que  las  leyes  del  país  respectivo  sean  la 
que  le  prohíban  adquirirle,  podrá,  sin  embargo,  hacerlo.  En  cuanto  á 
su  carácter  nacional  en  tiempo  de  guerra,  Phillimore  opina  que  la 
propiedad  de  los  que  han  adquirido  domicilio  de  facto  puede  ser  dis- 
tribuida con  aplicación  de  la  ley  que  le  rija ; pero  no  niega  que 
pueden  aducirse  argumentos  en  contra  de  su  modo  de  pensar.  ** 

§ 541.  Hanse  celebrado  entre  algunas  naciones  tratados  pelos  trata- 
por  los  que  se  conserva  al  residente  en  el  extranjero  su  icy\Lmi  en 
carácter  originario,  ó se  le  concede  uno  comercial  que  no  uslamaiena- 
es  el  de  su  origen,  ni  el  de  su  residencia.  Tal  acontece  en  las  rela- 
ciones mercantiles  existentes  entre  los  cristianos  y los  infieles. 

Los  comerciantes  européos  y americanos  que  residen  en  Oriente 
bajo  la  protección  délas  factorías  mercantiles  tienen,  como  hemos  dicho 
en  otra  ocasión,  el  carácter  nacional  de  aquella  á que  pertenecen.  Y 
se  comprende  perfectamente  que  así  sea,  si  se  atiende  á que  las  leyes 
de  aquellos  países  no  permiten  á los  extranjeros  inmiscuirse  en  acto 
alguno  de  su  vida  propia,  esto  es,  que  los  consideran  siempre  y para 
todo  como  extraños.  Por  esto,  los  legisladores  han  dispuesto  con  so- 
brada razón,  que  en  estos  casos  no  se  debe  perder  la  nacionalidad 
inherente  al  origen. 

Hubo  una  época  en  que  los  negociantes  ingleses  que  residían  en 
Portugal,  intentaron  que  se  aplicase  en  favor  suyo  la  ley  de  Oriente, 
pero  las  córtes  manifestaron  la  imposibilidad  de  una  concesión  seme- 
jante. *** 


* Halleck,  Int.  law,  ch.  29,  §§  22;  Philliinore,  Law  of  domicil , §§  1R>  el  seq.; 
Domat,  Traite  des  lois,  liv.  1,  tit.  1G,  § 2;  D’Aguesseau,  (Euvres  de  M.  lo  Chan- 
cellar, vol.  V,  pp.  1 el  seq.;  Morisson,  üic.  of  décisions,  vol.  I,  p-  4627;  Rurges 
Com.  on  forcign  and  col.  law , vol.  I,  p.  47;  Duer,  fín  Insurance,  vol.  I,  p.  51; 
Phillips,  On  Insurance,  vol.  I,  p.  61;  Wesllake,  Prívate  inl.  law,  §§  52,  53. 

**  Halleck,  Inl.  law,  ch.  29,  § 23;  Merlin,  Réperloirc,  til.  Douúcilc,  § 13;  Philli- 
more, Law  of  domicil,  §§  301-306  ; Dalloz,  Répertoire,  til.  domicile , § 4;  Wesllake, 
Prívate  inl.  law,  § 32;  Coda  civil  franjáis,  art.  13. 

***  llalleek,  Inl.  law  ,ch.  29,  § 24;  Phillimore,  Law  of  domicil,  §§  278  el.  seq.; 
Wililman,  Inl.  law,  vol.  II,  p.  42;  Duer,  On  insurance,  vol.  1,  pp,  511,  .>11 
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Residencia  § 342.  En  el  caso  de  que  un  comerciante  neutral  se 
^an'cnhró  presente  en  país  enemigo  durante  las  hostilidades  exclusi- 
<:c  deudas.  vamen(c  con  el  objeto  de  cobrar  las  deudas  que  tenga  á su 
favor  ó de  sacar  de  él  mercancías  de  su  pertenencia,  no  adquirirá 
por  su  residencia  carácter  hostil.  Pero  deberá  cuidar  mucho  de.  no 
traspasar  los  límites  marcados  por  el  objeto  especial  de  su  visita, 
pues,  de  no  ser  así,  se  expondría  á ser  tratado  como  enemigo,  y por 
consiguiente,  á la  confiscación  de  su  propiedad. 

No  faltan  autores  que  apoyan  la  doctrina  de  que  el  que  tenga  aquel 
carácter,  que  reside  en  país  enemigo  al  estallar  la  guerra,  debe  go- 
zar del  privilegio  [de  poner  en  salvo  sus  bienes,  que  se  considerarán 
exentos  de  confiscación  por  un  tiempo  dado.  * 

8 543.  El  desarrollo  de  la  industria  y del  comercio  en 

Un  comor-  ° J 

íciir'i0  vnr¡aC  ('Poca  actual,  y la  facilidad  y rapidez  que  presta  á los 
racíonaHda-  viajes  la  aplicación  del  vapor  á las  vias  terrestres  y marí- 
timas, son  causas  muy  suficientes  para  dificultar  la  fijación 
exacta  del  domicilio  de  un  comerciante.  Si  este,  por  ejemplo,  tiene 
un  negocio  mercantil  complexo,  residirá  tan  pronto  en  un  sitio  como 
en  otro,  por  un  espacio  de  tiempo  demasiado  corto  para  adquirir  en 
ninguno  carácter  nacional.  Para  obviar  los  inconvenientes  que  resul- 
tan de  esta  falta  de  fijeza,  se  resuelve  la  cuestión,  de  acuerdo  con  el 
derecho  romano,  concediendo  al  negociante  que  en  tiempo  de  guerra 
ejerce  su  profesión  en  varios  puntos,  el  respectivo  de  cada  uno. 

Algunos  legistas,  corroborando  la  opinión  de  Domat,  manifiestan 
que  es  difícil,  por  no  decir  imposible,  que  un  individuo  tenga  mas 
de  un  centro  en  sus  negocios. 

Apoyándose,  á no  dudarlo,  en  esta  observación  justísima,  la  ley, 
en  el  mayor  número  de  los  Estados  européos  exige  un  domicilio  prin- 
cipal para  ciertos  casos,  como  sucede  en  el  de  testamento  ó sucesión 
abintestada.  ** 


* Hallcck,  Inl.  lato,  ch.  29,  § 25;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin, 
annolée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  4,  § 63;  Azuni,  Droit  maritime , pte.  2, 

ch.  4,  art.  2,  § 17;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  40;  Duer,  On  insur  anee,  vol . I, 
p.  502. 

Ilalleck,  Int.  law , ch  29,  § 26;  Fcelix,  Droit  int.  privé,  liv.  1,  tit.  1,  § 29; 
Mevlin,  fíépertoire,  tit.  Domicile,  § 7;  Phillimore,  Law  of  domicil,  §§  17  etseq.; 
Domat,  Traité  des  lois,  liv.  1,  tit.  16,  § 6 ; Massé,  Droit  commercial,  vol.  III, 
P-54;  DaPoz,  liépcrtoirc,  tit.  Domicile,  §§  3,  4;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp. 

' ' 49P  ^estlake’  Privale  int.  lato,  §§  23,  et  seq.;  Duer,  On  insurance , vol.  I, 
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§ 544.  No  basta,  para  perder  el  carácter  resultante  de  la  Regreso  ai 
residencia , la  manifestación  del  deseo  de  regresar  á su  pais  nativo- 
país,  sino  que  es  necesario  que  esta  intención  tenga  un  principio  de 
ejecución.  Conformes  con  este  espíritu  han  sido  algunas  decisiones  de 
los  tribunales  norte-americanos;  que  difieren  de  los  ingleses,  los  cua- 
les la  dan  toda  la  fuerza  de  un  hecho  consumado.  * 

§ 545.  No  se  considera  cambiado  el  carácter  nacional  de 

° Efectos  déla 

los  habitantes  de  un  país,  porque  este  se  halle  ocupado  ocupación 

1 militar  sobre 

militarmente  por  fuerzas  enemigas,  por  tanto,  aquellos 
continuarán  debiendo  fidelidad  á su  soberano.  Mas  ade- 
lante veremos  qué  no  sucede  lo  mismo,  cuando  la  ocupación  tiene 
los  carácteres  peculiares  de  la  conquista. 

Pero  si  la  ocupación  militar  se  efectuase  por  una  potencia  amiga 
con  el  consentimiento  del  soberano  á quien  pertenece  el  lugar  ocu- 
pado, el  carácter  de  los  nacionales  cambia  con  Ja  fidelidad  que  se 
supone  transferida  al  poder  ocupante.  Esto  es  precisamente  lo  (|ue 
acaeció  en  las  islas  Jónicas,  cuando  fueron  ocupadas  por  las  tropas 
francesas,  en  virtud  de  la  rendición  de  las  autoridades  rusas.  ** 

§ 546.  No  sucede  lo  mismo  que  en  la  ocupación  militar,  l0s  producá 
cuando  se  trata  de  una  conquista  completa,  ó de  una  ce-  conqu'/sta  le- 
sión de  territorio  hecha  por  otro  Estado.  En  amJios  casos 
el  carácter  nacional  de  los  habitantes  pasa  á ser  el  del  poseedor,  y 
tienen  derecho  á disfrutar  de  todos  los  goces  y preeminencias  pecu- 
liares de  su  nuevo  status  internacional.  *** 

§ 547.  Debe  tenerse  en  cuenta  que  la  simple  cesión  por  s¡n  ocupa- 
tratado  de  una  porción  de  territorio,  no  opera  el  canje  del 
carácter  nacional  y de  la  fidelidad,  que  no  tiene  lugar  hasta  que  se 
hace  la  entrega  y la  recepción  de  la  parte  cedida  con  las  solemnida- 
des debidas. 

Cuando  España  cedió  la  Luisiana  á Francia,  y con  mo-  Cas0  ocurri(i0 
tivo  de  la  captura  hecha  posteriormente  de  una  propiedad  cn 
perteneciente  á un  francés,  sir  William  Scott  decretó  que 


cn  la  Lui- 
siána. 


* Halleck,  Int.  law,  ch.  29,  § 28;  Wheaton,  Elém.  droit  inl.,  pte.  4,  ch.  1, 
§ 17;  Wildraan,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  44,  45;  Phillimore,  On  int.  lato,  vol.  III, 
§ 85;  Westlake,  Prívale  int.  law,  § 40;  Duer,  On  Insurance , vol.  I,  PP-  515-520. 

**  Halleck,  Int.  law,  ch.  28,  § 30  Wildman,  Int.  law , vol.  II,  P-  tló ; Wcsllakc, 
Prívale  int.  law,  § 24;  Duer,  On  insurance,  vol.  I,  p,  438. 

***  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumiu,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  13,  § 200;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  ct  de  la  paix , édition  Guillaumiu,  anno- 
tée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  8;  Halleck,  Int.  law,  ch.  29,  § 31 ; Westlake, 
Prívale  int.  law,  § 40. 
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fuera  devuelta  á su  dueño,  fundándose  en  que  la  entrega  del  territo- 
rio no  llenaba  las  formalidades  requeridas.  * 

§ 548.  Hemos  dicho  ya  que  la  posesión  por  insurgentes 
cion ó insur-  de  una  plaza  ó lugar,  no  cambia  ni  modifica  en  nada  el 
rcccion.  carácter>  nj  }a  condición  de  sus  habitantes,  si  el  gobierno 

do  que  dependen  no  la  reconociese. 

comprobante  Una  prueba  de  est0  es  Io  cIue  aconteció  en  la  isla  de 
iiistoricu.  santo  Domingo  en  tiempo  de  la  dominación  francesa. 

Sabido  es  que  una  gran  parte  de  ella  se  liabia  separado,  por  insurrec- 
ción, del  gobierno  colonial  de  la  Francia,  que  á la  sazón  se  hallaba 
en  guerra  con  Inglaterra.  Pues  bien,  con  este  motivo  el  tribunal  de 
casación  francés  decidió,  que  se  considerase  á los  dominicanos  separa- 
tistas como  hostiles  en  sus  relaciones  comerciales,  Ínterin  el  gobierno 
inglés  no  reconociese  su  cambio  de  carácter  nacional.  La  misma 
jurisprudencia  ha  servido  de  norma  en  los  Estados-Unidos.  ** 

Carácter  de-  § 549.  Hay  casos  en  que  la  naturaleza  del  tráfico  ó nego- 
tráfico  partí-  cío  á que  se  dedica  una  persona,  le  imprime  un  carácter 
ejue  no  tiene  el  menor  punto  de  contacto  con  el  que  se 
deriva  de  su  residencia. 

En  estas  circunstancias  se  encontrará  el  comerciante  que,  pertene- 
ciendo á un  estado  neutral , trafica  con  una  de  las  partes  beligerantes; 
si  su  comercio  no  está  permitido  inas  que  á los  naturales  de  ella,  ó 
le  verifica  por  una  orden  expresa  y exclusiva  de  aquel  gobierno.  De 
este  modo,  adquiere  un  carácter  hostil  independiente  en  un  todo  del 
que  le  presta  la  neutralidad  del  país  en  que  reside,  y,  por  tanto,  sus 
propiedades  podrían  ser  confiscadas.  *** 

Diferencia  §550.  Pero  entre  el  carácter  hostil,  producto  del  domicilio, 

con  ei  del  y,  el  que  resulta  del  tráfico  hay  una  diferencia  material  muy 
dmiicilio.  ...  r,  , 

notable.  En  este,  la  confiscación  déla  propiedad  se  reduce 

única  y exclusivamente  al  objeto  ú objetos  que  constituyen  el  que  le 

ocasiona ; á la  vez  que  en  aquel  se  extiende  á todas  las  propiedades 

del  individuo  de  que  se  trate.  **** 

Empleo  ha-  § 551.  El  empleo  de  capitán  de  un  buque,  marinero,  sobre- 

biiual.  t . 

cargo  o agente  mercantil  en  el  comercio  y la  navegación, 


|l  * Halleck,  Int.  law,  ch.  29,  § 32;  Wildman,  Int.  laiv,  vol.  II,  p.  115;  Duer,  On 
n insurance , vol.  I,  p.  438. 

^Halleck,  Int.  law,  ch.  29,  § 33;  Wildman,  Int.  law , vol.  II,  pp.  116,  117. 

Halleck,  Int.  law,  ch.  29,  § 34;  Dalloz,  Répertoire,  tit.  Domicile,  §§  1-4; 
Z*°u  insurance>  vol.  I,  pp.  523-577;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  48,  49. 

n..n  all.ecl{>  Int • law,  ch.  29,  § 35;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III  § 85; 
n«ei,  On  Insurance,  vol.  I,  pp.  523,  524. 
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desempeñado  habitual  y constantemente  en  un  país  hostil,  da  al  que 
lo  ejerce  la  misma  calidad,  aunque  no  tenga  en  él  su  residencia; 
hallándose,  por  tanto,  sus  propiedades  expuestas  á la  confiscación. 

Este  principio  es  razonable  y justo,  porque  las  personas  que  desem- 
peñan los  cargos  referidos,  están,  por  decirlo  así,  tan  encarnadas  en 
el  comercio  del  país,  como  los  negociantes  que  residen  en  él.  * 

§ 552.  Como  regla  general  diremos  que  los  buques  y las  c,irirlor  na 
mercancías  tienen  el  carácter  de  sus  dueños , no  descui-  ciona|  los 

buques  y de 

dándonos  en  añadir  que  esta  regla  es  una  délas  que  tienen  las  mercan- 

CIES* 

mas  excepciones. 

Si  un  barco  se  ha  empleado  en  operaciones  favorables  al  enemigo, 
tales  como  conducción  de  tropas,  de  municiones,  de  despachos  etc., 
tomará  un  carácter  hostil  marcado  é innegable.  Perderá,  pues,  el  de 
su  propietario  y así  podrá  suceder  que  este  sea  neutral,  y hasta 
amigo,  y su  propiedad  pueda  fundadamente  confiscarse. 

Lo  mismo  decimos  con  respecto  á las  mercancías.  Su  procedencia 
y su  destino  determinan  su  carácter,  que  puede  ser  igual  ó diametral  - 
mente  opuesto  al  de  sus  dueños.  ** 


* Halleck,  Int.  law,  cli.  29,  § 3G;  Phillimore,  On  int.  law , vol.  III,  §85;  Duer, 
On  Insurance , vol.  I,  p.  526. 

**  Halleck,  Int.  law , ch.  29,  § 37;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  §§  485, 
487;  Wildman,  Int.  law , vol.  II,  pp.  84,  112;  Duer,  On  Insurance,  vol.  I, 
pp.  451,  455;  Pistoye  etDuverdy,  Traité  des prises,  tit.  6;  De  Cussy,  Droit  mari- 
time,  liv.  1,  tit.  3,  § 17. 
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CAPÍTULO  X 

DERECHOS  DE  OCUPACION  MILITAR 
Y DE  CONQUISTA  COMPLETA. 

8 oo3.  Aplícase  vulgarmente  la  palabra  conquista  al  de- 

Dislincion  ° r ° 

entre  la  ocu-  signar  un  territorio  tomado  al  enemigo;  pero  ateniéndose 

pación  mili-  ° 

tar  y la  con-  exli’ictamentc  al  tecnicismo,  no  debe  usarse  mas  que  en 

quista  com- 

e]  caso  de  que  esa  porción  de  tierra  pase  definitivamente 
á ser  propiedad  del  vencedor,  esto  es,  hasta  que  la  posea  con  título 
completo.  -i 

Mientras  esto  no  suceda,  el  derecho  denomina  el  acto  á que  nos 
referimos,  ocupación  militar  ( occupatio  bellico),  que  es  realmente  mas 
gráfico;  acto  que,  por  el  uso  establecido  y por  las  leyes  de  la  guerra, 
difiere  esencialmente  de  la  conquista  completa  ( dehellatio , ultima  vic- 
toria). 

Semejante  hecho  implica  la  firme  posesión  del  territorio,  de  modo 
que  el  ocupante  pueda  cumplir  en  él  sus  determinaciones  por  medio 
de  la  fuerza  ó por  la  aquiescencia  del  pueblo,  y durante  un  tiempo 
futuro  indefinido,  sujeto  únicamente  á los  azares  de  la  lucha;  y supo- 
ne también  la  continuación  del  status  de  guerra. 

Siendo  un  incidente  de  ella,  este  derecho  emana  del  de  conquista. 

El  gobierno  y las  leyes  por  que  deba  rejirse  la  parte  ocupada  tran- 
sitoriamente, se  derivan  de  las  de  la  guerra,  tal  y como  el  hábito  las 
ha  sancionado,  ó bien  atendiendo  á la  opinión  de  los  publicistas  que 
gocen  de  mayor  autoridad  en  la  materia.  En  caso  de  convenciones  i 

particulares  ó de  decisiones  de  tribunales  que  formen  jurispru- 
dencia, menester  será  no  apartarse  de  ellas. 

Pero  si  la  conquista  es  completa,  el  territorio  adquirido  se  identi- 
fica naturalmente  con  el  Estado  de  que  entra  á formar  parte,  y se 

iije  por  sus  propias  leyes,  y se  gobierna  con  iguales  principios, 
too 
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§ 554 


Cuando  prin- 
cipian los 
derechos  do 
ocupación 
militar. 


Denomínese  militar  ó civil  el  gobierno  á que  esté  sujeto  el  territorio 
ocupado  militarmente,  su  carácter  y el  origen  de  su  autoridad  son 
iguales : en  ambos  casos  es  impuesto  por  las  leyes  mencionadas , y á 
estas  concierne  tan  solo  determinar  si  sus  actos  son  ó no  legales. 

Un  Estado  conquistador  puede,  si  lo  juzga  conveniente,  conceder  á 
sus  nuevos  súbditos  derechos  y privilegios  de  que  no  disfrutan  los 
demás,  y del  mismo  modo  es  dueño  de  imponerles  restricciones.  * 

g 554.  No  se  hallan  completamente  de  acuerdo  todos  los 
escritores  que  se  han  ocupado  de  estas  materias,  acerca 
de  cuando  principian  los  derechos  de  la  ocupación  militar 
ó cual  es  la  fecha  que  debe  fijarse  á una  conquista,  y 
hasta  qué  punto  se  limitan  entrambas. 

Bouvier  dice,  que  una  conquista  es  la  adquisición  de  la  soberanía 
de  un  país  por  la  fuerza  de  las  armas , ejercida  por  otra  independiente 
que  somete  al  vencido  bajo  su  predominio.  De  esta  definición  se  de- 
duce que  los  derechos  resultantes  de  una  ocupación  militar  no  se  ex- 
tienden mas  que  á la  parte  realmente  vencida.  Por  tanto,  si  una  por- 
ción cualquiera,  una  isla,  un  fuerte,  una  provincia  del  país  beligerante 
se  ve  obligada  á rendirse  al  enemigo,  la  ocupación  subsiguiente  ad- 
quiere cierto  carácter  de  conquista,  y sus  habitantes  se  hallan  sujetos 
á las  leyes  que  dicten  los  ocupantes,  aunque  estos  carezcan  del  ple- 
num  dominium  et  utile.  Así  es  que  si  un  enemigo  ocupa  un  punto 
cualquiera  de  la  costa  perteneciente  al  contrario,  puede  imponer  cier- 
tas condiciones  al  arribo  de  buques  neutrales  y hasta  impedirle,  pero 
su  jurisdicción  no  alcanzará  al  resto  de  las  aguas  enemigas. 

Celsus  y Paulus  opinan  igualmente : el  primero  dice  que,  un  ejér- 
cito posee  un  país  hasta  donde  obliga  á las  fuerzas  enemigas  á reti- 
rarse. 

Pudiera  suceder  que  un  enemigo  ocupe  una  ciudad,  pero  no  sus 
fuertes,  si  los  tuviera.  En  este  caso  su  dominio  se  circunscribirá  á la 
parte  que  no  resiste,  pero  no  puede  alcanzar  á los  que  se  defienden 
todavía. 

Ahora  bien , la  propiedad  por  derecho  de  conquista  de  una  parte  j 
con  ánimo  deliberado  de  apropiarse  el  todo,  surte  sus  efectos  si  el 
enemigo  no  mantiene  posesión  militar  en  el  resto. 


* Vattel,  Droit  (les  gens,  édition  Guillaumin,  annotcc  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  13,  § 197 ; Halleck  , Int.  law , cli.  32,  § 1;  IleíUcr,  Droit  inl.,  §§  131,  180; 
Isambert,  Ann.  pol.  et  cliplom .,  int.  p.  115;  Gushing,  Opinions  U.  .S’.,  Attg’s 
geni.,  vol.  VIH,  § 365;  Gardner,  Inslilules,  p.  208;  Puffendorf,  De  jure  nal.  et 
geni.,  lib.  8,  cap.  fi,  S§  tu  -?• 
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Ij E HECHOS  DE  OCLPACJON  -MILITAR 


Cuestión  ¡iw- 
movida  entre 
y lns 
|,rnvi:;»;ias- 


Entro  las  cuestiones  que  surgieron  de  la  tiegua  celebrada 
p0  c]  rcy  de  España  y las  Provincias-Unidas,  fué  una  la 
de  resolver  si  en  la  posesión  de  una  ciudad  debia  com- 
prenderse la  del  país  que  la  rodea,  y se  decidió  afirmati- 
vamente con  la  excepción  del  caso  en  que  hubiera  en  esas  tierras 
una  fortificación  ú otra  cosa  cualquiera  que  las  protegiese  contra  los 
enemigos.  Así  se  confirma  mas  y mas  la  doctrina  de  que  un  enemigo 
jio  es  dueño  sino  de  la  parte  que  ocupa  real  y positivamente. 

Estos  principios  demuestran  claramente,  cuán  absurdas  son  las  pre- 
tcnsiones de  los  imperios  de  Occidente  y de  Oriente  que,  para 
fundarse,  se  lian  apoyado  únicamente  en  la  posesión  de  Roma  y Cons- 
lantinopla. 

Y para  dar  mas  fuerza  al  principio  de  la  falta  de  jurisdicción  de 
un  ocupante  fuera  de  los  límites  de  un  territorio  ocupado,  po- 
demos citar  las  palabras  de  lord  Coke,  que  refiriéndose  á la  época 
do  Enrique  IV  de  Inglaterra,  dice:  que  los  que  nacieron  en  aquellas 
parles  de  Francia  que  se  hallaban  sometidas  á la  fidelidad  de  aquel 
monarca , no  eran  considerados  como  extranjeros  ni  estaban  incapaci- 
tados para  heredar  tierras  en  Inglaterra . No  sucedía  lo  mismo  con 
los  oriundos  de  los  lugares  que  no  le  debían  sumisión:  quienes  fue- 
ron considerados  como  antenalis  y recibieron  cartas-patentes  de  ma- 
numisión, como  tuvo  lugar  en  el  caso  de  Reynel.  * 

Süinciimien-  § lo  <Iue  acabamos  de  decir  no  debe  deducirse 

10  sll,icient0  que  sea  condición  precisa  que  el  conquistador  ocupe  mili- 
tarmente todo  el  territorio  enemigo  para  poder  dirigirle  y gobernarle. 
Pero  si  una  ó varias  porciones  de  él  se  niegan  á reconocer  su  auto- 
ridad, no  puede  obligárseles  á la  fidelidad ; se  sobreentiende  entóneos 
que  continúan  perteneciendo  á su  antiguo  soberano,  se  las  considera 
hostiles,  y en  concepto  de  tal  como  beligerantes.  Siendo  el  gobierno 
del  conquistador  de  f acto  y no  de  jure,  debe  apoyarse  siempre  en  la 
posesión,  que  es  el  hecho  contrario  al  primer  soberano. 

En  otros  términos , esta  clase  de  derechos  no  deben  ser  nunca 
presumidos,  sino  probados;  y la  posesión  en  que  se  basan  es  preciso 
. que  sea  mantenida  para  que  no  pierdan  su  fuerza  y vigor. 

Esta  doctrina  se  halla  expuesta  muy  clara  y concisamente  en  las 
siguientes  palabras  del  presidente  de  justicia,  Taney: 

« Por  las  leyes  y por  los  usos  de  las  naciones,  la  conquista  es  un 

llalleek,  Int.  law,  ch.  32,  § 2;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix, 
n’ ' ch-  HefTter,  Droit  international,  § 186;  Bynkershoek,  Qucest.  jur., 

«£>•,  lib.  1,  cap.  6;  Wildman,  Int.  law,  vol.  I,  pp.  163,  164. 
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título  válido  mientras  el  vencedor  mantiene  la  posesión  exclusiva  del  1 
país  conquistado.  * 

§ 556.  En  general,  las  leyes  políticas  quedan  en  suspenlj 
so  en  tanto  que  dura  la  ocupación  militar  de  un  territorio#!  ErrástoioJcsre 
conquistado.  Por  consiguiente,  los  propietarios  ó poscc-s  pohUcas- 
dores  de  los  bienes  inmuebles  están  exentos  de  pagar  tributos  al 
antiguo  soberano : el  hacer  lo  contrario  equivaldría  á desconocer  el 
carácter  con  que  la  ley  reviste  al  conquistador. 

Este  es  el  único  que  puede  ordenar  y cobrar  los  impuestos  ó exac- 
ciones que  tenga  á bien  hacer  por  la  razón  misma  de  que  su  autori- 
dad ha  permitido  á los  terratenientes  continuar  en  el  usufructo  de 
los  bienes. 

El  vencedor  ha  obtenido  en  virtud  de  los  derechos  de  la  guerra  el 
uso  de  las  propiedades  rústicas  y urbanas  pertenecientes  al  país  con- 
quistado, y por  esto  le  son  debidos  sus  rendimientos,  que  puede 
reclamar  y recibir  legalmente.  Sin  embargo,  los  contratos  que  hiciere 
con  los  individuos  que  las  posean,  no  serán  válidos  desde  el  momento 
en  que  cesen  las  circunstancias  que  dieron  lugar  á su  estipulación,  y 
entóneos  las  tierras  usurpadas,  en  el  caso  de  haberlas,  serán  devueltas 
á sus  primitivos  poseedores.  ** 

§ 557.  No  sufren  igual  paralización  las  leyes  munici- 

i Sobre  las  lé- 

pales, á no  ser  que  sean  suspendidas  o cambiadas ; pero  yes  inunici- 

esto  sucede  rara  vez,  porque  ningún  interés  impele  al 

cambio  de  las  hechas  y aplicables  bajo  un  punto  de  vista  meramente 

individual. 

Y aun  en  el  caso  de  que  la  ocupación  termine  en  una  conquista 
debidamente  confirmada,  los  habitantes  del  territorio,  por  punto  ge- 
neral, se  rijen  por  las  leyes  y costumbres  en  él  establecidas  antes  de 
que  aquella  tuviera  lugar. 

El  derecho  internacional  no  considera  como  extensivas  al  país  con-;, 
quistado,  la  jurisdicción  civil  ni  la  criminal  del  Estado  conquistador,  j 
durante  la  ocupación  militar. 

«La  ocupación  y el  gobierno  militar,  dice  Ortolan,  no  son  sufi- 
cientes para  cambiar  la  jurisdicción  nacional  y sustituir  la  del  Estado 


* Heffler,  Droil  inteniational,  § 131;  Hallcck,  Int.  lato,  ch.  32,  § 3;  Wildman, 
Inl.  taw.  vol.  I,  pp.  163  et  seq.;  Schwarlz,  De  jure  vk.  in  res  incorp.,  Ui.  27. 

**  Valtel,  Droil  des  gens,  édllion  Guillaumin,  annotée  par  Pradicr-Foderó,  liv.  3, 
ch.  13,  § 197  ct  scq.;  Ilefl'ter,  Droil  internalional,  §§  131-133,  180;  Jialluck,  Inl.  luto, 
ch.  32,  § 4;  Bmlamaqui,  Droit  de  la  nal.  el  des  gens,  vol.  V,  pie,  4,  ch.  7, 
Sclnvarlz,  De  jure  vic.  in  res  incorp .,  til.  27;  Wildman,  hit.  lato,  vol.  I,  pp.  163 
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§ 558  

ocupador  por  la  del  territorio  ocupado  temporalmente.  Semejante 
efecto  no  se  produce  mas  que  por  la  incorporación  ú ocupación  defini- 
tiva. Nos  referimos  aquí  únicamente  a la  jurisdicción  de  la  ley  co- 
mún y al  conocimiento  ordinario  y usual  de  los  casos,  sin  disminuir 
de  ningún  modo  los  derechos  derivados  de  la  guerra  y las  medidas 
adoptadas  para  el  gobierno  provisorio.» 

En  corroboración  de  este  aserto  cita  una  decisión  del 
tribunal  de  casación  sobre  apelación  de  la  corte  de  justi- 
cia de  los  Pirineos  Orientales  en  el  caso  de  Villaseque, 
francés  acusado  del  crimen  de  asesinato  cometido  en  Ca- 
taluña, durante  la  ocupación  militar  francesa  de  1811.  El 
ministerio  fiscal  sostuvo  que,  hallándose  aquella  provincia  ocupada 
por  tropas  francesas  y gobernada  por  autoridades  del  mismo  país, 
debía  considerársela  como  territorio  francés ; pero  el  tribunal,  en  su 
decisión  de  22  de  enero  de  1818,  dijo:  «Esta  ocupación  y esta  admi- 
nistración por  tropas  y autoridades  francesas,  no  han  comunicado 
á los  habitantes  de  Cataluña  el  título  de  tales,  ni  á su  territorio  una 
calidad  semejante:  esta  modificación  no  podría  resultar  mas  que  de 
un  acto  de  unión,  emanado  de  la  autoridad  pública,  que  nunca 
existió.  » 

Una  opinión  idéntica  emitió  el  fiscal  de  los  Estados-Unidos,  con 
respecto  á varios  crímenes  cometidos  en  Méjico  en  el  tiempo  que  la 
república  norte- americana  le  ocupó  militarmente.  * 

§ 558.  ¿Cómo  deberán  castigarse  en  estos  casos  los  crí- 
crímr'ncs  co-  menes  cometidos,  que  no  tienen  carácter  militar,  ni  están 
ei  icrritorio  previstos  en  el  código  de  la  propia  especie  del  Estado 

ocupado.  , 0 

ocupador? 

Recurriendo  á los  principios  establecidos  se  resuelve  fácilmente  esta 
cuestión.  Aunque,  como  liemos  dicho,  la  jurisdicción  del  Estado  ocu- 
pador no  alcanza  á un  territorio  extranjero,  las  leyes  de  la  guerra  le 
revisten  de  ámplios  poderes  para  gobernarle  y castigar  los  crímenes 
que  dentro  de  él  se  cometieran  ó las  ofensas  que  allí  se  hagan.  La 
sustanciaron  de  los  procesos  á que  cualesquiera  de  estos  actos  dé  lugar, 
puede  conferirse  á las  autoridades  ordinarias  ó á tribunales  especiales 
instituidos  por  el  nuevo  gobierno,  y entonces  la  jurisdicción  común 
se  considera  como  suspendida  quo  ad  hoc , y no  hay  que  perder  de 


Heífter,  Droit  international,  § 131;  Orlolan,  Diplomalie  de  la  mer,  li v.  2,  ch, 
3,  Halleck,  Jnt,  law,  ch.  32,  § 5;  Toucey,  Opinions  V.  S atty’s  geni,  vol.  V, 

P-  oo ; Kamptz,  Lüleralur  des  Volkerrecht , § 307:  Cocceius,  De  jure  vic.  in  res. 
tncorp.  passim. 
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vista  que  su  autoridad  nace  de  las  leyes  de  la  guerra,  y no  de  las 
particulares  del  Estado  ocupado  ni  de  las  del  ocupador.  Y cuando 
estos  tribunales  actúen  en  hechos  que  las  disposiciones  vigentes  no 
hayan  previsto,  deberán  rejirse  por  la  jurisprudencia  pública  uni- 
versal. 

En  otro  lugar  nos  ocupamos  en  examinar  hasta  qué  punto  subsiste 
en  un  país  conquistado  la  legislación  por  que  se  rejia  anteriormente 
y el  extremo  á que  llega  su  reemplazo  por  las  del  conquistador , por 
las  del  gobierno  de  fado,  ó por  principios  nuevos  de  jurisprudencia, 
ó por  las  costumbres  introducidas  por  los  conquistadores ; excusado 
es,  pues,  que  hablemos  de  nada  de  esto  en  el  capítulo  presente. 

En  la  guerra  de  los  Estados-Unidos  contra  Méjico  se 

Decisiones 

presentaron  repetidísimos  ejemplos  de  haberse  consumado  especiales, 
crímenes  ó delitos  que  las  leyes  americanas  no  habian  provisto.  Para 
obviar,  en  lo  posible,  este  inconveniente,  se  admitió  la  regla  de  que 
cuando  eran  cometidos  por  «el  grueso  del  ejército,»  fueran  sometidos 
á comisiones  militares  nombradas  al  efecto.  En  California,  se  dejaron 
á la  resolución  de  los  tribunales  ordinarios,  sin  que  esto  fuera  óbice 
para  que  se  crearan  algunos  especiales  para  casos  determinados,  en 
virtud  de  la  disposición  que  se  ha  designado  con  el  nombre  de 
ley  marcial  extraterritorial,  y entonces  aquellos  obraban  subordina- 
dos al  poder  militar,  que  no  conocía  mas  límites  que  los  impuestos 
por  las  leyes  de  la  guerra.  * ** 

§ 559.  Algunos  escritores  ingleses  pretenden  que  los  habi- 
tantes de  un  territorio  conquistado  por  las  armas  británicas 
se  tornan  por  razón  de  ese  hecho  en  súbditos  británicos,  y 
que  como  tales,  deben  ser  reconocidos  umversalmente.  El 
país  así  adquirido  pertenece  de  hecho  al  rey;  es  decir, 
que  según  las  leyes  de  la  Gran-Bretaña,  no  se  necesita  la  sanción  del 
parlamento  para  que  sea  considerado  por  todos  como  propiamente 
inglés.  Basta  para  esto  con  el  acto  de  la  conquista  y la  conformi- 
dad del  soberano  á admitir  sus  nuevos  súbditos. 

. § 560.  Bien  diferente  es  la  regla  que  en  circunstancias 

° 1 . Legislación 

de  esta  índole  se  observa  por  los  Estados-Umclos.  En  aten-  norte- ameri- 

. 1 . .i,  cana. 

cion  al  espíritu  y á la  letra  de  las  instituciones  cspeciaJi- 

* Halleck,  Inl.  Iclw , ch.  32,  §6;  Heffter,  Droit  intern.,  § 131;  Orlóla»,  Diplo - 
mulle  ele  la  mer,  liv.  2,  ch.  13;  Kamptz,  Litlcrat.  des  Vollc .,  §§  307,308;  Gardncr, 
Instituios,  p.  208;  Cushing,  Opinions  of  U.  S.,  ally's  geni.,  pp.  3t¡.)  ct  seq.;  Scott, 
General  orders , n°  20,  feb.  19.  1847  ; Marcy , « Scoll,  leb.  15,  1847;  Gong,  doc . , 
n°  00,  .70lli  Gong.,  lsl  session;  II.  /?.,  p.  874. 

**  Halleck,  Inl.  law,  ch.  32  § 7. 
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simas  por  que  se  rije  esto  país,  la  situación  primcia  en  que  se  hallan 
los  territorios  conquistados  por  sus  armas,  es  anómala  en  extremo. 

El  presidente,  usando  de  su  poder  constitucional,  como  general  en 
jefe  del  ejército,  y los  empleados  militares  bajo  su  autoridad,  pueden 
una  vez  declarada  la  guerra,  introducirse  en  el  territorio  del  enemigo, 
posesionarse  de  él  y establecer  un  gobierno  y leyes  para  su  régimen, 
encontrándose  de  este  modo  sujeto  á la  soberanía  y dominio  de  la 
república  norte-americana.  Pero  como  ni  el  uno  ni  los  otros  tienen  la 
facultad  de  ensanchar  los  límites  de  la  Union,  que  reside  solamente 
en  el  congreso,  resulta  que  hasta  que  este  sancione  su  agregación 


los  habitantes  del  territorio  que  pertenece  de  hecho  á ella  no 
pueden  reclamar  los  beneficios  y derechos  que  sus  leyes  conceden  al 
resto  de  los  ciudadanos,  y son  rejidos  por  la  lev  marcial,  mientras 
dura  su  situación  anormal.  Sin  embargo,  los  Estados-Unidos  exigen 
de  las  naciones  extranjeras  que  consideren  y respeten  como  suyo  el 
país  conquistado,  y á sus  habitantes  como  súbditos  de  la  república, 
desde  el  momento  en  que  se  posesionan  del  primero.  * 
rioctos  do  § 561.  Imposible  es  que  se  oculte  á nadie  la  importancia 
asía  (listín-  de  ia  distinción  que  hacen  las  leyes  norte-americanas  entre 
el  territorio  conquistado  por  sus  armas,  pero  cuyo  hecho  no 
ha  obtenido  aun  la  sanción  del  congreso,  y los  que  forman  definitiva- 
mente parte  de  la  república.  De  ella  se  desprende  como  una  de  sus 
consecuencias  inmediatas  la  diferencia  que  debe  existir  en  las  relacio- 
nes de  los  países  extranjeros  con  los  unos  y con  el  otro. 

Aquel  tiene  que  someterse  á las  leyes  que  le  imponga  el  vence- 
dor, quien  puede  ordenar  el  cumplimiento  de  tales  ó cuales  requisitos 
en  sus  relaciones  comerciales  con  otros  países  ó prohibirlas  categóri- 
camente, si  lo  estimara  oportuno.  Y téngase  en  cuenta,  que  la 
autorización  ámplia  y cabal  concedida  para  continuar  bajo  el 
mismo  pié  y con  igual  extensión  que  tenian  las  relaciones  de  un 
pueblo  conquistado  con  otros,  es,  mas  que  nada,  una  relajación  de  las 
leyes  de  la  guerra. 

También  son  diferentes  las  reglas  por  que  se  rijen  las  relaciones 
y el  comercio  entre  los  habitantes  de  los  Estados-Unidos  y el  territorio 
por  ellos  ocupado. 

Por  esta  razón,  un  buque  americano  que  entra  en  uno  de  sus 
puertos  debe  conformarse  á los  reglamentos  adoptados  y al  pago  de 
dci eclios  exigido  por  el  gobierno  de  la  ocupación,  y á su  regreso  á 

Hallcck,  int , law,  ch.  32,  § 8;  Gardner,  Institutes,  p.  208. 
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cualquiera  de  los  de  la  Union  será  considerado  como  procedente  de  V 
uno  extranjero  y no  como  dedicado  al  comercio  de  cabotaje,  pagando  ij 
por  consiguiente  las  exacciones  ó impuestos  exigidos  á los  de  aquella 
clase. 

Por  lo  demás,  los  Estados-Unidos  gozan  en  tales  casos  de  todos  los 
fueros  y prerogativas  prescriptos  por  las  leyes  de  la  guerra.  Y si  la 
ocupación  se  convierte  en  conquista,  el  presidente  ejercerá  el  poder 
en  tanto  que  no  haya  disposiciones  legislativas  en  contrario.  * 

La  corte  suprema  de  justicia  de  los  Estados-Unidos,  ha  Decisiones 
resuelto  en  pro  del  beligerante  que  ocupa  militarmente  amencanas- 
una  parte  del  territorio  enemigo,  las  cuestiones  suscitadas  con  mo- 
tivo de  la  aplicación  de  las  leyes  de  haciendas  : Io  respecto  al  terri- 
torio neutral  que  se  encuentra  en  poder  del  enemigo  : 2o  en  lo  rela- 
tivo al  de  los  Estados-Unidos  tomado  por  un  contrario:  y 3o  al  de  este 
ocupado  por  ellos. 

Acerca  del  primer  caso,  y tratándose  de  la  isla  de  Santa  Cruz,  per- 
teneciente al  reino  de  Dinamarca,  pero  ocupada  por  tropas  inglesas, 
aquel  alto  tribunal  dice  : 

<t  Aunque  las  adquisiciones  hechas  durante  la  guerra  no  se  consi- 
deran como  permanentes  hasta  que  se  confirman  por  medio  de  un  tra- 
tado, pueden,  sin  embargo,  conceptuarse,  para  todo  objeto  comercial 
y beligerante,  como  parte  del  dominio  del  ocupador,  mientras  que  las 
gobierne  y las  conserve  en  su  poder.  La  isla  de  Santa  Cruz,  después 
de  su  capitulación,  permaneció  siendo  británica  hasta  que  fué  de- 
vuelta á Dinamarca.  » 

Con  motivo  de  la  toma  de  Castine,  que  pertenecía  á los  Estados- 
Unidos,  por  el  ejército  inglés  en  setiembre  de  1804,  y que  continuó 
en  su  poder  hasta  la  ratificación  del  tratado  de  paz  en  febrero  de 
1815,  los  magistrados  norte-americanos  sentaron  como  doctrina,  la 
siguiente  : 

« Por  la  conquista  y ocupación  militar  de  Castine,  el  enemigo  ad- 
quirió esa  firme  posesión  que  le  permitió  ejercer  los  derechos  de  sobe- 
ranía mas  plenos  sobre  aquel  lugar.  La  de  los  Estados-Unidos  quedó 
en  él,  como  es  natural,  en  suspenso  y sus  leyes  no  podían  cumplirse 
allí,  ni  ser  obligatorias  para  los  habitantes  que  se  sometieron  á los 
conquistadores  y permanecieron  bajo  su  dominio.  Por  el  acto  de  ren- 
dirse asumieron  una  fidelidad  temporal  respecto  al  gobierno  británico 

* Ilallcck,  Int.  lato , ch.  32,  § 9 ; Heffter,  Droit  intern.,  §§  131-133;  Durlamaqui, 
Droit  dcla  na  ture  ct  des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  7;  Gardner,  Instituios,  p.  208; 
Uushing,  Opinions  of  U.  S.  attij’s  geni.,  vol.  VIII,  §§  305  et  seq. 
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v tu  vieron  que  acatar  y obedecer  las  leyes  que  les  impuso.  La  natu- 
raleza misma  del  caso  deja  comprender  que  ningunas  otras  podían 
:»cr  obligatorias  para  ellos,  porque  donde  no  existe  protección,  ni  fide- 
lidad no  puede  pretenderse  obediencia.  En  consecuencia,  Castine 
debía  ser  durante  ese  período,  en  lo  referente  á nuestras  leyes  ren- 
tísticas, considerado  como  puerto  extranjero,  y las  mercancías  impor- 
tadas por  sus  habitantes  estaban  sujetas  únicamente  á los  derechos 
que  el  gobierno  inglés  quisiera  exigir ; porque  no  eran,  en  sentido 
correcto,  importadas  á los  Estados-Unidos.  » 

Por  último,  con  motivo  de  la  toma  de  Tampico  por  las  tropas 
norio-americanas,  el  mismo  tribunal  consideró,  que  los  cargamentos 
que  fuesen  desembarcados  allí,  estaban  sujetos  al  pago  de  los  dere- 
chos impuestos  por  las  autoridades  de  los  Estados-Unidos,  bien  pro- 
cediesen de  ellos,  ó ya  de  países  extranjeros.  * 

¡-obres  tici  § oG2.  Cuando  no  existen  leyes  del  congreso  aplicables 
rós;S¿cí’il¡\  á estos  casos,  la  reglamentación  y cobro  de  esas  rentas  en 
lomas.  e|  territ0r¡0  ocupado,  corresponde  al  presidente  en  su  cali- 
da 1 de  jefe  constitucional  ó á los  oficiales  de  mar  y tierra  comisio- 
nados por  él  al  efecto. 

Las  sumas  adquiridas  de  este  modo  pueden  emplearse  en  el  soste- 
nimiento del  gobierno  del  territorio  conquistado  ó dedicarse  á los 
gastos  que  ocasiónela  guerra;  porque,  en  virtud  de  su  procedencia, 
no  pertenecen  al  tesoro  de  la  república  basta  que  el  congreso  no 
promulgue  una  ley  con  tal  fin.  Por  igual  razón,  la  tramitación  que 
se  observa  en  la  percepción  é inversión  de  esos  caudales  difiere  de  las 
que  se  sigue  para  los  generales  de  la  nación. 

i84G.  Cuando  la  guerra  de  1840  entre  los  Estados-Unidos  v 

l>ií;)ysicinncs  ,,  , , . , . . , 

¡uiojitaihs  fu  Méjico,  y asi  que  tuvo  lugar  la  ocupación  de  algunos  de 

la  «cupucimi  , ..  , „ 

tic:  moral  los  puertos  del  litoral  mejicano  por  las  tuerzas  pertene- 

lucjicauo.  • , . i >i  t . • . , 

cíenles  a la  república  norte-americana,  su  presidente  esta- 
bleció una  tarifa  que  señalaba  los  derechos  que  debían  pagar  las 
mercancías  que  se  introdujesen  en  ellos.  Se  adoptó  otra  distinta  para 
la  California  por  los  jefes  militares  y navales  que  mandaban  en  la 
costa  del  Pacífico,  la  cual,  aunque  con  algunas  modificaciones,  con- 
tinuó rijiendo  con  el  consentimiento  tácito  de  la  autoridad  suprema 
hasta  el  fin  de  la  guerra. 

Posteriormente  las  cantidades  sobrantes  ingresaron  en  el  Tesoro,  en 
cumplimiento  de  varios  decretos  expedidos  al  efecto  por  el  congreso.** 

* ILV’eek,  hit.  law,  ch.  32,  § 10. 

I!;»!  i*ck,  Int.  law,  ch.  32,  § 11;  Dunlop,  Digest  of  laws  of  U.  S p.  1312. 
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§ 563.  Como  quiera  que  la  ocupación  militar  .no  pro- 
duce efecto  alguno  en  la  propiedad  privada,  excepto  en  PoSn  ddc 
casos  especiales  que  puede  procederse  á su  confiscación,  ¡,3¡vffedu- 
puede  ser  cambiada  durante  aquella,  ó vendida,  ó transfe-  pación3 ma- 
rida etc.,  puesto  que  continúa  vigente  la  ley  universal 
que  concede  á todo  legítimo  poseedor  de  una  cosa  hacer  de  ella  lo 
que  tuviera  por  conveniente. 

Una  municipalidad  ú otra  corporación  cualquiera  disfruta  asimismo 
del  derecho  que  tienen  los  particulares  de  disponer  de  sus  propiedades 
y podrá  ejercerle  igualmente  en  el  período  expresado  y todas  sus 
transacciones  serán  prima  facie  tan  valederas  como  si  hubiesen  sido 
hechas  en  tiempo  de  paz. 

Mas  no  debe  perderse  de  vista  que  el  conquistador  tiene  derecho  á 
introducir  en  la  ley  de  la  propiedad  modificaciones  que  cambien  no- 
tablemente las  doctrinas  que  acabamos  de  exponer,  y que  puede 
hasta  anularlas.  * 

§ 504.  fiemos  dicho  en  otra  parte  que  la  lex  loci  rei  sitce  ,Le>cs  , 
riie  en  todo  lo  referente  á tenencia,  títulos  y trasferencia  csimiiub- 

de  bienes  raíces,  y también  hemos  sentado  como  doctrina, 
que  las  facultades  concedidas  á los  individuos  se  extienden  á los 
municipios  y corporaciones  debidamente  establecidas;  sujetándose 
siempre  á la  aprobación  ó á las  modificaciones  que  en  ella  introduzca 
el  conquistador. 

Para  que  este  cambio  se  opere,  no  es  necesario  un  decreto  espe- 
cial, bastará  con  la  introducción  de  un  sistema  de  jurisprudencia 
diferente  ó de  un  uso  distinto,  porque  en  ellos  se  halla  inferida  la 
voluntad  soberana,  en  el  mero  hecho  de  tolerarlos,  y sabido  es  que  la 
costumbre  llega  á adquirir  fuerza  de  ley  hasta  el  extremo  de  servir, 
no  pocas  veces,  de  base  y fundamento  á las  decisiones  de  los  tribuna- 
les. Así  es  que  cuando  un  gobierno  se  impone  súbitamente  á un  país 
que  posee  merced  al  buen  éxito  de  sus  armas,  lleva  consigo  los  hábi- 
tos que  el  tiempo  ha  trocado  en  leyes. 

Mientras  que  la  California  se  halló  en  poder  de  los-Kslaaos-L'nidoo, 
se  autorizó  el  uso  del  papel  sellado  mejicano  para  toáoslos  documen- 
tos que  le  requirieran,  tales  como  escrituras  de  traspaso,  y Otros  con- 
tratos oficiales  y privados,;  y como  el  gobierno  existente  á iu  sazón 

* Iíiillcck,  hit.  laiv,  di.  32,  § 12;  ílcíllci»,  iJroil  ínter».,  §§  iál,  ISO ; Kunl, 
cu  a m.  lato,  vol.  I,  p.  92;  WÍicaloii,  Elán.  droit  int.,  pie.  4,  di.  i.  5,  ; l»i- 
(pielmo,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  Líl.  1,  cap.  12;  Isauibert,  A»,  pol.  el  dtp.  inl. 
p.  115;  Kamptz,  Liltcral.  etc.,  § 307. 
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ignoraba  el  idioma  español  y Jas  fórmulas  empleadas  en  él,  los  bie- 
nes raíces  se  trasferian  generalmente  según  la  práctica  observada 
en  la  república  norte-americana,  y para  probar  la  fuerza  legal  de 
estos  actos,  se  recurría  á la  ley  de  la  costumbre  introducida  por  la 
nación  ocupadora,  y en  virtud  de  esta  razón  fueron  siempre  recono- 
cidos como  válidos.  Esta  manera  de  trasferir,  continuó  usándose 
después  de  restablecida  la  paz,  hasta  el  establecimiento  de  otras 
prescripciones  dictadas  por  el  gobicino  local. 

En  el  caso  primero,  la  ley  sobre  el  uso  de  papel  sellado  era  ren- 
tística y como  las  demás  de  su  índole  queda  en  suspenso  ipso  {acto  por 
la  conquista,  y abrogada  por  completo  con  la  cesión  : en  el  segundo, 
pudo  también  ser  suspendida  por  efecto  de  la  lex  loci  rei  sitce  inhe- 
rente al  gobierno  ocupador.  * 

8 565.  Hemos  hablado  ya  incidentalmente  sobre  la  fide- 
los  habitan-  bdad  debida  al  ocupador  por  los  habitantes, 
rttoriooon-  Como  proposición  general  puede  establecerse  la  de  que 
este  deber  es  recíproco  con  el  de  protección,  por  consi- 
guiente, el  uno  depende  del  otro,  ó mejor  dicho,  ambos  á dos  se  com- 
pletan. Por  eso  la  que  se  debe  al  gobierno  que  resulta  de  una  ocu- 
pación militar  es  transitoria,  y cesará  en  el  momento  que  concluya 
la  causa  que  la  determina;  pudiendo,  por  tanto,  tener  nuevamente 
que  guardársela  á su  antigua  autoridad  suprema.  ** 

Resistencia  §566.  Se  presentan  en  el  terreno  que  estamos  recorriendo 
dos  cuestiones  de  no  escaso  interés,  tales  son  la  de  fijar 
cuando  se  opera  el  cambio  de  fidelidad  temporal  y que 
circunstancias  han  de  concurrir  para  que  el  todo  ó parte  del  territorio 
conquistado  pueda  tomar  las  armas  en  defensa  de  su  antiguo  soberano 
y para  ayudarle  á recuperar  las  posesiones  que  ha  perdido. 

Ambas  son  de  fácil  resolución,  aunque  en  esta  se  entrañen  asuntos 
de  la  mas  grande  importancia.  Por  la  decisión  de  la  primera  se  esta- 
blece la  línea  que  separa  el  asesinato  del  homicidio  justificable ; y 
por  la  de  la  segunda  se  determina  si  los  que  son  tomados  con  las 
armas  en  la  mano  deben  ser  tratados  como  prisioneros  de  guerra  ó 
sentenciados  á muerte  como  insurrectos  militares. 


* Heffter,  Droit  internat.,  § 185;  Halleck,  Int.  law,  ch.  32,  § 13;  Bowyer,  Uni- 
versal pub.  law , ch.  16;  Bouvier,  Law  dict.,  verb.  custom ; Febrero  Mexicano , tit. 
prelim . , cap.  4. 

**  Halleck,  Int.  law,  ch.  32,  § 14;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nat.  el  des  gens, 
,ple*  4’  ch-  Hayneval,  Inst.  du  droit  nat.  etc.,  liv.  3,  ch.  20;  Heffter, 

'oí  inicrn.  §§  132,  186;  Puffendorf,  De  jur.  nat.  el  gent.,  üb.  8,  cap.  6,  § 21. 
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La  regla  que  se  observa  mas  comunmente  es  la  de  que  los  habi- 
tantes de  un  lugar  renuncian  al  derecho  de  resistencia  si  se  entregan 
con  todas  las  formalidades  prescritas  por  las  leyes,  en  cuyo  caso  el 
conquistador  pierde  igualmente  el  de  matar.  Los  que  conservan  las 
armas,  negándose  á rendirse,  ejercen  los  de  la  guerra  y tienen  que 
sujetarse  á sus  disposiciones,  del  mismo  modo  que  el  vencedor  al 
obrar  con  respecto  á ellos. 

No  admite  duda  que  los  que  se  someten  al  vencedor  se  comprome- 
ten, por  el  acto  de  su  sumisión,  á obedecer  y acatar  las  órdenes  que 
de  él  emanen ; mas  es  un  punto  cuestionable,  si  esa  obediencia  tiene 
sus  límites,  y si,  por  tanto,  pueden  los  que  se  rindieron  renunciar  á 
la  fidelidad  implicada  en  aquella.  Para  resolverle  satisfactoriamente 
conviene  consultar  el  derecho  mas  extenso  de  revolución,  porque 
aunque  existe  una  distinción  muy  neta  y terminante  entre  la  reali- 
zada contra  un  conquistador  á la  que  se  alza  en  oposición  abierta 
á un  gobierno  constituido,  examinándolas  detenidamente  resulta  que 
entrambas  descansan  en  igual  principio,  esto  es,  la  relación  de  pro- 
tección y fidelidad,  ó la  reciprocidad  de  derecho  y obligación.  * 


§ 567.  En  la  antigüedad,  los  vencedores,  cuando  entra-  obIi„acion 
ban  en  el  territorio  tomado  al  enemigo,  mandaban  de-  inferída  deí 
gollar  á todos  los  habitantes  del  sexo  masculino  que  estaban 
en  situación  de  poder  manejar  las  armas.  Justificaban  tan  bárbara 
conducta  con  la  imposibilidad  que  habría  de  llegar  al  fin  último  de 
una  guerra,  si  en  las  victorias  parciales,  no  se  imposibilitaba  á los 
vencidos  para  que  deshiciesen  con  una  nueva  resistencia  el  acto  con- 
sumado. 


La  civilización  no  podia  consentir  tan  cruel  barbárie,  que  ha  de- 
saparecido de  sobre  el  haz  del  mundo  civilizado.  En  nuestros  dias 
los  vencedores  permiten  á los  habitantes  del  territorio  de  que  se  ha- 
cen dueños,  continuar  pacíficamente  sus  tareas,  porque  en  el  acto  de 
la  entrega,  del  mismo  modo  que  en  la  justa  latitud  concedida  por 
aquellos,  se  halla,  por  decirlo  así,  implicada  la  promesa  de  que  los 
vencidos  no  resistirán  al  poder  que  el  triunfo  de  la  lucha  les  conce- 
dió ; así  es  que  virtualmcnte  puede  considerárseles  como  prisioneros 


* Halleck,  Int.  law , ch.  32,  § 15;  Hcllter,  Droil  vil.,  § 124;  Vattel,  Droil  des 
gens , édition  Guillaiimin,  annolóc  par  Pradier-Foüeré,  liv.  3,  ch.  8,  §§  136-140; 
Dnrlamaqni,  Droil  (le  la  ti  ni.  ct  des  gens , vol.  V,  pte.  4,  ch.  6;  Wheaton,  Klein, 
droil  int.,  jilo.  4,  di.  2,  §§  1,  2;  Leiber,  Polilical  cthics,  b.  3,ch.  1,§1;  Puflemlcrí 
he  jur.  val.  el  geni.,  lili.  8,  cap.  6,  § 21. 
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de  guerra  bajo  palabra.  Cuando  no  media  esta  tácita  ó terminante- 
mente, la  situación  de  las  partes  varia  por  completo. 

Por  tanto,  un  prisionero  de  guerra  que  no  ha  dado  palabra  de  su- 
misión puede  malar  al  centinela  que  le  custodia  y fugarse,  sin  que 
semejantes  hechos  puedan  imputársele  como  una  violación  de  las  le- 
yes de  la  guerra,  ni  haber  faltado  por  eso  á las  obligaciones  que  im- 
ponen el  honor  y la  moralidad.  * 

conrjll¡s_  § 568.  Como  se  ve  en  los  casos  de  que  estamos  ocupán- 
tador.  donos  todo  es  recíproco  : la  condescendencia  del  conquis- 
tador es  correspondida  por  la  actitud  pacífica  de  los  conquistados 
y vico-versa.  '** 

§ 569.  El  derecho  de  insurrección  en  tiempo  de  guerra 

cccíon  sc  ])asa  sobre  el  mismo  principio  que  el  de  la  revolución 

guerra  1 1 1 

contra  un  gobierno  constituido. 

Pero  las  militares  presentan  generalmente  un  carácter  sanguinario, 
que  ocasiona,  a no  dudarlo,  la  falta  de  buenos  resultados  que  Se  ob- 
serva en  todas  ellas. 

Algunos  publicistas  lian  pretendido  que  los  súbditos  que  caen  bajo 
la  obediencia  temporal  del  enemigo  no  pueden  substraerse  de  ella 
por  medio  de  la  fuerza,  excepto  en  casos  análogos  á los  que  justifica- 
rían una  revolución.  Alégase  también  como  causa  que  legitimaria  este 
movimiento  el  que  el  ocupante  no  les  proteja  en  sus  personas  y 
bienes  ó lleve  á cabo  exacciones  injustificadas  y tiránicas.  Cuando  un 
conquistador  es  duro,  injurioso,  dominante,  los  habitantes  del  terri- 
torio que  ocupa  están  desligados  de  la  fidelidad  inferida  en  su 
sometimiento,  y pueden  apelar  al  recurso,  siempre  triste,  de  las 
armas  para  libertarse  de  tan  odiosa  tiranía.  *** 

Castigo  de  § 570.  Del  mismo  modo  que  los  habitantes  conquistados 

las  insurrcc-  . , . . ...  . 

dones  mili-  prescinden  de  las  obligaciones  presuntas  en  la  sumisión, 
lares,  , . 

cuando  se  insurreccionan  militarmente,  v hacen  uso  de 

* V 


* Halleck,  ¡ni.  law,  ch.  32,  § 16;  Heffler,  Droit  int.,  §§  119-124;  Vattel,  Droit 
des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  8,  §§  136-138; 
Burlamaqui,  Droit  de  la  natwe  el  des  gens , vol.  V,  pte.  4,  ch.  6;  Grotius,  Droit 

de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé.  liv.  3, 
ch.  8. 

Halleck,  Int  law,  ch.  32,  § 17 ; Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumin, 
annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  9,  §§  139-140;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nal. 
et  des  gens,  vol.  V.,  pte.  4,  ch.  6;  Heffter,  Droit  intern.  § 124;  Abbeg,  Unler- 
suc^tungen,  p.  86;  Heffter,  Lehrbuch  des  criminalrechtes , § 37. 

c h Halleck,,  Int.  law,  ch.  32,  § 19;  Heffter,  Droit  int.,  § 124;  Abegg,  Vntersu- 

ngen'  etc.  p.  86;  Leiber,  Pol.  elhics,  b.  4,  ch.  3,  § 28;  Alison,  Hist.  europe , 
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los  derechos  extremos  de  la  guerra,  el  conquistador  está  perfectamente 
dentro  del  suyo  imitando  su  ejemplo.  Entonces  puede  aplicar  los 
castigos  que  aquellos  prescriben  relativamente  á las  personas  y á los 
bienes  muebles  é inmuebles. 

Los  insurrectos  aprehendidos  con  las  armas  en  la  mano,  así  como 
sus  instigadores,  incurrirán  en  la  pena  de  muerte  y sus  propiedades 
podrán  ser  confiscadas. 

Las  costumbres  altamente  civilizadoras  de  nuestra  época  han  limi- 
tado algún  tanto  este  poder.  Así  es  que  en  el  dia  la  última  pena 
se  impone,  y no  siempre  por  fortuna,  á los  promovedores  de  la  in- 
surrección, y el  resto  de  los  individuos  que  tomaron  parte  en  ella  son 
juzgados  con  toda  la  lenidad  posible. 

En  algunas  ocasiones  se  ha  echado  una  fuerte  contribución  á todos 
los  habitantes  de  la  zona  á que  la  insurrección  se  ha  extendido,  por 
via  de  castigo,  apoyándose  los  que  de  este  modo  han  obrado  en  la 
doctrina,  sostenida  por  algunos,  de  que  una  comunidad  cualquiera 
debe  ser  responsable  de  los  actos  de  uno  ó varios  de  sus  miembros. 

Menester  es  no  perder  de  vista,  que  si  bien  las  leyes  dan  al  con- 
quistador el  derecho  de  castigar  severamente  á los  insurrectos  milita- 
res, no  prueba  esto  de  una  manera  fehaciente  que  esté  justificado  al 
hacerlo.  Debe  diferenciarse  siempre  entre  lo  que  permite  la  ley  y Jo 
que  la  moral  prohibe;  y en  estos  casos,  mas  que  en  otro  alguno,  es 
donde  precisa  hacer  semejante  distinción. 

Si,  como  está  probado,  no  hay  tribunal  legal  que  pueda  decidir 
acerca  de  la  justicia  de  una  guerra,  tampoco  le  habrá  para  determinar 
la  de  una  insurrección  militar  ó la  del  castigo  impuesto  á sus  fauto- 
res. * 

§ 571.  Numerosos  ejemplos  nos  ofrece  la  historia  de  esta  Ejemplos  bis- 
elase de  insurrecciones  y de  los  severos  castigos  impuestos. 

Sin  remontarnos  á la  Edad-Media,  ni  á las  guerras  de  la  reforma  de 
Carlos  V,  Luis  XIV,  y Federico  II,  tiempos  en  que  no  se  reconocían 
los  principios  del  derecho  internacional , encontraremos  repetidos 
casos , asaz  terribles,  en  las  de  Napoleón  I en  Europa  y de  los 
ingleses  en  la  India,  y sin  detenernos  á considerar  las  operaciones 


vol.  I,  pp.  405,  4G8;  VatLcl,  DroiC  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier- 
Foderé,  liv.  3,  cli.  18,  §§  290,  291. 

♦Halleck,  Int.  laxo , ch.  32,  § 20;  Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotéo 
par  Pradicr-Eoderé , liv.  3,  ch.  18,  §§  290,  291;  HeíTter,  Droit  int.,  §§  120,  127; 
Pudendo  rí,  l)e  jure  nat.  el  gent.,  lib.  8,  cap.  G,  §§  21,  22;  Barbeyrac  , Note  sur 
Pufl'endorf,  vol.  II,  P-  474. 
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militares 
nuestra  v 


de  Clive,  Hastings,  sir  Eyre  Coote  y Wcllington,  saltarán  á 
ista  datos  horribles  de  la  manera  con  que  los  ingleses  lian 


castigado  las  insurrecciones  cipayas. 

Mas  bastará  á nuestro  propósito,  con  citar  algunos  casos  acaecidos 

en  las  guerras  de  Napoleón  I. 

1796  Durante  la  campaña  de  Italia  de  1796,  los  habitantes  de 
nficn"t»sCidc  Pavía  se  sublevaron  contra  las  tropas  francesas  y las  hi- 
Pavia-  cieron  prisioneras.  Lannes  derrotó  una  parte  de  los  insur- 
rectos é incendió  la  aldea  de  Brescia ; empero,  como  este  ejemplo  no 
les  intimidó,  Napoleón  regresó  al  pueblo  y mandó  fusilar  á los  jefes 
del  levantamiento  y entregar  la  ciudad  al  saqueo. 

<(  Tan  terrible  proceder  dice  un  historiador  inglés,  ahogó  la  insur- 
rección que  se  había  extendido  por  toda  la  Lombardia.  » 

En  la  campaña  de  1797  estalló  una  rebelión  vene- 

1797.  r 

insurrección  ciana  sobre  el  Adigc;  los  insurrectos  asesinaron  400  he- 

vcnccmna.  ° 

ridos  franceses  en  el  hospital  de  Vcrona  y pasaron  por  las 
armas  á toda  la  guarnición  del  fuerte  Chiusa,  que  capituló  por  falta 
de  provisiones.  Los  instigadores  de  la  sedición,  prontamente  sofocada, 
fueron  fusilados,  y los  habitantes  tuvieron  que  pagar  una  contribución 
de  1,100,000  francos,  quelesfué  impuesta  como  castigo. 

En  la  penín-  En  la  guerra  peninsular  algunos  españoles  y portugue- 

sula ibérica.  ..  , 

ses,  se  sometían  a los  íranceses  para  aprovechar  mas  fá- 
cilmente las  ocasiones  que  pudieran  presentarse,  y asesinar,  como  lo 
efectuaban,  á los  destacamentos  pequeños  y á los  rezagados.  Con  este 
motivo  aquellos  consumaban  venganzas  tan  atroces,  que  lord  Web 
lingthon  se  dispuso  á tomar  represalias ; pero  enterado  mejor  de  lo 
que  acontecía  desistió  de  su  propósito  é hizo  cuanto  le  era  dable 
para  evitar  que  se  repitiesen  los  hechos  mencionados.  * 

Enajenaciones  § 572.  Cuando  la  conquista  es  completa  ó confirmada, 
ocupadot0por  pasa  la  propiedad  ocupada  al  conquistador  con  un  título 
un  enemigo.  ^xactamente  ¡oLiaj  aj  que  tenia  su  antiguo  dueño. 

Ninguna  otra  parte  puede  reclamar  derechos  sobre  ella  emanados 
de  una  cesión  ó trasferencia  del  vencido,  que  date  de  la  fecha  en  que 
la  cosa  trasferida  ó vendida  se  hallaba  en  poder  del  conquistador. 
Pero  serán  válidos  si  fuera  devuelta  á su  dueño  primitivo  ó recupera- 
da por  él,  porque  no  puede  permitirse  al  enajenador  que  niegue  uñ 
acto  que  ha  consumado  libremente. 


Halleck,  Int.  law,  ch.  32,  § 21 ; Jomini,  Des  guerres  de  la  révolution,  cb.  73 
niers,  Révolut.  franpaise,  vol.  VIII,  ch.  4,  vol.  IX,  eh.  2;Alison,  Hist.  Europe 

V0  * H’  p-  451 5 Napoléon-,  Mémoires , vol.  II,  p.  195:  vol.  IV,  p.  149. 
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La  jurisprudencia  ha  sentado  como  principio  que  la  posesión  y el 
derecho  á la  cosa  enajenada,  — el  jus  ab  re  y el  jus  in  re,  — son 
indispensables  en  el  cesionario  para  constituir  un  título  completo. 

Durante  una  ocupación  militar  los  dos  juntos  no  residen  ni  en  el 
ocupador,  ni  en  el  poseedor  originario ; por  consiguiente,  un  traspaso 
cualquiera  hecho  por  ellos  es  imperfecto.  Para  subsanar  esta  falta  se 
necesita,  si  es  el  último  quien  le  ha  llevado  á cabo,  que  recupere  la 
cosa  ocupada,  y si  fuere  el  primero,  que  su  ocupación  se  convir- 
tiese en  conquista  confirmada  por  un  tratado,  ó por  otro  de  los  me- 
dios que  el  derecho  internacional  reconoce  como  legítimos.  * 

§ 573.  En  el  caso  de  que  un  beligerante,  después  de  Enajenacio- 

....  ...  , . . , nes  hechas 

declarada  la  guerra,  manilestase  la  intención  de  quedarse  en  anticipo 

. ■*  de  conquista. 

en  posesión  permanente  de  un  territorio  que  pertenece  al 
enemigo,  y mientras  hacia  los  preparativos  para  llevar  á término  su 
proyecto,  aquel  enajenase  el  territorio,  ¿ está  obligado  el  conquista- 
dor á conceptuar  válida  esa  trasferencia  ó puede  invalidarla  como 
una  tentativa  ilegal  hecha  para  privarle  de  derechos  que  le  concede 
la  ley  de  la  guerra? 

En  otros  términos,  el  propósito  reconocido  de  adquirirle,  sus  pre- 
parativos para  hacer  la  conquista  y su  habilidad  ó su  poder  para 
efectuarla,  como  lo  patentiza  el  resultado , ¿ no  le  dan  un  derecho 
incipiente  á él?  ¿No  suspenden,  cuando  menos,  hasta  cierto  punto, 
el  de  enajenarle  en  su  dueño  primitivo? 

Para  resolver  esta  cuestión  de  no  escasa  importancia,  menester  es 
recurrir  á los  principios  fundamentales. 

Derivándose  únicamente  de  la  fuerza  los  derechos  de  conquista, 
empiezan  con  la  posesión  y terminan  cuando  esta  concluye.  Por  otra 
parte,  no  es  posible  que  haya  pretensión  ni  título  antecedente  de  que 
se  derive  ningún  derecho  de  pertenencia,  porque  de  suceder  lo  con- 
trario no  seria  ya  conquista,  puesto  que  esta  significa,  en  la  genuina 
acepción  de  la  palabra,  la  adquisición  forzosa  de  un  territorio  ene- 
migo ; es  decir,  que  es  un  hecho,  del  cual  se  desprenden  varios  de- 
rechos. Estos,  pues,  vienen  en  pos  del  acto  consumado,  pero  no 
antes. 

Además,  hasta  que  una  conquista  se  confirma  por  los  medios  lega- 
les, el  dueño  de  un  territorio  ocupado  militarmente  no  tiene  perdidos, 

* Hallcck,  /ni.  law,  ch.  32,  § 22;  HeíTter,  Droit  inlern.,  § 131;  Keut,  Commcnl. 
on  mu.  law , yol.  I,  p.  180;  Orolius,  Üroit  de  la  guerre  el  de  la  paix , étlition 
Giiillíiumin,  annoléc  par  Pradicr-I'oderó,  liv.  2,  ch.  ti,  >;  1 ; PuOeiidorl,  De  jut . 
nal.  et  (jen I,  lib.  4,  cap.  9,  § 8. 
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sino  suspensos  sus  derechos,  á causa  de  íueiza  roayoi,  j por  esta 
razón  las  enajenaciones  y trasferencias  liechas  por  él  en  las  circuns- 
tancias mencionadas  se  reputan  valederas.  Lo  contrario  seria  real- 
mente absurdo,  y conduciría  á muv  graves  consecuencias. 

Ahora  bien,  si  estas  proposiciones  son  ciertas,  resultará  que  la  pro- 
piedad así  adquirida  toma  el  carácter  de  privada,  y como  á tal,  debe- 
rá respetarla  el  conquistador.  * 


intención  § 374.  Por  supuesto  que  para  que  asi  suceda  es  preciso 
fraudulenta.  (jUC  rejne  en  cstas  transacciones  la  mas  cumplida  buena 

fe.  La  intención  fraudulenta  de  perjudicar  vicia  la  validez  de  los  ac- 
tos que  se  hayan  hecho  en  su  virtud. 

Tal  sucedería  en  el  caso  ’de  que  al  abandonar  un  beligerante  su 
territorio,  lo  enajenase  en  porciones  ó por  completo,  para  que  no 
cayese  en  poder  del  enemigo,  á quien  no  había  sabido  ó podido 
resistir.  ** 


Tras  lerenda  § 575.  La  misma  invalidez  recaería  en  una  trasferencia 
áCi f ncmra-  que  un  beligerante  hiciese  á favor  de  un  neutral,  después 

Ies 

de  declarada  la  guerra  ó en  su  trascurso,  con  el  ánimo 

indicado. 

Claro  es  que  los  Estados  independientes  disfrutan  del  derecho  in- 
negable de  disponer  de  todo  su  territorio  ó de  una  parte  de  él,  pero 
este  principio  lógico  y umversalmente  reconocido,  no  tiene  fuerza  al- 
guna, cuando  se  trata  de  un  país  que  atraviesa  por  circunstancias 
anormales  que  le  anulan.  Por  eso  aunque  la  trasferencia  sea  real,  y 
el  neutral  tome  posesión  del  territorio  cedido,  probada  que  sea  la 
mala  fe  con  que  se  hizo  aquella,  no  tendrá  valor  alguno  para  el  con- 
quistador. Una  tentativa  de  este  género  por  parte  de  un  tercero,  po- 
dría considerarse  como  una  violación  de  los  deberes  que  impone  la 
neutralidad. 

Esto  no  quiere  decir  que  se  desconozca  ó niegue  el  derecho  que 
tienen  los  neutrales  de  comprar  la  propiedad  de  los  beligerantes,  fla- 
grante bello , á condición  de  que  la  venta  se  haga  bona  fide.  Pudiera 


* Halleck,  Int.  law , ch.  32,  § 23;  Bouvier,  Lavo  dict.,  verb.  Conquest;  Philli- 
more>  On  int.  law , vol.  III,  § 223;  Yattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin, 
aimotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  13,  § 197;  Heirter,  Droit  int.,  § 131. 

**  Halleck,  Int.  law,  cli.  32,  § 24;  Wildman,  Int.  law,  vol.  I,  pp.  163,  164; 
Uro tius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier- 
o eré,  liv.  2,  ch.  22,  § 13;  Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  6. 
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suceder  que,  aunque  esta  no  exista,  circunstancias  políticas  ó especia- 
les hiciesen  al  conquistador  reconocerla  como  válida.  * 

§ 576.  Ahora  debemos  considerar  cuál  es  el  efecto  que  Efectos  de  la 
produce  la  ocupación  militar  sobre  las  cosas  y los  derc-  mn?taras¿bre 
chos  incorpóreos.  Con  razón  se  ha  observado  que  estos  no  InTOrpóreos! 
pueden  ser,  en  sí  propios,  sujeto  de  posesión  actual;  no 
son  cosas  notorias  sobre  las  que  el  conquistador  puede  poner  su 
mano  armada.  Son  derechos  que  existen  en  la  aprehensión  mental, 
y no  sobre  un  objeto  material.  Por  eso  la  legislación  romana  procla- 
mó filosóficamente  ipsum  jus  ad  obligationes  incorpórale  est  y también 
nec  possideri  videtur  jus  incorpórale.  * 

Para  caminar  con  mas  acierto  en  este  asunto,  conviene  distinguir 
claramente  entre  los  derechos  incorpóreos  adheridos  á una  cosa  cor- 
pórea y los  que  lo  están  á una  persona.  El  hombre,  se  dice,  como 
sujeto  de  derechos  no  puede  ser  comparado  con  una  cosa,  porque 
aquellos,  digámoslo  así,  no  penden  de  él  como  de  un  pedazo  de 
tierra,  sino  que  proceden  mas  bien  de  él;  forman  su  propiedad  inte- 
lectual ó espiritual,  que  no  pueden  apartarse  de  la  persona,  por  lo 
que  Grotius  llama  nudum  factum , sin  su  consentimiento. 

De  todo  esto  se  deduce  que  el  captor  de  una  persona  no  tiene  mas 
derecho  que  á lo  que  esta  lleve  consigo  en  el  acto  de  la  captura:  la 
posesión  del  acreedor  no  concede  un  jus  exigendi  de  sus  deudas.  Esta 
regla  se  modificaba  algún  tanto  en  aquellas  épocas  atrasadas  que 
permitían  convertir  al  prisionero  de  guerra  en  esclavo. 

Tampoco  pueden  resultar  en  favor  del  captor  las  deudas  de  la 
persona  capturada,  porque  se  hayan  encontrado  en  su  posesión  docu- 
mentos tales  como  notas  promisorias,  hipotecas,  etc.,  porque  ya  he- 
mos dicho  en  otro  lugar  que  esos  no  son  mas  que  evidencias. 

Aunque  estos  documentos  se  extraviasen  ó perdieran,  no  caducan, 
y por  tanto  es  incuestionable  el  derecho  del  acreedor  á cobrar  la 
deuda.  ** 


* Ilalleck,  Int.  law,  ch.  32,  § 25;  Heirter,  Droit  Ínter».,  § 131;  Duer,  O» 
insurancc,  vol.  I,  pp.  437  , 438;  Cushin g,  Opinions  of  U.  S.  atty’s  geni.,  vol. 
VI,  p.  G38. 

**  Ilalleck,  Int.  law,  ch.  32,  § 26;  PuíTendorf,  De  jure  nat.ct  geni.,  lib.  8,  cap.  6, 
§ 22;  Heffter,  Droit  int.,  § 134;  Real,  Science  (lu  gouvcrnenienl,  vol.  V,  ch.  2, 
scc.  r>;  Bmnlcyer,  Diss.  de  occvpati'óñc  bellico,  Árgent.,  1702;  Pfcifler,  Dos  redil 
der  kreigserobcrung,  etc.,  pp.  44-60;  Phillimore,  O»  int.  law,  vol.  III,  545,  548; 

Rurlamaqir,  Droit  de  la  nature  el  des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  3,  § 14. 
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§577.  Dos  son  las  condiciones  distintas  que  pueden  concur- 
ocupacion  pjp  en  un  esclavo  referente  la  una  á su  amo  y la  otra  al 
ia  condición  soberano  de  este,  mas  claro,  puede  consideiársele  como  ser 
dc'owseu-  jiuman0  y como  propiedad.  Mirado  bajo  este  último  pris- 
ma es  solo  un  objeto  mobiliario  del  que  un  ocupador  no  puede  des- 
pojar á su  legitimo  propietario,  excepto  en  el  caso  de  que  se  le  con- 
ceptúe como  contrabando  de  guerra,  carácter  de  que  no  puede 
revestirse  mas  que  A los  varones,  únicos  susceptibles  de  tomar  parte, 
sea  de  un  modo  ó de  otro,  en  las  operaciones  militares.  Pero  aten- 
diendo á la  facilidad  con  que  puede  convertírseles  en  soldados,  bien 
por  Ja  voluntad  directa  da  su  poseedor,  ya  por  la  del  gobierno  á 
quien  este  deba  obediencia,  es  innegable  que  asiste  al  de  la  ocupa- 
ción militar,  el  derecho  de  obligarle  á prestar  el  mismo  servicio  que 
los  otros  pudieran  exigirle.  Y como  los  esclavos,  en  tiempo  de  guerra 
al  menos  y para  sus  efectos,  se  agrupan  en  una  sola  clase  ó familia, 
resultará  que  la  posible  trasferencia  que  acabamos  de  enunciar,  se 
extiende  sobre  todos  ellos  sin  distinción  de  sexos  ni  edades,  hallán- 
dose de  tal  modo  sometidos  á la  autoridad  del  Estado,  que  han  de 
compartir  necesariamente  con  él  los  azares  de  la  guerra.  Mas  puede 
acontecer  que  las  instituciones  por  que  se  rija  la  nueva  soberanía  re- 
chacen la  esclavitud  y entonces  procederá  inevitablemente  su  inmediata 
emancipación:  si,  por  el  contrario,  estuviese  admitida  na  harán  mas 
que  cambiar  de  dueños.  En  el  caso  de  que  lo  primero  tenga  lugar  no 
puede  mirarse  de  otro  modo  que  como  un  acto  plenario  de  propiedad 
ejercido  sobre  ellos,  como  un  ejercicio  del  poder  temporal  de  la  ocu- 
pación emanado  del  uti  possicletis. 

indemniza-  Después  de  la  guerra  revolucionaria  de  los  Estados-Uni- 
LdasCpor  Cei  dos,  reclamó  su  gobierno  del  de  Inglaterra  una  indemni- 
íos^EsLados-  zacion  por  los  esclavos  que  habían  pasado  las  fronteras 
británicas,  y en  el  trascurso  de  las  negociaciones  que  se 
siguieron  con  este  motivo,  M.  J.  Q.  Adams  sostuvo  que  la  emancipa- 
ción de  esclavos  no  era  un  medio  legítimo  de  guerra.  Llevada  la  cues- 
tión al  arbitraje  del  emperador  de  Rusia,  este  decidió,  teniendo  en 
cuenta  lo  dispuesto  en  el  tratado  de  Gante,  que  debia  pagarse  una 
indemnización  por  los  sacados  de  las  plazas  fuertes  cuya  restauración 
se  había  estipulado,  pero  que  no  procedia  ninguna  con  respecto  álos 
que  se  hallaban  en  las  que  no  fueron  comprendidas  en  aquella. 

Práctica  <ij  ^jOS  je^es  de  los  ejércitos  federales  se  opusieron,  durante 
servada  en  oí  la  guerra  civil  de  1861,  á entregar  los  esclavos  que  se  re- 
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1862. 

Decreto  del 
congreso. 


fugiaban  en  sus  filas  ó que  caian  en  su  poder,  fundando  trascurso  de 
D , la  Guerfa 

su  manera  de  obrar  en  la  consideración  que  les  merecían  civ». 

de  contrabando  de  guerra. 

Con  fecha  del  17  de  julio  de  1862,  el  congreso  decretó 
que  los  que  pertenecieran  á individuos  comprometidos  en 
la  rebelión  y se  acogiesen  espontáneamente  al  pabellón 
nacional  ó los  de  igual  condición  que  fueren  aprehendidos  por  las 
fuerzas  de  la  Union  serian  considerados  como  prisioneros  de  guerra 
y puestos  inmediatamente  en  completa  libertad.  Por  esta  acta  se  au- 
torizó al  presidente  para  que  los  emplease  en  el  servicio  público  mi- 
litar. 

En  su  proclama  del  1°  de  enero  de  1863,  el  presidente 

Lincoln,  designando  ántes  ciertos  Estados  y lugares  de  Proclama  dei 

presidente 

otros  como  partes  componentes  de  la  rebelión,  se  expresó  Lincoln, 
en  estos  términos  : « En  virtud  de  mi  poder  como  general  en  gefe  de 
las  fuerzas  de  mar  y tierra  de  los  Estados-Unidos,  y por  via  de  medida 
de  orden  y de  necesidad : Ordeno  y declaro  que  todas  las  personas 
que  se  hallen  retenidas  como  esclavos  en  el  territorio  de  los  Estados 
y lugares  arriba  mencionados  son,  desde  ahora,  puestos  en  libertad  y 
que  el  gobierno  ejecutivo  de  los  Estados-Unidos,  con  inclusión  de  las 
autoridades  militares  y navales  de  los  mismos,  reconocerá  y manten- 
drá la  libertad  de  dichas  personas. » 

No  estará  demás  observar  que  este  edicto  de  emancipación  solo 
emanaba  del  presidente  en  su  calidad  de  general  en  jefe  del  ejér- 
cito norte-americano  y no  del  congreso. 

Pero  esta  cuestión  ha  perdido  su  importancia  desde  que  se  ha  de- 
clarado la  abolición  de  la  esclavitud  á consecuencia  de  una  enmienda 
hecha  á la  constitución  vigente.  * 

§ 578.  Continuando  la  hilac.ion  de  nuestros  estudios  tó- 
canos ahora  examinar,  que  efecto  producirá  una  ocupa- 
ción militar  sobre  las  deudas  que  tuviere  á su  favor  el 
gobierno  del  territorio  ocupado. 

En  esta  cuestión  hay  dos  casos  que  deben  pesarse  detenidamente  : 
Io  cuando  el  imperium  del  ocupador  se  establece  sobre  todo  el  Estado 
(victoria  universalis ) y cuando  se  limita  á una  parte  ( victoria  parti- 
cularis) . 


Deudas  en 
favor  del 
gobierno  del 
territorio 
ocupado. 


* Dana,  Elém.  int.  law , by  Wheaton,  eighth  eüilion,  n°  169,  p.  432;  t attel, 
Droil  des  gens,  liv.  3,  ch.  9,  § 13;  Martens,  Précis  du  droil  des  gens , liv.  3, 
cli.  4,  §§  279-282;  Klüber,  Droil  des  gens  moderne  de  l’Europe,  pte.  2,  lit.  2, 
sed.  2,  §§  250-253. 
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Puesto  que,  como  liemos  manifestado  precedentemente,  todos  los 
derechos  anexos  á la  ocupación  son  de  fado  y no  de  jure  si 
es  local,  esto  es,  si  se  halla  circunscrita  á un  punto  dado , el 
ocupador  no  tendrá  derecho  alguno  á percibir  y disponer  de  las  deu- 
das que  tenga  á favor  suyo  el  gobierno  primitivo.  Por  el  contrario,  si 
la  ocupación  se  trueca  en  verdadera  conquista  es  incontrovertible  el 
que  le  asiste  para  su  cobro.  Pero  en  el  terreno  de  las  deudas,  es  pre- 
ciso igualmente  tener  en  cuenta  el  carácter,  que  podremos  llamar  local, 
de  los  deudores,  ya  en  el  país  conquistado,  bien  en  el  del  conquistador, 
va  sea  en  uno  neutral.  En  los  dos  primeros  casos  es  indudable  que 
se  podrá  obligarle  á satisfacer  el  compromiso  que  hubiere  contraido; 
pero  en  el  último,  la  cuestión  no  se  presenta  ya  tan  clara.  Porque 
derivándose  el  derecho  del  segundo  del  predominio  de  la  fuerza 
y no  pudiendo  esta  ejercer  coerción  alguna  en  un  territorio  neutral, 
claro  está  que  el  acreedor  podrá  evadir  la  solvencia  del  crédito. 

Del  neutral  depende  solo  decidir  si  reconcerá  ó no  la  demanda  co- 
mo legal,  ó mejor  dicho,  si  conceptúa  á aquel  con  la  estabilidad  bas- 
tante para  haber  adquirido  los  títulos  y derechos  del  acreedor  pri- 
mitivo. 

Esta  cuestión,  pues,  se  resolverá  atendiendo,  mas  que  á otra  cosa, 
á las  circunstancias  especiales  de  cada  caso.  * 

§ o79.  En  el  de  que  un  país  conquistado  volviese  á 
gobierno  es  poder  ele  su  primer  poseedor  , podrían  suscitarse  dudas 

restablecido.  i i v , - i i , i i 

acerca  de  la  validez  o no  de  los  pagos  hechos  en  el  pe- 
riodo de  la  conquista. 

Entonces  la  prueba  incumbe  al  deudor,  y para  patentizar  que  el 
pago  ha  sido  un  liniquito  completo,  deberá  demostrar  : Io  que  la 
suma  fue  realmente  pagada;  2o  que  la  deuda  era  debida  cuando  fué 
saldada;  y 3o  que  no  ha  obrado  con  intención  deliberada  de  perjudi- 
car al  acreedor  primitivo. 

Si  fuese,  el  que  debe,  ciudadano  del  país  conquistado,  ó súbdito 
del  conquistador,  tendrá  la  obligación  de  hacer  patente,  que  el  pago 
íué  compulsorio, — el  efecto  de  un  vis  major  sobre  el  deudor, — aunque 
no  se  haya  empleado  la  fuerza  material ; como  por  ejemplo,  si  se 


* Halleck,  Inl.  law.  ch.  32,  § 27;  HeíTter,  Droit  Ínter, mi.,  § 134;  Real,  Science 
dH  aouvernement , vol.  V.  ch.  2,  sec.  5;  Wolfius,  Jus  genlium,  ch.  7,  §§  833, 
804;  Vattel,  Droit  des  gens , liv.  3,  ch.  14,  § 213;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nal.  el 
des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  8;  Phillimore,  On  inl.  law,  vol.  III,  § 549-550;  l.au- 
lerbach,  Collcj.  Pandect.,  pp.  109,  ICO. 
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lleva  á cabo  en  virtud  de  una  órden  cuya  desobediencia  implicaba 
algún  castigo. 

Si  es  un  neutral  ó un  extranjero,  no  puede  presentar  la  misma  ale- 
gación como  causa  justificativa  de  su  conducta,  sino  que  lia  de  eviden- 
ciar que  la  ley  constitucional  del  Estado  reconoce  como  válido  el 
pago,  es  decir,  que  fué  hecho  de  buena  fé  y á la  autoridad  de 
fado. 

También  puede  evocarse,  aunque  no  es  concluyente,  la  prueba  de 
que  el  dinero  pagado  se  empleó  en  beneficio  del  reclamante,  en  el 
caso  de  que  asi  hubiera  sucedido.  * 

El  ejemplo  mas  antiguo  que,  referente  á esta  materia, 
registra  la  historia,  es  el  de  los  cien  talentos  que  los  te-  E]aT?stor¡a° 
salinenses  pidieron  prestados  á Tebas,  y que  Alejandro  les 
perdonó.  Empero,  este  hecho  pertenece  mas  bien  á las  conquistas  que 
á la  ocupación  militar. 

En  la  guerra  habida  entre  Cesar  y Pompeyo,  el  primero  perdonó 
á la  ciudad  de  Dyrrachium  el  pago  de  una  deuda  que  tenia  con  Caio 
Flavio,  amigo  de  Decio  Bruto.  Los  juristas  que  han  comentado 
esta  transacción  reconocen  que  no  fué  legal,  porque  en  una  contien- 
da civil,  hablando  con  propiedad,  no  puede  haber  ocupación,  y 
además  porque  la  deuda  de  que  se  trata  no  era  pública,  sino  pri- 
vada. 

Otro  ejemplo  clásico  fué  el  de  la  confiscación  de  las  casas  y deu- 
das rodanas,  dentro  de  los  dominios  sirios,  por  Antioquio,  rey  de 
Siria,  que  se  resolvió  por  la  paz  que  estableció  el  statu  quo  ante  bel- 
lum.  '** 

El  ejemplo  primero  que  los  tiempos  modernos  pre-  ^ ^ 

sentan  de  hechos  de  esta  naturaleza,  acaeció  en  el  año  la  historia 

moderna. 

de  1349. 

Habiendo  prestado  un  flamenco  mil  coronas  á un  francés,  este  de- 


* Halleck,  Inl.  law,  ch.  32,  §28;  Heírter,  Droit  intern .,  § 134;  PhiUimoie,  On 
inl.  law , vol.  III,  §§  157,  158;  Küiber,  Europ.  Volkerrecht,  §§  255  ct  259;  Pfeiffcr, 
üas  rechl  cler  krcigscrobcrung,  pp.  161,  164;  Wolfius,  Jus  gentiurn , cap.  /,  § 
840;  Vattel,  Droit  des  gens , liv.  3,  ch.  5,  § 77;  J.  Yoet,  Com  acl  Pandectas,  lib. 
14,  tit.  2,  § 28. 

**  Hallcck,  hit.  law,  ch.  32,  § 29;  Hcffter,  Droit  ínter nalional,  § 134;  Tillman, 
Wcber  den  Bund  des  amph.,  p.  135;  Kamptz,  Litteral,  etc.,  § 307;  Phillimoic,  On 
hit.  law , vol.  III,  §§  561-563;  Quintilien,  Insl.  orat.,  lib.  5,  cap.  10;  Puflemlorf, 
De  jure  nal.  el  geni.,  lib.  8,  cap.  6,  § 23;  Grolius,  De  jure  bel.  ct  pac.,  lib.  3, 
cap.  8,  §4;  Albcricus Gentilis,  De  jure  beta,  ¡ib.  3,  cap.  5;  Cocceius,  Grolius  illtts- 
tralus,  v.  III,  pp.  202,  236;  Vallel,  Droit  des  gens , liv.  3,  ch.  14,  § 212;  Pl'ciH'er, 
Das  llcchl  der  Krcigscrobcrung,  pp.  165-180. 
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¡«oró  el  saldo  hasta  que  estalló  la  guerra  entre  Flandes  y Francia , 
y entonces  las  pagó  al  tesoro  de  su  país.  Más  asi  que  se  hizo  la  paz 
el  acreedor  reclamó  el  pago,  á lo  que  el  deudor  se  negó  alegando 
que  le  habia  efectuado  en  las  arcas  de  la  real  hacienda.  Esto  no  im- 
pidió que  fuese  condenado  á pagar  tanto  de  las  mil  coronas,  cuanto 
se  probara  que  habia  gastado  en  beneficio  pi  opio. 

En  la  guerra  que  hacia  fines  del  siglo  XV  tuvo  lugar  entre  Pisa 
v Florencia,  se  obligó,  con  amenazas  de  castigo,  á los  súbditos  de  la 
primera  á que  pagasen  al  gobierno  pisano  todo  lo  que  debieran  á súb- 
ditos florentinos.  Hízolo  así  un  individuo  llamado  Ludovico,  pero  su 
acreedor  no  se  conformó  y llevada  la  cuestión  ante  Felipe  Decio,  ju- 
risconsulto milanés  de  grande  reputación,  este  la  examinó  deteni- 
damente y concluyó  su  informe,  diciendo  : 

Ex  quibus  ómnibus  concludo  et  indubitanter  existimo  quod  Ludo- 
vicus  mediante  tali  solutione  fuerit  liberatus . 

En  1495,  cuando  Cárlos  VIII,  de  Francia,  recorrió  la  Italia  y reins- 
taló la  casa  de  Anjou  sobre  el  trono  de  Ñapóles,  se  obligó  al  partido 
opuesto  a que  satisfaciera  al  Estado  las  deudas  que  tuviere  á su  fa- 
vor, con  el  fin  de  enriquecer  al  angevino.  Algunos  pagaron  honrada- 
mente el  total  de  la  suma  debida,  otros  solo  una  parte,  y muchos 
nada,  aunque  tuvieron  la  habilidad  de  adquirir  unos  recibos  en  que 
constaba  lo  contrario. 

Cuatro  meses  después,  Fernando  de  Aragón  fue  restablecido,  y los 
franceses  y los  angevinos  expulsados ; y entónces  se  discutió  mucho 
acerca  de  la  validez  de  aquellos  pagos.  Para  resolver  el  asunto  se 
invocó  la  opinión  de  Matthacus  de  Affictis,  jurisconsulto  que  gozaba 
de  inmensa  autoridad. 

Por  último,  tenemos  otro  ejemplo  muy  curioso,  ocurrido  durante 
la  guerra  que  medió  entre  los  Estados-Unidos  y la  república  de 
Méj  ico. 

Los  senores  Laurent,  súbditos  británicos  domiciliados  en  ella,  com- 
praron á su  gobierno  una  propiedad  eclesiástica , cuya  enagenacion 
habia  sido  previamente  decretada  por  el  congreso  mejicano.  El  con- 
trato de  venta  fue  debidamente  firmado  por  los  compradores, 
y Por  un  agente  de  las  autoridades  mejicanas  en  representación 
de  la  parte  vendedora ; y el  dinero  se  depositó  en  casa  de  un  ban- 
quero. Mas  por  una  incuria  inexplicable  los  documentos  de  tras- 
paso, etc.,  no  iucron  firmados,  á pesar  de  que  los  Laurent  se  halla- 
ban en  posesión  y pleno  goce  de  la  finca.  En  este  tiempo  acaeció  la 
toma  de  la  capital  por  las  tropas  norte-americanas,  y el  general 
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Scott  confiscó  el  dinero  depositado,  como  perteneciente  al  tesoro  meji- 
cano. 

Así  que  la  paz  se  restableció,  la  autoridad  eclesiástica  solicitó  y ob- 
tuvo la  devolución  de  la  propiedad  que  estaba  en  poder  de  los  Lau- 
rent,  fundándose,  no  en  la  falta  de  pago,  sino  en  que  la  venta  era 
ilegal. 

Los  ingleses  reclamaron  entonces  de  los  Estados-Unidos  la  restitu- 
ción de  la  suma  confiscada,  ante  la  comisión  reunida  de  ambos  go- 
biernos; mas  no  pudiendo  ponerse  de  acuerdo  sobre  el  asunto  los  co- 
misarios nombrados  al  efecto,  se  defirió  á un  arbitraje  su  exámen  y 
resolución  : esta  fue  contraria  á los  reclamantes,  porque  Jos  árbi- 
tros juzgaron  que  se  les  debia  considerar  como  súbditos  mejicanos,  y 
no  ingleses,  por  lo  menos  durante  aquel  tiempo,  en  virtud  de  las  re- 
glas del  derecho  internacional.  * 

§ 580.  Hemos  manifestado  ya  que  el  título  del  conquis-  como  se 
tador  á la  propiedad  inmueble,  puede  completarse  de  título1  do  fa 
diversas  maneras.  Ahora  vamos  á ocuparnos  de  este  pr mueble. m" 
asunto  mas  detenidamente. 

El  título  de  posesión  del  territorio  conquistado  se  completa,  bien 
por  un  tratado  de  paz,  ya  por  provisiones  expresas,  bien  en  virtud 
del  uti  possidetis.  Cuando  la  cesión  se  establece  por  pacto  especial,  es 
costumbre  muy  general  requerir  las  condiciones  mas  ventajosas  posi- 
bles para  los  habitantes  del  territorio.  Igual  cumplida  confirmación 
recibe  el  título  á poseer  del  conquistador  si  se  fija  en  un  tratado 
general  de  paz,  porque  como  su  base  es  el  uti  possidetis,  á no  ser 
que  se  exprese  lo  contrario,  el  territorio  conquistado  permanece  con 
él  y no  puede,  en  manera  alguna,  dudarse  de  la  validez  de  un  título 
adquirido  así. 

Si  el  Estado  á que  aquel  pertenece  fuere  subyugado  por  completo 
y su  poder,  por  tanto,  destruido,  no  puede  menos  de  considerarse 
completo  el  título  del  conquistador,  desde  el  dia  en  que  tuvo  Jugar 
la  sumisión  de  su  antiguo  dueño;  y en  este  caso  no  puede  celebrarse 
ningún  convenio  de  cesión  ó confirmación , puesto  que  el  poseedor 
primitivo  no  existe  como  Estado  soberano  y no  puede,  en  consecuen- 
cia, aprobar  ni  desaprobar  el  hecho  consumado.  Lo  mismo  acon- 


* Halleck,  Int.  law , ch.  32,  § 30;  Paponius,  Recudí  d’arréts,  liv.  5,  tit.  6,  ar.  2; 
Phillimore,  On  inl.  law , vol.  III,  §§  565-5G9;  Comisión  de  reclamaciones  entre  los 
Estados-Unidos  y la  Gran-Bretaña,  pp.  120-160;  Philippe  Decías,  Consilia , el).  25; 
Maltachus  de  Aíllíclis,  Decisiones  nap.,  dec.  150;  Pfeifler,  Das  recia  der  kriegserbe- 
rung , pp.  191,  192. 
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tccci'á  en  el  caso  de  que  la  nación  de  que  se  trate  se  halle  tan  debi- 
litada por  la  guerra,  que  le  sea  imposible  recupei ar  lo  pcidido,  y se 
oponga,  solo  por  orgullo  ú obstinación,  á confirmar  la  posesión  del 
dominador  actual,  que  no  está  obligado  entonces  á prolongar  la  lu- 
cha basta  qué  se  celebre  un  tratado,  que  la  impotencia  palpable  y 
reconocida  del  enemigo  lia  hecho  inútil.  Hállase,  pues,  en  su  dere- 
cho, incorporando  al  que  ya  poseía  el  territorio  ocupado;  en  otros 
láminos,  el  título  de  posesión  es  válido,  cuando  el  que  la  ha  conse- 
guido prueba  su  capacidad  para  mantener  su  soberanía,  y manifiesta 
por  medio  de  algún  acto  público,  su  intención  de  conservar  la  parte 


adquirida. 

Si  la  una  y la  otra  no  se  traslucen,  ó mejor  dicho,  se  presentan  bien 
claras  por  algún  acto  público,  el  territorio  se  considerará  como  ocu- 
pado militarmente,  pero  no  como  conquistado;  y,  por  consiguiente, 
no  se  le  conceptúa  por  los  neutrales  como  parte  integrante  del  perte- 
neciente al  conquistador. 

Se  puede  juzgar  también  como  extinguida  la  soberanía  del  antiguo 
poseedor,  cuando  una  revolución  civil  de  la  que  resulta  un  cambio 
de  gobierno,  acompaña  á la  conquista;  pero  estos  casos  son  poco  fre 
cuentes.  Complétese  esta  del  modo  que  se  quiera  siempre  acontece 
que  no  se  puede  hacer  trasferencia  ni  enajenación  alguna  hasta  qué 
es  válidamente  confirmada.  * * * § 

Carácter  quo  § 581.  Como  el  conquistador  adquiere  los  derechos  que 
'cniisit-'kines"  Púseia  el  antiguo  propietario  de  la  parte  conquistada,  esta 
parciales.  pasará  á su  poder  en  igualdad  de  circunstancias  que  las 
que  tiene  sobre  los  demás  puntos  de  su  territorio;  así  es  que  si  la 
provincia  ó la  ciudad  en  cuestión  pertenecía  á una  monarquía  y 
entra  á formar  parte  de  una  república  se  ensanchará  su  esfera  de 
acción,  ganará  en  libertades  públicas,  mientras  que,  como  es  natural, 
en  el  caso  opuesto  la  sucederá  lo  contrario.  Pero  la  restricción  ó la 
amplitud  deben  concordar  siempre  con  el  tenor  de  los  derechos  de 
conquista  y de  las  leyes  de  guerra. 

Cuando  Nuevo-Méjico  formaba  parte  de  la  república  mejicana  goza- 


* Hallcck,  Int.  law , ch.  33,  § 1;  Vattel,  Droit  des  gens,  liv.  3,  ch.  13,  § 201; 
Whcaton,  Elém.  drot  ínter . , pte.  2,  ch.  2,  ch.  4,  § 5;  Real,  Science  du  gouverne- 
ment,  vol.  Y,  ch.  2,  scct.  5;  Heffter,  Droit  intern .,  §§  69,  133,  178,  183;  Philli- 

inore,  On  intern.  law,  vol.  III,  §§  568  et  seq ; Kamptz,  Litteratur,  etc.,  § 312; 

Cocccius,  Grotius  illustratus , lih.  1,  cap.  4,  § 15;  Ivlüber,  Droit  des  gens  mod., 

§ - >6;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens , § 277;  Sirey,  Recueil  etc.,  vol.  XVII, 
pte-  C P-  -17 ; vol.  XXX,  pte.  1,  p.  280;  Riquelme,  Derecho  público  int.,  lih.  1, 
IR- 1,  cap.  12;  Puffendorf,  De  jur.  nat.  et  gent.,Y&>.  8.,  cap.  6,  § 20. 
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ha  del  derecho  de  representación  en  el  congreso  de  su  país,  pero  al 
ser  conquistado  por  las  tropas  de  los  Estados-Unidos  mandadas  por 
el  general  Hearny,  se  introdujo  una  cláusula  en  la  nueva  ley 
orgánica  para  que  enviara  un  representante  al  de  aquellos.  Esta  parte 
fué  recusada  por  el  presidente,  y aunque  tal  desaprobación  no 
hubiera  recaído  sobre  ella,  seria  completamente  nula,  por  que  el 
derecho  de  representación  es  uno  de  los  políticos,  y en  tal  con- 
cepto pertenece  á los  que  se  pierden  en  el  mero  hecho  de  tener 
lugar  la  conquista. 

Queda,  pues,  comprobada  la  doctrina  de  que  un  conquistador  no 
tiene  otros  sino  aquellos  que  pertenecen  al  Estado  contra  el  cual  ha 
combatido. 

« La  guerra,  dice  Vattel,  le  autoriza  á tomar  posesión  de  lo  que 
pertenece  á su  enemigo. 

« Si  le  priva  de  la  soberanía  de  una  ciudad  6 provincia  la 
adquiere,  tal  como  es,  con  todas  sus  limitaciones  y modificaciones. 
En  consecuencia,  se  tiene  cuidado  de  estipular  tanto  en  las  capitula- 
ciones como  en  los  tratados  de  paz,  que  las  ciudades  y los  países 
cedidos  conservarán  todas  sus  libertades,  privilegios  é inmunidades . » 

Empero,  si  hacen  armas  contra  el  vencedor,  se  declaran  espon- 
táneamente sus  enemigas,  y le  dan  el  derecho  de  tratarlas  como  país 
conquistado.  * 

8 582.  Cuando  la  conquista  se  extiende  á todo  un  Estado, 

Soíiiolimiciilo 

el  nuevo  poseedor  puede  dejar  vigentes  las  leyes  por  que  dyydo  un 
se  rejia,  ó asimilar  por  completo  con  sus  antiguos  pueblos 
los  que  entran  á ensanchar  su  dominio  : en  ambos  casos  se  obra  con 
una  justicia  y una  equidad  irreprochables. 

Si  la  exaltación  de  las  pasiones  ha  dejado  vestigios  de  insubordi- 
nación en  los  nuevos  súbditos,  se  pueden  imponer  los  gravámenes 
que  se  estimen  cen venientes ; procurando  extirpar  el  mal  de  raíz, 
porque  si  permaneciese  oculto  no  reinaría  nunca  la  paz  entre  ellos. 

Los  Scythios  dijeron  á Alejandro  el  Grande  : « Nunca  hay  amistad 
entre  el  amo  y el  esclavo.  En  medio  de  la  paz  subsisten  aun  los 
derechos  de  la  guerra.  » ** 

* ftallo.ck,  Int.  law,  ch.  33,  § 2;  HeíTter,  Droil  int.,  §§  131  et  swj. ; Iiiipiehnc, 
Droil  ¡n ib.  int.,  )¡b.  1,  lít.  i,  cap.  12;  Real,  Science  clu  rjouvernemcnl,  voi.  V, 
ch.  2,  sec.  5;  Vattel,  Droil  de s yens,  liv.  3,  ch.  13,  § 199;  Grolíus,  De  jar.  bel. 
de  par.,  lib.  3,  cap.  8,  § 2;  Marcy  d Reurny,  jan.  11,  1 84 7 , Ex.  doc.,  n"  17, 
31°  eongress,  lsl  sess.  II.  R. 

**  Jialleck,  ¡ni.  law , ch.  33,  § 3;  Vattel,  Droil  des  gens,  liv.  3,  ch.  13,  $ 201  ; 
Uro  i,¡  us,  lie  jur.  bel.  ac.  pac.,  lib.  3,  cap.  8,  15;  Pull'endori;  Dejar,  nal.  clyent., 
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Ifcctos  re- 
troaciivos  <!e 
la  confirma- 
ción de  la 
conquista. 


§583.  La  confirmación  de  la  conquista  tiene  efecto  retro- 
activo con  referencia  á la  propiedad , ratificando  el  título 
del  conquistador  desde  la  fecha  de  aquella,  y,  por  con- 
siguiente, haciendo  válidos  definitivamente  los  actos  que 


le  son  inherentes  incluso  las  enajenaciones,  si  las  hubiere,  durante  la 
ocupación  militar. 


Mas  no  puede  fácilmente  probarse,  que  la  retroacción  cambia  la 
previa  condición  legal  del  territorio  conquistado  y muy  particular- 
mente en  lo  que  atañe  á sus  relaciones  exteriores.  Por  esta  razón,  los 


derechos  impuestos  á las  mercancías  importadas  á un  punto  que  solo 
está  ocupado  militarmente  pueden  variar  mucho  de  los  que  el  ocu- 
pador puede  exigir  en  su  propio  país.  Si  la  confirmación  de  la  con- 
quista tuviese  para  casos  tales  efecto  retroactivo,  se  podría  exigir  el 
pago  de  las  diferencias  que  resultasen  bien  en  favor  del  erario 
público  ó ya  en  el  del  importador  : pretensión  que,  como  se  concibe 
á primera  vista,  seria  de  muy  difícil  solución. 

La  teoría  real  y verdadera  es  que  la  retroacción  se  limita  á conso- 
lidar los  actos  emanados  del  conquistador  durante  la  ocupación  mi- 
litar. " 


§ 584.  El  derecho  nacional  establece  como  regla  general 
ñclnldcü-  que  la  trasferencia  de  territorio  por  conquista  ó cesión, 
porcia  con-  envuelve  la  de  la  fidelidad  de  sus  habitantes  al  nuevo 

quista.  , 

soberano. 


Hasta  la  fidelidad  perpetua  tan  decantada  de  la  ley  inglesa,  se  in- 
clina ante  ese  principio,  y conceptúa  que  cuando  el  rey  cede  una 
parte  de  su  territorio,  por  medio  de  un  tratado,  sus  habitantes  deben 
ser  considerados  como  extranjeros. 

Los  jurisconsultos  de  las  épocas  mas  remotas  consideraban  que 
esta  trasferencia  era  absoluta  y sin  condición,  si  no  había  disposición 
en  contrario ; pero  la  práctica  observada  generalmente  en  el  dia  es 
mas  liberal  y justa. 

Burlamaqui  opina,  con  sobrada  justicia,  que,  « el  fin  de  una 
guerra  no  exige  siempre  que  el  conquistador  adquiera  un  derecho 
absoluto  y perpetuo  de  soberanía  sobre  el  conquistado.  Solo  es 
una  ocasión  favorable  de  obtenerla,  para  lo  cual  debe  haber  un 
consentimiento  expreso  ó tácito  del  vencido.  De  otro  modo,  subsistiendo 


lib.  8,  cap.  6,  § 24;  Real,  Science  du  gouvernement,  vol.  V,  ch.  2,  sec  5;  HeíTter, 
Droit  internat.,  § 124. 

Halleck,  /ni.  law , ch.  33,  § 4;  Wildman,  Int.  law,  vol.  I,  p.  162. 
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aun  aquel  estado,  no  tiene  otro  título  que  el  de  la  fuerza  y no  dura 
mas  tiempo  que  el  que  trascurre  sin  que  el  vencido  pueda  sacudir 
su  yugo.  » 

Ya  hemos  dicho  que  la  ocupación  militar  no  hace  mas  que  sus- 
pender la  fidelidad  de  sus  habitantes;  pero  si  la  conquista  se  con- 
firma aquella  cesa  por  completo.  * 

§ 585.  No  deben  interpretarse  las  prescripciones  del  se  necesita 
derecho  internacional  referentes  á ella  en  el  sentido  de  que  miento  dei 
es  absoluta  é incondicionalmente  adquirida  por  la  conquista 
ó trasíerida  en  virtud  de  un  tratado.  Por  el  contrario,  ahora  se 
juzga  preciso  el  consentimiento  expreso  ó tácito  del  súbdito. 


Como  su  antiguo  soberano  no  puede  concederle  ya  ninguna  pro- 
tección, la  fidelidad  que  de  ella  se  desprendía  no  existe  tam- 
poco. 

En  la  dulzura  que  la  civilización  ha  introducido  en  nuestras  cos- 
tumbres, no  seria  admisible  que  un  conquistador  pudiera  retener 
contra  su  voluntad  á los  habitantes  del  país  conquistado,  por  que 
esto  equivaldría  á hacerles  esclavos.  Así  es  que  cuando  un  súbdito 
quiere  continuar  siendo  fiel  á su  antiguo  soberano  se  le  debe  permitir 
que  salga  libremente  del  territorio  en  que  no  impera  ya. 

El  presidente  de  la  justicia  en  los  Estados-Unidos,  Opinión  doi 
Marshall,  ha  expuesto  con  la  mayor  claridad  la  doctrina  P]T^u8tic!ade 
admitida  mas  comunmente  por  las  naciones,  en  estos  tér- 
minos : «Ala  trasferencia  de  territorio  se  disuelven  las  relaciones  de 
sus  habitantes  con  el  antiguo  soberano,  el  mismo  acto  que  traspasa  un 
país,  Irasfiere  la  fidelidad  de  los  que  permanecen  en  él.  » 

Y esto  se  comprende  fácilmente,  puesto  que  la  permanencia  es  un 
consentimiento  tácito  de  fidelidad,  desde  el  momento  en  que  se 
deja  al  libre  albedrío  de  los  habitantes  la  facultad  omnímoda  do 
marcharse  ó de  continuar  en  el  país.  ** 


* Halleck,  Int.  law,  ch.  33,  § 5;  Vattcl,  Droit  des  gens,  liv.  3,  ch.  13,  § 200; 
Grotius,  De  jure  bel.  ac.  pac.,  lib.  3,  cap.  8;  Burlamaqui,  Droil  de  la  nal.  el  des 
gens,  vol.  IV,  pte.  2,  ch.  3;  Puflendorf,  De  jur.  nal.  et  geni.,  lib.  8,  cap.  0,  § 24, 
Rayneval,  Inst.  du  droit  nal.,  liv.  3,  ch.  20;  Westlake,  Prívale  int.  law,  § 27; 
Riquclme,  Derecho  público  internacional,  lib.  \,  tít . 1,  c.  1. 

**  Halleck,  Int.  lato,  ch.  33,  § 6;  Heffier,  Droit  int.,  § 131;  Riquelme,  Derecho 
púb.  int.,  lib.  I,  tít.  1,  cap.  1;  Puffendorf,  Dejur.  nal.  et  geni.,  lib.  7,  cap.  7, 
§§  3,  4 ; Vattel,  Droil  des  gens,  liv.  3,  ch.  13,  § 200 ; Burlamaqui,  Droil  de  la  na~ 
ture  el  des  gens,  vo!.  V,  pte.  4,  ch.  8;  Westlake,  Prívale  int . law,  § 27. 
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§ 586.  Como  se  ve,  pues,  la  doctrina  emitida  por  el 
SS-  presidente  Marshall  es  la  mas  razonable  y equitativa. 

Cuando  un  ciudadano  sale  de  un  país  conquistado  sine 
animo  revertendi  el  conquistador  tiene  que  considerarle 


como  extranjero. 

El  status  de  los  habitantes  se  desprende  de  sus  propios  actos.  Nada 
hay  mas  claro,  mas  sencillo,  ni  . mas  justo.  * 

§ 587.  No  hay  duda  que  la  regla  que  dejamos  expuesta 

Razón  de  es-  . . , J 1 

u.  regio.  para  determinar  cual  debe  ser  la  fidelidad  del  habitante 
do  un  país  conquistado  ocasiona  perjuicios  á los  que  se  la  mantengan 


al  antiguo  soberano,  porque  se  ven  obligados  á cambiar  de  domicilio, 
poro  este  inconveniente  se  compensa  muy  de  sobra  por  la  claridad 
con  que  determina  la  verdadera  situación  de  unos  y de  otros;  y las 
ventajas  que  esto  reporta  para  la  protección  que  debe  el  gobierno  á 
sus  súbdilos  nuevos.  ** 

Aplicación á §588.  Iguales  en  un  todo  á las  que  militan  en  favor  de 

nos  natura-  la  aplicación  del  sistema  precedente  á los  naturales  de  un 
súbiiiios  ex-  país  conquistado,  son  las  consideraciones  justas  y motivos 
de  equidad  muy  fundados  que  hacen  extensivas  sus  pres- 
cripciones ú los  ciudadanos  naturalizados  y á los  extranjeros.  *** 

Mollineado  § ^89.  Este  principio  como  todos  los  que  se  derivan  del 

nos  que  pne-  derecho  internacional,  puede  modificarse,  bien  por  un  con- 
de sufrir.  r 1 

trato,  ó ya  porque  la  ley  municipal  del  conquistador  sea 
contraria  á su  espíritu  ó á su  letra,  y de  este  modo  podrán  evitarse  el 
cambio  de  domicilio  los  que  quieran  seguir  con  su  antigua  fidelidad. 

i8,g  En  el  artículo  8o  del  tratado  de  Guadalupe-Hidalgo , ce- 
uío'íosVsta"  ^ra(^°  eiltre  ios  Estados-Unidos  y la  república  de  Méjico, 
düS»¿jico s y en  1848 , se  estipuló  que  los  ciudadanos  mejicanos  esta- 
blecidos en  el  territorio  cedido  podían  conservar  su  carác- 
ter nacional,  si  tal  era  su  intención  y la  manifestaban  en  el  trascur- 
so de  un  año  á contar  desde  la  fecha  del  cange  de  las  ratificaciones  : 
una  vez  expirado  el  plazo,  si  no  hubiesen  reclamado,  serian  conside- 
rados como  ciudadanos  de  la  república  norte-americana. 

No  habiéndose  hecho  parecidas  estipulaciones  en  los  tratados  de  ad- 


* Halleck,  Int.  law,  ch.  33,  § 7;  Foelix,  Droit  int.  privé , §§  35,  36;  Riquelme, 
Derecho  público  int.,  lib.  I,  tít . 1,  cap.  1;  Westlake,  Prívate  int.  law , § 27. 

*T  Halleck.  Int.  law, ch.  33,  § 8;  Riquelme,  Derecho  público  intern.,  lib.  1,  tít.  1’ 
cap.  1;  Westlake,  Prívale  int.  law  § 27;  Foelix,  Droit  intern.  privé,  §§  35,  36. 

Halleck,  Int  law,  ch.  33,  § 9;  Westlake,  Prívate  int.  law,  § 27;  Foelix,  Droit 
wt.  privé  § 35;  Pothier,  Trailé  des  personnes,  tit.  2,  sect.  1. 
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quisicion  de  la  Luisiana  y la  Florida  hubo  que  recurrir,  para  diluci- 
dar las  cuestiones  de  ciudadanía,  á la  aplicación  de  la  doctrina  que 
hace  surgir  del  domicilio  la  evidencia  de  aprobación  ó negativa  de 
parte  de  los  habitantes  á la  trasferencia  de  la  fidelidad. 

Cuando  Francia  celebró  los  tratados  de  1814  y 181o,  isi4-isi3. 
cediendo  á los  aliados  parte  de  los  territorios  que  había  ^bracios  por 
adquirido  desde  1791,  se  estipuló  que  sus  habitantes  po- 
dían adquirir  el  carácter  francés,  declarando  su  intención  en  un  tiem- 
po dado.  Los  publicistas  franceses  combatieron  semejante  estipulación, 
por  creerla  dura  é ilegítima,  puesto  que  resultaba  de  su  contexto  que 
la  calidad  nacional  de  los  habitantes  era  forzosamente  cambiada  por 
la  trasferencia  del  territorio,  no  dejándoles  opcion  á conservarla  ni 
á continuar  en  su  domicilio.  * 

§590.  Aparece,  á primera  vista,  como  un  acto  inevitable 

Derecho  ele 

de  justicia  que  los  ciudadanos  que  continúan  viviendo  en  ia  _ ci»d¡uia - 
un  país  conquistado  adquieran  los  derechos  de  ciudadanía,  nueva  sobe- 
como  recompensa  de  su  fidelidad  ; pero  lo  cieito  es  que 
frecuentemente  se  ha  sometido  esta  regla  equitativa  á las  condi- 
ciones de  la  incorporación  de  los  conquistados  y al  carácter  peculiar 
de  las  instituciones  y de  las  leyes  municipales  del  conquistador. 

Por  que  no  es  posible  esperar,  ni  mucho  menos  exigir,  que  el  Es- 
tado victorioso  modifique  sus  leyes  para  armonizarlas  con  aquellas  por 
que  se  rejian  los  que  pasan  á ser  sus  súbditos. 

En  su  consecuencia,  de  las  leyes  del  nuevo  gobierno  depende  que 
los  habitantes  incorporados  adquieran  ó no  la  ciudadanía. 

Puede  suceder,  y se  ha  verificado  ya  en  mas  de  una  ocasión,  que 
lina  clase  determinada  se  halle  privada  de  obtenerla,  pero  esto  no 
hace  mas  que  corroborar  la  diversidad  de  las  leyes  que  se  aplican  en 
tales  casos. 

Así  se  ha  visto  que  ciertas  personas  que  eran  dudada-  Cosog  ocuj._ 
nos  de  Méjico,  en  California  y Nucvo-Mcjico,  cuando  acae-  ric,^olf"iata' 
ció  la  trasferencia  de  estos  territorios  á los  Estados-Uni- 
dos, no  han  sido  ni  podrán  ser  nunca  considerados  como  miembros 
de  la  república  norte-americana,  porque  la  constitución  y la  organi- 
zación federal  se  oponen  á ello.  Esto  no  impide  que,  en  virtud  de  la 
lex  loci,  se  les  conceptúe  en  posesión  de  todos  los  privilegios  y prc- 

* Ilalleck,  /Mí.  la w,  ch.  33,  § 10;  U.  S.  statutes  al  largo,  vol.  VIII,  |>[>.  202, 
250;  I.’oilix,  Droil  inl.  privé , §§  33,  38;  Westlake,  Prívate  int.  lato,  ¡5  27  ; Pothier, 
Traite  des  personaos , tit.  2,  sed.  1. 
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eminencias  concedidos  al  resto  de  los  habitantes  de  la  localidad  en 
que  residen.  * 

§591.  Sobre  este  particular  la  ley  inglesa  determina 
gLutes*  que  « un  país  conquistado  por  tropas  británicas  se  con- 
rcspecio.  vj.ertc  cn  dominio  del  rey  en  el  derecho  de  su  corona,  que 

los  habitantes  conquistados  así  que  son  admitidos  bajo  la  protección 
del  rev,  se  truecan  cn  súbditos  suyos,  y como  tales,  y uo  como  ene- 
migos ó extraños,  deben  ser  considerados  universalmente.  » 

Pero  lo  anómalo  es  que  aunque  deben  la  fidelidad  de  súbditos  y 
tienen  derecho  á la  protección  que  se  les  concede , no  disfrutan  de 
lodos  los  derechos  que  goza  un  inglés  en  su  país  natal,  es  decir,  que, 
poseen  los  peculiares  á súbditos  en  país  conquistado , pero  no  los 
políticos  de  los  ingleses  en  las  demás  partes  del  reino. 

En  resúmen,  los  habitantes  de  un  país  conquistado  por  la  Gran- 
Bretaña,  entran  cn  posesión  de  los  derechos  locales,  pero  no  de  los 
generales  de  la  nación.** 

§ 592.  En  idénticos  principios  descansan  al  parecer  las 
americanas.  providencias  adoptadas  por  la  corte  suprema  de  los  Es- 
tados-Unidos. El  artículo  6o  del  tratado  de  cesión  de  la 
Florida  por  España,  es  del  tenor  siguiente  : 

« Los  habitantes  de  los  territorios  que  S.  M.  C.  cede  á los  Esta- 
dos-Unidos por  el  presente  tratado  serán  incorporados  á ellos  tan 
luego  como  sea  compatible  con  los  principios  de  la  constitución  fede- 
ral y admitidos  á disfrutar  de  todos  los  derechos,  privilegios,  é in- 
munidades de  ciudadanos  de  los  Estados-Unidos,  » 

El  dictámen  de  la  corte  suprema  acerca  de  esta  cláusula,  expues- 
to por  el  presidente  de  la  justicia,  Marshall,  dice:  «Este  tratado  es  la 
ley  de  la  tierra  y admite  á los  habitantes  de  la  Florida  á gozar  de 
los  derechos,  privilegios  é inmunidades  propios  de  los  ciudadanos 
de  los  Estados-Unidos.  No  es  preciso  investigar  si  tal  no  es  su  con- 
; dicion,  independiente  de  la  estipulación  del  tratado.  Sin  embargo, 
no  pueden  disfrutar  del  poder  político,  ni  tienen  parte  en  el  go- 
bierno, hasta  que  la  Florida  llegue  á ser  un  Estado. » 

Como  se  vé , la  palabra  ciudadano  se  emplea  aqui  en  su  acepción 
mas  lata , y no  en  el  sentido  limitado  en  que  la  interpreta  la  ley 
municipal ; las  frases  que  hemos  citado  equivalen  á decir,  que  una 
peí  son  a que  se  halla  sometida  á la  constitución  y á las  leyes  de  los  Es- 


* Hiilleck,  Int. 
*t  Halleck,  Int 
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tados-Unidos  tiene  el  derecho  de  elegir  diputados  y otros  funciona- 
rios, que  puede  desempeñar  destinos  públicos  y que  es  apta  para  pro- 
cesar ó ser  procesada  en  calidad  de  ciudadano  de  la  república. 

Pequeña  será,  si  alguna  existe,  la  duda  que  pueda  ocurrir  acerca 
de  si,  como  dice  el  magistrado  á que  nos  hemos  referido,  los  habi- 
tantes de  la  Florida  tenian,  sin  la  estipulación  del  tratado,  los  títu- 
los necesarios  para  disfrutar  de  los  derechos  dé  ciudadanía,  en  el 
mas  ámplio  sentido;  pero  lo  indubitable,  lo  claro,  lo  patente  es  que 
su  derecho  á ser  incorporados  en  la  Union  y á participar  del  poder 
político  se  derivó  del  tratado,  y no  fué  necesaria  consecuencia  del 
cambio  de  fidelidad  : su  admisión  como  Estado  en  la  Union  hizo  el 
resto. 

Bueno  es  también  no  perder  de  vista  que  la  ciudadanía  particular 
de  un  Estado  de  los  que  componen  la  república  es  distinta  á la 
general  en  ellos.  * 

§ 593.  « Las  leyes  de  un  país  conquistado , dice  lord  Leyes  del 
Mansfield.  continúan  vigentes  ínterin  el  conquistador  no  conquistado, 
las  altere  : la  excepción  absurda  de  los  paganos,  citada  en 
el  caso  de  Calvino,  demuestra  cuan  antigua  y universal  es  semejante 
máxima.  Porque  no  pudiendo  existir  esa  distinción  ántes  de  la  era 
cristiana,  es  de  presumir  muy  fundadamente , que  tuvo  su  origen  en 
el  frenético  entusiasmo  de  las  cruzadas.  » 

Esto  podrá  decirse  con  razón  refiriéndose  á las  municipales,  pero 
no  á las  políticas.  Creemos  que  la  doctrina  anterior  se  expone  mas 
clara  y correctamente  por  el  eminente  magistrado  norte-americano  á 
cuya  sabiduría  y recto  entender  acudimos  con  tanta  frecuencia. 

Con  efecto,  Marshall  ha  dicho  : «No  se  ha  considerado  nunca  que 
la  trasferencia  de  territorio  produzca  ningún  cambio  en  las  relaciones 
particulares  de  sus  habitantes.  Las  que  mantenían  con  su  antiguo 
soberano  se  disuelven,  y se  crean  mas  nuevas  entre  ellos  y el  gobierno 
qne  le  ha  adquirido:  únicamente  se  cambia  la  ley  llamada  política; 
la  que  reglamenta  las  relaciones  y la  conducta  genera!  de  los  indi- 
viduos permanece  en  vigor  hasta  que  la  modifica  el  poder  del  nuevo 
Estado.  » 

Este  es  el  principio  que  sirve  actualmente  de  norma  en  su  conducta 
al  mayor  número  de  naciones;  mas  á pesar  de  la  claridad  de  sus 
prescripciones  no  es  fácil  distinguir  cuales  son  la  leyes  políticas  y 

* Halteck,  ¡ni.  law  ch.  33,  § 13;  U.  S.  slalules  al  lar  (je,  vol.  VIII,  pp.  2r>G> 
257. 
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cuales  las  municipales,  ni  delerminr  cuando  \ hasta  qué  punto  las 
del  conquistador  cambian  ó reemplazan  las  del  conquistado. 

§ 594.  Aplicando  la  ley  inglesa  á la  parte  material  del 
SnS!SÍ!  territorio  el  mismo  criterio  que  en  lo  referente  á sus  lia- 
giadon.',1;:  hitantes,  le  conceptúa  como  dominio  del  rey,  y á este  le 
líinica-  concede  la  facultad  de  cambiar  sus  leyes  siempre  y cuan- 
do que  en  las  que  introduzca  no  se  concedan  privilegios  de  que 
carezcan  los  demás  subditos  bi dánicos. 

Así  recibió  Irlanda  las  leyes  de  Inglaterra  por  las  cartas  y manda- 
mientos de  Enrique  II,  Juan,  Enrique  III,  Eduardo  I,  y los  reyes  que 
le  siguieron  en  el  poder,  y lo  mismo  puede  decirse  de  Gales,  Ber- 
wick,  Gascuña,  Guijeña,  Calais,  Gibraltar,  Menorca,  etc. 

Garlos  II,  después  que  conquistó  á Nucva-York,  cambió  su  consti- 
tución y gobierno,  en  virtud  de  cartas-patentes  dirigidas  al  duque  de 
York. 


Pero  si  el  territorio  que  entra  á formar  parte  de  la  nación  britá- 
nica no  fuere  conquistado,  sino  recibido  en  herencia,  el  monarca  no 
puede  modificar  su  modo  de  ser  sin  el  concurso  del  parlamento. 

Tratándose  de  la  Jamaica,  en  172^,  Sir  Felipe  York  y Sir  Clemente 
Wearge,  manifestaron  en  su  informe  que:  «Si  se  la  consideraba  como 
isla  conquistada  a 1 rey  tenia  el  derecho  de  imponer  contribuciones  ásus 
habitantes;  pero  que  si  se  la  conceptuaba  bajo  el  mismo  punto  de 
vista  que  las  otras  colonias,  no  se  podia  decretar  exacción  alguna 
sino  por  una  asamblea  de  la  isla  ó por  un  decreto  del  parlamento. » 

Ahora  bien,  si  es  cierto  que  una  máxima  de  derecho  constitucional 
tal  y como  fué  comprendida  y aplicada  por  los  jueces  de  Calvino  y 
por  hombres  tan  notables  como  York  y Wearge,  no  se  suplanta  tan 
fácilmente,  no  es  menos  positivo  que  ninguna  Opinión,  ningún  tra- 
tado, ningún  ejemplo  ha  venido  á ponerla  en  duda.** 

§ 595.  Ya  hemos  expuesto  las  restricciones  que  las 

En  los  Esta-  . . . ,, 

dos-unidos,  leyes  de  ia  república  norte-americana  imponen  á su  pre- 
sidente, respecto  á los  casos  de  que  estamos  ocupándonos. 

En  su  virtud,  no  puede  celebrar  ningún  tratado  sin  el  apoyo  de 
las  dos  terceras  partes  de  votos  del  senado,  y su  autoridad  sobre  el 
territorio  conquistado  ó cedido  está  limitada  por  la  constitución  y 
tiene  que  someterse  á las  decisiones  del  congreso,  por  mas  que  se 

Hallcck,  Int.  law,  ch.  33,  § 14;  Clark,  Colonial  law,  p.  4;  Bowyer,  Unir, 
pul.  law,  ch.  16,  p.  158;  Burge,  C ominen  taires,  vol.  I,  pp.  31,  32;  Morley,  Digest 
of  indian  cases,  pp.  169,  170. 

Halleck,  Int.  laiu,  ch.  33,  § 15;  Boywer,  Universal  pub.  law,  ch.  16,  p.  158. 
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derive  de  la  ley  general  de  las  naciones.  No  obstante,  la  corte  supre- 
ma lia  decidido  claramente  que,  como  general  en  jefe,  se  halla  auto- 
rizado á constituir  un  gobierno  en  el  territorio  ocupado,  durante  la\  • 
guerra,  y que  cuando  este  es  cedido,  por  via  de  conquista,  á los 
Estados  de  la  Union,  la  cesación  de  aquel,  como  consecuencia  de  la 
paz  restablecida,  no  tiene  lugar  sino  que,  por  el  contrario,  conti- 
núa legalmente  hasta  que  el  congreso  resuelva  loque  estime  oportuno. 

Esto  no  obsta,  para  que  el  presidente  pueda  disolverle,  á condición, 
de  que  no  descuide  su  obligación  constitucional  de  velar  por  el  exacto 
cumplimiento  de  las  leyes.  Se  halla,  pues,  obligado  á impedir,  por 
ejemplo,  el  desembarque  de  mercancías  extranjeras  fuera  de  cuales- 
quiera distrito  de  los  Estados-Unidos  y sin  el  pago  de  los  adeudos 
correspondientes,  para  lo  cual  debe  emplear  todos  los  recursos  que 
la  constitución  pone  á su  alcance,  bien  valiéndose  del  gobierno 
constituido  cuya  continuación  hubiera  tolerado,  ó ya  del  nombrado 
.^por  el  para  reemplazarle. 

El  congreso  posee  amplias  facultades  para  cambiar  en  cualquier 
tiempo  la  autoridad  establecida  en  el  territorio  conquistado , y orga- 
nizar otro  ó consentir  que  sus  habitantes  formen  una  constitución,  y 
admitirle  luego  en  la  Union  en  calidad  de  Estado. 

^ Pero,  como  es  justo  y natural,  con  este  poder  omnímodo  se  diga 
el  cumplimiento,  por  su  parte,  de  algunos  deberes  que  marcan  la 
ley  de  las  naciones,  las  estipulaciones  que  hayan  mediado  para  la  ce- 
sión ó el  sometimiento  y los  principios  de  la  constitución  federal. 

Queda,  pues,  demostrado  palpablemente  que  mientras  el  congreso 
ó el  presidente  no  determinen  otra  cosa  en  contrario,  se  inliere  que 
autorizan  la  subsistencia  del  gobierno  establecido. 

« La  justa  inferencia,  dice  el  juez  Wayne,  al  presentar  la  opinión 
unánime  de  la  corte  suprema,  de  la  inacción  de  ambos  es  que  tiene 
la  intención  de  conservarle  basta  que  sea  cambiado  legislativamente; 
y no  es  posible  hacer  presunción  ninguna  en  contrario.  Cualquiera 
que  haya  sido  la  causa  de  la  demora  es  de  creer  que  no  era  incom- 
patible con  la  verdadera  política  del  gobierno.  » 

La  California  y el  Nuevo-Méjico  estuvieron  gobernados  por  la  auto- 
ridad del  presidente  durante  la  guerra,  y el  gobierno  por  él  esta- 
blecido continuó  en  el  poder  después  de  la  ratificación  de  la  paz. 

El  primero  de  estos  territorios  formó,  con  la  aquics- 

1 . IS-ÍÍMiOO. 

concia  de  sus  gobernantes  v hasta  con  su  cooperación,  constitución 

...  de  la  Califor- 

nita constitución  que  lúe  ratificada  por  sus  lianuantes  } nia  en  uña- 
se erigió  en  Estado,  con  el  consentimiento  tácito  del  pre- 
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sitíente,  en  diciembre  de  1849,  entregando  pública  y solemnemente 
sos  poderes  á las  autoridades  nuevamente  constituidas  los  antiguos 
mandatarios.  La  constitución  de  tal  modo  formada  y ratificada  fué 
aprobada  por  el  congreso,  y el  dia  9 de  setiembre  de  1850,  la  Cali- 
fornia fué  admitida  en  la  Union. 

En  la  misma  fecha  la  parte  que  no  se  hallaba  comprendida  en  el 
nuevo  Estado,  y Nuevo-Méjico  que  en  vano  reclamó  ser  admitido 
como  tal,  apoyándose  en  la  formación  de  una  constitución  que  había 
llevado  á cabo,  fueron  organizados  en  territorios  con  otros  gobiernos 
que  sustituyeron  á los  que  habían  existido  ántes  y después  de  la 
paz.  * 

§ 59G.  El  conquistador  tiene,  como  hemos  dicho,  puesto 
que  ejerce  los  poderes  peculiares  de  un  gobierno  ipso  fado , 
la  facultad  de  suspender,  alterar,  ó sustituir  las  leyes  mu- 
nicipales del  territorio  conquistado. 

De  dos  clases  pueden  ser  estos  cambios;  la  una  referente  á la 
suspensión  de  derechos  y de  procedimientos  civiles,  reemplazándolos 
por  los  militares,  y la  otra  relativa  á la  introducción  de  una  legislación 
nueva. 

No  cabe  duda  de  que  en  el  momento  que  la  guerra  concluye,  cesan 
de  rejirse  por  sus  leyes  los  habitantes  del  territorio  de  que  se  trate, 
aun  cuando  continúe  gobernando  en  él  la  autoridad  impuesta  por  la 
ocupación  militar.  Si  esta  hubiera  cambiado  durante  aquella  algunas 
de  esas  disposiciones  odiosas,  tales  como  la  diferencia  de  rango  por 
clases  y castas,  no  volverán  á ponerse  en  vigor,  á no  ser  que  la 
constitución  del  nuevo  soberano  prescriba  lo  contrario;  y hasta  de- 
rechos é inmunidades,  que  no  se  suspendieron  ó fueron  infringi- 
dos en  el  trascurso  de  la  lucha  terminarán  con  el  tratado  de  paz, 
como  una  consecuencia  lógica  de  la  vuelta  del  país  á la  situación 
civil.  ** 

§ 597.  Ahora  nos  toca  examinar  cuales  son  las  leves  del 

Leyes  pre-  . , . , 

dominantes,  nuevo  soberano  que  pueden  predominar  en  el  territorio 
conquistado,  cedido  sin  acción  legislativa  ó sin  prescrip- 
ciones determinadas. 

El  plenum  et,  utile  dominium  del  conquistador  se  considerará 


* Halleck,  Jnt.  law,  ch.  33,  § 16;  U.S.  statutes  al  large,  vol.  IX,  pp.  446,  452, 
453;  Dunlop,  Digesl  of  laws  of  U.  S.,  pp.  1238,  1250;  Brightly,  Digest  of  laws  of 
V'**  ’’  ^ 890;  Story,  On  the  constilution,  b.  3,  ch,  31,  § 668. 

**  Halleck,  *«<•  law,  ch.  33,  § 18;  HeíTter,  Droit  international,  § 185;  Bowyer, 
Intvcrsal  public  law,  ch.  16,  p.  158. 
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como  preexistente  desde  el  principio  de  la  conquista,  cuando  la  cesión 
se  verilica  por  medio  de  un  tratado  de  paz. 

Hay  que  tener  en  cuenta  que  el  decir  que  con  la  conquista  cesa  el 
derecho  político  y que  las  leyes  municipales  continúan  Ínterin  no  se 
modifican  expresamente,  no  significa  que  se  mantienen  con  todo  su 
vigor,  sino  que  se  han  adoptado  como  cuestión  de  conveniencia. 

No  es  posible  ni  razonable  creer  que  el  conquistador  acepte  y man- 
tenga las  que  se  hallen  en  contradicción  con  las  establecidas  por  él 
en  sus  antiguos  dominios. 

Por  eso,  dice  lord  Cokc,  si  un  rey  cristiano  conquista  un  país  infiel, 
las  leyes  del  conquistado  ipso  fado  cesan,  por  que  no  se  presume 
que  pueda  adoptarlas.  Pero  cuando  no  existe  un  desacuerdo  tal  entre 
las  instituciones  de  entrambos  países,  es  una  regla  de  derecho  nacio- 
nal conveniente  y justa  que  se  adopten  las  que  rejian  relativamente 
á las  relaciones  personales,  las  transacciones  mercantiles  y los  diver- 
sos modos  establecidos  para  la  adquisición  y trasferencia  de  la  pro- 
piedad ; porque  de  no  obrar  así  se  corre  un  grave  riesgo  de  introducir 
una  perturbación,  cuyos  resultados  pueden  ser  funestos. 

Por  lo  demás,  las  circunstancias  que  concurran  en  los  casos  que 
pudieran  ocurrir  han  de  determinar  el  proceder  que  deba  seguirse ; 
partiendo  siempre  de  la  base  de  que  la  jurisprudencia  misma  deter- 
mina en  muchas  ocasiones,  que  leyes  del  territorio  conquistado  per- 
manecen en  vigor,  y cuales  de  las  del  conquistador,  proprio  vigore , 
entran  á imperar  en  él.  * 

§ 598.  Los  tribunales  ingleses  distinguen  entre  el  terri-  Distinción  de 
torio  conquistado  cedido  y el  adquirido  por  descubrimiento  éntre  íaScon- 
ú ocupación,  poblado  por  el  descubridor.  descubrí-1 

En  virtud  de  esta  distinción  juzgan  que  son  inherentes 
á las  colonias  aquellas  leyes  del  reino  que  puedan  serles  mas  benefi- 
ciosas ; pero  las  penales  que  imponen  por  via  de  castigo  confiscaciones 
é incapacidades,  las  de  títulos,  bancarrota  y manos-muertas,  no  se 
extienden  a ellas  ni  in  esse;  y las  que  se  establezcan  posteriormente, 
no  atectan,  á menos  de  existir  tratados  en  contrario,  al  ejercicio  de 
los  poderes  del  soberano  referentes  á las  relaciones  exteriores,  la  nave- 
gación, el  tráfico  y las  rentas  públicas. 

Mas  no  es  esta  la  jurisprudencia  que  se  aplica  al  territorio  adqui- 
rido por  cesión  ó conquista.  Los  súbditos  de  la  nueva  soberanía  que 
entran  en  él,  no  aportan  las  reglas  de  la  antigua,  pero  en  todo  lo 


* Ilalleck,  Int.  law,  ch  33,  § 19. 
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íjuo  se  refiero  a sus  derechos  y relaciones  intct  se,  se  hallan  en  igualdad 
de  condiciones  con  sus  habitantes,  esto  es,  tienen  que  someterse  á las 
leyes  y á los  usos  admitidos  en  el  país,  cuando  tuvoiugai  la  conquista 

ó la  cesión. 

« El  que  compra,  vive  ó pleitea  allí,  se  coloca  bajo  la  protección 
de  las  leyes  locales  : un  inglés  en  Irlanda,  Menorca,  la  isla  de  Man 
ó las  Plantaciones  no  tiene  privilegio  distinto  á los  que  disfruten  los 
naturales.  » * 

§ 599.  Si  bien  es  cierto  que  no  admiten  duda  alguna  los 
traías  á jos  principios  de  la  ley  común  inglesa,  que  acabamos  de 
run'iími'ínti-  desarrollar,  no  lo  es  menos  que  algunas  de  las  de  la 
nueva  sohe-  nueva  soberanía  no  ejercen  poder  en  el  territorio  de  que 

cania.  . 

se  trate  y que  las  municipales  se  modifican  en  algún  tanto 
por  los  actos  propios  de  la  adquisición , sin  que  intervenga  ningún 
decreto  especial  ó estatuto  legislativo. 

Por  tanto,  las  leyes  existentes,  que  se  hallen  en  flagrante  contra- 
dicion  ó que  sean  por  sil  espíritu  ó su  letra  una  violación  de  los 
tratados  hechos  con  los  países  extranjeros,  ó con  las  generales  de 
trálico,  navegación,  ó que  conceden  privilegios  exclusivos,  no  son 
únicamente  nulas  por  sí  mismas,  sino  que  ni  el  rey  puede  intro- 
ducir ningunas  que  sean  contrarias  á los  principios  fundamentales. 

Aunque  fue  absurda  y mucho  la  excepción  de  los  paganos,  citada 
en  el  caso  de  Calvino,  no  por  esto  debe  ponerse  en  duda  la  exactitud 
de  las  prescripciones  en  cuya  virtud  cesan  á la  adquisición  del  terri- 
torio conquistado,  aquellas  por  que  se  rejia  contrarias  á las  del 
conquistador,  porque  se  juzga  razonadamente  que  se  oponen  á su 
voluntad  ya  expresada  en  las  que  ha  dictado  para  gobernar  el  que 
poseía  anteriormente. 

Todas  las  demás  continúan  subsistentes,  ínterin  no  las  modifique 
una  voluntad  idéntica  manifestada  subsiguientemente,  esto  es,  que  el 
mismo  soberano  puede  cambiarlas  ó autorizar  al  territorio  conquis- 
tado para  que  lo  efectúe,  por  cartas  y decretos , sin  que  sea  necesaria 
la  intervención  del  parlamento.  ** 

Decisiones  § 600.  Siempre  que  la  corte  suprema  de  los  Estaclos- 

mnericanas.  r-T  , 

Unidos  ha  tenido  que  entender  en  una  cuestión  de  esta 
especie,  ha  obrado  de  conformidad  con  las  decisiones  de  los  tribu- 


* Ilalleck,  Int.  lato,  ch.  33,  § 20;  Dwarris,  Ou  statutes,  pp.  905,  527,  906; 
Blackstone,  Com.,  vol.  I,  p.  102;  Bowyer,  Universal  pub.  law,  ch.  16,  p.  158; 
uark,  Colonial  lato,  p.  4. 

Halleck,  Int,  law,  ch.  33,  § 21;  Bowyer,  Universal  public  law,  ch.  16. 
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nales  ingleses,  en  cuanto  eran  compatibles  con  el  sistema  de  gobierno 
de  la  república. 

Así  es  que  á la  vez  que  reconoce  el  principio  general  de  que  las 
leyes  del  territorio  conquistado  continúan  con  toda  su  fuerza  y vigor 
después  de  la  cesión,  afirma  distintamente  que  se  encuentra,  sin 
pérdida  de  momento,  ligado  y privilegiado  polas  que  el  congreso 
ha  sancionado  para  cobrar  impuestos  sobre  importaciones  y tonelaje, 
y que  tiene  que  sujetarse  á lo  dispuesto  por  aquel  cuerpo  sobre  el 
comercio  extranjero,  y no  á ninguna  disposición  especial. 

Y aunque  el  congreso  no  hubiere  establecido  aduanas,  ni  dado 
autorización  para  el  nombramiento  de  empleados,  los  que  lo  eran  del 
gobierno  instalado  á consecuencia  de  la  ocupación  militar,  pueden 
exigir  y cobrar  legalmente  los  adeudos  que  devenguen  las  mercancías 
importadas. 

La  California  formó  parte  de  los  Estados-Unidos , en  calidad  de 
territorio  conquistado,  cedido  por  un  tratado  que  se  ratificó  el  dia  30 
de  mayo  de  1848,  ratificación  que  no  fué  conocida  allí  hasta  el  7 de 
agosto  de  igual  año.  Pero  el  decreto  del  congreso,  incluyendo  á San 
Francisco  entre  los  distritos  de  color  no  fué  expedido  hasta  el  3 de 
marzo  de  1849,  y el  cobrador  autorizado  por  la  ley  no  tomó  posesión 
de  su  destino  hasta  el  13  de  noviembre  del  mismo  año. 

El  gobierno  de  la  ocupación  militar  continuó,  pues,  cobrando  los 
derechos  arancelarios  de  conformidad  con  la  tarifa  de  guerra,  hasta 
que  se  le  notificó  la  ratificación  del  tratado,  y entonces  declaró  que 
« cesaría  inmediatamente,  siendo  sustituida  por  las  leyes  de  hacienda 
y las  tarifas  de  los  Estados-Unidos  » ; y continuó  haciéndolos  efectivos 
y cobrando  los  productos  de  la  importación  hasta  el  13  de  noviembre 
de  1849,  en  cuyo  dia,  como  hemos  dicho,  se  hizo  cargo  de  su  empleo 
el  colector  nombrado  por  el  congreso. 

Algunos  de  los  importadores  dudaron  de  la  legalidad  de  las 
cobranzas  hechas  y,  en  su  consecuencia,  intentaron  un  proceso  contra 
los  funcionarios  que  las  habían  impuesto. 

Los  tribunales  sentenciaron  en  pró  de  estos,  y el  juez  Wayne  al 
emitir  la  opinión  de  la  corte  suprema,  dijo : «que  habían  obrado  con 
la  integridad  y la  inteligencia  mas  recomendables. » * 

§ GOL  En  la  decisión  á que  nos  referimos  hay  un  punto  Leyes  do 

* rentas  en  Cu* 

que  merece  una  atención  especial,  relativo  al  modo  de  íifornia.' 


* Ilalleck,  hit.  lew,  ch.  33,  § 22  ; Dunlop,  Digcsi  of  laws  of  U . S.,  pp.  1214, 
1215 ; Drightly,  Digcsi  of  laivs  of  V.  S.,  p.  115;  U.  S.  slatulcs  al  large,  vol.  IX, 
p.  400. 
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obrar  de  las  leyes  cuya  acción  se  extiende,  proprio  vigore,  al  terri- 
torio conquistado. 

En  los  Estados-Unidos,  cuando  una  ley  no  tiene  marcada  en  su 
texto  una  fecha  determinada,  surte  efecto  en  todas  y en  cualesquiera 
de  las  partes  que  componen  la  Union,  desde  el  dia  que  se  decreta. 
Pero  esto  no  sucede  con  las  rentísticas  existentes  en  un  territorio 
conquistado,  mientras  no  entra  á formar  parte  de  la  república  norte- 
americana. 

Cerca  de  tres  meses  trascurrieron,  como  liemos  observado  ya,  entre 
la  ratificación  del  tratado  de  cesión  de  la  California  y su  anuncio 
oficial  en  la  misma;  durante  los  cuales  se  cobraron  los  impuestos  de 
importación  y tonelaje  con  sujeción  á la  tarifa  de  guerra.  Esto  no 
hubiera  tenido  lugar,  si  aquella  hubiese  entrado  inmediatamente  á 
formar  parte  de  la  república,  como  pretendían  los  que  les  habían 
pagado,  al  reclamar  su  devolución. 

En  el  dictamen  de  la  corte  suprema,  de  que  antes  hicimos  men- 
ción, se  león  estas  palabras: 

« Ciertamente  no  se  negará  que  estas  instrucciones  (imponiendo  la 
tarifa  de  guerra ) eran  obligatorias  para  los  que  administraban 
en  California  hasta  que  recibieran  aviso  de  su  propio  gobierno  de 
que  se  había  celebrado  finalmente  la  paz ; ó que  los  que  se  hallaban 
dentro  de  su  jurisdicción  ó los  que  tenían  propiedad  allí  no  esta- 
ban obligados  á someterse  á los  reglamentos  de  este,  que  sus  fun- 
cionarios tenían  orden  de  ejecutar;  ó que  cualquiera  reclamaría 
la  facultad  de  introducir  mercancías  extranjeras  en  el  territorio  de 
su  mando,  sin  el  pago  de  derechos  que  habían  sido  originalmente 
impuestos  por  atribuciones  de  beligerantes  , porque  el  territorio 
había  sido  cedido  por  el  poseedor  primitivo , enemigo  del  conquistador ; 
ó que  el  simple  hecho  de  la  cesión  de  un  territorio  por  una  sobe- 
ranía á otra,  le  abre  á las  relaciones  mas  libres  con  todo  el  mundo, 
hasta  que  el  nuevo  poseedor  haya  legitimado  algunos  términos 
sobre  los  cuales  pueda  hacerse.  No  hay  semejante  libertad  comer- 
cial conocida  entre  las  naciones,  y la  tentativa  de  introducirla  en 
este  caso,  se  resiste  á todas  las  consideraciones  que  han  hecho  conven- 
cional el  comercio  extranjero  entre  todas  las  naciones.  En  el  derecho 
de  comerciar,  el  tratado  por  que  se  concede  es  su  medida  y su  re- 
gla. (Vattel,  liv.  1,  ch.  8,  §93.)  Los  reclamantes  en  este  caso  no 
demandan  privilegio  para  la  introducción  de  sus  mercancías  en  San 
Francisco  durante  el  espacio  que  medió  entre  las  ratificaciones  del 
tratado  con  Méjico  y su  anuncio  oficial  al  gobierno  civil  en  Califor- 


CAP.  Xj 


Y DE  CONQUISTA  COMPLETA 


nia,  mas  que  el  permitido  por  aquel  gobierno  á tenor  de  las  ins- 
trucciones que  había  recibido  del  de  los  Estados-Unidos.»  * 

8 602.  Hemos  demostrado  palpablemente  cómo  ypor- 

, i . , i . , La  conquista 

qué  cambian  los  derechos  políticos  de  los  habitantes  de  cambia  ios 

^ 1 tlerechos  po- 
lín territorio  conquistado  ó cedido.  nucos,  pero 

1 no  los  de 

La  propiedad  del  Estado,  es  decir,  la  que  pertenecía  co-  propiedad; 
mo  jefe  de  él  á su  antiguo  soberano,  se  trasfiere  al  nuevo;  pero  la 
privada  permanece  entre  las  manos  de  sus  legítimos  póscedorcs. 

«El  uso  moderno  de  las  naciones,  dice  el  presidente  de  la  justicia, 
Marshall,  hablando  de  la  trasferencia  de  los  países  de  un  gobierno  á 
otro,  que  se  ha  convertido  en  ley,  se  violaria ; se  ultrajaría  ese  recto 
sentido  de  justicia  y ese  derecho  que  reconocen  todos  los  pueblos 
civilizados,  si  se  confiscase,  por  regla  general,  la  propiedad  privada, 
y si  se  anulasen  los  derechos  particulares.  El  lugar  cambia  de  fide- 
lidad, sus  relaciones  con  el  antiguo  soberano  quedan  rotas,  pero  las 
que  tenian  entre  sí  los  ciudadanos  y sus  derechos  de  propiedad  se 
conservan  intactos.  » 

Este  principio  de  derecho  internacional,  tan  claro  y precisamente 
anunciado,  se  ha  corroborado  frecuentemente  por  decisiones  de  aque- 
lla corte  suprema. 

Su  fundamento  no  puede  ser  mas  racional  ni  mas  lógico.  Por  la 
completa  conquista  se  cambian  las  relaciones  de  la  guerra  que  ceden 
su  puesto  á las  de  paz,  así  como  también  la  administración  militar 
lo  cede  entonces  á la  civil.  No  hay,  por  tanto,  motivo  para  que  el 
Estado  confisque  la  propiedad  de  sus  nuevos  súbditos,  porque  el  he- 
cho de  haber  sido  ántes  enemigos  no  es  punible. 

Pero  el  conquistador  que  se  convierte  en  soberano  de  un  país  debe 
no  solo  respetar  los  derechos  privados,  sino  dictar  leyes  y ordenanzas 
á fin  de  garantir  á los  individuos  su  ejercicio  en  conformidad  con  el 
nuevo  sistema  político  establecido.  ** 

§ 603.  No  admite,  pues,  discusión  la  máxima  de  que  el 

7 1 ’ , , . Bospelu 

nuevo  soberano  debe  guardar  el  mas  profundo  respeto  a i a que 

. ~ ...  merece. 

propiedad  privada , sea  cual  fuere  el  título  originario, 
siempre  que  se  halle  dentro  del  terreno  legal. 

Por  eso,  el  mismo  eminente  jurisconsulto  que  acabamos  de  citai, 
dice:  «La  palabra  'propiedad  aplicada  á tierras,  supone  toda  especie 
de  título  incoado  ó completo.  Se  presume  que  abraza  esos  derechos 


* H altéele, 

**  Hallcck, 
ca[>.  12. 


U.  lato,  ch.  33,  § 23;  Kent,  Co-n.  o*  «ib  law  roí  I PI. . 454^59. 
ni.  lavo,  ch.  33,  § 24;  Riqadme,  Derecho  pul.  vil.,  Iib.  1,  UL 


DERECHOS  DE  OCUPACION  MILITAR 


[cap.  X 


§ 60o 

que  existen  en  los  contratos,  esto  es,  los  que  son  ejecutorios  y los 
que  son  ejecutados.  En  este  punto  no  se  cambia  la  i elación  de  los 
habitantes  con  su  gobierno : el  nuevo  no  hace  mas  que  reemplazar 
puramente  al  anterior.  * 

§ 604.  A pesar  del  cuidado  que  ponen  todos  los  países 
Lc>diabircsmc'  realmente  cultos  en  guardar  á la  propiedad  particular  el 
respeto  que  merece,  puede  acontecer,  y en  mas  de  una  ocasión  ha 
sucedido,  que  la  trasferencia  de  un  territorio  acarree  perjuicios  y 
molestias  á los  propietarios  de  fincas  rústicas.  Para  evitarlos  se  debe 
legalizar,  digámoslo  así,  de  nuevo  el  título  de  pertenencia. 

Porque  pudiera  acaecer  que  la  propiedad  legítimamente  adquirida, 
en  virtud  de  las  leyes  que  regían  ántes  de  la  conquista,  fuera  liti- 
giosa por  las  prescripciones  de  las  del  nuevo  soberano,  y entonces  no 
solo  podría  sobrevenir  su  pérdida,  sino  que  no  seria  factible  invocar 
el  auxilio  de  las  autoridades  para  recuperarla. 

Conviene,  pues,  no  descuidar  este  punto  para  evitar  toda  clase  de 
contingencias  enojosas.  A este  fin  el  congreso  de  los  Estados-Unidos 
lia  expedido  generalmente  decretos  remediables. 

La  morosidad  en  emplear  tales  remedios  equivale  casi  siempre  á 
una  injusticia,  ó á una  confiscación,  y es,  por  consiguiente,  una  falta 
á la  fé  pública  y una  violación  á la  nacional.  ** 

§ 60o.  Tanto  de  los  principios  establecidos  en  este  ca- 
los efectos  de  pítulo,  cuanto  de  los  expuestos  en  los  precedentes,  se  ob- 
sobre  íos'bte-  tiene  por  resultado  que  la  conquista  completa,  sea  cual 
reosinderuiT  fuere  el  medio  puesto  en  juego  para  perfeccionarla,  entra- 
ña todos  los  derechos  del  antiguo  soberano. 

Por  tanto,  el  conquistador  toma  posesión  no  solo  de  la  propiedad 
corpórea  del  Estado  como  bienes  muebles  é inmuebles,  sino  de  la  in- 
corpórea, esto  es,  de  las  deudas,  etc.,  y como  su  imperium  se  ha  es- 
tablecido ya  sobre  todo  el  territorio  se  le  considera  dueño  de  las 
cosas  (corpora)  y de  los  derechos  (jura)  que  le  pertenecen,  y puede 
usar  y disponer  de  ellos  á su  libre  albedrío. 

Apoyándose  en  este  principio  fué  como  se  sostuvo  principalmente 
la  validez  del  regalo  que  Alejandro  hizo  á los  tesalonenses,  y los  que 
defendían  la  pretensión  de  los  tebanos  argumentaban  con  que  no  ha- 
biéndose completado  la  conquista  de  Tebas,  sus  bienes  no  eran  de 
la  pertenencia  del  donador. 


* 

** 


Halleck,  Inl.  laio , ch.  33,  § 26. 

Halleek,  lnt.  law , ch.  33,  § 26;  U.  S.  statutes  at  large,  vol.  X,  p.  63. 
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Más  difícilmente  se  ponen  de  acuerdo  los  jurisconsultos  en  la  cues- 
tión del  cumplimiento  de  la  conquista  con  anterioridad  al  restableci- 
miento del  soberano  antiguo,  que  sobre  las  consecuencias  legales  de- 
ducidas de  ella  siendo  completa. 

Y solo  en  aquel  caso  es  cuando  surje  la  cuestión  de  dilucidar  si  el 
vencedor  tenia  ó no  derecho  á disponer  de  los  dominios  ó de  las  deu- 
das del  país  conquistado.  * 

§ 606.  Cuando  las  potencias  aliadas,  derrocando  á Na- 

. ; Dominios 

poleon  1,  restablecieron  en  sus  respectivos  países  á los  so-  enajenados 

beranos  por  él  destronados,  no  se  hizo  estipulación  alguna  cassei. 
en  la  paz  de  Paris  concerniente  á la  protección  que  hubiera  de  pres- 
tarse á los  derechos  adquiridos  durante  el  mando  de  los  gobiernos 
de  fació  (hallándose  limitada  en  su  extensión  la  amnistía  acordada  en 
el  art.  27.)  A pesar  de  esta  omisión  fué  generalmente  permitido  que 
prevaleciesen  la  razón  y el  buen  sentido,  y los  títulos  así  adquiridos 
se  respetaron;  limitándose  las  únicas  excepciones  de  esta  regla  justa 
y equitativa  á los  actos  de  dos  pequeños  Estados  alemanes. 

Los  mas  tristemente  notables  fueron  los  llevados  á cabo  por  el 
príncipe  de  Hesse-Cassel,  quien,  expulsado  del  electorado  en  1806, 
no  volvió  á él  hasta  principios  del  año  1814. 

Su  país  había  permanecido  por  espacio  de  un  año  bajo  el  yugo  dei 
gobierno  militar  de  Napoleón,  pasando  luego  á formar  parte  del  reino 
de  Westíália. 

El  príncipe  de  Hesse,  al  regresar  á sus  dominios,  se  negó  á recono- 
cer la  validez  de  las  enajenaciones  hechas  durante  su  ausencia,  y des- 
pojó á los  compradores  de  las  tierras  y bienes  que  habían  adquirido 
con  la  mas  buena  fé,  cuyos  precios  pagaron  religiosamente  y cuya 
entrega  les  fué  hecha  con  las  solemnidades  legales  requiridas;  llegando 
hasta  emplear  el  uso  de  la  fuerza  armada  para  desalojar  de  sus  pro- 
piedades á los  morosos. 

Los  individuos  así  perjudicados  acudieron  á los  tribunales  en  de 
manda  de  reparación  de  perjuicios  ; pero  el  príncipe  expidió  un 
inhibitorium  á la  corte  suprema  de  Cassel  para  que  no  pronunciase 
fallo  alguno  en  asuntos  de  esta  índole.  Entónces  se  dirigieron  al  con- 
greso de  Viena,  solicitando  su  protección,  pero  solo  la  Prusia,  por 

* Halleck,  ínt.  law,  ch.  33,  § 27;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  §§  561,  562; 
Puffendorf,  De  júr.  nal.  el  gent.,  lib.  8,  cap.  6,  § 23;  B/nkershoek,  Qucest.  jur. 
pub.,  lib.  1,  cap.  7;  Grotius,  De  jur.  bol.  ac.  pac.,  lib.  3,  cap.  7;  Hefftcr,  Droit 
iní.,'§§  185,  186;  Karaptz,  Literatur  des  Volker.,  §312;  Cocceius,  Grotius  illust., 
lib.  5,  cap.  4,  § 15;  Schwartz,  De  jur.  victoris,  etc.,  thes.  27. 
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conducto  de  su  canciller,  el  principé  Von  Handenberg,  se  declaró  en 
favor  suyo:  las  demás  naciones  representadas  en  él  no  quisieron  es- 
cuchar las  justas  quejas  exhaladas  contra  un  príncipe  á quien  aca- 
baban de  reinstalar  en  el  poder. 

Desechados  así  por  el  congreso  y por  los  tribunales,  recurrieron  á 
la  confederación  germánica  ; pero  aquella  novel  asamblea  amfictió- 
niea,  no  quiso  ó no  pudo  intervenir  en  la  cuestión. 

Sin  embargo,  todos  los  jurisconsultos  han  condenado  el  despojo 
consumado  por  el  príncipe  de  Hesse,  que  se  fundó  para  decretarle 
sobre  la  lex  da  captivis  el  postliminis  del  derecho  romano:  ley  que 
no  tardó  mucho  en  demostrarse  palpablemente  que  no  era  aplicable 
en  aquella  ocasión. 

Verdad  es  que  el  mismo  príncipe  debió  conocerlo  asi,  por  mas  que 
proclamara  otra  cosa  ; como  lo  prueba  la  orden  de  inhibición  citada.  * 

, S 607.  También  negó  la  validez  del  pago  ó cancelación 
Ucssc-Cassci  dc  las  deudas  pendientes  con  su  gobierno  en  1806,  que 
habían  sido  satisfechas  ó enajenadas  antes  de  su  restablecimiento. 

Cuando  Napoleón  se  apoderó  de  Hesse-Cassel,  los  títulos  á que  nos 
referimos  fueron  confiscados  y se  exigió  que  su  pago  se  hiciera  úni- 
camente al  tesoro  de  lo  que  se  llamó  deminio  extraordinario.  Y así  que 
el  electorado  entró  á constituir  el  reino  de  Westfalia,  el  rey  Jerónimo 
y Napoleón  celebraron  en  Berlín  un  pacto  concerniente  á su  división 
y arreglo. 

Los  Bouapartes  cobraban  fácilmente  las  debidas  por  individuos  que 
habitaban  sus  dominios,  puesto  que  para  conseguirlo  podían  emplear  n 
hasta  la  fuerza,  pero  no  sucedía  lo  mismo  con  los  que  estaban  en 
otros  Estados,  y aun  cuando  estos  quisieran  pagar,  ocurría  una  difi- 
cultad para,  exonerar  las  hipotecas,  porque  el  registro  no  podía  can- 
celarse mas  que  por  el  acreedor  inscrito  en  él.  Para  obviarla,  el  du- 
que de  Meklemburgo  expidió  una  órden,  ( edicto-circular ) en  su  ter- 
ritorio, el  15  de  junio  de  1810,  en  la  cual,  después  de  referir  la  con- 
quista completa  de  Hesse-Cassel  por  Napoleón,  y,  su  consecuencia,  la  ex- 
tinción de  la  antigua  soberanía,  mandaba  á la  corte  de  asiento  que  re- 
gistrase como  caducadas  las  hipotecas  existentes  en  su  favor  por  las  cuales 


•Halleck,  Int.  laiu,  ch.  33,  § “28;  Helíter,  Droit  international,  §§  185,  186; 
Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  §§  573,  574;  Pfeiffer,  Das  recht  der  Kreigsero- 
berung,  p.  327;  Schweikart,  Napoleón  und  die  curh.,  pp.  60  et  seq;  Rotteck  uml 
Vülcker,  Staats  Lexikon  verb.  domainekaufer ; Conversationes  Lexikon,  verb.  do- 
mainenvcrkauf;  Koch,  Hist.  des  traités  de  paix,  tome  III,  p.  364;  Encyclopedia 
amencana,  vevb.  Domain,  digest,  XLIX,  t.  XV  12,  3. 
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les  fué  entregado  un  recibo  pop  Napoleón  ó por  sus  delegados  al  efecto. 

Entre  las  tierras  hipotecadas  y exoneradas  de  este  modo,  cis 
se  encontraban  las  de  un  cierto  conde  Van.  Halm,  cuyo  cular- 
caso  adquirió  una  muy  grande  celebridad  y arroja  una  luz  preciosí- 
sima sobre  el  asunto  que  estamos  tratando. 

Después  de  la  muerte-  del  conde  y del  restablecimiento  del  príncipe 
de  Hesse-Cassel,este  entabló  un  proceso  como  acreedor  contra  sus  pro- 
piedades, negando  la  validez  del  pago  y la  legalidad  del  finiquito  de 
la  hipoteca. 

Los  primeros  tribunales  (la  universidad  de  Breslau  en  1824,  y la 
de  Iíiel  en  1831)  decidieron  que  el  príncipe  podia  recuperar  la  parle 
de  la  deuda  que  no  había  sido  pagada  á Napoleón,  pero  nada  mas. 

No  habiendo  satisfecho  esta  sentencia  á entrambas  partes  se  apeló 
á otra  universidad  (tribunal),  cuyo  sabio  cuerpo  emitió  extensamente 
las  razones  de  su  fallo,  reducido  á determinar  que  todas  las  deudas 
en  favor  de  Hessc-Cassel  por  las  cuales  se  habían  suscrito  recibos  por 
Napoleón  ó en  nombre  suyo,  ya  se  hubiera  payado  actualmente  toda 
la  suma  ó no,  estaban  válida  y eficazmente  canceladas  y que  no  podia 
exigirse  á los  acreedores  un  pago  doble. 

Aquellos  eminentes  jurisconsultos  establecieron  muy  luminosamente 
la  distinción  que  hay  entre  los  actos  de  un  conquistador  transitorio, 
en  virtud  de  la  ocupación  militar,  y los  emanados  de  uno  cuyos  tí- 
tulos y derechos  lian  sido  ratificados  por  actos  públicos  del  Estado  y 
reconocidos  por  tratados  celebrados  con  las  potencias  extranjeras. 

Los  primeros  de  que  hemos  hablado  fundaron  su  sentencia  en  la 
suposición  de  que  la  conquista  no  era  mas  que  temporal;  pero  los 
otros  jueces  concluyeron  que  era  imposible  considerar  la  vuelta 
del  príncipe  como  una  continuación  de  su  reinado;  rehusaron 
entrar  en  el  debate  déla  justicia  ó injusticia  de  la  guerra  que  pro- 
dujo la  conquista  del  electorado,  y no  concedieron  ninguna  impor- 
tancia al  hecho  de  que  liabia  llevado  consigo  y conservado  en  su  po- 
der los  documentos  que  contenían  el  reconocimiento  escrito  del  deudor. 

No  está  demás  observar  que  semejante  determinación  coníirina 
virtualmente  la  validez  de  la  enajenación  de  dominios  hedía  por  los 
gobiernos  de  fado  de  las  conquistas  de  Napoleón.  * 

* Hallcck,  Int.  law,  ch.  33,  § 29;  Heft'ter,  Droit  in terna tional,  §§  186,  188  ; 
Schweikart,  Napoleón  und  die  Curh.,  pp.  8-104;  I’feifí'cr,  Das  redil  der  Kreisero- 
berung,  pp.  240-252;  Rotteck  und  Welkor,  Staals  lerilcon,  lit.  Dom ai nenha ufer ; 
Zacharic,  üeber  dio  vcrpfliditung,  ele.,  b.  4,  p.  104;  Conversa! iones  lexilcon , lit. 
Dominen-,  Enajdopcdia  americana,  lít.  Domain;  Pliillimore,  fín  int.  late,  vol.  III, 
§§  508-572. 
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SU  DEFINICION  Y DESARROLLO  HISTÓRICO 


§ 608.  Antiguamente  no  existia  en  derecho  internacional 
nocion  alguna  de  la  neutralidad , por  cuya  razón  no  se 
encuentra  en  la  lengua  griega  ni  en  la  latina  una  palabra  que  la  ex- 
prese directamente.  Entonces  los  pueblos  eran  amigos  ó enemigos,  y 
no  se  admitía  ni  se  concebía  como  pudiera  gozar  de  la  paz  una  na- 
ción cuyos  confinantes  estuviesen  en  guerra. 

Y bien  se  nota  la  falta  indicada  en  los  idiomas  á que  nos  hemos 
referido,  leyendo  la  obra  de  Grotius,  quien  denominó  á los  neutrales 
meáii  intitulando  de  his  qui  in  bello  sunt  medii,  al  capítulo  en  que 
trata  de  sus  derechos.  Por  mas  que  en  él  íno  se  halle  la  precisión 
deseada,  es  indudable  que  constituyó  un  adelanto  notable,  prepa- 
rando el  camino  á Bynkershoek,  que  dijo  : Non  hostes  apello  qui  neu- 
trarum  partium  sunt , nec  ex  fcedere  his  illisve  quicquam  debent;  si 
quid  debeant,  foederati  sunt , non  simpliciter  amici. 

Esta  definición  que  no  es  períecta , puesto  que  no  expresa  con  la 
claridad  requerida  la  cosa  ó hecho  que  se  propone  definir,  no  com- 
prendiendo la  neutralidad  modificada  por  tratados  ad  hoc , es,  no 
obstante,  mucho  mas  propia  y extensa  que  la  dada  por  Grotius,  y 
tiene  por  otra  parte  el  mérito  de  haber  relacionado  el  estado  de 
guerra,  con  el  de  neutralidad,  á lo  cual  es  debido  que  el  capítulo  IX 
del  lib.  1°  de  las  Qucestiones  juris  publicü,  del  mismo  autor,  lleve 

por  título  de  belli  statu  inte r non  hostes,  y en  él  se  reconozca  impli- 
co 
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cítamente  que  aquel  se  imponía  á los  pueblos  que  siendo  amigos  de 
los  beligerantes  no  tomaban  parte  en  las  hostilidades,  con  lo  que 
se  consigue  aproximarse  ya  mucho  á una  descripción  acabada  de  la 
neutralidad. 

Desde  esta  época  no  ha  habido  un  solo  publicista  que  no  haya  tra- 
tado con  empeño  de  definirla. 

Hubner  ha  dicho,  que  «consiste  en  una  completa  inacción  relativa- 
mente á la  guerra  y en  una  exacta  imparcialidad  manifestada  por 
hechos  respecto  á los  beligerantes  y referente  solo  á la  guerra  misma 
y á los  medios  directos  é inmediatos  de  hacerla.  » 

Esta  definición  ha  sido  rechazada  por  Galiani,  quien,  á su  vez,  ha 
visto  refutada  la  suya  por  Azuni. 

Hautefeuiile  la  incluye  en  la  descripción  de  los  Estados  neutrales, 
confundiendo  ambas  cuestiones,  y Gessner  obtiene  el  mismo  resultado, 
exponiendo  sus  condiciones  fundamentales. 

Por  nuestra  parte,  juzgamos  que  la  mas  aceptable  es  la  de  Hubner, 
por  la  claridad  y precisión  con  que  fija,  no  solo  la  situación  de  las 
naciones  pacíficas,  sino  la  extensión  que  tiene  sobre  ellas  el  status  belli* 

§ 609.  La  historia  de  la  neutralidad  puede  dividirse  en 

L Su  historia. 

tres  grandes  períodos,  terminando  el  primero  en  1780,  sir- 
viendo el  segundo  de  antecedente  y preparación  á las  ideas  que  do- 
minaron en  la  guerra  de  Oriente  de  18S4  y datando  el  tercero  de 
esta  fecha  hasta  nuestros  dias. 

La  primera  compilación  que  fija  y define, si  bien  imper- 
fectamente,  la  relación  de  neutralidad  entre  los  Estados  es  primer  pe- 

nodo. 

el  Consulado  de  la  mar  (1) , que  aunque  no  trata  del 

* Gessner,  Le  droil  des  neutres  sur  mer , p.  22  ; Wheaton,  Elém.  droil  int., 
pte.  4,  ch.  3,  § 1 ; Grotius,  Droit  de  la  guerre  el  de  lapaix,  édition  Guitlaumin,  an- 
notée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  17;  Vattel,  broit  des  gens,  édition  GuiHaumin, 
annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  7,  §§  103,  104,  110;  Ilalleck,  Int.  law, 
ch.  22,  § 1 ; Hautefeuiile,  Droils  des  nations  neutres, \o\.  I,p.  195;  Hubner,  De  la  saisie, 
pte.  1,  ch.  2,  § 1 ; Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  7,  § 1;  Bynkershoek,  Quaist. 
jur.  pub.,  lib  1,  cap.  9;  Klüber,  Droil  des  gens  modernc,  § 284;  Orlolan,  Diplo- 
matie  de  la  mer , vol.  II,  ch.  4;  Heffter,  Droit  int.,  § 144;  Phillimore,  On  int.  law , 
vol.  III,  §§  136,  179;  Garden,  De  diplomalie,  liv.  7,  § 1 ; De  C.nssy,  Droit  mai  i- 
time,  liv.  1,  tit.  3,  § 9;  Massé,  Droit  commercial , liv.  2,  til.  1,  ch.  2;  Azuni, 
Droit  maritime,  ch.  1,  art.  3,  § 1;  Galiani,  De  doveri,  pt.  1,  cap.  1;  Lampredi  t 
Commerce  des  neutres , pte.  1,  § 4;  Manning,  Law  of  nations,  p.  166;  Moser,  Ver- 
such,  etc.,  b.  10,  ch.  1,  § 211. 

(1)  Pardcssus  cita  algunos  tratados  mas  antiguos  que  prohíben  la  confiscación  en 
los  dos  casos.  Entre  ellos  se  encuentran  el  de  Pisa  y Arles  en  1221  y los  de 
Eduardo  III  de  Inglaterra  con  algunas  ciudades  marítimas  de  España  y Portugal. 
Lo  mismo  se  estipuló  en  los  de  Inglaterra  con  Rorgoña  en  1400,  con  Genova  en  1460, 
con  c-1  duque  de  Bretaña  en  1486  y con  el  archiduque  Felipe  de  Austria  en  1495. 
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,o„trabando  de  guerra,  ni  del  derecho  de  bloqueo,  examina  y 
discute,  en  cambio,  las  dos  importantísimas  materias  referentes  á la 
confiscación  de  los  bienes  enemigos  bajo  pabellón  neutral  y vice- 
versa; permitiéndola  en  el  primer  caso  y declarando  libres  los  segun- 
dos, con  Ja  obligación  por  parte  del  propietario  de  pagar  al  captor, 
cuando  haya  conducido  el  buque  y el  cargamento  a su  territorio  na- 
cional, el  mismo  líete  que  si  le  hubiera  dejado  en  el  puerto  de  su 


consignación. 

Estas  disposiciones  fueron  adquiriendo  de  día  en  dia  mayor  latitud, 
y en  I 138 , Holanda  las  aplicó  ya  en  su  guerra  con  la  liga  anséatica, 
fundándose  en  la  misma  base  casi  todos  los  tratados  celebrados  hasta 
el  siglo  XVII  (1).  Grotius,  Bynkershoek  y Loccenius -las  sostuvieron 
enérgicamente  y la  Gran-Bretaña  se  lia  servido  de  ellas  para  justificar 
el  rigor  que  lia  empleado  en  sus  guerras  marítimas. 


iv3s  Mas  á pesar  de  la  grande  importancia  que  había  dado 

i58'».  á la  legislación  anterior  su  casi  unánime  adopción  por 
francesas,  todos  los  pueblos  européos,  Francia  se  separó  de  ella  apli- 
cando principios  mas  duros  y rigorosos  en  virtud  de  los  cuales  se 
confiscaban  las  mercancías  enemigas,  y el  buque  neutral  que  las  con- 
ducía, observándose  el  mismo  proceder  en  el  caso  contrario.  Esta  re- 
gía recibió  mas  tarde  una  solemne  sanción  en  las  ordenanzas  de 
1338,  1543  y 1584. 


(1)  Muchas  obras  se  han  publicado  sobre  esta  parte  del  derecho  de  gentes  y ade- 
mas de  las  de  Surland,  Galiani,  Lampredi,  Bouchaud,  Steck,  Boude  y Hennings, 
pueden  consultarse  las  siguientes.  Colliander,  De  jure  principium  belligcranlium 
cuerees  el  navigacia  neuiralium  vel  pacatarun  gcnliam  ínter  tipien  di.  Hubner,  De  la 
saisic  des  bdtimenls  neutros,  la  Haya  1759.  I.  G.  Sammet,  Diss.  de  neutralium 
obligalione,  el  captura  navium  neuiralium,  Lips.  1764.  Behmer,  Observations  du  droit 
de  la  nalure  el  des  gens  louchant  la  capture  et  la  détenlion  des  vaisseaux  el  cffecls 
ncutres  en  temps  de  guerre,  Hamburgo.  F.  G.  Busch.,  Le  droit  des  gens  maritime 
Iíamburgo  y París,  1796.  Arnoux,  Sgsléme  maritime  el  polilique  europécns pendant 
le  XVIIIa  sieclc , fondé  sur  leurs  traites  de  paix,  de  commerco  el  de  navigation, 
París,  ano  Y de  la  república.  Vollenhoyen,  Diss.  de  puribus  atque  offtciis  gen- 
tium  in  bello  mediariim  circa  navigationem  ct  mercanluram , Amstelod,  1798. 
J.  Munsen,  Dis  ele  navibus  populoram  belli  tempore  mediorumnon  capiendis , Lips., 
1799.  J.  G.  Busch.,  Uber  das  Bestreben  der  Volkcrnccurer  Zeit  einander  in  ihrem 
Sechandel  recht  wehe  zu  thun,  Hamburgo,  1808.  A Trealisc  on  the  rclative  rights 
and  düties  of  belligerant  and  neutral  powers  in  maritime  affairs  in  which  the  prin- 
cipies of  armed  and  the  opinions  of  Hubner  and  Schlegel  are  fully  discuted,  by  Ro- 
jet  t Ward,  Londres,  1801.  Teteus,  Considerations  sur  les  droits  reciproques  des 
puissances  belligérantcs  et  des  puissances  ncutres  sur  mer , avec  les  principes  du  droit 

diruTrTe  (n  9én<iral>  Copenhague,  1805.  Azuni,  Sistema  universale  dei  principi  del 
unir  • mariU,no  del  i Europa,  Firenze,  1795.  Joufíroy,  Le  droit  des  gens  maritime 

C> Se  ’ ®ei'in,  1805.  Gérard  de  Rayneval,  De  la  liberté  des  mers , París,  1811. 
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Para  precaverse  de  las  consecuencias  desagradables  pro- 
pias de  tan  extraña  conducta,  la  liga  anseática  solicitó  y cnEfavo?'°dC 
obtuvo  privilegios  al  efecto  en  1464  y 1484  de  Cárlos  VIII,  sc¿t¡c£n 
en  1530  de  Francisco  I,  en  1554  de  Enrique  II,  y en  1604  de  En- 
rique IV.  Por  último,  el  tratado  de  10  de  mayo  de  1615,  estableció 
que  sus  buques  serian  libres  y cubrirían  con  su  pabellón  el  carga- 
mento enemigo,  habiéndose  hecho  igual  estipulación  en  el  que  cele- 
braron en  1646,  Francia  y los  Países-Bajos,  y en  el  de  1650  que  la 
primera  firmó  con  España,  única  nación,  dice  Valin,  que  siguió  las 
huellas  francesas  en  su  política  marítima. 


Pero  el  rigor  de  aquellas  disposiciones  fue  templado  no  pocas  ve- 
ces por  los  tribunales  de  presas,  llegando  el  caso  de  que  Yenkinson 
pudiera  decir,  refiriéndose  á las  ordenanzas  mencionadas  : « Este  ar- 
tículo ha  sido,  desde  su  publicación,  objeto  de  las  mas  vivas  censu- 
ras de  los  hombres  de  Estado  y de  los  publicistas,  que  le  han  con- 
siderado contrario  á la  libertad  del  comercio.  El  parlamento  de  París 
ha  admitido  la  doctrina  opuesta  en  1592  al  fallar  en  la  causa  de  un 
buque  de  Hamburgo  capturado  con  cargamento  enemigo.  Entóneos  se 
declaró  en  la  sentencia  la  derogación  por  el  desuso  del  artículo  en 
cuestión,  que  promulgado  en  1543,  no  había  recibido  confirmación 
en  los  49  años  siguientes  y podía  considerarse  como  medida  acl  Icr- 
rorcm.  » 

La  ordenanza  de  Luis  XIV,  publicada  en  1681,  restableció  en  torio 
su  vigor  el  principio  de  las  anteriores,  pero  como  solo  fuó  esta  un 
arma  de  combate  forjada  cu  contra  de  Inglaterra,  no  tuvo  mas  que 
una  importancia  pasajera. 


Ménioire  sur  les  principes  el  les  lois  de  la  neulralild  marítimo  ciccom pague  de  ¡ñeros 
justificativos,  París,  1812.  (Esta  memoria  se  considera  como  publicación  oficial.) 
Actos  el  mémoires  concernanl  les  négociations  qui  onl  eu  lien  éntrela  trance  et  les 
lilals-llnis  d’Amcrique,  depuis  1705  jusqu’d  la  conclusión  de  la  conrcnlion  du  . 50 
sept.  tsoo,  par  A.  (i.  Gebhardt,  Londres,  1807.  Podemos  citar  también  la  célebre 
colección  de  A.  Hemiing,  publicada  en  Hamburgo  en  1785,}  la  publicada  en  Aliona 
en  1802.  Sobre  todas  estas  fuentes  consúltese  Klíiber,  § 221,  nota  {a). 

Para  tratar  de  los  autores  que  han  dado  mayor  importancia  á csLa  jmiIl  < ( < 

recbo  internacional,  véanse  las  obras  de  Marlens,  Klüber,  HelUer,  Wliealo», 

Pando,  Riquelme,  Hnlleck.  Sobretodo,  los  Elemcnts  of  inlernalional  late,  do  i«m- 
ton  anotados  par  Richard  Henry  Dana,  Boston  18GG.  , 

Entre  las  obras  mas  especialmente  dedicadas  ú la  materia  pueden  rilarse,  Ilauit  h m 1 , 
Des  droils  el  des  decoirs  des  nations  neutros  en  temps  da  gua  re  marítima,  ans 
1858.  Ortolan,  Regles  intcrnutiona'es  et  diptomutie  de  la  iner,  Parts  180  i.  Ha/.litt  \ 
Roche  Manuel  of  marítimo  warfare,  Londres  IS54.  Ccssncr,  Le  droit  des  nrutres 
sur  raer,  llerlin  18115.  De  Cussv,  Elíases  el  muses  te  tabres  du  droit  ir, antune  des 
nations,  París  185(5,  etc.,  etc. 
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§ 600 


1654—1672. 
Adopción  de 
una  nuesa 
regla. 


La  regla  del  Consulado  se  debilitó  de  ta  modo  en  la 
práctica,  que  pueden  citarse  muchos  tratados  del  siglo  XVII 
en  que  se  establece  la  contraria.  A este  número  pertenecen 
el  de  16o4  entre  Inglaterra  y Portugal;  de  1667  entre  aquella  y Fran- 
cia, de  4663  entre  esta  y Dinamarca;  y de  1672  entre  la  misma  y 
Suecia  en  todos  los  cuales  se  proclama  la  doctrina  de  buques  libres 
mercancías  libres,  y buques  enemigos  mercancías  enemigas.  Sin  em- 
bargo, continuaba  subsistente,  aunque  en  círculo  muy  reducido  en  el 
de  1670  entre  Suecia  y Dinamarca,  de  1661,  1666  y 1670,  entre  In- 
glaterra y Suecia;  de  1670  entre  la  primera  de  estas  naciones  y Dina- 
marca; de  J6ó9  entre  Francia  y España;  y de  1713  entre  Ingtaterra  y 
Francia,  Inglaterra  y Holanda  y esta  y Francia.  Pero  su  decadencia 
no  podia  ser  mas  evidente,  como  lo  comprueba  la  existencia  en  1780 
de  treinta  y seis  tratados  que  estipulaban  el  nuevo  principio  y quince 
únicamente  el  antiguo. 

conducta  ob  La  constanc^a  inquebrantable  de  la  política  inglesa  du- 
s?n^íatcrra°r  rante  este  Pei>i°do  es  digna,  por  mas  de  un  concepto,  de 
llamar  la  atención.  Partiendo  de  las  prescripciones  ante- 
dichas se  permitió  consumar  contra  los  neutrales  los  atentados  mas 
increíbles,  incluyó  entre  los  de  contrabando  de  guerra  casi  todos  los 
artículos  de  comercio,  llegando  hasta  el  extremo  de  apoderarse  de  los 
víveres  y géneros  propios  para  vestuario.  En  1766  sostuvo  que  los 
buques  holandeses  se  habían  convertido  por  adopción  en  franceses,  es 
decir,  en  enemigos  y les  sujetó  á confiscación,  imposibilitando  así  á 
las  colonias  francesas  para  que  continuaran  su  comercio  con  los  neu- 
trales, cuyos  bienes  se  apropiaba  siempre  que  había  una  razón  cual- 
quiera que  justificara  aparentemente  su  conducta.  Semejante  actitud 
dió,  al  fin,  por  resultado  la  neutralidad  armada  de  1780,  protesta 
genérica,  aunque  tardía. 

El  rasgo,  pues,  mas  característico  de  este  primer  período  es  la  va- 
guedad en  la  determinación  precisa  de  los  derechos  de  los  neutrales, 
consecuencia  lógica  ó indeclinable  de  la  carencia  absoluta  de  una 
jurisprudencia  que  los  definiera  y concretase,  de  la  falta  de  unidad 
en  las  naciones  del  continente  européo  en  su  lucha  contra  Inglaterra 
y de  la  insistencia  de  esta  en  mantener  su  supremacía  marítima.* 

Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  27-39;  Pardessus,  Collection  des  lols 
mantimes,  vol.  II,  ch.  12;  Consulat  de  la  mer,  annotée  par  Pardessus,  note  au 
p’  PP-  303-306;  Bynkerskoek,  Quoest.  jur.pub.,  lib.  1,  cap.  13,  14;  Klüber, 
c urop.  volkerrecht,  pp.  342,  356;  Loccenius,  De  jur.  marítimo  et  navali,  lib.  2, 
P-  S Grotius,  Droit  de  la  cjuerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
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§ 610.  La  primera  manifestación  del  espíritu  que  domi- 
naba subrepticiamente  en  las  cortes  de  Europa  liacia  ya  segundo8**- 
tiempo,  tuvo  lugar  con  motivo  de  la  captura,  hecha  por 
España  en  el  Mediterráneo,  de  dos  buques  rusos  cargados  de  trigo, 
que  se  suponían  destinados  á Gibraltar.  Panim,  canciller  del  imperio 
ruso,  tomó  la  iniciativa  en  este  asunto,  persuadiendo  á la  emperatriz  á 
que  manifestara  pública  y solemnemente  que  no  toleraría  por  mas 
tiempo  las  trabas  impuestas  al  libre  tráfico  délos  neutrales.  Con  efecto, 
el  gobierno  de  Rusia  publicó,  el  dia  25  de  febrero  de  1780,  su  céle- 
bre declaración,  que  contenia  estas  cinco  bases  : 

Ia.  Los  buques  neutrales  podrán  navegar  de  puerto  en  puerto  y á 
lo  largo  de  las  costas  pertenecientes  á los  Estados  beligerantes  sin  ser 
detenidos. 

2n.  Las  mercancías  enemigas  son  libres  bajo  el  pabellón  neutral, 
con  excepción  del  contrabando  de  guerra. 

3a.  Para  determinar  lo  que  debe  conceptuarse  como  tal,  Rusia  se 
atiene  á los  artículos  10  y 11  de  su  tratado  con  Inglaterra,  de  26  de 
junio  de  1766,  al  que  da  fuerza  obligatoria  para  con  todos  los  belige- 
rantes. 

4a.  No  se  considerará  bloqueado  un  puerto,  mientras  no  exista  pe- 
ligro real  y efectivo  en  su  entrada,  es  decir,  hasta  que  no  le  cerque 
el  enemigo. 

5a.  Estos  principios  deben  servir  de  reglas  en  los  procedimientos  y 
sentencias  de  los  tribunales  de  presas  marítimas. 

El  mismo  gobierno  prohibió  igualmente  que  se  cometieran  actos 
hostiles  en  el  Báltico,  al  cual  daba  el  carácter  de  mar  cerrado,  inare 
clausum  (1). 

Apénas  formulada  esta  declaración  se  adhirieron  á ella  el  imperio 
de  Alemania,  y los  reinos  de  Dinamarca,  Prusia,  Suecia,  Holanda, 
Portugal  y Nápoles;  é igual  conducta  siguieron  poco  después  Francia, 
España  y los  Estados-Unidos,  que  se  hallaban  á la  sazón  en  guerra 

Pradier-Foderé , liv.  3,  ch.  6,  § 6 ; Valin,  Trailé  des  prises , ch.  5,  § 76  note; 
Valin,  Com.  sur  l'ord.  de  la  marine , liv.  3,  tit.  9,  des  prises,  art.  7;  Flassan,  flisl. 
de  ladiplomatie  franjase,  ch.  3,  §§  140,  141,  194;  Wheaton,  Bist.  des  progrés  du 
droit  desgens,  pp.  62,63,157;  Wheaton, Elém.  droil  inl.,  vol.  II,  PP-  m 149-154; 
Heffter,  Europ.  volk . § 279 ; Schmauss,  Corpus  juris  genlium , p.  1619;  Marshall,  On 
Insurance,  vol.  I,  p.  425;  Life  of  sir  L.  Jenkinson,  vol.  II,  P»  720;  Moniteur  du 
8 mai  1812;  Mémoires  sur  les  principes  et  les  lois  de  la  neutralicé',  Schmeezing, 
Grundrtss  des  praktischen  vólkerrechls,  vol.  III,  p.  536;  Madison,  Examinalion  o/ 
tile  british  doctrine  ivhic/i  subjeets  to  capture  a neutral  trade  nol  ope»  in  lime 
of  pea  ce,  p.  51-55  , 81,  99. 

(1)  Martens,  Recudí,  vol.  II,  pp.  74,  76. 
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§ 010 

con  la  Gran-Brctaña,  obligándose  todos  á guardar  y hacer  respetarlos 
nuevos  principios,  aun  cuando  tuvieran  que  apelar,  para  conseguirlo, 
al  empleo  de  las  armas. 

Es  tal  la  importancia  y trascendencia  de  este  hecho,  que  algunos 
escritores  le  establecen  como  línea  divisoria  entre  las  antiguas  costum- 
bres piráticas  y las  justas  prescripciones  del  moderno  derecho  inter- 
nacional. 

El  gabinete  de  Londres,  como  era  de  esperar,  no  entró  á formar 
parte  de  aquella  formidable  alianza,  manifestando  que  obraría  en 
consonancia  con  las  reglas  mas  claras  y generalmente  seguidas  y con 
las  estipulaciones  hechas  en  sus  tratados  de  comercio.  Pero  el  im- 
pulso estaba  dado  y sus  consecuencias  eran  inevitables,  así  es  que 
Inglaterra  misma  tuvo  en  no  pocas  ocasiones  que  apartarse  de  la 
senda  que  á ules  seguía,  y respetarlos  intereses  neutrales  garantidos  por 
ios  gobiernos  aliados,  permitiendo  la  importación  de  géneros  y efec- 
tos de  las  costas  de  Levante  y aun  el  comercio  con  sus  Antillas,  al 
par  que  ordenaba  á sus  armadores  que  moderasen  su  conducta. 

Una  vez  celebrada  en  1783,  la  paz  de  Versalles,  que 
saiícs— Vils  puso  término  á la  guerra  de  independencia  de  los  Esta- 
4'kis'inlr'iwiiñ-  dos-Unidos,  Inglaterra,  Francia  y España  renovaron  los 
tratados  de  Utrecht,  dando  nueva  fuerza  á sus  estipulacio- 
nes en  favor  dolos  neutrales.  Posteriormente,  en  1786,  se  celebró  otro 
entre  las  dos  primeras,  en  el  cual  se  respetaban  de  tal  modo  y hasta  un 
punto  tal  los  principios  proclamados  por  la  neutralidad  armada,  que 
el  gobierno  británico  sufrió  violentos  ataques  en  el  parlamento  por 
haberlos  aceptado  y reconocido. 

Efectos  can-  l>cr0  sobrevino  la  revolución  francesa  con  las  grandes 
&'ucn'as  (luc  engendró,  y volvieron  á ponerse  en  práctica 
Iih-'íoÍÍ'  "ivuií-  ^lucilos  usos  tan  frecuente  como  universalmente  reproba- 
ccsa.  t|üs<  eos  gobiernos  coaligados  en  contra  del  movimiento 
revolucionario  se  opusieron  á la  importación  en  Francia  de  provi- 
siones de  boca  y municiones  do  guerra,  inaugurando  una  nueva  y 
mas  cruda  persecución  contra  el  comercio  neutral.  En  legítima  de- 
fensa la  convención  nacional  publicó  un  decreto  , fechado  el  9 de 
mayo  de  1793,  por  el  que  se  prohibía  á las  embarcaciones  que 
tuvieran  semejante  carácter,  bajo  pena  de  confiscación , proporcionar 
granos  y víveres  á los  enemigos  de  la  república,  y declarando  la  de- 
rogación del  principio  que  el  pabellón  cubre  la  carga.  Pero  el  go- 
bierno británico  que  no  desperdiciaba  ninguna  ocasión  para  aplicar  sus 

doctiinas  tradicionales,  dió  á luz  la  instrucción  de  8 de  junio  de  1793, 
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ordenando  á sus  corsarios  y buques  de  guerra  que  capturasen  á todo 
el  que  tratara  de  forzar  el  bloqueo  de  los  puertos  franceses  , con  ex- 
cepción de  los  pertenecientes  á Suecia  y Dinamarca,  á los  cuales  se  les 
debía  dirigir  ántes  una  notificación,  pudiendo  también  ser  apresados  si 
reincidían  en  su  propósito.  Poco  después  publicó  nuevas  disposicio- 
nes, que  restablecían  en  toda  su  fuerza  y vigor  la  doctrina  sustenta- 
da en  1756. 

Los  coaligados  trataban  de  justificar  estas  medidas  presentándolas 
como  excepcionales  y nacidas  de  las  circunstancias.  Empero,  Rusia 
no  ocultaba  su  propensión  á seguir  otra  vez  la  práctica  establecida  y 
después  de  separarse  de  la  Gran-Bretaña  y de  Austria  creó  las  bases 
que  sirvieron  de  cimiento  á la  neutralidad  de  1800,  cuyas  reglas 
eran  aun  mas  favorables  á los  neutrales  que  las  prescriptas  por  la 
de  1780. 

Por  el  tratado  de  18  de  diciembre  del  mismo  año,  Pru- 

~ 1800 

sia  entro  á formar  parte  de  esta  nueva  alianza , que  rec-  Nueva  Ra- 
tificó y completó  en  cierto  modo  la  precedente,  dando 
lugar  á que  el  derecho  internacional  marítimo  se  enriqueciese  con 
estos  dos  principios. 

1°.  Un  buque  neutral  será  culpable  de  violación  del  bloqueo,  cuando 
una  vez  advertido  por  uno  de  guerra  ó corsario  del  Estado  bloquea- 
dor,  trate,  sin  embargo,  de  forzar  la  línea  por  fuerza  ó por  as- 
tucia. 

2°.  Las  embarcaciones  mercantes  que  naveguen  en  convoy  escolta- 
das por  un  buque  de  guerra  quedarán  exceptuadas  del  derecho  de 
visita,  siendo  suficiente  para  probar  que  no  conducen  artículos  de 
contrabando  la  palabra  del  oficial  que  las  mande. 

Habiendo  estallado  al  poco  tiempo  la  guerra  entre  Inglaterra  y los 
Estados  del  Báltico,  y en  atención  al  armisticio  que  siguió  á la  ba- 
talla de  Copenhague,  no  era  posible  que  subsistiera  la  coalición  for- 
mada, á cuya  disolución  contribuyó  en  gran  manera  la  muerte  del 
emperador  Pablo. 

Abriéronse  entónces  en  San  Petersburgo  las  negociado-  18(H. 
lies  que  dieron  por  resultado  la  convención  marítima  de  maVf,uma'én- 
1801  pactada  entre  la  Gran-Bretaña  y Rusia.  En  su  artí- 
culo  3"  relativo  á la  navegación  neutral,  se  establece  lo. 
siguiente  : 

-]".  Que  los  buques  neutrales  podrán  navegar  libremente  en  los 
puertos  y costas  de  las  naciones  beligerantes. 

2°  Que  serán  libres  los  artículos  cargados  á su  bordo  con  excepción 
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del  contrabando  de  guerra  y de  las  propiedades  enemigas  ; no  com- 
prendiéndose en  este  numerólas  mercancías  ó artículos  del  beligerante 
adquiridos  por  súbditos  de  la  nación  neutral  y trasportados  por  su 
cuenta,  que  en  ningún  caso  se  exceptuarán  de  la  franquicia  concedida 

al  mencionado  pabellón. 

3o.  Que  para  evitar  toda  clase  de  dudas  acerca  de  los  efectos  que 
constituyen  el  referido  contrabando,  las  partes  contratantes  se  atienen 
al  artículo  11  del  tratado  de  comercio  de  1797. 

4o.  Que  solo  se  considerará  como  püerto  bloqueado  aquel  cuya  en- 
trada sea  realmente  peligrosa,  á causa  del  número  de  buques  de 
guerra  que  le  cerquen. 

5’°.  Que  él  juicio  que  se  entable  contra  los  barcos  neutrales  detenidos 
por  sospechas  justificadas  ó hechos  evidentes,  será  inmediato,  y el 
procedimiento  uniforme,  compendioso  y legal. 

Obligáronse  además  los  Estados  firmantes  á sostener,  respecto  á los 
capitanes  las  mas  severas  disposiciones  para  que  surtiesen  todo  su 
efecto  los  acuerdos  precedentes. 

En  el  artículo  4o,  referente  al  derecho  de  visita,  se  dispone : 

Io.  Que  el  derecho  de  visitar  las  naves  mercantes  pertenecientes  á 
los  súbditos  de  una  de  las  dos  potencias  y que  vayan  escoltadas  por 
uno  de  sus  buques  de  guerra,  corresponderá  exclusivamente  á los 
de  la  misma  clase  del  Estado  beligerante  y no  podrá  ser  ejercido  por 
los  armadores  v corsarios. 

i 

2o.  Que  los  propietarios  de  las  que  se  dispusieran  á partir  en  convoy 
bajo  la  protección  indicada,  están  obligados  ántes  de  recibir  las  ins- 
trucciones para  el  viaje,  á presentar  al  jefe  que  le  mande  sus  pasa- 
portes y certificados  ó cartas  de  mar,  en  la  forma  determinada  por  la 
misma  convención. 

3o.  Que  cuando  fuera  encontrado  un  convoy  por  un  buque  de 
guerra  ó una  escuadra  del  beligerante,  el  neutral  permanecerá  fuera 
del  alcance  de  un  tiro  de  cañón,  si  no  lo  impide  el  estado  del  mar 
ó el  paraje  en  que  se  haya  verificado  el  encuentro,  y que  en  esta  si- 
tuación el  capitán  del  primero  enviará  una  chalupa  al  segundo  para 
proceder  recíprocamente  á la  comprobación  de  los  papeles  y certifi- 
cados, en  los  cuales  debe  constar  que  el  uno  está  autorizado  para 
escoltar  tales  ó cuales  embarcaciones,  con  este  ó el  otro  cargamento, 
consignado  al  puerto  A.  ó C.,  y que  el  otro  pertenece  efectivamente 
á la  marina  real  ó imperial  de  la  nación  cuya  bandera  enarbola. 

4o.  Reconocida  la  validez  de  los  papeles,  no  puede  haber  motivo 

justo  de  sospecha.  En  el  caso  contrario,  el  jefe  del  convov,  siendo  á 
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ello  requerido  en  forma  por  el  beligerante,  deberá  amainar  y dete- 
nerse el  tiempo  necesario  para  las  visitas  de  los  buques  que  le  com- 
pongan hallándose  facultado  para  nombrar  delegados  que  la  presen- 
cien. 

5o.  Si  después  de  examinados  los  documentos  el  comandante  del 
buque  de  guerra  se  cree  con  razones  justas  y suficientes  para  retener 
en  su  poder  uno  ó mas  de  los  mercantes,  podrá  hacerlo,  entregando 
ántes  á su  capitán  y tripulación  al  jefe  del  convoy;  quien  á su  vez 
tiene  facultad  para  dejar  á bordo  de  los  apresados  uno  de  sus  oficia- 
les, con  objeto  de  que  asista  al  exámen  de  la  causa  que  deberá  in- 
coarse. En  este  caso  la  nave  capturada  será  inmediatamente  condu- 
cida al  puerto  mas  cercano  y conveniente  de  la  nación  beligerante, 
donde  se  procederá,  con  toda  la  urgencia  posible  á la  averiguación  de 
los  hechos. 

Por  el  artículo  S°  se  impone  al  jefe  del  convoy  la  obligación  de  no 
resistirse  por  la  fuerza  á los  actos  del  jefe  beligerante. 

Esta  convención  instituye  nuevas  garantías  á favor  de  los  neutrales 
en  su  artículo  6o,  disponiendo  que  en  caso  de  detención  mal  fundada 
ó de  infracción  de  las  eyes  establecidas  se  indemnizará  en  la  pro- 
porción debida  á los  propietarios  del  buque  y á los  del  cargamento 
de  todos  los  perjuicios  que  hubiesen  sufrido;  siendo  este  punto  objeto 
de  artículos  adicionales,  que  los  contratantes  redactarían  sin  pérdida 
de  tiempo,  y á los  cuales  se  les  daría  la  misma  fuerza  y valor  que  á 
los  déla  convención. 

Para  obviar  las  dificultades  á que  da  lugar  el  uso  de  una  bandera 
distinta  á la  de  la  propia  nación,  se  decide,  por  el  artículo  7o,  que 
todo  buque  se  considerará  como  perteneciente  á aquella  cuyo  pabellón 
use,  siempre  que  el  capitán  y la  mitad  de  la  tripulación  sean  súb- 
ditos de  la  misma. 

Por  último,  en  el  artículo  8o  se  declaran  aplicables  á todas  las 
guerras  marítimas  que  sostengan  los  contratantes  los  principios  de 
esta  convención,  ála  que  se  adhirieron  Dinamarca  y Suecia  en  octubre 
de  1801  y en  marzo  de  1802. 

Pero  lo  mas  notable  de  ella  es  su  tendencia  palpable  á conciliar  en 
una  fórmula  general  las  reglas  establecidas  por  las  alianzas  de  1780 
y de  1800,  á la  vez  que  los  principios  tradicionales  del  derecho  ma- 
rítimo de  la  Gran-Bretaña.  Bajo  este  aspecto  no  es  mas  que  una  tran- 
sacción entre  dos  elementos  opuestos,  cuyo  último  resultado  viene  á 
ser  una  derrota,  aunque  no  completa,  de  la  política  tenaz  del  gabi- 
nete de  Lóndres,  pues  si  bien  es  cierto  que  las  naciones  del  norte 
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modificaron  la  doctrina  do  que  ot  buque  libre  revisto  de  igual  carác- 
ter al  cargamento  que  conduce  y se  sometieron  al  derecho  do  visita, 
que  en  otro  tiempo  habían  rechazado,  también  lo  es  que  aquel  reco- 
noció los  principios  de  la  neutralidad  armada  relativos  al  comercio 
con  las  colonias  y costas  del  enemigo  y al  bloqueo.  Y para  probar 
,,(«>  esta  es  la  gen  ai  na  significación  de  ese  tratado,  basta  con  re- 
currir ¡i  los  debates  que  tuvieron  lugar  en  la  cámara  de  los  Pares,  en 
su  sesión  del  día  L2  de  noviembre  de  1801,  en  la  cual  lord  Gren- 
ville  afirmó  que  lo  estipulado  se  hallaba  en  contradicción  con  la  con- 
ducta observada  siempre  acerca  del  particular  por  los  ministros  de 
rS.  M.  B. , y que  las  inadmisibles  prácticas  de  las  potencias  del  Bál- 
tico se  encontraban  extraordinariamente  favorecidas,  merced  á la 
débil  y vacilante  políLica  de  Inglaterra  en  los  últimos  años  de  la 
guerra  que  sostuvo  con  los  Estados-Unidos.  El  argumento  mas  im- 
portante empleado  por  esto  orador  se  apoyaba  en  que  se  había  re- 
corrido paso  á paso  la  senda  en  que  un  año  ántes  no  se  había  que- 


rido ni  penetrar. 

Por  otra  parte,  las  demás  polencias  liabian  descendido  también 
algo  de  la  altura  á que  se  colocaran  en  esta  cuestión.  Siguiendo  el  go- 
bierno ruso  en  esa  vía  no  era  difícil  que  de  concesión  en  concesión, 
se  llegase,  por  fin,  al  restablecimiento  del  antiguo  derecho  marítimo 
y á la  negación  de  todas  las  conquistas  tan  paulatinamente  alcanzadas 
por  los  neutrales  en  el  espacio  de  veinticinco  años. 

Gessncr  tiene,  pues,  razón,  cuando  observa  que  la  política  de  tran- 
sacción inaugurada  por  el  imperio  moscovita  era  amenazadora  para 
los  resultados  adquiridos. 

1807  ^as  110  acontcció  tal  cosa  ciertamente;  por  el  contrario, 

AiaUcoavend-c  Rusia  anul6  en  1807  la  convención  que  liabia  firmado 
t'ingiesa?"  sc‘s  aiiOS  all^es  y proclamó  de  nuevo  los  principios  que 
constituían,  la  base  de  la  antigua  neutralidad,  obligándose 
á no  derogarlos  jamás.  En  respuesta  á esta  declaración  el  gobierno 
británico  puso  en  vigor  nuevamente  sus  antiguas  doctrinas,  manifes- 
tando al  mismo  tiempo  que  se  creía  autorizado  para  defenderlas 
contra  todos  los  que  las  combatiesen,  en  vista  de  que  habían  sido  re- 
conocidas por  las  naciones  européas  y que  Rusia  misma  las  observó 
extrictamente  durante  el  reinado  de  la  emperatriz  Catalina. 

Los  ti  atados  de  paz  y de  comercio  celebrados  posteriormente  entre 
ambas  potencias  no  aluden  siquiera  á esta  gravísima  cuestión;  omi- 
sión que  se  observa  igualmente  en  los  que  firmó  por  aquel  tiempo 

a Gran“Dretaiia  con  Suecia  y Dinamarca. 
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1778 

Tratado  de 
comercio  ce- 
lebrado entre 
los  Estados- 
Unidos 
y Francia. 


Los  estatutos  sobre  neutralidad  adoptados  en  la  Union  Legislación 
norte-americana  fueron  consecuencia  indispensable  de  los  caKE' 
esfuerzos  hechos  por  el  gabinete  de  Washington  para  cs!a  matería 
mantener  íntegros  los  derechos  de  la  naciente  república,  en  medio  de 
las  grandes  guerras  y extraordinarias  dificultades  que  engendró  la 
revolución  francesa. 

En  1778  los  Estados-Unidos  celebraron  con  Francia  un 
tratado  de  comercio,  que  si  bien  robusteció  en  cierto  modo 
su  independencia,  no  tardó  mucho  en  producir  graves 
complicaciones.  En  él  se  disponía,  que  los  buques  de 
guerra  y los  corsarios  franceses  podían  entrar  libremente 
en  los  puertos  de  la  república  y conducir  á ellos  sus  presas  sin  nin- 
guna restricción,  prohibiéndose  hacer  lo  mismo  á todos  los  que  fue- 
sen enemigos  de  Francia,  sin  distinción  de  clase,  A no  ser  por  arribada 
forzosa,  en  cuyo  caso  no  se  les  concedía  tampoco  mas  que  una  estan- 
cia de  corta  duración.  Este  privilegio  en  favor  de  uno  de  los  belige- 
rantes, no  podía  menos  de  comprometer  en  alto  grado  la  neutralidad 
del  poder  que  le  había  creado. 

Dos  acontecimientos  graves  vinieron  á comprometer  mas 
la  difícil  posición  del  gobierno  americano.  Fueron  estos, 
la  captura  del  Jorge  por  la  fragata  francesa  Embuscacle  en 
la  bahía  de  Delaware,  con  flagrante  violación  del  territorio  jurisdic- 
cional de  los  Estados-Unidos,  y la  pretensión  del  representante  de'la 
república  francesa  en  los  mismos,  que  habia  concebido  el  proyecto, 
que  realizó,  de  armar  corsarios  en  los  puertos  norte-americanos. 
Ambos  hechos  dieron  origen  á reclamaciones  urgentes  é imperiosas 
por  parte  de  Inglaterra. 

Por  fin,  el  dia  22  de  abril  de  1793,  el  presidente  Was- 
hington publicó  una  proclama  referente  á la  neutralidad 
que  debían  observar  los  Estados-Unidos  en  la  lucha  que  ensangren- 


Circuusl  an- 
das agravan- 
tes. 


1703 

Proclama  de 
Washington. 


taba  los  campos  del  continente  europeo,  guardando  una  conducta 
imparcial  y amistosa  con  los  beligerantes,  y aconsejaba  á sus  conciu- 
dadanos que  evitasen  cuidadosamente  la  ejecución  de  actos  contrarios 
á esa  política  en  la  seguridad  de  que  ninguno  se  libraría  del  con- 
digno castigo,  si  osaba  infringirla. 

Estas  declaraciones  fueron  vivamente  combatidas  por  el  ministro 
francés  que  se  hallaba  poseído  del  mas  tenaz  empeño  de  comprome- 
ter en  la  contienda  al  gobierno  do  la  Union,  cuyas  explícitas  palabras 
no  tuvieron  poder  bastante  para  separar  los  obstáculos  que  embara- 
zaban su  marcha.  Entre  ellos  podía  incluirse  el  reconocimiento  natu- 
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tal  hacia  Francia  por  los  servicios  que 
i-josa  lucha  de  su  independencia  y por 
políticas. 


te  había  prestado  en  la  glo- 
la  mancomunidad  de  ideas 


i as  corsarios  armados  bajo  los  auspicios  del  mencio- 

Nuevas  C'1111-  y . . . , . . 

i.fi-adones.  natto  diplomático  y de  los  cónsules  que  tema  a sus  ordenes 
condujeron  i los  puertos  de  la  república  varias  presas,  á cuya  adjudi- 
cación era  preciso  proceder,  y los  últimos  trataron  con  este  motivo  de 
instalar  tribunales  ad  hoc.  El  representante  británico  protestó  contra 
semejante  medida,  apoyada  por  el  francés  como  una  consecuencia 
lógica  del  tratado  de  comercio.  Menester  fué,  por  tanto,  que  el  go- 
bierno norte-americano  resolviera  la  cuestión,  como  en  efecto  lo 
hizo,  sosteniendo  su  derecho  exclusivo  de  jurisdicción  dentro  de  su 
territorio,  que  ningún  tratado  podía  invalidar.  Pero  aun  había  mas : 
siendo  naturales  de  la  Union  los  que  los  tripulaban,  sostenia  aquel  el 
derecho  que  les  asistía  para  entrar  al  servicio  de  una  nación  extran- 
jera, del  mismo  modo  que  la  procedencia  délos  hechos  consumados, 
porque  no  existia  ley  alguna  que  prohibiera  á los  ciudadanos  fran- 
ceses realizar  actos  beligerantes  en  el  territorio  norte-americano, 
siempre  cpie  no  tuvieran  un  carácter  marcado  de  violencia.  Tampoco 
aprobó  esta  pretensión  el  gobierno  de  la  república,  que  hizo  patente, 
con  esta  ocasión,  la  necesidad  de  establecer  una  distinción  entre  las 
operaciones  puramente  mercantiles  y las  propias  de  la  guerra,  tales 
como  la  provisión  de  materiales  bélicos,  el  equipo  de  buques,  y el 
enganche  de  tropas  ú oficiales. 


i793  Repetidas  veces  liabia  protestado  ya  el  representante  de 

Cjefferson!  Inglaterra  contra  la  exportación  á Francia  de  armas  y 
municiones  de  guerra  expedidas  por  ciudadanos  de  la  re- 
pública ó por  franceses  domiciliados  en  ella,  dando  por  resultado  la 
publicación  el  25  de  mayo  de  1793  de  la  célebre  carta  deM.  Jefferson. 
En  este  documento  se  condena  como  improcedente  el  armamento  en 
corso  contra  ninguna  de  las  partes  contendientes  dentro  de  su  terri- 
torio neutral  y se  declara  que  no  será  tolerado  en  adelante.  En 
cuanto  á la  fabricación,  venta  y exportación  de  armas  se  manifiesta 
así  mismo  en  él  que  es  un  derecho  incuestionable,  cuya  única  repre- 
sión estribaba  en  la  captura  y confiscación  á que  se  exponían  los  que 
<í  este  negocio  se  dedicaban,  si  caían  en  poder  de  los  beligerantes. 

N°  trascurrió  mucho  tiempo  sin  que  la  doctrina  enunciada  obtu- 
viera la  sanción  de  la  práctica,  con  motivo  de  la  arribada  á Filadelfia 

de  una  presa  hecha  por  un  corsario  francés. 
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Nuevas  re- 
clamaciones 
de  la  lega- 
ción inglesa. 
Su  resultado 


Al  mismo  tiempo  que  esto  acontecia  el  embajador  in- 
glés pedia  reiteradamente  la  restitución  de  las  presas  que 
se  hallasen  dentro  del  territorio  jurisdiccional  déla  Union; 
reclamación  que  no  parecía  ciertamente  conciliable  con 
las  estipulaciones  del  tratado  de  1778. 

Mas  en  el  estado  á que  habían  llegado  las  cuestiones,  el  gabinete 
de  Washington  no  podía  prescindir  de  hacer  una  manifestación  amplia 
y concluyente,  que  fijara  su  posición  en  medio  del  antagonismo  de 
intereses  y pretensiones  encontrados,  que  sepresentaba  á cada  instante. 
Tal  fue  la  significación  general  del  despacho  dirigido  el  H de  junio 
de  1793  á los  ministros  de  Francia  y de  Inglaterra,  en  el  cual  se 
declaraba,  que  se  prohibía  el  armamento  en  corso  en  los  puertos  de 
la  Union  y que  se  liabian  comunicado  las  órdenes  oportunas  para 
que  zarpasen  inmediatamente  todos  los  que  se  hallasen  surtos  en 
ellos : habiéndose  dispuesto  relativamente  á las  presas  hechas  con 
anterioridad,  que  no  procedía  su  devolución  por  haberse  realizado  en 
mares  lejanos  y libres  al  principio  de  la  guerra,  cuando  los  apresa- 
dores  no  tenían  conocimiento  de  las  disposiciones  que  rejian  sobre  la 
materia. 

Desentendiéndose  de  esta  comunicación  el  de  Francia,  y á pesar  de 
la  palabra  que  tenia  empeñada  á M.  Jeífcrson,  armó  un  corsario,  que 
recibió  por  nombre  Le  Pelií  Democrate.  Este  gravísimo  atentado  mo- 
tivó su  separación,  solicitada  por  los  Estados-Unidos,  y el  enviadoen 
su  reemplazo  recibió  por  instrucciones  concernientes  á los  puntes  en 
litigio,  las  del  desarme  de  los  corsarios,  y la  separación  de  los  cón- 
sules que  habían  faltado  á las  prescripciones  de  los  mandamientos  de 
Washington.  Este  expuso  en  el  discurso  de  apertura  del  congreso  fe- 
deral, que  aprobaba  todas  las  leyes  propuestas  sobre  los  derechos 
neutrales  de  los  Estados-Unidos,  indicando  la  necesidad  de  adoptar 
nuevas  disposiciones  que  aseguraran  su  ejecución,  de  las  cuales  re- 
sultó el  acta  de  neutralidad. 

Aquellos  estatutos  permanecieron  vigentes  el  tiempo 
fijado  por  la  ley  de  2 de  mayo  de  1797,  pero  la  de  3 de 
abril  de  1818,  promulgada  el  20  del  mismo  mes,  les  dió 
carácter  de  perpetuidad.  He  aquí  sus  artículos  : 

Io.  Se  prohíbe  á los  ciudadanos  de  los  Estados-Unidos  aceptar  ó 
ejercer  comisión  alguna  que  tenga  por  objeto  la  ejecución  de  actos 
hostiles  en  contra  de  una  nación  amiga. 

2o.  Se  considerará  como  hecho  criminal  el  enganche  á bordo  de  un 
buque  de  guerra  extranjero  ó de  un  corsario. 


18f8 

;.cy  norte- 
americana. 
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3'\  Tendrá  idéntica  consideración  la  acción  de  tripular  ó armar 
un  buque  destinado  al  servicio  de  un  país  extranjero  con  objeto  de 
tomar  parte  en  las  hostilidades  contra  una  nación  que  se  halle  en  paz 
con  los  Estados-Unidos  y la  de  mandar  comisiones  á un  buque  con 
este  mismo  objeto;  en  cuyo  caso  procederá  la  confiscación  de  la  nave, 
armas,  provisiones,  etc. 

4o.  (Este  artículo  se  refiere  á los  cruceros  contra  el  comercio  de  los 
Estados-Unidos). 

5o.  Se  considerará  como  delito  el  que  los  ciudadanos  de  los  Esta- 
dos-Unidos aumenten  la  fuerza  de  cualquier  buque  de  guerra  ó corsa- 
rio extranjero,  cuyo  gobierno  se  halle  en  guerra  con  otra  nación  que 
asté  con  ellos  en  paz. 

f¡°.  Lo  mismo  sucederá  con  todo  aquel  que  dentro  de  su  ter- 
ritorio organice  una  expedición  militar  contra  cualquiera  nación 
amiga. 

7o.  Se  concede  á los  tribunales  de  los  distritos  el  derecho  de  enten- 
der en  las  demandas  por  las  capturas  que  se  efectúen  en  el  término 
de  una  legua  marítima  desde  las  costas  de  la  república. 

8o.  Se  autoriza  al  presidente  para  emplear  las  fuerzas  marítimas  y 
terrestres  que  juzgue  necesarias  para  impedir  estas  expediciones. 

9o.  Se  le  concede  también  autorización  para  usarlas  contra  los  bu- 
ques que  se  obstinen  en  permanecer  indebidamente. 

10°.  Los  dueños,  armadores  ó consignatarios  délos  buques  armados 
prontos  á darse  á la  vela  y pertenecientes  á ciudadanos  de  los  Esta- 
dos-Unidos deben  prestar  caución  bastante  á responder  de  que  no  han 
de  emplearse  en  actos  hostiles  contra  una  nación  amiga. 

11°.  Quedan  autorizados  los  funcionarios  públicos  para  detener  cual- 
quier buque  construido  con  este  objeto  y que  lleve  á bordo  municio- 
nes de  guerra,  si  resulta  que  está  destinado  á tomar  parte  en  las 
hostilidades  contra  un  pueblo  que  se  halle  en  paz  con  los  de  la 
Union. 

Para  hacer  mas  comprensible  el  espíritu  que  domina  en  esta  ley, 
vamos  á narrar  ahora  algunos  de  los  casos  en  que  ha  tenido  apli- 
cación. 

Un  ciudadano  de  los  Estados-Unidos,  Gideon  Henfield, 

Caso  de  Gi-  „ , , . ’ 

Oconjen-  que  íormaba  parte  del  equipaje  del  corsario  francés  Cito- 
Ven  Genet,  fué  llevado  por  este  motivo  ante  los  ti’ibuna- 
les,  en  el  concepto  de  que  había  violado  con  su  enganche  las  leyes 
y tratados  del  país.  En  su  defensa,  de  la  cual  se  encargó  el  re- 
picsentante  de  Francia,  se  expuso  que  había  entrado  á prestar  sus 
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servicios  ántes  de  que  la  proclama  de  Washington  fuese  conocida,  y 
que  no  era  sabedor  de  la  existencia  de  leyes  que  prohibían  el  acto 
realizado;  y el  jurado,  teniendo  por  bastantes  las  razones  aducidas, 
le  absolvió  libremente. 

El  Héctor,  buque  americano,  después  de  haber  sido  tri- 
pulado en  Charleston,  se  hizo  á la  mar,  en  calidad  de  enrrpai”eiex- 
corsario  francés,  con  el  nombre  de  Vainqueur  de  la  Bas-  lranJ°r0- 
tille.  Al  poco  tiempo  regresó  al  puerto  de  salida,  cuyas  autoridades 
procedieron  á su  desarme.  Verificado  este,  volvió  á darse  á la  vela  y 
se  dirigió  á Haití,  donde  íué  armado  y comisionado  por  las  autorida- 
des francesas.  Entrando  en  campaña  por  tercera  vez  hizo  una  presa  y la 
llevó  al  primero  de  los  puntos  mencionados.  Trataron  allí  de  confis- 
carle, pero  el  tribunal  ordenó  que  se  le  dejase  en  la  mas  completa  li- 
bertad, porque  su  armamento,  ejecutado  en  el  extranjero,  no  era  en 
modo  alguno  atentatorio  á las  leyes  del  país. 

Con  motivo  de  una  causa  incoada  contra  el  Fréres,  el 

7 Reparaciones 

tribunal  decidió  que  el  acto  de  hacer  reparaciones  en  el  hechas, 
antepecho  de  un  buque  y abrir  portas  de  batería  para  colocar  caño- 
nes, no  constituye  aumento  de  fuerza,  si  hubiere  entrado  en  el  puer- 
to en  calidad  de  nave  de  guerra  ó corsario. 

Uno  de  los  cruceros  franceses  llegó  á Charleston  com- 
pletamente desarmado  y solicitó  allí  el  permiso  de  equi-  S'idones 
parsc,  que  no  le  fué  concedido;  entóneos  salió  denuevo  al 
mar  y algún  tiempo  después  regresó  completamente  armado  y condu- 
ciendo una  presa,  cuya  restitución  decretó  el  tribunal  por  haberse 
probado  concluyentemente  que  el  armamento  liabia  sido  ilegal. 

Igual  sentencia  recayó  en  .el  apresamiento  del  Betsey  Anmenl0  de 
Catheart  realizada  por  el  Giloyen  de  Marseille,  apoyan-  ^"rior ¡cfaii 

dose  el  fallo  en  que  el  captor  había  aumentado  sus  fuer-  ai* captura, 
zas  con  algunos  cañones  de  que  se  habia  provisto  en  uno  de  los 
puertos  norte-americanos. 


El  Cassius  era  un  buque  llamado  auteriormente  Les 

r ^ 1794. 

Jumeaux  y que  en  su  orlaren  habia  sido  un  cutter  ingles  castigo  por 

i , \ ° . complicidad. 

empleado  en  la  trata  de  negros,  montando  diez  cánones 
por  banda.  Convertido  en  francés  redujo  el  número  de  aquellos  á 
cuatro  y dos  pedreros  y entró  en  el  mes  de  diciembre  de  1794  con 
su  correspondiente  cargamento  en  Filadelíia,  donde  fué  admitido  y 
registrado  como  mercante.  Allí  reparó  su  casco  que  se  hallaba  en 
malísimo  estado  y realizó  otras  reformas,  entre  las  que  se  contaba  la 
de  abrir  veinte  portas.  Estos  preparativos  llamaron  la  atención  de  las 
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autoridades  y dieron  lugar  á que  el  secretario  de  la  guerra  mandase 
suspender  los  trabajos  comenzados  y que  la  nave  fuera  respuesta  en 
la  situación  que  tenia  á su  arribo.  Pública  y oficialmente,  pues,  zar- 
pó con  rumbo  á Santo  Domingo,  llevando  la  tripulación  acostumbra- 
da. Pero  apénas  había  navegado  unas  sesenta  millas  por  la  parte  del 
Delaware,  se  armó  con  cuatro  cañones  mas  y varios  mosquetes,  au- 
mentando al  mismo  tiempo  su  equipaje.  Lanzó  luego  al  agua  su  bar- 
ca-piloto que  regresó  al  puerto  de  salida,  tratando  durante  la  noche 
de  apoderarse  de  seis  piezas  de  artillería,  lo  cual  no  pudo  conseguir, 
gracias  á la  vigilancia  de  las  autoridades. 

Advertido  el  gobierno  de  lo  que  pasaba  dispuso  su  persecución  y 
captura,  organizándose  al  efecto  una  expedición  que  dió  con  él;  pero 
la  actitud  resuelta  de  defenderse  en  que  le  hallaron  y una  estratage- 
ma de  su  capitán  fueron  causa  de  que  no  cayese  en  poder  de  sus 
perseguidores. 

A consecuencia  de  estos  sucesos  se  trasmitió  una  orden  á los  gober- 


nadores respectivos  para  que  le  apresasen  si  se  presentaba  en  algún 
puerto  de  la  república,  disponiéndose  también  que  se  procesase  como 
cómplice  de  armamento  ilegal  aun  francés  llamado  Juan  Guinet,  quefué 
condenado  á un  año  de  prisión  y á pagar  400  dollars  de  multa,  siendo 
esta  la  primera  pena  que  se  impuso  con  posterioridad  al  acta  de  1794. 


Captura  del 
bergantin  es- 
pañol A lerta. 


Los  jueces  invalidaron  la  captura  del  bergantin  español 
Alerta  realizada  por  el  corsario  francés  L’Epine,  fundán- 
dose en  que  este  habia  aumentado  su  tripulación  en  Nue- 


va Orleans. 


Captura  y rc- 
captura. 


Otro  buque  de  igual  clase  y de  la  misma  nación,  El 
Invencible,  fue  capturado  por  uno  de  guerra  inglés;  y 


aprehendido  posteriormente  de  nuevo  por  un  corsario  de  los  Estados- 


Unidos,  fué  conducido  á un  puerto  de  la  república  para  su  adjudica- 
ción. El  propietario  francés  pidió  su  restitución  que  le  fué  concedida 
mediante  el  pago  de  los  gastos  de  salvamento.  Vendióse  después  la 
nave  y un  ciudadano  norte-americano  se  opuso  á la  entrega  del  precio, 
alegando  que  se  habia  apoderado  ilegalmente  de  una  de  su  propiedad 
que  se  encontraba  bajo  la  protección  del  pabellón  de  Francia,  pero  el 
tribunal  desestimó  la  demanda. 


Apresamien- 
t»  do  El  Es- 
trella, 


Un  corsario  Venezolano  apresó  el  brick  español  Estrella 
que  le  fué  devuelto  á su  dueño,  porque  aquel  habia  au- 
mentado sus  fuerzas. 


D»ble  cap- 
tura. 


Otro  buque  del  mismo  carácter  y procedencia  se  apo- 
deró en  alta  mar  de  uno  español,  que  expidió  á Nueva-Or- 
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leaiis,  pero  en  la  travesía  lué  apresado  por  otro  de  los  Estados-Uni- 
dos que  le  condujo  al  mismo  puerto.  El  cónsul  de  España  solicitó  su 
restitución,  apoyándose  en  que  el  primero  había  acrecentado  sus  me- 
dios de  defensa  con  violación  de  las  leyes  vigentes  sobre  neutrali- 
dad, y el  tribunal  accedió  á lo  pedido  condenando  al  capitán  del  cor- 
sario á la  indemnización  de  daños  y perjuicios.  Elevada  la  causa  en 
apelación  á la  corte  federal,  los  magistrados  que  la  componían  anula- 
ron la  sentencia  del  inferior. 


En  cambio  falló  en  sentido  ''diametralmente  opuesto  en 
el  caso  de  La  Concepción,  buque  que  fué  capturado  por  ™to°rioC™dm 
un  corsario  construido,  tripulado  y armado  en  un  puerto  córte  federal< 
de  la  Union,  del  cual  logró  salir  burlando  la  vigilancia  de  las  autori- 
dades. 

Procedióse  en  Baltimore  al  armamento  en  corso  de  un  , „ „ „ 

£1  Mello  Co- 

buque  perteneciente  á un  ciudadano  de  la  república,  dan-  runés- 
dose  á la  mar  con  el  pabellón  de  las  Provincias-Unidas  del  rio  de  la  Pla- 
ta, en  cuyo  país  pretendía  el  capitán  haber  sido  naturalizado  por  mas 
de  que  babia  dejado  á su  familia  en  el  puerto  referido.  Después  de  su 
primera  expedición  llegó  á la  rada  de  Montevideo,  donde  se  efectuó 
una  venta  simulada  en  favor  de  otro  americano  domiciliado  en  aque- 
lla ciudad.  Emprendiendo  de  nuevo  su  navegación  logró  al  poco 
tiempo  apresar  al  buque  español  Bello  Coruñés,  que  después  de  va- 
rias aventuras,  entre  otras  la  de  haber  cruzado  con  su  captor,  arribó 
al  puerto  de  Newports  en  el  que  fué  reclamado  por  su  dueño.  El  tri- 
bunal, en  vista  de  cpie  el  capitán  no  había  perdido  su  nacionalidad, 
aunque  dijera  lo  contrario,  y atendiendo  á las  circunstancias  que 
habían  concurrido  en  la  enagenacion  supuesta  y á que  el  acto  de 
cruzar  contra  el  comercio  español  constituía  una  violación  del  tratado 
celebrado  con  el  gabinete  de  Madrid,  estimó  justa  la  demanda  y sen- 
tenció en  su  conformidad. 

Por  este  último  motivo  se  ordenó  también  la  restitución  La santiúma 
de  la  Santísima  Trinidad,  nave  apresada  por  otra  de  origen 
norte-americano,  pero  que  navegaba  con  patente  del  gobierno  de  las 
Provincias-Unidas  del  rio  de  la  Plata  cuando  tuvo  lugar  este  hecho. 

El  sclionner  (1 ) Irresistible,  que  también  recibió  de  Bue-  El  Gran 
nos-Aires  patente  de  corso  contra  España,  hizo  entre  va- 
rias presas  la  del  Gran  Para  que,  por  razones  idénticas  á las  expues- 
tas anteriormente,  fué  devuelio  á sus  propietarios. 


(1)  Nombre  que  los  holandeses  dan  á una  clase  especial  de  buques. 
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Este  mismo  corsario  se  apoderó  del  tiuque  de  guerra  es- 
ta Kerojdn.  yerei /da,  que  conducido  á Margarita,  isla  de  Ve- 

nezuela fué  también  confiscado.  Mas  tarde  recibió  carta  de  marea 
del  gobierno  venezolano  y so  dirigió  á Baltimore.  A su  llegada  fué 
reclamado  á un  mismo  tiempo  por  el  agente  diplomático  de S.  M.  C.  y 
por  un  particular,  que  pretendía  haberle  comprado  y satisfecho  el  prc- 
cío  convenido ; pero  el  tribunal  decidió  que  como  la  captura  liabia 
sido  ilegal,  en  atención  á las  circunstancias  especiales  que  concur- 
rían en  el  captor,  procedía  la  devolución  solicitada  por  el  mencio- 
nado gobierno. 

Un  habitante  de  Tejas  se  obligó,  por  un  contrato,  á ce- 

Ctsu  ocurrí-  J ° 1 

do  con  un  (ier  algunos  terrenos  á varios  ciudadanos  de  los  Estados - 

habitante  de 

rejas  Unidos,  que  debían  ú su  vez  proporcionarle  fondos  para 
comprar  armas  y alistar  hombres  para  hacer  la  guerra.  Así  que  los 
últimos  reconocieron  la  independencia  de  aquella,  los  contratantes 
norte-americanos  trataron  de  obtener  la  ejecución  ele  lo  convenido,  y 
no  pudiendo  conseguirlo  acudieron  á los  tribunales.  La  corte  supre- 
ma decidió  que  la  obligación  era  nula,  porque  cuando  se  contrajo  ha- 
bía infringido  las  leyes  nacionales. 

Durante  las  guerras  de  independencia  que  sostuvieron 
las  colonias  americanas  de  España  y Portugal,  la  repúbli- 
ca norte-americana  se  inclinó  siempre  en  favor  de  los 
nuevos  Estados,  no  solo  por  bailarse  en  el  mismo  conti- 
nente, sino  por  la  semejanza  que  existía  en  sus  institucio- 
nes fundamentales.  Además,  el  comercio  que  las  antiguas  metrópolis 
sostenían  con  ellos  no  podían  menos  de  ser  aliciente  tentador  para 
la  codicia  de  los  aventureros.  Así  es  que  casi  diariamente  zarpaban 
de  los  puertos  de  la  Union  buques  que  algún  tiempo  mas  tarde  se 
convertían  en  corsarios  bajo  el  pabellón  de  aquellos  Estados.  El 
resultado  último  fue  que,  bien  porque  sus  presas  se  hacían  por  esta 
circunstancia  ó la  otra  justiciables  de  los  magistrados  norte-americanos, 
bien  porque  regresasen  á los  puertos  de  la  república,  se  formaron 
numerosísimos  procesos,  ascendiendo  á una  cantidad  considerable  las 
naves  restituidas  á España  y Portugal. 

v , El  gobierno  de  la  primera  reclamó  en  1806  contra  la 

Venezuela; 

redamam-  organización  en  Aueva-York  de  una  expedición  ciue,  á las 
español  orc*enes  del  general  Miranda,  debía  invadir  como  pos- 
teriormente lo  hizo  por  él,  crecido  número  de  corsarios 
que  armados  y tripulados  en  los  Estados-Unidos  se  daban  á la  vela  al 

amparo  del  pabellón  de  las  nacientes  repúblicas  para  cruzar  contra  la 
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marina  mercante  española;  reconociendo,  empero,  que  se  liabian  to- 
mado todas  las  precauciones  posibles  para  impedir  tales  hechos  por 
parte  del  gabinete  de  Washington.  Este  contestó  que  no  podía  ser 
responsable  de  los  actos  que  cometieran  sus  ciudadanos  fuera  de  la 
jurisdicción  nacional  y á la  vez  reiteró  las  órdenes  que  tenia  dadas 
para  evitar  su  reproducción. 

Algunas  quejas  tenia  también  por  su  parte  la  nación  norte- 
americana contra  la  española  por  la  conducta  que  esta  había 
observado  cuando  la  revolución  francesa,  proceder  que 
dio  margen  á varias  reclamaciones  de  la  primera  que 
se  hallaban  aun  pendientes  de  resolución.  La  actitud  que,  por  las 
razones  expuestas,  guardaban  ambos  gobiernos  motivó  la  celebración 
del  tratado  de  22  de  febrero  de  1819  estipulando  la  cesión  de  la  Flo- 
rida, acallándose  así  los  resentimientos  respectivos,  que  dificultaban 
la  buena  armonía. 

Del  resúmen  de  los  hechos  que  anteceden  se  desprende  clara  y 
precisa  la  demostración  de  que  la  doctrina  sustentada  por  los  Estados- 
Unidos  se  reduce  á que  debe  guardarse  la  mas  extricta  neutralidad  en 
los  asuntos  exteriores,  siendo  un  deber  de  los  gobernantes  evitar  cui- 
dadosamente que  se  cometan  en  el  interior  actos  que  puedan  compro- 
meterla ó alterarla  lo  mas  mínimo  y si,  ü pesar  de  todo,  se  realizasen 
algunos,  el  gobierno  se  obliga  á posesionarse  de  los  objetos  capturados 
y devolverlos  á sus  dueños,  y cuando  la  restitución  no  fuera  posible, 
á reclamar  ante  quien  corresponda  la  indemnización  de  los  daños 
causados. 

En  el  año  de  1814,  Inglaterra  celebró  un  tratado  con 
España,  por  el  cual  se  obligaba  á no  facilitar  armas  ni  j^^úon 
municiones  de  guerra  á las  colonias  sud-americanas ; lo  que  inglesa, 
no  fué  óbice  para  que  se  alistasen  públicamente  en  su  servicio  solda- 
dos de  mar  y tierra  y que  saliesen  de  sus  puertos  buques  armados  y 
equipados  con  el  mismo  destino,  ocasionando  con  esta  conducta  las 
protestas  del  gobierno  español  que  dieron  margen  á la  redacción, 
en  1819,  del  documento  conocido  generalmente  con  el  nombre  de  acta 
del  alistamiento  extranjero , trasunto  fiel  ele  las  prescripciones  que  ru- 
jian sobre  la  materia  en  la  república  norte-americana.  En  4823  el 
partido  whig  trató  de  anularla,  pero  no  pudo  conseguirlo. 

Turquía  se  quejó,  en  1826,  de  los  socorros  prestados  á 182f) 
los  revolucionarios  de  Grecia  por  la  Gran-Bretaña,  pero 
esta  manifestó  que  sus  súbditos  podían  legalmente  cxpedii 

armas  en  concepto  do  mercancías,  siendo  lo  único  que  al  gobierno 

1G!> 


la  neutralidad 


| CA]>,  f 


OJO 


tocaba  impedir  los  armamentos  que  se  intentaran  ejecutar  en  su 

territorio.  „ . , , 

En  183o  entró  Inglaterra  a formar  parte  de  la  cuadru- 

pie  alianza  con  Francia,  España  y Portugal,  en  favor  de 
K5AV»!  los  derechos  de  Isabel  II  al  trono  español.  Con  este  motivo 
so  exceptuó  de  lo  dispuesto  en  el  acta  de  1819,  á los  súbditos  británi- 
cos que  constituyeron  la  legión  mandada  por  Lacy,  puesta  al  servicio 


de  la  referida  soberana. 

Los  disturbios  que  agitaron  á Portugal  en  el  primer  ter- 
lg¿"vada9por  ció  de  este  siglo  ocasionaron  también  la  aplicación  de  la 
legislación  inglesa  referente  á la  neutralidad.  Sabido  es 
fiua  dVror-  que  D.  Pedro  I conservó  la  corona  del  Brasil,  renunciando 
tusal  • á la  de  aquel  país  en  favor  de  su  bija  doña  María,  bajo 
cuyo  reinado  se  estableció  un  gobierno  constitucional , que  su  tío  D. 
Miguel  trató  de  echar  por  tierra,  suscitando  una  guerra  civil  que  le 
fué  favorable  en  su  comienzo.  Por  esta  causa  doña  María  y D.  Pedro 
reclamaron  el  auxilio  de  Inglaterra  en  conformidad  con  lo  dispuesto 
en  el  tratado  vigente,  pero  lord  Aberdeen  no  accedió  á la  demanda 
que  juzgó  improcedente,  porque  en  el  convenio  invocado  no  se  liabia 
previsto  el  caso  presente,  puesto  que  se  estipulaba  únicamente  que  la 
protección  debía  ser  por  violencias  ó ataques  exteriores,  tomando  por 
estas  razones  el  gabinete  británico  una  aptitud  neutral  con  entrambos 
partidos  contendientes.  — Algún  Liempo  después  recibió  aviso  de  que 
varios  súbditos  portugueses  que  habitaban  á la  sazón  el  reino  unido,  se 
disponían  á organizar  una  expedición  en  pró  de  doña  María.  Entóneos 
previno  al  representante  del  Brasil  la  imposibilidad  que  liabia  de  que 
se  ejecutase  en  ningún  puerto  de  la  nación  semejante  proyecto,  exi- 
giendo á la  vez  que  todos  los  portugueses  interesados  en  él,  se  inter- 
nasen á cierta  distancia  de  las  costas,  pero  aquel  respondió  manifes- 
tando que  el  acto  á que  se  aludia  no  tenia  otro  objeto  que  el  de 
enviar  al  reino  portugués  á algunos  de  sus  súbditos  y á otros  que  lo 
eran  del  Brasil,  sin  armas  y á bordo  de  buques  fletados  por  cuenta 
de  su  país. 


Dispusiéronse,  con  efecto,  cuatro  barcos  desarmados  v 

Expedición  á , 

la  isla  Ter-  desprovistos  de  municiones  de  guerra,  que  tomaron  á bor- 
do unos  700  hombres  próximamente  entre  oficiales  y sol- 
dados, bajo  las  órdenes  del  conde  Saldanha,  que  se  embarcaron  igual- 
mente sin  armas  ni  bagajes.  Pero  sospechando  el  gobierno  inglés  que 
enderezarían  su  rumbo  liácia  Terceira,  una  de  las  islas  Azores  que 
permanecía  fiel  á la  reina,  envió  al  capitán  Walpole  con  órden  ter- 
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minante  de  impedir  su  desembarco.  Hízolo  este  así,  y después  do  1 íabor 
disparado  con  pólvora  sola  para  que  las  naves  desistiesen  de  atracar 
á tierra,  tuvo  que  emplear  proyectiles,  en  vista  de  su  tenaz  resisten- 
cia, dando  muerte  á un  hombre  é hiriendo  á otro. 

El  conde  de  Saldanha  pidió  una  explicación,  manifestando  que  los 
buques  eran  portugueses,  no  estaban  armados  y se  dirigían  á una  isla 
dependiente  de  la  autoridad  de  Portugal  y que,  por  tanto,  protestaba 
contra  la  conducta  del  oficial  inglés,  entre  cuyas  manos  se  constituía 
prisionero  de  guerra  juntamente  con  sus  hombres  y sus  buques.  Negóse 
Walpole  á aceptar  semejante  proposición,  pero  insistiendo  el  conde  en 
su  propósito  de  saltar  á tierra  ó entregarse  como  prisionero,  se  vió 
obligado  á acompañar  las  naves  hasta  la  distancia  de  quinientas  mi- 
llas del  estrecho  de  la  Mancha,  donde  se  separó  de  ellas  para  regresar 
á Terceira,  mientras  Saldanha  y su  gente  desembarcaban  en  un  puerto 
de  Francia. 


Estos  sucesos  produjeron  muy  serios  debates  en  el  par- 
lamento. Para  defender  su  conducta  los  ministros  de  S.  M.  B.  |!ro!iu¡íuMi'ci 
dijeron,  que  se  trataoa  de  una  expedición  puramente  mi- 
litar, organizada  y emprendida  con  el  pretexto  ficticio  de  dirigirse  al 
Brasil,  y que  la  Gran-Bretaña  estaba  en  el  deber,  como  potencia 
neutral,  de  impedir  á todo  trance  el  desembarque  de  los  individuos 
que  la  componían,  hasta  en  los  puertos  que  permanecieran  fieles  ;í  su 
soberana.  La  oposición,  por  el  contrario,  sostenía  que  se  había  aten- 
tado á la  independencia  de  Portugal,  ejerciendo  actos  de  jurisdicción 
en  alta  mar,  contrarios  á la  ley  de  las  naciones.  A pesar  de  lodo  recayó 
sobre  los  hechos  consumados  un  voto  de  aprobación  de  las  cámaras. 


La  terrible  y larga  lucha  sostenida  por  Francia  é Ingla- 
terra en  la  época  de  la  revolución  forma  un  tristísimo 
período,  durante  el  cual  se  extingue  casi  por  completo  el 
comercio  marítimo  de  los  pueblos  neutrales.  Desde  1800 
principalmente  Inglaterra  se  esforzó  en  extender  la  apli< 
principio  que  había  establecido  en  muchos  tratados  de  que  c 
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no  salva  el  cargamento,  pretendiendo  igualmente  de  que  los  buques 
mercantes  navegando  en  convoy  debían  someterse  á la  visita  de  sus 
naves  de  guerra  y sus  corsarios.  Sostuvo  además  que  el  bloqueo  po- 
día hacerse  válido  con  una  simple  declaración,  per  nolificalionem,  ó 


enviando  algunas  embarcaciones  armadas  á las  costas  de  que  se  tra- 
te, y que  podían  ser  capturadas  las  neutrales  que  se  hallaren  en  las 

aguas  bloqueadas  si  era  presumible  que  leniau  conocimiento  de  lo 
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sucedido;  debiendo  el  crucero,  en  los  casos  dudosos,  hacer  constar  en 
sus  papeles  de  mar  la  declaración  mencionada. 

Para  combatir  el  espíritu  y la  práctica  de  estas  doctri- 
nas, Napoleón  dictó  en  Berlín,  el  21  de  noviembre  de  1800, 
su  famoso  decreto  de  sistema  continental,  cuyas  principales 

disposiciones  eran  estas  : 

1\  Se  declaran  bloqueadas  las  islas  británicas.  En  su  consecuencia 
quedan  rotas  toda  clase  de  relaciones  mercantiles  existentes  con  ellas, 
v toda  mercancía  de  procedencia  inglesa,  que  pueda  ser  habida,  es- 
tará sujeta  á confiscación. 

2;|.  No  se  admitirán  en  ningún  puerto  los  buques  que  vengan  de 
Inglaterra,  ó de  sus  colonias,  y serán  confiscados,  del  mismo  que  su 
cargamento,  los  que  intentasen  eludir  esta  prescripción  usando  de 
falsas  declaraciones. 

3n.  Todo  súbdito  británico,  encontrado  sea  donde  fuere  por  las  tro- 
pas francesas  ó aliadas,  será  conceptuado  como  prisionero  de  guerra. 
Así  mismo  se  interceptará  toda  correspondencia  que  se  dirija  por  el 
correo  á un  inglés  ó á cualquiera  que  resida  en  Inglaterra. 

Como  si  estas  medidas  no  bastasen  vino  á aumentar  los 


Decreto  de  rigores  de  la  situación,  el  decreto  expedido  en  Milán,  con 


Milán . 


fecha  17  de  diciembre  de  1807,  por  el  cual  se  disponía,  que 
todo  buque  que  tolerase  la  visita  de  uno  inglés,  ó fuera  conducido  á In- 
glaterra, ó pagase  á su  gobierno  un  impuesto  perdería  su  carácter  na- 
cional, adquiriendo  el  de  propiedad  inglesa,  y que  podrían  confiscarse 
los  cargados  y expedidos  en  los  puertos  ó colonias  británicos ; debien- 
do cesar  el  rigor  de  estas  medidas  de  retorsión  necesaria  en  el  mo- 
mento en  que  los  consejeros  del  monarca  ingles  restableciesen  en  sus 
relaciones  internacionales  los  justos  principios  del  derecho  de  gentes. 

No  se  descuidaron  estos  por  su  parte  en  contestar  á tan 

180GH307  A * 

ordenes  dci  graves  resol  liciones.  Una  orden  del  consejo,  de  16  de  ma- 
la Gran-Bre-  yo  de  1806,  declaró  en  estado  de  bloqueo  todas  las  costas, 
riberas  y puertos  desde  el  Elba  hasta  Brest,  disponiendo 
que  los  buques  neutrales  que  no  tuviesen  á bordo  bienes  enemigos 
ni  contrabando  de  guerra  podían  aproximarse  á las  primeras  y salir 
de  los  últimos,  con  excepción  de  los  comprendidos  entre  Ostende  y 
el  Sena,  si  no  hubiesen  cargado  en  uno  perteneciente  á los  enemigos 
de  la  Gran-Bretaña,  ni  estuvieran  consignados  á cualesquiera  de  ellos. 

Algunos  meses  después,  en  7 de  enero  de  1807,  el  mismo  cuerpo 
declaró  que  ningún  buque  podía  dedicarse  al  comercio  entre  dos  puer- 
tos franceses,  y que  si  uno  neutral  fuese  encontrado  en  su  dirección, 
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podría  ser  capturado  y confiscado  con  su  carga,  si  se  probaba  que  no 
era  ignorante  de  la  presente  disposición. 

Por  una  nueva  orden  de  11  de  noviembre  del  mismo  año  se  dis- 
puso, que  todos  los  puertos  y plazas  de  Francia  y sus  aliados,  los  de 
cualquiera  otro  país  que  se  hallase  en  guerra  con  la  Gran-Bretaña  ó 
los  de  las  naciones  que  no  admitiesen  la  bandera  inglesa,  así  como 
los  de  las  posesiones  y colonias  enemigas,  se  considerarían  sometidos, 
con  respecto  al  comercio  y á la  navegación,  á las  mismas  restriccio- 
nes que  si  estuvieran  realmente  bloqueados  de  la  manera  mas  rigo- 
rosa : entendiéndose  igualmente  que  era  ilegal  el  tráfico  de  artículos 
que  provinieran  de  los  países  referidos.  Estas  disposiciones  fueron 
declaradas  nulas  en  26  de  abril  de  1809  relativamente  al  norte  de 
Europa  y á la  parte  meridional  de  Italia.  En  28  de  abril  de  1804,  el 
gobierno  francés  expidió  un  decreto  revocando  ios  de  Berlín  y Milán 
con  referencia  á los  buques  de  los  Estados-Unidos,  excepción  que  hizo 
también  Inglaterra  un  año  mas  tardo.  Por  último,  el  sistema  contine- 
tal  y el  de  bloqueo  británico  desaparecieron  con  la  caída  de  Napoleón. 

El  congreso  de  Viena  y todos  los  que  se  han  celebrado  en  la  pri- 
mera mitad  de  nuestro  siglo  no  lian  introducido  mejora  alguna  en  el 
derecho  marítimo.  * 

§ 611.  La  guerra  de  Oriente  inauguró  la  época  de  su 
desarrollo  en  relación  con  los  adelantos  hechos  en  los  de-  Tercer  pe- 
más  ramos  de  la  moderna  legislación  internacional.  Uno 
de  los  puntos  mas  importantes  que  hizo  surgir,  fue  la  necesidad  im- 
prescindible de  que  las  dos  grandes  potencias  occidentales  de  Europa 
se  pusiesen  de  acuerdo  acerca  del  derecho  marítimo. 

Según  hemos  visto,  Inglaterra  y Francia  sostenían  acerca  de  la 
neutralidad  los  principios  mas  radicalmente  opuestos,  cuya  concilia- 
ción ofrecía  dificultades  graves  y sérios  inconvenientes. 


* Gessner,  Le  droit  des  neutros  sur  mer,  pp.  39-55;  Klüber,  lolkerrccht,  §§  303- 
316,  363;  'YVheaton,  Histoire  des  progres  du  droit  des  gens,  vol.  I,  pp.  221,  230, 

vol.  II,  pp.  87,  96,  105,  106;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  vol.  II,  pp.  109,  110, 

119-184;  Martens,  Itecueil  des  principaux  traites,  vol.  I,  p-  145;  vol.  11,  PP*  74-/6, 
103;  vol.  III,  p.  274;  supp.  II,  pp.  368-371,  389-476;  Comlc  de  Gocrtz,  Memoires 
sur  la  neulralité  armée,  París,  1804  ; Lampredi,  Commercio  dci  popoli  neutrali  in 
tempo  di  guerra,  1788;  Galiani,  Dci  doveri  dei  principi  neutrali,  etc.,  Napoli,  1782; 
Parliamcnlary  liislory  of  England,  vol.  XXXVI,  p.  563j  Martens,  Précis  du  droit  des 
gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  §§  325,  326;  Moniteur  univcrsel , 
de  1806,  n°  359;  Dana,  Elem,  int.  law,  by  Wheaton,  eighth  edition,  note  215, 

p.  536;  American  State  papers,  vol.  I,  pp.  44,  69,  79,  83,  122,  136,  144,  16o; 

V.  S.  latos,  vol.  I,  p.  381;  Hamilton,  Works  of,  vol.  IV,  p.  424;  London  Gazetle, 

del  20  de  marzo  1854. 
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IVro  las  circunstancias  habían  variado  mucho,  y si  no  se  ponía  un 
pronto  y dicaz  remedio  el  comercio  neutral  se  vería  expuesto,  en  la 
lucha  sostenida  por  Turquía,  á ser  perseguido  por  los  buques  ingleses 
so  pretexto  del  carácter  nacional  de  las  mercancías,  y por  los  franceses 
en  virtud  del  pabellón.  La  consecuencia  que  de  esta  doble  aplicación 
de  doctrinas  contrarias  debía  seguirse,  no  pudieron  menos  de  llamar 
la  atención  de  los  gobiernos  aliados. 

Desde  principios  de  enero  de  18o4,  el  ministro  de  rela- 
i-s/umos  cioncs  exteriores  de  Francia,  M.  Drouyn  deLhuys,  tomando 
aíroííyníc  la  iniciativa  en  tan  delicado  asunto,  indicó  al  embajador 
'verile  an'1’  de  S.  M.  B.,  en  París,  lo  conveniente  y necesario  que  era 
‘la! ííís  hacer  una  manifestación  pública  del  acuerdo  que  reinaba 

ingíaanTíí^y  cutre  las  dos  potencias  en  una  cuestión  de  tanta  importan- 
r rancia.  c¡a  para  sus  relaciones  con  los  Estados  neutrales.  Para 

alcanzar  este  resultado,  decia,  es  indispensable  prescindir  de  princi- 
pios y soluciones  absolutas,  á causa  de  la  oposición  radical  que  existe 
entre  los  mantenidos  tradicionalmente  por  cada  una  de  las  dos  nacio- 


nes. Necesitábase,  pues,  en  su  concepto  hallar  una  fórmula  que,  reser- 
vando á los  aliados  sus  teorías  particulares,  condujera  por  el  momento 
á una  práctica  común  ; y el  único  medio  de  conseguirlo,  durante  la 
guerra  cuando  menos,  seria  la  renuncia  recíproca  de  todo  derecho 
exclusivo  á una  de  las  partes  en  contradicción  con  la  otra. 

La  solución  propuesta  se  reducia,  por  tanto,  á una  transacción  favo- 
rable á los  neutrales. 


Grande  era  el  influjo  que  la  armonía  intentada  podía  ejercer  en 
el  éxito  de  la  empresa  comenzada  por  entrambas  potencias.  Y para 
probarlo,  basta  con  recordar  que  Rusia  fué  quien  inició  y dió  consis- 
tencia á las  célebres  neutralidades  armadas  de  1780  y de  1800,  y que 
os  Estados-Unidos  se  hallaban  también  íntimamente  ligados  con  el 
imperio  moscowita  bajo  este  punto  de  vista.  Insistir,  pues,  en  la  apli- 
cación de  la  antigua  práctica  equivaldría  á forjar  armas  poderosas 
para  el  uso  del  enemigo  común. 

La  notificación  oficial  de  la  neutralidad  de  Dinamarca  y Suecia 
presentó  á M.  Drouyn  de  Lhuys  una  coyuntura  propicia  para  de- 
sarrollar su  protundo  pensamiento.  No  la  desaprovechó,  como  era 
de  esperar,  y el  4 de  enero  de  1854,  dirigió  un  despacho  al  emba- 
jador de  Francia  en  Londres,  encargándole  que  tratara  de  averiguar 
cual  era  la  conducta  que  el  gobierno  inglés  se  proponía  seguir  respecto 
á los  neutrales.  Ocho  dias  mas  tarde  mandaba  á la  misma  capital  copia 
de  la  nota  que  pensaba  dirigir  á Copenhague  y Stokolmo  diciendo, 
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que  aun  cuando  el  gobierno  inglés  no  se  hallase  dispuesto  á renun- 
ciar á sus  añejos  principios  en  las  cuestiones  marítimas,  era  de  desear 
que,  al  menos  en  la  práctica,  armonizase  su  modo  de  obrar  con  el 
de  Francia,  haciendo  una  declaración  en  este  sentido  para  tranquili- 


zar á las  naciones  arriba  mencionadas.  El  Io  de  marzo  volvió  á insis- 
tir cerca  de  la  misma  potencia  en  sus  justas  y naturales  pretensiones, 
que  dieron,  al  fin,  por  resultado,  la  remisión  por  Inglaterra  de  un 
proyecto  de  declaración  reconociendo  la  regla  de  que  el  pabellón 
neutral  cubre  la  mercancía  enemiga,  disponiendo  así  mismo  que  no 
se  expedirian  patentes  de  corso,  que  serian  perseguidos  como  piratas 
sus  súbitos  que  las  aceptasen  y que  el  derecho  de  visita  en  alta  mar 
se  limitaría  á la  comprobación  del  carácter  nacional  y á las  medidas 
puramente  indispensables  para  averiguar  si  existia  ó no  á bordo  con- 
trabando de  guerra  ó correspondencia  perteneciente  al  enemigo. 

Este  documento,  concluyente  en  uno  de  los  puntos  en  discusión,  no 
lo  era  en  otro.  El  sistema  tradicional  de  la  Gran-Bretaña  se  modifica- 
ba notablemente  con  la  admisión  del  respeto  al  pabellón  neutral,  pero 
las  reservas  hechas  relativamente  á la  visita  dejaban  franco  el  paso  á 
todos  los  abusos  de  sus  cruceros ; y si  el  gabinete  de  París  había  de 
ser  lógico  con  la  actitud  que  había  tomado,  era  imposible  que  se  diese 
por  satisfecho  con  la  vaguedad  de  aquellas  conclusiones.  Así  sucedió, 
con  efecto,  siendo  su  consecuencia  el  envío,  con  fecha  20  de  marzo, 
de  un  contra-proyecto,  acompañado  de  una  comunicación  en  que  se 
decía : 

« Para  llegar  á una  declaración  común  es  preciso  limitarse  á for- 
mular las  reglas  que  las  dos  naciones  esten  dispuestas  á rechazar  ó 
admitir  en  la  guerra  presente ; y como  los  sistemas  tradicionales  de 
Francia  y de  Inglaterra  acerca  del  derecho  marítimo  son  contradic- 
torios, necesítase  evitar  cuidadosamente  una  exposición  de  princi- 
pios. El  proyecto  remitido  es,  pues,  una  transacción  entre  ambos  que 
impide  el  predominio  de  las  doctrinas  exclusivas  y características  de 
cada  uno. 


« Si  el  gobierno  inglés  desea  expresar  que  se  reserva  la  aplicación 
de  tal  ó cual  teoría,  ó que  renuncia,  por  ahora,  al  ejercicio  de  este  ó 
el  otro  derecho,  indicando  por  este  medio  que  considera  como  reco- 
nocido el  principio  en  cuestión,  serán  necesarias  dos  declaraciones 
diferentes  en  la  forma,  aunque  idénticas  en  el  fondo.  Es  evidente  que 
el  de  Francia  no  puede  manifestar  que  prescinde  de  una  máxima 
que  nunca  ha  reconocido  ó que  se  reserva  la  aplicación  de  un  prin- 
cipio que  lia  combatido  siempre.  Por  lo  demás  esto  es  una  simple 
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cuestión  de  forma  y lo  que  importa  realmente  es  ponerse  de  acuerdo 

respecto  á la  práctica  que  se  ha  de  seguir. 

« Sobre  dos  punios  de  grande  importancia  es  preciso  llamar  prefe- 
rentemente la  atención  de  lord  Clarendon.  El  primero  se  refiere  á 
las  mercancías  neutrales  capturadas  a bordo  de  buques  enemigos. 
El  proyecto  enviado  declara  improcedente  su  confiscación , lo  cual 
es  una  "cuestión  muy  grave  en  sí  misma  y muy  delicada  sobre  todo 
para  el  gobierno  francés.  Es  cosa  en  efecto  de  temer  que  las  mer- 
cancías enemigas  embarcadas  á bordo  de  buques  que  lo  son  también 
lleguen  á navegar  sin  peligro,  valiéndose  de  una  simulada  neutra- 
lidad. Además,  la  legislación  francesa  declara  la  confiscación  de  las 
naves  enemigas  sin  admitir  excepción  para  los  géneros  neutrales  y 
se  necesitará  una  nueva  ley  que  prive  á los  marinos  de  esta  parte 
no  pequeña  de  sus  presas.  Este  asunto  no  se  puede  resolver  sino  de 
acuerdo  con  el  ministro  de  marina,  á quien  me  es  imposible  consultar 
útilmente,  mientras  no  haya  recibido  de  una  manera  oficial  las  pro- 
posiciones definitivas  del  gobierno  británico. 

« Este,  según  parece,  insiste  en  que  la  declaración  prohíba  á los 
neutrales  ejercer  durante  la  guerra  el  comercio  colonial  y el  de 
cabotaje,  que  hayan  sido  reservados  en  tiempo  de  paz.  No  tengo 
necesidad  de  recordar  con  que  persistencia  ha  sostenido  siempre  el 
gobierno  francés  las  reclamaciones  á que  dió  lugar  la  adopción  de 
esta  regla  por  parte  de  las  naciones  neutrales.  Francia  está  ligada, 
pues,  en  este  punto  por  sus  precedentes  históricos  y por  tratados 
celebrados  con  muchas  naciones  cuyos  buques  ha  dejado  navegar 
libremente  en  tiempo  de  guerra  aun  entre  dos  puertos  enemigos! 
¿ Cómo  podríamos  suscribir  hoy  una  disposición  que  niegue  el  ejercicio 
de  un  derecho  que  hemos  reclamado  y proclamado  solemnemente 
en  tratados  públicos? 

« Me  limito  á indicar  como  de  paso  el  interés  particular  que  ofrece 
para  nuestro  país  esta  cuestión  y las  distintas  consecuencias  que  se  segui- 
rían para  los  dos  pueblos  si  se  adoptara  la  regla  propuesta.  Inglaterra 
que  admite  los  pabellones  extranjeros  en  su  comercio  de  cabotaje  y 
colonial  no  tendría  nada  que  temer,  pero  Francia  que  le  reserva  á 
sus  nacionales  se  vería  expuesta  á sufrir  todas  las  consecuencias  de 
la  regla  que  se  la  invita  á proclamar. 

« Me  complazco  en  reconocer,  añadía  M.  Drouyn  de  Lhuys,  los 
estuerzos  del  gobierno  inglés  para  marchar  de  acuerdo  con  Francia. 
Por  nuestra  parte  deseamos  entrar  en  un  camino  de  mútuas  transac- 
ciones, como  lo  hemos  probado  en  la  cuestión  de  las  mercancías 
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neutrales  ú bordo  de  buques  enemigos.  Pero  en  lo  que  se  relaciona 
con  el  derecho  de  aquellos  á dedicarse  al  comercio  colonial  y de 
cabotaje  reservado  á los  nacionales,  no  puede  partir  de  nosotros  la 
concesión.  El  gobierno  inglés  que  estima  que  esta  prohibición  se 
funda  en  los  principios  del  derecho  internacional  podrá  renunciar  á 
su  aplicación,  reservando  su  sistema,  pero  Francia  no  debe  proclamar 
una  regla  que,  según  sus  principios,  no  se  cree  en  el  caso  de  poder 
aplicar.  » 

* A pesar  de  la  influencia  que  la  nota  precedente  ejerció  sobre  los 
ministros  de  la  reina  Victoria,  no  se  decidieron  á decretar  una  reso- 
lución definitiva,  dando  lugar  á una  nueva  comunicación  de  M.  Drouyn 
de  Lhuys,  con  fecha  27  del  mismo  mes  y año,  en  la  que  se  decía, 
entre  otras  cosas  : « Si  del  conjunto  descendemos  á los  detalles,  se 
verá  que  los  peligros  no  son  menores.  Los  neutrales  tendrán  que 
elegir  entre  la  declaración  de  Francia  y la  de  Inglaterra,  siendo  indu- 
dable que  se  inclinarán  á la  nación  que  fiel  á sus  tradiciones,  habrá 
de  presentarse  como  el  campeón  y representante  de  su  propia  causa. 
¿ No  seria  preferible  tranquilizarlos  con  la  unión  de  entrambas 
marinas  y evitar  cuidadosamente  la  reaparición  de  una  antigua  que- 
rella que  alarmaría  sus  intereses,  excitaría  sus  pasiones  y los  colocaría 
moralmcnte  en  un  campo  distinto?  Por  otra  parte,  ¿cómo  ha  do  ser 
posible  que  sus  almirantes  y oficiales  se  entiendan  y marchen  de  con- 
suno si  sus  gobiernos  se  hallan  en  discordancia?  ¿No  perjudicará 
esta  divergencia  á la  unidad  de  las  operaciones  militares?  » 

Pero  en  esta  nota  el  eminente  diplomático  llamaba  la  atención  del 
gobierno  inglés  sobre  puntos  aun  de  mayor  trascendencia.  « Los 
Estados-Unidos,  decía,  se  aprestan  á desempeñar  el  papel  que  nosotros 
declinamos,  y á declararse  protectores  de  los  neutrales,  que  también 
buscan  su  apoyo.  El  gabinete  de  Washington  nos  propone  en  estos 
momentos  la  celebración  de  un  tratado  de  amistad,  de  navegación 
y de  comercio  en  que  inserta  una  série  de  artículos  que  afirman  ios 
principios  que  ha  sostenido  siempre  y que  no  difieren  de  los  nuestros. 
El  primer  secretario  de  Estado  de  S.  M.  B.  comprenderá  fácilmente  la 
imposibilidad  en  que  nos  hallamos  de  no  responder  favorablemente  á la 
invitación  que  se  nos  hace,  si  Francia  é Inglaterra,  por  mas  de  que 
se  hallen  empeñadas  en  una  misma  empresa,  sostuviesen  pública- 
mente doctrinas  opuestas.  Por  el  contrario,  que  los  dos  gobiernos  se 
pongan  de  acuerdo  acerca  de  los  términos  en  que  deba  hacerse  la 
manifestación,  y entóneos  podremos  aplazar  el  oxámen  de  las  propo- 
siciones indicadas. » 
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Adjunto  á la  nota  que  antecede  se  remitió  otro  proyecto,  pero  ni 
este,  ni  aquella  tuvieron  tuerza  bastante  para  promover  la  solución 
deseada.  El  consejo  de  S.  M.  B.  insistió  en  sus  disposiciones  prohi- 
bitivas; que  fueron  rechazadas  constantemente  por  el  ministro  de  re- 
laciones exteriores  de  Napoleón  III,  hasta  que  convencidos  los  de 
la  Gran-Bretaña  de  los  peligros  que  podia  ocasionar  la  continua- 
ción de  semejante  desacuerdo,  decidieron  acceder  á lo  demandado 
por  el  gobierno  francés.  Desde  este  momento  no  ofrecía  ya  dificul- 
tad alguna  la  declaración  mancomunada,  y el  30  de  marzo  de  18o4 
publicó  el  Moniteur  un  notable  documento,  cuyo  tenor  es  como  sigue: 
« Exposición  al  Emperador.  Señor.  — En  una  época  en 
desgobierno  que  las  relaciones  marítimas  y los  intereses  mercantiles 
francés.  ocupan  un  lugar  tan  preferente  en  la  existencia  de  los 
pueblos,  es  deber  de  la  nación  que  se  vé  obligada  á emprender  la 
guerra  adoptar  las  medidas  necesarias  para  atenuar  en  lo  posible  sus 
efectos,  dejando  al  tráfico  de  los  neutrales  la  expansión  compa- 
tible con  el  estado  de  hostilidad  á que  desean  permanecer  extraños. 

« Pero  no  basta  con  que  los  beligerantes  se  propongan  respetar  siem- 
pre y en  todo  caso  sus  derechos;  es  preciso  mas,  se  necesita  que  calmen 
las  inquietudes  y los  temores  que  tan  fácilmente  se  apoderan  del 
comercio,  manifestando  clara  y explícitamente  los  principios  que  se 
proponen  aplicar  en  asunto  tan  importante. 

« La  redacción  de  un  reglamento  acerca  de  los  deberes  de  los 
neutrales  seria  una  especie  de  atentado  contra  la  soberanía  de  esos 
pueblos;  una  declaración  expontánea  de  los  principios  que  han  deservir 
al  beligerante  de  regla  de  conducta  parece  ser  el  testimonio  mas 
formal  y solemne  que  pueda  dar  de  su  respeto  á los  derechos  de  las 
demás  naciones. 

« Obedeciendo  á este  pensamiento,  y después  de  haberme  puesto 
de  acuerdo  con  el  gobierno  de  S.  M.  B.,  tengo  el  honor  de  some- 
ter á la  alta  aprobación  de  V.  M.  la  siguiente  declaración.  Soy  con 
respeto,  etc.  — Drouyn  de  Lhuys.  » 

Hé  aquí  el  documento  á que  se  refiere  la  exposición  precedente : 

« S.  M.  el  Emperador  de  los  Franceses  obligado  á tomar  las  armas 
en  defensa  de  un  aliado,  desea  que  los  efectos  de  la  guerra  pesen  lo 
menos  posible  sobre  potencias  con  las  cuales  permanece  en  paz. 

« A fin  de  libertar  el  comercio  de  los  neutrales  de  toda  traba  inútil 
S.  M.  consiente,  por  ahora,  en  renunciar  á una  parte  de  las  facul- 
tades que  le  corresponden  como  potencia  beligerante  en  virtud  del 
derecho  de  gentes. 
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« No  le  es  posible  á S.  M.  renunciar  al  de  capturar  los  artículos 
de  contrabando  de  guerra,  y de  impedir  á los  neutrales  que  tras- 
porten despachos  del  enemigo:  debiendo  también  mantener  el  que 
tiene  de  oponerse  á la  violación  de  un  bloqueo  real,  sostenido  por 
fuerzas  suficientes,  de  los  fuertes,  radas  ó costas  enemigas. 

, « Los  buques  de  S.  M.  no  capturarán  la  propiedad  del  enemigo 
á bordo  de  una  nave  neutral,  á no  ser  que  tenga  el  carácter  refe- 
rido. 

« S.  M.  no  piensa  reivindicar  el  derecho  de  confiscar  la  propie- 
dad neutral,  á excepción  del  mencionado  contrabando  hallado  á bordo 
de  buques  enemigos. 

« Declara  además  S.  M.  que  movida  por  el  deseo  de  disminuir  los 
males  de  la  guerra  limitando  las  operaciones  á las  fuerzas  regular- 
mente organizadas  del  Estado,  no  tiene  por  el  momento  la  intención 
de  expedir  cartas  de  marca  para  autorizar  los  armamentos  en  corso.  » 

La  declaración  del  gobierno  inglés  conforme  con  la 

Declaración 

precedente  y reconociendo  la  regla  de  que  el  pabellón  doi^bierno 
cubre  la  carga,  es  como  sigue  : 

« Her  Majesty,  the  Queen  of  the  united  kingdon  of  Great-Britain  and 
lreland,  having  been  compelled  to  take  up  arms  in  support  of  an 
ally,  is  desirous  of  rendering  the  war  as  little  onerous  as  posible  to 
the  powers  witli  whom  she  remains  at  peace. 

« To  preserve  the  commerce  of  neutrals  from  all  unnecessary 
obstructions,  her  Majesty  is  willing,  for  the  present,  to  waive'a  part 
of  the  belligerant  rigtlis  appartaining  to  her  by  the  lavv  of  nations. 

« It  is  impossible  for  her  Majesty  to  forego  the  exorcice  of  ner  right 
of  seizing  articles  contreband  ofwar  and  of  preven ting  neutrals  from 
bearing  the  ennemy’s  despatches,  and  she  must  maintain  the  right  of 
a belligerant  to  prevent  neutrals  from  breaking  any  eííective  blockade 
whicli  may  be  established  witli  adequate  forcé  against  the  ennemy’s 
forts,  harbours  or  coast. 

«But  her  Majesty  willwaive  the  right  of  seizing  ennemy’s  property 
laden  on  board  of  a neutral  vessel,  unless  it  be  contraband  ol  war.. 

It  is  not  her  Majesty’s  intention  to  claim  tfie  confiscalion  oí  neutral 
property,  not  being  contraband  of  war,  found  on  board  ennemy  s 
sliips  and  her  Majesty  furtlicr  declares  that,  being  anxious  to  lessen 
as  mucli  as  possible  the  evils  of  war  and  to  restrict  his  operations  to 
the  regularly  organized  forces  of  the  country,  it  is  not  her  present 
intention  to  issue  letters  of  marque  for  tire  commissioning  of  pri- 
vateers.  » 
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En  igual  sentido  que  las  anteriores  publicó  el  gobierno 
Declaración  declaración  en  la  Gaceta  de  San  Petersburqo 

del  gobierno  o™  « 

ruso<  del  19  de  abril  de  1854. 

El  mismo  dia  en  que  aquella  importante  manifestación  vió  la  luz 
pública  en  el  periódico  oficial  del  imperio  francés,  fué  trasmitida  á 
suS  representantes  en  el  extranjero  con  una  circular  de  M.  Drouyn 
de  JLhuys,  concebida  en  estos  términos: 

« El  Moniteur  de  hoy  publica  la  declaración  del  gobierno  francés 
acerca  de  los  neutrales  y la  exposición  que  he  presentado  ai  emperador 
sometiéndola  á su  alta  aprobación , de  ías  cuales  va  adjunta  una 
copia. 

« El  gobierno  de  S.  M.  B.  ha  publicado  por  su  parte  la  misma  de- 
claración. 

« Cuando  ambos  Estados  toman  las  armas  en  defensa  común  de  un 
aliado,  no  podían  dar  una  prueba  mas  concluyente  de  la  entera  con- 
formidad de  sus  sentimientos  y del  espíritu  de  solidaridad  que  los 
une,  que  adoptar  idénticas  resoluciones  en  una  materia  en  que  hasta 
aquí  habían  sostenido  principios  tan  diferentes. 

« Animado  de  la  solicitud  que  Francia  ha  demostrado  siempre  ha- 
cia los  neutrales,  el  gobierno  del  Emperador  se  había  ocupado  desde 
largo  tiempo  ha  en  las  graves  cuestiones  á que  da  margen  la  neu- 
tralidad para  preparar  su  solución  en  el  sentido  mas  favorable  á los 
intereses  de  los  pueblos  con  quienes  permanece  en  paz.  Me  apresuro 
á reconocer  que  ha  encontrado  al  de  S.  M.  B.  animado  de  los  mis- 
mos deseos  y penetrado  de  lo  conveniente  que  es  dejar  á los  neutra- 
les en  posesión  de  todas  las  ventajas  que  las  necesidades  indispensa- 
bles de  la  guerra  no  obliguen  á restringir  de  un  modo  imperioso. 

« Esta  identidad  de  miras  ha  dictado  la  declaración  de  entram- 
bos, y no  vacilo  en  decirlo,  jamás  se  ha  concebido  un  documento  de 
esta  especie  en  términos  tan  favorables. 

« La  intención  de  no  expedir  cartas  de  marca  se  proclama  de  una 
manera  oficial. 

« Se  admite  la  necesidad  del  bloqueo  efectivo. 

« El  pabellón  neutral  cubrirá  la  mercancía,  y no  obstante,  será  li- 
bre la  neutral  bajo  bandera  enemiga. 

« lales  son  las  ventajas  aseguradas  al  comercio  durante  la  guerra 
y cuando  se  haya  terminado,  esta  manifestación  constituirá  un  pre- 
cedente inestimable  en  la  historia  de  la  neutralidad. 

« Pero  si  la  unión  íntima  de  Francia  y de  Inglaterra  ha  hecho  po- 
s^blc  la  ^consagración  de  un  sistema  tan  ventajoso  para  las  naciones 
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neutrales,  estas  deben  quedar  por  lo  mismo  mas  extrictamente  obli- 
gadas á respetar  los  derechos  de  los  beligerantes.  Esperamos,  pues, 
con  razón  que  sus  gobiernos  no  solo  se  abstendrán  de  ejecutar  acto 
alguno  que  pueda  presentar  un  carácter  hostil,  sino  que  se  apresurarán 
á adoptar  las  medidas  necesarias  para  que  sus  súbditos  no  tomen  parte 
en  ninguna  empresa  contraria  á los  deberes  de  la  neutralidad  mas  ri- 
gurosa. 

« Remitiré  inmediatamente  á V.  E.  el  proyecto  de  una  nota,  cuya 
redacción  se  hará  de  acuerdo  con  el  gobierno  de  S.  M.  B.,  para  noti- 
ficar la  declaración  presente  al  gobierno  cerca  del  cual  está  Y.  E. 
acreditado. » 

La  nota  á que  se  referia  este  párrafo,  fué  remitida  efectivamente 
el  5 de  abril  de  1854,  y en  ella  se  manifestaban  los  mismos  deseos  y 
aspiraciones  enunciados  en  la  última  circular,  que  hemos  trascrito, 
del 'ministro  de  relaciones  exteriores  de  Francia. 

Mas  como  si  no  fuera  bastante  el  triunfo  alcanzado  sobre 

Aprobación 

la  política  inglesa,  estaba  reservado  á los  aliados  conse-  ^ Jos  Hsta- 
gúir  la  mas  cumplida  victoria  lograda  en  esta  parte  im-  tes- 
portante  del  derecho  marítimo,  obteniendo  la  aprobación  unánime 
de  los  Estados  neutrales  acerca  de  los  principios  establecidos.  Entre 
las  declaraciones  publicadas  en  esta  ocasión,  las  mas  notables  son  las 
del  gobierno  sueco,  de  8 de  abril  de  1854;  la  del  dinamarqués,  del 
20  del  mismo,  la  del  reino  de  Hanover,  en  5 de  mayo,  y la  del  imperio 
austríaco  en  23  de  igual  mes  (i). 

Habíase  preocupado  mucho  la  opinión  pública,  en  Fran- 
cia como  en  Inglaterra,  de  la  posibilidad  de  que  el  go-  nes^cntabla- 
bierno  ruso  expidiese,  en  algunos  puertos  de  los  Estados-  república 
Unidos,  cartas  de  marca  contra  los  aliados.  Con  este  mo-  cana,  su  re- 
tivo,  la  primera  de  las  naciones  citadas,  procurando  ase- 
gurarse de  la  conducta  futura  de  la  república  norte-americana, 
trabajó  con  empeño  hasta  conseguir  que  el  gabinete  de  Washington 
manifestara  solemnemente  que  no  consentirla  la  realización  en  »u 
territorio  de  actos  que  se  hallasen  en  contradicción  con  las  prescrip- 
ciones del  derecho  de  gentes.  El  anuncio  de  esta  resolución  sirvió  de 
base  á la  vez  que  de  pretexto  al  ministro  de  la  marina  francesa  para 
publicar  un  curioso  documento,  en  el  cual  se  enumeraban  todos  los 
tratados  que  aquella  habia  celebrado,  estipulando  que  se  prohibía  á 

(1)  Véanse  los  textos  en  Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des  prises  mañtimes,  v.  II, 
annexc  2,  pp.  476-491 . 
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sus  ciufl acianos  aceptar  cartas  de  marca  extranjeras,  asimilándose  este 
acto  al  delito  de  piratería  (1). 

Ahora  bien,  cuando  estalló  la  guerra  de  Oriente,  el  tratado  firmado 
en  1778  por  la  Union  y por  Francia,  y el  de  1794  éntrela  primera  y 
la  Gran-Brctaña,  no  tenían  valor  legal  (2);  á pesar  de  lo  cual  las 
potencias  aliadas  podrían  recurrir  á la  misma  legislación  de  los  Esta- 
dos-Unidos y reclamar  su  cxtricto  cumplimiento,  pudiéndose  citar  en 
apoyo  de  esta  pretensión  las  leyes  del  congreso  federal  de  5 de  junio 
de  1794  y de  20  de  abril  de  1818  y la  conducta  seguida  por  aquel 
gobierno  en  1838  durante  el  bloqueo  de  los  puertos  de  Méjico  y do  la 
república  argentina  por  las  escuadras  francesas  : en  cuya  ocasión  se 
dieron  también  iguales  seguridades  que  en  esta  por  M.  Fortsyth,  se- 
cretario de  Estado  de  Washington,  á petición  de  los  ministros  de  Luis 
Felipe. 

El  citado  ministro  de  marina  de  Francia,  concluía  diciendo  : «si 
se  tratara  hoy  de  armar  corsarios  en  los  Estados-Unidos  con  bandera 
rusa  y en  contra  del  comercio  de  Francia  y de  Inglaterra,  no  estaría 
el  gobierno  federal  menos  obligado  á evitarlo.  Bastaría,  todo  induce  á 
creerlo  así,  señalar  á su  vigilancia  esos  proyectos  para  que  se  apresu- 
rase á tomar  las  medidas  necesarias  para  impedir  su  ejecución.  El 
gobierno  que  en  1823  proponía  á la  Gran-Bretaña  y á Rusia  la  con- 
clusión de  un  tratado  que  determinara,  sobre  las  bases  mas  amplias  y 
liberales,  cuales  son  los  derechos  de  los  neutrales  en  tiempo  de 
guerra,  y que  suprimiera  principalmente  los  armamentos  en  corso, 
asunto  en  que  Francia  había  tomado  ya  la  iniciativa  cuando  acaeció 
su  guerra  con  España,  este  gobierno,  decimos,  tiene  que  hallarse 
dispuesto  á confirmar,  en  todo  cuanto  de  él  depende,  su  conducta  y 
su  política , el  sentimiento  honroso  y laudable  que  en  aquella  época 

(1)  Estos  tratados  eran  el  de  1778  con  Francia;  el  de  1783  y de  1827  con  Suecia; 
el  de  10  setiembre  de  1785,  11  de  julio  de  1799  y Io  de  marzo  de  1828  con  Prusia, 
el  de  19  de  noviembre  de  1794  con  Inglaterra;  el  de  5 de  diciembre  de  1825  con 
la  América  central;  el  de  12  deciembre  de  1828  con  el  Brasil;  el  de  20  de  Enero 
de  1836  con  la  república  de  Venezuela;  la  convención  general  de  paz,  de  amistad 
y de  comercio  de  30  de  noviembre  de  1836  con  la  confederación  Perú-Boliviana, 
y el  tratado  de  paz,  de  amistad  y de  comercio  de  13  de  junio  de  1839  con  la  ré- 
publica  del  Ecuador. 

(2)  El  tratado  de  1778  y la  convención  del  14  noviembre  de  1788  fueron  anulados 
por  una  ley  del  congreso  federal,  el  7 de  julio  de  1798,  en  represalias  de  las  me- 
didas adoptadas  por  el  directorio  en  contra  del  comercio  y la  navegación  de  los 
Estados-Unidos . Dos  años  después  fué  confirmada  esta  derogación  por  la  conven- 
ción de  París  de  30  de  setiembre  de  1800,  que  reguló  desde  entónces  las  relaciones 

e os  dos  pueblos.  La  duración  del  tratado  de  19  de  noviembre  de  1794  con  Ingla- 
terra habia  sido  fijada  en  doce  años. 
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le  hacia  considerar  como  oportuno  «reivindicar  y rehabilitar  las  leyes 
de  la  equidad  natural,  extendiendo  á la  esfera  del  derecho  marítimo 
la  influencia  bienhechora  de  los  preceptos  cristianos.»  (1). 

Hemos  narrado  va  cuales  fueron  las  consecuencias  del 

" Consecuen- 

momento  producidas  por  las  declaraciones  de  los  gabine- 

tes  de  Paris  y de  Lóndres.  Pero  despréndese  do  ellas  otra  ™re,s  de  .l£>s 
cuya  latitud  y mayor  trascendencia  no  permiten  que  las  “?as  ^re- 
pasemos en  silencio.  La  importancia  misma  de  aquellas  giaterra. 
dejaba  fácilmente  traslucir  la  imposibilidad  de  que  tuviesen  el  carác- 
ter transitorio  con  que  se  las  babia  revestido  muy  hábilmente.  Por 
eso  decia  M.  Drouyn  de  Lhuys  en  su  nota  del  30  de  marzo : Tales  son 
las  ventajas  aseguradas  al  comercio  durante  la  guerra,  que  después  de 
terminada , esta  declaración  común  constituirá  un  precedente  inaprecia- 
ble en  la  historia  de  la  neutralidad.  Y algunos  años  mas  tarde,  el  4 
de  abril  de  1868,  reveló  mas  terminantemente  el  pensamiento  del 
gobierno  francés,  en  su  memoria  á la  academia  de  ciencias  morales  y 
políticas,  en  la  cual  se  expresa  así : «Este  resultado  era  fácil  de  pre- 
veer.  Cuando  empezó  la  guerra  y en  el  trascurso  de  las  negociaciones 
con  el  gobierno  de  Lóndres,  insistimos,  á fin  de  desarmar  su  resis- 
tencia y vencer  sus  escrúpulos,  en  el  carácter  pasajero  de  las  conce- 
siones que  pretendíamos,  pero  según  nuestro  pensamiento,  aquella 
situación  aparentemente  transitoria  debía  perpetuarse  por  la  fuerza 
misma  délas  cosas  y en  virtud  de  un  consentimiento  unánime.  Con 
efecto,  cuando  se  crean  grandes  intereses  durante  cierto  tiempo  á la 
sombra  de  un  sistema  mas  liberal,  se  convierten  á su  vez  en  firmes 
apoyos  é invencibles  sostenedores  de  la  situación  que  los  ha  prote- 
gido (2). » 

Por  último,  una  declaración  mas  solemne  aun,  si  cabe,  DecIaraeion 
que  las  anteriores,  vino  á sancionar  los  principios  procla-  cfa^signata- 
clamados  por  los  gobiernos  de  Francia  é Inglaterra.  Tal  ri|*ed^°n' 
fue  la  hecha  por  el  congreso  de  Paris,  el  16  de  abril  de  Paus- 
1856,  cuyo  tenor  es  el  siguiente: 

« Los  plenipotenciarios  que  han  firmado  el  tratado  de  Paris  de  30 
de  marzo  de  1856,  reunidos  en  conferencia, 

Considerando : 

« Que  el  derecho  marítimo  en  tiempo  de  guerra  ha  sido  por  largo 
tiempo  objeto  de  diferencias  lamentables  ; 

(1)  Véase  la  nota  de  M.  Middleton,  ministro  de  los  Estados-Unidos  en  San  Pelers- 
burgo,  al  conde  de  Ncsselrode,  5 de  diciembre  de  1823. 

(2)  Drouyn  de  Lhuys,  Les  nculres  pcndant  la  guerre  d’Oricnt,  Paris  1868,  p.  VI. 
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«Que  la  incertidumbre  de  los  derechos  y délos  deberes  en  esta  mate- 
ria da  lugar  entre  los  neutrales  y los  beligei  antes  á divergencias  de 
opinión  que  pueden  motivar  serias  dificultades  y aun  conflictos; 

« Que  es  ventajoso,  por  tanto,  establecer  una  doctrina  uniforme 
sobre  un  punto  de  tanta  importancia; 

« Que  los  plenipotenciarios  reunidos  en  el  congreso  de  Paris  no  po- 
drían corresponder  mejor  á las  intenciones  de  sus  gobiernos  que 
tratando  do-  establecer  en  las  relaciones  internacionales  principios  fijos 
sobre  el  particular; 

« Dichos  plenipotenciarios,  debidamente  autorizados,  han  convenido 
en  ponerse  de  acuerdo  acerca  de  los  medios  de  alcanzar  este  fin,  y 
una  vez  conseguido  su  propósito  han  decretado  la  solemne  declara- 
ción siguiente: 

Io.  Queda  abolido  el  corso  marítimo  ; 

2o.  El  pabellón  neutral  cubre  la  mercancía  enemiga,  á excepción 
del  contrabando  de  guerra  ; 

3o.  La  neutral,  con  igual  excepción,  no  es  capturable  bajo  pabellón 
enemigo; 

4o.  Los  bloqueos  han  de  ser  efectivos  para  tener  carácter  obligatorio, 
es  decir,  deben  ser  sostenidos  por  una  fuerza  suficiente  á impedir 
realmente  el  acceso  del  litoral  enemigo. 

« Los  gobiernos  de  los  plenipotenciarios  que  suscriben,  se  obligan  á 
poner  esta  declaración  en  conocimiento  de  los  Estados  que  no  han 
tomado  parte  en  el  congreso  de  Paris,  invitándoles  á que  se  adhie- 
ran á ella. 

« Convencidos  los  que  suscriben  de  que  las  máximas  que  acaban  de 
proclamar  serán  acogidas  con  gratitud  por  todas  las  naciones,  no  du- 
dan que  un  éxito  completo  coronará  los  esfuerzos  de  sus  gobiernos 
para  generalizar  su  adopción. 

« La  presente  declaración  será  obligatoria  solamente  entre  las  po- 
tencias que  la  han  reconocido  ó reconozcan  en  adelante  (1).» 

Esta  resolución  fue  causa  de  un  vivísimo  debate  en  el  parlamento 

(1)  He  aquí  los  términos,  según  resulta  del  protocolo  de  8 de  abril  de  1856,  en 
que  el  representante  de  Francia,  propuso  esta  declaración  : « El  señor  conde  Wa- 
levvski  propone  al  congreso  que  termine  su  obra  por  una  declaración  que  consti- 
tuiría un  progreso  notable  en  el  derecho  internacional  y que  seria  acogida  por  todo 
el  mundo  con  vivo  reconocimiento.  El  congreso  de  Westphalia,  añade,  ha  consagra- 
do la  libertad  de  conciencia,  el  de  Viena  la  abolición  de  la  trata  de  negros  y 
la  libre  navegación  de  los  rios.  Seria  en  verdad  digno  del  congreso  de  Pari«  asentar 
as  bases  de  un  derecho  marítimo  uniforme  en  tiempo  de  guerra  relativamente  á los 
neutrales.  Los  cuatro  principios  siguientes  son  propios  para  alcanzar  este  fin.  » 
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inglés  y dió  márgen  á que  lord  Derby  y Phillimore  sostuviesen  que 
el  gobierno  de  la  reina  Victoria  había  reconocido  tácitamente  la  abo- 
lición del  derecho  de  visita. 

Cumpliendo  con  lo  estipulado,  el  gobierno  francés  la  tras-  Observación 
mitió  á su  representante  en  Washington  para  que  la  pusiese  deNvasWng! 
en  conocimiento  del  de  los  Estados-Unidos,  y con  este  motivo  lon‘ 
recibió  de  M.  Marcy,  secretario  de  Estado  que  era  á la  sazón,  una 
nota  muy  importante  tratando  extensamente  de  la  significación  de 
aquellas  manifestaciones  en  su  relación  con  la  política  de  la  repú- 
blica norte-americana. 

« Pronto  hará  dos  anos,  decía,  que  el  presidente  ha  sometido,  no 
solo  á las  potencias  representadas  en  el  congreso  de  París  sino  á 
todas  las  naciones  marítimas,  la  segunda  y tercera  base  contenidas 
en  esta  declaración,  y las  negociaciones  entonces  entabladas  habían 
producido  ya  algunos  resultados  positivos.  » 

Pero  M.  Marcy  observaba  muy  oportunamente,  que  la  decisión  de 
los  plenipotenciarios  reunidos  en  la  capital  de  Francia  echaba  por 
tierra  las  negociaciones  pendientes  con  la  república  norte-ameri- 
cana, si  se  aceptaban  las  dos  proposiciones  contenidas  en  el  proto- 
colo 24,  á saber  : la  indivisibilidad  de  los  cuatro  principios  que 
constituyen  la  declaración,  y la  obligación  impuesta  á las  naciones 
signatarias  y á las  que  se  adhiriesen  mas  adelante  de  no  entrar  en 
arreglo  alguno  respecto  á los  derechos  de  los  neutrales  en  tiempo  de 
guerra  sin  respetarlos  cumplidamente,  contrayendo  así  un  deber  que 
les  priva  de  admitir  las  proposiciones  de  los  Estados-Unidos,  á menos 
que  no  renuncien  al  armamento  en  corso,  cuyo  derecho  parece  tan 
incontestable  como  todos  los  demás  que  tienen  los  beligerantes. 

El  cuarto  punto  de  la  declaración,  continuaba  M.  Marcy,  referente 
al  bloqueo,  no  debe,  en  realidad,  considerarse  como  objeto  propio  de 
la  atención  del  congreso.  Menester  es  no  perder  de  vista  que  la  in- 
certidumbre que  domina  en  esta  materia  es  mas  bien  hija  de  los 
hechos  que  no  de  la  ley,  no  resolviendo,  por  tanto,  la  resolución  to- 
mada las  dificultades  que  pudieran  ocurrir. 

Pero  la  cuestión  mas  importante  quizás  de  todas  cuantas  abiaza 
la  nota  que  estamos  analizando,  es  la  de  la  íntima  relación  existente 
enLre  la  abolición  del  corso  y la  consagración  absoluta  de  la  inviola- 
bilidad de  los  bienes  particulares  en  las  guerras  marítimas.  « Puede 
presumirse,  decia  el  secretario  de  relaciones  exteriores  de  Washing- 
ton, que  el  deseo  de  suavizar  las  prácticas  crueles  de  la  guerra  exi- 
miendo de  captura  la  propiedad  privada  en  el  mar,  haya  sido  la  razón 
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de  mas  peso  tenida  en  cuenta  por  el  congreso  de  Paiis  al  decretar  la 
abolición  del  corso.  El  que  suscribe  lia  recibido  encargo  del  presidente 
de  manifestar  que  acepta  con  satisfacción  el  principio  que  tiende  á 
exceptuar  de  captura  la  propiedad  privada  en  las  guerras  marítimas. 
Por  ]0  demás  para  expresar  cuales  son  sus  ¡deas  acerca  de  este  punto, 
el  insfrascripto  se  cree  en  el  caso  de  citar  el  párrafo  siguiente  del 
mensage  al  congreso  del  4 de  diciembre  de  1854. 

« La  proposición  de  que  renunciemos  al  empleo  de  corsarios  en  el 
caso  de  que  los  Estados-Unidos  tuvieren  que  sostener  una  guerra  con 
una  gran  potencia  marítima,  no  puede  ser  acogida  favorablemente, 
como  no  lo  seria  la  que  tendiera  á impedirnos  aceptar  los  servicios 
de  los  voluntarios  en  las  operaciones  militares  terrestres.  Cuando  el 
honor  y los  intereses  de  nuestro  país  exigen  que  tome  una  actitud  hos- 
til, cuenta  con  el  patriotismo  de  aquellos  de  sus  hijos  que  no  se  .han 
dedicado  á la  profesión  militar  para  aumentar  el  ejército  y la  ma- 
rina, según  lo  requieran  las  circunstancias.  El  principio  que  funda 
la  proposición  de  abandonar  el  derecho  de  emplear  corsarios  es  la 
inviolabilidad  de  la  propiedad  particular  en  las  guerras;  pero  si  re- 
nunciamos á este  nos  encontraríamos  muy  lejos  aun  de  poder  aplicar 
aquel.  En  caso  de  que  las  grandes  potencias  reconozcan  ó estén 
dispuestas  á reconocer  como  principio  de  derecho  internacional  la  in- 
violabilidad de  la  propiedad  particular  en  el  Océano  lo  mismo  por  los 
buques  del  Estado  que  por  los  corsarios,  el  gobierno  de  la  Union  se 
apresuraría  á ponerse  de  acuerdo  con  ellas  sobre  esta  amplia  base.  » 
« Si  la  declaración  de  París,  continúa  M.  Marcy,  tiene  por  objeto 
conceder  á las  propiedades  de  los  beligerantes  la  misma  protección  y 
seguridad  en  las  guerras  marítimas  que  en  las  terrestres,  preciso  será 
reconocer  que  ha  quedado  á gran  distancia  de  su  propósito,  supuesto 
que  no  las  ha  colocado  al  abrigo  de  los  buques  de  la  armada.  Y si 
estos  bienes  deben  quedar  expuestos  á ser  capturados  por  las  naves 
del  Estado,  no  comprendemos  porque  no  lo  han  de  ser  también  por 
las  de  corso,  que  constituyen  evidentemente  una  parte  de  la  fuerza 
pública  de  la  nación  que  les  haya  expedido  las  cartas  de  marca. 

« Una  vez  abandonado  el  principio  de  capturar  la  propiedad  de  los 
particulares  en  las  guerras  marítimas,  debería  ser,  en  buena  lógica, 
igualmente  respetada  por  las  primeras  y por  las  segundas.  Pero  si  se 
sostiene  el  principio  es  enteramente  inútil  limitar  el  ejercicio  del  de- 
recho de  captura  á esta  ó esa  otra  parte  de  la  fuerza  pública  de  las 
naciones  beligerantes.  Es  imposible  sostener  racionalmente  esta  distin- 
ción, ni  hay  medio  de  trazar  la  línea  divisoria  que  seria  preciso  es- 
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tablecer,  ni  tribunal  á que  se  pueda  deferir  una  cuestión  litigiosa 
sobre  el  particular.  El  pretexto  de  que  los  buques  que  no  pertenecen 
á las  escuadras  regulares  están  mas  expuestos  á faltar  á los  derechos 
de  las  naciones,  ha  sido  negado  por  la  experiencia;  y si  se  pretende 
que  la  participación  en  las  presas  estimula  la  avaricia  y los  malos 
instintos,  lo  mismo  se  podrá  decir  de  los  del  Estado,  puesto  que  el 
valor  de  sus  capturas  se  divide  también  entre  los  oficiales  y la  tripu- 
lación. Además,  la  nación  que  arma  corsarios  responde  de  su  con- 
ducta tan  directamente  como  de  la  de  sus  escuadras  y por  previsión 
debe  adoptar  las  medidas  convenientes  para  evitar  los  abusos. 

« Los  Estados-Unidos  consideran  como  perjudicial  á la  prosperidad 
nacional  y peligrosa  para  la  libertad  civil,  la  conservación  perma- 
nente de  numerosas  escuadras  y grandes  ejércitos.  Los  gastos  que 
ocasionan  son  para  los  pueblos  una  carga  pesadísima;  y en  cierto 
modo,  una  constante  amenaza  del  estado  de  paz.  Su  política  ha 
sido  siempre,  y hoy  mas  que  nunca  contraria  á dicho  sistema,  y no 
podrán  consentir  en  un  cambio  cualquiera  de  los  principios  del  de- 
recho internacional  que  les  obligue  á sostener  en  tiempo  de  paz  las 
unas  y los  otros.  Si  se  ven  en  la  obligación  de  mantener  sus  dere- 
chos por  medio  de  las  armas,  se  limitarán  á recurrir  á sus  volunta- 
rios para  la  guerra  terrestre  y á su  marina  mercante  para  la  pro- 
tección de  su  comercio.  Solo  en  el  caso  de  que  se  hallasen  privados 
de  tales  recursos  estarian  en  la  obligación  de  modificar  su  política  y 
tomar  ante  el  mundo  una  actitud  militar.  Pero  al  resistir  á una  re- 
forma que,  cambiando  el  actual  derecho  marítimo  puede  producir 
aquel  resultado,  este  gobierno  no  consulta  solamente  el  interés  par- 
ticular sino  el  de'  todas  las  potencias  que  no  esperen  llegar  á ser 
naciones  marítimas  predominantes.  Su  situación , bajo  este  punto 
de  vista,  es  igual  á la  nuestra  y si  han  de  cuidarse  de  la  protec- 
ción de  su  comercio  y de  la  conservación  de  sus  relaciones  paci- 
ficas internacionales  deben  oponerse  del  mismo  modo  al  cambio  pro- 
puesto. Renunciar  á la  facultad,  de  armar  buques  en  corso  les  acar- 
reará las  mas  funestas  consecuencias  sin  ventaja  alguna  que  las 
compensen.  Con  las  mismas  razones  se  podría  sostener  que  se  re- 
nunciara al  derecho  de  alistar  voluntarios  ; pues  bien,  según  la  opi- 
nión del  presidente  ni  una  ni  otra  proposición  pueden  aceptarse.  La 
importancia  que  tiene  para  la  mayor  parte  de  las  naciones,  excep- 
tuando las  grandes  potencias,  poder  valerse  de  este  recurso  ha  sido 
reconocida  no  solo  por  la  historia  sino  también  poi  el  testimonio  de 

los  publicistas  mas  autorizados.  En  este  concepto  merece  especial  con- 
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sideración  el  párrafo  siguiente  del  Traité  cíes  prises  mariiimes  de 
MM.  Pisloye  y Duverdy  : 

« El  corso  marítimo  es  útil  principalmente  á las  naciones  que  tie- 
nen una  escuadra  inferior  á la  de  su  enemigo.  Los  beligerantes  que 
poseen  una  marina  numerosa  tienen  los  medios  necesarios  para  man- 
dar cruceros  á lodos  los  mares,  y si  los  Estados  menos  fuertes  se  limi- 
taran á sus  propios  recursos,  no  podrian  sostener  la  lucha  en  las  guer- 
ras marítimas.  Por  el  contrario,  valiéndose  de  buques  armados  en 
corso  se  colocan  en  situación  de  causar  al  enemigo  los  mismos  daños 
y perjuicios  que  este  les  ocasione.  Débese  á tal  motivo  el  que  estos 
gobiernos  hayan  procurado  sostener  y privilegiar  esta  clase  de  arma- 
mentos. Así  vemos  que  algunos  soberanos,  no  satisfechos  con  expe- 
dir cartas  de  marca,  han  tomado  un  interés  directo  en  el  armamento 


de  los  corsarios.  Luis  XIV  facilitó  en  muchas  ocasiones  sus  propios 
buques  para  este  lin  y se  reservó  una  participación  en  las  presas.  » 
Examinando  después  la  facilidad  con  que  las  grandes  potencias  nava- 
les podían  renunciar  al  derecho  de  armar  buques  en  corso,  decia 
M.  Marcy  : « No  debe  extrañarse  que  las  naciones  que  cuentan  con 
numerosas  y poderosísimas  escuadras  estén  dispuestas  á renunciar  al 
corso  marítimo  siempre  que  los  Estados  débiles  prescindan  también 
de  este  medio,  que  es  uno  de  los  mas  eficaces  para  sostener  y defen- 
der sus  derechos  marítimos.  El  gobierno  está  persuadido  de  que  si 
obrase  de  ese  modo,  habría  de  temer  que  las  potencias  que  acaban 
de  adoptar  la  nueva  legislación  marítima  y que  cuentan  con  grandes 
armadas  se  hicieran  dueñas  exclusivas  de  los  mares.  La  que  tu- 
viera una  decidida  superioridad  naval  ejercería  incontestable  do- 
minio en  el  Océano , que  sostendría  y conservaría  mas  seguramente 
con  la  abolición  del  corso.  Y si  una  nación  de  esta  clase  se  empe- 
ñara en  una  guerra  con  otra  inferior  en  fuerzas  marítimas,  no  ten- 
dría que  cuidar  de  la  protección  de  su  propio  comercio,  y podría 
ocuparse  solamente  en  perseguir  los  buques  regulares  de  su  enemigo. 

Das  consecuencias  fatales  de  esta  desigualdad  de  fuerzas  entre  los 
dos  beligerantes,  se  remediaría  en  parte  por  medio  de  buques  arma- 
dos en  corso. 


« En  época  muy  lejana  Francia  no  tenia  marina,  pero  recurrió 

al  armamento  de  corsarios  para  sostener  sus  guerras  con  Inglaterra 

> España.  El  éxito  que  obtuvo  filé  completo,  alcanzando  grandes 

'entajas  sobre  sus  enemigos.  En  esta  situación  es  bien  seguro  que  no 

habría  tomado  la  iniciativa  ni  prestado  su  concurso  á favor  de  una 

proposición  cuyo  objeto  fuera  la  abolición  de  ese  sistema.  Pues  tal 
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es  la  situación  actual  de  muchos  Estados  en  frente  de  las  grandes 
potencias  marítimas.  En  una  época  mas  inmediata,  durante  el  rei- 
nado de  Luis  XIV,  Francia  armó  escuadrillas  de  corsarios  que  presta- 
ron grandes  servicios  y dieron  mucho  quehacer  á las  fuerzas  enemigas. 
Los  pueblos  que  se  encuentran  en  actitud  de  ejercer  dominio  sobre 
el  Océano  tratan  á toda  costa  de  regularizar  la  libertad  de  los  mares, 
en  conformidad  con  sus  intereses  ó con  sus  ambiciosas  tendencias. 
Pero  el  Océano  es  propiedad  de  todas  las  naciones  y estas  léjos  de 
prestarse  á medidas  cuyo  resultado  seria  la  preponderancia  marítima 
de  algunos  Estados  deben  enérgicamente  sostener  la  herencia  común. 

« Por  tanto,  el  presidente  propone  la  adición  de  las  siguientes  pa- 
labras á la  declaración  del  congreso  de  París  : « Y la  propiedad  pri- 
vada de  los  súbditos  de  cualquiera  de  las  potencias  beligerantes 
no  será  capturada  por  las  naves  de  la  otra,  á menos  que  constituya 
contrabando  de  guerra.  » Enmendada  en  este  sentido,  el  gobierno 
de  los  Estados-Unidos  aceptará  la  proposición,  así  como  los  tres 
principios  restantes  que  contiene.  En  el  caso  de  que  no  se  hiciese 
así  el  presidente  me  ha  autorizado  para  que  comunique  que  aprueba 
las  proposiciones  segunda,  tercera  y cuarta  independientemente  de  la 
primera.  Pero  la  enmienda  propuesta  se  funda  en  consideraciones  tan 
poderosas  y su  principio  ba  sido  de  tal  modo  reconocido  que  no  es 
de  temer  que  pueda  encontrar  una  fuerte  oposición,  mucho  mas 
cuando  no  se  comprende  que  sin  la  reforma  enunciada  sea  oportuno 
y prudente  renunciar  á los  armamentos  en  corso. 

« Conviene  á los  Estados-Unidos,  si  es  que  no  se  admítelo  que  pro- 
ponen, saber  de  que  modo  serian  tratados  sus  corsarios  por  las  poten- 
cias signatarias  de  la  declaración  de  Paris,  en  caso  de  que  arribasen  á 
sus  puertos.  Porque  reclamarán  á su  favor,  fundándose  en  los  princi- 
pios del  derecho  de  gentes,  la  misma  consideración  que  les  concedía 
la  ley  internacional  vigente  antes  de  la  modificación  introducida. 

« Como  punto  relacionado  íntimamente  con  el  que  ha  dado  lugar 
á este  debate  no  es  inútil  observar  que  debieran  tomarse  en  conside- 
ración las  reclamaciones  de  los  neutrales  y modificar  }a  que  no 
abandonar,  la  doctrina  relativa  al  contrabando  de  guerra.  No  es  justo 
ciertamente  que  los  pueblos  que  conservan  sus  relaciones  pacíficas, 
sean  perjudicados  en  su  comercio  por  los  beligerantes,  á no  ser  en  el 
caso  que  fallaran  al  cumplimiento  de  sus  deberes  tomando  parte  di- 
recta en  las  operaciones  militares.  Las  leyes  sobre  sitios  y bloqueos 
constituyen  una  garantía  eficaz  cu  favor  de  los  contendientes  y satis- 
facen bien  cumplidamente  todo  lo  que  pueden  desear  supuesto  que 
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prohíben  absolutamente  el  comercio  con  las  plazas  sitiadas  ó bloquea- 
das. Si  se  adoptara  y estableciera  este  principio  por  todas  las  naciones 
civilizadas  quedaría  reducido  el  derecho  de  n isita,  cáusa  de  tantos 
inconvenientes  y perjuicios  para  el  comercio  neutral,  á los  casos  en 
que  se  presumiera  fundadamente  que  se  había  faltado  á las  prescrip- 
ciones subsistentes. 

« La  justicia  y la  humanidad  reclaman  que  las  calamidades  de  la 
guerra  se  limiten  extrictamente  á los  beligerantes  y á los  que  toman 
participación  voluntaria  en  las  operaciones  militares.  Los  neutrales 
que  de  buena  fé  se  abstengan  deben  quedar  en  libertad  de  continuar 
su  comercio  con  aquellos  sin  restricciones  de  ninguna  especie.  » 

A vivos  y luminosos  debates  dió  lugar  la  nota  que  an- 

Dcbaíes  pro-  J o u 

dj agiota  <jer  tecec^°  en  las  cámaras  y en  la  prensa  inglesa.  Pretendíase 
m.  Na  rey.  por  algunos,  que  formaban  en  verdad  la  mayoría,  que 
Inglaterra  estaba  en  su  derecho  sosteniendo  la  abolición  del  corso, 
desde  el  momento  en  que  había  reconocido  el  principio  de  que  el 
pabellón  cubre  el  cargamento,  y sostenían,  al  mismo  tiempo,  que  era 
inadmisible  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  privada  en  las  guerras 
marítimas,  porque  con  una  práctica  semejante  no  se  conseguiría  mas 
que  prolongarlas  indefinidamente. 

Casi  todos  los  Estados  de  Europa  y de  América  se  adhi- 

Adhesiones  á . , . . , . , ..  . ... 

ia  declara-  rieron  á la  declaración  tan  combatida  por  el  gobierno 
ciondolcon-  . . . 

gres)  de  norte-americano.  El  de  Bélgica  propuso,  que  para  dar 
mayor  fuerza  y solemnidad  á este  acto,  se  estableciese, 
no  por  medio  de  una  nota,  sino  en  virtud  de  un  contrato ; pero  esta 
proposición  no  llegó  á ser  un  hecho  práctico,  á causa  de  la  oposición 
del  gabinete  británico  á que  se  tomase  en  consideración. 

El  28  de  junio,  es  decir,  dos  meses  después  de  publicada  aquella, 
el  conde  W alew ski,  ministro  que  era  enlónces  de  relaciones  exterio- 
res, enumeró  en  una  exposición  dirigida  al  Emperador,  las  naciones 
que  se  habían  adherido  á la  referida  manifestación.  Hé  aquí  cuales 
fueron:  Badén,  Baviera,  Bélgica,  Bremen, Brasil,  el  ducado  de  Bruns- 
wic,  Chile,  república  Argentina,  Dinamarca,  Dos-Sicilias,  república 
del  Ecuador,  Estados  romanos,  Francfort,  Grecia,  Guatemala,  Haití, 
Ilamburgo,  Ilannover,  los  dos  Hesse,  Lubeck,Mecklenburgo-Schwerin, 
Mecklenburgo-Strelitz,  Nassau,  Oldemburgo,  Sajonia-Coburgo-Gotta, 
Sajonia-Meiningen , Sajonia-Weimar,  Suecia  y Noruega,  Suiza,  Tos- 
cana,  Wurtemberg.  Entre  estas  adhesiones  puede  contarse  también 
la  del  gobierno  del  Uruguay,  hecha  con  la  salvedad  de  la  ratificación 
necesaria  del  poder  legislativo. 
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España  manifestó  su  conformidad,  del  mismo  modo  que 

r 0 , Adhesiones 

Méjico,  con  los  tres  puntos  que  no  se  referían  a la  aboli-  connad1'0csio' 

don  del  corso. 

No  estaba  ciertamente  exenta  de  puntos  oscuros  la  de-  „ 

. Algunas  con- 

terininacion  adoptada  por  el  congreso  de  París,  y conver-  Sg^'raeci°^eas 
tida  mas  tarde  en  un  principio  de  derecho  marítimo  ad-  declaración, 
mitido  por  la  mayor  parte  de  los  pueblos  de  ambos  continentes.  Uno 
de  sus  defectos,  y el  que  contribuyó  quizás  á que  no  fuese  acogida  uná- 
nimemente, era  su  solidaridad,  necesaria  por  otra  parte,  puesto  que 
sin  ella  no  hubiera  renunciado  la  Gran-Bretaña  á sus  máximas  tra- 
dicionales. también  pecaba  por  su  forma,  que  careciendo  de  la  pre- 
cisión y requisitos  indispensables  en  los  pactos,  lia  dado  lugar  poste- 
riormente á no  pocas  cuestiones  acerca  de  su  validez  y fuerza  legal. 
Así  vemos  que  al  paso  que  en  Austria  apareció  (irmada  solamente 
por  el  ministro  de  relaciones  exteriores,  en  Prusia  y en  Francia  se 
ha  publicado  como  ley  general. 

Presenta  igualmente  otro  aspecto,  que  puede  ocasionar  largas  con- 
troversias de  difícil  solución.  Tal  es  la  fijación  del  límite  en  que  sea 
obligatoria.  No  admite  la  menor  duda  que  sus  disposiciones  no  pue- 
den imponerse  á los  pueblos  que  no  las  han  reconocido,  como  sucede 
con  España,  Méjico  y los  Estados-Unidos,  que  podrán  expedir  cartas 
de  marca,  si  les  conviniese,  el  dia  que  se  hallen  empeñados  en  una 
guerra  marítima.  Pero,  ¿cuál  será  su  eficacia  entre  los  signatarios  y 
sus  adlierc ates? 


Algunos  publicistas  ingleses  han  sostenido  que  su  nación  no  debía 
considerarse  obligada  por  una  declaración  que  no  se  hallaba  conteni- 
da en  las  estipulaciones  del  tratado  de  1856.  Este  no  es,  sin  embargo, 
un  argumento  muy  poderoso,  porque  se  reduce  á combatir  la  forma 
y no  el  fondo,  por  el  cual  tiene  realmente  una  fuerza  obligatoria  inne- 
gable, supliendo  á los  defectos  de  la  primera  la  solemnidad  y ex- 
tensión que  ha  recibido  con  posterioridad. 

La  guerra  de  Cerdeña  v Francia  contra  Austria,  en 

v 1859. 

1859,  la  confirmó  de  una  manera  explícita  y vino  á acia-  Guerra  dc 
rar  algunos  puntos  dudosos  de  la  jurisprudencia  marítima 
de  los  beligerantes. 

La  ordenanza  del  gobierno  austríaco,  publicada  el  13  0rden¡inza 

de  mavo  de  1859,  establecia  las  reglas  siguientes:  dci  imperio 

. , , ...  . , , de  Austria. 

Ia.  Se  mandaba  á las  autoridades  mditares  y civiles  del 

imperio  que  observasen  rigurosamente  las  disposiciones  de  la  decla- 
ración dc  16  de  abril  de  1856,  prohibiendo  en  particular  á los  bu- 
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qucs  austríacos  que  se  armasen  en  corso  y á los  nacionales  que  to- 
masen parte  alguna  en  semejantes  actos. 

2\  Que  confiando  en  la  reciprocidad  de  conducta  se  concedía  á los 
pertenecientes  á Cerdeüa  y Francia  que  se  hallasen  surtos  en  los 
puertos  imperiales,  la  facultad  de  tomar  carga  y dirigirse  al  extran- 
jero, á condición  do  que  no  trasportasen  contrabando  de  guerra  ni 
géneros  de  ilícito  comcicio. 

" ¿je  prohibía  á las  naves  nacionales  traficar  con  el  enemigo,  per- 
mitiéndoles que  hicieran,  por  su  cuenta  y riesgo,  el  comercio  de  ca- 
botaje y el  que  quisiesen  emprender  con  puertos  extranjeros. 

4n.  Se  disponía  que  no  podrían  conducir  á un  punto  cualquiera,  ni 
desde  ninguno  del  imperio,  estos  artículos:  cañones,  armas  enteras 
ó en  piezas,  plomo,  azufre,  pólvora,  salitre,  cápsulas,  balas  y otras 
municiones,  ni  caballos  ó muías. 

5\  Que  igualmente  se  prohibía  el  trasporte  de  los  efectos  que  sirven 
para  la  construcción,  armamento  y sostenimiento  de  los  buques, 
como  lona,  áncoras,  cadenas,  cables,  máquinas  de  vapor  completas  ó 
sus  piezas  separadamente,  maderas  de  construcción , bueyes,  cerdos  y 
toda  especie  de  carne  salada.  Del  mismo  modo  no  se  permitiría  la 
salida  de  vapores  ú otra  clase  de  barcos  construidos,  á menos  de  no 
tener  un  permiso  especial  de  los  gobernadores  respectivos,  á quienes 
se  había  autorizado  para  extender  pases  de  exportación  sobre  todos 
los  objetos  prohibidos,  cuando  lo  estimaren  oportuno. 

0a.  Declaróse,  por  último,  que  permanecían  vigentes  la  ordenanza 
de  29  de  enero  de  1850,  la  circular  de  1854  y las  demás  disposicio- 
nes adoptadas  respecto  á la  admisión  en  los  puertos  del  imperio  de 
buques  de  guerra  neutrales. 


Aun  fueron  mas  favorables  para  los  Estados  que  guardaban  una 
completa  neutralidad,  las  declaraciones  hechas  por  los  gobiernos  de 
Francia  y de  Cerdcña,  puesto  que  excluyeron  del  contrabando  de 
guerra  el  carbón  de  piedra. 

Estos  acontecimientos  dieron,  pues,  á la  declaración  del  congreso 
de  París  un  valor  práctico,  que  prueba  suficientemente  el  carácter 
obligatorio  de  los  principios  que  estableció,  sirviendo  así  indirecta- 
mente de  réplica  á los  que  le  han  puesto  en  duda. 


Cuestiones 
suscitadas 
por  ni  guer- 
ra civil  de 
los  Estados- 
Unidos. 

El  A lejan- 
drá. 


La  guerra  civil  de  los  Estados-Unidos  dió  márgen  á 
muy  graves  cuestiones  que  se  relacionaban  directamente 
con  el  estado  de  neutralidad. 

Entre  otras  puede  mencionarse  la  de  la  nave  Alejandra, 
construida  en  Liverpool.  El  representante  norte-americano 
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en  Londres  llamó  sobre  ella  la  atención  de  los  ministros  de  la  reina 
Victoria,  demostrando  que  el  partido  rebelde  había  sufragado  los 
gastos  ocasionados.  Procedióse,  por  tanto,  á su  captura  y se  decretó 
su  coníiscacion,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  eh  el  acta  de  1819, 
pero  habiendo  sido  reclamada  por  los  señores  Silem,  el  tribunal,  des- 
pués de  amplios  debates  contradictorios,  falló  en  favor  de  los  peticio- 
narios. 

El  buque  llamado  Alabama  se  dió  al  mar  desde  el  puer- 
to británico  referido,  el  dia  29  de  julio  de  1862,  complc-  ElAlabama- 
ta  mente  desarmado.  Tocó  luego  en  uno  de  escasa  importancia  con 
objeto  de  recibir  á su  bordo  una  tripulación  enganchada  en  aquel 
para  hacer  el  corso  y se  dirigió  desde  allí  á las  Azores,  donde  tomó 
su  armamento,  que  liabia  sido  trasportado  por  embarcaciones  mer- 
cantes de  la  misma  procedencia. 

Este  corsario  capturó  y destruyó  un  número  considerable  de  bar- 
cos mercantes  pertenecientes  á los  federales,  cruzó  la  altura  del  cabo 
de  Buena-Esperanza  y recibió  hospitalidad  y auxilios  en  varios  puer- 
tos ingleses  de  cuyos  súbditos  estaba  compuesto  exclusivamente  su 
equipaje;  siendo,  al  fin,  echado  á pique,  no  sin  que  antes  mediara 
un  combate  de  algunas  horas,  por  la  corbeta  federal  Kearsarge. 
Igual  suerte  cupo  á otros  muchos  armados  y equipados  también  den- 
tro del  territorio  jurisdiccional  de  la  Gran-Bretaña. 

Tan  repetidos  actos  de  naturaleza  idéntica  no  podían 
pasar  en  silencio  por  parte  de  los  Estados-Unidos  y,  en  su 
consecuencia,  M.  Adams'  dirigió  á lord  Bussell  el  7 de 
ab'ril  de  1866  una  nota,  que  dió  comienzo  á una  corres- 
pondencia diplomática  finalizada  en  noviembre  del  mismo  año.  Probaba 
en  ella  cual  era  la  índole  de  los  actos  acaecidos  y la  aquiescencia  del 
gobierno  inglés  á su  realización,  siendo  el  origen  de  todo  el  haber 
reconocido  como  beligerantes  á los  insurjentes  de  un  modo  precipitado 
y sin  precedente  alguno  que  justificase  semejante  conducta;  reconoci- 
miento que  dió  lugar  á la  creación  de  una  marina  rebelde  con  ele- 
mentos puramente  ingleses,  que  produjo,  como  era  de  esperar,  gran- 
des perjuicios  al  comercio  norte-americano  y ventajas  positivas  al  de 
la  Gran-Bretaña. 

Lord  Russell  contestó  en  4 de  mayo,  rechazando  las 
acusaciones  lanzadas  contra  el  ministerio  de  que  formaba 
parte,  y discutiendo  ampliamente  acerca  de  los  armamen- 
tos y equipos  de  El  Alabama,  El  Shenandoah  y La  Florida,  se  esforzó  en 
probar  que  liabia  hecho  todo  cuanto  le  era  dable  para  evitar  aquellas 
t.  u — 13  t')3 


1863. 

Primera  no- 
la  de  M.  A- 
dams  á lord 
Kussell. 


Respuesta 
de  lord  Rns- 
scll. 
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infracciones  de  las  leyes  porque  deben  rejirsc  los  neutrales,  dedu- 
ciendo que  no  podía  ser  responsable  de  los  hechos  consumados  fuera 
del  territorio  británico,  aun  cuando  el  buque  que  los  perpetrase 
hubiera  salido  de  él.  Y en  apoyo  de  su  razonamiento  citaba  la 
conducta  observada  por  los  Estados-Unidos  en  las  guerras  de  eman- 
cipación de  las  colonias  de  la  América  latina,  como  principio  fa- 
vorable á la  doctrina  de  que  «una  nación  no  está  obligada  á con- 
ceder indemnización  alguna  cuando  ha  obrado  con  arreglo  á las  pres- 
cripciones vigentes,  á pesar  de  las  violaciones  que  se  hayan  cometido 
de  la  neutralidad  y los  perjuicios  que  puedan  haberse  ocasionado  á 


otra. » 


Diez  y seis  dias  después  recibió  lord  Russell  la  respuesta 
nota 6 de  m.  de  M.  Adams,  en  la  cual  insistía  en  sus  apreciaciones  an- 
teriores. Entrando  luego  en  los  debates  relativos  al  equipo 
y salida  de  buques,  patentizaba  que  en  la  del  Alabama  muy  espe- 
cialmente existían  una  parcialidad  y una  negligencia  innegables  por 
parte  de  las  autoridades  británicas,  añadiendo  que  las  corroboraba 
lo  muy  bastante  la  negativa  de  los  consejeros  de  la  reina  Victoria  á 
aceptar  las  modificaciones  al  acta  de  neutralidad  propuestas  por  los 
Estados-Unidos  para  hacerla  mas  eficaz  é ineludible.  En  cuanto  á la 
conducta  observada  con  España  y Portugal  manifestaba  que  además 
de  las  concesiones  hechas  sin  pérdida  de  tiempo  en  pro  de  las  recla- 
maciones de  la  corte  de  Lisboa,  el  gobierno  habia  perseguido  ince- 
santemente á los  que  infringían  las  leyes;  no  observándose  igual  con- 
ducta con  los  insurrectos  que  habitaban  Inglaterra  como  agentes  de 
los  confederados.  Por  lo  demás,  decía  M.  Adams,  este  gobierno  con- 
cedió á España  la  reparación  debida  aceptando  en  el  tratado  de  1819 
sus  reclamaciones,  como  justa  compensación  de  las  que  á su  vez 
tenia  pendientes  contra  ella.  Lamentábase  también  de  que  el  Alaba- 
ma, después  de  haberse  escapado  de  Inglaterra  (palabras  textuales  de 
lord  Russell),  hubiera  podido  regresar  y volver  á salir  de  muchos 
puertos  británicos,  en  los  cuales,  léjos  de  ser  detenido  y desarmado 
como  exigían  las  prescripciones  vigentes  sobre  la  materia,  habia 
encontrado  una  protección  decidida,  siendo  este  un  proceder  con- 
trario á la  práctica  seguida  por  otras  naciones  en  casos  análogos. 
Réplica  de  En  su  .réplica  del  2 de  agosto,  lord  Russell  expuso,  que 
lord  Russell.  el  reconocimiento  de  los  confederados  como  beligerantes, 
sui  generis,  era  reclamado  por  los  hechos  existentes  al  par  que  por 
los  futuros,  y que  obrando  el  gobierno  inglés  de  esta  manera  habia 
admitido  ipso  facto  el  derecho  que  asistía  á los  Estados-Unidos  para 
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cerrar  sus  puertos  al  comercio  de  la  Gran-Bretana,  juntamente  con 
el  ele  detener  y visitar  sus  barcos  en  alta  mar.  Con  referencia  á lo 
dicho  acerca  del  acta  de  neutralidad  manifestaba,  que  no  entraba  en 
los  planes  de  los  ministros  de  S.  M.  B.  la  introducción  en  ella  de  re- 
forma alguna,  á no  ser  que  la  experiencia  demostrase , lo  que  hasta 
aquella  fecha  no  había  sucedido  aun,  la  insuficiencia  de  la  legislación 
vigente,  que  no  adquiriría  mayor  eficacia  con  las  alteraciones  enun- 
ciadas. Por  último,  termina  rehusándose  á aceptar  un  arbitraje,  por- 
que equivaldría  á poner  en  tela  de  juicio  si  el  gobierno  inglés  había 
obrado  de  buena  fé  y con  la  diligencia  requerida  en  la  custodia  y 
aplicación  de  sus  preceptos  legislativos  y si  los  abogados  de  la  Coro- 
na habían  comprendido  bien,  al  [emitir  sus  dictámenes,  los  estatutos 
británicos ; cuestiones  cuya  discusión  no  podía  tolerar  Inglaterra  sin 
menoscabar  su  dignidad. 

En  una  nueva  nota,  el  ministro  norte-americano  man- 
tuvo las  aserciones  que  había  emitido  en  sus  precedentes,  c°calIde  m.Ii~ 
añadiendo  que  no  bastaba  con  que  un  gobierno  guardara  Aclams‘ 
y cumpliera  fielmente  lo  dispuesto  en  sus  leyes,  si  estas  eran  inefi- 
caces. 

En  octubre  del  mismo  año  M.  Adams,  dirigiéndose  otra 
vez  á lord  Russell  manifestaba,  que  en  vista  de  la  nega- 
tiva del  gabinete  de  Lóndres  á someter  el  punto  en  discusión  á un 
arbitraje,  el  de  Washington  no  presentaría  ninguna  otra  propo- 
sición. 

Sin  embargo,  el  segundo,  en  una  nota  fechada  el  3 de 
noviembre,  después  de  examinar  otra  vez  el  proceder  que  (ie  lora 
tuvieron  los  Estados-Unidos  con  las  cortes  española  y por- 
tuguesa y el  observado  por  la  Gran-Bretaña  durante  la  guerra  civil 
de  aquellos,  pasa  á tratar  de  los  enganches  extranjeros  admitiendo 
que  el  acta  ha  sido  ineficaz,  pero  que  no  es  superior  en  este  punto 
el  estatuto  de  la  Union,  por  cuyo  motivo  propone  que  ambos  gobier- 
nos se  pongan  de  acuerdo  para  adoptar  las  reformas  convenientes 
nombrando,  al  efecto,  una  comisión  internacional. 

M.  Adams,  en  su  nota  del  21  de  octubre,  dilucida  nuc-  Noiadc  iL 
vamente  lo  ocurrido  con  el  Shenancloah  pretendiendo  que  Adiims- 
el  gobierno  británico  era  responsable  de  los  perjuicios  inferidos 
por  las  capturas  que  liabia  efectuado.  Porque  en  tanto  que  El  Kear- 
sage  echaba  á pique  El  Alabama , el  equipaje  de  este  era  trasbordado 
á un  yate  particular,  El  Deerhouncl,  que  le  condujo  á Inglaterra,  du 
donde  salió  poco  después  para  tripular  el  corsario  en  cuestión,  que 
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no  había  entrado  jamás  en  ningún  puerto  de  los  confederados.  Y s¡n 
embargo,  anadia  el  representante  de  la  América  del  Norte,  el  gobierno 
inglés  que  nada  hizo  para  evitar  que  se  consumaran  estos  hechos,  ad- 
mitió su  resultado  como  legítimo,  y dispuso  que  el  Shenandoah  go- 
zase en  todos  los  puertos  del  Reino-Unido  de  los  derechos  y privile- 
gios inherentes  á los  buques  de  guerra  comisionados  en  debida  for- 
ma; dando  con  esto  lugar  á que  hiciese  muchas  aprehensiones  y 
destruyera  no  pocas  naves  con  posterioridad  á la  terminación  de  la 
guerra. 

Esta  carta  motivó  otra  de  lord  Clarendon,  en  la  cual  daba  por  ter- 
minada la  correspondencia  diplomática  seguida  sobre  tan  grave  asun- 
to, no  solo  porque  conceptuaba  que  se  habia  discutido  ya  suficiente- 
mente, sino  por  temor  de  que  su  prolongación  produjera  resultados 
desfavorables  a la  perfecta  armonía  que  debia  reinar  entre  ambos 
países,  cuya  conservación  consideraba  de  mucha  importancia. 

Resumiendo  ahora  esta  notabilísima  correspondencia  diplomática, 
encontramos  que  los  Estados-Unidos  reclamaban  del  gobierno  inglés 
la  indemnización  de  los  daños  y perjuicios  que  habian  ocasionado  á 
su  comercio  los  corsarios  confederados,  fundándose  en  las  siguientes 
consideraciones: 

1*.  Que  la  Gran-Bretaña  habia  reconocido  á los  rebeldes  como  beli- 
gerantes, precipitada  é injustificadamente,  délo  cual  resultó  un  estado 
de  cosas  que  hizo  factibles  los  actos  ilegales  cometidos. 

2a.  Que  las  medidas  tomadas  por  el  gobierno  inglés  para  impedir  la 
salida  de  buques  armados  y tripulados  en  los  puertos  del  reino,  con 
infracción  de  su  carácter  neutral,  habian  sido  tardías  é insuficientes, 
bien  porque  los  consejeros  de  la  Corona  hubiesen  interpretado  las  leyes 
de  un  modo  falso,  ya  por  la  mala  fé  ó incapacidad  de  los  funciona- 
rios públicos  subalternos,  ó bien  por  la  ineficacia  de  las  actas,  todo 
lo  cual  se  reducía  en  definitiva  á una  cuestión  puramente  interior  en 
la  cual  no  debia  mezclarse  el  gobierno  de  los  Estados-Unidos. 

3a.  Que  el  de  la  Gran-Bretaña  no  habia  procedido  al  embargo, 
detención  ó desarme  de  los  corsarios,  ni  les  liabia  negado  el  asilo, 
después  de  haber  salido  ilegal  y fraudulentamente  de  los  puertos 
del  reino. 

4a.  Que  también  se  habia  negado  á proponer  la  reforma  de  las 
actas  del  parlamento,  ó á informar  al  mismo  sobre  el  asunto,  no 
obstante  los  pasos  dados  en  este  sentido  por  el  gabinete  de  Washing- 
ton á título  de  reciprocidad  y por  algunos  súbditos  británicos  interesa- 
dos en  que  su  nación  conservara  extrictamente  el  carácter  neutral. 
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5\  Que  habia  descuidado  ó desestimado  perseguir  á ciudadanos  de 
la  pretendida  confederación  ocupados  públicamente  en  tripular  y ar- 
mar buques  con  infracción  de  los  deberes  neutrales  de  Inglaterra, 
á pesar  de  las  muchas  pruebas  que  se  habian  presentado  para  autori- 
zar un  proceder  contrario. 

6\  Que  merced  á esta  conducta  los  rebeldes  habian  logrado 
organizar  y sostener  una  fuerza  efectiva  de  buques  de  vapor  dedicados 
á cruzar  contra  el  comercio  de  los  Estados-Unidos ; los  cuales  habian 
hallado  asilo  y hecho  reparaciones  y provisiones  de  carbón  y víveres 
en  los  puertos  ingleses  y habian  sido  tripulados  por  súbditos  de  la 
misma  nacionalidad. 

7a.  Que,  por  último,  se  habia  proporcionado  de  este  modo  á la 
insurrección  una  ayuda  eficasísima,  ventajas  considerables  á Inglaterra 
y á la  república  norte-americana  perjuicios  incalculables. 

El  gobierno  inglés  habia  respondido  : 

1°.  Que  el  reconocimiento  de  los  rebeldes  como  beligerantes  era 
necesario  en  la  época  en  que  se  efectuó,  que  interesaba  lo  mismo  á 
los  Estados-Unidos  que  á Inglaterra  y que  gracias  á él  los  primeros 
pudieron  ejercer  los  derechos  de  visita  y bloqueo. 

2°.  Que  el  gobierno  obró  de  buena  fé  y con  la  diligencia  necesaria 
haciendo  cumplir  las  leyes  para  conservar  su  carácter  neutral  y que, 
si  habia  faltado  en  ciertos  casos  capacidad  á los  funcionarios  subal- 
ternos ó actividad  á los  superiores,  no  era  de  ello  responsable  la  na- 
ción hasta  el  extremo  de  conceder  indemnizaciones  por  actos  cometi- 
dos fuera  de  la  jurisdicción  del  reino. 

3°.  Que  embargó  y persiguió  en  los  puertos  de  sus  colonias  á 
buques  acusados  de  haberse  tripulado  con  infracción  de  los  deberes 
neutrales,  pero  que  no  estaba  en  la  obligación  de  rehusar  el  asilo  ó 
proceder  al  desarme  de  los  que  habian  recibido  comisión  de  un 
Estado  beligerante,  bajo  el  pretexto  de  que  en  su  origen  y ántes  de 
poseer  su  carácter  actual  se  habian  equipado  indebidamente  dentro 
de  sus  aguas  jurisdiccionales. 

4°.  Que  el  gobierno  no  estaba  convencido  que  las  actas  del  parla- 
mento lucran  ineficaces,  hasta  el  punto  de  urgir  de  tal  modo  su  en- 
mienda, que  su  no  revisión  pudiera  atribuirse  á falta  de  buena  fé. 

5°.  Que  habia  resuelto  bono,  fi.de  y según  el  dictamen  de  consejeros 
competentes  la  cuestión  de  si  debía  ó no  perseguir  á los  individuos 
designados. 

6°.  Que  si  á pesar  de  todo,  se  habian  dado  á la  mar  fraudulenta- 
mente algunos  buques  tripulados  en  sus  puertos,  el  gobierno  no  era 
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responsable  de  los  actos  de  hostilidad  que  hubieran  cometido  fuera 
de  su  territorio  y que  había  cumplido  con  su  deber  estando  preparado 
y dispuesto  á restituir  todas  las  capturas  ilegales  que  condujesen. 

7”.  Por  último,  que  era  incompatible  con  su  dignidad  y con  su 
honor  someter  á un  arbitraje  las  reclamaciones  de  los  Estados-Unidos. 

Pero  era  imposible  que  no  produjeran  efecto  alguno  en  el 
ingiél'll'noít)0-  ánimo  del  gobierno  inglés  por  una  parte  la  correspondancia 
misión iacom-  deM.Adams  y la  actitud  de  los  Estados-Unidos  respecto á 
tableé jurís-  sus  leyes  de  neutralidad,  y por  otra  la  experiencia  alcan- 
su  informe.  zada  acerca  de  su  ineficacia.  Esto  dió  lugar  á que  el  30 
de  enero  de  1867  se  nombrara  una  comisión  encargada  de  revisarlas 
y principalmente  el  acta  de  3 de  julio  de  1819  del  tiempo  de  Jorge  III 
conocida  con  el  nombre  de  Foreign  enlistenent  act.  Su  informe,  pre- 
sentado aquel  mismo  ano  al  parlamento  contiene  principios  mas  radi- 
cales que  los  del  acta  referida  y los  de  los  mismos  Estados-Unidos,  y 
está  suscrito  por  los  jurisconsultos  mas  eminentes  de  Inglaterra  : 
Cranworth,  Bramwell,  Phillimore,  Cairas,  Baring,  Fewis.  Propónese 
en  él  que  se  consideren  como  ilegales  no  solo  el  equipo,  armamento 
y expedición  de  un  corsario  destinado  á un  beligerante  extranjero, 
sino  la  construcción  misma  del  buque,  bajo  pena  al  constructor  y 
facultad  al  poder  legislativo  de  confiscar  la  nave. 

Uno  de  los  firmantes,  M.  Harcourt,  conocido  también  bajo 
linilar  !dcr  el  pseudónimo  de  Historiáis,  se  ha  opuesto  á esta  teoría  y se 
ha  visto  en  el  caso  de  motivar  su  opinión.  En  su  concepto,  la 
prohibición  de  construir  buques  perjudica  de  un  modo  considerable  á 
una  industria  en  que  la  Gran-Bretaña  tiene  sobre  las  demás  nacio- 
nes reconocida  superioridad.  Observa  que  los  astilleros  ingleses  ejer- 
cen en  cierto  modo  el  monopolio  en  la  construcción  de  los  de  coraza ; 
que  todas  las  marinas  extranjeras  se  dirigen  á ellos  para  proporcio- 
nárselos, y que  conceder  á las  autoridades  la  facultad  de  impedir  la 
de  uno  cuya  quilla  comience  á ponerse,  seria  desanimar  á los  cons- 
tructores y á los  ingenieros  y obligar  á los  gobiernos  de  los  demás 
Estados  á construir  ellos  mismos.  Bajo  el  punto  de  vista  político  M. 
Harcourt  piensa  que  si  se  adoptan  las  medidas  de  la  comisión,  será 
preciso  aumentar  de  un  modo  considerable  el  presupuesto  de  la  ma- 
rina real,  á fin  de  que  esté  en  situación  de  construir  en  cualquiera 
circunstancia  los  buques  que  hoy  pide  á la  industria  privada,  obli- 
gada á limitar  su  esfera  de  acción  por  la  amenaza  que  pesaría  sobre 
ella  desde  el  momento  en  que  estallase  una  guerra  entre  dos  na- 
ciones del  globo. 
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Una  vez  desarrollados  estos  principios  M.  Harcourt  propone  que  los 
comisarios  recomienden  el  principio  de  que  en  tiempo  de  guerra  no 
sean  admitidos  en  los  puertos  británicos  los  buques  que  tomando 
parte  en  las  hostilidades  no  hayan  sido  comisionados  al  efecto  en  de- 
bida forma. 

Sea  cual  fuere  el  resultado  del  informe,  no  puede  negarse  su  inmensa 
importancia,  porque  revela  una  tendencia  en  el  gobierno  inglés  á es- 
tablecer sobre  mas  'sólidas  bases  los  principios  en  que  descansa  la 
neutralidad  de  la  Gran-Bretaña  (1). 

La  guerra  de  Austria  y Prusia  contra  Dinamarca,  en  1864, 

, , . ...  . , -1864. 

consagro  nuevamente  los  principios  establecidos  por  las  Gucrra  de 
declaraciones  de  1851  y el  congreso  de  Paris  de  1856.  La  Prusia  con- 

. , , . , „ , • tra  Dina- 

ordenanza  del  gobierno  austríaco  de  3 de  marzo  de  1864  marca, 
dispone  : 

Que  la  captura  de  las  naves  sospechosas,  se  verificará  solamente 
por  los  buques  de  guerra  del  Estado. 

Que  los  pertenecientes  á potencias  neutrales  ó á sus  súbditos,  cual- 
quiera que  sea  el  propietario  del  cargamento,  no  podrán  ser  apresa- 
dos llevando  en  regla  los  papeles  de  mar,  no  teniendo  á bordo 
contrabando  destinado  al  enemigo  y podiendo  acreditar  debidamente 
su  carácter; 

Que  ninguna  embarcación  podrá  ser  detenida  ó capturada  en  los 
limites  del  territorio  marítimo  neutral  ; 

Que  se  declaran  artículos  de  contrabando  de  guerra,  pero  solo  en 
el  caso  de  que  se  destinen  á los  puertos  enemigos  ; los  cañones,  obu- 
ses,  pedreros,  armas  de  toda  especie,  bombas,  granadas,  balas,  me- 
chas, cápsulas,  pólvora,  salitre,  azufre,  corazas,  objetos  de  equipo, 
monturas,  y,  en  general,  todos  aquellos  que  puedan  servir  inmedia- 
tamente á los  usos  de  la  guerra,  exceptuando  las  provisiones  necesarias 
á la  defensa  de  la  tripulación  ó del  buque ; 

Que  los  mercantes  neutrales  navegando  en  convoy  bajo  la  protección 
de  uno  de  guerra  que  pertenezca  á una  nación  neutral,  no  estarán 
sujetos  al  derecho  de  visita,  bastando  con  que  el  capitán  del  segundo 
declare  que  sus  papeles  están  en  regla  y que  no  llevan  á bordo  aití- 
culos  de  contrabando. 

Pero  mas  esplícito  y terminante  todavía  que  el  anterior  es  el  regla- 
mento publicado  por  el  gobierno  dinamarqués  el  16  de  febrero  del 
mismo  año.  Sus  principales  disposiciones  son  : 


(1)  Véase  el  Monitcur  univcrsel,  15  juin  1808. 
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Primera.  — Se  considerará  bloqueado  un  puerto  enemigo  cuando 
le  cierre  uno  ó muchos  buques  de  guerra  de  tal  modo  que  no  pueda 
entrar  ni  salir  ninguno  mercante  sin  exponerse  manifiestamente  á ser 

capturado. 

Segunda.  — A su  arribada  al  puerto  en  que  lraya  de  efectuarse,  el 
jefe  de  los  cruceros  notificará  el  bloqueo,  por  medio  de  una  circular,  á 
los  cónsules  de  las  naciones  extranjeras  que  en  él  residan,  é invitará 
á los  capitanes  de  las  naves  neutrales  que  se  encuentren  fondeadas  á 
fijar  el  término  en  que  podrán  zarpar  y si  el  que  pidieren  se  juzga 
conveniente  y no  se  solicita  un  nuevo  plazo,  no  podrá  oponerse  á su 
salida  impedimento  alguno. 

Tercera.  — La  expedición  de  una  nave  neutral  para  un  puerto 
bloqueado  ó el  rumbo  háeia  él  no  hace  procedente  su  captura,  como 
tampoco  lo  será  por  la  tentativa  de  romper  la  línea  bloqueadora  si  se 
supone  racionalmente  que  puede  ignorarse  la  existencia  del  bloqueo 
cuando  se  trata  de  forzarle.  En  este  caso  la  autoridad  á quien  corres- 
ponda se  apresurará  á ponerle  en  conocimiento  del  buque  y después 
de  haber  hecho  mención  de  él  en  los  papeles  de  mar,  principal- 
mente en  el  que  acredite  su  nacionalidad,  le  dejará  en  libertad  para 
que  siga  otra  ruta. 

Cuarta.  — El  buque  que  después  de  recibir  esta  notificación  ó cuan- 
do existan  motivos  fundados  para  creer  que  no  le  era  desconocido  el 
bloqueo,  intente  salvarle,  podrá  ser  capturado. 

Quinta.  — El  jefe  que  infrinja  las  reglas  establecidas  anteriormente 
para  la  seguridad  de  las  naves  neutrales,  ó que  en  general  abuse  de 
su  poder  en  perjuicio  de  ellas,  sufrirá  una  pena  proporcionada  á la 
gravedad  de  los  hechos  y podrá  además  ser  condenado  á indemnizar 
los  daños  que  ocasione. 

Fija  también  este  reglamento  los  casos  en  que  será  procedente  la 
captura  de  los  buques  enemigos  y de  los  sospechosos,  especificando 
con  mucha  detención  los  hechos  que  pueden  ocurrir,  y provee  lo  nece- 
sario para  la  conservación  y sostenimiento  de  los  apresados.  En  cuanto 
á los  artículos  que  se  habían  de  considerar  como  contrabando  de 
guerra  no  encontramos  diferencia  alguna  escencial  con  los  principios 
generalmente  admitidos  por  la  jurisprudencia  de  las  naciones. 

Pero  las  prescripciones  de  este  reglamento,  conformes  en  un  todo 
con  la  política  tradicional  seguida  por  Dinamarca  en  esta  materia,  no 
se  practicaron  con  regularidad  en  la  guerra  á que  venimos  refirién- 
donos. El  bloqueo  de  los  puertos  prusianos,  declarado  el  dia  15  de 
marzo,  distó  mucho  de  ser  efectivo.  Las  naves  penetraban  en  ellos  y 
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volvían  á salir  sin  que  fueran  molestadas  en  lo  mas  mínimo,  apare- 
ciendo solo  muy  rara  vez  y á grande  distancia  el  pabellón  danés.  Lo 
cierto  es  que  la  conducta  observada  no  prejuzga  la  cuestión  de  dere- 
cho ni  establece  un  precedente  favorable  al  bloqueo  per  notifica- 
tionem. 

La  guerra  sostenida  por  Prusia  é Italia  contra  el  Aus- 
tria, en  1866,  preséntala  misma  asimilación  que  las  pre- 
cedentes, á la  declaración  del  congreso  de  París.  Se  hizo 
todavía  mas  por  las  dos  últimas  de  las  naciones  citadas, 
puesto  que  convinieron  en  que  no  solo  se  respetaría  á los  buques 
neutrales,  sino  que  se  eximiria  igualmente  de  captura  á los  enemigos, 
que  no  condujeran  contrabando  de  guerra  ó tratasen  de  forzar  un 
bloqueo. 

Resumiendo,  pues,  lo  acaecido  en  este  período,  último 
de  los  tres  en  que  hemos  divido  la  historia  de  la  neutrali- 
dad, podemos  afirmar  que  en  su  trascurso  se  han  reconocido  estos 
principios  : 

Io  La  inviolabilidad  de  la  propiedad  neutral  á bordo  de  buques 
enemigos  y viceversa. 

2o  La  abolición  de  los  armame  ..tos  en  corso. 

3o  La  desaprobación  del  bloquee  per  notificationem. 

4o  La  determinación  mas  precisa  y conveniente  de  los  artículos  que 
constituyen  el  contrabando  de  guerra. 

5o  La  exactitud  mas  rigorosa  en  el  cumplimiento  de  los  deberes 
que  impone  la  neutralidad.  * 

* Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mcr,  pp.  55-63;  Ortolan,  Diplomatie  de  la 
mcr,  vol.  II,  p.  485;  Moniteur  univcrsel  da  15  juiu  1868;  Meyer,  Corpus  juris  con - 
federalionis  germanices , t.  II,  p.  655  ; Marquardsen,  Der  Trcnlfall,  1862,  p.  9; 
Dana,  Elem.  int.  law,  by  Wheaton,  note  216.  pp.  536-581;  Sapplemcnts  lo  thc 
London  Gazette,  oct.  11  and  nov.  15,  1865;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  1, 
pp.  115-124;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  pp.  211-219,  227-237;  Discurso  de 
lord  Russell,  de  23  de  marzo,  1865 ; Discurso  de  sir  R.  Palmer  de  13  mayo,  1864. 
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. . J , S 612.  Los  publicistas  lian  considerado  á la  neutrali- 

Divisiondela  ° r 

neutralidad,  dad  bajo  dos  aspectos,  referente  el  uno  á la  relación  que 
guarda  con  los  principios  del  derecho  de  gentes,  y el  otro  á la  que 
tiene  con  los  tratados  públicos.  No  cabe  duda  de  que  esta  distinción 
ofrece  una  importancia  grande  para  precisar  cuales  son  los  derechos 
y los  deberes  correspondientes  á un  Estado  neutral. 

Hubner  la  divide  en  general  y particular,  entendiendo  por  la  pri- 
mera aquella  que  es  común  á todas  las  guerras,  y por  la  segunda  la 
que  se  aplica  á una  determinada,  y pasando  luego  á subdividir  la  úl- 
tima en  completa  y limitada,  dice,  que  esta  es  la  que  favorece  mas  á 
uno  de  los  beligerantes,  y aquella  la  que  es  igual  para  todos.  Pero, 
como  observa  Hautefeuille,  no  se  puede  fundar  racionalmente  una  dife- 
rencia semejante,  porque  la  neutralidad  se  encuentra  en  ojfosicion 
con  los  términos  medios  y es  contraria  á las  situaciones  mal  defi- 
nidas. 

Iílüber  la  ha  dividido  en  natural  y convencional,  voluntaria  y obli- 
gatoria, completa  y limitada,  general  y parcial,  armada,  continental  y 
marítima  Esta  prolijidad  de  distinciones  produce  una  falta  de  mé- 
todo muy  perjudicial  á la  vez  que  pone  en  relieve  la  arbitrariedad  de 
los  grupos.  Defecto  es  este  en  que  incurre  también  Heffter,  quien  la 
denomina  extricta  é incompleta,  general  y parcial. 

Azuni  la  clasifica  en  activa  y pasiva,  modo  enteramente  nuevo  de 
presentarla,  pero  que  carece  de  reconocida  utilidad. 

1 ara  evitar  los  inconvenientes  de  que  adolecen  las  divisiones  que 
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anteceden,  Wlieaton  y Hautefeuille  lian  establecido  dos  clases  de  neu- 
tralidad : la  natural  ó perfecta  y la  convencional.  * 

8 613.  Desígnase  con  el  nombre  primero  á la  que  un  Neutralidad 

° ° , , i i perfecta 

Estado  tiene  derecho  a observar  en  las  guerras  que  esta-  6 natural, 
lien  entre  los  demás,  en  virtud  de  su  independencia  y soberanía.** 

§ 614.  La  condicional  es  la  que  se  deriva  de  tratados  Neutralidad 
especiales,  que,  según  Hautefeuille,  pueden  dividirse  en  CÜImi*.ci°" 
tres  categorías  : los  celebrados  en  plena  paz  con  objeto  de  lijar  los 
derechos  de  los  neutrales  ó de  los  beligerantes  en  tiempo  de  guerra ; 
los  estipulados  para"  coartarlos  suscribiendo  concesiones  mas  ó menos 
rigorosas ; y los  que  tienen  por  fin  exclusivo  asegurar  la  neutralidad 
de  un  pueblo  poderoso,  cuya  intervención  en  las  hostilidades  sería  de- 
cisiva, ó garantir  á uno  débil  contra  los  peligros  de  una  lucha,  en  la 
cual  pudiera,  de  otro  modo,  hallarse  complicado. 

§ 615.  La  paz  de  Westfalia  celebrada  en  1648,  reco- 
noció  la  independencia  de  la  Confederación  helvética  de  ta  confe- 
que  había  permanecido  agena  á toda  acción  durante  la  vélica- 
guerra  de  los  treinta  años.  Su  neutralidad,  admitida  con  ligeras 
excepciones  por  todos  los  países  hasta  la  época  de  la  revolución 
francesa,  era  el  producto  de  pactos  ó convenciones  hechos  con  Esta- 
dos extranjeros  : Francia  se  comprometió  á respetarla  por  el  tratado 
de  7 de  mayo  de  1689.  Entre  las  estipulaciones  firmadas  existia  lina 
cláusula  en  cuya  virtud  podían  hacerse  alistamientos  de  suizos  para 
el  servicio  de  las  naciones  contratantes,  sin  que  por  esto  se  relajase  ó 
perdiera  ninguna  de  sus  cualidades  distintivas  el  carácter  neutral  de 


la  confederación.  Y preciso  es  no  perder  de  vista  lo  conveniente  que 
esta  situación  era,  para  Francia  y Austria  sobre  todo,  que  á no  ser  por 
ella  hubieran  vivido  en  constante  pugna,  muy  especialmente  con  an- 
terioridad á la  constitución  del  reino  de  Italia.  Porque  como  campo 
libre,  Suiza  hubiera  puesto  á disposición  del  gobierno  francés  las  lla- 
ves de  la  Lombardía,  amenazando  sériamente  la  dominación  austríaca 
en  los  pueblos  italianos. 

La  república  francesa  invalidó  ipso  fado  la  neutralidad  de  la  Con 
federación  helvética,  que  posteriormente  reconoció  por  el  tratado  ce- 


* Hubner,  De  la  saisie  des  baliments  neutros,  vol.  I,  ['fe.  1,  ch.  2,  § ->  Haute 
feuille,  Droit  des  nations  neutros,  tit.  4,  sec.  2;  Kiüber,  Droit  des  gcns  moc  ., 
§§  280-282;  Heífter,  Droit  int.,  § 144;  Azuni,  Droit  marítimo  de  l'Europe,  ch.  1, 
art.  4,  § 9 ; Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 2. 

**  Whealon,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 3 ; Jtynkershoek,  Queesl,  jur.  pub., 
jib  i,  cap.  9;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Prudicr- 
Foderé,  liv.  3,  ch.  7,  §§  103-110. 
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leí  irado  entre  ambas  el  T de  setiembre  de  1803,  en  el  cual  se  obligó 
la  segunda  á consentir  que  alistara  8000  soldados  suizos,  además  dP 
los  16,000  que  debía  facilitarla  á consecuencia  de  una  capitulación 
firmada  en  igual  fecha. 

En  corroboración  de  lo  manifestado  acerca  del  carác- 
i8i3...  tfir  esnecial  que  distingue  á los  cantones  suizos,  pue- 

Paso  del  ©jer-  L 1 1 • m n ^ 

cito  n usina-  ^ citarse  un  hecho  acaecido  en  1813.  En  aquel  año  el 

noporcJ  icrn-  1 

torio  suizo,  ejército  austríaco,  mandado  por  el  príncipe  Schwarzen- 
I) 0rg,  cruzó  su  territorio  salvando  el  Rliin  por  Basilea,  Lauffenburg 
y Scbaffliausen  sin  que  se  opusiera  el  de  la  confederación,  ni  ocasio- 
nara protesta  alguna  en  contrario  por  parte  de  ningún  gobierno  ex- 
tranjero. 

El  acta  final  del  congreso  de  Viena  admitió  nuevamente 
la  neutralidad  de  Suiza;  pero  cuando  Napoleón  volvió  de 
la  isla  de  Elba,  los  aliados  la  invitaron  á que  tomase  par- 
te en  la  coalición.  En  la  nota  que  pasaron  con  este  objeto 
á la  Dieta  de  Zurich  manifestaban  la  confianza  que  tenían  de  que  no 
vacilaría  en  coadyuvar  al  fin  común  de  la  alianza;  que  no  trataban 
de  imponerla  el  armamento  y sosten  de  un  contingente  superior  á 
sus  fuerzas  y recursos;  que  respetaban  la  organización  y sistema  mi- 
litar de  una  nación  que  profesaba  el  sistema  de  no  tomar  las  armas 
sino  para  defender  su  independencia ; que  no  trataban  de  infringir  su 
neutralidad,  por  el  contrario,  que  querían  hacerla  posible  y afir- 
marla; por  último,  que  la  proponían  solamente  la  adopción  de  me- 
didas que  estuviesen  en  relación  con  la  gravedad  de  las  circunstan- 
cias, sin  que  se  entendiera  que  lo  hecho  entónces  serviría  para  fijar 
su  conducta  futura. 

La  Dieta  contestó  que  las  relaciones  de  amistad  que 
Contestación  0 . . . ....  .. 

déla  Dieia  de  buiza  mantenía  con  las  potencias  aliadas  no  podían  ocul- 

Zurich.  ...  ........ 

tar  sus  intenciones  y que  continuaría  obrando  de  igual 
modo  con  la  constancia  y fidelidad  propias  de  sus  habitantes.  Fun- 
daba luego  en  muy  atendibles  consideraciones  la  neutralidad  de  la 
confederación,  reconocida  como  base  de  sus  relaciones  venideras 
con  los  demás  Estados,  y deducía  de  este  principio,  que  la  partici- 
pación mas  eficaz  que  podia  tomar  en  la  lucha  formidable  que  iba 
á empeñarse,  consistía  en  limitarse  á la  defensa  de  sus  fronteras,  y 
que  de  esta  manera  no  se  apartaba  de  la  causa  de  los  aliados  que  era 
la  suya.  Enumeraba  las  dificultades  que  era  preciso  vencer  para  cus- 
todiar las  cincuenta  leguas  de  su  territorio,  que  servirían  de  punto 
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de  apoyo  á las  fuerzas  combatientes  esperando  que  no  atentarían 
contra  sq  integridad. 

En  la  convención  de  Zurich  de  20  de  mayo  de  1 815,  que 
estipuló  la  unión  de  Suiza  á las  potencias  aliadas,  se  es-  convección 
tablece  que  si  las  tropas  de  estas  tuvieran  que  cruzar  tem-  de  Zunch- 
poralmente  el  territorio  suizo,  debería  pedirse  á la  Dieta  una  autori- 
zación. A consecuencia  de  este  pacto,  el  ala  izquierda  del  ejército 
pasó  el  Rhin  entre  Basilea  y Rheinfelden. 

La  neutralidad  perpetua  de  Suiza  fué  solemnemente  pro- 
clamada en  la  declaración  de  París,  fechada  el  20  de  no- 
viembre y firmada  por  Francia  y las  potencias  coaligadas, 
que  garantizaron  la  integridad  y la  inviolabilidad  de  la 
confederación  en  conformidad  con  lo  dispuesto  por  el  acta  ya  men- 
cionada; declarando  con  este  motivo  los  signatarios,  en  nombre  de 
sus  respectivas  naciones,  que  conceptuaban  el  cumplimiento  de  lo 
pactado  indispensable  para  el  mantenimiento  de  los  verdaderos  inte- 
reses de  la  política  européa. 

Pero  menester  es  convenir  en  que  estos  principios  lian 
sufrido  un  rudo  golpe  con  la  cesión  de  la  Saboya  á Fran-  cesiofdó sa- 
cia, que  ha  debilitado  en  gran  manera  la  neutralidad  suiza 
tan  decantada  como  base  necesaria  para  la  paz  de  Europa.  Con  efec- 
to, los  tratados  de  Viena  y de  Paris  garantizaron  conjuntamente  la 
de  ambos  países,  y Suiza  que  había  celebrado  otro  con  Cerdeña  en 
igual  sentido  no  podía  tolerar  en  silencio  la  destrucción  de  la  obra 
de  1815  y del  pacto  de  1816  en  que  habia  tomado  parte.  Por  eso  la 
Dieta,  no  concediendo  valor  alguno  al  plebiscito  dispuesto  y realizado 
por  el  gobierno  francés  para  legalizar  la  incorporación  de  que  se  tra- 
ta, apeló  á las  potencias  signatarias  del  protocolo  de  Viena  á fin  de 
que  interpusieran  su  autoridad  en  el  asunto.  Francia  y Cerdeña  pre- 
tendieron que  las  garantías  de  aquel  congreso  fueron  hechas  solamen- 
te en  favor  de  la  última,  y declararon  que  á pesar  de  esto  la  primera 
se  obligaba  á prestar  las  que  correspondieran  al  territorio  anexionado. 
Esta  solución  no  pareció  satisfactoria,  con  especialidad  al  gobierno 
inglés,  el  cual  insistió  en  que  la  conservación  de  Saboya  en  su  anti- 
gua situación  interesaba  vivamente  á todas  las  potencias  que  habían 
firmado  los  tratados  de  Viena  y de  Paris,  del  mismo  modo  que  al 
pueblo  causante  de  las  reclamaciones . Pero  ninguna  de  estas  protes- 
tas contuvo  al  gobierno  de  Napoleón  III,  que,  una  vez  conocido  el 
resultado  del  escrutinio,  tomó  posesión  de  Saboya,  proponiendo  que 
las  citadas  partes  contratantes  garantizasen  la  neutralidad  del  país 
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Neutralidad 
de  Cracovia. 


adquirido.  Las  conferencias  que  debían  tener  lugar  con  este  objeto, 
no  lian  llegado  á celebrarse. 

§616.  La  importancia  que  tiene  Suiza,  por  su  posición 
dcníigica?  topográfica  , para  Francia,  Italia  y Austria  , le  corresponde 
á Bélgica  respecto  á la  primera  de  las  tres  naciones  citadas  y los 
Estados  alemanes. 

Bélgica,  como  dice  Wlieaton,  defiende  de  una  invasión  de  Prusia 
la  parte  mas  vulnerable  de  la  frontera  septentrional  francesa  y protege 
la  Alemania  contra  los  ejércitos  de  esta  nación,  sirviendo  al  mismo 
tiempo  de  resguardo  á Holanda  para  evitar  una  invasión  dentro  de 
sus  límites.  Creado  el  reino  de  los  Países-Bajos  para  servir  de  baluarte 
entro  Francia  y Alemania,  fue  indispensable,  al  acaecer  su  disolución, 
reconocer  en  Bélgica,  al  par  que  su  independencia,  los  derechos  que 
la  asistían  para  ser  considerada  perpetuamente  neutral. 

§ 617.  La  neutralidad  de  Cracovia,  garantizada  del  mis- 
mo modo  y por  igual  conducto  que  las  anteriores,  no  lia 
sido  respetada , ocasionando  numerosas  cuestiones  diplomáticas. 

. ...  . § 618.  La  disolución  de  la  Confederación  germánica, mo- 

dei  Ducado  Uvada  por  la  breve  pero  decisiva  contienda  de  Prusia  y 
burgo.  Austria  en  1866,  rompió  los  vínculos  que  la  unian  con  el 
Ducado  de  Limburgo  y el  Gran  Ducado  de  Luxemburgo.  La  situación 
geográfica  del  segundo,  que  era  muy  importante  para  Francia  y Aus- 
tria, no  podia  menos  de  producir  conflictos  de  diversa  gravedad,  mien- 
tras no  fuese  reconocido  como  neutral  con  calidad  de  permanente.  En 
los  tratados  de  1839  se  le  había  colocado  bajo  la  protección  de  las 
naciones  signatarias , sin  que  por  esto  le  alcanzase  la  declaración 
hecha  en  favor  de  Bélgica.  La  consagración  y garantía  de  esta  cua- 
lidad sirvieron  de  base  y de  objeto  á las  conferencias  celebradas 
en  Lóndres  en  1867 , las  cuales  dieron  por  resultado  la  celebra- 
ción de  un  trafado,  fecha  11  de  mayo,  en  cuyo  artículo  2o.  se  es- 
tablece, « que  el  Gran  Ducado  del  Luxemburgo,  con  los  límites  de- 
terminados por  el  acta  aneja  á los  tratados  de  19  de  abril  de  1839, 
bajo  la  garantía  de  Francia,  Austria,  Inglaterra,  Prusia  y Rusia,  for- 
mará en  adelante  un  Estado  perpetuamente  neutral,»  y el  artículo 3o, 
determina,  que  siendo  innecesaria,  por  consecuencia  de  esta  declara- 
ción, la  conservación  ó establecimiento  de  plazas  fuertes  en  el  Gran 
Ducado,  se  disponía,  de  común  acuerdo,  la  desmantelacion  de  la  ciudad 
de  Luxemburgo.  Se  han  obligado  á mantener  estas  resoluciones,  Aus- 
tria, Francia,  Holanda,  Inglaterra,  Italia,  Prusia  y Rusia,  no  habiendo 

podido  contraer  igual  empeño  la  Bélgica,  aunque  se  hallaba  repre- 
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sentada  en  las  conferencias,  atendiendo  á las  especiales  circunstancias 
que  concurren  en  su  carácter  de  neutralidad  permanente. 

S 619.  La  consagración  de  este  principio  hecha  tan  pú- 
...  , & , ...  , . . Consideracio- 

blica  y solemnemente  como  hemos  visto,  respecto  á ciertos  n,es  sobre  ios 

hechos  que 

países,  tiene  que  influir  de  un  modo  poderoso  é impres-  anteceden, 
cindible  en  su  independencia  sirviéndoles  mas  bien  de  rémora  que  de 
motivo  para  su  desarrollo.  Por  que  claro  y evidente  es  que  ninguno 
de  ellos  está  facultado,  ni  aun  en  tiempo  de  paz,  para  contraer  com- 
promisos que  pudieran  obligarles  á falsear  el  cumplimiento  de  de- 
beres inquebrantables.  Resulta  pues,  en  definitiva,  que  han  perdido 
hasta  cierto  punto  la  autonomía  que  es  indispensable  para  la  libre 
y fructuosa  existencia  de  los  pueblos.* 

§ 620.  Partiendo  del  principio  de  que  un  soberano  puede 
prestar  socorros  ásus  aliados,  sin  que  por  esto  se  entienda  convencional 
que  toma  parte  en  la  guerra,  Vattel  sostiene  que  en  casos  llimkuia‘ 
semejantes  no  se  pierde  ni  altera  en  nada  la  neutralidad,  denominada 
por  Wheaton  en  estas  circunstancias,  neutralidad  modificada  por  un 
tratado  de  alianza  limitada  con  uno  de  los  beligerantes,  añadiendo  que 
depende  mas  bien  de  razones  de  conveniencia  y de  práctica  que  de 
extricto  derecho,  fijar  con  certeza  el  respeto  que  debe  merecer  al 
enemigo. 

Pero  Bello  no  admite  la  legitimidad  de  las  conclusiones  del  primero 
de  los  publicistas  mencionados,  que  tacha  de  injustificables,  según 
el  derecho  natural. 

«Prestar,  dice,  un  socorro  que  sin  un  convenio  precedente  violaría 
la  neutralidad,  no  dejará  de  violarla,  aunque  haya  precedido  el  con- 
venio». 

Algunos  autores  citan  como  ejemplo  de  esta  doctrina  lo  ivss. 

. . . Suministro  de 

ocurrido  en  1788  con  Suecia,  que  acepto  la  satistacion  buques  y tro- 
pas hecnopor 

dada  por  Dinamarca  con  motivo  de  los  buques  y tropas  Dinamarca. 


* Hautefeuille,  Droils  des  nalions  neutres,  tit.  4,  ch.  1,  sec.  4;  Wheaton,  Elern. 
droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 4;  Dana,  Elem . int.,  lato,  by  Wheaton,  eigbth  cdition, 
note  202,  p.  514;  Wheaton,  Hist.  des  progres  du  droit  des  gens,  vol.  II,  PP-  I7°» 
219-239;  Martens,  Nouveau  recueil , vol.  II,  pp.  166,  170;  vol.  IV,  p.  186,  elot, 
Répertoire  des  traités , partie  alphabétique,  p.  520;  Schoell,  Hist.  des  traites  de 
paix,  vol.  II,  ch.  33,  p.  339;  Almanach  de  Gotha,  1861;  Circulares  de  la  Confcde 
ración  Suiza  de  marzo  10,  abril  5 y 7 de  1860 ; Instrucciones  de  M.  Thouvenel 
á los  ministros  franceses  en  las  cortes  de  los  poderes  contraíanles,  abril  7 de  1860; 
Lord  Russcll  a lord  Cowley,  marzo  22  de  iSGO ; Circular  de  M.  Thouvenel , de 
junio  20  de  1860 ; Annual  regisler , 1860,  p.  259;  Le  Nord,  febrero  15  de  1861; 
Arcndt,  Essai  sur  la  neulralité  de  la  Belgique , pp.  87-95;  Archives  diplomatiques , 
1867. 
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(juc  suministró  á Rusia  á consecuencia  de  un  tratado  celebrado 
anteriormente.* 

neij{iaIj  §621  Los  principios  generales  que  dominan  en  la  ma- 
dad  con  reía-  . • e estamos  tratando  se  aplican  lo  mismo  á las 

che  marítimo.  rejacjones  terrestres  de  los  Estados  que  a las  marítimas, 
aunque  al  tratarse  de  estas  es  preciso  tener  en  cuenta  su  carácter  y 
significación  especiales.  A pesar  de  todo,  de  la  máxima  fundamental 
que  el  Océano  es  libre,  se  deduce  fácilmente  la  neutralidad  de  los 
buques  que  no  pertenecen  á los  beligerantes,  y del  dominio  que  cada 
nación  ejerce  sobre  sus  aguas  jurisdiccionales,  se  desprende  su  dere- 
cho á que  sean  respetadas,  en  virtud  del  cual  pueden  así  mismo  alte- 
rarse en  este  ó el  otro  sentido  las  relaciones  marítimas  que  exi  tan 
entre  dos  ó mas  pueblos:  pero  estas  modificaciones  no  son  obli- 
gatorias mas  que  para  las  partes  contratantes. 


En  el  tratado  que  celebraron  en  1778  Francia  v los 

1778.  1 J 

Tratado  en-  Estados-Unidos,  se  estipuló  en  favor  de  la  primera,  la  ad- 
lo ünkíos°S"  m*s‘on  de  sus  corsarios  con  las  presas  que  hicieren  en  los 
puertos  de  la  Union  con  exclusión  de  sus  enemigos,  y la 
de  sus  buques  de  guerra  en  casos  de  absoluta  necesidad,  permitién- 
dose también  la  entrada  de  los  de  esta  última  clase  que  pertenecie- 
ran á su  contrario,  cuando  pudieran  alegar  justamente  las  mismas 
razones.  El  cumplimiento  de  estas  estipulaciones  por  parte  de  la  re- 
pública norte-americana  ocasionó  algunas  quejas  de  Inglaterra  y Ho- 
landa, á las  que  el  gabinete  de  Washington  contestó  recordando  las 
disposiciones  del  convenio  vigente,  en  el  cual  no  se  habían  podido 
preveer  ni  tener  en  cuenta  las  complicaciones  de  la  revolución  fran- 
cesa, y manifestando  además  que  no  dirigiéndose  contra  una  nación 
designada  particularmente  podía  practicarse  sin  ofender  á ninguna. 

Quiso  también  en  esta  ocasión  el  representante  de  Francia  en  aquel 
país,  armar  y equipar  buques  y proceder  al  alistamiento  de  volunta- 
rios, pero  examinando  el  gobierno  estas  cuestiones  bajo  el  punto  de 
vista  del  derecho  de  gentes,  de  las  reglas  establecidas  por  los  publi- 


Vattel,  Droit  des  yens,  éilition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv,  3, 
ch.  7,  § 105;  Bello,  Derecho  int.,  pie.  2,  cap.  7,  § 2;  Wheaton,  Elém.  droit  int., 
pte.  4,  ch.  3,  § 5;  Halleck,  Int.  law,  ch  22,  § 2;  Hautefeuille,  Droits  des  nations 
neutres,  tit.  4,  ch.  1,  sec.  3;  Bynkershoek,  Qucest.  jar.  pub.,  lib.  1,  cap.  2;  Kent, 
Com.  on  am.  lato,  vol.  I,  p.  116;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 138  et  seq.; 
Massé,  Droit  commercial,  liv.  2,  tit.  1,  ch.  2,  §2;  Garden,  De  diplomatie,  liv.  7, 
jjj  1 ; Manning,  Law  o f nations,  pp.  167,  168;  Eggers,  Leben  von  Bernstorf, 

~ abtheil»PP- 118-195;  Animal  reyister,  v.  XXX,  pp.  181,  182;  State  papers  p.  292. 
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cistas  y del  tratado  mismo  de  1778,  se  negó  á acceder  á las  preten- 
siones del  ministro  francés.  * 

§ 622.  Hace  Ya  un  siglo  que  viene  observándose  la  prác-  Diversas 

tica  de  que  á la  declaración  de  guerra  se  mancomune  o deciaracio- 

siga  muy  de  cerca  la  de  la  neutralidad  que  puede  ser  de  trai¡dadeu 
dos  especies,  á saber : la  que  parte  de  los  beligerantes  y la  que  pro- 
cede de  los  neutrales;  no  teniendo  ninguna  de  las  dos  fuerza  obliga- 
toria hasta  que  es  debidamente  aceptada  por  las  partes  correspondien- 
tes. Pero  aun  así  tienen  una  importancia  notoria,  porque  fijan  y 
determinan  la  posición  de  los  unos  y de  los  otros,  señalando  á la  vez 
á cada  cual  los  derechos  que  puede  ejercer  y los  deberes  que  ha  de 
cumplir.  ** 

§ 623.  Los  Estados  que  no  toman  parte  en  las  hostilida- 

, , , . Ventajas  y 

des  gozaran  todo  el  tiempo  que  estas  duren  de  los  bene-  deberes  que 

resultan  de 

ficios  de  la  paz,  si  no-  modifican  su  actitud.  En  cuanto  á la  neutrali- 
dad . 

sus  obligaciones,  se  reducen  á no  suministrar  armas  ni 
efectos  de  guerra  á ninguna  de  las  partes  beligerantes ; a respetar  los 
puertos  sometidos  á operaciones  militares;  á no  autorizar  á sus  súb- 
ditos para  que  tomen  parte  directa  ni  indirectamente  en  la  lucha, 
yá  impedir  que  se  admitan  y vendan  en  sus  aguas  jurisdiccionales 
las  presas.  Pueden,  sin  embargo,  entrar  con  ellas  siempre  que  enar- 
bolen la  bandera  de  la  nación  apresadora.  *** 

§ 624.  Heffler  ha  dividido  los  derechos  de  los  neutrales  norechos  de 

, • • i , i , , los  neutrales. 

en  cuatro  grandes  grupos  que  son  : inviolabilidad  del 
territorio,  consideración  de  los  actos  y declaraciones  del  gobierno 
como  en  tiempo  de  paz,  reconocimiento  de  las  medidas  que  adopte 
para  la  protección  de  los  nacionales  y seguridad  de  los  que  se  refu- 


* Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutros,  tit.  4,  ch.  1;  Wlieaton,  Elém.  droil 
int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 6;  Halteck,  Int.  law , ch.  22,  § 2;  Va t leí,  Droil  des  gens, 
édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv  3,  ch.  7,  § 101,  105;  Orlolan, 
Dtp.  de  la  mer,  vol.  II,  ch.  4 ; Hclíter,  Droil  int.,  §§  144,  140;  Bello,  Derecho  int., 
ptc.  2,  cap.  7,  §i$  1,  2;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p*  H6;  Pliilliraorc,  On  int. 
law,  vol.  III,  §§  13S  ct  seq.;  Carden,  De  diplomare,  liv.  7,  § 1;  Massé,  Droil  com- 
cial,  liv.  2,  til.  1,  ch.  2,  § 2;  Manning,  Law  of  nations,  pp.  107,  IOS;  Pilkm, 
Civil  and  pol.  hisl,  of  U.  S.,  vol.  I,  ch.  10;  Waite,  State  papers,  vol.  I,  pp.  140, 
169-172. 

4 '**  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutros,  vol,  I,  tit.  4,  ch.  1,  sec.  4,  p.  25o; 

Azuni,  Droil  marilime,  vol.  II,  ch.  1,  art.  5,  § 6. 

***  Hclftcr,  Droil  int.,  §§  146,  147;  R ‘quelme. Derecho  púb.,  iib.  1,  tit.  1,  cap.  14; 
Bynkcrshoe.k,  Quaest.  jur.  pul.  iib.  1.  cap.  8:  Wlieaton,  Elém.  droil  int.,  pie.  4, 
ch.  3,  §§  ft,  6,  7,9;  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutros,  vol.  1,  pp.  429,  454; 
Bmicliuud,  Thcorie  (les  Iraités  de  commeixe,  p.  183;  Pando,  Derecho  int.,  p.  402; 
lialleck,  ¡ni.  law , ch.  22,  g 3. 
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gicn  en  el  país,  y respeto  á la  propiedad,  aun  cuando  esté  situada  en 
el  territorio  donde  se  sostenga  la  lucha. 

Muchos  tratados  se  han  celebrado  para  determinar  con  fijeza 
cuales  sean  las  relaciones  que  deben  mediar  entre  los  neutrales 
v los  beligerantes,  pero  la  inconsistencia  de  estas  convenciones  por 
una  parte,  y,  por  otra,  la  facilidad  con  que  los  pueblos  poderosos 
pueden  subyugar,  muy  especialmente  en  los  mares,  á los  que  son  re- 
lativamente débiles,  han  ocasionado  en  este  delicadísimo  asunto  una 
incertidumbre  que  acarrea  grandes  perjuicios.  Pero  en  la  necesidad 
de  admitir  una  clasificación  que  las  designe  con  la  mayor  precisión 
posible,  puede  aceptarse  la  de  Heffter  ó la  de  Hautefeuille  que  divide 
los  derechos  de  los  neutrales  en  tres  clases  : inviolabilidad  del  terri- 
torio, derecho  de  asilo  y libertad  de  comercio.  * 

inviolabilidad  § 62o.  liábanse  contextes  casi  todos  los  publicistas  en 
del  territorio  /»  „ , , ..  • , 

afirmar  que  el  territorio  de  una  nación  es  como  una  es- 
pecie de  propiedad  que  la  pertenece  de  un  modo  absoluto,  siendo,  por 
tanto,  inviolable  y no  pudiendo  penetrar  ninguno  en  él  sin  consenti- 
miento tácito  ó expreso  de  su  legítimo  poseedor.  Pero  en  caso  de 
guerra  ¿ se  respetará  este  principio?  ¿ Hasta  qué  punto  debe  exten- 
derse la  inviolabilidad  de  los  mares  jurisdiccionales  ? ** 

Paso  de  fuer-  § 626.  Grotius,  Wolf  y algunos  otros  escritores  admiten 

za  armada.  , 

que  un  beligerante  cuya  causa  sea  justa  cruce  con  sus 
ejércitos,  para  ir  en  busca  del  enemigo,  el  territorio  de  una  nación 
neutral,  aun  cuando  esta  le  hubiere  negado  el  tránsito.  Esta  doctrina 
se  funda  en  la  teoría  que  asienta  como  incontrovertible  la  libertad 
completa  de  las  vias  de  comunicación,  y en  la  justicia  que  asiste  á 
uno  de  los  contendientes,  punto  que  no  es  fácil  de  resolver  como 
liemos  demostrado  ya. 

Según  Yattel  es  un  deber  que  tienen  los  Estados  para  aquellos  con 
quienes  viven  en  paz  permitir  el  transito  inocente  lo  mismo  de  tro- 


* Heffter,  Droit  int.,  §§  149,  150;  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neulres , vol.  I, 
tit.  6,  p.  286. 

**  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neulres,  tit.  6,  ch.l,  sec.  2;  Wheaton,  Elém. 
droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 7 ; Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pul.,  lib.  1,  cap.  8;  Vat- 
tel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  7, 
§ 132;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  2,  § 13;  Halleck,  Int.  law,  ch.  22,  § 4;  Kent,  Com. 
on  oro.  law,  vol.  1,  pp.  118,  119;  Wolfius,  Jus  gentium,  § 687;  Martens,  Précis  du 
droit  des  gens,  §§  310,  311;  Martens,  Prises  et  reprises , ch.2,  § 18;  Heffter,  Droit 
mí',  §§  1*7»  Garden,  De  diplomatie,  liv.  7,  § 2. 
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pas  que  de  particulares,  correspondiendo  al  que  le  tolera  decidir  si 
tiene  ó no  el  carácter  mencionado,  siendo  muy  difícil  que  pueda 
conceptuarse  así  el  de  fuerzas  numerosas.  Pero  siendo  este  hecho 
muy  importante,  sobre  todo  cuando  se  trata  de  ejércitos  enteros,  no 
se  procederá  á efectuarle  sin  pedir  ántes  un  permiso  al  soberano  del 
territorio,  el  cual  podrá  rehusarle  si  tiene  motivos  justos  para  ello, 
porque  en  ese  caso  el  paso  no  es  ya  inocente.  Pero  si  la  negativa 
fuese  manifiestamente  injusta,  la  nación  que  la  hubiere  recibido  po- 
drá hacerse  justicia  por  si  mismo. 

Podrá  también  forzarse  el  paso,  dice  el  mismo  autor,  si  se  eviden- 
cia de  la  manera  mas  cumplida  que  es  indispensable  y nada  de  peli- 
groso, en  cuyo  caso  es  mas  digno  de  vituperio  el  que  se  ha  opuesto 
á él  que  aquel  que  le  haya  realizado.  Y si  mediase  una  necesidad  ex- 
trema el  beligerante  se  halla  autorizado  para  apoderarse  de  una 
plaza  fuerte,  guarnecerla  para  precaverse  contra  los  ataques  de  su 
adversario  y retenerla  en  su  poder , con  la  obligación  de  devolverla 
así  que  haya  pasado  el  peligro ; pagando  todos  los  daños,  gastos  y 
perjuicios  causados. 

La  doctrina  que  acabamos  de  enunciar  ha  sido  apoyada  por  Pello 
en  toda  su  extensión  y consecuencias.  Wheaton  admite  su  última 
parte  y añade  que  la  concesión  de  tránsito  hecha  á uno  de  los  beli- 
gerantes no  podrá  ser  causa  de  reclamaciones  ni  protestas  por  parte 
del  otro,  si  el  neutral  que  le  ha  consentido  está  dispuesto  á otorgarle 
idéntico  privilegio. 

Hefftcr,  Hautefeuille,  Manning  y otros  autores  se  han  opuesto  á los 
principios  anteriores,  en  nombre  y defensa  de  los  ex  tridos  deberes 
de  la  neutralidad.  Por  tanto,  opinan  que  la  aquiescencia  de  una  na- 
ción que  la  ha  proclamado  al  pase  de  las  tropas  de  una  de  las  parles 
contendientes  equivale  á la  violación  de  su  carácter  y da  justo  motivo 
á la  otra  para  que  la  declare  la  guerra.  Supongamos,  dice  Iíaufe- 
teuille,  que  un  pueblo  impotente  para  rechazar  á otro  de  los  que 
están  en  guerra  se  ve  en  la  precisión  de  entregarle  una  plaza  tuerte 
ó de  consentirle  que  penetre  dentro  de  sus  límites.  En  este  caso  solo 
cede  á la  violencia,  y,  sin  embargo,  habrá  perdido  la  calidad  de 
neutral,  y el  combatiente  perjudicado  puede  atacar  la  posición  aban- 
donada por  debilidad  ú otra  causa  cualquiera,  apoderarse  de  ella, 
conservarla  en  su  poder,  evacuarla  ó destruirla,  según  le  convenga, 
y perseguir  á su  contrario  dentro  del  mismo  lugar,  que  por  las  cir- 
cunstancias referidas  se  ha  convertido  en  hostil. 
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8 027.  La  concesión  del  tránsito  implica  todas  aquellas 
que  sean  necesarias  para  efectuarle,  tales  como  la  con- 
ducción de  artillería,  bagages,  víveres,  etc.,  y obliga  álos 


oficiales  de  todas  graduaciones  y á los  soldados  á cumplir  con  lo 
que  'prescriban  las  leyes  locales,  siendo  el  Estado  á que  pertenezcan 
responsable  de  los  excesos  que  cometan  ó de  los  daños  que  oca- 


sionen. * 

Triinv ü't 

lilillUJ. 


§ 028.  Los  mismos  principios  se  aplican  al  tránsito  ma- 
rítimo, con  Jas  modificaciones  necesarias  en  atención  á la 


distinta  índole  de  los  elementos  sobre  que  han  de  rejir.  Así  es  que 
una  escuadra  ó un  buque  de  guerra  que  se  dirija  á las  aguas  del  ene- 
migo, podrá  surcar  las  neutrales  sin  faltar  á la  inviolabilidad  de  tal 
carácter.  Fúndase  esta  diferencia  en  que  las  naciones  no  pueden  pro- 
teger materialmente,  esto  es,  por  medio  do  naves  ó fortalezas  toda  la 
extensión  de  sus  mares  jurisdiccionales,  que  su  navegación  no  es  per- 
niciosa y que  mal  podría  cerrárselos  el  paso  á los  buques  beligeran- 
tes, cuando  se  acostumbra  á admitirlos  en  los  puertos  y radas  que 
disfrutan  de  parecida  consideración.  Por  supuesto  que  esta  misma 
libertad  de  que  goza  la  marina  la  impone  el  deber  de  no  ejecutar 
dentro  de  aquellas  acto  alguno  hostil,  que  podría  conceptuarse  como 
una  flagrante  violación  de  la  soberanía  respectiva. 
invíniiiiMii-  § 029.  La  inviolabilidad  del  territorio  marítimo  neutral, 
ríÜirio  m!i-  en  el  sentido  que  acabamos  de  exponerla,  ha  sido  recono- 
cida por  muchos  tratados  públicos  que  estipulan  clara  y 
distintamente  la  obligación  que  tienen  los  Estados  de  sostenerla,  aun 
cuando  tuvieren  para  ello  que  recurrir  á las  armas  y la  facultad  de 
(pie  se  hallan  investidos  para  exigir  de  los  culpables  la  reparación 
correspondiente.  (1) 


* Helio,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  7,  § 5;  Riquelme,  Derecho  púb . íníM  lib.  1, 
tí!..  2,  cap.  17  ; tirotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin, 
annolée  par  P radier-Foderé,  liv.  2,  ch.  2,  § 13,  note;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition 
Gnillaumm,  amiotée  par  Pradier-Fodéré,  liv.  3,  ch.  7,  §§  119-131,  133;  Wheaton, 
l’.lcni  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 8 ; Halleck,  Int.  law,  ch.  22,  § 5;  Heffter, 
Droit  int.,  § 147;  Hautefcuille,  Droits  des  nations  nenlres,  tit.  5,  cap.  1 ‘;  Kent, 
Com.  on  am.  law,  vol.  I,  pp.  119,  120;  Wolflus,  Jus  gentium,  § 687;  Martens, 
Previs  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  §310;  Ortolan, 
Dip.  de  la  mer,  vol.  Ií,  ch.  8;  Pando,  Derecho  int.,  p.  461;  Hubner,  De  la  saisie 
des  hútiinenls  neutros,  pte.  1,  ch.  3,  § 8;  Galiani,  Del  doveri  dei  populi  neutrali, 
pte.  1,  ch.  7;  Manning,  Law  of  nations,  pp.  182-186;  Wildman,  .Int.  law,  vol.  I, 
PP-  64,  6á;  Dumont,  Corps  dtp.,  liv.  3,  ch.  1,  § 193;  Moser,  Versuch,  b 10, 
t>h-  L §§  2l8,  238  et  seq. 

(1)  Entre  oíros  muchos,  citaremos  los  tratados  siguientes  : 1495,  entre  Inglaterra 
3 ^p.-ña,  arl.  19;  1604,  1630,  1667,  1670,  entre  los  mismos  gobiernos;  1641,  entre 
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§ 630  Algunos  de  los  autores  que  lian  admitido  este 
principio  le  limitan  con  muy  numerosas  excepciones. 

Bynkerslioek  ha  sostenido  que  si  un  beligciante  embestido 
en  alta  mar,  se  refugia  en  aguas  neutrales  huyendo  de  su  enemigo, 
este  podrá  continuar  en  ellas  su  ataque  y completar  su  victoria  sin 
haber  infringido  por  eso  la  inviolabilidad  que  las  es  inherente.  Pero 
como  observa  Hautefeuille  oportunamente,  semejante  doctrina  es  inad- 
misible porque  supone  implícitamente  en  aquellas  un  cambio  de  ca- 
rácter que,  en  realidad,  no  seha  operado.  Tampoco  puede  argumen- 
tarse que  de  no  ser  así  el  neutral  impediría  que  se  alcanzase  una 
ventaja  merecida,  porque  admitida  esta  teoría  como  razón  suficiente, 
podría  alegarse  también  en  favor  del  derecho  de  empezar  un  combate 
en  las  mismas,  si  esta  circunstancia  podía  producir  un  triunfo. 

Wheaton,  impugnando  al  primero  de  los  publicistas  mencionados, 
dice  que  la  regla  por  la  cual  se  condena  como  ilegal  la  entrada  en 
territorios  marítimos  designados  como  neutrales  con  intenciones  hos- 
tiles no  admite  ninguna  excepción,  y este  fué  el  principio  que  sir 
W*  Scott  sostuvo  en  el  caso  del  The  Arma,  Catherina. 

Bello  afirma,  que  los  buques  armados  de  las  naciones  beligerantes 
no  pueden  perseguir  al  enemigo  que  se  refugia  en  los  lugares  referi- 
dos, y que  una  infracción  de  este  género  baria  viciosa  la  captura  sub- 
siguiente. (1) 


§ 630 


Opinión  de 
los  publicis- 
tas sobre 
esla  materia 


España  y Dinamarca,  art.  12;  1648,  entre  España  y las  Provincias-Unidas,  art.  23; 
1667,  1670,  entre  Inglaterra  y Holanda;  1713,  tratados  de  Utrecht  entre  Francia, 
Holanda,  Inglaterra  y España;  1715,  entre  España  y Portugal,  art.  19;  1725,  entre 
España  y Austria,  art.  3 y 5 ; 1742,  entre  Francia  y Dinamarca,  art.  33;  1742,  entre 
Dinamarca  y España;  28  de  julio  1760,  Inglaterra  y Marruecos,  de  Martens,  fíecueil, 
t.  I,  pág.  75;  14  de  mayo  1762,  Inglaterra  y Argel,  Ibidem,  t.  I,  p . 70;  22  de  ju- 
nio de  1762,  Inglaterra  y Túnez,  Ibidem ; 28  de  mayo  1767,  Francia  y Marruecos, 
Ibidem,  pág.  451 ; 6 de  febrero  1778,  Francia  y los  Estados-Unidos  de  América, 
arls.  G y 7;  1778,  Toscana  y Marruecos,  art.  7;  1082,  España  y Turquía, arts.  16  y 
18,  1783,  Holanda  y los  Estados-Unidos,  art.  5;  1783,  Estados-Unidos  y Suecia, 
ait.  1 y 2;  L83,  Rusia  y Turquía,  art.  60;  1786,  Francia  é Inglaterra ; 1787,  entre 
Francia  y Rusia,  art.  28;  1787,  Rusia  y Nápoles,  art.  10;  1787,  Estados-Unidos  y 
Marruecos,  art.  10  y art.  adicional;  1789,  Dinamarca  y Genova,  art.  13;  1795,  Fran- 
cia y Túnez;  1795,  España  y los  Estados-Unidos,  art.  6 ; 1795,  Inglaterra  y los  Es- 
tados-Unidos; 1796,  los  Estados-Unidos  y Trípoli;  1799,  España  y Marruecos;  1815, 
los  Estados-Unidos  y Argel,  art.  10;  1813,  Portugal  y Argel;  1818,  Prusia  y Dina- 
marca. La  misma  doctrina  lia  sido  establecida  en  muchos  reglamentos  y ordenanzas 
di:  marina,  principalmente  en  el  reglamento  francés  de  9 de  mayo  de  1778,  en  el 
del  Gran-Ducado  de  Toscana  del  mismo  año,  en  la  declaración  del  gobierno  ruso 
de  1787,  en  la  ordenanza  del  gobierno  austríaco  de  1803  y en  la  del  imperio  turco 
de  18U2.  Véase  Martens,  fíecueil-,  Hubnor,  De  la  saisie,  etc.,  v.  II. 

(1)  Azuni  en  su  Druil  marilimc  de  l'Eurupc,  v.  II,  parí.  2,  di.  1,  arl.  5, 
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Dificultades  Pero  al  poner  en  práctica  la  regla  precedente  surgen 
prácticas.  dificultades  que  no  se  obvian  fácilmente.  La  vaguedad 
que  predomina  siempre  en  la  demarcación  de  los  límites  marítimos 
de  las  naciones,  la  diversa  configuración  de  las  costas  y hasta  su  na- 
turaleza v situación  especial,  pueden  ocasionar  violaciones  mas  bien 
aparentes  que  efectivas.  Esta  es  la  causa,  según  Oitolan,  de  que  cuan- 
do dos  buques  ó escuadras  enemigas  se  encuentren  en  mares  neutrales 
que  bañan  costas  casi  abandonadas,  incultas  é indefensas,  puedan 
empeñar  una  lucha,  sin  que  se  suponga  inevitablemente  que  han 
tenido  la  intención  de  ofender  al  soberano  del  territorio.  Hautefeuille 
no  se  halla  conforme  con  este  modo  de  pensar,  atendiendo  al  carácter 
absoluto  que  reina  en  las  inviolabilidades.  Pistoye  y Duvcrdy  sonde 
igual  parecer,  atenuando,  no  obstante,  la  gravedad  del  hecho,  cuando 
se  efectúa  en  las  condiciones  señaladas  por  Ortolan. 
caso  del  El  consejo  de  presas  de  Francia  ha  adoptado  y puesto 
gnorn1  dti  en  ejecución  esta  doctrina  en  la  causa  incoada  con  motivo 
de  la  captura  del  Nostra  Segnora  del  Carmel.  Este  buque 
portugués  fué  apresado  por  el  corsario  francés  Vémis  de  Médicis  en 
aguas  jurisdiccionales  del  imperio  de  Marruecos.  El  fiscal  sostuvo  en 
su  dictamen,  que  era  un  principio  reconocido  por  el  derecho  interna- 
cional el  de  que  cierta  porción  de  los  mares  se  hallan  sometidos  á la 
jurisdicción  del  Estado  cuyos  límites  bañan,  y que  las  embarcaciones 
que  á ellos  se  acogen  en  tiempo  de  guerra,  cualquiera  que  sea  su 
pabellón,  gozan  de  los  derechos  anexos  á la  neutralidad.  No  es  pre- 
ciso, pues,  que  ninguna  nave  ó fortaleza  proteja  la  costa  neutral  para 
invalidar  las  aprehensiones  que  en  ella  se  verifique.  * 


cita  muchos  tratados  y declaraciones  de  naciones  neutrales,  que  prohíben  de  un 
modo  absoluto  la  ejecución  de  actos  hostiles  en  el  territorio  jurisdiccional  neutral. 
La  doctrina  de  Bynkershoek  ha  sido  combatida  también  por  Klüber,  Droit  des  gens 
moderno  de  l’Europe,  part.  2,  tit.  2,  sect.  2,  § 285;  Abreu,  Tratado  de  las  presas 
marítimas,  part.  1,  cap.  4,  y Hubner,  De  la  saisie  des  bátiments  neutros. 

* Hautefeuille,  Droils  des  nations  neutros,  tit.  6,  ch.  1,  sec.  2;  Bynkershoek, 
Qucvsl.  jur.  pub .,  lib.  1,  cap.  8;  Wheaton,  Elém.  droit  in(.,  pte.  4,  ch.  3,  § 10;  Be- 
llo, Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  7,  § 6;  Riquelme,  Derecho  púb.  i nt.,  libro  1,  tít.  2, 
cap.  17;  Ilalleck,  Int.  law,  ch.  22,  §§  G,  7;  Casaregis,  De  commercio,  disc.  24, 
n.  2;  disc.  174,  n.  11;  Ortolan,  Dip.  de  la  mer,  vol,  II,  liv.  3,  ch.  8;  Azuui,  Droit 
maritime,  pte.  l,ch.  4,  art.  1;  Kent,  Com.  on  am..  law,  vol.  I,  p.  120;  Heffter,  Droit 
inl.,  §§  146,  147;  Yalin,  Traité  des  prises,  ch.  4,  § 3,  n°  4,  art.  2;  Abreu,  Sobre 
las  presas,  pte.  1,  cap.  4,  § 15;  Dumont,  Corps  dip.,  vol.  YI,  p.  129;  Vattel,  Droit 
des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier  Foderé,  liv.  3,  ch.  7,  §§  132,  133; 
Klüber,  Droit  de s gens  mod.,  § 285  ; Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition 
Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  §§  310  et  seq.;  Emerigon,  Traité  des  as  sur  an- 
ees, ch.  12,  sec.  19;  Phillimore,  Onint.  law.  vol.  III,  § 154;  Hubner,  De  la  saisie 
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8 631.  Se  ha  pretendido  por  algunos  que  las  prescripcio- 

, v v.i  Extensión  de 

nes  oue  anteceden  no  eran  aplicables  mas  que  a los  bu-  iaresiasoi.ro 
1 , . - . . _ neutralidad, 

ques  mercantes  ó desarmados  y en  ningún  modo  á los  de 

guerra.  Galiani,  que  es  el  defensor  de  esta  tésis , alega  en  su  apoyo, 
que  los  últimos  y aun  los  primeros  cuando  tienen  la  doble  cualidad 
de  ir  armados,  están  destinados  á combatir  y no  deben,  por  tanto, 
disfrutar  de  beneficios  que  se  conceden  únicamente  á los  que  han  de 
permanecer  agenos  á la  contienda.  De  aquí  deduce  que  pueden  ser 
atacados,  apresados  ó echados  á pique  en  los  mares  jurisdiccionales 
de  un  neutral,  sin  agraviar  á este,  quien  no  tiene,  en  consecuencia, 
motivo  ni  facultad  para  pedir  una  reparación,  si  bien  puede  recla- 
mar la  indemnización  que  corresponda  por  los  daños  que  hayan  su- 
frido sus  súbditos.  El  error  de  esta  doctrina  es  debido  á que  se  consi- 
dera la  inviolabilidad  del  territorio  neutral  como  una  concesión  de 
los  beligerantes  y no  cual  un  derecho  peculiar  de  cada  nación.  Pero 
sostiene  á la  vez  el  mismo  publicista  que  el  agresor  no  puede  salvarse 
acogiéndose  á el;  distinción  inadmisible,  porque  se  trata  de  un  prin- 
cipio fijo,  constante,  cuyas  infracciones  se  delinean  perfecta  y distin- 
tamente. * 

§ 632.  Las  violaciones  cometidas  en  varias  ocasiones  han 
dado  lugar  á que  se  fije  por  los  tribunales  que  las  han 
juzgado,  una  jurisprudencia  conforme  con  los  principios  y 
opiniones  sustentadas  por  los  publicistas  mas  eminentes. 

En  1739,  una  escuadra  inglesa,  compuesta  de  16  navios 
atacó  á otra  de  Francia  que  solo  constaba  de  cuatro,  la 
cual,  no  pudiendo  resistir  á fuerzas  tan  superiores,  se  refu- 
gió en  las  costas  de  Portugal,  donde  encalló.  Persiguióla  hasta  allí 
su  adversaria,  y á pesar  del  fuego  que  la  hacían  las  baterías  portu- 
guesas, incendió  dos  de  los  buques  franceses  y se  llevó  á remolque  los 
otros  dos.  Este  proceder  dió  márgen  á una  importantísima  corres- 
pondencia diplomática  entre  las  cortes  de  Lisboa  y de  Lóndres;  en 
la  cual,  el  marqués  de  Pombal,  ministro  portugués,  sostuvo  tan  enér- 
gica y decididamente  la  justicia  de  su  causa,  que  logró,  al  fin,  que  la 
Gran-Bretaña  nombrara  un  enviado  extraordinario  con  encargo  de 


Jurispruden- 
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nes del  terri- 
torio neutral. 


1 7S9. 

Caso  ocurrido 
en  las  costas 
de  Portugal. 


des  bdtlments  neutres,  vol.  II,  pte.  2,  ch.  1;  Smidelin,  Diss,  §§  55  et  seq.;  Pisloye 
el  Duverdy,  Traite  des  prises,  tit.  2,  sec.  2;  Robinson,  Admirally  reports,  vol.  II, 
sec.  15,  348. 

* Haulefeuille,  Droits  des  nations  neutres,  tit.  6,  sect.  2,  p.  32G;  Galiani,  Dei  do- 
veri  dei  populi  neutrali,  pie.  1,  cap.  10,  §§  4,  5;  Bynkershoek,  Qucest.jur.  pubi., 
lib.  1,  cap.  8;  Orlóla»,  Dtp.  de  lamer,  liv.  3,  ch.  8;  Wlieaton,  Elém.  droit  int., 
pte.  4,  ch.  3,  § 10 ; Martcns,  ftecueil,  vol.  VI,  p.  337. 
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dar  á Portugal  la  satisfacción  que  le  era  debida  por  la  violación  de  su 
territorio  (l).  Pero  el  gabinete  británico  no  devolvió  las  naves  apre- 
sadas, ni  pagó  indemnización  alguna  por  las  incendiadas,  á pesar  de 
las  reclamaciones  hechas  en  este  sentido  por  el  representante  de  Fran- 
cia en  Ja  capital  del  reino  lusitano,  siendo  esta  una  de  las  causas  en 
que  la  primera  apoyó  la  declaración  de  guerra  que  hizo  al  último 

en  1702.  * 

En  el  mes  de  octubre  del  año  1814,  un  corsario  de  los 
Destrucción  Estados-Unidos,  El  General  Amslronq , arribó  al  puerto  de 

del  corsario  , , r 

noric-nmeri-  Fayal,  en  los  Azores,  en  el  cual  entro  algunas  lloras  mas 

can  u General  " 

Amttnmq  tarde  una  escuadra  inglesa  mandada  por  el  comodoro 

en  el  puerto  ° ' 

de  i’uyai.  Hoyd.  Por  la  noche  se  destacaron  de  esta  algunas  chalu- 
pas á las  órdenes  del  subteniente  Favval  y se  aproximaron  al  buque 
norte-americano,  cuyo  capitán,  después  de  haberlas  invitado  á que  se 
alejaran,  mandó  disparar  sobre  ellas  causándolas  varios  muertos  y 
heridos.  A consecuencia  de  estos  sucesos,  una  de  las  naves  británicas 
rompió  al  dia  siguiente  el  fuego  sobre  aquel,  que  fué  abandonado  y 
destruido  por  su  tripulación  sin  que  la  protegieran  los  cañones  del 
puerto. 

El  gobierno  de  los  Estados-Unidos  entabló  las  oportunas  reclama- 
ciones ante  el  de  Portugal,  que  justificaba  la  conducta  de  sus  autori- 
dades diciendo  que  el  corsario  había  sido  el  primero  que  faltó  á la 
neutralidad  del  territorio  marítimo,  pidiendo  protección  cuando  había 
ya  derramamiento  de  sangre.  Esta  cuestión  se  resolvió  definitivamente 
en  1851,  en  favor  de  Portugal,  por  sentencia  arbitral  del  presidente 
de  la  república  francesa  (2).** 


(1)  Como  prueba  de  la  energía  del  marqués  de  Pombal  en  esta  cuestión  citaremos, 
algunos  párrafos  de  sus  notas  al  ministro  de  relaciones  exteriores  del  gobierno  inglés. 

« Sé  qtie  ese  gobierno  ha  lomado  gran  preponderancia  sobre  el  nuestro,  pero  es 
ya  tiempo  de  que  esto  acabe.  Si  mis  predecesores  han  tenido  la  debilidad  de  conce- 
derle todo  lo  que  ha  pedido,  yo  le  concederé  lo  que  le  deba. 

“ La  satisfacción  que  exijo  de  él  es  conforme  al  derecho  de  gentes  y no  puede 
en  justicia  rehusarse. 

« Una  nación  que  se  presta  á lo  que  es  justo  da  de  sí  una  gran  opinión  y de  esta 
depende  siempre  el  poder  de  los  Estados.  » 

Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutres,  til.  6,  sec.  2;  Ortolan,  Dtp.  de  la  mer, 
hv.  3,  ch.  8;  Flassan,  Hisl.  de  la  dip.  frangaise , vol.  VI. 

**  De  Cussy,  Droit  maritime,  liv.  2,  ch.  12,  § 10. 

(2)  El  caso  de  El  General  Amstrong  ha  sido  expuesto  en  las  Pilases  et  causes  céle- 
la es  da  druit  maritime  des  nations,  por  el  barón  Fernando  de  Cussy,  liv.  2,  ch.  12, 
§ 10.  La  exposición  que  hace  no  está  enteramente  conforme  con  lo  que  resulta 
de  los  documentos  oficiales  y principalmente  de  la  sentencia  arbitral  que  tenemos 
á la  vista,  pues,  dice  que  el  buque  fué  quemado  por  los  ingleses.  Los  documen- 
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Los  insurgentes  del  Canadá  habían  dedicado,  en  1838, A 
un  vapor  llamado  Carolina  al  trasporte  de  municiones  dc\|  cajún™  y 
guerra  y voluntarios  desde  la  frontera  del  Estado  de  K ddcírvapor 
Nueva-York  al  territorio  de  Navy-Island,  perteneciente  á Coro,,n«- _ 
Inglaterra.  El  comandante  inglés  á quien  se  había  ordenado  que  pro- 
cediese á su  captura,  creyó  encontrarle  en  aguas  de  la  jurisdicción 
británica,  pero  dió  con  él  en  las  correspondientes  á la  república  norte- 
americana. A pesar  de  esto  le  atacó  y echó  á pique,  mereciendo  su 
conducta  la  aprobación  del  gabinete  de  Londres.  Pero  no  tardó  mu- 
cho el  de  Washington  en  protestar  contra  el  agravio  que  se  le 
había  inferido  con  la  violación  de  su  territorio,  manifestando  que  nada 
tenia  que  ver  con  esta  la  determinación  de  si  el  acto  ejecutado  era  ó no 
legal,  y que  si  bien  era  posible  prescindir  de  la  indemnización  por  el 
daño  causado,  no  sucedia  lo  mismo  con  la  satisfacción  correspon- 
diente. 

M.  Webster  sostuvo  en  aquella  ocasión  la  inmunidad  absoluta  del 
territorio  neutral  contra  la  agresión  de  cualesquiera  beligerante,  ad- 
mitiendo solo  la  necesidad  de  la  defensa  propia  como  excepción  jus- 
tificable, en  los  casos  en  que  fuera  tan  urgente,  grande  é ineludible, 
que  no  diese  tiempo  para  deliberar  ó adoptar  otras  medidas.  Por 
eso  exigió  de  los  ministros  de  S.  M.  B.  que  justilicasen  cumplida- 
mente que  las  autoridades  del  Canadá  no  abusaron  de  su  poder 
ó se  habían  excedido  en  la  ejecución  del  hecho.  Y una  vez  obte- 
nida esta  doble  justificación,  decia,  el  acto  deberá  admitirse  como 
legítimo.  Todas  estas  conclusiones  fueron  aceptadas  por  el  gobierno 
inglés,  que  manifestó  así  mismo  su  sentimiento  porque  no  se  hubiese 
dado  una  explicación  inmediata  y satisfactoria  á la  república.  * 

Entre  las  decisiones  mas  importantes  de  los  tribunales 
franceses  que  confirman  la  generalidad  con  que  se  han 
admitido  las  doctrinas  que  hemos  expuesto  acerca  de  esta 
materia,  puede  hacerse  mención  de  las  que  recayeron  en  el  caso  del 
Sctn  Miguel  contra  el  Ilardi  y la  Coquette;  de  la  Chnstiana  contra  Le 
Patrióte ; de  L'Effronté  y La  Légére  contra  LaPerle;  la  del  Tilstlt  con- 
tra el  Daniel  Frederick  y del  Two-Generals  contra  Le  Loup  y La  Minute. 


Decisiones 
ile  los  tribu- 
nales fran- 
ceses. 


-Kíl- 


tOS  oficiales  declaran  que  el  capitán  Reid  le  abandonó  y destruyó.  E!  mismo  publi- 
cista se  lamenta  de  la  deplorable  inercia  de  las  autoridades  del  puerto,  las  cuales, 
sin  embargo,  como  puede  verse  en  la  sentencia  de  1851,  lucieron  cuanto  pudieron 
para  evitar  el  conflicto. 

* Halleck,  Int.  law,  ch.  22,  § 8;  Webster,  Dtp.  and  off.  papers,  pp.  112-120; 
Pliillimore,  On  int.  laiv,  vol.  III,  § 38. 

**  Pisto, ye  el.  Duverdy,  Traite  des  plises,  til.  2,  sec.  2. 
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1 S64- 

Aprcsamicn- 
lo  del  vapor 
confederado 
Florida  en 
Bahía. 


Hallábanse  en  el  mes  de  octubre  de  1864,  el  vapor  con- 
federado florida  y el  federal  Wassacliussett  anclados  en  el 
puerto  de  Bahía,  bajo  la  protección  de  la  neutralidad  bra- 
liseña.  El  primero,  que  había  entrado  para  reparar  sus 
averías  y aprovisionarse  de  víveres  recibió  la  órden,  que  cumplió 
exactamente,  de  fondear  al  lado  de  la  corbeta  de  guerra  del  Brasil 
Z>.  Jamaría . Pero  en  la  madrugada  del  dia  7 el  buque  federal,  aban- 
donando su  fondeadero,  se  aproximó  al  confederado.  Al  pasar  por  la 
popa  de  la  goleta  mencionada  se  le  intimó  desde  su  bordo  para  que 
volviera  al  sitio  que  le  estaba  destinado,  mas  no  hizo  caso  y algunos 
momentos  después  se  oyeron  varios  disparos  que  provenían  de  los 
dos  vapores  simultáneamente.  En  vista  de  estos  sucesos  el  jefe  de  la 
división  brasileña  envió  un  oíicial  á bordo  del  agresor,  cuyo  coman- 
dante aseguró  desde  el  portalón  que  cumpliría  las  órdenes  que  se  le 
daban.  Pero  al  poco  tiempo  se  observó  que  el  Florida  se  movía  y no 
tardó  mucho  en  distinguirse  claramente  que  su  adversario  le  sacaba 
á remolque,  burlando  las  maniobras  de  los  buques  de  guerra  brasile- 
ños, que  la  oscuridad  de  la  noche  vino  á entorpecer.  Era  esta  viola- 
ción tanto  mas  grave  cuanto  que  el  cónsul  de  los  Estados-Unidos  liabia 
empeñado  su  palabra  á las  autoridades  de  que  el  Wassachussett  res- 
petaría la  neutralidad  del  territorio,  y en  el  momento  de  cometerse  el 
atentado  se  encontraba  á bordo  del  buque  que  le  habia  realizado.  Esta 
conducta  habia  sido,  por  otra  parte,  alevosa  en  extremo.  Porque  el 
capitán  del  vapor  apresado,  conliando  en  el  amparo  que  le  prestaba 
la  bandera  neutral  del  Brasil  habia  permitido  á la  mayor  parte  de  la 
tripulación  que  saltase  á tierra  aquella  noche,  donde  se  hallaba 
también  cuando  tuvo  lugar  lo  ocurrido.  La  nave  federal  no  encontró, 
pues,  obstáculo  alguno  para  realizar  su  plan,  apoderándose  á man- 
salva de  su  presa ; y si  bien  es  cierto  que  hubo  negligencia  y falta  de 
actividad  y previsión  en  el  jefe  de  las  fuerzas  del  Brasil,  esto  no  alte- 
raba en  nada  la  responsabilidad  que  incumbía  al  gobierno  de  la 
América  del  Norte. 


El  ministro  de  relaciones  exteriores  del  emperador  D.  Pedro  puso 

inmediatamente  en  conocimiento  del  de  Washington  todo  lo  acaecido, 

manifestando  que  no  dudaba  que  la  legación  se  apresuraría  á dar  las 

seguridades  necesarias  de  que  el  gobierno  de  la  Union  satisfaría  pronta 

y cumplidamente  las  justas  reclamaciones  del  imperio.  Hízolo  así,  en 

electo,  M.  Watson  Webb,  en  una  nota,  fecha  14  de  octubre  de  1864, 

en  la  cual  dice,  que  siendo  ciertos  los  hechos  expuestos,  reprueba  por 
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sí  v á nombre  de  su  gobierno  Ir  captura  del  pii  ata  blondo,  en  las 
aguas  del  Brasil. 

El  42  de  diciembre  el  Sr.  Barbosa  da  Silva,  representante  en  aquel 
país  del  imperio  brasileño,  dirigió  una  nota,  repitiendo  lo  dicho  por  su 
gobierno,  al  secretario  de  Estado,  M.  Seward,  y este  le  respondió  el  26 
del  mismo  mes,  dando  una  completa  satisfacción  al  gobierno  impe- 
rial, ofreciendo  suspender  al  capitán  Collins  y someterle  ti  un  consejo 
de  guerra,  separar  al  cónsul,  poner  en  libertad  á la  tripulación  del 
Florida  y que  la  bandera  del  Brasil  recibida  de  la  escuadra  de  los 
Estados-Unidos  las  muestras  de  distinción  acostumbradas  entre  las 
potencias  marítimas  amigas.  Declaraba  también  que  el  Florida  se 
había  ido  a fondo  estando  anclado  en  Ilampton  Roads  á consecuencia 
de  un  accidente  imprevisto,  sobre  lo  cual  se  formaba  el  sumario  cor- 
respondiente por  dos  comisiones,  una  naval  y otra  militar  encargadas 
de  la  averiguación  de  los  hechos  (1). 

El  gobierno  de  los  Estados-Unidos,  no  solo  cumplió  ámpliamente 
sus  ofertas,  sino  que  para  dar  una  solemnidad  mayor  á la  reparación 
debida,  envió  lino  de  sus  buques  al  puerto  mismo  donde  se  había 
cometido  el  atentado  para  que  su  jefe  manifestase  á la  autoridad  bra- 
sileña que  iba  en  justo  desagravio  á saludar  el  pabellón  del  Brasil 
con  21  cañonazos  ; lo  cual  tuvo  lugar  el  28  de  julio  de  4866.  Digno 
del  mayor  encomio  es  el  respeto  á los  derechos  particulares  de  cada 
Estado  llevado  hasta  el  punto  que  lo  hizo  en  esta  ocasión  el  poderoso 
gobierno  de  la  república  norte-americana  (2). 


(1)  Relalorio  da  repartifáo  dos  negocios  eslrangeiros  aprcsenlado  á Asscmbléa  geral 

legislativa  pelo  respectivo  ministro  e secretario  de  Estado,  Joáo  Pedro  Dias  Vieira. 
Rio  de  Janeiro,  1867.  - 

(2)  Con  motivo  de  este  acto,  M.  de  Girardin  publicó  en  La  Liberté,  e siguiente  ar- 
tículo que  reproducimos  integramente  por  la  autoridad  que  tienen  sus  opiniones: 

« Los  Estados-Unidos  acaban  de  dar  un  ejemplo  grande  y magnífico  que  deberían 
imitar,  en  igualdad  de  circunstancias,  todos  los  gobiernos  civilizados. 

« Un  corsario,  el  Florida,  émulo  del  Alabama,  fué  apresado  en  las  aguas  del  puerto 
de  Bahía  (Brasil)  por  un  oficial  de  la  marina  federal,  en  tiempo  de  la  ultima  guerra 
habida  entro  los  Estados  del  Sud  y los  del  Norte  de  América. 

« Habiendo  reconocido  que  esta  captura  se  habia  llevado  á cabo  con  menosprecio 
de  las  reglas  del  derecho  internacional,  y que  las  reclamaciones  entabladas  sobre  el 
particular  por  el  gabinete  de  Rio-Janeiro  eran  fundadas,  el  de  Washington  no  ha  cer- 
cenado la  reparación,  que  ha  sido  completa  y solemne. 

« El  21  de  julio  último,  el  steamer  Nipzie,  perteneciente  á la  marina  de  los  Estados- 
Unidos,  ha  fondeado  delante  de  Bahía,  y su  comandante  ha  dado  á conocer  acLo  con- 
tinuo al  gobernador  de  aquella  provincia,  el  objeto  de  su  visita,  expresándose  en 
estos  términos  : 

« Vengo,  en  ejecución  de  las  instrucciones  del  gobierno  de  los  Estados-Unidos,  á 
« saludar  el  pabellón  brasileño  con  21  cañonazos,  dándole  de  este  modo  reparación 
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§ 033.  Galiani  y Hautefeuille  se  lamentan  de  la  oscuridad 
DCS! de  y falta  de  método  con  que  todos  los  autores  han  tratado  del 
derecho  de  asilo.  Efectivamente  la  conexión  íntima  que  existe  entre  este 
v el  que  acabamos  de  examinar,  ha  producido  hasta  cierto  punto  la 
indeterminación  dominante  en  su  sentido  y como  lógica  consecuencia 
la  falta  de  precisión  en  sus  resultados. 

Preciso  es  comenzar  por  hacer  una  diferencia,  cuya  omisión  ha 
sido  causa  de  no  pocos  errores;  tal  es  la  que  existe  entre  el  asilo  y el 
refugio.  Este  es  solo  un  deber  de  humanidad  al  paso  que  el  primero 
es  una  manifestación  de  la  independencia  y soberanía  de  las  naciones. 


La  libertad  concedida  á los  buques  de  los  beligerantes  para  cruzar 
los  mares  territoriales  de  los  Estados,  no  puede  extenderse  hasta  la 
entrada  en  los  puertos,  radas  y bahías,  para  la  cual  cada  uno  fija,  en 
virtud  de  su  autonomía,  los  requisitos  que  estime  convenientes.  De 
esta  facultad  se  deriva  como  inevitable  consecuencia  el  derecho  de 
asilo  (¡ue  se  reduce  al  respeto  recíproco  de  las  ordenanzas  y regla- 
mentos vigentes  sobre  la  materia.  Así  es  que  una  nación  no  podrá 
eludir  el  cumplimiento  de  las  prescripciones  que  rijan  en  otra,  ni 


« honrosa  por  la  ofensa  cometida  por  un  oficial  de  la  marina  de  mi  país,  quehamere- 
« cido  la  desaprobación  de  su  gobierno...  Al  llenar  este  deber,  séame  permitido  expre- 
ii  sar  la  esperanza  que  abrigo  de  que  con  el  último  disparo  de  canon  desaparecerá 
•i  toda  huella  de  resentimiento  que  pueda  existir  aun  en  el  Brasil  á consecuencia  del 
« acontecimiento  que  ha  ocasionado  la  presente  formalidad.  » 

« A las  doce  del  dia  23  de  julio,  se  lia  izado  en  el  palo  mayor  del  buque  americano 
el  pabellón  brasileño,  en  cuyo  honor  se  han  disparado  21  cañonazos  por  las  baterías 
de  bordo. 

« Si  todos  los  gobiernos,  colocando  el  derecho  de  gentes  y el  espíritu  de  reciproci- 
dad, que  es  el  de  equidad  en  toda  su  esencia,  por  encima  de  todas  las  consideracio- 
nes secundarias  y de  todas  las  susceptibilidades  mezquinas,  supiesen  reparar  así  un 
agravio  con  una  confesión  manifesla,  la  falsa  política  tendría  que  ceder  pronto  su 
puesto  á la  verdadera,  y la  paz  permanente  reemplazaría  á la  guerra  intermitente. 
¿ No  daría  Francia,  á su  vez,  un  ejemplo  grande  y magnífico,  que  la  ennoblecería,  si 
reconociese  que,  al  desentenderse  de  la  convención  de  la  Soledad  concluida  el  19  de 
febrero  de  1862,  y en  la  cual  se  halla  estampada  la  firma  del  almirante  Jurien  de  la 
Graviére,  encima  de  la  de  Benito  Juárez,  presidente  de  la  república,  ha  traspasado 
el  límite  de  la  reparación  que  se  le  debía  y que  no  le  era  negada? 

«Si  Francia  ha  cometido  la  injusticia  de  querer  hacer  en  Méjico  en  el  año  de  1863, 
lo  que  había  hecho  en  Roma  en  el  de  1849;  si  Francia  ha  cometido  la  injusticia  de 
querer  derrocar  el  gobierno  establecido  para  sustituirle  con  otro ; si  Francia  ha 
cometido  la  injusticia  de  querer  í’eemplazar  la  república  mejicana,  como  había 
leemplazado  la  romana  por  el  gobierno  papal,  por  que  no  lo  reconoce? 

« Esta  confesión,  aunque  tardía,  léjos  de  amenguarla,  la  engrandecería,  pues  que 
para  ella  del  mismo  modo  que  para  los  Estados-Unidos,  obrar  así  seria  salir  del 
a ejon  sin  salida  de  la  política  falsa  por  la  puerta  monumental  de  la  política  ver- 
era.  Emilio  de  Girardin  (Paris,  octubre  15  de  1806).  » 
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exigir  que  se  la  admita  por  ninguna  en  condiciones  distintas  á las  im- 
puestas para  las  demás.  Pero  como  todos  los  derechos,  el  que  estamos 
analizando  tiene  una  limitación,  á la  que  debe  atenderse  muy  prefe- 
rentemente en  tiempo  de  guerra,  y que  consiste  en  tratar  á los  beli- 
gerantes con  la  mas  completa  igualdad.  Algunos  autores  le  lian 
conceptuado  como  parte  integrante  de  la  neutralidad  ; pero  su  signi- 
ficación, como  liemos  indicado,  es  mas  lata,  y alcanza  del  mismo 
modo  y en  igualdad  de  circunstancias  á los  pueblos  que  se  hallan  en 
paz,  que  á los  que  sostienen  la  guerra.  * 

§ 634.  En  lo  que  si  existe  una  conformidad  casi  com-  0lfereilcias 
pleta  de  opiniones,  es  en  reconocer  la  diferencia  impres- 
cindible  que  ha  de  hacerse  entre  el  que  se  concede  á las  *as  fu<;,rza^ 
fuerzas  de  mar  y el  otorgado  á las  de  tierra.  Con  efecto,  las  de  tierra, 
cuando  un  ejército,  huyendo  ó derrotado,  atraviesa  las  fronteras  de 
una  nación  neutral,  esta  procederá  á su  desarme  y disolución,  lo  cual 
no  puede  hacer  con  los  buques  que  arriben  á sus  puertos,  que  se 
hallan,  por  el  contrario,  autorizados  para  surtirse  de  víveres,  reparar 
sus  averías,  cuidar  sus  heridos,  y hacerse  luego  á la  vela  para  conti- 
nuar la  lucha.  Galiani  dice  que  la  razón  de  esta  conducta  distinta  hay 
que  buscarla  en  los  peligros  de  la  vida  marítima  á que  no  se  ve 
expuesto  el  soldado.  Pero  este  no  es  motivo  suficiente  para  explicar- 
la, y mas  bien  estriba  en  que  las  naves  se  respetan  generalmente 
como  una  parte  del  territorio  de  la  nación  á que  pertenecen  y se 
consideran,  en  cuanto  concierno  á su  régimen  interior,  sometidas  á la 
jurisdicción  de  su  soberano. 

Por  otra  parte,  aunque  los  principios  generales  enunciados  se  lian 
reconocido  én  muchos  tratados,  la  ley  de  las  naciones  dista  mucho 
aun  de  ser  uniforme  en  esta  materia,  debiendo  atribuirse  esta  diver- 
gencia á las  numerosas  dificultades  que  se  presentan  al  proceder  á su 
aplicación.  ** 


Hautefeuille,  Üroils  des  nations  neutros,  til.  6,  ch.  2 ¡ Galiani,  üeidoveri  deipopuh 
neutrah,  cap.  10,  § 4 ; Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub.,  lib,  1,  cap.  15;  Rollo,  Derecho 
mi  pte.  2,  cap.  7,  § 6;  Hulleck,  Inl.  law,  ch.  22,  § 9;  Kent,  Com.  on  am.  law, 

123,  125  > 0rtolan>  /J'P-  lamer,  vol.  11,  ch.  8;  Ilcfller,  Druil  inl., 
§§  146-150 ; Manning,  Law  of  nations,  p.  387. 


Hautefeuille,  Droils  des  nations  neutros , tit.  6,  ch.  2;  Galiani,  Deidoveri  dc¡ 
populi  neutrali,  cap.  10,  § 4,  infme;  Azuni,  Droit  marilime,  vol.  II,  oh.  5,  nrt.  1, 
§ 15;  Ilcífter,  Droit  inl.,  § 149;  Halleck,  Inl.  law,  ch.  22,  § 13;  Klübcr,  Droit  des 
y cris,  § 208,  note  b ; Martens,  Vrécia  du  droit  des  yens  , chillón  Guillaninin,  annolé 
par  Ch.  Vergé,  § 307;  Wheaton,  Elein.  droit  inl.,  ¡tic.  4,  ch.  3,  6,7;  Relio,  De 

rec/io  inl.,  pte.  2,  cap.  7,  § 5;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  üv.  1,  til.  2,  cap/  17; 
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§ 635.  En  el  estado  actual  del  derecho  de  gentes,  dice 
C"cnpc°iismis'  Hauteleuille,  los  buques  de  guerra  que  se  hallen  en  peli- 
roa!icnt¿nml'  oro  de  naufragio  son  admitidos  y socorridos  en  los  puertos 
neutrales,  y hasta  en  los  enemigos.  Pero  en  rigor  de  derecho  no  es 
sostenible  que  dos  pueblos  que  están  en  guena  puedan  pi estarse 
recíprocamente  asilo,  y esta  es  la  doctrina  que  Inglaterra  ha  practi- 
cado. 


En  1758,  M.  Martel,  capitán  de  navio  que  mandaba  El 
casc/do  ei  Belicoso,  se  vió  obligado  á separarse  de  la  escuadra  france- 
IkUc0S°-  Sa,  que  bajo  las  órdenes  del  almirante  Duchaffault  había 
sostenido  un  encarnizado  combate  con  otra  británica  muy  superior  en 
número  y fuerzas,  y merced  á un  error  deplorable  se  aproximó  al  ca- 
nal de  Bristol.  Cerca  de  la  isla  de  Londy  pudo  reparar  sus  averías. 
Continuando,  empero,  los  vientos  contrarios,  no  contando  con  víve- 
res, mas  que  para  cinco  dias,  teniendo  á bordo  ochenta  enfermos  y 
hallándose  el  resto  de  la  tripulación  extenuada  de  fatiga,  el  capitán 
Martel  se  decidió  á arribar  á Bristol  confiando  en  que  su  buque  seria 
respetado  por  las  autoridades  inglesas  como  en  casos  análogos  lo 
habian  sido  otros  de  esta  nación  por  la  de  Francia.  Enderezó,  pues,' 
su  rumbo  hácia  el  puerto  mencionado  y en  el  camino  se  encontró  al 
Antelope,  navio  británico,  cuyo  capitán  le  aseguró  que  no  seria  moles- 
tado ; pero  lo  cierto  es  que  apenas  había  fondeado  cuando  fué  captu- 
rado y sus  tripulantes  detenidos  en  calidad  de  prisioneros  de  guerra. 


17T8. 

Disposiciones 
francesas 
acerca  del 
particular. 


El  artículo  14  del  reglamento  francés  de  26  de  julio  de 
1778,  que  ha  sido  confirmado  posteriormente  por  varias 
disposiciones,  ordena  que  se  consideran  buena  presa  las 


embarcaciones  enemigas  que  encallen  en  las  costas  de  Francia. 


casoocurrido  ^tros  fueron,  sin  embargo,  los  principios  que  se  obser- 
bMaduradei  varon  en  Ia  época  del  primer  imperio  con  una  fragata 
Loire.  de  Encargada  de  vigilar  la  desembocadura  del 

Loire  causó  infinitos  perjuicios  y molestias  al  comercio  francés.  Mas 
una  noche  que  se  adelantó  bastante  hácia  tierra  chocó  contra  las  pe- 
ligrosas rocas  que  allí  se  encuentran  y su  perdición  era  inevitable  si 
no  recibía  un  pronto  socorro.  Prestósele,  á petición  suya  y muy  eficaz, 
la  comisaría  de  Croisic,  logrando  salvarse  de  un  naufragio  seguro. 
La  Gran  Bretaña  recompensó  este  acto  de  generosidad  poniendo  en 


Ortolan,  Dip.  de  la  mer,  liv.  3,  ch.  8 ; Pistoye  et  Duverdy,  Trailé  des  prises,  ttit.l, 

Ch'  sec-  3;  Pando,  Derecho  int p.  465:  Steck,  Versuch  oeber  handels,  p.  173. 
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libertad  á los  prisioneros  que  tenian  algún  lazo  de  parentesco  con  los 
que  habían  coadyuvado  al  salvamento  del  guarda-costas. 

Otro  ejemplo  de  esta  naturaleza  nos  ofrece  la  historia 
marítima  de  España.  En  1746  el  capitán  Edwards,  que  so  á las  cñs- 
mandaba  el  buque  inglés  Elisabeth , sorprendido  por  uno  la  docubás' 
de  los  huracanes  que  con  tanta  frecuencia  azotan  el  golfo  mejicano,  se 
refugió  en  la  Habana,  y se  presentó  al  gobernador  militar,  manifestán- 
dole que  le  entregaba  la  nave  y que  podía  considerar  á la  tripulación 
como  prisioneros  de  guerra.  Pero  aquel  elevado  funcionario  le  con- 
testó que  en  atención  á la  causa  que  motivaba  su  arribada  no  podía 
tratarles  como  enemigos  sino  como  á desgraciados,  y que,  por  tanto, 
podían  reparar  sus  averías  y salir  luego  libremente,  añadiendo,  que 
á íin  de  que  caminasen  con  toda  seguridad  les  extendería  un  salvo 
conducto  hasta  las  islas  Bermudas. 

Al  poco  tiempo  de  comenzada  la  lucha  intestina  en  los 
Estados-Unidos  el  gobierno  británico  declaró,  que  no  se  Declaración 

....  n í de  Ingla- 

admitinan  en  los  puertos  ingleses  las  presas  de  ninguno  de  ; lcrra- 
los  beligerantes.  Por  rigorosa  que  parezca  esta  resolución  es  innegable 
que  estuvo  en  su  derecho  al  adoptarla,  aunque  sea  materia  dudosa 
determinar  hasta  qué  punto  respetaba  obrando  así  los  tratados  que 
había  celebrado  con  la  república  norte-americana.  Aquella  manifes- 
tación, publicada  el  dia  1°  de  junio  de  1861,  dejaba  subsistentes  los 
principios  generales  que  rejian  sobre  el  derecho  de  asilo. 

Pero  algunos  meses  después,  el  31  de  enero  de  1862,  los 

. . , . . ......  . , 1362 

ministros  de  la  rema  Victoria  ponían  en  vigor  un  regía-  Reforma  ¡n- 

traducida  en 

mentó  que  les  anulaba  por  completo.  Disponíase  en  él  la  legislación 

anterior. 

que  no  se  permitiría  la  entrada  y permanencia  por  mas 
de  24  horas  en  las  aguas,  radas  ó puertos  del  reino  y de  sus  colonias, 
á los  buques  de  guerra  ó corsarios  de  los  beligerantes;  que  su  estan- 
cia en  el  territorio  marítimo  de  la  monarquía  podría  ser  mayor  en  los 
casos  de  tormenta,  falta  absoluta  de  víveres  ó de  averías,  y que  aun 
entónces  saldrían  en  la  primera  de  dichas  circunstancias  inmediata- 
mente de  pasado  el  peligro,  y en  las  segundas  24  lloras  después  de 
haber  concluido  la  provisión  ó los  reparos;  que  esta  disposición  dejaría 
solo  de  cumplirse  fielmente  cuando,  con  arreglo  á la  ley  de  las 
naciones,  lo  exigiera  así  la  salida  de  un  mismo  puerto  de  buques 
enemigos;  y,  por  último,  que  se  prohibía  igualmente  a los  ya  men- 
cionados hacer  un  acopio  superior  al  que  fuera  preciso  para  llegar  al 
puerto  mas  próximo  de  su  país. 

Las  prescripciones  que  anteceden  limitan  de  un  modo  tal  el  asilo  que 
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le  convierten  en  un  simple  refugio,  y son  además  contrarias  á las  esti- 
pulaciones del  tratado  que  la  Gran  Bretaña  celebró  en  1794  con  el 
gabinete  de  Washington.  Verdad  es  también  que  la  conducta  de  este 
en  aquella  ocasión  fué  producto  inevitable  de  las  circunstancias. 

Con  efecto,  el  origen  de  las  severas  determinaciones  contenidas  en  el 
reglamento  que  hemos  extractado  fué  un  hecho  acaecido  en  Sou- 
thampton. 

A fines  del  año  1861  arribó  á este  puerto  el  Nashville , 
Cus  !8,jc¡,rr¡-  buque  de  guerra  de  los  confederados  con  objeto  de  eje- 
^hampiZ'  cutar  algunas  reparaciones  qne  le  eran  indispensables  para 
Ey  Ofusca-  continuar  su  navegación.  Poco  después  entró  en  el  mismo 
la  corbeta  federal  La  Tuscavora,  y se  detuvo  en  él  para 
vigilar  á su  enemigo  y atacarle,  así  que  se  hiciera  á la  mar.  En  vista 
de  su  actitud  marcadamente  hostil,  las  autoridades  locales  tuvieron 
que  intervenir  en  el  asunto,  y la  nave  abandonó  su  punto  de  obser- 
vación, sin  renunciar  á sus  proyectos,  y habiendo  permanecido  un  mes 
aproximadamente  en  las  aguas  inglesas  con  violación  patente  de  las 
reglas  mas  precisas  del  derecho  internacional.  * 


§ 636.  No  siendo  indiferente  para  un  Estado  neutral  la 
impuesta á la  admisión  en  cualesquiera  de  sus  puertos  de  una  fuerte  es- 
Luques  beii-  cu  adra  beligerante  por  las  dificultades  que  con  tal  motivo 
CjSáS  pueden  suscitarse,  han  estipulado  algunos  en  sus  tratados 

neutrales-  , . ..  . . 

el  numero  de  que  aquellas  han  de  componerse  para  tener 
derecho  á entrar  en  sus  aguas. 


10C7  En  el  tratado  de  1667,  celebrado  entre  Inglaterra  y Ho- 

Eiem  ynfi0a’  landa>  renovado  posteriormente,  se  convenia  en  que  no 
íunáa.  podrían  entrar  en  un  solo  puerto  mas  de  ocho  buques  de 
guerra  pertenecientes  á uno  de  los  contratantes. 


1789  El  firmado  por  Dinamarca  y la  república  de  Génova, 

marca  y’ G¿-  cn  e*  ai~10  de  1~89,  reduce  el  número  de  aquellos  á cua- 
nova.  . tro . 


1 798 . Rusia  y Portugal  convinieron,  en  1798,  que  admitirían 

Entre  Rusia  y . , 

Portugal.  seis  de  cada  nación  respectiva. 

i8io.  P°r  údóno,  segunda  de  estas  naciones  concluyó  otro 
torra  y"^"  tratado,  en  1810,  con  Inglaterra,  en  el  cual  no  se  fija  nú- 
tugai.  mero  determinado. 

Conviene  notar  que  en  ninguno  de  todos  los  citados  se  especifica 


* Hautefcuille,  Droils  des  nalions  neutres,  tit.  6,  ch.  2,  sec.  1;  Ortolan,  Dtp.  de 
ti  >ner,  liv.  3,  ch.  8,  in  fine  ; Pistoye  et  Duverdy,  Traiié  des  prises,  tit  6,  sec.  7. 
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la  cabida  y armamento  que  hayan  de  tener  las  naves;  omisión  que 
solo  se  explica  por  la  necesidad  de  dejar  en  estos  casos  cierta  am- 
plitud á las  facultades  de  la  autoridad  local.  * 

§ 637.  Hé  aquí  cuales  son  las  condiciones  que  suele  im- 
ponérselas generalmente; 

1.a  Deben  sostener  relaciones  pacíficas  con  todos  los 
buques  surtos  en  el  puerto,  y aun  con  los  armados  ó de 
guerra  pertenecientes  á su  adversario  que  se  hallen  entre 
ellos. 


Condiciones 
generales 
que  suelen 
imponerse  en 
estos  casos  ¡i 
los  buques 
beligerantes. 


2a  No  pueden  aumentar  el  número  ni  el  calibre  de  sus  cañones, 
ni  comprar  ó embarcar  armas  portátiles,  ni  municiones  de  guerra. 

3a  Se  las  prohíbe  reforzar  su  tripulación,  como  así  mismo  hacer 
alistamientos  voluntarios,  aunque  sea  entre  sus  compatriotas. 

4a  No  se  les  permite  acechar  en  los  puertos  y radas,  cabos  ó islas, 
la  salida  ó la  entrada  de  las  naves  contrarias,  ni  procurarse  noticias 
cerca  de  los  demás  sobre  las  unas  ó las  otras.  Tampoco  podrán  ha- 
cerse á la  vela  para  perseguir  á ninguna  que  se  halle  ya  señalada 
por  el  vigía  del  puerto: 

5a  Del  mismo  modo  estarán  imposibilitadas  para  ponerse  en  camino 
inmediatamente  después  que  lo  verifique  otra  cualquiera. 

6a  No  harán  uso  de  la  fuerza  ni  de  la  astucia  para  recobrar  presas 
hechas  á los  conciudadanos  que  estuvieren  en  el  mismo  lugar,  ó para 
libertar  á los  prisioneros  de  su  nación. 

7a  No  tienen  facultad  para  proceder  á la  venta  de  las  capturas  que 
hubieren  hecho  en  tanto  que  los  tribunales  competentes  no  las  hayan 
declarado  válidas. 

Vamos  ahora  á ocuparnos  del  análisis  de  las  condiciones  Análisis  tle 
que  anteceden,  establecidas  por  el  uso  como  reglas  que 
deben  seguirse.  4 

La  primera  es  de  tan  fácil  comprensión  que  no  se  presta  á intci- 
pretaciones  ni  dudas  de  ninguna  especie.  Es  claro  por  demás  que 
desde  el  momento  en  cpie  un  buque  beligerante  realice  actos  hostiles 
en  un  puerto  neutral,  se  coloca  bajo  la  jurisdicción  local,  P,CIte 
inmunidades  que  correspondan  á su  bandera  y faculta  á las  * 
des  competentes  para  que  intervengan  en  sus  acciones,  os  cu  P<  s 
de  esta  clase  de  violaciones,  dice  Hautefeuille,  podrán  ser  ju^g^  > 
condenados  por  los  tribunales  del  país,  y aun  ejecuta  os  t 


* Hautefeuille,  Droils  des  nalions  neutres,  lit*  c*1- 
droit  public , vol.  II,  p.  300. 
t.  ii  — ir> 


Mably,  Traité  da 
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ran  piratas.  Mas  á pesar  de  tan  severo  como  fundado  juicio,  lo  cierto 
es  que  en  estas  infracciones  hay  que  tener  muy  en  cuenta  las  cir- 
cunstancias que  las  han  acompañado,  y que  no  pocas  veces  han  que- 
dado impunes. 

La  prohibición  que  determina  la  segunda  de  aumentar  la  clase  ó 
calidad  del  armamento,  del  mismo  modo  que  las  provisiones  de  guer- 
ra, debe,  según  Klüber,  ser  absoluta.  Hautefeuille  admite  una  excep- 
ción referente  á los  efectos  tomados  á bordo  de  los  buques  de  la  na- 
ción á que  pertenece  el  beligerante  y opina  que  uno  de  guerra  puede 
recibir  las  municiones  y el  armamento  de  un  corsario  ú otro  cualquiera 
siempre  que  tenga  la  misma  procedencia  ó nacionalidad.  Pero  si  esta 
práctica  se  admitiese  serian  innumerables  los  abusos  á que  daria 
lugar.  Hablando  de  este  asunto  no  es  posible  prescindir  de  citar  un 
hecho  histórico.  El  reglamento  del  Gran  Ducado  de  Toscana,  publi- 
cado en  1778  estableció  la  libertad  del  puerto  de  Liorna,  para  co- 
merciar en  armas  y provisiones  de  boca  y de  guerra. 

Ocupándose  de  la  condición  tercera  que  impone  la  prohibición  del 
enganche  de  voluntarios,  aun  entre  los  compatriotas,  Galiani  dice, 
que  puede  haber  algunos  casos  en  los  cuales  no  sea  precedente  su 
aplicación,  y Azuni,  yendo  todavía  mas  léjos,  admite  esta  clase  de 
alistamientos  cuando  los  que  les  acepten  no  se  hallen  al  servicio  del 
Estado  neutral.  Hautefeuille  piensa  que  es  lícito  reclutar  tripulantes 
entre  los  equipajes  de  los  buques  de  la  misma  nación  que  se  encuen- 
tren en  el  puerto,  y que  aun  se  podrá  emplear  extranjeros  si  la 
nave  de  que  se  trata  no  puede  emprender  nuevamente  su  navegación 
por  carecer  de  la  gente  necesaria  para  la  ejecución  de  las  maniobras. 
Se  han  celebrado  por  algunas  naciones  tratados  en  los  cuales  se  es- 
tipula que  está  permitido  el  enganche  de  marineros  en  aguas  de  países 
neutrales,  con  la  condición  de  que  no  se  admitan  los  ciudadanos  de 
aquellos  en  que  sé  efectuare,  ni  se  haga  uso  de  la  fuerza  para  con 
los  compatriotas ; pudiendo  citarse  entre  otros,  el  reglamento  toscano 
de  1778  mencionado  anteriormente,  los  de  Génova,  Venecia  y los 
Estados-Pontificios,  y la  ordenanza  austríaca  de  1803  (1). 


(1)  Las  dos  condiciones  anteriores,  es  decir,  la  prohibición  del  alistamiento  de 
* marineros  y soldados  y el  armamento  de  buques  beligerantes  en  los  puertos  neutra- 
les, han  sido  objeto  de  las  mas  terminantes  declaraciones  por  parte  del  gobierno  de 
los  Estados-Unidos,  que  á principios  de  1793,  y con  ocasión  de  la  guerra  européa, 
manifestaron  que  considerarían  como  violación  de  su  independencia  y posición  neutral 
el  armamento  y equipo  de  buques  beligerantes  dentro  de  sus  puertos  y que  no  exten- 
derían á estos  actos  el  derecho  de  asilo.  La  misma  doctrina  se  aplicó  al  alistamiento 
de  soldados  y marineros  que  se  consideró  como  ilegal  aun  con  respecto  á los  extran- 
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La  regla  cuarta  no  admite  comentarios,  ni  se  presta  á interpreta- 
ciones. Que  el  beligerante  no  debe  aprovecharse,  para  sorprender  1 
su  enemigo,  de  la  protección  que  le  concede  un  Estado,  merced  á su 
neutralidad,  es  un  axioma  en  que  predomina  de  tal  modo  la  justicia 
y la  razón,  que  no  da  lugar  á un  exámen  detenido. 

En  cuanto  á la  condición  quinta  puede  decirse  que  es  el  comple- 
mento de  la  anterior,  porque  fácilmente  se  eludiría  esta  sin  compro- 
miso de  ninguna  especie,  si  se  concediera  una  autorización  libérrima 
para  levar  anclas  en  el  momento  que  se  quisiera,  pues,  de  ser  así 
las  naves  relativamente  inferiores  tendrían  que  permanecer  indeíini- 
damente  en  el  [puerto  para  no  caer  en  poder  de  un  adversario  que 
las  vencería  á mansalva  (1). 

Acerca  de  este  punto  surgen  en  la  práctica  algunas  cuestiones  que 
no  dejan  de  tener  importancia.  Por  ejemplo,  ¿ puede  una  nave  beli- 
gerante salir,  cuando  no  haga  aun  24  horas  que  lo  efectuó  otra  que 
no  tenga  el  mismo  carácter?  Hautcfeuille  resuelve  muy  acertadamente 
este  caso  en  sentido  negativo,  atendiendo  á que  los  buques  no  están 
exentos  por  la  neutralidad  del  registro  y captura,  esto  es,  de  actos 
propiamente  de  guerra ; siendo,  por  tanto,  necesario  que  se  les  pro- 
teja contra  una  agresión  de  que  no  puede  librarlos  su  consideración 
neutral.  Preséntase  también  en  estas  circunstancias  otra  alternativa, 
cuya  solución  merece  estudiarse  detenidamente  por  las  consecuencias 
que  puede  tener.  Nos  referimos  á la  prioridad  de  la  salida,  tratándose 
de  dos  ó mas  embarcaciones  de  guerra,  que  se  hallen  en  el  mismo 
fondeadero.  La  práctica  observada  es  que  se  dé  la  preferencia  á la 
que  haya  arribado  primero.  Pero  esto  tiene  [el  inconveniente  de  que 
se  sujeta  á la  que  llegó  mas  tarde  al  capricho  ó la  mala  voluntad 
de  la  que  la  ha  precedido,  y para  obviarle  se  ha  recurrido  á un  ex- 
pediente que  reúne  á su  sencillez  una  equidad  intachable,  el  cual 
consiste  en  que  la  última  esté  autorizada  á darse  á la  mar,  previniendo 
á la  autoridad  competente  con  24  horas  de  anticipación,  á lin  de  que 


jeros.  Estos  principios  han  sido  generalmente  adoptados  por  los  publicistas. 
El  derecho  de  ordenar  quintas,  dice  Vattel,  Corresponde  exclusivamente  á la 
nación  ó al  soberano,  y el  alistamiento  de  voluntarios  no  se  podrá  hacer  sin  su  per- 
miso. Los  que  sin  él  lo  efectúen  infrinjen  uno  de  los  mas  sagrados  derechos  del  prin- 
cipe y de  la  nación  y podrán  ser  castigados  de  una  manera  ejemplar. 

(1)  En  1863  y con  ocasión  de  la  guerra  civil  de  los  Estados-Unidos  se  cambiaron 
algunas  notas  diplomáticas  entre  el  representante  inglés  en  Madrid  y el  minis- 
tro español  de  relaciones  exteriores;  y,  según  resulta  do  ellas,  Inglaterra  y España 
aceptan  la  regla  de  las  veinticuatro  horas  como  un  principio  sancionado  por  el 
derecho  internacional. 
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su  adversario  se  aproveche,  si  á bien  lo  tiene,  del  plazo  designado 
que  no  empieza  á correr  hasta  el  momento  en  que  el  buque  se  halla 
dispuesto  para  hacerse  á la  vela. 

Estos  principios  fueron  rígidamente  aplicados  en  1759,  por  el  go- 
bernador do  Cádiz,  á la  nave  francesa  Le  Fantasque.  La  ordenanza 
austríaca  de  1803  dispone,  en  su  artículo  13,  que  no  están  obligadas 
á guardar  el  plazo  de  24  horas  las  escuadras  ó buques  de  guerra 
cuyos  jefes  respectivos  empeñen  su  palabra  de  honor  ante  el  capitán 
del  puerto  de  no  perseguir  ni  atacar,  mientras  no  haya  expirado,  los 
pertenecientes  á su  enemigo. 

La  condición  sexta  es  consecuencia  indeclinable  del  principio  de  la 
inviolabilidad  del  territorio  neutral,  que  no  se  presta  á encubrir  los 
ardides  de  la  guerra,  ni  los  actos  hostiles  franca  y abiertamente  pro- 
nunciados. 

No  es  igualmente  posible  fijar  los  actos  de  la  regla  séptima,  última 
de  las  que  estamos  analizando.  Ni  los  tratados,  ni  las  ordenanzas,  ni 
la  práctica,  están  conformes  en  esta  materia.  Así  vemos  que  mientras 
algunos  Estados  se  niegan  á dar  asilo  á las  presas  hechas  por  los  be- 
ligerantes, otros  se  le  conceden  amplísimo,  siendo  también  múltiples 
las  condiciones  de  tramitación  de  la  causa,  venta,  etc.,  etc.,  im- 
puestas por  cada  nación.  Merced,  pues,  á esta  falta  de  uniformidad 
no  es  posible  determinar  con  íijeza  la  conducta  que  debe  seguirse  en 
tales  casos.  * 


§ 638.  Por  lo  general,  los  buques  armados  en  corso  no 
en  ios  puertos  han  merecido  la  consideración  y el  respeto  con  que  se  ha 
distinguido  siempre  á los  de  guerra.  Justifican  algunos  esta 
diferencia  manifestando  que  los  primeros  no  ofrecen  las  garantías  que 


* llautefeuille,  Droits  des  neulres,  tit.  6,  ch.  2,  sec.  1;  Azuni,  Droit  maritime, 
di.  5,  art.  1 ; Galiani,  Dei  doveri  dei  neutrali,  cap.  10,  § 4;  Kliiber,  Droit  des  gens 
mod.,  § 285;  Halleck,  Int.  law , ch.  22,  §§  12,  14,  16;  Wheaton,  Elém.  droit  int ,. 
pte.  4,  ch.  3,  § 16;  Kent,  Com.  on  ara.  law,  vol.  I,  pp.  118,  122;  Ortolan,  Dip . 
de  la  mor,  liv.  3,  ch.  8;  Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par 
Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  2,  §§  13,  15;  Bynkershoek,  Quoest.  jur.  pub.,  lib.  1, 
cap.  22;  Wolfius,  Jus  gentium,  § 754;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition 
Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  §§  310,  312;  Martens,  Recudí,  vol.  III, 
pp.  24,  426;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  1,  §§  4-6;  Riqnelm e,  Derecho  púb. 
int.,  lib.  1,  tít.  2,  caps.  11,  17;  Abreu,  Sobre  presas,  pte.  1,  cap.  5;  Chitty, 
Commercial  law,  vol.  I,  pp.  441,  444;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  §§  142  et 
seq. ; Hefl'ter,  Droit  int.,  §§  146-150;  De  Cussy,  Droit  maritime,  liv.  1,  tit.  3,  § 13; 
¡Vlolloy,  De  jur.  mar.  et  nav.,  lib.  1,  cap.  3,  § 7 ; Pistoye  et  Duverdy,  Traité  des 
prises,  tit.  1,  ch.  1,  sec.  3;  Ward,  Hist.  law  of  nations,  vol.  II,  p-  291;  Man- 
ning,  Law  of  nations,  pp.  170  et  seq.;  Nelson,  OpinionsofU.  S.  atty's  geni.,  vol. 
p . 336 . 
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los  últimos,  y que  su  misión  es  tanto  mas  odiosa  cuanto  que  tiene 
por  objeto  exclusivo  apoderarse  de  la  propiedad  particular;  motivo  en 
que  se  han  apoyado  algunos  pueblos  para  negarles  el  goce  del  derecho 
de  asilo,  concediéndoles  solo  el  de  refugio  en  caso  de  fuerza  mayor. 
Tal  ha  sido  la  conducta  que  Portugal  siguió  durante  las  guerras  de 
la  revolución  francesa,  y la  del  reino  de  las  Dos-Sicilias  en  1740  y 
1756. 


Pero  esta  no  es  la  práctica  mas  generalmente  observada.  Por  el 
contrario,  casi  todas  las  naciones  les  acogen  en  sus  puertos,  tratán- 
doles como  álos  de  la  armada,  si  bien  imponen  ásn  admisión  algunos 
requisitos  de  cuyo  cumplimiento  se  hallan  eximidos  los  segundos. 
Aplícaseles  también  con  todo  rigor  la  regla  de  las  24  horas,  y no  so 
les  permite  la  salida  bajo  palabra,  sino  mediante  una  lianza,  que  sea 
suficiente  para  responder  de  su  proceder  ulterior.* 

§ 639.  Las  embarcaciones  dedicadas  al  comercio  son  ad- 

, LOS  btli|UOrt 

mitidas  con  toda  libertad  en  los  puertos  neutrales.  Pero  mercantes 

í son  libroinoii- 

si  alguna  tomare  un  cargamento  de  armas,  y muy  prin-  ll>  admuuio». 
cipalmente  si  consiste  en  piezas  de  artillería,  es  costumbre  exigirle 
una  caución  que,  en  caso  necesario,  pueda  resarcirlos  perjuicios  que 
cause  si  ha  hecho  uso  de  ellas.  Galiani  pretende  que  la  que  se  en- 
cuentre en  esta  situación  se  halla  sujeta  á las  mismas  formalidades 
prescritas  para  los  barcos  de  guerra. 


§ 640.  Pero  ahora  se  presenta  necesariamente  otra  cues- 
tión, y es  la  de  saber,  qué  consideración  merecerán  cuando 
se  hallen  armadas  en  guerra.  Hautefeuilleque  es  el  primero 
que  la  ha  propuesto  y estudiado  sostiene  que  deben  ser 
tratadas  como  corsarios,  con  excepción  del  caso  en  que  el 


Considera- 
ción <|ito  (tol)í! 
ilnrsu  ¡‘i  los 
barcos  mer- 
cantes arma- 
dos (MI 
guerra. 


puerto  neutral  en  que  se  hallen  sea  el  de  su  consignación  mercantil. 
Pero  esta  proposición  nos  parece  inadmisible,  y su  mismo  autor  lo 
reconoce  así,  cuando  dice  que  no  por  esto  debe  cuidarse  menos  de 
que  no  se  proceda  al  aumento  de  medios  de  defensa  ó á la  provisión 


de  municiones  de  guerra. 

Cuando  un  Estado  en  virtud  de  su  soberanía  niega  el  asilo  en  los 


puertos  de  su  pertenencia  á los  beligerantes,  deberá  hacerlo  expiesa 
y terminantemente ; porque  de  lo  contrario  subsistirá  en  lodo  su  vi- 
gor la  regla  general  que  les  faculta  para  penetrar  en  ellos,  y su  in- 


* Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutros , lie  6,  oh.  2,  scc.  2;  Galiani,  Del  doveri 
dei  populi  neulrali,  pt.  t,  cap.  10,  § 3;  Marlens,  Rccueil,  vol.  II,  p.  597;  vol. 
III,  r,f).  24,  27,  49,  55,  G0,  08,  75;  vol.  VI,  p.  375;  vol.  Vlf,  pp.  140,  495;  sit/t, 
vol.  III,  pp.  528,  53G,  540,  547. 
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mediata  consecuencia,  que  es  la  conservación  do  su  derecho  do  «ter- 
ritorialidad sobre  los  prisioneros  de  guerra  y las  presas  que  con- 
duzcan Esta  cuestión,  resuelta  en  el  sentido  que  acabamos  de  expo- 
ner, l'ué  ampliamente  discutida  con  motivo  de  la  captura  de  El  Lilka 
|)0r’  una  escuadra  británica  acaecida  en  el  trascurso  de  la  guerra  de 

Crimea. 


§ 641.-  No  está  permitido  el  desembarco  de  prisioneros 
dc^pí'iVione-  ¿ no  ser  que  se  ejecute  para  devolverles  su  libertad.  Por 
ra.  mas  que  la  razón  y justicia  de  esta  disposición  sean 
evidentes  hasta  la  saciedad,  no  ha  sido  nunca  estipulada  en  tratado 
alguno.  Ortolan  dice  en  su  apoyo,  que  la  detención  de  aquellos  en 
erritorio  neutral  seria  un  acto  realmente  hostil  é inconciliable  con 
os  deberes  que  impone  la  neutralidad.  Pueden,  sin  embargo,  sobre- 
venir circunstancias  en  que  selles  autorice  para  saltar  á tierra  sin 
que  proceda  la  restricción  mencionada,  como  sucedería  si  existiese  á 
bordo  una  enfermedad  contagiosa. 


«Un  deber  de  humanidad,  dice  Hautefeuille,  justificará  entóuces  la 
infracción  de  la  regla,  que  no  debe  verificarse  sin  permiso  expreso 
del  soberano  correspondiente. »  *  ** 


■Legislación  § 642.  Hemos  expuesto  ya  cuales  son  las  causas  de  la 
brtfcf  dere-  indeterminación  que  reina  en  el  derecho  de  asilo.  Por  tanto 
cho  de  asilo.  cs  necesario  acudir  á las  declaraciones,  ordenanzas  y re- 
glamentos dictados  particularmente  por  cada  pueblo  para  fijar  en 
cierto  modo  su  significación  y resultados. 


Declaracio- 
nes de  Sue- 
cia y Dina- 
marca. 


Con  motivo  de  la  guerra  de  Crimea,  Suecia  y Dinamar- 
ca declararon  que  admitirían  en  sus  puertos  á los  buques 
de  las  naciones  beligerantes,  permitiéndoles  que  hicieran 


provisiones,  con  excepción  de  los  artículos  que  constituyen  contraban- 
do de  guerra,  pero  que  les  impedirían  arribar  álas  plazas  fuertes,  del 


* Hautefeuille,  Droitscles  nations  neutres,  tit.  6,  ch.  2,  see.  4;  Galiani,  Dei  cloveri 
deipopuli  neutrali,  cap.  10,  § 4;  Lampredi, Commerce  des  neutres,  pte.  1,  § 1,  p.  20,“ 
Hubner,  Saisie  des  batiments,  liv.  2,  ch.  2,  § 8 ; Loccenius,  De  jure  marítimo,  lib. 
2,  cap.  4,  § 7 ; Halleck,  Int.  law , ch.  22,  § 11;  Ortolan,  Dip:  de  la  mer , vol.  II, 
ch.  8;  ftlartens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Ver- 
gé,  § 312;  HeíTter,  Droit  int.,  §§  126,  150;  Cushing,  Opinions  of  V.  S.  Attys  geni., 
vol.  VII,  p.  123;  Manning,  Law  o f nations,  p.  387. 

Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutres,  tit.  6,  ch.  2,  sec.  3;  Vattel,  Droit  des 
gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  7,  § 132;Martens, 
Recucil,  suppl.  yol.  III,  p.  546. 
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mismo  modo  que  conducir  y vender  sus  presas  en  parte  alguna  del 
territorio  nacional,  ano  ser  por  causa  de  naufragio  ó fuerza  mayor  * 

El  congreso  de  los  Estados-Unidos  ha  tratado  siempre 
de  garantir  las  condiciones  esenciales  de  la  neutralidad,  de  los  es  ta- 
ri cuyo  fin,  como  ya  hemos  dicho,  tendía  la  ley  de  1794,  la*  Gran-Bre- 

revisada  y restablecida  en  1818.  Inglaterra  siguió  este  iaa"neu“ raíl- 

ejemplo  en  el  acta  del  parlamento  59,  Jorge  III,  ch.  69,  a<neraiee 

intitulada,  « acta  para  impedir  el  alistamiento' ó enganche  de  los 
súbditos  de  S.  M.  en  los  ejércitos  extranjeros  y el  armamento  ó equi- 
po con  fin  de  guerra  y sin  permiso  de  S.  M.  en  los  dominios  de  la 
Corona. » Los  estatutos  9 y 29  de  Jorge  11  que  tenían  por  objeto  im- 
pedir la  formación  en  Francia  y España  de  las  legiones  jacobistas, 
castigaban  con  la  pena  de  muerte  la  entrada  al  servicio  de  un  Es- 
tado extranjero.  Pero  estas  leyes  pecaban  tanto  de  duras  como  de 
incompletas,  puesto  que  no  preveían  el  caso  de  equipar  buques,  ni  el 
de  que  la  nación  á cuyo  servicio  se  entrase  no  estuviese  reconocida. 
El  acta  de  Jorge  III  salvó  estos  inconvenientes,  imponiendo  una  pena 
menos  severa*  y poniendo  á continuación  de  las  palabras  «rey,  prínci- 
pe, Estado  ó potentado,»  las  de  « colonia  ó provincia  revestida  de 
poderes  gubernamentales.  » ** 

Con  motivo  de  la  discusión  que  sobre  esta  acta  se  pro-  1823 
movió  en  el  parlamento  el  año  de  1823,  sir  J.  Mackinstosh  ®íSp“^0n- 
miembro  de  la  oposiciorj,  manifestó  que  reconocía  el  de-  tu  nritanico. 
recho  que  asiste  á todas  las  naciones  para  prohibir  á sus  súbditos 
que  tomen  parte  en^giíerras  extranjeras,  á fin  de  evitar  los  conflictos 
que  semejante  conducta  puede  producir,  pero  insistió  en  que  los  princi- 
pios de  la  neutralidad  exigían  que  se  sostuviesen  las  leyes  antiguas,  y 
sobre  todo  que  no  se  alterasen  con  ventaja  evidente  para  una  de  las 
partes  beligerantes.  Los  que  se  alisten,  dijo,  bajo  las  banderas  de  un 
país  sublevado,  se  hallan  en  peor  situación,  por  meritoria  que  sea  su 
causa,  que  los  que  sirven  á otros  ya  reconocidos,  porque  corren  el 
riesgo  de  verse  tratados  corno  rebeldes  y no  poder  ser  reclamados  le- 
galmente en  calidad  de  prisioneros  de  guerra.  M.  Canning  replicó, 
que  una  vez  ajustada  la  paz,  en  1814,  entre  Inglaterra  y España,  la 
primera  se  había  comprometido  á no  prestar  socorro  alguno  á las 
entónces  llamadas  colonias  americanas  sublevadas  contra  la  metró- 

* Dana,  Elcm.  int.  law,  by  Wheaton,  eighth  edition,  note  208,  p.  524;  Philli- 
niore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 141. 

**  wheaton,  Elcm . droit  * ni .,  pte.  4,  ch.  3,  § 17;  Kent,  G’o»¡.  on  am.  law. 

5 th.  edition,  vol.  I,  p.  1-3- 
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poli,  pero  que  después,  vista  la  persistencia  de  la  lucha,  había 
surgido  la  gravísima  cuestión  de  decidir  acerca  de  la  relación  de  jure 
de  aquellas  provincias  ultramarinas  con  España  y de  su  independen- 
cia de  facto ; que  el  derecho  de  gentes  no  fijaba  la  conducta  que  debía 
seguirse  en  tan  extraordinarias  circunstancias,  y que  era  preciso  con- 
siderarlas como  realmente  separadas  del  reino  de  que  habían  formado 
parte,  haciéndose  extensivas  iguales  prohibiciones  á entrambos  beli- 
gerantes, según  se  líabia  acordado  en  1819.  Pero  era  menester  que 
estas  prohibiciones  quedasen  cuando  menos  en  suspenso  con  relación 
á España,  en  atención  á la  probabilidad  de  que  estallara  una  guerra 
entre  ella  y Francia,  porque  de  equiparar  á esta  con  aquella  resulta- 
ría que  la  neutralidad  de  la  Gran-Bretaña  solo  seria  aparente,  puesto 
que  los  puertos  belgas  se  encargarían  de  hacerla  ilusoria;  resultando 
de  todo  lo  expuesto  que  el  sostenimiento  del  bilí  de  1819  seria  inútil 
parala  segunda  y perjudicial  para  la  primera.  En  el  trascurso  de  estos 
debates  se  hizo  mención  repetidas  veces  de  la  conducta  observada 
por  los  Estados-Unidos  en  tiempo  de  Washington.  * 


§ 643.  El  derecho  que  es  peculiar  á todo  Estado  neutral 
la  pro  lección  de  proteger  la  propiedad  de  los  beligerantes,  que  se  halle 
situada  dentro  desús  límites  jurisdiccionales  sirve  de  fun- 
damento al  deber  que  tiene  de  oponerse,  valiéndose  de  las  armas-  si 
preciso  fuere,  á que  se  cometa  ninguna  infracción  en  este  sentido,  y 
castigarla,  si  se  tratara  de  un  hecho  consumado. 


En  el  caso  de  La  Ana,  buque  capturado  por  un  crucero 
capiura  de  inglés  en  1805  dentro  del  territorio  de  la  república  norte- 
americana, el  almirantazgo  británico  falló  la  devolución  y 
ofreció  una  completa  satisfacción  al  gabinete  de  Washington  por  la 
ofensa  inferida. 


1863  ^1  Chesapeake  era  un  vapor  norte-americano  que  salió 

iFdeE?ch¡-  de  Nueva- York  con  destino  á Portland  en  el  mes  de  di- 
sapeake-  ciembre  del  año  1863,  con  cargamento  á flete.  Dos  dias 
después  recibió  á bordo  diez  y seis  individuos,  en  concepto  de  pasa- 
jeros, capitaneados  por  un  ciudadano  llamado  Braine;  los  cuales  se 
apoderaron  del  buque  á viva  fuerza,  dieron  muerte  á uno  de  los 
oliciales,  hirieron  á otros  dos  y redujeron  á prisión  al  capitán,  á quien 
desembarcaron,  con  la  mayor  parte  de  la  tripulación  en  el  puerto  de 
San  Juan,  N.  B.  dirigiéndose  luego  á muchos  puntos  de  Nueva-Esco- 


* Wlieaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4, 
V-  34,  Annual  regisler,  vo).  LXI,  p.  71 
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cia,  donde  declararon  que  la  nave  pertenecía  á la  marina  de  guerra 
de  los  confederados  y que  se  llamaba  La  Retribución.  Desembarcaron 
allí  parte  del  cargamento  y se  aprovisionaron  de  carbón.  Pero  ha- 
biendo adquirido  las  autoridades  algunas  noticias  acerca  de  su  proce- 
dencia efectiva  le  prohibieron  que  continuase  la  descarga  viéndose 
por  este  motivo  obligado  á hacerse  de  nuevo  á la  mar. 

Así  que  el  gobierno  de  los  Estados-Unidos  tuvo  conocimiento  de 
tales  hechos  se  apresuró  a comunicarlos,  por  medio  de  su  ministro 
de  relaciones  exteriores,  M.  Seward , á lord  Lyons,  pidiendo  que  las 
autoridades  de  Nueva-Escocia  procedieran  al  arresto  de  los  piratas, 
ínterin  se  reclamaba  su  extradición  en  conformidad  con  lo  dispuesto 
en  el  tratado  de  1842,  y que  tomaran  posesión  del  buque  con  el 
objeto  de  que  pudiera  ser  restituido  á sus  legítimos  dueños. 

Y á la  vez  que  daba  este  paso  mandó  en  persecución  de  El  C-hesa- 
peahe  varios  de  sus  buques,  uno  de  los  cuales,  que  estaba  armado  cu 
guerra  temporalmente,  descubrió  á la  vista  de  Samboro  un  vapor  en 
demanda  de  socorro,  y aproximándose  reconoció  ser  el  que  buscaba, 
que  abandonado  por  los  apresadores,  solo  tenia  á bordo  algunos  hom- 
bres de  su  antigua  dotación,  quienes,  sin  el  mas  pequeño  inconveniente, 
se  le  entregaron  al  capitán  del  buque  federal.  Como  maquinistas  iban 
en  él  dos  marineros  británicos,  que  fueron  reducidos  á prisión,  ca- 
biéndole igual  suerte  á uno  de  los  piratas,  Wade,  que  se  liabia  refu- 
giado en  una  goleta.  Habiendo  llegado  á aquel  puerto  el  vapor  norte- 
americano Dacotah , su  capitán  Clary,  como  oficial  mas  antiguo,  se 
hizo  cargo  del  asunto  empezando  por  conducir  á Halifáx  el  barco 
capturado  y manifestar  á las  autoridades  inglesas  de  que  modo  lo 
había  sido;  y en  vista  de  que  el  acto  liabia  tenido  lugar  en  el  terri- 
torio jurisdiccional  británico,  ofreció  colocar  El  Chesapeake  y los  tres 
prisioneros  en  poder  y bajo  la  protección  de  las  autoridades  corres- 
pondientes, pidiendo  que  los  unos  y el  otro  fueran  detenidos  para 
los  fines  convenientes. 

Al  dirigirse  con  este  motivo  nuevamente  á lord  Lyons,  el  secreta- 


rio de  Estado  de  la  república  del  norte  de  América,  propuso  una 
nueva  manera  de  proceder  en  esta  clase  de  cuestiones,  que  consistía 
en  la  conducción  á los  Estados-Unidos  del  buque  y de  los  reos  j)or 
los  que  los  habían  aprehendido,  con  la  condición  de  que  serian  pues- 
tos á disposición  de  los  tribunales  británicos  si  les  reclamaban.  Esta 


proposición  filé  desechada  después  de  una  larga  correspondencia  sos- 
tenida entre  el  ministro  inglés  y las  autoridades  de  Nueva-Escocia,  y 

estas  con  el  cónsul  norte-americano  y el  capitán  Clary.  Fundá- 
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bansc  las  primeras  en  que  la  captura  del  buque  y la  prisión  de  los 
hombres  encontrados  y muy  especialmente  la  de  Wade,  constituían 
una  violación  flagrante  de  la  soberanía  nacional,  debiendo,  por  tanto, 
exigirse  la  entrega  del  vapor  y la  libertad  de  los  prisioneros,  así 
conio  una  reparación  verbal  por  parte  del  gobierno  de  la  república, 
en  la  cual  se  desaprobasen  los  hechos  ocurridos.  De  sus  resultas  El 
Chesapeake  fue  entregado  á las  autoridades  de  Halifax  para  su  adju- 
dicación judicial,  y se  dispuso  la  entrega  de  los  presos  al  sheriff  del 
condado.  Previendo  esta  solución  el  cónsul  de  los  Estados-Unidos 
había  interpuesto  la  correspondiente  demanda  para  la  extradición  de 
los  delincuentes,  á cuyo  efecto  se  liabia  firmado  el  auto  de  prisión. 
Pero  antes  de  la  trasmisión  de  este,  el  juez  les  declaró  en  libertad  y 
ellos  lograron  evadirse,  merced  á la  protección  de  algunas  personas 
influyentes.  El  gabinete  de  Washington  achacó  esta  fuga  á la  indo- 
lencia de  las  autoridades  competentes,  que  no  tardaron  en  protestar 
con  la  mayor  energía  en  contra  de  esta  acusación. 

Por  último,  en  el  mes  de  enero  del  año  1864,  M.  Seward  informó 
á lord  Lyons  de  que  el  presidente  juzgaba  el  apresamiento  del  vapor 
y de  los  piratas  como  un  acto  cometido  bajo  la  influencia  de  un  celo 
patriótico  recomendable,  pero  que  era  injustificable  bajo  el  punto  de 
vista  legal,  por  cuya  razón  le  desaprobaba,  y lord  Russell  declaró  en 
una  comunicación  de  3 de  febrero,  que  el  gobierno  británico  se  daba 
por  satisfecho  con  la  nota  de  M.  Seward.  Esto  no  impidió  que  la 
causa  siguiera  su  curso  regular,  y el  juez  Stewart  ordenó  la  restitu- 
ción inmediata  de  la  nave  á sus  legítimos  propietarios.  * 

§ 644.  Si' da  violación  del  territorio  neutral  invalida  la 

Reglas  que  „ 

se  observan  captura  etectuáda  en  el,  claro  es  que  el  Estado  beligerante 

para  la  resti-  , . . . . . 

meion  de  la  debe  restituir  la  propiedad  capturada.  Falta  ahora  deter- 

propiedad  . ..  , . . 

capturadacon  minar  si  la  reclamación  de  los  interesados  será  suficiente 

violación  de  . . 

la  neutra-  para  obtener  una  sentencia  de  los  tribunales  de  presas. 

lidad,  r i • i r 

La  regla  seguida  en  este  punto  por  ellos,  del  mismo  modo 
que  por  los  almirantazgos,  se  reduce  á no  proceder  en  ningún  caso, 


* Bello,  Derecho  int .,  pte.  2,  cap.  7,  §6;  Hautefeuille,  Droits  des  nations 
neutres,  tit.  4,  ch.  1 ; Halleck,  Int . law,  ch.  22,  § 21 ; Dana,  Elem.  int.  law, 
liy  Wheaton,  eighth  edition,  note  207,  p.  521;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I, 
pp.  117,  118;  Chitty,  Laio  o f nations,  p.  150;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  ID» 
pp.  155-157;  HeíTter,  Droit  int.,  §§  146-150;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1, 
l*h  2»  caP-  17í  DeCussy,  Droit  maritime,  liv.  1,  tit.  3,  § 13;  V.  S.  dip.  corr ., 

488400  i>  PP:  46,  72,77,  121»  196’  431  P1'  PP-  401"407>  468’  474’  482'  483’ 

’ • 51  b 538>  562 . 650;  Papcrs  presenled  to  the  housse  of  commons  in  reply 

(he  address  of  march  7,  1864,  Nortli  America,  n»  9. 
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sino  á petición  de  la  nación  que  se  cree  ofendida.  Por  m general  esta 
clase  de  reclamaciones  se  hacen  por  conducto  de  los  ministros  públi- 
cos residentes  en  el  país  del  captor. 

Pero  cuando  las  presas  marítimas  se  conducen  á un  puerto  del 
mismo  Estado  que  ha  sufrido  la  violación,  se  ha  ejecutado  comun- 
mente la  restitución  por  medio  de  los  tribunales  de  almirantazgos,  y 
se  pueden  encontrar  casos  de  este  género  en  la  historia  do  Inglaterra 
durante  los  reinados  de  Cárlos  II  y Jaime  II.  Esta  regla  se  hace  ex- 
tensiva á todos  los  apresamientos  que  se  hagan  con  infracción  de  la 
neutralidad,  aunque  no  se  verifiquen  dentro  del  territorio  jurisdiccio- 
nal. El  tribunal  que  decide  la  devolución  de  esta  clase  de  presas,  no 
declara  si  esta  es  ó no  buena,  porque  solo  le  compete  juzgar  el  acto 


hostil,  razón  por  la  que  no  puede  ordenar  indemnizaciones  ni  impo- 
ner penas. 

Según  Riquelme,  si  una  presa  hecha  en  las  condiciones  expresadas 
se  declara  buena,  á pesar  de  las  reclamaciones  del  Estado  neutral 
ofendido,  y viene  á parar  á uno  de  sus  puertos,  este  podrá  restituirla 
á sus  antiguos  dueños,  aunque  se  encuentre  en  poder  de  un  compra- 
dor de  buena  fé,  porque  de  otro  modo  sucedería  que  se  subordinaban 
los  derechos  de  la  neutralidad  á los  fallos  de  los  tribunales  de  los  be- 
ligerantes. Sin  embargo,  como  nota  el  mismo  autor,  parécenos  mas 
prudente  que  estos  conllictos  se  resuelvan  por  negociaciones  diplo- 
máticas y no  por  vias  de  hecho.  * 

Los  Estados-Unidos  no  han  puesto  nunca  en  duda  la 
facultad  suprema  de  devolver  las  capturas  realizadas  con 
violación  de  los  derechos  soberanos  de  la  república,  pero 
no  ha  sucedido  lo  mismo  con  la  determinación  de  su  ejer- 


Leffislacion 
norte-ameri- 
cana. Juris- 
dicción do 
las  cortes  fe- 
derales. 


cicio  y del  cuerpo  político  en  que  debe  residir.  Al  discutirse  las  bases 
de  la  constitución  se  pensó  por  algunos  que  debia  corresponder  al 
presidente,  pero  bien  pronto  se  echó  de  ver  que  era  mas  bien  propia 
del  poder  judicial,  y se  decidió  que  las  cortes  federales  entendieian 
en  estos  asuntos,  obrando  como  tribunales  de  almirantazgo.  La  ju- 
risdicción particular  para  comprobar  la  validez  de  las  capturas,  solo 
puede  ejercerse  para  restituir  una  propiedad  especificada,  voluntaria- 
mente traída  al  territorio,  y no  puede  dar  lugar  á la  indemnización 
de  daños  y perjuicios,  (jomo  en  los  casos  ordinarios  de  presas. 


* Wheaton,  Etém.  droit  int.,  pte.  4,  cb.  3,  §§  11,  12;  Riquelme,  Derecho  pub. 
int.,  lib.  1,  tít.  2,  cap.  17;  Halleck,  Int.  law,  ch.  2-2,  §§  22,  23;  Pl.ilhmorc,  On 
int.  law,  vol.  III,  § 158;  Works  of  sir  L.  Jenkms , vol.  II,  p.  -2/;  Robun-on,  Ad- 
miran,, reports,  vol.  III,  p.  31,  note;  Wlicalon,  Keports,  vol.  III,  i».  ‘ ■ 
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Las  cortes  federales  no  han  admitido  la  excepción  de  la  adquisición 
hecha  bona  fule  y en  puerto  extranjero.  Sin  embargo,  la  equidad  ha 
templado  estos  principios,  y se  ha  decidido  el  reembolso  del  flete 
pagado  por  el  comprador.  Del  mismo  modo  han  decretado  la  restitu- 
ción de  los  bienes  que  se  hallen  en  poder  del  ofensor,  cuyo  contacto 
quita  toda  la  fuerza  á un  fallo  que  hubiere  recaído  declarándoles 
buena  presa.  Por  último,  han  decidido  que  el  equipo  ilegal  de  un 
corsario  no  invalida  una  captura,  siempre  que  hubiere  sido  hecha  con 
posterioridad  á su  complemento.  * 

* Wheaton,  Elém.  droil  int .,  pte.  4,  ch.  3,  §§  14-15;  Halleck,  Int.  ¡aw , ch.  22, 
§§  24-27;  Kent,  Com.  nn  am.  law,  vol.  I,  p.  123;  Waite,  State  papers,  vol.  I, 
pp.  75,  165;  vol.  IV,  p.  195;  Wheaton,  Reports,  vol.  IV,  p.  65  note  a;  vol.  V, 
P.  385;  vol.  VII,  p.  519;  vol.  VIII,  p.  108;  vol.  IX,  p.  658. 
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CAPITULO  III 

DEL  CONTRABANDO  DE  GUERRA 


§ 645.  La  antigua  legislación  romana  castigaba  con  la 
última  pena  á los  que  vendían  armas  á los  bárbaros ; y ¡BffJ  ¿fe 
en  la  época  de  las  Cruzadas  los  papas  prohibieron  á los  contrabando 
cristianos,  con  amenaza  de  proscripción,  bannum,  propor-  de  gucrra‘ 
cionar  á los  sarracenos  armas , hierro  ó maderas  de  construcción,  y 
dispusieron  que  podían  ser  reducidos  á la  esclavitud  en  favor  de 
aquellos  que  los  hubieren  descubierto  en  flagrante  delito.  De  aquí 
derivan  algunos  escritores  el  origen  etimológico  de  la  palabra  con- 
trabando formada  de  los  términos  contra  y bandurn , corrupción 
de  bannum  (1). 

La  nocion  del  contrabando  de  guerra  no  comenzó  á determinarse 
con  cierta  precisión  hasta  que  se  inició  en  Europa  la  formación  de 
las  grandes  nacionalidades.  La  liga  anseática  llegó  en  algunas  oca- 
siones á no  permitir  que  los  eutrales  comerciasen  con  sus  enemigos, 
y en  otras  á sostener  contra  los  beligerantes  la  libertad  mas  absoluta 
en  las  transacciones  mercantiles  extendiéndolas  hasta  los  artículos 
considerados  como  prohibidos  en  tiempo  de  guerra. 

Pero  se  ha  operado  tan  lentamente  el  desarrollo  en  esta  opiniones  de 

.....  los  puMicis- 

parte  del  derecho  internacional  que  los  publicistas  del  tas  aniíg-uos 

1 1 . . i y modernos. 

siglo  XYI  no  hacen  mas  que  establecer  principios  generales 
de  una  significación  muy  oscura.  Gentilis,  en  su  obra  de  Jure  belli, 
publicada  en  aquel  tiempo,  dice  : Est  tequo  cequias  et  favorabili  fa- 
vorabilius  et  utili  utilius.  Lucrum  hi  commerciorum  sibi  perire  nolunt. 
IUi  nolunt  quid  perire  quod  contra  salutem  suam  est.  Jus  commercioi  um 

(1)  La  palabra  contrabannum  en  la  Edad-Medía  era  sinónima  de  artículos  prohi- 
bidos ó confiscados. 
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(vqimm  est , ac  hoc  cequius  luendce  salulis ; est  illud  gentium  jus  hoc 
nahirce  est;  est  illud  privatorum  hoc  regnorum.  Estas  palabras  ofrecen 
una  contradicción  evidente  entre  el  derecho  natural  y el  de  gentes. 
Ademas  el  citado  autor  considera  el  contrabando  de  guerra  como 
una  potestad  exclusiva  de  los  contendientes.  Así  pueden  sancionarse 
las  arbitrariedades  mas  enormes  y los  abusos  mas  incalificables  (1). 

No  ha  sido  menos  desfavorable  para  el  comercio  neutral  la  doc- 
trina sustentada  por  Grotius,  el  cual  divide  los  artículos  que  pueden 
ser  objeto  de  tráfico  en  tres  grupos  : el  primero  comprende 
los  que  solo  sirven  para  la  guerra,  como,  por  ejemplo,  las  armas;  el 
segundo,  los  que  no  tienen  uso  en  ella;  y el  tercero,  los  de  naturaleza 
ambigua,  esto  es,  aquellos  cuya  utilidad  depende  del  libre  albedrío 
de  su  poseedor,  tales  como  el  dinero,  los  víveres,  las  naves,  etc.,  etc. 
Los  dos  primeros  no  admiten  la  menor  duda,  ni  cabe,  por  tanto, 
sobre  ellos  discusión  alguna,  los  artículos  del  uno  constituyen  por 
necesidad  el  contrabando  una  vez  rotas  las  hostilidades,  al  paso 
que  los  del  otro  no,  puesto  que  se  empieza  por  calificarles  manifies- 
tamente de  inútiles  para  la  lucha.  Pero  la  cuestión  varía  mucho  res- 
pecto á los  (pie  forman  el  tercero,  y para  su  resolución  es  menester, 
según  Grotius,  tener  en  cuenta  el  estado  de  guerra.  Si  no  puedo  de- 
fenderme, dice  este  publicista,  sino  interceptando  las  cosas  destinadas 
á mi  enemigo,  la  ley  de  la  necesidad  me  dará  derecho  para  hacerlo, 
imponiéndome  la  obligación  de  restituirlas,  á no  ser  que  concurran 
circunstancias  especiales  que  hagan  procedente  la  conducta  opuesta, 
Semejante  devolución  no  será  conducente  si  el  neutral  no  es  ignorante 
del  daño  que  causa  con  su  tráfico.  Esta  doctrina  ha  sido  vivamente 
censurada  por  Gessner,  y muy  particularmente  por  Hautefeuille,  quien 
juzga  que  se  funda  exclusivamente  en  la  pretendida  ley  de  la  nece- 
sidad; que  confunde  el  contrabando  con  el  bloqueo,  y que  la  clasifi- 
cación trascrita  es  errónea. 

Halleck  dice,  que  con  ella  no  se  resuelve  ninguna  dificultad,  en  aten- 
ción á que  no  determina  con  precisión  cuales  sean  los  efectos  perte- 


(1)  Hautefeuille  divide  en  tres  clases  los  publicistas  que  lian  tratado  del  contra- 
bando de  guerra,  i saber:  1»  los  que  han  adoptado  las  conclusiones  y límites  de  la 
ley  primitiva,  2"  los  que  le  lian  extendido  mas  ó menos,  3"  los  que  admiten  mer- 
caderías dudosas  y susceptibles,  según  las  circunstancias,  de  ser  contrabando  de 
gueria.  Esta  clasificación  ha  sido  adoptada  por  M.  Pradier-Foderé  en  su  edición 
de  Grotius.  Sin  desconocer  los  fundamentos  racionales  en  que  se  apoya,  preferimos 
seguir  el  método  cronológico,  que  tiene  por  de  pronto  la  ventaja  de  mostrar  cómo 
an  ido  los  publicistas  concretando  poco  á poco  y definiendo  mejor  la  nocion  del 
contrabando  do  guerra. 

m 


CAP.  1 1 1 ] 


DEL  CONTRABANDO  DE  GUERRA 


§ 645 

nocientes  á cada  una  de  las  tres  divisiones,  ni  las  circunstancias 
lian  de  concurrir  para  que  puedan  ser  capturados  y confiscados. 

La  falta  de  concreción  de  la  doctrina  que  estamos  examinando  fué 
notada  desde  luego  por  Bynkershoek , que  basándose  en  las  estipula- 
ciones de  ciertos  tratados  y en  algunas  ordenanzas  y reglamentos 
holandeses,  solo  califica  de  géneros  de  ilícito  comercio  las  armas  v 
municiones.  Distaba,  empero,  mucho  de  hallarse  conforme  con  este  pa- 
recer la  legislación  de  los  Estados-Generales,  pero  su  autor  sostiene 
que  las  disposiciones  contrarias  á sus  principios  no  son  mas  que  ex- 
cepciones de  la  regla  general,  y de  este  modo  explica  el  edicto  de 
aquellos  contra  Suecia , por  el  cual  se  declaraban  como  contrabando 
de  guerra  algunos  artículos  que  no  eran  susceptibles  de  una  aplica- 
ción inmediata  para  la  misma.  Pero  cayendo  mas  tarde  en  una  de 
esas  contradicciones  tan  frecuentes  en  los  escritores  de  su  época, 
acepta  la  prohibición  de  traficar  en  municiones  navales,  si  el  ene- 
migo tuviera  tal  escasez  de  ellas,  que  no  pudiera  sin  proveerse  nue- 
vamente continuar  la  guerra. 

Heinecius , que  fué  uno  de  sus  contemporáneos , hace  pesar  la 
prohibición  tan  discutida,  sobre  los  cañones,  las  armas  de  todas  cla- 
ses, la  pólvora,  las  cuerdas,  las  velas  y útiles  navales,  los  cereales, 
la  sal,  el  vino,  el  aceite,  y todas  las  provisiones  de  boca. 

Vattel  admite  esta  enumeración,  excluyendo  los  víveres;  cuya  pro- 
hibición sostiene,  sin  embargo,  en  el  caso  de  que  únicamente  por 
ese  medio  pueda  reducirse  al  enemigo. 

Valin  conceptúa  con  el  carácter  referido  á las  armas  y municiones, 
como  igualmente  los  caballos  y los  equipajes  en  conformidad  con  la 
ordenanza  de  la  marina  francesa  de  1681,  manifestando  al  mismo 
tiempo  que  en  el  trascurso  de  la  guerra  de  1700,  Francia  incluyó 
la  brea  en  el  número  de  los  artículos  de  contrabando,  en  justa  re- 
torsión á sus  enemigos. 

Si  los  publicistas  modernos  no  ofrecen  en  sus  escritos  mayor  uni- 
formidad de  opiniones,  tienen  en  cambio  la  ventaja  de  haber  discu- 
tido la  materia  con  mas  amplitud,  no  solo  en  su  relación  con  los 
beligerantes  sino  en  la  que  tienen  con  los  neutrales. 

Cocceji  es,  digámoslo  asi,  la  línea  divisoria  que  separa  en  esta  cues- 
tión los  autores  antiguos  de  los  modernos.  Notando  las  contradicciones 
en  que  han  incurrido  sus  predecesores,  sostiene  que  el  derecho  inter- 
nacional no  limita  el  comercio  de  los  neutrales,  y llega  por  este  medio 
á la  negación  absoluta  y completa  de  la  existencia  del  contrabando 
de  ímerra  Pues,  si  bien  es  cierto  que  no  rechaza  la  prohibición  de 
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conducir  víveres  ó municiones  á los  puertos  bloqueados,  no  lo  es 
menos  que  ninguna  relación  hay  entre  ella  y el  punto  en  discusión, 
fundándose  en  principios  distintos. 

Entrando  en  esta  nueva  via,  Lampredi  dice , que  al  soberano  neu- 
tral pertenece  solamente  restringir  el  comercio  de  su  nación,  pero 
que  los  Estados  beligerantes  están  facultados,  en  virtud  del  derecho 
de  legítima  defensa,  á oponerse  á todo  lo  que  sea  facilitar  medios  á 
su  adversario  para  la  prosecución  de  la  contienda.  Los  tratados  pú- 
blicos son,  según  este  autor,  los  que  deben  fijar  los  límites  en  que 
haya  de  encerrarse  el  ejercicio  de  negociar. 

Otro  escritor  también  italiano,  Galiani , funda  la  nocion  de  esta 
materia  en  un  principio  humanitario.  Los  beligerantes,  dice,  no 
pueden  prohibir  ningún  género  de  comercio  á los  neutrales,  pero 
estos  deben  abstenerse,  por  humanidad,  de  suministrarles  ciertos 
artículos  que  facilitarían  sus  operaciones  militares.  Mas  al  mismo 
tiempo  reconoce  que  este  deber  no  es  perfecto  si  no  se  funda  en  las  es- 
tipulaciones de  los  pactos  que  hayan  efectuado,  viniendo  así  á parar 
á la  conclusión  de  su  compatriota  Lampredi. 

Jouflroy,  después  de  establecer  como  regla  práctica  que  deben 
considerarse  de  ilícito  comercio  todos  los  artículos  que  sean  talmente 
necesarios  para  el  ataque  ó la  defensa,  que  sin  ellos  no  pueda  efec- 
tuarse la  una  ó la  otra,  los  divide  en  seis  clases  : 

Ia  Las  armas  de  todas  especies. 

2a  Los  efectos  necesarios  para  su  uso. 

3“  El  vestuario  de  tropa. 

4“  Los  buques  de  guerra  construidos  y armados  en  puertos  neutra- 
les para  el  servicio  de  un  beligerante. 

5a  Las  municiones  navales  destinadas  á la  construcción,  aparejo  y 
reparación  de  las  naves. 

6U  Los  comestibles  que  constituyen  ordinariamente  el  alimento  de 
las  tripulaciones,  siempre  que  se  destinen  á los  puertos  que  sirvan  de 
estación  á las  escuadras  respectivas. 

A estos  artículos  añade  las  caballerías,  observando,  sin  embargo,, 
que  son  muy  raras  las  ocasiones  en  que  su  trasporte  se  verifica  por 
mar. 

Wheaton  funda  su  modo  de  pensar  sobre  este  asunto  casi  exclusi- 
vamente en  los  dictámenes  emitidos  por  sirW.  Scott;  reconociendo  la 
dificultad  que  existe  para  formular  un  principio  en  el  cual  se  con- 
ciben las  distintas  opiniones  de  los  autores  con  las  reglas  segui- 
das por  los  tribunales  de  presas  y las  estipulaciones  de  los  tratados. 
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Pero  al  través  de  la  indecisión  que  domina  en  sus  frases,  se  trasluce 
cierta  propensión  á excluir  de  los  artículos  confiscables  los  víveres  y 
algunos  otros  cuyo  consumo  puede  hacerse  lo  mismo  en  tiempo  de 
guerra  que  en  el  de  paz. 

Ortolan  opina,  que  las  armas  é instrumentos  bélicos,  del  mismo 
modo  que  las  municiones  indispensables  para  su  uso  son  los  úni- 
cos objetos  que  pueden  conceptuarse  como  contrabando  de  guerra; 
pero  que  lo  mas  que  puede  hacer  un  beligerante  respecto  á aquellos 
que  tienen  una  aplicación  doble  es  considerarlos  como  los  anteriores 
en  circunstancias  dadas , esto  es,  cuando  tengan  en  realidad  un  ca- 
rácter sospechoso.  Relativamente  á los  víveres  y demás  efectos  de  pri- 
mera necesidad  juzga  que  no  pueden  tener  semejante  significación,  salvo 
los  derechos  que  resulten  de  un  bloqueo.  Termina,  por  último,  con- 
viniendo en  que  la  naturaleza  de  los  comprendidos  en  el  grupo  pri- 
mero de  su  clasificación  puede  variar  en  atención  á los  adelantos 
crecientes  que  se  operan  cada  dia  en  el  arte  militar,  razón  por  la  que 
no  puede  decirse  nada  de  ellos  de  un  modo  absoluto. 

Gessner  ha  combatido  esta  doctrina  que,  en  su  concepto,  incurre 
en  el  mismo  defecto  que  censura.  Y realmente  es  así,  puesto  que 
viene  á legitimarse,  en  último  termino,  el  contrabando  convencional 
ó acl  libitum  admitido  por  la  Gran-Bretana  y fuertemente  impugnado 
por  el  mismo  autor.  Porque  no  significa  otra  cosa  que  afirmar  que 
los  neutrales  pueden  eludir  la  prohibición  que  pesa  sobre  ellos  por  me- 
dios indirectos,  como  acontecería  si  los  materiales  propios  para  la 
fabricación  de  armas  ó municiones  se  eligen  y preparan  de  un  modo 
tal  que  admita  dudas  la  designación  de  su  destino  futuro. 

llautefeuille  partiendo  de  un  punto  distinto,  dice  : «Creo  posible 
asegurar,  que  la  restricción  impuesta  por  la  guerra  á la  libertad 
absoluta  del  comercio  neutral  en  lo  concerniente  á los  artículos  com- 
prendidos bajo  el  título  de  contrabando,  es  un  deber  de  los  pueblos 
pacíficos  que  se  desprende  de  la  ley  primitiva,  y no  un  dereefio  do 
los  combatientes,  ó nacido  de  las  hostilidades  y de  la  necesidad  de 
propia  conservación,  que  no  teniendo,  por  tanto,  el  beligerante 
ninguno  positivo  que  ejercer  no  está  facultado  para  hacer  mas  one- 
rosa esta  cortapisa  á los  neutrales;  que  no  puede  incluir  entre  los 
géneros  prohibidos  este  ó el  otro  cereal  de  que  le  convenga  privar  a 
su  enemigo,  extendiendo  ó limitando  á su  albedrío  el  círculo  de  las 
prohibiciones.  Lo  único  que  puede  hacer,  continúa,  es  declarar 
la  guerra  al  que  no  cumpla  con  los  deberes  propios  de  su  sitúa- 
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En  conformidad  con  esta  manera  de  apreciar  la  cuestión,  el  autor 
de  que  nos  ocupamos  saca  en  consecuencia  que  los  cereales  coloca- 
dos por  Grolius  en  el  tercer  grupo,  es  decir,  aquellos  cuno  uso  es 
dudoso,  usus  ancipitis , no  pueden  considerarse  como  contrabando 
de  guerra  y que  esta  calificación  debe  recaer  solamente  sobre  las 
amias  y municiones  fabricadas  que  puedan  servir  inmediatamente  y 
no  sean  susceptibles  de  otro  empleo,  condiciones  que  se  estipularon 
en  el  tratado  que  Francia  y los  Estados-Unidos  firmaron  en  1778,  en 
el  cual  se  enumeran  entre  los  artículos  prohibidos  las  armas,  cañones, 
bombas,  balas  de  canon  y de  fusil,  pólvora,  mechas , picas,  espadas, 
lanzas,  dardos,  alabardas,  morteros,  petardos,  granadas,  fusiles,  escu- 
dos, cascos,  corazas,  cotas  de  malla,  etc.,  etc.  Los  celebrados  por  la 
misma  república  con  los  Estados  sud-americanos  contienen  una  lista 
exactamente  igual,  y terminan  por  un  párrafo  que  puede  considerarse 
como  el  resúmen  de  la  doctrina  enunciada.  « Y en  general,  se  dice 
en  ellos,  toda  clase  de  armas  é instrumentos  de  hierro,  acero,  bronce, 
cobre  ú otras  materias  trabajadas,  preparadas  y fabricadas  expresa- 
mente para  la  guerra  terrestre  ó marítima.  » 
íleífter  concuerda  con  los  autores  antes  citados,  y afirma  que,  á 
falta  de  convenciones  positivas  no  deben  considerarse  como  contra- 
bando sino  aquellos  objetos  que  todos  los  pueblos  han  reconocido  y 
aceptado  como  tal.  Pero  colocando  la  cuestión  en  el  terreno  de  la 
práctica  concede  que  las  circunstancias  pueden  prestar  cierto  carác- 
ter hostil  al  comercio  neutral. 

Por  lo  general,  los  publicistas  ingleses  han  fundado  la  nocion  del 
contrabando  de  guerra  en  los  deberes  peculiares  de  la  neutralidad. 
Phillimore,  apoyándose  en  la  sentencia  de  un  tribunal  de  los  Es- 
tados-Unidos en  contra  de  un  buque  español , prueba  que  los  mate- 
riales necesarios  para  la  construcción  naval  son  artículos  que  tienen 
aquella  calidad.  Pero  al  examinar  esta  cuestión  en  los  tratados  pú- 
blicos observa  que  no  es  posible  llegar  á una  solución  definitiva.  La 
misma  nación,  dice,  que  en  un  pacto  les  atribuye  la  significación 
expresada  les  exime  de  ella  en  otro.  Por  su  parte,  opta  por  la  afir- 
mativa, y coloca  en  igualdad  de  concepto  las  caballerías  y la  hulla, 
afirmando  que  esta  podrá  ser  confiscable,  atendiéndose  muy  princi- 
palmente á su  cantidad  y destino. 

Dana  ha  tratado  también  de  este  asunto  en  sus  comentarios  á los 

Elementos  de  derecho  internacional  de  Wheaton,  pero  lo  ha  hecho  en 

uu  sentido  práctico.  Así  es  que  después  de  manifestar  su  conformidad 

cu  fiue  deben  limitarse  hasta  cierto  grado  las  transacciones  mercantiles 
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que  medien  entre  un  pueblo  beligerante  y otro  que  no  lo  es,  pase 
á poner  de  relieve  las  dificultades  que  se  presentan  para  convenir 
cuales  son  los  efectos  sobre  los  que  deba  pesar  la  prohibición.  * * * § 

§ 646.  Ya  hemos  visto  por  la  rápida  exposición  que 
dejamos  hecha  de  las  opiniones  que  acerca  de  este  punto 
se  han  sostenido  lo  mismo  en  los  tiempos  modernos  que  recho  posi- 
en  los  antiguos,  la  inmensa  divergencia  que  existe,  impo- 
sibilitando un  acuerdo  que  vamos  á buscar  en  la  esfera  del  derecho 
positivo. 


El  tratado  de  los  Pirinéos,  de  7 de  noviembre  de  1669, 
establece  en  su  artículo  12  que  se  prohíbe  el  tráfico  de  ar-  Tratado  de 
mas  de  luego,  como  cánones,  mosquetes,  morteros,  petar- 
dos, bombas,  granadas,  cohetes,  cureñas,  pólvora,  mechas,  salitre, 
balas,  picas,  espadas,  morriones,  cascos,  corazas,  alabardas,  javelinas, 
caballos,  sillas,  cinturones  y otros  efectos  semejantes  útiles  para  la 
guerra;  y su  artículo  13  declara  de  libre  comercio  los  cereales  y todo 
lo  que  sirve  para  el  sustento  de  la  vida  (1). 


* HeíTter,  Droit  int.,  §§  158-160;  Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  ch.  1, 

pp.  70,  92,  93;  Ortolan,  Dip.  de  la  mer,  liv.  3,  ch.  6;  Grotius,  Droit  de  la 

guerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Praclier-Foderé,  liv.  3,  ch.  1, 

§ 5;  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutres , vol.  II,  pp.  82,  83,  122,  157,  158; 
Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  §§  24,  26;  Halleck,  Int.  lato,  ch.  24, 
§§  1,  14,  15;  Kent, Com.  on  am.  law,\ ol.  I,  pp.  135-143;  Phillimore,  On  int.  law,\ ol. 
III,  §§  235  et  seq.;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fo- 
deré,  liv.  3,  ch.  7,  § 112  ; Bynkershoek,  Qucest.jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  10;  Albericus 
Gentilis,  De  jure  belli,  lib.  1,  cap.  21 ; Loecenius,  De  jur.  marit. , lib.  1,  cap.  4,  § 9¡ 
Heinecius,  De  navibus,  cap.  1,  § 14  ; Lampredi,  Commerce  des  neutres,  pte.  1, 
§ 7 ; Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  § 4 ; Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1, 
tít.  2,  cap.  15  ; Pando,  Derecho  internacional,  p.  540;  Pistoye  el  Duverdy,  Traite 
des  prises,  liv.  1,  tit.  6,  ch.  2,  sec.  3 5 Valin,  Com.  sur  l'ord.  de  la  marine, 
liv.  3,  tit.  9,  art.  11;  De  Cussy,  Droit  marilime , liv.  1,  tit.  3,  § 14;  JouíFroy, 
Droit  marilime,  pp.  133-139;  Dalloz,  Réperloire,  tit.  Prises  mari times ; Ducr,  On 
Insurance,  vol.  I,  p.  622-644;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  210  et  seq.;  Man- 
ning,  Law  o f nations,  pp.  282  et  seq.;  Reddie,  Rescarches  hist.  and  crit.  in  ma- 
rttime  int.  law , vol.  II,  p.  456. 

(1)  Antes  y después  del  tratado  de  los  Pirineos  otros  muchos  reconocieron  los 
mismos  principios.  Podemos  citar  el  de  18  de  agosto  de  1646  celebrado  entre  l- ran- 
cia y las  Provincias-Unidas;  el  de  11  de  setiembre  de  1647  entre  España  y las 
ciudades  anseáticas;  el  de  17  de  diciembre  de  1650  entre  la  misma  nación  y las 
Provincias-Unidas;  el  de  Westminster  entre  Inglaterra  y Holanda;  el  de  Upsal  entre 
la  primera  y Suecia,  y los  de  1655  entre  Inglaterra  y Francia  y esta  y las  ciu- 
dades anseáticas.  Con  posterioridad  encontramos  el  de  1668  entre  Inglaterra  y las 
Provincias-Unidas,  el  de  1674  entre  las  mismas  naciones,  renovado  en  1675  y 1679; 
el  de  1667  entre  Francia  é Inglaterrra  y el  de  Nimega  en  1678  entre  I rancia  y las 
Provincias-Unidas.  
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Los  tratados  de  Utreclit  de  1713,  copian  casi  textual- 
De  utrcckt.  mente  el  primero  de  estos  artículos,  y en  el  20  de  los 
suyos  se  clasiíican  como  efectos  de  uso  común  en  la  paz  como  en  la 
guerra,  los  metales  preciosos  acunados  ó en  pasta,  las  sustancias  ali- 
menticias, los  tejidos , los  metales  ordinarios , el  carbón  y todas  las 
primeras  materias  propias  para  la  construcción,  carena  ó armamento 
de  buques. 

Ellos  sirvieron,  por  decirlo  así,  de  punto  de  apoyo  á 
otros  varios!  ios  celebrados  en  1716  entre  Francia  y las  ciudades  an- 
seáticas, en  1720  por  Inglaterra  y Suecia  y al  de  1766  verificado  entre 
la  primera  de  estas  y Rusia,  cuyas  estipulaciones  acerca  del  contra- 
bando de  guerra  no  eran  mas  que  un  trasunto  fiel  de  las  ya  mencio- 
nadas. 

Posteriormente  se  lian  efectuado  otros  muchos  en  los  que  pre- 
dominan idénticos  principios  con  excepción  de  aquellos  en  los 
cuales  fia  tomado  parte  la  Gran-Brctaña,  que  guardan  sobre  este  par- 
ticular el  silencio  mas  absoluto  (1). 

Pero  si  en  estos  se  reduce  el  número  de  los  artículos  prohibidos  á 
Jas  anuas  y municiones,  se  han  realizado  sucesivamente  otros  que  los 
acrecen  tan  de  una  manera  desmesurada  (2). 


(1)  Véanselos  tratados  de  1782  entre  Holanda  y los  Estados-Unidos  norte-america- 
nos; del  mismo  año  entre  Rusia  y Dinamarca;  de  1783  entre  Suecia  y los  Estados- 
Unidos;  de  1787  entre  Francia  y Rusia;  de  1795  entre  España  y los  Estados-Unidos; 
de  1797  entre  Inglaterra  y Rusia;  de  1800  entre  Rusia,  Suecia,  Dinamarca  y Prusiaí 
de  1801  entre  Rusia  y Suecia.  El  tratado  de  1801  impuesto  por  Inglaterra  á Rusia, 
Suecia  y Dinamarca  después  de  la  batalla  de  Copenhague,  establece  las  mismas  reglas 
en  su  artículo  2o.  Entre  las  convenciones  celebradas  con  posterioridad  á la  paz 
de  Viena,  han  respetado  las  reglas  establecidas,  las  siguientes;  la  de  1824  entre 
los  Estados-Unidos  y la  república  de  Colombia ; la  de  1827  entre  el  Brasil  y Prusia  ; 
la  de  1827  entre  el  mismo  y las  ciudades  anseáticas ; la  de  1827  entre  Dinamarca  y 
los  Estados-Unidos  de  Méjico;  la  de  1828  entre  el  Brasil  y Dinamarca;  la  de  1831 
entre  Prusia  y Méjico;  la  de  1832  entre  los  Estados-Unidos  y la  república  de 
Chile;  la  de  1834  entre  Francia  y la  república  de  Bolivia;  la  de  1839  entre  Francia  y 
Tejas;  la  de  1840  entre  Holanda  y Tejas  y la  de  1846  entre  Francia  y la  república 
de  Nueva-Granada.  El  artículo  13  del  tratado  de  1836  entre  los  Estados-Unidos  y la 
Confederación  Perú-Boliviana , que  ya  hemos  citado  en  el  texto  al  exponer  la 
doctrina  de  M.  Hautefeuille,  dice  que  en  general  se  considerarán  de  ilícito  comercio 
las  armasó  instrumentos  de  hierro,  acero,  bronce,  cobre  ú otra  cualquiera  materia 
trabajados,  preparados  y fabricados  expresamente  para  la  guerra  terrestre  ó marí- 
tima. 

(2)  4 éanse  los  tratados  de  19  de  agosto  de  1604  entre  España  é Inglaterra;  de  5 
de  abril  de  1614  entre  Suecia  y las  Provincias -Unidas ; de  15  de  noviembre  de  1630 
entre  I rancia  y España;  del  mismo  año  entre  esta  é Inglaterra;  de  1654  entre  Ingla- 
tena  y Holanda;  de  1651  entre  Inglaterra  y Dinamarca ; de  1651  entre  Inglaterra  y 
uccia,  de  1742  entre  Francia  y Dinamarca;  de  1795  entre  Inglaterra  y los  Estados- 
m os  v de  1803  entre  Inglaterra  y Suecia. 
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Hautefeuille  dice,  al  hablar  de  ellos,  que  no  tienen  valor  ninguno 
como  fuentes  de  jurisprudencia  internacional,  porque  son  debidos  á 
circunstancias  excepcionales. 

Y como  si  todas  las  expresadas  contradicciones  no  fueran 

bastante  para  introducir  en  este  asunto  una  confusión  la-  Nuevas1  con- 
...  . , • . venciones, 

mentable,  pueden  citarse  algunas  convenciones  que  esti- 
pulan la  completa  libertad  de  comercio  : tales  son  la  de  1642  entre 
Inglaterra  y Portugal;  la  de  1647  celebrada  por  España  y las  ciudades 
anseáticas;  de  1661  por  Portugal  y las  Provincias-Unidas ; y de  1786, 
renovada  en  1799,  entre  Prusia  y los  Estados-Unidos. 

El  tratado  de  1794-1796  celebrado  entre  la  Gran-Bre- 
taña  y la  república  norte-americana  establecia  en  el  párra-  Entre- ingiñ- 
fo  2o  de  su  artículo  18,  que  atendiendo  á lo  difícil  que  era  Estados-uní 
precisar  los  casos  en  que  las  provisiones  de  boca  y otros 
artículos  constituían  realmente  contrabando,  se  disponía  que  siempre 
que  fuesen  capturados  en  tal  concepto,  no  se  permitirá  confiscarlos  y 
se  indemnizará  inmediata  y cumplidamente  á sus  propietarios. 

Antes  de  que  tuviese  lugar  la  ratificación  de  este  conve- 
nio,  esto  es,  en  abril  de  1796,  el  consejo  inglés  expidió  0rdyn  ,de- 

una  orden  previniendo  á los  cruceros  que  apresasen  todas  c¿jped¿d“ 
las  embarcaciones  que  encontraran  cargadas  de  víveres  SC'J°  in°lés- 
con  rumbo  á los  puertos  de  Francia. 

Revocada  algún  tiempo  después,  el  exámen  de  su  legalidad  dio  mo- 
tivo al  nombramiento  de  una  comisión  mista  encargada  de  decidir  acer- 
ca de  algunas  reclamaciones  entabladas  por  varios  ciudadanos  norte- 
americanos. Alegóse  en  defensa  de  ella,  primero  que  había  sido  pu- 
blicada, cuando  se  esperaba  reducir  por  hambre  al  enemigo,  situa- 
ción que  daba  lugar  á que  se  conceptuasen  como  contrabando  los 
géneros  destinados  á su  mantenimiento;  estando,  por  otra  parte,  el 
gobierno  británico  autorizado  para  proceder  á su  captura,  con  la 
condición  de  que  pagase,  como  estaba  dispuesto  á efectuarlo,  un  be- 
neficio racional  y prudente  al  negociante,  el  fíete  y una  indemnización 
por  la  detención  de  la  nave;  segundo,  que  esta  disposición  se  justi- 
ficaba igualmente  con  la  escasez  que  habia  en  Inglaterra  de  los  efec- 
tos capturados.  Yattcl  fué  el  autor  invocado  en  apoyo  de  esta  doc- 
trina y el  pasaje  de  su  obra  que  se  citaba  era  el  que  dice  : «L as  cosas 
de  uso  particular  para  la  guerra,  cuyo  trasporte  al  enemigo  puedo 
impedirse,  se  designan  con  el  nombre  de  artículos  de  contrabando. 
Tales  son  las  armas,  municiones  de  guerra,  maderas  y todo  lo  que 
sirve  para  la  construcción  y armamento  de  buques  de  guerra,  los 
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caballos  y hasta  los  víveres,  siempre  que  se  espere  reducir  por  ham- 
bre al  contrario.  » 

Esta  doctrina  fué  impugnada  diciendo  que  su  carácter  general  era 
indefinido  y equívoco;  que  las  esperanzas  de  subyugar  al  adversario  de- 
bían ser  evidentes,  y que  el  derecho  internacional  admitía  este  re- 
curso extremo  en  los  sitios  ó bloqueos . pero  que  no  le  hacia  nunca 
extensivo  á toda  una  nación. 

Para  rebatir  estos  argumentos  se  acudió  á la  autoridad  de  Grotius 
que  fué  á su  vez  impugnada  con  la  de  Bynkershoek,  resultando  que 
la  opinión  emitida  y sustentada  por  el  mayor  número  de  publicistas  era 
contraria  á la  órden  que  se  estaba  debatiendo,  y que  se  tildó  de  ser 
tan  ilógica  como  arbitraria.  Porque  si  la  simple  esperanza,  por  fun- 
dada que  fuese  en  la  apariencia,  de  vencer  á un  adversario  auto- 
rizase la  interrupción  del  comercio,  cualquiera  nación  beligerante 
podría  impedirle  siempre  sin  necesidad  de  sitios,  ni  bloqueos.  Esta 
afirmación  es  tan  extensa  que  no  admite  limitación  alguna  : prohibi- 
dos los  artículos  que  sirven  para  el  sustento  de  la  vida,  no  se  per- 
mitirían tampoco  los  ele  pura  comodidad  y de  unos  en  otros  se  con- 
cluiría por  impedir  toda  especie  de  transacción  comercial , lo  cual 
es  de  todo  punto  inadmisible. 

En  cuanto  al  segundo  argumento  aducido  en  pro  de  la  disposición 
dé)  consejo,  se  rebatió  manifestando  que  para  justificar  una  resolución 
semejante  era  menester  que  existiese  una  necesidad  extrema,  que  no 
pudiera  remediarse  valiéndose  de  otros  medios;  que  la  escasez  de 
víveres,  enfin,  sentida  en  Inglaterra  hubiera  sido  combatida  eficaz- 
mente de  ese  modo,  lo  cual  no  habia  acontecido,  puesto  que  el  pre- 
cio de  los  granos  en  los  puertos  británicos  habia  sido  constantemente 
inferior  al  que  tenían  en  los  de  Francia. 

Por  último,  esta  discusión  dió  por  resultado,  que  se  concediera  una 
indemnización  completa  á los  propietarios  de  ios  buques  y de  los  car- 
gamentos capturados.  * 

* Wheaton,  Elém.  droil  int .,  pte.,  4,  ch.  3,  §§  24-26;  W beatón,  Hist.  des  pro- 
gres  du  droil  des  gens,  vol.  I,  pp.  115,  126,  134,  375-401 ; vol.  II,  pp.  40,  et  seq.; 
Halleck,  Int.  law,  ch.  24,  §§  13,  16;  Hantefeuille,  Droits  des  nations  neutres , 
y°l*  PP-  98,  et  seq.;  Kent,  Com.  on  am.  law , vol.  I,  p.  135;  Phillimore,  On 
int.  law,  vol.  III,  § 229;  Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  10;  Heffter, 
Dioit  int.,  § 160;  Jouffroy,  üroit  maritime , pp.  130,  134;  Lampredi,  Commerce 
des  neutres,  pte.  1,  §§  8,  9 ; Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des  prises,  tit.  6,  ch.  2, 
sec.  3;  Valin,  Com.  sur  l’ord.  de  la  marine , liv.  3,  tit.  9;  Ortolan,  Diplomalie 
e amei,  liv.  3,  ch.  6;  Merlin,  Répertoire,  tit.  Prises  mar  i times,  § 3,  art.  3;  De 
ussy,  üroit  maritime,  liv.  1,  tit.  3,  § 14;  Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  § 288; 

°,  Derecho  internacional,  pte.  2,  cap.  8,  § 4;  Riquelme,  Derecho  púb.  int., 
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» * 

§ 647.  Como  acabamos  de  ver  los  tratados  no  fijan  1 
tampoco  de  una  manera  clara  y terminante  la  nocion  del  ; tanzas  ° 
contrabando  de  guerra.  Preciso  será,  pues,  acudir  al  úni-  tca°deesteo’ 
co  terreno  que  nos  queda  por  recorrer,  es  decir,  á las  pdlUcu,ar‘ 
leyes  y ordenanzas  que  rijen  sobre  la  materia  en  cada  pueblo,  y á 
las  sentencias  de  los  tribunales  de  presas. 

En  la  segunda  mitad  del  siglo  XVII,  Holanda,  que  á la 
sazón  se  hallaba  en  guerra  con  Portugal,  dió  á luz  un 
edicto  que  incluía  entre  los  artículos  prohibidos  las  ma- 
deras, hierros,  alquitrán,  cáñamo,  lona  y todos  los  materiales  nece- 
sarios para  la  construcción,  carena  y armamento  de  buques.  En  el 
de  1689  extendió  mas  la  lista  incluyendo  los  granos,  harinas,  carnes, 
y en  general,  todos  los  cereales  y sustancias  alimenticias,  pero  desde 
fines  del  siglo  siguiente,  abandonó  su  política  y sostuvo  que  la  pro- 
hibición decretada  no  debia  recaer  mas  que  sobre  las  armas  y muni- 
ciones. 

Hace  dos  siglos  que  Inglaterra  ha  adoptado  la  costum- 
bre de  publicar  cada  vez  que  se  vé  precisada  á sostener 
una  guerra,  ordenanzas,  cuyo  objeto  es  regularizar  el  comercio  de  los 
neutrales  y que  se  conocen  con  el  título  de  órdenes  del  consejo. 

En  la  que  mantuvo  contra  Francia  y Holanda  en  1689,  prohibió 
las  transacciones  en  víveres  y municiones  navales,  extendiendo  poco 
después  esta  restricción  á todo  el  comercio,  por  medio  de  un  bloqueo 
ficticio  de  los  puertos  franceses.  En  el  trascurso  de  la  de  1744  incluyó 
en  el  número  de  los  objetos  ilícitos  las  maderas  de  construcción,  y 
en  la  de  1793,  calificó  de  la  misma  manera  los  trigos,  harinas  y toda 
clase  de  sustancias  alimenticias;  dando  lugar  al  funestísimo  siste- 
ma continental  de  que  nos  ocupamos  en  otra  parte  de  esta  obra. 

Un  escritor  inglés  que  ha  publicado  recientemente  un  trabajo  es- 
pecial sobre  esta  materia,  resume  así  las  máximas  seguidas  por  su 
país. 

Natural  produce , neutrality  and  nationality  make  free  goods.  Es 
decir,  los  productos  naturales  de  un  país  neutral,  manufacturados  ó 
no,  y embarcados  por  un  súbdito  del  mismo,  no  pueden  ser  confis- 
cados. 

Doubtful  goods  o/  a doubtful  power,  bound  lo  a doubtful  port,  xvdl 
be  free ; all  such  goods  bound  to  a naval  port  will  be  contraband.  Se- 


Lcgislarion 

Inglesa. 


lib.  1,  tít  2,  cap.  15;  Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  p.  631;  Wilüman,  ínt.  law, 
vol.  II,  pp.  222  et  seq.;  Manning,  law  of  nalions,  p.  301. 
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rán libres  las  mercancías  de  carácter  ambiguo  pertenecientes  al  subdito 
de  una  potencia  neutral  ó dudosa,  destinadas  á un  puerto  cuya  signi- 
ficación militar  ó mercantil  no  sea  apreciable;  pero  si  este  fuera  una 
plaza  fuerte  se  considerarán  como  contrabando. 

Anns  and  mnmunition,  or  all  things , solely  ancl  directy  aplica- 
ble in  war,  on  the  road  to  an  eneiny,  are  contraband.  Las  armas  y 
municiones  y todo  lo  que  sea  de  un  uso  directo  para  la  guerra  ten- 
drán la  misma  consideración,  siempre  que  se  trasporten  con  destino 
al  contrario. 

A fricnd’s  sliips  in  a foes  Service  are  foes.  Las  naves  neutrales  al 
servicio  del  enemigo,  adquieren  igual  carácter. 

Ships  and  ivhat  ships  are  máde  from , in  contraband  of  war,  is  the 
same  thing.  Bajo  el  punto  de  vista  del  contrabando  de  guerra  los 
buques  y los  materiales  de  que  se  componen  son  una  cosa  idéntica. 

Money,  and  whatstands  for  money,  in  contraband  of  war  are  Hable. 
La  moneda  y sus  componentes  pueden  ser  conceptuadas  como  de 
ilícito  comercio. 

Provisions  going  as  provend  for  armies  or  navies  are  lawful  prize. 
Serán  buena  presa  la  de  las  provisiones  dedicadas  al  abastecimiento 
de  los  ejércitos  ó escuadras  contrarios. 

fn  contraband , ivhatever  may  be  of  use  in  war  may  be  taken  on 
payment.  Todos  los  artículos  de  cualesquiera  clase  que  sean,  con  tal 
que  sirvan  para  la  guerra,  pueden  ser  apresados  mediante  el  pago 
correspondiente. 

F raud  forfeits  all  neutral  rights . Si  los  neutrales  emplean  el  fraude, 
pierden  todos  sus  derechos  a la  neutralidad. 

Contraband  confíscales  all  of  the  same  bulk  and  of  the  same  owner. 
El  cargamento  compuesto  de  mercancías  libres  y de  otras  que  ten- 
gan el  carácter  opuesto  será  confiscable  en  totalidad  si  pertenece  al 
mismo  propietario  (1). 

Legislación  ordenanza  de  1681  es  la  legislación  vigente  en  Fran- 

n ancosa.  cia.  su  artículo  11  se  dispone,  que  las  armas,  pól- 

vora, balas,  y hasta  los  caballos  y equipajes  destinados  al  servicio 


(1)  Moseley,  What  is  contraband  of  war  and  what  is  not , London,  1861. 

En  la  sesión  de  la  Cámara  de  los  comunes,  de  30  de  marzo  de  1854,  fué  interpe- 
ado  el  gobierno  inglés  sobre  lo  que  debía  entenderse  por  contrabando  de  guerra  y 
respondió  que  este  término  se  aplicaba  en  primer  lugar  á las  armas  y después  á 
es  víveres  y municiones  destinados  al  enemigo.  En  otra  sesión  él  primer  lord  del 
^mirantazgo  refiriéndose  á la  expedición  del  almirante  Plumridge  en  el  golfo  de 
'“Ia,  deciü,  « nadie  dudará  de  que  las  mercancías,  madera,  alquitrán,  cuerdas, 
Pez,  son. con  trabando  de  guerra.  » 
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del  enemigo  serán  capturables  sin  tener  en  cuenta  para  nada  la  nacio- 
nalidad del  buque  que  los  conduzca,  ni  la  persona  á quien  pertenezcan 
Estos  son  los  principios  que  el  gobierno  francés  ha  reconocido,  se- 
parándose de  ellos  únicamente  en  circunstancias  excepcionales,  como, 
por  ejemplo,  en  1724  respecto  á Dinamarca  y en  1794  relativamente 
á los  Estados-Unidos. 


El  reglamento  de  corso  que  rije  en  España  califica  de 
contrabando,  las  armas,  el  salitre  y todos  los  instrumen-  española, 
tos  preparados  para  la  guerra.  Los  víveres  se  consideran  del  mismo 
modo  cuando  están  consignados  á un  puerto  bloqueado,  pero  fuera 
de  este  caso  se  declaran  libres,  si  el  adversario  les  conceptúa  como 
tales.  En  idéntico  sentido  se  hallan  redactados  los  tratados  que 
aquella  nación  ha  celebrado  con  otras. 


Prusia  no  ha  publicado  ninguna  ley  sobre  este  particu- 

° J 1 Legislación 

lar,  ántes  de  la  neutralidad  armada  de  1780,  pero  había  prusiana. 

manifestado,  sin  embargo,  cual  era  su  modo  de  pensar  en  esta 
materia,  con  motivo  de  un  suceso  que  alcanzó  grande  celebridad.  En 
1744  un  número  considerable  de  buques  suyos  fueron  capturados  por 
los  cruceros  ingleses  , y los  almirantazgos  fallaron  su  confiscación, 
atendiendo  á que  trasportaban  municiones  navales  para  Francia.  Este 
acto  dió  lugar  á que  Federico  II  reclamara  enérgicamente  una  indem- 
nización del  gabinete  de  Londres,  y no  habiéndola  obtenido,  se  apo- 
deró á su  vez  del  capital  y los  intereses  del  empréstito  inglés  con- 
traido sobre  las  rentas  de  la  Silesia;  obligando  así  á la  Gran-Bretaña 
á que  accediera,  como  lo  hizo,  á su  demanda. 

Por  lo  general,  los  Estados-Unidos,  han  declarado  de  LotTÍslacion 
ilícito  comercio  las  armas  y municiones,  aplicando  esta  nocruaaa,ncl1' 
denominación  en  algunas  ocasiones  á otros  efectos  de  uso 
dudoso. 


Del  rápido  examen  que  hemos  hecho  de  la  legislación  Re.úmCH 
subsistente  sobre  este  particular  en  varios  Estados  del  uno 
y del  otro  continente  se  deduce  fácilmente  que  reina  en  ella  tam- 
bién la  falta  de  fijeza  que  se  observa  en  las  doctrinas  de  los  escritoies 
y en  las  estipulaciones  de  los  tratados.  Mas  con  igual  inconveniente 
nos  encontraremos  si  recurrimos  á las  sentencias  de  los  tribunales, 
en  las  que  predomina  la  indeterminación  de  que  nos  lamentamos 
llegando  en  muchas  ocasiones  á ser  abiertamente  contradictorias  las 


§ oso 
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Clasificación 
de  las  mer- 
cancías 
6 efecios  de 
contraljamlo. 


pronunciadas  por  los  mismos  jueces  en  casos  completamente  idén- 
ticos. * . 

§ 6-48.  En  la  imposibilidad,  pues,  de  precisar  cuales  son 

las  mercancías  ó efectos  cuyo  tráfico  no  es  libre  en  tiem- 
po de  guerra,  pasaremos  á clasificar  aquellos  mas  gene- 
ralmente reconocidos  en  el  concepto  indicado,  manifes- 
tando las  razones  en  que  se  funda  la  restricción  que  pesa  sobre  ellos; 
empezando  por  los  de  uso  dudoso,  nsus  ancipitis.  ** 

^ § 649.  Fundándose  siempre  en  la  necesidad  de  hacer  al 

v oirás  sus-  enemigo  el  mayor  daño  posible,  se  ha  conceptuado  como 

tanciasali- 

mcnticias.  incluidos  en  aquel  número  el  trigo,  la  harina  y en  ge- 
neral, todas  las  sustancias  alimenticias;  pero  debe  advertirse  que  esta 
regla  se  ha  aplicado  mas  bien  á los  revolucionarios,  es  decir,  contra 
personas  que  no  tienen  carácter  de  beligerantes  ó enemigos  extran- 
jeros. Por  lo  demás,  ni  la  significación  que  tienen  las  guerras  actuales, 
ni  el  modo  con  que  se  realizan  las  operaciones  militares  justifican  en 
ningún  caso,  por  lo  ménos  en  los  pueblos  verdaderamente  civilizados, 
la  adopción  de  semejante  medida.  Así  es  que  cuando  Federico  IV  de 
Dinamarca  trató  de  impedir  la  importación  de  víveres  en  Suecia,  to- 
das las  naciones,  incluso  Inglaterra,  protestaron  contra  aquella  dis- 
posición. Resulta,  pues,  que  solo  en  el  caso  de  bloqueo  procede  la 
prohibición  para  efectuar  esta  clase  de  transacciones.  *** 

§ GoO.  Los  argumentos  que  anteceden  se  han  aplicado 
también  para  sostener  que  el  dinero  y los  metales  precio- 


Mctales  pre 
ciosos. 


* Hautel'euille,  Droits  des  nations  neulres,  vol.  II,  pp.  102-114;  Pistoye  et  Du- 
verdy,  Traite  des  prises,  vol.  I,  pp.  392-406;  Ortolan,  Diplomalie  de  la  mer, 
vol.  II,  pp.  243,  244;  Hallcck,  Int.  law , ch.  24,  §§  17,  18;  Wheaton,  Elém. 
droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 24;  Wheaton,  Ilist.  des  progrés  du  droit  des  gens, 
p.  130;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  vol.  I,  p.  287;  Ileílter,  Droit.  int.,  § 170; 
Merlin,  Répcrtoire,  tit.  Prises  marilimes,  § 3,  art.  3;  Dalloz , Répertoire,  tit.  Prises 
marítimos,  sec.  3,  art.  2;  U.  S.  slalutes  at  large,  vol.  VIII,  passim.;  Edinburgh 
Review,  n°  203,  julio,  1854;  Life  of  sir  L.  Jenkins,  vol.  II,  p.  751. 

**  Hautefeuillc,  Droits  des  nations  neutros,  vol.  II,  pp.  127,  etseq.;  Ilalleck,  Int. 
lato,  ch.  24,  § 19;  HeíTtcr,  Droit  int.,  §§  159,  160;  Phillimore,  On  int.  law, 
vol.  III,  §§  251,  et  seq. ; Duer,  On  Insurance , vol.  I,  p.  634;  Manning,  Law  of  na- 
tions, pp.  301,  302.;  Wildman,  ’nt.  law,  vol.  II,  pp.  110,  et  seq. 

***  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutres , tit.  8,  sec.  2;  Halleck,  Int.  law, 
ch.  24,  § 24;  Azuni,  Droit  maritime  de  l'Europe,  vol.  II.  ch.  2,  art.  2,  § 29; 
Ortolan,  Diplomalie  de  la  mer,  liv.  3,  ch.  6;  Pistoye  et  Duverdy,  Traité  des  prises, 
tit.  6,  ch.  2,  sec.  3;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  § 4;  Riquelme,  Derecho 
Púb.  int.,  lib.  1,  tít.  2,  cap.  15;  Heffter,  Droit  int.,  § 160;  Lampredi,  Commercc 
es  neutres,  pte.  1,  §§  7,  9 • Duer,  On  insurance,  vol.  I,  pp.  638,  639;  Polson, 
w of  nations,  p.  63;  Manning,  Law  of  nations,  pp.  299,  et  seq. 
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sos  deben  tener  la  consideración  mencionada.  No  obstante,  el  primero 
es  solo  el  instrumento  general  de  los  cambios,  y bajo  este  aspecto 
no  se  halla  sujeto  á las  leyes  de  la  guerra.  Hay  mas,  si  los  segundos 
se  califican  como  algunos  pretenden,  será  preciso  admitir  que  las  fa- 
cultades de  los  beligerantes  no  tienen  límites,  lo  que  equivale  á decir 
que  la  guerra  destruye  la  significación  exterior  de  los  combatientes  y 
sus  relaciones  internacionales  con  los  neutrales.  Por  supuesto  que  no 
deben  confundirse  estos  principios  generales  con  el  caso  en  que  un 
soberano,  después  de  haber  proclamado  su  neutralidad,  se  los  facilitara 
á uno  de  los  que  estuvieran  empeñados  en  la  lucha,  porque  este  es 
un  acto  completamente  hostil  que  podria  ocasionar  hasta  un  rompi- 
miento de  hostilidades.  * 

§ 651 . Hubner  ha  colocado  entre  los  géneros  prohibidos  las 

1 Telas  y pa- 

telas y paños  adecuados  para  uniformes.  Ningún  tratado  les  ños  Para  v?s- 

, 1 ° tuario  de 

da,  sin  embargo,  este  carácter,  que  el  autor  citado  justi-  tropas, 
tica,  no  en  atención  á su  propia  naturaleza,  sino  según  el  destino  del 
buque  que  los  trasporte,  esto  es,  con  referencia  á una  circunstancia 
accidental  y agena  á la  nocion  del  contrabando  de  guerra. 

§652.  Pocos  puntos  han  dado  lugar,  en  la  materia  de  que  Munjcioncs 
estamos  tratando,  á debates  mas  numerosos,  que  el  reía-  navales, 
tivo  á las  maderas  de  construcción,  cáñamo,  lana,  alquitrán,  hierro, 
cobre  en  láminas,  pez,  brea,  etc.,  etc. 

Las  municiones  navales,  dice  Hautefeuille , no  pueden  Opinión  de 
usarse  para  la  guerra  en  el  estado  que  las  entrega  el  co-  tores. 
mercio.  Necesitan  ser  nuevamente  trabajadas  al  efecto,  perdiendo  así 
su  forma  primitiva.  De  aquí  deduce  que  los  artículos  nombrados  no 
tienen  los  caracteres  constitutivos  del  contrabando,  y que,  según  el  de- 
recho de  gentes,  no  puede  prohibirse  su  tráfico.  Pero  á pesar  de  es- 
tos raciocinios,  es  lo  cierto  que  casi  todas  las  naciones  les  incluyen  en 
el  número  de  los  no  permitidos. 

Hubner  y Galiani  las  han  dividido  en  dos  clases ; compren- 
diendo en  la  primera,  los  mástiles,  maderas,  áncoras,  cables,  etc., 
etc.,  propios  para  los  grandes  buques  de  guerra,  y en  la  segunda 
los  que  se  emplean  para  los  pequeños,  eximiendo  á la  última  del 
carácter  de  contrabando  con  que  califican  á la  otra.  Peto  esta 
distinción  arbitraria  no  ha  sido  reconocida  por  ningún  tratado,  y 
no  creemos  que  pasará  nunca  de  ser  una  opinión  individual.  Hubner 
afirma  igualmente  que  las  embarcaciones  para  la  armada  construidas 


* ProuiJhon,  Conlntdictions  éronomiques. 
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(•II  puertos  neutrales  por  cuenta  de  uno  do  los  beligerantes  pueden 
capturarse,  si  se  las  encuentra  navegando  con  rumbo  al  territorio 

cncmi  °o. 

El  almirantazgo  ingles  asienta  como  jurisprudencia  ad- 
ci!.risin^esa'  m¡t¡da,  que  todos  los  artículos  útiles  para  construir  y equi- 
par buques  de  guerra  son  de  ilícito  comercio,  en  tanto  que  no  exis- 
tan estipulaciones  en  contrario.  * 

s Go3.  Apoyándose  de  nuevo  en  el  razonamiento  de  ia 

Materias  pri-  ° . , , , TT 

meras  para  traslormacion  que  necesitan  para  ser  empleadas,  Haute- 

la  fabricación 

de  armas  y feuille  opina  que  las  materias  primeras  útiles  para  la  fa- 

inunidoncs. 

bricacion  de  armas  y municiones  deben  ser  de  libre  trá- 
fico. Sin  embargo,  casi  todos  los  tratados  reconocen,  como  liemos 
visto,  el  principio  contrario,  y el  mismo  autor  que  acabamos  de  citar, 
manifiesta  que  hasta  los  mas  liberales,  esto  es,  los  que  conceden  al 
comercio  mayor  amplitud  de  acción,  clasifican  el  salitre  entre  las 
municiones  de  guerra  (1):  la  misma  regla  se  aplica  al  carbón  y al 
azufre.  Pero  ¿qué  concepto  merecerá  el  algodón  que  sometido  á cier- 
tas preparaciones  químicas  puede  reemplazar  á la  pólvora  usada  en 
la  artillería?  Esta  duda  se  resuelve  fácilmente:  desde  el  momento  que 
adquiera  esta  calidad  debe  ser  conceptuado  del  mismo  modo  que  el 
objeto  cuyas  veces  hace  (2) . ** 


* Halleck,  Int.  law,  ch.  24,  §§  21,22;  Ilautefeuille,  Droits  des  nalions  neutres, 
vol.  II,  pp.  143,  note  145;  Hubner,  De  la  saisie  des  bdtiments  neutres,  vol.  I,  pte. 
2,  ch.  1,  §§  5,  10;  Galiani,  Dei  doveri  dei  principi  neutrali , cap.  9,  § 4,  arl.  9, 
Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 24,  note;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2, 
cap.  8,  § 4;  Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  liv.  3,  ch.  6;  De  Cussy,  Droit  maritime, 
liv.  1,  tit.  3,  § 14;  Heífter,  Droit  int.,  § 1G0;  Duer,  On  insurance,  vol.  I,  pp.  035, 
030;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 234;  Polson,  Lato  of  nalions,  p.  63;  Wild- 
man,  Int.  law,  vol.  II,  p.  212;  Edinburgh  Review,  n.  203,  juíy  1831. 

(1)  Entre  estos  tratados  se  encuentran  los  de  Utrecht  en  1713 ; el  de  1667,  entre 
Suecia  y Holanda;  el  de  1778,  entre  Francia  y los  Estados-Unidos;  el  de  1786 
entre  Francia  é Inglaterra,  y los  de  1780  que  sirvieron  de  base  á la  neutralidad  ar- 
mada. 

(2)  Esta  cuestión  ha  sido  tratada  y resuelta  en  distinto  sentido  por  Ilautefeuille. 

**  Haulefeuille,  Droits  des  nalions  neutres,  vol.  II,  pp.  147, 150;  Grotius,  Droit  de 

la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
cj1-  1)  § 5 ;Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé, 
liv-  3>  ch-  7>  § 112;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 24;  Halleck,  Int. 
law,  ch.  24,  § 20;  Garden,  De  diplomatie , liv.  7,  § 6;  Bynkershoek,  Qucest.  jur. 
pub->  lib*  h caP-  10;  Bello,  Derecho  int.  pte.  2,  cap.  8,  § 4;  Riquélme,  Derecho 
púb.  int.,  lib.  1,  tít.  2,  §.  15;  Phillimore,  On  inl.  law,  vol,  III,  § 229;  Chitty, 
Law  of  nalions,  pp.  119-128;  Chitty,  Com.  law,  pp.  444-449;  Duer,  On  insurance, 
1°  ' ^ » Heffter,  Droit  int.7  § 110;  Lampredi,  Commercc  des  neutres , pie,  1, 
1 Cussjq  Droil  maritime,  liv.  1,  tit.  3,  § 14;  Merlin,  Iiópertoire , tit.  Plises 

l]  thmes , § 3,  art.  3;  Dalloz,  Iiópertoire , tit.  Prises  mar  i times  ^ sec.  3,  art.  2. 
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S 654.  La  aplicación  del  vapor  á los  barcos  como  fuerza 

i p i . . • ...  Máquinas  de 

motriz  ha  trasformado  completamente  la  marina  militar,  vapor  y car- 
. , . . bondepiedra 

y en  consecuencia  las  guerras  marítimas.  Así  es  que  aun- 
que no  hay  tratado  alguno  que  considere  las  máquinas  de  este  género 
ó sus  piezas  por  separado  como  de  ilícito  comercio,  puede  sostenerse 
con  muchas  probabilidades  de  acierto  que  se  rejirán  por  los  princi- 
pios establecidos,  porque  ño  es  posible  que  conceptuándose  como 
contrabando  el  salitre,  el  azufre  y las  demás  sustancias  ya  indicadas 
no  recaiga  sobre  ellas  igual  calificación.  Halleck  dice  que  tal  seria,  á 
no  dudarlo,  la  opinión  del  almirantazgo  inglés.  Y si  esto  es  así,  ó lo 
que  es  igual,  si  se  las  condena  en  este  sentido  y se  las  incluye  en  el 
número  de  los  artículos  prohibidos,  no  es  discutible  siquiera  la  suerte 
que  lia  de  caber  al  combustible  con  que  se  alimentan.  Cierto  es  que 
en  el  tratado  que  Inglaterra  y Francia  celebraron  en  1786  se  decla- 
raba la  hulla  de  libre  tráfico  ; pero  debe  tenerse  en  cuenta  que  en 
aquella  época  no  se  habían  introducido  aun  en  el  arte  náutico  las 
modificaciones  á que  aludimos. 


En  el  trascurso  de  la  guerra  de  Oriente  los  cruceros  bri-  „ 

° Caso  práctico 

tánicos  se  apoderaron  en  el  mar  Negro  de  un  cargamento 
de  carbón  de  piedra  destinado  á un  puerto  enemigo,  por  juzgarle  de 
uso  dudoso,  ancipitis  usus , según  manifestó  sir  James  Graliam  antela 
cámara  de  los  comunes. 

Semejante  jurisprudencia  viene  á corroborar  la  Opinión  que  hemos 
emitido  acerca  de  este  asunto.  * 


§ 655.  La  prohibición  que  se  ha  hecho  pesar  sobre  el  Caballeria!,. 
tráfico  caballar  en  el  mayor  número  de  tratados,  no  se 
ha  extendido  á las  demás  bestias  de  carga (1).  Esta  excepción  se  debe 
á la  mayor  utilidad  del  caballo  en  las  operaciones  militares. 

Lógico  con  su  sistema,  Hautefeuille  sostiene  que  no  deben  conside- 

* Halleck,'  Int.  law , ch.  “24,  §§  21,  22  ; Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutles, 
til.  8,  sec.  2;  Whealon,  Elém.  droil  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 24;  note;  Duer,  O/* 
Insurance,  vol.  I,  pp.  633,  636;  Phillimore,  On  int.  lato,  vol.  III,  § -34,  Bello, 
Derecho  int.,  pie.  2,  cap.  8,  § 4;  Ortolan,  Diploma  tic  de  la  mer , liv.  3,  ch.  G; 
De  Cussy,  IJroit  marUimc,  liv.  i,  tit.  3,  § 14;  Heífter,  Droit  int.,  § UiO;  Polsoi», 
Law  of  nations,  p.  63;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  212;  Edinburgh  lievtew, 
n°  203,  july  1854. 

(I)  Sin  embargo,  hay  algunos  tratados  que  no  prohíben  el  tráfico  de  caballos 
entre  los  neutrales  y los  beligerantes.  Pueden  citarse  el  de  20  de  junio  de  17  <6  entre 
lii'dalcrra  y ltusia;  los  de  1780  entre  Rusia,  Suecia,  Dinamarca,  Portugal,  Prusia, 
A iistria  y Holanda,  y el  de  20  de  diciembre  de  1800  entre  Francia  y los  Estados- 

Unidos. 


253 


C57  DEL  CONTRABANDO  DE  GUERRA  [CAP.  III 

rarso  como  contrabando  los  animales,  de  cualquiera  clase  que  sean, 
empleados  en  el  trasporte  de  mercancías.  * 

§ 656.  Si,  como  queda  probado,  procede  la  confiscación 
nicToncI  do*  de  efectos  que  pueden  ó no  servir  para  la  guerra  ¿quién 
gucrraí  impugnará  la  de  aquellos  qua  solo  tienen  ese  empleo? 
Es,  pues,  inútil  detenerse  mucho  para  afirmar  que  las  armas  y mu- 
niciones lian  sido  siempre  consideradas  como  de  ilícito  comercio. 
II alleck  opina  que  este  carácter  se  generaliza  á todos  los  artículos  de 
pirotecnia  militar.  ** 

8 65 7.  Para  determinar  con  exactitud  la  calificación  que 

Determina-  u 1 

don  dci  ca-  debe  darse  á una  mercancía  de  la  que  es  factible  servirse 

rácter  por  el 

destino*3  pacífica  ó belicosamente  ¿voluntad,  se  necesita  un  princi- 
pio general,  y para  obtenerle  se  lia  recurrido  ¿'deducir 
del  punto  de  su  destino  el  empleo  que  lia  de  dársela. 

« La  naturaleza  y significación  del  puerto  á que  se  hallen  destina- 
dos los  artículos,  dice  Kent,  ofrecen  un  criterio  razonable.  Si  es  pu- 
ramente mercantil,  se  presume  que  se  dedican  á usos  civiles,  aunque 
hayan  servido  accidentalmente  para  la  construcción  de  un  buque  de 
guerra.  Pero  si  es  uno  de  aquellos  en  que  suelen  hacerse  armamen- 
tos como  Portsmouth,  en  Inglaterra,  ó Brest,  en  Francia,  se  colige 
que  van  á tener  un  empleo  esencialmente  militar,  por  mas  de  que 
sean  susceptibles  de  otra  aplicación.  Como  no  hay  modo  de  averiguar 
con  fijeza  cual  sea  el  destino  último  de  efectos  cuya  naturaleza  es  in- 
definida, no  debe  mirarse  como  injuriosa  la  regla  que  se  fija  en  el 
carácter  del  puerto  á que  se  dirija  la  nave,  y se  aumenta  la  fuerza  de 
la  presunción,  cuando  es  notorio  que  se  está  efectuando  en  él  un 
equipo  considerable,  para  el  cual  serian  de  grande  utilidad. » 

* Hautefeuille,  Di'oits  des  nations  neutres,  vol.  II,  pp.  154-157;  Galiani,  Dei  do- 
veri  dei  principi  neutrali,  cap.  9,  § 4,  art.  2,  pp.  333,  335;  Hubner,  De  la  saisie 
des  bdtimenls  neutres,  vol.  I,  pte.  2,  ch.  1,  § 5; 

**  tattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  PradierFoderé,  liv.  3, 
ch.  7,  § 112;  Wheaton,  Elém-  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 24;  Bynkershoek,  Qucest. 
jur.  pub .,  lib.  1,  cap.  10;  Garden,  De  diplomatie,  liv.  7,  § 6;  Halleck,  Int.  law, 
ch.  24,  § 20;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  1,  § 5;  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutres, 
tit.  8,  sec.  2 ; Phillimore,  On  int.  law , vol.  III,  § 229;  Duer,  On  insurance,  vol.  I, 
p.  635;  Chitty,  Law  o f nations,  pp.  119-128;  Chitty,  Commercial  law,  pp.  444- 
449;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  § 4;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1, 
caP’  16 ; Heffter,  Droit  int.,  § 110;  Lampredi,  Commerce  des  neutres,  pte.  1, 
§ 9;  be  Cussy , Droit  marilime,  liv.  1,  tít.  3,  § 14;  Merlin,  fíépertoire,  tit.  Prises 
maritimes,  § 3,  art.  3;  Dalloz,  Répertoire,  tít.  Prises  maritimes,  sec.  3,  art.  2. 
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Carácter  ge- 
neral del 
contrabando 
de  guerra. 


Sir  William  Scott  ha  sustentado  idénticos  principios.  * 

§ 658.  La  dificultad  de  establecer  una  regla  general 
acerca  de  los  artículos  que  constituyen  el  contrabando  de 
guerra  proviene  de  su  misifta  naturaleza  y de  las  condi- 
ciones esenciales  que  le  distinguen.  Porque  no  se  trata  de  un  hecho 
principal  sino  de  uno  secundario  dependiente  de  la  resolución  de 
otras  cuestiones  superiores  y ¡ hasta  de  los  progresos  que  se  realicen 
en  el  arte  de  la  guerra.  Por  esto  el  catálogo  de  los  efectos  que  me- 
recen el  concepto  referido  se  ha  modificado  de  un  modo  tal  que  es 
difícil  explicar  sus  variaciones,  debidas  solo  á circunstancias  especiales. 

En  1673  se  consideraban  sujetos  á confiscación  el  trigo,  el  vino  y 
el  aceite,  y en  1747  adquirian  igual  carácter  la  manteca  y el  pesca- 
do en  salmuera.  Artículos  que  ayer  eran  inocentes  pueden  hoy  dejar 
de  serlo  á consecuencia  de  su  aptitud  para  emplearse  en  un  nuevo 
género  de  hostilidades.  Por  esta  razón,  los  principios  podrán  ser  unos 
mismos,  pero  su  aplicación  tiene  que  ser  distinta.  Mas  en  tanto  que 
por  uno  ú otro  medio  se  llega  á un  acuerdo  cualquiera  sobre  este 
punto,  menester  es  atenerse  á lo  dispuesto  por  los  tratados,  leyes  y 
sentencias,  en  casos  que  guarden  entre  sí  una  completa  homoge- 
neidad. ** 

§ 659.  Pero  las  capturas  de  este  género  exigen  condicio- 
nes especiales.  No  basta  que  los  objetos  apresados  tengan 
clara  y positivamente  el  carácter  de  ilícitos,  sino  que  es 
preciso  que  se  determinen  en  relación  con  las  partes  con- 
tendientes ; es  decir,  la  nocion  del  contrabando  de  guerra 
supone  como  circunstancia  esencial  un  interés  mancomunado  del  neu- 
tral y de  uno  de  los  beligerantes  contra  el  otro.  *** 

Desde  el  momento  que  un  buque  neutral  emprende  su 
viaje  con  destino  á un  puerto  beligerante,  conduciendo 
géneros  no  permitidos,  esta  sujeto  á confiscación,  porque  se  sobre- 
entiende que  ha  consumado  la  ofensa,  que  un  acto  fortuito  le  impi- 
dió realizar. 


Condiciones 
que  deben 
concurrir  pa- 
rala captura 
del  contra- 
bando de 
guerra. 


Consumación 
de  la  ofensa. 


* Halleck,  Int.  Iciw,  ch.  24,  § 23;  Heffter,  Droitint.,  § 160;  Riquelme,  Derecho 
púb.  int.,  lib.  1,  tít.  2,  cap.  15;  Kent,  Com.  on  am.  lato,  vol.  I,  p.  M0;  Duer, 
On  Insurance,  vol.  I,  p.  637. 

**  Grotius,  Droit  de  la  guerra  et  de  la  paix , édition  Guillaumin,  annotée  par  ra- 
dier-Foderé,  liv.  3,  ch.  1,  § 5,  note  3;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  art.  4; 

Heffter,  Droit  int.,  § 160.  , ,r  »•  o r 

***  Heffter,  Droit  int.,  § 161;  Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  vol.  II,  hv.  3,  en. o, 
pp  901  et  séq.;  Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  p.  119;  NVhcaton,  Elém. 
droitint.  vol.  II,  p,  166,  note  2;  Robinson,  Admiralty  rcporls,  vol.  III. 


DEL  CONTRADANDO  DE  GUERRA 


[cap.  m 


8 660 


Sir  William  Scott  con  motivo  del  apresamiento  de  la 
Apresaminto  Yonina,  en  agosto  de  1800,  dijo,  que  la  regla  relativa  al 
de  la Konma  contrabanclo  tal  y COmo  la  liabia  entendido,  siempre,  exi- 
gía que  los  artículos  fueran  capturados  in  delicio  y durante  la  tra- 
esía  hácia  el  puerto  enemigo.  Luego  añadió,  que  no  era  necesario 
hiciera  el  desembarco,  siendo  suficiente  la  intención 


v 


esperar  á que  se 
de  obrar  así  para  que  pudiera  declarársele  buena  presa. 

Gessner  opina  que  para  decretar  la  validez  de  estas  capturas,  es 
menester  que  se  hayan  hecho  en  alta  mar  y que  el  destino  de  la 
nave  al  puerto  contrario  sea  indubitable.  * 

víKje  de  re-  § 660.  Según  la  opinión  del  magistrado  que  acabamos 

torno ' de  citar,  el  viaje  de  retorno  está  cubierto  con  la  impu- 
nidad del  de  ida.  « Pero  este  sabio  juez,  dice  Wheaton,  aplica  una 
regla  distinta  á otros  casos  de  contrabando  trasportados  de  Europa 
á las  Indias  con  documentos  falsos  y simulado  destino,  á fin  de  ocul- 
tar el  objeto  verdadero  de  la  expedición.  El  cargamento  de  retorno, 
producto  del  de  exportación,  fué  confiscado,  o 
Opinión  do  Este  publicista  combate  tales  decisiones  fundándose  en 
tas  sobreesté  que  para  imponer  la  pena  es  indispensable  que  el  delito 

punto.  exista  en  ei  instante  en  que  se  efectúa  la  aprehensión, 
porque  si  se  sometiere  la  propiedad  á confiscación  aun  después  de  ha- 
berse borrado  la  ofensa,  no  se  purificarla  jamás  el  buque  del  contagio 
de  los  artículos  de  contrabando.  Ortolan  es  de  la  misma  opinión. 

Sin  embargo,  según  Halleck,  la  doctrina  referida  forma  jurispru- 
dencia en  los  almirantazgos  ingleses  y ha  sido  reconocida  también 
por  la  corte  suprema  de  los  Estados-Unidos.  Un  argumento  perentorio 
dice,  destruye  en  este  punto  las  conclusiones  de  Wheaton : los  tribu- 
nales de  presas  han  limitado  expresamente  la  ofensa  y sus  resultados 
penales  al  complemento  del  viaje  sin  ir  mas  léjos.  Pero  Gessner  par- 
ticipa del  modo  de  pensar  de  los  dos  escritores  anteriormente  cita- 
dos y censura,  como  ellos,  el  proceder  de  sir  W.  Scott.  Este  es  tam- 
bién nuestro  modo  de  pensar  (1).  ** 


* Gessner,  Le  droil  des  neutres  siir  mer,  p.  119;  Ortolan,  Dip.  de  lamer,  vol.  II, 
liv.  3,  ch.  6;  Halleck,  Int.  law , ch,  24,  § 7;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  218; 
Duer,  On  insurance , vol.  I,  p.  626. 

(l,i  Wildman,  extiende  este  principio  al  caso  en  que  el  buque  neutral  originariamente 
destinado  para  un  puerto  enemigo,  cambia  su  rumbo  ántes  de  ser  capturado  y se 
dirige  á uno  neutral. 

**  Wheaton,  Elém.  droil  int.,  pte  4,  ch.3,  § 26,  note;  Gessner,  le  droit  des  neu- 
tres sur  mer,  p.  122,  note  3;  Heffter , Droit  int.,  §161;  Hubner,  De  la  saisie  des 
dtiments  neutres,  liv.  2,  ch.  4,  § 4;  Heinecius,  De  navibus,  cap.  2,  §§  3,  4; 
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§ 6G1.  Puede  suceder  muy  bien  que  las  mercancías  pier-  Cambo  de 
dan  en  el  trascurso  de  la  travesía  la  cualidad  que  las  hacia  Cüra(Xcr- 
confiscables.  Tal  acontecería,  dice  Dana,  cuando  el  lugar  á que  van 
consignadas  hubiere  perdido  su  significación  hostil,  por  capitulación 
ó en  virtud  de  otra  causa  cualquiera,  ó bien  si  se  cambiara,  bona  fide, 
la  deiTOta  del  viaje,  sustituyendo  el  puerto  enemigo  con  otro  neutral. 
Las  apresadas  en  estas  circunstancias  no  pueden  ser  confiscadas.  El 
fundamento  de  esta  regla  descansa  en  la  naturaleza  especial  del  con- 
trabando de  guerra.  * 


§ 662.  Pero  esta  consideración  merecen  también  los  ob-  comercio  do 
jetos  que  el  neutral  trasporta  no  ya  de  uno  de  sus  puertos  treb°osjePuer 
á otro  de  un  beligerante,  sino  aquellos  con  que  trafica  tosenerai&os- 
entre  dos  ó mas  pertenecientes  al  enemigo.  Este  comercio,  dice  sir 
W.  Scott,  debe  calificarse  del  mismo  modo  que  la  importación  neutral 
en  un  país  beligerante,  produce  idénticos  efectos  y conduce  á igua- 
les consecuencias.  ** 

§ 663.  ¿Será  procedente  alguna  vez  la  confiscación  de 
un  cargamento  exportado  de  un  territorio  neutral  con  des-  púe?ios  neú- 
tino  á otro  que  lo  sea  también  ? Esta  cuestión  se  ha  dis- 
cutido ámpli amente  con  motivo  de  los  apresamientos  de  El  Gommcrcen 
y El  Springbock.  *** 

El  primero  de  estos  buques,  que  era  sueco,  fué  captu-  Caso  de¡ 
rado  por  un  corsario  de  los  Estados-Unidos  en  el  acto  de  Commercm. 
trasportar  cebada  y avena  á la  península  ibérica  para  el  consumo  de 
los  ejércitos  aliados,  hallándose  aquellos  en  guerra  con  la  Gran-Brela- 
ña,  pero  en  paz  con  Suecia  y las  demás  naciones  coaligadas  contra 
Francia.  Esta  carga  era,  pues,  enemiga  y la  mayoría  de  los  jueces  que 


Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  12;  Albericus Gcnlilis,  Hispan.  Adore., 
lib.  1,  cap.  20;  Halleck,  Int.  law,  ch.  24,  $8;  Wildman,  Inl.  law,  vol.  II,  p.  218; 
Manning,  Lato  of  nalions  p.  309;  Bello,  Derecho  inl .,  pie.  2,  cap:  8,  § 4;  OrLolan, 
Diplomalie  de  lamer,  liv.  3,  ch.  6;  Kent,  Com.  on  ani.  law,  vol.  I,  p.  131  note; 
Duer,  On  Insurance,  vol . I,  pp.  G26,  G27;  Rcddie,  fí escarches , etc.,  vol.  II,  p.  568 
Polson,  Law  of  nations,  p.  54;  Zouch,  Juris  et  jure  feciales,  p.  2,  cap.  8;  Jaeobson, 
Secrccht,  pp.  422,  423;  Wheaton,  On  captures,  p.  183;  Robinson,  Admiralty  reports, 
vol.  II,  p.  .343;  vol.  III,  pp.  168. 

* Halleck,  Int.  law,  ch.  24,  § 9;  Wildman,  Int.  lato,  vol.  II,  p-  218;  Duer,  On, 
insurance,  vol.  I,  pp.  572,  629,  Robinson,  Admiralty  reports,  vol.  III,  p-  167. 

**  Heffter,  üroit  int.,  § 161;  Halleck,  Inl.  law,  ch.  24,  § 10;  Wildman,  Int.  law, 
vol.  II,  p.  211  ; Duer,  On  insurance,  vol.  I,  pp.  629,630  ; Robinson,  Admiralty 
reports,  vol.  IV,  p.  70. 

**+  wheaton,  lilém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 26;  Halleck,  Int.  lato . ch.  24,  $ 
11  ; Duer,  On  insurance,  vol.  I,  p.  G30;  Wheaton,  Itepoits,  pp.  388,  389. 


§ 063  DEL  CONTRABANDO  DE  GUERRA  [CAl\  111 

entendieron  en  la  causa  decidió  que  el  viaje  habla  sido  ilegal  y que 
el  neutral  encargado  de  la  conducción  de  los  cereales  no  tema  dere- 
cho á percibir  líete  alguno.  La  corte  federal  expuso  en  su  sentencia 
que  según  la  jurisprudencia  establecida  por  el  almirantazgo  inglés, 
ocuparse  en  el  servicio  de  trasporte  para  el  enemigo,  conducir  mili- 
tares en  activo  servicio  ó dedicarse  á la  trasmisión  de  despachos,  eran 
actos  hostiles  determinantes  de  confiscación.  Así  mismo  no  se  creyó, 
ni  por  un  momento,  que  el  destino  neutral  del  buque  cambiara  el 
carácter  de  la  transacción,  y aunque  se  alegó  que  su  efecto  directo 
no  era  sostener  la  lucha  de  Inglaterra  con  la  Union,  se  replicó  que 
indirectamente  se  llegaba  á ese  fin,  aumentando  las  fuerzas  contra- 
rias. Por  estos  medios,  dijeron,  se  hace  subrepticiamente  lo  que  no 
es  permitido  ejecutar  de  una  manera  franca  y resuelta.  ¿ Cómo  ha  de 
sostenerse  que  un  neutral  pueda  lealmente  trasportar  provisiones  á 
una  escuadra  británica  que  reunida  en  Burdeos,  se  ocupase  en  pre- 
parar una  expedición  contra  los  Estados-Unidos,  ó con  otra  que  estu- 
viese haciendo  estación  en  las  costas  de  América?  Se  trató  de  dis- 
tinguir este  caso  de  los  demás,  so  pretexto  de  que  la  guerra  de 
Inglaterra  contra  Francia  era  de  índole  distinta  de  la  que  sostenía 
con  sus  antiguas  colonias,  lo  cual  autorizaba  á los  súbditos  suecos  á 
prestar  socorros  en  la  primera  y no  en  la  segunda.  Empero  la  corte 
sostuvo  que  sin  prejuzgar  el  derecho  que  asistia  al  rey  de  Suecia 
para  obrar  según  su  autoridad,  los  buques  de  aquella  nacionalidad 
empicados  al  servicio  de  la  Gran-Bretaña,  ó que  condujeran  materia- 
les para  el  uso  exclusivo  de  sus  ejércitos,  debian  considerarse  como 
enemigos.  * 

caso  a eEi  dia  3 de  febrero  de  1863  el  barco  inglés  Springbock 

Spnngbock.  con  cargamento  de  la  misma  nacionalidad  y procedente 
del  puerto  de  Londres,  que  era  neutral,  para  el  de  Nassau,  de  igual 
clase,  fué  apresado  por  El  Sonoma , crucero  de  los  Estados-Unidos. 
Conducido  á uno  de  los  de  la  república  se  incoó  la  causa  correspon. 
diente  ante  un  tribunal  de  presas,  el  cual  falló  que  las  mercancías 
de  contrabando  halladas  á bordo,  el  resto  del  cargamento  y la  nave 
eran  buena  presa.  Con  este  motivo  el  juez  Betts  estableció  los  si- 
guientes principios:  «Si  desde  su  salida  del  puerto  neutral  los  artí- 
culos de  contrabando  se  destinan  al  enemigo,  ya  deba  verificarse  la 

* W beatón,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 26;  Gessner,  Le  droit  des  neulres 

ST  n 119 ’ Bell°’  Derecho  int"  Pte-  2i  cap.  8,  § 4;  Halleck,  Int.  lato , ch. 

Whi;n’  0n  insurance.  vol.  I,  p.  631  ; Webster,  Works  of,  vol.  VI,  p.  452; 

wneaton,  Heports,  p.  382. 
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traslación  directamente,  ó bien  se  conduzcan  á otro  que  tenga  aquel 
carácter,  ó por  medio  de  una  nave  distinta,  estarán  sujetos  á confis- 
cación. 

«Si  hubieren  de  ser  entregados  en  otro  punto  que  el  designado 
por  los  documentos  correspondientes,  y en  él  se  desembarcasen  las 
mercancías  para  su  venta,  esta  variación  operada  en  el  destino  ver- 
dadero haría  procedente  su  confiscación. 

«La  división  de  un  trasporte  de  géneros  ilícitos  en  dos  ó mas,  por 
medio  de  viajes  hechos  por  diferentes  embarcaciones,  no  puede  hacer 
que  lo  que  solo  es  uno,  se  fraccione  en  varios,  aunque  para  reali- 
zarse por  completo  exija  muchas  expediciones  de  aquellas,  las  cuales 
podrán  considerarse  en  cierto  sentido  y para  fines  determinados  como 
si  hubiesen  recorrido  su  trayecto  particular,  sin  que  cada  uno  de 
ellos,  á excepción  del  último,  se  verifique  entre  puertos  neutrales.  Este 
modo  de  proceder  n^  legitimará  lo  que,  no  habiéndose  dividido,  se 
podía  considerar  como  ilegal. 

«Bien  se  halle  el  buque  obligado  simplemente  á hacer  escala  en 
un  puerto  neutral  y continuar  luego  su  viaje  á otro  enemigo,  ó bien 
haya  de  trasbordarse  el  cargamento  en  el  primero  hasta  su  conduc- 
ción al  segundo,  se  faltará  á las  prescripciones  que  deben  observarse 
y se  conceptuará  en  ambos  casos  el  trasporte  como  un  solo  acto,  único 
y completo,  á partir  desde  el  lugar  de  salida  hasta  el  de  consigna- 
ción. 

«Si  una  parte  de  un  trasporte  de  guerra  es  ilícita  lo  será  también 
el  todo,  procediendo  la  captura  lo  mismo  ántes  de  su  arribada  á las 
aguas  neutrales,  que  en  su  travesía  desde  estas  á las  enemigas. 

« Es  una  regla  evidente  de  derecho  que  cuando  existen  á bordo 
efectos  de  contrabando,  los  demás  adquieren  idéntica  significación  si 
pertenecen  á un  mismo  propietario,  siendo,  por  tanto,  confiscables 
todos  ellos.  » 

En  cuanto  al  buque,  el  juez  Betts  decidió  que  lo  era  también,  hm- 
dándose  en  que  eí  derecho  internacional  moderno  reconoce  la  pro- 
cedencia de  semejante  medida  en  dos  ocasiones:  Ia  cuando  la  nave  y 
su  cargamento  son  de  un  dueño  únicamente  ; 2a  cuando  el  contra- 
bando tiene  un  .destino  simulado.  El  Springbock  y la  carga  que  condu- 
cía no  pertenecían  á una  sola  persona,  pero  el  destino  de  la  segunda 
era  ficticio,  supuesto  que  ántes  de  llegar  á Nassau  debía  ser  expedida 
nuevamente  para  un  lugar  enemigo. 

Por  otra  parte,  en  la  sentencia  se  hacia  notar  que  el  capitán  no  ig- 
noraba cual  era  el  verdadero,  y se  habia  dado  á la  vela  sin  recoger 
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las  facturas  que  le  habrían  (laclo  ú conocer  los  Artículos  (le  que  se 
componía,  habiendo  declarado  acerca  de  este  punto  que  no  las  Lomó 
porque  iban  á remitírselas  directamente  al  consignataiio,  traslucién- 
dose claramente  en  esta  confesión,  que  su  ignorancia  no  era  mas  que 
aparente.  En  fin,  la  conclusión  general  del  juez  mencionado  íué  que, 
habiéndose  encontrado  á bordo  algunos  artículos  de  contrabando  per- 
tenecientes al  mismo  dueño  de  los  restantes,  que  eran  de  lícito  co- 
mercio, y en  vista  así  mismo  de.  la  irregularidad  que  se  observaba  en 
los  papeles  de  mar  procedía  la  confiscación  del  barco  y la  del  carga- 
mento. 

Los  propietarios  de  ambos  apelaron  á la  corte  suprema  federal,  que 
anuló  el  fallo  relativo  al  primero,  manteniéndole  íntegro  respecto  al 
segundo  (1).  Causando  esta  sentencia  ejecutoria  recurrieron  aquellos 
al  gobierno  inglés  en  solicitud  de  que  reclamara  al  de  la  república 
norte-americana  una  compensación.  Aunque  el  foreing -Office  se  re- 
sistió al  principio  d tomar  en  cuenta  esta  demanda,  concluyó  por  ac- 
ceder d ella,  sometiéndola  al  eximen  de  los  abogados  de  la  Corona, 
quienes  después  de  un  estudio  muy  detenido  emitieron  este  dic- 
tamen : 

«Admitimos,  por  exigirlo  así  la  argumentación,  que  la  ley  ha  sido 
interpretada  y aplicada  fielmente  en  la  sentencia  de  la  corte  suprema 
federal,  y que  su  justicia  es  evidente,  si  el  cargamento  tomado  en 
Inglaterra  tenia  por  objeto  el  trasbordo  en  Nassau  de  las  mer- 
cancías para  su  conducción  posteriormente  á un  puerto  enemi- 
go. Mas  si,  por  otra  parte,  el  embarque  de  la  carga  se  ha  efec- 
tuado, como  pretenden  los  reclamantes,  sin  otro  fin  que  el  de  entre- 
garlas, para  su  venta  bona  fide , d un  agente  del  punto  mencionado, 
no  podía  ser  condenada,  aun  cuando  constituyera  realmente  contra- 
bando de  guerra  ó los  compradores  de  Nassau  la  adquiriesen  con  la 
intención  positiva  de  trasladarla  al  enemigo.  Como  la  definición  de 
un  trayecto  continuo  comprende  naturalmente  el  trasbordo  de  los 
efectos,  la  única  cuestión  que  debemos  examinar  es  si  estaban  desti- 
nados desde  su  origen  d ser  conducidos  de  una  sola  vez  al  territorio 
beligerante. 


(I)  be  ha  notado  por  algunos  que  el  buque  cuya  confiscación  levantó  la  corte  fede- 
iul  valia  30,000  francos,  mientras  que  la  carga,  cuya  confiscación  sostuvo  ascendía 
á 1,650,000  francos.  Pero  la  cuestión  que  aquí  se  debate  eseu  primer  lugar  un  pun- 
ió de  derecho  sobre  el  que  no  ejerce  influencia  alguna  el  valor  de  los  objetos.  Aun- 
que hubiera  la  corte  federal  levantado  la  confiscación  de  la  carga  y sostenido  la  del 
Juque,  no  hubiera  perdido  por  eso  su  gravedad  ni  su  importancia.  Véase  « Le 
emoiial  diplomatique  » correspondiente  al  23  de  abril  de  1868. 
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« La  primera  observación  que  nos  permitiremos  hacer  es  que  siem- 
pre que  un  buque  aparece  realmente  y de  buena  fé  destinado  ti  un 
puerto  neutral  (y  tal  es  el  caso  admitido  aquí),  corresponde  á los  cap- 
tores ofrecer  la  prueba  y testimonios  claros  y concluyentes  que  acre- 
diten el  diverso  destino  del  cargamento.  La  corte  suprema  federal 
dice  en  su  sentencia  con  mucha  razón  que  la  confiscación  debe  apo- 
yarse en  el  destino  primitivo  ú originario  del  cargamento.  Pero 
cuando  se  examinan  los  razonamientos  en  que  funda  una  conclusión 
que  le  es  desfavorable,  se  vé  que  son  inexactos  en  el  terreno  de  los 
hechos  y erróneos  en  el  de  los  principios. 

«El  primer  argumento  alegado  para  justificar  que  el  puerto  de 
Nassau  no  era  su  destino  real,  se  apoya  en  la  forma  de  los  conoci- 
mientos. Preténdese  que  no  especificándose  en  ellos  el  contenido  de 
los  fardos,  y no  haciéndose  designación  de  consignatario,  pues  indica- 
ban solamente  que  debianser  entregados  segun  orden  y á representan- 
tes autorizados,  se  puede  considerar  esta  circunstancia  como  prueba  de 
que  se  trataba  de  ocultar  su  consignación  efectiva.  Tenemos  á la  vista 
una  declaración  de  algunos  de  los  principales  corredores  de  número 
de  Londres,  que  está  de  acuerdo  con  nuestra  experiencia  personal, 
en  la  que  se  dice  que  los  documentos  referidos  tienen  la  forma  acos- 
tumbrada y regular  de  consignaciones  á un  agente  de  venta  en  un 
puerto  como  Nassau.  Es  probable  que  la  corte  haya  podido  equivo- 
carse por  la  circunstancia  de  que  en  los  embarcos  para  los  de  los 
Estados-Unidos  se  necesitan  indicaciones  mas  detalladas  si  se  ha  de 
satisfacer  á las  aduanas  de  la  república.  Pero  como  estos  papeles 
son  completamente  regulares  y su  forma  es  la  habitual  en  el  tráfico 
con  un  puerto  inglés  no  pueden  dar  lugar  á que  se  presuma  una 
intención  fraudulenta. 

«El  segundo  argumento  alegado  es  que  no  se  habia  podido  pensar 
en  realizar  la  venta  de  las  mercancías  en  Nassau,  supuesto  que  debían 
ser  entregadas  segun  órden.  Es  cierto  que  el  conocimiento  asi  redac- 
tado significaba  «la  negación  de  que  se  hubiera  hecho  venta  alguna 
en  aquel  punto,»  pero  este  no  es  el  caso  en  que  se  colocaban  los  re- 
clamantes, que  sostenían  que  las  habían  enviado  á un  agente  para 
su  enagenacion;  y siendo  así,  la  forma  de  aquellos  era  regular.  Nos 
parece,  pues,  que  sobre  estos  dos  puntos  importantes  la  sentencia  se 
ha  fundado  en  mía  interpretación  inexacta  de  los  hechos. 

«Apóyase  también  la  corte  suprema  federal  en  el  carácter  del  car- 
gamento para  deducir  que  su  destino  no  podía  ser  el  puerto  nombra- 
do. Este  punto  sobre  el  cual  insiste  la  sentencia,  nos  parece  basado 
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en  un  error  absoluto.  El  hecho  de  que  una  parte  de  el  ó todo  consti- 
tuye contrabando,  lejos  de  argüir  contra  su  destino,  le  prueba  indi- 
rectamente, porque  era  mas  verosímil  que  se  expidiera  contrabando 
de  guerra  para  dicho  puerto,  que  no  para  un  beligerante.  Por  otra 
parte  el  comercio  de  un  neutral  con  Nassau  no  podía  calilicarse  de 
ilícito. 

«Si  A remite  allí  un  cargamento  de  fusiles  con  la  intención  de 
venderlos  en  Ja  misma  plaza,  no  se  podrán  confiscar  porque  el  expe- 
didor piense  (pie  probablemente  B los  comprará  y trasladará  á un 
puerto  beligerante.  Luego  la  naturaleza  de  la  carga  no  justifica  á 
nuestros  ojos  la  inducción  de  la  corte  suprema  federal,  á saber : que 
no  se  ha  expedido  para  venderse  en  Nassau. 

«El  último  argumento  del  tribunal  para  probar  la  importante 
cuestión  de  si  se  liabia  tenido  ó no  en  vista  realizar  en  Nassau  la 
venta  bona  fide  de  las  mercancías,  se  funda  igualmente  sobre  una 
noticia  equivocada  de  los  hechos.  La  corte  suprema  dice : « Si  estas 
« circunstancias  se  consideraran  insuficientes  para  autorizar  una  con- 
« clusion  satisfactoria,  se  podrá  encontrar  otra  de  carácter  indudable 
« en  la  presencia  de  La  Gertrudis  en  el  puerto  de  Nassau,  con  la  in- 
« tención  bien  clara  y manifiesta  de  forzar  el  bloqueo  hácia  la  época 
« en  que  se  esperaba  la  arribada  de  El  Springbock.  Parece  probable 
« que  la  primera  habia  sido  enviada  para  esperar  la  llegada  del  se- 
« gundo  y trasportar  el  cargamento  á un  puerto  beligerante  y blo- 
« queado. 

« Pues  bien,  una  de  las  fases  notables  de  este  asunto  es  que  esta 
circunstancia  supuesta  por  medio  de  la  cual  el  tribunal  trató  de  dar 
consistencia  á sus  inducciones,  es  completamente  errónea.  La  Gertru- 
dis no  esperaba  en  Nassau  la  llegada  de  El  Springbock , por  el  contra- 
rio, según  aparece  de  las  listas  del  Lloyd,  cuando  se  verificó  su  cap- 
tura, aquella  estaba  anclada  en  el  puerto  de  Queenstown  en  Irlanda, 
de  manera  que  la  presunción  de  un  trasbordo  premeditado  fundado  en 
su  presencia  cae  por  su  base. 

«Nos  parece  que  los  argumentos  sobre  que  se  ha  apoyado  el  tribu- 
nal no  llegan  á establecer  el  único  caso  posible  de  confiscación,  y que 
las  circunstancias  todas  del  asunto  son  compatibles  con  la  hipótesis 
de  una  venta  proyectada  en  Nassau,  hipótesis  que  han  debido  rechazar 
los  captores.  Pero  el  informe  de  M.  R.  W.  Hart,  que  nos  ha  sido 
presentado,  da  aun  mayor  fuerza  á la  posición  de  los  reclamantes. 
En  él  se  demuestra  de  que  modo  se  vendían  allí  durante  aquella 
época  los  cargamentos  de  la  especie  del  que  nos  ocupa,  y su  decla- 
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ración  explícita  respecto  al  de  El  Spnnybock  j a las  instrucciones  que 
habia  dado  para  la  venta  concuerdan  con  los  hechos  que  arrojan  los 
testimonios. 

«Considerando  el  conjunto  de  las  circunstancias,  no  tenemos  duda 
alguna  de  que  si  los  hechos  que  sirven  de  base  á este  asunto  hubie- 
ran sido  expuestos  con  claridad  y comprendidos  con  exactitud,  como 
nos  parecen  resultar  de  los  documentos  que  tenemos  á la  vista , el 
cargamento  no  hubiera  sido  condenado,  existiendo,  por  tanto,  en  esta 
causa  un  abuso  de  justicia. » (1) 

La  prensa  européa  se  ha  ocupado  mucho  de  los  hechos  que  acaba- 
mos de  narrar,  condenando  como  peligrosa,  casi  unánimente,  la  juris- 
prudencia que  los  Estados-Unidos  han  tratado  de  establecer  en  esta 
ocasión.  Pero  si  semejante  doctrina  tiene,  con  efecto,  el  carácter  que 
se  le  imputa,  no  ofrece  menores  inconvenientes  colocarse  para  su  re- 
futación fuera  de  las  condiciones  históricas  y positivas  del  derecho 
internacional,  como  han  hecho  los  que  la  combaten  sosteniendo  que 
el  viaje  de  una  nave  neutral  entre  dos  puertos  que  también  lo  son, 
no  podía  nunca  dar  lugar  á que  se  calificara  su  carga  como  de  con- 
trabando ; lo  cual  depende  únicamente  de  la  veracidad  que  arroje  su 
destino.  Una  vez  que  este,  dice  Gessner,  se  halle  bien  determinado, 
importa  poco  que  el  barco  arribe  á un  puerto  neutral  para  trasbordar 
allí  sus  mercancías  ó para  que  tomen  posesión  de  ellas  los  consigna- 
tarios beligerantes.  El  lugar  ó sitio  de  destino,  añade,  no  tiene  impor- 
tancia alguna  ; todo  depende  del  empleo  que  se  las  dé,  de  si  son  ó 
no  aplicables  á las  necesidades  de  la  guerra.  Por  tanto,  cuando  los 
publicistas  como  Historiáis,  por  ejemplo,  dicen  que  para  constituir 
contrabando  de  guerra  es  indispensable  que  exista  la  cualidad  hostil 
y el  destino  de  igual  significación,  se  refieren  al  real  y no  al  aparente. 

El  consejo  imperial  de  presas  de  Francia  ha  aplicado  caso  do  La 
esta  doctrina  con  motivo  de  la  captura  de  La  Wrow-Hou-  11  'o™ 
reina  en  1834  ; decidiendo  que  era  confiscable  todo  artículo  que  cons- 
tituyera contrabando  de  guerra,  cuando  pudiera  suponerse  que  estaba 
destinado  al  enemigo,  y aun  cuando  se  hallara  a bordo  de  una  embar- 
cación neutral,  procedente  y destinada  á puertos  de  igual  clase. 4 (2) 


(1)  Este  informe  fué  formulado  por  MM.  Mellish  y Harcourt  conocido  también 
con  el  seudónimo  de  Historiáis.  Véase  « Le  Memorial  diplomatiquc  » 23  abril  1868. 

* Memorial  diplómala] ue,  29  déc.  1863,  3 avril,  1864,23  avril  1868;  Gessner,  Le 
droil  des  neutros  sur  mcr , p.  119;  Pistoyc  ct  Duverdy,  Traite  des  plises,  vol.  II, 
p.  523,  annexes. 

(2)  El  considerando  de  esta  sentencia  relativo  á la  cuestión  que  nos  ocupa  dice  lo 
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gen un  exa- 
men muy  ilc- 
icnido. 


Extensión  do 
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§ 00 í.  Como  es  de  presumir,  cuando  pretenden  eludirse 
las  prescripciones  vigentes  el  infractor  procura  encubrir  su 
falta  con  la  mayor  apariencia  de  legalidad  posible.  Así  es 
que  si  un  neutral  conduce  un  cargamento  á un  puerto  que 
no  tiene  carácter  hostil  para  trasbordarle  allí  con  destinación  á otro 
que  lo  es,  trata  de  evitar  su  apresamiento  procurándose  conocimien- 
tos facturas,  cartas  para  los  consignatarios  etc.  Por  tanto,  el  deber 
de  un  tribunal  de  presas  al  entender  en  asuntos  de  esta  especie  es 
inquirir  con  prudencia  y sagacidad  los  hechos  para  descubrir  el  frau- 
do, si  existiere.  Y su  atención  en  este  punto  debe  ser  mayor  cuando 
hav  indicios  de  los  que  se  colije  que  el  súbdito  de  la  nación  que  ha 
hecho  la  captura  comercia  con  el  adversario  ó bien  si  se  trata  de  un 
neutral  de  quien  se  supone  que  ha  enviado  mercancías  al  enemigo  en 
contravención  de  las  leyes  que  rijen  en  la  materia.  Puede  también 
presentarse  igual  cuestión  cuando  exista  la  sospecha  de  que  se  ha  in- 
tentado forzar  un  bloqueo.  * 

§ 665.  Algunos  publicistas  lian  sostenido  que  la  prohi- 
bición que  pesa  sobre  los  artículos  comprendidos  en  el 
contrabando  de  guerra  se  limita  á su  trasporte  por 
mar;  otros,  pretenden  que  alcanza  á su  venta  en  territorio 

neutral. 

By  kerslioek  es  el  primero  que  lia  tratado  esta  cuestión,  resol  vién- 

siguiente  : Considerando  que  á estas  presunciones  de  propiedad  enemiga  suficientes 
para  resolver  la  confiscado»  del  salitre  capturado  á bordo  de  La  Wrod-Houwina, 
es  preciso  añadir  aun  las  que  se  refieren  al  destino  det  buque  : 

« Que  se  debe  suponer  tanto  mas  que  el  destino  del  buque  era  aparente  y que  La 
Wrow-Houwina  después  de  desembarcar  en  Hamburgo  su  cargamento  lícito  se  daria 
á la  vela  para  algún  puerto  enemigo  del  Báltico,  cuanto  que  su  salida  de  Lisboa 
coínddió  precisamente  con  la  retirada  de  las  escuadras  aliadas  que  dejaban  sin 
bloquear  les  puertos  rusos 

« Que  aun  sin  recurrir  á esta  suposición,  el  viaje  á aquel  puerto  ocultaba  proba- 
blemente, ya  que  no  para  el  buque,  al  menos  para  el  cargamento  un  destino  enemigo, 
supuesto  que  era  público  que  la  ciudad  de  Hamburgo  había  recibido  durante  el  año 
último  cantidades  de  salitre  que  excedían  en  mucho  á sus  importaciones  ordinarias; 
que  en  el  més  de  diciembre,  época  en  que  debia  esperarse  en  dicho  puerto  á La 
Wrow-Houwina  se  habia  intentado  por  algunos  negociantes  hamburgueses  fletar  un 
buque  de  Lubeck  destinado  á llevar  á Rusia  plomo,  salitre  y azufre,  y que  á fin  de 
enero  de  1855  otra  expedición  de  las  dos  primeras  sustancias  que  salió  del  mencionado 
puet  to  por  el  tren  con  destino  á Koenigsberg,  habia  sido  conducida  por  trineos  rusos 
desde  esta  ciudad  á la  frontera  de  Rusia  cerca  de  Kowno.  » 
r hana,  Elem.  int.  law,  by  Wlieaton,  eighth  edition,  note  231,  p.  667;  Kent, 
_.om*  on  am.  law,  vol.  I,  p.  84,  note  a;  Halleck,  Int.  law , ch.  24;  Opinions  of 
vni  ir AUhS  9mL  voL  T»  PP*  359-362,  394-396;  Robinson,  Admiralty  reports, 

vni  v,PP'  m>  343,  361 ; v»!-  III,  PP.  122,  167,  217;  vol.  V,  pp.  325-349,365,  367, 
V01-  vb  p.  3^2. 
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dola  en  sentido  contraído  á los  segundos,  esto  es,  juzgando  libre  su 
tráfico  dentro  de  los  límites  jurisdiccionales  de  una  nación  que  haya 
proclamado  su  neutralidad.  Lampredi  sostiene  idéntica  opinión,  que 
es  combatida  por  Galiani.  Los  publicistas  alemanes  de  mas  nota,  como 
Martens,  Klüber,  Heffter,  etc.  se  han  inclinado  á la  opinión  del  pri- 
mero, y los  franceses,  Hautefeuille,  Pistoye  y otros,  á la  del  segundo. 

En  defensa  de  su  modo  de  pensar  Lampredi  expone  que  ni  de  los 
principios  generales  del  derecho  de  gentes,  ni  de  las  estipulaciones  de 
los  tratados  públicos  puede  deducirse  lógicamente  que  no  esté  permi- 
tida la  venta  de  los  géneros  de  que  se  trata  en  países  que  permane- 
cen ajenos  á las- hostilidades.  Martens  y Klüber  sostienen  el  mismo 
parecer,  añadiendo  el  primero  que  puede  traficarse  libremente,  en  las 
condiciones  expresadas,  hasta  con  municiones  de  guerra.  La  doctrina 
sustentada  por  estos  escritores  parece  incontrovertible,  atendiéndose  á 
la  imposibilidad  en  que  se  halla  el  beligerante  de  castigar  á los  que 
así  obran;  mas  por  Jo  mismo  que  no  puede  impedir  la  realización  de 
semejantes  actos  en  virtud  de  la  soberanía  propia  de  cada  Estado, 
estos  no  deben  permitir  que  sus  súbditos  falten  á las  leyes  de  la 
neutralidad. 

Pasando  al  terreno  práctico  y no  obstante  la  divergencia  de  opinio- 
nes enunciadas  acerca  de  este  punto,  se  puede  decir  que  es  evidente 
la  naturaleza  hostil  de  las  ventas  de  que  estamos  ocupándonos  ; si 
bien  no  pueden  dar  lugar  á que  el  beligerante  aprese  y confisque  las 
mercancías  poniéndose  en  contacto  directo  con  el  infractor,  sobre 
quien  no  tiene  realmente,  ni  per  accidens , poder  alguno. 

Phillimore  opina  que  estas  transacciones  son  tan  hostiles  como  la 
conducción  de  los  efectos  sobre  que  versan  hasta  un  puerto  enemigo, 
diferenciándose  solo  en  que  esta  tiene  un  carácter  mas  pronunciado 
de  enemistad  y supone  una  parte  mas  incuestionable  y activa  en  la 
guerra.  * * * § 

§ 666.  La  confiscación  que  se  deriva  del  contrabando  do 

. ponas  con 

guerra  olrece  en  su  aplicación  numerosas  dificultades.  Por  que  se  cnsi¡- 

. 1 ga  el  con- 

de pronto,  nos  hallamos  con  que  las  partes  que  están  en  trabando  do 

...  . . guerra. 

pugna  no  tienen  jurisdicción,  según  el  derecho  extricto, 

sobre  el  contrabandista  neutral.  Sin  embargo,  del  mismo  modo  que 


* Gessner,  Le  droit  des  neutros  sur  mer,  pp.  112,  el  seq.;  Jfauteteuillo,  Droits 

des  nalions  -neutros,  tit.  8.  scc.  3;  Bynkcrshoek,  Quoest.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  22; 

Lampredi,  Commcrcc  des  neutros,  ptc.  1,  § 5;  Martens,  Prccis  du  droit  des  yens, 

§ 318;  Klüber,  Droit  des  yens  mod.,  S 288;  l’liillimore,  On  int.  lato,  vol.  III, 
I».  321. 
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existe  una  concordancia  perfecta  de  opiniones  respecto  á la  regla  que 
prohíbe  el  tráfico  de  ciertos  artículos,  por  mas  que  en  la  designación 
de  estos  no  haya  idéntica  homogeneidad,  asi  también  están  contextos 
todos  los  autores  en  la  procedencia  de  su  confiscación  desde  el  mo- 
mento en  que  no  cabe  duda  sobre  su  carácter  de  ilícito  comercio  y 
su  destino  hostil.  En  lo  que  si  vuelve  á encontrarse  la  divergencia 
lamentable  que  reina  en  las  cuestiones  precisadas  es  en  la  extensión 
práctica  que  deba  tener,  diversidad  que  resalta  igualmente  en  las 
leyes  de  cada  país  y en  los  fallos  ele  los  tribunales  de  presas  respec- 
tivos. 


Ya  hemos  visto  que  antiguamente  se  sostenia  la  proce- 

Doclrina  an-  1 1 

tígna.  dencia  de  la  confiscación  en  masa  del  cargamento  y la  del 
barco  que  le  conduce.  Bynkershoeck  (pie  participa  de  este  modo  de 
pensar  exige  para  la  del  último  que  su  capitán  sea  á la  vez  su  propie- 
tario. Tal  fue,  según  este  publicista,  la  conducta  observada  siempre 
por  los  Estados-Generales.  Y luego  añade:  Si  ex  his  jus  gentium  me - 
tiamur , dicendum  videbatur  nunquam  naves , nunquam  merces  licitas 
publicar  i ob  mercas  illicitas , quee  eadem  nave  vehuntur.  Sed  non  antera 
ex  his  jus  gentium  efficere,  quia  vatio,  juris  gentium  magistra  non  pa- 
titur,  ut  omnino  generaliter  et  indistincte  hcec  intelligamus  ; nam , quod 
ad  navim , distinguen  dura  puto  an  hcec  acl  ipsum  navarchum  an  ad  alios 
pertineat.  Si  ad  ipsum  navarchum , iterum  distinxerim  an  sciverit , ut 
pierumque  scit , nec  illicitas  navi  suce  imponi , an  ignoraverit,  ut  si 
nautee,  navarcho  forte  absente , aliquid  illicitum  in  ea  condiderint.  Si 
sciverit  y ipse  in  dolo  est , quod  navim  suam  locaverit  ad  usura  rei  illi- 
citce  et  navis  publicabitur,  secus  si  ignoraverit , quia  sic  dolo  carel  (1). 

Esta  doctrina  se  halla  conforme  con  la  práctica  generalmente  seguida 
en  su  época,  como  lo  atestiguan  los  tratados  de  1648  y 1650  entre 
España  y Holanda,  y el  de  1655  firmado  por  Francia  y la  liga  anseá- 
tica, en  cuya  redacción  se  trasluce  claramente. 

Mattel  se  ocupa  solamente  de  las  mercancías  prohibidas,  haciendo 
caso  omiso  de  las  demás  y de  la  embarcación.  Juzga  que  la  simple 
aprehensión  no  es  suficiente  para  impedir  un  tráfico  tan  peligroso,  y 
teimina  diciendo  : « Para  evitar  motivos  de  queja  y aun  de  rompi- 
miento, se  ha  convenido,  en  conformidad  con  los  verdaderos  princi- 
pios, que  los  beligerantes  puedan  capturar  y confiscar  las  mercancías 
de  contrabando  que  los  neutrales  traten  de  trasportar  al  enemigo,  sin 


(b  Bynkershoek,  Quoestiones  jur.  pub.,  !¡b.  1,  cap.  12. 
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que  su  soberano  pueda  reclamar  por  eso,  así  como  aquel  no  le  imputa 
los  actos  de  sus  súbditos.  » 

Phillimore  reconoce  que,  teniendo  presentes  las  prescrip- 
ciones de  la  legislación  internacional  moderna  la  confisca-  «Jema, 
cion  es  conducente  tratándose  únicamente  de  géneros  no  permitidos, 
pero  conviene  en  que  hay  ciertos  casos  para  los  cuales  procede  la 
aplicación  de  las  rigorosas  disposiciones  de  la  antigüedad.  En  su 
opinión,  el  buque  neutral  puede  ser  confiscado  : 

Io.  Guando  pertenece  al  dueño  de  la  carga. 

2°.  En  el  caso  de  que  intente  ocultar  el  lugar  á que  va  realmente 
destinado.'1 

3o.  Si  procura  hacer  lo  mismo  con  el  nombre  del  propietario  ó 
cuando  infrinja  con  su  trasporte  las  estipulaciones  de  los  tratados 
subsistentes. 

4o.  Procederá  su  confiscación  en  el  viaje  de  retorno,  siempre  que 
en  el  de  ida  haya  tratado  de  disimular  el  contrabando,  afectándose 
los  intereses  del  propietario  de  la  nave  por  la  conducta  del  sobrecargo. 

5o.  También  podrá  apresarse  y venderse  una  embarcación  particu- 
lar, si  el  oficial  á quien  se  ha  conferido  su  mando  por  un  tribunal  de 
presas,  se  dedica-  á un  comercio  ilícito. 

Por  último,  el  autor  cuyo  parecer  examinamos,  cree  legal  la  confis- 
cación de  toda  la  carga,  cuando  es  de  un  solo  propietario  ; fundán- 
dose en  la  opinión  de  Bynkershoek  que  la  autoriza  ob  continentiam 
delicti. 

Otro  publicista  inglés,  Wildman,  abunda  en  las  ideas  del  preci- 
tado, si  bien  no  menciona  el  caso  tercero,  y sostiene  que  hay  ocasio- 
nes en  que  no  es  posible  extender  el  carácter  delictuoso  á todos  los 
efectos,  no  siendo,  por  tanto,  confiscables  sino  aquellos  que  lo  tienen 
indubitablemente. 

Muchas  son,  dice  Ortolan,  las  distinciones  hechas  sobre  este  pun- 
to, tanto  por  los  autores  cuanto  por  las  leyes  y reglamentos  especia- 
les. Reasumiéndolas  nos  encontramos  con  este  cuerpo  de  doctrinas  ; 
procede  la  confiscación : 

Io.  Si  las  mercancías  de  contrabando  componen  las  tres  cuartas 
partes  del  valor  total  del  cargamento. 

2o.  Si  pertenecen  á la  misma  persona  que  el  buque  y las  demás 
que  no  tienen  esa  significación. 

3o.  Si  se  ejecuta  el  trasporte  con  papeles  falsos  y destino  supuesto. 

4°.  Si  el  propietario  de  la  nave  está  obligado,  por  tratados  exislen- 
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tos  entro  su  país  y el  del  captor,  á no 


facilitar  al  enemigo  los  artículos 


de  une  se  trate.  , . 

Pasando  luego  4 analizarlas,  dice  : « La  primera  se  ha  reconocido 

ñor  el  artículo  1°.  del  reglamento  de  Luis  XVI,  publicado  en  1778.  La 
segunda,  admitida  por  Bynkershoek  lo  lia  sido  igualmente  por  otros 
tratadistas,  como  Rcddie  y Wheaton,  habiendo  apoyado  esto  también 
la  cuarta  y aquel  la  tercera.  Mas,  por  nuestra  parte,  creemos  firme- 
mente que  ninguna  de  estas  distinciones  deben  admitirse,  y que  el 
buque  y las  mercancías  libres  no  pueden  nunca  ser  confiscados.  » 


Veamos  ahora  como  prueba  Ortolan  la  tesis  precedente. 

« En  efecto,  añade,  es  preciso  no  perder  de  vista  que  los  súbditos 
de  los  Estados  agenos  á la  lucha,  conservan  en  principio  la  liber- 
tad de  comercio  con  las  naciones  que  la  sostengan.  Así,  pues,  cuan- 
do usando  de  este  derecho,  trasportan  á una  ó á entrambas  artículos 
que  pueden  servir  directa  y exclusivamente  para  la  guerra  no  obran 
como  enemigos,  sino  como  negociantes,  no  hallándose  razonada- 
mente facultados  los  beligerantes  para  tratarlos  en  el  primer  concep- 
to, y declarar,  por  consiguiente,  buena  presa  la  nave  y el  cargamento 
que  no  infrinjo  ley  alguna.  Verdad  es  que  al  dar  á sus  transacciones 
una  latitud  que  invade  el  terreno  prohibido  lastiman  los  intereses  de 


una  de  las  partes  contendientes  y se  exponen  á que  hagan  uso  de* 
derecho  que  les  es  reconocido  de  oponerse  á la  realización  del  tras- 
porte. La  consecuencia  inevitable  de  esto  es  que  las  mercancías  po- 
drán ser  detenidas  en  su  trayecto,  y la  razón  manifiesta  que  pro- 
cederá su  confiscación.  Esta  es  una  pena  lógica,  fundada ! en  la 
naturaleza  misma  de  las  cosas  y en  relación  con  la  gravedad  de  la 


infracción,  puesto  que  alcanza  á los  artículos  no  permitidos,  pocos  ó 
muchos,  según  la  cantidad  en  que  se  encuentren.  Pero  ir  mas  léjos 
todavía,  y confiscar  los  que  no  tienen  esa  cualidad  y hasta  el  barco 
que  les  conduce,  equivaldría  á aplicar  un  castigo  variable  y arbitrario 
en  su  extensión,  que  pesaría  con  sobrada  frecuencia  sobre  personas 
inocentes,  y que,  aun  en  los  casos  citados,  seria  injustificable.  En 
el  primero,  es  proporcional  á la  culpabilidad,  y su  agravamien- 
to natural  estriba  en  que  alcanza  á las  tres  cuartas  partes  del  car- 
gamento ó mas  aun.  Pero  ¿ por  qué  motivo  podrá  conceptuarse  el 
captor  autorizado  para  dar  á una  nave  neutral  la  significación  de  ene- 
miga y apropiársela  á título  de  presa?  ¿ Cómo  tendrá  derecho  de  hacer 
b>  P1  opio  con  géneros  libres,  pertenecientes  quizás  á otros  propietarios  ? 
n el  segundo  caso,  esto  es,  cuando  los  lícitos  y los  que  no  lo  son 

peitenecen  á uno  solo  ¿por  qué  se  ha  de  juzgar  esta  circunstancia 
268 


CAP.  I1J 


del  contrabando  de  cuerda 


como  agravante,  y castigar  de  consiguiente  el  hecho  con  mas  grande 
severidad  ? ¿ Cuál  seria,  por  otra  parte,  la  proporción  indispensable 
entre  el  delito  y la  pena,  si  unos  cuantos  artículos  prohibidos  pudie- 
ran bastar  para  t|ue  se  declarase  conducente  Ir  confiscación  de  la  nave 
y un  rico  flete,  de  modo  que  mientras  mas  pequeño  fuera  el  primero 
mayor  había  de  ser  la  segunda  ? Esto  podría  justificarse  si  se  tratara 
de  un  enemigo,  pero,  lo  repetimos,  es  una  cuestión  puramente  de 
negocio,  y no  pueden  juzgarse  estos  hechos  como  ejecutados  por  un 
gobierno  con  violación  de  sus  deberes  neutrales  sino  como  actos  de 
particulares  en  el  ejercicio  de  su  tráfico.  Respecto  á la  tercera  propo- 
sición diremos,  que  si  las  acciones  á que  se  refiere  constituyen  una 
infracción  á las  reglas  internacionales,  ó un  crimen  ó delito  punible 
por  las  leyes  internas  del  país  á que  pertenezca  el  buque,  habrá,  sin 
duda,  lugar  á la  aplicación  de  disposiciones  represivas  por  la  jurisdic- 
ción competente  y en  conformidad  con  la  legislación  porque  deban 
rejirse;  no  pudiendo  dar  al  apresador,  por  semejante  motivo  al  menos, 
facultad  para  confiscar  la  nave  y el  cargamento.  Por  último,  el  caso 
cuarto  no  justifica  tampoco  la  adopción  de  ]a  medida  que  venimos 
impugnando.  La  obligación  que  tienen  los  comerciantes  neutrales  de 
abstenerse  de  traficar  en  efectos  que  constituyen  contrabando  de  guerra 
existe  independientemente  de  los  tratados,  cuya  misión  consiste  en  pre- 
cisar lo  mejor  posible  cuales  sean  aquellos,  y dado  caso  de  que  se 
estipule  una  pena  especia],  no  hay  mas  que  aplicarla.  En  una  pala- 
bra, ó el  pacto  no  especifica  una  penalidad  determinada,  en  cuyo 
caso  es  un  deber  atenerse  á la  impuesta  por  la  ley  común,  ó contiene 
alguna  prescripción  represiva  y entonces  corresponde  mantener  su 
ejecución.  Creemos,  pues,  haber  demostrado,  que  el  trasporte  de  las 
mercancías  de  contrabando,  no  implica  el  derecho  á favor  del  captor 
de  confiscar  la  nave  y los  efectos  de  lícito  comercio.  » 

Hautefeuille,  partiendo  de  su  nocion  del  derecho  primitivo,  llega 
en  este  punto  á las  conclusiones  de  Ortolan.  Pero,  á nuestro  parecer, 
el  gravísimo  defecto  de  estas  teorías  es  su  carencia  absoluta  de  sen- 
tido práctico,  y el  hallarse  hasta  cierto  punto  en  contradicción  con 
la  ley  actual  de  las  naciones.  Porque  no  es  lo  mismo  discutir  una 
cuestión  en  la  esfera  abstracta  de  los  principios,  que  estudiarla  en  la 
que  le  es  propia  y en  relación  con  el  conjunto  de  que  forma  parte. 

Sin  entrar  en  este  debate,  AVlieaton  se  limita  á sostener  la  doctrina 
combatida  por  los  mencionados  autores,  añadiendo,  que  seria  con- 
ducente también  la  confiscación  si  el  tráfico  se  consumaba  en  abierta 
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oposición  con  lo  dispuesto  en  un  tratado,  porque  entóneos  el  buque 
podía  considerarse  no  solo  como  enemigo  sino  en  calidad  e contra- 
ventor  á las  prescripciones  vigentes. 

De  i"ual  opinión  es  Dana,  quien  observa  que,  según  la  legislación 
de  nuestros  dias,  si  el  neutral  no  hace  mas  que  trasportar  mercancías, 
y estas  llegan  á reputarse  como  artículos  de  contrabando,  el  castigo 
que  sufre  se  reduce  á la  pérdida  del  flete,  del  tiempo  invertido  y de 
los  gastos  que  se  le  ocasionaren.  Pero  si  apelara  á medios  fraudu- 
lentos para  engañar  al  beligerante  y evitar  ó hacer  ilusorio  el  derecho 
de  visita  podrá  ser  condenado  como  fautor  de  actos  que  tienen  por 
objeto  favorecer  al  enemigo.  Lo  mismo  sucederia  si  se  contratara  ex- 
presamente para  dedicarse  al  contrabando. 

Como  se  vé,  este  autor  distingue  cuidadosamente  entre  el  servicio 
hecho  a un  gobierno  que  se  halla  en  guerra,  y la  acción  de  traspor- 
tar efectos  con  un  carácter  privado  y como  negocio  particular,  juz- 
gando que  en  el  primer  caso  procede  la  confiscación  de  la  nave,  pero 
no  en  el  segundo,  aun  cuando  su  carga  se  compusiera  de  pólvora  ó 
de  provisiones  de  boca  destinadas  á un  puerto  bloqueado. 


La  alegación  de  error  ó ignorancia  no  liberta  tampoco  de  la  debida 
corrección.  Por  eso  dice  Bello,  que  para  evitar  este  peligro,  es  necesario 
que  el  neutral  que  lleva  á bordo  efectos  prohibidos,  sea  sumamente 
circunspecto  en  su  viaje,  no  pudiendo  tocar  impunemente  en  ningún 
puerto  enemigo  bajo  el  pretexto,  por  especioso  que  parezca,  de  vender 
artículos  inocentes.  * 


* Gessner,  Le  droil  des  neutres  sur  mer,  pp.  123-131  ; Ortolan,  Diplomalie  de  la 
raer,  liv.  3,  ch.  6 ; Hal'.eck,  Int.  lazo,  ch.  24,  § 2-6;  Bynkershoek,  Qucest.  jur. 
pub.,  lib.  1,  caps.  10,  12;  Yattel,  Droil  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par 
Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  7,  § 113;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3, 
24,  26;  Dana,  Elem.  int.  law,  by  Wheaton,  eighth  edition,  note  230,  p.  663; 
Bello,  Derecho  int.,  pie.  2,  cap.  8,  § 4 ; Wheaton,  Hist.  des  progrés  du  droil  des 
gens,  p.  82;  Hautefeuille,  Droits  des  nalions  neutres,  pte.  4,  pp.  443,  461 ; Heine- 
cius,  De  navibus,  cap.  2,  §§  3,  6;  Zouch,  Juris  et  judicii  fecialis,  vol.  II,  § 8; 
D umon t,  Corps  diplomalique,  vol.  VIII,  tit.  \,  p.  341;  Pistoye  et  Duverdy,  Traité 
des  prises,  vol.  I,  p.  406;  Kent,  Com.  on  arn.  law,  vol.  I,  pp.  135-143;  Phillimore, 
On  int.  law,  vol.  III,  §§  227,  275,  276;  Duer,  On  Insurance , vol.  I,  pp.  624,  625; 
Giolius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier- 
Foderé,  liv.  3,  ch.  1;  HeíTter,  Droit  int.,  § 161;  Garden,  De  diplomalie,  liv.  7, 
s 4;  Pando,  Derecho  int.,  p.  496;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  2, 
Cap-  15  í Jouffl,oy,  Droil  marit.,  pp.  299-306;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II, 
PP-  -16,  2.8,  244;  Manning,  Law  of  nations,  pp.  305,  309  et  seq.;  Polson,  Law 
¿Tvf'v64’'  Steck’  Handelsverlrage,  pp.  208,  209;  Marquardser,  Der  Trentfall , 
RnbincÁ  * ’<  j aU’  p olkersecrechl,  §§  193  et  seq.;  Jacobson,  Seerechl,  pp.  422,  423; 
on,  Admirally  reporls,  vol.  VI,  p.  403. 
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§ 667.  Grande  interés  ofrece  para  las  naves  neutrales 
que  se  encuentren  en  estos  casos,  la  posibilidad  de  que  Siata  de 
el  crucero  beligerante  que  las  ha  detenido,  se  haga  cargo  loLa£ís 
inmediatamente  de  los  efectos  aprehendidos,  porque  de  ese  band0, 
modo  pueden  continuar  su  camino,  en  vez  de  ser  conducidas  á uno 
de  los  puertos  de  la  nación  á que  pertenece  el  apresador,  y esperar 
en  él  la  decisión  del  tribunal  competente. 

El  artículo  17  del  tratado  de  1800  celebrado  entre  Francia  y los 
Estados-Unidos  contiene  una  cláusula  en  el  sentido  expresado,  y 
los  estipulados  en  1815  por  los  últimos  con  las  demás  repúblicas  del 
continente  americano  la  establecen  también;  habiendo  pasado  ya  á 
vías  de  ejecución  en  la  guerra  de  los  confederados  contra  los  fede- 
rales. * 

§ 668.  En  algunas  ocasiones  los  neutrales  han  expedido 

j ...  1 Expedición  y 

de  sus  puertos,  con  objeto  de  venderlos  a los  beligerantes,  venta  de  bu- 
ques de  guor- 

buques  de  guerra  enteramente  armados  ó construidos  para  ra. 
este  fin  de  una  manera  evidente.  Este  caso  merece, como  dice  Ortolan, 
una  atención  especial. 

Por  de  pronto  puede  asegurarse  que  no  admite  duda  alguna  la 
inclusión  de  embarcaciones  de  esta  especie  en  el  número  de  los  ob- 
jetos punibles  de  captura  y confiscación;  debiéndose  á esta  significa- 
ción clara  y terminante  la  omisión  que  de  ellos  se  hace  en  las  enu- 
meraciones de  la  mayor  parte  de  los  tratados  y leyes  que  rijen  sobre 
la  materia  (4).  Los  hechos,  sin  embargo,  que  han  de  determinar 
este  carácter  son  de  naturaleza  muy  particular,  por  cuya  razón  es  me- 
nester distinguirlos  cuidadosamente. 

Supongamos  que  un  barco  construido,  no  á petición  y por  cuenta 
de  un  beligerante,  sino  por  la  de  un  individuo  cualquiera  que  piensa 
dedicarle  á la  navegación  mercante,  sale  de  un  astillero  neutral  y en 
vista  de  la  facilidad  con  que  puede  convertírsele  en  buque  de  guerra, 
le  adquiere  una  nación  que  la  sostiene  a la  sazón  con  otra,  de  un 
modo  ocasional,  como,  por  ejemplo,  en  un  punto  de  escala  ó durante 
la  travesía  misma.  Pues  bien,  en  estas  circunstancias  la  embarcación 
es  capturable,  pero  el  enemigo  no  podrá  tener  queja  fundada  contra 
el  Estado  en  que  ha  tenido  lugar  su  construcción;  porque  no  es  mas 

* Ortolan,  Diplomatic  de  la  mer,  liv.  3,  ch.  6 ; Dana,  Elem.  int.  law,  Whea 
ton,  eighth  edition,  note  230,  p.  G63. 

(1)  Entre  los  tratados  que  incluyen  los  buques  de  guerra  como  objetos  de  con 
trabando  podemos  citar  los  celebrados  por  Inglaterra  y Dinamarca  en  16/4  y por 
Inglaterra  y Suecia  en  1061,  1660  y 1803. 
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que  un  caso  pura  y simplemente  ele  contrabando,  sin  ninguna  signi- 

licacion  agravante.  - . 

En  este  sentido  falló  el  almirantazgo  ingles  en  1804,  con 

i80í.^  motivo  del  apresamiento  en  Santa  Elena  de  El  Richmond, 
fíichmonJ.  perteneciente  á los  Estados-Unidos,  que  conducia  mercan- 
cías para  la  isla  de  Francia.  De  la  información  ordenada  por  el  ga- 
binete de  Londres  resultó  que  Labia  sido  en  su  origen  un  buque  de 
"uerra  v que  podía  fácilmente  volver  á su  antigua  situación.  Probóse 
también  de  una  manera  concluyente  que  su  capitán  liabia  revelado 
á muchas  personas  la  intención  que  tenia  de  venderle  en  la  citada 
isla  á los  adversarios  de  la  Gran  Bretaña.  Las  mismas  circunstancias 
concurrieron  en  la  captura  d cElBrutus  en  1800,  y también  se  decretó 
procedente  su  confiscación  por  el  tribunal  de  la  misma  clase  de  Halifax. 

En  los  dos  casos  referidos  era  conducente  la  sentencia  condenato- 
ria como  contrabando  de  guerra.  Pero  no  habiendo  sido  construidos 
ninguno  de  ambos  buques  en  el  país  neutral  en  virtud  de  un  con- 
trato ó venta  estipulada  con  el  beligerante,  no  cabía  responsabilidad 
alguna  al  gobierno  respectivo  , y su  intentada  enajenación  á la  parte 
contraria  era  un  acto  individual. 

Ocupándose  de  un  asunto  relativo  á presas  marítimas, 
Decisión  de  la  la  córte  suprema  de  los  Estados-Unidos  decidió,  « que  una 
iná'deioJTs-  nación  neutral,  si  se  ha  estipulado  así,  puede  conceder  per- 
lados unidos  mis0  ^ jog  beligerantes,  sin  infringir  su  neutralidad,  para 

equipar  buques  de  guerra  dentro  de  su  territorio  ; pero  que  si  care- 
cen de  semejante  autorización  no  estarán  facultados  para  obrar  así,  ni 
para  aumentar  sus  fuerzas  con  armas  ó con  hombres.  Porque  estos 
actos  desautorizados  atentarían  contra  la  soberanía  y la  independencia 
del  Estado  de  que  se  trate  y las  capturas  que  por  tales  medios  se 
verificasen  serian  ilegales,  relativamente  al  mismo. » 

A pesar  de  esta  decisión  aquel  gobierno  invocó  la  doctrina,  que 
hemos  establecido  anteriormente,  cuando  al  estallar  la  guerra  de  1793, 
las  potencias  européas  intentaron  coartar  sus  derechos  neutrales,  « El 
testimonio  de  los  autores  de  derecho  internacional,  decia  entonces 
M.  Jefferson,  basta  para  demostrar  que  los  Estados-Unidos  han  cum- 
plido con  un  deber  de  justicia  y de  prudencia  impidiendo  á las  na- 
ciones beligerantes  el  armamento  y equipo  de  buques  de  guerra  en 
los  puertos  de  la  república.» 

1819.  El  bilí  adoptado  por  el  parlamento  inglés  en  julio  de 
lamentó  pfn_  1819,  conocido  con  el  nombre  de  Foreing  enlisment  cid, 
8 s ^ contiene  análogas  prescripciones. 
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Se  ha  sostenido  que  esta  prohibición  se  halla  fundada  únicamente 
en  las  leyes  locales  peculiares  de  cada  pueblo,  de  tal  modo  que  donde 
no  existan  ó se  hayan  derogado,  los  hechos  de  la  índole  referida  no 
se  traducirán  por  infracciones  de  los  deberes  neutrales.  Pero  esta 
opinión  es  resultado  de  una  asimilación  indebida  del  contrabando 
con  el  armamento  naval.  En  nuestro  concepto  la  no  permisión  de  lo 
último  es  una  obligación  impuesta  por  la  ley  internacional  á los  Es- 
tados que  proclaman  su  neutralidad  independientemente  de  las  leyes 
positivas  que  garantizan,  con  mas  ó menos  eficacia,  su  cumpli- 
miento. 


Esta  cuestión  ha  sido  discutida  en  las  cámaras  de  In- 
glaterra, con  motivo  de  las  reclamaciones  entabladas  por 
el  gabinete  de  Washington  acerca  de  la  construcción  de 
buques  de  guerra  en  varios  puertos  británicos  por  cuenta 


Discusión  ha- 
bida sobre 
este  particu- 
lar en  las 
cámaras  in- 
glesas. 


de  los  confederados.  El  soliciíor  general , respondiendo  á las  interpe- 
laciones de  algunos  diputados,  dijo  que  el  acta, ya  mencionada, de  1819, 
tenia  por  objeto  garantir,  contra  cualquiera  ocupación  extranjera,  los 
derechos  neutrales  de  la  Gran-Bretaña,  la  cual  estaba  facultada  para 
derogarla,  en  virtud  del  mismo  poder  que  había  tenido  para  ponerla 
en  vigor;  deduciendo  de  aquí  que  no  hallándose  subsistentes,  el  go- 
bierno de  la  república  norte-americana  se  encontraría  fuera  de  la 
razón  dando  á los  hechos  de  que  se  quejaba,  otra  significación  que  la 
de  contrabando  de  guerra. 

Por  último,  Hoffter  sostiene  que  hasta  la  construcción  de  barcos 
mercantes,  en  las  condiciones  expresadas,  es  un  hecho  esencialmente 
hostil.* 


§ 669.  La  nocion  del  cuasi-contrabando  está  basada  en  el  £1  cuasi_cou. 
mismo  principio  que  la  división  de  las  obligaciones  en  con-  trabando, 
tratos  y cuasi-contratos.  Por  medio  de  él  se  lia  aumentado  considera- 
blemente el  número  de  los  artículos  calificados  de  ilícitos.  Explicando 
Tetcns  este  punto  se  expresa  así:  «Supongamos  que  una  cscuadi a 
tiene  que  equiparse  y hacer  sus  provisiones  en  un  puerto  beligerante, 
y que,  con  este  objeto,  se  establezcan  allí  algunos  almacenes;  pues 
bien,  desde  este  momento  se  considerarán  como  contrabando  deguer 


* Ortolan,  Diplomatio  de  la  mer,  liv.  3,  ch.  6,  app.  spe.,  n 22,  -»>  Whealon, 
Klé,n.  droit  inL,  pte  4,  ch.  3,  § 16;  Hcííter,  Droü  M 

law,  vol.  III,  p.  360;  Phillimore,  Commenlanes,  vol.  III,  P-  - 1 > °' 

contrabatid  of  war,  W.  23  el  seq.;  Moseley,  W/iat  is  contraband  of  toar  and  what 
» no t,  ch.  7,  pp.  50  et  seq.;  Times_del  28  de  marzo  de  !S0,,  ses.on  de  la  cámara 
de  los  comunes  del  27  del  mismo  año. 
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ra  todos  los  efectos  que  los  neutrales  expidan  á él,  aun  cuando  no 
tengan  por  su  naturaleza  semejante  carácter.  Son  ilícitos  por  esas 
solas  circunstancias  y puede  denominárseles  contrabando  por  accidente. 
En  tal  caso  el  trigo  y aun  el  dinero  son  cosas  prohibidas. 

Esta  teoría  se  ha  aplicado  en  grande  escala  por  Inglaterra  y sirve 
de  punto  de  apoyo  al  mayor  número  de  las  sentencias  pronunciadas 
por  Marriot,  Yenkinson  y Scott.  Mas  siendo  inconciliable  con  los  pro- 
gresos del  derecho  de  gentes,  no  puede  practicarse  en  la  actuali- 
dad, como  lo  prueba  muy  suficientemente  lo  acaecido  en  la  guerra 
de  Crimea,  * 


Considera- 
ción que  me- 
rece ol  tras- 
porte de 
marineros, 
soldados,  par- 
les y despa- 
chos. 


§ 670.  Gomo  hemos  dicho  anteriormente  se  ha  estipu- 
lado en  muchos  tratados , que  los  neutrales  no  podrán 
trasportar,  en  sus  buques,  soldados  ni  marineros  que  se 
hallen  al  servicio  del  enemigo.  Este  hecho  es  de  tanta 
gravedad  que  justifica  sin  género  alguno  de  duda  la  cap- 
tura y confiscación  de  la  nave  que  se  emplea  en  su  con- 
ducción, procedentes  mas  bien  que  á título  de  contrabando  de 
guerra  al  de  acto  real  y verdaderamente  hostil. 

Estos  principios  se  aplican  así  mismo  al  trasporte  de  partes  y des- 
pachos ; pero  no  á los  últimos  que  provengan  de  un  ministro  pú- 
blico, los  cuales,  según  Ortolan,  son  un  medio  necesario  para  que  se 
sostengan  las  relaciones  internacionales  entre  los  neutrales  y belige- 
rantes, que  la  guerra  no  debe  interrumpir  ni  cortar.  ** 

Derecho  de  § 671.  La  confiscación,  dice  Bello,  se  conmuta  algunas 
veces  en  la  simple  preencion  ó preferencia  de  compra,  es 
decir,  que  los  captores  retienen  los  artículos  de  contrabando,  satis- 
faciendo su  valor  á los  neutrales.  Obsérvase  esta  regla,  añade,  con 
las  sustancias  alimenticias  que  no  han  recibido  su  última  preparación, 
como  el  trigo  ó la  harina,  y en  algunos  otros  artículos  v.  g.  alqui- 
trán y pez,  cuando  son  producciones  deí  país  á que  pertenece  la 
nave  y se  paga  por  ellos  un  precio  equitativo,  no  el  que  pueden  tener 
accidentalmente,  por  efecto  de  la  guerra,  en  el  puerto  á que  van 
destinados. 

Este  autor  no  entra  en  la  apreciación  del  hecho  que  expone,  limi- 


* Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer,  liv.  3,  ch.  g,  pp.  216  et  seq.;  Tetens,  Considc- 
rations,  sec.  3,  n°  6;  Heffter,  Droit  int.,  § 175,  n°  5. 

Gessner,  Le  droit  des  ncutres  sur  mer , pp.  99  et  seq.;  Hautefeuille,  Droits  des 
nalions  neutres,  tit.  8,  sec.  4;  Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer , vol.  II,  liv.  3, 
ch.  6,  p.  240;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  pp.  368,  369;  Wheaton,  Elém. 
aroit  mi.,  pie.  4,  ch.  3,  § 25;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  236;  Robinson,  Ad- 
wally  reports,  vol.  IV,  p.  256;  vol.  VI,  pp.  430.  440,  461. 
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tándose  á describir  una  práctica.  Para  dar,  pues,  una  idea  de  los 
fundamentos  generales  de  este  derecho  y de  sus  consecuencias,  debe- 
mos colocar  la  cuestión  en  distinto  terreno. 

Phillimore  asevera  que  todos  los  beligerantes  le  lian  ejercido  hasta 
la  paz  de  Westíália,  limitándose  su  aplicación,  desde  aquella  época, 
á los  efectos  de  uso  dudoso ; y prueba  su  aserto  citando  un  tratado 
concluido  en  1641  entre  Dinamarca  y España,  é invocando  la  auto- 
ridad de  Grotius,  el  cual  no  confirma,  sin  embargo,  la  opinión 
emitida. 

Inglaterra  no  le  puso  en  práctica  hasta  la  segunda  mi- 
tad del  siglo  anterior.  Sus  célebres  ordenanzas  de  1793  y Ordenanzas 
1795,  disponian  que  se  abonase  el  precio  de  los  cereales  cor^wues0  á 
capturados,  según  factura,  con  un  10  p.  0/0  de  beneficio.  °Ste  asunl0‘ 
Pero  esta  suma,  como  observa  Jouffrov,  distaba  mucho  de  indemni- 
zar convenientemente  á los  propietarios,  porque  el  precio  del  trigo 
en  Francia  era  entonces  muy  superior  al  que  alcanzaba  en  los  puertos 
neutrales. 

La  actitud  de  la  Gran-Bretaña  obligó  al  gobierno  fran- 
cés á publicar,  por  via  de  represalias,  su  decreto  del  9 
de  mayo  de  1793,  en  el  que  se  establecía  una  regla  exac- 
tamente igual  á la  prescripta  por  la  referida  nación. 

Hautefeuille  manifiesta  muy  atinadamente,  que  esta  de- 
terminación no  ponía  á cubierto  los  intereses  empeñados 
en  el  tráfico.  El  comercio  no  se  reduce  únicamente  á la 
venta  de  un  cargamento,  sino  que  se  compone  de  un 
gran  número  de  operaciones  combinadas  de  tal  modo  que  si  se 
frustra  una  salen  las  demás  perjudicadas.  Si  las  mercancías  van  á 
un  lugar  distinto  á aquel  para  el  cual  salieron  destinadas,  se  des- 
truyen todos  los  cálculos  del  negociante;  no  puede,  por  tanto,  cumplir 
fielmente  sus  compromisos  y pierde  su  crédito,  alma  y fuerza  de  las 
transacciones  mercantiles. 

La  preencion  ha  sido  reconocida  en  varios  tratados  ^es'de1 11  ios" 
públicos,  si  bien  no  existen  mas  que  dos  que  la  sancionen 
y estipulen  de  un  modo  directo  : tales  son  los  celebrados  en  1794- 
179o  entre  Inglaterra  y ios  Estados-Unidos,  y en  1803  por  la  primera 
de  las  citadas  naciones  con  Suecia  (1).  En  ellos  se  limitaba  no  obs- 


1 793 . 

Decreto  del 
gobierno 
‘ ranees. 


Considera- 
ciones gene- 
rales sobre 
esla  legisla 
cion. 


(1)  El  artículo  ¡í  que  nos  referimos  del  tratado  entre  Inglaterra  y Suecia  dice 
así  : « Los  cruceros  de  la  nación  beligerante  ejercerán  el  derecho  de  detener  los 

buques  ile  la  potencia  neutral  destinados  á los  puertos  enemigos  con  provisiones, 
pez,  resina,  alquitrán  (continúa  la  enumeración  de  los  artículos  conocidos  con  el 
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tanto,  su  ejercicio  á cierto  número  de  artículos.  Bueno  es  recordar 
también,  el  de  1783  entre  Prusia  y la  república  norte-americana,  que 
ha  sustituido  con  ella  la  confiscación  del  contrabando. 

Algunos  publicistas  ingleses  la  justifican , conceptúan— 
°íosnipfbi¡-d°  dola  como  una  ventaja  concedida  á los  neutrales,  y no 
cis!as'  como  un  derecho  de  los  beligerantes;  así  es  como  se 

expresa  Ward.  Pero  esta  distinción  es  inadmisible,  porque  se  funda 
en  una  nocion  errónea  de  las  ideas  de  deber  y de  derecho  y en  la 
suposición  de  que  la  neutralidad  se  determina  pura  y simplemente 
por  las  naciones  que  se  hallan  en  guerra. 

Phillimore  la  considera  como  una  especie  de  transacción  entre  la 
facultad  de  confiscar  acordada  á los  combatientes  y la  que  tienen  los 
pueblos  que  permanecen  extraños  á la  lucha  de  exportar  sus  pro- 
ductos ; y como  una  consecuencia  natural  de  la  diferencia  estable- 
cida entre  los  artículos  propiamente  de  contrabando  y los  de  empleo 
ambiguo  que,  merced  á circunstancias  particulares,  pueden  llegar 
á serlo. 

Ortolan  dice,  al  ocuparse  de  esta  cuestión,  que  la  necesidad  impe- 
riosa, inevitable,  el  peligro  inminente  á que  no  es  posible  sustraerse 
de  otro  modo,  autorizan  esta  lesión,  no  solo  en  tiempo  de  guerra 
sino  en  el  de  paz,  y ya  se  trate  de  contendientes  ó de  los  que  no  lo 
sean,  con  la  obligación,  bien  entendido,  de  reparar  siempre  los  daños 
ocasionados. 

Hautefeuille  combate  resueltamente  el  derecho  deque  estamos  ocu- 
pándonos; y Gessner  dice  que  la  determinación  de  cuando  corres- 
ponderá practicarle,  es  una  cuestión  simplemente'  de  hechos. 

Vemos,  pues,  que  su  ejercicio  está  admitido  por  la  mayor 
parte  de  los  escritores,  á condición  de  que  se  trate  de 
casos,  cuya  naturaleza  le  hagan  imprescindible.  Por  lo  demás,  el 
beligerante  que  realizase  la  preencion  sin  encontrarse  en  las  condi- 
ciones requeridas,  ó sin  conceder  una  indemnización  suficiente  tendrá 
que  responder  de  su  conducta  ante  el  soberano  de  la  parte  perjudi- 
cada, como  si  se  hubiese  apoderado  de  mercancías  de  lícito  co- 
mercio. * 


nombre  de  municiones  navales),  y si  estos  cargamentos  se  componen  de  productos 
de  su  territorio,  y van  por  cuenta  de  sus  súbditos,  el  beligerante  ejercerá  en  este 
caso  el  derecho  de  compra,  con  la  condición  de  pagar  un  beneficio  de  diez  por 
ciento  sobre  el  precio,  y además  una  indemnización  por  la  detención  y gastos 
necesarios . 

* Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  § 4;  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutros, 
Ut.  i,  di.  2;  Ortolan,  Diplomalic ele  la  mer,  liv.  3,  ch.  6 ; Grotius,  Droit  de  la  guerre 
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§ 672.  Arnould  sostiene  que  los  contratos  de  seguros  r1 
sobre  artículos  de  contrabando  de  guerra  son  nulos  ante  ciíede^r 
los  tribunales  del  beligerante  y válidos  con  referencia  á liculos- 
los  del  neutral.  Esta  es  una  regla  muy  lógica  y clara,  puesto  que 
aquellos  no  tienen  para  el  último  la  significación  que  los  da  el 
primero. 

Duer  afirma,  por  el  contrario,  que  estando  la  ley  por  que  se  rije 
reconocida  por  todas  las  naciones,  no  puede  ser  eficaz  en  ninguna 
ocasión  la  póliza  de  un  seguro  de  esta  especie,  á causa  del  vicio  ori- 
ginario que  supone;  pero,  al  mismo  tiempo,  advierte  que  su  aseve- 
ración no  comprende  el  caso  de  los  hechos  sobre  géneros  que  perte- 
nezcan á un  cargador  inocente.  Es,  sin  embargo,  dudoso,  añade,  si 
el  asegurador  será  responsable  con  respecto  á el,  de  las  pérdidas  que 
se  causen  por  la  detención  ó condena  de  la  nave. 

La  opinión  sustentada  por  el  primero  de  estos  escritores  es  la  que 
siguen  comunmente  los  publicistas  y jurisconsultos  européos.  * 

etdelapaix , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  pte.  2,  ch.  2,  §§  G-9, 
pte.  3,  § 362;  Ward,  O f contrabatid,  p.  196  ; Halleck,  Int.  lato,  ch.  24,  §§  25,  27  ; Gess- 
ner,  Le  droit  desneutres  sur  mer,  pp.  137-140 ; HeíFter,  tíroil  int.,  § 161 ; Kliiber,  Droit 
des  gens  mod. , § 289;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  § 319;  Wheaton,  Elém. 
droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 24;  Kent,  Com.  on  am.  lato,  vol.  I,  pp.  138,  139; 
Fhillimore,  Onint.  law.,  vol.  III,  §§  267-270;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  219; 
Polson,  Law  ofnations,  p.  64;  Manning,  Law  of  nations,  pp.  313-316;  Duer,  On 
insurance,  vol.  I,  p.  640;  De  Cussy,  Droit  maritime,  liv.  1,  tit.  3,  § 18;  Waile, 
State papers,  vol.  I,  pp.  393,  398. 

* Halleck,  Int.  law,  ch.  24,  § 28;  Arnould,  On  insurance,  vol.  I,  p.  740;  Duer, 
On  insurance , vol.  I,  pp.  642.  643;  Bedarrede,  Droit  maritime , §§  1095  et  seq. 


* 


277 


SITIOS  Y BLOQUEOS 


CAI».  (V 


§ 674 


CAPITULO  IV 

SITIOS  Y BLOQUEOS 


8 673.  Los  sitios  y bloqueos  son  operaciones  terrestres  o 

Definición  J . , 

marítimas  por  medio  de  las  cuales  se  cerca  en  tiempo 
de  guerra  una  plaza,-  un  puerto  ó una  porción  de  mar. 

Se  ha  reconocido  lo  mismo  teórica  que  prácticamente 

Fundamento  . 

general  de  la  el  derecho  que  tienen  los  beligerantes  de  impedir  a los 

ley  por  que  1 

se  rijen.  qUe  permanecen  ajenos  á la  lucha,  que  trafiquen  con  las 
plazas  sitiadas  ó bloqueadas.  Ahora  bien  ¿ cuál  es  su  fundamento  ? 

¿ cómo  se  legitima  estando  en  contradicción,  por  lo  menos  aparente- 
mente, con  los  de  los  neutrales'?  ¿ en  virtud  de  qué  raciocinio  pueden 
admitirle  los  autores  que  basan  la  neutralidad  en  un  poder  inherente 
á los  que  la  proclaman  y no  á las  partes  contendientes  ? 

Los  publicistas  ingleses  colocan  estas  cuestiones  en  el  terreno  del 
derecho  positivo  sin  establecer  mas  base  que  la  de  la  legislación  de  su 
país.  Tal  es  el  modo  de  pensar  de  Wildman , Manning , Reddie  y 
Phillimore,  quienes  no  reconocen,  empero,  como  legítimos  ni  ad- 
misibles actualmente  los  bloqueos  denominados  de  gabinete. 

Pero  si  los  escritores  británicos  eluden  la  resolución  de  la  teoría 
concerniente  á este  punto,  concretándose  á apoyar  los  hechos  de  se- 
mejante naturaleza  en  la  práctica  observada  por  su  gobierno,  no 
sucede  lo  mismo  con  los  franceses  y alemanes,  que  han  sustentado 
como  fundamento  de  los  sitios  y bloqueos,  la  doctrina  del  derecho  de 
conquista  unos,  y otros  la  de  la  necesidad.  Hautefeuille  y Ortolan  son 
los  mas  fieles  representantes  de  la  escuela  primera  y Gessner  de  la 
última.  * 

Teoría  dei  § 674.  El  primero  de  los  trés  autores  últimamente  cita- 
dconqo¡siade  ^os  dice,  que  para  llegar  al  fin  último  de  la  guerra,  esto  es, 
á obligar  al  contrario  á que  acepte  la  paz,  es  preciso  a po- 

* úiqueline,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tit.  2,  sec.  2,  cap.  18;  Gessner,  Le  droit 
des  neulres  sur  mer,  pp.  145  et  seq. 
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derarse  de  las  ciudades,  de  las  plazas  fuertes,  de  los  puertos,  á viva 
fuerza  ó reduciéndolas  por  hambre,  proviniendo  de  aquí  el  sitio  v el 
bloqueo.  Para  usar  de  este  derecho,  el  beligerante  coloca  alrededor 
del  punto  que  quiere  tomar  fuerzas  mas  ó menos  considerables  que 
ocupan  indispensablemente  una  parte  del  territorio  enemigo.  Pues 
bien,  añade,  en  virtud  de  este  hecho  puede  ejercer  en  esa  porción 
la  misma  jurisdicción  que  en  su  propio  país,  y,  de  consiguien- 
te, se  hallará  facultado  á negar  á los  extranjeros  el  permiso  de  cru- 
zarle y de  comerciar  con  los  que  residan  en  él.  Aplicando  estos 
principios,  continúa  Hautefeuille,  al  asedio  marítimo,  nos  encontra- 
mos con  que  el  combatiente  que  bloquea  un  puerto  enemigo  con- 
quista sus  aguas  jurisdiccionales,  en  cuyo  radio  podrá  disponer  lo 
que  estime  mas  conveniente.  Este  derecho  es  igual  al  que  tiene  para 
no  permitir  á los  extranjeros  el  ejercicio  de  un  comercio  especial  con 
sus  antiguos  Estados,  y puede,  por  tanto,  no  solo  hacer  pública  la 
prohibición,  sino  la  pena  aplicable  á los  que  la  infrinjan.  Completando 
todavía  mas  su  pensamiento,  añade  que  el  bloqueo  se  basa  en  un  dere- 
cho de  los  beligerantes,  á diferencia  del  contrabando  de  guerra  que  se 
deriva  de  un  deber  de  los  neutrales . 

Ortolan  sostiene  la  misma  doctrina  sin  llegar  á esta  última  conclu- 
sión. «No  son  necesarias,  dice,  la  intención  ó la  posibilidad  de  re- 
ducir la  plaza  por  hambre  para  que  los  Estados  neutrales  deban  res- 
petarle. Están  obligados  á cumplir  las  prescripciones  prohibitivas  de 
comerciar  dictadas  por  la  potencia  bloqueadora,  que  es,  si  fuese  real 
y positivo  el  acto  que  la  da  semejante  título,  la  dueña  de  las  aguas 
de  que  se  trate.  Entonces  se  aplicará,  por  analogía,  al  territorio  ma- 
rítimo el  principio  porque  se  rije  el  continental  en  las  guerras  terres- 
tres; reducido  á que  cuando  se  está  en  posesión  de  una  provincia 
enemiga,  el  ocupante  queda  ipso  facto  investido  de  la  soberanía  emi- 
nente en  aquella  porción.  La  sustitución  de  la  soberanía  en  las  aguas 
territoriales  es  suficiente  para  cimentar  los  derechos  de  los  beligerantes 
en  caso  de  bloqueo.  » 

Se  ha  objetado  en  contra  de  esta  teoría  que  el  derecho  internacio- 
nal positivo  admite  la  apropiación  de  los  mares  como  resultado  acce- 
sorio de  la  referente  á la  tierra  y que  si  se  aceptan  los  principios  en 
que  se  apoya  se  llegará  de  una  en  otra  consecuencia  á negar  la  liber- 
tad de  ellos  y la  de  la  navegación  en  el  país  neutral.  Hablando 
en  idéntico  sentido,  Cauchy  se  expresa  así : « Desde  luego,  y puesto 
que  es  menester  atenerse  á la  realidad  de  los  hechos,  permítaseme 
pasar  por  alto  la  ficción  de  la  ciencia  moderna  que  deriva  el  bloqueo 
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üe  un  pretendido  derecho  de  conquista  aplicado  á las  aguas  territo- 
riales del  enemigo,  como  si  pudiera  comprenderse  la  conquista  de  un 
mar  territorial  sin  la  desús  costas.  Si  se  admite  esta  sepaiacion,  se 
tendrá  solo  una  parle  alícuota  del  Océano,  sobre  la  cual  no  es  dable 

ejercer  ningún  dominio  permanente. » * 

§ 075.  Las  dificultades  que  presenta  la  doctrina  de  los  au- 

iaTc«c'ccs¡dad  tores  precitados  han  dado  lugar  á que  algunos  publicistas 
proclamen  el  principio  ó ley  de  la  necesidad  como  base  suprema  del 
bloqueo.  Hé  aquí  como  se  expresa  Gessner : « No  pudiendo  este  de- 
recho, como  observa  Hautefeuille,  deducirse  de  los  deberes  de  los 
neutrales,  nos  vemos  obligados,  á pesar  de  su  oposición  ardiente,  á 
ñuscar  su  causa  en  la  necesidad.  Bástanos  con  que  esta  no  sea  sola- 
mente pretendida;  sobre  todo  que  no  lo  sea  por  una  sola  nación, 
como  ha  sucedido  con  muchas  de  las  medidas  adoptadas  respecto  á 
los  neutrales  en  las  luchas  marítimas.  La  necesidad  de  prohibirles 


que  comercien  con  puertos  bloqueados,  si  se  quiere  aprovechar  esos 
medios  marítimos  para  acelerar  el  restablecimiento  de  la  paz,  ha  sido 
siempre  reconocida  por  todas  las  naciones  sin  ocasionar  reclamacio- 
nes importantes.  La  necesidad  de  acordar  á los  beligerantes  este 
derecho  está  pues  suficientemente  justificada ; este  hecho  y la  sanción 
histórica  que  ha  recebido  bastan  para  dar  al  derecho  de  bloqueo  una 
base  sólida.  Las  demás  teorías  emitidas  acerca  de  esta  materia  no 


tienen  ninguna  razón  de  ser,  pudiendo  solo  aceptarse  la  que  hemos 
expuesto,  sustentada,  entre  los  autores  antiguos,  por  Grotius,  Bynker- 
shoek  y Vattel,  y entre  los  modernos,  por  Cauchy.  » 

§ 676.  Las  opiniones  que  acabamos  de  exponer  no  cons- 

Coiisidcracio-  ...  , , . , „ , . 

nes  sóbrelas  tituyen  mas  que  una  sola  doctrina  en  el  íondo,  a pesar  de 

doctrinas 

que ^amece-  su  aparente  contradicción.  Porque  lo  cierto  es  que  fúndese, 
como  lo  hacen  unos,  en  el  derecho  de  conquista,  que  es  real- 
mente inadmisible,  ó apóyese,  como  lo  verifican  otros,  en  la  ley  de  la 
necesidad,  el  bloqueo  está  reconocido  por  todos  los  escritores  como 
un  derecho  innegable  de  los  beligerantes,  y desde  el  momento  en  que 
existe  semejante  unanimidad  de  pareceres,  no  es  preciso  recurrir  para 
apoyarle  á sofismas  ni  razonamientos  asaz  vulnerables.  ** 


Hautefeuille,  Droits  des  nalions  neutres,  tit.  9,  ch.  1,  sec.  1 ; Ortolan,  Dip.  de 
la  mer,  liv.  3,  ch.  9;  Cauchy,  Le  droit  maritime  int,  vol.  II  pp.  419,  420;  Grotius, 
Djoit  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé, 
'h  C^;  § 1)  n°  3 ; ch.  15,  § 1 ; Cocceius,  Com.  sur  le  mare  liberum  de  Grotius , 

C **5’,  Klül)er’  ^roií  des  gens  mod.,  § 297. 

Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  151-153;  Cauchy,  Le  droit  mar. 
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No  es  posible  fijar  con  exactitud  la  época  en  que  co- 
menzo  á ejercerse  de  una  manera  mas  ó menos  completa  históricos, 
y definida.  En  la  obra  de  Vattel  se  encuentra  una  cita  en  la  que  se 
data  su  existencia  desde  el  sitio  de  Atenas,  en  los  tiempos  de  Deme- 
trio. Mas  sea  cual  fuere  su  antigüedad,  puede  asegurarse  que  hasta 
el  siglo  XVII  no  empezó  á tomar  una  forma  realmente  jurídica  y á 
establecer  con  distinción  sus  principios  y reglamentos,  si  bien  imper- 
fectamente, puesto  que  todavía  no  se  acordó  por  entónces  la  penali- 
dad con  que  debian  castigarse  sus  infracciones.  * 


Opiniones  de 
gunos  pu 
blicistas. 


Grotius  no  admite  que  se  sostenga  relación  alguna  co- 
mercial con  una  plaza  sitiada  ó bloqueada,  y dice  en  tér-  algunos  pu 
minos  generales,  que  el  que  infrinja  esta  regla  se  halla 
obligado  á responder  del  daño  que  cause.  Las  condiciones,  según  él, 
que  debe  llenar  un  bloqueo  son : una  fuerza  suficiente  para  reali- 
zarle y que  se  espere  fundadamente  que  ha  de  producir  la  rendición 
del  lujar  ó la  celebración  de  la  paz.  Pero  la  particularidad  (pie 
ofrece  a doctrina  sustentada  por  este  publicista  es  que  parece  apli- 
car la  confiscación  de  las  mercancías  que  tratan  de  salvarle  solo 
en  el  caso  de  que  constituyan  contrabando  de  guerra  ; sin  deter- 
minar tampoco  porqué  prescripciones  ha  de  rejirse  la  del  buque, 
ni  si  la  diferencia  que  pueda  resultar  del  producto  de  la  venta  y de 
la  compensación  del  perjuicio  ocasionado,  deberá  ser  restituida  ó 
abonada  por  el  propietario,  ó si  quedará  á favor  de  los  captores. 
Pero  se  acrecenta  aun  mas  la  confusión  que  domina  en  sus  ideas  so- 
bre este  punto  al  llegar  al  terreno  de  la  acción  criminal  ,y  civil  del 
derecho  que  examina  ; pues,  no  manifiesta  si  ambas  subsisten  á la 
vez,  ó si  la  primera  absorve  á la  segunda. 

Bynkcrshoek  corrige,  en  cierto  modo,  esta  vaguedad,  estableciendo 
que  la  pena  es  en  estos  casos  independiente  de  la  extensión  de  la 
pérdida  producida,  admitiendo  también  que  el  bloqueo  debe  ser 
efectivo.  Sin  embargo,  como  quiera  que  estos  escritores  le  laudan  en 
la  ley  de  la  necesidad,  y atendiendo  igualmente  á que  en  su  tiempo 
no  estaban  las  relaciones  internacionales  tan  claramente  legisladas 
como  se  encuentran  en  el  dia,  sucedió,  v no  podía  menos  de  ser  así, 

¡nt.t  vol.  If,  p.  198;  Ualiani,  Dei  dorcri  dei  popo  I i neutrali , cap.  9,  $ 2, 
p.  295. 

* (lossncT,  f.e  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  153,  151;  l atid,  Droit  des  yens, 
<\,lii¡on  r.nHlamniii,  amtotée  par  lYadier-Foderc,  liv.  3,  di.  7,  $ 117;  Caueliv,  Le 
droit  mor.  int.,  vol.  I,  p.  299. 
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qU(.  los  beligerantes  se  atribuyeron  sobre  este  particular  ániphos  po- 
deres v facultades.  * . . 

Los  Estados-Generales  publicaron,  el  día  26  de  jumo  de 

Edicíodc ios  1630,  un  edicto  que  puede  considerarse  como  uno  de  los 
ESneraiS08?c‘  documentos  mas  antiguos  que  se  conocen  en  este  asunto. 
Por  él  se  declaraba  el  bloqueo  de  todos  los  puertos  de  Flandes,  aun- 
que no  estuvieran  realmente  cercados,  constituyéndose  así  en  ante- 
cedente necesario  de  la  práctica  y jurisprudencia  inglesa. 

Verdad  es  que,  considerado  bajo  este  punto  de  vista,  no  hacia  mas 
que  confirmar  los  de  4 de  abril  y 4 de  agosto  de  1586,  de  9 del  mismo 
mes  de  1622  y de  21  de  marzo  de  1624;  pero  bajo  otros  aspectos  era 
de  mayor  importancia,  debiéndose  á esto  que  los  autores  fijen  á la  fe- 
cha referida  el  origen  de  los  bloqueos  per  notificationem  ó de  gabinete. 

No  se  limita  á lo  expuesto  el  edicto  que  examinamos,  sino  que  ad- 
mite como  precedente  la  confiscación,  siempre  que  de  los  papeles  de 
mar  resulte  manifiesta  la  intención  de  forzar  el  bloqueo  y no  pueda 
suponerse  por  las  circunstancias  del  viaje  y el  lugar  del  apresamiento, 
que  haya  cambiado  de  destino.  Disponia  también  que  los  barcos  neu- 
trales que  entraran  en  un  puerto  bloqueado  sin  ser  capturados,  pu- 
dieran serlo  en  el  viaje  de  retorno  hasta  su  arribada  á alguno  que 
tuviera  su  mismo  carácter,  desde  el  cual  podrían  continuar  libremente 
su  navegación,  á no  ser  que  les  hubiera  seguido  uno  de  guerra  per- 
teneciente á la  nación  bloqueadora. 

Como  se  vé,  estas  disposiciones  son  atentatorias  hasta  lo  sumo 
contra  los  derechos  de  las  naciones  que  conservan  su  neutralidad, 
mas  á ellas  se  debe  en  algún  tanto  la  determinación  sobre  una  base 
positiva  de  este  importantisimo  incidente  de  la  guerra.  ** 

El  tratado  concluido  en  1689  entre  Inglaterra  y los  Esta- 
TratackT'en-  dos-Generales  de  Holanda,  estipuló  el  bloqueo  de  todos 
r^Hotandá  ^os  Puertos  y costas  de  Francia  por  medio  de  una  notifi- 
cación á los  neutrales. 

1693  Estos  se  quejaron  de  semejante  medida,  que  produjo 
E bínamaiCia  ^am^cn  9ue  Suecia  y Dinamarca  adoptaran  represalias 
y celebraran  el  17  de  marzo  de  1693  un  convenio,  obli- 


Grotius  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édilion  Guillaumin,  annotée  par 

radier-l’oderé,  liv.  3,  ch.  1,  § 5,  n**  3;  Bynkershoek,  Qucvst.  jur.  pub.,  lib.  1, 

C?P'J1;  Gessner>  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  154-156:  Halleck,  Int.  law, 
en,  23,  § 7,  ) rr  J > 

**  Gessner>  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  156-158;  Robinson,  Collectanea 
marítima,  p.  189 
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gándose  á obrar  mancomún  adamen  te  para  alcanzar  una  satisfacción. 
Su  actitud  fué  causa  de  que  las.  naciones  arriba  mencionadas  pusiesen 
en  libertad  las  naves  apresadas,  y renunciasen,  por  fin,  á sus  pre- 
tensiones. * 

La  Gran-Bretaña  declaró  bloqueados  per  notificationem, 
en  1756,  todos  los  puertos  franceses , apoderándose  de  Bioqueo6'de- 
muchas  embarcaciones,  pertenecientes  en  su  mayor  nú-  jaGnfn-Brc- 
mero  á súbditos  holandeses;  si  bien  estas  fueron  restituí-  tana' 
das,  del  mismo  modo  que  el  valor  de  los  cargamentos,  á petición  de 
su  gobierno.  Pero  Inglaterra  manifestó  que  en  adelante  consideraría 
como  buena  presa  cualquier  buque  que  cayera  en  su  poder. 

La  misma  nación  hizo  público,  por  un  medio  análogo, 
en  1798  el  bloqueo  de  todos  los  puertos  y embocaduras 
de  los  ríos  de  Bélgica. 

Pero  semejante  práctica  se  hallaba  en  abierta  contradic- 
ción con  los  principios  generales  admitidos  sobre  esta  mate- 
ria desde  la  segunda  mitad  del  siglo  XVII,  por  el  resto  de 
las  potencias  europeas. 

Así  es  que  en  todos  los  pactos  por  ellas  celebrados  se  reconocía 
que  para  tener  carácter  obligatorio  un  bloqueo  era  preciso  que  fuese 
real,  y aun  se  fué  tan  adelante  en  algunos,  que  fijaron  el  número  de 
buques  de  guerra  que  se  necesitaban  paya  constituir  esa  cualidad  (1).  ** 
Ya  hemos  dicho  en  otro  lugar  de  esta  obra,  que  la 
neutralidad  armada  de  1780  estableció  que  solo  se  consi-  ¿¿ciññusque 
deraria  como  puerto  bloqueado,  aquel  que  cercara  un  nú-  *en  es  le  pe 
mero  conveniente  de  naves  de  la  armada,  situadas  entre 
sí  á tan  corta  distancia,  que  hicieran  realmente  peligrosa  la  entrada 
de  las  neutrales.  La  de  1800  aceptó  esta  regla,  y la  convención  csti- 


1798. 

De  los  puer- 
tos y ríos 
belgas. 


Tratados 
concluidos 
acerca  de 
este  particu- 
lar. 


* Orlolan,  Dip.  de  la  mer , vol.  II,  liv.  3,  ch.  9,  pp.  358-360 ; Dumonl,  Corps 
diplomatique , vol.  VII,  pte.  2. 

(1)  El  tratarlo  de  1742  entre  Francia  y Dinamarca,  art.  20,  fija  el  numero  de  buques 
que  deben  permanecer  en  estación  en  un  puerto,  para  que  este  se  considere  real- 
mente bloqueado,  exigiendo  que  cierren  su  entrada  al  menos  dos  buques  de  guena 
ó una  batería  colocada  en  la  costa.  El  celebrado  en  1753  entre  Holanda  y las  dos 
Sicilias  dice  en  su  art.  22.  » Queda  establecido  que  no  se  tendrá  por  sitiado  (3  blo- 
queado cualquier  puerto  ó plaza  que  no  cerquen,  si  es  por  mar,  seis  buques  de  guer- 
ra á lo  menos  colocados  poco  mas  allá  de  lo  que  alcancen  los  cañones  del  puerto  ; 
y si  es  por  tierra,  las  baterías  y obras  necesarias  para  evitar  que  se  pueda  entrar  en 
la  plaza  sin  pasar  bajo  el  cañón  de  los  sitiadores.  » 

**  Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer , p.  ICO;  Orlolan,  Dip.  de  la  mer , 
vol.  II,  liv.  3,  ch.  9,  pp.  300,  301  ; Flnssan,  Ilist.  de  la  dip.  franptise,  vol.  VI, 
p.  64. 
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pillada  en  1801  entre  Inglaterra  y Rusia  la  admitió  también,  sustitu- 
yendo las  palabras  « con  buques  que  permanezcan  constantemente  en 
su  puesto  v situados  á corta  distancia,  » con  estas  otras  « con  buques 
que  permanezcan  constantemente  en  su  puesto  ó estén  situados  á 

corta  distancia. » * , . .. 

Durante  las  guerras  de  la  revolución  irancesa,  Inglater- 

Gucrras de  la  tIIVO  ocasión  de  aplicar  en  grande  escala  su  sistema 

revolución  * ‘ , , , 

francesa.  favorito;  dando  lugar  a que  Francia  siguiera  sus  huellas 
por  via  de  represalia. 

El  consejo  británico  manifestó  por  una  orden  de  16  de 

1 806 

orden  tici  mayo  de  1806,  que  se  conceptuarían  como  bloqueadas 

consejo  bri-  J 1 , 

tánico.  todas  las  costas,  puertos  y riberas  desde  el  Elba  hasta 
Brcst.  Esta  disposición  dió  origen  al  célebre  decreto  de  Berlín.  Pa- 
rece como  que  las  dos  grandes  naciones  de  la  Europa  occidental  se 
propusieron  por  entonces  sostener  idénticos  abusos  y combatir  con 
armas  iguales  en  desenfrenada  oposición  de  los  principios  del  derecho 
internacional;  convirtiendo  así  el  bloqueo  per  notificationem  en  un 
procedimiento  usual  y corriente  de  las  guerras  marítimas.  Pero  los 
mismos  gobiernos  que  le  habían  proclamado  tuvieron  que  desistir  de 
sus  propósitos  y desde  1814  cayó  en  completo  desuso  semejante  pro- 

Francia  ha  observado  posteriormente  una  conducta  uni- 
forme y general  en  el  asunto  que  nos  ocupa.  El  bloqueo  de 
los  puertos  de  Argel  (1) , desde  1820  á 1830,  el  de  los  de  Méji- 


ccder.  ** 


Práctica  de 
los  tiempos 
modernos. 


* Gcssner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  159,  161;  Neutralidad  de  1800; 
Convención  de  1801;  Ortolan,  Dip.  de  la  mer,  v.  II,  liv.  3,  ch.  9,  p.  360;  Halleck, 
Inl.  law,  ch.  23,  § 7 ; Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutres , tit.  9,  ch.  5,  sec.  1; 
Bello,  Derecho  internacional , pte.  2,  cap.  8,  § 5;  Riquelme,  Derecho  público  inter- 
nacional, lib.  1,  tít.  2,  cap.  18;  Heffter,  Droit  inl.,  § 157. 

**  Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  162,  164;  Ortolan,  Dip.  de  la  mer, 
vol.  II,  liv.  3,  ch.  9,  pp.  362-364;  Hautel’euille,  Droits  des  nations  neutres , tit.  9, 
ch.  5,  sec.  1 ; Halleck,  Inl.  law , ch.  23,  § 8;  Wheaton,  Hist.  des  progres  du  droit 
desgens,  pp.  372-388;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  §§  167,  321  ; Kent,  Com. 
on  am.  law,  vol.  I,  p.  145;  Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  §§  310-316;  Bello, 
Derecho  mí.,  pte.  2,  cap.  8,  § 5;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  2, 
cap.  18;  Pando,  Derecho  int.,  p.  519;  De  Cussy,  Droit  mar  itime,  liv.  2,  ch.  26; 
Heffter,  Droit  int.,  § 157;  Martens,  Causes  celebres,  vol.  II,  p.  35;  Martens,  Nou- 
veau  rccueil ; Schoell,  Hist.  des  traites,  vol.  IX,  p.  44;  Moniteur  universel,  del 
5 dic.  1806  y del  25  dic.  1807. 

( 1 ) El  ministro  de  relaciones  exteriores  de  Francia  expuso  los  principios  se- 
guidos en  el  bloqueo  de  Argel  en  la  memoria  que  dirigió  el  8 de  febrero  de  1830 
a consejo  de  Estado,  encargado  de  decidir  acerca  de  la  captura  de  dos  buques  por 
vio  ación  de  él.  Estos  buques,  cuya  confiscación  se  decretó,  eran  la  nave  tos- 

arolina  y la  sarda  La  Madona  di  Montenero.  El  consejo  había  pedido  al 
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co  en  1838  y el  de  Buenos-Aires  en  la  misma  época  fueron  reales  y olee 
ti  vos.  Las  instrucciones  dadas  al  conde  de  Molé,  cuando  tuvo  lugar  la 
intervención  francesa  en  la  Plata,  reconocen  la  notificación  y la  efec- 
tividad como  condiciones  esenciales  del  bloqueo  y establecen  estos 
principios:  «El  objeto  de  esta  operación  es  impedir  la  entrada  y 
salida  de  buques,  sea  cual  fuere  su  pabellón  y la  nación  á que  per- 
tenezcan.... La  nave  que  se  presenta  en  un  puerto  bloqueado  igno- 
rando la  existencia  de  la  medida  adoptada,  debe  ser  advertida,  ha- 
ciéndose la  notificación  por  escrito  en  el  rol  de  la  tripulación....  Si 
una  \ez  llenadas  estas  íormalidades  penetra  en  él  ó arriba  de 
nuevo  podrá  ser  capturada  por  el  jefe  de  las  fuerzas  bloqueadoras.... 
Los  buques  de  guerra  neutrales  que  se  presenten  serán  invitados  á 
alejarse,  y si  persisten  en  su  intento  de  avanzar,  podrá  repelér- 
seles por  la  fuerza,  siendo  suya  Ja  responsabilidad  de  lo  que  acon- 
tezca  Francia  ha  admitido  los  principios  consagrados  por  el 

tratado  que  concluyeron  las  potencias  del  norte  en  1780,  y si  se  ha 
separado  de  ellos  alguna  vez  en  circunstancias  excepcionales,  ha  sido 
como  medida  de  represalia,  á causa  de  las  pretensiones,  que  nunca 
ha  reconocido,  de  la  nación  con  que  entonces  se  encontraba  en 
guerra. » 

El  reglamento  danés  sobre  este  particular,  de  1848,  dice 
en  su  artículo  Io,  que  debe  considerarse  como  puerto  blo-  Reglamento 
queado  el  cercado  por  buques  de  guerra  de  modo  que  no 
puedan  entrar  ni  salir  los  mercantes,  sin  peligro  evidente  de  cap- 
tura.* 


ministro  antecedentes  sobre  los  principios  y reglas  seguidos  en  el  bloqueo  de 
Argel,  y este  contestó  que  las  instrucciones  comunicadas  por  el  de  marina  al 
jete  de  la  escuadra  francesa  en  aquellas  aguas  reconocían  la  necesidad  de  la  notifi- 
cación oficial  á los  neutrales  é indicaban  la  manera  de  proceder  contra 
los  buques  que  trataran  de  infringirlo;  que  en  virtud  de  estas  instrucciones  solo 
podrían  capturarse  los  que  una  vez  recibida  la  notificación  oficial  y hecho 
constar  en  el  rol  de  la  tripulación,  se  presentaran  de  nuevo  en  los  puertos  de  la 
Regencia;  que  era  imposible  adoptar  en  cuanto  á los  neutrales  una  legislación  mas 
conforme  al  derecho  de  gentes,  y que  restringiera  menos  en  tiempo  de  guerra  la 
libertad  del  comercio  marítimo ; que  la  política  francesa  se  fundaba  en  los  principios 
consagrados  en  1800  por  los  tratados  de  la  neutralidad  armada,  principios  cu^o 
triunfo  habia  alcanzado  en  su  discusión  con  el  Brasil  acerca  de  la  nulidad  de  las 
presas  hechas  durante  el  bloqueo  de  Buenos-Aires  y que,  enfin,  la  violación  de  un 
bloqueo  notificado  oficialmente  y sostenido  de  una  manera  electiva  produce,  según 
la  ley  de  las  naciones,  la  captura  y confiscación  del  buque  que  la  lleva  á cabo. 

* Gcssner,  Le  droil  des  neutros  sur  mer,  pp.  164-166;  Ortolan,  üip.  de  la  mcr , 
vol.  II,  liv.  3,  ch.  9,  pp.  304-368. 
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Con  motivo  de  la  guerra  de  Oriente,  Inglaterra  se  eneon- 
cond  «Sí-  tro,  como  liemos  visto  en  otra  ocasión,  precisada  á confor- 
ín'Scr'raen  mar  su  conducta  con  la  de  Francia,  su  aliada  á la  sazón,  en 
esla  época.  algunos  puntos  muy  importantes  de  la  legislación  interna- 
cional. Tal  sucedió  con  respecto  á la  cuestión  que  estamos  debatiendo, 
acerca  de  la  cual  manifestaba  en  su  declaración  de  27  de  marzo 
de  1854,  que  impediría  á los  neutrales  la  violación  de  todo  bloqueo 
real  y efectivo  sostenido  por  una  fuerza  bastante  en  los  puertos,  radas 
o costas  enemigas.  En  conformidad  con  este  proceder  el  duque  de 
Newcastle  dijo  en  la  cámara  de  los  lords  que  los  ministros  de  S.  M.  B. 
no  tenían  la  intención  de  renunciar  al  sistema  seguido  antiguamente 
por  Inglaterra.  Estas  declaraciones  de  carácter  transitorio  sirvieron 
luego  de  base  á la  de  1856,  que  reconoció  la  necesidad  de  que  los 
hechos  referidos  fueran  reales  para  ser  obligatorios. 

Esta  proposición,  dice  Halleck,  aprobada  por  los  Esta- 
ia^regía  ex-  dos-Unidos  ha  sido  adoptada  por  todas  las  naciones  de 
puesta.  Europa,  y puede  considerarse  como  un  principio  estable- 
cido de  jurisprudencia  internacional.  Sin  embargo,  la  declaración  del 
congreso  de  Paris  no  es  tan  precisa  y terminante  como  la  de  las 
neutralidades  armadas  de  1780  y 1800.* 

igc2  Cuantas  veces  se  adoptaron  medidas  de  este  género  en 

^ciuctase-  e|  trascurso  de  la  guerra  civil  habida  en  la  república  nor- 
de°'ios  Esia-  te-nmericana,  otras  tantas  se  mantuvo  vigente  la  doctrina 
dos-unidos,  enunciada.  Así  lo  reconoce  lord  Russell  en  la  nota  que 
dirigió  á lord  Lyons  el  lo  de  febrero  de  1862. 

No  sucedió  lo  mismo  en  la  que  sostuvo  Dinamarca, 
En  la  de  dí-  en  1864,  contra  Austria  y Prusia.  El  gobierno  dinainar- 

nainarca  con  , , 

Austria  y ques,  á pesar  de  haberse  adherido  ála  declaración  de  1856, 

Pru<j¡a  ' 

y prescindiendo  del  artículo  18  del  tratado  de  comercio 
que  celebró  en  1818  con  Prusia,  y hasta  del  reglamento  que  publicó 
el  lo  de  febrero  de  1864,  mantuvo  un  bloqueo  ficticio  de  muchos 
puertos  prusianos,  en  cuyas  aguas  no  estacionó  ni  uno  solo  de  los 
buques  de  su  armada.  Esta  conducta  fué  igualmente  contraria  á las 
pi escripciones  que  adoptó  en  1848  con  motivo  de  la  guerra  con  Pru- 
sia y Alemania,  en  las  cuales  se  disponia  lo  siguiente* 


Gessner,  Le  droit  des  neulres,  pp.  i 66,  167;  Ortolan,  Dip.  de  la  mer,  vol.  II, 
app.  spe.;  Halleck,  Int.  law,  ch.  23,  § 9;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,appen. 
PP-  oO,  851  ; de  Cussy,  précis  historique,  ch.  12;  Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des 

desunió ll 854 Ch’  5’  ^ 2’  Heffter’  Droit  inL>  § 157  >'  Moniteur  frangais,  del  7 
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Io.  Se  considerará  como  puerto  bloqueado  aquel  á cuyo  frente  se^ 
halle  estacionado  uno  ó varios  buques  de  guerra  de  una  manera  tal 
que  ninguno  mercante  pueda  entrar  ni  salir  sin  riesgo  inminente 
de  ser  detenido. 

2o.  Así  que  llegue  á su  destino,  el  jefe  de  las  fuerzas  encargadas  de 
mantener  el  bloqueo  le  pondrá  en  conocimiento  de  los  cónsules  de 
todas  las  potencias  amigas  y neutrales  por  medio  de  una  circular  que 
les  dirigirá  al  efecto,  y las  embarcaciones  de  las  unas  ó de  las  otras 
que  se  hallen  surtas  en  el  puerto  al  publicar  la  orden  referida,  ten- 
drán derecho  á zarpar  en  el  término  que  se  convenga. 

3o.  Se  comunicará  á cada  una  de  las  naves  que  pasen  por  el  Sund 
y los  Belt  un  ejemplar  de  la  patente  real  concerniente  al  bloqueo. 
Se  prohíbe  pasar  á vías  de  hecho  con  los  barcos  qué  tengan  cuales- 
quiera de  entrambas  significaciones,  á no  ser  que  con  posterioridad 
á la  notificación  del  bloqueo  intenten  quebrantarle;  pero  si  existiere 
motivo  para  presumir  que  no  había  llegado  á su  conocimiento,  el  sim- 
ple acto  de  traspasar  la  línea  marcada  no  justificará  el  empleo  de  la 
fuerza.  Mucho  menos  podrá  ser  detenida  una  embarcación  amiga  ó 
neutral  á causa  únicamente  de  ir  destinada  ó con  rumbo  á un  puerto 
bloqueado.  En  tales  casos  el  jefe  encargado  de  sostener  esta  opera- 
ción militar  les  advertirá  lo  que  ocurre,  y así  que  lo  hayan  anotado 
en  el  diario  de  la  navegación  quedarán  en  libertad  de  seguir  otro 
camino . 

4. °  Si  á pesar  de  este  aviso  el  buque  trata  de  franquear  la  línea,  ó 
si  se  presume  que  ha  sido  informado  del  bloqueo  á su  paso  por  el 
Sund  ó los  Belt,  ó que  igualmente  lo  supiese  después  de  haberse 
dado  á la  vela,  en  todos  estos  casos  la  tentativa  de  penetrar  en  el 
puerto  se  considerará  como  una  violación  del  bloqueo,  y si  fuere  ne- 
cesario se  usará  de  la  fuerza  para  detenerle. 

5. °  El  oficial  que  quebrante  las  disposiciones  mencionadas  ó que 
abuse  de  su  autoridad  en  perjuicio  de  los  barcos  amigos  ó neutrales, 
será  castigado  según  lo  requiera  el  hecho,  quedando  obligado  á indem- 
nizarles debidamente.* 

§ 677.  Siendo  como  un  acto  de  soberanía  suprema  la  de-  En  qtlien  rc_ 
claracion  de  un  sitio  ó bloqueo,  claro  es  que  debe  proceder 
del  gobierno  ó de  una  autoridad  en  quien  haya  delegado  s¡tf0fayr 
esta  facultad  expresamente.  El  comandante  de  una  escua-  q,,eos' 

* (íessner,  he  droil  des  neulres  sur  mer,  pp.  IG7-169;  Riquelme,  Derecho  púb. 
int.  vol.  II,  pp.  254-259. 
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dra  ó el  jefe  superior  de  un  ejército  no  tienen,  generalmente  hablando, 
poder  para  establecerles,  ni  para  extender  á una  plaza  cercana  el  que 
exista  ya  en  otra  decretado  de  una  manera  competente.  Mas  si  se 
tratase  de  un  general  ó de  un  almirante  que  se  hallaien  en  un  país 
íóLTo!  menester  es  admitir  que  «súmen  este  poder. 

Apoyándose  en  este  raciocinio,  el  almirantazgo  británico 
"cLa  seguida"  decidió,  en  el  caso  de  El  Rolla,  que  la  limitación  de  la  fa- 
úc  ei Roña,  cuitad  de  un  comandante  no  tiene  lugar  en  los  apostaderos 
distantes  de  la  residencia  del  gobierno,  porque  se  presume  delegada 
en  los  jefes  qne  se  envían  á ellos  toda  aquella  parte  del  poder  sobe- 
rano necesaria  para  la  buena  dirección  del  servicio  en  que  se  les 
emplea. 

Algunos  sostienen  que  fuera  de  estos  casos  es  de  tal  modo  indis- 
pensable que  el  mandato  emane  directamente  del  poder  central,  que 
el  jefe  de  las  fuerzas  de  mar  ó de  tierra  que  haga  la  declaración  pre- 
citada estará  obligado  á exhibir  sus  instrucciones,  siempre  que  se 
pretenda  que  ha  obrado  sin  la  debida  autorización.  Sin  embargo, 
los  neutrales  no  se  hallan  facultados  para  oponerse  á los  actos  de  que 
estamos  tratando,  so  pretexto  de  la  incompetencia  del  que  los  ejecuta. 
Debe  además  tenerse  presente  que  no  siempre  es  factible,  ni  conve- 
niente, la  publicación  de  las  órdenes  recibidas.  Puede  igualmente 
ocurrir  que  sobre  una  disposición  tomada,  si  se  quiere , desautoriza- 
damente, recaiga  con  posterioridad  la  aprobación  del  poder  compe- 
tente, remediándose  de  ese  modo  su  vicio  originario  é impidiendo 
toda  averiguación  ulterior.  Pero  si  así  no  fuese,  esto  es,  si  el  Estado 
beligerante  desaprobara  lo  hecho,  ó si  se  prueba  evidentemente  que 
ha  habido  exceso  de  atribuciones,  se  podrán  alegar  estos  motivos  como 
válidos  y concluyentes  en  pro  de  las  infracciones  que  puedan  come- 
terse. Por  eso,  si  el  jefe  de  una  escuadra  extiende  el  bloqueo  mas 
allá  de  los  límites  ordenados,  el  capitán  que  tratara  de  forzar  la 
línea,  aun  después  de  habérsele  hecho  la  notificación  correspondiente, 
no  incurrirá  en  pena  alguna.* 

Distinción  § 678.  ^as  dos  operaciones  militares,  cuya  historia  y 
c'ytl°e?1  SE  fundamento  hemos  examinado,  se  confunden  bajo  cierto 

queo.  punto  de  vista  y obedecen  á las  mismas  leyes  y principios 
pero,  en  realidad,  tienen  por  su  tendencia  una  significación  distinta. 

Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  § 5;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1, 

• A cap.  18;  Halleck,  Int . law,  ch.  23,  §2;  Wildman,  Int.Uxu),  vol.  II, 
«P‘f Vfi8’  *79¡  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 288;  Duer,  On  Insurance,  vol.  I, 

‘ b4b;  Chllt^  Law  °f  nations,  p.  259;  Helher,  Droit  int.,  § 154. 
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El  bloqueo  se  dirige  mas  bien  á la  destrucción  del  comercio  enemigo 
únicamente,  al  paso  que  el  sitio  tiende  á la  rendición  de  una  plaza 
imprimiendo  en  los  que  la  habitan  la  cualidad  de  combatientes,  <>, 
cuando  menos,  cierto  carácter  militar  que  produce  consecuencias  de 
importancia.  Por  lo  demás,  puede  acontecer  que  una  ciudad  se  halle 
sitiada  y bloqueada  al  mismo  tiempo,  y pueda  tener  interceptadas 
sus  comunicaciones  por  mar  y abiertas  por  tierra  ó vice  versa.  515 
§ 679.  Ya  liemos  demostrado  la  necesidad  de  que  un  blo- 
queo sea  efectivo.  Ahora  nos  toca  examinar  cuales  son  las  ¡SdüpeS- 

condiciones  que  han  de  concurrir  para  que  pueda  aplicár-  de 

sele  con  justicia  semejante  denominación.  un  bIoqueo* 

Phillimore  opina  que  para  esto  es  imprescindible,  que 
se  cierre  completamente  la  entrada  del  puerto,  porque  si  °Sn?Scrit¿e 
se  abandona  uno  solo  de  los  puntos  que  puedan  dar  ac-  ,cs' 
ceso  á él,  no  se  conceptuará  ya  como  bloqueado.  Estas  conclusiones 
son  mas  lógicas  y terminantes  que  las  de  la  declaración  del  congreso 
de  París  en  1856.  Pero  apenas  las  ha  expuesto  su  mismo  autor  co- 
mienza á limitarlas,  concediendo  una  importancia  decisiva  en  la  cues- 
tión de  la  suficiencia  de  la  escuadra  bloqueadora  á la  opinión  de 
su  jefe,  afirmando  que  puede  componerse  en  parte  de  cruceros.  En 
este  punto  el  publicista  inglés  retrocede  con  respecto  á la  expresada 
manifestación,  pues,  aunque  esta  no  establece  de  una  manera  termi- 
nante que  las  naves  se  estacionen  delante  del  puerto,  desaprueba 
indirectamente  el  bloqueo  por  medio  de  cruceros  (1). 

Otro  escritor  británico,  Rcddie,  acepta  estos  principios  y conclusio- 
nes ; si  bien  es  cierto  que  mas  tarde  apoya  y admite  algunas  teorías 
de  sir  W.  Scott,  destruyendo  así  su  propia  doctrina. 

Los  que  derivan  el  bloqueo  de  la  conquista,  no  creen  posible  su 
efectividad  sin  las  circunstancias  antedichas.  Oigamos  sino  como  se 
expresa  Ortolan.  « Es  evidente  que  si  esta  clase  de  operaciones  se  em- 
prende con  el  fin  de  lograr  la  rendición  ó captura  de  una  plaza  por 
carencia  de  municiones  ó de  subsistencias,  faltarían  completamente 
los  neutrales  a sus  deberes  si  trataran  de  socorrerla  con  las  unas  ó 

* Riquelme,  Derecho  púb.  int .,  lib.  I,  tit . 2,  cap.  18;  Bynkershoek,  Quezal,  jur. 
pub.,  lib.  1,  cap.  U;  Halleck,  Int.  laxo,  ch.  23,  § 3;  Heífter,  IJroil  int § ióí  ; 
Klüber,  Droit  des  (jens  mod.,  § 297;  Ducr,  On  Insurance,  vol.  I-  P-  657. 

(1)  He  aquí  la  definición  que  da  Phillimore  del  bloqueo.  « A bloekadc  de  fació 
should  be  eirecled  by  stationing  a number  of  ships  and  forming  as  it  «ere  an  arch  oi 
circumvallalion  round  the  mouth  of  the  prohibiled  port  where,  if  the  arch  fails  in 
any  or  parí  altogether.  This  is  the  general  and  safe  definition  of  a bloekadc  » 
Phillimore,  v.  III,  p.  38G. 
t.  u — 19 
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las  Otras  poniéndola  en  situación  de  continuar  su  resistencia.  Los  blo- 
queos por  mar  son  en  este  caso  iguales  á los  sitios  de  las  plazas 
fuertes  que  se  verifican  en  las  luchas  continentales.  Y no  se  necesita 
que  exista  la  intención  ó la  posibilidad  de  reducirlas  por  hambre, 
para  que  las  naciones  que  permanecen  extrañas  á la  contienda  deban 
respetar  dicho  acto : su  situación  reclama  que  se  sometan  á la  prohi- 
bición de  traficar  y comunicarse  con  el  lugar  bloqueado,  siempre  que 
lo  disponga  así  el  bloqueador,  cualesquiera  que  puedan  ser  sus  propó- 
sitos al  obrar  de  ese  modo,  porque  siendo  aquel  efectivo  el  beligerante 
es,  en  realidad,  dueño  de  las  aguas  que  ocupa.  Puede  entonces  apli- 
carse respecto  al  territorio  marítimo,  como  se  hace  en  las  guerras 
terrestres  relativamente  al  continental  cuando  se  ocupa  una  provincia 
enemiga,  el  principio  de  que  el  ocupante  reemplaza  al  soberano  del 
lugar  en  el  ejercicio  de  su  poder.  Esta  sustitución  basta  para  estable- 
cer los  derechos  de  los  combatientes  en  el  caso  de  un  bloqueo  sin 
que  se  necesite  recurrir  á la  ficción  de  Ivlüber  de  que  el  lugar  blo- 
queado puede  considerarse  bajo  el  dominio  de  la  potencia  que  le 
cerca.  » 

Wlieaton  se  aproxima  mucho  en  esta  materia  al  sistema  tradicional 
de  la  Gran-Bretaña.  No  obstante,  como  la  trata  en  un  terreno  real  y 
puramente  histórico,  se  vislumbran  en  él  tendencias  propias  mas  bien 
del  espíritu  general  de  las  leyes  y tratados  públicos  que  de  opiniones 
individuales,  obteniéndose  en  último  resultado  la  certidumbre  de  que 
aumenta  el  número  de  los  que  proclaman  la  necesidad  de  fuerzas 
suficientes,  que  obstruyan  toda  especie  de  comunicaciones. 

Gessner  reserva  á los  publicistas  alemanes,  como  Martens,  Ivlüber, 
Kaltenborn  y Heffter,  el  mérito  de  haber  definido  siempre  con  exacti- 
tud el  punto  que  debatimos  ; no  sin  que  en  ellos  deje  también  de 
notarse  cierta  vaguedad  en  la  parte  teórica  y algunas  contradicciones 
en  la  práctica,  debidas,  sin  duda,  á las  que  dominan  en  la  misma 
legislación.  Heffter,  por  ejemplo,  dice,  que  entiende  por  bloqueo  la 
facultad  que  tiene  el  beligerante  de  apoderarse  de  las  cercanías  de 
una  fortaleza,  puerto  ó rada  y hasta  de  todas  las  costas  del  enemigo, 
ejerciendo  derechos  de  soberanía  durante  el  tiempo  que  conserve  la 
posesión  real  del  territorio.  Pero  luego  añade,  que  la  distancia  á que 
deben  colocarse  los  buques  depende  de  las  circunstancias,  y que  bas- 
tará que  se  estacionen  de  un  modo  conveniente  para  lograr  el  fin  que 
se  proponen.  * 


* Gessner,  Le  droit  des  neutros  sur  mer,  pp.  169-176;  Ortolan,  Dip.  de  la  mer, 

Vo  * M»  liv-  3»  cli.  9,  pp.  328,  329;  Wlieaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3, 
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§ 680.  No  se  hallan  en  este  asunto  mas  contextes 
tratados,  cuyas  estipulaciones  se  resienten  de  la  misma  íes'oeíostrá- 
falta  de  armonía.  De  todos  cuantos  se  celebraron  en  el  tados- 
siglo  XVII  solo  tres,  que  son  los  de  Holanda  con  Argel  en  1662,  con 
Suecia  en  1667  y con  Inglaterra  en  1674,  señalan  con  alguna  distin- 
ción la  efectividad  del  bloqueo.  En  el  primero  encontramos  estas  fra- 
ses : Tum  solummodo  confiscationi  obnoxia  erunt,  si  quando  forte 
urbibus  et  locis  ab  una  alterave  parte  sive  man , sive  térra,  obsidione 
jucta  realüer  cinctis , inferéntur.  Los  restantes  y aun  los  concluidos 
posteriormente,  no  hablan  de  este  asunto  mas  que  incidentalmente  y 
en  términos  generales.  Así  vemos  que  los  de  Utrecht,  después  de 
afirmar  como  principio  la  libertad  de  comercio  de  los  neutrales  añaden, 
que  no  se  entenderá  subsistente  esta  regla  cuando  se  trate  de  plazas 
« sitiadas,  bloqueadas  y acordonadas  » ; doctrina  que  se  ha  proclamado 
de  nuevo  en  los  de  1667  y 1670  entre  Inglaterra  y España,  de  1763 
entre  estas  y Francia,  de  1766  entre  la  primera  y Rusia,  de  1778  en- 
tre Francia  y los  Estados-Unidos  y de  1786  entre  la  misma  y la  Gran- 
Bretaña. 

Pero  á mediados  del  siglo  XVIII  se  encuentran  ya  algunos  que 
detallan  las  condiciones  del  bloqueo  y fijan  el  número  de  buques 
necesario  para  que  sea  efectivo,  siendo  el  primero  de  los  de  este  género 
el  que  se  concluyó  en  1742  entre  Dinamarca  y Francia,  cuyo  art.  20 
dice  : «Y  á fin  de  resolver  cualquiera  duda  que  ocurra  acerca  de  esta 
excepción  se  ha  convenido  en  que  no  se  reputará  bloqueado  ningún 
puerto,  cuya  entrada  no  cierren  dos  buques  al  menos  por  el  lado  del  mar 
ó una  batería  por  parte  de  tierra,  de  modo  que  las  naves  no  puedan 
entrar  sin  peligro  manifiesto.  » El  que  Holanda  y Sicilia  firmaron 
en  1753  exige  en  su  art.  22  la  presencia  de  seis  buques  de  guerra 
para  que  sea  efectivo  el  asedio.  Pero  en  los  de  nuestra  época  prepon- 
dera generalmente  la  regla  de  que  sean  dos,  podiendo  citarse  como 
comprobantes,  el  de  1748  entre  Sicilia  y Dinamarca,  el  de  1795  entre 
España  y Austria  y de  1818  celebrado  por  Dinamarca  y Prusia,  últi- 
ma convención  que  admite  este  principio,  á pesar  de  su  patente  ine- 
ficacia. Prescindiendo  de  él,  la  tendencia  del  derecho  internacional 
comienza  á hacerse  perceptible  en  este  particular  desde  los  albores  del 
siglo  presente. 

© 

§ 28;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  pp.  38G,  392;  Wildman,  Int  laxo,  vol.  II, 
p.  179;  Pistoyc  et  Duverdy,  Traite  des  prises,  tit.  G,  ch.  2,  sec.  3;  (Jauchy,  Le 
droil  nutrí  lime  int-,  époque  5,  ch.  4,  sec.  5;  Heírier,  Droit  int.,  § 274,  Klübei 
Di'oil  des  gens  mod-,  § 297. 
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Con  efecto,  el  art.  13  del  tratado  que  concluyeron  el  4 de  setiem- 
bre de  1810  los  Estados-Unidos  y Suecia  estipula  que,  en  vista  de  la 
gran  distancia  que  separa  á entrambos  países  y cu  la  incertidumbre 
de  los  acontecimientos  futuros,  las  partes  contratantes  convenían  en 
que  la  nave  mercante  que  perteneciendo  á cualquiera  de  ellas,  nave- 
gara con  destino  á un  puerto  que  en  el  momento  de  su  partida  estu- 
viese bloqueado,  no  podrá  ser  capturada  ni  confiscada,  á menos  que 
se  probase  que  pudo  y debió  saber  durante  la  travesía  la  continuación 
de  aquel  estado.  Pactábase  también,  que  una  vez  puesto  el  hecho  en 
su  noticia,  podría  ser  detenida  y condenada  si  intentaba  salvar  la 
línea.  Tal  ha  sido  igualmente  el  espíritu  de  los  tratados  celebrados  por 
los  Estados -Unidos  con  Suecia  en  1827,  con  Prusia  en  1828,  con  Méji- 
co en  1831,  y con  Chile  en  1832.  * 

8 681.  Hautefeuille  enumera  entra  las  diversas  clases  de 

Bloqueos  lie-  ° 

•icios.  bloqueos  ficticios,  el  per  notificationem,  el  de  notoriedad 
pública  ó de  fado  y el  verificado  por  medio  de  cruceros. 

„ El  primero  se  funda  en  el  valor  que  se  atribuye  á la 

Per  notifica-  1 1 k 

tionem.  notificación  diplomática,  que  tiene  en  este  sistema  mas  im- 
portancia que  el  envío  de  una  escuadra,  cuya  inutilidad  es  palpable. 
Una  de  las  consecuencias  mas  considerables  que  se  desprenden  de  esta 
doctrina,  es  que  no  exigiendo  un  bloqueo  semejante  la  presencia  real 
de  fuerzas,  puede  extenderse  á todas  las  costas  enemigas  por  dilatadas 
que  sean.  Este  es  el  principio  que  sirvió  de  base  á la  conducta  obser- 
vada por  Inglaterra  en  el  trascurso  de  sus  guerras  contra  Napoleón  I. 

El  precedente  que  puede  alegarse  en  favor  de  esta  teoría  es  el  de 
que  algunas  naciones  le  hayan  puesto  en  práctica.  Holanda,  España, 
Francia  y principalmente  Inglaterra  le  ha  aplicado,  bien  en  ocasiones 
extraordinarias  y como  medida  de  represalias,  ó ya  de  una  manera 
definitiva  y permanente.  SirW.  Scott  se  expresaba  así  al  ocuparse  de 
la  jurisprudencia  inglesa:  «La  notificación  diplomática  hecha  á un  go- 
bierno extranjero  tiene  por  objeto  advertir  á todos  sus  súbditos  cuyos 
intereses  deben  proteger  de  lo  que  en  ella  se  trata.  Sostengo,  pues, 
que  el  capitán  de  un  buque  neutral  no  puede  alegar  nunca  la  igno- 
rancia de  un  bloqueo....  Otra  diferencia  entre  el  regularmente  noti- 
ficado y el  de  facto  es  qus  en  el  primero  basta  para  constituir  una 
ofensa  el  acto  de  hacerse  á la  vela  sin  que  medie  la  revocación  formal 


Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  176-179;  Hautefeuille,  Droits  des  na - 
lonsneuíres,  vol.  II,  tit.  9,  ch.  1,  sect.  2,  p.  200,  note;  Dumont,  Corps  diploma- 
Pte’  P"  Wenck,  Codex juris  gentium  recentissimi , vol.  I, 
P‘  21 ; J!°ser’  Ver*™h,  vol.  VII,  p.  588;  Martens,  Recueil , vol.  VIII,  p.  251. 
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de  la  notificación....  Por  tanto,  desde  el  instante  en  que  un  buque 
abandona  su  fondeadero  para  dirigirse  al  lugar  asediado  es  completa 
la  infracción  y queda  la  propiedad  sujeta  á confiscación.  Pero  en  el 
caso  de  uno  de  fado  no  existe  presunción  real  de  su  continuación 
y puedo  admitirse  la  ignorancia-  de  la  parte  como  excusa  legitima....» 

No  son  estos  los  principios  que  Francia  ha  adoptado,  por  lo  menos 
desde  1778.  Así,  en  la  mayor  parte  de  sus  tratados,  y especialmente 
en  los  que  ha  concluido  con  las  repúblicas  sud-ainericanas,  se  en- 
cuentra la  estipulación  siguiente  : « La  nave  mercante  que  pertenezca 
á ciudadanos  de  los  dos  países  y que  haya  sido  expedida  con  destino  á 
un  puerto  bloqueado  por  el  otro  Estado  no  podrá  ser  detenida,  capturada 
ó condenada  si  previamente  no  se  le  hubiere  notificado  la  existencia  ó 
continuación  del  bloqueo,  bien  por  las  mismas  fuerzas  bloqueantes  ó por 
algún  buque  que  forme  parte  de  ellas;  y para  que  no  se  alegue  ignoran- 
cia, y que  el  barco  que  haya  recibido  la  intimación  pueda  ser  capturado 
si  vuelve  á presentarse  en  el  mismo  puerto  mientras  dure  el  bloqueo, 
el  comandante  que  haga  la  notificación  debe  poner  su  visto  bueno  en 
los  papeles  de  la  nave  visitada,  expresando  el  dia,  el  lugar  y la  altura 
en  que  se  verificó  aquella  y el  capitán  dará  recibo  con  las  mismas 
declaraciones  exigidas  en  el  visto  bueno.  » (1) 

Estas  son  las  reglas  que  ha  observado  Francia  lo  mismo  en  Méjico 
que  en  Buenos-Aires.  Cuando  bloqueó  los  puertos  de  aquella  república 
uno  de  los  capitanes  encargados  de  efectuarlo,  pensó  que  habiéndose 
puesto  el  hecho  en  conocimiento  de  las  potencias  extranjeras,  no  te- 
nia necesidad  de  participárselo  á las  naves  que  intentaran  desembar- 
car municiones  de  guerra.  Con  este  motivo,  el  conde  Molé  se  dirigió 
en  20  de  octubre  de  1888,  al  ministro  de  marina  diciéndole  : 

« M.  N.  confunde  dos  cosas  distintas  en  verdad  : la  notificación 
diplomática  del  bloqueo  á los  gobiernos  neutrales,  y el  aviso  que  los 
jefes  ocupados  en  sostenerle  deben  dar  á las  naves  mercantes,  incli- 
nándose, al  parecer,  en  favor  de  que  el  cumplimiento  de  la  primera 
formalidad  releva  del  de  la  segunda. 

« Semejante  conducta  es  contraria  no  ya  á los  principios  ordinarios 
del  derecho  marítimo  sino  á las  instrucciones  de  vuestro  ministerio, 
y á las  comunicaciones  dirigidas  en  tiempo  oportuno  al  gobierno  de  los 
Estados-Unidos  y á los  cónsules  extranjeros  residentes  en  \ era-Cruz. 

« No  pasaré  á enumerar  las  razones  que  exigen,  independientemente 

(1)  Véanse  tos  tratados  do  1828  con  el  Brasil,  de  1834  con  Bolivia,  de  1839  con 
Tejas,  do  1843  con  Venezuela,  y del  mismo  año  con  ta  república  del  Ecuador. 
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,1c  la  notificación  oficial  y diplomática,  la  advertencia  de  que  se  quiere 
prescindir,  pero  sí  diré  que  este  aviso  interesa  altamente  á las  em- 
barcaciones mercantes  y á la  responsabilidad  del  ofical  encargado  del 


«Comprendereis  como  yo,  señor  almirante  y querido  colega,  la 
necesidad  de  sostener  este  principio,  ó mejor  dicho,  esta  práctica  en 
el  bloqueo  de  los  puertos  de  Méjico.  » 

Igual  regla  han  adoptado  los  Estados-Unidos.  Al  declarar  el 
de  los  puertos  del  Sur,  el  presidente  Lincoln  decía  : « Y si,  in- 
tentando infringirle  una  nave  cualquiera  tratase  de  entrar  ó salir,  será 
advertida  en  la  forma  acostumbrada  por  el  jefe  de  uno  de  los  buques 
bloqueadores,  que  anotará  en  sus  papeles  la  notificación  y la  fecha 
en  que  se  hizo.  Pero  si  luego  intentare  de  nuevo  hacer  lo  mismo,  será 
capturada  y expedida  al  puerto  mas  cercano  en  el  litoral  de  los 
Estados-Unidos,  donde  se  decidirá  respecto  á la  nave  y á la  carga  de 
conformidad  con  la  jurisdicción  del  país.  » 

Pero  aunque  Inglaterra  se  ha  valido  en  todas  sus  guerras,  excepto 
en  la  última  de  Rusia,  del  per  notificationem,  no  lo  ha  hecho  de  una 
manera  directa  y como  si  fuera  un  principio  inconcuso  de  derecho 
internacional,  sino  que  se  ha  esforzado  para  encubrir  esta  práctica 
exponiendo  que  tal  era  la  doctrina  generalmente  aceptada  ó conside- 
rándola como  consecuencia  indeclinable  de  las  circunstancias  en 


que  se  encontraba  ó como  medida  de  represalia.  Como  ejemplo  y 
comprobación  de  esta  conducta  podemos  citar  la  nota  de  M.  Fors- 
ter,  cuyo  objeto  era  persuadir  al  gabinete  de  Washington  de  que  los 
de  1806  y 1807  habían  sido  reales  y efectivos. 

De  lo  expuesto  puede  deducirse  que  semejantes  bloqueos  son  com- 
pletamente injustificables. 

§ 682.  La  cuestión  que  acabamos  de  tratar  arrastra  en  pos 

Conducta  , , , . , , r 

que  debe  ob-  de  si  otra  de  muy  grande  ínteres,  que  es  la  de  resolver  si 

servarse  so-  , . . , . . 

bre  estopar-  un  gobierno  legitimo  podrá  servirse  de  esta  clase  de  opera- 

ticular  en  ....  . r 

tiempo  de  ciones  militares  en  caso  de  guerra  civil , tratándose  de 

guerra  civ  . ]u^ares  0CUpa¿0s  p0r  }os  rebeldeS. 

Acuerdo  dol  Cuando  acaeció  la  guerra  civil  en  la  república  norte- 


norteSi-  americana  el  congreso  votó  un  acta  por  la  que  se  autori- 
cano.  zaba  al  presidente  para  cerrar  todos  los  puertos  en  que  no 
era  posible  percibir  derechos  de  aduana,  declarando  al  mismo  tiempo 
piocedente  la  confiscación  de  las  embarcaciones  que  tratasen  de  pe- 
netrar en  ellos.  Siendo  esta  medida  de  carácter  puramente  político  y 

local,  es  indudable  que  siempre  que  tenga  idéntica  significación,  un 
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Estado  beligerante  no  traspasará,  adoptándola,  los  límites  de  su 
derecho. 

Mas  como  quiera  que  la  revolución  tomó  en  aquel  país  proporcio- 
nes gigantescas,  no  fué  bastante  la  disposición  mencionada,  y su  go- 
bierno hubo  de  recurrir  al  establecimiento  de  un  bloqueo,  conforme 
con  la  ley  de  las  naciones,  sometiendo  á los  tribunales  de  presas, 
cual  si  se  tratara  de  una  guerra  internacional,  los  casos  que  ocur- 
rían. 

La  Gran-Bretaña  declaró  terminantemente  que  acataba  la  última  re- 
solución, pero  que  no  reconocía  en  las  autoridades  federales  facultad 
suficiente  para  la  otra;  oponiéndose  así  mismo  á que  el  bloqueo 
fuera  beligerante  y local  á la  vez,  es  decir,  á que  los  puertos  confe- 
derados se  consideraran  como  combatientes  y como  rebeldes.  * * * § 

§ 683.  Hablando  Bello  de  los  de  fado , se  expresa  de 

° ' r Bloqueo  de 

este  modo : « Si  se  puede  imputar  á los  neutrales  el  cono-  facto  ú 

1 r notoriedad 

cimiento  del  bloqueo,  la  intimación  formal  de  la  fuerza  pública, 
bloqueadora  es  una  ceremonia  superflua . Por  consiguiente  no  es  ne- 
cesaria la  intimación  á las  naves  que  están  surtas  en  el  puerto  blo- 
queado porque  es  imposible  en  este  caso  ignorar  la  existencia  de  una 
fuerza  que  pone  entredicho  al  comercio.  Otra  aplicación  de  este 
principio  es,  que  el  aviso  dado  formalmente  á un  gobierno  se  presu- 
me, al  cabo  de  cierto  tiempo,  haber  llegado  á noticia  de  los  pueblos 
vecinos,  sujetándolos  en  consecuencia  á la  obligación  de  respetar  el 
bloqueo.  El  estar  un  navio  de  guerra  á la  boca  de  un  puerto,  aun- 
que él  solo  baste  á cerrarlo,  no  constituye  un  bloqueo  de  suficiente 
notoriedad  para  afectar  al  neutral,  á menos  que  se  le  convenza  de 
haber  recibido  informes  específicos.  Por  el  contrario,  si  el  hecho  es 
suficientemente  visible  y notorio,  todo  navegante  que  se  dirijo  al 
puerto  bloqueado  se  presume  prima  facie  hacerlo  á sabiendas.  Hay, 

* Hautefeuille,  Droils  des  nalions  neulres,  vol.  II,  tit.  9,  ch.  5,  pp.  248-262; 
Orlolan,  Dip.  de  la  mer,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  9,  pp.  338-341;  Dana,  Elem.  int.  Una, 
by  Wheaton,  eigtath  edition,  note  239,  p.  687 ; Wheaton,  Elém.  drotl  mi., 
pte.  4,  ch.  2,  § 28;  Halleck,  Int.  law,  ch.  23,  § G;  Bynkershoek  Quuist. 
jur.  púb.,  lib.  1,  caps.  4,  11;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  § 5;  Riquelmc, 

Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  2,  cap.  18;  Dumont,  Corps  diplomatique,  vol.  VII, 

pte.  2;  Flassan,  Hist.  de  la  dip.  frangaise,  vol.  VII,  p.  64;  Iíeífter,  Droil  int. , 

§ 157;  De  Cussy,  Droil  marilime,  liv.  1,  tit.  3,  § 11;  Pistoye  et  Duverdy,  Traite 
des  prises,  tit.  6,  ch.  2,  sect.  2;  Kent,  Com.  on  am.  laiv,  vol.  I,  p.  145;  l’hilli- 
more,  On  int.  law,  vol.  III,  § 321;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p-  179:  líeddie, 
Hesearchcs,  vol,  II,  p.  568;  Sehoell,  Recudí  des  piéces  ofíicielles,  vol.  IX,  p,  350; 
London  (jazellc,  mayo  20  de  1806,  enero  11  y nov.  14  de  1807;  V.  S.  latos, 
vol.  XII,  p.  256;  Gong,  doc.,  1824. 


295 


r 


§ 08  í 


SITIOS  Y «LOQUEOS 


[CAP. 


IV 


sin  embargo,  relativamente  a los  efectos  legales,  dos  diferencias  en- 
tre el  conocimiento  que  se  supone  adquirido  por  notoriedad,  y el  que 
se  lia  dado  por  notificación  formal.  La  excepción  de  ignorancia,  que 
no  puede  alegarse  en  este  caso,  os  admisible  á prueba  en  el  otro.  Si 
lia  precedido  notificación,  el  acto  de  zarpar  con  destino  al  puerto 
bloquado  constituye  delito ; pero  si  el  bloqueo  existe  solo  de  hecho, 
los  neutrales  no  tienen  motivo  de  presumir  que  se  les  notificará  formal- 
mente su  terminación,  y pueden  dirigirse  al  puerto  bloqueado,  hacien- 
do escala  en  un  paraje  no  sospechoso,  para  informarse  del  estado  de 


cosas. » 

En  este  párrafo  se  halla  resumida  la  doctrina  sostenida  y aplicada 
por  los  almirantazgos  de  Inglaterra  y las  [cortes  de  presas  de  los 
Estados-Unidos. 

Ilautefeuille  ha  impugnado  fuertemente  esta  clase  de  bloqueos,  y 
dice,  que  la  notoriedad  desempeña  en  ellos  el  mismo  papel  que  la 
notificación  en  los  de  gabinete,  siendo  fácil  reconocer  que  no  son 
mas  que  una  variante  de  estos,  y que  cuantas  razones  se  aducen  para 
probar  la  ilegalidad  de  los  unos  son  susceptibles  de  aplicarse  á los 
otros. 

Uno  de  los  rasgos  característicos  de  la  especie  que  estamos  exami- 
nando es  que  los  captores  deberán  testificar  su  realidad  al  tiempo  de 
hacer  el  apresamiento.  * 

§ 684.  Modificando  lo  dispuesto  por  la  neutralidad  ar- 
roi  cruceros  ma¿a  (je  ^780,  en  ej  tratado  que  Inglaterra  y Rusia  cele- 
braron en  1801  se  convino  en  que  bastaría  para  considerar  un 
puerto  bloqueado,  con  que  se  hallara  cercado  por  buques  estaciona- 
dos ó suficientemente  próximos , autorizándose  de  esa  manera  una 
nueva  especie  de  bloqueos  por  medio  de  cruceros,  que  ofrecen  el  gra- 
ve inconveniente  de  dejar  á merced  del  beligerante  la  determinación 
de  si  las  naves  están  ó no  á una  distancia  suficiente,  eximiéndole  de 
la  precisión  de  estacionar  sus  fuerzas  marítimas. 

Combatiéndolos  Hauteíeuille,  observa  que  pueden  tomar  parte  en 
ellos  toda  clase  de  embarcaciones,  sin  exclusión  de  las  armadas  en 
corso,  á las  que  se  encarga  comunmente  de  este  servicio ; siendo  de 

Bello,  Derecho  int .,  pte.  2,  cap.  8,  § 5;  Wheaton,  Elém.  droit  int .,  pte.  4, 
en.  3,  § 28;  Halleck,  Int.  laiv,  ch.  23,  § 10;  Ortolan,  Dip.  de  la  mer,  vol.  II, 
lv-  cb'  9;  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutres,  tit.  9,  ch.  5,  sec.  2;  Ri- 
Derecho  púb'  int->  lib-  j»  tíL  2>  caP-  18;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III, 
^ Duer’  0n  insuranc<!,  vol.  I,  pp.  649,  650;  Manning,  Law  of  nations, 
P-  23;  Heffter,  Droit  int.,  §§  154-156;  Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des  prises, 
“t.  6,  ch,  2,  sec.  2. 
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notar  que  una  goleta  puede  recorrer  un  número  considerable  de  mi- 
llas y que  el  hecho  de  cruzar  contra  el  enemigo  es  indeterminado  y 
variable.  Finalmente,  afirma  que  no  pueden  existir  sin  la  notilicacion 
diplomática  que  les  da  fuerza,  y se  lamenta  de  que  la  declaración  del 
congreso  de  Paris  no  haya  sido  mas  explícita  acerca  de  los  bloqueos 
licticios.  * 

§ 685.  De  todo  Jo  dicho  se  saca  en  consecuencia,  que 5 
sin  una  fuerza  bloqueadora  suíiciente  110  es  posible  legiti-  \ i2s?eñsa- 
mar  ningún  bloqueo,  y,  por  tanto,  hacerle  obligatorio  y ¡¿VXi  do 
digno  de  respeto  ; la  simple  notificación  anunciando  el  u“  blüqilC0- 
comienzo  de  esta  clase  de  operaciones  en  tal  ó cual  fecha,  no  basta 
para  constituir  su  legalidad,  ni  tiene  fuerza  y valor  si  no  se  halla 
acompañada  de  los  medios  positivos  é indubitables  que  pueden  man- 
tenerla en  la  práctica.  ** 

§ 686.  Otros  de  los  puntos  que  merece  una  atención 
preferente  en  esta  materia,  es  el  concerniente  á los  efectos 
que  produce  la  ausencia  temporal  de  las  fuerzas  bloquoa- 
doras.  La  opinión  de  los  autores  sobre  este  particular  es 
muy  divergente  ; resintiéndose,  como  no  podía  menos  de 
acontecer,  de  la  distinta  significación  que  cada  uno  de  ellos  da  á la 
nocion  del  derecho  de  que  se  deriva  la  tesis  en  cuestión. 

vEl  bloqueo  comienza,  dice  Hautefeuille,  desde  que  se 
cerca  el  puerto,  siendo  de  poca  importancia  que  los  neu- 
trales lo  sepan  ó lo  ignoren : el  beligerante  tiene  entonces 
el  derecho  de  impedir  que  los  buques  penetren  en  el  lugar  bloqueado, 
salvando  su  línea  de  conquista  y si  persisten  en  su  intento,  puede 
aplicarles  la  ley  que  haya  tenido  á bien  promulgar.  Pero  si  las  naves 
encargadas  de  conservarla  se  alejan  del  territorio  jurisdiccional  ene- 
migo de  que  se  habían  apoderado,  vuelve  este  á poder  de  su  antiguo 


Efectos  pro- 
ducidos por 
la  ausencia 
temporal  de 
las  fuerzas 
bloqueado- 
ras. 


Opiniones  do 
Varios  auto- 
res. 


* Hautefeuille,  Droils  des  nalions  neutros,  vol.  Ií,  til.  0,  cli.  5,  sec.  3,  pp.  3G2, 
366;  Martens,  fíecueil  suppl .,  vol.  II,  p.  192;  Lampredi,  Commcrce  des  neutros, 
pte.  2,  p.  438;  Ortolan,  J)ip.  de  la  mcr,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  9. 

**  Grotius,  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édilion  Guillaumin,  annolée  par 
Pradier-Poderé,  liv.  3,  ch.  1,  § 5;  Bynkershoek,  Qucest.  jur . pub . , lib.  1,  cap.  11  , 
Wheaton,  Elém.  droit  inl..  pte.  4.  ch.  3,  § 28;  Halleck,  Inl.  lato,  ch.  23,  § 4; 
-Kent,  Com.  on  am.  laiv,  vol.  I,  p.  144;  Phillimore,  On  inl.  law,  vol.  III, 
§ 289;  Ortolan,  Dip.  de  la  mor,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  9;  Hauteleuillc,  Droils  des  na- 
lions neutres,  tít.  9,  ch.  1;  Bello,  Derecho  inl.,  pte-  2,  cap.  8,  § ó;  Ithjuelme, 
Derecho  púb.  inl.,  lib.  i,  tít.  2,  cap.  18;  Heffler,  Droit  inl.,  § 154 ; L>e  Cussy, 
Droit  maritime,  liv.  1,  lit  3,  § 11  ; Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  pp.  647,  648; 
Manning,  Law  of  nalions,  pp.  322,  323;  Robinson,  Admiralltj  reports,  vol.  I, 

p.  154. 
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poseedor;  y si  estaban  estacionadas  en  alta  mar,  como  generalmente 
sucede,  recobrarán  estas  aguas  su  libertad.  » 

Abundando  en  las  mismas  ideas,  se  expresa  así  en  otra  de  sus 
obras:  «Para  que  exista  un  bloqueo  se  necesita  no  solo  la  conquista 
del  mar  territorial,  sino  su  conservación,  hecho  que  da  al  beligerante 
la  soberanía  de  las  aguas  jurisdiccionales  enemigas,  y por  tanto,  el 
poder  de  dictar  y ejecutar  leyes  con  respecto  á los  extranjeros.  Desde 
el  momento  en  que  el  conquistador  deje  de  tener  aquellos  lugares  fuera 
J del  alcance  de  sus  cañones,  y de  conservarlos  en  su  poder,  volverán 
; al  dominio  de  su  antiguo  soberano,  á la  manera  que  en  las  guerras 
terrestres  la  autoridad  del  invasor  se  desvanece  tan  pronto  como  se 
retira  del  terreno  que  ocupa.  Los  elementos  constitutivos  del  bloqueo 
son,  pues,  la  conquista  y la  ocupación  actual,  cuya  reunión  le  hace 
real  y efectivo.  Todas  las  naciones  marítimas,  á excepción  de  Ingla- 
terra, han  reconocido  este  principio  hace  ya  mucho  tiempo,  inscri- 
biéndole en  sus  tratados.  Y hasta  la  misma  potencia  mencionada  le 
ha  proclamado,  al  fin,  en  la  mas  solemne  de  las  convenciones,  su- 
puesto que  todos  los  pueblos  del  globo  le  han  reconocido  en  la 
declaración  de  16  de  abril  de  1856 

«Mas  por  lo  mismo  que  el  bloqueo  es  una  conquista  y una  ocu- 
pación permanente,  en  una  palabra,  un  hecho  material,  desaparece  ó 
cesa  con  él,  desde  que  por  una  causa  cualquiera,  voluntaria  ó no,  se 
alejan  los  buques  encargados  de  mantenerle.  Los  vientos  contrarios, 
una  tempestad,  las  enfermedades,  la  carencia  de  víveres,  las  fuerzas 
enemigas,  etc.  etc.,  pueden  obligar  al  bloqueante  á separarse  de  su 
puesto;  pues  bien,  entónces  concluyen  ipso  fado  la  ocupación  y el 
bloqueo,  volviendo  el  mar  territorial  á su  antiguo  soberano  único 
que  ejerce  jurisdicción  sobre  él,  pudiendo  aquellos  á quienes  per- 
mita la  entrada  y permanencia  aceptar  el  permiso  sin  inconveniente. 
Porque  aun  dado  caso  de  que  el  beligerante  rechazado  por  el  adver- 
sario ó alejado  por  los  vientos  volviera  y se  apoderase  del  mismo 
mar,  el  bloqueo  que  impusiese  seria  nuevo;  y aunque  la  interrup- 
ción de  su  dominio  no  haya  durado  mas  que  algunos  dias  ó unas 
cuantas  horas,  como  sucedió  en  Galveston,  y sobre  todo  en  Charles- 
ton,  aquellas  aguas  fueron  en  ese  trascurso  de  tiempo  tan  libres, 

como  si  no  hubieran  sido  conquistadas  antes  ó no  debieran  serlo 
jamás,  s 

Pistoye  y Duverdy  se  inclinan  también  á este  modo  de  pensar, 

anifestando  que,  « no  se  necesita'  notificación  alguna  para  dar  por 
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terminado  un  bloqueo,  supuesto  que  lo  demuestra  concluyentemente 
el  hecho  material  de  la  ausencia  de  sus  mantenedores.» 

La  jurisprudencia  inglesa  es  contraria  á esta  doctrina,  pues,  además 
de  admitir  como  fundada  la  presunción  de  que  continúa  el  acto  de 
que  se  trata  hasta  que  se  notifica  oficialmente  su  levantamiento,  esta- 
blece que  no  debe  considerarse  como  interrumpido,  cuando  los  buques 
han  abandonado  su  posición  por  un  accidente  fortuito. 

En  conformidad  con  esta  práctica  dice  Bello:  «La  ausencia  acci- 
dental de  la  escuadra  bloqueadora  en  el  caso  de  una  tempestad  no  se 
mira  como  interrupción  del  bloqueo;  y asíes  que  si  un  neutral  qui- 
siese aprovecharse  de  esta  circunstancia  para  introducirse  en  el  puer- 
to bloqueado,  la  tentativa  se  consideraría  fraudulenta.  Pero  si  el  ser- 
vicio de  la  escuadra  fuera  remiso  y descuidado,  ó si  se  la  emplease 
accidentalmente  en  otros  objetos  que  distrajesen  una  parte  considera- 
ble de  su  fuerza,  de  manera  que  no  quedase  la  necesaria,  estas  inter- 
rupciones, aunque  fuesen  por  un  tiempo  limitado,  suspenden  verda- 
deramente el  bloqueo.  » 

« Inútil  es,  decía  sir  W.  Scott,  en  el  caso  de  La  Jufroiv  María  Schroe- 
der , que  los  gobiernos  impongan  bloqueos  si  los  encargados  de  este 
servicio  descuidan  su  desempeño;  porque  de  este  modo  de  proceder 
resultan  graves  inconvenientes.  Cunde,  por  ejemplo,  el  rumor  de  ha- 
berse levantado,  los  especuladores  se  aprovechan  de  esta  noticia,  cae 
en  el  lazo  la  propiedad  de  personas  incautas,  y se  compromete  el  ho- 
nor mismo  de  los  beligerantes. 

«Sise  suspende  voluntariamente  el  bloqueo,  ó si  la  presencia  de 
una  fuerza  contraria  obliga  á levantarlo,  se  le  mira  como  terminado, 
y es  necesaria  nueva  noticia  para  que  produzca  otra  vez  sus  efectos.» 

Esta  ha  sido  igualmente  la  opinión  sustentada  por  Phillimore,  Wild- 
man  y Wheaton. 

Riquelme  admite  que  la  nación  que  se  vale  del  recurso  que  esta- 
mos analizando,  debe  considerarse  como  dueña  del  jugar,  y sustituye 
su  soberanía  á la  que  ejercía  el  señor  territorial.  Partiendo  de  esta 
base  no  podia  cooperar  al  sostenimiento  de  las  reglas  que  preceden, 
y juzga  que  una  tempestad  puede  producir  el  levantamiento  de 
un  bloqueo,  pero  exije  que  la  escuadra  encargada  de  sostenerle  se 
haya  alejado  tanto  que  se  pierdan  de  vista  todos  los  barcos  que  la 
compongan. 

No  es  muy  decisiva  en  este  asunto  la  opinión  de  Halleck.  Dice  cier- 
tamente que  la  ausencia  accidental,  siempre  que  sea  corta,  no  pro- 
ducirá los  resultados  que  aseguran  otros  autores ; pero  sostiene  así 
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lojada do  su 
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mismo  que  si  la  escuadra  lia  sufrido  tales  averías,  á causa  <le  un 
temporal  li  otro  accidente,  que  se  ve  obligada  á retirarse,  se  conside- 
rará levantado  el  asedio,  como  sucedería  si  hubiese  sido  desalojada 
de  sus  posiciones  por  la  enemiga.  Observa  igualmente  que  algunos 
puertos  sufren  tempestades  periódicas,  que  obligan  á las  naves  blo- 
queadoras  á buscar  un  refugio  en  otra  parte,  quedando  de  ese  modo 
aquel  en  suspenso. 

§ 0<37.  Tócanos  ahora  examinar  que  resultados  se  obtendrán 
cuando  la  escuadra  bloqueadora  sea  desalojada  de  su  fon- 
deadero por  la  enemiga.  Es  indudable  que  cuantas  veces 
se  verifique  este  hecho,  el  bloqueo  ha  terminado,  y que  si 
se  restableciera  con  las  mismas  fuerzas  ó por  otras,  se  con- 
ceptuaría como  uno  nuevo  y no  como  la  continuación  del  anterior. 
Pero  un  acontecimiento  de  esta  especie  ocasiona  un  cambio  radical 
en  el  carácter  de  la  guerra.  La  potencia  agresora  puede  dirigir  sus 
fuerzas  liáeia  otro  punto,  cambiar  su  plan  de  ataque,  modificar,  en 
fin,  sus  operaciones;  dando  lugar  con  la  incertidumbre  que  resulta  de 
la  aglomeración  do  todas  estas  suposiciones , á que  se  presuma  muy 
razonadamente  que  el  puerto  en  cuestión  lia  vuelto  á disfrutar  de  la 
libertad  concedida  ordinariamente  á las  relaciones  comerciales, 
i’iccciirntos  Mas  á pesar  de  la  equidad  que  encierran  estas  conclu- 
hisióricos.  siones,  fueron  en  parte  rechazadas  con  motivo  de  los  he- 
chos ocurridos  en  Galveston,  Tejas,  y en  Charleston,  Carolina  del 
sur. 

El  dia  31  de  enero  de  18G3,  las  naves  confederadas  atacaron  á la 
escuadra  que  sostenía  el  bloqueo  de  Charleston , obligándola  á reti- 
rarse, de  cuyas  resultas  las  autoridades  locales  pusieron  la  cesación 
de  aquel  en  conocimiento  de  los  cónsules  extranjeros:  el  de  Inglaterra 
llegó  efectivamente  á bordo  de  El  Petrel  hasta  cinco  millas  mas  ade- 
lante do  la  línea  fijada,  y no  descubrió  ningún  buque  enemigo.  Pero 
el  1°  do  febrero  del  mismo  año  se  presentó  á continuarle  una  nueva 
escuadra  federal  compuesta  de  veinte  naves. 

Los  mismos  hechos  ocurrieron  en  Galveston,  con  la  diferencia  de 


* Hautefeuillc,  Droits  des  nations  neutros , tít.  9,  cb.  2,  sec.  2;  Hautefeuille, 
{tuesdons  de  droit  mar.  int.,  pp.  35,  36;  Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  p. 
191 ; Pello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap  8,  § 5;  Whealon,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3, 
28;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  2,  cap.  18;  Pistove  et  Duverdy, 
Imité  des  prises,  tít.  6,  cb.  2,  sect.  2;  Halleck,  Int.  law , ch.  23,  *§  5;  Kent,  Com. 
O'I  «mi . law,  vol.  I,  p.  145;  Phillimore,  On  int.  law , vol.  III,  § 294;  Ortolan, 

,p’  ile,a  ,nfr>  vol«  TI»  ch.  9;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  181;  Duer,  On  in- 
3n ranee,  vol,  I,  p.  651. 
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que  las  fuerzas  bloqueadoras  tardaron  diez  dias  en  recuperar  sus 
posiciones. 

Los  periódicos  de  entrambas  partes  contendientes  sos- 

1 . Polémicas 

tuvieron  en  aquella  ocasión  un  caloroso  debate.  Preten-  sostenidas 

^ en  la  pren- 

^ dian  los  de  los  confederados  que  no  debia  procederse  nue-  * * * §a. 

vamente  á los  asedios  de  los  lugares  mencionados,  sin  que  mediase 
ántes  otra  notiíicacion  diplomática , exigiendo  además  que  entre  esta 
y aquellos  trascurrieran  sesenta  dias,  á lo  que  replicaban  los  federa- 
les que  el  bloqueo  notificado  no  había  cesado  de  existir,  á pesar  del 
descalabro  sufrido  y de  la  ausencia  momentánea  de  los  cruceros. 

Para  rebatir  la  última  doctrina  puede  citarse  la  opinión  de  un 
publicista  igualmente  norte-americano,  Dana,  que  acepta  como  suyas 
las  declaraciones  hechas  por  lord  Russell  en  su  respuesta  de  10  de 
febrero  de  1863  á M.  Masón,  agente  de  los  confederados.  « No  debe  du- 
darse, decía  el  ministro  inglés,  la  continuación  legal  del  bloqueo  á 
pesar  de  la  ausencia  momentánea,  ocasionada  por  el  mal  tiempo,  de 
la  escuadra  bloqueadora.  Este  accidente  no  puede  causar  su  suspen- 
sión, ni  su  terminación , sucediendo  todo  lo  contrario  cuando  acon- 
tece la  dispersión  de  los  bloqueantes  por  una  fuerza  superior  que 
► implica  su  rompimiento  y la  necesidad,  en  caso  de  restablecerse,  de 

una  nueva  advertencia.  » * 

§ 688.  Una  cuestión  en  que  se  hallan  de  acuerdo  todos 

1 Cuando  la 

los  publicistas  es  en  la  aseveración  de  que  el  bloqueo  cesa  escuadrabio- 

A 1 qucaclora  re- 

desde  el  momento  que  los  buques  bloqueantes  se  retiran  c¡be  ou-o 
para  desempeñar  otro  servicio,  sin  dejar  en  las  aguas  que 
ocuparon  un  número  suficiente  para  proseguir  la  operación  á que  se 
dedicaban.  Pero  no  se  considerará  terminado,  porque  queden  des- 
guarnecidos y abiertos  algunos  puntos  á causa  de  la  falta  de  em- 
barcaciones que  hayan  salido  en  persecución  de  otras  sospechosas. 
Este  servicio  es  una  parte  necesaria  del  deber  que  han  de  cumplir; 
empero,  si  la  ausencia  se  prolongara  demasiado  habría  motivo  para 
sospechar  que  recibieron  otro  destino,  y á que  se  considerara  sus- 
pendido. 

* Wheaton,  Elém.  droit  hit.,  pte.  4,  ch.  3,  § 28;  Hautcfeuille,  Queslions  de  droil 

mar.  int .,  pp.  33-36,  et  seq.;  Gessner,  Le  droil  des  neutros , pp.  191,  192;  Dana, 

Elem.  hit.  law,  by  Wheaton,  eighth  edition,  note  233;  Halleck,  Int.  lato,  ch.  23, 

§ 11-,  Phillimore,  On  int.  law,\ ol.  III,  § 291;  Wildman,  Int.  law , vol.  II,  p.  183; 
Duer,  On  Insurance , vol.  I,  p.  653;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  § 5; 
Iiiquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  íít.  2,  cap.  18;  Ortolan,  Diplomatie  de  la  mer, 

■ vol.  II,  ch.  9;  Heíl'ter,  Droit  int.,  § 155. 
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§ 689.  Igual  sucederá,  si  hay  irregularidad  ó parcialidad 
fa'ridaK 'el  notoria  en  su  sostenimiento,  como  acontecería  si  se  permi- 
servicio.  tiege  ja  entrada  ó salida  de  buques  determinados.  Mas  para 

justificar  en  este  caso  el  rompimiento  es  menester  que  los  hechos  á 
que  nos  hemos  referido  se  repitan  con  frecuencia,  formando,  por 
decirlo  así,  una  regla  de  conducta,  porque  dos  ó tres  no  constituyan 
prueba  fehaciente. 

§ 690.  Si  una  plaza  está  solamente  bloqueada  por  mar, 
dejas comu-  dice  Bello,  el  comercio  terrestre  con  ella  no  es  una  oten- 

nicaciones  _ _ _ . 

interiores.  sa  contra  los  derechos  de  la  potencia  bloqueadora.  El 
bloqueo  marítimo  es  bajo  cierto  punto  de  vista  imperfecto  é incom- 
pleto, porque  no  puede  extenderse  á todos  los  puntos  de  la  plaza 
bloqueada,  y esta  imposibilidad  produce  la  no  interrupción  de  las 
comunicaciones  por  tierra.  ** 


§ 691.  Pero  no  es  oportuno  resolver  por  analogía  con 

interrupción  u , . 

de  las  reía-  el  caso  anterior  el  del  sitio  de  una  plaza,  relativamente  a 

cioncs  con 

las  plazas  los  medios  de  comunicación  marítimos.  En  virtud  de  la 

sitiadas. 

tendencia  distinta  de  esta  Operación  militar  resulta,  que 
mientras  el  neutral  puede  continuar  su  tráfico  por  tierra  con  un 
puerto  bloqueado,  sin  perder  su  carácter,  no  está  facultado  para 
hacer  lo  mismo,  aunque  por  diversa  via,  con  una  plaza  bloqueada. 
Por  eso  el  que  suministra  á sus  habitantes  cualquiera  cosa  necesaria, 
bien  para  los  usos  de  la  vida,  ya  para  las  operaciones  militares,  per- 
derá su  significación  y se  le  conceptuará  como  tomando  parte  en  ellas, 
procediendo,  de  consiguiente,  la  captura  y confiscación  de  su  pro- 
piedad. *** 


* Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  191,  192;  Heffter,  Droit  int.,  § 155; 
Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutres,  vol.  III,  p.  115;  Wheaton,  Elém.  droit  int., 
pie.  4,  ch.  3,  § 28;  Halleck,  Int.  law,  ch.  23,  §§  12,  13;  Ortolan,  Dip.  de  lamer , 
vol.  II,  liv.  3,  ch.  9;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  sec.  5;  Riquelme, 
Derecho  púb.  int. , lib.  1,  tít.  2,  cap  18;  Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des  prisee,  tit. 
6,  ch.  2,  sec.  2;  Duer,  On  insurance,  vol.  I,  p.  654;  Phillimore,  On  int.  law , 
vol.  III,  §§  294,  295;  Wildman,  Int.  law,  y ol.  II,  p.  182;  Manning,  Law  of  nations, 
p.  324;  Jacobson,  Seerechl,  p.  683;  Pohls,  Seerecht,  vol.  IV,  p.  1145;  Robinson, 
Admiralty  reports,  vol.  I,  pp.  86,  156;  vol.  III,  p.  148;  vol.  VI,  p.  116. 

Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  §5;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4, 
ch.  3,  § 28;  Halleek,  Int.  law , ch.  23,  § 14;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  180; 
buer,  On  insurance , vol.  I,  p.  655;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  2, 
cap.  18;  Heffter,  Droit  int..,  p.  155. 

Mattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
h M1!*  Bynkersh°ek,  Qucest.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  11;  Halleck,  Int.  law, 
C ' " ’í*  15  5 Duer»  On  insurance , vol.  I,  pp.  656-658;  Heffter,  Droit  int.,  § 155. 
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§ 692.  Pero  ninguna  de  las  garantías  que,  según  he- 
mos visto,  se  exigen  mas  comunmente  para  dar  al  hecho  Noüncacion- 
sobre  el  cual  versan  la  debida  legalidad , ni  todas  ellas  reunidas,  son 
bastantes  para  proteger  eficazmente  los  intereses  y derechos  de  los 
neutrales.  Necesítase  para  que  tal  acontezca  el  cumplimiento  de  otro 
requisito  sobre  cuyas  condiciones  , importancia  y significación  no  se 
hallan  contextes  los  autores  : aludimos  á la  notificación. 

Esta  se  divide  en  dos  clases , á saber ; la  diplomática  ó general,  es 
decir,  la  de  un  gobierno  á otro,  y la  especial , que  es  la  verificada 
por  el  comandante  de  la  nave  bloqueadora  en  el  lugar  mismo  del 
bloqueo,  á las  embarciones  que  van  á él  destinadas. 

8 693.  Para  que  las  leyes  adquieran  carácter  obligatorio 

° Diplomática 

es  indispensable  su  publicación.  Pues  bien,  lo  mismo  su-  6 general, 
cede,  por  regla  general,  con  el  bloqueo,  en  el  cual  la  notificación 
hace  las  veces  de  aquella,  dándole  así  fuerza  legal.  Hay,  sin  embargo, 
una  diferencia  muy  notable  en  la  comparación  que  hemos  indicado, 
pues,  mientras  que  en  el  primer  caso  solo  puede  tratarse  de  los  pro- 
pios súbditos  sobre  quienes  se  ejerce  jurisdicción,  en  el  segundo  se 
hace  la  cuestión  extensiva  á los  que  son  completamente  extraños  al  po- 
der del  notificante. 

Muchos  escritores  impugnan  la  doctrina  de  que  este  acto  sea  como 
una  especie  de  condición  esencial  y elemento  jurídico  del  hecho  á 
que  se  relaciona,  fundándose  en  los  grandes  abusos  que  á su  sombra 
y en  su  nombre  ha  cometido  la  Gran-Bretaña.  Con  efecto,  esa  nación 
ha  hecho  de  él  un  elemento  no  esencial  sino  constitutivo  por  si  solo 
del  bloqueo,  y merced  á tan  poderosa  arma  ha  llegado  á aniquilar  el 
comercio  de  los  neutrales. 

Modificando  la  antigua  teoría  británica,  sirW.Scott  concluyó  por  de- 
ducir consecuencias  no  menos  peligrosas,  pues , este  calificativo  y no 
otro  merece  el  resultado  de  la  siguiente  serie  de  raciocinios.  «Hay  dos 
clases  de  bloqueo,  dice,  el  uno  de  hecho  solamente,  de  fado,  el  otro 
de  hecho  y de  notificación  á la  vez.  En  el  primer  caso  se  conceptúa 
inmediatamente  terminado,  cuando  las  fuerzas  encargadas  de  mante- 
nerle abandonan  su  puesto  por  una  causa  cualquiera,  siempre  que 
no  sea  un  accidente  de  mar  ó un  cambio  desfavorable  de  vientos;  en 
el  segundo  nos  parece  que  prima  facie  se  puede  sostener  que  existe 
Ínterin  no  se  comunica  oficialmente  su  levantamiento,  lo  cual  es,  sin 
duda  alguna,  un  deber  del  beligerante  que  le  haya  notificado.  Dejar 
que  el  hecho  desaparezca  y retardar  la  comunicación  de  lo  ocurrido,  es 
equivalente  á un  fraude  cometido  en  detrimento  de  las  naciones  ncu- 
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Iralcs,  y seria  seguir  una  conducta  de  que  no  creemos  capaz  a nin- 
gún gobierno.  No  pretendo  negar  que  haya  alguno  de  la  especie  que 
estov  examinando , que  concluya  defacto,  pero  digo  que  nadie  debe 
apresurarse  á presumir  que  haya  autoridades  que  sigan  el  mencio- 
nado proceder,  y alirmo,  por  tanto,  que  debe  considerarse  prima  fa- 
cié,  que  un  bloqueo  subsiste  mientras  no  se  revoca  la  notiíicacion.  » 
El  tin  de  esta,  según  la  práctica  inglesa,  se  reduce  á 
DOgie"a. in  establecer  una  prcesumptis  juris  et  de  jure  acerca  de  que 
ha  llegado  el  bloqueo  á noticia  de  los  neutrales.  Y apoyándose  en  que 
semejante  presunción  debe  existir  para  su  continuidad,  la  jurisprudencia 
á que  nos  referimos  no  admite  que  sea  precisa  una  advertencia  es- 
pecial á los  buques  para  justificar,  llegado  el  caso,  su  captura,  bastando 
para  hacerla  válida  su  destino  real  ó presunto  al  puerto  bloqueado ; 
exceptuándose  de  esta  regla  aquellos  que  hubieren  zarpado,  no  de  su 
país,  sino  de  otro  lejano,  donde  no  sea  probable  que  haya  llegado  la 
noticia  de  lo  ocurrido. 

Para  refutar  victoriosa  y eficazmente  esta  doctrina  basta  con  poner 
de  relieve  la  distinción  que  existe  entre  ambas  notificaciones.  De  este 
modo  únicamente  es  como  puede  asegurarse  que  la  diplomática  ó ge- 
neral es  una  condición  esencial  del  bloqueo,  sin  incurrir  en  los 
gravísimos  inconvenientes  que  se  desprenden  de  las  prescripciones 
británicas.  No  es,  pues,  admisible  que  la  una  pueda  reemplazarse  con 
la  otra,  so  pena  de  concluir  por  rechazar  uno  de  los  elementos  jurí- 
dicos del  hecho  en  cuestión  ó adherirse  á la  política  impugnada, 
juriíprud-n-  En  contraposición  con  este  sistema  la  práctica  y la  ju- 
cia  francesa,  risprudencia  observadas  en  Francia  han  reconocido  que  la 
notificación  general  no  es  suficiente  para  que  se  infiera  que  los  neu- 
trales tienen  conocimiento  del  hecho,  juzgando  que  es  indispensable 
para  que  tal  suceda  que  se  les  comunique  respectivamente  y en  cada 
caso  que  ocurra. 

opiniones  de  Sosteniendo  esta  última  doctrina  Pistoye  y Duverdy  se 
ios  pubiicís-  expresan  así : « La  notificación  de  un  bloqueo  puede  ser 
general  ó particular.  Es  lo  primero,  cuando  el  gobierno 
que  le  declara  le  pone  en  conocimiento  de  los  neutrales,  bien  por  la 
diplomática  ó ya  por  medio  de  una  publicación  oficial.  Partí- 
cula! ó especial  es  cuando  uno  de  los  jefes  de  las  fuerzas  encargadas 
de  su  sostenimiento,  le  pone  en  noticia  del  capitán  de  la  nave  que 
se  dirige  al  puerto  bloqueado.  La  regla  mas  comunmente  observada 
este  punto  es  que  deben  tener  lugar  entrambos  avisos.  Cierto  es 

fi  e si  un  barco,  después  de  haber  recibido  el  de  la  segunda  clase, 
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intentara  forzar  la  línea,  puede  ser  declarado  buena  presa,  aun 
cuando  no  se  haya  verificado  el  primero;  mas  no  debe  deducirse  de 
esto,  como  lo  hacen  algunos  autores,  que  la  notificación  general  sea 
necesaria,  y supérflua  la  particular.  La  comunicación  de  un  bloqueo 
no  tiene  solo  por  objeto  justificar  las  penas  que  se  impongan  á los 
que  traten  de  infringirle,  sino  que  sirve  para  advertir  á los  negocian- 
tes (o  ocurrido,  á fin  de  que  no  perjudiquen  sus  intereses  expidiendo 
artículos  que  no  podrán  ser  desembarcados.  Por  esta  razón , el  beli- 
gerante que  no  obrare  así,  faltaría  á sus  deberes  con  las  potencias 
que  permanecen  extrañas  á la  lucha.  Supongamos  que  uno  de  los 
Estados  européos  bloquea  un  puerto  del  mismo  continente  sin  anun- 
ciarlo de  una  manera  general  y oficial ; en  esc  caso , los  americanos 
continuarán  haciendo  sus  remesas  al  lugar  designado  y se  expon- 
drán á pérdidas  de  consideración.  Tal  es  el  poderoso  motivo  que 
obliga  á reconocer  la  necesidad  de  la  notificación  diplomática;  no 
perdiendo  este  principio  nada  de  su  importancia,  porque  haya  oca- 
siones en  que  no  sea  posible  su  aplicación.  Sostenemos,  pues,  la  opi- 
nión emitida  por  lord  Beaumont  en  la  cámara  de  los  lords,  cuando 
decía  : « Afirmo  que  el  almirante  encargado  de  hacer  la  guerra  y que 
estime  oportuno  declarar  el  bloqueo  de  un  puerto  puede  verificarlo, 
aunque  se  halle  á una  distancia  tal,  que  hayan  de  trascurrir  dos  ó 
tres  meses  ántes  de  que  sea  factible  su  publicación  en  la  Gacela  de 
Londres.  Pero  aun  en  este  caso  extremo  es  preciso  que  la  nación  á 
quien  competa  se  apresure  á ponerlo  diplomáticamente  en  conoci- 
miento de  las  demás  así. que  llegue  al  suyo.» 

Ortolan  y Cauchy  han  opinado  del  mismo  modo.  Pero  Hautefeuille 
so  ha  separado  de  sus  apreciaciones,  inclinándose  mas  en  favor  délos 
derechos  de  los  neutrales  admitiendo  solo  como  necesaria  la  adverten- 
cia particular.  La  notificación  diplomática,  dice,  no  existe,  no  tiene 
valor  alguno  por  sí  propia,  no  determina  el  principio  ni  el  fin  de  las 
operaciones,  es,  en  una  palabra,  la  simple  manifestación  de!  hacho 
material  en  que  se  funda  y no  puede  considerarse  como  condición 
esencial,  y siendo  así,  no  tiene  fuerza  obligatoria,  y cuantas  veces  se 
haya  realizado  habrá  sido  por  pura  condescendencia  y á guisa  del 
cumplimiento  de  undeber  de  humanidad.  Mas  aun,  por  su  conducto  se 
da  conocimiento  de  un  hecho  que  existe  en  el  instante  que  se  comu- 
nica, pero  que  puede  cesar  inesperadamente.  Por  otra  parte,  anade, 
ocurren  bloqueos  muy  legítimos  y regulares  que  no  se  prestan  á ella, 
como  sucede  con  el  que,  usando  de  los  podeies  que  se  le  bajan 
conferido,  establezca  el  jefe  competente  en  territorio  lejano. 
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Mas  encontrándose  esto  autor  en  frente  de  la  práctica  contraria  á 
sus  doctrinas,  seguida  constantemente  en  las  guerras  modernas,  era 
menester  que  la  explicase  en  conformidad  con  su  sistema  para  no 
comprometer  la  existencia  de  este  con  una  contradicción  tan  ma- 
nifiesta. Así  vemos  que  mas  adelante  se  expresa  en  estos  tér- 
minos : 

« Casi  todas  las  naciones,  entre  cuyo  número  se  encuentra  Francia, 
lian  adoptado  la  notificación  cuando  se  trata  de  bloqueos  que  han  de 
prolongarse  mucho.  Mas  sea  cual  fuere  su  fin  real,  no  será  nunca 
obligatoria,  y aunque  es  bueno  conservar  esta  práctica  por  su  carác- 
ter benévolo  no  le  concede  al  acto  mismo  valor  intrínseco. » 

Gcssncr  la  juzga  tan  indispensable  que  opina  que  si  no  se  verifica 
no  procederá  la  condena  de  la  nave  que  intente  forzar  el  bloqueo, 
por  mas  de  que  concurran  todas  las  otras  circunstancias  y requisitos 
exigidos,  teniendo  derecho  á exigirse  la  devolución  de  las  capturas 
hechas  en  semejantes  condiciones. 

§ 694.  Esta  clase  de  notificaciones  pueden  hacerse,  bien 
picados  para  por  medio  de  un  oficio  del  beligerante  á las  autoridades  de 
notifica-  los  Estadosneutrales,  ó ya  por  la  publicación  de  un  anuncio 

clones 

en  que  conste  la  fecha  en  que  empezará  el  bloqueo,  y en 
este  caso  habrá  que  repetirle  cuando  comience  realmente.  Otras  veces 
se  dirigen  varias  comunicaciones,  como,  por  ejemplo,  la  de  la  inten- 
ción de  bloquear,  la  de  la  salida  de  la  escuadra  y la  del  principio  de 
las  operaciones:  las  dos  primeras  son  de  pura  cortesía.* 

Notificación  § 695.  La  primera  duda  que  asalta  al  pensamiento, 
especial.  cuando  se  trata  de  la  notificación  especial  es  si  tendrá 
tanta  importancia  como  la  general  y si  podrá  considerarse  también 
como  una  condición  indispensable  para  legalizar  el  acto  á que  se  re- 
fiere. 

Sir  William  Scott  y casi  todos  los  publicistas  ingleses  la  comba- 
ten, fundándose  en  que  la  hecha  por  la  via  diplomática  tiene  fuerza 


* Gessner,  Le  droit  des  neutros  sur  mer,  pp.  180-190  ; Hautefeuille,  Droits  des 
iialions  neutres,  tit.  9,  ch.  3,  sect.  lj  Hautefeuille,  Questions  de  droit  mar.  int., 
I1’  38 bistoye  et  Duverdy,  Trailé  des  prises,  tit.  6,  ch.  2,  sect.  2;  Ortolan,  Dip. 
de  la  mer , vol.  II,  liv.  3,  ch.  9;  Halteck,  Int.  law,  ch.  23,  §§  17,  18;  Cauchy,  Le 
droit  maritime  int.,  époque  5,  ch.  4,  sect.  5;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8, 
s 5;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  2,  cap.  18;  Kent,  Com.  on  am.  law , 
VI’  PP'  147’  148 ’ Ph'lfimore,  On  int.  law , vol.  III,  §§  290,  291  ; Duer,  On 
H¡oaCe’VoL  l>  P-  659 ! Heffter,  Droit  int.,  § 159;  Wildman,  Int.  law , vol.  II. 

»;  Robmson,  Admirally  reports,  vol.  I,  p.  171;  vol.  II,  p.  112.  J 
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bastante  por  sí  sola,  sin  necesidad  de  corroboración  ninguna  parti- 
cular. 

Sin  embargo,  muchos  tratados  públicos  han  reconocido 

° , ...  Considera- 

su  necesidad,  pudiendo  citarse  entre  otros  los  siguientes : “on  que  ia 

el  de  4 de  setiembre  de  1816  entre  los  Estados-Unidos  y lacios. 
Suecia:  el  de  31  de  agosto  de  1828  de  Francia  y del  Brasil;  el  con- 
cluido en  16  de  setiembre  del  mismo  año  por  las  ciudades  anseáticas 
con  Méjico ; el  de  1835  entre  Francia  y la  república  de  Bolivia ; los 
celebrados  por  la  norte-americana  en  1836  con  la  misma  y con  la  de 
Venezuela  y la  del  Perú;  en  1838  con  Cerdeña  y en  1839  con  el 
Ecuador;  el  de  30  de  junio  de  1842  entre  Austria  y Méjico,  y última- 
mente, los  estipulados  por  Francia  con  Tejas  en  1839,  con  la  repú- 
blica de  Venezuela  y la  del  Ecuador  en  1843,  y en  1844  con  Nueva- 
Granada.  En  todos  ellos  se  dispone  que  es  un  requisito  esencial  y 
obligatorio.  Mas  preciso  es  reconocer  que  el  derecho  positivo  no  ha 
conseguido  asentar  aun  este  principio  como  uniformemente  doctrinario, 
llegando  la  divergencia  al  extremo  de  que  en  los  pactos  públicos  fir- 
mados por  Inglaterra  y algunas  otras  naciones  de  Europa  no  se  hace 
mención  de  él.  Por  tanto,  cuando  Hautefeuille  da  como  resuelta 
esta  cuestión  atendiendo  á las  estipulaciones  de  los  tratados  que  se 
han  efectuado  desde  hace  cuarenta  años,  aparenta  olvidar  que  seme- 
jantes convenios  no  ligan  mas  que  á las  partes  contratantes,  y que 
no  participa  de  la  tendencia  en  que  se  apoya,  una  nación  marítima  tan 
importante  como  la  Gran-Bretaña . 

El  artícuto  2o  del  reglamento  danés,  concerniente  á esta 
materia,  de  15  de  febrero  de  1864,  se  halla  concebido  en  Reglamento 
estos  términos;  «La  simple  tentativa  de  salvarla  línea  de 
bloqueo  no  implica  la  captura  del  barco,  si  en  atención  al  poco 
tiempo  trascurrido  desde  la  notificación  general  puede  admitirse  que 
no  liabia  llegado  aun  á su  noticia  en  aquel  momento.  No  obstante, 
en  este  caso  el  comandante  del  buque  de  guerra  pondrá  en  su 
conocimiento  la  situación  de  las  cosas,  y después  de  haber  anotado 
el  cumplimiento  de  esta  formalidad  en  sus  papeles  de  mar,  y con 
preferencia  en  los  que  sirven  para  acreditar  la  nacionalidad,  le  dejará 
en  libertad  obligándole  á tomar  otro  rumbo.  » 

Esta  doctrina  no  deja  de  ofrecer  grandes  inconvenientes.  Porque 
haciendo  depender  la  necesidad  de  la  notificación  especial  de  las  cir- 
cunstancias particulares  de  los  casos  que  puedan  ocurrir,  se  viene  á 
parar  á la  creación  de  una  jurisprudencia  variable,  anómala,  casuís- 
tica por  excelencia.  Para  salvar  estos  escollos  es  menester  no  olvidar 
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que  cu  (odas  ocasiones  es  indispensable  para  que  liaya  verdadera  in- 
fracción de  un  bloqueo,  que  se.  baya  efectuado  con  antelac.on  la  ad- 
vertencia do  que  estamos  ocupándonos.  Do  otro  modo  las  partes  con- 
tendientes podrían  abusar  fácilmente  de  las  facultades  casi  ilimitadas 

que  so  les  conceden  en  esto  particular. 

En  la  últma  guerra  de  Oriente,  Inglaterra  sostuvo  con 
captura  dei  . ]n  V¡o-Or  sus  principios  habituales,  aplicándolos  en  el 

buque  danos  o * . * 

La  umon.  cas0  ¿qJ  apresamiento  de  La  Union,  barco  danés  que  se 

frigia  á Riga,  bloqueado  á la  sazón  por  fuerzas  británicas.  El  capi- 
tán alegó  en  su  descargo  que  podía  probar  que  tenia  órdenes  para 
dirigirse  á Memel,  puerto  prusiano,  si  el  arriba  mencionado  se  hallaba 
en  la  situación  porque  realmente  atravesaba.  Es  de  advertir  que  la 
nave  dinamarquesa  habia  zarpado  de  Flensburgo  el  14  de  mayo  y 
que  la  notificación  del  bloqueo  no  se  hizo  hasta  el  16  de  junio. 

No  debe  tampoco  perderse  de  vista  que  en  la  época  de  que  habla- 
mos se  recurrió  siempre  con  notable  exactitud  á la  via  diplomática, 
no  dándose  ningún  aviso  particular  ; es  decir,  que  Francia,  por  con- 
sideración sin  duda  á su  aliada,  renunció  á su  política  tradicional 
marítima. 


§696.  Los  tratados  no  descienden  hasta  fijar  los  términos 
qú'c?  debe  ha-  con  que  debe  hacerse  la  notificación.  El  artículo  20  del  cele- 
tificacion  es-  brado  en  1836  entre  los  Estados-Unidos  y Venezuela,  dice 
pccia1'  así:  «Se  conviene  en  que  todo  buque,  cuando  medien 
estas  circunstancias,  puede  hacérsele  volver  de  dicho  puerto  ó lugar, 
pero  no  será  detenida  ni  confiscada  parte  alguna  de  su  cargamento 
no  siendo  contrabando;  á menos  que  después  de  la  intimación  in- 
tentase entrar  de  nuevo....» 

La  convención  de  31  de  agosto  de  1828  firmada  por  Francia  y el 
Brasil  fué  mas  explícita,  y ha  servido,  por  lo  general,  de  base  á los 


demás  tratados  de  esta  especie.  En  ella  se  dispone  que  uno  de  los 
oficiales  se  traslade  á bordo  de  la  nave  que  trate  de  salvar  la  línea,  la 
dé  á conocer  la  existencia  del  bloqueo  y anote  esta  declaración  en  los 
papeles  y documentos  de  á bordo  (1). 


(1)  Hó  aquí  el  texto  íntegro  de  este  artículos,  primero  de  la  convención  citada. 
« Aucun  bátiment  de  commerce  appartenant  aux  sujets  de  l’une  des  hautes  parties 
contractantes,  qui  sera  expédié  pour  un  port,  lequel  se  trouvera  bloqué  par  l’autre, 
ne  P0urra  ¿tre  saisi,  capturé  ou  condamné,  si  préalablement  il  ne  lui  a été  fait  une 
noLilication  ou  signification  de  l’existence  ou  continuation  du  blocus  par  les  Torces 
^oquantes  ou  par  quelque  bátiment  faisant  partie  de  l’escadre  ou  división  du  blocus; 
<lu  on  ne  Pu*sse  alléguer  une  prétendue  cause  d’ignorance  du  blocus,  et 
« navire  qui  aura  recu  cette  notification,  soit  dans  le  cas  d’étre  capturé  s’il 
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Francia  llenó  exlrictamente  estas  formalidades  en  sus 
guerras  contra  Méjico  y la  república  Argentina.  Con  motivo  Josefimha 
del  apresamiento  de  la  goleta  Josefina,  el  consejo  de  Estado  decidió  que 
no  era  buena  presa,  apoyándose  en  que  no  bastaba  que  el  bloqueo  de 
las  costas  de  la  mencionada  república  se  hubiera  comunicado  d los 
agentes  de  las  naciones  extranjeras,  sino  que  para  capturar  legítima- 
mente una  nave  neutral  se  necesita  que  se  la  haya  advertido  especial- 
mente la  existencia  y extensión  de  aquel,  constando  esta  formalidad 
en  el  rol  de  la  tripulación,  requisitos  de  que  se  habia  prescindido  en 
el  caso  en  cuestión. 

Réstanos  averiguar  si  el  acto  que  analizamos  será  obligatorio  rela- 
tivamente á las  naves  que  hayan  fondeado  con  anterioridad  al  blo- 
queo y deséen  zarpar,  cuando  ya  esté  declarado.  El  artículo  16  del 
tratado  que  concluyeron  en  1836  los  Estados-Unidos  y la  antigua 
confederación  Perú-Boliviana  resuelve  la  cuestión  en  sentido  afir- 
mativo; presentándola  bajo  idéntico  aspecto  el  de  1828  entre  Méjico 
y las  ciudades  anseáticas,  y el  de  1843,  ratificado  dos  años  mas 
tarde,  que  firmaron  Francia  y la  república  del  Ecuador.  * 

§697.  La  dilucidación  de  si  esta  operación  puede  extender- 
se á todos  los  lugares  ó territorios  del  enemigo  ha  dado  lu- 
gar á no  cortos  debates  entre  los  publicistas.  Verdad  es  que 
con  este  asunto  se  enlazan  otros  de  grande  interés.  Porque  si  en 
rigor  de  derecho  es  indiscutible  el  que  tiene  un  beligerante  para  per- 
judicar cuanto  le  sea  posible  á su  adversario;  los  de  los  neutrales  no 
son  menos  dignos  de  atenderse,  de  modo  que  examinada  esta  cues- 
tión bajo  esos  dos  aspectos  diferentes  se  sacan  consecuencias  diame- 
tralmente  opuestas.  Analizada,  según  es  costumbre,  con  relación  al 
primero  no  es  difícil  llegar  de  una  en  otra  deducción  á justificar  el 


Extensión 
que  puede 
tener  un 
bloqueo. 


vient  ensuite  á se  représenter  devant  le  port  bloque  pendant  le  lemps  que  «Jurera, 
le  blocus,  le  commandant  du  bdtiment  de  guerre,  qui  fera  la  noliflcation  dcvra 
apposer  son  visa  sur  les  papiers  du  navire  visité;  en  indiquant  le  jour,  le  lien  ou 
la  hauteur  oit  sera  faite  la  signiíication  de  l’exislence  du  blocus,  et  Je  capilaine  du 
navire  visité  lui  donnera  un  recu  de  cette  notification  eonlenant  les  mémes  décla- 
rations  exigées  pour  le  visa.  » En  este  mismo  sentido  están  redactados  Jos  tratados 
que  Francia  celebró  posteriormente  con  Bolivia,  Tejas,  Venezuela,  Ecuador  y Nueva- 
Granada. 

* Hautefeuille,  Droits  des  nalions  neutros,  tit.  9,  el).  3,  scct.  2 ; Gessner.  Le  di  oit 
des  neu tres  sur  mer,  pp.  205  et  seq.;  Pistoye  el  Duverdy,  Traite  des  ¡irises,  tit.  6, 
ch.  2,  sec.  3;  Ortolan,  Dip.  de  la  mer,  vol.  II,  !¡v.  3,  ch.  9;  Maricos  el  de 
Cussy,  Recudí,  vol.  III,  p.  214;  Martens,  Itccueil  suppl.  vol.  VIII,  p.  251 ; A ouveau 
recudí,  vol.  I,  P-  08/;  vol.  VIII,  p.  60;  vol.  XIII,  p.  oOl , vol.  XV,  pp.  113,  133, 
507  ; P ohls,  Scerechl,  p.  163. 
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celebre  bloqueo  continental,  ya  mencionado,  y mirada  desde  el  ter- 
reno de  los  segundos,  todavía  nos  parecerá  insuliciente  la  doctrina 
respectiva  de  Hautefeuille  ó la  de  Luccliesi-Palli,  el  cual  sostiene  que 
no  pueden  imponerse  mas  que  á las  plazas  tuertes. 

El  decreto  de  Berlín  de  1806,  dice:  «Considerando  que 
1806-  Inglaterra  hace  extensivo  á las  ciudades  y puertos  mer- 

Decreto  cíe  & . . , 

Berjin.  cantes  y á las  embocaduras  de  los  nos  el  derecho  de  blo- 
queo, que  según  la  razón  y la  práctica  de  los  pueblos  civilizados  debe 
aplicarse  solamente  á las  plazas  fuertes  etc.,  etc. 

Esta  resolución  de  Napoleón  I ha  servido  de  base  á una 
susieiiudas  Opinión  que  cuenta  con  algunos  sostenedores,  pero  que  es 
este 'jmrUcu-  á todas  luces  inadmisible  en  las  condiciones  que  caracteri- 
zan actualmente  las  relaciones  de  pueblo  á pueblo  (1). 

La  única  razón  alegada  en  pro  de  su  teoría  por  el  autor  italiano 
que  liemos  nombrado  anteriormente  se  reduce  á que  esta  clase  de 
operaciones  tienen  por  objeto  consumar  un  acto  de  guerra,  pero  no 
impedir  ni  molestar  el  comercio  de  los  que  no  toman  parte  en  ella. 
Como  se  vé  claramente  la  conclusión  expuesta  parte  de  una  nocion 
equivocada  del  hecho  á que  se  refiere,  siendo  esta  la  causa  de  que  ca- 
rezca de  valor. 

Ocupándose  de  si  una  de  las  partes  combatientes  estará  facultada 
para  bloquear  toda  la  costa  contraria,  ó su  mayor  parte,  Hautefeuille, 
consecuente  con  su  modo  de  discurrir,  exige  para  decidir  la  tesis  en 
sentido  afirmativo,  que  la  nación  bloqueadora  disponga  de  las  fuerzas 
necesarias  para  estacionar  buques  cuyos  fuegos  puedan  cruzarse  y que 
dominen  todo  el  litoral  enemigo. 

Gessner  considera  peligrosa  la  proclamación  teórica  de  este  derecho, 
para  cuyo  ejercicio,  dice,  no  hay  Estado  que  posea  una  armada  bas- 
tante numerosa,  y afirma  que  debe  ponerse  en  duda,  cuando  ménos, 
la  legitimidad  de  una  medida  semejante,  hasta  que  la  experiencia 
demuestre  su  posibilidad. 

Mas  por  prudentísima  y previsora  que  parezca  esta  observación  no 
destruye,  sin  embargo,  la  realidad  de  los  hechos,  ni  quita  su  fuerza 
y valor  á los  precedentes  establecidos.  Porque  es  conveniente  no  perder 


0}  El  conde  Luce  he  si -Pal!  i ha  calificado  como  un  abuso  monstruoso  del  derecho 
de  gentes  el  declarar  el  bloqueo  de  ciudades  y puertos  de  comercio  no  fortificados  y 
de  aquellos  en  que  no  habite  el  enemigo  ó no  se  encuentren  buques  de  guerra 
contrarios.  Cobden  aceptó  el  mismo  principio  en  su  carta  al  presidente  del  tribunal 
í comercio  de  Manchester,  y Torres  Caicedo  le  admite  en  su  obra  titulada  Les 
ptinc tpes  de  4*189  en  Amérique,  p.  264. 
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de  vista  que  hasta  la  declaración  del  congreso  de  1856,  parece  corro- 
borar la  legalidad  del  recurso  impugnado,  en  estas  í’rascs:  « Losblo-1 
queos  deben  ser  reales  y efectivos  para  tener  carácter  obligatorio,  es  \ 
decir  deben  sostenerse  con  una  fuerza  bastante  para  evitar  la  entrada  5 
en  el  litoral  enemigo.  » * 

§ 698.  Algunas  naciones  de  Europa  han  sostenido  que  B|fiq|]00  a 
es  factible  bloquear  un  puerto  sin  que  por  esto  se  entien-  cíiíco. 
da  que  se  hallan  en  guerra  la  que  le'  ejecuta  con  la  que  le  sufre. 
Empezaremos  por  advertir  que  una  vez  tan  solo  se  ha  sostenido  este 
principio  respecto  á un  Estado  europeo,  reservándose  por  estos  su 
aplicación  á las  repúblicas  sud-americanas. 

El  primer  ejemplo  de  un  acontecimiento  de  esta  índole 
que  nos  ofrece  la  historia  es  el  referente  á Grecia,  acaecido  ki  efeciíiado 
en  el  año  de  1827.  Hemos  ya  dicho  anteriormente  las  cn  0rccia' 
causas  que  motivaron  la  intervención  de  Inglaterra,  Francia  y Rusia 
en  aquel  país,  mas  lo  que  nos  compete  ahora  manifestar  es  que  du- 
rante ella  los  embajadores  de  las  potencias  aliadas  cerca  del  imperio 
otomano  no  cesaron  de  proclamar  que  subsistía  siempre  la  amistad 
que  unia  á sus  gobiernos  con  el  del  Sultán  y que  la  paz  no  se  había 
turbado  entre  ellos ; llegando  hasta  el  extremo  de  expresarse  en  idén- 
tico sentido  al  dar  cuenta  del  resultado  de  la  batalla  de  Navarino,  tan 
desastrosa  para  Turquía. 

Poco  tiempo  después  Francia  observó  igual  proceder  en  los  puertos 
de  Méjico,  apoderándose  al  cabo  de  dos  años  de  San  Juan  de  Elloa. 
Mas  á pesar  de  sus  declaraciones  acerca  del  acuerdo  que  reinaba 
entre  los  gobiernos  de  ambos  países,  el  mejicano  la  declaró  la  guerra 
motivando  su  conducta  en  la  toma  de  la  citada  fortaleza. 

Preséntase  igualmente  como  hecho  de  este  género  el  realizado  por 
Inglaterra  y Francia  en  la  Confederación  Argentina,  durante  el  mando 
del  general  Rosas. 

Este  bloqueo,  ocasionó  un  precedente  jurídico  de  mu-  igiS 
cha  importancia.  La  decisión  á que  se  alude  en  estas  lí-  ptlc'™Jde 
neas  fué  dictada  en  la  causa  de  El  Conde  de  Thomar,  bu- 
que brasileño  apresado  en  1848  por  haber  infringido,  según  se 

* Hautefeuille,  Droils  des  nations  neutres , lit.  9,  ch.  2,  sect.  1;  Gesaiier,  Lo 
droit  des  neutres  sur  mor,  pp.  193-196;  Cauehy,  Le  droil  marítimo  int.,  époque  5, 
ch.  4,  sect.  5;  Martens,  liecueil,  vol.  III,  p.  92;  liccucil  suppl.,  vol.  1,  p.  439, 
Lucchcsi-Palli,  Principes  du  droil  marítimo,  p.  180;  Massé,  Droit  commcrciat, 

Uv . 2,  ch.  2,  sect.  2,  § 4,  n°*.  290,  293;  Ortolan,  Dip.  de  la  mer,  vol.  II,  Hv.  3, 
ch.  9;  Torres  Caicedo,  Les  principes  de  I7S9  en  Amérique,  p.  2G4. 
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,|(r¡¡,  H 1 >Io< | neo  do  Rueños-Aires.  Resultando  del  procedimiento  in- 
coado’ <|uo  su  comandante  no  había  recibido  ninguna  notificación 
oficial  do  lo  ocurrido  se  declaró  libre  la  nave,  confiscándose  parte  de 
su  cargamento  en  concepto  de  contrabando  de  guerra.  Interpuesta 
apelación  de  esta  sentencia,  el  tribunal  superior  la  confirmó  en  cuanto 
á una  de  sus  partes,  y 'revocó  la  otra,  disponiendo  que  fuesen  de- 
vueltos los  efectos  aprehendidos,  á los  que  no  era  aplicable  la  cali- 
ficación que  se  les  Labia  dado,  por  no  existir  el  estado  de  guerra 
que  supone  necesariamente.  Este  dictamen  se  basaba  en  lina  decla- 
ración de  M.  Guizot,  que  dijo,  contestando  ú una  interpelación:  «Nos 
encontramos  en  el  Rio  de  la  Plata  en  una  situación  muy  difícil  : blo- 
queamos solamente  sus  costas,  y esto  no  puede  llamarse  una  guerra 
completa,  declarada.  » 

Combatiendo  esta  afirmación,  Pistoyc  y Duvcrdy  so  expresan  en 
estos  términos  : Para  los  que  nos  atenemos  á la  realidad  de  las  cosas, 
y solo  reconocemos  los  bloqueos  en  el  caso  de  que  sean  efectivos,  es 
indudable  que  desde  el  momento  en  que  se  verifican  se  rompen  las 
hostilidades.  Con  efecto,  esta  clase  de  operaciones  no  pueden  ejecu- 
tarse sin  que  la  nación  que  las  lleve  á cabo  deje  de  emplear  sus  fuer- 
zas en  contra  de  aquella  que  las  sufre;  son,  pues,  actos  hostiles  que 
determinan  la  aparición  del  estado  de  guerra  entre  el  bloqueador  y 
el  bloqueado.  Acontece  frecuentemente  que  cuando  una  potencia  de 
primer  orden  trata  de  exigir  una  satisfacción  á otra  que  ocupa  un 
rango  secundario,  se  limita  á decretar  el  bloqueo  sin  declarar  termi- 
nantemente la  guerra.  Ahora  bien,  aunque  esta  no  haya  sido  anun- 
ciada existe  realmente,  solo  que  como  es  mas  fuerte  la  nación  que  la 
hace  no  emplea  todos  los  medios  de  que  puede  disponer,  atendiendo 
siempre  á su  conveniencia.  » 


Pero  donde  esta  cuestión  adquiere  una  grande  importancia  y se 
delinea  su  verdadero  carácter  es  al  tratarla  con  relación  á los 
neutrales.  « Considerando  el  bloqueo,  dice  Hautefeuille,  en  la  parte  re- 
ferente a los  derechos  y deberes  de  los  pueblos  pacíficos,  se  vé  que 
no  puede  existir  sin  la  guerra.  La  navegación  y el  comercio  son  libres 
para  todas  las  naciones,  que  pueden  dedicarse  al  tráfico  que  mejor 
las  convenga,  á condición  de  que  lo  consienta  aquella  con  la  cual  ha- 
>an  de  establecer  su  correspondencia  mercantil.  Es  un  principio  in- 
i onc uso  que  un  tercer  Estado  no  puede,  sin  cometer  un  gran  atenta- 
do, oponerse  al  libre  tráfico  y comercio  de  dos  pueblos;  pues  bien,  en 
"amado  bloqueo  pacífico  ocurre  que  el  bloqueante  está  en  pazcón 
ii  bloqueado  y con  el  neutral  que  se  presenta  para  entrar  en  el  pucr- 
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Efectos  que 
producen  so- 
bre la  pro- 
piedad. 


to.  Siendo  esto  así  ¿á  qué  título  ha  de  imponer  su  voluntad  á los 
contratantes  extraños  por  completo  á su  jurisdicción?  La  oposición  en 
estas  condiciones  al  tráfico  de  dos  países  es  una  infracción  de  los 
deberes  de  la  parte  que  la  comete  y una  violación  de  los  derechos  de 
los  que  la  sufran.  » 

Pero  si  este  autor,  como  igualmente  Gessner,  Pistoye  y Duverdy  y 
Ortolan  niegan  la  legitimidad  del  acto  en  cuyo  examen  nos  ocupamos, 
otros,  entre  los  que  se  cuentan  Heffter  y Cauchy,  le  admiten  y re- 
conocen como  un  progreso  del  derecho  de  gentes  y un  adelanto  no- 
table en  las  costumbres  públicas. 

Salvo  las  excepciones  indicadas,  no  se  encuentra  un  solo  tratado 
que  le  considere  de  posible  consorcio  con  el  estado  de  paz ; y hasta 
la  declaración  antedicha  de  1856  es  explícita  en  este  punto. 

§ 699.  Mas  como  á pesar  de  todo  se  han  realizado  algu- 
nos, y pueden,  por  censurables  que  sean,  repetirse  (1), 
nos  detendremos  á examinar  cuales  son  los  efectos  que 
producen  sobre  la  propiedad. 

Las  dos  naciones  que  los  han  aplicado  con  mayor  frecuencia,  In- 
glaterra y Francia,  no  se  hallan  de  acuerdo  acerca  de  su  extensión  y 
consecuencias.  En  caso  de  infracción,  la  primera  captura  y confisca 
la  propiedad  neutral  y la  del  Estado  que  sufre  el  bloqueo  ; y la  se- 
gunda confisca  también  aquella,  pero  secuestra  solamente  y embarga 
la  última,  en  proporción  á la  reclamación  pendiente. 

La  Gran-Bretaña,  dice  Gessner,  tiene  mas  razón  en  el  fondo,  pero 
Francia  es  mas  consecuente  y lógica  en  la  teoría  de  que  el  bloqueo 
pacífico  no  es  un  acto  de  guerra,  y sostiene  que,  en  el  caso  de  admi- 
tirse esta  clase  de  operaciones,  debería  aplicarse  también  dicha  regla 
á los  buques  neutrales. 

En  el  trascurso  del  que  Francia  sostuvo  en  los  puertos 
mejicanos,  se  limitó  á secuestrar  las  naves  de  la  repúbli- 
ca ; pero,  como  ya  hemos  dicho,  después  del  bombardeo 
de  San  Juan  de  UUoa  en  4838,  Méjico  procedió  inmedia- 
tamente á hacer  una  declaración  de  guerra  en  toda  forma.  Cuando  se 
ajustó  la  paz  el  almirante  francés  reclamó  el  derecho  de  confiscar  las 
embarcaciones  embargadas,  pero  el  gobierno  de  aquel  país  no  (pliso  ac- 
ceder á tal  demanda  y se  estipuló  en  el  tratado  que  se  sometería  la 


1838. 

Práctica  se- 
guida en  la 
glierra  de_ 
Francia  y Mé- 
jico. 


(1)  Durante  la  guerra  de  Oriente  se  presentó  en  el  parlamento  inglés  una  proposi- 
ción para  que  se  declarara  el  bloqueo  de  los  puertos  prusianos  en  el  Báltico,  fun- 
dándose en  que  Prasia  se  negaba  á tomar  parte  en  la  guerra  contra  el  imperio 
ruso.  Esta  proposición  fue  rechazada  por  una  corta  mayoría. 
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.lifóicicia  á un  árbitro.  El  gabinete  de  Londres  fué  el  elegido  y su  ,le 
cisión  estuvo  conforme  con  las  pretensiones  del  al.mrante  de  Francia.* 
§ 700  Es  un  punto  que  no  admite  duda  el  derecho  que 
beligerante,  como  se  ha  demostrado,  de 
fténc¡Zain'  tratar  como  enemigo  al  que  infringe  á sabiendas  un  blo- 
1,0  queob,0~  queo,  deduciéndose  fácilmente  el  carácter  de  criminalidad 
que  envuelven  esas  acciones,  lo  cual  no  obsta  para  que  su  completa 
determinación  exija  el  concurso  de  ciertas  condiciones  esenciales. 

es  do  Para  *a  c*c  Pena  fi11*2  recae  sobre  los  que- 

lós  autores.  bramadores  de  este  derecho,  dice  Bello,  son  necesarias  tres 

cosas  : actual  bloqueo,  noticia  previa,  violación  efectiva. 

Gcssner  establece  como  requisitos  indispensables  la  efectividad  del 
hecho  y que  haya  llegado  á noticia  del  buque  neutral. 

Acercándose  mas  Heífter  á la  opinión  del  primero  de  los  autores 
citados,  opina  que  se  necesita  que  el  bloqueo  sea  real  y que  le  haya 
precedido  una  notificación  especial;  y que  la  infracción  se  haya  con- 
sumado ó que  la  tentativa  sea  manifiesta.  ** 

jurispruden-  § 701 . Mas  por  lógicas  y rigorosas  que  sean  las  apre- 
cia que  debe  ciaciones  de  los  publicistas  sobre  esta  materia,  no  lo  son 
estos  casos,  tanto  que  puedan  suplir  el  conocimiento  de  las  circuns- 
tancias especiales  que  concurren  en  cada  caso  y el  de  la  jurispruden- 
cia establecida  por  los  tribunales  de  presas. 

Ortolan  lo  reconoce  así  cuando  dice,  que  estas  violaciones  no 
pueden  caracterizarse  en  los  libros  sino  de  una  manera  general  y 
que  la  multitud  de  detalles  que  pueden  presentarse  dificultan  mucho 
la  estimación  exacta  de  los  hechos,  por  cuyo  motivo  los  jueces  que 
han  de  fallar  sobre  ellas,  necesitan  tener  muy  presente  la  inocencia 
ó criminalidad  de  la  intención. 

De  todos  modos  el  criterio  mas  seguro  que  se  debe  seguir  en  se- 
mejantes cuestiones  es  atenerse  á las  sentencias  de  los  tribunales  de 
presas,  principalmente  de  los  dé  Francia  en  lo  relativo  á la  significación 


* Hautefeuille,  Droits  des  neutres,  tit.  9,  ch.  7;  Gessner,  Le  droit  des  neutros  sur 
mer,  pp.  215,  et  seq.;  Pistoye  et  Duverdy,  Traité  des  prises , tit.  6,  ch.  2,  sec.  2; 
Hefftcr,  Droit  int.,  § 112;  Cauchy,  Le  droit  maritime  int.,  époque  5,  ch.  4,  sect.  5; 
Ortolan,  Dip.  de  la  mer,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  9;  Martens,  Nouveau  recueil,  vol.  VII, 
p.  282;  vol.  XVI,  p.  607. 

**  Wheaton,  Elém.  droit  ¡ni.,  pte.  4,  ch.  3,  § 28;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition 
Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  7,  § 117;  Ortolan,  Dip.  de  la 
mer,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  9;  Heffter,  Droit  int.,  § 156;  Halleck,  Int.  lato, 
§ 16;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p.  147;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III, 
§ 298;  Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  p.  658;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8, 
§ •>,  Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  p.  202. 
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general  de  esta  parte  del  derecho  en  las  naciones  continentales,  y á 
las  de  los  almirantazgos  de  Inglaterra  y las  cortes  de  los  Estados- 
Unidos  en  lo  referente  al  derecho  marítimo  inglés,  y al  del  nuevo 
mundo.  * 

§ 702.  La  averiguación  de  si  un  buque  neutral  tenia  ó v 

00  ^ Hechos  que 

no  conocimiento  del  bloqueo  es,  una  cuestión  de  hecho,  pueden 

* 7 probar  el  co- 

que no  se  puede  decidir  por  medio  de  presunciones,  sino  ^cimiento 

en  atención  á las  circunstancias  que  concurran  en  cada  queo. 
caso.  Así  el  procedente  de  un  puerto  que  se  halle  en  esa  situación  y 
fuere  capturado,  probándole  que  recibió  su  cargamento  con  posteriori- 
dad á la  declaración  correspondiente,  se  considerará  como  infractor, 
por  mas  de  que  el  capitán  alegue  que  ignoraba  lo  ocurrido. 

Posible  es  también  que  acontezca  que  se  rechace  en  algunas  oca- 
siones con  fundamento  la  vehemente  sospecha  de  que  se  sabia 
lo  acaecido,  porque  si  bien  puede  presumirse  que  la  notificación  di- 
plomática hecha  á un  Estado  cualquiera  ha  llegado  á noticia  de  los 
súbditos  de  otro  confinante,  como  este  acto  no  obliga,  proprio  vigore, 
sino  á los  de  aquel  en  que  se  realiza,  no  surtirá  efecto  alguno  para 
los  demás.  Distinta  resolución  se  tomará,  cuando  la  duración  del 
bloqueo  sea  ya  tan  larga,  que  no  pueda  caber  duda  de  su  existencia. 

Tampoco  se  admite  la  deducción  como  alegato  para 
imponer  una  condena.  En  el  caso  de  La  Marta-Magdalena  Marta-Mag- 
contra  el  corsario  francés  le  Solide  los  represadores  soste- 
nían que  el  bloqueo  de  Cádiz  suponía  el  de  Sevilla  y fundaban  en  esto 
la  legitimidad  de  su  captura  y la  procedencia  de  la  confiscación;  pe- 
ro el  tribunal  competente  francés  resolvió  en  sentido  contrario,  apoya- 
do su  dictámen  en  un  caso  anterior  análogo:  el  de  La  Ana  María. 

Puede  ocurrir  así  mismo  que  sin  ser  oficial  el  aviso  recibido,  sea 
de  tal  modo  indudable  que  el  desatenderle  equivalga  á una  infrac- 
ción; habiéndose  dictado  muchas  sentencias  en  ese  sentido  por  los 
almirantazgos  ingleses.  La  misma  regla  se  aplicará  á la  nave  neu- 
tral que  recibiendo  durante  su  travesía  la  advertencia  oportuna  de 
un  crucero  ó buque  de  guerra  del  bloqueante,  insista  en  la  continua- 
ción del  viaje,  porque  este  hecho  revelará  su  intención  de  salvar  la 
línea  demarcada. 

* Wlieaton,  Elém.  droit  int.,  pie.  4,  ch.  3,  § 28;  Vattel,  Droit  des  fjens, 
édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  7,  §117;  Orlolun,  Dtp. 
de  la  mer , vol.  II,  liv.  3,  ch.  9;  Ileffter,  Droit  int. , § 156;  Halleck,  Inl.  law , ch  23; 
Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p.  147;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 298; 
Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  p.  658. 
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En  resumen,  para  que  el  fallo  condenatorio  sea  procedente,  se  ne- 
cesita una  prueba  tan  clara  y concluyente  que  no  admita  la  menor 

objeción.  * 

§ 703.  Esta  clase  de  delitos  tienen  un  carácter  especial ; 
pecia[C(!c  os-  tal  es  el  d c la  imposibilidad  de  castigarlos  como  hechos 
las  infrio-  consumados  s¡n0  COmo  tentativas,  sin  que  esto  sirva  de 

circunstancia  atenuante  para  la  lenidad  de  la  pena  que  se  imponga. 
Mas  aun,  la  intención  sola  califica  suficientemente  el  acto  del  neutral 
v le  sujeta  á la  jurisdicción  del  bloqueante.  ** 

§ 704.  Se  ha  reconocido  como  regla  general  el  principio 

Quebranta-  w o o i i 

"si'i'i'da  [¡el  (íue  sa^a  un  buque  neutral  del  puerto  que  sufre  un 
Pqueadol0"  bloqueo,  se  conceptúa  como  quebrantamiento  del  mismo ; 

justificándose  este  rigor  en  lo  mucho  que  interesa  á la 
nación  que  le  efectúa  aislar  completamente  el  lugar  en  cuestión. 

Halleck  dice  que  este  sistema  admite  algunas  excepciones,  no  siendo 
conducente  su  aplicación; 

Io.  Si  se  acredita  suficientemente  que  el  buque  estaba  ya  surto  en 
el  puerto  cuando  tuvo  lugar  el  acontecimiento  de  que  se  trata,  en 
cuyo  caso  se  hallará  facultado  para  darse  nuevamente  al  mar  en  las- 
tre, no  pudiendo  así  decirse  que  favorece  ó protege  el  comercio  del 
bloqueado. 

2o.  Si  entró  en  él  por  arribada  forzosa,  sea  por  el  mal  tiempo,  ó 
por  la  necesidad  de  hacer  algunas  provisiones. 

3o.  Cuando  lo  haya  verificado  en  virtud  de  una  licencia  expedida 
por  la  autoridad  competente  de  la  nación  asediadora,  que  implica  la 
autorización  para  el  regreso. 

4o.  Cuando  ignorando  la  situación  en  que  se  halla,  llega  á él  y 
obtiene  permiso  para  penetrar;  desprendiéndose  de  este  hecho  una 
consecuencia  exactamente  igual  á la  del  anterior. 

5o.  El  buque  neutral  que  haya  entrado  con  anterioridad  al  bloqueo 
podrá  salir  durante  su  trascurso  siempre  que  no  haya  variado  de 


* Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer , pp.  204,  205;  Fistoye  et  Duverdy, 

Trailé  des  prises,  tit.  6,  ch.  2,  sect.  2;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  § 5; 

Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  2,  cap.  18 ; Hautefeuille,  Droits  des  nalions 
neutres,  tit.  9,  ch.  4,  sec.  1 ; Halleck,  Int.  law,  ch.  23,  §§  30-22;  Kent,  Com.  on 
am.  law , vol.  I,  pp.  147,  148;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  §§  300-302;  Duer, 
On  Insurance,  vol.  I,  pp.  660,  662,  663;  Heffter,  Droit  int.,  §§  155,  156;  Wildman, 
Int.  law , vol.  II,  pp.  186-189;  Manning,  Law  of  nalions,  pp.  323  et  seq. 

•'*  XVheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 28;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2, 

C‘*P-  8,  § 5;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  2,  cap.  18;  Halleck,  Int.  law, 

ch.  23,  § 23;  Heffter,  Droit  int.,  §§  155,  156;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I, 
P-  148;  Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  pp.  330,  331,  586,  666,  688. 
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cargamento  y este  continúe  perteneciendo  á su  antiguo  propie- 
tario. 

6o.  En  caso  de  una  guerra  inminente  entre  un  Estado  neutral  y el 
bloqueado,  las  naves  del  primero  podrán  salir  de  los  puertos  del 
segundo,  aun  con  artículos  comprados  en  tiempo  del  bloqueo,  siempre 
que  se  hayan  adquirido  con  fondos  de  los  mismos  neutrales  y exista 
verdadero  peligro  de  que  sean  capturados  y confiscados  al  romperse 
las  hostilidades. 


Algunos  tratados  estipulan  para  que  pueda  hacerse 

esto,  que  es  indispensable  que  anteceda  la  notificación  noKTos' 
especial  ó particular.  tratados. 


Durante  la  guerra  civil  de  los  Estados-Unidos,  se  ad- 
mitieron algunas  alteraciones  de  importancia  en  los  prin- 
cipios generales  que  anteceden. 

En  la  notificación  hecha  en  1861  por  el  comodoro 
Prendergast,  dando  cuenta  del  bloqueo  de  todos  los  puer- 
tos de  la  Carolina  del  Sur  y de  la  Virginia  se  decía,  que 


l’ráclica  ob- 
servada e n 
la  guerra  ci- 
vil de  los 
Estados-Uni- 
dos. 


18G1 

Notilicacion 
del  comodoro 
Prendergast. 


los  buques  neutrales  que  hubieran  entrado  en  ellos  anteriormente 


podian  salir  cargados  ó en  lastre  en  el  plazo  de  quince  dias,  pasados 
los  cuales  serian  apresados  si  intentaban  verificarlo. 


Esta  pretensión,  según  Hautefeuille,  es  completamente  impugnación 

, i , , _ que  sufrió 

nueva  y contraria  a todos  los  tratados,  y muy  particular-  esta  medida. 

mente  á los  celebrados  por  la  república  norte-americana,  en  los  que 

no  se  señala  tiempo  alguno;  añadiendo,  que  en  este  sentido  se  hallan 

redactados  el  de  \ 794-1796  con  Inglaterra  y el  de  1800  con  Francia, 

y que  lo  mismo  sucede  con  los  subsiguientes,  esto  es,  con  el  que 

celebró  en  1828  con  el  imperio  del  Brasil  y en  1832  con  la  república 

de  Chile. 


En  nuestro  concepto,  para  i uzgar  acertadamente  algunas  eonsidera- 
1,1  JO  , dones  gene- 

de  las  medidas  tomadas  por  los  federales  en  aquella  época,  rales, 
es  menester  no  olvidar  que  miraron  siempre  á los  confederados  no 
como  beligerantes  sino  como  rebeldes,  circunstancia  que  ejerció  no 
escasa  influencia  en  la  práctica  que  observaron  hasta  en  sus  relaciones 
con  los  neutrales. 

Por  otra  liarte,  la  conducta  impugnada  no  ofrece  la  procedentes 

1 . históricos. 

novedad  que  se  pretende,  pues,  el  año  de  1848  la  adopto 
Dinamarca  en  su  guerra  con  Alemania,  y en  la  de  Oriente,  y con  motivo 
del  bloqueo  de  Arcángel,  declarado  el  Io  de  agosto  de  1834,  se  con- 
cedió á los  neutrales  un  plazo  de  catorce  dias  para  abandonar  el 
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puerto;  habiéndose  observado  también  idéntico  proceder  en  la 
última  lucha  sostenida  por  Dinamarca  contra  Austiia  y Prusia.  * 

s 70o.  Algunos  publicistas  sostienen  que  el  bloqueo  no 

S{-alasfcon-'  so  qucbrailta°  l,or  el  liech°  dC  emPrender  la  llave  su  viaje 

cítunJiJn'  con  destino  al  puerto  bloqueado,  y miran  la  captura  veri- 
momern^do  cada  en  estas  condiciones  como  una  violación  de  la  libertad 
Ja  parada.  ^ Jos  mares  y de  ]a  independencia  del  paisa  que  aquella 

pertenezca.  La  práctica  inglesa  que  sostiene  el  principio  opuesto  es 
contraria,  según  Gessner,  á los  de  justicia  y no  lia  sido  admitida  por 
el  derecho  de  gentes.  De  igual  modo  discurre  Hautefeuille ; sin  em- 
bargo, la  doctrina  impugnada,  que  es  la  misma  sustentada  por  los 
Estados-Unidos,  ha  sufrido,  respecto  á los  viajes  trasatlánticos,  una 
modificación  importante. 

Al  dar  cuenta  de  ella,  Bello  se  expresa  así : «En  los  tribunales  norte- 
americanos se  ha  disputado  á veces  la  justicia  de  la  doctrina  inglesa, 
que  el  acto  de  navegar  á un  puerto  bloqueado , sabiendo  que  lo  está,  es 
criminal  desde  el  principio,  sea  cual  fuere  la  distancia  entre  la  proceden- 
cia ij  el  destino  de  la  nave.  Pero  después  de  la  relajación  admitida  por 
los  ingleses  en  los  viajes  trasatlánticos  hay  bastante  conformidad  sobre 
este  punto  en  la  jurisprudencia  marítima  de  las  dos  naciones.  En  el  caso 
de  La  Nereicle  se  declaró  que  el  zarpar  con  intento  do  quebrantar  un 
bloqueo  era  una  delincuencia  que  autorizaba  la  coniiscacion.  El  delito 
subsiste,  aunque  al  tiempo  de  la  captura  la  nave  impelida  por  vientos 
contrarios  se  haya  apartado  del  derrotero , porque  se  presume  que 
subsiste  el  propósito.  En  la  ordenanza  holandesa  de  1630  se  declaró 
también  que  las  naves  que  se  dirijan  á un  puerto  bloqueado,  á 
sabiendas,  incurrían  en  la  pena  de  confiscación,  á menos  que  hubie- 
sen voluntariamente  alterado  el  rumbo  ántes  de  llegar  á vista  del 
puerto  ; y Bynkershoek  ha  defendido  la  legalidad  de  este  acto.  » 
Consecuentes  con  el  espíritu  de  la  doctrina  establecida,  los  almiran- 
tazgos británicos  y las  cortes  de  los  Estados-Unidos  no  permiten  al 
capitán  ni  al  propietario  de  un  barco  apresado  del  modo  expuesto, 
que  aleguen  como  circunstancia  que  exime  de  toda  responsabilidad  la 
de  haber  emprendido  el  camino  con  objeto  de  averiguar  si  continuaba 


* Orlolan,  Dip.  de  la  mer,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  9 ; Gessner,  Le  droií  des  neutles 
sur  mer,  pp.  200,  201,  210;  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neulres,  tit.  9,  ch.  4, 
sect.  1;  Hautefeuille,  Questions  de  droit  mar.  int.,  pp.  39,  40,  240,  250,  251  ; 
Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  § 5;  Riquelme,  Derecho  púb.  int..  lib.  L 
tit-  2,  cap.  18;  Halleck,  Int.  law , ch.  23,  §§  33,  34;  Kent,  Com.  on  am.  law, 
vo1,  b p.  15?  5 Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 313;  Duer,  On  insurance, 
V0  ' b PP-  C81-C83;  Wildraan,  Int.  law,  vol.  II,  p.  202. 
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el  bloqueo,  y de  penetrar  en  caso  de  que  hubiere  ya  terminado.  Pero 
como  hemos  dicho,  esta  regla  se  ha  modificado  relativamente  á los 
viajes  referidos,  en  los  cuales  se  admite  la  prueba  rechazada  en  los 
otros ; pero  no  tanto  que  los  tribunales  ingleses  y norte-america- 
nos absolvieran  la  nave  capturada  que  no  estableciese,  por  medio 
délas  instrucciones  que  hubiera  recibido,  que  su  intento  real  no 
era  quebrantar  el  bloqueo  sino  adquirir,  durante  la  travesía,  noticias 
precisas  acerca  del  puerto  y dirigirse  á otro  si  subsistía  aquella 
situación. 

El  fundamento  de  esta  jurisprudencia  es  la  notificación  diplomática 
aceptada  como  elemento  generador  y constitutivo  por  si  solo  de  esta 
clase  de  operaciones  militares.  Así  es  que,  como  observa  oportuna- 
mente Duer,  no  se  aplica  á las  de  f 'acto , que  deben  ser  particular  ó 
especialmente  notificadas.  * * * § 

§ 706.  « Si  á pretexto  de  dirigirse  á otra  parte,  dice  sir  presunción 

o . ■ , inclestruc- 

VV.  Scott,  se  permitiese  á una  nave  acercarse  al  punto  blo-  tibie, 
queado  y acechar  la  oportunidad  de  introducirse  en  él  sin  obstá- 
culos, se  imposibilitarla  el  empleo  de  un  recurso  de  este  género.  Se 
presume,  pues,  de  derecho,  que  trata  de  penetrar,  y aunque  esta 
consecuencia  parezca  demasiado  dura  en  algunos  casos  particulares 
en  que  los  navegantes  puedan  obrar  de  buena  fé,  su  severidad  es  un 
resultado  de  las  reglas  establecidas  en  la  sustanciacion  de  las  causas, 
como  indispensables  para  la  eficacia  del  ejercicio  de  los  derechos  de 
la  guerra. » 

Halleck  se  limita  á repetir  con  variaciones  imperceptibles  las  frases 
anteriores,  y justifica  la  necesidad  do  la  condena,  que  se  funda,  á su 
modo  de  ver,  en  la  presunción  racional  y absoluta  de  la  intención 
supuesta  ; admitiendo,  no  obstante,  la  facultad  del  apresado  á des- 
truirla, si  le  es  posible.  ** 


* Bello,  Derecho  inl.,  pte.  2,  cap.  8,  § 5;  Gessner,  Le  droit  des  neulres  sur  mer, 

p.  209;  Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub.,  lib.  i,  ch.  11,  p.  89;  Haulcfeuille,  Droils 

des  nations  neutres,  tit.  9;  Halleck,  Int.  law , ch.  23,  §§  24-27;  Ifeffter,  Droit  inl ,, 

§ 156;  Ortolan,  Dip.  de  la  mer,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  9;  Philümore,  On  inl.  law , 
vol.  III,  §§  298,  302,  303;  Duer,  On  Insurance , vol.  I,  pp.  668-070,  691-098,  note  1 , 
Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des  prises,  tit.  6,  ch.  2,  sec.  2;  Pando,  Derecho  int., 
pp.  500-503;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  194,  197,  206;  Jacobson,  Seerechl, 
p.  682. 

**  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  § 5 ; Halleck,  Int.  law,  ch.  23,  § 27; 
Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 302;  Wildman,  Inl.  lawy  vol.  Ií,  p.  206; 
Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  p.  670. 
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S 

cuy; 


s 707.  Ocurren,  empero,  circunstancias  especiales,  en 
ía  virtud  se  puede  entrar  legalmente  en  los  lugares  á 
que  venimos  refiriéndonos.  Una  de  ellas  es  cuando  se 
obtiene  un  permiso  espeeial  del  Estado  bloqueador.  Y decimos  especial, 
porque  no  seria  posible  reconocer  la  validez  de  uno  general  vago  ó 
indeterminado  en  razón  á su  propia  índole.  Pero  aun  en  estos  casos 
es  preciso  guardar  la  mas  grande  circunspección  y someterse  á todas 
las  prescripciones  subsistentes. 

« A la  fértil  inventiva  de  los  neutrales,  dice  Bello,  no  faltan  nunca 
pretextos  y excusas  con  que  dar  color  á las  infracciones;  pero  se 
reciben  generalmente  con  desconfianza  y para  que  se  admitan  es 
menester  probar  una  compulsión  irresistible.  La  misma  escasez  de 
provisiones  no  se  consideraría  bastante.  » 

jurispruden-  Eos  almirantazgos  ingleses  no  estiman  como  excusa 
cm  inglesa.  iegjf,ma  para  aproximarse  á un  puerto  bloqueado  la  nece- 
sidad de  procurarse  un  piloto  para  continuar  la  derrota, 
r iso  do  ia  En  el  caso  de  la  Carlota-Cristina,  buque  danés  que  se 
CartimCris'  liat)ia  acercado  con  ese  objeto  al  Havre,  bloqueado  enton- 
ces por  Inglaterra,  sir  W.  Scott,  se  expresaba  en  estos  tér- 
minos : « Es  posible  que  la  intención  de  este  buque  haya  sido 
inocente,  pero  el  tribunal  se  vé  en  la  precisión  de  obrar  según  la 
prevención  contraría  á que  da  lugar  esa  conducta,  infiriendo  que  hubo 
intento  culpable.  » * 

valor  que  § ”08.  Teniendo  en  cuenta  el  rigor  desplegado  por  los 
timonio  del  legisladores  al  tratar  de  esta  materia,  no  parecerá  extraño 

p fin  1 1 n 

que  se  conceda,  en  los  i casos  á que  nos  referimos,  un 
valor  muy  escaso  á la  deposición  del  comandante.  Mas  por  una  contra- 
dicción, que  no  deja  de  ser  notable,  se  la  reviste  de  grande  impor- 
tancia y es  muy  eficaz  si  de  su  contexto  se  desprende  la  culpabili- 
dad, esto  es,  cuando  viene  á comprobar  la  justicia  del  apresamiento; 
llegando  hasta  el  extremo  de  que  si  el  capitán  de  un  buque  neutral 
advertido  por  un  crucero  de  lo  que  ocurre,  manifestara  resuelta  y 
deliberadamente  su  propósito  de  prescindir  del  aviso , y realizarÉ 
algunos  actos  que  le  corrroborasen  no  se  necesitaría  mas  prueba 
para  declararle  confiscable.  Sir  W.  Scott  y Marshallhan  aplicado  varias 


ello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  § 5;  Ortolan,  Dip.  de  la  mer,  vol.  II, 
liv  3,  ch.  9;  Halleck,  Int.  lato,  ch.  23,  §§  28,  32;  Phillimore,  On  int.  law, 
vol.  III,  § 302;  Duer,  On  Insurance , vol.  I,  pp.  671,  672,  678,  679;  Riquelme, 
Ub*  W 18  ;WMraa„,  Int.  law,*  ol.  II,  PP-  195  * 
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veces  esta  doctrina.  No  obstante,  la  corte  suprema  del  Estado  de 
Pensilvania  lia  decidido  que  por  terminantes  que  sean  las  declara- 
ciones referidas  no  constituirán  verdadera  ofensa,  sino  se  confirman 
con  algún  acto  voluntario , después  que  se  baya  puesto  de  nuevo 
al  barco  en  libertad.  * 

§ 709.  Así  que  el  encargado  del  mando  de  un  buque  Efecto  perón- 
reciba  la  notificación  especial  debe  cambiar  inmediata-  noííficndon 

mente  de  rumbo,  si  lo  permite  el  estado  del  mar.  Fúndase  especial- 

esta  disposición  en  el  carácter  distintivo  del  acto  que  nos  ocupa,  de 
cual,  como  hemos  visto,  solo  es  penable  la  tentativa;  debiendo  evitarse 
cuanto  sea  dable  su  realización,  que  tendría  lugar  no  pocas  veces, 
si  se  permitiera  á la  nave  avisada  navegar  por  las  inmediaciones. 

Algunos  publicistas  afirman  que  si  trascurrida  una  hora  permane- 
ciese en  el  mismo  puesto  ó no  hubiera  mudado  de  dirección,  procede 
su  captura.  ** 

§ 710.  Grotius  reconocía  en  los  beligerantes  el  derecho  ponns  pro- 
de exigir  una  indemnización  de  daños  y perjuicios  de  los  para  estos 
neutrales  que  forzaban  un  bloqueo.  Bynkershoek  demos- 
trando primero  la  imposibilidad  de  adecuar  esta  teoría  al  terreno 
práctico,  pasa  luego  á manifestar  que  desde  época  muy  remota  se 
acostumbraba  no  solo  á confiscar  el  buque  y los  efectos  que  conducía 
sino  á imponer  á los  infractores  una  pena  corporal , llegando  en 
algunos  casos  hasta  la  de  muerte,  y cita  en  apoyo  de  su  aserto  mu- 
chos tratados  concluidos  en  el  siglo  XVII  por  los  Estados-Generales 
con  Inglaterra,  Francia  y Suecia. 

Para  Vattel  los  castigos  que  se  imponen  por  estos  hechos  son  una 
consecuencia  lógica  de  la  facultad  que  tienen  ios  combatientes  para 
tratar  como  enemigos  á los  que  los  cometan,  y en  este  sentido  en- 
cuentra justa  la  confiscación  del  barco  y de  la  carga  y la  detención 
de  la  tripulación  en  calidad  de  prisioneros  de  guerra.  Y aunque 
Gcssner  nota  que  no  habla  nada  acerca  déla  imposición  de  la  última 
pena,  esta  observación  no  es  cierta  en  todas  sus  partes,  puesto  que 
en  corroboración  de  su  modo  de  pensar  cita  algunos  casos,  entre  los 
que  se  encuentra  el  referido  por  Plutarco  del  rey  Demetrio,  que  iiizo 

* Hautefeuille,  Droils  des  nations  neutros,  tit . 9,  ch.  3,  secls.  1,  2;  Bello,  Dere- 
cho int.,  pte.  2,  cap.  8,  § 5;  Ilalleck,  Int.  law,  ch.  23,  §§  19,  29;  Kent,  Com.  on 
am.  law , vol.  I,  p.  148;  Duer,  On  insurancc,  vol.  I,  pp.  672,  673,  675. 

**  Ortolan,  Dip.  de  la  mer,  vol.  II,  ch.  1;  Halleck,  Int.  laxo , ch.  23,  §§  30,  31  ; 
Duer,  On  insurance,  vol.  I,  pp.  675,676;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II.  p.  134. 
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colgar  al  propietario  y al  piloto 


de  una  nave,  que  trató  de  forzar  el 


cerco  de  Atenas. 

p,..0  sc  ha  uniformado  ya  de  tal  modo  la  práctica  seguida  en  este 
cunto  que  Duer  dice  que  puede  considerarse  como  ley  de  las  nacio- 
nes la’ confiscación  de  la  propiedad  capturada  en  la  circunstancias  ex- 
cesadas  Mas  á pesar  de  la  conexión  íntima  que  existe  entre  el  bu- 
quo’y  el  cargamento  relativamente  á la  violación  de  un  bloqueo,  y 
aun  cuando  en  el  número  mayor  de  casos  procede  la  aplicación  de 
aquella  á entrambos,  no  debemos  admitir  en  su  sentido  literal  la  con- 
clusión del  publicista  citado. 


Ortolan  opina  que  es  conducente  siempre  la  del  primero,  y la  del 
segundo  no,  cuando  pertenece  á otro  dueño,  y este  puede  patentizar 
su  inocencia.  Tal  es  el  principio  que  reconoce  la  generalidad  de  los 
publicistas  modernos,  con  inclusión  de  los  ingleses.  Sin  embargo,  los 
tribunales  de  la  misma  nación  le  amplían , no  extendiendo  esta  ex- 
cepción á aquellos  cuyo  propietario  sea  responsable  de  los  actos  del 
patrón  de  la  embarcación  á cuyo  bordo  se  hallan.  Por  eso  dice  Gessner 
que  siguiendo  este  sistema  se  concluiría  por  confiscar  hasta  los  mas 
inocentes. 


Entre  los  autores  que  juzgan  esta  conducta  aceptable  en  todos  los 
casos  se  cuentan  Hauteíeuille,  y Pistoye  y Duverdy;  siendo  la  admisión 
de  esta  penalidad  por  ellos  una  consecuencia  necesaria  de  su  modo 
de  apreciar  la  cuestión  que  la  motiva.  Solo  así  se  comprende  que 
pueda  apoyarse  semejante  teoría.  Debe,  sin  embargo,  tenerse  en 
cuenta  que  para  libertar  un  cargamento  es  condición  indispensable 
que  la  inocencia  de  aquel  ó aquellos  á quienes  pertenezca  resulte  tan 
clara,  que  forme  evidencia  en  el  ánimo  de  los  jueces. 

En  un  caso  resuelto  por  la  corte  suprema  de  los  Esta- 
dos-Unidos se  decidió  que  el  dinero  que  para  sus  gastos 
particulares  llevasen  los  pasajeros  á bordo  de  una  nave 
capturada  no  seria  confiscable , siempre  que  no  se  baila- 
sen complicados  en  el  asunto.  Creemos  que  este  seria  el  fallo  que  en 
circunstancias  análogas  dictarian  los  tribunales  de  presas  européos. 

Pueden  también  presentarse  ocasiones  en  que  el  cargamento  sea 
de  peor  condición,  bajo  el  punto  de  vista  de  nuestra  análisis,  que  el 
baico,  corno  sucedió  con  La  Juffrow  María  Schroeder,  cuya  restitución  se 
decietó  por  haberse  probado  que  tenia  licencia  para  introducir  uno 
lo  que  implicaba  su  libertad  de  sacar  otro  para  el  viaje  de  retorno; 
poro  habiéndose  comprobado  el  intento  de  los  propietarios  de  la  car- 


Excepcion 
admitida  por 
la  corle  su- 
prema de 
los  Estados- 
Unidos. 
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ga  de  exportarla  clandestinamente  al  primer  momento  favorable,  fué 
confiscada  por  el  almirantazgo  inglés.  * 

§ 7H.  No  ofreciendo  duda  alguna  que  la  nave  neutral 
que  hubiere  forzado  un  bloqueo  solo  podrá  ser  capturada 
in  delicto,  resta  fijar  como  ha  de  procederse  á la  aplica- 
ción de  esta  regla. 

Los  almirantazgos  de  Inglaterra  han  sostenido  la  doc- 
trina de  que  el  apresamiento  puede  efectuarse  también  en 
el  viaje  de  retorno. 

Sir  W.  Scott,  en  el  caso  de  El Christianberg , dijó:  «que 
cuando  el  buque  ha  consumado  el  delito,  penetrando  en  un 
puerto  que  está  en  entredicho,  no  hay  otra  ocasión  de 
vindicar  la  ley,  que  la  que  da  él  mismo  en  su  regreso.  Se  objeta  que 
si  en  el  viaje  subsiguiente  se  conceptúa  existente  todavía  la  culpa,  se 
puede  suponer  con  igual  razón  que  acompaña  á la  nave  eternamente. 
En  estricto  derecho  no  seria  quizás  injusto  apresarla  después;  pero  es 
sabido  que  en  la  práctica  la  prosecución  de  la  pena  se  extiende  solo 
al  viaje  inmediato,  que  es  el  que  ofrece  la  primera  oportunidad  de 
captura.  » 

De  estos  principios  se  deriva  lógicamente  la  teoría  de  que  sea  con- 
ducente apoderarse  de  la  que  arriba  á un  lugar  distinto  del  de  su  con- 
signación por  temporal  ú otra  causa  cualquiera.  El  referido  magis- 
trado pronunció  en  180o  sentencia  condenatoria  contra  una  nave  (pie 
regresando  á Nueva-Orleans,  después  de  haber  forzado  un  bloqueo,  se 
vió  precisada  á refugiarse  por  causa  mayor  en  un  puerto  inglés,  donde 
se  verificó  su  apresamiento.  El  defensor  expuso,  tratando  de  probar  la 
ilegalidad  del  acto,  que  no  fué  sorprendida  en  11  agran  te  delito,  supues- 
to que  entrando  en  las  aguas  de  Inglaterra,  podía  darse  por  terminada 
la  primera  parte  de  su  travesía;  pero  el  ministerio  fiscal  replicó  que  la 
acción  alegada  no  era  espontánea ; que  no  era  posible  revestir  á este 
suceso  del  carácter  manifestado  por  la  defensa  y suficiente  en  derecho 

* Gessner,  Le  droit  des  neulres  sur  mer,  pp.  210-214;  Orlolan,  Dip . c le  la  mer, 
vol.  II,  liv.  3,  eh.  9;  Hautefeuille,  Droils  des  nations  neulres , tit.  9,  ch.  4, 
sects.  1,2;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  aunotée  par  Pradier-Foderc, 
liv.  3,  ch.  7,  § 117;  Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  15,  p.  85, 
Pistoye  et  Duverdy,  Trailé  des  prises,  tit.  6,  ch.  2,  sec.  2;  Bello,  Derecho  mi., 
pte.  2,  cap.  8,  § 5;  Cauchy,  Le  droit  marítimo  mí.,  époque  4,  liv.  2,  ch.  6,  sect. 

5;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 28;  Halleck,  Int.  law , ch.  23, 

§§  35,  36;  Kent,  Com.  onam.  law,  vol.  I,  pp.  143,  151;  Pliillimore,  On  int.  law, 
vol.  III,  §§  316-319;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  2,  cap.  18;  Hcílter, 
Droit  int.,  §§  154-156;  Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  pp.  683,  685,  686,  6S8  ; Elid- 
irían, Int.  law,  vol.  II,  pp.  203-209. 
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tor. 
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j“™.  af libre  "albedrío  de  un  uegooiante  la  elección  del sillo  Uc  ar- 


para  libertar  al  barco  de  la  pena  á que  era  acreedor, . que  no  es  factible 

ribo'1  shio  que  era  preciso  en  tales  casos  (fue  fuese  el  mas  próximo; 

’la  icy  exjgia  para  la  extinción  completa  del  delito  la  entrada 
en  las  aguas  demarcadas  como  término  del  viaje;  y,  por  último,  que 
la  regla  establecida  en  1630  por  los  Estados-Generales  se  hallaba 
conforme  con  esta  doctrina. 

Los  mas  ilustres  publicistas  ingleses,  y algunos  de  otros 
í^puíjncis-  países,  como  Bello,  \\ beatón  y Ortolan,  la  apoyan  igual- 
I,IS'  mente. 

Hautefeuille  sostiene  que  una  vez  levantado  el  bloqueo  se  perderá 
todo  derecho,  aun  cuando  se  restablezca  inmediatamente,  de  apresar 
los  buques  que  le  hayan  quebrantado,  pero  esta  opinión  no  se  ha 
reconocido  por  la  práctica  general  de  las  naciones.  Lo  que  no  admite 
duda  es  que  cuando  uno  de  ellos  se  concluya  definitivamente,  desa- 
parecerá también  por  completo  el  delito,  por  grave  que  fuere,  que  se 
haya  cometido  al  infringirle.  * 

§ 712.  Como  las  cuestiones  que  analizamos  tienen  tan 

Decisiones  n 

de  ios  tribu-  grande  importancia,  vamos  á resumir  algunas  de  las  de- 
sas  dcfaFran"  cisiones  mas  notables  de  los  tribunales  de  presas  france- 
ses, que  servirán  al  mismo  tiempo  que  para  ilustrar  el 
punto  en  discusión,  para  dar  á conocer  los  principios  en  que  se  basa 
la  jurisprudencia  marítima  de  esta  nación. 

Lo.  Carolina  En  i°s  casos  de  La  Carolina  y de  La  Maclona  di  Monte- 
la'di Monté-  neroi  capturados  durante  el  bloqueo  de  los  puertos  de 
ñero.  Argel,  el  consejo  de  Estado  decidió  que  era  buena  presa 
ia  nave  neutral  que  á pesar  de  llevar  anotada  en  sus  papeles  de  mar 
la  notificación  correspondiente,  insistía  en  penetrar  en  sitio  blo- 
queado. 

Tratándose  de  La  Luisa , goleta  sarda  apresada  en  las 
aguas  del  Plata  en  1846,  acordó  que  para  legitimar  un 
apresamiento  no  basta  con  la  notificación  diplomática,  sino  que  se 
necesita  una  especial,  y que  esta  se  halle  inserta  en  el  rol  de  la  tri- 
pulación. 


La  Luisa. 


Gessner,  Le  droit  des  neulres  sur  mer,  pp.  213,  214;  Bello,  Derecho  bit., 
pte.  2,  cap.  8,  § 5;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 28;  Hautefeuille, 
Droits  desnations  ncutres,  tit.  9,  ch.  4,  sect.  2;  Ortolan,  Dip.  de  lamer,  vol.  II, 
hv.  3,  ch.  9,  p.  354;  Cauchy,  Le  droit  mar.  int.,  époque  4,  liv.  2,  ch.  6,  sect.  5; 
alleck,  Int.  law , ch.  23,  § 37 ; Duer,  On  in  sur  anee  y vol.  I,  pp.  688,  689;  Wildraan, 
'U.  law,  vol.  II,  p.  203;  Manning,  Law  of  nalions,  pp.  328,  329. 
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En  las  causas  de  La  Candelaria,  El  Monte-Alegre  y La  , „ 

. n T»  , La  Canda  la- 

Fortuna,  detenidas  en  el  mismo  no  , tallo  que  era  válida  **,  f i .i/<m- 

la  presa  de  los  buques  que,  durante  un  bloqueo  esta-  y^or¿\l¡¡^ 
blecido  por  la  armada  de  Francia,  infringieran  los  regla-  Comich. 
mentos  que  se  hiciesen  de  común  acuerdo  entre  las  autoridades  de 
su  país  y el  comandante  francés,  ya  negándose  á visar  por  el 
cónsul  los  manifiestos  de  sus  mercancías,  ó bien  siguiendo  en  su  na- 
vegación una  ruta  ó canal  prohibido.  En  la  de  La  Elisa-Cornich, 
nave  inglesa  capturada  también  allí,  se  manifestó  la  legalidad  del  acto 
consumado,  por  haber  zarpado  del  puerto  bloqueado  con  un  carga- 
mento, siendo  así  que  en  sus  documentos  constaba  que  solo  podia  salir 
en  lastre. 

Por  último,  en  la  de  El  Conde  de  Thomar  se  decidió  que  „ 

1 El  Conde  da 

en  caso  de  un  bloqueo  simple  ó pacífico,  es  decir,  sin  de-  Thomar. 
claracion  de  guerra,  los  artículos  considerados  como  contrabando  que 
se  encontraran  á bordo  de  naves  neutrales,  que  no  hubiesen  recibido 
la  debida  advertencia,  no  podrán,  del  mismo  modo  que  aquellas,  ser 
declaradas  buena  presa.  * 

§ 713.  Se  puede  decir  en  términos  generales  que  el  Jnvalidacion 
contrato  de  seguro  efectuado  en  el  Estado  bloqucador,  es  del  scs;"'°- 
nulo  desde  el  momento  en  que  se  haga  de  los  bienes  asegurados  un 
uso  que  justifique  su  confiscación.  Por  lo  demás,  la  discusión  de  este 
punto  no  es  propia  del  derecho  internacional , sino  del  interno  de 
cada  país.  ** 


¥ Pistoye  et  Duverdy,  Trailé  cíes  prisas,  tit.  6,  ch.  2,  sec.  2. 

**  Halleck,  Int,  latv,  ch.  23,  § 38;  Duer,  On  insurance,  vol.  I,  pp.  689,  <>90; 
nota  2,  pp.  463-  478. 
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CAPITULO  V 

DERECHO  DE  VISITA  Y REGISTRO 


8 714.  El  derecho  de  visita  y registro  es  una  cualidad 

Nocion  gene-  c * 

ral  dei dere-  esencial  de  todo  beligerante.  En  vano,  dice  Bello,  exis- 

cho  de  visita  . 

y registro,  tirian  los  deberes  de  un  neutral,  si  aquel  no  se  hallase 
revestido  de  la  facultad  de  visitar  y registrar  sus  naves.  Abundando 
en  el  mismo  pensamiento  Wheaton  presenta  esta  potestad  como  re- 
quisito necesario  para  capturar  la  propiedad  enemiga,  los  artículos  de 
contrabando  de  guerra  y los  barcos  que  hayan  quebrantado  un  blo- 
queo. Y aun  cuando  se  aceptara  la  regla,  dice,  de  buques  libres , mer- 
cancías libres,  sería  siempre  indispensable  para  comprobar  su  carác- 
ter nacional  y si  van  provistos  de  los  documentos  exigidos  por  el 
derecho  de  gentes. 

Profundizando  mas  la  cuestión,  y después  de  fijar  como  principio 
inconcuso  el  de  que  las  embarcaciones  deben  conceptuarse  como  una 
porción  del  territorio  del  Estado  bajo  cuyo  pabellón  navegan,  Halleck 
afirma,  que  la  visita  y registro  son  una  excepción  admitida  á los  de- 
rechos generales  de  propiedad,  jurisdicción,  igualdad  é independencia 
de  los  Estados  soberanos,  dando  así  á este  poder  una  extensión  in- 
mensa. 

Hautefeuille  le  limita,  por  el  contrario,  hasta  el  punto  de  reducirle 
teóricamente  á una  información  sumaria  acerca  de  la  legalidad  del 
empleo  que  se  hace  de  la  bandera.  * 

* Gessner,  Le  droit  des  neutros  sur  mer,  pp.  278  et  seq.;  Ortolan,  Dip.  de  la 
mor,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  7,  pp.  248  et  seq.;  Halleck,  Int.  law,  ch.  2,  § 1;  Bello, 
Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  § 10;  Wheaton,  Elérn.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 29; 
Rayneval,  lnst.  du  droit  nat.,  p.  260;  Rayneval,  De  la  liberté  des  mers,  vol.  I, 
es.  16,  28,  Hubner,  De  la  saisie  des  bdtiments  neutres.  vol.  I,  P^e<  P-  ^ 1 
autefeuille,  Droits  des  nations  neutres,  tit.  11,  ch.  1:  Klüber,  Droit  des  gens  mod.r 
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§ 715.  Este  autor  sostiene  igualmente,  que  la  visita  no  es 
un  verdadero  derecho,  sino  uno  de  los  medios  de  ejercer,  los  merece0^ 
que  el  beligerante  tiene  sobre  su  enemigo.  Esta  opinión  act0‘ 
se  reduce  en  definitiva  á no  ver  en  este  acto  mas  que  un  hecho  ac- 
cidental, de  importancia  secundaria,  y cuya  esfera  de  acción  debe  ser 
muy  reducida  é insignificante. 

Parécenos,  sin  embargo,  que  esta  doctrina  no  encierra  una  grande 
exactitud,  probándolo  suficientemente  la  preferente  atención  que  todos 
los  publicistas  consagran  á este  hecho,  que  sirve  á la  vez  de  garantía 
á los  combatientes  y para  los  que  no  lo  son,  y el  empeño  que  de- 
muestran en  exponer  sus  reglas,  discutir  sus  principios  constitutivos 
y resolver  las  cuestiones  que  origina:  elevándole  así  á la  categoría  de 
un  derecho  de  grande  importancia.  * 

§ 7 J 6.  Mucho  se  ha  discutido,  como  veremos  mas  adelante, 
acercado  su  aplicación  en  tiempo  de  paz;  pero  no  ha  en  tieinpo'ce 
ocasionado  las  mismas  controversias  su  aceptación  en  el 
de  guerra,  como  resultado  necesario  é imprescindible  de  las  relacio- 
nes subsistentes  entre  los  Estados  que  toman  parte  en  ella  y los  que 
conservan  una  completa  neutralidad. §  ** 

No  es  posible  fijar  exactamente  la  época  en  que  las  na- 
ciones de  Europa  reconocieron  de  un  modo  definitivo  el  Su  llstom‘ 
derecho  de  visita. 

El  consulado  de  la  mar  habla  ya  de  él,  considerándole  como  inci- 
dental del  de  captura  y confiscación  de  los  bienes  enemigos  y del  de 
contrabando  de  guerra. 


§ 293;  Valin,  Traite  des  prises,  ch.  4,  sec.  1,  § 6;  JoufTroy,  Droit  marítimo,  p.  213; 
Riquelme,  Derecho  púb . int.,  lib.  1,  tít.  2,  cap.  7;  Heffíer,  Droit  vil.,  § 1G7  ; 
Lawrence,  Visitalion  and  search , p.  4;  Wesbter,  Dip.  and  off.  papers , p.  143; 
Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  40. 

* Hautefeuille,  Droils  des  nations  neutros,  vol.  III,  tit.  11,  ch.  1,  pp.  5-11; 
Wheaton,  Hist.  des  progrés  du  droit  des  gens,  periodo  1,  § 17  ; PuíTendorf,  De 
rebus  succie.  lib.  25,  § 41 ; Hubner,  De  la  saisie  des  b&timenls  neutros,  vol.  I, 
pte.  2,  ch.  1,  §§  1-3;  Galiani,  Del  doveri  dei  populi  neutral i,  cap.  10,  § 5,  art.  1, 
pp.  458-459. 

**  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 29;  Halleck.  Int.  law,  ch.  2o, 

§ 10;  Kent,  Com . on  am.  law,  vol.  I,  p.  153;  Duer,  On  insurance,  vol.  I,  p.  <25; 
Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 325;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  § 10; 
Ortolan,  Dtp.  de  la  mer,  vol.  II,  ch.  7 ; Hautefeuille,  Droils  des  nations  neutros, 
tít.  11,  ch.  1;  Tetens,  Considérations  sur  les  droils,  sec.  5,  p.  134;  Carden,  De  di- 
plomalie,  liv.  7,  § 12;  Heffter,  Droit  int.,  § 168;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1, 
tít.  2,  cap.  16;  De  Cussy,  Droit  mar  i lime,  lib.  1,  tit.  3,  § 15;  Pistoye  ct  Duverdy, 
Traite  des  itrises,  tit.  5,  ch.  1;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  119;  Manning, 
Law  of  nations.  pp.  350  ct  seq. 
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, 0-7.1-  T„1  in  sido  también  el  espíritu  dominante  en  los 

"¡SB, ' primeros  reglamentos  marítimos  ele  Francia  é Inglaterra. 

Muelios  de  los  tratados  que  se  celebraron  en  el  s.glo  XV  reducen  su 
ejercicio  ti  una  información  verbal  solemnizada  por  medio  del  jura- 
iiHMdo  (1).  Los  que  se  concluyeron  con  posterioridad  1c  reconocen 
también;  mas  puede  decirse  que  hasta  hace  dos  siglos  no  se  lia  des- 
lindado, m determinado  con  precisión  (2). 

Antes  de  esta  época  pueden  citarse  casos  en  que  los 
j1!>\¿tdcocon-  neutrales  se  lian  opuesto  á esta  práctica  y á sus  naturales 

truno  á su  . v , 

ejercicio.  consecuencias,  como  sucedió  en  tiempo  de  la  rema  Isabel 
v en  el  trascurso  de  la  guerra  de  Inglaterra  y España.  Ocupándose 
de  este  acontecimiento  dice  Grotius:  «Después  de  la  paz  de  Vervins, 
la  reina  Isabel  que  sostenia  una  guerra  con  España,  pidió  al  mo- 
narca francés  que  permitiera  la  visita  de  sus  buques,  que  se  dirigie- 
sen á la  citada  nación,  á fin  de  averiguar  si  conducían  contrabando 


(1)  Véanse  los  tratados  celebrados  por  Inglaterra  en  140G,  1417,  1478  y 1495  con 
el  ducado  de  Borgoña,  en  14G0  con  la  república  de  Genova  y en  1496  con  el  ducado 
de  Bretaña. 

El  tratado  de  14G0  con  Génova  dice  así.  « Nec  caricabunt  aut  portabunt  in  navi- 
giis  eortim,  supra  dicta  bona  aut  mercimonia  alicujus  inimici  nostri,  aut  inimieorum 
nostrorum,  et  casu  quo  feceriut,  petiti  et  interrogati  per  nostros  dieli  Januenses  debent 
immediatc  et  sine  dilalione  (mediante  juramento  suo  cui  subdili  nostri  fidem  debenl) 
veritatem  dicere  el  fateri  et  qiue  et  qualia  bona  inimieorum  nostrorum  vel  inimici 
ducunt  in  navibus  suis  et  illa  sine  difficultate  tradere  et  deliberare  capitaneis  vel 
ducentibus  navigia  nostra  pro  custodia  maris,  vel  aliis  subditis  nostris,  quos  obviare 
contingeret  navibus  dictorum  Januensium,  ubicumque  super  maro  recipiendo  pro 
rata  nauli ; sive  afirectamenti  hujus  modi  mercimonia.  » 

(2)  Pueden  principalmente  examinarse  los  tratados  de  1716  entre  Francia  y las 
cuidades  anseáticas;  1725,  entre  España  y Holanda;  1726,  entre  Holanda  y Argel; 
1739  entre  Francia  y las  Provincias-Unidas;  1740,  entre  Sicilia  y la  Puerta  otomana; 
1742,  entre  Francia  y Dinamarca;  los  celebrados  por  Suecia  en  1729,  1736,  y 1741 
con  Argel,  Túnez  y Trípoli ; 1748  entre  Sicilia  y Dinamarca;  1758  entre  las  Provin- 
cias-Unidas y Sicilia;  1769  entre  Francia  y Hamburgo,  tratado  confirmado  después 
en  1789;  1770  entre  Inglaterra  y el  imperio  de  Marruecos  ; 1778  entre  Francia  y los 
Estados-Unidos  norte-americanos;  1782  entre  España  y Turquía;  1782  entre  Holanda 
y los  Estados-Unidos,  art.  25;  1784,  entre  España  y la  regencia  de  Trípoli,  art.  5; 
1/85  entre  Prusia  y los  Estados-Unidos,  art.  15;  1785,  entre  Rusia  y Austria,  art. 
13;  1786,  entre  Inglaterra  y Francia,  arls.  25  y 26;  1787,  entre  Rusia  y 
el  reino  de  Nápoles,  art.  20,  y entre  el  mismo  imperio  y Portugal,  art.  25;  1789, 
entre  Dinamarca  y Ja  república  de  Génova,  art.  11 ; 1783,  entre  Suecia  y los  Es- 
tados-Unidos, art,  25 ; 1772,  entre  Dinamarca  y el  dey  de  Argel ; 1795,  entre 
España  y los  Estados-Unidos,  arts.  12  y 18;  1797  entre  Inglaterra  y Rusia;  1800, 
entre  Francia  y los  Estad os-Uuidos,  arts.  18  y 19;  los  de  la  misma  fecha  entre 
Rusia  y Suecia  y entre  aquella  nación  y Dinamarca  y Prusia;  1815  entre  Portu- 
ga y el  dey  de  Argel;  1818,  entre  Dinamarca  y Prusia;  1824,  entre  los  Estados- 

„ni  os  ^ Colombia;  1840,  entre  Holanda  y Tejas;  1844,  ratificado  en  1846  entre 
Francia  y Nueva  Granada. 
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de  guerra ; pero  no  se  concedió  la  facultad  solicitada  por  considerarla 
como  un  medio  propio  para  favorecer  la  rapiña  y causar  perjuicios 
al  comercio. » 

El  tratado  de  los  Pirineos  de  1659  es  uno  de  los  pri- 

1 1659. 

meros  que  se  lian  ocupado  detenidamente  de  este  partí-  Tratado  cd- 

1 1 1 tro  Francia  y 

cular.  Por  su  artículo  17  se  dispone,  que  las  naves  espa-  España, 
ñolas  no  se  aproximarán  á menor  distancia  de  un  tiro  de  cañón  á las 
francesas,  y que  podrán  mandar  en  un  bote  dos  ó tres  hombres  sola- 
mente que  subiendo á su  bordóse  informen  por  los  documentos  que  les 
serán  exhibidos  del  carácter  nacional  del  buque  y de  si  lleva  artículos 
de  ilícito  comercio;  estipulando  al  mismo  tiempo  que  se  dará  entera  fe 
y crédito  á los  pasaportes  y cartas  de  mar.  Estas  disposiciones  sirvie- 
ron de  base  á la  jurisprudencia  marítima  europea,  en  lo  referente  al 
punto  que  analizamos,  durante  la  segunda  mitad  del  siglo  XVII  y los 
primeros  años  del  XYÍII  (1). 

Pero  el  creciente  poder  marítimo  de  algunas  naciones  y 7<  688 
la  frecuencia  con  que  se  empeñaban  las  guerras,  hicie-  Enelrljca 
ron  indispensable  la  adopción  de  ciertas  medidas  para  landa- 
precisar  todo  lo  posible  la  nacionalidad  del  buque  y la  condición  del 
cargamento.  Para  atender  debidamente  á esta  necesidad,  en  los  tra- 
tados que  firmaron  Inglaterra  y Holanda  en  1674  y 1688  se  estipuló 
que  la  redacción  de  los  documentos  comprobantes  de  la  neutralidad  y 
de  la  naturaleza  de  las  mercancías  se  sometería  á ciertas  formali- 
dades. 

Menester  es  reconocer  que  á pesar  de  la  conveniencia  innegable  de 
aclarar  esos  puntos,  la  realización  de  este  pensamiento  ofrecía  un  in- 
conveniente no  pequeño,  cual  era  el  abuso  que  arrastraba  en  pos  de 
sí,  y que  la  Gran-Bretaña  no  tardó  mucho  en  cometer. 

Los  tratados  de  Utreclit,  en  1713,  establecieron  este  dc- 

...  1713. 

recho  sobre  las  mismas  bases  que  el  de  los  Pirineos,  pu-  Tratado  de 

...  . , . 1 . . Utrcclit. 

diendo  decirse  que  su  artículo  24  no  es,  en  cierto  modo, 
mas  que  la  reproducción  del  17  de  aquel. 

El  que  en  1797  concluyó  Inglaterra  con  Rusia  paten-  l797 
tiza  cuanto  adelantó  en  su  obra  el  gobierno  británico  en  GJa/j-Vsrcuina 
poco  mas  de  un  siglo.  Con  efecto,  su  artículo  10  se  ha- 
lla concebido  en  estos  términos:  «Los  buques  de  guerra  y los  cor- 
sarios se  conducirán  con  toda  la  moderación  que  permitan  las  cir- 


(t)  Véase  los  tratados  celebrados  por  Inglaterra  en  1GG7  con  España,  y en  1GG8 
y 1674  con  Holanda. 
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('■instancias  de  la  guerra  en  las  visitas  de  las  naves  mei cantes,  per- 
tenecientes i naciones  amigas  y neutrales,  cumplí endo  con  la  mayor 
exactitud  posible  los  principios  generalmente  reconocidos,  y los  pre- 


ceptos del  derecho  de  gentes . » , 

Desde  esta  fecha  Inglaterra  ha  seguido  la  táctica  de  guardar  el 
mas  completo  silencio  sobre  esta  materia. 

Hautefeuille  juzga  que  este  pacto  es  de  muy  escaso  va- 
ffXcf  !or  práctico  y de  ninguna  autoridad  como  precedente  his- 
“rauJoií!*  tórico,  atendiendo  á la  época  en  que  se  celebró  y á la 
significación  de  los  contratantes. 

Otros  publicistas,  como  Klüber,  por  ejemplo,  sostienen  que  el  que 
concluyeron  Dinamarca  y Francia  en  1742,  no  admitía  el  ejercicio  de 
este  acto  entre  las  dos  partes  iirmantes.  Pero  este  juicio  es  erróneo : 
si  el  artículo  20  estipula  la  completa  libertad  de  comercio,  el  22  fija, 
bien  distintamente  por  cierto,  las  condiciones  con  que  habia  de  veri- 
ficarse el  derecho  de  visita,  en  caso  de  guerra,  por  cualquiera  de 
entrambas  potencias.  (1)* 

§718.  El  testimonio  de  los  publicistas  se  manifiesta  casi 
de1 * * * * 6este'd(ic-  unánime  en  reconocer  la  legitimidad  del  derecho  que 

recho.  . . 

empezamos  a examinar . 

Grotius  y Bynkcrshoek  le  admiten  sin  discutirle  siquiera,  y como 
un  hecho  de  cuya  existencia  no  puede  dudarse,  expresándose  el  se- 
gundo así:  Sin  agas,  me  non  recte  occupare  res  hostiles  in  na  vi  amica 


(1)  Este  artículo  dice  así  — «Si  des  navires  marchands  de  France  renconlrent 
des  navires  de  guerre  danois,  soit  du  sérénissime  roí  de  Danemark  ou  d’armateurs 
particuliers,  ses  sujets,  qui  auront  armé  par  sa  permission,  et  réciproquement  si 
des  navires  marchands  de  Danemarck  rencontrent  des  navires  francais,  soit  du 
sérénissime  Roi  trés-ehrétien  ou  d’armateurs  particuliers,  ses  sujets,  qui  auront 

armé  par  sa  permission,  les  navires  de  guerre  n’approcheront  pas  de  plus  prés  que 
de  la  portée  du  canon,  mais  envoyeront  dans  leur  chaloupe,  á bord  des  navires 
marchands,  deux  ou  trois  hommes  seulement,  á qui  le  patrón  ou  maitre  du  navire 
marchand  montrera  les  passeports  en  la  maniére  et  forme  ordinaire,  par  lesquelles 

1 puisse  apparoir  en  termes  exprés  non-seulement  de  sa  charge,  mais  aussi  du  lieu 
de  sa  demeure  et  résidence,  et  du  nom  tant  du  maitre  ou  patrón  que  du  navire 
méme,  alin  que,  par  ce  moyen,  on  puisse  connaitre  s’il  se  transporte  quelque 
marchandise  de  contrebande.  -o 

* Hautefeuiile,  Droils  des  mtions  neulres,  tit.  11,  ch.  1,  sec.  2;  Gessner,  Le 
ároit  des  neulres  sur  mer,  pp.  278-280;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix , 
edilion  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  1,  § 5,  note  4; 
Wheaton,  Elém.  droit  int pie.  4,  ch.  3,  § 29;  Klüber,  Droit  des  gens  mod., 

* m2;  Dumont,  Corps  dip.,  vol.  VI,  pte.  2,  p.  264;  vol.  VII,  pp.  74,  345;  Ray- 
neval.  De  la  liberté  des  mers,  vol.  I,  ch.  16,  p.  154;  Martens,  Rccueil,  vol.  II, 

> v°l*  IV,  pp.  155,  171;  vol.  V,  pp.  408  et  seq.;  vol.  VI,  pp.  H,  315,  357, 
5°7  i vo1-  VII,  pp.  172,  492 ; vol.  VIII,  p.  705. 

330 


CAP.  v] 


DERECHO  DE  VISITA  Y REGISTRO 


§ 718 

nisi  prius  occupem  navim  amicam,  atque  ita  vim  faciam  rei  araici 
ut  deprehendam  rem  hostis,  idque  non  magis  Jicere  quam  liostes  nos- 
tros  aggredi  in  amici  por  tu,  vel  dcpraedari  in  territorio  amici,  velim 
animadvertas  eatenus  utique  licitum  esse  amicam  navem  sistere,  ut 
non  ex  fallad  forte  aplustri,  sed  ex  ipsis  instrumentis  in  navi  rcpcr- 
tis,  constet  navem  amicam  esse.  » 

Vattel  dice  que  el  único  medio  que  es  factible  emplear  para  im- 
pedir el  trasporte  de  los  artículos  de  contrabando  de  guerra,  es  la 
visita  de  los  buques  neutrales  y que  á pesar  de  haber  existido  una 
época,  en  la  cual  algunos  pueblos  se  negaron  á tolerarla,  actualmente 
se  consideraba  semejante  resistencia  como  motivo  suficiente  para  la 
confiscación  de  la  nave.  «Para  evitar,  añade,  los  inconvenientes ylos 
vejámenes  y abusos  que  podrían  tener  lugar,  los  tratados  de  navega- 
ción y de  comercio  determinan  y regulan  el  modo  como  debe  efec- 
tuarse este  acto,  admitiéndose  hoy  comunmente  como  documentos 
que  merecen  entero  crédito  los  certificados  y cartas  de  mar  que  exhibe 
el  capitán  del  buque,  á menos  de  que  el  fraude  no  sea  patente  ó haya 
motivos  racionales  para  suponerle.  » 

Hubner  le  admite  también  como  resultado  inevitable  del  estado  de 
guerra.  Sus  palabras  son  tanto  mas  dignas  de  tomarse  en  considera- 
ción, cuanto  que  emanan  de  uno  de  los  mas  ardientes  y celosos  de- 
fensores de  los  derechos  inherentes  á la  neutralidad.  « Si  no  se  han 
de  confundir,  dice,  los  buques  neutrales  con  los  enemigos,  es  pre- 
ciso poderlos  conocer  y diferenciar  entre  sí.  Ahora  bien,  como  esta 
distinción  solo  puede  hacerse  por  medio  de  una  visita  conveniente, 
se  deduce  que  las  naciones  beligerantes  tendrán  el  derecho  de  trasla- 
darse con  este  objeto  á bordo  de  los  primeros.  Es  evidente  que  si  estos 
llevaran  siempre  el  pabellón  de  la  nación  á que  pertenecen,  no  seria 
tan  necesario  y urgente  conceder  la  expresada  facultad,  cuyas  limi- 
taciones serian  mas  numerosas;  pero  como  los  navegantes  acostum- 
bran, hace  ya  mucho  tiempo,  á arbolar  banderas  extranjeras  con 
objeto  de  sustraerse  á los  peligros  ó de  realizar  ciertas  empresas,  no 
es  posible  considerar  aquel  como  prueba  fehaciente  de  la  verdadera 
nacionalidad. » 

Sir  William  Scott,  en  el  caso  de  La  Mavia,  hizo  una 

. i . • Doctrina 

notable  exposición  de  principios  acerca  de  este  derecho  y sustentada 

1 1 , oa  el  caso 

sostuvo  que  « el  visitar  y examinar  las  embarcaciones  mcr-  de  La  Mu- 

ria . 

cantes  en  alta  mar,  sean  cuales  fueren  estas,  sus  cargas 
y destinos,  es  un  derecho  incontrovertible  de  los  beligerantes  ; por- 
que mientras  no  se  haga  así  es  imposible  saber  si  son  verdadera- 
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momo  neutrales,  v cual  os  su  cargamento  y lugar  de  consignación, 
lista  facultad  es  de  tal  modo  legitima  en  la  esfera  do  los  principios, 
cine  debo  aceptarla  sin  contradicción  todo  aquel  que  reconozca  la  de 
captura,  porque  esta  no  podría  existir  si  una  indagación  ó pesquisa 
no  pusiera  de  manifiesto  la  propiedad  apretiensible.  Hasta  los  que 
sostienen  la  inadmisible  regla  de  buques  libres,  mercancías  libres,  de- 
ben aceptar  este  derecho,  al  menos  para  asegurarse  de  si  los  prime- 
ros tienen  ó no  dicha  cualidad.  Este  poder  es  también  evidente  en  la 
práctica,  que  es  uniforme  y universal  sobre  este  punto.  Todos  los 
tratados  que  de  él  se  ocupan  lo  hacen  como  tratando  de  una  cosa 
preexistente  y con  el  único  objeto  de  regularizar  su  ejercicio.  » 

La  doctrina  precedente  ha  sido  adoptada  por  los  escri- 
JctaSnonc-"  tores  norte-americanos,  entre  los  que  se  cuentan  Iient  y 
americana.  yyheaton,  y por  los  tribunales  del  mismo  país. 

El  presidente  Marshall,  de  la  corte  suprema,  manifestó 
r/nfs<Anna-  en  la  causa  de  The  Anna-Maria , que  la  visita  era  un  dere- 
cho indiscutible  de  los  beligerantes,  y aquel  elevado  tribu- 
nal decidió  en  el  caso  en  cuestión,  que  aunque  los  papeles  del  buque 
se  hallen  en  regla,  es  procedente  su  registro  para  averiguar  de  un 
modo  indudable  la  signiíicacion  del  carácter  de  su  tráfico. 


Caso  del 
The  Anna 
María. 


Entre  los  pocos  autores  que  impugnan  este  sistema  se 
impugnan  encuentran  Bornemann  y Meno  Póhls.  El  primero,  después 

1 1 c 1 de  combatir  la  facultad  de  que  se  trata  en  el  terreno  del 

derecho  natural  y de  afirmar  que  se  funda  solamente  en  el  positivo, 
propone  un  nuevo  procedimiento  para  practicarla,  que  consiste  en 
que  se  baga  la  visita  del  buque  ántes  de  salir  del  puerto  en  que  se 
baile  fondeado ; para  lo  cual  seria  necesario  que  se  organizasen  en  todos 
los  Estados  neutrales  juntas  especiales  compuestas  de  un  representante 
de  cada  una  de  las  naciones  enemigas  y de  los  que  tenga  á bien  nom- 
brar el  soberano  respectivo.  Una  vez  aseguradas  de  que  la  nave  que 
va  á zarpar  no  lleva  á bordo  contrabando  de  guerra,  la  expedirán 
una  carta  de  pase  que  deberá  presentar  cuando  llegue  á su  destino, 
v si  por  un  accidente  tuviera  que  detenerse,  después  de  la  concesión 
del  citado  documento,  será  constantemente  vigilada  hasta  el  momento 
de  su  salida.  Este  sistema  se  refuta  por  sí  mismo;  razón  por  la  cual 
no  nos  detendremos  á hacerlo. 

Sin  colocarse  en  terreno  tan  resbaladizo  y peligroso,  Meno  Póhls 
llega,  sin  embargo,  á consecuencias  que  no  son  menos  impracticables  é 
inadmisibles.  Opinando  que  la  visita  es  un  hecho,  y no  un  derecho, 
juzba  que  para  que  adquiera  esta  significación  es  prccis^  que  el  neu- 
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tral  falte  al  cumplimiento  de  sus  deberes,  dando  de  ese  modo  al  be- 
ligerante motivo  para  que  le  trate  como  enemigo. 

Galiani  observa  que  el  derecho  de  que  se  trata,  no  in- 
dica superioridad  ó poder  de  jurisdicción  del  combatiente 
sobre  los  que  no  lo  son,  y que  se  apoya  en  el  de  legíti- 
ma defensa. 

Hautefeuille  admite  algunas  de  las  deducciones  de  Bornemann, 
aunque  colocándolas  en  una  esfera  mas  positiva  y real.  « Según  la  ley 
secundaria,  dice,  creadora  del  derecho  de  visita,  el  concedido  al  be- 
ligerante de  detener  los  buques  que  encuentre  con  pabellón  neutral 
es  uno  de  los  modos  de  ejercer  el  de  la  guerra,  y no  puede  existir 
mas  que  en  tanto  que  duren  las  hostilidades.  Esta  facultad  tiene  dos 
objetos:  el  uno  absoluto  y relativo  el  otro.  El  primero  consiste  en 
asegurarse  de  la  nacionalidad  del  buque,  comprobando  si  el  pabellón 
enarbolado  es  realmente  el  de  la  nación  á que  pertenece,  acto  que 
generalmente  se  denomina  comprobación  o información  del  pabellón . 
El  segundo  se  reduce  á averiguar,  una  vez  deslindado  el  carácter 
neutral  del  buque  y reconocido  que  se  dirige  á un  puerto  enemigo, 
si  conduce  artículos  de  contrabando  de  guerra  ó si  toma  parte  en  las 
hostilidades.  El  poder  concedido  á los  beligerantes  para  este  doble 
reconocimiento  ó comprobación  se  limita  por  la  ley  internacional  al 
examen  de  los  papeles  de  mar,  único  medio  á que  deben  recurrir 
para  adquirir  los  datos  necesarios  y para  resolver  las  dos  cuestiones, 
salvo,  no  obstante,  las  excepciones  que  estipulen  los  tratados  públi- 
cos. 

« La  guerra  de  dos  ó mas  naciones  no  puede  poner  dique , ni  res- 
tringir al  comercio  recíproco  de  los  pueblos  que  vivan  en  paz,  porque 
la  libertad  y la  independencia  de  los  Estados  neutrales  son  completas 
y absolutas.  No  influirá,  pues,  aquella  en  sus  relaciones,  que  no  im- 
pondrá ningún  deber  nuevo,  ni  dará  origen  á ningún  nuevo  derecho 
en  favor  de  los  beligerantes.  Las  naciones,  cuya  paz  no  se  haya 
turbado,  podrán  continuar  su  comercio  de  un  modo  idéntico  y con  la 
misma  libertad  que  le  hacian  ántcs  de  estallar  la  guerra,  sin  que  las 
que  la  sufran  tengan  que  inmiscuirse  en  este  asunto,  ni  imponer  tra- 
bas de  ninguna  especie.  Se  sabe  que  mientras  se  conserva  la  situa- 
ción pacífica  todas  las  naciones  pueden  traficar  libremente  entre  sí, 
no  existiendo  el  contrabando  internacional,  si  se  nos  permite  la 
frase,  y que  desde  el  momento  en  que  dos  países  se  ponen  de  acuer- 
do sobre  la  compra  y venta  de  ciertos  productos,  no  puede  oponerse 
otro  cualquiera  á la  realización  y cumplimiento  del  contrato.  Pues 
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bien,  esta  libertad  absoluta  quo  existe  en  tiempos  normales  entro 
todos  los  pueblos,  se  mantiene  en  los  que  no  lo  son  entre  los  neu- 
trales, quo  podrán,  por  tanto,  comerciar  entre  si  en  lo  que  tengan 
por  conveniente,  aunque  sea  en  armas  y municiones,  puesto  que  su 
estado  no  lia  sufrido  ninguna  alteración. 

«Resulta  de  este  principio  que  cuando  una  nave  neutral  visitada 
por  otra  de  un  beligerante  lia  justificado  su  nacionalidad  y su  consig- 
nación á un  puerto  que  tiene  aquel  carácter,  no  está  obligada  á exhi- 
bir al  crucero  los  documentos  concernientes  á su  carga;  y aun  podrá 
carecer  de  ellos  ó ser  incompletos  los  que  tenga,  sin  que  por  esto 
haya  motivo  para  que  el  visitador  abrigue  una  sospecha  ó haga  una 
inducción  desfavorable.  El  exámen  á que  nos  referimos  tiene  por 
único  objeto  indagar  si  el  neutral  falta  al  cumplimiento  de  sus  debe- 
res proporcionando  al  enemigo  artículos  de  contrabando,  lo  cual  no 
puede  verificarse  si  el  cargamento  va  destinado  á un  sitio  que  tiene 
la  calidad  ya  mencionada.  De  aquí  se  deduce  que  las  partes  empeña- 
das en  la  lucha  no  deben  tener  ningún  interés  ni  derecho  tampoco  para 
investigar  la  clase  de  efectos  que  lleva  á bordo  una  nave  neutral  desti- 
nada á un  puerto  que  lo  es  también,  ya  pertenezca  á la  misma  na- 
ción que  ella,  bien  á otra  que  se  halla  igualmente  en  estado  de  paz. 
Con  efecto,  supongamos  que  un  cargamento  en  el  cual  concurren  las 
circunstancias  que  acabamos  de  expresar  se  compone  de  armas,  de 
municiones,  de  artículos,  en  fin,  tildados  como  de  ilícito  comercio  ; 
pues  bien,  el  propietario  de  la  embarcación  no  infringe  por  eso  sus 
deberes,  y el  beligerante  no  está  facultado  para  detenerla,  y lo  que 
es  mas,  no  tendrá  razón  para  quejarse  de  lo  ocurrido.  » 

Los  demás  publicistas,  como  Martens,  Lampredi,  Azuni,  Ortolan, 
lialleck,  Gessner  y otros  varios  sostienen  la  legitimidad  del  derecho 
que  discutimos,  y le  admiten  como  uno  de  los  inherentes  á la  cuali- 
dad d§  beligerantes.  * 


* Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  .280-292 ; Hautefeuille,  Droits  des 
nalions  neutres,  tit.  11,  ch.  1,  sect.  4;  Bynkershoek,  Quoest.  jur.  pub.,  lib.  1, 
cap.  14;  Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé, 
liv.  3,  ch.  7,  § 114;  Hubner,  De  la  saisie  des  bátiments  neutres,  vol.  I,  pte.  2, 
ch.  3;  Galiani,  Dei  doveri  dei  populi  neutrali,  pte.  1,  cap.  10,  § 5,  art.  1; 
Lampredi,  Commerce  des  neutres,  pte.  1,  § 12;  Azuni,  Droit  marilime , vol.  II, 
ch.  3,  art.  4;  Whcaton , Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 29;  Halleck,  Int. 
oto,  ch.  25,  §§  11,  12;  Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  § 293;  Ortolan,  Dip.  de 
n mer,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  7;  Raynéval,  De  la  liberté  des  mers,  vol.  I,  ch.  16; 
iviassé,  Droit  commercial , vol.  I,  liv.  2,  sect.  2,  § 5;  Pistoye  et  Duverdy, 

vZTr  pri5es'  lit-  6>  ch*  2>  sect-  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  § 10; 

, tom.  on  am.  lato,  vol.  I,  p.  154;  Webster,  The  works  of,  vol.  VI,  pp.  339 
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§ 719.  No  reina  la  misma  uniformidad  que  para  la  ad- 
misión de  la  visita,  acerca  de  la  fijación  de  los  límites  en  deixt cicrücho 
que  debe  encerrarse.  de  v,slta- 

Hautefeuille,  por  ejemplo,  ( deduce  del  destino  de  la  nave  la  cul- 
pabilidad de  los  objetos  que  conduce  á su  bordo,  y,  sin  embargo, 
puede  muy  bien  suceder  que  sea  neutral  en  la  apariencia  y enemigo 
en  la  realidad ; en  cuyo  caso  y para  los  que  admitan  esta  consecuen- 
cia, el  derecho  de  visita  será  mucho  mas  extenso  que  lo  presenta  el 
citado  escritor.  Otros  le  han  limitado  no  reconociendo,  como  hace 
Kayneval,  que  pueda  efectuarse  mas  que  en  las  costas  que  pertenecen 
á las  naciones  que  sostienen  la  guerra,  ó afirmando,  como  Hubner, 
que  solo  procede  el  exámen  del  buque;  ó juzgando,  por  último,  que 
no  ha  de  aplicarse  mas  que  al  caso  en  que  los  documentos  sean  irre- 
gulares ó no  se  hallen  completos. 

8 720.  No  habiéndose  ocupado,  ni  los  tratados  que  sir- 

° 1 1 Reglas  que 

vieron  de  base  á las  neutralidades  armadas  de  1780  y 1800,  debe.n  sc- 

d gmrsc  en 

ni  la  declaración  de  Paris  de  1856,  en  fijar  el  procedimiento  estos  casos, 
que  debe  seguirse  en  estos  actos,  es  preciso  atenerse  á lo  que  pres- 
criben las  reglas  antiguas  sobre  el  particular. 

Según  ellas,  el  beligerante  demostrará  su  intención  de  efectuar  la 
visita  disparando  con  pólvora  sola ; acostumbrándose  también  á izar 
con  dicho  objeto  la  bandera,  y sirviéndose  en  otras  ocasiones  de  la 
bocina.  Así  que  se  haya  hecho  cualquiera  de  estas  señales  el  neutral 
deberá  detenerse,  y si  así  no  obrase,  se  podrá  hacer  fuego  sobro 
él  (1). 

En  el  caso  contrario,  esto  es,  si  sc  para,  el  crucero  destacará  uno 
de  sus  botes  con  algunos  oficiales  encargados  de  la  visita.  Otras  N o- 
ces se  efectúa  esta  operación  en  sentido  inverso  al  que  acabamos  de 
exponer. 

La  falta  de  uno  ó varios  de  los  documentos  que  deben  exami- 

el  seq.;  Webster,  Dtp . and  off'.  papers,  p.  164;  Kaltcnborn,  Seerec/il,  vol.  II, 
pp.  350-352;  Robinson,  Admirálty  rcporis,  vol.  I,  p.  340. 

(1)  Algunos  tratados  estipulan  que  el  beligerante  debe  pararse  <í  la  distancia  de 
un  tiro  de  cañón  de  la  nave  neutral,  otros  que  debe  colocarse  mas  cerca,  y otros, 
en  fin,  no  resuelven  nada  sobre  este  punto.  Ortolan  dice  que  las  dos  primeras  dis- 
posiciones han  sido  establecidas  por  hombres  extraños  al  mar,  y que  la  distancia  á 
que  el  beligerante  debe  colocarse  de  la  nave  neutral  depende  principalmente  de  los 
vientos  y de  los  lugares,  y debe  ser  tal,  que  permita  al  buque  de  guerra  ejercer  sus 
medios  de  acción  caso  de  que  el  neutral  quiera  sustraerse  á la  visita.  Casi  todos 
los  tratados  modernos  se  conforman  á estas  prescripciones  y han  renunciado  ú 
fijar  la  distancia  entre  los  dos  buques. 
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narse,  no  produce,  según  la  práctica  francesa,  resultado  desfavorable, 
si  los  restantes  están  en  debida  forma.  No  observa  la  misma  conduc- 


la  Inglaterra,  que  conser 


vando  aun  vestigios  de  su  antiguo  rigor,  exi- 


-e  Ja  mas  cumplida  regularidad  en  todos.  Cuando  su  contenido  ó la 
conducta  de  la  tripulación  dan  lugar  á fundadas  sospechas  procede 

irremisiblemente  el  íegistio. 

La  visita  no  puede  verificarse  en  las  aguas  territoriales  de  las  na- 
ciones neutrales  ó amigas,  á menos  que  no  lo  hayan  autorizado  ex- 
presa ó tácitamente.  Las  presas  que  se  realicen  infringiendo  esta 
disposición,  deben  restituirse  á petición  del  Estado  que  haya  sufrido 
la  violación.  Por  tanto,  solo  podrá  ejercerse  este  derecho  dentro  del 
término  marítimo  de  la  parte  actora  y en  alta  mar. 

Rayneval  y Hautefeuille  impugnan  la  procedencia  del  registro 
cuando  se  basa  en  un  simple  recelo,  llegando  el  segundo  á sostener, 
que  el  derecho  internacional  que  permite  y autoriza  la  visita,  prohibe 
las  investigaciones  y congeturas.  Pero  esto  no  es  exacto,  porque  los 
publicistas  mas  distinguidos,  del  mismo  modo  que  la  legislación  cita- 
da, convienen  en  dar  á las  últimas,  si  tienen  algún  viso  de  eviden- 
cia, la  fuerza  suficiente  para  legalizar  el  acto  combatido.  La  razón 
que  preside  en  esta  doctrina  es  poderosísima,  teniendo  en  cuenta  que 
los  documentos  á que  se  refieren  pueden  falsificarse  con  suma  faci- 
lidad. 

Corroborando  este  raciocinio,  Ortolan  se  expresa  así : « Pueden 
ocurrir  circunstancias  que  bagan  nacer  en  el  ánimo  del  visitador  mo- 


tivos fundados  de  duda  sobre  la  legitimidad  de  los  documentos  que 
se  le  exhiben.  Nadie  ignora  que,  á pesar  de  los  reglamentos  y vigilan- 
cia de  los  gobiernos,  se  organiza  y practica  en  tiempo  de  guerra  la 
venta  de  documentos  falsificados  de  mar.  Así  es  que  los  buques  mer- 
cantes enemigos  suelen  llevar  á bordo  diferentes  clases  de  ellos, 
sirviéndose,  según  las  circunstancias,  de  unos  ó de  otros....  Por  esto, 
y en  conformidad  con  la  práctica  admitida,  si  el  beligerante  tiene  ra- 
zón bastante  para  dudar  de  la  autenticidad  de  los  papeles  de  mar 
puede  proceder  á investigaciones  mas  minuciosas.  Los  tratados  no 
le  autorizan  para  romper  ó abrir  por  sí  mismo  las  escotillas , ni  los 
bultos  en  que  suponga  que  estén  los  artículos  sujetos  á confiscacio- 
nes, pero  se  baila  facultado  para  obligar  á la  tripulación  á que 
los  abra. » 


Otro  de  los  puntos  que  se  relacionan  íntimamente  con  la  extensión 
del  derecho  de  visita  es  el  de  si  los  corsarios  pueden  ejercerle  sin  ne- 
cesidad de  presentar  sus  cartas  de  marca. 
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Ortolan  resuelve  esta  cuestión  afirmativamente;  hallándose  en 
abierta  oposición  con  Hautefeuille  que  sostiene  una  opinión  diame- 
tralmente opuesta.  La  práctica  inglesa  está  conforme  con  el  modo  de 
pensar  del  segundo  y ha  aplicado  la  regla  que  exige  la  exhibición 
del  documento  nombrado,  en  varias  ocasiones  y entre  otras  durante 
la  guerra  civil  de  los  Estados-Unidos. 

§ 721.  Los  buques  de  guerra  no  están  sometidos  á actos 

, D Excepción 

de  este  género.  Cuando  dos  de  ellos  se  encuentran  en  alta  c,n  f®vor  (lc 

los  buques 

mar,  el  que  desea  saber  á que  nación  corresponde  el  otro,  tic  suena, 
iza  su  bandera  y dispara  al  mismo  tiempo  un  cañonazo  con  pólvora 
solo,  acción  que,  según  las  costumbres  marítimas,  equivale  á empe- 
ñar el  comandante  su  palabra  de  honor  de  que  el  pabellón  enarbo- 
lado es  el  verdadero.  La  nave  interrogada  se  ve  entóneos  en  la  preci- 
sión de  hacer  las  mismas  maniobras;  y la  sinceridad  de  la  palabra 
empeñada  no  puede  ponerse  en  duda.  El  marino  que  faltare  á ella  se 
consideraría  deshonrado.  * 

§ 722.  Es  indiscutible  que  se  puede  hacer  uso  de  la  fuerza 
armada,  si  el  caso  lo  requiere,  parala  aplicación  de  estos  ía  fuerza 

• • • , . i ,,  , aliñada. 

principios;  porque  de  no  ser  asi  la  garantía  que  en  si 
encierran  para  el  beligerante  seria  completamente  ilusoria.  En  esta 
cuestión  sucede  lo  mismo  que  con  las  sentencias  de  los  tribunales 
civiles  y criminales,  cuya  eficacia  seria  nula,  si  no  pudiesen  disponer 
para  ejecutarles  de  ciertos  medios  de  acción.  Por  otra  parte,  si  la  vi- 
sita es  un  derecho,  las  naves  que  hayan  de  sufrirla  tienen  que  some- 
terse á él,  negando  así  implícitamente  la  facultad  de  resistirse.  Este 
argumento  de  sir  William  Scott,  reproducido  por  Halleck,  es  incon- 
trovertible. Por  consiguiente,  una  tentativa  cualquiera  de  oposición  á 
la  realización  de  estos  actos  constituye  una  infracción  de  deberes,  que 
será  punible  en  relación  á su  naturaleza  y proporciones. 

Inútil  es  decir,  que  el  empleo  de  la  fuerza  no  deberá  traspasar 
nunca  los  límites  de  la  necesidad ; y que  en  el  caso  de  que  se  comc- 

Gcssner,  Le  droil  des  neutros  sur  mer,  p.  295;  OrLolan,  fíip.  de  la  mor, 
liv.  3,  ch.  7;  Lampredi,  Commercc  des  neutros,  llv . 1,  § 12;  Hautelcuille,  Droits 
des  nalions  neutros,  lit.  12;  Halleck,  Inl.  lato,  ch.  25,  § 13;  Azuni,  Droit  mari- 
time,  vol.  II,  ch.  3,  art.  4,  § 8;  Massé,  Droit  conunercial,  liv,  2,  tit.  2,  ch.  2; 
Lawrence,  Visilation  and  search,  p.  03;  Hubner,  De  la  saisie  des  bdliments  neutros, 
vol.  I,  ptc.  2,  ch.  3;  Rayncval,  De  la  libertó  des  [ mers , vol.  I,  chs.  1G-28;  Mar- 
tons,  llssai  sur  les  annateurs,  ch.  2,  § 22,  ir  4,  pp.  "7,  78;  De  Cus>y,  Droit 
marítimo,  liv.  1,  lit.  3,  § 15;  Schmclzing,  Grundnss  c'.c.,  § 539. 
t.  u.  — 22 
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tiora  en  este  punto  algún  exceso,  la  parte  lesionada  estará  en  su  lugar 
reclamando  la  debida  reparación. 

penas  con  § 723.  La  nave  mercante  que  se  opone  á la  práctica 
r"S5-  establecida  queda  ipso  fado  sujeta  á confiscación, 
tenem.  Asf  Gpina  yattel,  y sir  William  Scott  recurre  á su  juicio 

c%°faóre¡ala  y á la  cita  de  sus  palabras  textuales,  que  hemos  insertado 
en  otro  lugar,  en  el  caso  de  La  María,  y luego  añade:  «En  conformi- 
dad con  este  principio  la  ordenanza  francesa  de  1681,  vigente  aun, 
dispone  en  su  artículo  12,  que  cualquier  buque  será  buena  presa 


«en  caso  de  resistencia  y combate»  afirmando Valin  en  su  comentario 
que,  á pesar  de  la  redacción  conjuntiva  déla  frase,  la  resistencia  sola 
basta  para  producir  la  confiscación  y citando  como  comprobante  la 
ordenanza  española  copiada  de  la  francesa,  en  la  cual  la  locución  men- 
cionada es  ya  disyuntiva,  «encaso  de  resistencia  ó combate.»  Varios 
ejemplos  podrían  presentarse  para  patentizar  que  tal  es  la  jurispru- 
dencia subsistente  todavía  en  España.  Por  lo  que  toca  á mi  patria,  la 
primera  vez  que  encuentro  en  nuestras  leyes  este  principio,  excep- 
tuando los  casos  del  libro  negro  del  almirantazgo,  es  en  la  ordenanza 
de  1664,  que  en  su  artículo  12  establece  «que  cuando  una  nave  que 
« haya  sido  encontrada  por  un  buque  de  la  marina  real  ó que  hubiere 
« recibido  comisión  al  efecto,  combata  ó se  resista,  será  confiscada 
« juntamente  con  su  cargamento.»  Otra  disposición  semejante  se  en- 
cuentra en  la  proclama  de  1672.  Me  creo,  pues,  autorizado  para  sos- 
tener que  tal  es  la  regla  perpetua  é incontestable  del  almirantazgo 
británico.  No  quiere  esto  decir  que  no  haya  sido  relajada  en  ciertas 
circunstancias  por  consideraciones  de  atención  ó de  política  que  hayan 
demostrado  la  conveniencia  de  templar  el  rigor  de  estas  leyes  en  ma- 
nos de  los  tribunales  que  tienen  el  derecho  de  aplicarlas  ; porque  na- 
die puede  negar  que  un  Estado  se  halla  investido  del  poder  de  re- 
nunciar á sus  facultades  extremas  y que  sus  consejos  supremos  pue- 
dan decidir  los  casos  en  que  convenga  obrar  así,  teniendo  en  cuenta 
que  el  individuo  que  hizo  la  captura  no  logra  otro  derecho  ni  título 
distinto  del  que  tendría  el  Estado  en  la  misma  situación.  Me  fundo, 
por  tanto,  con  entera  seguridad  en  los  principios  reconocidos  por  la 
razón,  en  la  autoridad  particular  de  Vattel,  en  las  instituciones  de 


* Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 29 ; Ortolan,  Dip.  de  la  mer, 
v°l-  II,  ch.  7;  Hautefeuille,  Droits  des  nalions  neutres,  tit.  11,  ch.  2;  Halleck, 
lato,  ch.  25,  § 14;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p.  154;  Bello,  Derecho  int., 
pte  2,  cap.  8;  § i0  ; RiqUelmej  Derecho  púb  int  Iib  j tít.  2,  cap.  14; 
Jleffter , Droit  int.,  § 171. 
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las  grandes  naciones  marítimas  extranjeras  y en  las  de  nuestro  país, 
cuando  decido  que  según  el  derecho  de  gentes  y tal  como  ahora  se 
entiende  y aplica,  la  resistencia  deliberada  y continua  al  ejercicio  del 
derecho  de  visita  por  parte  de  un  buque  neutral  y respecto  á un  cru- 
cero debidamente  autorizado,  produce  como  consecuencia  legal  la 
confiscación.  » 

Ésta  doctrina  ha  sido  sustentada  por  Wheaton , quien 
se  limita  á copiar  íntegramente  las  palabras  trascritas  del  íS^Miís- 
jurisconsulto  inglés.  tas- 

Galiani,  Rayneval  y Hautefeuille  sostienen  teorías  distintas  acerca 
de  esta  materia.  El  primero  pretende  que  el  único  responsable  de 
estas  infracciones  es  el  capitán  del  barco,  no  debiendo  por  consiguien- 
te, confiscarse  ni  el  cargamento,  ni  la  embarcación,  á no  ser  que  le 
pertenezcan.  El  segundo  legitima  la  resistencia,  pero  no  resuelve  si 
se  debe  castigar  la  que  se  oponga  á una  simple  visita,  esto  es,  al 
exámen,  admitido  por  él,  de  ciertos  documentos.  Finalmente,  el  último 
discurre  del  mismo  modo  que  el  anterior,  y solo  juzga  punible  la  opo- 
sición á exhibir  los  papeles  de  mar,  que  podrá  ser  castigada  con  la 
confiscación  de  la  nave.. 

Mas,  por  importantes  que  sean  estas  opiniones  y los  ar-  R(Ha  ffene 
gumentos  aducidos  en  su  favor,  distan  mucho  de  consti-  ral- 
tuir  los  principios  porque  se  rije  la  jurisprudencia  de  las  naciones, 
que  admite  como  regla  general  que  la  mas  sencilla  oposición  basta 
para  que  el  neutral  tenga  que  someterse  á las  consecuencias  de  su 
conducta. 

El  único  punto  cuestionable  en  la  ley  internacional  es  T . , 

r J Jurispruden- 

si  la  pena  enunciada  se  extenderá  al  cargamento.  Según  cia  inRlesa- 
la  práctica  seguida  por  los  almirantazgos  ingleses  no  cabe  duda  de 
que  debe  ser  así,  cuando  pertenezca  ai  propietario  ó al  capitán  del 
buque  que  le  conduce. 

No  obstante,  sir  W.  Scott  opina  que  si  una  nave  neutral  Djclámen  do 
se  resiste  á la  visita  deberá  confiscarse  su  carga,  que  será  s"  w,Scot* 
libre  á bordo  de  una  enemiga.  En  justificación  de  su  doctrina  alega 
que  cuando  una  de  las  primeras  trata  de  sustraerse  al  acto  en  discu- 
sión, falta  á uno  de  los  deberes  que  la  impone  el  derecho  de  gentes, 
demostrando,  si  llega  á usar  de  verdadera  resistencia,  su  deseo  de 
salvar  la  propiedad  que  lleve  á bordo,  motivo  por  el  cual  es  confis- 
cable. Estas  consideraciones,  añade,  no  se  refieren  á las  segundas, 
autorizadas  para  emplear  todos  los  medios  posibles  á fin  de  no  caer 
en  poder  de  su  adversario.  Su  defensa  no  infringe,  pues,  ningún 
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deber,  y no  tiene  relación  directa  con  los  artículos  que  trasporta,  que 
si  fueren  neutrales  deberán  exceptuarse  de  la  confiscación. 

Ortolan  sostiene  como  legítimas  estas  conclusiones. 

WJieaton  dice  solamente:  « En  general  la  oposición  de  un  buque 
enemigo  no  afecta  la  propiedad  neutral  cargada  á su  bordo.  »> 
práctica  ob-  La  excepción  que  antecede  no  ha  sido  admitida  por  las 
cortes  de  presas  de  los  Estados-Unidos. 

Estos  tribunales  decidieron,  en  los  casos  de  The  Nereide 
y The  Atalanta , que  el  neutral  tenia  el  derecho  de  fletar 
y cargar  sus  mercancías  á bordo  de  un  buque  mercante 
enemigo,  sin  infringir  por  esto  su  carácter,  á no  ser  que  tomase 
parte  activa  en  la  resistencia.  * 

8 724.  La  reunión  mas  ó menos  numerosa  de  buques 

Definición  ° 1 

dei  convoy,  mercantes  que  viajan  en  el  trascurso  de  una  guerra  pro- 
tegidos por  uno  ó muchos  del  Estado  toma  el  nombre  de  convoy. 

Para  encontrar  su  origen  en  la  forma  que  tiene  actual- 
tesnlhis'órb.’  mente  es  preciso  retroceder  á la  Edad-Media,  en  cuya  época 
comenzaron  aquellos  á reunirse  con  el  objeto  de  prote- 
gerse mútuamente  contra  las  tribus  indomables  que  hacían  variar 
con  notable  frecuencia  la  faz  de  los  Estados  europeos,  y que  se 
creían  en  su  loca  arrogancia  dueñas  exclusivas  del  mar. 

Estas  asociaciones,  digámoslo  así,  tenían  su  legislación  especial  que 
las  hacia  reunir  á su  carácter  mercantil  el  de  guerra,  como  lo  prue- 
ban suficientemente  las  leyes  de  Wisbury  y los  reglamentos  de  Eu- 
chuysen,  y la  célebre  y poderosa  coalición  marítima  á que  dieron 
lugar  en  el  siglo  XIII : la  liga  anseática. 

Esta  grande  unión  es  como  el  punto  intermedio  que  separa  el  con- 
voy moderno  de  las  antiguas  expediciones. 

En  el  siglo  XIV  el  beligerante  se  daba  por  satisfecho  con  una  de- 
claración prestada  por  el  capitán  de  la  nave  neutral  mercante,  y la 
misma  práctica  fué  reconocida  por  muchos  de  los  tratados  celebrados 


* Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  316  et  seq.;  Wheaton,  Elém. 
droit  int .,  pte.  4,  ch.  3,  §§  29-31;  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutres,  tít.  12, 
ch.  1,  sect.  5;  Ortolan,  Dip.  de  la  mer,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  7;  Halleck,  Int.  lato , 
ch.  25,  §§  16,  23,  24;  Galiani,  Del  doveri  dei  populi  neutrali,  cap.  10,  § 5,  art.  1, 
P-  463;  Rayneval,  De  la  liberté  des  mérs,  chs.  16,  17;  Phillimore,  On  int . law, 
vol.  III,  §§  339,  341;  Wildman,  Int.  law,  vol,  II,  pp.  122  et  seq.;  Jouffroy, 
roit  maritime,  p.  237;  Cauchy,  Le  droit  mar.  int.,  époque  4,  liv.  2,  ch.  6, 
sect ' ^ > Lampredi,  Commerce  des  neutres,  § 12;  Azuni,  Droit  maritime,  vol.  II, 
P-  265;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  2,  cap.  14;  Duer,  On  insurance, 

1°  ‘ *’  P*  128-733;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  pp.  132,  133;  Kaltenborn, 
Seerecht,  vol.  II,  p.  469.  . 
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durante  el  siglo  XV  (1).  Poco  después  no  satisfizo  ya  este  sistema  y 
se  recurrió  al  registro,  muy  limitado,  sin  embargo,  supuesto  que  no 
se  extendía  á los  buques  de  guerra  ni  á los  de  comercio  que  navega- 
sen bajo  su  inmediata  custodia.  Pero  de  este  modo  de  obrar  podian 
seguirse  graves  inconvenientes  para  las  naciones  enemigas,  porque 
no  era  posible  saber  si  el  convoy  neutral  cumplía  ó no  con  los  debe- 
res peculiares  de  su  situación.  Por  otra  parte,  las  naciones  que  no 
tomaban  parte  en  las  hostilidades  tenían,  como  es  natural,  un  empe- 
ño no  escaso  en  que  sus  relaciones  mercantiles  no  sufrieran  las  con- 
secuencias de  hechos  á que  permanecían  extrañas.  Pues  bien,  de  la 
lucha  inevitable  de  estos  intereses  encontrados  ha  resultado  la  juris- 
prudencia especial  que  se  observa  en  esta  materia  y las  diversas  opi- 
niones sustentadas  por  los  publicistas. 

A mediados  del  siglo  XVII,  durante  la  guerra  de  Inglaterra  y Ho- 
landa, se  llegó  al  colmo  de  los  abusos  en  el  ejercicio  del  derecho  de 
visita.  La  reina  Cristina,  de  Suecia,  decidida  á cortarlos,  publicó 
una  ordenanza  en  que  prescribía  á sus  súbditos  que  reuniesen  las  na- 
ves de  su  pertenencia  bajo  la  escolla  y protección  de  buques  de 
guerra,  y ordenó  á estos  que  se  opusieran,  valiéndose  hasta  de  la 
fuerza,  á la  visita  Je  los  barcos  colocados  bajo  su  amparo  y protec- 
ción. No  hubo  tiempo  para  que  estas  prescripciones  se  cumpliesen 
bien  por  la  pronta  celebración  de  la  paz  ó ya  por  las  complicaciones 
que  el  gobierno  previera  que  liabian  de  producir.  Apenas  había  tras- 
currido un  año  desde  que  cesaron  las  hostilidades,  cuando  Holanda 
intentó  que  el  gobierno  inglés  reconociera  en  un  tratado  la  inviola- 
bilidad del  convoy  neutral.  Pero  complicándose  esta  cuestión  con  las 
pretensiones  de  la  Gran-Bretaña  al  dominio  de  los  llamados  mares 
británicos,  y fuera  por  esta  causa  ó porqué  el  principio  cuya  promul- 
gación se  pedia  repugnase  á aquel,  ó por  entrambas  cosas,  lo  cierto 
es  que  los  ingleses  persistieron  en  su  conducta  y los  holandeses  no 
se  opusieron  á ella,  hasta  que  al  año  siguiente,  es  decir  en  tOóC,  or- 
denaron nuevamente  á los  oficiales  de  su  armada  que  opusie- 
ran la  mas  viva  resistencia  á la  consumación  del  acto  por  cuya 
abolición  se  trabajaba.  Tal  fué  el  origen  del  conflicto  Ruyter,  que  no 
dió,  sin  embargo,  resultado  alguno  propicio  para  que  las  ya  enuncia- 
das pretensiones  se  realizasen,  merced  á la  obstinación  de  Cromwcll, 
que  sostuvo  con  admirable  firmeza  la  política  de  su  país ; siendo  esta 

(1)  Principalmente  por  los  que  celebró  Inglaterra  en  140G,  1417,  142G,  1178, 
1493  con  Üorgoña,  en  14G0  con  Genova  y en  14‘JG  con  Bretaña. 
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la  causa  de  que  en  el  tratado  de  «¡66  no  haga  mención  alguna  de 

“sin  que'Zr  esto  desistiese  Holanda  de  sus  propósitos.  Hizo,  empe- 
ro la  concesión  de  que  el  buque  convoyador  tuviera  que  presentar 
los’  documentos  de  los  que  navegaban  bajo  su  custodia,  admitiendo 
que  si  el  crucero  encontraba  algunos  irregulares  podría  visitar  á 
aquel  á quien  perteneciesen  y hasta  apresarle  y conducirle  á un 
puerto  de  su  nación  para  someter  el  asunto  á la  decisión  de  los  tri- 
bunales competentes. 

La  primera  neutralidad  armada  de  1780  guardó  un  silencio  abso- 
luto acerca  de  este  particular,  mas  Rusia  y Suecia  se  vieron  obliga- 
das á manifestar  cual  era  su  modo  de  pensar  con  motivo  del  convoy 
Wasa,  inclinándose  la  primera  en  pro  de  la  inviolabilidad. 

Bajo  este  concepto  es  también  notable  el  tratado  que 
Tratado  en-  Dinamarca  y Suecia  concluyeron  en  4794,  que  constituye 

Iré  Dinamar-  J J 11  J 

ca  y Suecia.  una  especie  de  neutralidad  en  pié  de  guerra  y que  consa- 
gra el  principio  de  que  las  naves  convoyadas  son  inviolables. 

Pero  lo  que  puede  dar  una  idea  mas  cabal  de  que  ma- 
Manifesta-  ñera  se  ha  resuelto  por  las  naciones  modernas  la  cuestión 
potencias  de  que  tratamos,  es  la  manifestación  hecha  por  las  poten- 

cosli^tidES*  • • 

cías  coaligadas  en  el  año  de  1800,  cuyas  principales  dis- 
posiciones son  del  tenor  siguiente : 

« La  declaración  que  haga  el  comandante  del  buque  ó buques  de  la 
marina  real  ó imperial  que  escoltan  el  convoy  de  una  ó muchas  na- 
ves mercantes,  afirmando  que  estas  no  conducen  ninguna  mercancía 
de  contrabando  de  guerra,  debe  bastar  para  que  no  se  verifique  la 
visita  de  ninguna  de  ellas. 

« Para  que  estos  principios  obtengan  el  respeto  debido  á estipula- 
ciones dictadas  por  el  deseo  que  anima  á los  interesados  en  mantener 
los  derechos  imprescriptibles  de  las  naciones  neutrales,  y para  dar  al 
mismo  tiempo  una  nueva  prueba  de  su  lealtad  y amor  á la  justicia, 
las  elevadas  partes  contratantes  se  obligan  desde  hoy  y de  la  manera 
mas  solemne,  á renovar  á sus  capitanes,  ya  pertenezcan  á la  marina 
de  guerra  ó á la  mercante,  las  prohibiciones  mas  severas  á fin  de  que 
no  carguen,  tengan  ú oculten  en  sus  buques  ninguno  de  aquellos 
efectos  que,  según  los  términos  de  la  presente  convención,  puedan 
considerarse  como  contrabando  de  guerra.  Igualmente  se  obligan  las 
potencias  signatarias  á hacer  cumplir  con  toda  exactitud  las  órdenes 
emanadas  de  sus  respectivos  almirantazgos,  á cuyo  fin  se  mandará 
mpiunir^inrnediatamenle  una  ordenanza  que  renueve  la  prohibición 
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expresada  bajo  las  penas  mas  severas,  para  que  no  se  pueda  en  nin- 
gún caso  alegar  ignorancia. 

«Queriendo  evitar  todo  motivo  de  discusión,  limitando  el  derecho 
de  visita  de  los  buques  mercantes  que  navegan  en  convoy  al  solo 
caso  en  que  la  potencia  beligerante  pudiese  temer  un  perjuicio  efec- 
tivo por  abuso  del  pabellón  neutral,  las  altas  partes  contratantes  lian 
estipulado: 

«Io.  Que  el  derecho  de  visitarlos  barcos  mercantes  pertenecientes  á 
los  súbditos  de  cualesquiera  de  las  potencias  signatarias,  que  nave- 
guen en  convoy  protegidos  por  un  buque  de  guerra  de  la  misma,  no 
podrá  ejercerse  mas  que  por  los  de  esta  última  clase  de  la  nación  be- 
ligerante, y no  se  extenderá  á los  corsarios  de  propiedad  particular. 

« 2o.  Que  los  dueños  de  todas  las  embarcaciones  dedicadas  al  comer- 
cio que  sean  de  la  pertenencia  de  súbditos  de  las  naciones  firmantes, 
convoyadas  en  la  forma  requerida,  están  obligados,  ántes  de  recibir 
las  instrucciones  para  la  travesía,  á presentar  al  comandante  de  la 
del  Estado  pasaportes  y certificados  ó patentes  en  la  forma  que  dis- 
pone el  presente  tratado. 

« 3o.  Que  cuando  un  buque  de  guerra  que  vaya  escoltando  los  mer- 
cantes, se  encuentre  con  otro  de  la  armada  perteneciente  á una  de 
las  potencias  contratantes,  que  se  halle  á la  sazón  en  abiertas  hostili- 
dades contra  otro  cualquier  pueblo,  se  detenga  el  último  para  evitar 
toda  clase  de  complicaciones,  á la  distancia  de  un  tiro  de  canon  del 
primero,  á no  ser  que  el  estado  del  mar  ó el  lugar  del  encuentro  lo 
impidan.  Una  vez  cumplida  esta  formalidad,  el  comandante  del  que 
pertenezca  á la  nación  beligerante  enviará  una  chalupa  al  que  vaya 
escoltando  el  convoy,  á cuyo  bordo  se  procederá  al  examen  y com- 
probación recíproca  de  los  papeles  y certificados;  que  deben  acreditar, 
por  una  parte,  que  el  buque  de  guerra  de  la  nación  neutral  se  halla 
debidamente  autorizado  para  escoltar  y proteger  tales  ó cuales  barcos 
mercantes  de  su  país,  que  llevan  este  ó el  otro  cargamento  y que  se 
dirigen  á tal  ó cual  puerto,  y,  por  otra,  que  el  de  la  beligerante  per- 
tenece efectivamente  á la  armada  imperial  ó real. 

« 4o.  Estando  en  regla  los  papeles  y no  habiendo  motivo  alguno  váli- 
do de  sospecha,  la  visita  no  será  procedente.  En  el  caso  contrario,  el 
comandante  del  buque  de  guerra  neutral  (siendo  requerido  por  el  del 
beligerante)  debe  amainar  y detener  su  convoy,  todo  el  tiempo  necesario 
para  visitar  las  naves  que  le  compongan  ; hallándose  facultado  para 
nombrar  oficiales  que  lo  presencien,  pudiendo  hacer  lo  mismo  el  otro. 

« 5o.  Si  después  de  haber  examinado  los  papeles  de  la  embar- 
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('ación  que  visita  y de  haber  interrogado  á su  patrón  y demás  tripu- 
lantes, encuentra  razones  suficientes  para  detenerla  y abrir  asi  un 
procedimiento  ulterior,  notificará  esta  determinación  al  mencionado 
comandante  neutral,  quien  podrá  ordenar  que  uno  de  los  oficiales 
que  estén  bajo  su  mando  permanezca,  para  asistir  a la  causa  que  se 
incoe,  á bordo  del  buque  detenido,  que  será  conducido  sin  pérdida  de 
tiempo  al  puerto  mas  próximo  y de  mejores  condiciones  que  perte- 
nezca á la  nación  beligerante,  donde  deberá  seguirse  el  procedimiento 
con  toda  la  diligencia  posible.  » 

Según  los  términos  de  esta  convención  los  buques  mercantes  que  se 
juntan  voluntariamente  al  convoy  no  gozarán  de  estas  exenciones, 
sucediendo  lo  mismo  respecto  á aquellos  que  se  hayan  separado  de 
él.  Por  último,  los  de  los  beligerantes  tienen  derecho  á investigar  si 
fortuita  ó voluntariamente  se  encuentran  entre  los  convoyados  algu- 
nos barcos  que  sean  de  nacionalidad  distinta  á la  del  convoyador. 

Como  se  vé,  las  potencias  coaligadas  se  hallaron  muy  lejos  de  sos- 
tener la  inmunidad  absoluta  del  convoy. 

El  gabinete  británico  se  opuso  con  su  tradicional  obsti- 
nación al  reconocimiento  de  estos  principios,  pero  tuvo 
por  fuerza  que  ceder  algún  tanto  de  su  política  ante  la 
enérgica  actitud  de  las  potencias  del  norte  de  Europa. 

Así  vemos  que  en  el  arl.  7.°  del  tratado  que  celebró  con 
ellas  en  1801,  se  estipula  en  primer  lugar,  que  el  derecho 
de  visita  se  ejercerla  solo  por  los  buques  del  Estado  beli- 
gerante, y en  segundo,  que  se  cumpliría  fielmente  por  los 
propietarios  de  las  naves  mercantes  que  partiesen  en  convoy,  la  obli- 
gación ya  referida  de  presentar  sus  papeles  ántes  de  emprender  la 
travesía. 


Resistencia 
del  gabinete 
de  Londres  á 
la  adopción 
de  estos  prin- 
cipios. 


1801 . 

Tratado  en- 
tro la  Gran- 
Brelaüa  y las 
potencias 
coaligadas. 


En  el  art.  5.°  se  establece,  que  el  capitán  del  buque  convoyador  será 
responsable  de  todos  los  daños  que  sufran  indebidamente  los  propie- 
tarios de  los  bienes  á consecuencia  de  una  visita;  prohibiéndosele,  al 
mismo  tiempo,  que  la  repela  por  medio  de  la  fuerza.  Dos  años  mas 
tarde,  esto  es  en  1803,  se  anularon  estos  tratados. 

Rusia  proclamó  su  derogación,  en  1807,  al  declarar  la 

1807. 

Su  cion°ea~  8uerra  a la  Gran-Bretaña,  y esta  manifestó,  por  su  parte, 
que  retiraba  las  concesiones  que  había  hecho  en  ellos. 

Desde  aquella  época  se  ha  reconocido  generalmente  en  todos  los 
pactos  la  inviolabilidad  debatida,  con  excepción  de  Inglaterra  que  per- 
siste todavía  en  sostener  su  derecho  de  visita. 
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Estipulacio- 
nes norte- 
americanas. 


Los  Estados-Unidos  lian  admitido  en  todas  sus  conven- 
ciones como  garantía  suficiente  para  no  proceder  á su 
ejercicio,  la  palabra  del  oficial  que  mande  el  convoy,  y en 
este  sentido  se  hallan  redactadas  las  estipulaciones  que  han  firmado 
con  Suecia  en  1783;  con  Francia  en  1800;  con  Colombia  en  1824; 
con  el  imperio  del  Brasil  en  1828;  con  Méjico  en  1831;  con  Chile 
en  1832;  con  la  confederación  Perú-Boliviana  en  1836  y con  Venezuela 
en  el  mismo  año. 

Durante  la  última  guerra  de  Dinamarca,  acaecida  en  el 
año  de  1864,  los  beligerantes  declararon  que  exceptuaban 
de  la  visita  los  buques  que  navegaran  en  convoy.  * 

Esta  es  la  opinión  que  sustentan  la  mayor  parte  de  los 
publicistas  europeos  contemporáneos.  La  sola  diferencia 
que  se  nota  en  su  doctrina  es  que  unos  establecen  el  prin- 
cipio á que  aludimos  en  términos  generales,  al  paso  que  otros  le  limi- 
tan á las  naves  escoltadas  y protegidas  por  buques  de  guerra  de  su 


1864. 

Práctica  so- 
guilla en  la 
guerra  de 
Dinamarca.' 


Opiniones  de 
los  publicis- 
tas. 


misma  nación.  - 

Jouffroy,  propuso  á principios  de  este  siglo,  con  objeto  de  conciliar 
la  jurisprudencia  inglesa  con  la  délos  demás  pueblos,  una  teoría 
ingeniosa  pero  insuficiente,  ó mejor  dicho  impracticable,  como  lo 
demostrará  su  simple  exposición.  Reducíase  á que  un  convoy  com- 
puesto de  uno  á diez  barcos  fuese  escoltado  poruña  fragata,  el  de  diez 
á veinte  por  dos,  y los  que  excedieran  de  esc  número  por  un  navio 
de  línea  y dos  fragatas ; prohibiéndose  la  visita  no  solo  á los  corsarios 
sino  á los  buques  de  guerra  inferiores  á los  de  la  escolta,  y decla- 
rándose la  improcedencia  de  todo  registro  á no  ser  que  le  justificara 
la  irregularidad  de  los  documentos. 

Martens,  Klüber,  Heffter  y Gessner  han  reconocido  los  principios 
generales  del  derecho  de  gentes  acerca  de  este  punto,  aseverando  que 
es  doctrina  definitivamente  adoptada,  que  las  naves  mercantes  inspec- 
cionadas ántes  de  hacerse  á la  vela  y convoyadas  por  otras  de  la  ar- 
mada provistas  de  los  documentos  correspondientes,  no  deben  some- 
terse á la  visita  de  los  beligerantes,  quienes  faltarán  al  respeto  que 
deben  á la  independencia  de  los  neutrales  si  no  dan  fé  al  contenido 


* Ilautefeuille,  Droits  des  nations  neutros,  tit.  ll,.cli.  3,  sec.  1;  Puffendorf,  De 
rebus  succe.,  lib.  25,  § 41;  Wlieaton,  Elém.  droil  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 29; 
Wheaton,  Hist.  des  progrés  du  droil  des  gens.  per.  3,  4,  § 7;  Ortola»,  Dip.  de 
la  mer,  vol.  II,  liv . 3,  ch.  7,  p.  218;  Halleck,  Int.  law,  ch.  25.  § 20;  Heffter, 
Droil  int.,  § 170;  Martens,  Recueil,  vol.  Y,  p.  274;  vol.  VII,  pp.  149,  172,  et 
seq . , 2G0;  V.  S.  statules  at  largo,  vol.  Allí,  pp.  183,  316,  395,  420,  438,  478, 
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de  los  papeles  que  se  les  enseñen,  y i la  declaración  del  olicial  que 

J os  escritores  franceses,  entre  cuyo  numero  pueden  citarse  Rayne- 
val  Ortolan,  Hautefeuille,  Cauchy  y otros,  aceptan  y defienden  el  mis- 
mo’razonamiento.  El  segundo,  por  ejemplo,  dice,  que  examinando  la 
cuestión  teóricamente  cree  en  conformidad  con  la  opinión  de  muchos 
publicistas,  que  la  inmunidad  de  que  disfrutan  los  buques  de  guerra, 
respecto  al  derecho  de  que  se  trata,  se  extiende  á los  mercantes  que 
navegan  bajo  su  protección.  Y luego  añade  : « Es  cosa  notoria  que 
los  gobiernos  neutrales  no  pueden  impedir  completamente  el  comer- 
cio fraudulento  de  sus  súbditos  movidos  á empresas  ilícitas  por  la 
esperanza  del  lucro,  y á esto  se  debe  que  las  embarcaciones  de  dicha 
especie  no  ofrezcan  por  sí  solas  garantía  alguna  acerca  de  su  carácter 
hasta  que  se  pruebe  por  los  medios  enunciados.  Los  beligerantes  eje- 
cutan esta  comprobación,  que  seria  innecesaria  si  el  gobierno  de  la 
nación  á que  pertenezcan  garantizara  su  neutralidad  y la  legalidad 
de  su  cargamento.  Esto  es  lo  que  hace  el  oficial  que  las  escolta,  en 
representación  de  aquel,  cuando  empeña  su  palabra,  que  es  de  mas 
fuerza  y valor  para  la  seguridad  del  beligerante,  que  el  exámen  de 
sus  respectivos  documentos,  porque  estos  pueden  ser  falsos  cuando 
naveguen  solas;  pero  en  el  caso  en  cuestión  es  muy  difícil,  por  no 
decir  imposible,  que  así  suceda.  » A pesar  de  esto  el  autor  cuyas  pala- 
bras hemos  trascrito,  reconoce  que  pueden  ocurrir  casos  en  que  esté 
justificada  la  visita  de  un  convoy  neutral,  como  acontecería  en  el  de 
que  aprovechándose  bien  de  la  oscuridad  de  la  noche  ó de  un  temporal 
que  dispersase  las  naves,  se  hayan  incorporado  otras  á él.  Entónces 
juzga  que  el  jefe  que  le  mande  debe  girar  personalmente,  ó encargar  de 
este  servicio  á quien  á bien  lo  tuviere,  una  visita  [á  bordo  de  los 
buques  sospechosos. 

Hemos  visto  ya  cuales  han  sido  las  estipulaciones  hechas  sobre  esta 
materia  en  los  tratados  concluidos  por  la  república  norte-americana; 
ahora  nos  corresponde  decir  que  sus  publicistas  y jurisconsultos 
mas  eminentes  afirman  que  no  se  puede  sostener  la  excepción  que 
examinamos  como  un  principio  incontrovertible. 

Kent  opina  que  cualquiera  nación  beligerante  tiene  derecho  á exigir 
y conservar  la  única  garantía  que  en  este  punto  le  ofrece  la  ley  de  las 
naciones.  Story  discurre  de  la  misma  manera  y el  doctor  Wolsey,  que 

generalmente  se  inclina  en  favor  de  los  neutrales  corrobora  este 
juicio. 

I>ana  se  ocupa  extensamente  en  el  exámen  de  esta  cuestión,  y des- 
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pués  de  manifestar  que  sus  compatriotas,  del  mismo  modo  que  ios 
escritores  ingleses,  rechazan  la  pretendida  inviolabilidad,  examina  lo 
fundamentos  en  que  se  apoya  la  aspiración  de  los  que  sostienen  que 
la  palabra  del  oficial  es  gaje  bastante  y seguro  para  hacer  innecesa- 
ria la  comprobación  que  se  ataca,  y dice : « Analizando  esta  opinión 
veremos  en  que  base  tan  débil  descansa.  Al  ejercer  el  derecho  de  vi- 
sita los  beligerantes  tienen  por  objeto  asegurarse  del  carácter  neutral 
de  la  nave,  de  su  destino  y de  la  naturaleza  de  su  cargamento.  No 
cabe  duda  que  para  obtener  este  resultado  se  necesita  no  solo  exa- 
minar los  documentos  y papeles  de  mar,  sino  inspeccionar  el  uno  y 
la  otra,  así  como  las  personas  que  se  encuentran  á bordo.  Hechas 
estas  observaciones  ¿cuál  podrá  ser  el  valor  que  tenga  para  el  beli 
gerante  la  palabra  del  oficial  que  mande  el  convoy  ? No  tendrá  otro 
que  el  de  certificar  que  no  tiene  conocimiento  de  que  existan  á bordo 
de  las  naves  convoyadas  artículos  de  contrabando,  ni  que  su  propó- 
sito sea  el  quebrantar  un  bloqueo  ó realizar  una  empresa  ilegal.  Pue- 
de también  suponerse  racionalmente  que  ignora  la  mayor  parte  de 
las  circunstancias  que  concurren  en  los  barcos  que  protege ; y siendo 
esto  así  ¿qué  eficacia  ha  de  tener  la  garantía  de  su  palabra?  Pode- 
mos, por  consiguiente,  decir  por  via  de  resúmen  general,  que  según 
los  tratados  vigentes  y las  opiniones  mas  comunmente  adoptadas  es 
insostenible  la  inmunidad  absoluta  del  convoy  neutral ; que  siempre  y 
en  todo  caso  procede  el  derecho  de  visita;  y que  para  evitarla  no  es 
bastante  la  palabra  de  honor  que  empeñe  el  jefe  del  convoy. » 

Del  análisis  que  hemos  hecho  acerca  de  este  punto,  bien  recorrien- 
do el  terreno  de  los  tratados  públicos,  ya  examinando  cuáles  son  las 
opiniones  sobre  él  emitidas  por  los  escritores  mas  autorizados,  re- 
sulta que  los  impugnadores  de  la  excepción  de  que  se  trata  están  en 
notable  minoría,  siendo,  por  tanto,  la  práctica  contraria  la  que  se 
sigue  por  el  mayor  número  de  las  naciones.  * 

* Ortolan,  Dip.  de  la  mer,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  7;  Heffter,  Droit  int.,  § 170, 
Rayneval,  De  la  liberté  des  mers,  vol.  I,  ch.  18,  pp.  201-204;  Wheaton,  Elém. 
droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 32;  Dana,  Elem.  int.  law , by  Wheaton,  eighlh  edition, 
note  242,  p.  692;  Halleck,  Int.  law , ch.  25,  § 21;  Hautefeuille,  Droits  des  nalions 
neutres,  tit.  11,  ch.  3;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p.  157;  Klüber,  Droit  des 
gens  mod .,  § 293;  Massé,  Droit  com.,  liv.  2,  ch.  3,  § 9;  De  Cussy,  Droit  marilime, 
liv.  1,  tit.  3,  § 15;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  124;  Duer,  On  Insurance , 
vol.  I pp.  731,  732;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  p.  338;  Manning,  Law  of 
nalions,  p.  360;  V.  S.  laws,  vol.  VIII,  p.  92;  Robinson,  Admiralty  reporte, 
vol.  1,  p.  340;  vol.  IV,  p.  408. 
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Los  buques 
neutrales 
que  forman 
parle  do  un 
convoy  ene- 
migo. 


Caso  del 
The  Samp- 
son. 


Del  The 
Nereide 

Dictamen 
particular  de 
Story. 


§ Se  lia  suscitado  110  pocas  veces  la  cuestión  de  si 
pueden  ser  capturados  y confiscados  los  barcos  neutrales 
que  forman  parte  de  un  convoy  enemigo. 

Riquelmo  dice,  que  la  presunción  legal  caracteriza  de 
ese  modo  al  que  se  incorpora  á uno  de  estos  convoyes,  pero  que  si 
se  prueba  que  es  neutral  y que  lia  obrado  así  lo  mismo  con  uno  que 
con  otro  de  los  beligerantes  para  ponerse  a cubierto  de  los  corsarios, 
no  se  le  podrá  declarar  buena  presa. 

Los  lores  del  tribunal  de  apelación  inglés  decidieron  en 
el  caso  del  The  Sampson,  que  el  navegar  en  las  condicio- 
nes expresadas  era  motivo  concluyente  para  la  confiscación. 

Las  cortes  ele  los  Estados-Unidos  resolvieron  este  asunto 
en  sentido  contrario  en  la  causa  del  The  Nereicle. 

Story  se  separó  de  los  demás  jueces  en  el  modo  de 
apreciar  esta  cuestión,  y en  apoyo  del  suyo  expuso  que  «la 
navegación  en  dichas  condiciones  es  una  infracción  de  los 
deberes  que  impone  la  neutralidad.  Un  neutral,  anadia,  capturado  en 
semejantes  circunstancias  queda  sujeto  ipso  fado , y aunque  no  opon- 
ga resistencia,  á la  confiscación  de  la  nave  y del  cargamento. 

Resistirse  al  registro,  dice  Kent,  lo  mismo  que  navegar 
algunos*  au-  con  ese  objeto  bajo  la  protección  de  un  convoy  beligerante 

tores 

es  infringir  la  neutralidad. 

En  distinto  sentido  se  expresan  generalmente  los  publicistas  fran- 
ceses y alemanes,  entre  los  que  podemos  citar  á Heífter,  Gessner  y 
Hautefeuille.  «Si  un  neutral,  dice  el  último,  se  coloca  en  la  situación 
mencionada,  no  infringe  por  este  solo  hecho  sus  deberes,  ni  atenta  á 
los  derechos  que  corresponden  á la  nación  contraria.  Obrando  así  se 
expone,  sin  duda  alguna,  á que  se  le  capture,  pero  no  procederá  la 
confiscación,  y para  justificarse  le  bastará  acreditar  su  nacionalidad  y 
la  inocencia  y legalidad  de  su  comercio. » 

1gl0  Esta  tesis  fué  ámpliamente  discutida  con  motivo  de  la 
de*^  ordenanza  publicada  en  1810  por  el  gobierno  de  Dinamar- 

marca-  ca,  que  declaró  válidas  las  presas  de  los  buques  que  á pesar 
de  su  bandera  neutral  se  acogiesen  á un  convoy  inglés.  En  virtud  de 
esta  disposición  se  apresaron  y confiscaron  muchos  pertenecientes  á- 
Ios  Estados-Unidos,  que  se  habían  incorporado  in  transitu  á aquellos. 
n . Todos  los  incidentes  y debates  á que  dió  lugar  este 

Cwheaton  asunt0  han  sido  resumidos  por  Wheaton,  que  defendió  los 
intereses  de  su  gobierno  con  notable  habilidad. 

Le  lo  expuesto  por  él  se  deduce  que  el  gabinete  de  W ashington 
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sostuvo  que  ni  las  citadas  ordenanzas,  ni  otras  algunas,  podían  alte- 
rar los  principios  del  derecho  de  gentes,  ni  introducir  nuevas  prácti- 
cas obligatorias  á este  respecto;  negando  que  Dinamarca  tuviera  fa- 
cultad para  dictar  leyes,  cuyas  prescripciones  alcanzasen  á los  extraños 
en  alta  mar.  Porque  observaba  que  no  era  de  suponer  (pie  la  men- 
cionada nación  hubiese  obrado  de  aquella  manera  con  otra  intención 
que  con  la  de  fijar  la  jurisprudencia  de  sus  tribunales. 

Según  estos  el  principio  contenido  en  la  ordenanza  impugnada  se 
reducía  á que  el  hecho  de  haber  navegado  bajo  la  protección  de  un 
convoy  enemigo  es  per  se  una  causa  suficiente  de  captura  y confisca- 
ción ante  los  del  adversario,  no  siendo  preciso  tener  en  cuenta  las 
circunstancias  especiales  del  acto,  ni  el  objeto  con  que  se  había  con- 
sumado, ni  la  legalidad  del  viaje. 

Pero  estas  doctrinas  han  sido  rechazadas  por  los  tratadistas  y por 
las  naciones,  con  inclusión  de  Inglaterra,  porque  en  vano  se  recorre- 
rán los  anales  del  almirantazgo  británico  para  encontrar  un  prece- 
dente al  principio  sostenido  por  Dinamarca. 

Las  naves,  causa  del  litigio,  que  se  ocupaban  en  su  tráfico  habitual 
entre  Rusia  y los  Estados-Unidos,  no  conducían  armas  y no  opusieron 
resistencia  tampoco  á los  cruceros  daneses.  Su  captura  se  verificó  du- 
rante el  viaje  de  retorno,  después  de  haber  pasado  el  Báltico  y sufri- 
do la  inspección  de  aquellos  y de  sus  autoridades,  y fueron  condena- 
das en  virtud  de  un  edicto  desconocido,  no  existente  para  ellas  cuando 
se  hicieron  á la  vela  desde  Cronstadt,  y el  cual,  no  encontrándose  en 
armonía  con  el  derecho  internacional  preexistente,  debe  considerarse 
como  ilegal. 

Aunque  el  navegar  en  compañía  do  un  enemigo  justifica  la  presun- 
ción de  que  la  nave  y el  cargamento  capturado  le  pertenecen,  Ínterin 
no  se  acredite  su  verdadero  carácter,  no  puede  deducirse  de  ella 
ningún  argumento  concluyente  contra  el  interesado,  estando  muy  le- 
jos de  constituir  lo  que  en  derecho  se  llama  prcesump (iones  juris  el 
dejare.  Resulta,  pues,  que  este  hecho  podía  ocasionar  una  informa- 
ción mas  minuciosa,  pero  no  que  se  pronuncie  desde  luego  senten- 
cia condenatoria;  que  tampoco  procede  si  se  atiende  á que  los  bu- 
ques capturados  no  se  hallaban  armados  ni  habían  combatido  contra 
los  cruceros  de  Dinamarca.  Solo  se  busca,  es  cierto,  la  causa  de  la 
pena  que  se  les  ha  impuesto  en  su  incorporación  al  convoy,  pero  esta 
no  es  una  razón,  puesto  que  si  bien  es  verdad  que  el  neutral  no  de- 
be eludir  la  visita  y registro  por  medio  de  fraude  ó por  el  de  la  fuerza, 
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no  lo  es  ménos  que  está  en  su  derecho  tratando  de  librarse  por  re- 
cursos legales  é inocentes  de  un  procedimiento  tan  vejatorio. 

Además  la  legalidad  que  presidia  en  los  viajes  de  los  barcos  de  que 
se  trata  era  manifiesta  para  los  tribunales  dinamarqueses,  que  ya  los 
habian  absuelto  poco  tiempo  ántes  con  motivo  de  un  apresamiento 
que  habían  sufrido. 

Podía  también  aplicarse  categóricamente  la  conducta  de  los  nego- 
ciantes norte-americanos  con  el  mismo  rigor  invocado  en  las  medidas 
de  que  eran  víctimas. 

Y aun  admitiendo  que  los  buques  en  cuestión  no  tuviesen  el  dere- 
cho de  acogerse  al  amparo  de  un  convoy  para  evitar  el  ejercicio  de 
visita  por  parte  de  un  amigo,  como  Dinamarca  afirmaba  serlo,  tenian 
el  de  defenderse  contra  su  enemigo,  en  cuyo  concepto  podían  consi- 
derar á Francia,  en  vista  de  que  esta  nación  habia  declarado  guerra 
abierta  á todo  el  comercio  neutral. 

Puede  objetarse  que  como  la  resistencia  al  derecho  de  visita  es, 
según  la  ley  y uso  de  las  naciones,  un  motivo  independiente  de  con- 
dena cuando  se  verifica  por  una  sola  nave,  debe  serlo  doblemente 
cuando  se  asocien  varios  para  oponerse  á él.  Pero  si  la  analogía  ha 
de  ser  completa , se  necesita  que  medie  una  oposición  real,  ó al  menos 
que  los  buques  de  guerra  que  las  hayan  tomado  bajo  su  protección 
se  resistan  de  una  manera  que  hagan  extensiva  á ellas  la  responsa- 
bilidad de  semejante  acto,  lo  cual  no  ha  acontecido  en  el  caso  pre- 
sente. Hubo,  cuando  mas,  la  simple  intención  de  resistir,  que  no  llegó 
á ponerse  en  práctica.  - 

La  corte  suprema  federal  de  los  Estados-Unidos  ha  reconocido,  du- 
rante la  guerra  con  la  Gran-Bretaña,  que  el  neutral  tiene  derecho  de 
trasportar  sus  bienes  á bordo  de  un  buque  beligerante  armado. 

El  ministro  de  los  Estados-Unidos  cerca  del  gobierno  dinamarqués 
encargado  del  arreglo  de  esta  cuestión,  se  fundaba,  pues,  en  que  el 
silencio  de  los  publicistas  mas  autorizados  acerca  de  esta  excepción  á 
Ja  libertad  general  de  la  navegación  neutral  era  una  prueba  contraria 
á ella,  lo  mismo  que  el  que  se  notaba  sobre  la  misma  en  todos  los 
tratados.  Y decia  que  si  no  es  posible  negar  que  los  bienes  de  un 
amigo  encontrados  en  una  fortaleza  enemiga  están  eximidos  de  con- 
fiscación ; y que  el  propietario,  de  los  que  se  encuentren  á bordo  de 
una  embarcación  armada  ó no  es  irresponsable  de  las  consecuencias 
que  produzca  la  resistencia  de  su  capitán  ¿cómo  no  ha  de  serlo  el 
propietario  neutral  del  buque  y del  cargamento  por  los  actos  del  con- 
vocador, bajo  cuya  protección  se  halla  colocada  su  propiedad,  no 
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porque  así  lo  haya  ordenado  él  directamente,  sino  por  disposición  del 
capitán  ó patrón  que  obra  sin  conocimiento  ni  instrucciones  de  su 
comitente  ? 

Si  como  ha  pretendido  siempre  Dinamarca  el  neutral  está  facultado 
para  armarse  contra  todos  los  beligerantes,  y una  vez  colocado  bajo 
el  convoy  de  buques  de  guerra  en  su  país,  puede  rechazar  por  medio 
de  la  fuerza  al  que  trate  de  ejecutar  su  visita  y registro,  la  conducta 
de  los  ciudadanos  de  los  Estados-Unidos,  que  sehabian  visto  obligados 
á buscar  refugio  en  las  fortalezas  flotantes  de  los  enemigos  de  Dina- 
marca, no  para  resistirse  al  ejercicio  de  los  derechos  de  esta  nación, 
sino  para  ponerse  á cubierto  de  las  violencias  de  aquellos  que  sin 
tener  en  cuenta  para  nada  su  neutralidad,  condenarían  inevitable- 
mente sus  naves  si  llegaban  á capturarlas,  se  justificaba  cumplida- 
mente por  esta  consideración.  Claro  es  que  si  estos  buques  hubiesen 
ido  convoyados  por  uno  de  la  armada  norte-americana,  como  era 
factible  que  sucediese,  los  cruceros  daneses  se  habrían  dado  por  satis- 
fechos, según  las  leyes  déla  monarquía,  con  la  declaración  respectiva 
del  jefe  del  convoy,  cuya  fuerza  se  fundaría  en  que  las  naves  poseían 
los  títulos  que  ordinariamente  tienen,  los  cuales  son  otorgados  por  el 
gobierno  de  la  república  en  vista  de  las  pruebas  que  presentan  los 
interesados.  Pues  bien,  si  esos  documentos  son  falsos  en  un  caso, 
igual  carácter  podrán  tener  en  el  otro,  resultando  en  definitiva  que 
las  autoridades  danesas  se  encontrarían  en  ambos  imposibilitadas  para 
comprobar  su  autenticidad,  ya  por  su  propia  y voluntaria  aquiescen- 
cia á la  respuesta  del  jefe  mencionado,  bien  por  la  presencia  de  una 
fuerza  enemiga  superior  que  hubiera  impedido  á los  cruceros  de  Di- 
namarca ejercer  el  derecho  de  visita.  Hacíanse  estas  consideraciones 
en  la  hipótesis  de  que  los  buques  en  cuestión  hubieran  podido  esca- 
par á la  captura,  único  caso  en  que  dicha  nación  podia  darse  por 
ofendida  como  potencia  beligerante.  Pero  en  el  hecho  que  nos  ocupa, 
el  apreSiamento  se  efectuó  sin  que  ocurriera  ningún  conflicto  hostil, 
y la  cuestión  se  reducía  á saber  si  es  procedente  la  confiscación  por 
haber  navegado  bajo  la  protección  de  un  convoy  enemigo. 

Aun  suponiendo  que  la  intención  de  los  dueños  de  las  naves  norte- 
americanas hubiera  sido,  al  incorporarse  al  de  Inglaterra,  la  de  esca- 
par á los  cruceros  daneses  y franceses,  este  intento  no  se  había 
realizado,  y se  estaba,  por  tanto,  en  el  caso  de  preguntar  á qué  de- 
recho de  Dinamarca  se  había  faltado  con  esta  tentativa  frustrada.  Si 
se  dice  que  al  de  visita  y registro  puede  replicarse  que  esta  no  es  una 
facultad  material  é independiente  de  que  se  hallan  investidos  los 
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beligerantes  por  la  ley  de  las  naciones,  para  que  puedan  perjudicar 
á su  antojo  el  comercio  de  los  neutrales.  El  derecho  á que  nos  refe- 
rimos nace  del  de  capturar  la  propiedad  enemiga  ó el  contrabando 
de  guerra,  es  un  medio  que  conduce  á tal  fin,  y no  habiendo  encon- 
trado este  oposición,  no  ha  podido  resultar  agravio  ni  injuria.  Puede 
objetarse  que  la  resistencia  habría  existido  sin  la  circunstancia  fortuita 
de  haberse  separado  los  buques  en  litigio  de  las  fuerzas  que  les  acom- 
pañaban, y que  valiéndose  de  semejante  recurso  hubieran  podido  ga- 
rantizarse contra  la  captura  de  los  cruceros  dinamarqueses  en  el 
Báltico  todos  los  de  los  Estados  neutrales.  Pero  esta  objeción  se  des- 
vanece únicamente  con  preguntar  qué  clase  de  ofensa  resultaría  de 
esto.  Siendo  los  bienes  realmente  neutrales  y el  viaje  legal  ¿qué  per- 
juicios podían  seguirse  de  no  hacerse  la  visita?  Por  otra  parte,  si  la 
propiedad  hubiera  sido  enemiga  su  libertad  se  debería  á la  superiori- 
dad de  las  fuerzas  que  la  custodiaran,  lo  cual  podría  significar  una 
pérdida  ó una  derrota,  pero  no  una  injuria. 

]ica  dc  Las  autoridades  dinamarquesas  replicaron  que  el  único 
des  d¡ ñamar-  Punto  cIue  debía  debatirse  era  si  el  neutral  se  había  co- 
quesas.  locado  voluntariamente  bajo  el  convoy  enemigo;  y siendo 
así  sostenían  como  procedente  la  confiscación. 

is30  Esta  importante  negociación  terminó  con  el  tratado  de 

JJ1 Samar"  por  el  cual  Dinamarca  concedía  una  indemnización 

Ciados-un?'  á favor  cle  l°s  ciudadanos  de  los  Estados-Unidos,  cuyas  na- 
cos*  ves  fueron  apresadas,  y decidiéndose  por  ambas  partes  con- 
tratantes que  lo  estipulado  no  podría  invocarse  nunca  como  prece- 
dente ó regla  de  conducta]  futura. 

opinión  de  Ortolan  dice,  que  el  acto  que  estamos  examinando 
1iasP«oorca'  Pue^e  ser  irregular  y hasta  ilegal,  no  protegiendo  gene- 
d°  tória ma”  ra hnente  contra  el  derecho  de  visita.  Pero  añade,  que  si 
el  neütral  se  incorpora  en  alta  mar  á uno  ó muchos  bu- 
ques de  guerra  beligerantes  y navegase  con  ellos  sin  solicitar  su 
protección,  aunque  con  la  esperanza  de  eludir  la  visita,  se  valdrá 
de  un  ardid  inocente,  que  no  puede  producir  la  confiscación. 

Gessner  sostiene  que  la  acción  de  acogerse  á la  protección  de  un 
beligerante  equivale,  con  respecto  al  otro,  á una  infracción  déla 
neutralidad.  « Wheaton,  dice,  no  examina  el  convoy  bajo  su  verda- 
deio  punto  de  vista,  convirtiéndole  por  esta  razón  en  un  medio  de 
quebrantar  el  derecho  de  visita,  siendo  así  que  su  objeto  y fin  últi- 
mo es  enteramente  distinto  y consiste  en  sustituir  la  garantía  mate- 

nal  de  aquella  con  la  puramente  moral  de  la  vigilancia  del  gobierno 
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neutral,  y la  palabra  de  honor  de  su  representante.  » Desarrollando 
mas  este  pensamiento  y continuando  su  refutación , añade  luego : 
« Es  innegable  que  el  neutral  que  se  coloca  bajo  la  protección  de  un 
beligerante  viola  realmente  el  derecho  de  visita,  porque  el  otro  no  tiene 
en  ese  caso  garantía  alguna  de  que  las  naves  escoltadas  no  lleven 
á bordo  artículos  de  contrabando  de  guerra  ó se  hallen  animadas  de 
la  intención  de  faltar  de  otro  modo  cualquiera  á sus  deberes.  Por  el 
contrario,  debe  presumirse  que  tales  su  propósito,  porque  á no  tenerle 
no  habrían  obrado  así.  En  este  solo  hecho  Kaltenborn  vé  una  partici- 
pación directa  ó indirecta  en  las  operaciones  hostiles  y de  tal  natura- 
leza que,  en  su  concepto,  no  era  necesario  el  reglamento  de  4810 
para  justificar  la  conducta  de  Dinamarca. 

« Tampoco  se  puede  comparar  el  neutral  convoyado  de  esta  ma- 
nera al  que  se  asila  en  un  puerto  beligerante.  Menester  es  distinguir 
en  semejante  caso  si  este  es  ó no  el  de  su  consignación.  Según  las  re- 
glas internacionales  el  barco  que  ha  llegado  á su  destino  no  puede  ser 
castigado  por  las  infracciones  que  haya  cometido,  sosteniéndose  la 
aplicación  de  este  principio  aunque  haya  eludido  la  visita  por  medio 
de  la  fuerza.  Pero  si  resultare  que  había  arribado  á otro  (pie  aquel 
al  cual  iba  destinado  para  sustraerse  al  ejercicio  del  mencionado  de- 
recho y saliera  de  su  asilo  ántes  de  terminada  la  guerra,  es  claro  que 
podrá  sufrir  la  pena  correspondiente  á su-  delito. 

« El  único  argumento  notable  alegado  por  Wheaton  es  (pie  las 
naves  de  los  Etados-Unidos  se  acogieron  al  amparo  de  las  británicas 
sin  mas  objeto  que  el  de  evitar  las  violencias  é ilegalidades  de  los 
cruceros  de  Francia.  Pudiéndose  probar  que  el  neutral  se  ha  hecho 
convoyar  por  el  beligerante  á fin  de  ponerse  al  abrigo  de  la  violencia 
de  un  tercero  y que  el  viaje  y el  cargamento  eran  legítimos  es  evi- 
dente que  no  procederá  la  captura.  Pero  la  proesumptio  jun's  no  se 
limita,  como  piensa  el  escritor  ántes  nombrado,  al  carácter  nacional 
de  los  buques,  sino  á su  intención  de  sustraerse  á la  visita.  Para  ser 
absueltos  deben  probar  que  estas  suposiciones  no  son  fundadas.  >> 


* Wheaton,  Elcm.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  § 32;  Ilautefeuille,  Droils  des  na- 
tions  neulres , tit.  11,  ch.  3,  sect.  2 ; Ortolan,  Dtp.  de  la  mer,  vol.  II,  liv.  3. 
ch.  7;  Gessner,  Le  droit  des  neulres  sur  mer,  pp.  314,  315;  Martens,  Nouveau  re- 
cudí, vol.  VIII,  pp  350-337;  Halleck,  ln'..  Uno,  ch.  23,  § 22;  Riquelmc,  Derecho 
púb.  int.,  lib.  1,  tít.  2,  cap.  14;  HeíRer,  Droit  int.,  § 171;  Philiimore,  On  int. 
law,  vol.  III,  § 338;  Elliot,  American  dip.code , vol.  I,  p.  453;  Duer,  On  insurancc, 
vol.  I,  p.  730;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  120;  Manning,  Law  of  natious, 
p.  3G9;  Kaltenborn.  Seerccht,  vol.  II,  p.  468. 
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§ 726.  Poro  ¿ cuales  serán  las  consecuencias  que  resulten 
para  los  neutrales  de  la  navegación  en  convoy?  Téngase 
presente  que  en  esta  pregunta  nos  referimos  a la  consi. 
deracion  que  debe  merecer  este  á las  fuerzas  marítimas  de  los  Es- 
tados beligerantes  y no  á los  resultados  que  produzca  dicha  nave- 
gación cnC’]a  rciacion  recíproca  de  los  mismos  buques  convoyados 
^ en  la  de  su  propio  gobierno,  cuestión  que  es  puramente  de  de- 
recho interior. 

La  legislación  de  los  Estados-Unidos  no  ofrece  acerca 

legislación  . , . 

noric-amcri-  <jc  este  punto  ninguna  decisión  terminante.  La  inglesa 

cana  c in-  ° 

giesa.  resuelve  la  cuestión  en  sentido  favorable  al  convoy,  no 
estimando  que  por  sí  solo  pueda  considerarse  como  una  infracción  de 
los  deberes  de  la  neutralidad. 

0 ):i¡rmd  ' ^ara  clue  esta  se  ver^1(Iue  es  preciso,  como  dice  Iíent, 
Kdit.  que  las  naves  neutrales  hayan  adoptado  la  determinación 
de  rcsisLirse  á la  visita  del  crucero , oposición  que  no  se  supone 
jamás,  mientras  no  se  cometan  actos  que  la  prueben  termina- 
mente.  * 

- iiita-iondo  § 727.  El  ocultamiento  de  papeles  de  mar,  dice  Bello, 
papeles.  autoriza  la  detención  de  la  nave,  y aunque  no  bastaría 
para  que  se  condenase  sin  mas  averiguación,  cerraría  la  puerta  á 
toda  reclamación  de  perjuicios. 

Sin  embargo,  los  publicistas  que  aseveran  que  el  derecho  de  visita 
se  limita  al  examen  de  ciertos  documentos,  como  el  pasaporte,  por 
ejemplo,  admiten  que  se  pueden  ocultar  otros  de  menor  impor- 
tancia. 

Los  escritores  ingleses  y norte-americanos,  conformes  en  esto  con  las 
decisiones  de  sus  tribunales  de  presas,  no  reconocen  la  doctrina 
enunciada.  Iíent  juzga  que  la  ocultación  á que  nos  referimos  justifi- 
cará la  captura  del  buque , pero  no  liará  siempre  procedente  la  sen- 
tencia condenatoria.  ** 

Resultados  §728.  Arrojar  los  documentos  al  mar,  destruirlos  ó hacer 

IT  ícsu-uc-  c*e  m0<l°  (lue  sean  ilisibles  son  circunstancias  agravantes 
c¡on.  en  extremo. 


* Dana,  Elem.  int.  laiv,  by  Wheaton,  eighth  edition,  note  242,  p.  G92 ; Kent, 
tom.  on  am.  law,  vol.  I,  pp.  154-157;  Robinson,  Admirally  reports,  vol.  I, 
p.  340;  vol  IV,  p.  483. 

Bello,  Derecho  int.,  pLe.4,  ch.  3,  § 11 ; Hautefuille,  Droits  des  nntions  neutres, 
h'i  12’  Ch’  1;  Pist°ye  et  Duverdy,  Traite  des  prises,  tít.  6,  ch.  2,  sec.  4; 
Halieck,  Int.  law,  ch.  25,  § 25;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  P-  161;  Duer, 
Un  Insurance , vol.  I,  p.  735. 

354 


CAP.  y] 


DERECHO  DE  VISITA  Y REGISTRO 


728 


1778. 

Reglamento 
francés . 


177!>. 
Carta  do 
luis  xvr. 


Sentencias 
clel  consejo 
de  presas  do 
Francia. 


Caso  do  La 
F urluna. 


El  art.  3.°  del  reglamento  francés  de  1778  dispone,  que 
los  hechos  de  esta  índole  producirán  la  confiscación  de 
la  nave  y del  cargamento,  sin  quesea  necesario  investigar 
que  clase  de  papeles  eran,  el  móvil  que  ha  inducido  á semejante 
proceder,  ni  si  quedan  todavía  á bordo  otros  que  acrediten  el  carác- 
ter neutral  del  buque. 

Pero  el  rigor  de  este  medida  se  templó  extraordinaria- 
mente por  la  carta  que  Luis  XVI  dirigió,  en  1779,  al  al- 
mirante de  Francia , en  la  cual  se  manifestaba  que  los 
comisarios  del  consejo  de  presas  quedaban  en  libertad  de  dar  al  acto 
de  que  nos  ocupamos  el  valor  que  juzgasen  oportuno. 

En  corroboración  de  la  doctrina  que  antecede,  vamos  á 
exponer  sumariamente  algunas  de  las  sentencias  mas  im- 
portantes pronunciadas  por  el  consejo  de  presas  francés. 

En  el  caso  del  buque  sueco  La  Fortuna,  capturado  en 
aquel  mismo  año  por  Le  Renard,  se  acusó  al  capitán  de 
haber  arrojado  al  mar  algunos  papeles  mientras  se  sellaba  la  presa, 
dando  esta  circunstancia  lugar  á que  se  conceptuara  válida.  No  obs- 
tante, el  consejo  decidió  que  para  que  tal  acción  produjese  la  confis- 
cación era  menester  que  los  documentos  destruidos  probaran  que  la 
nave  era  enemiga,  y que  tuviera  interés  el  que  la  mandara  en  des- 
hacerse de  ellos. 

Mas  aun  cuando  el  buque  vaya  provisto  de  todos  los  necesarios 
para  acreditar  su  carácter;  desde  el  momento  en  que  se  echan  al- 
gunos al  agua,  será  preciso  averiguar  si  son  despachos  enemigos,  y 
en  caso  de  dudas  procederá  la  sentencia  condenatoria,  si  el  captu- 
rado no  patentiza  su  inocencia  de  una  manera  concluyente. 

Con  motivo  de  la  causa  incoada  por  el  apresamiento  de  Fl  p lt¡ 
El  Paquete  de  Diiblin  efectuado  por  La  Abeja , se  decidió  (le  D,,blin- 
que  era  buena  presa  la  nave  cuya  tripulación  hubiera  arrojado  al 
mar  algunos  papeles,  y que  no  tendría  valor  alguno  en  este  caso  el 
tratado  que  estipulara  la  devolución  de  las  presas  no  juzgadas  por  un 
tribunal. 

En  la  del  Le  Lénox  se  dijo,  que  no  era  procedente  la 
confiscación  de  un  barco  represado , si  la  falta  de  sus 
documeutos  provenia  de  haberlos  destruidos  el  captor  enemigo 

EL  Apolo , barco  bremés  capturado  por  Le  Vengeur , 
corsario  de  Francia,  cuando  se  disponía  á entrar  en  Os- 
tende,  encalló  á consecuencia  de  la  impericia  del  apresador,  según 
declaró  su  capitán , el  cual  le  arrancó  en  el  momento  de  la  varada 
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los  documentos  correspondientes  á su  buque,  entregándoselos  así  que 
saltó  en  tierra  al  juez  de  paz.  Por  ellos  se  acreditaba  la  neutralidad 
de  h nave  y la  del  cargamento,  mas  siendo  presumible  que  se  hu- 
biesen inutilizado  otros  de  índole  comprometedora  el  tribunal  falló  : 
en  cuanto  al  hecho  de  la  pérdida  de  la  embarcación  que  no  era  im- 
putable al  captor,  y que,  en  derecho,  la  sustracción  posible  de  los 
papeles  debia  asimilarse  á la  acción  de  arrojarles  al  mar. 

También  se  decidió  en  el  proceso  de  el  Yunge-JIoye, 
El Boye.96  que  cuando  un  barco  francés  se  viese  precisado  á fin- 
gir un  carácter  neutral,  no  fuera  causa  de  confiscación  la  conducta 
expresada,  sobre  todo  si  temia  caer  en  poder  de  un  corsario  britá- 
nico. 


La  práctica  inglesa  y la  norte-americana  es  menos  r¡- 

Praclica  ín-  r D J 

¡dcsa  y ñor-  gorosa  no  admitiendo,  en  términos  generales,  la  doctrina 

te-america-  ° 07. 


na. 


tan  repetidas  veces  sustentada  por  el  tribunal  francés.  Por 
eso  decía  lord  Mansfield,  que  no  tenia  noticia  de  que  ningún  tribunal 
de  presas  hubiese  dictado  una  sentencia  condenatoria  basada  única- 
mente en  los  hechos  referidos.  * 

üso  dc  § 729.  Tampoco  es  prueba  concluyente  contra  la  nave 

peles  falsas.  el  uso  de  papeles  falsos , porque  puede  suceder  que  ten- 
gan solo  por  objeto  eludir  las  leyes  municipales  de  un  país  extran- 
jero ó evitar  el  apresamiento  por  parte  del  contrario.  Para  justi- 
ficar con  este  motivo  una  sentencia  condenatoria  es  condición  esencial 
que  se  empleen  para  burlar  los  derechos  legítimos  del  beligerante 
que  haya  hecho  la  captura,  de  tal  modo  que  si  se  admitieran  como 
legales,  quedasen  defraudados  los  captores.  ** 
ei  derecho  § 730.  gobierno  inglés  ha  pretendido  que  el  dere- 
cho  de  visita  no  era  exclusivamente  propio  délos  belige- 
raz-  rantes,  y que  también  podía  tener  lugar  en  tiempo  de  paz, 
haciendo,  en  apoyo  de  su  doctrina,  una  distinción  entre  la  visita  y el 
registro,  sosteniendo  que  este  no  se  podia  ejercer  mas  que  durante 
la  guerra,  mientras  que  la  primera  podia  efectuarse  en  épocas  pací- 
ficas, y aseverando  que  su  objeto  se  reducía  á asegurarse  de  si  el  barco 
mercante,  encontrado  en  condiciones  que  pudieran  inducir  á la  sospe- 
cha, tenia  títulos  á la  protección  de  la  bandera  que  hubiese  izado.  Ha- 


Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  § 11;  Pistoye et  Duverdy,  Traite  des  prises, 
HE  6,  ch.  2,  sect.  5;  Halleck,  Int.  law,  ch.  25,  § 27;  Kent,  Com.  on  am.  late, 

yol- I,  p.  158;  Duer,  On  insur  anee,  vol.  I,  p.  738;  De  Cussy,  Droit  maritime , 
liv.  1,  tit.  3,  § 15. 

Halleck,  Int.  law,  ch.  25,  § 28;  Duer,  O n insur  anee,  vol.  I,  p.  738. 
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blando  de  esta  facultad  lord  Aberdeen  dijo,  que  si  por  hacer  uso  de 
ella  ó por  error  involuntario  se  ocasionaran  perjuicios  ó agravios, 
debe  concederse  sin  pérdida  de  tiempo  la  debida  reparación. 

El  gabinete  de  Washington  protestó  contra  el  derecho 

que  se  había  atribuido  Inglaterra,  dándose  principio  con  gabinete  de 
. , , , Washington, 

este  motivo  á una  notable  correspondencia  diplomática 

entre  los  dos  gobiernos,  á que  puso  término  el  tratado  de  1842.  Lord 
Aberdeen  sostuvo  á nombre  del  británico  que  se  valia  del  recurso 
combatido  por  tres  razones  muy  poderosas,  que  eran;  para  ver  si  los 
buques  ingleses  se  servían  del  pabellón  norte -americano  para  hacer 
la  trata ; para  indagar  si  usan  de  esta  estratagema  los  pertenecien- 
tes á las  naciones  que  habían  autorizado  á Inglaterra  para  emplear 
el  medio  rechazado;  y para  perseguir,  en  fin,  y castigar  á los  pira- 
ratas,  á quienes  ningún  pueblo  debe  conceder  la  protección  de  su 
bandera. 

Por  su  parte,  el  de  los  Estados-Unidos  se  apoyaba  para  impugnar 
estas  pretensiones,  en  que  la  aludida  diferencia  entre  el  registro  y la 
visita  no  se  había  reconocido  en  los  tratados  públicos,  m en  las  sen- 
tencias de  los  tribunales,  ni  por  los  publicistas.  Porque  la  última 
implica  en  el  sentido  que  se  la  ha  dado  hasta  aquí,  no  solé  la  lácul- 
tad  de  indagar  cual  sea  el  carácter  nacional  de  un  buque,  sino  las  de 
obligarle  á detenerse,  impedir  la  continuación  de  su  derrota,  exa- 
minar sus  papeles,  decidir  sobre  su  regularidad  y autenticidad  é in- 
vestigar á que  clase  de  tráfico  se  dedica  y si  conduce  á bordo  pro- 
piedad enemiga.  En  este  concepto,  el  gobierno  de  la  Union  sostenía 
la  igualdad  de  los  actos  á que  se  quería  dar  erróneamente  diverso 
significado.  Para  que  uno  de  guerra  se  cerciore,  decía,  de  la  na- 
cionalidad de  otro  que  encuentre  en  el  Océano  y pueda  capturar  á 
los  piratas  ó á los  que  hayan  cometido  un  delito  contra  el  derecho  de 
gentes,  tiene  la  potestad  de  aproximarse  á él,  lo  cual  no  constituye 
otensa,  molestia  ni  perjuicio  alguno;  siendo  además  evidente  que  una 
embarcación  no  está  obligada  á esperar  que  llegue  otra  á sus  costa- 
dos, y todas  son  libres  de  emplear  los  medios  que  juzguen  conve- 
nientes para  no  encontrarse  con  ninguna  en  su  travesía. 

Por  último,  después  de  manifestar  que  es  una  regla  comunmente 
admitida  la  de  que  sobre  el  Océano  existe  una  completa  igualdad,  el 
gobierno  de  la  república  norte-americana  extendióse  en  largas  consi- 
deraciones acerca  de  las  consecuencias  que  se  seguirían  de  recurrir 
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en  estos  casos  d la  fuerza,  que  podría  justificar  la  resistencia  de  la 

nave  en  virtud  del  principio  de  propia  defensa.  * 

P]  úll  i more  es  uno  de  los  mas  ardientes  partidarios  del 

Pofíbifcis-  derecho  de  visita  en  tiempo  de  paz.  Reconoce,  en  general, 
las'  que  este  poder  es  una  consecuencia  necesaria  del  carácter 

beligerante,  pero  admite  la  inspección,  en  épocas  pacíficas,  de  los 
documentos  que  comprueban  la  nacionalidad,  denominando  esta  fa- 
cultad right  of  approach,  derecho  de  aproximación. 

Cita  luego  las  palabras  de  Bynkershoek.  « Velim  animadverlas , 
eatenus  utique  licitum  esse  amicam  navem  sistere,  ut  non  ex  fallad 
forte  aplustri,  sed  ex  ipsis  instrumentis  in  navi  repertis  constet,  navem 
amicam  esse.  » Y añade  que,  se  refieren  al  derecho  de  visitar  un  bu- 
que sobre  el  cual  recaigan  vehementes  sospechas  de  piratería,  mani- 
festando que  esta  es  igualmente  la  opinión  del  canciller  Iíent.  Pero 
las  frases  trascritas  no  tienen  la  significación  que  el  autor  inglés  las 
da.  Su  sentido  literal  es  proclamar  como  hecho  legítimo  la  detención 
de  una  nave  no  para  que  justifique  por  su  bandera,  medio  insuficiente 
y falaz,  sino  por  los  documentos  que  lleve  á bordo,  su  condición 
neutral.  En  parecido  error  incurre  cuando  asegura  que  tal  era  tam- 
bién la  interpretación  de  Kent,  porque  quien  así  lo  hizo  fué  su  ano- 
tador. 


Pero  examinando  detenidamente  los  motivos  en  que  funda  el  au- 
tor de  que  estamos  ocupándonos  su  opinión  sobre  el  particular,  se 
pondrá  bien  pronto  de  manifiesto  la  debilidad  de  su  argumentación. 
Afirma  que  el  derecho  de  visita  es  una  parte  insignficante  del  de  • 
guerra,  destruyendo  así  sus  premisas  anteriores.  Lo  cierto  es  que  para 
justificar  esta  clase  de  conclusiones  no  basta  la  simple  aseveración  ; se 
necesitan  pruebas  concluyentes  basadas  en  autoridades  respetables  ó 
en  la  práctica  de  las  naciones,  y Phillimore  se  encuentra  privado  en 
este  punto  de  las  unas  y de  las  otras. 

Los  publicistas  alemanes,  franceses  y norte -americanos  combaten 
enérgicamente  la  pretensión  sostenida  por  Inglaterra  con  tanta  perse- 
verancia. Wheaton  provoca  á los  abogados  del  almirantazgo  británico 
á que  citen  un  solo  párrafo  de  cualquier  escritor  ó la  sentencia  de 


* Gessner,  Le  droit  des  ncutres  surmer,  pp.  287  et  seq.;  Ortolan,  Diplómate  de 
la  mer,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  7;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  § 10;  Riquelme, 
Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  2,  cap.  7;  Halleck,  Int.  law , ch.  25,  §§  2-4;  Piiilli- 
moi’e  On  int.  law , vol.  III,  §§  326,  328;  Lawrence,  Visitation  and  search,  pp.  4, 
61;  Whealon,  IHst.  law  of  nations,  pp.  706  et  seq.;  Webster,  IFo/'fo  of,  vol.  VI, 
pp.  329-339;W ebster,  Dip.  and  off.  papers,  pp.  143,  163-167. 
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un  tribunal  de  presas,  que  legitime  y admita  aquel  derecho  y dice, 
que  el  término  técnico  de  visita  y registro  empleado  por  los  juriscon- 
sultos ingleses  es  sinónimo  del  de  derecho  de  visita  de  que  se  sirven 
los  de  las  demás  naciones,  y que  no  debe  tampoco  confundirse  con  el 
de  apresar  los  buques  que  hayan  quebrantado  las  leyes  municipales, 
captura  que  en  algunas  ocasiones  puede  efectuarse  en  alta  mar.  Dis- 
cutiendo luego  mas  profundamente  las  exigencias  del  gobierno  in- 
glés relativamente  á los  de  la  república  norte-americana  se  expresa 
en  estos  términos  : « Lord  Aberdeen  en  su  nota  de  13  de  octubre 
de  1851  á M.  Everett,  enviado  de  los  Estados-Unidos,  ha  definido  la 
naturaleza  y la  extensión  del  derecho  de  visita  reclamado  por  Ingla- 
terra contra  las  naves  de  los  mismos  que  pueden  suponerse  ocupa- 
das en  la  trata.  «En  ciertas  latitudes,  dice,  y para  un  ñn  especial  son 
visitados  los  buques  en  cuestión,  no  porque  sean  de  la  república 
norte-americana,  sino  como  ingleses  dedicados  á un  tráfico  prohi- 
bido y provistos  de  la  bandera  de  la  Union  con  una  intención  crimi- 
minal;  ó como  naves  pertenecientes  á los  Estados  que  han  concedido 
á Inglaterra  por  medio  de  convenciones  especiales  el  derecho  de  vi- 
sita y tratan  de  eludir  su  ejercicio  usurpando  la  bandera  norte-ame- 
ricana, ó,  en  fin,  como  piratas  que  no  tienen  derecho  alguno  de  pa- 
bellón ni  nacionalidad.  » El  ministro  inglés  pretende  que  ninguna  de 
estas  clases  de  barcos  puede  eximirse  del  derecho  de  visita  reclamado 
por  aquel  país;  pero  añade  que  si  la  efectuada  arroja  pruebas  de  que 
efectivamente  pertenece  el  buque  de  que  se  trate  á los  Estados-Unidos 
será  inmediatamente  puesto  en  libertad,  aun  cuando  lleve  un  carga- 
mento de  esclavos.  Y bien,  preguntamos  nosotros  ¿ qué  resultado  se 
obtendrá  si,  según  el  juicio  del  oficial  inglés,  fundado  en  el  exámen 
de  los  papeles  de  mar  y otros  documentos,  pudiera  suponerse  razo- 
nablemente que  la  nave  se  encontraba  en  alguno  de  los  tres  casos 
mencionados?  Claro  está  que  se  procederá  á conducirla  á un  puerto 
cualquiera  para  someterla  en  él  al  fallo  de  un  tribunal.  Esta  es  la 
práctica  seguida  en  tiempo  de  guerra ; pero  en  el  de  paz  será  preciso 
sujetar  la  presa  á lo  que  dispongan  los  jueces  ingleses.  Supongamos 
ahora  que  el  resultado  del  procedimiento  prueba  que  pertenece  á la 
mencionada  república  y que  se  dedica  á la  trata,  ó que  no  es  culpable, 

¿ qué  deberá  decidirse  entóneos  ? Si  hubieran  concurrido,  en  opinión 
del  almirantazgo,  motivos  racionales  de  sospecha,  de  modo  que  pro- 
cediese la  confiscación,  sus  propietarios  no  podrán  reclamar  daños  y 
perjuicios  del  captor  ó de  su  gobierno. 

« No  es  difícil  ciertamente  demostrar  los  gravísimos  inconvenientes 
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,,uc  originaria  la  tentativa  de  ejecutar  las  leyes  de  un  fcstado  en  l, en, pos 
normales  mas  allá  de  su  jurisdicción  territorial  sobre  embancónos 
que  se  presume  que  pertenecen  á súbditos  suyos  y que  lian  usurpado 
la  bandera  de  otra  nación. 

«Durante  la  guerra  pueden  ser  apresados  y juzgados  y una  vez 
ante  el  almirantazgo  se  podrán  sentenciar  según  el  principio  recono- 
cido de  que  un  súbdito  no  tiene  persona  standi  in  judicio  para  re- 
clamar bienes  aprehendidos  en  flagrante  delito  de  violación  de  las 
leyes  del  país,  mientras  que  la  reclamación  del  ciudadano  de  los  Es- 
tados-Unidos en  su  cualidad  de  neutral  seria  rechazada  como  falsa  y 
fraudulenta.  Pues  bien,  es  evidente  que  no  se  puede  proceder  en  con- 
formidad con  estas  reglas  en  tiempo  de  paz.  Parece,  por  tanto,  que  el 
derecho  reclamado  por  Inglaterra  respecto  á las  naves  inglesas  que 
navegan  con  otra  bandera  es  el  de  capturarlas  á riesgo  y peligro  del 
captor  y bajo  pena  de  la  indemnización  correspondiente  si  se  prueba 
que  pertenecen  á ciudadanos  de  la  república  y quq,no  hay  motivos 
racionales  para  justificar  el  apresamiento.  Pero  como  no  existe  un 
tratado  ó una  ley  pública  aplicable  al  caso  en  cuestión  ¿ contra  quién 
se  decretará  el  resarcimiento  de  daños  y perjuicios?  ¿ Contra  el 
captor  ó contra  su  gobierno  ? En  los  pactos  que  ha  celebrado  la 
Gran-Bretaña  con  otras  potencias  marítimas  para  la  supresión  de  la 
trata  , se  estipula  que  la  nave  será  juzgada  por  los  tribunales  á que 
prima  facie  se  estime  que  pertenece  según  su  bandera,  y la  indemniza- 
ción que  decreten  deberá  ser  pagada  por  el  gobierno  del  que  se  ha 
apoderado  de  ella. 


«Si  por  el  contrario,  corresponde  á uno  de  los  Estados  que  han  con- 
cedido á dicho  nación  el  derecho  de  visita,  deberá  juzgarse  por  los 
de  su  propio  país,  ó por  una  comisión  mista,  según  las  estipulaciones 
convenidas.  Es  notorio  que  ninguno  podrá  ejercer  jurisdicción  sobre 
las  de  uno  que  no  haya  sido  parte  contratante.  Pongamos  por 
ejemplo  que  un  buque  sobre  el  cual  pese  una  fuerte  presunción  de 
que  ha  cometido  el  delito  á que  nos  referimos  es  conducido  ante  los 
tribunales  de  aquel  á que  se  crea  que  pertenece,  según  los  tratados  de 
1831  y 1833  con  Inglaterra,  ó el  del  20  de  diciembre  de  1841  entre 
las  cinco  grandes  potencias  de  Europa,  y convengamos  en  que  del 
proceso  resulta  que  es  propiedad  de  un  ciudadano  de  los  Estados- 
Cuidos  ¿ á quién  corresponderá  en  este  caso  la  indemnización  de  las 
pérdidas  que  haya  sufrido  el  verdadero  propietario  ? Al  captor  inglés 
u°,  poique  el  tribunal  no  tiene  jurisdicción  sobre  él,  excepto  en  el 

caso  de  captura  perteneciente  á las  partes  contratantes  de  los  trata- 
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dos ; ni  á su  gobierno  tampoco,  puesto  que  los  Estados-Unidos  no  los 
lian  lirmado,  y no  pueden  sus  ciudadanos  reclamar  el  cumplimiento 
de  semejantes  estipulaciones. 

« Como  se  ve,  pues,  la  aplicación  de  estos  pactos  contra  los  bu- 
ques de  una  nación  que  no  estuviese  ligada  por  ellos,  hace  su  posición 
aun  mas  desventajosa  que  si  hubiera  accedido  al  ejercicio  del  derecho 
de  visita. 

«En  cuanto  á la  tercer  clase  de  buques  que  el  gobierno  inglés  supone 
sujetos  á la  visita  en  tiempo  de  paz,  es  decir,  los  piratas  puestos  fuera 
de  la  ley,  debemos  observar  que  si  por  esta  frase  se  indica  á los  cul- 
pables del  crimen  de  piratería,  según  se  define  por  el  derecho  de 
gentes,  la  corte  suprema  federal  ha  resuelto  que  su  verdadero  ca- 
rácter se  determine  por  otros  medios  que  el  de  visita,  prohibién- 
dose el  empleo  de  toda  violencia  y haciendo  responsable  de  ella  al 
jefe  que  la  ordene.  Y en  efecto,  no  es  difícil  reconocer  á los  piratas. 
Estos  enemigos  del  género  humano  no  esperan  la  llegada  de  los 
cruceros  y huyen  ó rompen  el  fuego  contra  los  que  tratan  de  com- 
probar su  nacionalidad.  La  policía  marítima  ha  bastado  hasta  ahora 
para  proteger  á los  navegantes  pacíficos  contra  sus  correrías,  y pre- 
tender por  este  motivo  el  ejercicio  de  un  derecho  de  visita  en  tiempo 
de  paz  sobre  los  buques  que  crucen  el  Océano  es  lo  mismo  que  si  se 
quisiera  examinar  y someter  á un  interrogatorio  á todos  los  viageros 
con  el  objeto  de  perseguir  á los  ladrones.  El  crimen  de  piratería  es 
cosa  rara  en  los  mares,  y para  evitarlo  en  los  de  América  los  Estados- 
Unidos  no  han  tenido  que  recurrir  á recursos  como  el  que  combati- 
mos. 

« Pero  si  al  emplear  la  expresión  de  piratas  puestos  fuera  de  la 
ley  se  la  ha  querido  aplicar  á los  que  se  ocupan  en  la  trata  de 
negros,  comercio  prohibido  por  todas  las  naciones  civilizadas,  califi- 
cado de  piratería  y castigado  en  algunos  Estados  con  la  última  pena, 
debe  notarse  que  no  se  deduce  de  aquí  que  esc  tráfico  se  halle  califi- 
cado así  por  el  derecho  de  gentes,  y sea  justiciable  en  los  tribunales 
de  todas  las  naciones.  El  proyecto  de  darle  tal  consideración  no  tuvo 
éxito  alguno  en  el  congreso  de  Verona,  ni  en  las  negociaciones 
de  1 823-1 824  entabladas  por  el  gobierno  inglés  con  el  de  los  Estados- 
Unidos,  á pesar  de  lo  mucho  que  deseaba  el  primero  establecerlo  como 
base  de  un  acuerdo  entre  los  pueblos  de  Europa  y América,  ni,  por 
último,  en  las  seguidas  por  las  cinco  grandes  potencias  ya  menciona- 
das. Es,  pues,  un  abuso  del  lenguage  designar  á los  tratantes  en 

negros  del  modo  referido,  y afirmar  que  para  detenerles  y castigarles 
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se  puede  ejercer  la  visita  en  tiempo  de  paz,  facultad  (pie  no  reco- 
noce la  ley  de  las  naciones.  » _ 

Dando  cuenta  Story  de  la  opimon  de  la  corte  suprema 
Caso  del  The  , , | n ei  cas0  (le  The  Mariana  Flora  dice,  que  el  de- 

M uriana  1LUUU  . ..  , 

Flora.  rec]l0  de  que  nos  ocupamos  no  pertenece  en  tiempo  de 
¿ Ios  pUques  de  ninguna  nación  ; afirma  que  es  una  consecuen- 
cia del  estado  do  guerra  y que  durante  aquella  el  océano  es  igual  y 
libre  para  todos. 

Opinando  del  mismo  modo  Massé  dice,  que  cualquiera 
ffi'Sffií  que  sea  su  objeto  constituirá  un  acto  de  policía,  cuya  cje- 
Us*  cucion  es  inadmisible  porque  supondría  en  el  que  le  efec- 
tuase una  soberanía  incompatible  con  la  independencia  recíproca  de 
las  naciones. 

Ort  oían,’ que  no  es  menos  explícito,  se  expresa  en  estos  términos: 
« Partiendo  de  que  el  derecho  de  visita  es  una  consecuencia  necesaria 
del  de  capturar  las  naves  enemigas  y del  de  oponerse  al  trasporte  de 
contrabando  ele  guerra,  se  deduce  lógicamente  que  solo  será  proce- 
dente en  el  tiempo  y en  los  parajes  que  aquellos  puedan  ejercerse.  La 
comprobación  del  carácter  real  de  un  buque  tiene  por  objeto,  en  épo- 
cas pacíficas,  la  represión  del  crimen  de  piratería,  tal  y como  le  com- 
prende, no  un  Estado  particular,  sino  el  derecho  de  gentes ; sacándose 
de  esto  en  consecuencia  que  es  necesario  para  obrar  así  apoyarse  en 
suposiciones  legítimas,  y que  no  se  puede  apelar  á la  fuerza  si  no  re- 
sulta fehaciente  la  prueba  del  expresado  delito.  De  los  resultados  que 
se  desprendan  de  estos  hechos  son  responsables  siempre  los  jefes  que 
les  ordenan ; por  tanto,  si  el  comandante  de  una  nave,  creyendo 
habérselas  con  un  pirata,  ocasiona  daños  y perjuicios  á otra  que  no 
lo  es  en  realidad,  y que  ha  permanecido  bajo  el  amparo  y la  juris- 
dicción del  Estado  á que  pertenezca,  el  gobierno  de  aquel  estará  obli- 
gado á satisfacer  la  indemnización  correspondiente.  » 

Ilautefeuille  discute  ámpliamente  este  punto.  « La  naturaleza  espe- 
cial de  la  visita,  dice,  su  origen,  el  doble  fin  con  que  la  ley  secundaria 
la  ha  creado,  prueban  terminantemente  que  es  un  poder  concedido  al 
beligerante  para  que  ejerza  los  derechos  que  le  confiere  la  guerra,  y 
que  la  existencia  de  esta  es  condición  indispensable  para  la  suya.  Nada 
Je  importa  ni  precisa  al  navegante  el  reconocimiento,  en  tiempos  pa- 
cíficos, de  la  embarcación  que  encuentra  en  alta  mar,  y ningún  híte- 
les tiene  en  saber  si  el  pabellón  que  enarbola  es  ficticio  ó verdadero. 

‘ °lo  el  buque  de  guerra  perteneciente  al  Estado  que  aquel  represente 
halla  facultado,  para  comprobar  la  legalidad  de  su  uso.  No  debe 
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tampoco  perderse  de  vista  que  durante  la  paz  las  naciones  están  li- 
gadas solo  por  deberes  humanitarios  y son  completamente  indepen- 
dientes. No  hay  neutrales  ni  beligerantes,  ni  enemigos  encubiertos  á 
quienes  temer  ó atacar,  y,  por  consiguiente,  nacionalidad  alguna  que 
reconocer.  Si  se  sostuviera,  pues,  por  algún  gobierno  el  derecho  de 
que  se  trata  en  estas  circunstancias,  seria  un  acto  de  supremacía,  un 
atentado  contra  la  independencia  de  las  demás  naciones.  » 

Por  último,  Ivaltenborn  profesa  estas  mismas  ideas  que  desenvuelve 
de  un  modo  idéntico.  * * * § 

Pero  si  no  se  encuentra  principio  alguno  general  de  de- 
recho de  gentes  que  justifique  el  de  visita  en  las  condicio- 
nes expresadas,  se  ha  establecido  en  cambio  por  tratados 
especiales.  En  este  número  se  cuentan  todos  los  concluidos  en 
nuestro  siglo  por  Inglaterra  para  suprimir  la  trata  de  negros,  pudiendo 
citarse  como  ejemplo  los  de  1815  con  Portugal;  1817  y 1830  con 
España;  1818  y 1823  con  Holanda  ; 1824  con  Suecia,  y 1831  y 1833 
con  Francia. 

En  el  año  de  1841,  Austria,  la  Gran-Bretaua,  Prusia  y Rusia  cele- 
braron uno  con  el  objeto  referido:  y Francia  firmó  otro  con  la  se- 
gunda de  estas  naciones,  en  1845,  modificando  los  anteriores,  cu  el 
cual  se  estipulaba,  que  solo  podría  procederse  á la  visita  de  las  na- 
ves mercantes,  pero  no  á su  registro  (1). 


Estipulacio- 
nes tic  los 
tratados  pú- 
blicos. 


* Gessner,  Le  droit  des  neulres  sur  mor,  pp.  287  et  seq.;  Whcaton,  Jlist.  des 
progrés  du  droit  des  gens , vol.  II,  pp,  213-324;  Pistoye  ct  Duverdy,  Traite  des 
jrrises,  tit.  1,  cli.  3,  sect.  2;  Ortolan,  Dip.  de  la  mcr,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  7;  Hau- 
tefeullle,  Droits  des  nations  neulres,  tit.  11,  ch.  2,  sect.  3;  Riquelme,  Derecho  púb. 
int.,  lib.  1,  lít.  2,  cap.  7;  Halleck,  Inl.  lato,  ch.  25,  §§  5-7;  Whealon,  hlem. 
droit  int.,  pte.  2,  chap.  2,  § 15;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p.  153;  I.aw- 

rence  , Visilation  and  search , pp.  61,  79-103 ; Phillimore,  On  inl.  law,  vol.  líf, 

§§  322-326;  Rlassé,  Droit  com.,  liv.  2,  tit.  1,  ch.  2,  § 2;  HeUtcr,  Droit  inl., 

§ 168;  Bynkershoek,  Qceest.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  14;  De  Cussy,  Droit  mari- 
time,  vol.  II,  pp.  364,  385;  Whcaton,  On  thc  right  of  search,  pp.  153,  154;  Coxc, 
Brief  examination,  etc.,  p.  26;  Kaltenborn,  Sccrechl , vol.  II,  p.  350. 

(1)  El  articulo  8‘.  de  este  tratado  dice  : « Atendido  que  la  experiencia  lia  mostrado 
que  la  trata  de  negros,  viene  acompañada  generalmente  en  los  parajes  que  se 
ejerce,  de  actos  piráticos  peligrosísimos  para  la  tranquilidad  de  los  mares  \ la 
seguridad  de  todas  las  banderas;  considerando  al  mismo  tiempo  que  si  el  pabellón 
que  lleva  una  nave  es  prima  facie  el  signo  de  su  nacionalidad,  esta  presunción  no 
es  suficiente  para  que  no  se  proceda  á la  comprobación,  supuesto  que  de  otro 
modo  todas  las  banderas  podrían  servir  para  cubrir  la  piratería,  la  trata  de  negro» 
ú otro  cualquier  comercio  ilícito;  afin  de  prevenir  cualquier  dificultad  que  ocurrir 
pudiera  en  el  cumplimiento  de  esta  convención  se  ha  estipulado  que  se  dirigirán 
las  instrucciones  correspondientes  á los  jefes  de  las  escuadras  francesa  e inglesa  en 
la  costa  de  Africa.  » 
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Sestm  Gessnci1,  Ihutcfouillc  no  lm  api-ociado  en  su  verdadero  valor 
los  servicios  que  han  prestado  estas  convenciones,  ana, novando  nota- 
blemente,  ya  que  no  extinguiendo  por  completo,  un  tráfico  tan  vito- 

^>U'^  3 e 731.  Al  exponer  la  refutación  de  Wheaton  á las  prc- 
pmrctoiTii-  tensiones  del  gabinete  británico  liemos  visto  que  uno  de 
‘negror.!""  j0s  argumentos  de  que  este  se  valia  para  defenderlas  era 
colocar  á los  negreros  en  perfecta  igualdad  de  condiciones  con  los 


J ' Los  Estados-Unidos  no  han  confundido  nunca  á estos 

Mensaje  tiei  Con  aquellos,  como  lo  prueba  suficientemente  el  mensaje 

presidente  1 J 

d»  i»  rei»¡-  especial  del  presidente  Tyler,  de  27  de  febrero  de  1843. 
americana.  «Seria  contradictorio,  dice  en  él,  apoyar  en  el  mismo 
fundamento  una  verdadera  ley  internacional,  y la  regla  sostenida  por 
un  solo  pueblo.  La  detención  y captura  de  un  buque  por  sospecha 
vehemente  de  piratería  no  da  motivo  justo  de  queja  al  país  bajo 
cuya  bandera  se  cubra,  ni  facultad  para  reclamará  su  propietario.  En 
estas  circunstancias  es  un  derecho  perfecto  el  de  detener,  visitar  y 
hasta  registrar  una  nave  sin  que  esta  conducta  pueda  originar  ninguna 
indemnización  ni  responsabilidad.  Pero  fuera  de  este  caso  no  hay  na- 
ción que  tenga  en  tiempos  normales  autoridad  bastante  para  obligar 
á pararse  en  el  Océano  á las  embarcaciones  de  otra,  sea  cual  fuere  el 
pretexto  que  alegue.  » 

Esta  es  la  causa  de  que  las  leyes  de  aquella  república,  aunque  lian 
calificado  de  crimen  de  piratería  la  trata  de  negros,  no  la  sujetan  á 
la  misma  responsabilidad.  ** 

Como  liemos  ya  manifestado  las  negociaciones  entabla- 
Tratado  «m-  das  por  los  Estados-Unidos  cerca  del  gabinete  de  Lóndres 

clnido  entre  i . 

ios  Estados-  concluyeron  con  la  celebración  del  tratado  de  8 de  agosto 
Gran-Brcta-8  de  1842,  en  el  cual  se  estipulaba  que  entrambas  partes 
contratantes  sostendrían  en  la  costa  de  Africa  el  número 
de  buques  necesario  para  visitar  las  naves  mercantes  de  cada  una 
de  ellas,  persiguiendo  así  la  trata  por  medio  de  sus  propias  fuerzas. 

Esta  solución  era,  sin  embargo,  incompleta  como  se  probó  posterior- 
mente. 


* Gessner,  Le  droit  des  neulres  sur  mer,  pp.  ¿89-292;  Hautefeuille,  Droils  des 
na“r  neuíres’  bt.  11,  ch.  2,  sect.  3;  Kaltenborn,  Seerechl,  vol.  II,  p.  352. 

* Halleck,  int.  law,  ch.  25,  §§  8,  9;  Riquelme,  Derecho  púb.  í»í.,lib.  1,  tít.  2, 
CdP-  , Wheaton,  Elém.  droit  int.7  pte.  2,  ch.  2,  § 15;  Lavvrence,  Visita tion 

p,  .Mfearc^’  PP*  ©t  seq.;  Pistoye  et  Duvcrdy,  Traite  des  prises , tit.  1,  ch.  2; 
Plnlhraore,  On  int.  law,  vol.  III,  §§  322-326. 
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Con  efecto,  en  el  año  1858  los  cruceros  británicos  en- 
cargados de  este  servicio  en  el  golfo  de  Méjico  recibieron  ProíeMa  <ic 
la  orden,  que  se  apresuraron  á ejecutar,  de  visitar  nueva-  unidos, 
mente  los  barcos  norte-americanos.  El  gobierno  de  la  república  con- 
sideró este  proceder  como  una  violación  de  su  bandera,  y protestó 
en  contra  suya,  sosteniendo  que  únicamente  á él  le  incumbía  ejercer 
la  vigilancia  y policía  debidas  sobre  los  buques  que  navegasen  con 
su  pabellón. 

El  gabinete  inglés,  ántes  de  adoptar  una  resolución,  pa-  , 

, ...  1 Medida  adop- 

so  el  asunto  a iníorme  de  los  abogados  de  la  Corona,  los  tada  por  el 

gobierno  brí- 

cuales  tueron  de  parecer  que  no  podia  citarse  ninguna,  tánico, 
autoridad  en  apoyo  de  la  conducta  observada,  y,  en  su  consecuencia, 
los  consejeros  de  la  reina  Victoria,  desistieron  de  su  prosecución. 

Al  poner  esta  resolución  en  conocimiento  de  las  cáma- 

1 Debates  qio 

ras  inglesas,  lord  Lyndhurst  pronunció  un  discurso  que  el  se  promovie- 

, . , ' , r 1 ron  con  este 

ministerio  británico  juzgó  como  la  expresión  mas  fiel  de  su  motivo  en  ios 
pensamiento.  « No  liemos  renunciado,  decía  el  citado  ora-  glosas, 
dor  en  la  sesión  de  la  alta  cámara  del  12  de  julio  de  aquel  año,  á 
ningún  derecho,  porque  no  cabe  duda  de  que  esa  pretendida  facultad 
no  existió  legítimamente,  por  cuya  razón  creo  que,  abandonándola, 
obramos  justa  y sabiamente.  Las  autoridades  mas  respetables,  en 
América  como  en  Europa,  se  pronuncian  contra  ella  y por  mi  parte 
no  tengo  inconveniente  alguno  en  declarar  que  no  lie  podido  descu- 
brir ningún  principio  de  ley  ó de  razón  en  que  fundarla.  Examinando 
aquel  en  que  se  basa  la  cuestión  en  sí,  resulta  tangiblemente  que 
todas  las  naciones,  las  poderosas  y las  débiles,  son  iguales  en  alta 
mar.  Ahora  bien,  si  los  buques  son  porciones  del  país  á que  perte- 
necen ¿ con  qué  autoridad  puede  intervenir  otro  cualquiera  en  sus 
asuntos?  Se  objetará  que  reconociendo  esta  doctrina  no  es  posible 
perseguir  los  innumerables  fraudes  que  se  cometerán  á su  sombra. 
Pero  ¿ cómo  lia  de  influir  en  la  conducta  de  una  tercera  potencia  lo 
que  hagamos  con  los  Estados-Unidos  ? En  todo  caso  la  cuestión  se 
resuelve  muy  fácilmente.  Cuando  uno  de  nuestros  cruceros  aviste  un 
buque  con  pabellón  norte-americano,  y tenga  motivos  pora  creer  que 
le  usa  indebidamente,  tratará  de  inquirir  y examinar  los  hechos 
cuanto  mejor  le  sea  posible  : si  resultase  que  el  juicio  formado  es 
exacto  podrá  visitarle  y enterarse  de  sus  papeles,  y si  la  sospecha  se 
realiza  se  halla  autorizado  para  tratarle  con  arreglo  al  país  á que  cor- 
responda. Aquellos  no  tendrían  entonces  derecho  á reclamar  y la 
cuestión  se  zanjaría  entre  nuestro  crucero  y la  nave  capturada.  Etn- 
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■ oto  si  se  justificase  que  esta  les  pertenecía  realmente  debemos  repa- 
rar en  seguida  la  ofensa  cometida  o indemnizar  el  daño  y los  perjuicios 

ocasionados.  '*  , , , , 

§ 732.  En  el  trascurso  de  las  guerras  a que  la  revolu- 

ffiEHSSi  clon  francesa  dió  lugar,  el  gabinete  do  Lóndros  pretendió 

lotÍÍmÍo t>íí-  que  como  consecuencia  del  derecho  de  que  venimos  ocu- 

pandónos,  tenia  el  de  aprehender  á los  marineros  de  su 

nación  que  estuviesen  á bordo  de  los  buques  neutrales. 

Los  Estados-Unidos  se  opusieron  á la  ejecución  de  se- 

S**3<w-  mojante  designio  y su  falta  de  asentimiento  fué  una  de  las 

Hlídosyquo  causas  que  motivaron  la  guerra  de  1812  ocurrida  entre 

produjo.  cjQs  pUeJjl0S< 

, El  tratado  de  Gbent  puso  término  á la  lucha  baio  las 

Tralatlo  de  1 J 

ciicnt.  bases  del  status  quo  ante  bellum , dejando  indecisas  las 
cuestiones  que  la  originaron. 

Aunque  no  es  de  esperar  que  la  Gran-Bretaña  insista 

Fundatncn-  , „ , , . 

tos  en  tpie  nuevamente  en  otorgarse  esta  íacultad,  interesa  conocer 
giaiciTa  su  como  recuerdo  histórico  las  razones  en  que  se  apoyaba 

pretcnsión.  . 1 " 

para  obtener  su  reconocimiento. 

E!  gobierno  británico  sostenía,  que  el  súbdito  inglés  debe  íidelidad 
perpetua  é indisoluble  á la  Corona,  bailándose  obligado  á prestar  el 
servicio  militar  siempre  que  á ello  fuese  requerido,  estando  el  poder 
ejecutivo  autorizado  para  hacer  efectiva  esta  obligación,  donde  quiera 
que  aquel  fuese  habido. 


Argumentos  ^or  su  Parte>  gabinete  de  Washington,  por  conducto 
aducidos  en  de  su  secretario  de  Estado  M.  Webster,  se  expresaba  de 

contra  por  ei  ....  1 

Washington0  este  mo<^°  • <(  Si  el  principio  de  la  íidelidad  perpetua  y la 
facultad  de  hacerle  efectivo,  formasen  parte  de  la  ley  de 
las  naciones,  podría  sostenerse  como  un  derecho  común  é igualmente 
obligatorio,  mientras  que  no  se  modificara  el  código  internacional. 
Pero  la  situación  presente  no  ofrece  semejante  aspecto.  La  doctrina 
es  pura  y exclusivamente  inglesa  y sus  leyes  carecen  de  valor  fuera 
de  su  territorio;  esto  es,  las  relaciones  que  dicha  prescripción  crea 
entre  el  soberano  y los  súbditos  no  serán  eficaces  mas  que  dentro 
del  reino.  Admitido  como  lógico  el  razonamiento  expuesto,  resultaría 


Gessner,  Le  droit  des  neutros  sur  mer,  pp.  291,  292;  Hautefeuille,  Droits  des 
miions  neulres,  lit,  11,  ch.  2,  sect.  3;  Philiimore,  On  int.  law,  vol.  III,  PP-  *20 

el  sp^*  - ?.a^eC^’  ^aw’  c^*  § 9;  Lawrence,  Visitation  and  search , pp-  181 

_ lll'  ,uo  des  deux  mondes,  1 julio  de  1858;  Monthy  law  repórter,  vol.  XXI, 
P-  *»;  London  Times,  27  julio  de  1858. 
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que  si  un  Estado  se  ve  en  inminente  peligro  tendria  derecho  á disr 
poner  de  las  propiedades  de  sus  ciudadanos,  del  mismo  modo  que 
de  sus  personas,  y de  una  concesión  en  otra  se  vendría  á parar  en 
que  un  gobierno  se  halla  facultado  para  legislar  sobre  los  bienes  de 
sus  nacionales  que  radiquen  en  un  territorio  extraño,  principio  injus- 
tificable y absurdo.  La  Corona  de  Inglaterra  no  posee  derecho  al- 
guno sobre  los  individuos  domiciliados  ó las  propiedades  situadas 
fuera  de  los  límites  jurisdiccionales  de  la  monarquía. 

M.  Webster  formuló  la  regla  á que  se  sujetaría  el  gobierno  de  la 
república  manifestando,  que  estaba  resuelto  á no  consentir  el  ejercicio 
de  aquella  práctica,  acompañada  siempre  de  consecuencias  injustas  é 
injuriosas  que  no  era  posible  tolerar,  y que  la  conducta  que  debía 
observarse  constantemente  era  que  siempre  que  un  buque  resultase 
pertenecer  á ella,  debia  suponerse  que  su  tripulación  tenia  el  mismo 
carácter  nacional.  « Cincuenta  años  de  experiencia,  añadía,  el  mal 
éxito  de  muchas  negociaciones  y un  exámen  mas  detenido  de  la 
cuestión  en  una  época  en  que  las  pasiones  se  hallan  ya  calmadas, 
han  convencido  á este  gobierno  que  la  regla  enunciada  es  la  única 
que  se  puede  seguir  sin  faltar  á los  derechos  de  los  Estados-Uni- 
dos y á la  seguridad  de  sus  ciudadanos.  » * 

* Hallerk,  Int.  lavo , ch.  25,  §§  29,  30;  Wheaton,  Hist.  lato  of  nations,  pp.  739, 
740,  745,  746;  Webster,  Works  of,  vol.  V,  p.  142;  vol.  VI,  p.  325,  326  ; Webster, 
Dip.  and  off.  papers,  pp.  97,  101;  Phillimore,  Chi  int.  lato,  vol.  III,  § 335; 
Manning,  Lavo  of  nations,  p.  371. 
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CORRESPONDIENTES  Á LOS  NEUTRALES 


, . 733.  Los  derechos  de  los  beligerantes  y de  los  neutra- 

Corrclacion  ^ 

éntrelos  de-  ]cs  se  limitan  mutuamente,  esto  es,  son  correlativos;  sin 

re  en  os  y los 

deberes  de  qUC  esta  cualidad  haga  suponer  que  sean  inconciliables 
les-  ni  contradictorios.  Es,  sin  embargo,  de  tal  índole  el 
estado  de  neutralidad  que  fácilmente  pueden  infringirse  sus  condi- 
ciones necesarias,  por  unos  ú otros.  Hay  mas,  si  los  derechos  y 
deberes  que  impon.c  tienen  el  referido  carácter,  no  podrán  exigirse 
los  primeros,  si  los  segundos  no  se  cumplen  debidamente.  Esta 
observación  es  aplicable  con  una  fuerza  igual  á entrambas  partes  en 
sus  relaciones  recíprocas;  porque  es  evidente  que  mientras  un  Estado 
que , del  mismo  modo  que  sus  súbditos,  permanece  ajeno  á las  hos- 
tilidades llena  las  obligaciones  que  le  impone  su  situación  respecto 
á los  que  tercian  en  la  lucha,  estos  deben  respetarle ; así  como  en  el 
caso  contrario  se  expone  á ser  tratado  romo  enemigo.  * 

§ 734.  El  Estado  que  sin  causa  alguna  que  lo  justifique 

Violación  de  ...  . , 1 J 1 

los  dolieres  ataca  el  territorio  ó captura  los  buques  de  una  nación  be- 

neutralcs  co- 
metida p<.r  ligerante  toma  parte  ipso  fado  en  las  hostilidades  y se  de- 
cl  Estado.  , . 

clara  su  enemigo.  Mas  no  son  comunmente  tan  francas  y ter- 
minantes las  infracciones  que  se  cometen  en  esta  materia  y los  gobier- 
nos que  las  realizan  suelen  encubrir  su  intención  bajóla  apariencia  de 

* Hautefeuille,  Droils  des  nations  neulres , tit.  15;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition 
Ouillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  7,  § 104;  Wheaton,  Ele  ni. 
droit  inl.,  pte.  4,  ch.  3,  § 1;  Ilalleck,  Int.  law,  ch.  25,  § 1;  Kent,  Com.  on  am. 
law'  yol.  L P-  115-117;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  7;  Riquelrae,  Derecho 
púb.  int.,  lib . 1,  tít.  1,  cap.  11;  De  Cussy,  Droit  marítimo,  liv.  1,  tit.  3,  § 9. 
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una  legalidad  intachable;  debiéndose  la  dificultad  que  ofrece  la  apre- 
ciación exacta  de  la  conducta  de  los  neutrales,  á que  la  violación  de 
las  prescripciones  á que  han  de  sujetarse  es  tan  especial  como  las 
condiciones  generales  de  su  status,  porque  no  es  preciso  para  delin- 
quir en  el  sentido  á que  venimos  refiriéndonos  la  ejecución  de  un 
acto  real  y positivamente  hostil  sino  que  basta  con  la  manifestación 
de  una  tendencia  exclusivamente  favorable  a cualquiera  de  las  partes 
combatientes. 

Supongamos  que  la  guerra  estalla  entre  dos  naciones,  una  de  las 
cuales  cuenta  con  una  marina  de  guerra  y mercante  muy  superior  á 
la  de  su  adversaria,  por  cuya  razón  puede  muy  bien  sostener  la  im- 
portación de  los  artículos  que  le  sean  necesarios  y la  exportación  de 
aquellos  que  sirven  para  el  desarrollo  de  su  comercio,  al  paso  que 
la  última  tiene  que  recurrir  con  igual  objeto  á la  navegación  neutral. 
Ahora  bien,  si  en  estas  circunstancias  una  que  tenga  este  ca- 
rácter renuncia  á los  derechos  que  le  son  inherentes  y permite  que 
se  confisque  la  propiedad  enemiga  encontrada  á bordo  de  sus  bu- 
ques, resultará  que  favorece  incontestablemente  a la  mas  poderosa, 
aunque  la  disposición  por  ella  tomada  sea  extensiva  á las  dos. 

Otro  de  los  ejemplos  que  citan  muy  oportunamente  los  autores  es 
el  referente  al  caso  de  que  las  naciones  que  sostuviesen  la  guerra 
fueran  España  y Dinamarca,  y el  gobierno  sueco  consintiese  que  se  in- 
cluyeran entre  los  efectos  de  contrabando  de  guerra  las  municiones 
navales.  En  este  caso,  la  primera,  que  las  adquiere  por  lo  común  en 
los  mercados  de  Suecia  saldría  enormemente  perjudicada,  sin  que 
atenuase  en  nada  semejante  medida  la  aseveración  de  que  se  había 
adoptado  también  para  el  otro  beligerante. 

La  falta  de  represión  de  los  actos  de  sus  ciudadanos  ó de  los  ex- 
tranjeros residentes  en  su  territorio,  puede  ser  causa  así  mismo  de 
que  una  nación  pierda  su  significación  neutral.  * 

§735.  Por  mas  de  que  las  obligaciones  que  impone  la  neu-  ^ ercc(uaíla 

tralidad  alcancen  á todos  los  súbditos  del  soberano  que  la  individual- 
mente. 

haya  proclamado,  es  innegable  que  los  actos  por  ellos 
consumados  no  tienen  la  índole  que  presentan  los  que  ejecute  el 
poder  supremo  que  la  dictó',  y de  los  cuales  acabamos  de  ocuparnos 
someramente, 

Así  nos  encontramos  con  que  es  imposible  exigir  responsabilidad  á 

* Haatefeuille,  Droils  des  nations  neulres , tit.  15;  Bollo,  Derecho  int.,  pte.  2, 
cap.  7,  §§  1-3 ; Halleck,  Int.  law,  ch.  25,  § 2;  Duer,  On  Insurance,  vol.  í,pp  531, 
754;  Pitkin,  Civil  and  pol.  hist.  of  V.  S.,  vol.  I,  ch.  10. 
t.  n — 24 


309 


VIOLACION  DE  LOS  DISUENES 


[caí*,  vi 


730 


ningún  gol, ¡en, o,  peque  uno  ó muchos  do  los  que  debe,,  acala,-  sus 
levos  ton, cu  ó hayan  lomado  una  porte  activa  en  la  guerra,  i no  ser 
«lúe  lo  hubieran  verificado  con  su  aprobación,  ó que  se  tratara  de  un 
alistamiento  en  masa,  que  estaba  en  sus  manos  impedir. 


Como  regla  general  puede  decirse  que  las  infracciones  individuales 
no  traspasan  la  esfera  de  la  persona  que  las  comete.  El  contrabando 
de  guerra  autorizado  y ejecutado  por  un  gobierno  supremo  constituye 
un  a cío  infractor  é invalida  la  neutralidad,  pero  llevado  á cabo  por 
sus  súbditos,  sin  que  él  los  apoye,  no  produce  semejante  resultado, 
dando  únicamente  derecho  al  beligerante  para  apoderarse  de  los  efec- 
tos de  que  se  componga;  pudiendo  decirse  lo  mismo  relativamente  á 
todos  los  demás  hechos  análogos. 


§ 730.  Mas  como  quiera  que  las  acciones  de  este  género 
que  compele  no  presentan  un  carácter  delictuoso  para  los  tribunales  del 

su  castigo.  , , , ..  , 

país  a que  pertenecen  sus  fautores  solo  serán  justiciables 
ante  los  del  beligerante,  siendo  esta  una  cuestión  de  tal  importancia 
que  su  resolución  afecta  á todos  los  principios  fundamentales  de  la 
neutralidad. 

liase  dicho  por  algunos  que  el  traficante  neutral  incurría  volunta- 
riamente en  las  penas  impuestas  por  los  beligerantes,  sometiéndose 
así  mismo  á la  acción  de  sus  tribunales,  lo  cual  es  evidente;  pero  no 
resuelve  el  punto  relativo  al  derecho  de  aquellos  á entender  en  las 
causas  que  con  tal  motivo  se  originen  y á dictar  el  fallo  correspon- 
diente, que  se  justifica,  no  obstante , como  consecuencia  general  de 
las  leyes  de!  la  guerra  y su  extensión  á las  relaciones  internacio- 
nales. 

El  que  suministra  á un  enemigo  municiones  ó abastece  un  puerto 
bloqueado  aumenta  sus  medios  de  defensa  y le  favorece  de  una  ma- 
nera indirecta,  es  cierto,  pero  no  menos  positivamente.  Por  eso  dice 
Duer,  que  estos  actos  imprimen  un  carácter  marcadamente  hostil,  y 
este  es  también  el  concepto  que  merecen  á la  legislación  universal, 
cuya  aplicación  presenta  en  estos  casos  graves  dificultades.  * 


* Heffter,  Droil  int.,  §§  148-172;  Ortolan,  Dtp.  de  la  roer,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  6, 
P-  177;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  7;  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neu- 
tres,  tit.  15;  Halleck,  Int.  law,  ch.  26,  §§  3,  4;  Duer,  On  insurancc,  vol.  I,  pp. 
749,  754,  755,  772-775;  Webster,  Dip.  and  off.  papers,  pp.  309,  310;  Biquelme, 
Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tít.  2,  cap.  14;  Pistoye  et  Duverdy,  Traité  des  prises, 
tu.  6,  ch.  2,  sec.  3;  Lee,  Opinions  of  V.  S.  Altt/s.  geni.,  pp.  309,  310;  De  Cus-y, 
Droil  marilime,  liv.  1,  tit.  3,  §§  8,  9. 
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§ 737.  Wheaton  resuelve  en  pocas  palabras  la  debatida 
cuestión  de  las  mercancías  enemigas  á bordo  de  buques  das  "cncm?- 
neutrales,  diciendo  que  sea  cual  fuere  el  principio  de  de-  neutra- 
recho  internacional  acerca  de  esta  materia  no  se  puede 
negar  que,  según  la  práctica  constantemente  seguida,  se  hallan  suje- 
tas á captura  y confiscación ; regla  que  ha  sido  derogada  únicamente 
por  algunos  pactos  esencialmente  transitorios  y cuyas  prescripciones 
solo  tienen  fuerza  obligatoria  para  las  partes  contratantes. 

Esta  opinión,  á pesar  de  la  incontestable  autoridad  del  publicista 
que  la  ha  emitido,  parece  un  tanto  infundada  y puede  considerarse 
mas  bien  que  como  doctrina  propia  de  él,  cual  un  resúmen  de  la 
sustentada  por  la  mayoría  de  los  escritores  británicos. 

Como  ya  hemos  manifestado,  aunque  someramente,  los 
tratados  que  se  concluyeron  en  los  siglos  XV  y XVI  soste-  Sfs^dííw 
nian,  de  conformidad  con  el  Consulado  de  la  mar , que  el  breóte  par- 
pabellón  neutral  no  cubre  la  mercancía  enemiga,  siendo  tlcular- 
el  celebrado  en  1604  entre  Francia  y Turquía  el  primero  que  establece 
Ja  teoría  contraria  (1);  asentada  como  un  principio  en  los  firmados 
posteriormente.  De  estos  pueden  citarse  como  los  mas  notables  el 
de  10  de  junio  de  1664  entre  Inglaterra  y Portugal;  el  de  Westmins- 
ter  entre  Inglaterra  y Francia  de  1666;  el  de  los  Pirineos  de  1660 
entre  la  última  y España;  el  de  Nimega  de  1678  entre  la  misma  y los 
Estados-Generales ; los  de  Paris  de  1783  y 1786  entre  Inglaterra  y 
Francia;  el  de  1788  entre  esta  y los  Estados-Unidos,  los  de  la  neu- 
tralidad armada  de  1780  y de  1800,  y,  por  último,  la  declaración  de 
Paris  de  1866  (2). 

Los  que  se  han  efectuado  en  el  sentido  opuesto  son  poco  numero- 
sos, Inglaterra  concluyó  en  1661  una  convención  con  Suecia  en  la 
cual  se  consagraba  el  principio  antiguo,  que  Francia  ha  reconocido 
también  en  el  tratado  que  firmó  con  las  ciudades  anseáticas  en  1716; 
y los  Estados-Unidos  le  proclamaron  el  año  de  1796  en  el  que  cele- 


(1)  He  aquí  los  términos  en  que  está  concebido  el  articulo  12  del  tratado  de 
1604  entre  Enrique  IV  de  Francia  y Achmet,  emperador  de  Turquía  : <«  Youlons  ct 
commandons  que  les  marchandises  qui  seroiít  chargées  4 nolis  sur  vaisseaux  trun- 
cáis, appartenantes  aux  ennemis  de  notre  Porte,  ne  puissent  ótre  prises  souscouletir 
qu’clles  sont  de  nos  ennemis,  puisque  ainsi  est  notre  vouloir.  » 

(2)  El  número  de  estos  tratados  en  1839  llegaba  á 130,  correspondiendo  24  á 
Francia;  17  á Holanda;  7 á España;  10  á Inglaterra;  G á Portugal;  9ú  Dinamarca; 
8 á Suecia;  17  á Rusia;  5 á Prusia;  4 á Nápoles;  3 á Austria;  16  ú los  Estados- 
Unidos  de  América.  No  figuran  en  esta  lista  los  de  los  Estados  de  la  América  del 
sur  que  han  adoptado  el  mismo  principio. 
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Draron  ron  el  gabinete  tic  Londres.  Desdo  entonces  solo  lia  Intitulo 
dos  ocasiones  en  que  se  declare  subsistente  la  impugnada  doctrina  de 
h comiscarlo, i;  siendo  estas  el  convenio  marítimo  do  Inglaterra  y 
Rusia  en  1801-1802,  impuesto  á Suecia  y Dinamarca,  y el  de  1842 
entre  ía  primera  de  las  naciones  mencionadas  y Portugal. 

En  resumen,  puede  decirse  que  el  derecho  público  exterior  resul- 
tante do  los  tratados  es  favorable  á la  regla  de  que  el  pabellón  protege 
v salva  el  cargamento. 


Las  opiniones  de  los  publicistas  lian  sufrido  en  esta  par- 
jos‘npuwfci>  te  las  mismas  modificaciones  que  los  principios. 

Vatlel  se  limita  á decir,  que  cuando  se  encuentran  bie- 
nes enemigos  en  buques  neutrales  las  leyes  de  la  guerra  autorizan  su 
confiscación. 

Dos  tratadistas  italianos,  Lampredi  y Azuni,  se  encargaron  en  el 
siglo  pasado  do  sostener  estas  ideas,  manifestando  el  primero  que  de 
aceptarse  las  opuestas  concluirían  por  ser  ilusorios  en  este  punto  los 
derechos  de  los  beligerantes,  dando  lugar  á que  el  adversario  pudiese 
continuar  su  comercio  sin  la  molestia  mas  insignificante;  y apoyando 
el  segundo  sus  razonamientos  en  la  ley  de  la  necesidad  que  tan  fácil- 
mente se  presta  á la  defensa  y sostenimiento  de  todos  los  sistemas. 

Hubner  fue  el  primero  que  apreciando  los  hechos  bajo  puntos  de 
vista  superiores  sostuvo  la  inviolabilidad  tan  combatida,  partiendo  del 
principio  de  que  los  neutrales  tienen  la  mas  amplia  libertad  de  co- 
mercio miéntras  no  infrinjan  los  deberes  propios  de  su  condición  y 
que  en  su  territorio  la  propiedad  enemiga  es  inviolable,  de  lo  cual  se 
deduce  lógicamente  que  la  conducida  por  los  buques  que  tienen  aquel 
carácter  no  puede  ser  capturada  ni  confiscada,  puesto  que  es  una 
máxima  admitida  que  las  naves  son  porciones  del  Estado  á que  per- 
tenecen. 


Apénas  enunciada  esta  teoría  encontró  numerosísimos  sostenedores, 
entre  quienes  pueden  citarse  los  escritores  alemanes  Büscli,  Iílüber, 
Martens,  Jacobson,  Heffter  y Gessner ; y los  franceses  Rayneval,  Mas- 
sé,  Hautefeuille  y Ortolan. 

Estos  dos  y el  último  de  los  primeros  merecen  especial  mención, 
así  por  el  órden  con  que  han  tratado  este  asunto  como  por  la  fuerza 
y precisión  de  sus  argumentos. 

Hautefeuille  sigue  paso  á paso  el  camino  recorrido  por  Hubner,  y 
examinando  el  hecho  de  que  se  trata  en  el  terreno  jurídico  concluye 
poi  deducir,  que  los  neutrales  pueden  cargar  libremente  en  sus  bu- 
ques, á excepción  del  contrabando  de  guerra,  las  mercancías  de  los 
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beligerantes,  y que  estos  no  se  hallan  facultados  para  capturarla,  es 
decir,  que  la  nave  libre  hace  libres  las  mercancías,  sea  el  que  fuere  su 
propietario. 

Ortolan,  admitiendo  la  realidad  jurídica  de  los  dos  principios  con- 
tradictorios que  se  debaten,  se  expresa  en  estos  términos  : « Hay  en 
este  punto  una  colisión  directa  entre  el  derecho  de  guerra  peculiar 
á los  que  la  sostienen  y el  de  paz  propio  de  los  que  permanecen  ex- 
traños á ella.  Ahora  bien,  consultando  la  utilidad  general  de  los 
pueblos  resulta  que  el  segundo  es  mas  importante  y debe,  por  tanto, 
adoptarse  la  regla  de  que  el  pabellón  neutral  cubre  la  mercancía  ene- 
miga. 

Gessner  opina  como  el  primero  de  los  publicistas  que  acabamos  de 
citar  y sostiene,  en  consecuencia,  que  los  barcos  deben  considerarse 
como  bienes  inmuebles,  doctrina  que  reconoce  el  derecho  común;  que 
el  de  visita  es  una  excepción  que  no  destruye  ni  prejuzga  la  regla 
general ; y que  las  potencias  que  no  se  han  adherido  á las  declara- 
ciones de  1836,  no  pueden  infringir  tampoco  la  prescripción,  que  for- 
ma parte  de  su  jurisprudencia  interior,  de  que  la  bandera  exime  de 
aprehensión  al  cargamento  (1). 

Entre  los  autores  ingleses  que  han  sostenido  lo  contrario  se  cuentan 
Redclie,  Manning  y Phillimore.  El  primero  combate  el  principio  que 
se  propone  refutar  bajo  el  punto  de  vista  clcl  derecho  internacional, 
del  natural,  del  consuetudinario,  y hasta  de  los  intereses  de  los  mis- 
mos neutrales,  considerando  el  de  capturar  la  propiedad  enemiga  en 
toda  su  extensión  como  la  base  en  que  debe  descansar  la  ley  de  las 
naciones,  y niega  que  el  axioma  «el  pabellón  cubre  la  mercancía»  se 
funde  en  el  tercero  de  los  tres  derechos  nombrados ; sostiene  (pie  la 
■cuestión  que  se  discute  no  puede  ser  objeto  de  estipulaciones  públi- 
cas, porque  es  menester  que  se  aplique  indistintamente  por  todos  los 
pueblos  que  se  hallen  en  guerra,  y afirma,  por  último,  que  la  facultad 
de  los  neutrales  de  embarcar  en  sus  buques  bienes  enemigos,  debe 
ceder  en  caso  de  conflicto  ante  la  superior  de  los  beligerantes  á apo- 
derarse de  ellos. 


(1)  Dos  publicistas  franceses,  cuya  obra  sobre  presas  marítimas  ha  merecido  los 
mayores  elogios,  se  separan  de  la  opinión  general  de  Hubner  y fundan  la  regla  de 
que  el  buque  neutral  salva  la  mercadería  enemiga  en  el  derecho  consuetudinario. 
Después  dicen  de  la  declaración  de  28  de  marzo  de  1854  y no  obstante  su  carácter 
temporal  y provisorio,  puede  afirmarse  que  el  derecho  internacional  ha  llegado  á 
fijar  sus  principios  sobre  esta  cuestión.  El  consentimiento  de  Inglaterra  debe  tenerse 
por  definitivo,  y las  leyes  particulares  de  las  naciones  se  lian  puesto  de  acuerdo  con 
las  leyes  internacionales. 
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Maniimg  demuestra  su  completa  conformidad  con  este  modo  de 
discurrir,  "y  PhilHmorc,  que  publicó  la  parte  de  ™ obra  concerniente 
á este  punto  con  posterioridad  tí  la  declaración  de  18o6,  duda  que  el 
hibierno  inglés  esté  obligado  por  un  principio  que  no  se  lia  recono- 
Pido  en  un  tratado,  sino  en  una  manifestación  especial;  y examinando 
)ue„0  históricamente  el  tema  que  discute  y al  exponer  las  doctrinas 
sustentadas  por  los  publicistas,  califica  de  imitadores  á los  que  lian 
defendido  el  dictámen  de  Hubner,  combatido  en  1758  por  Yenkinson, 
después  conde  de  Liverpool  (1). 

Hay  otro  grupo  de  escritores  que  se  mantienen  en  una  posición 
ambigua  en  medio  de  las  tendencias  encontradas  que  luchan  en  esta 
materia.  Entre  ellos  se  encuentra  Jouffroy,  que  establece  limitaciones 
importantísimas  al  comercio  neutral  relativamente  al  trasporte  de  efec- 
tos enemigos,  juzgando  que  de  otro  modo  la  neutralidad  serviría  para 
encubrir  y proteger  actos  realmente  hostiles  é injustificables. 

Al  número  indicado  pertenece  también  Riquelme,  que  resume  la 
cuestión  diciendo  : l.°  que  con  arreglo  á los  extrictos  principios  del 
derecho  de  gentes,  la  doctrina  de  que  el  pabellón  no  cubre  la  mer- 
cancía, es  la  mas  exacta  y lógica  ; pero  que  es  preferible  la  contraria 
porque  da  menos  ocasión  á vejámenes,  fraudes  y discusiones  desagra- 
dables ; y 2.°  que  esta  práctica  se  encuentra  adoptada  por  la  genera- 
lidad de  las  naciones. 

Como  se  ve  tos  publicistas  distan  mucho  de  hallarse  de  acuerdo 
acerca  de  la  tesis  en  discusión.  Por  nuestra  parte,  creemos,  como 
Piste  ye  y Duverdy,  que  los  tratados  subsistentes  pueden  servir  de  base 
para  confirmar  que  la  bandera  cubre  el  cargamento,  sin  admitir  la 
hipotésis  peligrosa  de  que  la  nave  es  como  una  parte  del  territorio 
de  su  nación,  ó no  fundando  por  lo  menos  en  ella  la  conclusión 
aceptada. * 


(b  Yenkinson  deduce  del  derecho  primitivo,  que  entiende  á la  manera  de  Haute- 
fenille,  Ja  consecuencia  que  la  propiedad  enemiga  á bordo  de  buques  neutrales  está 
sujeta  á confiscación.  En  concepto  de  este  publicista  la  nave  no  es  parte  esencial 
del  territorio  de  la  nación  á que  pertenece.  El  discurso  de  Yenkinson  ha  sido 

punto  por  punto  refutado  en  la  obra  de  Rayneval,  De  la  liberté  des  mers,  lrepartie, 
ch,  22. 

* Wheaton,  Elétn.  ároit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  §§  19,  20;  Hautefeuille,  Droits  des 
natwns  neutres,  vol.  II,  tit.  10,  ch.  1,  secs.  1,  2,  pp.  289-326  ; Gessner,  Le  droit 
oes  neutres  sur  mer,  ch.  3,  pp.  228,  244-246,  254-256,  333-339;  Ortolan,  Dip.  de 
[.  1 vo**  i‘v-  3,  ch.  5,  pp.  84-174;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1, 

' • cap.  U;  Halleck,  Int.  law,  ch.  26,  §§  5,  6;  Consulat  de  la  mer,  ch.  273; 
t íedion,  [hst.  des  progrés  du  droit  des  gens,  vol.  I,  pp.  72,  153,  157;  Albericus 
i is,  Hisp . advoc.,  lib.  1,  cap.  27;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix , 
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§ 738.  En  algunas  ocasiones  se  lia  llevado  el  rigor  hasta  el 
extremo  de  confiscar  el  buque  que  conducía  objetos  sobre  los  del  buquo. 
cuales  pesaba  la  misma  pena,  y si  bien  es  cierto  que  semejante  deci- 
sión no  se  ha  estipulado  jamás  en  ningún  tratado,  sino  en  reglamentos 
y ordenanzas  particulares,  siendo  esta  la  causa  de  que  no  se  haya 
reconocido  como  principio  de  derecho  internacional,  no  por  eslo  ha 
sido  menos  funesta  su  acción  para  los  pueblos  neutrales. 

Un  error  de  Grotius  vino  á dar  nueva  fuerza  á esta  doctrina  en  el 
siglo  XVII.  Este  publicista  estableció,  para  dilucidar  el  proceder  que 
debía  seguirse,  la  distinción  de  si  el  capitán  tenia  ó no  conocimiento 
de  la  existencia  á bordo  de  mercancías  que  contagiaban  la  nave,  sos- 
teniendo que  en  el  caso  primero  era  procedente  la  confiscación,  en 
cuyo  favor  alegaba  una  antigua  ley  romana;  cita  que  como  ha  obser- 
vado muy  oportunamente  Bynkershock  no  es  concluyente,  puesto  que 
se  refiere  én  ella  al  barco  que  trata  de  eludir  las  disposiciones  del  fis- 
co, es  decir,  al  que  se  coloca  voluntariamente  fuera  de  las  prescrip- 
ciones comunes  sometiéndose  así  implícitamente  á la  ley  penal. 

Yalin  y Abreu  son  defensores  de  la  tésis  sostenida  por  el  autor  ya 
citado,  que  el  segundo  pretende  justificar  con  los  tratados  de  Ulreclit 
y de  los  Pirineos,  los  cuales  estipulan  precisamente  lo  contrario. 

Los  demás  escritores,  incluso  aquellos  que  admiten  que  el  pabellón 
no  cubre  el  cargamento,  condenan  y rechazan  la  confiscación  del 
buque.  « Cualquiera  que  sea  la  regla,  dice  Halleck,  que  se  adopte 
respecto  á la  suerte  de  las  mercancías  enemigas  en  barcos  neutrales, 


édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodcré,  liv.  3,  el).  G,  §§  6,  2G;  latid, 
Droxt  (les  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  7, 
§ 115;  Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  14;  Heinecius,  De  nav ., 
cap.  2,  § 9;  Loccenius,  De  jure  marítimo,  lib.  2,  cap.  4,  § 12;  Azuni,  Droitmari- 
time,  pte.  2,  ch.  3,  §§  1,  2;  Hubner,  De  la  saisie  des  Mlimcnts  neulres,  vol.  I, 
pte.  2,  ch.  2,  § 3 ; Lampredi,  Commcrcc  des  neulres,  pte.  1,  § 10;  ¡\IoIloy,  Dejuic 
marítimo , t.  I,  c.  1,  § 18;  Pardessus,  Collcclion  des  lois  marilimes,  etc.; 
JouílVoy,  Droil  marilime,  pp.  183-188;  Bello,  Derecho  ¡ni.,  pie.  2,  cap  8,  § 1 , 
Rayneval,  De  la  libertó  des  mers,  vol.  1,  ch.  16;  Massé,  Droil  com.,  liv.  2,  lit.  1, 
ch.  1,  sec.2;  HcíTter,  Droil  int.,  § 162;  De  Cussy,  Droil  marilime,  liv.  1,  tit.  3, 

§ 10;  Guichavd,  Code  des  prises , vol.  II.  p.  233;  AMIdman,  Int.  laiv,  yol.  II, 
pp.  136,  175;  Manning,  Lavo  of  nalions,  pp.  203-280;  Schoell,  Ilist.  abregec  des 
traites,  vol.  IX,  p.  184;  Dumont,  Corpa  dip.,  vol.  VI,  pp.  82,  121,  384;  vol.  MI, 
pp.  48,  74,  132;  Martens,  Recudí,  vol.  III,  p.  171  ; vol.  A,  p.  393;  vol.  MI, 
pp.  99,  2G0,  706;  Nouveau  recudí,  vol.  III,  pp.  226,  327;  Robinson,  Admirallg 
reporta]  vol.  I,  p.  119;  vol.  III,  pp.  58,  235;  Kaltenborn, Seereclil,  v.  II,  p.  83S; 
Ñau,  Volkerseerecht,  § 130;  Zoucb,  Juris  el  juridici  feriales,  p.  2,  § 8. 
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estos,  s-gu„  el  testimonio  unánime  de  los  publicistas,  no  podrán  ser 

confiscados  por  semejante  motivo.  » 

§ 730  Como  materia  que  se  liga  intimamente  con  laque 

SlSSi:;  acabamos  de  tratar  y para  seguir  en  las  ideas  un  orden  ero- 
paiioiioa  ene-  jio]óg.¡co>  por  decirlo  así,  que  las  haga  mas  comprensibles, 

debemos  tratar  ahora  del  cargamento  neutral  á bordo  de  naves  ene- 
ulitis,  cuya  libertad  ha  reconocido  El  consulado  de  la  mar. 

En  su  sentido  jurídico  este  principio  es  incuestionable  y se  funda, 
como  dice  Gessncr,  en  el  precepto  No  robarás  ; pero  llevado  al  terreno 
de  la  historia  y del  derecho  positivo  su  solución  no  es  tan  fácil  como 
aparece  á primera  vista. 


El  art.  7o,  tit.  9o,  de  la  ordenanza  francesa  de  1681  está 
ordenanza  concebido  en  los  términos  siguientes  : «Serán  confiscables 
las  mercancías  de  nuestros  súbditos  ó aliados  que  se  en- 
cuentren á bordo  de  un  buque  enemigo. » 

Los  tratados  de  1615  entre  España  y Holanda,  de  16  de 
ncsI’dcacios  abril  de  1713  entre  la  segunda  y Francia,  el  ele  1624  con- 
cluido por  Inglaterra  y Portugal,  el  de  1778  entre  este  y 
España  y el  de  1782  entre  Francia  y Dinamarca  reconocieron  el  mis- 
mo principio,  exceptuándose  en  todos  ellos  de  la  pena  que  establecen 
á los  efectos  cargados  con  anterioridad  á la  declaración  de  la  guerra. 

Los  Estados-Unidos  se  han  mostrado  siempre  dispuestos 
n-jrte-amori-  á adoptarle  también  en  los  suyos  como  medio  de  asegurar 
la  ejecución  del  sistema  contrario.  En  los  que  celebraron 
en  1824  con  Colombia,  en  1825  con  la  América  central  y en  1828 
con  el  Brasil  se  estipulan  los  dos  principios  de  buques  libres  mercan- 
cías libres  y buques  enemigos  mercancías  enemigas.  Pero  en  todos  los 
casos  no  resueltos  terminantemente  por  ellos,  la  corte  federal  suprema 
lia  fallado  que  no  era  procedente  la  confiscación  de  los  bienes  neu- 
trales que  navegasen  al  amparo  de  bandera  enemiga.  Y si  aun  pudiera 
abrigarse  alguna  duda  acerca  de  esta  jurisprudencia  se  desvanecería 


* Hautefeuille,  Droits  des  nations  neulres,  vol.  II,  tit.  10,  ch.  2,  sect.  2,  pp.  416- 
425,  Wheaton,  Eléni.  droit  int pte.  4,  ch.  3,  §§  19,  20;  Albericus  Gentilis, 
JIisp.  advoc.,  lib.  1,  cap.  27;  Halleck,  Int.  law,  ch.  26,  § 5;  Cleirac,  De  la  juri- 
diclion  de  la  marine,  art.  25,  p.  443 ; Valia,  Commcntaire  sur  l’ordonnance,  liv.  3, 
llt*  9>  arl-  7;  Trailé  des  pri&es,  ch.  5,  sect.  5,  n"!  2,  3;  Heinecius,  De  navib., 
cap  2,  § 9;  Byukershoek,  Qucest.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  14;  Cocceius,  De  jure 
^ 1 amicos i Grotins,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin, 
° ,ee  Pa^  Pradier-Foderé,  liv . 3,  ch.  6,  §6;  Loccenius,  De  jure  marilirno,  lib.  2, 

P'  ’ " _ : bufnont,  Corps  dtp.,  vol.,  VI,  p.  565;  vol.  VIII,  p.  345. 

376 


CAP.  vi]  correspondientes  a los  neutrales 


§ 739 

por  completo  leyendo  la  nota  dirigida  al  gobierno  inglés  por  el  de 
Washington  en  28  de  abril  de  18o4  (I). 

Inglaterra  que  ha  observado  siempre  esta  conducta,  ha  ^ 

condenado  también  constantemente,  por  una  extraña  ano-  lcna- 

malta,  los  objetos  de  que  se  trata,  cuando  se  hallan  á bordo  de  em- 
barcaciones de  guerra. 

Prusia  ha  aceptado  la  doctrina  que  exime  de  culpabili-  ( d 
dad  los  artículos  cargados  en  barcos  enemigos,  y España  y «spana. 
ha  seguido  el  sistema  diametrahnente  opuesto,  estableciendo  en  su 
reglamento  de  1779,  que  el  carácter  del  buque  origina  la  confiscación 
del  cargamento. 

Resulta,  pues,  que  la  legislación  relativa  á este  punto 
es  esencialmente  contradictoria,  dando  lugar  á que  liante-  í^  'puniiets- 
feuille  pueda  afirmar  que  el  derecho  secundario  niega 
en  esta  cuestión  las  conclusiones  de  la  ley  primitiva  ; y á que  Gess- 
ncr  sostenga  que  el  derecho  positivo  reconoce  la  libertad  de  los  bie- 
nes neutrales  bajo  pabellón  enemigo.  * 


(I)  Los  Estados-Unidos  han  reconocido  estos  mismos  principios  en  sus  halados 
con  Francia  de  1778  y 1800,  con  las  Provincias  Unidas  en  178:2,  con  Suecia  en  1783, 
181G  y 1827,  con  Prusia  en  1785  y 1828,  y con  España  en  1795  modificado  dospu  és 
en  1819  en  el  sentido  que  sirvió  también  débase  á los  ya  enumerados  con  Colombia, 
la  América  central  y el  Brasil,  y á los  que  celebró  con  Méjico  en  1831  y con  Chile 


en  1832. 

* Haulcleuillc,  Droils  des  nations  ncutrcs,  vol.  II,  lit.  10,  ch.  3,  pp.  425-464  ; 
Gessner,  Le  droit  des  neulres  sur  mcr,  pp.  257-20G;  Orlolan,  Di/i.  de  tu  mcr,  vol. 
If,  liv.  3,  ch.  5;  Whcaton,  Elém.  droit  hit.,  ptc.  4,  ch.  3,  SS  21,22;  Hallcck,  hit. 
la iv,  ch.  20,  7,  9;  Whealon,  Ilisl.  du  progres  du  droit  des  yens,  période  2, 

§ 10;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la  paix,  edition  GniHamuin,  annoleo  par 
Piadicr-Foderé  liv.  3,  ch.  0,  §§  5,  28;  Yallcl,  Droit  des  yens,  édilion  Cuillauiniii, 
annolée  par  Pradier  Fodeiv,  liv.  3,  ch.  1,  £ 113;  Rynkershoek,  Qutrsl.  jar.  pub., 
lib . 1,  cap.  13;  Casareis,  Disc.  ley.  d • co  n.,  < I ¡se.  21,  n*  21 ; Cocccius,  Disp.  cur. 
t.  II,  disp.  2,  § 32  ; De  jure  bclli  in  (tínicos,  § 30;  líemenos,  De  nao.,  cap.  2, 
§ 9;  Loccenius,  De  jure  marítimo,  lili.  2,  cap.  4,  S ull. ; Lnmpredi,  Du  comincrcc 
des  neutros,  ptc.  2,  § 11  ; Azuni,  Droit  mar.,  ch.  3,  arl.  3,  Sj  2;  Jtrll"  Derecho 
int,,  pte.  2,  cap.  8,  g 2;  Riqueltnc,  Derecho  púb.  hit.,  lib.  I,  fít.  2,  cap.  14,  HeO- 
ler,  Droit  int.,  §$  103,  IGft  ; Panlcssus,  ('ollection  des  luis  muritiines , val.  II,  p. 
303;  Martcns,  Causes  célebres,  vol.  III,  p.  1;  Massé,  Droit  rom.,  I¡v.  2 lil  1, 
ch  2,  secl.  2,  § 3,  art.  1,  »•  271  ; Valia,  Cum.  sur  l’ordou nance,  liv.  3,  lit.  9, 
art.  70;  Traite  des  plises,  ch.  5,  sccl,  5,  § 7;  Caucliy,  Le  droit  uiai . int-,  b'\.  2, 
p.  179;  Carden,  De  diplomática  liv.  7,  7,  8;  Abroo,  Tratado  sobre  picsas, 

JoudVoy,  Droit  maritime,  p.  108;  Pothicr,  Trailé  de  la  proju  iele,  n*  9>*  ; De  Lussy, 
Droit  maritime,  liv.  1,  lit.  3,  § 10;  Diunont,  Corps  dip.,  vol.  V,  p.  30;  vol.  M, 
pp.  103,  384;  vol.  MI,  p.  132;  Marlens,  Itecucil,  vol.  II,  |).  578;  vol.  IV,  p.  115; 
Kouvcau  Itecucil,  vol.  II,  p.  438;  vol.  VI,  p.  981 ; Wüdma.i,  Int.  tan-,  vol.  II,  p. 
138;  Voct,  De  captiv.  IV.  n°  5;  V.  S.  slatutcs  al  largo,  vol.  Mil,  pp.  202,  312, 
303,437,  472,  490;  Robinso»,  Admiralhj  reports,  vol.  IV,  p.  278. 
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VIOLACION  di;  los  deberks 

¿5  74-0.  Una  de  las  causas  que  lian  contribuido  mas  pode- 
rosamente á dificultar  y oscurecer  la  cuestión  que  estamos 
analizando,  es  la  íntima  relación  establecida  entre  las  dos 
dichas,  juzgándose  que  eran  correlativas,  que  no  podía 
admitirse;1  la  una  sin  la  otra  y que  era  imposible  modificarlas  aislada- 
mente. Por  eso  cuando  se  admitió  que  la  bandera  neutral  cubría  el 
cargamento  enemigo  se  adoptó  igualmente  la  máxima  de  que  el  pabe- 
llón ele  esta  clase  imprimía  su  significación  sobre  el  cargamento  de 
aquella.  Esto  equivalía  á sustituir  la  antigua  ley  del  Consulado,  fun- 
dada en  el  carácter  nacional  de  los  bienes,  con  otra  basada  en  el  de 
las  banderas,  lo  cual  distaba  mucho  de  resolver  el  punto  en  discu- 
sión. 


0j)jnion  Jc  Un  publicista  moderno,  Wheaton,  dice  que  los  dos  puntos 
ios  autores.  qUC  se  debaten  no  son  inseparables ; que  la  ley  primitiva 
acepta  el  derecho  de  capturar  los  bienes  enemigos,  pero  no  los  neu- 
trales, el  cual  no  tiene  mas  límite  que  el  del  lugar  en  que  ha  dé 
verificarse ; que  á pesar  de  que  los  Estados  han  podido  alterar  los 
principios  naturales  del  derecho  de  gentes  por  convenciones  mutuas, 
la  teoría  de  buques  libres  mercancías  libres  no  implicaba  la  de  buques 
enemigos  mercancías  enemigas,  y que  estas  reglas  son  simplemente 
concesiones  de  los  beligerantes  á los  neutrales,  y de  estos  á aquellos, 
pudiendo  existir  juntas  ó separadas.  Fundándose  en  estas  razones, 
añade,  « la  corte  suprema  de  los  Estados-Unidos  decidió,  que  el  tratado 
de  1795  celebrado  con  España  en  que  se  estipulaba  lo  primero  * no 
implicaba  lo  segundo,  y que,  por  tanto,  no  era  confiscable  la  propie- 
dad de  un  súbdito  español  encontrada  á bordo  de  una  nave  enemiga 
de  la  república.  Y se  sostuvo  esta  decisión  á pesar  de  haberse  alegado 
en  contra  que  dicha  nación  seguía  el  proceder  opuesto.  El  tribunal  se 
consideró  obligado,  por  la  carencia  de  disposiciones  especiales,  á some- 
terse á los  principios  de  derecho  internacional  reconocidos  como  parte 
de  los  del  país.  » 

La  doctrina  que  antecede  lia  sido  aceptada  por  Ortolan  y Halleck, 
y en  su  sentido  general  por  Hautefeuille,  Gessner  y la  mayor  parte  de 
los  publicistas  contemporáneos. 

Bello,  por  ejemplo,  dice  que  hay  cierta  conexión  natural  entre  la 

máxima  que  absuelve  la  carga  enemiga  en  buque  neutral  y la  con- 

timia,  pero  que  este  enlace  no  es  necesario,  y que  si  en  un  tratado 

se  guardase  silencio  respecto  á una  de  ellas,  se  entendería  que  en 
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esta  parte  la  intención  de  los  contratantes  liabia  sido  mantener  el 
derecho  comun.  * 

, § 741 . Otro  de  los  hechos  que  producen  la  contradicción 

que  hemos  notado  es  la  admisión  de  los  principios  de  la  ícsXk'ad- 
legislacion  romana  en  las  relaciones  internacionales  de  los  principios  jli- 
pueblos  modernos,  debiéndose  á este  sistema  el  rigor  del  Antigua ^ ivó- 
artículo  de  la  ordenanza  francesa  de  1681,  que  hemos  ma‘ 
trascrito  ya.  No  cabe  la  menor  duda  de  que  una  nación  beligerante 
tiene  facultad  para  imponer  á sus  súbditos  las  penas  que  estime  con- 
veniente por  la  ejecución  de  actos  cuya  tendencia  sea  favorecer  de 
algún  modo  al  enemigo;  pero  este  derecho  no  puede  hacerse  exten- 
sivo de  un  modo  absoluto  relativamente  á los  aliados,  á no  ser  que 
se  estipule  así  en  la  convención  hecha,  ni  tampoco  alcanzará  á los 
neutrales.  ** 

Como  observamos  en  otro  lugar,  la  guerra  de  Oriente 
en  18o4  uniformó  hasta  cierto  punto  el  sistema  adoptado  1Aciciantos' 


en  18o4  uniformó  hasta  cierto  punto  el  sistema  adoptado  ^Addüntos* 
en  esta  materia,  podiendo  decirse  que  la  declaración  de  c^csta'ma'ío- 
abril  de  aquel  mismo  año  es  el  comienzo  del  estableci-  güerra  <jo 


abril  de  aquel  mismo  año  es  el  comienzo  del  estableci-  guerra  do 
miento  de  un  derecho  comun,  que  el  congreso  de  Paris  ^''congreso 
no  hizo  mas  que  reconocer  con  mayor  solemnidad:  *** 

§ 742.  Los  tribunales  marítimos  de  presas  han  adoptado  la 
doctrina  de  que  los  efectos  neutrales  se  presumen  como  carácter nc«- 
propiedad  enemiga  siempre  que  fueren  encontrados  a bor- 
do de  naves  que  tengan  esa  significación  : res  in  hostium  navibus, 
prcesumuntur  esse  hostium,  doñee  probelur.  Pues  bien,  la  prueba  felia- 


* Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte  4,  ch.  3,  $ 22;  Hautefcuille,  Droils  des  nalions 
neutros,  vol.  II,  tit.  10,  cli.  3,  pp.  445  et  serf . ; Ortolan,  Dip.  de  la  mee,  liv.  3, 
ch.  5;  Yattel,  Droit  des  gens,  cd  ilion  Guillautnin,  annolée  parPradicr-Foderé,  liv.  2; 
Galiani,  Dei  doveri  dei  populi  neulrali,  cap.  8;  Azuni,  Droit  mar.,  ch.  3,  art.  3; 
Lampredi,  Commerce  des  neutros,  § 11  ; Halleck,  Int.  law,  ch.  26,  § 8;  Kont, 
Com.  on  am.  law , vol.  I,  pp.  126-131;  Relio,  Derecho  int.,  ptc.  2,  cap.  S,  ^ 2; 
Riquelme,  Derecho  púb.  int.  lib.  1,  tit.  2,  cap.  14;  Pando,  Derecho  int.,  pp-  472, 
ct  seq.;  HeíTtev,  Droit.  int.,  §§  163,  164;  Carden,  De  diploma  lie,  liv.  7,  §§  8>' 

De  Cussy,  Droit  mar.,  liv.  1,  tit.  3,  § 10;  Duniont,  Corps  dip.,  vol.  V,  P-  3J; 
Martens,  Nouveau  recudí,  vol.  V,  p.  328;  vol.  VI,  p.  696;  Granel],  Repo/ts,  \ o ■ 
IX,  p.  388;  Kaltenborn,  Seerechl,  § 234;  Poehls,  Seerechl,  b.  4,  §518. 

**  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutros,  vol.  II,  tit.  10,  el).  3,  pp.  451  ct  seq.; 
Ortolan,  Dip.  de  la  mer,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  5. 

***  Gessner,  Le  droit  des  neutros  sur  mer,  p.  264  ; Ortolan,  Dip.  de  la  mei , 
vol.  II,  liv.  3,  ch.  5,  pp.  172-174;  Heírter,  Droit  int.,  §§  102-165;  Halleck,  Int. 
law,  ch.  26,  §§  11,  12;  Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des  plises,  app.;  Plidlimore, 
0»i  int.  law,  vol.  III,  app.  p.  850;  De  Cussy,  Droit  marítimo,  liv.  1,  tit.  3,  § 20; 
Prccis  hist.  ch.  12;  Cong.  doe.  33  cong.  tit.  sess.  H.  R.  Ex.  doc.  ir  i 03. 
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cíenlo  requerida  para  la  destrucción  do  esta  sospecha  depende  de  las 
circunstancias  particulares  que  concurran  en  el  hecho  que  la  pro- 
mueva Claro  está  que  el  carácter  neutral  de  los  géneros  deberá 
probarse  por  los  documentos  que  se  encuentren  í bordo  en  el  mo- 
mento de  efectuarse  la  captura  ; mas  el  rigor  de  esta  jurisprudencia 
so  aplica  solo  cuando  la  calidad  hostil  del  buque  está  demostrada  tan 
palpablemente,  que  sea  imposible  la  duda.  Algunas  veces  se  concede 
un  termino  prudencial  para  la  prueba,  trascurrido  el  cual  sin  haberse 
presentado,  procederá  la  confiscación.  * 

§ 743.  La  nave  neutral  que  hace  uso  de  bandera  y 

pasaporte ^ pasaporte  enemigos,  se  coloca  fuera  de  sus  condiciones  pro- 
enemigos. . . . ■ . . ... 

pías  y cambia  de  naturaleza : este  es  un  principio  recono- 
cido igualmente  por  los  escritores  que  por  la  jurisprudencia  de  todas 
las  naciones. 

Pero  si  la  una  y el  otro  imprimen  significación  jurídica  al  buque 
y obligan  á su  propietario,  no  sucede  lo  mismo  con  el  cargamento, 
siempre  que  resulte  haberse  hecho  bono,  fide  con  antelación  á la 
guerra. 

jurisjmidon-  Ofrecida  y verificada  esta  prueba  los  almirantazgos  in- 
ahnirantaz-  8'Ieses  hai1  decidido  en  todas  ocasiones  la  restitución  de  los 
gos ingleses,  bienes  apresados  en  la  situación  referida. 

La  Al  exponer  la  doctrina  precedente,  Iíent  asevera  que  las 

da  por  las  cortes  de  los  Estados-Unidos  han  aplicado  el  derecho  ex- 
Estados"UnÍ"  tricto  confiscando  la  nave  y el  cargamento,  lo  cual  no  es 
exacto  en  todas  sus  partes,  porque  solo  lian  obrado  así 
con  los  que  perteneciendo  á ciudadanos  de  la  república  iban  provis- 
tos de  pasaporte  enemigo.  No  se  lian  referido,  pues,  á los  neutrales, 
siendo  verdaderamente  de  extrañar,  como  dice  Halleok,  que  un  escri- 
tor tan  correcto  baya  incurrido  en  tal  error.  ** 

infracción  § 744.  Los  buques  neutrales  pueden  tomar  parte  en 
dencuiraftor  *as  hostilidades : Io-  trasportando  tropas,  víveres,  municio- 
nes y tren  de  guerra  perteneciente  á cualquiera  de  los  belige- 
rantes con  destino  á una  espedicion  proyectada  ó en  vias  de  ejecución,  ó 
cuando  son  fletados  por  agentes  directos  de  los  mismos;  2o.  trasmi- 

* Halleck,  Int.  law,  ch.  26,  § 13;  Loccenius,  De  jure  marítimo , lib.  2,  cap.  4, 
§11,  Duer,  On  insur  anee,  vol.  I,  pp.  534,  535;  Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des 
prises,  tit.  6,  ch.  2,  § 4. 


Halleck,  Int.  law,  ch.  26,  §§  14,  15;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 485; 

1.  I,  p.  85;  Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  pp.  535, 


^86^'  C°m’  on  am • vol 
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tiendo  despachos,  si  hubiesen  sido  contratados  especialmente  para 
este  servicio;  3o.  dedicándose  al  espionaje;  y 4o.  tomando  parte  en  un 
combate  ó contribuyendo  á la  defensa  de  un  puerto  atacado,  de  una 
nave  perseguida,  etc.,  etc. 

La  conducción  de  fuerzas  organizadas,  independientemente  de  las 
condiciones  que  puedan  acompañarla,  es  un  acto  de  enemistad  tan 
clara  y distintamente  determinada,  que  hace  procedente  el  apresa- 
miento y la  confiscación,  No  puede  decirse  otro  tanto  respecto  al  tras- 
porte de  víveres  y aun  al  de  municiones  ó tren  de  campaña,  porque 
en  este  caso  se  confiscará  la  nave  en  virtud  de  las  prescripcio- 
nes que  suelen  rejir  para  el  contrabando  de  guerra,  pero  no  podrá 
aplicársela  esa  pena  por  haberse  inmiscuido  directamente  en  las  hos- 
tilidades. Para  que  la  acción  de  que  nos  ocupamos  adquiera  seme- 
jante índole  es  menester  que  concurran  en  ella  dos  cualidades,  á 
saber  : Ia.  que  se  ejecute  por  cuenta  del  Estado  beligerante  ó por 
sus  emisarios;  y 2:).  que  los  artículos  trasportados  sean  de  su  perte- 
nencia. 


En  muchas  ocasiones  los  Estados  empeñados  en  una  guerra  han 
comisionado  de  grado  ó por  fuerza  á los  barcos  surtos  en  sus  puertos 
para  esta  clase  de  servicios,  y aun  en  casos  de  este  género  se  ha  con- 
siderado que  la  significación  neutral  se  trueca  en  hostil. 


Con  motivo  del  trasporte  de  noventa  marineros  fran- 

1 (.aso  p rao- 

Ceses  desde  Baltimore  á Burdeos  efectuado  por  una  em-  lic0- 
barcacíon  neutral,  se  sostuvo  que  no  pocha  probarse  que  aquellos 
individuos  iban  á servir  inmediatamente,  pero  esta  distinción  fue 
rechazada  por  la  corte  de  presas,  fundándose  en  que  el  carácter  mili- 
tar de  aquellos  y el  haberse  verificado  la  travesía  por  cuenta  de  su 
gobierno  no  dejaban  lugar  á dudas  sobre  la  calidad  del  hecho. 


El  Atalanta  fue  capturado,  cuando  se  dedicaba  á tras-  c ;iiril  dcI 
mitir  comunicaciones  oficiales  de  una  colonia  francesa  á Atalanta. 
la  metrópoli.  Las  consecuencias  perniciosas  que  pueden  resultar  de 
este  servicio  son  incalculables  : un  solo  pliego  puede  contener  un 
plan  de  campaña,  ó dar  una  noticia  que  frustre  los  proyectos  del  ad- 
versario. El  tribunal  juzgó  que  procedía  la  confiscación  del  barco,  en 
virtud  de  la  regla  de  derecho  que  hace  al  comitente  responsable 
de  los  actos  de  su  representante.  Sobre  los  dueños  de  la  carga  no 
recae  responsabilidad  ni  pena  alguna,  sino  cuando  se  descubre  que 
se  hallan  en  inteligencias  con  el  capitán;  ó cuando  resulte  que  en- 
trambos pertenecen  á un  mismo  propietario. 
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En  la  causa  ele  Lo,  Cüi’oIiiki  el  al  mil  «villazgo  británica 
ordenó  la  restitución  del  buque  y del  cargamento,  porque 
r^ultó  que  los  pliegos  interceptados  eran  del  ministro  de  la  potencia 
amiga  en  la  corte  de  la  neutral.  Con  este  motivo  dijó  sir  W.  Scott  : 
« Nada  liav  que  prohíba  al  neutral  conservar  sus  relaciones  con  nues- 
tro enemigo,  ni  existe  motivo  para  presumir  que  las  comunicaciones 
que  median  entre  ellos  tienen  algo  de  hostil  contra  nosotros.  El  ca- 
r<íeter  do  la  persona  por  cuyo  ministerio  se  ofician  ambos  pueblos 
ofrece  otra  consideración  importante.  No  se  trata  de  un  empleado  eje- 
cutivo del  contrario,  sino  de  un  embajador  que  reside  en  una  corte 
amiga  con  el  encargo  de  cultivar  correspondencia  amistosa;  y esta 
clase  de  funcionarios  son  objeto  especial  de  la  protección  y favor  del 
derecho  de  gentes.  » 


S 745.  Mas  para  que  la  confiscación  sea  racionalmente 

f.ircunstan-  u 11 

das  que  de-  aplicable  no  basta  solo  con  la  existencia  á bordo  de  los 
confiscación,  despachos  enemigos.  Es  preciso,  dice  Hautefcuille,  para 
que  este  acto  sea  realmente  hostil;  1°.  que  el  despacho  trasportado  sea 
relativo  á la  guerra;  2o.  que  el  buque  se  halle  expresamente  comisio- 
nado para  este  fin. 


Excepción  has  disposiciones  enunciadas  no  tienen  fuerza  alguna 
eiosbuoues°  resl;>ect0  á l°s  buques  correos,  que,  en  virtud  de  convenios 
correos.  internacionales,  reciben  y trasportan  la  correspondencia 
oficial  y privada.  El  capitán  debe  ignorar  el  contenido  de  las  cartas  y 
paquetes  que  se  halla  encargado  de  conducir,  y no  puede  además  su- 
ponerse intención  fraudulenta.  La  aplicación  de  estos  principios  se 
extiende  á las  naves  mercantes  que  en  algunos  países  están  obligadas 
á prestar  estos  servicios. 

Declaración  ^1  estallar  la  guerra  civil  de  los  Estados-Unidos  el  go- 
dde  tíingia-°  tierno  higlés  advirtió  á los  súbditos  británicos  que  el 
tena.  trasporte  de  soldados,  despachos,  armas,  provisiones  mili- 
tares, etc.,  á íavor  de  uno  de  los  beligerantes  se  consideraba  como 
una  infracción  de  los  deberes  neutrales. 


Doi  de  Fran-  ha  declaración  del  gabinete  de  París  de  10  de  junio 
de  1861,  ordenaba  que  los  franceses  residentes  en  el  país 
ó en  el  extranjero  se  abstuviesen  de  toda  acción  que,  cometida  con 
Uolacion  de  las  leyes  del  imperio  ó del  derecho  de  gentes,  pudiera 
conceptuarse  como  hostil  á una  de  las  partes,  y contraria  á la  neu- 
tralidad que  había  resuelto  guardar. 
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Del  do  Es- 
pana. 


Semencias 
de  los  tribu- 
nales de 
presas. 


La  Carolina. 


El  artículo  5°.  de  la  manifestación  correspondiente  á 
España  prohíbe  el  trasporte  de  efectos  de  guerra  y de  cor- 
respondencia con  destino  á los  beligerantes. 

§ 746.  Entre  las  sentencias  mas  notables  de  los  tribu- 
nales de  presas,  concernientes  á la  materia  de  que  trata- 
mos, pueden  citarse  estas  : 

Los  ingleses  apresaron  en  1802  un  buque  sueco,  La  Ca- 
rolina, que  formaba  parte  de  los  trasportes  franceses  en- 
tre Italia  y el  Egypto  bajo  la  dirección  de  oficiales  pertenecientes  á 
la  armada  de  Francia,  lo  cual  hacia  que  no  cupiese  duda  alguna 
acerca  de  su  carácter.  Algún  tiempo  después  de  su  captura,  y ántcs 
de  que  se  hubiese  adjudicado  se  fue  á pique  y sus  propietarios,  que 
eran  neutrales,  exigieron  que  se  hiciese  responsables  de  lo  ocurrido  á 
los  captores.  Sir  William  Scott  resolvió  implícitamente  su  demanda, 
manifestando  la  procedencia  de  la  confiscación.  Hubo  en  esta  causa 
un  incidente  muy  notable,  que  fué  la  declaración  del  capitán  de  la 
nave,  el  cual  dijo  que  había  desempeñado  el  servicio  de  que  se  la 
acusaba  sin  su  consentimiento  y valiéndose  de  fraude  y de  la  fuerza. 
Pero  el  mencionado  juez  proveyó  que  en  estos  casos  no  debía  tenerse 
en  cuenta  si  el  concurso  prestado  al  enemigo  era  ó no  voluntario,  y 
que  el  único  recurso  que  podia  intentar  el  neutral  en  tales  circuns- 
tancias era  reclamar  lo  que  á bien  tuviere  de  la  nación  que  haya 
cometido  el  dolo  ó la  violencia. 

El  propietario  de  The  Frienclship , buque  norte-americano,  ^ The 
celebró  un  contrato  con  un  agente  del  gobierno  francés 
obligándose  á conducir  á Francia  unos  80  hombres  próximamente 
entre  oficiales  y marineros , restos  de  las  tripulaciones  de  algunos 
barcos  que  habían  naufragado,  quienes  bajo  las  órdenes  de  sus  jefes 
respectivos  conservaron  durante  la  travesía  su  carácter  militar.  La 
escritura  que  contenia  las  condiciones  del  convenio  fué  rota  ó sus- 
traída; mas  del  exámen  de  los  hechos  resultó  evidentemente  que  ¡a 
nave  no  podia  tomar  otro  cargamento,  que  el  gabinete  de  París  ha- 
bía. pagado  el  flete,  y que  la  expedición  podía  conceptuarse  como  un 
movimiento  verificado  por  la  marina  francesa  desde  un  puerto  de  los 
Estados-Unidos  á otro  de  su  propio  país,  decidiéndose , en  su  conse- 
cuencia, que  era  confiscable. 

Otra  embarcación  perteneciente  también  á los  Estados-  onlemo». 
Unidos,  The  Orosembo,  zarpó  de  Rotterdam  con  destino  á 
Lisboa,  donde  recibió  á bordo  tres  oficiales  holandeses  de  alta  gra- 
duación , que  se  encargó  de  conducir  á Batavia,  aunque  ostensible- 
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mente  aparecía  consignado  i Macao.  Segur,  su  contrato  de  ílctamento, 
producido  ante  el  tribunal,  debía  recibir  cinco  mil  francos  mensua- 
les por  el  trasporte  exclusivo  de  un  número  indeterminado  de  per- 
sonas Del  contexto  de  ia  escritura  á que  nos  referimos  resultaba 
c se  había  hecho  con  un  súbdito  portugués,  residente  en  la  capital 
({(>1  rcinJ  lusitano;  pero  sir  W.  Scott  opinó  que  la  verdadera  se  cele- 
. - con  cj  o-obierno  holandés  durante  la  permanencia  del  buque  en  el 


puerto  primeramente  mencionado  y dedujo  que  su  objeto  era  la  con- 
ducción de  militares  á una  colonia  distinta  de  su  país  natal.  Consi- 
deró como  accidental  el  número  de  los  que  fueron  hallados,  y dijo 
que  era  muy  de  presumir  que  fue  contratado  para  trasladar  los  que 
aquel  tuviera  á bien  y que  á lin  de  asegurar  el  cumplimiento  de  su 
servicio  navegaba  provisto  de  una  carta  de  mar  falsa. 

El  principio  por  el  cual  se  establece  que  la  nave  neutral  empleada 
como  trasporte  por  el  enemigo  adquiere  este  carácter,  no  admite 
excepciones  de  ninguna  especie,  y sir  W.  Scott,  refiriéndose  á la  pre- 
sencia á bordo  de  dos  empleados  civiles  de  Holanda,  se  expresó  en 
estos  términos  : « No  veo  la  necesidad  de  decidir  si  el  principio  en 
cuestión  debe  aplicarse  solamente  á estos  empleados,  pero  mi  opi- 
nión, sin  embargo,  está  conforme  con  él.  » 

,,.f  The  Ilope,  de  matrícula  norte-americana , se  dirigía, 

cuando  fué  apresado,  de  Nueva-York  á Burdeos  llevando 
á bordo  un  oficial  francés,  embarcado  en  calidad  de  secretario  de 
un  negociante  y comisionado,  en  realidad,  para  trasmitir  despachos 
oficiales  expedidos  por  las  autoridades  de  la  India  Occidental  y de  la 


isla  de  Francia,  que  fueron  escondidos  en  la  cala  del  buque.  El  tri- 
bunal declaró  culpable  al  patrón,  y el  juez  hizo  notar  la  frecuencia 
con  que  se  repetian  los  hechos  de  esta  índole. 

Expondremos  ahora  algunos  casos  en  que  se  declaró  improcedente 
la  confiscación. 


The  Un  buque  de  los  Estados-Unidos  The  Maclion,  salió  de 
Dieppe,  puerto  que  se  reputaba  enemigo,  con  destino  á 
Baltimore. Fué  capturado  y se  encontraron  á su  bordo  despachos  del 
gobierno  danés  dirigidos  al  cónsul  general  de  la  misma  nación  en  la 
república  norte-americana.  La  sentencia  fué  absolutoria  por  esti- 
marse que  esa  clase  de  documentos  disfrutaban  de  los  privilegios 
concedidos  á la  correspondencia  diplomática. 

The  Ra^ui.  Rapid,  perteneciente  á la  misma  bandera  que  el 

anterior,  zarpó  de  Nueva-York  con  destino  á Toumingen 
pueito  francés,  conduciendo  unos  papeles  cerrados  que  fueron  entre- 
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gados  al  patrón  por  un  holandés  en  el  primero  de  los  puntos  men- 
cionados para  que  se  los  remitiese  á un  individuo  residente  en  el 
segundo.  El  sobre  no  contenia  señal  alguna  que  demostrase  proceden- 
cia oficial  enemiga.  La  persona  que  entregó  el  pliego  había  sido  en- 
viada á aquella  ciudad  por  el  gobernador  de  Batavia  para  negociar 
algunas  operaciones  de  crédito  en  favor  de  la  isla  de  Java,  pero  se 
consideró  este  hecho  como  exento  de  carácter  militar  y diplomático; 
mas  una  vez  abierto  el  paquete,  se  vió  que  encerraba  varias  cartas 
que  contenían  noticias  de  grande  importancia  para  las  autoridades 
supremas  de  Holanda.  El  patrón  declaró  bajo  juramento  que  ignoraba  el 
contenido  y la  destinación  real  de  aquellos  papeles.  El  tribunal  pudo 
seguir  en  la  sentencia  de  esta  causa  uno  de  los  dos  principios  gene- 
rales, esto  es,  que  el  hecho  de  dirigirse  un  buque  de  un  puerto  neu- 
tral á otro  de  igual  índole  era  concluyente  en  su  favor,  ó que  lo  era 
en  contra  suya  el  de  contener  despachos  oficiales  importantes;  pero 
decidió  que  ninguno  de  ambos  tenia  semejante  cualidad  y falló  en 
sentido  absolutorio. 

§ 747.  De  los  casos  que  preceden  se  pueden  deducir  las  Re<,hs„en„ 
reglas  siguientes  ; 0j'alcs- 

Ia.  Es  procedente  la  condena  del  buque  empleado  como  trasporte 
al  servicio  del  enemigo,  no  dándose  importancia  alguna  al  número 
de  personas  ó despachos  trasportados,  al  interés  de  este  y á si  su 
trasmisión  se  ha  efectuado  de  grado  ó por  fuerza;  circunstancias  que 
son  puramente  exteriores  y accidentales  y no  atenúan  la  gravedad  de 
acto  punible. 

2a.  Deberá  también  ser  condenada,  aunque  no  se  halle  iletada 
para  dicho  servicio,  la  nave  cuyo  patrón  se  haga  cargo  á sabiendas 
de  la  conducción  de  personas  ó papeles  hostiles ; no  pudiendo  ser 
válida  la  alegación  de  ignorancia,  si  no  resulta  distintamente  com- 
probada por  las  circunstancias  que  han  concurrido  en  el  hecho. 

3a.  No  se  considera  como  violación  de  los  deberes  neutrales  el  acto 
de  trasportar  un  despacho  ó nota  diplomática.  Pero  si  se  hallaren  á 
bordo  de  un  buque  particular  de  la  nación  con  que  esté  en  guerra  e 
país  del  embajador,  no  gozará  de  inmunidad  y puede  ser  capturado 
y confiscado. 

Estas  reglas  adoptadas  por  la  jurisprudencia  inglesa  lo  han  sido 
también  por  los  tribunales  de  presas  marítimas  de  todos  ios  pueblos. 

Apenas  estalló  la  guerra  civil  de  los  Estados-Unidos,  el  igG) 
gobierno  confederado  se  apresuró  á nombrar  representan-  casóle  ti, e 
tes  cerca  de  las  cortes  de  Inglaterra  y Francia,  recayendo 
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u mi  ,r  nr  siidcll.  El  objeto  de  esta  doble  mi- 
su  elección  en  M.  Masón  y Mv..^au1'  L J ...... 

sion  era  alcanzar  de  las  potencias  europeas  el  reconocimiento  de  la  m- 


dependencia  de  los  pueblos  separatistas;  celebrar  con 
de  alianza  y comercio;  *"  ,n,‘ 


ellas  tratados 

solicitar  su  intervención  en  las  cuestiones 
norte-americanas,  contrapesar  la  influencia  diplomática  de  los  federa- 
les- y procurar  recursos  para  remediar  la  situación  financiera  y mili- 
tar de  la  confederación. 

El  rigoroso  bloqueo  á que  se  hallaban  sujetos  los  puertos  confe- 
derados dificultaba  en  gran  manera  la  salida  de  los  representantes 
mencionados,  que  lograron,  no  obstante,  franquear  la  línea  sirviéndose 
de  vapores  de  una  gran  velocidad  y arribaron  al  puerto  de  la  Habana, 
donde  se  reveló  públicamente  el  carácter  de  su  misión. 

Un  buque  de  la  armada  federal  permaneció  en  aquellas  aguas  vigi- 
lando sus  movimientos  hasta  que,  por  fin,  se  embarcaron  con  des- 
tino á Nassau,  para  continuar  su  viaje  desde  allí  á Inglaterra,  en  el 
Trent,  vapor  encargado  de  la  expresada  línea,  cuyo  capitán  no  igno- 
raba la  calidad  y el  destino  de  MM.  Slidell  y Masón,  así  como  la 
importancia  que  el  gobierno  confederado  concedía  ála  pronta  termina- 
ción de  su  viaje,  al  que  los  Estados-Unidos  se  encontraban  dispues- 
tos á oponerse  á toda  costa. 

aprehensión  Conducía  el  Trent  á su  bordo  la  correspondencia  de  la 
si?deUy  América  del  Sur  y de  Cuba  para  Europa,  y un  crecido  nú- 

Mason.  mero  de  pasajeros.  Algunas  horas  ántes  de  llegar  á Nas- 

sau, fué  acostado  y visitado  por  el  San  Jacinto , de  la  marina  federal; 
acto  á que  se  opuso,  aunque  en  vano,  su  comandante  manifestando 
que  ni  él,  ni  la  tripulación  que  tenia  á sus  órdenes  prestarían  nin- 
gún concurso  para  conducirle  al  puerto  que  se  designase,  pero  el 
oficial  que  mandaba  el  segundo,  M.  Wilkes , sin  hacer  caso  de  tales 
protestas  se  apoderó  de  los  emisarios  del  Sur  y de  sus  secretarios,  no 
habiendo  podido  hacer  lo  mismo  con  los  papeles  de  que  eran  porta- 
dores, por  haberlos  ocultado  algunos  individuos  que  se  encargaron  de 
sus  planes,  dejando  luego  en  completa  libertad  al  vapor  que  les 
conducía  para  que  continuase  su  camino. 

pane  oficial  ^ Part®  oficial  dirigido  por  el  capitán  Wilkes  al  secreta- 
dla?11 rio  de  marina  de  Washington  dándole  cuenta  de  lo  ocurrido 
manifiesta  que  los  súbditos  británicos  habían  demostrado 
muy  escaso  respeto  y obediencia  á las  leyes  que  proclamaban  la  neutra- 
lidad de  la  Gran-Bretaña,  protejiendo  y hasta  intentando  ocultar  á los 
enviados  de  los  insurrectos.  Decía  al  mismo  tiempo  que  no  procedió 

d la  captura  de  la  nave  que  les  trasportaba  por  no  lastimar  intereses  y 
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por  creer  que  con  la  detención  de  las  personas  había  logrado  el  ob- 
jeto propuesto. 

Así  que  estos  acontecimientos  llegaron  á noticia  del 

* ° Nota  do  loul 

gabinete  de  Lóndres,  lord  Russell,  ministro  á la  sazón  de  , Russeiiá 

lord  Lyons. 

relaciones  exteriores,  dirigió  una  nota  á lord  Lyons,  repre- 
sentante de  Inglaterra  en  Washington,  diciendo,  que  el  acto  de  vio- 
lencia cometido  por  el  San  Jacinto  era  afrentoso  para  el  pabellón 
británico  y contrario  á la  ley  de  las  naciones,  razón  por  la  cual  se 
inclinaba  á creer  que  la  agresión  se  habría  efectuado  sin  el  consen- 
timiento del  gobierno  federal , quien  no  debía  dudar  que  el  de  S. 
M.  B.  exigiría  una  completa  reparación  de  la  ofensa  inferida , y que 
reclamaría,  por  consiguiente,  si  no  se  la  ofrecían  espontáneamente, 
la  libertad  y entrega  de  los  cuatro  prisioneros  y las  convenientes 
excusas  ( suitable  apology)  por  la  acción  agresiva  ejecutada. 

En  su  contestación  á lord  Lyons,  de  18  de  diciembre  de 

* Contestación 

1861,  M.  Seward,  después  de  manifestar  que  era  fundada  de»i;  se- 

. 1 ward  a lord 

la  suposición  del  gobierno  inglés  de  que  el  acto  realizado  era  Ly°ns- 
puramente  personal,  y de  rectificar,  según  informes  oficiales,  algunos 
hechos,  entra  de  lleno  en  el  exámen  de  la  cuestión.  Guando  tuvo  lugar  el 
suceso,  dice,  existia  en  los  Estados-Unidos  una  insurrección  que  nues- 
tro gobierno  se  esforzaba  en  dominar,  y se  liabia  reconocido  al  mis- 
mo tiempo  la  actitud  neutral  de  Inglaterra  y España,  determinándose 
también  por  la  primera  y la  república  norte-americana,  que  serian  apli- 
cables á aquella  lucha  intestina  dos  de  los  artículos  de  la  declaración 
del  congreso  de  París,  á saber;  que  el  pabellón  neutral  cubre  la  mer- 
cancía enemiga,  y viceversa , con  excepción  siempre  del  contra- 
bando de  guerra.  Tales  son  los  principios  sobre  que  M.  Seward  basa 
su  argumentación  al  dilucidar  : 

Io.  Si  las  personas  nombradas  y los  despachos  supuestos  podían 
considerarse  como  contrabando  de  guerra. 

2o.  Si  el  capitán  Wilkes  podía  legalmente  detener  y visitar  el 
Trent  para  descubrir  los  unos  y las  otras. 

3o.  Si  liabia  ejercido  este  derecho  de  un  modo  conveniente. 

4o.  Si  podía  proceder  á las  prisiones  verificadas. 

Y 3o.  Si  se  liabia  observado  en  ellas  lo  proscripto  por  la  ley  de  las 
naciones. 

M.  Seward  cita  la  opinión  de  Vattel  y de  sir  W.  Scott  que  sostienen 
que  el  embajador  enemigo  puede  ser  detenido  in  transitu,  en  apoyo  de 
que  las  cuatro  personas  aprehendidas  y los  despachos  de  que  se  pre- 
sumía eran  portadores  constituian  contrabando  de  guerra;  recono- 
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ciendo  igualmente  que  el  mencionado  oficial  se  hal  aba  autorizado 
por  la  legislación  internacional  á obrar  como  lo  electa, , sm  que 
lucra  razón  bastante  para  impedir  la  visita,  la  de  que  el  vapor  habla 
salido  de  un  puerto  neutral  y se  dirigía  á otro  de  idéntica  naturaleza. 
En  este  punto  asevera  y prueba  que  el  acto  se  había  consumado  con 
la  moderación  debida. 

Quedaba  por  resolver  la  cuestión  quinta  y última  referente  á si  el 
capitán  Wilkes  liabia  ejercido  el  derecho  de  captura  con  sujeción  á 
las  disposiciones  subsistentes.  Este  punto,  decía  M.  Sevvard,  es  eJ  mas 
difícil  é importante  de  todos.  Porque  no  se  trata  de  saber  lo  que 
debe  hacerse  con  un  buque  que  liaya  sido  capturado  conduciendo 
contrabando  de  guerra,  ni  lo  que  procede  respecto  á las  mercancías 
que  se  apresen  en  tal  concepto,  sino  qué  resolución  debe  adoptarse 
relativamente  á las  personas  que  merezcan  semejante  calificación.  Es 
indudable  que  el  beligerante  apresador  está  facultado  para  impedir 
que  el  oficial,  el  soldado,  el  marinero,  el  ministro,  el  mensajero  ó 
correo,  continúen  su  viaje  y cumplan  su  cometido,  mas  examinando 
el  asunto  bajo  otro  aspecto,  no  es  posible  negar  que  la  persona  de- 
tenida puede  resultar  inocente  y que  tiene  opcion  á ser  juzgada 
por  los  tribunales  del  país  á cuya  bandera  se  hallaba  acogida,  cuan- 
do tuvo  lugar  el  hecho.  Vemos,  pues,  que  de  él  se  derivan  re- 
clamaciones diversas  sobre  libertad,  vida,  honor  y deber,  que  requie- 
ren su  sometimiento  á una  autoridad  y á un  juicio  competente. 

« Como  las  disposiciones  legales,  continúa  el  ministro  norte-ameri- 
cano, no  resolvían  estas  cuestiones,  nuestro  gobierno  propuso  la  tras- 
lación de  los  presos  á un  puerto  conveniente  y la  institución  de  un 
tribunal  que  entendiera  en  el  asunto.  Pero  los  almirantazgos  solo 
ejercen  jurisdicción  en  las  causas  marítimas  y no  tienen  atribuciones 
definidas  para  fallar  acerca  de  las  reclamaciones  concernientes  á las 
personas,  que  se  encuentran  en  el  caso  de  las  que  aquí  se  trata. 
Cierto  es  que  puede  obtenerse  este  resultado  por  un  procedimiento 
indirecto,  esto  es,  cuando  se  alcanza  la  certidumbre  del  carácter  que 
debe  dárselas  por  medio  del¿que  tiene  la  nave  que  las  conduce. 

« En  el  caso  presente,  añade,  el  capitán  Wilkes,  después  de  haberse 
apoderado  del  personal  que  formaba  contrabando  y de  haber  verifi- 
cado la  captura  del  Trent  de  uii  modo  legal  en  nuestro  concepto,  le 
lia  dejado  en  libertad  permitiéndole  que  continuase  la  travesía  con  todo 
su  cargamento.  Pues  bien,  si  el  apresamiento  de  la  nave  y de  los  in- 
dividuos no  puede  considerarse  como  dos  actos  distintos  y separados 
justiciables  en  virtud  del  derecho  de  las  naciones,  sino  como  uno  solo, 
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será  preciso  deducir  que  la  captura  no  se  consumó  ó que  ha  sido 
abandonada.  Para  decidir  si  los  Estados-Unidos  tienen  derecho  á 
aprovecharse  de  su  ventaja  principal,  es  decir,  la  retención  de  los 
prisioneros  admitiendo  la  prueba  de  su  culpabilidad,  será  preciso  re- 
solver la  cuestión  prévia  de  si  la  no  terminación  ó complemento 
de  la  acción  referida  ha  sido  un  hecho  potestativo  ó necesario.  Si 
fuere  lo  segundo,  Inglaterra  no  debe  insistir  en  el  abandono  del 
vapor  ni  en  la  carencia  de  instrucción  criminal  que  es,  como  hemos 
visto,  su  consecuencia  indeclinable. 

« Los  motivos  expuestos  por  el  capitán  Wilkes  para  justificar  el  pri- 
mero se  reducen  á la  escasez  del  equipaje  y á los  perjuicios  que  se 
ocasionarían,  de  no  obrar  así,  á personas  exentas  de  toda  culpabilidad. 
La  contradicción  que  existe  entre  ambos  razonamientos  prueba  que 
el  que  los  ha  aducido  obró  dominado  por  sentimientos  de  generosi- 
dad y de  prudencia,  y que  el  abandono  del  Trent  no  puede  juzgarse 
como  un  acto  extrictamente  necesario,  ni  completamente  volun- 
tario. » 

Pues  bien,  habiendo  tenido  este  carácter  el  hecho  en  cuestión, 
M.  Seward  reconocía  el  derecho  del  gobierno  inglés  á la  reparación 
exigida  y se  fundaba  para  ello  en  las  instrucciones  de  James  Madi- 
son  en  1804  al  ministro  de  los  Estados-Unidos  en  Lóndres.  «Siempre 
que,  decía  en  ellas,  se  encuentre  á bordo  de  un  buque  neutral  una 
propiedad  que  se  suponga  confiscable,  la  regla  general  será  la  incom- 
petencia del  captor  para  la  decisión  del  asunto  y la  necesidad  de  so- 
meterle á un  tribunal  competente  y á un  procedimiento  regular  obli- 
gatorio también  para  aquel  si  resultase  que  había  abuso  por  parte 
suya.  » 

En  consecuencia  de  estos  principios  el  secretario  de  Estado  de 
Washington  declaraba  que  para  decidir  la  cuestión  á favor  de  su  pro- 
pio gobierno  tendría  que  separarse  de  la  política  constantemente 
seguida  por  la  república;  que  ni  la  seguridad  de  la  Union  ni  la  es- 
casa importancia  de  las  personas  detenidas  exigían  la  prolongación 
de  esta  medida,  y que  serian  por  tanto  puestas  en  libertad  indicando 
el  embajador  inglés  el  tiempo  y sitio  en  que  deseaba  recibirlas. 

En  contestación  á esta  nota  lord  Russell  se  dirigió  á Kll0Vac,„nu_ 
lord  Lyons  con  fecha  40  de  enero  de  1862,  manifestando  1"l£j%,"ss$í 
'que  el  gobierno  de  la  Reina  habia  examinado  cuidadosa-  a lord  Lyons. 
mente  si  las  declaraciones  de  M.  Seward  satisfacían  las  reclamaciones 
pendientes;  y que  como  á pesar  de  sus  observaciones  y reservas  el  de 
los  Estados-Unidos  accedía  á poner  en  libertad  á MM.  Masón,  Slidell, 
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Eustis  y Mac-Farland;  reconociendo  que  el  cap, ten  W lkes  hatea  obra- 
do por  su  propia  cuenta,  el  británico  se  daba  por  sat.steeho  con  esta 
explicación  y se  felicitaba  del  resultado  favorable  del  asunto.  Anun- 
ciaba al  mismo  tiempo  que  no  estaba  conforme  con  M.  Seward  en 
algunas  de  sus  conclusiones  y que  para  facilitar  la  buena  inteligen- 
cia entre  ambos  países  expondría  próximamente  la  naturaleza  de  es- 


tas divergencias. 

Trece  dias  después,  es  decir  el  23  de  enero  de  1862, 
de  principios  lord  Russell  comunicaba  al  representante  inglés  la  corres- 
dolinsié£rno  pondencia  ofrecida  de  la  cual  extractamos  las  consideracio- 


nes mas  importantes. 

«La  primera  cuestión,  decía,  que  se  debe  apreciares  como  asevera 
M.  Seward,  si  las  personas  citadas  y los  presuntos  despachos  cons- 
tituyen contrabando  de  guerra.  La  opinión  del  gobierno  de  Su  Ma- 
jestad sobre  este  punto  es  enteramente  contraria  á la  del  norte-ame- 
ricano. Es  imposible  desconocer  el  derecho  y el  deber  de  un  Estado 
neutral  á sostener  sus  buenas  relaciones  con  los  beligerantes.  Una 
nación  neutral,  decía  Vattel,  debe  cumplir  lodos  los  deberes  de  hu- 
manidad recíprocamente  necesarios  de  pueblo  á pueblo. 

« Es  claro  que  estos  principios  deben  aplicarse  á toda  comunicación 
diplomática  entre  los  gobiernos  y que  la  sola  diferencia  que  resulta  de 
las  circunstancias  particulares  de  una.  guerra  civil  y del  no  reconoci- 
miento de  la  independencia  del  poder  de  fado  de  uno  de  los  comba- 
tientes por  el  contrario  ó por  la  nación  neutral  es  que  según,  dice 
Wlieaton,  « con  el  objeto  de  evitar  las  dificultades  que  pueden  sur- 
gir de  una  solución  formal  y positiva  de  estas  cuestiones,  se  hace  fre- 
cuentemente uso  de  agentes  revestidos  de  los  poderes  y de  las  inmu- 
nidades de  los  ministros  aunque  no  tienen  ca  ácter  representativo  ni 
derecho  á las  inmunidades  diplomáticas.» 

« En  este  concepto  MM.  Masón  y Slidell  han  podido  ser  nombrados 
ministros  plenipotenciarios  de  los  Estados  del  Sur  cerca  de  las  cortes  de 
Londres  y Paris,  y aun  recibiéndolos  estas  el  gobierno  federal  no  po- 
día considerar  el  hecho  como  hostil  ópoco  amistoso.  El  de  la  Pteina  ad- 
mite como  consecuencia  necesaria  de  la  doctrina  emitida,  que  el  trasporte 
dé  agentes  públicos  del  indicado  carácter  á bordo  del  Trent  desde  la 
Habana  á San  rI bomas,  con  dirección  á Inglaterra  y Francia,  y desús 
credenciales  ó despachos  si  los  tenían,  no  constituye  por  parte  de  la 
nave  una  violación  de  sus  deberes  neutrales,  y que  tanto  por  este 
motivo  cuanto  porque  el  destino  de  las  personas  en  cuestión  y sus 
despachos  era  bona  fide  un  país  neutral,  no  debían  considerarse  como 
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contrabando.  Para  que  esta  calificación  sea  conducente  es  cualidad  in- 
dispensable que  los  artículos  tengan,  como  afirma  lord  Stowell,  un 
destino  hostil 


« M . Seward  lia  dicho  que  en  el  caso  presente  y según  los  autores 
ingleses  que  había  consultado  podia  afirmar  que  Inglaterra  aceptaba 
como  principio  de  derecho  marítimo,  que  la  circunstancia  de  dirigirse 
un  buque  de  un  puerto  neutral  á otro  que  lo  es  también  no  modifi- 
caba ni  suspendía  el  derecho  de  captura  del  beligerante.  Si  el  viaje 
inmediato  y ostensible  del  vapor  nombrado  hubiera  tenido  por  fin 
un  puerto  neutral  y su  destino  real  y positivo  uno  enemigo,  el  go- 
bierno de  la  Reina  se  explicaría  la  referencia  de  M.  Seward  á los  pu- 
blicistas británicos.  Es  incontestable  que  la  ley,  tal  como  la  explican 
é interpretan  las  autoridades  de  la  Gran-Brelaña,  prescribe  que  si  el 
destino  real  de  un  buque  es  un  puerto  enemigo  no  podrá  legitimarse 
el  viaje  por  un  destino  simulado  hacia  otro.  Pero  cuando  el  fin  real 
de  la  travesía  es  bona  fíele  un  territorio  neutral  no  hay  autoridad  in- 
glesa, y el  gobierno  cree  que  puede  añadir  norte-americana,  que  sos- 
tenga el  derecho  de  verificar  una  captura  á bordo  de  este  buque  y á 
título  de  contrabando  de  guerra.  Tal  doctrina  es  incompatible  con 
los  verdaderos  principios  de  la  ley  marítima  y con  la  jurisprudencia 
establecida  por  los  tribunales  ingleses. 

« Por  lo  demás,  menester  es  observar  que  aunque  los  vapores  cor- 
reos no  están  exceptuados  de  la  visita  en  tiempo  de  guerra,  ni  de  las 
penalidades  correspondientes  si  faltan  á sabiendas  á sus  deberes  neu- 
trales. tienen  derecho  al  favor  y protección  especial  de  todos  los  go- 
biernos á cuyo  servicio  están  empleados,  en  el  cumplimiento  ordina- 
rio é inocente  de  sus  funciones  legítimas 

« Si  se  admitieran  como  fundados  los  argumentos  expuestos  habría 
que  deplorar  consecuencias  funestísimas.  De  aceptarse  esta  doctrina 
resultaría  en  la  lucha  actual,  por  ejemplo,  que  cualquier  paquebot 
que  condujera  un  agente  de  los  confederados  de  Douvres  á Calais  ó 
viceversa,  podría  ser  apresado  y conducido  á Nucva-\ork.  Tí  conti- 
nuando el  curso  de  las  suposiciones,  para  probar  lo  inadmisible  que 
es  la  teoría  Sustentada,  puede  decirse  que  en  una  guerra  que  estallara 
entre  Italia  y Austria  el  trasporte  de  un  emisario  de  la  primera  jus- 
tificarla la  captura  de  una  nave  que  se  dedicara  al  trayecto  de  Malta 
á Marsella  ó á Gibraltar,  á la  vez  que  su  confiscación  en  Irieste  y la 
detención  en  una  prisión  austríaca  de  la  persona  aprehendida.  Del 
mismo  modo  durante  la  última  guerra  entre  Inglaterra  y Francia 

por  una  parte  y Rusia  de  otra,  el  buque  de  los  Estados-Unidos  que 
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II, vara  á bordo  un  ministro  ruso  desde  Hamburgo  á Washington 
habría  podido  ser  tomado,  conducido  á Portsmoutl.  y comiscado, 
v el  representante  ruso  encerrado  en  la  torre  de  Londres.  Así 
mismo  un  buque  de  guerra  confederado  tendría  facultad  para  apo- 
dorarse  do  un  vapor  de  la  compañía  Canard,  durante  su  travesía  de 
Iíalif'ax  á Liverpool  so  pretexto  de  que  trasportaba  despachos  de 
Jí.  Seward  para  M.  Adams. 

«Teniendo,  pues,  en  cuenta  los  principios  erróneos  invocados  por 
M.  Seward  y los  resultados  que  ocasionarían,  el  gobierno  de  S.  M. 
se  cree  obligado  á declarar  que  no  consentirá  la  captura  de  ningún 
barco  inglés  en  las  condiciones  que  concurrieron  en  la  del  Trent , y 
que  el  hecho  de  someter  la  cuestión  á un  tribunal  de  presas  no  dis- 
minuirá la  gravedad  de  una  infracción  semejante  de  la  ley  de  las 


ilaciones.  » 


Lord  Uus solí  terminaba  su  despacho  tratando  de  la  declaración  de 
il.  Seward  referente  á que  si  la  seguridad  de  la  Union  exigiera  la 
detención  de  las  personas  aprehendidas , el  gobierno  la  sostendría,  y 
dice  que  el  ministro  de  los  Estados-Unidos  confunde  al  expresarse  de 
esa  manera  la  diferencia  que  existe  entre  el  ejercicio  de  un  derecho 
extremo  y la  realización  de  un  hecho  á todas  luces  culpable. 

Pero  los  acontecimientos  que  venimos  refiriendo  no 

Mediación  de 

las  naciones  dieron  márgen  solamente  á las  reclamaciones  británicas, 
europeas.  . 

sino  que  fueron  causa  de  que  las  potencias  neutrales  de  Eu- 
ropa dirigieran  al  gabinete  de  Washington,  ántes  de  saberse  su  resolu- 
ción, varios  despachos  exhortándole  á que  accediese  á las  pretensiones 
de  la  Gran-Bretaña. 


„ . . El  ministro  de  relaciones  exteriores  de  Francia,  M.  Thou- 

da  por  el  venel,  examina  en  una  nota  que  dirigió  con  fecha  3 de 

exteriores^do  c'ic^em^re  de  1861  á M.  Mercier,  representante  francés  en 
representan-  ^as^^n8ton*  s¡  Ia  conducta  del  capitán  Wilkes  se  hallaba 
'ma6 nación  ° no  conforme  con  los  principios  generales  del  derecho 
cu  washing-  marítimo  y con  las  disposiciones  de  los  tratados,  y mani- 
fiesta que  el  hecho  en  cuestión  está  de  una  manera  tal  en 
desacuerdo  con  las  prescripciones  de  la  jurisprudencia  internacional, 
que  se  complace  en  creer  que  su  responsabilidad  pesará  exclusivamente 
sobre  el  comandante  del  San  Jacinto ; y que  el  deseo  de  prevenir  un 
conflicto  entre  dos  pueblos  amigos,  así  como  el  deber  de  poner  á cu- 
bierto el  pabellón  francés  contra  ciertos  atentados  le  obligaban  á rom- 
pci  el  silencio  en  esta  ocasión.  « Para  que  el  gobierno  de  los  Estados- 

mdos,  añade,  reconozca  y apruebe  la  conducta  del  capitán  Wilkes, 
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necesita  considerar  á MM.  Masón  y Slidell  como  enemigos  ó como  re- 
beldes; pero  en  cualquiera  de  ambos  casos  habrá  desconocido  ú ol- 
vidado los  principios  en  que  ha  estado  siempre  de  acuerdo  con  no- 
sotros. 

« ¿ En  virtud  de  qué  título  podrá  ser  procedente  la  aprehensión  de 
MM.  Masón  y Slidell?  Los  Estados-Unidos  han  celebrado  con  nuestro 
país  tratados  en  que  se  admite  que  el  pabellón  protege  á los  indivi- 
duos que  se  hallen  embarcados  , aunque  fuesen  enemigos  de  uno  de 
ambas  partes  siempre  que  no  se  trate  de  militares  en  activo  servicio. 
Pues  bien,  ateniéndose  á estos  principios  no  es  posible  negar  que  las 
personas  nombradas  eran  completamente  libres  bajo  la  bandera  in- 
glesa. Y en  vano  se  pretenderá  que  podía  mirárseles  como  contra- 
bando de  guerra,  pues,  si  bien  es  cierto  que  su  nocion  no  se  ha 
fijado  todavía  con  precisión,  no  lo  es  menos  que  los  tratados  espe- 
ciales definen  claramente  el  carácter  militar  que  se  necesita  para 
justificar  la  prisión  de  un  beligerante  efectuada  á bordo  de  una  em- 
barcación neutral. 

« Tampoco  puede  legitimarse  la  conducta  del  capitán  Wilkes  ale- 
gando que  los  referidos  emisarios  llevaban  despachos  oficiales  del  ene- 
migo. Al  llegar  á este  punto  es  bueno  advertir  que  el  Trent  se  diri- 
gía de  un  puerto  neutral  á otro  de  igual  índole,  que  había  tomado  su 
cargamento  y sus  pasajeros  en  uno  de  la  misma  especie  y que  si 
fuera  admisible  la  violación  en  estas  condiciones  del  pabellón  que  tiene 
la  significación  indicada,  llegarían  á ser  ilusorios  los  derechos  de  los 
pueblos  que  permanecen  en  paz,  defendidos  con  tanta  frecuencia  por 
la  república  norte-americana.  Y aunque  su  gobierno,  colocando  la 
cuestión  en  otro  terreno,  sostenga  que  los  individuos  reducidos  á pri- 
sión son  rebeldes,  no  se  obtendrán  poreso  otras  conclusiones.  Obrando 
de  este  modo  se  faltaría  al  principio  de  que  las  naves  son  porciones  del 
territorio  de  la  nación  cuya  bandera  enarbolan,  y se  atentaría  contra 
la  soberanía  é independencia  de  los  Estados,  que  no  consienten  que 
un  poder  extraño  ejerza  actos  de  jurisdicción  dentro  de  sus  límites 
territoriales.  No  juzgamos  necesario  recordar,  que  el  gabinete  de 
Washington  ha  sostenido  siempre  esta  inmunidad  y el  derecho  do 
asilo  que  es  su  consecuencia . » 

La  nota  de  que  nos  ocupamos  termina  diciendo,  que  siendo  evi- 
dente la  ilegalidad  del  procedimiento  de  ElSan  Jacinto,  era  clara  tam- 
bién la  conducta  que  correspondía  seguir  al  gobierno  de  los  Estados- 
Unidos,  que  no  debia  vacilar  en  acceder  á las  reclamaciones  de  la 
Gran-Bretaña. 


VIOLACION  DE  LOS  DERERES 
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El  documento  que  acabamos  de  extractar  esta  muy  lejos 
Defecto  (le  , 1Y,,0ivcr  ei  asunto  de  que  se  ocupa,  y el  lado  mas 
las  no' as  de  n,,¡nc¡Daimente  vulnerable  que  presenta  es  el  apoyo  que 

los  ¿roblemos  . . 

europeos.  busca  en  un  convenio  particular,  cuyas  prescripciones  no 
son  obligatorias,  como  es  natural,  mas  que  para  las  partes  contra- 
tamos. Además,  no  teniendo  como  fundamental  la  hipótesis  que  con- 
vierte el  barco  en  una  porción  territorial,  se  coloca  mas  bien  que  en 
la  esfera  de  la  realidad  y de  la  lógica,  en  la  de  la  ficción  y la  metá- 
fora. Del  mismo  defecto  adolecen  las  observaciones  hechas  por  las 
demás  potencias  de  Europa. 

El  suceso  que  motivó  esta  correspondencia  diplomática 

considerado-  es  un  precedente  de  gran  valor  en  pro  de  los  derechos  hi- 
ñes genera-  , \ 

les  acerca  de  hcrentes  á la  neutralidad.  Tanto  Inglaterra  como  los  Esta- 

este  asunto.  ^ 

dos-Unidos  reconocieron  entonces  que  un  buque  de  guerra 
perteneciente  á lina  nación  beligerante,  no  tiene  facultad  para  apo- 
derarse en  alta  mar  de  las  personas  que  conduzca  otro  neutral, 
cualquiera  que  sea  el  derecho  que  tuviere  sobre  ellas  su  propio  go- 
bierno. 

Pero  el  proceder  seguido -por  el  comandante  de  El  San  Jacinto  puede 
examinarse  aun  bajo  muchos  puntos  de  vista  igualmente  importantes 
é instructivos.  Ocupándose  de  él  Dana,  se  detiene  en  examinar;  Io.  la 
dificultad  que  ofrece  la  aplicación  á este  caso  del  procedimiento  de 
los  tribunales  de  presas;  2°.  délos  folletos  y principales  escritos  á que 
dió  lugar;  y 3o.  del  modo  que  tuvo  el  gobierno  inglés  de  entablar  su 
reclamación  y de  las  circunstancias  que  la  acompañaron. 

Para  apreciar  en  su  verdadero  sentido  la  dificultad  notada  por  el 
citado  autor,  es  preciso  suponer  que  el  capitán  Wilkcs  se  hubiera 
apoderado  del  buque  y le  sometiese  para  su  adjudicación  al  dictamen 
de  alguno  de  dichos  tribunales.  En  este  caso  no  habría  sido  posible 
incoar  un  procedimiento  contra  las  personas  sino  contra  la  nave  te- 
niendo los  jueces  (fue  decidir  si  esta  era  ó no  confiscable.  Si  el  Trent 
salia  condenado,  bien  por  haberse  opuesto  á la  visita  ó por  oculta- 
ción de  personas  ó papeles  hostiles,  ó ya  por  una  falta  cualquiera  de 
su  capitán,  esta  sentencia  no  podia  tampoco  resolver  la  cuestión  de 
las  personas,  como  hubiera  acaecido  también  si  se  hubiera  fallado  su 
\ (¡rita,  ó si  sus  propietarios  hubiesen  dispuesto  de  él  prestando  la  cor- 
lespondiente  fianza.  Sin  embargo,  si  le  hubiesen  condenado  fundándo- 
se en  que  conducía  individuos  peligrosos,  los  Estados-Unidos  hubie- 

! an  tenido  en  su  favor  para  retenerlos  el  dictámen  de  sus  propios 
jueces. 
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Lo  probable  es  que  un  tribunal  de  presas  resolvería  en  un  caso 
análogo  la  cuestión  de  propiedad  determinando  si  era  ó no  legal  la 
conducta  de  un  neutral  que  trasportase  súbditos  enemigos,  es  decir, 
decidiendo  si  este  servicio  podía  considerarse  como  contrabando  de 
guerra.  Este  resultado  habría  sido  inestimable,  pudiendo  ocasionar  la 
conciliación  de  las  opiniones  divergentes,  y evitar  los  actos  ilegales  de 
los  captores.  Y aunque  un  proceso  semejante  puede  herir  en  cierto 
modo  los  derechos  y garantías  de  las  personas,  seria  preferible,  como 
reconoce  M.  Seward,  al  hecho  de  que  el  apresador  se  atribuya  facul- 
tades que  causen  negociaciones  diplomáticas. 

Pero  ¿cuál  seria  la  sentencia  probable  de  un  tribunal  de  presas 
norte-americano  en  la  captura  de  El  Trente  Puede  asegurarse  desde 
luego  que  habría  reconocido  el  derecho  de  visita  con  referencia  á bu- 
ques neutrales  que  llevasen  ó no  pasajeros  ó despachos,  haciendo 
depender  la  legalidad  del  acto  consumado  de  la  complicidad  del 
apresado.  Hubiera  tocado  superficialmente  la  cuestión  de  si  las  perso- 
nas y los  papeles  de  que  fueran  portadores  tenían  derecho  á las 
inmunidades  diplomáticas,  sin  poder  resolverla.  Porque  se  necesi- 
taba para  esto  el  reconocimiento  exterior  de  la  independencia  de  los 
Estados  confederados  y que  las  personas -de  que  se  trataba  tuviesen 
aquel  carácter,  y aun  en  este  caso  no  gozarían  de  ninguna  inmu- 
nidad si  se  admite  la  distinción  establecida  por  Yattel,  y aceptada 
por  sir  W.  Scott,  entre  el  embajador  de  un  beligerante,  recibido  ya 
por  la  nación  neutral  y el  de  la  enemiga  que  se  dirige  á su  puesto, 
y cuya  recepción  no  se  ha  efectuodo  aun  por  el  gobierno  respec- 
tivo. 

La  cuestión  de  El  Trent  ha  dado  lugar  á la  publicación  de  numerosos 
folletos  de  distinto  espíritu  y tendencia  ; pudiendo  citarse  entre  los 
mas  notables  los  de  los  profesoros  Bernardi,  Harcourt,  Hautefcuillc  y 
Degivannis.  * 

* Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutros,  vol.  III,  tit.  13,  ch.  1,  soot.  1,  § 3, 
pp.  244,  248 ; Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  8,  §6;  Wheaton,  El-‘tn.  droil  int., 
pie.  4,  ch.  3,  § 25;  Dana,  Elem.  int.  law,  by  Wheaton,  eighlh  edition,  note  228, 
p.  637;  Ortolan,  Dip.  de  la  mer , vol.  II,  app.  spe.,  pp.  500,  511,  517-510, 
521-535,  538-546;  llalleck,  Int.  law,  ch.  26,  §§  16-18;  Duer,  On  Insurance , 
vol.  I.  pp.  452-455;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  §§  271,  272;  HelTter,  Droit 
int.,  §§  171;  Kent,  Com.  on  am.  law , vol.  I,  p.  152;  Hautefeuille,  Questions  de 
dro’it  mar.  int.;  Torres  Caicedo,  Les  principes  de  1789  en  Amcriqu  -,  p.  240;  Ro- 
binson,  Admiralty  reports , vol.  IV,  p.  256;  vol.  VI,  pp.  420,430,  440,4';!; 
Edwards,  Ileports,  vol.  I,  pp.  224,  228. 
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§ 748.  La  dificultad  de  resolver  la  cuestión  de  si  un  bcli- 

nesi|doaíjr  geranio  tiene  facultad  para  apoderarse  a bordo  de  buques 
inuadusaccr-  t ,„iPe  (ie  personas  que  puedan  conceptuarse  como  pe- 
malcría. porosas  proviene  en  parte  de  la  ambigüedad  que  se  nota 

en  algunos  tratados  públicos. 

En  el  de  i 675  celebrado  entre  Suecia  y los  Países-Bajos 

se  establece,  que  las  dos  partes  contratantes  podrán  con- 
entre  s'iocia  (|ucjr  en  sus  buques  los  súbditos  del  enemigo  de  una  de 
BaJ°s-  ellas,  sin  que  haya  derecho  á aprehenderlos  á menos  que 
no  sean  jefes  ü oficiales  del  ejército. 

El  de  Nimega,  firmado  en  1678  por  España,  Francia  y 
Entro  Espa-  Holanda,  dispone  al  final  de  su  artículo  22  que  las  perso- 
Holanda. ñas  ó mercancías  embarcadas  en  naves  pertenecientes  á un 
Estado  que  permanece  ajeno  á las  hostilidades  solo  puedan  captu- 
rarse si  se  hallan  revestidas  del  carácter  militar  ó sirven  directa  y 
activamente  al  adversario. 


Idéntica  cláusula  figura  en  el  concluido  por  Holanda  y 
varios  trau-  Suecia  en  1679;  en  los  de  Utrecht  de  1713;  en  el  de  1739 
venciones,  entre  Francia  y las  Provincias-Unidas;  y en  el  de  1769 
entre  la  primera  de  estas  naciones  y Hamburgo. 

La  estipulación  á que  aludimos  forma  también  parte  de  las  conven- 
ciones habidas  entre  Francia  y los  Estados-Unidos  en  1778;  entre 
estos  y Holanda  en  1782;  entre  los  mismos  y Suceia  en  1783  y 1816; 
entre  las  dos  primeras  de  las  naciones  citadas  en  1783  ; entre  Fran- 
cia é Inglaterra  en  1786  y entre  España  y la  república  norte-ameri- 
cana en  1793  y 1819. 

Reprodúcenla  igualmente  los  tratados  celebrados  por  la  última  con 
Colombia  en  1824,  con  la  América  central  en  1823,  con  el  Brasil 
en  1828,  con  Méjico  en  1831,  con  Chile  en  1832,  con  Venezuela 
en  1836  y con  el  Perú  en  1831 . 


Mas  á pesar  de  la  significación  de  estos  pactos  preciso 

llcgla  que  . ° r r 

debe  se-  es  convenir  en  que,  atendiendo  á los  progresos  del  derecho 

Sun  so » i . . 

de  gentes,  se  debe  en  caso  de  duda  interpretar  su  contexto 
en  favor  de  la  libertad  de  las  personas  y de  los  derechos  de  los 
neutrales.* 


* Dana,  Elem.  int.  luw,  by  Wheaton,  eighth  edition,  note  288,  p.  637  ; 
HautefeuiUe,  Droits  des  nations  neutres,  vol.  II,  tit.  8,  sect.  4,  pp.  173-183;  Ortolan, 
Dip.de  la  mer,  vol.  II,  liv.  3,  ch.  6;  Duraont,  Corps  dip.,  vol.  7;  pte.  1, 
PP-  16,  366,  440;  pte.  2,  p.  389;  D’Hauterive  et  De  Cussy,  Recudí  des  traites  de 
commerce,  vol.  II,  pp.  91,  104,  270;  vol.  III,  p.  445;  U.  S.  latos,  vol.  VIH,  passirn; 
Aíaíe  papers,  vol.  III,  pp.  99,  107 
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1843. 

Tratado  do 
Inglaterra  y 
los  Estados- 
Unidos. 


Práctica  se- 
guida en  la 
guerra  de  los 
Estados-Uni- 
dos y Méjico, 


En  la  guerra 
civil  norte- 
americana. 


§ 749.  La  conducción  de  la  correspondencia  privada,  dice 
Ortolan,  no  es  un  acto  hostil,  y por  tanto  no  da  lugar  á la  BreosCy'ba-~ 
captura  de  la  nave.  Es  digno,  añade,  del  derecho  Ínter-  ll^s- 
nacional  moderno  sostener  esta  regla  y alcanzar  que  los  beligerantes 
la  respeten  en  todas  naciones. 

El  tratado  que  la  Gran-Bretaña  y la  república  norte- 
americana celebraron  en  1848 , estipula  que  en  caso 
de  que  se  rompan  las  hostilidades  entre  ambos  gobiernos 
los  buques-correos  serán  respetados  hasta  que  transcurran 
seis  semanas,  desde  que  cada  uno  de  ellos  disponga  la  suspensión  de 
su  servicio,  acordándose  así  mismo  que  para  el  viaje  de  retorno  se 
les  expidiria  un  salvo-conducto. 

Durante  la  guerra  de  los  Estados-Unidos  y Méjico  se 
permitió  á los  vapores-correos  ingleses  que  entraran  y sa- 
liesen en  Vera-Cruz. 

Cuando  estalló  la  lucha  intestina  en  el  Norte  de  América, 
el  gobierno  federal  ordenó  que  no  se  abriesen  ni  exami- 
nasen las  balijas  públicas  de  los  neutrales  ó aliados,  cer- 
tificadas en  debida  forma,  que  se  encontrasen  á bordo  de  los  buques 
que  se  apresaren,  dirigiéndolas  tan  pronto  como  fuera  posible  al  lu- 
gar de  su  destino.  Estas  instrucciones  se  elevaron  á conocimiento  de 
los  gobiernos  extranjeros. 

La  causa  instruida  con  motivo  de  la  captura  de  El  Peter-  c ra  (if! 
hoff  versaba  sobre  la  propiedad  actual  y el  destino  del  El 
cargamento.  El  tribunal  decretó  que  las  balijas  halladas  á su  bordo 
fuesen  abiertas  en  presencia  del  cónsul  inglés  á quien  se  invitaría 
para  que  se  sirviese  separar  los  papeles  que  juzgase  referentes  á la 
carga,  expidiéndose  los  demás  inmediatamente.  El  referido  funciona- 
rio se  opuso  á cumplir  dicha  providencia  y protestó  contra  la  aper- 
tura proyectada.  En  estas  circunstancias  se  recurrió  al  secretario  de 
Estado  y este  mandó  al  fiscal  de  Nueva-York  que  no  se  procediese  al 
registro  ordenado  por  el  tribunal. 

En  abril  de  1863  M.  Seward  se  dirigió  áM.  Adams  ma- 
nifestándole que  pensaba  someter  al  gabinete  de  Londres 
algunas  observaciones  acerca  de  las  inmunidades  conce- 
didas á las  balijas  públicas  trasportadas  á bordo  de  los 
buques  visitados  en  virtud  de  los  derechos  inherentes  á los  belige- 
rantes. Esta  cuestión,  decia,  difícil  por  sí  misma,  es  de  grande  im- 
portancia. El  presidente  juzga  que  Inglaterra  y los  Estados-Unidos, 

del  mismo  modo  que  el  resto  de  las  potencias  marítimas,  están  viva- 
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mente  interesadas  en  ponerse  de  acuerdo  á fin  de  evitar  á la  vez  que 
la  interrupción  inútil  ó perjudicial  de  las  bal.jas,  el  que  estas  sírvan 

de  auxiliares  á los  proyectos  del  enemigo. 

Por  su  parte  el  gobierno  inglés  pidió  al  federal  que 

pretcnsión  i „ ovceDtuase  de  visita  y captura  en  el  trascurso  de  aque- 

tlc-l  gobierno  Jí'3  1 

inglés.  jja  lucha. 


El  citado  ministro  norte-americano  observó  que  si  se 
MCSpsewa'.<r  accedía  á tal  demanda , no  era  menester  entonces  exami- 
nar una  cuestión  que  de  ese  modo  se  resolvía  implícitamente ; y dos 
dias  después  dirigió  á las  oficinas  de  marina  las  instrucciones  de  que 
liemos  dado  cuenta  anteriormente:  no  admitiéndose  esta  excepción 
como  consecuencia  del  derecho  extricto  sino  cual  una  medida  política 
dictada  por  las  circunstancias. 

Las  proposiciones  de  M.  Seward  no  produjeron,  pues,  resultado 


alguno.  * 

, , En  el  mes  de  junio  del  añol8o7,  el  vapor  mercante  sardo 

Captura  de  el  _ J 1 

cagliari.  Cctcjliari  salió  del  puerto  de  Génova  con  destino  á Túnez 
llevando  á bordo  21  pasajeros.  Subleváronse  estos,  apénas  se  encon- 
traron en  alta  mar,  y apoderándose  del  buque  enderezaron  su  rumbo 
hácia  una  isla  napolitana,  donde  se  encontraban  algunos  presos  por 
causas  políticas,  á quienes  pusieron  en  libertad  así  que  llegaron. 
Luego  se  dirigieron  á las  costas  de  Nápoles,  y saltando  á tierra  con 
objeto  de  promover  una  revolución  en  el  país,  abandonaron  el  vapor. 
Su  capitán  volvió  á emprender  nuevamente  el  viaje  interrumpido, 
pero  en  la  travesía  fué  capturado  por  un  crucero  de  la  referida  na- 
ción y sometido  á un  tribunal  de  presas  que  decidió  su  confiscación. 
El  gobierno  detuvo  en  calidad  de  prisioneros  de  guerra  al  capitán  y 
al  equipaje,  en  cuyo  número  se  contaban  dos  maquinistas  ingleses 
MM.  Watt  y Park.  Las  autoridades  sardas  reclamaron  la  libertad  del 
buque  y la  de  sus  tripulantes  fundándose  en  que  el  capitán  habia 
obrado  por  fuerza  mayor  ignorando  el  carácter  y las  intenciones 
de  los  pasajeros  que  conducía  basta  el  momento  en  que  se  pronun- 
ciaron contra  su  autoridad,  y en  que  cuando  fué  apresado  se  dirigía 
al  punto  de  su  consignación.  A pesar  de  la  fuerza  incontrovertible 


* Dana,  Elem.  int.  laiv,  by  Wheaton,  eighth  edition,  note  288,  p.  637; 
i lautefeuille,  Droits  des  nalions  neutros,  liv.  8,  sect.  4,  §2;  Ortolan,  Dip.  de  lamer 
™l-  II,  liv.  3,  ch.  2,  p.  240;  Wheaton,  tílém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  3,  §2ó’; 
ofTtl,  G°dC  mariHme>  etc-<  vol.  I,  tit.  3,  ch.  4,  sect.  1,  n»  183;  Pratt,  Law 
vol  I\apano6^  War'  ^ corrcspondence,  1863,  pt.  1,  p.402;  U.  S.  latos 
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de  estas  observaciones,  el  citado  gobierno  se  negó  á acceder  á lo 
pedido . 

El  conde  de  Cavour  recurrió  entónces  á los  dictámenes  de  los  juris- 
consultos Twiss  y Phillimore,  los  cuales  reconocieron  que  el  buque 
navegaba  bajo  la  bandera  de  Cerdeña,  y provisto  de  sus  papeles  de  mar, 
que  cuando  fué  apresado  se  dirigía  al  puerto  á que  estaba  destinado, 
que  en  el  momento  de  acaecer  la  ocurrencia  los  gobiernos  de  Cerdeña 
y Nápolesse  encontraban  en  paz,  deduciendo  de  todos  estos  hechos  que 
la  acción  de  apoderarse  de  él  no  podía  verificarse  en  nombre  de  los  de- 
rechos propios  de  los  beligerantes  sino  en  virtud  de  la  ley  municipal, 
en  cuyo  caso  lo  único  que  podía  hacer  el  gobierno  napolitano  era 
reclamar  simplemente  del  de  Cerdeña  lo  que  procede  cuando  el  ofensor 
se  sustrae  á la  jurisdicción  del  ofendido.  El  conde  de  Cavour  sometió, 
por  fin,  este  asunto  á la  consideración  de  las  grandes  potencias  eu- 
ropeas, que  propusieron  un  arbitraje,  en  conformidad  con  lo  dispuesto 
en  los  artículos  de  la  declaración  de  París  de  18o6. 


La  prisión  de  los  maquinistas  ingleses,  que  se  liabia 
prolongado  ya  por  espacio  de  diez  meses  con  circunstan- 
cias perjudiciales  para  su  salud,  movió  al  gabinete  de  Lon- 
dres á reclamar  su  inmediata  libertad  del  rey  de  Ñapóles. 


Intervención 
del  gobierno 
británico  en 
el  asunto. 


Este  accedió  á su  deseo,  manifestando  que  lo  hacía  mas  „ , . 
bien  por  humanidad  respecto  á los  prisioneros  y por  de-  favorable, 
ferencia  hacia  su  reina,  que  no  porque  semejante  pretensión  fuese 
justa  y razonable.  Y firme  en  la  conducta  que  se  había  trazado  con- 
tinuó negándose  á la  restitución  del  buque  y á consentir  en  el  arbi- 
traje propuesto. 


Lord  Malmesbury  se  dirigió  con  este  motivo  á los  mi- 
nistros del  monarca  napolitano  exhortándoles  á que  le  c¡on  do  lord 

, , , _ . , , Malmesbury. 

aceptaran  á la  mayor  brevedad  posible,  porque  el  negarse 
por  mas  tiempo  á emplear  el  medio  propuesto,  constituía,  según  los 
jurisconsultos  mas  eminentes,  una  infracción  de  la  ley  de  las  naciones; 
añadiendo  que,  en  su  concepto,  debían  poner  en  libertad  bajo  fianza 
á la  tripulación. 


La  consecuencia  de  esta  actitud  de  Inglaterra  fué  la 

, . . . Entrega  del 

entrega  del  buque  y del  equipaje  al  cónsul  británico,  na-  buque  >•  dei 

. equipaje. 

ciendo  completa  abstraction  del  gobierno  de  Lerdena. 

El  Gacjliari  fué  conducido  á Génova  y entregado  á las  autoridades 
por  disposición  del  referido  funcionario. 
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Con  posterioridad  á estos  hechos  los  tribunales  de  pre- 
ffl&S  sas  napolitanos  decidieron  en  definitiva  que  el  vapor  de- 
llVSt,r  vuelto  se  liabia  empleado  en  actos  de  guerra  y piratería, 
que  los  había  cometido  con  conocimiento  de  su  capitán  y tripulación,  y 
que,  por  tanto,  era  procedente  su  captura  y confiscación,  condenán- 
dose a sus  propietarios  al  pago  de  las  costas.  * 

§ 750.  Hemos  dicho  en  otro  lugar,  que  el  comercio  de 
di  cXugo  cabotaje  no  puede  ejercerse  ordinariamente  por  los  extran- 
Tio ?S-n  jeros  en  tiemP°  de  Paz>  mas  réstanos  averiguar  si  podrá 
t,a!cs'  hacerse  extensivo  d los  neutrales  en  el  de  guerra,  y si  la 
aceptación  por  parte  de  estos  constituye  una  infracción  de  su  carácter. 

No  teniendo  para  nada  en  cuenta  las  modificaciones  que  la  guerra 
introduce  en  las  relaciones  internacionales,  puede  sostenerse,  como  hace 
Ilautefeuille,  que  la  misma  facultad  que  tiene  un  soberano  para  pro- 
hibir un  tráfico  cualquiera  en  sus  límites  jurisdiccionales,  subsistirá 
á la  vez  para  conceder  el  que  á bien  tuviere  sin  cuidarse  de  las  cir- 
cunstancias exteriores  que  concurran  en  uno  ú otro  caso. 

pr  íctica  anti  ^os  ^andeses  fueron  los  primeros,  según  Manning  y 
sua-  Phillimore,  que  pretendieron,  en  1674,  que  Inglaterra,  po- 
tencia neutral,  no  podía  hacer  el  comercio  de  cabotaje  entre  los 
puertos  franceses,  pero  los  ingleses  respondieron  que  el  tratado  con 
Holanda  Ies  autorizaba  para  ejercerle,. y las  Provincias-Unidas  desis- 
tieron de  sus  propósitos. 

Los  tratados  que  reconocieron  que  los  neutrales  podían 
Tratados  qué  dedicarse  á este  tráfico  son : el  de  1675  entre  Inglaterra  v 

conceden  es-  v 

le  derecho  á.  Holanda  ; los  de  1676  y 1679  entre  esta  y España;  los  de 

Utrecht  en  1713;  el  de  1715  entre  Holanda  y Rusia  ; el 

de  1725  entre  España  y Alemania  y el  de  1795  entre  la  primera  de 

estas  dos  últimas  naciones  y los  Estados-Unidos. 

Se  han  celebrado  otros  en  que  se  dispone  lo  contrario 

otros  en  qué  y entre  ellos  pueden  citarse:  el  de  1691  concluido  por 
se  les  niega.  T i * r,-  , _ __  „ 

Inglaterra  y Dinamarca;  en  1762  por  Prusia  y Suecia;  y 
en  1801  por  Inglaterra  y Rusia. 

Principios  La  neutralidad  armada  de  1780  admitió  el  derecho  de 

admitidos  so-  . . 

bre  este  par-  los  neutrales  para  ocuparse  en  el  comercio  de  cabotaje 

ticular  por  . 

dacTarmadT  entre  os  puertos  enemigos,  siendo  causa  de  la  adopción 
de  1780.  de  este  sistema  las  pretensiones  de  la  Gran-Bretaña  que 


* Dana,  Elem.  int.  law,  by  Wheaton,  eighth  edition,  note  240,  p.  688;  Discursos 

1 Lord  Derby  y de  Lord  Malmesbury,  abril  1858 ; Opiniones  de  los  Doctores 
rxoxss  y Phiiiimore . 
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desde  1756  sostenía  como  regla  de  conducta  práctica  la  doctrina 
contraria.  * 

La  historia  nos  presenta  ejemplos  de  haberse  concedido  ^ 
á un  neutral  autorización  para  emprender  un  tráfico  ex- 
elusivamente  nacional  sin  que  este  privilegio  se  extienda  á todos  los 
Estados  ó los  individuos  que  tengan  dicho  carácter.  En  este  caso  no 
admite  duda  que  semejante  concesión  determina  en  el  que  favorece 
una  calidad  que  le  somete  en  cierto  modo  á los  derechos  del  belige- 
rante contrario. 

La  resolución  adoptada  en  este  sentido  por  el  gobierno  inglés  á 
causa  de  las  concesiones  hechas  por  Francia  á los  holandeses,  oca- 
sionó que  se  adoptase  la  famosa  regla  de  1756,  de  que  nos  hemos 
ocupado  ya  extensamente.** 

No  es  posible  confundir  esta  con  la  de  1793.  Existe  en 

11  f.a  rcjíla  ele 

ellas,  según  Wheaton,  la  misma  diferencia  que  entre  la  i7'J3. 
concesión  por  el  enemigo  de  licencias  especiales  á los  súbditos  de  su 
adversario,  garantizando  sus  propiedades  en  un  comercio  determinado 
cuya  tolerancia  le  interese,  y la  excepción  general  en  favor  del  mismo 
tráfico.  La  primera  de  estas  acciones  puede  ser  causa  de  confiscación, 
lo  cual  no  sucede  con  la  segunda.  El  principio  de  1756,  añade,  tras- 
formado  en  1793  se  aplicó  á la  prohibición  absoluta  de  las  transac- 
ciones mercantiles  neutrales  con  las  colonias  y en  las  costas  del  ene- 
migo. 

M.  Duer  ha  sostenido  idénticas  conclusiones. 

Gomo  prueba  de  las  interpretaciones  desfavorables  para 
el  comercio  neutral  á que  se  prestaba  en  su  aplicación  la  ‘ '•i  a K ' 
regla  que  examinamos  bastará  con  citar  un  ejemplo. 

Una  nave  de  los  Estados-Unidos  arribó  á los  puertos  de  los  mismos 
con  un  cargamento  de  la  Habana,  que  desembarcó  pagando  los  dere- 


* Gessner,  Le  droit  des  neulres  sur  mer,  ch.  3,  pp.  266-269;  Manning,  Lazo  of 
nations,  p.  198;  Pliillimore,  On  bit.  law , vol.  III,  p.  309;  Kaltenborn,  Scerechl, 
vol.  II,  p.  426. 

**  Gessner,  Le  droit  des  n entres  sur  mer,  ch.  3,  pp.  269-277;  Whealon,  Llém. 
droit  bit.,  pte.  4,  ch.  3,  § 27  ; Halleck,  lnt.  law,  ch.  26,  §§  19-21;  PhilJimorc, 
O/i  bit.  law,  vol.  III,  §§  214-225;  Manning,  Law  of  nations,  pp.  195,  et  ser;.; 
Bello,  Derecho  inl.,  pte.  2,  cap.  8,  § 8;  Heífter,  Droit  int.,  §174;  Garden,  De  di- 
plomatie , liv.  7,  § 9 ; Duer,  On  Insurance,  vol.  I,  pp.  699,  et  seq.,  707-717;  h'ent, 
Com.  on  atn.  law,  vol.  I,  p.  82;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  51,  71,  95; 
Whealon,  Reporls,  vol.  I,  app.  note  3,  p.  506;  Story,  Life  of,  vol.  I,  p.  2S8; 
Sir  William  Temple,  Works  of,  p.  313;  Jouflroy,  Droit  maritime,  pp.  190,  et  seq.; 
Jenkinson,  Discourse  on  the  conduct,  etc.,  London  1757;  Kaltenborn,  Seerechi, 
vol.  II,  pp.  426,  427. 
t.  u — 26 
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i»  , VnirM  luc’O  á lomar  una  parte  de  él  y se  hizo 
dios  correspondientes.  \oiwo  iuceu  a * 

a |a  mar  con  rumbo  á España;  pero  en  la  Iva  ves.a  cayo  en  poder  do 

los  cruceros  ingleses,  que  pretendieron  la  ******  fundándose  en 

].,  continuación  del  viaje.  No  obstante,  sir  W.  Scott  decretó  su  devolu- 

don  considerando  que  el  desembarco  de  las  mercancías  y el  pago  de 

los  adeudos  de  aduana  en  un  sitio  neutral  probaban  suficientemente 

‘la  importación  intentada  se  llevaba  á cabo  bona  fide. 

Esta  sentencia  fué  dictada  en  1800 , pero  cinco  años 
sc«to«ciadci  mas  tarde,  el  tribunal  de  apelación  del  almirantazgo  bri- 
apciacion.  t¿n¡c0  sostuvo  el  principio  opuesto,  y en  consecuencia  se 
procedió  á fallar  la  confiscación  del  buque  y de  la  carga,  siempre 
que  examinando  las  circunstancias  de  su  reexportación  se  sorpren- 
diera algún  indicio  de  que  la  conducción  de  los  artículos  á un  puerto 
neutral,  se  hubiese  efectuado  con  objeto  de  paliar  su  verdadera  sig- 
nificación. 

Semejante  decisión  fué  ruinosísima  para  el  comercio  de 
gabinclcSCdc  la  república  norte-americana,  que  liado  en  la  jurispruden- 
watiungton.  c¡a  p0r  sjr  \y#  Scott,  se  dedicó  á esta  clase  de 

tráfico.  Su  gobierno  no  toleró  sin  enérgicas  reclamaciones  la  adop- 
ción de  tales  medidas,  alegando  que  se  trataba  de  introducir  una 
novedad  subversiva  en  principios  que  se  habían  mirado  siempre  como 
sagrados  entre  las  naciones,  y llegó  á confundir  en  su  anatema  la 
regla  de  1756  con  la  de  1763.  Empero,  no  tardó  mucho  en  distin- 
guir entre  ambas,  justificando  la  primera,  y manifestando,  respecto 
á la  segunda,  que  los  pueblos  neutrales  debían  resistirse  á su  apli- 
cación. Así,  dice  Iíent,  la  regla  de  1756  puede  considerarse  todavía 
como  controvertible  y dudosa.  «Es  muy  posible,  continua,  que  si  los 
Estados-Unidos  llegan  al  elevado  grado  de  poder  é influencia  marí- 
tima á que  sus  circunstancias  locales  y su  rápido  incremento  parecen 
llevarlos,  de  manera  que  un  enemigo  suyo  se  viese  obligado  á fran- 
quear su  comercio  doméstico  á las  naciones  neutrales,  diésemos  mayor 
importancia  á los  derechos  de  los  beligerantes  é hicieren  mas  im- 
presión en  nosotros  los  argumentos  de  los  publicistas  extranjeros  en 
pro  de  la  justicia  de  esta  práctica.  » (1) 


(1)  En  el  caso  de  la  captura  del  Immanuel,  sir  William  Scott  justificó  del  siguiente 
modo  los  principios  de  la  regla  de  1756:  «Los  neutrales  tienen  derecho  al  estallar  la 
guerra,  para  continuar  su  acostumbrado  comercio,  excepto  en  artículos  de  contra- 
bando, ó con  los  puertos  bloqueados.  No  quiero  decir  que  con  motivo  de  los  acci- 
dentes de  la  lucha  no  se  halle  muchas  veces  envuelta  en  peligro  su  propiedad,  por 
que  en  la  naturaleza  de  las  cosas  humanas  apénas  es  posible  evitar  de  todo  punto 
este  inconveniente.  Habrá  algunos  que  hagan  á sabiendas  un  comercio  ilegítimo, 
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Sin  embargo,  Halleck  sostiene  que  actualmente  la  Union 
miraría  como  un  acto  hostil  directo  é inmediato  la  tenta-  iosPpubiicis- 
tiva  de  aplicar  á sus  buques  las  prescripciones  de  1793.  tas> 

Phillimore  afirma  que  el  tráfico  exclusivamente  nacional  en  las 
costas  enemigas  no  puede  ejercerse  por  los  neutrales,  cuando  se  de- 
clara franco  y abierto  durante  la  guerra;  pero  que  este  principio  no 
debe  aplicarse  al  comercio  de  un  neutral  con  enemigos,  si  el  carga- 
mento procede  de  otro  que  tiene  aquel  carácter.  Respecto  á las  tran- 
sacciones mercantiles  con  las  colonias,  dicho  publicista  sostiene,  de 
acuerdo  con  Story,  que  el  que  se  dedica  á él  por  consecuencia  de  una 


protejiendo  las  propiedades  enemigas,  y habrá  otros  á quienes  se  imputará  injus- 
mente  esta  ofensa.  Este  daño  es  mas  que  contrapesado  por  el  beneficio  que  las  di- 
sensiones de  otros  pueblos  acarrean  al  comercio  neutral.  La  circulación  mercantil, 
obstruida  en  gran  parte  por  la  guerra,  refluye  en  la  misma  proporción  ú los  canales 
libres.  Pero  prescindiendo  de  accidentes,  la  regla  general  es,  que  el  neutral  tiene 
derecho  para  seguir  haciendo  en  tiempo  de  guerra  su  acostumbrado  tráfico,  y aun 
para  darle  toda  la  extensión  de  que  es  susceptible.  Muy  diverso  es  el  caso  en  que 
se  halla  un  comercio  que  no  ha  poseído  jamás,  que  solo  debe  al  ascendiente  de  las 
armas  de  uno  de  los  beligerantes  sobre  el  otro,  y que  cede  en  daño  de  aquel  cuya  pre- 
ponderancia es  la  causa  de  quesele  haya  concedido.  En  este  caso  se  halla  el  comer- 
cio colonial,  que  la  metrópoli  se  reserva  exclusivamente  ya  para  abastecerse  de  Ios- 
frutos  peculiares  de  las  colonias,  ya  para  abrir  á sus  propias  producciones  un  mer- 
cado ventajoso  y seguro . Cuando  la  guerra  interrumpe  este  cambio,  ¿ cuales  serán 
con  respecto  á las  colonias,  los  deberes  mutuos  de  los  beligerantes  y neutrales  ? Es 
un  derecho  incontestable  del  beligerante  apoderarse  de  ellas,  si  puede,  y le  tiene 
casi  infalible  á efectuarlo,  si  se  hace  dueño  del  mar.  Las  colonias  se  proveen  del 
exterior,  y si  cortando  sus  comunicaciones  marítimas,  se  logra  privarlas  de  lo  nece- 
sario para  la  subsistencia  y defensa,  les  será  forzoso  entregarse.  Suponiendo,  pues, 
que  el  beligerante  ponga  los  medios  para  obtener  este  resultado,  ¿ á que  título  po- 
drá un  neutral  entrometerse  á estorbarlo  ? Este  no  tiene  derecho  para  convertir 
en  conveniencia  y lucro  suyo  las  consecuencias  de  un  nuevo  acto  del  beligerante ; no 
le  tiene  para  decirle:  es  verdad  que  tus  armas  han  puesto  en  peligro  la  dominación 
de  tu  adversario  en  esos  países;  pero  es  menester  que  yo  me  aproveche  del  fruto  de 
tus  victorias,  aun  que  esta  participación  las  ataje  y malogre.  Tu  has  arrancado  al 
enemigo  por  medios  legítimos  ese  monopolio,  que  había  mantenido  contra  todo  c! 
mundo  hasta  ahora  y que  nunca  presumimos  disputarle ; pero  yo  voy  ú interponerme 
para  impedir  que  completes  tu  triunfo.  Yo  traeré  á esas  colonias  los  artículos  que 
necesiten  y espertaré  sus  productos.  Has  derramado  tu  sangre  y gastado  tu  dinero,  no 
para  tu  utilidad  propia,  sino  para  beneficio  ageno.  No  hay,  pues,  razón  alguna,  conti- 
nua sir  W.  Scott,  pava  que  los  neutrales  se  ingieran  en  un  ramo  de  eomercio,  que  se  les 
ha  vedado  constantemente,  y que  si  ahora  se  les  franquea,  es  por  la  urgencia  de 
las  circunstancias.  Si  el  enemigo  inhabilitado  para  comerciar  con  sus  colonias,  las 
abre  á los  extranjeros,  no  es  por  su  voluntad,  sino  por  la  apurada  situación  á que 
nuestras  armas  le  han  reducido.  » 

Esta  doctrina  fué  confirmada  por  el  tribunal  de  apelación  en  el  caso  de  la  1F<7- 
helmina.  El  lord  canciller  declaró  que  no  era  lícito  á los  neutrales,  según  el  dere- 
cho de  gentes,  hacer  en  tiempo  de  guerra  un  comercio  de  que  antes  no  gozaban,  y 
en  virtud  de  esta  declaración  el  tribunal  confiscó  el  buque  y la  carga. 
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autorización  emanada  del  estado  de  guerra,  esta  sujeto  * captura  y 
confiscación,  no  debiendo,  sin  embargo,  extenderse  esta  doctrma  d los 
casos  á que  se  aplicaba  la  mencionada  regla  de  1 /93. 

. r]rn¡,  int.  ote.  4,  ch.  3,  § 27;  Gessner,  Le  droit  des  neutros 
* W'heaton,  • ^ [a  mcr,  Iiv.  3,  ch.  6;  Hubner,  De  la  saisie  des 

sur  tncr,  P-  - > j ’ch<  § 6;  Halleck,  Int.  law,  ch.  26,  §§  22-26;  Bello, 

DmZTúü.,  pte.’  2,  cap’.  8,  § 8;  Heffter,  Droit  int.,  § 174;  ChiUy,  Law  of  na- 
■ r D„  176,  et  seq;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p.  85,  note;  Duer,  On 
insurancé,  voí.  I,  pp.  701,  719-725;  Phillimore,  On  int.  law , vol.  III,  §§  212, 
915-225-  Story,  Life  of,  vol.  I,  pp.  287  , 288;  Wheaton,  Reports,  vol.  I,  app.  note  3, 
506;’  Carta  de  M.  Monroe  á lord  Mulgrave,  set.  23,  1805;  Carta  de  M.  Ma- 
díson  ú MM.  Monroe  y Pinkney,  mayo  17,  1806;  British  ordur  in  council , april, 
15  th.  1854;  Edinburgh  Review,  n.  203,  art.  6. 
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CAPITULO  VII 

DERECHOS  Y DEBERES  DE  LOS  CAPTORES 


De  las  captu- 
ras en  gene- 
ral. 


§ 7ol . No  dependiendo  generalmente  las  capturas  del  ele- 
mento ó medios  que  se  emplean  para  efectuarlas,  puede  de- 
cirse que  existe  la  mas  completa  identidad  entre  las  terrestres 
y las  marítimas.  Sin  embargo,  el  uso  y la  jurisprudencia  establecida 
por  los  tribunales  han  fijado  reglas  generales  y distintas  para 
cada  una  de  ambas  clases.  El  título  de  propiedad  en  las  primeras  se 
funda  en  el  hecho  de  la  posesión,  mientras  que  en  las  segundas  se 
basa  en  el  fallo  de  los  jueces  encargados  de  decidir  acerca  de  su 
validez,  pudiendo  muy  bien  esta  diferencia  ser  resultado  de  la  escasa 
importancia  que  suelen  tener  las  de  tierra,  y de  los  grandes  intereses 
que  juegan  siempre  en  las  de  mar. 

Otro  de  los  rasgos  característicos  que  ofrecen  es  que  las  últimas  se 
someten  al  juicio  de  tribunales  ad  hoc  que  participan  en  algún  modo 
de  la  jurisdicción  civil  ordinaria  y las  primeras  se  sustancian  por 
autoridades  dependientes  del  ministro  de  la  guerra. 

Habiendo  examinado  ya  estas  al  tratar  de  la  ocupación  militar,  nos 
limitaremos  en  este  capítulo  al  análisis  de  las  marítimas.  * 

§ 752.  Según  los,  almirantazgos  y tribunales  compe- 
tentes, el  acto  de  la  toma  de  posesión  no  es  indispensable 
para  que  se  tengan  por  consumadas;  bastará  solo  con 
la  simple  sumisión,  aun  cuando  no  se  halle  á bordo  fuerza 
alguna  enemiga. 


Hechos  que 
deben  con- 
currir en  las 
capturas  ma- 
rítimas. 


* Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  5,  § 3;  Halleck,  Int.  law,  ch.  30,  § 1; 
Pliillimore,  On  int.  law,  vol.  I,  § 345;  De  Cussy,  Droit  marítimo,  liv.  i,  til.  3, 
§26;  Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des  prises,  passira.;  Dalloz,  Répertoire,  lit.  Trises 
mar  i times;  Wildman,  Int.  law,  vol.  I,  p.  36;  Elliot,  Dtp.  codo,  refer  enees,  n«’  87, 
111,  148,  257,  268. 
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Mas  no  se  considerará  que  un  buque  se  ha  rendido  ínterin  conserve 
desplegada  su  bandera  y juntamente  con  esta  circunstancia  deberá 
.oncutrir  en  el  apresamiento  la  intención  manifiesta  y ev. dente  por 
parte  del  captor  de  retenerle  en  concepto  de  presa  y solicitar  su  con- 
fiscación, porque  de  no  ser  patente  podría  suponerse  la  intención  de 
abandonar  la  presa.  El  oficial,  pues,  que  se  apodera  de  alguno  debe 
encargar  de  su  custodia  á un  comandante  ó patrón  y á un  equipaje 
sobre  quien  pueda  mandar,  puesto  que  no  tiene  autoridad  alguna 
con  los  que  se  hallaban  á bordo  en  el  momento  de  la  captura,  pero 
este  último  requisito  podrá  dejar  de  cumplirse  sin  perder  ningún  de- 
recho, siempre  que  se  trate  de  una  embarcación  que  pertenezca  al 
mismo  estado  que  la  captora. 

§ 753.  Se  ha  admitido  como  principio  general  que  las 
E?ent’enc<iola  nares  enemigas  ó neutrales  encontradas  en  alta  mar  y 
c indcnatui’ici  qUe  ge  perm¡tan  actos  hostiles,  podrán  ser  apresadas. 

Una  vez  pronunciada  la  sentencia  condenatoria  se  convierten  los 
bienes  capturados,  merced  á una  interpretación  de  la  ley,  en  enemi- 
gos, es  decir,  en  propiedad  perteneciente  á personas  hostiles,  resul- 
tando de  aquí  que  los  de  neutrales  ó aliadas  pueden  adquirir  dicha 
significación  en  las  circunstancias  expresadas.  Menester  es  así  mismo 
no  perder  de  vista,  que  el  beligerante  no  puede  ejercer  como  hemos 
tenido  ocasión  de  demostrar,  los  derechos  de  la  guerra  dentro  del 
territorio  jurisdiccional  délos  Estados  neutrales. 


Extensión 
del  derecho 
de  captura. 


§754.  Aun  que  las  capturas  pueden  hacerse  no  solo  por 
los  buques  de  guerra  y los  armados  en  corso,  sino  por  los 
particulares,  en  atención  á que  este  acto  se  deriva  de  las 


prescripciones  que  nacen  de  la  ruptura  de  la  paz  que  imprimen  na- 
turalmente sobre  los  súbditos  beligerantes  una  significación  marcada 
de  enemistad,  inedia,  sin  embargo,  una  diferencia  notable  entre  los 
últimos  y los  que  se  conceden  á los  primeros. 

Gessner  resume  del  siguiente  modo  los  casos  en  que  está  permitido 
apoderarse  de  una  nave  neutral. 


« Io  Cuando  esta  se  opone  por  la  fuerza  á la  visita,  tomando  al 
efeeto  las  medidas  oportunas. 

« 2o  Si  desatiende  la  prohibición  de  conducir  tropas  ó despachos 
para  el  enemigo. 

« 3o  Cuando  quebrante  un  bloqueo  efectivo  ó real.  Si  á su  bordo  se 
hallasen  únicamente  artículos  de  contrabando  de  guerra  el  capitán 
podía  continuar  su  viaje  sin  otro  contratiempo  que  poner  á la  dispo- 
sición del  captor  las  mercancías  prohibidas.  Tal  es  también  la  opinión 
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de  Hubner.  Sin  embargo,  si  estas  forman  una  parte  tan  considerable 
del  cargamento  que  no  fuere  posible  hacerse  cargo  de  ellas  sin  in- 
conveniente, no  se  incurrirá  en  ninguna  ilegalidad  apoderándose  de  la 
nave.  Y como  el  captor  es  en  este  caso  el  único  juez  competente,  re- 
sulta la  mayor  parte  de  las  veces  que  es  ilusorio  el  derecho  de  los 
neutrales  á recobrar  su  libertad,  no  obstante  haberse  reconocido  los 
contrario  en  no  pocos  tratados.» 

Hay  otras  muchas  circunstancias,  que  hemos  manifestado  en  un 
capítulo  precedente,  en  que  la  captura  es  procedente,  pero  en  todas 
ellas,  como  observa  el  autor  que  acabamos  de  citar,  es  indispensable 
para  que  recaiga  debidamente  una  sentencia  condenatoria,  que  se  con- 
firmen y justifiquen  cumplidamente  las  presunciones. 

«Así.  cliceGessner,  el  reglamento  ruso  de  1787  y elda- 

' J Disposiciones 

nés  de  1810,  disponen  terminantemente  que  aun  cuando  c,c  k,s  re?1»- 

A 1 mentes  de 

los  papeles  de  mar  sean  dobles  é incompletos,  no  se  tendrá  presas, 
como  fundada  la  confiscación  del  barco.  Los  almirantazgos  ingleses  se 
han  guiado  por  los  mismos  principios,  y admiten  siempre  la  prueba 
acerca  de  la  nacionalidad  del  buque  y la  naturaleza  y destino  del  carga- 
mento. Pero  en  caso  de  fraude  pronuncian  sin  remisión  la  sentencia 
condenatoria,  regla  en  verdad  rigorosa.  Lo  mismo  sucede  con  la  or- 
denanza ele  presas  de  Holanda,  del  26  de  enero  de  1781,  que  no  admite 
las  pruebas  en  contra  y confisca  la  nave  capturada.  Casi  todos  los 
reglamentos  de  presas,  en  particular  el  ya  citado  de  Dinamarca,  con- 
sideran la  destrucción  total  ó parcial  de  los  documentos  de  mar  como 
una  circunstancia  muy  grave  que  determina  el  apresamiento  pero 
no  la  confiscación.  » * 

§ 756.  « Todas  las  leyes  interiores,  dice  Hautefcuille,  pu-  J)¡rt,|.cncja 
blicadas  por  los  beligerantes,  un  gran  número  de  auto-  ^°(1^ 
res  y aun  algunos  tratados  han  confundido  la  captura  del  j^y^do 
buque  enemigo  y la  del  neutral,  aplicando  idéntica  regla  á '»eiur«ie.«. 
los  bienes  del  pueblo,  que  está  en  guerra  y á los  del  que  se  baila  en 


* Gessner,  Le  droil  des  neulres  sur  mer,  pp.  32G,  et  seq.;  Grotíus,  üroit  de  la 
guerre  et  de  la  paix,  éditiou  Guillaumm,  annotée  par  Pradier-I oderc,  liv.  3,  di.  G, 
§ 10;  Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub.,  lili.  1,  caps.  8,  20;  Bello,  Derecho  inl., 
pte.  2,  cap.  5,  § 3;  Halleck,  Inl.  lato,  ch.  30,  § 2;  Philliniore,  On  inl.  lato, 
vol.  III,  §§  345,  349;  Hubner,  De  la  saisie  des  batimento  neulres,  vol.  I,  pp.  138, 
150;  Hautefeuille,  Droils  des  nations  neulres,  til.  13;  Pisloye  el  Duverdy,  'hallé 
des  ’prises,  tits.  2,  4;  De  Cussy,  Droil  marítimo,  liv.  1,  til . 3,  § 23;  liv.  2,  chs.  12, 
24;  Mcrlin,  fíépcrtoire,  tit.  Frises  marítimos,  §§  2,  4;  Dalloz,  liépcrloirc,  tit.  Fri- 
ses marítimos,  scct.  2,  art.  3;  Wildman,  Inl.  law,  vol.  II,  pp.  1^7,  311  , Ñau, 
Volkerseerecht , § 167;  Pohels,  Seerecht,  p.  1179. 
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A quien  cor- 
responde el 
produelo  de 
las  presas 
marilnnas. 


paz.  Esta  confusión  es  muy’grave  pof  las  consecuencias  que  de  ella 
se  desprenden  v es  preciso  demostrar  que  no  hay  ninguna  seme- 
hnzi  entre  e¡tos  dos  actos.  La  captura  de  los  primeros  es  una 
presa  completa,  y el  juicio  que  la  sigue  heno  mas  bien  por  objeto 
atribuir  la  propiedad  al  que  la  ha  efectuado  ó á su  soberano  que 
decidir  acerca  de  ia  suerte  que  Ies  está  reservada.  En  este  caso  el 
apresamiento  y la  confiscación  definitiva  se,  confunden  relativamente 
á los  intereses  de  los  poseedores  despojados  y la  presunción  de  dere- 
cho es  su  validez.  No  sucede  así  con  la  de  los  segundos,  porque 
entre  el  acto  de  la  captura  y el  de  la  confiscación  media  siempre  un 
juicio  en  que  se  debaten  los  mas  altos  intereses  de  las  dos  naciones. 
La  regla  general  tocante  á los  enemigos  es  que  se  conceptúen  buena 
presa,  y vice-versa  cuando  se  trata  de  los  neutrales.  » * 

§ 756.  El  derecho  supremo  en  que  se  funda  la  facultad 
que  estamos  examinando,  reside  en  el  Estado.  Por  tanto, 
solo  puede  mirarse  como  una  concesión  de  este  el  que  los 
beneficios  que  resulten  de  su  ejercicio  redunden  en  prove- 
cho del  que  le  lia  practicado.  Es,  por  tanto,  incontestable  la  potestad 
que  tiene  el  gobierno  para  regular  y determinar  como  ha  de  dividir- 
se el  producto  de  una  presa,  debiéndose  á esto  el  que  no  todas  las 
naciones  concedan  iguales  derechos  á los  apresadores. 

Doctrinaemi-  Los  almirantazgos  ingleses  han  sostenido  que  el  sobe- 
aímiraniaz-S  rano  Puede  ordenar  la  restitución  ántes  de  que  haya  recai- 
gos ingleses.  d0  sentencia  judicial,  alegando  que  este  poder  era  indis- 
pensable en  el  estado  actual  de  las  relaciones  internacionales,  y que 
las  leyes  relativas  al  reparto  de  las  cantidades  que  producen  no  po- 
dían aplicarse  sino  con  posterioridad  al  fallo  condenatorio.  ** 
Trasfcrencia  § ^57 . El  título  á la  propiedad  de  los  bienes  aprehendi- 
hfpropiedad  ^os  clüe  reside  en  el  captor  ó en  su  soberano,  no  se  comple- 
cap turada.  ta  ]las[a  que  se  j1Qya  verificado  su  entrega  y desaparezca 
toda  spes  recuperandi.  La  regla  de  las  veinticuatro  horas  porque  se  rejía 
la  del  botín  en  las  guerras  terrestres,  se  aplicó  también  á las  capturas 
marítimas ; empero,  la  práctica  moderna,  después  de  prolongados  de- 
bates, no  autoriza  á que  se  entre  en  posesión  legal  y completa  hasta 


* Haulefeuille,  Droils  des  nalions  neulres,  vol.  III,  tit.  13,  ch.  1,  sed.  I.  pp. 
220,  221.  ’ ' ’ 

pi ...  .^a"ec^’  * awi  ch-  30,  § 3;  De  Cussy,  Droit  mar  itime,  liv.  1,  tit.  3,  § 26; 

hlL  laW'  voL  m<  § 356;  Wildman,  Int.  law , vol.  II,  PP-  295, 
3o,  ’ y ’ n i,'?80”’  Admiralty  reports,  vol.  II,  p.  211;  vol.  IV,  PP-  262,  388; 

’ J P • lio. 
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que  así  se  resuelve  por  el  tribunal  competente.  La  perductio  infra 
prcesidia  era  también  necesaria  para  la  conversión  de  la  propiedad 
adquirida  de  ese  modo,  pero  habiendo  surgido  algunas  dificultades 
gravísimas  sobre  la  aplicación  de  este  requisito  se  consideró  que  era 
suficiente  el  plazo  dicho  anteriormente  para  obviar  todos  los  incon- 
venientes y tener  por  caducado  el  título  de  pertenencia  del  poseedor 
primitivo.  La  antigua  jurisprudencia  inglesa  sostuvo  este  principio 
admitiendo  que  se  consumara  el  despojo  si  la  parte  que  le  sufría 
no  reclamaba  en  contra  de  semejante  determinación  ante  occasum 
solis. 

Mas  siendo  esta  doctrina'  incompatible  con  los  adelantos  de  la  civi- 
lización, Inglaterra  fué  paulatinamente  adoptando  la  costumbre  de 
no  considerar  trasferida  la  propiedad  de  las  naves  capturadas  hasta 
que  se  hubiese  dictado  la  correspondiente  sentencia  condenatoria, 
pudiendo  decirse  que  esta  es  la  práctica  seguida  en  nuestros  dias  casi 
universalmente. 

Para  los  pueblos  que  no  lian  seguido  en  este  punto  el  desarrollo 
civilizador  de  la  época  tanto  la  Gran-Bretaña  como  los  Estados-Unidos 
mantienen  subsistente  la  ley  de  la  reciprocidad.* * * § 

§ 758.  Siendo  el  que  se  apodera  de  un  barco  responsable 
para  su  propietario  y ante  el  cargador  de  los  daños  y per-  be™™*  ios' 
jiucios  que  resulten  de  su  acción  si  se  decidiese  que  no  era  CJ11l0,ts' 
legal  y aun  de  las  averías  que  sufran  por  su  negligencia  la  nave  y el 
cargamento,  lo  primero  que  debe  hacer  es  formar  un  inventario  apimi- 
mativo  de  todos  los  objetos  que  se  encuentren  á bordo  y cerrar  las 
escotillas  pudiendo  hacer  que  le  acompañe  para  mayor  seguridad  en 
el  desempeño  de  este  trabajo  el  capitán  que  la  mandaba  y (pie  dé 
testimonio  por  escrito  de  todos  estos  actos;  acostumbrándose  también 
á instruir  un  juicio  verbal  sobre  los  motivos  y las  circunstancias  que 
han  concurrido  en  la  captura. 


* Grotius,  Droit  de  la  guerra  et  de  la  paix , édition  Guillaumin,  annotéc  par  Pra- 
dier-Foderó,  liv.  3,  ch.  6,  § 3,  note;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin, 
annotéc  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  13,  § 196;  Bynkcrshoek,  Quccst.jur.  pul., 

lib.  1,  caps.  4,  5;  Wheaton,  Elétn.  droit  int.,  pte,  4,  ch.  2,  §§  H»  12;  Halleck, 

hit.  lato,  ch.  30,  § 4;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  §§  407  et  scq.;  1 uflen- 
dorf,  Dejar,  nat.  el  gent.,  lib.  4,  cap.  G;  Loccenius,  Jus  marilimum,  caps.  2,  4, 

§ 48 ; Voct,  Ad  pandectas,  lib.  49,  tít.  15,  § 3 ; Hautefeuille,  Droits  des  nalions  neulres , 
tit.  13;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
Ch.  Vergé,  § 322;  Martens,  Essai  sur  les  annateurs , ch.  3,  sect.  J,  §§  40-55, 
Massé,  Droit  commercial,  vol.  I,  pp.  337  et  seq.;  Dalloz,  Répcrloire,  tit.  Plises  ma- 
ritimes,  sect.  2;  Kent,  Com.  on  am.  law , vol.  I,  pp.  101,  102;  Wildman,  hit.  law, 
vol.  II,’  pp.  277-280. 
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Los  tribunales  de  Francia  exigen  terminantemente  la 
ley  francesa.  presCntaciori  de  este  documento.  El  artículo  59  del  decreto 
2 pradial  año  XI,  prescribe  que  tan  pronto  como  se  efectúe  el  apresa- 
miento se*  depositarán  todos  los  papeles  de  mar  en  un  cofre  ó saco  en 
presencia  del  capitán  capturado  que  será  requerido  á sellarle,  y que 
se  cerrarán  las  escotillas  y todos  los  sitios  donde  haya  mercancías  * 


§ 759.  Cuando  circunstancias  imperiosas  no  permiten 
(K“pCrc-n  que  la  presa  sea  conducida,  como  es  debido,  en  el  mas 
breve  plazo  posible  dentro  de  los  límites  jurisdiccionales  de 
un  tribunal  competente  para  entender  en  su  adjudicación,  y se  la  lleva 
á un  puerto  extranjero,  procediendo  en  él  á su  venta,  tendrá  después 
que  someter  su  conducta  el  que  la  efectuó  al  juez  á quien  competa, 
el  cual  decidirá  no  solamente  acerca  de  su  validez  sino  relativamente 
á la  de  todos  los  hechos  consumados  posteriormente. 


La  nave  capturada  puede  llevarse  á un  puerto  perteneciente  á la 
misma  nación  que  el  captor,  á uno  enemigo,  pudiendo  entonces  dar 
lugar  á la  represa,  y d uno  neutral  que  pertenecerá  talvez  al  mismo 
soberano  que  ella.  Cada  uno  de  estos  casos  da  lugar  á numerosas  é 
importantes  cuestiones.  ** 


capturas  ve-  § 760.  Se  da  el  nombre  de  capturas  hechas  en  común  á 

Iiücoraun  en  ^as  fiue  se  ver>ifican  por  dos  ó mas  naves  que  obran  de 
acuerdo  por  sí  solas  ó bien  protejidas  por  tropas  de  tierra. 

No  tiene  importancia  ninguna  cuando  se  decreta  la  restitución  de 
presa ; pero  en  el  caso  contrario,  dan  lugar  á una  investigación  inte- 
resante , tal  es  la  de  conocer  cuales  son  los  verdaderos  fautores  del 
hecho , es  decir , quienes  tienen  derecho  á participar  de  sus  pro- 
ductos. 

Como  regla  general  puede  fijarse  la  de  que  merecerán  ese  concepto 
lodos  cuantos  han  contribuido  á apoderarse  de  ella.  La  aplicación  de 
esta  teoría  á los  casos  particulares  que  puedan  ocurrir  es  mas  difícil 


Gessner,  Le  droit  des  neutles  sur  mer,  p.  333;  Pistoye  et  Duverdy,  Trailé  des 
plises,  tít.  8,  ch.  2;  lit . 9;  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutres,  tit.  13; 
Martens,  Essai  sur  les  armateurs,  p.  72. 

Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  334  et  seq.;  Bello,  Derecho  int. 
Pte.  2,  cap.  5,  § 5;  Halleck,'  Int.  law,  ch.  30,  § 5;  Hautefeuille,  Droits  des  nations 

neutres,  tit.  13;  W Peatón,  Elcm.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  2,  § 12;  Phillimore, 

¡T  'nL  law > vol.  III,  §§  361-364;  Wil.iman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  164,  168-170; 

n^u\^dmÍrally  reP°Us > vol.  I,  pp.  119,  287:  vol.  III,  pp.  58,  235;  vol.  IV, 

PP.169,  192;  vol.  V,  p.  143;  vol.  VI,  p.  275. 
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de  lo  que  á primera  vista  aparece,  exigiendo,  por  tanto,  un  estudio 
especial.  * 

§ 761.  En  los  apresamientos  de  este  género  realizados 
por  buques  de  la  armada,  todos  los  que  se  hallen  presen-  gdda  °cn s:as 
tes  en  el  momento  de  su  ejecución  disfrutan  délos  beneficios  porCalbuques 
que  produzca,  fundándose  este  sistema  en  la  obligación  dcl  Kstddu- 
que  tienen  indistintamente  los  de  las  diversas  clases  del  Estado  de  ata- 
car al  enemigo  donde  quiera  que  fuese  habido,  y en  la  presunción  de 
que  los  que  le  han  hecho  estaban  en  el  sitio  de  la  ocurrencia  animo 
capiendi.  También  se  alega  como  razón  justificativa  de  este  proceder 
la  necesidad  de  robustecer  por  todos  los  medios  posibles  la  armonía 
tan  necesaria  en  el  servicio  marítimo. 

Pero  el  buque  que  reclame  una  participación  semejante  debe  ha- 
berse hallado  presente  en  el  acto  de  la  captura,  ó cuando  menos  en 
el  comienzo  de  la  persecución  y del  combate,  si  hubiere  existido,  es 
decir,  que  su  intervención  en  el  hecho  ha  de  ser  cuando  menos  mo- 
ral, ya  que  no  material.  Si  las  circunstancias  que  concurran  en  él  no 
establecen  de  un  modo  satisfactorio  la  presunción  indicada,  como 
sucedería,  por  ejemplo,  cuando  la  nave  de  que  se  trate  enderezara 
su  rumbo  á otro  lugar  distinto  de  aquel  en  que  se  ha  consumado  el 
acontecimiento,  será  improcedente  toda  demanda  en  el  sentido  ex- 
presado. Sin  embargo,  hasta  cierto  punto  la  ruta  diferente  no  inva- 
lida los  derechos  de  que  nos  ocupamos,  porque  no  siempre  es  necesario 
que  dos  ó mas  embarcaciones  síganla  misma  linea  cuando  maniobran 
con  idéntico  fin,  y hay  ocasiones  en  que  puede  obtenerse  mejor  re- 
sultado navegando  separadamente  y hasta  en  dirección  encontrada. 
Pero  cuando  el  reclamante  la  ha  cambiado  ántes  de  la  captura,  de- 
mostrando así  evidentemente  que  renuncia  á la  continuación  de  las 
operaciones,  su  petición  no  será  admitida;  como  se  desliecliará  tam- 
bién cuando  se  trate  de  un  reconocimiento  sencillo  sin  intención 
manifiesta  de  apresar  la  embarcación  examinada. 

Es  así  mismo  difícil  en  extremo  suponer  la  existencia  del  animus 
capiendi,  cuando  no  se  ha  hecho  mas  que  distinguir  la  presa  desde 
los  masteleros.  En  todos  los  casos  de  esta  especie  corresponde  la 
prueba  á la  parte  que  solicita  el  goce  de  los  beneficios.  Y no  bastará 
testificar  que  se  estaba  á la  vista  del  captor,  sino  que  es  preciso 

* Halleck,  Int.  kiw,  ch.  30,  § 6;  Phillimore,  On  int.  law , vol.  III,  §§  386  el 
seq.;  Bynkershoek,  Qucvsl.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  18;  Pistoye  et  Duveroly,  Traite 
des  prises  til.  0,  ch.  2,  sect.  4;  Dallo/.,  fícperloire,  tit.  Prises  marilimes,  sed.  8; 
Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  327  et  seq. 
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acreditar  que  se  permanecía  á la  del  capturado,  cuyos  hechos  so  com- 
prueban', el  primero  por  un  testimonio  directo  y el  segundo  por 
medio  de  una  deducción  correlativa  é «prescindible ; entendiéndose 
por  hallarse  á la  vista  el  haber  sido  distinguido  por  entrambos  de 
modo  que  pueda  conceptuarse  como  causa  de  intimidación  ó desa- 
liento para  el  último  y de  apoyo  moral  para  el  primero. 

Tampoco  es  condición  indispensable  la  que  acabamos  de  exponer, 
si  resultare  que  después  de  haberles  avistado  se  hizo  de  noche,  no  pu- 
diendo  por  esta  causa  conservar  la  misma  posición,  acreditándose, 
empero,  que  se  ha  cambiado  de  rumbo.  Entónces  se  conceptuará  que 
permanecían  á la  vista  en  el  momento  de  la  captura.* 

8 762.  Las  resoluciones  sobre  la  persecución  ó caza  en 

Persecución  u 1 

en  común,  común  dependen  generalmente  de  saber  si  las  naves  que 
pretenden  haberla  efectuado  han  obrado  ó no  con  igual  propósito. 

Pero  todos  los  casos  que  puedan  ocurrir  en  esta  materia  se  resuel- 
ven fácilmente  con  la  aplicación  de  las  reglas  establecidas  en  el  pár- 
rafo anterior.  ** 

§ 763.  Los  servicios  prestados  anterior  ó posteriormente 
á la  ejecución  de  una  presa  no  dan  ningún  derecho  á los 
resultados  que  se  desprendan  de  ella. 

Un  buque  inglés  enviado  para  pedir  refuerzos  á lord 
William  Bentinck  oyó  que  la  armada  había  roto  el  fuego 
contra  Génova,  y se  volvió  desde  Liorna,  asistiendo  ála  rendición  de  la 
ciudad;  pero  como  ignoraba  completamente  cual  era  el  objeto  del 
ataque,  y los  captores  no  sabían  ni  siquiera  que  se  encontrara  allí, 
no  tuvo  participación  en  la  captura.  Lo  mismo  sucedió  con  otra  nave 
de  guerra  mandada  á reforzar  la  escuadra  que  operaba  contra  Buenos- 
Aires,  y que  llegó  á su  destino  después  de  la  capitulación.  *** 

Reunión  de  § 764 . Cuando  se  reúnen  varios  buques  para  prestar  un 
raX°Sreaü-  m’smo  servicio  ó realizar  una  empresa  común,  se  acostum- 
bra adoptar  la  máxima  de  que  todos  tienen  igual  derecho 
á participar  de  los  beneficios  de  una  presa,  aun  cuando  no 
se  hallen  á la  vista  cuando  se  efectúa ; porque  se  supone  que  hallándose 
colocados  bajo  el  mando  de  un  jefe  superior  no  constituyen  mas  que 


Servicios  an- 
teriores y 
posteriores. 


Casos  prácti- 
cos. 


zacion  de 
una  em- 
presa. 


* Halleck>  Int.  law,  ch.  30,  §§  7,  8;  Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub.,  lib.  1, 
cap.  18;  Phillimore,  Onint.  law,  vol  III,  §§  394,  395,  437;  Wildman,  lnt.  law, 
'°  * PP-  327,  343-345;  Robinson,  Admiralty  reports,  v.  III,  p.  194;  vol.  IV, 

P-  153;  vol.  V,  pp.  120,  339. 

ZT*  lnL  laW’  Ch-  30’  § 9;  PhiIlirnore>  On  int.  law,  vol.  III,  § 393. 

\vi  i 3 eCk’  Int"  law’  ch‘  § 10;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 192 
” íld man,  int.  law,  vol.  II,  p.  338. 
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un  solo  cuerpo,  debiendo,  por  tanto,  utilizarse  todos  de  lo  que  haga 
uno  ó mas  de  ellos. 

En  estas  circunstancias  el  único  punto  que  toca  resolver  al  tribu- 
nal es  si  efectivamente  formaban  parte  de  la  escuadra  cuando  lian 
llevado  á cabo  el  apresamiento. 

Durante  el  bloqueo  de  Texel  algunos  de  los  barcos  que 

^ v 1 Caso  ocurri- 

componian  la  fuerza  bloqueadora  hicieron  una  captura  doeneibio- 

1 r queo  de 

sin  que  los  restantes  estuviesen  á la  vista.  Pues  bien,  el  Texei. 
tribunal  decidió  que  participara  de  los  productos  toda  la  flota. 

Cuando  una  escuadra  se  hallaba  bloqueando  el  puerto 
de  La  Vallette,  un  buque,  el  Guillermo  Tell,  trató  de  es-  Sert 
caparse,  mas  perseguido  por  una  parte  de  ella  cayó  en  su  TelL 
poder.  Los  jueces  decidieron  también  en  esta  causa  que  procedía  la 
división  en  común,  á pesar  de  la  imposibilidad  física  de  una  coope- 
ración activa  de  todos  los  buques  ocasionada  por  vientos  contrarios.  * 
§ 7 65.  Mas  no  se  crea  por  esto  que  para  determinar  la 
opcion  á utilizarse  de  los  hechos  que  venimos  examinando  das Uq"ioa dé- 
basta  con  una  simple  reunión.  Para  que  tal  suceda  es  tnomparaci-a 
preciso  que  las  naves  en  cuestión  tengan  carácter  militar  FoTbenen- 
y puedan  prestar  servicios  bélicos.  C10S‘ 

Así  nos  encontramos,  por  ejemplo,  con  que  una  que  forma  parte 
de  una  escuadra  bloqueadora,  pero  que  está  imposibilitada  para  pres- 
tar ningún  servicio  cuando  se  verifica  el  apresamiento,  deberá  con- 
ceptuarse tan  excluida  de  participación  como  otra  cualquiera  que 
desconociese  totalmente  lo  ocurrido. 

En  igualdad  de  condiciones  se  hallan  los  trasportes  que  en  razón 
á su  destino  no  pueden  intervenir  en  actos  de  esta  naturaleza.  No  les 
alcanza  tampoco  la  presunción  que  favorece  á los  demás  de  que  su 
presencia  puede  s-er  causa  de  desaliento  para  el  acosado  y de  animo 
para  el  acosador,  porque  de  concederles  esta  cualidad  habría  de  ex- 
tenderse á las  embarcaciones  mercantes  que  pueden  hallarse  en  el 
mismo  caso  y producir  efectos  semejantes.  ** 

§ 766.  El  concepto  contrario  merecen  los  buques  con-  Buqucs 
voyadores,  siempre  que  se  hallen  provistos  de  la  corres- 


con- 
voyad ores. 


* Halleck,  Int.  law , ch.  30,  § 11;  Phillimore,  On  inl.  law,  vol.  IH,  § 398; 
Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  330-332;  Robinson,  Ailmiralty  reports , vol.  III, 
pp.  311,318. 

**  Halleck,  Int.  law , ch.  30,  § 12;  Phillimore,  On  inl.  law,  vol.  III,  § 398  ; 
Wihlman,  Inl.  law,  vol.  II,  pp.  332,  335;  Robinson,  Admiralty  reports,  vol.  II, 
pp.  274,  284,  285,  note. 
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pendiente  automación,  y i no  ser  que  la  captura  se  verifique  á tal 
distancia  que  el  tomar  parte  en  ella  les  haga  faltar  a su  deber  espectal 
de  protejer  el  convoy,  porque  si  le  abandonasen  perderían  todos  los 
derechos  que  son  Inherentes  á su  signlfieacton  mthtar. 

§ 767.  Si  en  el  momento  de  un  apresamiento  ejecutado 
'^Tbcícíi-6  por  una  escuadra  se  separa  de  ella  alguno  de  los  buques 
comn ños ,s°S  que  la  componen,  de  modo  que  no  le  sea  factible  coadyu- 
,;tríoson.q,,C  varal  fin  común,  se  considerará  que  ha  dejado  de  formar 
parte  de  ella  y no  podrá  disfrutar  de  las  utilidades  que  correspon- 
dan al  resto  de  la  ilota.  Del  mismo  modo  esta  no  podrá  reclamar  las 
concernientes  á los  que  aquel  hiciere. 

Lo  mismo  sucederá  cuando  dos  buques  se  hayan  desviado,  por 
causa  del  mal  tiempo  el  uno  y el  otro  para  continuar  persiguiendo  á 
su  adversario.  Las  presas  que  cada  cual  hiciere  no  tendrá  que  com- 
partirlas con  el  otro  ni  con  el  resto  de  la  escuadra. 

Pero  si  esta  las  apoya  la  cuestión  varía  de  aspecto,  y entrará  á 
partir  con  ellos  su  producto. 

Lo  mismo  acontecería  si  se  tratase  de  un  buque  alejado  del  grueso 
de  una  armada,  que  se  incorpora  á ella  nuevamente  antes  de  que  sus 
operaciones  hayan  obtenido  un  resultado  definitivo. 

Por  último,  si  dos  barcos  navegan  reunidos  en  persecución  del 
enemigo  y uno  de  ellos  recibe  orden  de  apoderarse  de  otro,  ambos  se 
conceptuarán  como  asociados  en  la  captura  de  los  buques  persegui- 
dos, aun  cuando  no  se  verifique  mas  que  una  presa.  ** 

§ 768.  Cuando  las  operaciones  de  que  estamos  tratando 
riiícatías  Vcn  se  realizan  en  combinación  con  fuerzas  terrestres,  se  apli- 

cmiibi  nación  , , . . . , 

con  fuerzas  carán  los  principios  generales  expuestos,  á no  ser  que  exis- 
terrestres.  . . . 

tiese  un  convenio  anterior  que  los  modificara  ó invalidase. 

Se  ha  admitido  como  doctrina  que  debe  comunmente  seguirse  la 

de  que  una  cooperación  general  no  es  suficiente  para  justificar  el 

reparto  de  los  productos  que  dé  una  captura,  necesitándose  para 

que  proceda  que  haya  habido  asistencia  efectiva  en  el  acto  de  hacerla 

no  podiendo  suplirse  por  la  simple  presencia  de  las  fuerzas  ó por 

encontrarse  á corta  distancia  del  teatro  de  los  sucesos. 


llalleck,  Int.  law,  ch.  30,  § 13;  Wildman,  Int.  lato,  vol.  II,  p.  345;  Phillimore, 

law,  vol.  Iir,  § 395;  Robinson,  Admiralty  reports,  vol.  III,  pp.  i,  9. 

**  Halleck,  Int.  law,  ch.  30,  § 14;  Phillimore,  On  int.  law , vol.  III,  § 398; 

o iiT80’  /ní*  íaW’  vo*‘  PP*  330-338;  Robinson,  Admiralty  reports , vol.  III, 
P*  dn  i vol.  V,  pp.  92,  349. 
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§ 769.  Las  naves  de  los  aliados  tienen  derecho  á la  di-  De  ^ 
visión  de  las  presas  sin  que  bajo  este  punto  de  vista  liava  los  diados 

r 1 J ^ "en  esta  ma- 

diferencia  alguna,  bien  correspondan  los  beneficios  al  Esta-  tena, 
do,  ya  pertenezcan  á los  jefes  y tripulaciones  de  aquellas.  Cuando  el 
gobierno  de  uno  de  los  captores  aliados  determina  la  restitución  de  la 
presa  y el  otro  no,  el  resultado  del  juicio  se  reducirá  á fijar  la 
parte  que  corresponde  á cada  uno  de  ellos. 

La  captura  en  común  hecha  por  varios  aliados,  puede  originar  la 
cuestión  de  saber  qué  tribunal  será  competente  para  entender  en  su 
adjudicación. 

Con  motivo  de  la  guerra  de  Oriente,  Inglaterra  v Fran- 

. . . o j Práctica  sc- 

cia  se  vieron  precisadas  á resolver  este  punto,  v en  la  cón-  guidaduran- 

J te  la  guerra 

vención  que  celebraron  al  efecto  estipularon  lo  si-  de  oriente, 
guíente  : 

« Io  Si  la  captura  se  verifica  por  buques  de  las  dos  naciones  obran- 
do en  común,  su  producto  liquido  con  deducción  de  los  gastos  nece- 
sarios, se  dividirá  en  tantas  partes  como  hombres  haya  á bordo  de 
las  naves  captoras,  sin  tener  en  cuenta  los  grados ; y las  que  corres- 
pondan á los  tripulantes  de  las  aliadas,  se  pagarán  y entregarán  á la 
persona  debidamente  autorizada  para  recibirlas,  haciéndose  el  reparto 
á los  buques  respectivos  según  las  leyes  y reglamentos  de  cada 
país. 

« 2o  Si  la  presa  se  efectuase  por  los  cruceros  de  una  de  entrambas 
potencias  aliadas,  á la  vista  de  uno  perteneciente  á ía  otra,  la  divi- 
sión, pago  y reparto  de  su  prodeto  liquido  de  la  presa,  hecha  deduc- 
ción de  los  desembolzos  necesarios,  se  verificará  en  la  forma  anterio- 
mente  indicada. 

« 3o  Si  la  hecha  por  un  crucero  de  uno  de  los  dos  países,  se  juzga 
ante  los  tribunales  del  otro,  se  remitirá  al  gobierno  del  captor  el  pro- 
ducto para  que  lo  distribuya  en  conformidad  con  sus  leyes  y regla- 
mentos. » 

Las  estipulaciones  que  anteceden  son  tan  claras  y terminantes  que 
no  necesitan  explicación.  Tal  es  también  el  juicio  que  sobre  ellas 
emiten  Pistoye  y Duverdy.  * 

* Halleck,  Int.  law,  ch.  30,  §§  15,  16;  Phillimore,  On  int.  latv,  vol.  III, 
§§  399,  401;  Pistoye  et  Duverdy,  Traité  des  prises,  vol.  II,  tit.  9,  el».  5;  appen.; 
Oitolan,  Diplomalie  de  la  mer,  vol.  II,  appen.  spécial  ; Merlin,  ¡iépcrloirc,  lit. 
Prises  marítimos , § 14;  Dalloz,  liépertoire,  tit.  Frises  marítimos,  sect.  8,  art.  3; 
Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  339;  Robinson,  Admirally  reporls,  vol.  II,  p.  55; 
vol.  V,  p.  349; 
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El  consejo  de  Estado  francés  resolvió  en  1809  la  con- 
■SST  ducta,  que  debía  observarse  en  los  apresamientos  hechos 
mancomunadamente  por  las  fuerzas  de  mar  y de  tierra,  exponiendo 
su  parecer  en  estos  términos:  « Considerando  que  sí  bien  una  bate- 
ría de  tierra  que  dispara  contra  un  barco  enemigo  no  hace  en  rigor 
mas  que  cumplir  con  su  deber,  no  se  ha  aplicado  esta  reflexión  á las 
fuerzas  de  la  armada,  y que  hay  motivos  suficientes  para  asimilar 
estas  con  aquella,  y para  conceder  á los  militares  que  la  sirvan  una 
presa  que  sin  su  concurso  no  se  hubiese  efectuado;  — Que  en  el  caso 
de  que  presten  su  asistencia  á las  naves  del  Estado  ó á los  corsarios, 
el  mismo  principio  conduce  á establecer  la  participación  en  los  bene- 
ficios de  los  unos  y de  los  otros,  en  proporción  al  número  respectivo 
de  los  cañones  y de  los  hombres,  y relativamente  á sus  grados,  como 
se  hace  cuando  se  trata  de  varios  buques  que  han  tomado  parte  en 
el  mismo  apresamiento ; — Es  de  parecer  que  las  guarniciones  de  los 
fuertes  y las  baterías  de  la  costa  que  por  efecto  del  alcance  de  su  ar- 
tillería, hacen  encallar  una  embarcación  enemiga  ó la  obligan  á 
amainar  su  pabellón,  tienen  derecho  á la  presa,  como  acontecería  sí 
fuese  un  buque  del  Estado  el  que  la  hubiera  hecho,  operándo  en  fa- 
vor de  la  caja  de  los  inválidos  de  la  marina  la  deducción  correspon- 
diente; — Que  cuando  las  baterías  hayan  contribuido  á la  toma  de 
barcos  enemigos  en  combinación  ó conjuntamente  con  los  de  la  ar- 
mada ó corso,  los  que  estuvieren  á su  servicio  participarán  con 
los  mismos  de  las  utilidades  que  produjere,  proporcionalmente  á la 
graduación,  y al  número  de  los  hombres  y cañones,  de  la  manera 
prescripta  por  las  leyes  y reglamentos  generales  para  las  presas  veri- 
ficadas por  varios  buques  de  guerra  ó corsarios,  efectuándose  siem- 
pre la  referida  deducción  en  beneficio  de  la  caja  de  los  marinos  in- 
válidos; — Que  cuando  una  de  las  partes  interesadas  niega  el  hecho 
de  la  cooperación  ó le  pone  en  duda,  principalmente  cuando  se  trata 
de  saber  si  un  destacamento  del  ejército  ó parte  de  él  ha  contribuido 
á la  captura,  corresponde  al  consejo  de  presas  decidir  quienes  son  los 
que  tienen  derecho  á ella , teniendo  en  cuenta  el  alcance  de  las  ar- 
mas empleadas,  la  distancia  á que  aquella  se  encontraba  y las  de- 
más circunstancias  que  hayan  concurrido  en  el  hecho. 

« Que  las  mismas  disposiciones  se  aplican  en  igualdad  de  circuns- 
tancias á los  dependientes  de  aduanas  que  hayan  hecho  ó concurrido 
á una  captura.  » 

Respecto  á estos  conviene  advertir  que  ántes  de  la  decisión  que 

hemos  trascrito,  no  estaban  facultados  para  hacerlas,  v se  efectuaban 
U6 
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sin  embargo.  Algunas  se  adjudicaban  en  provecho  del  Estado,  como 
se  observa  con  las  que  realizan  los  particulares  no  autorizados  al  efecto. 

Un  cabo  de  cañón , llamado  Lebrasse , de  la  fragata  Captura  de 
La  Gazelle,  estacionada  en  las  Antillas,  fué  encargado  con  r¿W- 
euatro  hombres  mas  del  mismo  equipaje  del  servicio  de 
una  batería,  situada  en  la  costa,  que  capturó  un  negrero.  El  ministro 
de  marina  ordenó  que  el  producto  de  la  presa  se  -dividiese  entre  toda 
la  tripulación  del  buque  citado,  fundándose  en  el  artículo  16  del  de- 
creto expedido  por  el  consejo,  en  30  de  agosto  de  1784  que  dice  : 
« En  cuanto  á la  totalidad  de  lo  que  produzca  la  confiscación  de  las 
naves  apresadas  debidamente  por  los  guarda-costas  pertenecerá  á los 
captores  con  el  descuento  del  importe  de  las  costas  del  juicio , de  la 
décima  parte  que  corresponde  al  almirante  y de  los  seis  dineros  por 
libra  en  favor  de  los  marinos  inválidos.  » 

Lebrasse  se  opuso  al  cumplimiento  de  esta  decisión,  sosteniendo 
que  la  presa  se  debia  distribuir  únicamente  entre  los  cinco  hombres 
encargados  de  la  batería  que  formaba  puesto  aparte,  del  cual  era 
jefe,  no  teniendo  entonces  superior,  no  pudiendo,  por  tanto,  consi- 
derársele en  aquel  momento  como  tripulante  de  La  Gazelle. 

Pero  esta  reclamación  fué  desestimada,  atendiendo  á que  el  deman- 
dante no  obró  ni  pudo  obrar  en  su  nombre  y por  cuenta  propia. 

Hallándose  á la  vista  del  Havre  un  buque  inglés,  el 
corsario  Le  Duc  de  Dantzick,  que  aun  no  habia  llenado 
todas  las  formalidades  requeridas  para  hacerse  á la  mar 
solicitó  del  comandante  del  puerto  que  le  permitiese  salir 
para  apoderarse  de  él,  lo  cual  le  fué  concedido  á condi- 
ción de  que  maniobraría  en  combinación  con  tres  barcos  de  guerra 
que  se  encontraban  á la  sazón  surtos  en  las  mismas  aguas.  Aprove- 
chándose de  esta  autorización  se  dió  á la  vela  primero  y le  apresó, 
remolcándole  con  ayuda  de  los  otros. 

Pretendiendo  luego  que  no  habia  lugar  á la  división  de  la  captura, 
se  entabló  el  procedimiento  oportuno  que  dió  por  resultado  una  de- 
cisión del  consejo  fechada  en  2 de  noviembre  de  1808,  cuyo  tenores 
como  sigue  : « Considerando  que  de  la  instrucción  resulta  que  el 
buque  inglés  The  William-Henry , avistado  en  la  mañana  del  13  de 
febrero  á dos  leguas  del  Havre,  casi  enteramente  desmantelado  y con 
riesgo  inminente  de  naufragar,  fué  alcanzado  primeramente  y ma- 
rinado hasta  la  distancia  de  una  legua  de  la  costa,  hacia  la  una  de 
la  tarde,  por  el  corsario  Le  Duc  de  Dantzick , que  habia  salido  solo 
para  apoderarse  de  él;  que  tres  cuartos  de  horas  después  todo  lo 
T.  n — 27  417 


Captura  ve- 
rificada en 
común  por 
un  corsario 
y dos  bu- 
ques de 
guerra. 
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mas,  el  capitán  apresado  toleró,  en  presencia  suya  sin  opos, con  ni 
protesta  alguna,  que  el  lugre  Le  Chassmr , uno  de  los  tres  barcos 
que  salieron  al  mar  con  el  mismo  objeto  que  Le  Due  de  Dantztck 
trasbordase  paite  de  su  equipaje;  que  poco  después  el  cúter  Le  Murs, 
envió  algunos  de  sus  tripulantes  en  una  lancha , sin  que  mediara 
tampoco  reclamación,  para  ayudará  las  maniobras;  que,  por  último, 
el  aviso  L’ Estalle  escoltó  la  captara  que  fué  remolcada  é introducida 
en  el  puerto,  cerca  de  las  once  de  la  noche,  por  las  tres  naves  del 
lisiado,  ayudadas  por  otras  embarcaciones;  que,  según  el  informe 
del  16  de  febrero,  cuya  autenticidad  se  baila  testificada  por  el  señor 
comisario  superior  de  marina,  habiéndose  negado  muy  razonada- 
mente el  capitán  del  puerto  á conceder  autorización  para  la  salida 
del  corsario,  en  atención  á que  no  liabia  llenado  todavía  las  forma- 
lidades requeridas,  recurrió  juntamente  con  los  consignatarios  al  ci- 
tado comisario  que  desempeñaba  á la  sazón  las  funciones  de  pre- 
fecto, el  cual  otorgó  lo  demandado  á condición  de  que  en  los  socor- 


ros que  hubieran  de  darse  al  barco  desamparado  (The  William-IIenry ) 
tomarían  parte  los  del  Estado,  y que  si  aquel  resultaba  ser  enemigo, 
su  captura  se  verificaría  con  la  misma  concurrencia;  que  esta  con- 
dición , aceptada  por  los  peticionarios , equivalía  á la  requisición  de 
concurso  indicada  por  el  artículo  23  del  decreto  del  9 ventoso  año  IX, 
la  cual,  según  los  términos  del  artículo  7 del  reglamento  del  7 de 
fructidor  año  VIII,  está  en  las  atribuciones  de  los  prefectos  marítimos, 
que  no  se  redactó  por  escrito  merced  á la  urgencia  y precipitación 
con  que  era  menester  obrar ; pero  que  el  armador  de  dicho  corsario 
y sus  consignatarios  en  el  Havre,  el  capitán  y la  tripulación  han  sos- 
tenido constante  y formalmente,  tanto  en  la  defensa  como  en  declara- 
ciones reiteradas,  que  el  permiso  para  salir  se  había  concedido  sin 
ninguna  condición,  y que,  según  su  modo  de  pensar,  no  hubieran 
podido  acceder  á ella;  que  en  medio  de  la  incertidumbre  que  pue- 
den producir  hechos  tan  diametralmente  opuestos,  se  debe  entera  fé 
á las  deposiciones  de  los  dos  funcionarios  públicos,  investidos  de  la 
confianza  del  soberano,  cuya  intervención  había  sido  necesaria  en  el 
asunto  que  se  trata  de  esclarecer , y uno  de  los  cuales  (el  comisario 
superior) , interrogado  en  nombre  del  E.  S.  ministro  de  marina  y de 
las  colonias  ha  afirmado  de  nuevo,  bajo  palabra  de  honor,  la  existencia 
de  la  condición,  añadiendo,  que  liabia  sido  aceptada  con  gratitud  por 
los  representantes  del  corsario : 

¡I  « Ordena  que,  el  producto  liquido  de  la  captura  del  barco  inglés,  The 

'!  WiUiam  Henry,  y su  cargamento,  se  dividirá  entre  los  armadores  y 
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tripulación  del  corsario  Le  Duc  de  Dantzick  y los  buques  del  Estado 
Le  Chasseur , Le  Mars  y L’Estelle,  en  la  proporción  fijada  por  los 
reglamentos.  * 

§ 770.  Como  los  corsarios  no  están  obligados  como  los  Circu  t 
buques  de  guerra  á atacar  al  enemigo,  donde  quiera  que  le  Cl^s especia- 
hallan  no  disfrutan  de  los  beneficios  que  se  desprenden  del  corsarios, 
cumplimiento  de  este  deber,  destruyéndose  al  mismo  tiempo  en  sus 
actos  la  presunción  del  animus  capiendi,  para  cuya  demostración  ne- 
cesitan presentar  pruebas  inequívocas.  Porque  proveyéndose  de  cartas 
de  marca  con  el  fin  de  obtener  ventajas  particulares,  no  puede  con- 
fundírseles con  los  que  obran  en  virtud  del  compromiso  solemne  que 
Ies  impone  su  instituto.  Así  es  que  no  se  les  concede  participación 
alguna  en  las  presas  por  el  solo  hecho  de  hallarse  á la  vista  cuando 
se  efectúan,  pues,  si  así  no  fuera,  podría  darse  lugar  á grandes  abu- 
sos, y una  nave  de  esta  clase  podría  seguir  á eierta  distancia  a una 
escuadra  y aprovecharse  sin  peligros  ni  trabajo  de  sus  capturas.  ** 

§ 771.  Algunas  veces  se  concede  á los  guarda-costas  en- 
cargados del  servicio  de  las  aduanas  cartas  de  marca  con  tas'concariá 
la  facultad  de  cruzar  fuera  de  los  límites  ordinarios  de  su  dc  marca 
circunscripción,  y con  el  fin  de  que  se  apoderen  de  los  buques  mer- 
cantes, dándoles  la  consideración  de  naves  públicas,  aunque  no  se  tie- 
nen como  pertenecientes  á la  armada. 

Respecto  á las  capturas  que  hacen  en  común  los  tribunales  ingle- 
ses les  ha  aplicado  la  jurisprudencia  seguida  con  los  corsarios. 

Tampoco  tienen  la  obligación  de  atacar  irremisiblemente  al  ad- 
versario. '*** 


§ 712.  Los  apresamientos  verificados  por  las  embarca- 
ciones menores  destacadas  de  los  buques,  se  reparten  con 
estos  en  atención  á que  las  primeras  constituyen  una  parte 
integrante  de  sus  fuerzas.  Pero  cuando  una  de  ellas  se  ha 


Apresamien- 
tos manco- 
munados dc 
embarcacio- 
nes meno- 
res. 


separado  de  aquel  á quien  pertenece,  poniéndose  á la  disposición  de 
otro,  este  adquirirá  el  derecho  á las  presas  que  pudiera  hacer. 

Como  en  estas  no  es  admisible  la  suposición  de  que  han  podido 


* Pistoye  et  Duverdy,  Traité  des  prises,  tit.  9,  rh.  3. 

**  Halleck,  /ni.  law,  ch.  30,  § 17;  Bynkershoek,  Quoest.  jur.  pul}.,  lib.  1,  cap.  18; 
Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  §§  388,  389;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  811; 
Robinson,  Admiralty  reports , vol.  III,  pp.  52,  311;  vol.  V,  pp.  238,  339  ; vol.  VI 
p.  2(51. 

***  Halleck,  Int.  law,  ch.  30,  § 18;  Phillimore,  On  inl.  law,  vol.  III,  § 395; 
Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  351;  Dalloz,  Réperloire,  tit.  Prises  tn-tri limes, 
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intimidar  al  enemigo  la  circunstancia  de  permanecer  4 la  vista  no  les 
da  opcion  á los  beneficios. 

§ 773.  Los  efectuados  por  los  trasportes  siguen  las  mis- 
lo=  efectúa-  vpedas  v obedecen  á idénticos  principios  que  los  an- 

trasportes. terjorcs,  y la  escuadra  á que  pertenecen  disfrutará  de  su 
producto  por  grande  que  sea  la  distancia  á que  se  encuentra  en  el  mo- 
mento de  consumarse  el  hecho,  siendo,  empero,  indispensable  para 
que  tal  acontezca  que  se  acredite  con  pruebas  irrecusables  que  el 
captor  tiene  el  carcáter  referido. 

§ 774.  En  los  que  se  hagan  por  un  corsario  coniunta- 

Por  corsarios  * J 

y buques  de  mente^con  un  buque  de  guerra,  este  no  podrá  despojar  al 
primero  de  los  derechos  que  le  pertenezcan,  pudiendo  solo 
mandar  á bordo  de  la  presa  algún  representante  que  cuide  de  los 
intereses  que  le  correspondan. 

Si  aconteciere  que  en  una  caza  emprendida  mancomunadamente 
aquel  lograra  colocarse  antes  á tiro  y disparar  primero,  y el  último 
so  apoderase  luego  del  barco  de  que  se  trata,  serán  conceptuados 
entrambos  como  fautores  de  la  captura  y su  utilidad  se  distribuirá 
entre  ellos  por  igual.  En  el  caso  de  que  alguno  hubiera  tenido  que 
hacer  gastos  para  la  conservación  de  los  intereses  comunes,  deberá 
ser  reembolsado  de  la  totalidad  del  producto  procediéndose  al  reparto 
del  resto  de  la  manera  indicada . *** 

§ 775.  El  reglamento  de  4706  y el  decreto  de  9 de  se- 
tiembre 1806  son  los  que  rijen  en  Francia  acerca  de  la 
división  de  las  presas  hechas  por  los  corsarios,  aplicándose  sus  pres- 
cripciones no  solo  al  caso  en  que  se  efectúen  entre  dos  ó mas  nacio- 
nales, sino  aquel  en  que  uno  ó mas  de  los  apresadores  sea  extranjero 
y pertenezca  á una  nación  aliada. 

í706  El  citado  reglamento,  fecha  27  de  enero,  dispone  : 

Reglamento.  4°.  quc  n¡ngUn0  podrá  ser  admitido  á la  división  de 
una  presa  sino  ha  contribuido  á efectuarla,  ó celebrado  un  contrato 
cid  hoc  con  el  que  la  hizo. 

2o.  Que  solo  se  podrá  conceptuar  como  parte  actora  en  estos  he- 


Legislacion. 
En  Francia. 


Halleck,  Int.  law,  ch.  30,  § 19;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 396 
Wililmaii,  Int.  law,  vol.  II,  p.  349;  Robinson,  Admiralty  reporls,  vol . III,  p.  211 
v°l.  IV,  p.  318;  vol.  V,  p.  41. 

**  Halleck,  Int.  law,  ch.  30,  § 20;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 397; 
^ ildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  334,  335;  Robinson,  Admiralty  reporls,  vol.  III, 

P-  211;  vol.  V,  pp.  Al,  282,  580. 

Halleck,  Int.  law,  eh.30,  § 23;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  345;  Robinson 
Admiralty  reporls,  vol.  V,  pp.  13,  271,  362;  vol.  VI,  pp.  244,  268. 
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dios  aquel  que  ha  combatido  realmente,  ó que  ha  imposibilitado  la 
huida  al  enemigo  obligándole  á rendirse,  sin  que  baste  alegar  que  se 
ha  permanecido  á la  vista,  ó haber  dado  caza,  si  se  comprueba  la 
inutilidad  de  esta. 

3°.  Que  los  armadores  que  funden  su  demanda  en  el  acuerdo  de 
dividir  las  presas  que  hicieren,  deberán  justificar  su  existencia  por 
acto  comprensivo  de  sus  condiciones  y firmada  por  los  capitanes,  ó 
sus  escribientes  en  su  presencia , si  aquellos  no  saben  firmar,  de  la 
cual  se  hará  mención  en  dicho  documento,  prohibiéndose  que  se  re- 
conozcan como  válidos  los  contratos  verbales. 

4o.  Que  los  que  dén  caza  á una  nave  enemiga  y descubran  otras 
muchas,  podrán,  sin  embargo,  al  separarse  para  perseguirlas,  conve- 
nir por  medio  de  señales  en  la  recíproca  participación  de  los  bene- 
ficios. 

5o.  Que  cuando  muchos  corsarios,  no  unidos  por  contrato  de  socie- 
dad, se  apoderen  de  una  escuadra,  la  dividirán  entre  sí  en  proporción 
del  calibre  de  sus  cañones  y fuerza  de  su  tripulación. 

6o.  Que  los  prisoneros  hallados  á bordo  serán  interrogados  deteni- 
damente por  los  oficiales  de  los  almirantazgos  tanto  sobre  las  circuns- 
tancias de  la  presa  y el  número  de  buques  que  la  hayan  dado  caza 
y contribuido  á detenerla,  como  acerca  de  las  señales  que  hayan  per- 
cibido. 

7o.  Que  los  expresados  jefes,  si  á ello  fueren  requeridos,  podrán 
interrogar  á los  equipajes  de  los  captores  acerca  de  la  veracidad  de 
las  señas  que  hubieren  empleado. 

Como  complemento  de  las  disposiciones  anteriores  se 
expidió  el  decreto  de  9 de  setiembre  de  1806,  en  el  cual 
se  fija  el  valor  relativo  de  las  armas  determinando  en  atención  á él  y 
al  número  de  los  individuos  que  componen  la  tripulación  la  parte 
que  corresponde  á cada  corsario  en  la  captura  verificada  por  varios. 

Tócanos  ahora  examinar  de  que  modo  se  han  interpre- 
tado por  el  consejo  de  presas  las  prescripciones  que  ante- 
ceden, en  algunos  de  los  casos  sometidos  á su  jurisdic- 
ción . 

Algunos  corsarios  capturaron  la  nave  denominada  La 
Brillante , que  navegaba  con  pabellón  imperial,  y otro  de 
la  misma  clase  L’Adolphe , pretendió  haber  tomado  parte 
en  el  hecho.  El  equipaje  apresado  depuso  en  contra  de  esta  preten- 
sión, afirmando  que  se  había  mantenido  á una  distancia  tal  que  nin- 
guna de  sus  balas  hubiera  podido  alcanzarles.  A estas  declaraciones 


1806. 

Decreto. 


Disposicio- 
nes del  con- 
sejo de  pre- 
sas. 


Caplura  de 
La  Bril- 


lante. 
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VAdolphe  oponía  las  de  los  vigías  de  la  costa  española,  en  frente  de 
la  cual  tuvo  lugar  el  combate. 

La  nave  española  armada  en  corso,  El  Francisco- Javier,  que  nave- 
gaba en  conserva  con  las  francesas,  emprendió  la  huida  desde  los 

primeros  momentos. 

El  dictamen  fiscal  filé  como  sigue  : 

« El  corsario  VAdolphe  reclama  su  participación  en  la  presa  de 
La  Brillante,  buque  imperial  y,  por  tanto,  enemigo.  Los  buques  de 
la  misma  clase  franceses  La  Marguerite , L 'Esperance  y Le  Furet , 
niegan  la  procedencia  de  esta  demanda.  En  este  asunto  no  podemos 
consultar  mas  ley  que  el  reglamento  de  24  de  enero  de  1706,  con- 
cerniente á la  división  de  las  presas. 

« El  relator  os  ha  dado  á conocer  las  declaraciones  de  los  captu- 
rados, los  certificados  del  vigía  y la  información  hecha  en  Algeciras, 
todos  los  medios,  en  fin,  á que  las  partes  han  recurrido  para  la 
defensa  de  sus  intereses.  De  ellos  tomareis  los  hechos  que  servirán  de 
base  al  fallo  que  vais  á pronunciar.  Yo  solo  me  permitiré  algunas 
cortas  observaciones. 

« Notaré  desde  luego  que  las  declaraciones  no  deben  ni  pueden 
prevalecer  sobre  el  testimonio  bajo  juramento  de  la  tripulación 
apresada,  sobre  todo  si  se  considera  la  enorme  distancia  que  media 
entre  el  lugar  de  la  captura  y aquel  en  que  estaban  los  vigías.  La  depo- 
sición de  estos  es  no  solamente  incierta  sino  contradictoria,  por  que 
el  primero  afirma  que  los  cuatro  aliados  y el  Francisco- Javier  se 
dirigieron  en  común  hácia  el  buque  capturado,  y el  segundo  dice  que 
después  de  algunos  disparos  de  cañón  el  corsario  español  enderezó 
su  rumbo  en  sentido  opuesto.  Por  el  contrario,  la  de  la  tripulación 
es  uniforme.  La  del  capitán  capturado,  la  mas  favorable  á las  pre- 
tensiones de  L'Adolphe,  supuesto  que  dice  que  fue  el  primero  en 
romper  el  fuego,  declara  que  sus  balas  no  le  alcanzaban,  y que  se 
rindió  únicamente  á los  tres  corsarios,  por  que  los  otros  no  hubieran 
podido  capturarle,  y que  aunque  aquel  trató  de  colocarse  á tiro,  no 
pudo  conseguirlo  á pesar  de  todas  las  maniobras  que  ejecutó,  cau- 
sando la  hilaridad  de  su  tripulación  mientras  duró  el  combate  por  los 
esfuerzos  que  hacia  y la  pólvora  que  gastaba  en  vano. 

« Apoyándose  principalmente  en  esta  deposición  es  como  VAdolphe 
lia  entablado  su  reclamación  ; alegando  además  que  existían  algunos 
convenios  verbales  entre  los  corsarios  del  estrecho.  Si  estos  fuesen 
ciertos  no  podría  negarse  que,  á pesar  de  las  disposiciones  del  re- 
glamento, los  tres  buques  citados  faltarían  á la  buena  fé  tratan- 
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do  de  sustraerse  á lo  estipulado ; pero  además  de  que  semejantes 
convenciones  se  hallan  prohibidas,  no  resulta  que  se  haya  verificado 
ninguna  por  ello,  y,  en  tales  circunstancias,  la  aplicación  de  la  ley 
debe  limitarse  á los  hechos  conocidos.  Tenemos,  pues,  como  dato 
indudable  que  en  esta  ocasión  no  ha  habido  convenio  por  señales. 
Nada  hay  que  pruebe  que  le  hubo  verbal  : un  testigo  únicamente 
dice  que  L’Adolphe  fué  el  primero  en  romper  el  fuego  contra  La 
Brillante ; pero  todos  están  acordes  en  aseverar  que  sus  balas  no 
pasaban  de  la  mitad  del  camino ; y que  no  podía  emprender  la  caza 
por  la  calma  reinante ; deduciéndose  de  aquí  que  sus  esfuerzos  han 
sido  impotentes  porque  fueron  inútiles  para  la  captura,  según  la 
expresión  de  la  ley.  Tampoco  se  puede  decir  que  haya  combatido 
porque  el  combate  es  una  acción  recíproca,  ni  que  haya  indirecta- 
mente contribuido  al  apresamiento,  puesto  que  la  calma  no  le  per- 
mitía siquiera  emprender  la  caza.  Según  los  términos  de  la  ley  es 
imposible,  por  tanto,  que  L’Adolphe  pretenda  participación  de  ningún 
género  en  los  beneficios  de  esta  captura. 

«En  estas  consideraciones  me  fundo  para  sostener  que  La  Brillante 
de  procedencia  enemiga,  sea  adjudicada  á los  tres  corsarios  La  Mar- 
guerite , Le  Furet  y V Esperance  y que  deben  rechazarse  las  reclama- 
ciones de  L’Adolphe.  » 

El  tribunal  falló  en  conformidad  con  este  dictamen. 

El  buque  sueco  La  Aurora,  fué  capturado  el  8 de  di-  Aurora 
ciembre  de  1808;  marinado  á las  doce  y media  del  dia 
próximamente,  entró  á las  tres  y media  de  la  tarde  en  el  puerto  de 
Boulogne,  conducido  por  los  corsarios  Le  Génis,  La  Fortune  y La 
Princesse  de  Boulogne,  cuyos  capitanes  presentaron  sus  informes 
respectivos,  solicitando  la  repartición  de  la  presa,  en  proporciones 
bien  distintas.  El  primero  pretendió  que  le  pertenecía  en  totalidad, 
porque  se  habia  apoderado  de  ella  sin  ayuda  de  ningún  otro;  el 
segundo  pedia  la  mitad  por  la  cooperación  que  habia  prestado.  \ el 
último,  en  fin,  solicitaba  que  se  dividiese  en  tres  partes  iguales, 
otorgándosele  una  en  atención  á que  dió  también  caza  al  buque 
sueco  y habia  contribuido  con  su  presencia  y maniobras  á intimidar 
al  capitán  capturado,  ayudando  de  ese  modo  á la  consumación  del 
hecho. 

La  sentencia  pronunciada  sobre  este  asunto  por  el  consejo  de 
presas,  en  2 de  mayo  de  4809,  era  de  este  tenor: 

« Atendiendo  á que  resulta  que  no  existia  ninguna  especie  de 

sociedad  entre  los  corsarios  Le  Génie,  La  Fortune  y La  Princesse  de 
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Boulogne,  cuando  lian  dado  caza  al  buque  enemigo  La  Aurora ; que 
el  primero  después  de  haberle  amonestado,  le  ha  marinado  solo  por 
espacio  lo  ’ménos  de  una  media  hora  ántcs  de  que  el  segundo  le  abor- 
dase • que  por  otra  parte,  de  los  testimonios  de  los  vigías  y de  la 
instrucción  resulta  que  La  Fortune  se  hallaba  á corta  distancia  de 
Le  Gente, en  el  momento  de  arriar  su  pabellón  el  corsario  capturado, 
de  lo  cual  puede  deducirse  que  la  presencia  de  entrambos  ha  hecho 
que  su  capitán  no  pensase  en  huir  ni  en  defenderse,  aunque  estaba 
armado  y contaba  con  un  equipaje  numeroso ; que  el  del  corsario 
Le  Génie,  primer  captor,  se  encuentra  por  favorecer  su  sistema  de 
exclusión  en  contradicción  flagrante  con  los  vigías,  los  informes  de 
sus  concurrentes  y las  declaraciones  mismas  de  los  apresados,  res- 
pecto á la  hora  en  que  comenzó  la  caza,  al  instante  en  que  se  veri- 
ficó el  amarinamiento  y el  intervalo  trascurrido  entre  este  momento 
y aquel  en  que  el  corsario  La  Fortune  trasbordó  á la  presa  parte  de 
su  gente;  que  es  imposible  no  suponer  inteligencias  entre  el 
capitán  del  corsario  Le  Génie  y el  de  La  Aurora,  cuando  se  vé  que 
este,  al  ser  preguntado  si  tenia  á la  vista  muchos  corsarios  cuando 
se  efectuó  la  captura,  ha  respondido  evasivamente  que  no  tuvo  cono- 
cimiento de  (fue  hubiese  alguno,  y que,  por  otra  parte,  el  fuego  de 
Le  Génie,  le  impedia  reparar  en  este  hecho , siendo  así  que  fué  per- 
seguido en  pleno  dia  por  los  tres  corsarios,  los  cuales  estaba  comple- 
tamente averiguado  que  solo  se  encontraban  á la  distancia  de  una 
media  legua,  y que  esta  sospecha  se  confirmaba  por  el  contenido  de 
una  carta  del  capitán  de  La  Aurora  al  de  Le  Génie  ó á su  armador, 
del  que  resultaba  bastante  claramente,  que  se  habían  hecho  al 
primero,  con  antelación  á su  interrogatorio,  ofertas  pecuniarias  para 
que  declarase,  como  lo  efectuó,  en  favor  del  segundo;  y que  si  no 
se  realizaban,  podría  cambiar  de  lenguaje;  — Que  de  esta  carta 
puede  deducirse  que  si  hubiera  permanecido  ageno  á teda  especie  de 
sujestion,  el  capitán  capturado  y su  tripulación  hubieran  convenido 
unánimes  en  la  presencia  del  corsario  Za  Fortune  y en  la  parte  que 
había  tenido  en  su  rendición , y que  además  de  esto,  en  la  duda 
sobre  los  verdaderos  móviles  que  habian  impulsado  al  capturado  á 
ocultar  la  verdad,  la  interpretación  debía  ser  contraria  al  corsario 
Le  Génie  que  había  recurrido  á medios  ilícitos,  á alegaciones  intere- 
sadas, para  tratar  de  apropiarse  solo  la  presa ; que  aunque  La 
Pnncesse  de  Boulogne  estuviese  á la  vista,  y hubiere  concurrido  á la 
caza  (.orí  los  otros  dos  corsarios,  la  grande  distancia  á que  se  encon- 

raba  de  la  presa  y el  tiempo  que  había  necesitado  para  abordarla  no 
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permiten  creer  que  haya  podido  contribuir  en  nada  á la  determina- 
ción de  rendirse  tomada  por  el  capitán  sueco,  cuando  se  hallaba 
perseguido  mas  de  cerca  por  otros  dos  corsarios.  Por  estas  razones, 
el  consejo,  sin  detenerse  en  la  demanda  del  armador  de  La  Princesse 
de  Boulogne  adjudica  el  buque  sueco  La  Aurora  en  provecho  de  los 
armadores  y tripulantes  de  los  corsarios  Le  Génie  y La  Fortune  , 
para  que  se  reparta  entre  ellos  su  producto  líquido,  en  la  proporción 
prescripta  por  los  reglamentos.  » 

No  conformándose  los  unos  ni  los  otros  con  esta  resolución  acudie- 
ron al  consejo  de  Estado,  que  desechó  la  demanda  interpuesta  confir- 
mando el  fallo  del  inferior. 

En  la  causa  promovida  por  el  apresamiento  del  barco 

. , The  Chard. 

inglés  The  Chard,  recayó  esta  sentencia  : 

« Vista  la  instancia  presentada  á nombre  de  los  armadores  y tripu- 
laciones de  los  corsarios  Le  Marsouin , La  Dorade,  La  Fólicité,  Les 
Deux-Fanny  y L’Actif,  para  que  se  anule  "una  decisión  del  consejo  de 
presas,  de  14  de  setiembre  de  1814,  ordenándose  en  consecuencia 
que  la  presa  inglesa  The  Chard,  se  divida  éntrelos  reclamantes  y los 
corsarios  Le  Théophile  y Le  Lucifer; — Vista  la  mencionada  decisión 
del  consejo  de  presas,  de  14  de  setiembre  de  1814,  la  cual,  entre 
otras  disposiciones  declara  buena  y válida  la  presa  hecha,  el  30  do 
enero  de  1814,  por  los  corsarios  franceses  Le  Théophile  y Le  Lucifer, 
del  buque  inglés  The  Chard,  y que,  sin  tomar  en  consideración  las 
reclamaciones  de  participación  presentadas  por  los  corsarios  La  Dorade, 
L'Actif,  Le  Marsouin , Les  Deux-Fanny  y el  pcniche  La  Fólicité,  que 
les  son  denegadas,  adjudica  solo  á los  corsarios  Le  Théophile  y Le  Lu- 
cifer el  producto  de  la  venta  de  dicha  nave  y de  su  cargamento,  de- 
duciendo en  favor  de  los  armadores  y tripulación  del  corsario  Le 
Marsouin  la  indemnización  que  se  les  debe  por  el  remolque  de  la 
presa. 

«Considerando  relativamente  á la  competencia,  que  el  derecho  de 
juzgar  de  la  validez  de  las  presas  comprende  el  de  determinar  quien 
es  el  captor; 

«Considerando,  sobre  el  fondo,  que  atendida  la  situación  apurada 
en  que  se  encontraba  el  buque  The  Chard,  y la  imposibilidad  en  que 
se  hallaba  de  oponer  resistencia  alguna,  la  captura  no  pudo  consistir 
mas  que  en  la  simple  ocupación  de  la  presa  y su  conducción  á los 
puertos  de  Francia; 

« Que  los  corsarios  Le  Théophile  y Le  Lucifer,  que  están  de  acuerdo 
en  la  partición  de  dicha  presa  son  los  únicos  que  la  han  mai  inado  y 
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conducido  i Dina,,;  que  el  corsario  La  Dorade  que  se  aproximo  4 
ella,  aun  antes  de  que  lo  hubiese  efectuado  Le  Lucifer  , pero  que  no 
la  ocunó  no  ha  influido  útilmente  por  el  solo  acto  de  su  presencia 
sobre  la  'captura  do  una  nave  que  no  quena,  n,  pod.a  res.stir ; que 
ios  corsarios  L’Aclif,  Le  Marsouin,  Les  Deux-Fanny  y el  peniche  La 
Félicili  que  estaban  mas  lejos  que  La  Dorade,  tienen  todavía  menos 
ruon  para  pretender  que  han  cooperado  útilmente  al  apresamiento; 
que  según  los  términos  del  reglamento  de  27  de  enero  de  1700,  nadie 
puede  ser  admitido  al  reparto  de  una  presa,  si  no  ha  contribuido  á 
efectuarla : 

« Art.  l.°  La  demanda  de  los  armadores,  capitanes  y equipajes  de  los 


corsarios  Le  Marsouin , La  Dorade,  Les  Deux-Fanny  y La  Felicité,  y 
la  del  armador  del  corsario  L’Actif  son  desechadas. » 

Sobre  las  costas  de  Africa,  y no  lejos  del  cabo  de  los 
y/te  Firme.  jyj0]¡n0S  fué  apresada  la  embarcación  británica  The  Virtue, 
el  7 íloreal  año  IX.  En  esta  ocasión  el  ministerio  fiscal  expuso  su 


dictamen  en  estos  términos: 


« De  la  sumaria  instruida  por  el  corsario  francés  Le  Brutus,  igual- 
mente que  del  interrogatorio  sufrido  por  el  capitán  inglés,  resulta 
que  un  javeque  español,  cuyo  nombre  se  ignora,  contribuyó  por  sus 
maniobras  y por  el  fuego  de  su  artillería  á la  rendición  de  The  Virtue , 
de  un  modo  tan  evidente  que  la  presa  fué  marinada  bajo  el  mando 
común  de  un  oficial  francés  y otro  español.  Es  cierto  que  el  captor 
español  no  ha  dado  paso  alguno  posteriormente  para  hacer  valer  sus 
derechos  á la  presa ; mas,  por  otra  parte,  el  apresador  francés  no  les 
pone  en  duda,  y el  silencio  de  entrambos  es  como  un  homenaje  tri- 
butado á la  justicia  del  consejo  sobre  ei  cual  descansan  completa- 
mente. 


«El  javeque  español  ha  combatido,  y no  es  posible  dudar  que  sus 
esfuerzos  y su  presencia  han  intimidado  al  enemigo,  cuando  se  con- 
sidera sobre  todo  que  se  atrevió  á enderezar  su  rumbo  contra  el  brick 
capturado;  maniobra  que  supone  al  ménos  en  él  la  creencia  de  que 
sus  fuerzas  eran  superiores. 

« Por  estas  consideraciones,  propongo  al  consejo  que  pronunciando 
la  validez  de  la  presa,  ordene  que  su  producto  se  reparta  entre  el 
corsario  francés  y el  javeque  español.» 

L1  consejo  falló  conforme  con  la  petición  fiscal. 

The  Annc  El  barco  español  armado  en  corso  La  Esperanza,  y el 

francés  de  la  misma  clase,  La  Jeune-Abeille  encontraron 

A mismo  tiempo  cuatro  buques,  tres  de  los  cuales  eran  ingleses  y 
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el  otro  americano.  Los  corsarios  que  no  se  habían  asociado,  les  persi- 
guieron, dirigiéndose  principalmente  contra  The  Eagle  y The  Anne.  Por 
fin,  el  último  fue  capturado  por  la  embarcación  francesa  sin  el  con- 
curso de  la  española.  Por  decisión  del  23  pradial  año  IX,  el  consejo 
de  presas  la  adjudicó  á La  Jeune-Abeille.  Con  este  motivo  el  corsario 
español  recurrió  á dicho  tribunal  reclamando  que  se  le  admitiese  á la 
partición,  y apoyaba  su  pretensión  en  el  artículo  5.°  del  reglamento 
de  27  de  enero  de  1700,  • que  dice  que  cuando  muchos  corsarios,  sin 
estar  asociados,  hubiesen  hallado  á la  vez  á una  ilota  enemiga  serán 
partícipes  del  producto  de  todos  los  buques  que  fueren  tomados. 

La  decisión  que  recayó  sobre  esta  demanda  es  como  sigue : « El 
consejo:  teniendo  en  consideración  que  de  las  actuaciones  resulta 
que  el  corsario  La  Esperanza  no  ha  contribuido,  en  manera  alguna 
á la  captura  de  The  Anne ; que  no  pueden  conceptuarse  como  una 
flota  cuatro  naves  pequeñas  marchando  á gran  distancia  unas  de 
otras,  de  las  cuales  tres  eran  inglesas  y una  americana;  que,  por 
tanto,  no  puede  considerarse  que  el  corsario  La  Esperanza  haya  em- 
bestido una  flota  enemiga  por  el  hecho  de  haberse  adelantado  para 
apoderarse  de  los  papeles  de  The  Eagle , en  el  momento  en  que  el 
corsario  La  Jeune-Abeille  le  hizo  ponerse  de  costado  y envió  su  canoa 
para  marinarle  lo  que  no  le  forzaba  á abandonar  esta  presa  para  cor- 
rer sobre  The  Anne . 

«Declara  mal  fundados  á los  armadores  y tripulantes  del  corsario 
español  La  Esperanza  en  su  demanda  de  participación  en  la  presa 
del  buque  inglés  The  Anne  adjudicado  á los  de  La  Jeune-Abeille , por 
decisión  del  23  pradial  año  IX,  cuya  ejecución  continuará  según  su 
forma  y tenor.» 

Juzgando  á quien  debería  concederse  la  adjudicación  de  ^ VnUnnl 
The  Valiant,  que  navegaba  con  bandera  inglesa,  y cuyo 
carácter  enemigo,  del  mismo  modo  que  la  validez  de  su  apresamiento 
no  daban  lugar  á la  duda,  se  adoptó  esta  resolución.  « El  corsario 
La  Favorite  pretende  que  esta  presa  le  corresponde  exclusivamente, 
al  paso  que  el  denominado  Les  Bouches-du-RhOne  reclama  que  se  le 
conceda  una  participación  en  ella.  El  reglamento  de  170G  dispone 
que  nadie  sea  admitido  á participar  de  un  buque  tomado  al  enemigo, 
si  no  ha  contribuido  á detenerle,  ó contraido  sociedad  con  el  que  lo 
haya  capturado. 

«Del  conjunto  de  las  circunstancias  resulta  que  el  corsario  Les 
Bouches-du-llhóne  no  ha  tomado  ninguna  parte  en  el  hecho;  por 
tanto,  no  se  le  puede  otorgar  parte  alguna  en  sus  beneficios.» 
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El  tribunal  de  que  venimos  ocupándonos  sentenció 

T%lTr~  una  importante  causa  promovida  por  el  apresamiento  de 

The  Enterprise.  . . . 

«Vistas,  dijo  en  su  fallo,  las  piezas  de  las  que  resulta  principal- 
mente : Desde  luego  que  la  validez  de  la  captura  del  barco  The  Enter- 
prise por  el  corsario  francés  L’ Espérance  no  ofrece  duda  alguna,  puesto 
que  se  lia  hecho  bajo  pabellón  británico,  y que  el  capitán  y el  equi- 
paje, todos  ingleses  ó portugueses,  no  habiéndose  rendido  sin  com- 
batir ántes,  han  declarado  que  la  nave  y el  cargamento  pertenecían 
á súbditos  de  Inglaterra; 

« Después,  sobre  la  cuestión  de  saber  si  la  referida  presa  inglesa 
pertenecerá  en  su  totalidad  al  mencionado  corsario,  y si  debe  com- 
partirla con  otro  de  igual  clase  y nacionalidad  L’Adolphe,  y el  espa- 
ñol San  Francisco- Javier,  que  respecto  ai  segundo,  existió  primitiva- 
mente una  especie  de  convención  basada  en  la  señal  que  le  hizo 
V Espérance,  á la  que  respondiendo  L’Adolphe  á la  distancia  de  me- 
dia legua  contraía  la  obligación  de  concurrir  por  cuantos  medios  se 
hallaran  á su  alcance  ai  ataque  y derrota  del  enemigo  común.  Pero 
que  léjos  de  haber  cumplido  con  este  deber  se  halla  demostrado,  tanto 
por  las  sumarias  de  captura  de  las  partes  como  por  sus  mutuas  con- 
fesiones, é independientemente  de  las  deposiciones  divergentes  y con- 
tradictorias de  los  testigos  : Io.  que  el  corsario  L’Adolphe  no  aparejó 
ni  se  puso  á la  vela  sino  algún  tiempo  después  de  la  señal  que  le  hizo 
L' Espérance-,  2o.  que  su  marcha  fué  lenta  y tardía,  y que  habiendo 
llegado  en  lo  mas  recio  del  combate  empeñado  entre  el  inglés  y 
V Espérance,  en  lugar  de  hacer  uso  de  su  artillería  de  grueso  calibre, 
no  disparó  entonces  ni  un  solo  cañonazo,  y dejó  friamente  al  segun- 
do expuesto  á las  fuerzas  superiores  del  enemigo,  que  le  había  ya 
desmantelado,  y habría  conseguido  echarle  á pique,  si  el  capitán  fran- 
cés y sus  intrépidos  marineros  no  hubiesen  encontrado  su  salvación 
y su  victoria  á la  vez  abordando  solos,  sable  en  mano,  á la  nave  in- 
glesa que  se  rindió  en  seguida ; 3o.  que  el  pretexto  alegado  de  que 
estando  colocada  L' Espérance  entre  el  barco  contrario  y L’Adolphe, 
este  no  podía  usar  de  sus  cañones  sin  exponerse  á tirar  sobre  los 
mismos  tripulantes  amigos,  es  realmente  irrisible,  y no  influiria  en  los 
marinos  menos  ejercitados  ni  por  un  solo  instante,  puesto  que,  aun 
admitiendo  que  tal  fuese  la  posición  de  las  tres  embarcaciones,  una 
maniobra  sencilla,  haciendo  uso  convenientemente  de  su  timón  y de 
Sus  \elas,  daba  á L’Adolphe  la  facilidad  de  asestar  toda  su  artillería 
0n^la  y que,  sino  lo  ha  hecho,  es  que  aparentemente  ha 
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temido  arrostrar  toda  la  andanada  del  enemigo,  y ha  querido  solo 
participar  de  la  presa,  sise  hacia,  sin  correr  riesgo  alguno;  que  L'A- 
dolphe  no  se  ha  decidido,  segun  parece,  á disparar  un  cañonazo  sino 
después  que  el  barco  inglés  se  ha  rendido  al  abordage  de  L’Espé- 
rance , y que  este  cañonazo  no  determinó  su  rendición,  puesto  que  no 
es  seguro  que  le  haya  alcanzado,  y que  el  capitán,  el  piloto  y muchos 
hombres  del  equipaje  apresado  han  declarado,  de  la  manera  mas  termi- 
nante, no  haber  arriado  su  pabellón  mas  que  á L’ Esperance,  sin  tener 
en  cuenta  si  había  ó no  otros  corsarios;  5o.  que  los  vigías  de  las  torres 
y los  particulares  que  se  hallaban  en  tierra,  que  han  depuesto  en  el  sen- 
tido mas  favorable  para  L’Adolphe , además  de  que  la  gran  distancia  á 
que  se  encontraban  del  lugar  de  la  batalla,  no  les  permitía  juzgar  bien 
de  las  circunstancias,  no  lian  asegurado,  sin  embargo,  que  hubiese 
secundado  á L’ Espérame,  al  principio  ni  en  el  trascurso  del  combate, 
que  este  sostuvo  solo  contra  The  Enterprise ; 6o.  que  conduciéndose  de 
esta  manera  el  corsario  L'Adolphe  ha  faltado  á sus  deberes  y aban- 
donado sus  compatriotas  á los  azares  de  una  lucha  en  la  cual,  aun- 
que desiguales  en  número  y en  fuerzas  han  triunfado  únicamente  por 
su  valor  y la  inteligencia  de  sus  maniobras;  que  así  L'Adolphe  ha 
renunciado  voluntariamente  á la  gloria  que  fué  invitado  á recoger  por 
la  primera  señal  de  V Esperance ; 7o.  que  en  cuanto  al  corsario  espa- 
ñol San  Francisco  Javier , no  lia  hecho  ni  recibido  señal  alguna,  con- 
tentándose con  permanecer  tranquilo  espectador  de  la  lucha,  fuera 
del  alcance  de  todo  proyectil;  sin  haber  hecho  un  solo  disparo,  aun- 
que tenia  dos  piezas  de  24,  y que  no  habiendo  tomado  parte  activa 
en  la  captura,  ni  habiéndola  determinado,  ño  puede  pretender  razo- 
nablemente participación  en  sus  beneficios;  que  atendiendo  á estas 
consideraciones  no  es  posible  rehusar  al  capitán  de  V Esperance  y á 
su  valiente  epuipaje  un  tributo  justo  de  elogios  por  el  ánimo  que 
han  mostrado  marchando,  con  una  débil  embarcación , armada  sola- 
mente con  seis  cañones  de  á 12  y de  á 6,  en  busca  directamente  doi 
enemigo,  fuerte  de  diez  y seis  cañones  de  á 8 y do  3o  hombres  do 
equipaje,  atacándola  sin  vacilar,  combatiendo  cuerpo  acuerpo,  aboi- 
dándola  y apoderándose  de  ella  sin  la  asistencia  del  corsario,  cuyo 
auxilio  habían  invocado;  que  el  conceder  la  parte  mas  insignificante 
del  botín  á los  que  han  permanecido  agenos  al  combate,  seria  arran- 
car al  vencedor,  honrado  con  el  sufragio  unánime  de  ios  vencidos,  el 
premio  de  su  intrepidez ; y que  una  acción  tan  heroica,  que  recuerda 
los  altos  hechos  de  nuestros  mas  célebres  marinos,  honor  del  nom- 
bre francés , y rivaliza  con  el  heroísmo  cuotidiano  de  los  república- 
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DOS  sobre  el  continente,  es  digno  de  excitar  tanto  el  reconocimiento 

de  la  patria  como  la  solicitud  del  gobierno; 

« Rechaza  la  demanda  en  participado,,  del  corsario  1.  Adolphe. 

< 776.  Las  presas  ó partes  de  ellas  que  corresponden  á 
S'rSÍS  un’ patrón  "de  presas  so  reparten  entre  todos  los  tripulan- 
“ÜEL:0  tes  de  la  embarcación  i que  pertenece.  Esta  es  una  conse- 
cuencia  lógica  de  la  comunidad  de  intereses  que  existe  entre  ellos,  y 
vn  principio  análogo  al  que  se  observa,  como  hemos  manifestado  ya, 
cuando  se  trata  de  un  buque  separado  de  la  escuadra  de  que  forma 
parte.  ** 

Us  verifica-  § 777.  Las  capturas  que  se  hacen  por  buques  que  no 
‘de  marcarta  tienen  cartas  de  marca  se  rijen  por  las  mismas  prescrip- 
ciones que  las  de  los  corsarios  con  la  diferencia  de  que  el  gobierno 
se  Isa  reserva  en  calidad  de  derechos  de  almirantazgo,  recibiendo  los 
captores  siempre  que  obran  lealmente  cierta  cantidad,  concedida  ge- 
neralmente por  el  tribunal  de  presas,  como  derecho  de  salvamento. 
Puede  haber  casos  excepcionales  en  que  los  apresadores  hayan  dado 
pruebas  tales  de  valor  que  proceda  la  concesión  del  valor  total. 

La  nave  provista  de  una  comisión  contra  un  enemigo , no  po- 
drá extenderla  á otra  que  no  lo  sea.  Y si  al  apoderarse  de  alguna, 
aunque  no  se  halle  en  este  último  caso,  el  patrón  no  estuviera  á 
bordo,  se  conceptuará  así  mismo  como  hecho  sin  comisión,  y,  por 
tanto,  perteneciente  al  gobierno.  *** 

Consecuen-  § ^ una  embarcación  se  vale  de  medios  fraudulen- 

Ccondíctla  tos  ó comete  una  acción  ilegal,  con  el  lin  de  evitar  que 
fraudulenta,  tome  parte  en  la  captura  alguna  otra,  la  admisión  de  la 
reclamación  de  esta  á disfrutar  de  las  utilidades  que  resulten  sirve 
como  de  castigo  al  indicado  proceder. 

casos  prác-  Esta  es  jurisprudencia  seguida  en  el  caso  del  apre- 
ueos.  samiento  del  Hernan-Paolo , cuyo  captor  efectivo  apagó 
sus  fuegos  para  imposibilitar  toda  concurrencia  en  el  hecho.  En  el 
del  Endraught,  recayó  igual  sentencia,  en  virtud  de  que  el  apresador 
izo  una  bandera  americana,  ofreciendo-  protejer  la  presa  contra  sus 

* Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des  prises,  tit.  9,  ch.  2,  sect.  4. 

**  Halleck,  /mí.  lato,  ch.  30,  § 21 ; Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  § 334;  Phillimore, 
n int  law , vol.  III,  § 396 ; Robinson,  Admiralty  reports,  vol.  III,  p.  211; 
vol.  IV,  pp.  318,  327,  note;  vol.  V,  p.  4t. 

*LHa!Ieck’  law'  ch-  30,  § 22;  Wildman,  Int.  law,  pp.  336,  337;  Phillimore, 
PP-  41*  m V°  * In’  § 383 ’ Robinson’  Admiralty  reports , vol.  II.  p.  274;  vol.  Y, 
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perseguidores,  para  ahuyentar  á estos  y apoderarse  de  ella,  como  lo 
efectuó,  asi  que  los  perdió  de  vista. 

Dos  naves  convoyadoras  fueron  encargadas  de  reconocer  otras  dos 
avistadas  que  resultaron  ser  una  fragata  inglesa  y un  barco  enemigo. 
La  primera  señaló  su  número,  pero  no  hizo  mención  del  segundo, 
dando  así  lugar,  á que  las  que  habían  salido  á la  descubierta  volvie- 
sen á sus  puestos  y apoderándose  enseguida  de  aquel. 

En  este  caso  se  resolvió  lo  mismo  que  en  los  anteriores.  * 

§ 779.  Cuando  no  existen  reglarñentos  que  fijan  como 
ha  de  efectuarse  la  repartición  de  las  presas,  es  costumbre  JííSím 
recurrir  á las  decisiones  de  los  tribunales,  en  las  que  domi-  nianco,nun 
na  el  principio  de  que  se  guarde  la  proporción  de  las  fuerzas  relativas 
que  se  determinan  por  el  número  de  los  hombres  que  haya  á bordo 
del  captor  efectivo  y por  el  de  los  buques  que  concurran  á la  con- 
sumación del  hecho.  Aplícase  esta  regla  lo  mismo  á los  apresamientos 
verificados  en  común  por  un  buque  del  Estado  y otro  particular, 
hállese  este  provisto  ó no  de  carta  de  marca,  que  cuando  coopera  á 
ellos  una  nave  aliada.** 

§ 780.  En  algunos  Estados  se  conceden  gratificaciones  á fica 
los  que  se  apoderan  ó destruyen  buques  enemigos.  Tenien-  cíones. 
do  por  objeto  recompensar  servicios  personales  inmediatos  son  como 
donaciones  públicas,  y por  esta  razón  los  tribunales  se  muestran  mas 
rigorosos  en  su  distribución,  que  con  respecto  á las  reclamaciones  con- 
tradictorias sobre  la  división  de  las  presas. 

Antiguamente  no  se  concedían  mas  que  en  los  casos  en  que  habia 
mediado  lucha,  pero  hoy  se  ha  establecido  que  cuando  una  captura 
pueda  conceptuarse  como  la  continuación  de  una  acción  común,  toda 
la  flota  tendrá  derecho  á una  gratificación,  á pesar  del  combate  par- 
ticular que  haya  sostenido  el  captor. 

En  uno  general  no  se  hace  distinción  entre  los  que  toman  parte 
en  él.  Se  presume  que  la  escuadra  entera  está  luchando  con  la  ene- 
miga: tal  es  al  ménos  la  presunción  admitida  por  la  ley. 

Pero  si  el  acto  se  verificase  en  circunstancias  que  destruyeran  la 

* Halleck,  Int.  law , ch.  30,  § 24;  Phillimore,  On  int.  law , vo!.  III,  § 389; 
Wildman,  Int.  law , vol.  II,  PP.  343,  344;  Robinson,  Admiralty  reports,  v ol.  III, 
PP.  1,  8,  35,  194;  vol.  V,  P.  124. 

**  Halleck,  Int.  law,  ch.  30,  § 25;  Bynkershoek,  Quacst.  jar.  pub.,  lib.  1,  caP. 

18  ; Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 402;  Robinson,  Admiralty  reports,  vol.  II, 
PP.  284,  285,  note.  ^ 
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suposición  primeramente  enunciada,  el  tribunal  se  negaría  d declarar 

procedente  la  reclamación  del  resto  do  las  fuerzas. 

78l_  siempre  que  el  apresamiento  se  verifique  median- 

dolados  secretos,  los  captores,  en  común  ó aisladamen- 
te pierden  sus  derechos  y la  propiedad  aprehendida  se  confiere  á la 
nación.  Cuando  el  fraude  es  tan  manifiesto  que  no  da  lugar  á dudas, 
se  prescinde  del  juicio  especial  entablado  para  semejantes  cuestiones. 

Según  el  acta  de  presas  de  la  Gran-Bretaña  procede  la 
icy  ¡ngiesa.  conflscacioii  siempre  que  aparezca  dolo  ó connivencia;  y 


toda  garantía  prestada  por  el  capitán  del  buque  capturado  debe  con- 
fiscarse también  en  beneficio  del  gobierno.  ** 

§ 782.  Los  captores  pueden  perder  sus  derechos  si  re- 
fosS° cajú ol'és  tardan  el  llevar  el  asunto  ante  un  tribunal  'competente,  si 
(ler  'sus  Pdc-  conducen  innecesariamente  su  presa  á un  puerto  neutral,  si 
infrinjen  las  instrucciones  que  han  recibido,  si  dan  malos 
tratamientos  á la  tripulación  apresada  y por  algunas  otras  circuns- 
tancias de  que  nos  liemos  ocupado  ya.  En  todos  estos  casos  la  pro- 
piedad enemiga  se  confisca  en  provecho  del  tesoro  público,  excepto 
cuando  la  irregularidad  cometida  no  es  irreparable  y puede  admitirse 
que  se  ha  cometido  de  buena  fé.  *** 

¿ § ^83.  Se  ha  considerado  como  excusa  suficiente  en  las 

^de’dlños* y0  caPturas  3e  jure  belli  la  sola  probabilidad  de  la  legitimidad 
perjuicios.  de  ]a  presa,  para  eximir  á los  captores  del  pago  de  los 
gastos  y de  la  indemnización  de  daños  y perjuicios. 

iey  norte-  P°r  un  act0  26  de  junio  de  1812  se  ha  establecido  que 
americana.  los  tribunales  de  los  Estados-Unidos  que  entiendan  en 
causas  de  este  género  podrán  decretar  la  restitución  total  ó parcial, 
cuando  la  captura  se  haya  verificado  injustificadamente,  en  cuyo  caso 
puede  imponerse  también  la  indemnización  correspondiente  de  daños 
y perjuicios  á los  que  les  hubieren  sufrido.  La  responsabilidad  de  los 
captores  en  este  punto  depende  por  lo  común  de  la  buena  ó mala 


* Halleek,  Int.  law,  ch.  30,  § 26;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  321-326; 
Robinson,  Admiralty  reports , vol.  I,  p.  157;  vol  III.  p.  58;  vol.  VI,  pp.  48,  238,. 
331 . 

**  Halleek,  Int.  law , ch.  30,  § 27 ; Kent,  Com.  on  am.  law , vol.  I,  p.  359; 
Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  298  et  seq.;  Dalloz,  Repertoire,  tit.  Plises  mariti - 
mes,  sect.  5;  Robinson,  Admiralty  reports , vol.  VI,  p.  72;  Wheaton,  Reports,. 
V01‘J’  P'  408  ’ vol‘  n»  PP-  169>  278 »'  vol.  vm>  p.  261. 

i|a!leck’  Int'  ^aW'  cp‘  § 28  5 Kei>t,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  PP»  358, 
pJ  ; Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  298,299;  Dalloz,  Répertoire,  tit.  Prises  mari- 

rnw’aTni'  Prize  Act.  sect.  30;  Robinson,  Admiralty  reports,  vol.  VI, 

PP-  48,  194,  220,  257. 
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fó  con  que  hayan  procedido,  y no  es  frecuente  que  un  tribunal  pro- 
nuncie estos  fallos,  por  un  simple  error,  á menos  que  sus  consecuen- 
cias sean  muy  graves. 

Cuando  la  nave  apresada  se  pierde  por  culpa  ó negligencia  de  los 
que  se  hubieren  apoderado  de  ella,  estos  resarcirán  á sus  propietarios 
por  el  valor  del  buque,  del  cargamento,  de  los  gastos  que  hayan  he- 
cho y hasta  de  la  prima  concerniente  al  seguro  si  se  lia  pagado. 

Se  ha  discutido  mucho  también  por  los  tribunales  de  presas  las 
cuestiones  relativas  á la  responsabilidad  que  incumbe  á los  jefes  de 
las  escuadras  por  las  presas  que  verifiquen  sus  subordinados  y á los 
propietarios  dé  los  barcos  armados  en  corso. 

Los  primeros  tienen  que  responder  de  todas  las  ofensas  que  come- 
tan los  que  se  hallan  bajo  sus  órdenes  en  su  presencia  y por  su  man- 
dato. En  cuanto  á los  gastos  ó indemnizaciones  se  sigue  con  ellos  la 
regla  general  de  que  el  ofensor  es  el  único  responsable. 

En  los  Estados-Unidos  se  les  exige  la  responsabilidad  hasta  de 
actos  cometidos  por  simple  autorización ; al  paso  que  en  Inglaterra 
se  tiene  por  requisito  indispensable  para  que  aquella  sea  conducente 
la  expedición  de  órdenes  positivas  y terminantes. 

Los  armadores  y los  comandantes  ó patrones  de  los  corsarios  son 
responsables  en  las  capturas  ilegales  del  valor  total  de  la  pérdida 
causada  realmente.  Los  fiadores  lo  serán  únicamente  por  la  cantidad 
de  que  hayan  salido  garantes,  á no  ser  que  la  caución  fuere  ili- 
mitada. * 

* Halleck,  Int.  law,  ch.  30,  §§  29,  30;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  caí».  8.  $ 5; 
Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  153-177;  Kent,  Com.  on  am.  law,  yo!.  1,  p.  100; 
Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 457;  U.  S.  stalulcs  al  larc/c , vol.  Ií,  p-  <01 ; 
Whealon,  fíeports,  vol.  II, p.  34G;  vol.  XII,  p.  1;  Robinson,  Admiralty  reporta, 
vol.  I,  p.  177. 
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§ 784.  Para  que  el  derecho  de  propiedad  del  antiguo 
Sentencias3  dueño  de  los  bienes  aprehendidos  desaparezca,  es  menester 
tuio°deeipro-  que  los  tribunales  competentes  confirmen  y legitimen  la 
piedad'  presa.  Hasta  ese  momento  el  título  del  poseedor  está  solo 
en  suspenso,  pero  no  perdido.  * 

Tribunal  § 785.  La  decisión  en  esta  clase  de  asuntos  corresponde 
competente.  á ]os  jueces  del  captor;  sirviendo  de  base  á este  principio 
la  responsabilidad  impuesta  por  la  ley  de  las  naciones  al  Estado  res- 
pectivo, cuando  se  pronuncia  un  fallo  ilegal,  la  cual  no  podría  ser  efec- 
tiva si  le  dictase  un  tribunal  extranjero,  dando  por  resultado  que  se 
despojaría  impunemente  á los  neutrales  de  su  legítima  propiedad. 

Aunque  Phillimore  sostiene  la  opinión  contraria,  es  asi  mismo  una 
doctrina  aceptada  la  de  la  incompetencia  de  los  aliados  para  juzgar 
los  actos  á que  nos  referimos  de  los  beligerantes. 

Tampoco  puede  un  neutral  adjudicar  los  bienes  capturados,  porque 
1 ejercicio  de  esta  jurisdicción  ocasionaría  muy  graves  complicacio- 
nes por  el  carácter  hostil  que  imprimiría. 

* Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  ch.  6,  p.  357;  Grotius,  Droit  de  la  guerre 
et  de  la  paix,  édition  Guiliaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  6,  § 3. 
note;  Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub .,  lib.  1,  cap.  5;  Wheaton,  Elém.  droit  int., 
pte.  4,  ch.  2,  § 12;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  5,  § 4;  Halleck,  Int.  law, 
ch.  31,  § 1;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  pp.  101,  102;  Phillimore,  Onint.  law, 
vo1*  m>  §§  4°L  et  seq. ; Valin,  Com.  sur  l’ord.,  liv.  3,  tit.  9,  § 8 ; Pistoye  et  Du- 
verdy,  Traité  des  prises,  tits.  7,  8;  Wildman,  Int.  law,  vol.  II,  pp.  277-280  ; 
Dalloz,  Répertoire,  tit.  Prises  maritimes. 
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§ 785 


Estipulacio- 
nes de  los 
tratados . 


Convencio- 
nes en  que 
se  proclama 
el  principio 
contrario . 


La  regla  que  analizamos  ha  sido  tácita  ó expresamente 
reconocida  por  los  tratados  en  que  descansa  el  derecho 
público'  europeo. 

Pueden,  sin  embargo,  citarse  dos  convenciones,  que  se 
remontan  al  siglo  XVII,  en  las  cuales  se  confiere  la  com- 
petencia para  entender  en  estas  causas,  al  soberano  neu- 
tral. Ambas  se  celebraron  por  Inglaterra  ; la  primera  con  España 
en  1661  y con  Suecia  la  segunda  en  1670. 

Las  represalias  á que  estas  sentencias  han  dado  lugar 

, ii.i  ° Práctica  sc- 

algunas  veces,  no  deben  considerarse  como  prueba  de  que  g,lida  en  ca- 

i . . , . . . x ^ so  de  apc- 

el  principio  en  si  sea  injusto,  smo  su  aplicación  á un  lacion- 
caso  particular.  Tratando  Rutherforth  de  este  asunto  dice,  que  después 
de  confirmado  el  fallo  del  tribunal  inferior  los  reclamantes  extran- 
jeros que  le  creyesen  atentatorio  á sus  intereses  tienen  que  dirigirse 
á su  gobierno.  «Para  que  puedan  servirse,  añade,  de  esta  garantía 
que  les  concede  la  legislación  internacional,  es  preciso  que  hayan 
sido  realmenle  perjudicados.  Pues  bien,  cuando  esto  acaece,  ambos 
Estados  toman  parte  en  el  debate.  Y como  el  derecho  natural,  apli- 
qúese á los  individuos  ó á las  sociedades  civiles,  no  legitima  el  empleo 
de  la  fuerza  Ínterin  no  es  indispensable,  el  gobierno  supremo  neutral, 
antes  de  declarar  la  guerra  ó decretar  represalias,  debe  dirigirse  al 
otro  y emplear  cuantos  medios  se  hallen  á su  alcance  para  terminar 
pacíficamente  la  cuestión.  » 

La  teoría  expuesta  no  será  conducente  en  la  práctica, 
cuando  la  captura  se  haya  verificado  dentro  de  los  límites  de^is^c'gias 
de  un  territorio  neutral,  ó si  hubiere  sido  efectuada  con  gCMU,lLS- 
un  buque  armado  y equipado  en  él.  En  ambos  casos  son  competen- 
tes sus  tribunales  para  determinar  la  validez  de  los  hechos  acae- 
cidos, y pueden  declinar  su  responsabilidad  restituyendo  la  apre- 
hensión . 


La  corle  suprema  federal  de  los  Estados-Unidos  lia  ma-  Jey  nor(fi_ 
nifestado  que  «la  nación  neutral  que  tiene  el  sentimiento  americana, 
y la  conciencia  de  sus  deberes  no  se  mezcla  en  los  asuntos  de  los 
beligerantes  de  modo  que  les  turbe  y moleste  en  el  ejercicio  de  sus 
fegítimos  derechos,  ya  resolviendo  por  medio  de  sus  tribunales  acerca 
de  la  validez  de  una  captura  hecha  por  ellos,  ó bien  decidiendo  cual- 
quiera cuestión  que  pueda  surgir  con  tal  motivo.  Pero  no  se  falta  á 
esta  regla  cuando  una  nave  apresada  es  conducida  ó viene  volunta- 
riamente infra  pnesidia,  caso  en  que  el  neutral  puede  asegurarse  de 
si  el  beligerante  que  verificó  el  apresamiento  ha  respetado  la  inde- 
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pendencia  de  su  territorio....  El  deber,  el  derecho,  la  seguridad,  del 
mismo  modo  que  la  buena  le  y dignidad  de  una  nación,  reclaman 
de  consuno  que  impida  enérgicamente,  guardando  una  completa 
imparcialidad  entre  los  combatientes,  que  se  abuse  de  su  posición  en 
favor  de  uno  de  ellos.  Hállansc  estos  igualmente  interesados  en  el 
estricto  cumplimiento  de  esos  deberes,  y su  mas  nimia  infracción  da- 
ría lugar  á que  se  acusase  al  neutral  de  mala  fé  y se  entablaran  re- 
clamaciones por  aquel  cuya  propiedad  no  se  hubiera  restituido.  » 

La  generalidad  de  los  publicistas  se  hallan  contextes  en 
£ín,pñií£  «o  aceptar  como  tribunales  competentes  mas  que  á los 
apresadores.  No  obstante,  para  resolver  todas  las  cuestio- 
nes  que  la  aplicación  de  este  principio  puede  promover,  es  conve- 
niente concretar  todo  lo  posible  el  punto  que  examinamos. 

La  competencia  de  los  del  Estado  beligerante,  cuando  el  buque 
neutral  capturado  es  conducido  á uno  de  los  puertos  del  captor,  se 
apoya  principalmente,  según  Hautefeuille,  en  la  falta  de  solidaridad 
de  los  soberanos  neutrales  con  los  súbditos  que  han  infringido  sus 
deberes,  en  el  carácter  que  imprime  la  violación  á quien  la  comete, 
y en  el  abandono  en  que  deja  la  nación  al  culpable,  cuya  conducta  no 
quiere  defender.  La  acción  del  beligerante,  coutinúa,  se  extiende  á 
todas  las  cometidas  contra  la  ley  natural  ó primitiva,  contra  la  se- 
cundaria ó condicional  y contra  la  particular  estipulada  en  pactos  es- 
peciales, pero  no  comprende  las  restantes  que  no  tienen  verdadera- 
mente carácter  internacional. 

Pero  colocada  la  cuestión  en  este  terreno  su  resolución  práctica  es 
muy  difícil,  como  lo  reconoce  el  mismo  Hautefeuille,  porque  puede 
acontecer  que  un  gobierno  condene  lo  que  el  otro  aprueba,  y en  es- 
tas circunstancias  es  casi  imposible  determinar  cual  deba  ser  la  reso- 
lución que  se  adopte. 

Guando  el  que  ha  verificado  una  presa  la  conduce  á un  puerto 
neutral,  si  este  no  tiene  la  misma  nacionalidad  que  aquella  la  cues- 
tión es  muy  sencilla,  y son  escasos  los  escritores  que  han  sostenido 
en  estas  condiciones  la  competencia  del  Estado  neutral.  Azuni  corro- 
bora esta  opinión  con  dos  tratados,  el  de  1787  entre  Rusia  y Francia 
y el  de  14  de  enero  del  mismo  año  entre  aquel  imperio  y_el  reino  de 
Ñapóles.  Pero  estas  excepciones  no  son  suficientes  para  fundar  una 
nueva  práctica  internacional,  Francia,  Inglaterra  y los  Estados-Unidos 
han  reconocido  en  tales  casos  la  jurisdicción  del  captor  y España  se 
ha  separado  de  este  sistema  solo  cuando  la  mitad  por  lo  menos  del 
cargamento  pertenecía  á sus  nacionales. 
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El  autor  que  hemos  citado,  afirma  que  la  competencia  del  soberano 
neutral  es  consecuencia  inmediata  de  los  principios  generales  del 
•derecho  y trata  de  probar  su  aserción  diciendo  que  en  numerosos 
tratados  se  estipula  que  el  del  apresador  conocerá  de  los  casos  en 
que  la  presa  se  trasporte  a un  puerto  extranjero  de  reconocida  neu- 
tralidad, de  lo  que  deduce  que  la  del  primero  es  de  derecho  común 
internacional.  Este  argumento  se  refuta  con  solo  enunciarle. 

No  se  resuelve  tan  fácilmente  la  cuestión  cuando  se  trata  de  una 
captura  que  se  lleva  al  territorio  de  la  nación  á que  pertenece.  Los 
pareceres  son  muy  encontrados  en  este  asunto  : unos  juzgan  com- 
petentes los  tribunales  del  captor,  al  paso  que  otros  se  deciden  por 
los  del  neutral.  Entre  los  últimos  se  cuentan  Jouffrov,  Kallcnborn, 
Martens,  Massé  y Hautefeuille,  el  primero  de  los  cuales  sostiene  su 
opinión  en  estos  términos  : « Corresponde  al  soberano  neutral  el 
conocimiento  de  la  causa,  porque  se  hallan  en  su  territorio  la  captura 
ó cuerpo  del  delito  y el  acusado,  que  es  además  su  súbdito.  El 
gobierno  se  halla,  pues,  en  su  derecho  entendiendo  en  este  asunto  y 
obligando  al  crucero  á que  lleve  la  causa  ante  los  tribunales  ordina- 
rios ó á instruirla  de  oficio.  » 

Hautefeuille  modifica  algún  tanto  esta  doctrina  limitándola  facultad 
sustentada  al  examen  de  si  el  acto  de  que  se  trata  se  lia  realizado  de 
conformidad  con  las  prescripciones  vigentes.  Si  así  no  fuere  procede 
la  libertad  de  la  nave  apresada,  pero  si  no  se  hubiere  faltado  á 
•ellas,  la  sentencia  condenatoria  se  pronunciará  por  los  tribunales  del 
captor. 

De  igual  modo  de  pensar  son  Massé  yOrtolan,  que  dice  : «El  Estado 
neutral  no  ejerce  entónces  una  verdadera  jurisdicción  de  presas;  no 
se  erige  en  juez  entre  los  beligerantes,  ni  decide  si  sus  actos  son 
legítimos  ó no.  Pero  como  se  ha  consumado  una  violación  de  la 
autoridad  que  le  es  propia  y una  lesión  de  sus  intereses,  y las  cir- 
cunstancias le  colocan  en  situación  de  repararlas,  lo  hace  así, 
fundándose  siempre  en  el  principio  de  su  absoluto  y definitivo 
poder.  » 

No  se  hallan  conformes  con  semejantes  ideas  Pistoye  y Duverdy,  y 
en  general,  los  autores  ingleses  y norte-americanos.  Los  primeros 
manifiestan  que  las  atribuciones  pertenecientes  al  poder  supremo  de 
que  depende  la  parte  actora  no  pueden  trasferirse  al  neutral  por  el 
hecho  del  asilo,  en  cuya  compensación  lo  mas  que  puede  pedirse  es 
el  abandono  de  la  presa.  En  este  sentido  explican  y legitiman  la 

•ordenanza  francesa  de  1681,  viendo  su  dictámen  apoyado  por  Philli- 
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more.  Wheaton  objeta  que  esta  condición  no  puede  ’ sobreentenderse 
v que  es  menester  que  la  autoridad  de  que  dunana  la  do  á conocer 

cada  vez  que  permita  el  asilo. 

Resumiendo  las  diversas  ideas  emitidas  acerca  de  esta 

Resumen.  niateria  puede  asegurarse  que  el  soberano  del  captor  está 
facultado  para  resolver,  cuando  el  apresamiento  se  verifica  en  alta 
niar  siempre  que  se  hubiese  llevado  á efecto  por  un  buque  debida- 
mente autorizado  y sin  perjuicio  de  personas  que  permanecen  extra- 
ñas á las  hostilidades,  siguiéndose  la  conducta  opuesta  en  el  caso 


contrario.  * 

Exccpcionos  § 786.  Algunos  tratados  han  establecido  excepciones  á las 
poMo^tra-  reglas  precedentes.  Los  celebrados  por  los  Estados-Unidos 
tad°s.  con  c0l0mbia  en  1825  y con  Chile  en  1832,  estipulan  que 
los  tribunales  de  presas  respectivos  tienen  autoridad  para  conocer  en 
todas  las  que  se  conduzcan  dentro  de  sus  límites  jurisdiccionales.  ** 
significación  § 787.  Existe  una  diferencia  muy  notable  entre  los  tri— 
csptribuna-  bunales  que  obran  en  virtud  de  las  leyes  civiles  ó crimina- 
sas.prc  les,  y los  de  presas,  que  tienen  por  objeto  hacer  cumplir 
la  ley  de  las  naciones  lo  mismo  á propios  que  á extraños.  Wlica- 
ton  dice,  « que  los  primeros  tienen  jurisdicción  sobre  la  persona  ó 
propiedad  de  un  extranjero,  ya  por  la  voluntad  manifiesta  de  este  de 
someterse  á ella,  bien  por  el  hecho  de  poseer  bienes  en  su  territorio. 
Pero  cuando  los  últimos  ejercen  la  suya  sobre  las  naves  capturadas, 
acontece  que  los  efectos  que  tienen  la  referida  significación  vienen 
por  fuerza  á colocarse  bajo  su  dominio. 


* Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  357-373 ; Wheaton,  Elém.  droit 
int.,  pte  4,  ch.  2,  §§  13,  14,  16;  Yattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  7,  § 84;  Bynkershoek,  Qucest.  jur.  pub . , lib.  l,cap. 
17,  pp.  127,  128;  Azuni,  Droit  marítimo,  v.  II,  ch.  4,  art.  3,  § 8;  Galiani,  Dei 
doveri  dei  populi  neutrali,  v.  I,  cap.  9,  §8;  Lampredi,  Commerce  des  neutres,  § 
14;  Valin,  Com.  sur  l’ordonnance,  vol.  II,  p.  274;  Halleck,  Int.  laxo,  ch.  31,  §§ 
2-4;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol,  I,  p.  103;  Phillimore,  On  int.  law , vol,  III, 
§§  365-366;  Ilubner,  De  la  saisie  des  bdtiments  neutres,  liv.  1,  ch.  11,  § 8;  Hau- 
tefeuille,  Droils  des  nations  neutres , tit  13,  ch.  2,  sect.  1,  § 1;  Pistoye  etDuverdy, 
Trailé  des  prises,  tit.  8,  ch.  1,  sect.  4;  Ortolan,  Dip.  de  la  mer,  liv.  3,  ch.  8; 
Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  5,  § 4;  Heffter,  Droit  int.,  § 172;  Jouffroy,  Droit 
maritime,  p.  296;  ¡Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Ch.  Vergé,  liv.  8,  ch.  7,  § 312;  Martens,  Essai  sur  les  armateurs,  § 36;  Massé, 
t)ío¿<  com.,  liv.  2,  tit.  1,  ch.  2,  sect  3,  § 5 ; Manning,  Law  o f nations,  pp.  379- 
390;  Rutherforth,  Institutes,  vol.  II,  ch.  9,  § 19. 

**  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap,  5,  §4;  Halleck,  Int.  law,  ch.  31,  § 5;  Kent, 
o/n.  on  am.  law,  vol.  I,  p.  104,  note;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 365; 
nin0,  aw  of  nations,  p.  388;  U.  S.  statutes  al  large,  vol.  VIII,  pp.  316,  439. 
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« Atendiendo  á las  prescripciones  de  la  ley  natural  los  del  captor 
no  tienen  títulos  mejores  para  juzgar  los  apresamientos  hechos  en 
alta  mar  bajo  pabellón  neutral  que  los  de  otro  cualquier  país  que 
también  lo  sea.  En  rigor  parece  también  como  que  la  igualdad  de 
las  naciones  se  opone  al  ejercicio  de  un  derecho  adquirido  violenta-  j 
mente  y administrado  por  jueces  parciales,  supuesto  que  han  sido  j 
nombrados  por  el  soberano  de  una  de  las  partes  para  juzgar  á la  otra. 

« Tal  es,  sin  embargo,  la  constitución  actual  de  los  tribunales  en 
que  reside  la  jurisdicción  exclusiva  de  las  presas  marítimas,  en  virtud 
de  la  ley  positiva  internacional.  » 

De  la  distinción  expuesta  que  existe  entre  ambas  clases  de  tribu- 
nales se  desprende  como  natural  consecuencia  la  de  que  para  investir 
á uno  de  las  facultades  inherentes  á los  segundos  es  menester  que 
recaiga  una  órden  terminante  del  poder  supremo  de  la  nación  á que 
pertenezca. 

Su  organización  y el  ejercicio  de  su  poder  dependen  de  la  consti- 
tución y leyes  peculiares  á cada  pueblo,  siendo,  por  tanto,  diversas. 

La  necesidad  de  su  institución  se  funda,  al  parecer  de  Dana,  en 
que  perteneciendo  á los  neutrales  el  mayor  número  de  las  capturas 
que  se  verifican  en  tiempo  de  guerra,  exigen  lo  mismo  para  ser  ab- 
sueltas que  confiscadas  la  resolución  de  muchas  cuestiones  dudosas; 
resultando  en  último  término  que  su  origen  estriba  en  la  responsa- 
bilidad que  el  beligerante  tiene  para  con  los  que  n > lo  son  por  los 
actos  de  sus  cruceros.  Por  esa  razón  tiene  el  derecho  de  inquirir  si 
es  ó no  legítima  la  presa  que  se  haga,  resolviéndose  así  en  opinión 
del  mencionado  escritor  el  problema  cuya  solución  no  encontraba 
Wheaton.  * 

§ 788.  La  práctica  observada  en  Inglaterra  desde  1740 

i i . . i , i ...  i , Práctica  ob- 

es  que  el  poder  ejecutivo  delegue  al  principio  ele  cana  servada  para 
guerra,  en  lo  que  se  llama  tribunal  del  almirantazgo  la  cion  cío  los 

1 tribunales 

competencia  en  materia  de  presas  marítimas.  Los  jueces  y de  presas. 

1 1 . | En  Inglaterra 

abogados  que  pertenecen  á él  forman  una  clase  especia, 
de  donde  suelen  elegirse  los  consejeros  de  la  Corona  encargarlos  de 
resolver  las  cuestiones  internacionales.  De  las  sentencias  que  dicte  se 
puede  apelar  ante  el  consejo  del  rey,  cuya  decisión  es  causa  ejecutoria. 

* Wheaton,  Elcm.  droil  int pte.  4,  ch.  2,  §§  13,  16;  Dana,  Elem.  int.  law , 
by  Wheaton,  eighth  edition,  note  186,  p.  480;  Kent,  Com.  on  am.  law,  p.  103; 
Halleck,  Int.  law,  ch.  31,  § 6;  Phillimore,  On  int.  law , vol.  III,  §§  437  el  seq.; 
Ilautefenille,  Droits  des  nations  ¡ten tres,  tit.  13,  ch.  2,  sect.  2;  Pistoye  et  Duverdy, 

Traite  des  prises,  tit.  8;  Dalloz,  Répertoire,  tit.  Plises  marilimes,  sect.  G. 
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Preciso  es  no  olvidar  que  el  almirantazgo  ingles  se  divide  en  dos 
tribunales  distintos,  el  primero  de  los  cuales  se  llama  de  instancia  y 
el  segundo  de  presas,  sin  que  pueda  aquel  usar  nunca  de  las  atribu- 

dones  del  último. 

Las  sentencias  de  que  estamos  ocupándonos  se  pronun- 
En  Francia.  c|a|jan  en  Francia  durante  los  tiempos  primitivos  por  los 
oficiales  del  almirantazgo  en  nombre  del  almirante,  á quien  una  or- 
denanza de  1400  reserva  el  conocimiento  de  los  casos  mas  graves.  Por 
el  reglamento  de  9 de  marzo  de  169o  se  instituyó  el  consejo  de  pre- 
sas que  continuó  decidiendo  en  representación  suya,  aun  cuando  se 
hallase  ausente. 

El  de  4778  estableció  la  apelación  ante  el  consejo  de  Estado  y en 
último  recurso  ante  el  de  la  real  hacienda. 


La  república  suspendió  el  consejo  de  presas,  trasfiriendo  su  juris- 
dicción á los  tribunales  de  comercio;  pero  después  de  no  pocos  cam- 
bios y trasformaciones  Bonaparte  le  restableció  por  decreto  de  6 de 
germinal  año  VIII,  instituyendo  en  los  puertos  de  Francia,  de  las  co- 
lonias y de  las  naciones  neutrales  juzgados  especiales,  encargando  á 
uno  de  los  magistrados  que  les  componían  del  conocimiento  de  las 
causas  á que  venimos  refiriéndonos,  confiado  ántes  á los  almiran- 
tazgos y por  la  ley  del  3 brumario  año  IV,  á los  jueces  de  paz.  El 
de  París  se  hallaba  compuesto  de  un  presidente,  que  debía  ser  conse- 
jero de  Estado  y de  ocho  asesores,  necesitándose  para  la  validez  de 
sus  fallos  la  reunión  de  cinco  votos.  El  emperador  actual  deshizo  la 
obra  de  Napoleón  I creando  nuevamente  el  consejo  de  presas  por  de- 
creto de  18  de  julio  de  18o4. 


En  España.  ha  ordenanza  española  de  1779  confirió  esta  clase  de 
jurisdicción  en  primera  instancia  al  ministro  de  marina 
y á un  consejo  de  guerra  en  recurso  apel atorio. 

En  Holanda  existen  también  autoridades  judiciales  ad  hoc 

En  Holanda.  e J 

facultadas  para  fallar  acerca  de  esta  clase  de  procesos. 


En  Dinamarca  sigue  la  costumbre  de  establecer,  cuando  las 

Dinamaica.  circunstancias  lo  exigen,  tribunales  especiales,  cuya  esfera 
de  acción  se  limita  á la  instrucción  de  las  causas,  pasando  estas  lue- 


go para  su  resolución  en  primer  recurso  al  almirantazgo  de  Copen- 
hague  y en  último  al  supremo  de  la  misma  especie. 

En Pmsia  ^rus*a  n0  ^os  ha  habido  hasta  que  el  reglamento 

de  20  junio  de  1864,  publicado  con  motivo  de  la  guer- 
ra , creó  en  Berlín  un  consejo  al  efecto , compuesto  de  un  presi- 
ente  y^seis  asesores,  nombrados  por  el  rey,  y de  un  procurador  ge- 
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neral  especial.  De  sus  decisiones  se  apela  á otro  cuerpo  superior  pre- 
sidido por  el  presidente  ó vice-presidente  del  tribunal  supremo,  del  • 
cual  son  miembros  tres  consejeros  del  mismo  y un  director  del  mi- 
nisterio de  relaciones  exteriores  y de  comercio.  Estos  tribunales  no 
son  permanentes. 

La  constitución  de  los  Estados-Unidos  extiende  el  poder  „ , 

. . 1 En  los  Esia- 

judiciai  a todos  los  casos  de  jurisdicción  marítima.  « Es  dos-unidos, 
evidente,  dice  Story,  que  el  conocimiento  de  todas  las  capturas  ma- 
rítimas que  se  hagan  bajo  la  autoridad  de  la  república,  debe  corres- 
ponder exclusivamente  á sus  tribunales.  De  no  ser  así  ¿cómo  podría 
sostenerse  la  legalidad  de  tales  actos,  ni  la  legitimidad  de  sus  con- 
secuencias? Esta' jurisdicción  es,  por  otra  parte,  como  un  resultado 
de  la  facultad  de  declarar  la  guerra  y celebrar  tratados.  De  lo  contra- 
rio podría  acontecer  que  la  paz  de  una  nación  se  comprometiera  fre- 
cuentemente por  la  imprudencia  de  algunos  de  sus  individuos.  » 

Los  tribunales  de  distritos  norte-americanos  son  de  presas  y de 
instancia  á la  vez.  Su  jurisdicción  en  el  primer  concepto  se  ha  deba- 
tido mucho  en  los  primitivos  tiempos  de  la  independencia  de  aquel 
país,  alegándose  que  no  era  inherente  á la  de  almirantazgo,  y exigía, 
como  sucede  en  Inglaterra,  una  autorización  especial  que  la  estable- 
ciera cada  vez  que  se  rompiesen  las  hostilidades. 

Esta  cuestión  fuó  sometida  en  1794  á la  corte  suprema,  la  cual 
resolvió  por  unanimidad  « que  los  tribunales  de  distrito  estaban  in- 
vestidos de  todos  los  poderes  de  los  de  almirantazgo,  ya  se  conside- 
raran como  de  instancia  ó de  presas.  » Esta  decisión  fue  confirmada 
en  26  de  junio  de  1812. 

El  mismo  elevado  cuerpo  ha  decidido  también  que  ni  el  presidente 
de  los  Estados-Unidos,  ni  ningún  otro  funcionario  que  esté  bajo  sus 
órdenes  puede  conceder  jurisdicción  de  presas  á tribunales  cuya  au- 
toridad no  emane  de  la  constitución  ó leyes  de  la  república;  juris- 
prudencia sentada  con  motivo  del  nombramiento  del  Alcalde  de  Mon- 
terey,  puerto  de  Méjico  que  pertenecía  á la  Union  en  calidad  de  ter- 
ritorio conquistado,  para  el  cargo  de  juez  de  presas,  que  ratificó  el 
presidente.  * 


* Gessner,  Le  droit  des  neulres  sur  mer , pp.  370,  et  seq.;  Pisloye  el  DuvcnJj, 
frailé  des prises,  tit.  8;  Halleck,  Int.  law,  ch.  31,  §§  7-9;  Kent,  Com.  on  am.  hito , 
vol.  I,  pp.  353-355;  Wheaton,  Elém.  droil  int.,  pie.  4,  ch.  2,  § 13;  Phillimore, 
On  int.  law,  vol.  III,  § 439;  Story,  On  the  conslitulion , b.  2,  ch.  38,  $ 860; 
Rrown,  Civil  and  adm.  law , chs.  4,  5;  Conkling,  Treatise,  ele.,  p.  135;  Wildman, 
Int.  law,  vol.  II,  pp.  359,  360;  Pohls,  Seerecht,  pp.  1228-1230. 
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Colocada  la  cuestión  de  la  jurisdicción  sobre  capturas 
Opinión  do  neutrales  en  el  vasto  terreno  del  derecho  constituyente, 
“torcs'soiHc  ,¡  t mucho  de  ser  satisfactoria  la  resolución  adoptada 

la  jnrisilic-  uisici  _ , 

oion  ¡i  uno  i.,  iGV  de  las  naciones,  en  cuya  virtud  corresponde  á 

dollicrnn  .so-  l,ul  1 

meterse  las  , tribunales  del  beligerante, 
capturas  ..  . 

neutrales.  Hubncr  es  uno  de  los  pocos  publicistas  que  se  han  sepa- 
rado de  la  opinión  y práctica  seguidas  en  este  punto.  En  corrobora- 
ción do  su  doctrina  observa  que  no  se  puede  legitimar  la  jurisdic- 
ción exclusiva  de  los  beligerantes,  puesto  que  el  delito  se  ha  come- 
tido fuera  de  su  territorio  y el  apresamiento  se  verifica  también  en 
alta  mar.  Tampoco,  añade,  es  posible  decir  que  el  neutral  se  haya 
sometido  á ella,  porque  el  que  la  ejerce  lia  empleado  la  fuerza  para 
conducirle  á sus  puertos.  La  facultad  que  se  debate  infringe  además 
el  principio  fundamental  de  que  nadie  debe  ser  juez  en  su  propia 
causa.  Por  ultimo,  para  evitar  estos  inconvenientes  propone  la  crea- 
ción de  comisiones  mistas  formadas  por  un  cónsul  del  soberano  neu- 
tral y los  delegados  del  beligerante.  Martens  y Klüber  se  hallan  con- 
formes con  la  doctrina  precedente. 

Una  de  las  dificultades  que  encuentra  Hautefeuille  para  la  erec- 
ción de  esos  juzgados  internacionales,  es  la  necesidad  que  hay  de 
llevarla  á cabo  en  muchos  lugares.  Gessner  remedia  este  inconve- 
niente manifestando,  con  razón  á nuestro  modo  de  ver,  que  bastaría 
con  que  se  estableciese  uno  solo  en  cada  país  de  los  que  están  en 
guerra,  entrando  á formar  parte  del  mismo,  y según  la  distinta 
nacionalidad  de  las  capturas,  uno  ó mas  jueces  de  la  nación  corres- 
pondiente. 

Además  de  estas  ideas  emitidas  en  pró  de  la  creación  de  esta  clase 
de  tribunales,  pueden  citárselas  palabras  de  sirW.  Scott,  cuando  dijo 
aludiendo  á uno  de  presas:  « Este  es  un  tribunal  internacional  situado 
bajo  la  autoridad  del  rey  de  la  Gran-Bretaña.  » Lo  mismo  han  sos- 
tenido Marriot  en  una  de  sus  sentencias,  y Phillimore  en  la  obra  que 
lia  publicado  recientemente  sobre  derecho  internacional,  * 

Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer , pp.  374,  et  seq.;  Hubner,  De  la  saisie 
des  Mtiments  neutres,  vol.  II,  pte.  1,  p.  182;  Galiani,  Del  doveri  dei  populí  neu- 
ca^’  § 8;  Lampredi,  Commerce  des  neutres,  pp.  162,  et  seq.;  Wheaton, 
p e”t'  *nt.,  Pte-  4,  ch.  2,  § 13;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition 
uuulaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 312;  Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  § 296; 
vni  °u  61  Duverdy>  Traite  des  prises,  tit.  8,  ch.  1,  sect.  4;  Massé,  Droit  com., 
p.  2,  sect-  3,  § 5;  Rayueyal,  Déla  liberté  des  mers,  vol.  I,  P*  215, 

nnUimore,  Oh  int.  law , vol.  III,  p.  468;  Kaltcnboni,  Seerecht,  vol.  II,  P-  487. 
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Lugares  en 
que  pueden 
establecerse 
los  tribuna- 
les de  pre- 
sas. 


§ 789.  Hemos  visto  que  el  tribunal  del  captor  es  el  único 
competente  en  las  causas  de  presas  marítimas,  mas  résta- 
nos ahora  por  averiguar  en  que  territorio  se  podrá  instituir, 
ó lo  que  es  igual,  hasta  donde  alcanzará  su  jurisdicción.; 

<(  Cuando  se  conduce  la  propiedad  al  puerto  de  un  aliado,  dice  Whea- 
ton,  el  gobierno  de  este  país,  que  no  tiene  facultad  para  condenar 
por  sí  mismo,  puede  permitir  el  ejercicio  de  este  acto  final  de  hosti- 
lidad : la  confiscación  de  los  bienes  de  un  beligerante  en  provecho 
del  otro.  Entre  los  dos  gobiernos  media  un  interés  común,  y se  pre- 
sume que  ambos  autorizan  de  buen  grado  todas  lass  medidas  enca- 
minadas a proteger  la  acción  de  sus  armas  y consideran  sus  puertos 
respectivos  como  instrumentos  mutuamente  dedicados  al  logro  del  fin 
propuesto. 

Iíent  opina  que  las  sentencias  condenatorias  pronunciadas  en  las 
circunstancias  referidas  tienen  una  validez  irreprochable.  Tal  es  tam- 
bién la  regla  aceptada  por  la  jurisprudencia  inglesa,  que  llega  á ase- 
verar, que  una  presa  conducida  al  territorio  de  un  Estado  aliado  y 
en  guerra  con  el  país  á que  aquella  pertenezca,  podrá  ser  condenada 
legalmente  en  aquel  sitio  por  el  cónsul  del  captor.  * 

§ 790.  No  sucede  lo  mismo  con  los  puertos  neutrales.  La 
sentencia  condenatoria  pronunciada  en  ellos,  se  tiene  por 
insuficiente  para  trasferir  la  propiedad  sobre  que  hayan 
recaído.  Esta  cuestión  se  resolvió  primeramente  en  diefio 
sentido  por  la  corte  federal  suprema  de  los  Estados- Uni- 
dos en  1779  y 1794,  posteriormente  por  sil*  William  Scott. 

Hautefeuille  la  discute  con  bastante  amplitud  y llega  á idénticas 
conclusiones.  « El  buque  de  guerra,  dice,  ó el  crucero  beligerante  que 
recibe  hospitalidad  en  un  puerto,  está  protegido  por  el  pabellón  de 
su  soberano,  equivale  á una  porción  de  su  país,  y sus  actos  interio- 
res no  pueden  juzgarse  por  ningún  tribunal  extranjero,  ni  aun  por 
aquel  dentro  de  cuyos  límites  marítimos  se  encuentra.  Por  otra  parte, 
el  neutral  no  se  encuentra  en  situación  de  entender  en  los  hechos 
que  hayan  motivado  la  captura,  apreciarlos,  declararlos  válidos  ó con- 
denarlos. Si  fueren  ligítimos  y procediese  la  confiscación,  es 


Motivos  que 
determinan 
la  imposibili- 
dad de  su 
estableci- 
miento en 
país  neutral. 


indudable 


* Whea  ton,  Elcm  droit  int.,  ptc.  4,  cli.  2,  § 13;  Hautefeuille,  Droils  des  nations 
neutres,  tit.  13,  ch.  2;  Pisloye  ct  DuvenJy,  Traite  des  prises,  tit.  8;  Iíallcck,  Int • 
law,  ch.  31,  § 10;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 305,  ct  seq.;  Kcnl,  < <»;t. 
on  am.  law,  vol.  VI,  p.  103 ; Abbot,  On  shippiug,  Amer.  cd.  1340,  p.  33;  Dalloz, 
fíéperloire,  tit.  Prises  mar  i times,. sect.  6;  Robinson,  AúmiraWj  reports,  vol.  I, 
p.  135;  vol.  II,  pp.  209,  210,  note. 


443 


TRI  UUNAI.ES  DE  PRESAS 


[CAP.  VIH 


vj  <{.)«:»  * *>  — 

que  no  procedería  la  pronunciación  de  la  sentencia  condenatoria  por 
una  autoridad  que  no  ha  sido  ofendida  y que  es  indiferente  a los  su- 
cesos ocurridos.  Lo  mismo  acontecerá  por  iguales  ratones  en  el  caso 
contrario, esto  es,  cuando  el  apresamiento  sea  .legal  y conducente  el 
fallo  do  devolución  y de  pago  de  daños  y perjuicios.  Finalmente,  seria 
muv  peligroso  para  las  naciones  que  han  proclamado  su  neutralidad 
mezclarse  en  estos  juicios,  porque  generalmente  dan  origen  á cuestiones 
graves  de  derecho  internacional,  imposibles  de  resolver  sin  contrariar 
á una  de  las  partes,  y sin  incurrir  con  frecuencia  en  notoria  parcia- 
lidad. » 

Todos  estos  argumentos  son  directamente  aplicables  al  objeto  que 
estamos  tratando,  porque  si  los  neutrales  no  pueden  inmiscuirse,  sin 
faltar  á su  carácter,  en  los  hechos  mencionados,  aun  les  será  ménos 
posible  tolerar  que  se  establezca  y funcione  en  su  territorio  un  tri- 
bunal extranjero.  * 

§ 791.  Estas  objeciones  pierden  toda  la  fuerza  cuando 
en  pazcón-  se  trata  de  su  establecimiento  en  país  conquistado,  por- 
quibt jdo.  qUe?  como  ya  hemos  dicho  en  otra  parte,  encontrán- 
dose ele  fado  bajo  la  jurisdicción  del  vencedor  este  puede  legislar  en 
él  y no  es  posible  rechazar  como  ilegítimo  el  fallo  condenatorio  de 
jueces  instituidos  legalmente.  Ocasionanse,  sin  embargo,  en  estos  casos 
cuestiones  de  grande  importancia,  cuya  resolución  depende  de  la 
constitución  y leyes  locales  porque  se  rija  el  conquistador. 

En  corroboración  de  esto  pueden  citarse  las  palabras  de  sir  W.  Scott, 
que  con  motivo  de  la  posesión,  no  confirmada,  de  la  isla  de  Iloli- 
goland  decia,  que  Inglaterra  habría  podido  establecer  en  ella  un  tri- 
bunal de  almirantazgo,  si  lo  hubiese  creído  conveniente.  ** 

§ 792.  La  jurisdicción  ordinaria  del  almirantazgo  ingles 

Extensión  de  ..  . 

la  jurísdic-  se  extiende  a las  capturas  verificadas  en  alta  mar,  en  puertos 

cion  de  estos  A 

tribunales e . extranjeros,  en  tierra  cuando  se  efectúan  por  fuerzas  na- 

Inglaterra.  •.  , ...  * 

vales,  en  las  que  se  verifican  por  medio  de  la  acción 

combinada  del  ejército  y la  armada,  en  las  de  los  rios,  radas  ó puertos 

del  captor  en  tiempo  de  guerra,  y en  los  apresamientos,  represas  y 

embargos  hechos  cuando  se  considera  inminente  la  ruptura  de  las 

hostilidades ; entendiendo  del  mismo  modo  en  todas  las  cuestiones 


* Hautefeuille>  Droits  dcs  nations  neutros,  tit.  13,  ch.  2,  sect.  1,  § 2;  Wheaton, 

' m'  droit  inLi  Pte.  4,  ch.  2,  § 13;  Halleck,  Int.  law,  ch.  31,  § 11;  Kent,  Com. 

™ am.  law,  vol.  I,  p.  103 ; Martens,  Recueil,  vol.  III;  Robinson,  Admiralty  re- 
POUs,  vol.  I,  p.  136;  vol.  IV>  p 46. 

Halleck,  Int.  law,  ch.  31,  § 12. 
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incidentales  que  se  promuevan  por  tales  causas.  También  ejerce 
jurisdicción  privativa  en  lo  referente  á las  concesiones  de  flete, 
indemnizaciones,  costas  y gastos  del  juicio,  y en  los  delitos  ú ofensas 
personales,  malos  tratamientos  y abusos  de  poder  en  lo  relativo  á las 
mismas  capturas,  concediendo  generalmente  en  estos  últimos  casos 
indemnizaciones  muy  considerables. 

Fúndase  esta  especie  de  acumulación  de  autos  en  que  la  potestad 
del  juez  para  entender  en  lo  principal  implica  su  competencia  para  lo 
accesorio,  razón  por  la  cual  se  ha  establecido,  lo  mismo  en  la  Gran- 
Bretaña  que  en  los  Estados-Unidos,  que  los  juzgados  ordinarios  no  se 
hallan  facultados  para  conocer  de  las  incidencias  referidas.  Se  lia 
decidido  también  en  la  primera  de  las  naciones  mencionadas  que  el 
almirantazgo  es  incompetente  paralas  aprehensiones  terrestres,  cuando 
no  contribuye á ellas  la  marina;  doctrina  sustentada  por  lord  Mansfeld 
y sir  W.  Scott. 

En  la  república  norte-americana  no  se  lia  pronunciado 
aun  ninguna  sentencia  que  se  refiera  á la  cuestión  pre-  uos-unídos!’ 
sente.  Aunque  en  la  causa  del  Emulous  se  estableció 
claramente  que  la  jurisdicción  del  tribunal  no  se  limitaba  á las 
capturas  marítimas,  puede  decirse  que,  por  regla  general,  los  de 
presas  no  juzgan  las  causas  originadas  por  el  botín  militar  con  excep- 
ción de  los  casos  incidentales  á que  nos  hemos  referido.  * 

§ 793.  Puesto  que  no  es  necesario  que  la  presa  exista 
para  que  proceda  el  juicio,  es  de  presumir  muy  fundada-  efectiva  de 
mente  que  tampoco  lo  será  que  se  encuentre  en  poder  del 
tribunal  que  entienda  en  él. 

Lo  lev  que  rije  esta  materia  en  los  Estados-Unidos  faculta 

, vía  . Ley  norte* 

al  captor  para  que  en  caso  de  precisión  cnagene  la  nave  americana. 

apresada,  antes  que  destruirla,  y aun  el  mismo  gobierno 
puede  emplearla  en  servicio  suyo  si  así  lo  exigen  las  necesidades  de  la 
guerra  ó si  no  se  encuentra  en  situación  de  poder  arribar  al  puerto 
señalado  por  los  que  se  han  apoderado  de  ella.  En  el  primer  caso, 
estos  tienen  el  deber  de  poner  el  producto  de  la  venta  á disposición 
del  tribunal  competente;  en  el  segundo,  la  autoridad  suprema 
depositará  la  suma  total  para  que  pueda  verificarse  la  adjudica- 
ción . 

Esta  costumbre  forma  hoy  la  práctica  general  de  las  naciones. 

* Hallcck,  I ni.  law,  cli.  31,  § 13;  Kent,  Cora,  on  am.  I<tw,  vol.  I,  p.  33, 
PhÜlimorc,  On  hit.  law , vol.  III,  §§  126  et  seq.;  Robinson,  Admiralty  repnrts, 
vol.  I,  p.  237,  -233;  vol.  IV,  p.  183. 


¡I  -().{,  tribunales  be  presas  |cai\  VIII 

„ Para  dar  jurisdicción,  dice  Bello,  i los  tribunales  de  la  nación 
apresadora  no  es  necesario  que  la  presa  sea  conducida  a sus  aguas 
6 tierras  Basta  que  la  haya  ocupado  jure  belh,  y que  tenga  tranquila 
oosesion  de  ella  en  territorio  neutral.  Supúsose  por  algún  tiempo 
I un  tribunal  de  presas  residente  en  el  país  del  soberano  cuya 
autoridad  representa,  ó de  un  soberano  aliado,  no  tenia  jurisdicción 
sóbrelas  presas  que  permanecian  en  puertos  neutrales, porque carecia 
de  la  posesión  necesaria  para  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  in  rem. 
jjjr  William  Scott  reconoció  que  esta  máxima  era  fundada,  pero  creia 
que  el  almirantazgo  británico  había  mantenido  tan  expresa  y termi- 
nantemente el  valor  de  las  condenaciones  de  presas  existentes  en 
país  neutral,  que  ya  no  era  posible  abandonar  esta  práctica  y volver 
al  principio  antiguo.  La  regla  del  almirantazgo  ' británico  se  halla 
ahora  definitivamente  establecida  por  la  costumbre  general-  de  las 
naciones.  Aunque  la  presa  se  halle  bajo  la  jurisdicción  neutral,  si  el 
apresador  está  en  posesión  de  ella,  y la  tiene  bajo  su  potestad,  esto 
se  estima  suficiente  para  la  legitimidad  del  juicio  in  rem.  » * 

§ 794.  Los  tribunales  de  presas  marítimas  deben  rejirse 
en  sus  decisiones  por  las  reglas  y principios  generales  de  la 
jurisprudencia  internacional.  Menester  es,  por  tanto,  que 
consulten  preferentemente  las  leyes  especiales,  las  estipu- 
laciones de  los  tratados  vigentes  entre  el  Estado  del 
captor  y el  de  la  presa,  recurriendo,  en  caso  de  que  no  los  haya,  al 
derecho  común  que  subsiste  entre  ios  pueblos. 

En  la  época  moderna  se  ha  adoptado  el  sistema  de  que  los  belige- 
rantes expongan  al  comenzar  la  guerra  cuales  son  las  prescripciones 
á que  han  de  sujetarse  los  comandantes  de  buques  en  materia  de 
presas,  pero  estas  disposiciones  no  serán  obligatorias  para  los  jueces 
cuando  se  hallen  en  contradicción  con  la  ley  de  las  naciones.  Esta 
teoría,  que  todos  los  publicistas  admiten,  del  mismo  modo  que  la 
mayoría  de  los  tribunales  de  presas,  incluyendo  en  ella  al  almiran- 


lleglas  que 
deben  servir 
de  norma  ¡i 
los  tribuna- 
les de  presas 
para  sus 
decisiones. 


* Wheaton,  Elém.  droit  int .,  pte.  4,  ch.  2,  § 13;  Dana,  Elem.  int.  law,  by 
Wheaton,  eighth  edition,  note  186,  p.  480;  Bynkershoek,  Qucest.jur.  pub.,  lib.  1, 
cap.  5;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  5,  § 4 ; Halleck,  Int.  law,  ch.  31,  § 14; 
Kent,  Corrí,  on  am.  law , vol.  I,  pp.  100-104,  358;  Phillimore,  On  int.  law , vol.  III, 
§§  361,  375;  Galiani,  Dei  doveri  dei  popoli  neutrali,  pte.  1,  cap.  9,  § 8;  Azuni, 
Droil  marilime,  vol.  II,  ch.  4,  art.  3,  § 8;  Ortolan,  Dip.  de  la  mer,  liv.  3,  ch.  8; 
• lasse,  Droit  com.,  liv.  2,  lit.  1,  ch.  2;  HeíTter,  Droit  int.,  §§  171-173;  Pistoye, 
uverdy,  Traite  des  prises,  tit.  8;  Dalloz,  Répertoire,  tit.  Prises  maritirnes; 

^ nati°nsi  p.  382;  American  State  papers,  vol.  I,  p.  144;  Law  re- 
tí VOli  P-  585í  Robinson,  Admiralty  reports,  vol.  I,  p.  135;  vol.  IYr, 

P-  18o  ; vol.  VI,  p.  138,  198,  257. 
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tazgo  inglés,  no  ha  sido  siempre  respetada  en  la  práctica,  siendo  la  ! 
causa  de  los  abusos  cometidos  en  este  particular  la  conducta  de  las  / 
grandes  potencias  que  han  dado  á sus  leyes  interiores  fuerza  y valor/ 
exterior,  faltando  así  á los  derechos  correspondientes  á los  neu- 
trales. 

Por  eso,  Heffter  califica  de  poco  favorables  para  estos 
las  decisiones  á que  venimos  refiriéndonos,  á las  cuales  Opinión  de 
denomina  anzuelos  políticos.  bifcistas  Po* 

Wheaton,  reconociendo  la  existencia  del  mal  que  de-  bl<ticuiarPai" 
ploramos  se  expresa  en  estos  términos  : « Aunque  el 
derecho  público  considera  los  tribunales  de  presas  establecidos  por  el 
beligerante  y situados  en  su  territorio,  como  si  lo  fueran  por  el  país 
en  uno  neutral,  y como  si  juzgaran  siempre  en  conformidad  con  los 
principios  del  derecho  de  gentes , es  cosa  notoria  que  en  la  práctica 
se  guian  por  las  ordenanzas  é instrucciones  emanadas  del  soberano 
beligerante,  sin  cuidarse  de  si  están  ó no  de  acuerdo  con  la  ley  ó 
regla  suprema.  Por  tanto,  si  sus  sentencias  definitivas  debieran  con- 
ceptuarse tan  absolutamente  concluyentes,  que  fuera  imposible  alcan- 
zar su  revisión  por  tal  ó cual  medio,  la  consecuencia  seria  que  se 
investiría  al  Estado  beligerante  de  un  poder  legislativo  sobre  los 
neutrales,  impidiendo  á estos  probar  que  las  prescripciones  por  que 
se  han  guiado  las  sentencias  se  hallan  en  contradicción  con  la  única 


ley  que  puede  obligar  á los  extranjeros.  » 

Francia  es  la  primera  nación  que  ha  observado  seme-  a 
jante  conducta,  siendo  ese  el  sentido  de  sus  ordenanzas  |£vatia  por 
de  1543  y 1584,  y aun  el  de  las  últimas  disposiciones  por  ciones- 
ella  adoptadas  en  la  materia.  España  siguió  su  ejemplo  en  las  suyas 
de  1702  y 1718  y en  el  reglamento  de  1779. 

El  prusiano  de  1864  no  era  obligatorio  para  los  tribunales  de  pre- 
sas sino  en  lo  que  guardase  armonía  con  los  principios  del  derecho 
de  gentes;  proceder  que  fué  imitado,  en  la  guerra  á que  nos  referi- 
mos, por  Austria  y Dinamarca. 

Los  Estados-Unidos  manifestaron  al  comenzar  la  lucha  con  los  re- 
beldes del  sur,  que  se  sujetarían  á los  principios  de  la  declaración  de 
París  de  1856. 

El  gabinete  de  Londres  no  se  ha  separado  teóricamente  de  ellos, 
pero  las  decisiones  de  sus  almirantazgos  han  distado  mucho  de  con- 
cordar con  los  mismos : guiándose  casi  siempre  por  las  resoluciones 


del  consejo  privado.  A pesar  de  todo  los  jueces  británicos  mas  dis- 

t¡ [irruidos  reconocen  que  las  sentencias  de  esta  clase  deben  hallarse 
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conformes  con  las  reglas  internacionales.  Como  prueba  de  esta  aser- 
ción pueden  citarse  las  siguientes  palabras  pronunciadas  por  sir  W. 
Scott  en  la  célebre  causa  del  convoy  sueco:  «Creo  que  es  mi  deber 
manifestarme  en  lo  que  resuelva  completamente  independiente  de  las 
opiniones  pasajeras  y sin  base  dictadas  por  el  egoísmo  nacional ; soy  el 
distribuidor  de  la  justicia  tal  y como  lia  sido  establecida  por  el 
acuerdo  internacional  de  los  Estados  soberanos.  El  que  ocupa  este 
sitio  debe  fallar  como  lo  baria  si  estuviese  en  el  de  Stockholmo  y 
no  conceder  á la  Gran-Bretaña  ningún  derecho  que  no  se  hallara 
dispuesto  á otorgar  á Suecia  en  igualdad  de  circunstancias.  » 
Tratándose  de  las  memorables  orders  in  council,  de  que  nos  hemos 
ocupado  ya,  y cuya  validez  sostuvo  lord  Stowell  caracterizándolas  de 
represalias,  dijo:  «Para  evitar  toda  equivocación,  declaro  aquí  ex- 
presamente que  el  tribunal  está  obligado  á aplicar  el  derecho  inter- 
nacional respecto  á las  decisiones  de  otras  potencias  y en  todo  lo  que 
se  refiera  á relaciones  con  nuestro  país  y su  gobierno.  Las  naciones 
extranjeras  tienen  derecho  á exigir  que  así  se  haga  y á quejarse  si 
no  son  atendidas,  estableciéndolo  así  de  derecho  no  escrito,  fundado 
cu  las  decisiones  del  tribunal  y el  uso  de  todos  los  países  civilizados. 
Pero  es  evidente  también  que  según  la  constitución,  el  rey  puede  con 
el  consejo  privado,  publicar  leyes  destinadas  á este  tribunal,  órdenes 
é instrucciones  que  es  preciso  respetar,  aplicar  y considerar  como  su 
derecho  escrito.  Pero  no  se  crea  que  estos  dos  principios,  la  necesidad 
de  juzgar  según  el  derecho  internacional  y la  de  conformarse  á las 
prescripciones  del  derecho,  estén  en  contradicción  uno  con  otro,  todo 
lo  contrario  se  debe  presumir  que  las  prescripciones  estarían  de 
acuerdo  con  el  derecho  no  escrito  en  las  circunstancias  particulares 
en  que  se  hubieran  publicado.  La  posición  de  este  tribunal  enfrente 
del  poder  legislativo  del  rey  con  su' consejo  privado,  puede  compa- 
rarse á la  de  los  tribunales  civiles  con  referencia  al  poder  legislativo 
del  parlamento.  Estos  tienen  también,  según  los  principios  general- 
mente reconocidos,  su  derecho  consuetudinario,  y su  derecho  positivo 
ó escrito  se  encuentra  en  las  actas  del  parlamento  que  contienen  ya 
aplicaciones  de  estos  principios  generales  á su  caso  particular,  ya 
disposiciones  positivas,  conformes  á estos  principios,  y relativas  á 
cuestiones  que  necesitan  reglas  mas  concretas  y detalladas.  ¿Qué 
deberá  hacer  el  presidente  que  se  vea  obligado  á aplicar  actas  del 
parlamento  contrarias  al  derecho  no  escrito?  No  se  puede  establecer 
esta  cuestión  a priori , porque  no  es  posible  admitir  así  que  tai  casa 

sc  Plcs°nte.  Este  tribunal  no  puede  examinar  lo  que  seria  procedente 
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en  dichas  circunstancias,  porque  seria  altamente  irreverente  suponer 
que  acontezcan . » 

Según  Gessner,  cae  en  el  error  de  comparar  las  órdenes  del  con- 
sejo privado,  á las  que  la  constitución  inglesa  no  da  fuerza  de  lev, 
con  las  actas  del  parlamento  que  lo  son  verdaderamente  y deben  te- 
ner para  el  magistrado  distinta  significación. 

Pero  la  sentencia  pronunciada  por  sir  John  Mackintosh  en  el  caso 
del  buque  norte-americano  Minerva,  capturado  por  dedicarse  al  co- 
mercio con  colonias  inglesas,  infringiendo  una  ordenanza  real  de  1803, 
es  mas  precisa  y terminante  que  la  anterior.  El  mencionado  juez  se 
apoyó  para  dictar  su  fallo  absolutorio  en  que  la  resolución  citada  no 
podía  estar  en  oposición  con  la  regla  de  1736,  que  prohibía  á los  neu- 
trales traficar  con  las  colonias  enemigas,  cuyo  acto  se  reservaba  en 
tiempo  de  paz  la  metrópoli.  Examinando  con  este  motivo  hasta  qué 
punto  se  encuentra  obligado  un  tribunal  de  presas  á cumplimentar 
mandatos  contrarios  á la  legislación  internacional,  dijo:  «Es  induda- 
ble que  en  casos  semejantes  el  deber  del  juez  consiste  en  prescindir 
de  los  primeros  y sentenciar  de  acuerdo  con  la  segunda,  reconocida 
por  todos  los  príncipes  y Estados  civilizados,  y sobre  la  cual  no  existe 
autoridad  superior. » 

Para  terminar  citaremos  una  declaración  semejante  hecha  muy  re- 
cientemente, en  29  de  marzo  de  1833,  con  motivo  de  decidir  si  un 
crucero  podia  eximirse  del  pago  de  las  costas  y gastos  del  juicio  en 
caso  de  captura  ilegal.  Este  asunto  pendía,  en  segunda  instancia,  de 
la  comisión  judicial  del  consejo  privado  que  entre  otras  consideracio- 
nes expuso  y sostuvo  que  el  derecho  que  se  veia  en  la  necesidad  de 
definir  no  era  concerniente  solo  á la  marina  británica,  y se  cstendia 
á los  cruceros  de  todas  las  naciones;  que  ningún  Estado  podia  esta- 
blecer en  provecho  exclusivo  ó en  el  de  algunos  de  sus  súbditos,  me- 
didas excepcionales;  que  las  decisiones  de  los  tribunales  .extranjeros 
tienen  la  misma  importancia  en  derecho  internacional  que  las  de  los 
nacionales;  y que  todo  lo  que  los  almirantazgos  ingleses  admitieran 
como  excusa  ó justificación  de  la  conducta  de  un  oficial  de  la  marina 
británica,  seria  igualmente  admitido  por  los  demás  pueblos,  (i) 

(i)  Rulherforth  dice  lo  siguiente  acerca  del  asunto  debatido  en  este  paríalo  : 

« La  jurisdicción  que  ejercen  los  tribunales  de  presas  no  se  funda  en  la  ley  civil,  ni 
esta  es  tampoco  la  regla  de  sus  procedimientos.  La  única  á que  pueden  someterse 
es  la  natural  aplicada  ú los  cuerpos  colectivos  de  las  sociedades  civiles,  esto  es,  la 
ley  de  las  naciones,  á ménos,  que  no  haya  tratados  particulares  entre  los  dos  Estados 
á los  que  tengan  que  someterse  los  captores  y los  redamantes.  Cuando  existan  sus 
estipulaciones  servirán  de  ley  a las  partos  con  latuntcs,  pediendo  estjl>iecei>e  tomo 
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Teniendo  en  cuenta  que  los  tribunales  de  presas  lian  de  adoptar 
su  linca  de  conducta  á las  prescripciones  internacionales,  dice  Hau- 
tefeuillc  que  los  jueces  que  les  componen  no  deben  perder  de  vista 

que  son’ verdaderos  jurados  para  la  apreciación  del  hecho  y magis- 
trados para  la  aplicación  de  la  ley,  y que  en  el  primer  concepto  la 
/ equidad  es  la  única  regla  á que  deben  atenerse,  no  siendo  otra  cosa, 
añade,  que  un  acto  de  esta  especie  el  juicio  de  presas,  razón  por  la 
cual  los  encargados  de  fallar  acerca  de  él  deben  evitar  cuidadosa- 
mente dejarse  seducir  por  el  interés  nacional,  de  acuerdo  con  fre- 
cuencia, al  menos  aparentemente,  con  el  de  los  armadores. 

También  induce  á obrar  así  el  carácter  penal  de  estos  procedi- 


mientos. 

Para  declarar  culpable  á un  neutral  es  menester  que  haya  come- 
tido una  falta  realmente  punible,  esto  es,  una  culpa  lata , no  siendo 
responsable  de  lo  que  haya  sucedido  por  acaso,  ni  de  la  culpa  levis. 
Estos  principios,  adoptados  por  la  jurisprudencia  inglesa,  han  encon- 
trado un  intérprete  fiel  en  el  ya  citado  sir  W.  Scott,  que  decía  en  una 
de  sus  decisiones : « Los  sucesos  inevitables , los  casos  de  fuerza  ma- 
yor, y aquellos  en  que  la  parte  no  podía  obrar  de  otro  modo,  no 
ueden  ser  tratados  en  estas  cuestiones  como  en  otras.  El  tribunal 
no  cree,  pues,  separarse  de  su  deber  interpretando  las  leyes  con 
moderación  y no  olvidándose  de  las  circunstancias.»* 

§ 795.  Los  fallos  de  que  nos  ocupamos  son  concluyentes 
en  cuanto  á la  propiedad  de  la  cosa  capturada,  poniendo 
término  á toda  controversia  sobre  la  validez  de  la  apre- 
hensión, cerrando  así  el  procedimiento  ordinario  propio 
de  esta  materia. 

Los  dictados  por  jueces  extranjeros  se  reciben  también  como  prueba 
concluyente  en  las  acciones  sobre  pólizas  de  seguros, 
caso  prác-  <(En  un  ju‘ci°>  dice  Bello,  sobre  el  seguro  de  una  pro- 
tlC0‘  piedad  que  había  sido  condenado  en  Francia  por  una  su- 
puesta infracción  de  un  tratado  entre  Francia  y los  Estados-Unidos, 


Puntos  sobre 
los  cuales 
son  conclu- 
yentes esta 
clase  de 
sentencias. 


regla  general,  que  el  Estado  á que  pertenezcan  los  captores  deberá  juzgar  á la  vez 

según  estos  tratados  particulares  y la  ley  de  las  naciones,  supliendo  aquellos  con 
esta . d 

Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  387  et  seq.;  Wheaton,  Elém.  droit 
¡nt-,  pte.  4,  ch.  2,  § 15;  Dana,  Elem  inh  law , by  Wheaton,  eighth  edition,  note  186, 
P-  -'80 , Halleck,  Int.  law,  ch.  31,  § 19;  Ilautefeuille,  Droits  des  nations  neutres, 
t!t.  13,  ch.  2,  sect.  2;  Mably,  Droit  des  gens,  vol.  II,  pp.  350,  351;  Hefller, 
roa  mí.,  § i73¡  Pjstoye  et  Duverdy,  Trailé  des  prises,  tit.  8;  Philümore,  On  i ni. 
:Z:l0h  111  ’ §§  W*  et  seq.;  Rutherforth,  Instílales,  b.  2,  ch.  6,  § 19;  D«er,  On 
once,  vol.  I,  p.  445;  Robinson,  Admiralty  reporis,  vol.  I,  p.  340. 
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decia  lord  Ellenborough : ¿No  se  funda  la  sentencia  de  condenación 
en  la  circunstancia  de  no  llevar  el  buque  los  documentos  de  que,  á 
juicio  del  tribunal  francés,  debió  estar  provisto,  según  el  tratado? 
Yo  no  digo  que  fuese  correcta  la  interpretación  que  dieron  á este 
tratado  los  jueces;  pero  por  inicua  que  haya  sido  teniendo  juris- 
dicción competente  para  interpretarle,  y habiéndolo  hecho  en  efecto, 
el  respeto  y cortesía  que  las  naciones  civilizadas  se  guardan  unas 
á otras,  nos  obliga  á dar  crédito  á la  adjudicación.  Aléguese  lo  que 
se  quiera,  el  almirantazgo  francés  ha  condenado  el  buque  por  una 
infracción  de  tratado,  que  falsifica  la  garantía  de  neutralidad:  ó 
hemos  de  disputar  su  jurisdicción,  ó debemos  atenernos  á la  sen- 
tencia. » 


Ley  norte- 
americana. 


En  los  Estados-Unidos  se  sigue  el  sistema  de  que  la  de- 
cisión de  un  tribunal  extranjero  trasfiere  el  dominio  de 
la  propiedad  condenada,  aun  cuando  la  ley  ó edicto  en  que  se  apoye 
sea  injusto,  contrario  al  derecho  de  gentes,  derogatorio  de  las  inmu- 
nidades de  los  neutrales  y declarado  tal  por  el  presidente  y congreso 
de  la  república.  En  conformidad  con  este  parecer  se  declaró  que  los 
propietarios  norte-americanos  no  podian  reclamar  ante  las  autoridades 
judiciales  de  su  patria  sus  bienes  confiscados  por  los  tribunales  fran- 
ceses á consecuencia  del  famoso  decreto  de  Milán. 

A pesar  de  lo  expuesto,  no  admite  la  menor  duda  que 
procede  la  invalidación  de  las  relaciones  defectuosas,  de-  servaciones 
hiendo  examinarse  muy  atentamente  la  extensión  de  ju-  &encraks- 
risdiccion  que  tengan  los  que  las  hayan  acordado,  y las  circunstan- 
cias que  hubieren  concurrido  en  el  hecho  de  que  se  trate.  * 

§ 796.  Como  hemos  indicado  ya  las  cuestiones  de  presas 
tienen  doble  aspecto,  político  el  uno  y el  otro  jurídico. 
Considerados  en  la  primera  de  estas  significaciones  de- 
penden inmediatamente  del  gobierno  y así  se  puede 
admitir,  bajo  cierto  punto  de  vista,  como  dice  Dana,  que 
las  capturas  son  prima  facie  propiedad  del  Estado.  Mas  no  debe  darse 
una  importancia  tal  á este  elemento  que  borre  y haga  desaparecer  el 
otro  ; pendiente  por  la  que  se  han  deslizado  las  naciones,  dictando 


Prescripcio- 
nes que  SC 
observan  en 
estos  proce- 
dimientos y 
pruebas  aa- 
mitidas  en 
los  mismos . 


* Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  5,  §4;  Wheaton,  Elém.  droit  int .,  pie.  4,  ch.  2, 
Halleck,  Int.  law,  ch.  31,  §§  15,  18;  Rutherforth,  Institutes , vol.  II,  b.  2, 
ch.  9,  § 19;  Phillimore,  On  int.  law , vol.  III,  §§  368,  369 ; Dalloz,  Bépertoire,  til. 
Frises  'marítimos,  sect.  7;  IleíTter,  Droit  int.,  § 172;  Phillips,  On  insuránce, 
vol.  II,  p.  680  et  seq.;  Abbot,  Onshipping,  p.  31. 
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leyes  especiales  y arbitrarias  para  los  procedimientos  de  que  nos  ocu- 
parnos. Esta  es  la  causa  de  que  no  existan  reglas  tijas  para  ellos. 

Una  de  las  practicas  mas  generalmente  adoptadas  es  la  instrucción 
sumaria  que  sirve  de  base  al  juicio,  que  se  verifica  bien  por  el  tri- 
buna) especial,  si  existe  alguno  en  el  lugar  á que  se  ha  conducido  la 
nave  apresada,  ya  por  otro  cualquiera  encargado  particularmente  al 
efecto,  el  cual  remite  el  sumario,  así  que  le  termina,  á aquel.  El 
captor  debe,  en  el  momento  que  arriba  al  puerto,  poner  á disposi- 
ción del  juez  que  haya  de  instruirle  todos  los  papeles  de  que  se  haya 
apoderado,  el  juicio  verbal  y las  llaves  de  que  hemos  hecho  mención 
anteriormente  en  otra  parte;  afirmando  además  bajo  juramento  que 
no  ha  encontrado  otros  documentos  que  los  presentados. 

El  juez  pasa  entóneos  á bordo  del  barco  apresado,  levanta  los  sellos 
y forma  un  inventario  de  todas  las  existencias  en  presencia  de  los 
interesados,  ordena  la  venta  de  los  artículos  que  puedan  averiarse,  si 
los  hubiere,  vuelve  á sellar  de  nuevo  las  escotillas  y conserva  las  lla- 
ves en  su  poder  procediendo  luego  á instruir  juicios  verbales  en  vista 
de  lo  que  resulte  de  las  declaraciones  de  la  tripulación  apresada  y de 
la  apresadora  con  indicación  de  los  documentos  que  le  fueren  entre- 
gados. Tanto  estos  como  aquellos  permiten  al  tribunal  formarse  una 
opinión  provisional  sobre  la  legitimidad  de  la  captura,  que  podrán 
declarar  al  punto  libre,  si  su  ilegalidad  resultare  patente. 

No  siendo  posible  detenerse  á hacer  un  estudio  detallado  de  los 
principios  por  que  se  rigen  en  este  punto  cada  uno  de  los  pueblos 
de  ambos  hemisferios,  examinaremos  solo,  con  toda  la  brevedad  posi- 
ble, los  de  las  tres  grandes  potencias  marítimas  Francia,  Inglaterra  y 
los  Estados-Unidos. 

«Para  el  juicio  de  presas,  dicen  Pistoye  y Duverdy,  no 

Legislación  ..  , . , . . , , , 

v ¡gen ic  en  se  necesita  mas  que  el  íntorme  del  capitán  corsario  o del 

jefe  de  la  presa  testificado  por  dos  de  sus  principales  tri- 
pulantes; el  juicio  verbal  de  trasporte  á bordo  instruido  por  los  ofi- 
ciales del  almirantazgo ; el  interrogatorio  del  capitán  apresado  y de 
dos  de  sus  subordinados  (ó  del  relien  en  caso  ele  rescate) , y los  do- 
cumentos encontrados  en  el  buque,  con  la  versión  de  aquellos  que 
se  hubiere  juzgado  conveniente  traducir.  Lo  que  mas  esencialmen- 
te es  preciso  enviar  al  Consejo  de  presas  son : los  papeles  origina- 
les con  sus  correspondientes  traducciones,  y un  testimonio  en  forma 
fiel  procedimiento  cuyas  minutas  deben  archivarse  en  la  escribanía. 

« De  todas  estas  piezas  se  liará  un  estado  en  forma  de  inventario 
sucinto,  por  el  escribano  efectuándose  su  remisión  sin  pérdida  de 
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tiempo,  y en  el  plazo  de  un  mes  á lo  sumo,  al  secretario  general  de 
marina;  debiendo  manifestar,  en  caso  de  retardo,  las  razones  que  ha 
habido  para  ello.  (Sobre  todos  estos  puntos  se  puede  consultar  la  ins- 
trucción de  6"  de  junio  de  1672,  el  reglamento  de  21  de  octubre 
de  1688,  los  de  16  de  agosto  de  1692  y de  9 de  marzo  de  1695,  con 
las  decisiones  del  almirantazgo  de  8 de  febrero  de  1696  y 18  de  abril 
de  1697.) 

« El  escribano  debe  también  unir  al  expediente  un  estado  ó memo- 
ria de  las  costas  ocasionadas  hasta  aquella  fecha,  en  conformidad  con 
los  mandamientos  del  almirante  de  27  de  mayo  de  1708  y de  20  de 
agosto  de  1710. 

« Si  un  solo  corsario  condujese  ó enviase  muchas  presas  al  mismo 
puerto,  y todas  á la  vez,  seria  preciso  hacer  separadamente  la 
instrucción  de  cada  una,  con  la  diferencia  de  que  si  fuese  él  quien 
las  llevase,  bastaría  con  un  informe  para  todas.  (Instrucción  del  16 
de  agosto  de  1692.) 

« En  cuanto  á los  papeles  que  se  encuentren  á bordo  de  la  nave 
capturada,  no  corresponde  á los  oficiales  del  almirantazgo  hacer  su 
escogimiento  para  no  enviar  sino  aquellos  que  les  parezcan  necesarios 
ó útiles ; es  menester  que  los  remitan  todos,  sin  quedarse  con  ningu- 
no, por  inútil  que  pueda  ser.  (Resolución  del  almirante  de  25  de  abril 
de  1697.) 

« Todas  estas  reglas  se  aplican  en  la  época  actual. 

« Los  oficiales  de  administración  de  marina  en  los  puertos  de 
Francia  y sus  colonias,  y los  cónsules  de  la  misma  nación  en  Jos 
extranjeros,  deben  atenerse  estrictamente  á las  prescripciones  del  6 
germinal  año  VIII  y 2 pradial  año  XI.  La  necesidad  de  esta  instruc- 
ción local  es  tal  que,  según  sentencia  del  consejo  de  Estado  de  26 
de  marzo  de  1817,  sin  la  presentación  de  esas  piezas  el  captor  no 
puede  obtener  la  declaración  de  validez  de  la  presa.  En  compensa- 
ción la  falta  de  representación  de  las  de  la  instrucción  aprovecha  al 
capturado,  por  que  el  apresador  debe  encontrarse  siempre  en  dispo- 
sición de  justificar  su  conducta,  y cuando  no  existen  pruebas,  debe 
ponerse  en  libertad  la  nave  capturada,  como  ha  reconocido  el  citado 
cuerpo  en  su  decisión  de  27  de  mayo  de  1856,  motivada  por  el 
asunto  del  corsario  La'Réussite  contra  El  San-Buenaventuva . » 

Mr.  Frédéric  Legris  entabló  en  1817  una  demanda  para 

. . , i i . r Captura  do 

míe  se  declararse  valida  la  presa  del  barco  ruso  La  lu  iiu  na - 
1 ....  . „ Sociedad. 

Uucna-Sociédad  hecha  por  su  corsario  L Heureux  Tentón  en 
octubre  de  1813  delante  del  puerto  de  Dantzick.  No  presentando  el 
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recurrente  ni  el  juicio  que  debió  pronunciar  sobre  la  presa  la  admi- 
nistración de  marina  del  puerto  mencionado , m las  piezas  de  la 

instrucción  que  hubo  de  precederle,  ni  documento  alguno  de  los 
encontrados  á bordo,  y alegando  que  todos  los  expedientes  de  las 
administraciones  francesas  en  aquella  plaza  fueron  destruidos  por 
orden  superior,  la  sección  de  lo  contencioso  del  consejo  de  Estado 
decidió  que  se  supliesen  estas  pruebas  por  otras  de  distinta  natura- 
leza, y,  á propuesta  suya,  el  señor  guarda  sellos  expidió  una  orden 
para  que  se  procediese  á una  información  sobre  el  hecho  y las  cir- 
cunstancias que  habían  concurrido  en  él. 

Para  suplir  la  carencia  de  piezas  regulares  el  captor  presentaba 
un  certificado  expedido  el  día  25  de  noviembre  por  el  general  Rapp, 
gobernador  de  la  plaza  de  Dantzick,  comprobando  que  el  corsario 
L'Heureux  Tonton,  n°3,  armador  Lcgris,  liabia  hecho  entrar  en  dicha 
plaza,  en  octubrede  1813,  una  nave  rusa  llamada  La  Buena-Sociedcid 
que  había  sido  declarada  buena  presa,  y cuyo  cargamento  consistente 
en  lino,  sebos  y jarabe  de  uva,  fue  requerido  para  el  servicio  de  la 
plaza. 

El  captor  y el  ministro  de  marina  añadían  que  todas  las  opera- 
ciones concernientes  á presas  verificadas  durante  el  sitio  del  expresado 
lugar  se  habían  hecho  por  la  autorización  militar  sin  intervención 
del  consulado,  cuyo  titular  se  hallaba  ausente  ; y el  primero  sostenía 
además  que  la  falta  de  instrucción  no  puede  perjudicar  los  derechos 
de  los  captores,  y que  en  el  caso  de  que  se  trataba  debía  atribuirse 
al  desórden  ocasionado  por  el  asedio.  Aducía  así  mismo  como  razón 
que  le  era  favorable  la  de  que  el  procedimiento  no  se  halla  ni  puede 
hallarse,  bajo  ningún  concepto,  á cargo  de  los  apresadores,  habién- 
dose dispuesto  terminantemente  por  los  reglamentos  que  los  cónsules 
se  encarguen  de  hacerle  y de  su  envió  al  ministro  de  marina. 

Hé  aquí  ahora  cual  fue  la  decisión  que  recayó  en  este  asunto. 

& \ista  la  demanda  presentada  por  el  señor  Legris,  registrada  en 
la  secretaría  de  la  sección  de  lo  contencioso  del  consejo  de  Estado  el 
28  de  setiembre  de  1816,  solicitando  que  se  declare  buena  y válida 
la  captura  4el  barco  ruso  La  Buena-Sociedacl,  que  dicho  señor  Legris 
manifiesta  haberse  efectuado  en  octubre  de  1813,  delante  del  puerto 
de  Dantzick  y en  el  trascurso  de  su  asedio,  por  el  corsario  francés 
L Heureux  Tonton , de  que  era  armador;  adjudicándole  en  consecuen- 
cia la  presa  referida  en  participación  con  los  tripulantes  del  mencio- 
nado corsario;  — los  certificados  del  teniente  general  conde  de  Rapp, 

> del  contra  almirante  comandante  acerca  del  estado  de  la  antedicha 
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presa,  fechas  25  de  noviembre  de  1815  y 19  de  junio  de  1816;  

las  cartas  relativas  á este  asunto  dirigidas  por  los  ministros  de  guerra 
y de  marina  al  canciller  encargado  interinamente  del  ministerio  de 
justicia,  fechadas  en  18  de  noviembre  de  1816  y Io  de  enero  de  1817  ; 
— la  ordenanza  del  guarda  sellos  ministro  de  justicia  del  5 de 
febrero  de  1817  disponiendo,  en  vista  de  que  no  se  había  producido 
ni  fallo  condenatorio  de  la  presa,  ni  ninguno  de  los  documentos  de 
la  nave  capturada,  así  como  tampoco  pieza  alguna  de  la  instrucción 
á que  debió  someterse,  alegándose  la  destrucción  por  órdcn  superior 
de  los  archivos  gubernamentales  de  Dantzick,  que  ántes  de  fallar  en 
derecho,  se  abriría  una  información  sobre  el  apresamiento  y las 
circunstancias  que  en  él  concurrieran;  — la  información  hecha  en 
cumplimiento  de  esta  orden,  empezada  el  3 de  marzo  de  1817  y 
terminada  en  17  de  igual  mes,  y en  la  cual  se  han  recibido  las  decla- 
raciones del  teniente  general  conde  Rapp,  gobernador  de  Dantzick, 
durante  el  sitio,  del  contralmirante  conde  Dumanoir,  comandante  de 
marina  en  este  puerto  por  aquella  época,  y de  los  señores  Bartlio- 
meux,  comisario  ordenador  de  guerra,  y Juge,  comisario  de  la  misma 
clase,  que  prestaban  también  sus  servicios  en  la  misma  plaza  en  la 
fecha  mencionada ; — la  carta  del  consejero  de  Estado,  director  general 
de  aduanas,  del  19  de  dicho  mes  de  marzo,  y la  del  referido  señor 
Juge  del  18  del  mismo;  — Considerando  que  del  conjunto  de  la 
información  y de  los  dalos  recogidos  resulta  que  los  papeles  de  las 
administraciones  francesas  de  Dantzick  no  fueron  destruidos,  y que, 
por  tanto,  no  ha  lugar  á la  admisión  de  otras  justificaciones  y pruebas 
acerca  de  dicha  presa  y su  legitimidad,  que  las  requeridas  por  los 
reglamentos;  — Considerando  que  estas  pruebas  y justificaciones  no 
se  han  producido  : 

« Se  rechaza  la  demanda  de  M.  Legris.  » 

Por  el  decreto  de  2 pradial  año  XI  se  establecieron  varias  reglas 
generales  concernientes  á esta  clase  de  procesos,  siendo  estas  las  mas 
importantes  : 

« Art.  69.  — Después  de  haber  recibido  el  parte  del  conductor  de 
la  presa,  el  oficial  de  administración  de  marina  se  trasladará  inme- 
diatamente á bordo  del  buque  capturado,  instruirá  juicio  verbal  del 
estado  en  que  lo  encuentre,  y pondrá  en  presencia  del  capitán  cap- 
turado, ó de  dos  oficiales  ó marineros  de  su  tripulación , de  un 
comisionado  de  aduanas,  del  comandante  ú otro  oficial  del  buque 
captor,  y aun  de  los  reclamantes  si  se  presentaran,  los  sellos  en  todas 
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las  cerrado**,  <,uo  no  so  podían  levantar  >¡n  la  asistencia  de  un 

comisionado  de  aduanas.  , , 

(<  \rt  TO  — l1!  con  isicn.ido  de  aduanas  loimaia  a Doido  un 

estado  detallado  de  los  lardo',  bultos,  barriles  y otros  objetos  que 
serán  conducidos  á tierra  ó cargados  en  botes  ó chalupas ; una  copia 
de  este  estado  se  mandará  á tieira  y será  firmada  por  el  guarda 
almacén  (fue  reciba  los  objetos. 


„ A medida  que  estos  se  desembarquen  y en  el  momento  de  entrar 
jos  almacenes,  se  extenderá  un  inventario  en  presencia  de  un  visi- 
tador de  aduanas  que  la  firmará  en  cada  sesión. 

ct  Art.  71.  — Se  establecerá  á bordo  un  vigilante  encargado,  bajo 
su  responsabilidad,  de  cuidar  de  los  efectos  sellados  y de  los  demas 
que  se  le  confien. 

a Art.  72.  — El  oficial  de  administración  de  marina  del  puerto  á 
que  sea  conducida  la  presa,  procederá  desde  luego,  y á lo  mas  tarde 
dentro  de  las  veinticuatro  horas  de  la  remisión  de  los  documentos,  á 
la  instrucción  del  sumario  para  preparar  el  juicio. 

« Art.  73.  — Esta  instrucción  consiste  en  la  comprobación  de  los 
sellos,  la  recepción  y confirmación  de  los  informes  y declaración  del 
conductor,  el  interrogatorio  de  tres  prisioneros  á lo  ménos,  si  hubiere 
estejiúmero,  el  inventario  de  los  papeles,  estados  ó manifiestos  de 
cargamento  que  se  hayan  entregado  ó se  encuentren  á bordo,  la 
traducción  de  los  documentos , marítimos  por  un  intérprete  jurado, 
cuando  á ello  hubiere  lugar. 

« Art.  74.  — Si  el  buque  fuera  conducido  sin  prisioneros,  contrato 
de  íletamento,  ni  conocimientos,  se  interrogará  separadamente  á la 
tripulación  del  captor  sobre  las  circunstancias  de  la  presa,  para  llegar 
á conocer,  si  es  posible,  sus  motivos. 


« Art.  76.  — En  el  caso  de  averias  ó deterioro  de  todo  ó parte  del 
cargamento,  el  oficial  de  la  administración  de  marina,  al  poner  los 
sellos  ordenará  la  descarga  y venta  en  un  plazo  fijo.  Esta  no  tendrá 
lugar  hasta  haber  sido  públicamente  anunciada  en  el  puerto  de 
llegada  y en  los  puertos  y pueblos  vecinos,  y convocados  el  comisio- 
nado principal  de  aduanas  y el  apoderado  de  las  tripulaciones 
captoras,  y en  su  defecto,  el  conductor  de  la  presa. 

« Se  depositará  provisionalmente  el  producto  de  las  ventas  en  la 
Caja  de  inválidos  de  la  marina. 


« Art.  18.  — Tan  pronto  como  la  instrucción  haya  terminado  se 
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procederá  sin  dilación  á levantar  los  sellos  y á desembarcar  las  mer- 
cancías que  serán  inventariadas  y colocadas  en  un  almacén  que  se 
cerrará  con  tres  llaves,  de  las  cuales  una  quedará  en  poder  del  ofi- 
cial superior  de  marina,  otra  en  el  del  recaudador  de  aduanas  y la 
tercera  en  el  del  armador  ó su  representante. 

« Art.  79.  — Se  procederá  también  sin  pérdida  de  tiempo  á la 
venta  provisoria  de  los  artículos  que  puedan  deteriorarse,  ya  á peti- 
ción del  oficial  de  la  administración,  bien  á la  del  armador  ó quien  lo 
represente. 

« El  oficial  superior  de  marina  podrá,  siendo  notoriainentc  enemiga 
la  presa,  permitir  la  venta  del  buque  y del  cargamento  sin  esperar 
la  sentencia  condenatoria;  que  se  liará  en  el  plazo  fijado  por  dicho 
oficial  superior  y después  de  cumplir  las  formalidades  prescritas  por 
el  art.  36. 

« Art.  80.  — Si  la  presa  se  ha  hecho  bajo  pabellón  neutral,  ó no  es 
evidentemente  enemiga,  no  podrá  tener  lugar  la  venta  aunque  sea 
provisoria  sin  el  consentimiento  del  capitán  capturado ; y en  caso  de 
que  se  niegue  á ello  se  tendrá  que  reconocer  la  necesidad  de  ven- 
derla por  una  visita  de  peritos  nombrados  contradictoriamente  por  el 
armador  ó su  representante  y el  mismo  capitán,  ó de  oficio  por  el 
oficial  superior  de  la  administración  de  marina. 

«Art.  81.  — Si  se  presentaran  reclamantes,  podrán  ser  entregados 
los  efectos  reclamados  por  el  oficial  de  la  administración  según  el 
aprecio  hecho  por  peritos,  y siempre  que  dichas  peticiones  se  funden 
en  buen  título  y los  que  las  hagan  presten  suficiente  caución  á falta 
de  la- cual  se  ejecutará  lo  dispuesto.  » 

En  el  artículo  82  se  fijan  las  condiciones  generales  para  estas  ven- 
tas, materia  de  que  se  ocupa  también  el  15  del  decreto  de  6 germinal 
año  VIH. 

Las  decisiones-  contenidas  en  estos  decretos  han  sido  aplicadas  en 
varias  ocasiones  por  el  consejo  de  presas  y el  tribunal  de  casación. 

En  el  caso  de  La  Nana/  contra  L’ Enjóleur  se  resol vió 

, , , . , , , ,-a  Ar«'«y 

que  cuando  del  interrogatorio  del  capitán  del  buque  cap-  comía 

, i L ICnjóleur. 

turado  y de  su  tripulación  resultara  el  carácter  hostil  de 
la  nave,  tendría  mas  fuerza  y valor  en  juicio  que  todos  los  docu- 
mentos encontrados  á bordo.  Entre  las  conclusiones  del  comisario 
del  gobierno  encontramos  las  siguientes : « La  Nancy  no  es  una  nave 
batava  sino  inglesa.  Las  respuestas  del  capitán  y la  tripulación  en 
su  interrogatorio  no  permiten  duda  alguna  de  ello.  El  capitán,  que 
es  inglés,  ha  declarado  que  el  barco  y el  cargamento  le  pertenecen, 
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v que  el  primero  era  de  la  matrícula  de  Luid,  puerto  de  Inglaterra; 
que  su  equipaje  estaba  compuesto  de  súbditos  británicos;  que  sus 
papeles  eran  simulados,  y que  los  liabia  tomado  únicamente  para 
asegurar  su  libre  navegación.» 

Fundándose  principalmente  en  estas  consideraciones  el  fiscal  sos- 
tuvo, y el  consejo  falló  en  conformidad  con  su  dictámen,  que  La 
Nuncy  y su  cargamento  debían  ser  adjudicados  á los  armadores  y tri- 
pulantes del  corsario  L'Enjóleur. 

En  la  causa  incoada  con  motivo  del  apresamiento  de  La 
LnSíe  Cybéle  por  el  corsario  L’ Achille,  el  ya  citado  tribunal  de- 
L’ Achule,  qUe  úebia  ser  nula  la  captura  de  un  buque 

hecha  por  un  corsario,  cuando  este  declara  falsamente  en  su  juicio 
verbal:  l.°  que  ha  habido  combate;  2.°  que  toda  la  tripulación  logró 
fugarse;  y 3.°  cuando  á su  arribada  oculta  la  existencia  á bordo 
de  uno  á mas  marineros  que  presenta  luego  para  que  se  les  inter- 
rogue . 


. , „ El  tribunal  de  casación  ha  resuelto  en  la  cuestión  de 

\rzThefolhn-  Pourvoijeur  contra  The  John-William,  que  cuando  im- 
Wiiiiam.  porta  averiguar  si  un  corsario  francés  lia  disparado  el 
cañonazo  de  amonestación  y se  ha  apoderado  de  un  barco  empleando 
otra  bandera  que  la  suya,  los  jueces  deben  interrogar  no  solamente 
la  tripulación  del  buque  capturado  sino  los  oficiales  y marineros  del 
apresador,  habiendo  anulado  por  faltar  á este  requisito  la  sentencia 
dictada  por  el  de  Calais.* * * § 

Legislación  En  In^aterra  se  han  determinado  desde  1740  por  mu- 
mgicsa.  cjias  actas  de]  Parlamento  las  reglas  á que  deben  suje- 
tarse los  procedimientos  de  que  estamos  ocupándonos.  En  la  13  Geo.  II 
se  establece,  que  cuando  trascurre  cierto  tiempo  sin  que  la  presa  sea 
reclamada,  será  puesta  en  libertad  ó condenada,  según  lo  que  resulte 
de  la  instrucción  provisional.  Debemos,  sin  embargo,  observar,  que 
esta  disposición  no  ha  llegado  nunca  á ser  un  hecho  práctico.  Así  al 
ménos  resulta  de  una  carta  escrita  en  1794  por  sir  W.  Scott  y sir  J.  Ni- 
choll  á M.  Joy,  ministro  de  los  Estados-Unidos,  con  motivo  de  un 


* Hautefeuille,  Droits  des  nalions  ncutres,  tit.  13,  ch.  2,  sect.  2;  Gessner,  Le 

droit  des  ncutres  sur  mer,  pp  399  et  seq.;  Dana,  Elem.  int.  laiv , by  Wheaton, 

eightli  edition,  note  186,  p.  480;  Azuni,  Droit  maritime,  vol.  II,  ch.  4,  art.  4, 

§ 1;  Hubner,  De  la  saisic  des  bdtimcnts  ncutres,  vol.  II,  pte.  1,  ch.  3;  Valin,  Traite 
des  prises,  ch.  5,  sect.  3;  Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des  prises,  tit.  8,  ch.  2> 
Massé,  Droit  commercial,  vol.  I,  liv.  2,  tit.  1,  ch.  2,  sect.  3,  § 1 ; Martens,  Essai 
sur  les  armateurs,  ch.  2,  § 27 ; Steck,  Essais,  1794,  p.  115  ; Martens,  llccueil, 

vob  III,  p.  139;  vol.  IV,  p.  155. 
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informe  sobre  esta  materia  presentado  al  rey  en  1753,  cuyo  tenor  es 
como  sigue  : 

« Enseguida  que  la  presa  sea  conducida  al  puerto  por  el  captor 
debe  este  depositar  bajo  juramento  en  la  escribanía  del  tribunal  de 
presas  todos  los  papeles  que  hubiere  encontrado  á bordo  de  la  nave 
neutral.  El  comisario  del  mismo  presente  en  el  puerto  interroga  sin 
dilación,  según  cierto  formulario,  al  capitán  y algunos  tripulantes, 
remitiéndose  la  sumaria  formada  en  vista  de  estas  declaraciones  al 
mencionado  tribunal  el  cual,  á petición  del  apresador,  publica  por 
medio  de  anuncios  en  la  Bolsa  la  captura  c invita  á los  interesados  á 
que  expongan  los  motivos  que  se  oponen  á su  condena.  Trascurrido 
un  plazo  de  veinte  dias  se  une  á las  demás  ^actuaciones  la  órden  de 
publicación  y la  declaración  comprobante  de  que  lia  sido  hecha  en 
debida  forma.  Si  se  hubiese  presentado  alguna  reclamación,  habrá 
llegado  el  caso  de  instruir  el  proceso  apoyándose  en  los  datos  que 
arrojen  los  documentos  y las  declaraciones  de  la  tripulación. 

« Hé  aquí  cuales  son  entóneos  los  deberes  del  neutral.  Inmediata- 
mente que  llegue  al  puerto  redactará  una  protesta  en  regla  que  debe 
enviar,  con  todas  las  instrucciones  procedentes,  al  corresponsal  de 
su  armador  en  Londres  ó al  cónsul  de  su  nación,  suplicándole  que 
reclame  el  barco  ó el  cargamento;  lo  mas  frecuente  es  que  el  capitán 
se  presente  en  dicho  punto  para  defender  mejor  sus  intereses.  En- 
tonces presentará  una  demanda  suscrita  por  un  abogado  en  la  cual 
se  indique  en  pocas  palabras  á quien  pertenecen  ambos  y se  afirme 
que  el  enemigo  no  tiene  parte  alguna  en  los  mismos.  Se  prestará 
inmediatamente  una  fianza  de  sesenta  libras  para  el  caso  en  que  el 
reclamante  fuera  condenado  á los  gastos.  Por  otra  parte,  si  el  captor 
no  cumpliera  á su  arribada  con  los  deberes  que  le  corresponden  po- 
dría ser  obligado  á ello  por  la  demanda  del  reclamante.  » 

En  cuanto  á la  forma  en  que  ha  de  entablarse  la  reclamación,  el 
documento  de  que  hemos  trascrito  los  párrafos  (pie  anteceden,  dice 
así:  «La  sentencia  absolutoria  ó condenatoria,  con  costas  ó sin  ellas, 
se  apoya  en  primera  instancia  esclusivamcnte  en  los  papeles  de  mar 
y en  las  declaraciones  bajo  juramento  de  los  capitanes  y oficiales  de 
los  dos  buques.  Si  no  se  encuentran  en  estos  documentos  motivo 
alguno  de  condenación,  se  declarará  la  libertad  de  la  captura ; si  al 
contrario  aun  quedaran  dudas  se  buscarán  nuevas  pruebas. 

«La  reclamación  deberá  apoyarse  por  una  persona  que  declare  ba- 
jo juramento  que  la  estima  fundada.  En  el  derecho  internacional  es 
preciso  la  buena  fé.  Los  buques  deberán  ir  provistos  de  dominen- 
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los  completos  y legítimos. 


y el  capitán  debe  conocer  exactamente  sus 


deberes. 

«Exi°e  la  ley  de  las  naciones  que  cuando  el  reclamante  haya  dado 
lur'ar  por  falta  suya  á sospechas,  sea  condenado  en  una  parte  pro- 
porcionada de  los  gastos  aun  cuando  se  pronuncie  la  absolución  de 
la  nave.  Esto  so  verifica  principalmente  cuando  los  papeles  no  están 

¡r„¡a  o han  sido  falsificados  ó echados  al  mar,  ó dan  lugar  á re- 
celos de  otra  clase,  ó cuando  en  la  indagación  preparatoria  se  con- 
tradigan las  deposiciones  del  capitán  y del  equipaje  ó no  puedan  afir- 
mar si  el  buque  y la  carga  pertenecen  á neutrales  ó enemigos.  En 
caso  de  que  la  captura  no  pudiera  justificarse,  el  que  la  realizó  debe 
pagar  los  gastos  y una  indemnización  por  daños  y perjuicios. 

« Si  de  los  referidos  documentos  y declaraciones  no  resulta  clara- 
mente el  carácter  neutral  de  la  presa,  se  permite  con  frecuencia  al 
reclamante  que  lo  compruebe  por  deposiciones  de  testigos  especiales 
(i affulavits );  y si  así  no  lo  consigue  tampoco  se  presumirá  que  ios  bie- 
nes apresados  eran  de  pertenencia  enemiga.  Si  los  papeles  y perso- 
nas encontradas  á bordo  no  bastan  para  dar  una  prueba  fehaciente 
el  captor  está  autorizado  á valerse  de  otros  recursos  á expensas  del 
recurrente,  que  es  el  causante  de  que  los  primeros  no  hayan  sido 
suficientes.  » * 


Ningunas'  medidas  judiciales,  dice  Story,  ofrecen  una 
norle-amcri-  desemejanza  mayor  que  las  adoptadas  en  los  tribunales 
ordinarios  y en  los  de  presas.  En  estos,  añade,  los  alega- 
tos, las  pruebas  y las  formas  de  actuar  se  basan  ciertamente  en  la 
ley  civil,  pero  con  los  cambios  y adiciones  exigidos  tanto  por  los 
beligerantes  como  por  los  neutrales. 

Según  la  legislación  á que  nos  referimos,  después  del  sumario  de 
la  causa  se  admiten  pruebas  ulteriores  no  solo  en  el  tribunal  inferior 
sino  en  el  de  apelación,  que  proceden  en  primer  término  délos  papeles 
del  buque  y declaración  de  los  tripulantes. 

En  cuanto  á la  forma  del  procedimiento  los  Estados-Unidos  siguen 
las  mismas  reglas  que  la  Gran-Bretaña. 

Uno  de  los  mas  imperiosos  deberes  que  la  ley  norte-americana  im- 
pone á los  captores  es  el  de  conducir  inmediatamente  la  presa  á su 
país  y someterla  al  tribunal  competente;  facultando  al  neutral  el 


Gessner,  Le  droit  des  ncutres  sur  mer,  pp.  403,  et  seq.;  Phillimore,  Oninl.law, 
v°h  hl.  pp.  551-559,  594-601;  Wildman,  Int.  lato,  vol.  II,  p.  388;  Hubner  De  la 
sie  des  Láiiments  neutres,  p.  8:2;  .Jouffroy,  Droit  maritime,  p.  298. 
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§ "97 


quebrantamiento  de  esta  obligación  para  reclamar  daños  y per- 
juicios. 

Et  reclamante  que  desee  alcanzar  la  restitución  de  la  propiedad 
capturada  debe  acompañar  su  acción  de  una  declaración  testifical  que 
funde  y establezca  los  hechos  relativos  á su  demanda.  Antes  de  pre- 
sentarla no  se  les  permite,  por  regla  general,  el  exáman  de  los  pa- 
peles, teniendo  en  consideración  los  graves  inconvenientes  que  de 
otro  modo  podrían  originarse.  Empero,  en  ciertas  ocasiones  se  otor- 
ga la  licencia  para  enterarse  de  algunos,  á lin  de  que  el  recurrente 
pueda  fijar  los  principales  puntos  de  su  petición. 

Los  tribunales  norte-americanos  no  pronuncian  como  los  ingleses 
su  fallo  por  providencia  interiocutoria , sino  hasta  la  decisión  final 
de  todas  las  cuestiones  pendientes.  Las  sentencias  absolutorias  pue- 
den ser  libres  ó ir  acompañadas  de  condena  del  pago  de  costas.  * 

§ 797.  La  sentencia  del  tribunal  de  presas  termina  nesponsabi- 
con  la  responsabilidad  del  captor,  pero  entonces  comien-  lldadu2¡.Es' 
za  la  del  Estado,  porque  si  es  concluyente  con  referencia  á sus  súb- 
ditos, no  tiene  igual  consideración  para  los  extranjeros,  cuyos  go- 
biernos respectivos  podrán  exigir,  si  lo  creen  conducente,  que  se  les 
resarza  de  los  perjuicios  que  les  hubieren  ocasionado,  pudiendo  ape- 
lar para  conseguirlo  á las  represalias  y aun  á la  ruptura  de  las  hosti- 
lidades. 

Este  principio  tiene  en  apoyo  suyo  la  autoridad  de  muchos  publi- 
cistas y los  precedentes  históricos,  entre  los  cuales  pueden  citarse  el 
de  Inglaterra  y Prusia  en  1753  y el  de  los  Estados-Unidos  y Dina- 
marca en  1830,  de  que  nos  hemos  ocupado  en  otro  lugar.  ** 


* Bello,  Derecho  inl.,  pte.  2,  cap.  5,  § 5;  Halleck,  Inl.  laiv,  el).  31,  20-25; 

Phillimore.  On  int.  lavo,  vol.  III,  §§  442-444,461-470,  493-407;  Wildman,  Inl.  laic, 
vol.  II,  p.  378;  Prize  act,  17  Vic.  C.  18,  § 17  ; Benedict,  Admiralty,  §§  558,  "»>9 ; 
Mariott,  Forms,  pp.  194,  196;  U.  S.  statutes  al  largo,  vol.  II,  PP-  792,  793. 

**  Wheaton,  Elém.  droit  inl.,  pte.  4,  ch.  2,  § 16  jGrotius,  Dioil  de  la  guene  el 
de  la  paix , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-loderé,  1¡' . 3,  ch.  2,  § 
Yattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotce  par  Pradici-l  odei  é,  Ib.  2, 
ch.  8,  § 350;  Bynkershoek,  Quwsl.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  24;  Halleck,  Inl.  lato, 
ch.  31,  §§  16, 17  ; Rutherforth,  Instílales , vol.  II,  b.  2,  ch.  9,  § 19^  AIurLen.s,  Prcas 
du  droil  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  \ergé,  § 257  ; Bello,  Deicelio 
inl.,  pte.  2,  cap.  5,  § 4;  Martens,  Essai  sur  les  armateurs,  ch.  1,  § 4;  Alai  leus, 
Nouvean  recueil,  vol . VIII,  p.  350;  Dalloz,  Répcrloire,  tit.  Plises  mar  i times,  sed.  0 ; 
Manning  Law,  of  nations,  p.  383;  Gong.  Doc.,  H.  R.  Ex.  doc .,  1831-18,2, 
n“  249,  pp.  24-30. 
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TRATADOS  DE  PAZ. 


CAPITULO  I 


SU  CUMPLIMIENTO  É INTERPRETACION. 


§ 798.  El  objeto  y fin  supremo  de  la  guerra  es  la  paz, 

Medios  de  , ... 

obtener  la  que  puede  obtenerse  por  medio  de  la  sumisión  incondi- 
cional de  uno  de  los  beligerantes,  por  terminar  de  fado 
las  hostilidades  y renovar  los  combatientes  sus  relaciones  pacíficas  ó 
en  virtud  de  la  celebración  de  tratados  de  paz. 

§ 799.  Puede  sentarse  como  regla  general  la  de  que 
quien  reside  la  autoridad  suprema  que  está  facultada  para  declarar  la 
di? hacer tra-  guerra  resume  el  poder  de  firmar  la  paz;  tal  sucede  en 
dt  paz‘  las  monarquías  absolutas  y aun  en  la  mayor  parte  de  las 


Precedentes 

históricos. 


representativas. 

La  historia  nos  presenta,  sin  embargo,  algunos  ejem- 
plos contrarios  á esta  doctrina.  Así  vemos  que  con  poste- 
rioridad á la  muerte  de  Carlos  XII  el  rey  de  Suecia  no  podia  hacer 
la  paz  sin  acuerdo  del  senado,  pudiendo  en  cambio  prescindir  del  con- 
sentimiento de  la  dieta  para  declarar  la  guerra. 

Obrando  en  conformidad  con  este  sistema,  los  Estados-Generales 
anularon  el  pacto  por  el  cual  Francisco  I de  Francia  cedió  al  empe- 
rador Carlos  Y la  provincia  de  Borgoña,  declarando  que  el  rey  no 

tenia  facultades  para  ejecutar  semejante  trasferencia. 
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SU  CUMPLIMIENTO  É INTERPRETACION 


§ 800 

Esta  parte  del  derecho  ha  sufrido  inumerables  alterna- 
tivas en  Francia.  De  las  constituciones  posteriores  á 1789,  ñervada  en* 
unas  han  concedido  la  facultad  de  que  estamos  ocupándo-  Francia- 
nos  al  jefe  del  poder  ejecutivo,  y otras  han  dado  al  legislativo  una 
participación  mas  ó menos  lata  en  ella. 

No  es  ménos  ambigua  la  ley  británica,  pues,  si  bien  la 
conceptua  como  una  de  las  prerogativas  de  la  Corona  son  térra, 
tantas  y de  una  índole  tal  las  limitaciones  que  la  impone  el  poder 
legislativo  que  puede  ciertamente  decirse  que  es  su  verdadero  y único 
depositario. 

Es  preciso  atenerse  á la  naturaleza  de  la  confederación 
para  decidir  á quien  compete  en  los  gobiernos  confedera-  b£¿ss 
os  la  celebración  de  los  tratados  referidos.  En  el  caso  de  fcdc'iados- 
que  la  unión  esté  formada  por  varios  Estados  que  conserven  su  sobe- 
ranía respectiva  es  evidente  que  residirá  en  el  consejo  federal. 

De  la  letra  del  pacto  fundamental  de  la  república  norte- 

. • r En  los  Es!a- 

amencana  resulta  que  el  presidente  disfruta  del  derecho  dos  - Unidos, 
exclusivo  de  firmar  tratados  de  paz , que  se  convierten  en  ley  supre- 
ma de  la  nación  así  que  son  aprobados  por  el  senado,  pero  teniendo 
en  cuenta  su  espíritu  puede  asegurarse  que  el  congreso  toma  indi- 
rectamente parte  en  el  ejercicio  de  esta  facultad,  puesto  que  se  halla 
autorizado  para  rehusar  los  medios  indispensables  para  la  prosecu- 
ción de  la  guerra.  * 

§ 800.  Del  influjo  benéfico  ejercido  en  las  costumbres  por  Caso  cn 
la  civilización  ha  resultado  que,  después  de  largos  y contra-  J}"rcf®£se£ 

dictorios  debates,  se  resuelva  negativamente  la  cuestión  facultad, 
de  si  el  soberano  facultado  para  hacer  la  paz  podrá  llevarla  á cabo, 
cuando  haya  caído  prisionero  de  guerra.  En  estos  casos  se  les  consi- 


* GnJtius,  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pra- 
dier-Fodéré,  liv.  3,  ch.  25,  § 3;  Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée 
par  Pradier-Foderé,  liv.  4,  ch.  1,  §§  6-8;  ch.  2,  § 10;  Wolíius,  Jus  genlium,  cap. 
8;  Bello,  Derecho  int .,  pte.  2,  cap.  9,  §6;  Albericus  Genlilis,  De  legationibus,  lib.3, 
cap.  1;  Pinheiro  Ferreira,  Notes  sur  Vattel , liv.  4,  ch.  2,  § 10,  p.  472;  Wlicalon, 
Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  4,  §§  1,  2;  Halleck,  Int.  law,  ch.  34,  §§  1-3,  Kent, 
Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p.  165;  HelTter,  Droit  int.,  §§  179,  181,  et  seq. ; Zouch, 
De  jure , etc.,  part.  2,  sec.  9;  Burlamaqui,  Droit  de  la  nal.  el  des  gens,  vol.  V, 
pte.  4,  ch.  14;  Ray noval,  Inst.  du  droit  nal.,  liv.  3,  ch.  21;  Phillimore,  On  int. 
law,  vol.  III,  §§  509  et  seq.;  Wildman,  Int.  law,  vol.  I,  p.  139;  Chitty,  Com.  laxo, 
vol.'  I,  p.  378;  Story,  On  the  constituí  ion,  b . 3,  ch.  37;  Blackstone,  Com.,  vol.  I, 
p.  257;  Merlin,  Réperloire,  tit.  Déclaration  de  guerre;  Berriat  Saint-Prix,  Thcoric 
du  droit  const.  francais,  pp.  490,  493;  Kamptz,  LUI.,  §§  221,  331  ; Robinson,  Adrni- 
rally  rcporls , vol.  I,  p.  196. 
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[cap. 


(I(Ta  Oomo  menores  de  edad  ó dementes;  porque,  como  acabamos  de 
indicar,  pasaron  ya,  por  ventura,  aquellos  tiempos  en  que  los  pueblos 
eran  dóciles  rebatios  de  los  monarcas  que  les  deparara  la  suerte. 

§ 801.  Que  el  poder  competente  para  ligar  una  nación 
¡OTTiSí:  p0?  medio  de  un  convenio  de  este  género  lo  es  también 
íi'íój.icdlld  para  enagenar  el  dominio  público  y la  propiedad  privada 
privada*  vai/,indosc  de  igual  recurso,  no  admite  la  menor  duda. 
E¡  derecho  de  concluir  la  paz,  dice  Vattel,  implica  también , en 
virtud  del  jus  eminens,  el  de  disponer  hasta  de  la  propiedad  privada. 

Aparece  en  pos  de  esta  cuestión  y como  inmediata  consecuencia 
(jira  de  no  menor  importancia  , cual  es  la  de  si  procederá  ó no  que 
se  indemnice  á los  dueños  de  las  propiedades  enagenadas  de  este 


modo. 

Como  pauta  para  resolverla  lo  mas  justa  y equitativamente  posible, 
Wheaton  observa  que  conviene  atenerse  al  carácter  de  dichas  trasfe- 
rencias,  esto  es,  á si  fueron  ocasionadas  por  una  conquista  ó por  la 
desmembración  violenta  del  territorio,  en  cuyo  caso  no  procederá  re- 
sarcimiento alguno.  Esta  teoría  se  halla  corroborada  con  un  ejemplo 
por  su  autor. 

Los  habitantes  del  territorio  que  compone  actualmente  el 
ileí  Estado  - Estado  de  Vermont  se  separaron  de  Nueva-York  y pro- 

de  Yennont.  , • , , . . , , 

clamaron  su  independencia.  Algunos  ciudadanos,  cuya 
propiedad  fue  sacrificada  por  la  mencionada  segregación,  reclamaron 
del  último  que  les  indemnizaba , pero  sus  exigencias  fueron  rechaza- 
das, en  atención  á que  el  hecho  que  las  originaba  se  había  consu- 
mado por  la  fuerza.  * 


En  caso  de 
alianzas . 


§ 802.  Guando  medien  entre  uno  de  los  beligerantes  y 
algunas  otras  naciones  alianzas,  claro  es  que  las  últimas 


* A atLel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradicr-Foderé,  liv.  1, 
cli.  20,  § 244;  cli.  21,  § 262;  liv.  4,  ch.  2,  §§  11,  12;  Pinheiro Ferreira,  Notes  sur 
Vattel,  liv.  1,  ch.  20.  § 244,  p.  236;  iiv.  4,  ch.  2,  § 11,  p.  475;  § 12,  p.  476; 
G rodos,  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier- 
Toderé,  liv.  3,  ch.  20,  § 7;  Wheaton,  Elém.  droit  int .,  pte.  4,  ch.  4,  §2;  Bello, 
Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  9,  § 6;  Halleck,  Int.  laiu,  ch.  34,  §§  5,  6;  Kent,  Com. 
o»  am.  lato,  vol.  1,  pp.  166,  167,  178,  179;  Rutherforth,  Institutos,  vol.  II, 
ch.  9,  § 6;  Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  § 124;  Helfter,  Droit  int.,  §§  64,  69, 
Real  Science  du  gouver  nenien  t,  vol.  V,  ch.  3,  sect.  5;  Desjardins,  De  l’alié- 
mt,.on  et  de  la  prescription  des  biens  de  l’Elat,  1862,  pp.  533,  et  seq.;  Berrjer, 
ont.  sin  la  charle,  pp.  103  et  seq.;  Berriat  Saint-Prix,  Théorie  du  droit  consl. 
/ronfais,  pp.  482,  et  seq.;  Caudry,  frailé  du  dómame,  1862,  vol.  II,  pp.  92  et  seq.; 
uour,  frailé  géneral  de  droit  administrad  f appliquc,  vol . I,p.  3,  n0<  2,  3;  vol.V, 
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SU  CUMPLIMIENTO  É INTERPRETACION 


§ 804 


deberán  ser  comprendidas  en  el  tratado  de  paz  que  celebre  aquel 
como  sucedió  en  Nirnega,  en  Ryswick,  en  Utrecht,  en  Viena  el  año 
de  1814  y en  Paris  el  de  1856. 

Vattel  dice  que  si  uno  de  los  aliados  insistiera  en  continuar  la 
guerra  á pesar  de  estar  cumplido  el  fin  último  de  la  alianza,  los  de- 
más tendrían  el  derecho  de  tratar  por  sí  mismos. 

Pero  es  muy  difícil  señalar  las  circunstancias  en  que  esto  podrá  ve- 
rificarse, debiendo  ante  todo  atenerse  al  espíritu  y á la  letra  de  las 
estipulaciones  convenidas.  * 

§ 803.  El  autor  que  acabamos  de  citar  no  es  de  parecer 

. , , , 1 Carácter  ce- 

de que  esta  clase  de  pactos  sean  otra  cosa  que  contratos  ó neral  <le 

. iii  • ...  estos  traia- 

COinpromiSOS,  calculando  que  si  se  insistiera  en  alcanzar  dos. 
una  seguridad  completa  no  se  celebraría  nunca  ninguno.  El  único 
medio,  pues,  de  llegar  á un  arreglo  consiste  en  transigir  mutuamente, 
siendo  esta  la  razón  porque  los  contratantes  se  obligan  siempre 
en  ellos  á conservar  una  paz  perpetua,  sin  que  con  eso  quiera  de- 
cirse que  no  se  renovará  la  guerra,  puesto  que  se  refieren  únicamente 
á la  lucha  á que  ponen  término  y se  significa  solo  que  esta  no  vol- 
verá á reproducirse.  ** 

§ 804.  Acostúmbrase  á incluir  en  estas  estipulaciones 
una  cláusula  por  la  cual  se  concede  una  amnistía  para  los 
delitos  de  traición  cometidos  por  los  súbditos  de  los  Estados  belige- 
rantes. Por  regla  general,  dan  fin  á toda  clase  de  reclamaciones  en- 
tre los  mismos,  con  excepción  de  las  que  se  funden  en  transacciones 
efectuadas  durante  la  guerra,  como,  por  ejemplo,  en  los  casos  de 
rescate,  contratos  celebrados  por  prisioneros  para  su  subsisten- 
cia, etc.,  etc. 

Tampoco  dan  por  terminadas  las  que  sean  ajenas  al  estado  de 
guerra.  Así  es  que  las  deudas  contraidas  con  antelación  á la  ruptura 
de  las  hostilidades  y las  ofensas  inferidas  en  igual  época  subsistirán 
siempre.  m* 


* Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guilluiimin,  annotée  par  Pradier-Iodero,  1¡\.  2, 
chs.  12,  15;  liv.  3.  ch.  6;  liv.  4,  ch.  2,  §§  15, 16 ; Puffendorf,  De  jure  nal.  el  geni., 
lib.  8,  cap.  9,  § 5;  Halleck,  Jnt.  law , ch.  34,  § 7;  Kent,  Com.  on  am.  law,  y ol.  I, 

p.  169;  Wildman,  Inl.  law,  vol.  I,  p.  168. 

**  Grotius,  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paiv,  édition  Guillaumin,  annotée  par  I'ra- 
dier-Foderé,  liv.  3,  ch.  20,  § 19 ; Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Pradier-Foderé,  liv.  14,  ch.  2,  § 19;  Whcalon,  lilérn.  droit  ¡al.,  pie.  4,  ch.4, 
i 3 . Haiieck  Inl.  lato,  ch.  34,  § 8;  Phillimore,  On  ¡ni.  law,  vol.  III,  § 509;  Kent, 
Com  onam.  law,  \ol  I,  P-  168;  Heflter,  Droit  int.,  § 181. 

***  Grolius  Droit  de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  20,  §§  16,  18,  19;  Vattel,  Droit  des  geas,  édition  Guil- 
T.  n - 30  ÍG:> 
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CAP.  j 


§ 808 

S 803.  La  paz  no  altera  la  situación  en  que  las  cosas  se 

El  ufi  possi-  oí 

detis.  encuentran,  á menos  cío  cjuc  se  convenga  en  lo  contravio. 
Por  tanto,  si  no  se  hiciese  mención  alguna  clel  país,  ó de  las  plazas 
ocupadas,  si  las  hubiere,  permanecerán  en  poder  del  poseedor,  en 
virtud  del  uli  possulctis. 

§ 806.  Los  tratados  de  paz  concluidos  por  autoridades 
Ejácñjcr"a°  competentes  son  obligatorios  para  la  nación  entera  v 

olíiifjülljl  i‘l  Allí*  ^ U i 

dós' de  pat  por  tant0’  pava  lodos  los  gocemos  que  se  sucedan  en  el 
poder. 

8i  so  estipula,  dice  Iíent,  el  pago  de  una  cantidad  en  metálico,  y 
para  verificarle  fuese  menester  una  disposición  legislativa,  el  rehu- 
sarla equivaldría  á faltar  á la  fé  pública. 

pecha  en  que  § 807.  Los  deberes  que  imponen  han  de  cumplirse  desde 

comienza.  el  momento  en  que  tiene  lugar  su  conclusión.  Se  ha  puesto 
en  duda  si  se  consideraran  terminados  asi  que  se  firman  ó si  para 
merecer  tal  concepto  se  necesitaría  aguardar  á su  ratificación,  incli- 
nándose en  favor  de  esto  último  la  opinión  general. 

Responsabi-  § 808.  se  crea>  emPero,  que  su  celebración  es  bas- 

lidaduai.divi~  tailte  para  exigir  a los  individuos  responsabilidad  crimi- 
nal por  los  actos  hostiles  que  puedan  cometer  sin  co- 
nocimiento de  su  existencia,  probando  en  toda  forma  la  ignorancia, 
y,  por  consiguiente,  la  buena  fé  que  presidió  en  los  hechos  consu- 
mados. 

comproban-  Esta  jurisprudencia  seguida  en  el  caso  del  Men- 

,e  histórico.  f0r,  buque  norte-americano  capturado  y destruido  fuera 


laumin,  annolée  par  Pradier-Foderé , liv.  4,  ch.  2,  §§  19-21;  Wheaton,  Elém . 
droil  int.,  pte.  4,  ch.  4,  § 3;  Pinheiro  Ferreira,  Notes  sur  Valtel,  liv.  4,  ch.  2, 
§ 20,  p.  481;  Halleck,  Int.  lato,  ch.  34,  §§9-11;  Martens,  Précis  du  droil  des  gens , 

di t ion  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  Yergé,  § 333;  Klüber,  Droil  des  gens  mod. 
§ 324;  Bello,  Derecho  int.,  pto.  2,  cap.  9,  § 6;  Riquelme,  Derecho  púb.  int., 
lib.  1,  tit.  1,  cap.  13;  Pando,  Derecho  int.,  p.  582;  HeíTter,  Droil  int.,  §§  180, 
181;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  pp.  168,  109;  Wildman,  Int.  law,  vol.  I, 
pp.  142,  143;  Steck,  Observ.  subsecivee  de  amnistid,  n.  13;  Moser,  Versuch , t.  C-, 
p.  2,  ch.  2,  § 522;  Westphal,  Abhandlung  von  der  ammistic,  Halle,  1748,  n.  2. 

* Grotius,  Droil  de  la  guerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par 
Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  6,  §§  4,  5;  Vattel,  Droil  des  gens , édition  Guillaumin, 
annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  13,  §§  197,  198;  Wheaton,  Elém.  droit  int-, 
pte.  4,  ch.  4,  § 4;  Martens,  Précis  du  droil  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotee 
pac  Ch.  Yergé,  § 282;  Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  §§  254-259;  Halleck,  Int.  laxo, 
ch-  34,  § 12;  Kent,  Com.  on  am.  law , vol.  I,  p.  169;  Bello,  Derecho  int.,  P ®- 
cap.  9,  § 6;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tit.  I,  cap.  13;  Mably, 

VEurope,  vol.  I,  ch.  2,  p.  144;  Heífter,  Droit  int.,  § 181. 
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CAP.  l]  SU  CUMPLIMIENTO  É INTERPRETACION 


§ 8i0 


Represa  he- 
día s¡n  cono- 
cimiento del 
tratado  de 
paz. 


Jurispruden- 


de  la  bahía  del  Delaware  por  algunas  naves  inglesa^  con  posteriori- 
dad á la  cesación  de  las  hostilidades  en  1783.  * ** 

§ 809.  Ha  ocurrido  la  duda  de  si  una  represa  hecha  en 
estas  condiciones  seria  ó no  válida,  y los  anales  jurídicos 
de  Inglaterra  nos  ofrecen  un  ejemplo  práctico  en  que 
esta  cuestión  se  ha  resuelto  en  sentido  negativo. 

Un  barco  inglés  apresado  por  un  corsario  de  los  Estados- 
Unidos  durante  Ja  guerra,  fue  represado  por  una  nave  Cia  inslcsa* 
británica  con  posterioridad  á la  paz  de  1814  y con  ignorancia  de 
ella.  Con  este  motivo  el  tribunal  de  la  Gran-Bretaña  decidió,  que  li 
posesión  del  primero  era  un  acto  legal,  pero  no  así  la  de  la  segunda, 
por  que  no  era  posible  realizar  actos  hostiles  una  vez  finalizada  la 
lucha.  *'* 

§ 810.  Por  regla  general  Jas  cosas  deben  restablecerse 
en  la  misma  situación  en  que  se  encontraban,  cuando 
cayeron  en  poder  del  enemigo. 

« La  cláusula,  dice  Bello,  que  repone  las  cosas  en  el 
estado  anterior  á la  guerra,  in  statu  quo  ante  bellum,  se  entiende 
solamente  de  las  propiedades  territoriales  y se  limita  á las  muta- 
ciones que  la  guerra  ha  producido  en  la  posesión  natural  de  ellas ; 
y la  base  de  la  posesión  actual,  uti  possidelis,  se  refiere  á la  época 
señalada  en  el  tratado  de  paz,  ó á falta  de  esta  especificación,  á la 
fecha  misma  del  tratado.  » 

Los  publicistas  han  admitido  las  observaciones  de  Vattel  acerca  de 


Hoslableci- 
m ¡enlode  las 
cosas  en  su 
estado  pri- 
mitivo. 


* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Prarlier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  12,  §§  156,  157;  liv.  3,  §§  24,  25;  liv.  4„  ch.  2,  § 14;  Pinheiro  Fcrroira, 
Notes  sur  Vattel , liv.  4,  ch.  2,  § 14,  p.  479;  Wheaton,  Elém.  droil  int.,  ptc.  4, 
ch.  4,  § 5;  Halleck,  Int.  law,  ch.  34,  §§  13-17;  Kcnt,  Coni.  on  am • law,  vol.  I, 
pp.  165,  166,  170-173;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  §§  517-52!;  Rollo, 
Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  9,  § 6;  Heífler,  Droil  int.,  §§  183,  184;  (¡roláis,  Droit 
de  la  guerre  el  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annolée  par  Pradier-Ioderé,  liv.  3, 
chs.  20,  21;  Rayneval,  Inst.  du  droit  nal.,  vol.  II,  p.  113;  Hautefeuillc,  D/oilsdcs 
nations  neutros,  lit.13;  Valin,  Traite  des  prises,  ch.4,  §§  4,  5;  Abren,  Sobre  presas, 
pie.  2,  cap.  11;  Pando,  Derecho  int.,  p.  583;  Riquclme,  Derecho  púb.  óU.,lib.  1, 
lit.  1,  cap.  13;  Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des  prises,  tit.  3,  ch.  3;  Erncrigon, 
Traité  des  assurances,  ch.  12,  §§  19,  22;  De  Cussy,  Droil  marilime,  liv.  1, 
tit.  3,  § 37;  Merlin,  Répertoire,  tit.  Prises  marítimos,  § 5;  Wildman,  Int.  law, 
vol.  I,  pp.  145-159;  Martcns,  Weber  Caper,  vol.  II,  p.  38;  .Jacobson,  Seerechl, 
p.  565;  Robinson,  Admiralty  reporls,  vol.  V,  p.  189. 

**  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  4,  § 5;  Valin,  Traité  des  prises,  ch.  4, 
§§  4,  5;  Emérigon,  Traité  des  assurances,  ch.  12,  § 19;  Merlin,  Répertoire,  tit. 
Prises  maritimes,  §5;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  1,  p.  172;  Halleck,  Int.  law, 
ch.  34,  § 18;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  §522;  Robinson,  Admiralty  reporls, 
vol.  VI,  p.  138. 
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DE  LOS  TRATADOS  DE  PAZ 


CAP.  i 


§ 812 


cslc  punto,  el  cual  opina  que  á la  restitución  de  una  cosa  debe- 
acompañar  la  de  todos  los  derechos  que  le  son  inherentes ; pevo 
semejante  refila  no  puede  extenderse  á los  cambios  que  fueren 
una  consecuencia  natural  é indeclinable  de  las  operaciones  bélicas.  * * * * 
§811.  Cuando  en  la  celebración  de  estos  pactos  ha 
ha “ejercido  mediado  intimidación  ó fuerza,  no  será  esta  una  razón 
bastante  para  declarar  su  invalidación,  si  bien  puede 
haber  circunstancias  excepcionales  en  que  este  principio  no  seria 
atendible,  como  sucedería  en  el  caso  de  sumisión  forzosa  á estipula- 
ciones de  condiciones  ofensivas  é indignas.  ** * * §§ 


infracciones.  § 812.  La  falta  á cualquiera  de  sus  prescripciones  es 
una  infracción  que  puede  originar  su  nulidad. 

En  1798  el  congreso  de  los  Estados-Unidos  decretó  la  derogación 
de  los  tratados  celebrados  con  Francia,  apoyándose  en  que  esta  les 
había  quebrantado  con  frecuencia,  negándose  á satisfacer  ciertas 
reclamaciones. 

La  petición  inmotivada  de  plazos  para  cumplir  lo  estipulado,  me- 
rece también  el  concepto  referido. 

« La  infracción  del  tratado  de  paz,  dice  Bello,  impone  á las  poten- 
cias garantes  la  necesidad  de  sostenerlo,  reproduce  el  casus  feederis 
para  los  aliados,  y da  á la  ofensa  un  carácter  de  perfidia  que  la 
agrava.  *** 


* Valtcl,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  4, 

ch.  3,  §§  29-31;  Pinheiro  Ferreira,  Note s sur  Vatlel,  liv.  4,  ch.  3,  § 29,  p.  483; 
Grotius,  Droit  de  la  paix  el  de  la  guerre,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fo- 

déré,  liv.  2,  ch.  20,  § 22;  Wheaton,  Elém.  droit  int .,  pte.  4,  ch.  4,  §§  4,  6; 

Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  9,  § 6;  Halleck,  Int.  laio,  ch.  34,  §§  19,  20;  Hef- 
fter,  Droit  int.,  §§  176,  et  seq.;  Pando,  Derecho  int.,  p.  585;  Schweikart,  Ilessische 
Slaatscapilalien , pp.  72,  et  seq. 

**  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  4, 

ch.  4,  § 37;  Pinheiro  Ferreira,  Notes  sur  Vattel,  liv.  4,  ch.  4,  §§  37-44,  p.  484; 
Dana,  Elem.  int.  law,  by  Wheaton,  eighth  édition,  note  258,  p.  722;  Halleck,  Int. 

lato,  ch.  31,  § 21;  Puffendorf,  De  jure  nat.  et  gent.,  lib.  8,  cap.  8,  § 1 ; Burla- 
maqui,  Droit  de  la  nat.  et  des  gens,  vol.  V,  pte.  4,  ch.  14;  Heffter,  Droit  int., 

§§  85-98,  99;  Flassan,  Hist.  de  la  dip.  franpaise,  vol.  I,  p.  323;Ward,  Hist.,v ol. 
II,  p.  361;  Wildman,  Int.  law,  vol.  I,  p.  140. 

***  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  4,  § 7;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et 
de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  15,  § 15; 
liv.  3,  ch.  19,  § 14;  ch.  20,  §§  27,  28;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin, 
annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  4,  ch.  4,  §§  38,  45-48,  50  , 51,  54;  Pinheiro 

Ferreira,  Notes  sur  Vattel,  liv.  4,  ch.  4,  §§  45-48,  p.  486;  Wolfius,  Jus  gentiuni, 

§§  1022,  1023;  Halleck,  Int.  law,  ch.  34,  §§  23-25;  Bello,  Derecho  int.,  pte-  2,. 

cap.  9,  § 6;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  pp.  175,  176;  Burlamaqui,  Drot  e 

la  nalure  et  des  gens,  vol.  V,  pte.  ¿ , ch.  14;  Hetrter,  Droit  int.,  § 184;  Rayneva!, 
468 


1 


CAP.  i]  SU  CUMPLIMIENTO  É INTERPRETACION  § 815 

§ 813.  Según  Yattel,  como  las  naciones,  sin  excepción 

, ...  r Penas  con 

alguna,  tienen  interés  en  el  cumplimiento  de  los  tratados,  que  se  cas- 
pueden  todas  coaligarse  para  castigar  á la  que  se  permita 
infringirlos,  debiendo  conceptuarse  como  enemigo  de  la  humanidad 
al  soberano  que  se  hiciere  culpable  de  tal  violación. 

Para  precaverlas  se  estableció,  entre  otras  solemnidades,  la  de 
prestar  juramento,  que  no  se  practica  ya,  siendo  el  último  ejemplo 
de  esta  clase  que  la  historia  registra,  la  alianza  de  1777  entre 
Francia  y Suiza.  * 

o oí  / n i , Condiciones 

§ 814.  Para  que  los  pactos  de  que  nos  ocupamos  sean  necesarias 

..  . 1 para  la  vali- 

validos  es  preciso  que  concurran  en  ellos  estas  tres  condi-  ílCí  de  ios 

. tratados  de 

ciones  : paz. 

Ia.  Que  las  partes  contratantes  esten  debidamente  autorizadas  para 
hacerlos. 

2a.  Que  consientan  en  él. 

3a.  Que  este  consentimiento  sea  espontáneo. 

A estos  requisitos  pueden  añadirse  otros  dos,  á saber:  que  la  con- 
formidad sea  mutua  y la  ejecución  de  lo  estipulado  factible.  ** 

§ 815.  Desgraciadamente  lá  experiencia  nos  enseña  que  sc^undades 
no  todos  los  Estados  han  considerado  sus  compromisos  y ffarantias' 
como  sagrados  y respetables,  dando  lugar  con  esto  ó que  se  busquen 
garantías  y seguridades  contra  la  perfidia  y la  mala  fé.  Una  de  las 
mas  usuales  es  que  un  soberano  poderoso  se  obligue  á hacer  cumplir 
y respetar  las  condiciones  impuestas. 

En  algunas  ocasiones  se  acostumbra  á depositar  una  propiedad, 
que  cuando  la  constituyen  bienes  raíces  se  denomina  prenda,  y sirve 
para  responder  de  la  exacta  ejecución  de  lo  pactado.  * v' 


Inst.  du  droit  naí . , liv.  4,  chs.  23-26;  Real,  Science  du  gouvernement , vol.  4, 
ch.  3,  sect.  5;  Moser,  Vermecht  abhandl,  n°  1;  Wenck,  Codex  juris  genliurn, 
vol.  III,  p.  103;  Robinson,  Admirally  reports,  vol.  VI,  p.  143. 

* Yattel,  Droit  des  gens,  éditioii  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-b oderé,  liv.  2, 
ch.  15,  §§  221,  222,  225,  229;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  4,  § 8; 
Wheaton,  Hist.  des  progrés  du  droit  des  gens,  vol.  II,  p.  235;  Halleck,  Int.  taw, 
ch.  36,  §§  1,  2;  Kent,  C’om.  on  am.  lato,  vol.  I,  p.  181;  Phillimore,  On  int.  taw . 
vol.  II,  § 54;  Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  § 155;  Riquelme,  Derecho  púb.  int., 
lib.  1,  tit.  1,  cap.  15;  HeíTter,  Droit  int.,  §§  96,  104;  Wenck,  Jus  genlium , 
pp.  305,  306;  Zeller,  Année  historiquc,  vol.  I,  p.  478;  vol.  II,  p.  470. 

**  Yattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  12,  §§  157  et  seq.;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  §§  48-52;  Klüber,  Droit 
des  gens  mod-,  §§  142,  143;  Halleck,  Int.  taw,  ch.  36,  § 3;  Phillimore,  On  int. 
law,  vol.  II,  § 45;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tit.  1,  cap.  15;  Heílter, 
Droit  int.,  § 85;  Real,  Science  du  gouvernemenl,  vol.  V,  ch.  3,  sect.  7. 

*'*  Yattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2 
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S 817  DE  LOS  TRATADOS  DE  PAZ  |CAP.  I 

Duración  de  § 816.  Aunque  se  ha  discutido  mucho  acerca  del  tiempo 

la  garantía.  0 c|tí]3en  dux'ar  esta  especie  de  fianzas,  es  indudable  que 

la  sana  razón  dicta  como  expiración  de  su  plazo , aquel  en  que  se 
cumple  el  objeto  para  que  fueron  instituidas. 

Conviene,  sin  embargo,  que  el  Estado  que  preste  la  garantía  ó 
empeñe  la  prenda  se  precava  contra  el  deseo  que  pudiera  tener  la 
parte  contraria  de  conservarla  en  su  poder  el  mayor  espacio  de 
tiempo  posible.  * 

Terminación  § 8l7*  * De  dos  modos’  dice  Bello,  puede  romperse  el 
dc  d'ost,ata'  tratado  de  Paz  : ó Por  una  conducta  contraria  á la  esen- 
cia de  todo  tratado  de  paz,  como  lo  seria  cometer  hostili- 
dades sin  motivo  plausible  después  del  plazo  prefijado  para  su  termi- 
nación ó alegando  para  cometerlas  la  misma  causa  que  había  dado 
Ocasión  á la  guerra,  ó algunos  de  los  acontecimientos  de  ella  ; ó por 
la  infracción  de  alguna  de  las  cláusulas  del  tratado,  cada  una  de  las 
cuales  según  el  principio  de  Grocio  debe  mirarse  como  una  condición 
de  las  otras.  » 

Los  tratados  de  1783  y 1794  celebrados  entre  los  Estados-Unidos  y 
la  Gran  Bretaña  tenían  un  carácter  permanente,  razón  por  la  cual 
decidieron  los  tribunales  que  la  guerra  de  1812  no  hizo  mas  que  sus- 
penderlos, pero  no  derogarlos. 

Las  estipulaciones  relativas  á las  presas,  bloqueos,  prisioneros  de 
guerra  y contrabando  del  mismo  carácter  no  se  anulan  mas  que  en 
virtud  de  nuevas  convenciones. 

Pero  las  obligaciones  de  los  tratados,  aun  de  los  perpetuos,  expi- 
ran siempre  que  una  de  las  partes  contratantes  deja  de  ser  inde- 


ch.  16,  §§  235,  241;  Kliiber,  Droit  des  gens  mod.,  §§  155-159;  Martens,  Précis  du 
droit  des  gens , § 63;  Halleck,  Int.  law , ch.  36,  § 5;  Phillimore,  On  inl.  law, 
vol.  II,  §§  55  et  seq.;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tit.  1,  cap.  15; 
Heineccius,  Elem.juris , p . 209 ; HeíTter,  Droit  int.,  §§  96,97;  Real,  Science  dugouver- 
nemenf,  vol.  V,  ch.  3,  sect.  8;  Oinpteda,  Lit,  vol.  II,  p.  594;  Gunther,  Europ.  vol 
kerrecht,  t.  II,  p.  154;  Kamptz,  Neuer  lit.,  §§  249,  328;  Moser,  Versuch,  vol.  VIII, 
p.  855;  Fagel,  Diss.  de  garantía,  pp.  29,  et  seq. 

* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  16,  §§  243,  244;  Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  § 156;  Halleck,  Int.  law,  ch. 
36,  § 6;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  lit.  1,  cap.  15;  Heffter,  Droit  int., 
§§  96,  97;  Gardeu,  De  diplomatie,  liv.  4,  sect.  1,  § 1;  Real,  Science  du  gouvemc- 
menl,  vol.  V,  ch.  3,  sect.  8;  Gunther,  Europ.  volkerrecht,  b.  2,  p.  154;  Fajel, 

Di*s-,  cap.  3,  pp.  16,  et  seq.;  Schmaus.  C.  J.  G.,  vol.  II,  § 1140,  art.  5;  § 1150, 
art.  3. 


470 


CAP,  i]  SU  CUMPLIMIENTO  É INTERPRETACION  § 818 

endiente  ó sufre  una  modificación  con  la  que  aquellos  son  incom- 
patibles. * * * § 

§ 818.  Teniendo  en  cuenta  la  ambigüedad  de  algunos  mtorpreta- 
idiómas,  la  necesidad  de  apreciar  las  expresiones  en  su  tratados  en 
justo  valor,  la  volubilidad  que  preside  en  todo  lo  humano 
y la  facilidad  con  que  un  contratante  de  mala  fé  puede  eludir  el 
cumplimiento  de  lo  pactado,  ha  sido  preciso  formular  ciertas  reglas 
para  la  interpretación  de  los  tratados. 

Grotius,  Vattel,  Hautefeuille  y Paley  se  han  ocupado  extensamente 
de  este  asunto,  pero  el  que  le  ha  tratado  con  con  mayor  atención  y 
claridad  es  el  publicista  sud-americano,  á quien  tan  repetidas  veces 
liemos  citado. 

« Las  máximas  generales,  dice  Bello,  en  materia  de  interpretación 
son  estas  : primera,  que  no  se  debe  interpretar  lo  que  no  tiene  nece- 
sidad de  interpretación;  segunda,  que  si  el  que  pudo  y debió  expli- 
carle clara  y plenamente,  no  lo  ha  hecho,  es  suya  la  culpa  y no 
puede  permitírsele  que  introduzca  después  las  restricciones  que  no 
expresó  en  tiempo;  obscura  pactio  lis  nocere  debet  in  quorum  fíat 
polestale  legem  apertius  cónscribere ; tercera,  que  ni  el  uno  ni  el  otro 
de  los  interesados  tiene  la  facultad  de  interpretar  el  tratado  á su 
arbitrio ; cuarta,  que  en  toda  ocasión  en  que  cualquiera  de  los  contra- 
tantes ha  podido  y debido  manifestar  su  intención,  todo  lo  que  ha  de- 
clarado suficientemente  se  mira  como  verdadero  contra  él ; quinta,  que 
cuando  los  tratados  se  hacen  proponiendo  una  de  las  partes  y acep- 
tando la  otra,  debe  estarse  principalmente  á las  palabras  del  pro- 
ra isor » 

Basando  luego  á exponer  las  reglas  particulares,  se  expresa  en 
estos  términos,  al  enumerar  las  mas  importantes  : 

« Primera.  — En  todo  pasage  oscuro  el  objeto  que  debemos  pro- 
ponernos es  averiguar  el  pensamiento  de  la  persona  que  lo  dictó; 

* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotéc  par  Pradier-todere,  liv.  2, 

ch.  12,  §§  176,  183-197;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  3,  ch.  2,  §§  9,  10; 

Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Ch.  \ergé, 

§ 58;  Pinheiro  Ferreira,  Notes  sur  Martens , § 58;  Ilalleck,  Int.  law,  ch.  36, 

§§  7,  8;  Kent,  Com.  on  am.  lazo,  vol.  I,  p.  175,  177;  Ortolan,  Di p.  de  la  rncr, 
vol.  I,  P-  101  ; Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib . 1,  tit.  1,  cap.  15;  Heíítcr,  Droit 
ini't  §§  98,  99;  Garden,  De  diplomatie,  liv.  4,  sect.  1,  § 1;  Wiidman,  Int.  law , 
vol.  I,  p.  176;  Webster,  Works  o[,  vol.  IV,  p.  162;  Benton,  Thirty  years , vol.  I, 
p.  487  ; Schmalz,  Le  droit  des  gens  européen,  liv.  2,  ch.  8;  American  slale  papers, 
1834,  vol.  IV,  pp.  352,  356;  Wheaton,  Reporls , vol.  VIII,  p.  464. 
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de  que  resulta  que  debemos  tomar  las  expresiones  unas  veces  en  su 
sentido  general  y otras  en  el  particular  según  los  casos. 

« Segunda.  — No  debemos  apartarnos  del  uso  común  de  la  lengua, 
si  no  tenemos  fortisimas  razones  para  hacerlo  así.  Si  se  expresa  que 
Jas  palabras  se  han  de  tomar  precisamente  en  su  mas  propia  y natu- 
ral significación,  habrá  doble  motivo  para  no  separarnos  del  uso  co- 
mún; entendiendo  por  tal  el  del  tiempo  y país  en  que  se  dictó  la  ley 
ó tratado,  y comprobándolo,  no  con  vanas  etimologías,  sino  con 
ejemplos  y autoridades  contemporáneas. 

« Tercera.  — Guando  se  ve  claramente  cual  es  el  sentido  que  con- 
viene á la  intención  del  legislador  ó de  los  contratantes,  no  es  lícito 
dar  á sus  expresiones  otro  distinto. 

« Cuarta.  — Los  términos  técnicos  deben  tomarse  en  el  sentido  pro- 
pio que  les  dan  los  profesores  de  la  ciencia  ó arte  respectiva;  ménos 
cuando  consta  que  el  autor  no  estaba  suficientemente  versado  en 
ella. 

« Quinta.  — Si  los  términos  se  refieren  á cosas  que  admiten  dife- 
rentes formas  ó grados,  deberemos  entenderlos  en  la  acepción  que 
mejor  cuadre  al  razonamiento  en  que  se  introducen  y á la  matéria 
de  que  se  trata. 

« Sexta.  — Si  alguna  expresión  .susceptible  de  significados  diversos 
ocurre  mas  de  una  vez  en  un  mismo  escrito,  no  es  necesario  que  le 
demos  en  todas  partes  un  sentido  invariable,  sino  el  que  corresponda 
según  el  asunto  pro  substraía  materia , como  dicen  los  maestros  del 
árte. 

« Sétima.  — Es  preciso  desechar  toda  interpretación  que  hubiese  de 
conducir  á un  absurdo. 

« Octava. — Debemos  por  consiguiente  desechar  toda  interpretación 
de  que  resultase  que  la  ley  ó la  convención  seria  del  toda  ilusoria. 

« Novena.  — Las  expresiones  equivocas  ú oscuras  deben  interpre- 
tarse por  medio  de  los  términos  claros  y precisos  que  su  autor  ha 
empleado  en  otras  parte  del  mismo  escrito  ó en  otra  ocasión  seme- 
jante. De  que  se  sigue  : 

« Décima.  — Que  es  necesario  considerar  todo  el  discurso  ó razo- 
namiento para  penetrar  el  sentido  de  cada  expresión,  y darle,  no 
tanto  el  significado  que  en  general  le  pudiera  convenir,  cuanto  el 
que  le  corresponda  por  el  contesto : lncivile  est,  nisi  tota  lege  per- 
specta,  una  aliqua  partícula  ejus  proposita , judicare  et  respondere. 

« Undécima.  — Debe  ser  tal  la  interpretación  que  entre  todas  las 
cláusulas  del  razonamiento  haya  la  mayor  consonancia ; salvo  que  apa- 
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rezca  que  en  las  últimas  se  ha  querido  modificar  las  primeras.  Otro 
tanto  se  aplica  á los  diferentes  tratados  que  se  refieren  á un  mismo 
asunto.  » 

Pero  sean  cualesquiera  las  reglas  que  se  admitan  para  la  inter- 
pretación de  los  tratados  debe  procurarse  que  obedezcan  á principios 
bien  definidos  y concretos.  * 


* Wfaeaton,  Elém . droit  int .,  pte.  3,  ch.  2,  § 17;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  el 
de  la  paix , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2,  ch.  1G,  § 29; 
Yattel,  Droit  des  gens,  édilion  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  2, 
ch.  17,  §§  262,  263-298  , 311-322;  Pinheiro  Ferreira,  Notes  sur  Vattel,  liv.  2, 
ch.  17,  § 264,  p.  561;  § 314,  p.  565;  Puffendorf,  De  nat.  jur.  geni.,  lib.  5, 
cap.  12,  §§  7,  13,  23;  Wolfius,  Jus  gentium,  pte.  7,  note  822;  Halleck,  Int.  law, 
ch.  36,  §§  10-18;  Kent,  Corrí,  on  am.  law,  vol.  I,  p.  174;  Rutherl'orth,  Instiutes , 
b.  2,  ch.  7;  Phillimore,  On  int.  law , vol  II,  §§  64,  et  seq.,  96  et  seq.;  Story, 
Com.  on  the  conslilulion,  vol.  I,  ch.  5;  Smith,  Onstat.  and  const.  construction,  ch. 
12;  Klüber, Droit  des  gens  mod.,  §§  163,  328  ; Heffter,  Droit  i«í.,§  95;  Bello,  Dere- 
cho int.,  pte.  2,  cap.  5,  §§  3,  5;  Riquelme,  Derecho  púb.  int.,  lib.  1,  tit.  1, 
cap.  15;  Pando,  Derecho  int.,  pp.  230  et  seq.;  Paley,  Moral  and  pol.  philosophy, 
b.  3,  pt.  1,  ch.  5;  Leiber,  Legal  and  pol.  hcrmeneutics,  pp.  120,  144,  167-172; 
Chitty,  On  contráete,  p.  173;  Wildman,  Int.  law,  vol.  I,  pp.  177-185; Mably,  Droit 
public,  vol.  I,  p.  59;  Rayneval,  lnst.  du  droit  nat.,  liv . 3,  ch.  24;  Domat,  Lois 
civiles,  liv.  prelim.,  tit.  1,  sect.  2;  Neumann,  Jus  princ .,  tit.  6,  §§  121,  225;  Sed- 
gwick,  On  stat.  and  Const.  laws,  ch.  6;  Savigny,  Das  obligationen  rechl,  b.  2,  p. 
189;  Robinson,  Admiralty  reporte,  vol.  I,  pp.  89,  90. 
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CAPITULO  II 

el  derecho  de  postliminio  y el  de  represa 

Ó RECOBRO. 


§ 81 9.  El  jus  postliminii  es  una  especie  de  ficción  jurídica 
déi(  postiinii-  por  medio  de  la  cual  las  cosas  ó personas  que  han  caído  en 
vulsa SUacep-  poder  del  enemigo  adquieren  su  estado  y condición  primi- 
tivos,  al  ingresar  nuevamente  en  la  nación  a que  perte- 
necían. Es  decir,  que  confundiéndose  en  cierto  modo  el  acto  de 
la  captura  con  el  de  la  recuperación  del  antiguo  status  se  supone  que 
los  individuos  ú objetos  aprehendidos  no  han  perdido,  ni  por  un  mo- 
mento, sus  calidades  civiles,  y,  por  tanto,  los  derechos  á ellas 
anexos . 


Pero  al  admitirle,  la  legislación  internacional  moderna  no  podía 
darle  el  significado  estrecho  qne  le  concedia  la  romana,  atendiendo 
sí  las  condiciones  históricas  y al  modo  de  ser  de  la  sociedad  y de  la 
familia  en  aquella  época,  razones  por  las  que  tenia  un  carácter  pri- 
vado mas  bien  que  público.  Así  es  que  para  adecuarle  con  el  órden 
de  cosas  posteriormente  establecido , se  ha  necesitado  modificarle 
mucho. 

Por  no  haberse  fijado  en  esta  consideración,  Hallam  juzga  que  el 
postliminio  se  sujeta  tanto  á las  ficciones  de  los  jurisconsultos  roma- 
nos, que  no  se  puede  admitir  como  parte  del  derecho  de  gentes  uni- 
versal, y que  su  aplicación,  aun  por  analogía,  era  insignificante  en 
los  tiempos  modernos. 

Si  bien  esto  último  es  cierto,  pudiendo  llegar  hasta  decirse  que  es 
casi  una  fórmula  inútil,  debe  convenirse  también  en  que  su  esfera  de 
acción  no  se  reduce  solo  al  individuo,  sino  que  abraza  mayor  ex- 
tensión . 

Lo  que  mas  le  distingue  hoy  de  lo  que  era  en  tiempos  remotos  es 
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que  no  se  circunscribe  á los  miembros  de  una  nación;  por  el  con- 
trario, alcanza  á los  de  todas,  y á las  relaciones  que  estas  mantienen 
entre  sí.  * 

§820.  Algunos  autores  han  sostenido  que  se  funda  en  el 

° ° n su  funda- 

deber  que  tienen  los  Estados  de  proteger  las  personas  y mentó, 
propiedades  de  sus  súbditos  contra  las  operaciones  del  enemigo,  pero 
aunque  esta  es  una  de  sus  bases,  no  constituye  la  de  mas  fuerza  en 
atención  á su  carácter  puramente  individual;  parece,  pues,  racional 
que  afirmemos  que  su  base  y fundamento  debe  estar  en  un  principio 
superior,  que  explique  á la  vez  su  carácter  privado  y su  carácter  pú- 
blico é internacional. 

Este  principio  es  la  soberanía  de  las  naciones,  último  término  y 
razón  suprema  que  domina  y resuelve  esta  clase  de  cuestiones. 

Esto  es  lo  que  hace  HefTter  cuando  afirma,  que  está  basado  en  el 
principio  de  que  los  derechos  legítimos  no  pueden  perderse  por  el  solo 
hecho  de  la  guerra.  ** 

§ 821.  Su  extensión  no  es  ni  puede  ser  absoluta,  y se 
modifica  y amolda  á la  naturaleza  especial  de  los  sucesos  SueUcnsion* 
á que  se  refiere.  La  ley  de  la  antigua  Roma  le  aplicaba  lo  mismo  á 
los  bienes  muebles  que  á los  inmuebles,  pero  la  distinta  consideración 
que,  según  hemos  explicado  en  otro  capítulo,  tienen  actualmente  los 
primeros  hace  improcedente  para  ellos  el  jus  postliminii. 

No  sucede  lo  mismo  con  respecto  á los  segundos  que  se  someten 
á él  generalmente.  Esta  regla  no  suele  aplicarse  á la  propiedad  pri- 
vada en  las  guerras  modernas,  en  virtud  de  la  inviolabilidad  que  se 
la  reconoce,  pero  no  por  eso  es  menos  válida ; y siempre  que  los 


* Bello,  Derecho  mí.,  pte.  2,  cap.  4,  § 8;  Grotius,  Droii  de  la  guerre  el  de  la 
paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  9,  § 1 , note  2:; 
Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  14,  § 204,  note  1 ; HefTter,  Droit  mí.,  §§  187,  189;  Wlieaton,  klém.  droit  inl., 
pte.  4,  ch.  2,  § 17;  Halleck,  Int.  law,  ch.  35,  § 1;  Phillitnore,  On  inl.  lato , 
vol.  III,  § 403;  Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  p.  108;  Bynkershoek,  Qtia’sl.  jur. 
puh.,  lib.  1,  cap.  16;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée 
parCh,  Vergé,  § 283;  Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  §§  256  et  seq  ; Caucliv,  Le  droit 
mar.  int.,  vol.  I,  p.  187  et  seq.,  363  et  seq.;  Massé,  Droit  com.,  vol.  I,  p.  337 
et  seq.;  Hallam,  Hist.  de  la  litéralure  de  VEurope,  vol.  III,  p.  309;  Ompleda, 
Hit.,  § 328;  Ivamptz,  Neue  lit.,  § 313;  Pando,  Derecho  inl.,  pp.  404  et  seq.; 
Voung,  De  jure  postlim .,  Bcrolini,  1854. 

**  Heíl'fer,  Droil  int.,  § 187;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  14,  § 205;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  4,  § 8; 
Martens,  Précis  du  droil  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  parCh.  Vergé,  § 283; 
Halleck,’  Int.  law , ch.  35,  § 2;  Klüber,  Droil  des  gens  mod.,  §§  25S,  259;  PfeiíTer, 
Das  recid  der  Kreigseroberung,  pp.  40  et  seq. 
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bienes  inmuebles  de  particulares  se  hayan  confiscado  por  el  enemigo 
vuelvan  otra  vez  á colocarse  bajo  el  dominio  eminente  de  la  nación  á 
(|ue  pertenece  el  propietario,  se  sujetarán  al  expresado  derecho. 

Grotius  cree  que  Jos  bienes  de  un  prisionero  de  guerra  situados  en 
país  neutral  corresponden  á su  aprehensor,  doctrina  refutada  por  Vat- 
tel,  quien  solo  la  juzga  aceptable  en  el  caso  de  que  se  hubiere  tomado 
posesión  material  de  ellos. 

ha  aplicación  del  postliminioá  los  bienes  raíces  origina  cuestiones  de 
grande  importancia  con  motivo  de  las  enajenaciones  que  se  efectúen 
en  el  trascurso  de  una  ocupación  militar,  materia  de  que  ya  hemos 
tratado.  * 

u(]a(Ies  §822.  Igualmente  sabemos  que  cuando  un  territorio  ocu- 
icnTtonus3’  Pa^°  por  el  enemigo  vuelve  á poder  de  su  antiguo  soberano, 
Estados.  antes  ó después  de  terminada  la  guerra,  bien  por  la  fuer- 
za de  las  circunstancias  ó ya  á consecuencia  de  un  tratado  de  paz, 
se  conceptúa  que  el  dominio  de  aquel  no  se  ha  interrumpido,  de 
consiguiente,  la  aplicación  del  jus  postliminii  no  admite  duda  ni  dis- 
cusión en  tales  casos. 

Si  se  hubiese  llegado  á ocupar  todo  un  Estado,  y este  alcanzase  por 
una  revolución  a adquirir  una  nacionalidad  propia  estará  en  su  derecho 
restableciendo  las  instituciones  porque  se  regía  anteriormente  adop- 
tando algunas  nuevas;  pero  si  hubiese  obtenido  su  independencia  con 
la  ayuda  de  otra  nación,  podría  surgir  entre  ambas  la  cuestión  de 
postliminio. 

Opinión  de  Para  resolverla,  los  publicistas  lian  distinguido  los  ca- 
tas sóbreos-  sos  en  (lue  aclue^a  se  debe  á un  aliado,  de  los  en  que  es 
ta  materia,  debida  á una  potencia  amiga  solamente. 

Según  el  parecer  de  Vattel  y de  Halleck,  en  cualquiera  de  ambos 
el  Estado  libertado  tiene  suficientes  títulos  al  derecho  de  que  estamos 
ocupándonos. 


* Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch-  14»  §§  209,  212;  Grotius,  Droit  de  la  gaerre  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin, 
annotéé  par  Tradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  6,  §§  3,  4;  ch.  9,  §§  13,  14;  Wheaton, 
Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  % §§  11,  17;  Halleck,  Int.  law,  ch.  35,  §§  7,  8; 
Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  I,  pp.  108,  11 09 ; Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III, 
§§  406,  539-574,  583,  586;  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  4,  § 8;  Riquelme,  Derem 
ího  púb.  int.,  lib.  1,  tit.  1,  cap.  12;  PufFendorf,  De  jure.  nat.  et  geni .,  líb.  8, 
cap.  6,  § 17;  Burlamaqui,  Principes  de  droit  politique,  pte.  14,  ch.  7,  § 20;  Klü- 
bav  Droit  des  gens  mod.,§§  254,256-258;  Martens,  Précis  du  droit  des  gens,  édition 
guillaumin,  annotée  par  Ch.  Vergé,  § 282;  Heffter,  Droit  int.,  §§  136,  190;  Chitty, 
,aw  0f  nahons,  pp.  94,  96;  Leiber,  Political  ethics,  b.  2,  §86;  Krauss,  Diss. 

( e postliminio  pr ceses' tim  rerum  mobilñum,  Vite!.,  1763. 
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Heffter  sostiene  distinta  opinión,  y juzga  que  cuando  un  pueblo 
subyugado  adquiere  su  autonomía  por  el  auxilio  de  un  estraño,  ne- 
cesita del  consentimiento  de  este  para  restablecerse  en  sus  condicio- 
nespri  mitivas. 

En  1805,  y á consecuencia  de  la  invasión  y conquista 

0 j Incorpora- 

de  Italia,  por  los  ejércitos  franceses,  Génova  entró  á for-  ci0,n  de  la 

r república  de 

mar  parte  del  imperio.  La  antigua  república  permaneció  Génova  ai 
en  esta  situación  hasta  su  rendición  en  1814  á las  tropas  cerdcfia. 
mandadas  por  el  general  inglés  Bentinck,  quien  publicó  una  procla- 
ma el  26  de  abril  de  dicho  año,  declarando  restablecido  el  Estado 
genoves,  tal  como  existia  en  1797,  con  las  modificaciones  requeridas 
por  la  opinión  general,  el  bienestar  de  sus  ciudadanos  y el  espíritu 
de  la  constitución  antigua. 

A pesar  de  esto  el  artículo  2.°  del  tratado  de  París  de  30  de  mayo 
de  1814  determinó  su  incorporación  al  reino  de  Cerdeña  que  íúé 
confirmada  por  el  congreso  de  Viena,  sin  tener  en  cuenta  las  pro- 
testas del  gobierno  provisional  que  alegó  en  favor  de  la  indepen- 
dencia y soberanía  de  la  república  el  tratado  de  Aix-la-Chapelle 
de  1745. 


Tratando  de  estos  sucesos  sir  Mackintosh  dijo  en  la  cá- 
mara de  los  comunes  que  aun  sin  tomar  en  considera- 
ción la  proclama  de  lord  Bentinck,  Inglaterra  no  podía  en 
justicia  mirar  el  territorio  de  Génova  como  un  país  con- 
quistado con  facultad  de  conservarle  cual  si  fuese  una  pro- 
vincia ó de  cederle  á otra  potencia  cualquiera. 


Discusión 
promovida 
por  osle 
asunto  en  la 
cámara  de  Jos 
comunes  de 
Inglaterra. 


Para  probar  su  tésis  el  orador  y publicista  á que  nos  referimos, 


partía  del  hecho  de  que  en  1797,  fecha  de  la  incorporación  de  Gé- 


nova á Francia  esta  se  hallaba  en  guerra  con  la  Gran-Bretaua  al  paso 

0 

que  la  primera  era  una  nación  amiga,  resultando  de  aquí  que  cuando 
el  ya  citado  general  penetró  en  su  territorio,  lo  hizo  en  el  de  un 
Estado  amigo  en  posesión  del  enemigo.  «Por  tanto,  deeia,  leniamos 
derecho  de  conquista  contra  los  franceses,  ¿pero  cómo  lo  habíamos 
de  tener  contra  los  genoveses?  Las  naciones  continentales  que  han 
reconocido  el  hecho  consumado,  pueden  considerarles  como  súbditos 


de  Francia  y sus  territorios  como  provincias  por  la  misma,  pero  In- 


glaterra no  está  en  el  caso  de  seguir  la  misma  política.» 

El  orador  reforzaba  sus  argumentos  con  la  autoridad  de  Valle!,  del 


cual  citaba  el  párrafo  siguiente: 

«¿Podrá  una  revolución  hacer  que  disfrute  del  jus  poslliminii  la 
nación,  pueblo  ó Estado  sometido  completamente  á la  dominación 
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extranjera?  Para  responder  á esta  pregunta.  Si  el  país  subyugado  no 
se  entregó  voluntariamente  y ha  dejado  de  resistir  por  falta  de  me- 
dios- si  su  vencedor  no  ha  podido  envainar  la  espada  para  ceñírsela 
corona  de  soberano,  no  es  posible  conceptuarle  como  verdaderamente 
sometido  y si  las  armas  de  un  aliado  rompen  las  cadenas  que  le  sujetan, 
debe  volver  á su  situación  primitiva.  Su  aliado  no  puede  convertirse 
en  conquistador,  y el  pueblo  cuya  independencia  ha  conseguido  está 
obligado  únicamente  á recompensarle.  Si  la  última  nación  vencedora, 
no  siendo  realmente  aliada  del  Estado  de  que  se  trate,  quiere  impo- 
nerle sus  leyes  como  precio  de  la  victoria,  ocupará  el  lugar  del  pri- 
mer invasor  y adquirirá  un  carácter  hostil  para  el  vencido,  que  po- 
drá oponerse  á su  obra  valiéndose  de  la  fuerza  y aprovecharse  de 
una  ocasión  propicia  para  recuperar  su  libertad.»  «Examinando  aten- 
tamente esta  teoría,  decía  Mackintosli,  se  verá  que  el  autor  ha  inten- 
tado aplicarla  á dos  casos  enteramente  distintos:  al  de  la  emancipa- 
ción por  un  aliado  en  que  procede  íntegramente  el  postliminio  y á 
la  realizada  por  un  país  que  no  tiene  esa  significación,  cuyo  deber 
será  cuando  menos  el  restablecimiento  de  la  nación  oprimida;  opi- 
nión, añadía,  muy  difícil  de  conciliar  en  el  caso  que  nos  ocupa.  » 
Esta  oposición  no  fué  bastante  para  que  el  gabinete  de  Londres 
cambiase  de  conducta,  que  ha  sido  posteriormente  censurada  por  mu- 
chos publicistas. 

Debatióse  asi  mismo  este  punto  en  el  congreso  de  Yiena  sin  dar 
resultado  alguno,  razón  por  la  cual  puede  aseverarse  que  su  solución 
dependerá  siempre  de  las  circunstancias.  * 

En  caso  de  § 823.  Debiendo  considerarse  como  un  solo  Estado  en 
alianza.  ]0  relativo  á la  guerra  las  naciones  aliadas  contra  un 
enemigo  comun,  procederá  el  principio  jurídico  que  analizamos  tra- 
tándose las  personas  y cosas  aprehendidas  por  cualquiera  de  ellos. 

Respecto  al  territorio  en  que  puede  ponerse  en  práctica  hay  que 
atenerse  á la  índole  de  la  alianza.  Así  es  que  en  una  general  se  eje- 

* HeíFter,  Droit  int .,  § 188 ; Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée 
Par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  14,  §§  213,214;  Pinheiro  Ferreira,  Notes  sur  Vattel, 
§213,  p.  440;  Wheaton , Elém.  droit  int.,  píe.  1,  ch.  2,  § 13;  pte.  4,  ch.  2,  § 16; 
Bynkershoek.  Qucesl.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  16;  Halleck,  Int.  laxo,  ch.  35,  §§  9-11; 
Puffendoi'í,  De  jur . nat.  ct  geni.,  lib.  8,  cap.  6,  § 26;  Bello,  Dereeho  int.,  pte.  2, 
cap.  4,  § 8,  Wheaton,  His¿.  des  progrés  du  d.oit  des  gens , vol.  II,  pp.  173-177; 
CUitty,  Law  of  naUons,  pp.  95,  96;  Phillimore,  On  in¿.  law , vol.  I,  §§  125,  244; 

eiber,  Poliucal  ctiiics,  b.  2,  § 86;  Mackin’osh,  Miscel.  works,  pp.  508-524; 
Hayneval,  Inst.  du  droit  nat.,  liv.  3,  ch.  18;  Kliiber,  Acien  des  Wiener  Congresses, 

, ,5,  Pp-  10’  29-33;  Annual  Register,  British,  1814,  p.  191;  Hansard,  Parliamentary 
debates,  vol.  XXX,  p.  894  et  seq. 
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cutará  en  el  respectivo  de  cada  parte  contratante ; y no  será  condu- 
cente en  las  especiales , que  no  destruyen  la  conservación  de  la 
neutralidad. 

Cuando  de  dos  potencias  aliadas  haya  sido  una  completamente  sub- 
yugada y la  otra  no  deponga  las  armas,  subsistirá  la  sociedad  de 
guerra,  y por  tanto  el  derecho  de  postliminio.  Y si  la  primera  logra 
recobrar  su  libertad,  todos  los  propietarios  antiguos  podrán  revin- 
dicar ipso  fado  sus  bienes.  * 

§ 824.  Puede  acontecer  que  un  beligerante  constituya  en 

. . ° “ Restablcci- 

el  territorio  que  ocupe  un  poder  supremo  ó gobierno,  dando  miento  dci 

i i ...  ’ antiguo  so- 

lugar de  este  modo  a una  especie  de  interregno  en  el  bcrano. 

poder  del  antiguo  soberano,  si  fuese  restablecido.  En  estas  circuns- 
tancias su  aplicación  es  sumamente  difícil  y delicada,  y aun  no  será 
posible  con  referencia  á muchos  hechos  que  deben  conceptuarse  en- 
teramente consumados. 

Heífter  los  distingue  así : « Io.  Los  cambios  introducidos  en  la  cons- 
titución del  país  durante  la  época  de  la  invasión  dejan  de  producir  sus 
efectos  desde  el  momento  en  que  cesa  el  gobierno  creado  por  ella. 
Las  relaciones  establecidas  anteriormente  entre  el  soberano  y el 
pueblo  decidirán  en  este  caso  si  debe  ponerse  de  nuevo  en  vigor  la 
antigua  ley  fundamental  ó conservarse  todas  ó algunas  de  las  exis- 
tentes. 

2o.  « Como  consecuencia  de  la  reinstalación  del  gobierno  primitivo 
dejarán  de  ser  válidas  las  disposiciones  administrativas  del  soberano 
derrocado.  No  sucederá  lo  mismo  con  los  derechos  privados,  ni  con 
las  decisiones  y sentencias  de  los  tribunales,  siempre  que  sean  conci- 
liables con  el  nuevo  orden  de  cosas,  debiendo  igualmente  respetarse 
los  tratados  públicos  in  rem,  cuya  anulación  ha  de  fundarse  en  moti- 
vos determinados. 

« 3o.  La  autoridad  elevada  otra  vez  ai  poder  se  abstendrá  de  dar  á 
sus  derechos  carácter  retroactivo  como,  por  ejemplo,  reclamando 
atrasos  ó servicios  que  según  las  prescripciones  de  otros  tiempos  se 
hubieran  tenido  que  abonar  ó cumplir.  En  este  punto  son  absoluta- 
mente legítimos  los  actos  de  la  anterior. 

* Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  4,  § 8;  Yattel,  Droit  des  yens,  édilion  Guillau 
min,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  14,  §§  207,  208;  Bynkershoek,  Qucesl. 
jur! 1,  cap.  5;  HeíTter,  Droit  int.,  § 188;  Halleck,  Int.  law,  ch.  35,  § 5; 
Kent,  Com.  on  am.  law,  vol.  1,  p.  109;  Klüber,  Droit  des  gens  mod .,  § 270. 
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« 4o.  No  serán  invalidadas  las  enajenaciones  de  los  bienes  del  Es- 
tado. » * » 

^ Ninguno  do  ostos  netos  íctionctivos  scr$\  condu— 

somotimien-  pn  una  nación  completamente  sometida,  es  decir 

to  total  de  t'ullu  . , . . , , ’ 

una  nación.  Q ¡iaya  renunciado  a su  independencia ; porque  aun 
cuando  llegase  á recobrarla  por  medio  de  una  revolución  no  podría 
anular  hechos  de  una  legalidad  incontrastable.  ** 

§ 826.  Hemos  dicho  ya  y solo  repetiremos  aquí  somera- 
filinii  perno-  mente,  que  la  dulzura  introducida  por  la  civilización  en  las 
costumbres  ha  echado  por  tierra  la  consideración  de  ser- 
vilismo con  que  las  leyes  antiguas  señalaban  á los  prisioneros  de 
guerra,  y al  ocuparnos  de  estos  vimos  que  lejos  de  tener,  como  en  el 
imperio  romano,  suspendidos  sus  derechos  civiles,  podian  usar  de 
ellos  libremente.  *** 

§ 827.  Una  vez  concluido  un  tratado  de  paz  queda  como 
caia(íosle  de  borrado  el  derecho  de  que  nos  ocupamos  referen  te  solo  á 
derecho  qiíc  las  circunstancias  especiales  de  la  guerra,  pudiéndose,  no 
e Tizando!1"1"  obstante,  aplicar  sus  conclusiones  en  los  casos  no  resueltos 
por  dicho  pacto  y en  que  tampoco  sea  posible  el  uso  del 
uti  possidetis.  Así  es  que  los  bienes  que  en  virtud  del  uno  ó del  otro 
correspondan  á una  nación  ó á cualquiera  de  sus  súbditos  quedarán 
sometidos,  si  estallare  otra  guerra,  á captura  pero  no  al  postli- 
minio.  **** 

§ 828.  El  punto  que  vamos  á discutir  se  refiere  exclusiva- 
ú las  repre-  mente  á las  represas  hechas  por  un  beligerante,  y no,  en 

sas  de  beli-  , , , . , 

geranios,  general,  y con  respecto  a los  neutrales. 

Para  la  aplicación  del  jus  postliminii  á las  primeras  no 

* Heffter,  Droit  int.,  § 188;  Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  §§  258,  259;  Pfeider, 
¡n  iviefern  sind  Regierungs  handlungen,  etc.,  1819;  Weifs,  Deutsches  Staatsrccht, 
8 251;  Iíarnptz,  licitrage , t.  I,  n°  9,  §§  4-8;  Schmalz,  Europ.  volkerrecht,  p.  267. 

**  HeíFler,  Droit  int.,  § 188;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée 
par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  14,  § 13;  Pinheiro  Ferreira,  Notes  sur  Vattel,  § 213, 
p.  440.  * 

***  Heffter,  Droit  int.,  §§  189,  190;  Ortolan,  Explicación  historique  des  instituís 
de  Justinicn,  París  1851,  vol.  I,  p.  241,  note  3;  Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de 
la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  8,  §§  9,  13; 
Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  2,  § 15. 

****  Bello,  Derecho  int.,  pte.  2.  cap.  4,  § 8;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guil- 
laumin, annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  14,  §§  209,  212,  216;  Wheaton, 
EUm.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  4,  § 4;  Halleck,  Int.  lato,  ch.  35,  § 4;  Kent,  Com.  on 
am.  lato,  vol.  I,  p.  111;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III,  p.  539;  Manning,  Lato 
of  naüons,  pp.  142,  143;  Heffter,  Droit  int.,  S 188;  Robinson,  AdmiraUy  reporto, 
vol.  VI,  PP.  45,  138. 
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hay,  ni  puede  haber,  una  regla  fija  é invariable,  por  que  siendo 
esta  cuestión  propia  mas  bien  del  derecho  público  que  del  internacio- 
nal cada  pueblo  la  ha  resuelto  á su  manera. 

Si  la  nave  pertenece  á la  nación  que  la  haya  represado,  dice 
Heffter,  claro  es  que  el  asunto  se  decidirá  según  las  leyes  interiores 
de  la  misma,  verificándose  en  conformidad  con  lo  que  dispongan  la 
restitución  del  buque  y del  cargamento. 

Pero  lo  que  diliculta  mas  en  estos  casos  la  declaración  de  si  pro- 
cede ó no  el  postliminio  es  la  incertidumbre  acerca  del  tiempo  y de 
las  condiciones  requeridas  en  la  captura  para  la  extinción  de  los 
derechos  del  poseedor  primitivo. 

Con  motivo  de  la  represa  del  buque  portugués  Santa  Represa  dei 
Cruz  hecha  en  1796  por  un  crucero  de  la  Gran  Bretaña,  ‘s“'tía  Cruz ’ 
y tratando  de  la  carencia  de  un  principio  á que  atenerse  sobre  la 
trasferencia  de  esta  clase  de  títulos  de  propiedad,  sir  W.  Scott  dijo  : 
« Sería  conveniente  que  existiese  respecto  á esto  una  regla  cualquiera: 
la  de  la  posesión  inmediata,  la  de  las  veinticuatro  horas,  la  de  la 
conducción  infra  prcesidia,  ó la  de  la  sentencia  condenatoria;  y 
aunque  teóricamente  examinados  los  principios  anteriores  parecen 
unos  mas  justos  que  los  otros,  lo  cierto  es  que  se  allanarían  muchas 
dificultades  prácticas  con  la  adopción  de  cualquiera  de  ellos.  Verdad 
es  que  las  naciones  reconocen  unánimemente  corno  máxima  general 
la  posesión  firme  y segura ; pero  los  medios  de  prueba  son  de  tal 
modo  contradictorios  y opuestos  que  es  imposible  alcanzar  una  juris- 
prudencia uniforme.  Pero  aunque  la  opinión  pública  de  toda  Europa 
convergiera  más  directamente  á un  principio  que  regulara  la  práctica, 
no  se  desprendería  de  eso  que  un  Estado  pudiera  darse  por  satisfecho 
imponiéndose  la  obligación  de  observarle,  que  solo  resultarla  de  la 
absoluta  reciprocidad  de  conducta.  Si,  por  ejemplo,  prevaleciera  en 
ios  demás  que  la  posesión  inmediata  y el  acto  mismo  del  apresamiento 
extinguiese  los  títulos  del  antiguo  propietario  seria  altamente  absurdo 
que  Inglaterra  sostuviese  como  único  medio  para  obtener  el  misino 
fin  la  conducción  infra  prcesidia . El  mantenimiento  de  esta  opinión 
supondría  una  grande  injusticia  relativamente  á los  súbditos  ingleses, 
razón  por  la  cual  no  podría  considerarse  como  principio  de  derecho 
entre  países  independientes. 

« Si  se  me  preguntara,  teniendo  en  cuenta  la  diversidad  de  la 
jurisprudencia  vigente,  cual  convendría  adoptar,  respondería  que  en 
primer  lugar  la  misma  del  país  á que  pertenezca  la  represa.  So  es 
ciertamente  esta  la  práctica  observada,  pero  la  encuentro  justa  y 
t.  ii  — 31  481 
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jiberal  á la  vez.  El  propietario  del  buque  represado  se  sometería 
gustoso  ¿í  ella  como  tributo  rendido  á la  sabiduría  de  sus  propias 
leyes;  no  pudieudo  tampoco  el  represador  juzgarse  perjudicado, 
cUando  en  conformidad  con  las  prescripciones  por  que  se  rigieran 
los  tribunales  del  represado  procediera  la  condenación  y según  las  de 
los  suyos  la  restitución  de  la  captura.  Este  principio  ofrece  ventajas 
evidentes,  y aun  en  el  caso  de  inmediata  devolución,  la  nación  que 
hiciese  la  represa  tendría  derecho  á su  vez  á igual  tratamiento. 

« Pero  se  puede  decir  ¿y  si  resultase  frustada  esta  esperanza?  En- 
tonces, será  preciso  recurrir  á represalias,  que  no  se  conceptúa  en  las 
•contiendas  de  pueblos  independientes  como  retorsión  de  hecho,  sino 
como  justa  y equitativa  venganza  civil.  Y esto  debe  tenerse  como 
garantía  bastante  y prenda  segura,  por  que  las  transacciones  de  los 
Estados  no  pueden  regirse  por  una  aritmética  minuciosa  y se  necesita 
aventurar  algo  en  ellas  fundándose  en  presunciones  de  generosidad  y 
de  justicia. 

« Ocurrirá  aun  la  duda  de  qué  procedimiento  deberá  seguirse  en 
el  caso  que  no  haya  regla  establecida  en  el  país  á que  pertenezca  el 
buque  represado.  Responderé  desde  luego  que  apenas  puede  supo- 
nerse tal  cosa;  que  podrá  no  haber  ordenanza,  ni  leyes  de  presas 
marítimas  que  se  apliquen,  á la  represa,  pero  existirá  una  práctica, 
lina  jurisprudencia,  un  principio  reconocido  sobre  esta  materia  en 
todos  los  territorios  comerciales  civilizados....  Pero  si  se  tratara  de 
un  país  en  (pie  no  existiera  regla  alguna,  deberá  aplicar  la  suya  el 
Estado  que  haya  hecho  la  represa,  descansando  en  la  presunción  de 
que  la  adoptarán  sus  aliados. 

« Objetase  que  la  nación  que  aplique  á otras  sus  respectivas  reglas 
establecerá  una  jurisprudencia  irregular  y contradictoria,  lo  cual  será 
cierto  quizás,  solo  que  la  irregularidad  procede  en  este  caso  déla  exacta 
uniformidad  de  principios  y es  ídem  per  deversa.  Pero  se  pregunta : 
¿Y  adoptareis  las  reglas  de  Argel  y Túnez?  Si  un  tratado  de  alianza 
nos  uniera  con  cualquiera  de  los  dos  pueblos  ¿quién  lo  dudaria? 

« Pero  examinemos  cual  es  la  regla  del  derecho  marítimo  de 
Inglaterra  acerca  de  este  punto.  La  Gran  Bretaña  ha  establecido  un 
principio  amplio  de  restitución  relativamente  á las  propiedades  repre- 
sadas de  sus  súbditos  y concede  el  mismo  beneficio  á sus  aliados 
mientras  que  estos  obran  con  los  bienes  ingleses  con  la  misma 
liberalidad.  En  caso  contrario,  adopta  su  regla  y los  trata  según  la 
medida  de  su  justicia. 

« Tal  es  la  significación  de  la  ley  inglesa  en  este  punto,  y así  íué 
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reconocido  en  el  caso  del  San  Yago,  el  cual  no  se  resolvió  en  cir- 
cunstancias especiales  ó según  nuevos  principios,  como  se  ha  dicho, 
sino  en  conformidad  con  las  leyes  establecidas  y las  autoridades  mas 
competentes  en  materia  de  jurisprudencia.  Durante  la  sustanciacion 
de  esta  causa  y con  motivo  de  los  debates  á que  dió  lugar,  se  con- 
cedió gran  valor  á la  doctrina  contenida  en  los  manuscritos  de  un 
jurisconsulto  distinguido,  sir  Simpson,  que  condensa  la  práctica  y 
teoría  británicas  acerca  de  la  cuestión ; abogando  por  que  Inglaterra 
restituya  á sus  aliados,  mediante  el  pago  del  derecho  de  salvamento, 
la  propiedad  represada;  pero  que  si  aquellos  condenan  la  propiedad 
inglesa  que  represen,  el  almirantazgo  deberá  regirse  por  lo  misma 
ley.  » * 

Es  un  principio  reconocido  en  Francia  que  el  buque  Legislación 
capturado  por  un  enemigo  y represado  por  un  armador,  franccsa- 
ántes  de  haber  permanecido  veinticuatro  horas  en  poder  del  captor, 
debe  ser  devuelto  juntamente  con  la  carga  á su  propietario,  reser- 
vándose una  tercera  parte  de  su  valor  en  provecho  de  los  represa- 
dores.  La  antigua  legislación  de  este  país  no  establecía  distinción 
alguna  entre  la  represa  hecha  por  un  buque  de  guerra  y la  de  un 
corsario.  En  tiempo  de  Luis  XIV  se  acordó  la  restitución,  aun  cuando 
hubiese  trascurrido  un  plazo  mayor  que  el  referido,  mediante  una 
gratificación  para  los  que  hubiesen  efectuado  la  represa. 

También  se  confirmó  la  resolución  anteriormente  expuesta  por  la 
ordenanza  de  1 de  junio  de  1779,  en  la  cual  se  disponía,  que  como 
derecho  de  salvamento  y siempre  que  la  represa  hubiera  tenido  lugar 
dentro  del  término  marcado,  correspondía  á los  que  la  hiciesen  una 
tercera  parte  de  su  valor,  y que  verificada  fuera  del  mismo  se  confis- 
caría en  favor  del  Estado. 

Obrando  una  reacción  en  sentido  favorable  á los  derechos  del  pro- 
pietario, el  decreto  de  2 pradial  año  XI  modifica  estas  disposiciones 
respecto  á las  que  se  hagan  por  las  embarcaciones  de  guerra,  pero 
deja  subsistentes  en  general  las  prescripciones  establecidas , dispo- 
niendo con  relación  á las  que  ejecutaren  los  corsarios  que  se  devol- 
viera el  buque  y el  cargamento  á los  antiguos  dueños  con  obligación 

* Heffter,  Droit  int.,  § 191;  Whealon,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,ch.  2,  § 12;  Bello, 
Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  5,  § 5;  Hautefeuille,  Droils  des  nations  neutres,  tit.  13, 
ch.  3;  Halleck,  Int.  law,  cli.  35,  § 12;  Philliraore,  On  int.  law,  vol.  III,  § 407; 
Martens,  Weber  Caper.,  §§  40  et  seq.;  Joutfroy,  Droit  marítimo,  p.  313;  Pistoye 
et  Duverdy,  Traite  des  prises,  tit.  7;  Dalloz,  Répertoire,  tit.  Prises  maritimes , 
sect.  3;  Manning,  Law  of  nations,  p.  141;  Steck . Essais  etc.. , n°  8 ; PoliLs,  Seerecht, 
etc.,  b.  4,  §§  509-511;  KaUenborn,  Seerecht,  etc.  b.  2,  p.  365, 
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de  pagar  á la  tripulación  represadora  la  trigésima  parte  de  su  pro- 
ducto si  el  recobro  tuvo  lugar  antes  de  expirar  el  plazo  de  las 
veinticuatro  horas,  y la  décima  si  fué  posterior;  no  invalidando  tam- 
poco el  derecho  de  salvamento  de  los  armadores  que  ascendia  en  el 
primero  de  los  casos  mencionados  á la  tercera  parte  y en  el  segundo 
á la  totalidad. 

Legislación  No  cs  tan  restrictiva  la  jurisprudencia  británica,  que 
ingesa.  desde  antigua  práctica  devolvía  todas  las  represas  ejecuta- 
das por  los  buques  de  su  armada  mediante  una  cantidad  que  se  fijaba 
en  relación  con  las  circunstancias  que  hubiesen  concurrido  en  el  hecho. 
Aplicábase  el  mismo  principio  á las  de  los  corsarios  á no  ser  que  las 
efectuasen  infra  prcesidia , en  cuyas  condiciones  tenian  derecho  á la 
totalidad  del  cargamento  y de  la  nave. 

Dejó  de  subsistir  esta  práctica  á fines  del  siglo  XVII,  época  en  que 
fué  reemplazada  por  la  que  rije  en  la  actualidad. 

Calculando  de  escasa  importancia  la  cuestión  de  tiempo  que  se 
había  tenido  en  tanta  consideración,  la  primera  ley  que  se  pro- 
mulgó por  entóneos  acerca  de  esta  materia,  concedió  á los  buques 
de  guerra  que  hiciesen  una  represa  la  octava  parte  de  lo  que  produ- 
jese sin  señalamiento  de  plazo  alguno,  pero  no  abolió  este,  cuando 
se  trataba  de  las  realizadas  por  los  armadores  á quienes  otorgaba 
una  octava  parte  cuando  la  nave  represada  había  permanecido  vein- 
ticuatro lloras  en  poder  del  enemigo  ó un  quinto  si  trascurrieran 
mas  de  las  veinticuatro  y menos  de  cuarenta  y ocho ; un  tercio  por 
mas  de  cuarenta  y ménos  de  noventa  y seis,  y la  mitad  si  excedía 
de  este  número.  Posteriormente  se  ha  confirmado  esta  regla  en  mu- 
chas ocasiones  y con  especialidad  por  el  acta  del  Parlamento  de  1740. 

Volviendo  á ocuparse  de  este  asunto  el  gabinete  de  Londres,  con 
motivo  de  la  revolución  de  sus  colonias  americanas,  publicó  dos  actas 
declarando  que  se  entregarían  á sus  dueños  los  buques  represados  á 
los  rebeldes,  con  deducción  de  la  octava  parte  por  via  de  derecho 
de  salvamento;  disposición  que  se  hizo  extensiva  poco  después  á 
todas  las  naciones  que  tomaran  participación  en  la  guerra. 

Legislación  La  legislación  española  es  un  trasunto  fiel  de  la  fran- 
cesa en  las  represas  de  los  corsarios,  pero  no  así  en  las 
verificadas  por  la  marina,  cuya  devolución  completa  y absoluta  á los 
dueños  respectivos  se  establece  de  un  modo  terminante  por  la  orde- 
nanza de  1633. 

Legislación  Portugal  adoptó  las  leyes  de  Francia  y las  de  España  en 
portuguesa.  , r J J , , 

sus  ordenanzas  de  1704  y 1796.  Un  año  mas  tarde,  des- 
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Legislación 

holandesa. 


pués  de  la  captura  del  Santa  Cruz  y ántes  de  que  el  almirantazgo 
inglés  dictara  su  sentencia,  derogó  la  regla  de  las  veinticuatro  horas 
y permitió  la  restitución  al  propietario  pasado  dicho  término,  me- 
diante el  pago  de  la  octava  parte  del  valor  del  buque,'  como  salva- 
mento, si  había  sido  represado  por  la  marina  real  y de  la  quinta,  si 
lo  fuere  por  un  corsario.  Esto  dió  motivo  á que  sir  W.  Scott  se  viera 
en  la  precisión  de  distinguir  entre  las  capturas  anteriores  y posteriores 
á la  ordenanza  de  1797  condenando  las  primeras  cuando  la  nave 
había  estado  mas  de  veinticuatro  horas  en  poder  del  enemigo,  y 
restituyendo  las  otras  en  conformidad  con  las  disposiciones  de  la 
ordenanza. 

Holanda  reconoció  los  mismos  principios  que  Francia 
y España  en  las  represas  que  acaecieran  en  el  plazo  de 
las  veinticuatro  horas,  concediendo  al  represador  en  las  demás  la 
mitad  de  su  producto. 

La  antigua  legislación  danesa,  reconocía  idénticos  Leg¡siacion 

principios,  que  la  ordenanza  de  28  de  marzo  de  1810  danosa- 

abolió,  estableciendo  el  mas  amplio  de  devolver  la  propiedad  repre- 
sada sin  consideración  al  tiempo  que  hubiere  estado  en  poder  del 
enemigo  y abonando  la  tercera  parte  del  valor. 

La  ordenanza  de  Cárlos  XI  de  Suecia  determinó  que  Legislación 
cuando  un  buque  perteneciente  á súbditos  suecos  fuera  sueca' 
represado  de  poder  del  enemigo,  el  represador  recibiría  las  dos  ter- 
ceras partes  de  su  valor  y la  otra  tercera  parte  el  propietario.  La 
ordenanza  de  1788  reconoció  estos  principios;  pero  alteró  la  propor- 
ción del  derecho  de  salvamento  concediendo  mitad  y mitad  al  repre- 
sador y al  propietario. 

El  código  de  los  Estados-Unidos  adopta  la  regla  de  Lcgjslacj0I1 
devolver  la  nave  represada  ántes  de  que  recaiga  senten-  nü,‘t®¿„“cr*' 
cia  alguna.  Si  pertenece  á personas  que  residen  en  su 
territorio  ó se  hallan  bajo  su  protección  se  restituye  así  que  se  abona 
el  importe  de  la  cantidad  que  señale  el  tribunal  en  concepto  de  costas 
y gastos  del  juicio,  y si  es  propiedad  de  súbditos  de  una  nación  que 
esté  en  paz  con  la  república  procederá  también  la  restitución  me- 
diante el  pago  referido.  * 


* Hautet'euille,  Droils  des  nations  neutres,  tit.  13,  ch.  3,  sect.  2,  § 1 ; Wheaton, 
Elém.  droit  ¡nt.,  pte.  4,  ch.  2,  § 12;  Dana,  Elcm.  int.  law , by  Wheaton,  eighth 
edition,  note  175,  p.  466;  Halleck,  Int.  law,  ch.  35,  §§  15,  17;  Bynkershoek, 
Quocst.  jur.  pub.,  lib.  1,  cap.  5;  Valin,  Com.  snr  lord.,  liv.  3,  tit.  9,  art.  3; 
'frailé  des  prises,  ch.  6,  sect.  1,  §§  8,  et  seq.;  Pothier,  frailé  de  la  propriéte, 
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Lo  primero  que  se  nota  al  estudiar  las  opiniones  emi- 
?of?ubtó  tidas  sobre  este  punto  por  los  publicistas  es  la  confusión 
taS'  lamentable  en  que  incurren  de  asimilar  las  represas  de 

beligerantes  con  las  de  neutrales. 

Fundándose  en  las  leyes  romanas,  Grotius  sostiene  que  debe  ser 
despojado  de  sus  bienes  el  propietario  desde  el  momento  en  que 
pierda  la  esperanza  razonada  de  su  recobro.  Por  consiguiente, cuando 
el  buque  capturado  es  conducido  á lugar  seguro,  no  procederá  el 
jus  postliminii,  si  fuese  mas  tarde  represado.  De  igual  modo  de  pen- 
sar son  Bynkerslioeck,  Pulíendorf  y Vattel. 

Martens  afirmando  que  la  captura  no  es  un  medio  de  trasmisión 
de  la  propiedad,  propende  á que  se  apoye  en  otra  condición,  por 
ejemplo,  en  el  tratado  de  paz.  Massé  lia  sostenido  y desarrollado  esta 
opinión  con  la  cual  se  hallan  conformes  casi  todos  los  autores  mo- 
dernos, entre  los  que  podemos  citar  á Hautefeuille  y Gessner.  Mas 
por  aceptable  y racional  que  parezca  no  forma  parte  de  la  ley  gene- 
ral de  las  naciones.  * 


§ 829.  Acabamos  de  ver  cuan  distinto  es  el  derecho  de 
salvamento  en  las  diversas  naciones,  cuya  legislación 
hemos  examinado. 

Se  ha  establecido,  empero,  una  distinción  muy  impor- 
tante entre  el  militar  y el  civil,  acaeciendo  el  primero 
siempre  que  se  verifica  la  represa  de  buques  ó bienes  que 
se  encuentran  en  poder  de  un  enemigo,  y el  segundo  cuando  se 
trata  de  la  efectuada  sobre  una  nave  por  causa  de  naufragio  ó de 
arribada  forzoza  : pudiendo  ocurrir  que  entrambos  concurran  en  un 
mismo  caso  y que  un  tribunal  decida  que  los  represadores  tienen 
opcion  á los  dos. 


El  derecho 
de  salva- 
mento. 


Distinción 
entre  el  mi- 
litar y el  ci- 
vil. 


n°‘  97,  99,  100;  Einerigon,  Des  assurances,  vol . I,  pp.  497,  499,  504,  505;  Azuni, 
broit  maritime,  pte.  2,  ch.  4,  §§  8,  9,  11;  Bello,  Derecho  inl.,  pte.  2,  cap.  5, 
§§  7 ;Abreu  y Bertodano,  Colección  etc.,  pte.  2,  p.  371 ; Kent,  Cotn.  on  am.  law, 

vol.  I,  p.  141,  112;  Phillimore,  On  int.  law , vol.  III,  §§  413,  418,  419;  Chitty, 
Law  of  nations , pp.  99  et  seq . ; Chitty,  Com.  law , p.  435;  Heffter,  Droit  int., 
§ 192;  Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des  prises,  tit.  7 ; Martens,  Essai  sur  les  armar 
teurs,  pp.  49,  200;  Dalloz,  Répertoire  tit.  Prises  marilimes,  seet.  3;  Manning, 
Law  of  nations, 141;  Marshal,  On  Insurance,  vol.  I,  ch.  12,  § 8;  U.  S.  statutes 
allanje,  vol.  II,  p.  16;  U.  S.  laws , vol.  XIII,  p.  314. 

* Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  344  et  seq.;  Grotius,  Droit  de  la 
gueire  et  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodéré,  liv.  3,  ch.  6, 
§3;  ch.  9,  § 14;  Vattel,  Droit  des  gens , édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier- 
roderé,  liv.  3,  § 196;  Klüber,  Droit  des  gensmod.,  § 254;  Wheaton,  Elém.  droit  int. , 
Pte.  4,  ch.  2,  § 12-,  Phillimore,  On  int.  law , vol.  III,  p.  520. 
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Casos  on  que 
procede. 


Represa  de 
Le  Des  i re. 


No  puede  considerarse  en  justicia  que  un  buque  con- 
voyador  que  represa  del  enemigo  una  de  las  naves  con- 
voyadoras  tenga  derecho  al  salvamento  militar 

Así  lo  decretó  el  consejo  de  presas  francés  en  17  de 
germinal  año  IX,  con  motivo  de  la  captura  del  barco  Le 
Désiré  que  navegaba  bajo  el  convoy  de  la  corbeta  La  Tapageuse , la 
cual  consiguió  represarle.  * 

§ 830.  Guando  el  captor  de  un  buque  enemigo  abandona  Abandonod, 
su  presa  se  entiende  que  renuncia  á los  derechos  que  le  Ia  captura, 
pueden  corresponder.  En  este  caso  no  es  posible  que  se  efectúe  el  acto 
de  la  represa,  y claro  está  que  sin  ella  no  admite  justificación  el 
derecho  de  salvamento,  porque  nada  hay  que  obligue  ó recompensar 
un  acto  puramente  fortuito. 

En  conformidad  con  estos  principios  la  jurisprudencia 

A 1 ■ 0 1 Junsprudcn- 

francesa  determina,  que  si  la  nave  apresada  por  el  adver-  cia  francesa, 
sario  fuese  abandonada  motu  propio;  ó por  temporal  ú otro  cualquier 
accidente  imprevisto  cayese  en  manos  de  los  franceses  ántcs  de  tocar 
en  ningún  puerto  contrario  se  devolviera  al  propietario  que  la  recla- 
mara en  el  trascurso  de  un  año  y un  dia,  aunque  hubiera  permane- 
cido en  poder  del  enemigo  mas  de  veinticuatro  horas.  Debe  notarse 
que  esta  ley  exige  para  que  el  dueño  pueda  hacer  su  reclamación,  que 
la  nave  no  haya  sido  conducida  infra  prcesidia,  importando  poco  , 
sin  embargo,  que  la  posesión  haya  traspasado  el  plazo  dicho.  Se  su- 
pone que  el  territorio  adverso  la  contagia  y le  imprime  su  carácter 
hostil . ** 

§ 831.  Cuando  se  lleva  á cabo  la  représa  de  una  patente 
de  rescate  y del  relien  ¿ tendrá  derecho  el  que  la  haga  para 
retener  el  último  y exigir  el  segundo  ? 

Al  salir  de  Guernesey  un  corsario  que  había  rescatado 
una  barca  de  la  matrícula  de  Bayona  fue  capturado  por 
la  corbeta  francesa  Amarante.  El  almirante  declaró  que  la  presa  era 


Represa  de 
una  patento 
de  rescate  y 
del  relien. 


Precedente 

histórico. 


* Wheaton,  Elém.  droü  mi.,  pte.  4,  ch.  2,  § 12;  Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des 
prises,  tit.  7,  cb.  1;  Hautefeuille,  Droits  des  nations  neutres , tit.  13,  ch.  3;  Halleck, 
Int.  («tu,  ch.  35,  § 18;  Manning,  Law  of  nations,  p.  141;  4\ildman,  Inl.  law, 
vol.  II,  pp.  277,  285;  Dunlop,  Digest  of  latos  of  V . S.,  pp.  271-273. 

**  Wlieaton,  Elém.  droit  inl .,  pte.  4,  ch.  2,  § 12;  Bvnkershoek,  Qucest.  jur.  pub., 
lib.  1,  cap.  5;  Azuni,  Droit  marilimc,  pte.  2,  ch.  4,  §§  8,9;  Pistoye  et  Duverdy, 
Traite  des  prises , tit.  7;  Halleck,  Int.  law,  ch.  35,  § 22;  Phillimore,  On  int.  law , 
vol.  III,  §§  422-429;  Valin,  Com . sur  l’ordonnanee,  vol.  II,  pp.  257-259;  Trailé 
des  prises,  ch.  C,  § t,  Emérigon,  Des  assurances,  ch.  17,  sect.  7;  Pothior,  De  pro- 
priété , n”  99;  Dalloz,  Itépertoire , tit.  Prises  maritimes,  sect.  3. 
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decretó  el  rescate  en  favor  del  rey , quien  anuló  la  pa- 

g32.  La  reconquista  de  Oporto  por  el  ejército  aliado 
al  mando  de  Wellington.  nos  presenta  un  caso  preciso  de 
represa  efectuada  con  la  cooperación  de  fuerzas  terrestres, 
que  para  apoderarse  de  aquella  plaza,  fué  menester  hacer 


$ m 

buena  y 
tente.  * 

Cooperación 
de  fuerzas 
terrestres. 

Sabido  es  . 

uso  no  solo  de  la  escuadra  inglesa  sino  de  las  fuerzas  coaligadas 
que  sostuvieron  una  batalla  antes  de  que  se  rindiera.  Por  esta  razón 
se  consideran  que  tenían  tantos  títulos  como  las  marítimas  al  salva- 
mento militar.  ** 

, S 833.  Las  represas  pueden  también  realizarse  por  las 

Itocoljro  de  u A 1 1 

un  tonino  por  mismas  tripulaciones  capturadas,  bien  en  virtud  de  una 

su  antigua  < 

tripulación,  rebelión  ó ya  valiéndose  de  algún  accidente  favorable. 

En  cualesquiera  de  estas  circunstancias  vuelven  las  cosas  á la  pro- 
piedad de  los  interesados  respectivos,  que  deben  dar  un  premio  de 
salvamento  á los  represadores . 

Cago  Un  ejemplo  muy  curioso  de  este  género  registran  en 

tico-  sus  anales  las  decisiones  jurídicas  de  la  Gran-Bretaña.  For- 
maban parte  de  la  tripulación  de  un  buque  norte-americano  que  fué 
capturado,  algunos  marineros  ingleses  que  prestaban  á bordo  sus  ser- 
vicios como  pago  del  pasaje.  Estos  coadjubaron  á la  represa  y el  al- 
mirantazgo, considerando  que  el  acto  había  sido  completamento  es- 
pontáneo, hasta  el  punto  de  que  si  se  hubieren  negado  á tomar  parte 
en  él  no  podrían  ser  culpables  de  deserción,  decretó  que  había  lugar 
al  derecho  de  que  nos  ocupamos. 

Pero  este  no  se  puede  deducir  real  y lógicamente  de  la  aplicación 
á estos  casos  del  postliminio,  porque  examinados  bajo  semejante  as- 
pecto los  represadores  no  hacen  otra  cosa  que  recuperar  su  estado 
primitivo.  *** 


* Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  5,  § 6;  Halleck,  Int.  lato,  ch.  35,  § 24;  Emé- 
rigon,  Des  assurances,  ch.  12,  sect.  23;  Valin,  Traité  des  prises,  ch.  11,  sects.  2, 
3;  De  Cussy,  Droit  marilime,  liv.  1,  lit.  3,  § 29;  Merlin,  Répertoire,  tit.  Prises 
mar itimes,  § 3,  art.  4;  Dalloz,  Répertoire,  tit.  Prises  maritimes,  sect.  3. 

**  HefTter,  Droit  int.,  §§  187  et  seq.;  Halleck,  Int.  law,  ch.  35,  §§  27,  28; 
Wlldman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  288. 

Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3, 
ch.  14,  § 213;  ch.  15,  § 228;  Pinheiro  Ferreira,  Aotes  sur  Vattel,  §§  213,  228; 
Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  5,  § 8;  Halleck,  Int.  law,  ch  35,  § 25;  Emerigon» 
TraUé  des  assurances,  ch.  12,  sect.  25;  Valia,  Com.  sur  l’ord .,  art.  8;  Traite  des 
prises,  ch.  6,  § 1,  n°  18;  De  Cussy,  Droit  marilime,  liv.  1,  tit.  3,  § 30;  Dalloz, 
eperíoire,  tit.  Prises  maritimes,  sect.  3;  Sirey,  Recueil,  etc.,  an.  12,  pte.  2, 
P-  °j  4>ildman,  Int.  law,  vol.  II,  p.  293. 
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§ 835 


Condición 
necesariapa- 
ra  la  represa 
y el  salva- 
mento. 


Opinión  de 
sir  \V.  Scott. 


§ 834.  Es  condición  escencial  para  que  haya  lugar  á la 
represa  ó recobro  y por  tanto,  al  derecho  de  salvamento, 
que  la  presa  llegue  á estar  realmente  en  poder  del  enemi- 
go ó tan  á punto  de  sucumbir  que  se  considere  inevitable  su 
captura. 

En  la  causa  del  Franklin  dijo  sir  W.  Scott  que  no  tenia 
noticia  de  ningún  caso  en  que  se  hubiera  concedido  la  re- 
muneración del  salvamento  no  estando  la  propiedad  salvada  en  po- 
sesión del  enemigo  ó próxima  á caer  irremediablemente  en  su  poder, 
’como  cuando  le  nave  ha  arriado  bandera  y el  contrario  se  halla  á tan 
corta  distancia  que  es  imposible  la  fuga.  * 

§ 833.  No  es  cuestionable  siquiera  que  el  buque  captu- 

, i lleprcsade 

rado  y represado  da  el  derecho  de  recobro  al  crucero  que  represa, 
lleva  á cabo  la  represa.  Pero  no  ofrece  la  misma  claridad  cuando  se 
trata  de  una  nave  apresada  por  un  crucero,  represada  después  por  el 
enemigo  y vuelta  á represar  por  otro  de  los  primeros,  porque  en  estas 
circunstancias  hay  que  resolver  si  la  segunda  represa  extingue  los 
derechos  de  la  captura. 

ün  buque  francés  armado  en  corso  se  apoderó  de  una  „ 

_ _ r Caso  resucito 

embarcación  inglesa,  que  retuvo  en  su  poder  tres  dias,  011  Krancia- 
al  cabo  de  los  cuales  cayeron  ambos  en  el  de  otro  británico,  siendo 
todos  represados  á las  diez  y seis  horas  por  un  nuevo  corsario  de 
Francia. 

Los  dos  armadores  entablaron  la  acción  correspondiente  para  que 
se  les  adjudicase  la  presa  inglesa,  pretendiendo  el  del  primero  res- 
pecto á la  captura  primitiva  que  le  pertenecía,  no  pudiendo  aspirar 
mas  que  á la  tercera  parte  el  segundo,  quien  sostenía,  por  el  contra- 
rio, que  lo  mismo  la  primera  que  la  segunda  presa  eran  de  su  ex- 
clusiva pertenencia. 

Decidióse  la  cuestión  en  favor  de  este  por  el  consejo  de  presas  en 
2 de  enero  de  1693,  y por  decretos  del  consejo  de  Estado  de  17  de 
octubre  de  1703,  3 de  junio  de  1706,  y 14  de  igual  mes  de  1810,  pero 
habiéndose  renovado  durante  la  última  guerra  de  l*  rancia  e Inglaterra 
se  juzgó  en  sentido  diametralmente  opuesto,  esto  es,  en  pró  del  arma- 
dor primero,  dando  lugar  á que  el  citado  consejo  expidiese  un  nuevo 
decreto  de  3 de  noviembre  de  1748,  por  el  cual  y en  conformidad  con 
los  precedentes  se  adjudicó  la  presa  al  segundo,  y para  que  la  difi- 
cultad no  volviera  á presentarse,  se  publicó  en  forma  de  reglamento 


w.) 


* Bello,  Derecho  hit.,  pte.  2,  cap.  5,  § G. 
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con  orden  do  que  se  registrara  en  todos  los  almirantazgos  del 

Pistove  y Duverdy  exponen  cual  es  la  legislación  francesa 
acSSftaí-  acerca"  del  particular  en  estos  términos  : « El  artículo  54 
ccsa'  del  decreto  de  2 pradial  no  es  mas  que  la  reproducción 
del  artículo  8 del  título  de  presas  de  la  ordenanza  de  1681,  y no  con- 
tiene nada  que  indique  la  intención  en  el  legislador  de  derogar  la  ju- 
risprudencia precedentemente  en  vigor.  Por  otra  parte,  los  decretos 
deí  consejo  tenían  en  ciertos  casos  un  carácter  legislativo  bien  per- 
ceptible por  cierto  en  el  de  1748,  para  cuya  no  aplicación  se  necesi- 
taria  una  disposición  especial  que  no  existe,  deduciéndose  claramen- 
te de  aquí  que  en  los  casos  de  represa  no  es  aplicable  el  primero  de 
los  artículos  citados,  y que  el  buque  capturado  debe  pertenecer  al  úl- 
timo represador.  * 

§ 836.  Hace  mas  de  dos  siglos  que  era  un  principio  ad- 
buques^cap-  mitido  en  toda  Europa  que  la  nave  represada  de  los  pira- 
Upíra°así,or  tas  pertenecía  á los  que  se  apoderaban  de  ella.  En  este 
sentido  se  pronunciaba  un  decreto  del  Parlemento  de  Paris 
de  24  de  abril  de  1624,  con  motivo  de  una  represa  hecha  á los 
piratas  de  Argel,  disposición  que  se  bailaba  conforme  con  las  de 
España,  Holanda,  Venecia,  etc.,  etc. 

Opinión  ae  Grotius  v Barbeyrac  admiten  y justifican  esta  doctrina, 

algunos  pu-  ..  , . . , , . , . . 

biicistas.  limitándola  en.  la  práctica  al  caso  en  que  el  represador  y 
el  dueño  del  barco  sean  súbditos  de  la  misma  nación, 
sosteniendo  que  debe  ser  restituido  cuando  pertenezca  á extranjeros. 
Nueva  juris-  Pero  el  rigor  de  semejantes  principios  explicable 
" solamente  en  las  monarquías  absolutas,  desapareció  bien 
pronto , dominando  .el  de  la  devolución,  en  cuyo  favor  se  alegaba 
que  el  pirata  no  adquiría  derecho  de  propiedad  sobre  los  bienes  que 
tomaba;  que  no  se  trataba  tampoco  de  una  occupcitio  bellica,  y que 
no  liabia  nada  que  pudiese  cubrir  el  vicio  y nulidad  de  origen. 

Casi  todos  los  tratados  que  se  han  ocupado  de  esta 

Estipulado-  , . . . . . , , 

nes  de  los  materia  estipulan  Ja  restitución,  con  la  imposición  de  un 
tratados  pú-  . 1 1 

biicos.  derecho  de  recobro.  Algunos  determinan  que  sea  íntegra 

y completa  pudiendo  citarse  entre  los  de  esta  índole  el 

celebrado  en  1783  entre  Suecia  y los  Estados-Unidos. 

Ley  inglesa.  ley  inglesa  corrobora  la  doctrina  expuesta,  y señala 

como  derecho  de  recobro  la  octava  parte  del  valor  real. 

* Pisl0>e  et  Duverdy,  Traite  des  prises,  tit.  7,  ch.  1. 
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Una  órden  del  consejo  de  30  de  julio  de  1849  dispone  que  esta 
cantidad  se  distribuya  entre  la  tripulación  represadora  ó á la  direc- 
ción del  East  India  Company,  cuando  el  hecho  se  verifique  por  uno 
de  sus  buques;  pero  la  disolución  de  esta  compañia  ha  derogado 
implícitamente  la  última  parte  de  semejante  disposición. 

Acerca  de  la  legislación  vigente  sobre  este  punto  en  los  Ley  norte_ 
Estados-Unidos,  dice  Hautefeuille,  que  aunque  sus  prin-  amencana- 
cipios  no  distan  tanto  del  derecho  primitivo  como  los  que  se  siguen 
por  otros,  reclaman,  no  obstante,  ciertas  reformas,  siendo  de  desear 
que  los  pueblos  se  pongan  de  acuerdo  para  reglar  esta  cuestión  de 
un  modo  uniforme.  Es  tan  fácil,  añade,  el  cumplimiento  de  esta 
obra,  cuanto  que  generalmente  verifican  aquellas  represas  los  buques 
del  Estado,  cuya  misión  es  asegurar  en  tiempo  de  paz  y de  guerra  la 
libertad  de  los  mares,  sin  que  tengan  derecho  á recompensas  pecu- 
niarias por  haber  cumplido  con  su  deber.  * * * § 

§ 837.  El  derecho  de  postliminio  no  se  extiende  á los 
bienes  situados  en  países  neutrales,  porque  en  ellos  debe 
considerarse  como  legal  toda  adquisición  hecha  por  cual- 
quiera de  las  partes  á no  ser  que  la  captura  de  que  se 
trate  fuera  una  infracción  de  sus  derechos  ó de  su  juris- 
dicción. Porque  consentir  que  un  beligerante  que  se  encuentra  en 
territorio  neutral  reclame  las  mercancías  ó bienes  que  hubiese  cap- 
turado el  enemigo,  equivaldría  á faltar  á los  deberes  que  impone  la 
neutralidad. 

No  se  aplican  los  mismos  principios  á las  personas,  respecto  á las 
cuales  procede  el  jus  postliminii ; asi  es  que  si  un  beligerante  con- 
dujese sus  prisioneros  de  guerra  á un  pueblo  neutral,  perderá  ipso 
fado  el  poder  que  tenia  sobre  ellos.  ** 


Efcclo  del 
jui  posltimi- 
vü  sobre  las 
personas  y 
bienes  en 
territorio 
neutral. 


* Hautefeuille,  Droits  des  nalions  neutros,  tit.  13,  ch.  3,  sed.  4;  Grotius,  Droit 
déla  gilerreet  de  la  paix,  édition  Guillaumin,  amiolée  par  Pradier-1-  oderé,  liv.  3, 
ch.  9,  § 17;  Loccenius,  De  jure  marítimo,  lib.  2,  cap.  2,  n"  4;  Coccejus,  Giotius 
illust.,  liv.  3,  cap.  8,  § 9;  Wheaton,  Elém.  droil  int.,  pte.  4,  ch.  2,  § 12;  Halleck 

Int.  laiv,  ch.  35,  § 2G;  Phillimore,  On  int.  law,  vol.IIÍ,  §§  411,  412;  Ilrosyn,  Civil 

and  admirall ¡j  law,  vol.  II,  ch.  3.  p.  4G1 : Valin,  Com.  sur  l’ord.,  liv.  3,  tit.  9, 

§ 10;  Traite  des  prises,  ch.  6,  sect.  2,  § 2;  sed.  3,  § 3;  Guidon  de  la  mer,  ch, 
11;  Azuni,  Droit  mar.,  vol.  II,  ch.  4,  art.  ó,  §§  7 etseq.;  Massé,  Droit  commerciat, 
liv.  2,  tit.  1,  ch.  2,  sect.  3,  § G,  n°  424;  Pothier,  Traite  de propriélé,  a”  101;  De 
Cussy,  Droit  maritime,  liv.  1,  tit,  3,  § 30;  Pistoye  et  Duverdy,  Traite  des  prises  , 
tit.  1,  ch.  3,  sect.  1,  § 2;  Cleirae,  De  la  juridiction  ds  la  marine,  p.  180;  Dalloz, 
Réperloire,  tit.  Prises  marítimos,  sect.  3;  Martens,  Recueil,  vol.  III,  p.  505. 

**  Yattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotóe  par  Pradicr-Fodcré,  .liv.  3, 
ch.  7,  § 132;  ch.  14,  §208;  Bynkershoek,  Quwst.jur.  pul>.,  lib.  i,  caps.  15,  1GJ 
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§ 838  Todavía  no  se  ha  resuelto  de  una  manera  uni- 
ueprcsas  <ie  i rUestion  relativa  á los  derechos  que  conserva  el 

faies.  propietario  de  un  cargamento  o de  una  nave  neutral  cap- 
turada por  un  beligerante  y represada  por  el  contrario  ántes  de  haber 
pronunciado  sentencia  condenatoria  el  tribunal  competente. 

La  mayor  parte  de  los  reglamentos  que  rijen  sobre  la 
Di'spdcicios  materia  no  hacen  mención  de  esta  clase  de  represas,  y 
reglamentos.  Jos  fjUe  jiabian  do  ellas  las  asimilan,  como  sucede  con 
las  inglesas,  á las  de  los  barcos  nacionales. 

do  ios  iratn-  Por  otra  Partc>  son  tan  escasos  los  tratados  que  se 
d"s-  ocupan  de  este  punto,  que  puede  aseverarse  sin  temor  de 
incurrir  en  un  cálculo  erróneo,  que  no  pasan  de  seis.  Estos  son : el 
de  Io  de  mayo  de  1781  entre  Francia  y los  Países  Bajos,  artículo  Io ; 
el  de  26  de  setiembre  de  1786  entre  Inglaterra  y Francia,  art.  34; 
el  de  25  de  noviembre  de  1676  entre  España  y los  Países  Bajos; 
el  de  1689  entre  Inglaterra  y los  mismos  países;  el  de  Io  de  mayo  de 
1725  entre  España  y Austria,  artículo  43 ; y el  de  1782  entre  la  pri- 
mera de  estas  potencias  y la  Puerta  Otomana,  art.  13.  * 

No  hay  materia,  dice  Hautefeuille,  en  que  el  derecho 
de  íosP1bn-  secundario  se  haya  separado  tanto  del  primitivo,  violán- 
?es°  según ' la  dolé  de  un  modo  mas  ridículo.  La  ley  divina,  continúa, 
quiere  que  la  nave  neutral  capturada  por  un  beligerante 
y represada  por  su  adversario  ántes  de  que  se  declare  la 
validez,  sea  devuelta  al  propietario  neutral  sin  condición  alguna; 
pues  bien,  la  ley  humana  ha  decidido  que  ese  buque  se  confisque, 
al  ménos  parcialmente,  en  provecho  del  represador,  y que,  en  el 
mayor  número  de  casos,  la  confiscación  sea  completa  en  perjuicio 
del  propietario,  al  cual  se  le  da,  no  obstante,  el  nombre  de  amigo. 

Ley  fran-  Los  tratados  á que  nos  hemos  referido  anteriormente, 
sirvieron,  por  decirlo  así,  de  pauta  al  consejo  de  presas 
francés  para  muchas  de  sus  decisiones. 


Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4.  ch.  2,  § 12  ; Bello,  Derecho  int.,  pte.  2,  cap.  4 
§ 8;  Halleck,  Int.  law,  ch.  35,  § 6;  Kent,  Com.  on  am.  law , vol.  I,  p.  109; 
Phillimore,  On  int.  law,  vol.  III.  §§  404,405;  Coccejus,  Grolius  illust.,  lib.  3,  cap. 
8,  § 9;  Hautefeuille,  Droits  des  nalions  neutres,  vol.  II;  Heffter,  Droit  inl §§ 
189,  190;  Cushing,  Opinions  of  U.  S.  Altys  geni.,  vol.  VII,  p.  123. 

Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer , pp.  344,  345;  Wheaton,  Elém.  droit 
^ ch.  2,  § 12;  Martens,  Essai  sur  les  armateurs,  ch.  3,  §§  52,  59; 
„p„in’  Cowi*  sur  liv.  3,  ch.  9,  art,  10;  Jouffroy,  Droit  marilime,  pp-  3o 7- 

¡ Jac°hson,  Seerecht,  p.  814;  Ñau,  Volkcrsecrechl , § 278. 
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838 


Como  una  de  las  mas  notables  puede  citarse  la  que  . 

. 1 Captura  de 

recayó  en  la  causa  incoada  con  motivo  de  la  captura  de  La 
La  Stalira. 

« Este  buque,  dijo  M.  Portalis  en  su  notabilísimo  informe,  que  na- 
vegaba con  bandera  norte-americana,  ha  sido  represado  de  un  cor- 
sario británico  por  otro  francés  de  Port-Malo,  y conducido  al  puerto 
de  Perros-Guirec,  cerca  de  Paimpol. 

« Los  tribunales  que  hasta  ahora  entendieron  en  el  asunto  han  de- 
clarado la  absolución  del  buque  y pronunciado  sentencia  condenatoria 
contra  el  cargamento,  adjudicando  al  capitán  el  Hete,  la  prima  y una 
indemnización  de  1,050  francos,  á razón  de  cinco  francos  diarios  poi- 
cada uno  de  los  individuos  de  la  tripulación.  El  captor  ha  recurrido 
al  tribunal  de  casación,  fundándose  en  que  según  nuestras  leyes  pro- 
cedió también  la  confiscación  de  la  nave.  No  reclamó  el  capitán 
capturado  contra  la  sentencia  condenatoria  del  cargamento,  pero  una 
vez  vuelta  h causa  al  Consejo,  presentó  una  memoria  impresa  solici- 
tando la  devolución  de  la  nave  y del  cargamento. 

« El  captor  pretende  que  no  ha  debido  declararse  la  absolución  de 
la  nave  y considera  como  definitivamente  consumada  la  confiscación 
del  cargamento.  En  apoyo  de  su  pretensión  expone  los  principios 
porque  se  debe  regir  la  represa  de  un  buque.  Pues  bien,  entrando  en 
esta  cuestión , es  preciso  en  primer  lugar  no  confundir  las  naves 
francesas  con  las  extranjeras  que  pretenden  ser  neutrales,  y en  segun- 
do tener  en  cuenta  cuando  la  represa  sea  de  una  de  las  últimas  si  se 
ha  verificado  por  un  buque  de  guerra  ó por  un  corsario.  Una  de  las 
obligaciones  del  Estado  es  defender  la  persona  y la  propiedad  de 
todos  los  ciudadanos,  resultando  de  este  principio  que  cuando  un 
barco  de  nuestra  marina  represa  una  nave  que  lleva  nuestro  pabellón 
realiza  un  acto  de  protección  que  no  puede  conferir  á la  república  la 
propiedad  de  la  nave.  Así,  han  decidido  nuestras  leyes  que  en  este 
caso  se  proceda  á la  restitución.  No  se  sigue  igual  proceder  cuando 
el  recobro  se  efectúa  por  un  corsario  particular,  porque  teniendo  en 
cuenta,  que  expone  su  vida  y su  fortuna  en  el  apresamiento,  se  le 
ha  reconocido  en  cambio  la  propiedad  represada.  Algunos,  armado- 
res, sin  embargo,  después  de  haber  rescatado  el  buque  de  su  com- 
patriota, han  renunciado  generosamente  á sus  derechos.  La  última 
guerra  nos  ha  ofrecido  muchos  ejemplos  de  esta  clase  que  honran  á 
la  nación  y deben  ser  protegidos  y alentados  por  el  gobierno. 

« Pero  el  simple  hecho  de  la  represa  no  da  derecho  alguno  sobre 

la  embarcación  extranjera  neutral  recobrada  del  enemigo  ya  por  un 
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buque  del  Estado,  bien  por  un  corsario.  En  vano  se  invocaría  la 
ordenanza  de  la  marina  de  1681  y las  leyes  posteriores, por  que  todas 
se  refieren  á la  represa  de  un  buque  francés  por  otro,  pero  no 
resuelven  nada  acerca  de  la  de  uno  que  pretende  ser  neutral. 

\ falta  pues,  de  prescripciones  terminantes  es  preciso  recurrir  á 
los  principios  generales  del  derecho  según  los  cuales  un  buque  neu- 
tral debe  ser  respetado  por  todos  los  pueblos.  El  que  le  oprima  una 
de  Jas  naciones  beligerantes,  no  es  razón  para  que  la  contraria  se 
haga  cómplice  de  esta  opresión,  ó la  emplee  en  su  provecho.  He 
aquí  por  que  la  nave  neutral  represada  del  enemigo  por  una  nuestra 
debe  ser  inmediatamente  puesta  en  libertad,  si  acredita  su  carácter 
neutral.  Pero  se  objetará  que  porqué  se  ha  de  tratar  con  mas  aten- 
ción y miramiento  á las  extrañas  que  á las  propias? 

« La  razón  es  clara.  Las  leyes  suponen,  y nosotros  también,  que  el 
buque  francés  que  lia  caído  en  poder  del  enemigo,  se  hubiera  per- 
dido para  siempre  sin  el  hecho  del  recobro;  por  consiguiente,  su 
represa  es  una  verdadera  conquista.  Pero  si  se  trata  de  un  neutral, 
su  captura  por  el  enemigo  no  le  imprime  carácter  hostil,  hasta  tanto 
que  no  se  pronuncie  por  el  magistrado  la  sentencia  condenatoria, 
circunstancia  esencial  para  que  pierda  su  significación  y sus  derechos. 
Puede,  pues,  aun  después  de  capturada  recobrar  su  libertad.  En  esta 
situación,  la  represa  no  puede  trasferir  la  propiedad  á los  que  la 
realicen,  sin  que  se  resuelva  previamente  la  cuestión  de  neutralidad. 
Tal  ha  sido  el  lenguage  de  todos  los  publicistas  y la  práctica  general 
de  las  naciones  civilizadas. 

a De  todo  lo  que  liemos  dicho  podemos  deducir  que  La  Statira  no 
es  confiscable  por  el  hecho  solo  de  haber  sido  represada  al  enemigo, 
y que  es  preciso  hacer  lo  que  el  enemigo  mismo  hubiera  hecho,  es 
decir,  resolver  acerca  de  sil  carácter  neutral. 

« Otro  de  los  motivos  alegados  por  el  captor  en  favor  de  la  con- 
fiscación del  buque  es  que  el  cargamento  se  compone  de  artículos 
prohibidos  ó de  contrabando  de  guerra;  motivo  que  da  lugar  á dos 
cuestiones,  una  de  derecho  y otro  de  hecho.  La  primera  es  si  debe 
determinarse  la  cualidad  del  buque  por  la  del  cargamento ; y la  se- 
gunda si  el  de  La  Statira  tenia  la  significación  que  se  pretende. 

4 El  consulado  de  la  mar  establece  : Io  que  se  pueden  tomar  los 
electos  hostiles  que  se  encuentran  á bordo  de  una  nave  neutral 
pagando  el  líete  y la  hipoteca  debida  al  capitán;  2o  que  si  en  una 
enemiga  hay  mercancías  neutrales  se  deben  entregar  á sus  dueños, 
has  ordenanzas  de  1543,  art.  42,  y de  1584,  art,  79,  declaran,  al 
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parecer,  buena  presa  el  buque  neutral  que  conduce  artículos  ilícitos, 
y toda  la  mercancía  que  se  encuentra  en  uno  contrario,  aunque  per- 
tenezca á un  amigo.  Este  rigor  fué  templado  por  la  declaración  de 
Io  de  febrero  de  1630  que  dispone  en  su  art.  5 la  devolución  á los 
amigos  aliados  ó súbditos.  La  ordenanza  de  la  marina  en  su  título 
de  presas  art.  7,  restableció  la  antigua  ley,  y el  reglamento  de  23  de 
julio  de  1704  decide  que  si  se  encontraran  á bordo  de  buques  neutrales 
efectos  pertenecientes  al  enemigo  serian  confiscables  el  buque  y el 
cargamento.  De  nuevo  se  dulcificó  esta  jurisprudencia  por  el  regla- 
mento de  21  de  octubre  de  1774  que  disponia  en  el  art.  3,  la  confis- 
cación de  la  carga,  pero  no  la  de  la  nave.  El  reglamento  de  26  de 
julio  de  1778  dice  en  su  art.  Io  : « Prohibe  S.  M.  á todos  los  arma- 
dores que  detengan  y conduzcan  á los  puertos  del  reino  los  buques 
de  Estados  neutrales  aun  cuando  procedan  de  los  puertos  enemigos 
ó naveguen  con  destino  á ellos,  exceptuando,  sin  embargo,  los  que 
lleven  socorro  á plazas  bloqueadas,  sitiadas  ó embestid  . Las  naves 
neutrales  cargadas  con  mercancías  de  contrabando  destinadas  al 
enemigo  podrán  ser  detenidas,  capturándose  y confiscándose  dichas 
mercancías,  pero  se  declararán  libres  los  buques  y el  resto  del  carga- 
mento, á no  ser  que  las  mercancías  de  contrabando  formen  las  tres 
cuartas  partes  del  valor  total  de  la  carga,  en  cuyo  caso  se  confiscarán 
el  buque  y el  cargamento ; reservándose  S.  M.  el  revocar  las  fran- 
quicias concedidas  en  este  artículo  si  las  naciones  enemigas  no  las 
conceden  en  el  plazo  de  seis  meses,  á contar  desde  el  dia  de  la 
publicación  ele  este  reglamento.  » La  ley  del  29  de  nivoso  año  VI 
revocó  estas  ultimas  disposiciones  y ordenó  que  el  carácter  neutral  ó 
enemigo  de  las  naves  se  determinara  por  su  cargamento,  y que,  por 
tanto,  el  buque  que  proviniese  de  Inglaterra  ó de  sus  posesiones  caz- 
gado  de  mei’cancias  se  declai'aria  buena  pi’csa,  cualquiera  que  lucra  el 
propietario  de  los  artículos  que  se  encontraran  á bordo.  Pero  la  ley 
de  23  de  frimario  año  VII  derogó  la  anterior  restableciendo  el  regla- 
mento de  1778. 

« Resulta  de  esta  reseña  histórica  de  nuestras  leyes,  que  estas  han 
variado  según  las  costumbres  y las  circunstancias;  que  las  exigencias 
del  momento  han  modificado  casi  siempre  los  principios  del  derecho 
político;  que,  en  los  tiempos  modernos,  los  reglamentos  se  han 
inclinado  siempre  del  lado  de  la  equidad,  y que  la  nación  francesa 
puede  gloriarse  de  haber  tomado  en  la  última  guerra  la  iniciativa  de 
las  reglas  suaves  y generosas  que  han  prevalecido,  y de  haber  dado 
ejemplos  útiles  á todos  los  pueblos.  Sin  embargo,  como  la  ley  pri- 
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mora  de  las  naciones  es  la  de  la  reciprocidad,  se  ha  visto  que  el 
legislador  se  ha  reservado  siempre  el  derecho  de  usar  de  mas  seve- 
ridad según  la  conducta  de  los  demas  Estados  beligerantes. 

, El  captor  pide  que  se  le  juzgue  según  la  ley  de  29  nivoso  año  VI. 
Sostiene  que  bajo  esta  ley  empezó  las  peligrosas  correrías  del  corso 
marítimo  é hizo  la  captura  de  La  Statira.  Las  leyes  y los  reglamen- 
tos dice,  no  pueden  modificar  los  derechos  adquiridos.  Estos  dere- 
chos, añade,  existian  ya  antes  de  que  se  derogara  esa  ley. 

« Sin  examinar  el  grado  de  autoridad  y fuerza  que  debe  conce- 
derse á la  ley  invocada,  diré  que  en  general,  los  reglamentos  del 
corso  marítimo,  impropiamente  llamados  leyes,  y que  por  si  mismos 
son  esencialmente  variables  pro  temporibus  et  causis,  son  susceptibles 
siempre  en  su  aplicación  de  dulcificarse  por  principios  de  equidad 
ó de  prudencia.  Añadiré  que  al  ejecutarlos  extremadamente  rigu- 
rosos, es  preciso  mas  bien  restringirlos  que  extenderlos  y que  al  elegir 
las  distintas  interpretaciones  á que  se  prestan  se  debe  preferir  la  mas 
favorable  á la  libertad  y á la  justicia.  El  derecho  no  nace  ni  se  funda 
en  los  reglamentos,  al  contrario,  estos  nacen  de  él;  por  consiguiente, 
las  leyes  ó reglas  particulares  deben  ejecutarse  de  la  manera  mas 
conforme  á los  principios  de  la  razón  universal,  sobre  todo  en  las 
materias  que  pertenecen  al  derecho  de  gentes  en  las  cuales  los  legis- 
ladores todos  se  han  envanecido  de  haber  sido  fieles  intérpretes  de  la 
ley  natural. 

« Establece  la  de  29  de  nivoso  que  el  carácter  de  la  nave  so  fije 
y determine  por  el  del  cargamento,  y añade  que  el  buque  cargado 
en  totalidad  ó en  parte  de  mercancías  que  provengan  de  Inglaterra 
ó de  sus  posesiones  será  confiscable.  Pero  ¿cómo  se  deben  entender 
las  palabras  en  totalidad  o en  parte ? No  cabe  duda  alguna  si  el  car- 
gamento se  compone  solo  de  mercancías  prohibidas  ó de  contra- 
bando; pero  si  estas  constituyen  únicamente  una  parte  de  él  ¿qué 
regla  se  deberá  seguir? 

« El  reglamento  de  1778  no  confiscaba  la  nave  y el  cargamento  en 
totalidad  sino  cuando  los  artículos  de  contrabando  excedían  de  las 
tres  cuartas  partes  de  su  valor.  La  ley  de  29  de  nivoso  no  contiene 
acerca  de  este  punto  disposición  alguna;  limitándose  á decir  que 
serán  confiscables  el  buque  y el  cargamento  cuando  este  se  compon- 
ga en  totalidad  ó en  parte  de  artículos  prohibidos.  Pero  en  ningún 
caso  debe  presumirse  que  haya  querido  establecer  cosas  absurdas,  y 
al  inteipietar  las  prescripciones  es  preciso  no  darles  en  respeto  suyo 

un  sentido  que  rechace  y condene  la  razón.  Pues  bien,  seria  cierta- 
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mente  absurdo  creer  que  no  habiendo  fijado  cantidad  alguna  fuera 
procedente  la  confiscación  de  una  nave  y de  su  cargamento  por- 
que se  encontraran  á botado  algunos  artículos  de  contrabando  de 
guerra. 

« La  interpretación  de  las  leyes  obedece  a reglas  fijas  y principios 
bien  conocidos,  y no  es  posible  pensar  que  cuando  un  legislador  habla 
de  una  cantidad  cualquiera  que  no  determina,  se  puede  suplir  esta  va- 
guedad por  apreciaciones  ó hipótesis  ridiculas.  En  jurisprudencia  lo 
poco  se  considera  como  nada,  parumpro  nihilo  habetur , por  consi- 
guiente, cuando  la  ley  se  sirve  de  las  palabras  en  iodo  [ó  en  parte  se 
debe  suponer  que  exige  el  todo  ó una  parte  al  menos  de  importancia 
al  juicio  de  una  persona  sensata. 

« Me  creo,  pues,  autorizado  á sostener  que,  aun  según  la  ley  de  29 
nivoso,  la  nave  y el  cargamento  no  son  confiscables  sino  cuando  el 
número  de  los  artículos  de  contrabando  de  guerra  que  se  hallen  á 
bordo  se  eleve  á una  cifra  suficiente  para  llamar  la  atención  y hacer 
nacer  justas  presunciones  de  fraude  sobre  el  resto  de  la  carga.  Pero 
¿cuál  será  esta  cantidad?  De  que  la  ley  no  la  fija  por  sí  misma  se 
deduce  que  la  deja  á la  equidad  del  magistrado,  es  decir,  á esa  inte- 
ligencia ilustrada  que  la  explica  cuando  es  oscura,  la  suple  cuando 
es  insuficiente,  la  corrige  cuando  es  imperfecta,  y sin  la  cual  sería 
imposible  la  administración  de  justicia. 

«Debemos  examinar  ahora  la  naturaleza  del  cargamento  encontra- 
do á bordo  de  La  Statira.  Según  resulta  de  los  documentos  proba- 
torios había  sesenta  barriles  de  trementina  y cuarenta  do  alquitrán. 
El  captor  ha  presentado  estos  artículos  como  objetos  de  contra- 
bando, pero  el  capturado  sostiene  que,  según  el  tratado  de  amistad 
y de  comercio  celebrado  en  1778  entre  Francia  y los  Estados-Unidos, 
no  tienen  semejante  significación.  Convengo  en  que  dicho  pacto  no  les 
incluye  en  el  número  de  las  mercancías  ilícitas,  pero  en  cambio  esti- 
pula que  el  gobierno  francés  y el  norte-americano  se  obligan  á no 
conceder  una  franquicia  á otra  cualquiera  nación  en  asuntos  de 
navegación  ó de  comercio,  que  no  se  extienda  también  á la  otra  parte 
contratante.  Al  concluir  posteriormente  el  gobierno  americano  su 
tratado  con  Inglaterra  no  ha  podido  considerar  el  alquitrán  como 
contrabando,  sin  que  esta  prohibición  se  extendiera  á Francia,  por- 
que de  lo  contrario  los  ingleses  tendrían  una  ventaja  sobre  nosotros, 
cosa  que  se  ha  previsto  con  la  cláusula  de  que  hemos  dado  cuenta. 
El  decreto  del  Directorio  del  12  de  ventoso  afirma  el  punto  de  hecho, 
es  decir,  asevera  que  los  Estados-Unidos  han  concluido  con  Inglaterra 
t.  ii  — 32  407 


>S  LL  DERECHO  DE  POSTLIMINIO  [CAI*.  n 

un  tratado  calificando  de  artículo  ele  contrabando  el  alquitrán.  Pues 
bien  el  de  1778  nos  autoriza  á disfrutar  de  la  misma  ventaja.  Es,  por 
tanto,  innegable  que  el  alquitrán  hallado  á bordo  de  La  Slalira  e s ar- 
tículo de  ilícito  comercio.  Es  mas,  su  embarque  no  aparece  justificado 
por  ningún  conocimiento,  lo  cual  es  un  indicio  de  fraude;  pero  cons- 
tituye una  parto  muy  insignificante  de  su  cargamento  para  justificar 
la  confiscación  total,  aun  ateniéndose  á la  ley  de  29  de  nivoso. 

« Se  alega  en  segundo  lugar  que  dos  mil  novecientas  once  piezas 
de  palo  campeche,  cargadas  á bordo  de  La  Statira  provienen  de  las 
posesiones  inglesas,  acompañándose  esta  alegación  de  un  informe  pe- 
ricial que  se  ha  considerado  como  irregular  por  el  tribunal  civil  del 
departamento  de  las  Cótes-du-Nord.  El  captor  procedió  al  exámen 
pericial  sin  convocar  al  capturado,  y además,  según  parece,  los  peri- 
tos no  obraron  en  virtud  de  la  autoridad  del  juez  competente.  El  in- 
forme en  cuestión  no  merece  otra  consideración  que  la  de  un  simple 
documento  ó memoria  que  puede  instruir  al  magistrado,  pero  no 
producir  convicción. 

« Lo  cierto  es  que  el  cargamento  iba  consignado  á Lóndres,  y aun- 
que no  basta  esta  circunstancia  para  legitimar  la  captura,  debe  ser- 
virnos para  fijarnos  mejor  en  la  conducta  y procedimientos  que  el  ' 
captor  ha  seguido. 

« No  debo  disimular  al  consejo  que  después  de  la  sentencia  del  tri- 
bimal  de  comercio  de  Paimpol  confiscando  el  cargamento,  no  apeló 
el  capturado  haciéndolo  en  cambio  el  apresador  por  el  motivo  de  que 
no  se  había  confiscado  la  nave.  El  de  apelación  confirmó  la  sentencia 
del  inferior,  y el  captor  es  también  quien  lleva  la  causa  ante  el  de 
casación.  Esta  indiferencia  del  capturado , este  silencio  constante  de 
su  parte  sobre  sentencias  que  le  eran  mas  desfavorables  que  al  cap- 
tor, hicieron  nacer  sospechas  acerca  de  la  naturaleza  y verdadero 
destino  del  cargamento,  podiéndose  decir  que  el  capturado  ha  san- 
cionado con  su  tácita  aquiescencia  todas  las  providencias  contra  las 
cuales  no  ha  reclamado  en  los  plazos  que  para  hacerlo  le  concedían 
las  leyes.  ¿Pero  puede  influir  esto  sobre  la  nave,  cuyo  carácter  neu- 
tral resulta  evidentemente  probado  por  los  papeles  de  mar? 

« En  mi  concepto  concurren  circunstancias  bastantes  para  eximir  al 
captor  del  pago  de  indemnizaciones.  La  represa  será  suficiente  para 
autorizar , ya  que  no  la  confiscación  completa  del  buque,  su  detención. 
Las  mercancías  de  contrabando  halladas  á bordo,  aunque  en  corta  can- 
tidad, las  dudas  nacidas  sobre  la  procedencia  del  palo  campeche,  el 
destino  á Lóndres  de  todo  el  cargamento,  justificaban  en  cierto  modo 
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la  aplicación  de  los  principios  entonces  vigentes,  y por  consiguiente 
hubo  causa  y motivo  para  la  rigurosa  conducta  del  captor  y el  cap- 
turado debe  imputarse  á sí  mismo  los  perjuicios  sufridos.  Pero  para 
la  coníiscacion  absoluta  de  la  nave  sería  preciso  algo  mas,  aun  ate- 
niéndose la  ley  del  29  nivoso,  seá  necesitaría  que  una  gran  parte  del 
cargamento  se  compusiera  de  artículos  de  contrabando.  Pues  bien,  a 
cepcion  del  alquitrán,  que  constituye  una  insignificante  porción  de  la 
carga.  Jo  demás  no  ha  sido  declarado  buena  presa  por  los  tribunales 
inferiores  sino  por  circunstancias  que  no  tienen  ihfluencia  alguna  con- 
tra la  neutralidad  probada  del  buque. 

«Bajo  este  punto  sería  difícil  ser  mas  rígido  que  los  jueces  que 
han  pronunciado  ya  sentencia  en  el  asunto,  y que  estaban  habitua- 
dos á aplicar  con  estrenuo  rigor  principios  extraordinariamente  rigu- 
rosos. 

« Al  discutir  la  cuestión  referente  á la  nave  lo  he  hecho  también 
de  la  que  concierne  al  cargamento,  supuesto  que  por  el  silencio  del 
capturado  se  relaciona  la  primera  con  la  segunda.  Creo,  pues,  haber 
presentado  al  consejo  todas  las  observaciones  que  de  mí  podía 
esperar. 

« Sostengo,  por  tanto,  la  confiscación  pompleta  del  cargamento  y la 
absolución  de  la  nave,  declarando  al  captor  libre  del  pago  de  indem- 
nizaciones. » 

El  consejo  decidió  este  caso  con  arreglo  á lo  expuesto  en  el  ante- 
rior dictamen  fiscal. 

El  mismo  elevado  funcionario  expuso  nueva  y amplia-  )rcj¡((  de 
mente  los  principios  de  la  jurisprudencia  francesa  acer-  The  Ki,i /• 
ca  de  la  materia  que  analizamos,  con  motivo  de  la  represa  de  The 
Kity . 

« ¿Es  válida,  dijo,  la  captura  de  este  buque?  Si  se  decide  lo  con- 
trario ¿se  deberá  al  capturado  la  indemnización  de  los  daños  y per- 
juicios que  ha  sufrido?  Tales  son  las  dos  cuestiones  fundamentales  de 
esta  causa. 

«La  nave  llamada  The  Kity,  con  bandera  de  los  Estados-Unidos,  fue 
represada  del  enemigo  por  el  corsario  francés  Le  Brave.  Conducida 
á Algeciras  se  elevó  el  conocimiento  de  la  causa  al  cónsul  francés  en 
Cádiz,  el  cual  por  sentencia  cfel  7 pradial,  año  VI,  ordenó  la  absolu- 
ción del  barco  y la  confiscación  del  cargamento,  fundándose  en  el 
solo  hecho  del  recobro. 

« Apelóse  de  este  fallo  ante  el  tribunal  civil  del  departamento  del 
Loire  inferior,  que  anuló  la  decisión  del  cónsul  y ordenó  la  res 
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titucion  del  cargamento,  aunque  sin  conceder  la  indemnización  de 
daños  y perjuicios. 

« Pendía  la  cuestión  del  tribunal  de  casación  cuando  fué  establecido 
el  consejo  de  presas,  que  ha  manifestado  ya  cuales  son  sus  principios 
en  el  asunto  de  la  captura  de  La  Statira.  En  esta  ocasión  se  ha  reco- 
nocido que  no  se  rejian  por  las  mismas  reglas  la  represa  de  una 
nave  neutral  por  otra  francesa,  y la  de  una  de  estas  por  otra  que 
también  lo  fuera.  * 

«En  este  último  caso  confieren  nuestras  leyes  la  propiedad  del  bu- 
que represado  al  represador,  pero  nada  determinan  respecto  al  buque 
neutral,  cuya  suerte  abandonan  á los  principios  y reglas  generales  del 
derecho  común. 

«Pues  bien,  colocada  la  cuestión  en  este  terreno  se  puede  dedi- 
que la  nave  que  pretende  ser  neutral  y ha  sido  represada  del  enemigo 
no  es  confiscable  á ménos  que  no  justifique  su  carácter.  Necesitamos 
proceder  en  este  caso  como  lo  hubiera  hecho  el  enemigo  de  quien 
hemos  alcanzado  la  represa,  y así  como  entonces  no  hubiese  perte- 
necido al  captor  hasta  que  el  tribunal  la  hubiera  declarado  buena 
presa  ; así  nosotros  debemos  observar  y cumplir  el  mismo  procedi- 
miento. Los  derechos  de  los  neutrales  deben  respetarse  siempre  y en 
todas  partes. 

« Se  objeta  que  es  absurdo  tratar  mas  favorablemente  á los  extran- 
jeros que  á los  nacionales;  pero  responderé  que  es  un  absurdo  ma- 
yor aun  querer  aplicar  las  mismas  leyes  á hechos  esencialmente  dis- 
tintos. 

« Cuando  un  francés  cae  en  poder  del  enemigo,  queda  ipso  fado 
perdido  y se  confisca  sin  remisión.  El  represarle  es,  pues,  una  verda- 
dera conquista.  No  acontece  lo  mismo  con  la  nave  neutral,  confisca- 
ble solo  como  consecuencia  ó resultado  de  un  juicio.  Es  preciso  por 
tanto,  juzgarla  después  de  la  represa,  como  lo  hubiera  sido  con  pos- 
terioridad á la  captura. 

« A no  dudarlo,  sería  mas  generoso  por  parte  de  nuestros  compa- 
triotas restituir  á sus  verdaderos  propietarios  las  mercancías  ó na- 
ves francesas  que  represaran  del  enemigo , y ya  en  otra  ocasión  he- 
mos hablado  de  los  muchos  ejemplos  de  este  género  que  nos  ha  ofre- 
cido la  última  guerra;  pero  las  leyes,  sin  renunciar  á sostener  y es- 
timular las  acciones  generosas,  deben  inspirarse  en  el  mayor  bien  del 
Estado,  y era  de  temer  que  se  desanimaran  los  represadores  si  no  se 
les  concedía  el  premio  de  su  intrepidez  y su  valor. 

* El  propietario  francés  cuya  nave  haya  sido  capturada  por  el  súb- 
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dito  de  una  nación  enemiga,  debe  considerarse  irrevocablemente  des- 
pojado de  su  propiedad  si  no  cambiara  su  situación.  Cuando  este  bu- 
que es  represado  por  un  francés  no  se  entiende  que  sea  su  antiguo 
propietario  quien  lo  recobra,  sino  el  Estado,  y como  el  legislador  no 
podía  prometerse  hacer  á los  hombres  generosos,  les  ha  obligado  al 
menos  á que  sean  útiles.  Las  leyes  tienen  mas  directamente  por  ob- 
jeto el  bien  de  la  sociedad  y la  utilidad  particular  del  ciudadano  que 
la  perfección  moral  del  hombre. 

« Se  ve,  pues,  porqué  son  distintos  los  principios  que  deben  regir 
la  represa  de  una  nave  neutral  y de  una  francesa. 

« La  represa  de  The  ICity  por  un  corsario  francés  no  podía  ser  por 
sí  mismo  un  justo  motivo  de  confiscación  si  se  probaba  y reconocía 
la  neutralidad  del  buque  y de  la  carga.  Pues  bien,  resulta  evidente- 
mente de  los  considerandos  que  han  motivado  la  sentencia  del  cón- 
sul en  Cádiz  que  al  resolver  la  confiscación  de  las  mercancías 
ha  tenido  solo  en  cuenta  la  circunstancia  de  la  represa,  que  de  ser 
concluyente  comprendería  lo  mismo  la  nave  que  el  cargamento. 
¿Porqué,  pues,  condenar  este  y absolver  aquella? 

« El  tribunal  de  apelación,  mas  justo  y consecuente,  ha  absuelto  á 
ambos  juzgando  en  conformidad  con  los  principios  adoptados  por  el 
consejo,  que  la  represa  no  implica  la  legitimidad  de  la  captura. 

« No  se  ha  rechazado  ni  la  naturaleza  del  cargamento  ni  la  legiti- 
midad *de  los  papeles  de  mar.  Se  ha  reconocido  la  neutralidad  de  la 
nave  y de  la  carga.  Es,  por  tanto,  imposible  decidir  la  validez  do  la 
presa . 

« Diré  una  sola  palabra  sobre  la  falta  del  pasaporte  y del  rol  de  la 
tripulación:  si  estos  dos  documentos  esenciales  no  hubieran  existido 
seguro  es  que  se  hubiese  hecho  mención  de  ellos  en  el  juicio  verbal 
de  captura  y en  el  del  cónsul.  Pues  bien,  uno  y otro  suponían,  por 
el  contrario,  que  todos  los  papeles  de  mar  estaban  en  regla  y que  no 
faltaba  ninguno.  Se  sabe  además  que  la  nave  había  sido  puesta  en 
libertad  y que  necesitaba  para  su  regreso  pasaporte  y rol.  No  es, 
pues,  conveniente  fijarse  hoy  en  la  falta  de  estos  documentos,  cuando 
no  se  ha  hecho  en  el  momento  oportuno.  La  presa  es,  por  tanto, 
legítima. 

«¿Se  deberán  daños  y perjuicios  al  capturado?  No  lo  creo,  porque 
hay  siempre  motivo  para  detener  un  buque  que  ha  caído  en  poder 
del  enemigo,  y porque  no  estando  claramente  definidas  las  cuestiones 
sobre  represas  el  captor  ha  podido  obrar  de  buena  fé  en  este  caso. » 
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Este  fuá  igualmente  el  parecer  del  consejo,  que  aceptó  en  todas  sus 

partes  el  dictámen  del  ministerio  fiscal.  * * § 

Las  disposiciones  del  código  civil  prusiano  se  basan  en 

''pmsiana.11  las  del  Consulado  de  la  mar. 

« Se  considerarán  perdidos,  dice,  los  bienes  y naves  que  captura- 
ren los  corsarios,  cuando  hayan  sido  marinados  en  un  puerto  ene- 
migo ó neutral.  » 

Pero  si  antes  de  que  esto  acontezca  se  verifica  su  represa  por  un 
barco  armado  en  corso  procederá  la  restitución  con  el  descuento  de 
la  tercera  parte  de  su  valor,  en  beneficio  de  los  represadores.  ** * * * 

. n La  jurisprudencia  inglesa  reconoce  el  principio  general 
inglesa  y de  (fue  las  represas  deben  ser  devueltas  al  propietario  pri- 

norte-amen-  1 1 1 

cana.  mitivo,  mediante  el  derecho  de  salvamento,  y siempre 
que  las  naves  de  que  se  trate  no  hayan  sido  ya  sentenciadas  por  un 
tribunal  del  país  enemigo. 

Los  Estados-Unidos  aplican  la  regla  de  la  reciprocidad  en  su  signi- 
ficado mas  estricto.  *** 


§ 839.  Ya  hemos  dicho  lo  que  se  entiende  por  derecho 
de  salvamento  y las  dificultades  que  ofrece  el  estableci- 
miento  de  reglas  generales  que  fijen  la  cantidad  que  debe 
abonarse  en  tal  concepto. 

Refiriéndose  á su  aplicación  á las  represas  neutrales 
Bynkershoek  ha  dicho  : Quare,  si  ex  ratione  rem  placet 
sestimare,  ipse  putarem  omnem  temporis  distinctionem 
esse  abolendam  ejusque  loco  habendam  rationem  operarum  et  im- 
pensarum  quas  recuperator  fecit;  habendam  rationem  periculi,  quod 
n recuperando  subiit,  habendam  rationem  pretii  navium  et  mercium 
recuperatorum , et  ex  his  ómnibus  boni  viri  arbitrio  statuendum 
quid  pro  operis,  expensis,  mercede  recuperatori  tribuendum  sit,  ne- 


El  derecho 
de  salva- 
ra en!  o en  las 
represas  neu- 
trales. 


pintones  de 
los  publicis- 
tas. 


* Hautefeuille,  Droils  des  nations  neutres,  tit.  13,  ch.  3,  sect.  2,  § 3;  Gessner, 

Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  315,  346 ; Grotius,  Droit  de  la  guerre  et  de  la 

paix,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Foderé,  liv.  3,  ch.  6,  § 3;  ch.  9, 

§ 14;  Vattel,  Droit  des  gens,  édition  Guillaumin,  annotée  par  Pradier-Fodéré, 
liv.  3,  ch.  13,  § 196;  Wheaton,  Elém.  droit  int.,  pte.  4,  ch.  2,  § 20;  Phillimore, 
On  int.  laio,  vol.  III,  pp.  506,  520;  Klüber,  Droit  des  gens  mod.,  § 254;  Pistoye  et 
Duverdy,  Traité  des  prises,  tit.  7,  ch.  2. 

Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  346,  347;  Allgemeines  Landrecht , 
Pt-J,  tit.  9,  §§  203,  208,  210. 

t **  Ge*sner>  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.347,  348,  351;  Phillimore,  On  int.- 

K-ut’  v°  "!’  ^ct  °f  congress,  march.  3,  1800,  ch.  168,  §§  351,  352; 

Kaltenborn,  Seereclit,  vol  II,  pp.  373-377. 
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que  id  parca  sed  liberali  manu,  ad  excitandam  recuperatorum  indus- 
triara. » 

Casi  todos  los  publicistas  modernos  han  reconocido  la  legitimidad 
de  la  recompensa  debida  por  el  neutral  al  represado!*.  Massé,  sin 
embargo,  la  limita  á los  casos  en  que  no  admite  duda  el  fallo  con- 
denatorio. « Siendo  nula  la  captura,  dice,  lo  es  también  la  represa, 
en  cuyo  caso  procede  su  restitución  al  dueño  primitivo,  sin  que  haya 
derecho  á exigir  mas  que  el  reembolso  de  los  gastos  ocasionados.  » 
Pero  aun  en  este  caso  no  puede  negarse  que  el  neutral  lia  reci- 
bido un  servicio,  que  debe  pagar  proporcionalmente.  * 

* Gessner,  Le  droit  des  neutres  sur  mer,  pp.  353,  et  seq. ; Bynkershoek,  Qucest. 
jur.  pu&.,Hb.  1,  cap.  5;  Massé,  Droit  commercial,  tit.  1,  ch.  2,  sect.  3,  § 6. 
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Enterprise  (The).  Su  captura.  II,  428. 

Entrusco  (The).  Proceso.  11,71. 

Epine  (L’)*  Presa  de  un  bergantín  es- 
pañol. II,  166. 

España.  Captura  de  dos  buques  rusos. 
II,  155. 

Esperance  (L’).  Presa  en  común.  II, 
422 

Esperanza  (La).  Presa  en  común.  II, 
426. 

Estelle  (L’).  Presa  en  común.  II,  418. 

Estrella.  Apresamiento  del  brick...  II, 
166. 

F 

Fantasqle  (Le).  Buques  beligerantes 
en  aguas  neutrales.  II,  228. 
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Favorito  (L  a).  Presa  en  común.  II,  427. 
Felicité  (La).  Presa  en  común.  II,  425. 
Feliz.  Captura  del...  II,  57. 
Flibüstier  (Le).  Proceso  de...  II, 
Fortuna.  Captura  de  la  nave  . 1,3o 
Fortuna  ( L ' ) Captura  del  buque 

sueco..»  355.  .ao 

Fortune  (La).  Presa  en  común.  II,  423. 

Francísco-Javier  (El).  Presa  en  co- 
mún. II,  422. 

Franklin.  Proceso.  II,  489. 

Fréres  (Les).  Decisiones  norte-ameri- 
canas. II,  165. 

Furet  (Le).  Presa  en  común.  II,  422. 


John-W ILLIAM  (The).  Proceso.  II,  45H. 

Jonce-Cornelis  (Le).  Captura  de...  Il, 
53. 

Jorge.  Captura  del...  II,  161. 

Josefina  (La).  Apresamiento  de...  II, 
309. 

Juan-Christophe.  Captura  del  buque 
ruso...  II,  48. 

Juffrow-María-Schrceder.  (La).  Pro- 
ceso de...  II,  299,  II  322. 

Julia  (The).  Causa  de...  11,71. 

Juliana.  Captura  de  la...  II,  57. 

Jumeaux  (Les).  Decisiones  americanas. 
II,  165. 

Junon  (La).  Apresamiento  de  un  mís- 
tico griego.  II,  52. 


Gazelle  (La).  Captura  de...  II,  417. 

General-Amstrong.  Destrucción  del 
corsario  norte-americano...  II,  216. 

Genie  (Le).  Presa  en  común.  II,  423. 

Gertruida.  Captura  de  la...  II,  56. 

Gran-Para  (El).  Decisiones  ameri- 
canas. II,  167. 

Guillermo-Tell.  Captura  del...  II,  413. 

H 

Hardi  (Le)  Decisiones  de  los  tribunales 
franceses.  II,  217. 

Héctor.  Decisiones  de  los  tribunales 
norte-americanos...  II,  165. 

IIeureux-Tonton  (L’).  Apresamiento 
de  La  Bueña-Sociedad.  II,  453. 

Hoffnung.  Apresamiento  del  barco 
norte-americano...  II,  58. 

Hoope  (The).  Captura  de...  II,  68. 

IIope  (The).  Proceso  del  buque  norte- 
americano... 73-74. 

Hope  (The).  Causa  de...  II,  384. 

I 

Impetuoso.  Captura  del...  II,  61. 

Indian-Chef  (The).  Proceso  de...  II,  71. 

Invencible.  Recaptura  del...  II,  166. 

Irresistible.  Decisiones  americanas 
11,167. 

J 

Jeune-Aberle  (La).  Presa  en  común. 

i*)  42o, 
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K 

Kity  (The).  Represa.  II,  501. 

L 

Légére  (La).  Decisiones  de  los  tribu- 
nales franceses.  II,  217. 

Lénox  (Le).  Represa.  II,  355. 

Loup  (Le).  Decisiones  de  los  tribunales 
franceses.  II,  217. 

Lucifer  (Le).  Presa  en  común.  II,  425. 

Luisa  (La).  Captura  de...  II,  324. 

Luisa-Augusta.  Proceso  de  la...  II,  59. 

M 

Madona  di  Montenero.  (La).  Captura 
de...  II.  324. 

Mally  (La).  Captura  de...  II,  52. 

Marguerite  (La).  Presa  en  común.  II, 
422. 

María.  Captura  de  la  nave...  II,  54. 

María  (La).  Dictámen  de  sir  W.  Scott. 
II,  331.  II,  338. 

María-Magdalena  (La).  Represa.  II, 
315. 

Mariana- Flora  (The).  Visita  en  tiem- 
po de  paz.  II,  362. 

Mars  (Le).  Presa  en  común.  II,  418. 

Marsouin  (Le). Presa  en  común.  II,  425. 

Mediterráneo.  Captura  de  buques  rusos. 
II,  155. 

Minerva  (La).  Captura  de...  II,  449. 

Minute  (La).  Decisiones  délos  tribu- 
nales franceses.  II,  217. 


« 


■* 


CASOS 


Monte-Alegre  (El).  Captura  de...  II, 
325. 

Munster-Doris.  Captura  del...  II,  55. 

N 

Nancy  (La).  Captura  de...  II,  457. 

. Negro.  Apresamiento  en  el  mar. ..II,  253. 

Neptüno.  Captura  del...  II,  53. 

Nerelde  (The).  Proceso.  II,  340. 

Nereide  (The).  Navegación  en  convoy. 
II,  348. 

Nereyda  (El).  Decisiones  americanas. 
II,  168. 

Nisus  (Le).  Apresamiento  de  dos  bu- 
ques griegos.  II,  52. 

Nostra  Segnora  del  Carmel."  Captu- 
ra. II,  214. 

Nostra  Segnora  de  la  Piedad.  Cap- 
tura de...  II,  60. 

O 

Océano.  Captura  del...  II,  66. 

Orio. Captura  del  buque  ruso...  II,  47. 

Orosembo  (El).  Conducción  de  oficia- 
les. II,  383. 

P 

Paix  (La).  Captura  del  buque  danés... 
II,  55. 

Paquete  de  Dublin  (El).  Captura  de... 
II,  355. 

Patrióte  (Le).  Decisiones  de  los  tribu- 
nales franceses.  II,  217. 

Passe-Partout  ( Le  ).  Presa  lieclia 
por...  II,  54. 

Pegou  (Le).  Captura  del  buque  norte- 
americano... II,  57. 

Perle  (La).  Decisiones  de  los  tribu- 
nales franceses.  II,  217. 

Peterhoff  (El).  Balijas  públicas.  II, 
397. 

Pourvoyeur  (Le).  Proceso.  II,  458. 

Princesse-de-Boulogne  (La).  Presa 
en  común.  II,  423. 

Q 

Ouintus.  Captura  del...  II,  55. 

R 

Rápido  (El).  Conducción  de  papeles 
importantes  para  el  enemigo.  II,  384. 


Renard  (Le).  Captura  de  un  buque 
sueco.  II,  355. 

Republicano.  Captura  del  buque  norte- 
americano... II,  57. 

Retribución  (La).  Nombre  supuesto. 
II,  233. 

Réussite  (La).  Captura  hecha  por... II, 
53. 

Richmond  (El).  Su  captura.  II,  272. 

Rolla  (El).  Proceso  de...  II,  288. 

s 

Sally  (La).  Apresamiento  de...  II,  41. 

Sampson  (The).  Navegación  en  convoy. 
II,  348. 

San  Buenaventura.  Captura  del... 
II,  53. 

San  Juan.  Captura  del  buque  dina- 
marqués... II,  55. 

San  Miguel.  Decisiones  de  los  tribu- 
nales franceses.  II,  217. 

Santa-Cruz.  Represa  del  buque  por- 
tugués... II,  481. 

Santísima  Trinidad  (La).  Decisiones 
americanas.  II,  167.  • 

Sonora.  Captura  del  Springbock.  II, 
258. 

Springbock.  Captura  del...  II,  258. 

Statira  (La).  Su  captura.  II,  493. 

T 

Tapageuse  (La).  Represa  de  LcDésiré. 
II,  487. 

Théophile  (Le).  Presa  en  común.  II, 
245. 

Tilsitt  Decisioness  de  los  tribunales 
franceses.  II,  217. 

Trasporte  de  marineros  franceses  de 
Baltimore  á Burdeos.  II,  381 . 

Trent  (El).  Conducción  de  emisarios 
confederados.  II,  385. 

Tuscavora  (La).  Actos  hostiles  en 
aguas  neutrales.  II,  224. 

Two-Generals  . Decisiones  de  los  tri- 
bunales franceses.  II,  217. 

u 

Union  (La).  Captura  del  buque  danés... 

II,  308. 
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V 

Vainqueuk  de  la  Bastille.  Decisiones 
americanas,  II,  165. 

Valtant(The).Su  apresamiento.  11,427. 
Vengador  fE/.).  Presa  hecha  por.  . II, 
355. 

Venus  de  Medicis.  Apresamiento  ve- 
rificado por  ei  corsario...  I,  264. 

V/imiE  (The).  Apresamiento  de...  II, 
426. 

AV.arwick.  Confiscación  del  brick...  I, 
457. 


AVilhelur.  Proceso  del...  n,  59. 

Wílliari-Henry  (The).  Captura  de  Tt 
417.  ’ 

Winyan  (Le).  Captura  de...  II,  53. 

AVron-Houwina  (La).  Su  apresamiento 
II,  263. 

Y 

Yo  nina.  Captura  de  la...  II,  256. 

4 unge-Bote  (Le).  Ficción  de  carácter 
neutral,  II,  356. 


H 
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DE  LAS  MATERIAS  COMPRENDIDAS  EN  ESTA  OBRA 


A 

Abreu.  Véase,  Publicistas. 

Actas.  De  la  Dieta  germánica  de  1832 
y 1834.  Véase,  Naciones  y Estados  so- 
beranos. De  navegación  del  Elba.  Del 
Danubio.  Véase,  Ríos.  — Del  Parlamento 
inglés  sobre  las  atribuciones  consulares 
en  China.— De  los  Estados-Unidos  sobre 
organización  de  tribunales  en  China. 
Véase , Cónsules.  — De  alistamiento 
extranjero.  — Del  Parlamento  59,  Jorge 
III , Véase,  Neutralidad. 

Actos  hostiles  en  territorio  neu- 
tral. Véase,  Neutralidad. 

Agentes  diplomáticos.  — Cuestiones 
á que  ha  dado  lugar  su  clasificación. 
I,  340.  — Disposición  tomada  por  el  con- 
greso de  Viena,  en  su  sesión  del  19  de 
marzo  de  1815,  I,  341.  — Del  de  Aix- 
la-Chapelle,  de  1818,  I,  341.  — Embaja- 
dores, legados  y nuncios  : Su  carácter 
representativo,  I,  342.  — Honores  á que 
tienen  derecho,  I,  342.  — Alternativas 
acaecidas  en  esLe  punto,  I,  342.  — División 
de  los  embajadores  en  ordinarios  y extra- 
ordinarios., I,  342.  — Consideración  que 
merecen  los  legados  ó nuncios  del  Papa, 
I,  343.  — Enviados  y ministros  plenipo- 
tenciarios : Dificultades  que  se  presenta- 
ban para  distinguir  la  diferencia  que  hay 
entre  esta  segunda  clase  de  agentes  y los 
de  la  primera,  I,  343.  — Ministros  resi- 
dentes : Distinta  acepción  de  la  palabra 
residente,  I,  344. — Creación  de  una  nueva 


clase,  I,  344.  — Título  de  ministro  encar- 
dado de  negocios  dado  en  1784  por  el  rey 
de  Suecia,  I,  344.  — Encargados  de  nego- 
cios : Subdivisión  de  esta  cuarta  y última 
clase,  I,  344.—  Secretarios  de  embajada  y 
legación  : Sus  privilegios  y exenciones, 
I,  344.  — Razones  en  que  se  fundan  las 
inmunidades  y privilegios  de  los  ministros 
públicos,  I,  345.  — De  Ja  inviolabilidad, 
I,  345.  — De  la  independencia,  I,  345.  — 
De  la  exterritorialidad,  I,  34G.  — Exen- 
ción de  la  jurisdicción  local,  I,  347.  — 
Caso  práctico  : Cuestión  promovida  por 
el  embargo  de  los  muebles  del  embaja- 
dor norte-americano  en  Berlín,  I,  347. 
— Exención  de  la  jurisdicción  criminal : 
Excepciones,  I,  348.—  En  caso  de  conspi- 
ración contra  el  Estado,  I,  349.  — El 
privilegio  de  exención  no  llega  hasta  la 
impunidad,  I,  349.  — Casos  prácticos  : 
Destierro  del  obispo  de  Ross,  emba- 
jador de  Escocia  en  Inglaterra,  I,  349. — 
Dictamen  de  los  abogados  de  la  Corona, 

I,  349.  — Orden  de  expulsión,  en  1584, 
del  representante  de  España  en  la  Gran- 
Bretaña,  I,  349.  — Nombramiento  de  un- 
comisionado  especial  para  quejarse  de 
lo  ocurrido,  I,  349.  — Arresto  en  1718 
del  principe  de  Cellamare,  embajador 
español  en  Francia,  I,  350.  — Compli- 
cación de  los  embajadores  españoles 
Inojosa  y Colorína  en  la  publicación  de 
un  libelo  contra  el  principe  de  Galles  y el 
duque  de  Buckingham,  I,  350.  — Causa 
por  asesinato  incoada  en  1053  contra 
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Da  Sa,  hermano  del  embajador  portugués 
en  Londres,  I,  350.  - Agregados .y  fami- 
lia de  los  ministros  : Privilegios  que 
disfrutan,  I,  350.  - Consideraciones  que 
merece  la  última,  I,  350.  - Mensajeros 
y correos  : Su  inviolabilidad,  I,  3o0. 
Circunstancias  necesarias  para  el  recono 
cimiento  de  su  carácter  oficial,  I,  3o0.  — 
Facilidad  do  Jos  embajadores  de  servirse 
de  buques  neutrales  para  la  trasmisión 
de  despachos  ú oficios,  I,  351.  Decla- 
ración sobre  este  particular  de  los  Estados- 
Unidos,  I,  351.  — Extensión  al  personal 
do  la  legación  y familia  del  ministro  de 
la  exención  de  jurisdicción  local , I,  351 
— Leyes  que  les  son  aplicables,  I,  352 


— Poder  del  ministro  público  para  juzgar 
y castigar  los  crímenes  que  cometan  sus 
empleados  y sirvientes,  I,  352.  — Casos 
prácticos : Sentencia  de  Combaut,  sir- 
viente del  duque  de  Sully,  en  1603,  1,352. 

— Ejecución  ordenada  por  los  embaja- 
dores de  España  en  Yenecia,  y de  Fran- 
cia en  Londres,  I,  352.  — Proceso  de 
uno  de  los  criados  de  M.  de  Thou,  emba- 
jador de  Francia  en  Holanda,  I,  352.  — 
Impugnación  que  ha  sufrido  esta  facultad, 
I,  352. — Conducta  que  debe  observarse 
en  el  caso  de  que  el  delincuente  sea 
natural  del  país  en  que  resida  el  emba- 
jador, I,  353.  — Como  se  recibe  el  tes- 
timonio de  los  ministros  públicos,  1,353. 
— Inviolabilidad  de  la  casa  habitada  por 
los  agentes  diplomáticos,  I,  354.  — Cuando 
se  trata  de  la  paz  pública,  I,  354,  — Casos 
prácticos:  Asilo  dado  á algunos  conspira- 
dores napolitanos  por  el  marqués  de  Fon- 
tenay,  embajador  de  Francia  en  Roma.I, 
354.  — Refugio  del  duque  de  Ripalda  en 
casa  del  embajador  inglésen  España,  lord 
Harrington,  I,  354.  — Entrega  de  un 
comerciante  sueco  quese  acogió  al  pabe- 
llón de  la  legación  inglesa  en  Stockolmo, 
I,  354.  — Bienes  raíces  y propiedad 
privada  de  los  ministros,  I,  355.  — Pago 
de  impuestos,  I,  356.  — Libertad  de 


cultos,  I,  357.  — Credenciales,  I,  357.  — 
Plenos  poderes  para  negociar,  I,  358.  — 
Instrucciones,  I,  359.  — Presentación  y 
recepción,  I,  359.  — Pasaportes  y salvo- 
conductos, I,  360.  — Prisión  del  marqués 
de  i.elle-Isle,  en  un  pueblo  del  electorado 
de  Iíanovre,  cuando  se  dirigía  á Berlin, 
522 


como  representante  francés,  durante  la 
última  guerra  de  Inglaterra  y Francia, 
I,  360.  — Pasaje  por  otros  Estados,  I,  360. 

— Caso  práctico : Asesinato  de  los  emba- 
jadores Rincón  y Fregóse  en  el  trascurso 
de  su  viaje  á Constantinopla  y Venecia,  1, 
360.—  Apreciación  de  Vattel  sobre  este 
suceso,  I,  361. — Como  terminan  las  mi- 
siones diplomáticas,  1, 361 . — Por  muerte 
del  que  las  desempeña,  I,  362.  — Por  se- 
paración y expulsión,  I,  362.  — Por  expi- 
ración del  término  ó por  promoción,  I, 
363.  — Por  cambio  de  gobierno,  I,  363. 

— Del  respeto  que  los  ministros  públi- 
cos deben  á las  autoridades  locales,  I,  364. 

Agregados  de  embajada.  Véase , 
Agentes  diplomáticos. 

Aix-la-Chapelle.  (Congreso  de). 
Véase,  Agentes  diplomáticos. 

Alabama  (El).  Discusión  diplomática 
promovida  por  su  armamento,  II,  193. 

Alejandro  el  Magno.  Entrega  de  la 
deuda  tebana,  II,  24. 

Aliados.  Aféase,  Enemigo  (el). 

Alianza  perpetua  entre  Inglaterra, 
Austria,  Prusía,  Rusia  y Francia.  A'éase, 
Sucesos  acaecidos  desde  1815  Á 1868. 

Alianzas  entre  los  Estados.  — El 
casus  feederis,  I,  510.  — Análisis  dete- 
nido que  exije  este  asunto,  I,  510.  — 
Alianzas  ofensivas  en  relación  con  el 
casus  feederis,  I,  510.  — Las  defensivas 
con  respecto  al  mismo,  I,  511.  — Pre- 
sunción á favor  de  la  causa  del  aliado, 
I,  511.  — En  caso  de  no  ser  posible  su 
cumplimiento,  I,  512.  — Tratados  de 
socorro,  subsidios,  etc,  I,  512.  — Si 
pueden  ser  causa  de  guerra,  I,  512.  — 
Casus  feederis  entre  los  de  garantía,  I, 
512.  — Alianzas  entre  Inglaterra  y Por- 
tugal, I,  513.  — Nuevos  tratados  entre 
las  mismas  naciones,  I,  513.  — Sus 
efectos,  I,  513.  — Intervención  de  In- 
glaterra en  Portugal,  en  1826,  I,  513.  — 
Discusión  que  promovió  este  hecho  en 
la  prensa  y en  el  parlamento  britá- 
nicos, I,  514.  — Caso  práctico  : Inci- 
dente de  la  guerra  de  1756  entre  In- 
glaterra y Francia,  I,  514.  — Tratados 
de  alianza  de  1678,  1709  y 1713  entre 

Inglaterra  y los  Estados-Generales,  I, 
515.  — Francia  toma  parte  en  la  alianza 
en  1717,  I,  515.  — Su  renovación 
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por  la  cuádruple  alianza  en  1718  y 
por  el  tratado  de  Aix-la-Chápelle  de 
1748,  I,  515.  — Pretensiones  de  Ingla- 
terra con  motivo  del  ataque  de  Menorca, 
I,  515.  — Palabras  de  lord  Liverpool,  I, 
515-517.  — Alianza  entre  Francia,  Ingla- 
terra y Turquía  de  12  de  marzo  de  1854, 
I,  517.  — Entre  las  dos  primeras,  en  14 
de  abril  del  mismo  año,  I,  518.  — Adhe- 
sión de  Cerdeña  en  1855,  I,  518.  — Tra- 
tado de  París  de  1856,  I,  518.  — Alianza 
de  1865  entre  Chile  y el  Perú  contra 
España,  I,  518.  — Carácter  amplísimo 
que  ofrece,  I,  519.  — Determinación 
clara  de  su  casus  fcederis,  I,  519. — Sig- 
nificación real  de  este  acto,  I,  519.  — 
Alianza  de  1865  entre  el  Brasil,  la  repú- 
blica argentina  y la  del  Uruguay  contra 
el  Paraguay,  I,  519. — Estipulaciones  que 
contiene,  I,  519.  — Consideraciones  ge- 
nerales sobre  estas  alianzas,  I,  519.  — 
Triples  alianzas,  I,  520.  — Tésis  sostenida 
por  Vattel,  I,  520.  — Origen  á que  es 
preciso  atenerse  para  determinar  el  ca- 
sus fcederis y I,  520.  — Reglas  generales, 
I.  520-521. 

Alianzas.  De  Inglaterra  y Portugal  ; 
de  Inglaterra,  los  Estados- Generales  y 
Portugal  ; de  las  dos  primeras  ; de  las 
mismas  y Francia  ; de  Francia,  Ingla- 
terra y Turquía  ; de  Chile  y el  Perú 
contra  España  ; del  Brasil,  la  república 
argentina  y la  del  Uruguay  contra  el 
Paraguay.  Véase,  Alianzas  entre  los 
Estados. 

Alistamientos  voluntarios.  Véase, 
Guerra. 

Alojamiento.  Véase,  Guerra. 

Alternación  (Empleo  de  la).  Véase, 
Precedencia. 

Aaialfi  (Tablas  de).  Véase,  Derecho 

MARÍTIMO. 

Amazonas  (El).  Véase,  Ríos. 

América.  Descubrimiento  del  nuevo 
continente,  I,  13.  — Bula  de  Alejandro 
VI,  I,  14.  — Tratado  de  Tordesillas  de 
1494,  I,  14.  — Influencia  del  poder  pa- 
pal en  la  conquista  del  Nuevo-Mundo,  I, 
15.  — Origen  de  la  trata  de  negros  y 
de  la  libertad  de  los  mares,  I,  15. 

América.  Pretensiones  de  colonización 
por  parte  de  Rusia.  Véase,  Monroe 
(Doctrina  de). 


America  rusa.  Caso  práctico  de  ena- 
genacion  de  territorio  nacional,  1 , 233 

Amfictiones  (Consejo  de  los).  Véase, 
Derecho  internacional  entre  los  an- 
tiguos. 

André.  Caso  práctico  de  proceso  y 
ejecución  por  espionaje,  I,  504 . 

Antioquio.  Caso  práctico  de  confisca- 
ción de  deudas  en  virtud  de  ocupación 
militar,  II,  127. 

Arbitrage.  Véase,  Cuestiones  inter- 
nacionales. 

Ardides.  Véase,  Guerra. 

Argel.  Véase,  Sitios  y bloqueos. 

Arguelles.  Caso  práctico  de  extradi- 
ción, I,  315. 

Armamento  en  país  extranjero.  Véase, 
Neutralidad. 

Armamentos  en  corso.  Véase,  Guerra. 

Armas  envenenadas.  Véase,  Guerra. 

Armas  y municiones.  Véase,  Contra- 
bando DE  GUERRA. 

Armisticios.  Véase,  Comunicación  pa- 
cífica DE  LOS  BELIGERANTES. 

Arreglo  amigable.  Véase,  Cuestiones 
internacionales. 

Asesinato  de  un  enemigo.  Véase, 
Guerra. 

Asilo  (Derecho  de).  Véase,  Neutrali- 
dad. 

Asilos  militares.  Véase,  Guerra. 

Asistencia  mutua  de  los  Estados. 
Véase,  Deberes  mutuos. 

Asociaciones.  Su  definición,  I,  110.  — 
Su  carácter,  I,  110.  — El  Zollvcrein, 
I,  Til.  — Territorios  que  le  componen 
con  especificación  del  número  de  habitan- 
tes de  cada  uno,  f,  112-114.  — 'tratados 
que  ha  celebrado,.  I,  1 14.  — Importan- 
cia de  esta  asociación,  I,  114.  — Su  orga- 
nización, I,  114.  — Su  consejo  federal, 

I,  115.  — Asuntos  de  su  competencia, 
l,  115. 

Aubana  (Derecho  de).  Véase,  Legis- 
lación civil  y criminal. 

Aumento  de  defensa.  Véase,  Neutra- 
lidad. 

Avignon.  Caso  práctico  de  enagena- 
cion  de  territorio  nacional,  I,  233. 

Ayala  (Baltasar  de).  Véase,  Pu- 
blicistas. 

Azuni.  Véase,  Publicistas. 
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Bahías.  Véase,  Jurisdicción  territo- 


rial MARÍTIMA. 

Báltico  (Estrechos  del).  Átase,  Ju- 
risdicción TERRITORIAL  MARITIMA. 

Bandera  supuesta.  Véase,  Guerra. 

Bandidos.  Véase,  Legislación  y ju- 
risdicción (Derecho  de). 

Barhetr  '.c.  A’éasc,  Publicistas. 

Barbuic.  Caso  práctico  sobre  carácter 
público  de  los  cónsules,  I,  372. 


Basols.  Véase,  Publicistas. 

Baüdin.  Casos  prácticos  sobre  ceremo- 
nial marítimo  y sobre  el  concepto  dado 
á los  corsarios,  I,  215,  491. 

Batiera  (Succesion  al  trono  de). 
Véase,  Sucesos  acaecidos  desde  17G3 
HASTA  1789. 


Bélgica  (Neutralidad  de).  Véase, 
Neutralidad. 


Belle-Isle  (.Marqués  de).  Su  prisión 
cuando  se  dirigía  ú Berlín  como  embaja- 
dor  de  Francia,  I,  3G0. 

Bello.  Véase,  Publicistas. 

Belts.  Véase,  Jurisdicción  territorial 
marítima. 


Bentham.  A'éase,  Publicistas. 

Berg-op-zoom.  Caso  práctico  de  so- 
borno aparente,  I,  G3. 

Bibliotecas  y objetos  de  arte. Véase, 
Persona  y propiedad  enemiga. 

Bienes  del  Estado.  Véase,  Dominio 
público  y privado.  — Enagenaciones. 

Bienes  muebles  é inmuebles.  Véase, 
Persona  y propiedad  enemiga.  — Le- 
gislación CIVIL  Y CRIMINAL.  — JURISDIC- 
CION de  los  Estados. 

Bienes  raíces  de  los  ministros  pú- 
blicos. A éase,  Agentes  diplomáticos. 

Bloqueo.  A case,  Cuestiones  interna- 
cionales. — Neutralidad.  — Sitios  y 
bloqueos. 

Bombardeo.  A'éase,  Persona  y pro 
piedad  enemiga. 

Borgoña.  Caso  práctico  de  cesión  de 
territorio,  II,  4G2'. 

Bosforo  (Estrechos  del).  Aféase,  Ju- 
risdicción territorial  marítima. 

Botín.  Que  se  entiende  por  botín,  II, 
31-  — Opinión  de  Bello,  II,  31.  - Do 

’Quelme,  II,  3! . — Diferencia  que  debe 

laceise  entre  los  bienes  tomados  ú los 
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combatientes  y á los  que  no  lo  son,  H 

31.  — Práctica  de  la  antigüedad,  II,  32 

— Prescripciones  de  la  ley  inglesa,  II 

32.  — En  los  Estados-Unidos,  II,  32.  -I 
Tribunales  competentes  en  las  cuestiones 
promovidas  por  el  botín,  II,  33.  — Le- 
gislación inglesa  sobre  este  particular,  II 

33. 

Brescia.  Caso  práctico  de  represalias, 
II,  120. 

Buena  fé  con  los  enemigos.  Véase, 
Enemigo  y sus  aliados  (El). 

Buenos-Ayres.  (Bloqueo  de).  A'éase, 
Sitios  y bloqueos. 

Bula  de  Alejandro  VI.  Véase,  Amé- 
rica. 

Buques-correos.  A'éase,  Neutralidad. 
Buques  de  cartel.  Véase,  Comuni- 
cación PACÍFICA  DE  LOS  BELIGERANTES. 

Burlamaqui.  Véase,  Publicistas. 
Bynkershoek.  A'éase,  Publicistas. 

c 

Caballerías.  A'éase,  Contrabando  df. 
guerra. 

Cabotage.  A'éase,  Comercio  con  el 
enemigo. 

Callao.  Ataque  de  sus  fortificaciones. 
A'éase,  Guerra. 

Canadá.  Caso  práctico  de  represalias, 
II,  34,  3G. 

Cangf.  de  prisioneros  de  guerra. 
Véase,  Persona  y propiedad  enemiga. 
Caso  práctico  ocurrido  entre  Francia  é 
Inglaterra,  II,  5. 

Canstatt.  Caso  práctico  de  actos  de 
hostilidad  cometidos  por  los  empleados 
ó representantes  de  un  gobierno  extran- 
jero. I,  453. 

Capitulaciones.  A'éase,  Comunicación 

PACÍFICA  DE  LOS  BELIGERANTES. 

Captores  (Derechos  y deberes  de 
los).  De  las  capturas  en  general,  II,  405. 

— Jurisprudencia  establecida  por  los  tri- 
bunales, II,  405.  — Hecho»  que  deben 
concurir  en  las  marítimas,  11.405.  Efec- 
tos de  la  sentencia  condenatoria,  II,  400. 

— Extensión  del  derecho  de  captura,  H. 
406.—  Disposiciones  de  los  reglamentos 
de  presas  : El  de  Rusia  de  1787  y ^ 
nés  de  1810,  II,  407.  - Ordenanza  de 
Holanda  de  1781,  II,  407.  - Diferencia 
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entre  la  captura  de  buques  enemigos  y 
la  de  neutrales,  II,  407.  — Teoría  de 
Hautefeuille,  II,  407.  — A quien  corres- 
ponde el  producto  de  las  presas  marí- 
timas, II,  408.  — Doctrina  emitida  por 
los  almirantazgos  ingleses,  II,  408.  — 
Trasferencia  del  título  á la  propiedad 
capturada,  II,  408.  — Costumbre  adop- 
tada por  Inglaterra,  II,  409.  — Primeros 
deberes  de  los  captores,  II,  409.  — Ley 
francesa  : Disposición  del  decreto  de  2 
pr adial  , año  XI,  II,  410.  — Conducción 
de  las  presas,  II,  410.  — Capturas  ve- 
rificadas en  común,  II,  410.  — Práctica 
seguida  en  las  realizadas  por  buques  del 
Estado,  II,  411.  — El  animus  capiendi, 
II , 411.  — Persecución  mancomu- 

nada, II,  412.  — Servicios  anterio- 
res y posteriores,  II,  ,412.  — Casos 
prácticos  : Rendición  de  Genova,  II, 
412. — Capitulación  de  Buenos- Ayres,  II, 

412.  — Reunión  de  buques  para  la  rea- 
lización de  una  empresa,  II,  412.  — Ca- 
so ocurrido  en  el  bloqueo  de  Texel , II, 

413.  — Captura  del  Guillermo  Tell,  II, 
413.  — Circunstancias  que  determinan 
la  no  participación  en  los  beneficios,  II, 
413.  — Buques  couvoyadores,  II,  413.  — 
Casos  en  que  los  beneficios  no  son  co- 
munes y otros  en  que  si,  II,  414.  — 
Capturas  verificadas  en  combinación  con 
fuerzas  terrestres,  II,  414.  — Derechos  de 
os  aliados  en  esta  materia,  II,  415.  — 
Práctica  seguida  durante  la  guerra  de 
Oriente,  II,  415.  — Estipulaciones  de  In- 
glaterra y Francia,  II,  415.  — Prece- 
dentes históricos  : Resolución  del  consejo 
de  Estado  francés , II,  416.  — Captura 
de  La  Gazelle,  II,  417.  — De  Le  Duc- 
dc-  Danlzick , II,  417.  — Decisión  del 
consejo,  II,  417-419.  — Circunstancias 
especiales  de  los  corsarios,  II,  419.  — 
Guarda-costas  con  carta  de  marca,  II, 

419.  — Apresamientos  mancomunados 
de  embarcaciones  menores,  II,  419.  — Los 
efectuados  por  los  trasportes,  II,  420.  — 
Por  corsarios  y buques  de  guerra,  II, 

420.  — Legislación  francesa  : Disposi- 
ciones del  reglamento  de  27  de  enero  do 
1706,  II,  420-421.  — Decreto  de  9 de 
setiembre  de  1806,  II,  421.  - Disposi- 
ciones del  consejo  de  presas : Captura  de 
La  Brillante,  II,  421-423.  - De  La  Au- 


rora, II,  423-425 . - De  The  Chard  II 
425-426.  - De  The  Virtue,  II , 426’.  __ 
De  The  Arme,  II,  426-427.  — De  The 
Valiant,  II,  427.  — De  The  Enterprise, 
II,  428-430.  — Capturas  hechas  por  pa- 
trones de  presas,  II,  430.  — Las  verifi- 
cadas sin  carta  de  marca,  II,  440.—Con- 
secuencias  de  la  conducta  fraudulenta, 
II,  430.  — Captura  del  Hcrnan-Paolo,  II, 
430.  — Reconocimiento  hecho  por  dos 
naves  convoyadoras,  II,  431.  — Distribu- 
ción de  presas  en  mancomún,  II,  431 . — 
Gratificaciones,  II,  431-432.  — Pactos  se- 


cretos, II,  432.  — Ley  inglesa,  II,  432. 

Casos  en  que  los  captores  pueden  per- 
der sus  derechos,  II,  432.  — Gastos  é in- 
demnización de  daños  y perjuicios,  II, 

432.  — Ley  norte-americana  de  28  de  ju- 
nio de  1812,  II,  432.  — Regla  que  debe 
observarse  cuando  la  nave  apresada  se 
pierde  por  culpa  de  sus  apresadores, 
II,  433.  — Responsabilidad  que  incumbe 
á los  jefes  de  las  escuadras  por  las  cap- 
turas que  hagan  sus  subordinados,  II, 

433.  — Práctica  de  los  Estados-Unidos, 
II,  433.  — La  que  se  sigue  con  los  ar- 
madores ó patrones  de  los  corsarios  y 
con  sus  fiadores,  II,  433. 

Captura.  Véase,  Neutralidad. — Véase, 
Captores.  — Véase,  Guerra. 

Carácter  Nacional.  — Como  se  deter- 
mina, II,  93.  — Base  del  onus,  II,  93. 

— Derechos  de  fidelidad  y do  naturali- 
zación, II,  93.  — Cambio  del  carácter 
nacional  por  el  domicilio  personal,  II, 
94.  — Definición  del  domicilio,  II,  95. 

— Según  el  derecho  romano,  II,  95.  — 
De  Proudhon,  II,  95.  — De  Phillimore, 


II,  95.  — De  Rush,  II,  95.  — Diferentes 
clases  de  domicilio,  II,  95.  — Clasifica- 
ción de  Keut,  II,  95.  — La  intención  es 
el  principio  predominante,  lí,  9li. 

Caso  ocurrido  en  una  isla  holandesa,  II, 
96.  — Necesidad  de  algún  acto  público, 
II,  gG,  — Circunstancias  de  residencia, 
JE  «jo.  __  Efectos  de  los  vínculos  domés- 
ticos, II,  97.  — Empleo  de  capital  y 
ejercicio  de  derechos  políticos,  II,  97.— 
Parecer  de  sir  W.  Scott,  II,  97.  De 
Cochin,  II,  97.  — Domicilio  comercial, 
II,  97. — Duración  de  la  residencia,  II,  98. 
— Presunción  que  surjo  de  la  permanen- 
cia en  el  extranjero,  II,  98.  — Empleados 
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públicos,  II,  99.  — Casos  prácticos : de 
lord  Somerviile,  II,  99.  — De  31-  Cosla- 
nel,  II,  00.  — Esposa,  menor  de  edad, 
estudiante  ó sirviente,  II,  00.  — SoI,Jí'<*®’ 
prisionero,  desterrado  y fugitivo,  II, J00. 
— Caso  de)  duque  de  Luisa,  11,100  Efec- 
to de  las  leyes  municipales  sobre  domi- 
cilio II  101.  — Opinión  de  Phdlimore, 

jj  ,jQj [)|.  jos  tratados  j de  la  le)  usual 

cñ  esta  materia,  II,  101.  - Residencia 
temporaria  jiara  cobro  de  deudas,  II,  102. 
_ Nacionalidades  que  puede  tener  un 
comerciante,  II,  102.  — Regreso  al  país 
natal,  II,  103.  — Efectos  de  la  ocupación 
militar  sobre  el  carácter  nacional,  II, 

103.  — Eos  producidos  por  la  conquista 
completa,  If,  103.  — Por  cesión  sin 
ocupación,  II,  103.  — La  déla  Luisiana. 
II,  103.  — Dictamen  de  sir  W.  Scolt, 
II,  103. —Por  revolucionó  insurrección, 
II,  104.  — Lo  ocurrido  en  la  isla  de 
Santo  Domingo,  II,  104.  — Carácter  de- 
rivado de  un  tráfico  particular,  II,  104. 
— Diferencia  entre  este  y el  del  domi- 
cilio, II,  104.  — Empleo  habitual,  II, 

104.  — Carácter  nacional  de  los  buques 
y de  las  mercancías,  II,  105.  — Regla 
general  para  determinarle,  II,  105. 

Carbón  de  piedra.  Véase,  Contraban- 
do de  guerra. 

Cargamento  enemigo  en  buques  neu- 
trales y viceversa.  Véase,  Neutralidad. 
Cartel.  Véase,  Comunicación  pacífica 

DE  LOS  BELIGERANTES. 


Casamientos.  Véase,  Legislación  civil 
y criminal. 

Castine.  Caso  práctico  sobre  el  carác- 
ter que  imprime  la  ocupación  militar. 
II,  113. 

Casus  fcederis.  Véase,  Alianzas. 
Cellamare  (Principe  be).  Su  arresto, 
I,  350. 

Ceremoniales  militares  y marítimos. 

— Su  fundamento,  I,  204.  — Poder 
competente  para  determinarlos,  I,  204. 

— Reglas  que  se  observan  para  las  re- 
clamaciones sobre  este  particular,  I 204. 

El  marítimo  en  puertos  extranjeros, 
I,  205.  — Práctica  observada  en  los  si- 
glos XV  y XVI,  I,  205.  - Decreto  de 
Jacobo  I,  I,  205.  — Ordenanza  de  Feli- 
pe II,  I.  205.  — Oposición  de  Francia  á 
sus  prescripciones,  I,  205.  — Conducta 
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de  Sully , I,  205.  — Discusión  promovida 
entre  los  gabinetes  de  París  y Londres 
I,  205.  — Disposición  del  rey  de  Ingla- 
terra, I,  206.  — Reglamento  francés  de 
9 de  mayo  de  1065,  I,  206.  — Ordenan- 
za de  Luis  XVI,  I,  206.—  Tratado  entre 
la  Gran-Bretaíía  y las  Provincias-Unidas, 

I,  206.  — Los  de  1662,  1667  ry  1674,  I, 
206.  — El  de  Prusia  y Suecia  de  1721,  I* 
206.  — El  de  Francia  y Rusia  en  1787, 

I,  207.  — Ceremonial  marítimo  en  los 
estrechos,  I,  207.  — Tratados  moder- 
nos : Entre  Rusia  y las  Dos-Sieilias  en 
1787,  I,  208,.  — Entre  Rusia  y Suecia 
en  1809;  Inglaterra  y el  Brasil  en  1827  ; 
Rusia  y Dinamarca  en  1829,  I,  208.  — 
Reglas  generales,  I,  208.  — Saludos 
entre  fuertes  y buques,  I.  209.  — En 
caso  de  encontrarse  á bordo  soberanos, 
miembros  de  familias  reales  ó embaja- 
dores, I,  209.  — Ceremonial  debido  á 
los  representantes  de  naciones  extran- 
jeras en  los  puertos  de  aquella  á que 
van  acreditados,  I,  210.  — Cual  es  asun- 
to propio  de  leyes  y reglamentos,  I, 
210.  — Buques  de  guerra  de  distintos 
Estados,  fondeados  en  un  mismo  puerto , 
I,  210.  — En  fiestas  y duelos  nacionales, 
I,  211.  — Precedencia  en  fiestas  públicas, 
I,  211.  — Orden  en  que  deben  colocarse 
las  banderas  al  empabesar,  I,  211.  — 
Reglamento  de  la  marina  inglesa,  I,  212. 
— De  la  francesa,  I,  212-213.  — De  la 
española,  í,  213-214.  — De . la  norte- 
americana, I,  214.  — Dificultades  prác- 
ticas, I,  295.  — Cuestión  sostenida  en 
Méjico  por  el  vice-almirante  Baudin,  I, 
215.  — Por  Rigny  en  Tolon,  I,  215. 

Cesiones  y donaciones  de  territorio 
nacional.  — Privilegio  concedido  al 
delfín  Humberto  y uso  que  hizo  de  él, 
I,  233.  — Cesión  de  los  Países-Bajos;  de 
la  Luisiana  y Nueva-Orleans;  de  Niza  y 
Saboya ; de  la  Lombardia  ; de  Venecia ; 
I,  233-234. 

Chile.  Guerra  con  España.  Véase, 
Sucesos  acaecidos  de  1815  á 1868.  — 
Véase,  Guerra. 

Ciudadanía  (Derecho  de)  . Véase,  Ocu- 
pación militar  y conquista  completa. 

Clercq  (De).  Véase,  Publicistas. 

Colonias.  Consideración  que  merecen 
Véase,  Naciones  y Estados  sóbranos. 
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Colonias  españolas  y portuguesas. 

— Su  independencia.  Véase,  Sucesos 
acaecidos  desde  1815  A 1868.  — Insur- 
rección de  las  primeras.  Véase,  Monroe 
(Doctrina  de). 

Combaut.  Caso  práctico  de  jurisdic- 
ción de  los  ministros  públicos  sobre  sus 
sirvientes,  I,  352. 

Comercio  y navegación  (Leyes  de). 
Véase,  Legislación  civil  y criminal. 

Comercio  con  el  enemigo.  — Las 
leyes  de  la  guerra  y el  comercio  con  el 
enemigo,  II,  62.  — Apreciación  de  Hcfl- 
ter,  II,  62.  — Consecuencias  que  pro- 
duce en  este  punto  el  rompimiento  de 
hostilidades,  II,  63.  — Lo  que  dice 
Wheaton,  II,  63.  — Bynkershoek,  II, 
63.  — Dictamen  de  Sir  W.  Scott,  II,  63. 

— Si  son  confiscables  los  bienes  de  un 
súbdito  ó aliado  comprometidos  en  este 
tráfico,  II,  63-64.  — Extensión  á los 
últimos  de  la  regla  seguida,  II,  64.  — 
Excepción  concerniente  al  cumplimiento 
de  deberes  humanitarios,  II,  64.  — Plazo 
que  se  concede  para  retirar  la  propiedad 
del  país  enemigo,  II,  65.  —Fundamento 
que  da  Vattel  á esta  doctrina,  II,  65.  — 
El  domicilio  y la  residencia  pueden  de- 
terminar el  carácter  de  la  propiedad,  II, 
65.  — Declaración  de  Sir  W.  Scott  en  la 
causa  del  Océano,  II,  66.  — Principios 
adoptados  por  los  tribunales  norte-ame- 
ricanos, II,  66.  — Su  aplicación,  II,  66. 

— Decisión  de  los  tribunales  ingleses, 
II,  67-68.  — Resolución  de  la  corte 
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tes, II,  274.  — Derecho  de  preencion, 
II,  274.  — Doctrina  de  Bello,  II,  274.  — 
Parecer  de  Phillimore,  275.  — Ordenan- 
zas inglesas  de  1793  y 1795,  II,  275.  — 
Decreto  del  gobierno  francés  de  1793, 
II,  275.  — Consideraciones  generales,  II, 
275.  — Apreciación  de  Hautefeuille,  II, 
275.—  Tratados  que  la  han  reconocido  i 
El  do  1794-1795  entre  Inglaterra  y los 
Estados-Unidos,  II,  275.  — El  de  1803 
entre  Inglaterra  y Suecia,  II,  275.  — El 
de  1783  entre  Prusia  y los  Estados- 
Unidos,  II,  276.  — Opiniones  de  los  pu- 
blicistas : Ward,  Phillimore,  Ortolan, 
Hautefeuille  y Gessner,  II,  276.  — Resú- 
men, II,  276.  — El  seguro  sobre  esta 
clase  de  artículos,  II,  277.  — Asevera- 
ción de  Arnould,  II,  277.  — Opinión 
opuesta  de  Duer,  II,  277. 

Contratos.  Leyes  porque  se  rijen. 
Véase,  Legislación  civil  y criminal. 

Contribuciones  militares.  Véase,  Per- 
sona Y PROPIEDAD  ENEMIGA. 

Convenciones.  Sobre  conducción  de 
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súbditos  del  enemigo  : De  Francia  y los 
Estados-Unidos,  en  1778;  de  estos  y 
Holanda,  en  1782;  de  los  mismos  y Sue- 
cia, en  1783  y 1816;  de  Francia  y los 
Estados-Unidos,  en  1785;  de  Francia  é 
Inglaterra,  en  1786;  y de  España  y los 
Estados-Unidos  en  1785  y 1819.  Véase, 
Neutralidad.  — Sobre  notificación  es- 
pecial de  bloqueo  : De  1828  entre  Frau- 
da y el  Brasil.  Véase,  Sitios  Y bloqueos. 

— Estipulando  la  completa  libertad  de 
comercio  : De  1642  entre  Inglaterra 
y Portugal;  de  1647  entre  España  y las 
ciudades  anseáticas;  de  1785,  renova- 
da en  1799,  entre  Prusia  y los  Estados- 
Unidos.  Véase,  Contrabando  de  guerra. 

— Adoptando  la  regla  de  que  el  pabe- 
llón neutral  no  cubre  la  mercancía 
enemiga  : De  Inglaterra  y Suecia  en 
1664.  • Véase,  Neutralidad.  — Sobre 
navegación  en  convoy  : De  los  Estados- 
Unidos  con  Suecia  en  1783,  con  Francia 
en  1800,  con  Colombia  en  1824,  con  el 
Brasil  en  1828,  con  Méjico  en  1831,  con 
Chile  en  1832,  con  la  Confederación 
Perú-Boliviana  en  1836  y con  Venezuela 
en  el  mismo  año.  Véase,  Visita  y re- 
gistro (Derecho  de).  — Sobre  la  libre 
navegación  del  Rlñn.  Véase,  Ríos.  — 
Sobre  reconocimiento  de  garantías  á los 
cónsules:  De  Francia  y los  Estados- 
Unidos.  Véase,  Cónsules.  — Convención 
de  1862  entre  Inglaterra  y el  Paraguay. 
Véase , Guerra.  — Convención  marí- 
tima de  1801  entre  Inglaterra  y Rusia. 

— Convención  de  Zuricli  de  1815.  Véase, 
Neutralidad. 

Convenio.  De  1842  entre  Inglaterra  y 
Portugal  sobre  navegación  neutral.  Véase, 
Neutralidad. 

Convoy.  Véase,  Visita  y registro  (De- 
recho de). 

Costanel.  Caso  práctico  de  determi- 
nación de  domicilio,  II,  99. 

Costas  y riberas.  Significación  de 
estas  palabras,  I,  243.  — Aplicación  que 
se  las  da,  I,  243.  — Práctica  seguida  por 
sir  W.  Scott  en  una  presa  hecha  en  la 
desembocadura  del  Misisipi,  I,  243. 

Costumbres  de  Amsterdam.  Véase, 
Derecho  internacional  marítimo. 

Cracovia.  Su  neutralidad.  Véase,  Neu- 
tralidad. 


Credenciales.  Véase,  Agentes  d, So- 
máticos. 

Crético.  Caso  práctico  sobre  carácter- 
público  de  los  cónsules,  I,  372. 

Cuádruple  alianza.  Vease,  Sucesos 
acaecidos  de  1815  á 1868. 

Cuasi-contrabando.  Véase,  Contra- 
bando DE  GUERRA. 

Cuba  (Isla  de).  Véase,  Mónroe  (Doc- 
trina de). 

Cuestiones  internacionales  ( Arre- 
glo de  las).  — Moderación  que  deben 
tener  los  Estados,  I,  406.  — Medios 
pacíficos  y decorosos  para  evitar  un 
rompimiento,  I,  406.  — Opinión  de 
Riquelme,  I,  406. — Soluciones  posibles: 
Via  amicabilis  y vía  facía , I,  407.  — 
División  de  las  negociaciones  amistosas, 
I,  407.  — Arreglo  amigable  : Definición 
dada  por  Riquelme,  I,  407.  — Divergen- 
cia que  existe  en  el  modo  de  apreciarle, 
I,  407-408.  — Transacción,  I,  408.  — 
Renuncia  que  supone,  I,  408.  — Casos 
prácticos:  Cuestión  delimites  del  Mame  y 
del  Oregon,  I,  408.  — Mediación,  1, 409. 

— Qué  se  entiende  por  mediación,  1, 
409.  — Carácter  del  mediador,  I,  409. 

— Diferencia  entre  la  espontánea  y la 
solicitada,  I,  409. — Opinión  de  Galinni,  I, 
409. — DeHubner,  I,  409.— De  Phillimorc, 
I,  409. — Caso  práctico : Cuestión  entre  Es- 
paña y Marruecos,  I,  410. — Causas  que  la 
promovieron,  1, 410.— Arbitraje  propuesto 
por  los  gobiernos  de  Francia  y de  Ingla- 
terra, 1, 410.  — España  le  rechaza,  1,  410. 

— Mediación  ofrecida,  I,  410.—  Su  acep- 
tación y buen  resultado,  I,  410.  — 
Juicio  de  Bello,  I,  410.  — Arbitraje,  I, 
411.  — Identidad  de  causa  en  el  dere- 
cho internacional  y en  el  civil,  I,  411. — 
Causas  que  invalidan  la  sentencia  arbitral, 
I,  411.  — Caso  práctico  : La  del  rey  de  los 
Países-Bajos  en  1827  acerca  de  una  cues- 
tión de  límites  sostenida  entre  Inglaterra 
y los  Estados-Unidos,  I,  411.  — Enume- 
ración hecha  por  Ilefl'ter  de  los  casos  en 
que  se  puede  legítimamente  dejar  de 
cumplir  el  fallo  de  un  árbitro,  1,  412. 

— Congresos  y conferencias,  I,  413.  — 
Su  objeto,  I,  413.  — Impugnación  de 
Pinheiro-Ferreira,  I,  413.  — Juicio  que 
merecen  á Vattel  los  de  Cambai  y Sois- 
sons,  celebrados  en  1724  y en  1828,  I, 
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413.  — Apreciación  de  Pliillimore,  I, 
413.  — Opinión  de  Hcífter,  I,  414.  — De 
Vergé,  I,  414.  — Conferencias  mas  no- 
tables celebradas  para  la  resolución  de 
cuestiones  internacionales  . Las  e on 
dres  de  1831  4 1839,  sobre  Bélgica;  las 
de  Viena  de  1853  á 1854;  las  de  París, 
en  1861  para  los  asuntos  del  Líbano, 
las  de  f. (i odres  en  18G1  y de  Orizaba  en 
Í8Ú2  sobre  Méjico;  las  de  Lóndres  en 
sobre  la  guerra  dano-alemana  y en 
1867  con  motivo  del  Luxemburgo,  I,  414. 


— Entrevistas  de  Soberanos,  I,  415.  — 
Carácter  que  tuvo  la  de  Varsovia,  en 
1860,  entre  los  de  Austria,  Prusia  y Ru- 
sia, I,  415.—  Cuestiones  resueltas  por  los 
ministros  de  relaciones  exteriores  : La  de 


Jos  Principados-Danubianos  en  1861,1,415. 
—Retorsión,  I,  415.  — Opinión  de  iíeíl'ler 
sobre  su  fundamento,  I,  415.  — Defini- 
ciones de  Vattel  y de  Escriche,  I,  415. — 
Casos  prácticos:  Decreto  de  la  Conven- 
ción francesa  de  16  de  agosto  de  1793,  I, 

415.  — Confiscación  en  1806  de  las  pro- 
piedades inglesas,  I,  416.  — Represalias  : 
Doctrina  de  Vattel,  I,  416.  — Limitación 
que  tienen,  I,  416.  — Motivos  que  pue- 
den legitimarlas  según  Grotius,  Bynkers- 
hoek  y la  generalidad  de  los  autores,  I, 

416.  — Su  división  en  generales  y espe- 
ciales, I,  417.  — En  positivas  y negati- 
vas, I,  417.  — Aprehensión  de  la  per- 
sona ó cosa  sobre  que  versa  la  contienda, 
I,  418.  — Necesidad  de  justificarla,  I, 
418.  — Represalias  sobre  las  personas, 
I,  419.  — Opinión  de  Vattel,  I,  419.  — 
Castigo  de  los  ofensores,  I,  419.  — Si 
asume  el  Estado  la  responsabilidad  de  los 
hechos  consumados,  1,420.—  Decisión  del 
congreso  federal  de  29de  agosto  del842,I, 
420.—  Caso  práctico:  Incendio  del  vapor 
Carolina  por  el  capitán  Mac-Leod,  1,420. 
— Aceptación  de  la  responsabilidad  por 
parle  del  gobierno  británico,  I,  420.  — 
Doctrina  sustentada  por  el  tribunal  su- 
premo de  Nueva-1  ork  y.  su  impugnación 
por  M.  Webster,  I,  420.  — Absolución 
del  capitán  inglés,  I,  420.  — Embargo 
de  los  bienes  encontrados  dentro  del 
territorio  enemigo:  Tésis  sostenida  por 
Iíeílter,  I,  421.  — Detención  de  buques 
neutrales,  I,  421 . — Concepto  que  me- 
recen las  personas  que  se  hallen  abordo, 
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I,  421 . — Opinión  de  sir  \V.  Scott  sobre 
los  embargos  de  1803,  I,  422.  — Laso 
práctico  : Captura  de  buques  franceses, 
I,  422. — Conducta  observada  por  Crom- 
well,  I,  423.  — Quien  puede  autorizar 
las  represalias  y embargos,  I,  423.  — No 
se  conceden  en  favor  de  extranjeros,  I, 
424.— Razones  expuestas  por  Vattel,  I, 
424.  — Doctrina  de  los  tribunales  in- 
gleses, I,  424.  — Casos  prácticos  : Re- 
presalias motivadas  por  la  toma  de  San 
Eustaquio  en  1785,  I,  424.  — Práctica 
observada  en  1800  con  el  buque  Le  Chef- 
Indien,  I,  424.  — Opinión  sobre  este 
asunto  de  sir  W.  Scott,  I,  425.  — Blo- 
queo como  medida  de  represalia,  I,  425. 

— Casos  prácticos  : El  de  las  costas  de 
Grecia  de  1827,  el  del  Tajo  en  1831  y el 
de  Méjico  en  1838,  I,  425. 

Cuestiones  resueltas  desde  la  paz 

DE  WESTFALIA  HASTA  LA  DE  UlRECHT. — 

Terminación  de  las  luchas  religiosas,  I, 
25.  — Pretensiones  de  Luis  XIV,  I,  25. 

— Tratados  de  Nimega  y de  Ryswick, 
I,  25.  — Política  de  las  Provincias-Uni- 
das, I,  25.  — Revolución  inglesa,  I,  25. 

— Equilibrio  européo,  I,  26.  — Derecho 
de  intervención,  I,  26.  — La  guerra  de 
sucesión  en  España,  I,  26.  — La  paz  de 
Utrecht,  I,  27. 

Cumberland.  Véase,  Publicistas. 
Cussy  (Barón  de).  Véase,  Publicis- 
tas. 


D 

Dana.  Véase,  Publicistas. 

Danubio.  Véase,  Ríos. 

Dardanelos.  Véase,  Jurisdicción  ter- 
ritorial marítima. 

Deber  de  propia  conservación.  Véase, 
Deberes  mutuos  de  los  Estados. 

Deberes  mutuos  de  los  Estados.  — 
Correlación  que  existe  entre  los  derechos 
y los  deberes  internacionales,  I,  386.  — 
División  hecha  por  Vattel,  I,  386.  — La 
de  Halleek,  I,  386.  — Deberes  perfectos 
I,  387.  — Palabras  de  Vattel,  I,  387.  — 
Si  el  Estado  es  ó no  responsable  de  los 
daños  causados  á los  extranjeros  por  las 
facciones,  I,  387.  — Importancia  de 
esta  cuestión,  I,  387 . — Opinión  formu- 
lada por  lord  Stanley,  ante  las  cámaras 
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inglesas,  I,  388.  — Doctrina  sostenida 
por  el  Morning-Post  y el  London-News, 
I,  388.  — Casos  prácticos  : Reclamacio- 
nes hechas  por  el  gobierno  inglés  á los 
de  Ñapóles  y Toscana,  á consecuencia  de 
pérdidas  sufridas  en  los  acontecimientos 
de  1849  por  algunos  súbditos  británicos, 
I,  389.  — Complicación  de  Austria,  I, 

389.  — Nota  que  pasó  á su  embajador  en 
Lóridres,  I,  389.  — Arbitraje  propuesto  al 
emperador  de  Rusia,  I,  390.  — Razones 
en  que  se  apoyó  para  no  aceptarle,  I, 

390.  — Reclamaciones  de  España  por  los 
sucesos  ile  1851  en  Nueva-Orleans,  I,  390. 
— Manifestación  de  M.  Webster,  I,  390.— 
Indemnización  concedida  al  cónsul  espa- 
ñol, I,  391.  — Estipulaciones  sobre  el 
particular  de  los  tratados  celebrados  por 
la  América  del  Sur  con  las  potencias 
europeas,  I,  391 . — Responsabilidad  del 
Estado  por  los  actos  de  los  funcionarios 
públicos,  I,  391.  — Qué  circunstancias 
han  de  concurrir  para  que  puedan  con- 
ceptuarse como  revestidos  de  carácter 
nacional,  I,  391.  — Cuales  se  conside- 
rarán como  particulares,  I,  391.  — Res- 
ponsabilidad por  los  actos  puramente 
individuales,  I,  392.  — Opinión  de  Vat- 
tel,  I,  392.  — Regla  general  acerca  de 
la  protección  debida  á los  extranjeros, 
I,  392.  — Pretesto  que  han  buscado  en 
esta  cuestión  las  potencias  européas  para 
entablar  reclamaciones  contra  los  Estados 
sud-americanos,  I,  392.  — Abusos  come- 
tidos en  ellas,  I,  393.  — Caso  prácti- 
co : Arresto  en  Prusia  del  capitán 
Mac-Donald,  I,  393.  — Reclamación 
enérgica  de  lord  Russell,  I,  393.  — Con- 
testación del  gobierno  prusiano,  I,  393. 
— Publicación  en  el  Moniteur  de  un 
artículo  sobre  este  asunto,  I,  393-394. — 
Doctrina  de  M.  Thiers  sobre  la  conducta 
que  debe  seguirse  con  las  repúblicas 
americanas,  I,  394.  — Falsa  apreciación 
que  hace  de  su  situación,  I,  395.  — Con- 
secuencias viciosas  que.  deduce  del  error 
en  que  incurre,  I,  395.  — Su  teoría  sobre 
las  convenciones  extranjeras,  I,  395.  — 
Resultado  funesto  que  produciría  la 
adopción  de  sus  ideas,  I,  395.  — In- 
exactos conceptos  que  forma  de  las 
instituciones  políticas  y déla  administra- 
Uon  de  justicia,  I,  39G.— Responsabilidad 


que  incumbe  al  Estado  si  apruébalos 
actos  de  sus  ciudadanos,  I,  397.  __  Mo_ 
do  de  pensar  de  Vattel,  I,  397.— Cuando 
se  trata  de  la  conducta  general  de  todos 
los  súbditos,  I,  397.  — Por  los  actos  de 
los  emigrados,  I,  398.  — Deberes  de 
respeto  mutuo,  I,  399.  — La  falta  de 
cortesía  no  puede  considerarse  como  un 
insulto,  I,  399.  — Derecho  de  traficar,  I, 
399.  — Deber  fundado  en  él,  I,  400.  — 
Extensión  que  puede  darse  á las  rela- 
ciones mercantiles,  I,  400.  — Comercio 
con  China  y el  Japón,  I,  401.  — Deberes 
imperfectos,  I,  401.  — Asistencia  mutua, 
I,  402.  — Regla  emitida  por  Vattel,  I, 
402.  — En  caso  de  hambre,  I,  402.  — 
De  grandes  calamidades  públicas,  I,  402. 
— Límites  en  que  debe  encerrarse  este 
auxilio,  I,  403.  — Hasta  qué  punto  tiene 
un  Estado  el  deber  de  conservar  la 
independencia  de  los  demás,  I,  403.  — 
Carácter  especial  de  los  deberes  de  hu- 
manidad, I,  403.  — Regla  y medida  por 
que  deben  rejirse,  I,  404.  — Deberes  de 
amistad  internacional,  I,  405. 

Deberes  de  humanidad.  Véase,  De- 
beres MUTUOS  DE  LOS  ESTADOS. 

Declaración  de  guerra.  Véase,  Guer- 
ra. 

Declaración  del  gobierno  de  Rusia, 
en  1780,  relativa  á la  navegación  neu- 
tral. Véase,  Neutralidad. 

Decretos.  De  los  Estados-Unidos  so- 
bre organización  de  tribunales  en  China. 
Véase,  Cónsules.  — De  la  Convención 
francesa  sobre  retorsión.  Véase,  Cues- 
tiones internacionales.  — Del  congreso 
norte-americano  sobre  libertad  de  escla- 
vos. Véase,  Ocupación  militar  y con- 
quista completa.  — De  la  Convención 
nacional  francesa  prohibiendo  el  trafico 
do  granos  y víveres  con  el  enemigo. 
Véase,  Neutralidad.  — Del  gobierno 
francés  sobre  captura  y pago  de  cereales 
Véase,  Contrabando  de  guerra.  — De 
Berlín,  en  180G,  Véase,  Sitios  y blo- 
queos. — De  2 pradial  año  XI  sobre 
presas.  Véase,  Captores. 

Depierre  (Víctor  B.)  Caso  práctico 
de  naturalización,  I,  29G. 

Derecho  internacional  entre  los 
antiguos.  — Predominio  de  la  idea 
religiosa,  I,  4.  — Costumbres  de  Grecia, 
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j,  4.  — (¿tierra  médica  y del  Peloponeso, 

I,  4.  — Elementos  de  las  relaciones 

internacionales  de  los  pueblos  griegos, 

I,  4.  _ Consejo  de  los  Amíictiones,  l, 

5.  — Las  doce  tablas  de  Roma,  h »• 

Invasión  de  las  tribus  ^rmámcas,  I,  8. 

- Violaciones  de  los  principios  interna 

. / « — Trasmisión  del  derecho 

Clónales,  1,  »■ 

romano  d ?os  nuevos  Estados,  I,  8. 

Derechos  incorpóreos.  A case,  Ocupa- 
CON  MILITAR  Y CONQUISTA  COMPLETA. 

Derechos  y deberes  de  los  neutra- 
les. Véase,  Neutralidad. 


Derecho  de  traficar.  Véase,  Deberes 
mutuos  de  los  Estados. 

Derecho  internacional  marítimo.  — 
Leyes  rodias,  I,  10.  — Tablas  de  Amalfi, 
I,  10.  — Roles  de  Oleron,  I,  10.  — 
Consulado  de  la  mar,  I,  11.  — Guidon 
de  la  mar,  I,  11.  — Juicios  de  Dararae, 
I,  12.  — Costumbres  de  Amsterdam, 
I,  12.  — Derecho  marítimo  de  Wisby, 
I,  12. 

Derecho  de  conquista  (Teoría  del). 
Véase,  Sitios  y bloqueos. 

Desertores.  Véase,  Persona  y propie- 
dad ENEMIGA. 

Despachos  ¡ (Trasporte  de).  Véase, 
Neutralidad. 

Deudas.  Véase,  Guerra. 

DiETAgGERMÁNiCA.  V Véase, * Naciones  y 


Estados  soberanos. 

Diplomacía  (La).  Véase,  Legación  (De- 
recho de). 

Domicilio.  Véase,  Carácter  nacional. 
Dominio  eminente.  Véase,  Propiedad 


Y DOMINIO  DEL  ESTADO. 

Dominio  público  y priyado.  Que  efecto 
produce  en  este  punto  el  cambio  radical 
que  se  opere  en  una  nación,  I,  129.  — 
Conducta  seguida  j:or  algunos  gobiernos 
revolucionarios.  I 130.  — Enagenaciones 
de  bienes  nacionales,  I,  130.  — Caso 
práctico : Las  de  las  provincias  belgas  y 
alemanas  agregadas  á Francia  en  tiempo 
de  la  revolución,  I,  130. 


E 

Edictos.  De  Francia  en  1543  y 1584 
exceptuando  de  captura  las  embarca- 
ciones de  pesca.  Véase,  Persona  y pro- 
piedad enemiga.  - De  Holanda  sobre 
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contrabando.  Véase,  Contrabando.  - 
De  los  Estados-Generales  sobre  bloqueo. 
Véase,  Sitios  y bloqueos. 

Edificios  y monumentos  públicos. 
Véase,  Persona  y propiedad  enemiga. 
Egipto.  Véase,  Estados  semi-sobera- 

NOS. 

Ejecución  de  prisioneros  de  guerra. 
Casos  prácticos:  Orden  de  Enrique  V de 
Inglaterra  , II,  9.  — Del  conde  de  Fuen- 
tes, II,  4. 

Ejércitos  PERMANENTES.Véase, Guerra. 
Elba.  Véase,  Ríos. 

Embajadores.  Véase,  Agentes  diplo- 
máticos. 

Empleados  públicos  ( Domicilio  de 
los).  Véase,  Carácter  nacional. 

Enagenaciones  de  territorio  nacio- 
nal. Poder  que  tienen  los  Estados  de 
disponer  de  su  territorio,  I,  230.  — 
Cambios  que  ha  sufrido,  I,  231 . — Medios 
que  pueden  emplearse  para  esta  clase  de 
enagenaciones,  I,  231.  — Constitución 
de  una  renta  perpetua,  I,  231.  — De 
un  feudo,  I,  232.  — Hipoteca,  I,  232. 

— Casos  prácticos  : Venta  hecha  en 
1311  al  gran  maestro  de  la  orden  teu- 
tónica por  el  Margrave  de  Brandenburgo ; 
la  de  la  ciudad  de  Mechlin  al  conde  de 
Flandes,  en  1333;  la  de  Lucques  á Fe- 
lipe de  Yalois;  la  de  la  soberanía  de  Avi- 
gnon;  la  de  las  islas  de  San-Thomas  y 
San -Juan;  la  de  la  América  rusa,  I,  233. 

Encargados  de  negocios  . Véase , 
Agentes  diplomáticos. 

Enchuysen  (Reglamentos  sobre  con- 
voy). Véase,  Visita  y registro. 

Enemigo  y sus  aliados  (El).  Conside- 
ración recíproca  de  los  súbditos  de  los 
Estados  beligerantes,  I,  506-507.  — Ex- 
tensión de  los  derechos  de  la  guerra  res- 
pecto á la  persona  del  enemigo,  I,  507.  — 
Disposiciones  acerca  del  particular  de  los 
gobiernos  de  Francia  é Inglaterra,  I,  507. 

— Respeto  que  merece  la  vida  del  ene- 
migo, I,  507.  — Opinión  de  Wheaton, 
I,  507.  — Excepciones  adoptadas,  I,  507. 
— Monumentos  y edificios  públicos,  1, 508. 

— Carácter  general  de  los  aliados  del 
enemigo,  I,  508.  — Opinión  de  Wolf, 
I,  508.  — Hechos  comprobantes,  I,  509. 

— Extensión  que  tiene  sobre  ellos  la 
declaración  de  guerra,  I,  509. 
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Entrevistas  de  soberanos.  Véase, 
Cuestiones  internacionales. 

Enviados.  Véase,  Agentes  diplomáti- 
cos. * 

Escalda  (El).  Véase,  Sucesos  acaeci- 
dos desde  1763  hasta  1789.  — Véase, 
Ríos. 

Escocia,  Su  incorporación  á Inglaterra. 
Véase,  Naciones  y estados  soberanos. 

España.  Intervención  francesa  de  1823. 
Véase,  Intervenciones.  — Su  declaración 
de  1829  sobre  enemigos  residentes  en  el 
país.  — Su  guerra  con  Chile  y el  Perú, 
Véase,  Guerra  . 

Espías.  Véase,  Guerra. 

Estados  modernos.  Los  existentes  en 
Europa,  América,  Asia  y Africa.  I, 
106-110. 

Estados  semi-soberanos.  Sus  condi- 
ciones especiales.  I,  102,  — Islas-Jóni- 
cas, I,  102.  — Moldavia,  Valaquia  y Ser- 
via, I,  103.  — Egipto,  I,  104.  — Tribus 
indias  norte-americanas,  I,  104.  — Rela- 
ciones de  algunos  Estados  tributarios  de 
Turquía  con  las  naciones  européas,  I,  104. 

Estados-Unidos.  Su  constitución.  Véase, 
Naciones  y Estados  soberanos.  — Su 
independencia.  Véase,  Sucesos  acaecidos 
desde  1763  hasta  1789.  — Su  reconoci- 
miento. Véase,  Independencia  nacional. 
— Su  lucha  intestina.  Véase,  Guerra 
civil. 

Estatuto  real  y personal.  Véase,  Le- 
gislación civil  y criminal. 

Estatutos.  De  Eduardo  III  de  Ingla- 
terra sobre  enemigos  residentes  en  el 
país.  Véase,  Guerra.  — De  Jorge  II  y 
de  los  Estados-Unidos  sobre  neutralidad. 
Véase,  Neutralidad. 

Estrechos.  Véase,  Jurisdicción  terri- 
torial marítima. 

Exención  de  la  jurisdicción  civil  y 
criminal  de  los  ministros  públicos. 
Véase,  Agentes  diplomáticos.  Caso  prác- 
tico ocurrido  en  la  embajada  de  los  Es- 
tados-Unidos en  Berlín,  I,  347. 

Exenciones  militares.  Véase,  Guerra. 

Exequátur.  Vease,  Cónsules. 

Expedición  y venta  de  buques  de 
guerra.  Véase,  Contrabando  de  guerra. 

Exterritorialidad.  Véase,  Agentes 
diplomáticos. 

Extradición  de  criminales.  — Su 


definición,  I,  314.  - Si  puede  ó no  con- 
ceptuarse como  un  derecho,  I,  314.  _ 
Fundamento  que  tiene  en  la  época  ac- 
tual, I,  314.  — Casos  en  que  procede, 
,1,314.— Caso  práctico:  Extradición  de  Ar- 
guelles del  territorio  norte-americano,  I, 
31 5.—  Causas  que  motivaron  su  refugio  en 
él,  I,  315.  — Su  arresto  y entrega  á un 
agenie  especial  del  gobierno  español,  I, 
315.' — Extradición  de  militares  y ma- 
rineros desertores,  1,316.— De  criminales 
á bordo  do  buques  extranjeros,  I,  316.— 
Caso  práctico : La  del  ex-ministro  español 
Sotelo  de  un  barco  francés,  I,  316.  — 
Circunstancias  especiales  que  concurrie- 
ron en  este  hecho,  I,  316. 

Extratajemas.  Véase,  Guerra. 

F 

Familia  de  los  ministros  públicos. 
Véase,  Agentes  diplomáticos. 

Federaciones.  Véase,  Naciones  y Es- 
tados soberanos. 

Fcelix.  Véase,  Publicistas. 

Filibusteros.  Véase,  Sucesos  acaeci- 
dos desde  1815  Á 1868.  — Véase,  Pira- 
tería. 

Finlandia  (Golfo  de).  Véase,  Jurisdic- 
ción territorial  marítima. 

Fonteney  (Marqués  de).  Caso  prác- 
tico sobre  asilo  dado  en  la  embajada  de 
Francia  en  Roma  á algunos  conspira- 
dores napolitanos,  I,  354. 

Foreing  enlistement  act.  Véase,  Neu- 
tralidad. 

Frick.  Véase,  Publicistas. 

Fronteras  marítimas.  Su  extensión, 
I,  241.  — Importancia  que  tiene  este 
asunto,  I,  241.  — Divergencia  en  las  opi- 
niones de  los  publicistas,  I,  24Í.  — 
Límites  fijados  por  el  derecho  consuetu- 
dinario, J,  242.  — Resolución  tomada 
en  1833  por  el  gobierno  británico, ;i,  243. 
— Tratado  sobre  pesca  de  2 agosto  de 
1839  firmado  por  Inglaterra  y Francia, 

I,  243. 

Fuente-Hermosa  (Marques  de).  Caso 
práctico  sobre  el  carácter  público  do 
los  cónsules,  I,  372, 

Fuentes  del  derecho  internacional. 
Definición,  I,  61.  — División,  I,  02.  — 
Su  fundamento,  I,  63.  — Sistema  de 
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r, rolius,  I,  03.  — De  Pulfendorf,  I,  <34. 
— De  Hynkershoek,  I,  04.  - De  Wolf, 
I,  65.  - De  Wattel,  I,  00.  - De  alar- 

lena,  r,  07.  - De  Heflter,  I,  07.  - 0|'>- 

. . ..  . . t De  Wheaton, 

ilion  de  í>avigny,  I,  0». 

I G!)  — De  PJiilIimore,  I,  09.  — (arac~ 
teres  de  las  leyes  internacionales,  I,  /0. 
Lastimo  ana  puede  imponerse  á los 
I.  «■  - Fuentes  gírales  : 
libros  de  los  publicistas,  I,  /3.  — La 
b/sloria,  I,  74.  — La  correspondencia 
diplomática,  I,  75.  — Las  opiniones  de 
los  jurisconsultos,  I,  75.  — Decisiones  de 
los  tribunales,  I,  76-77.  — Leyes  y re- 
glamentos mercantiles , I,  78.  — Trata- 
dos y convenciones,  I,  79.  — El  derecho 
romano,  I,  80-81. 

Fugitivo.  Véase,  Carácter  nacional. 


G 

Galiani.  Véase,  Publicistas. 

Garantías.  Véase,  Tratados  de  paz. 

Garden.  Véase,  Publicistas. 

Gentilis  (Albericus).  Véase,  Publi- 
cistas. 

Gessner.  Véase,  Publicistas. 

Golfos  y bahías.  Véase,  Jurisdicción 
territorial  marítima. 

Grecia.  Su  revolución.  Véase,  Sucesos 
acaecidos  de  1815  Á 1868.  — Bloqueo 
pacífico.  Véase,  Sitios  y bloqueos. 

Grotius.  Véase,  Publicistas. 

Guarda-costas.  Véase,  Captores. 

Guidon  de  la  mar.  Véase,  Derecho 
internacional  marítimo. 

Guerra.  Justas  causas  que  deben 
mediar  para  emprenderla,  I,  426.  — Opi- 
nión de  Vattel,  I,  426.  — Las  razones  jus- 
tificativas y los  motivos  de  una  guerra.  — 
Distinción  hecha  por  los  publicistas  entre 
los  unos  y las  otras,  I,  427.  — Causa 
justa,  I,  427.  — Claridad  con  que  debe 
estar  deslindada,  I,  427.  — Opinión 'de 
Victoria,  I,  427.  — De  Gentilis,  I,  428. 

De  Grotius,  I,  428.  — Asegurar  lo 
que  nos  pertenece  ó cobrar  lo  que  se  nos 
debe,  I,  429.  — Castigo  de  una  agre- 
sión, I,  429.  — Casos  prácticos:  La  de 
España  contra  Marruecos  y la  de  Ingla- 
terra contra  la  China  en  1859,  I,  420.— 
Protección  contra  un  peligro  inminente, 

’ Confusión  que  reina  en  todas 
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estas  causas,  I,  429.  — Si  la  diferencia 
de  religión  ó el  menor  grado  de  cultura 
podrá  justificar  una  guerra,  I,  430.  — 
Aseveración  de  M.  Pradier-Fodéré  rela- 
tiva á la  de  Siria  en  1860,  I,  430.  — El 
engrandecimiento  de  un  Estado  limítrofe, 

I,  430.  — Motivos  perfectos  y lícitos,  I, 
430.  — Cuales  son,  I,  431 . — Motivos 
viciosos,  I,  431.  — Pretestos  en  que  se 
fundan  algunas  guerras,  I,  431.  — Caso 
práctico  : La  de  España  y el  Perú 
en  1864,  I,  431.  — Quejas  del  gobierno 
español,  I,  431.  — Misión  del  Sr.  Salazar 
y Mazarredo,  I,  432.  — Ocupación  de 
la  islas  de  Chincha  por  las  fuerzas  espa- 
ñolas, I,  432.  — Debilidad  del  gobierno 
peruano  y resultados  que  produjo,  1,432. 
— Tratado  de  28  de  enero  de  1865,  I, 

432.  — Su  no  validez,  I,  433.  — El 
nuevo  gobierno  de  la  república  le  anula 
y hace  causa  común*  con  Chile,  que  se 
hallaba  en  guerra  con  España,  I,  433.  — 
Ataque  del  Callao,  I,  433.  — Parte  del 
comodoro  norte-americano  Rodgers,  I, 

433.  — Consecuencias  desastrosas  de 
esta  lucha  para  España,  I,  433.  — Agra- 
vios supuestos  de  que  se  quejaba  el 
gabinete  de  Madrid,  I,  434-436.  — La 
república  de  Chile  da  explicaciones,  I, 
436.  — Vuelve  á reinar  la  mejor  armo- 
nía entre  ambos  países,  I,  436.  — Obser- 
vaciones imprevistas  del  almirante  espa- 
ñol en  su  ultimátum  del  día  18  de 
setiembre,  I,  436.  — No  se  aceptaron 
sus  proposiciones,  I,  436.  — Otra  vez 
renueva  su  ultimátum,  I,  436.  — Es 
rechazado  nuevamente,  I,  437.  — El 
derecho  internacional , con  relación  á su 
historia,  es  la  justificación  completa  de 
la  guerra,  I,  437.  — Los  Santos  Padres 
la  juzgan  en  oposición  con  el  espíritu 
cristiano,  I,  437.  — Apreciación  distinta 
de  San  Agustín,  I,  438.  — Unica  base 
de  la  doctrina  opuesta,  I,  438.  — Teoría 
de  Wayland,  I,  438,  — Objeciones  he- 
chas contra  la  guerra,  I,  438.  — Racio- 
cinio de  algunos  economistas,  I,  439.  -- 
La  falta  de  razón  de  uno  de  los  conten- 
dientes, I,  439.  — Principio  de  Vattel, 
I,  439.  — Qué  guerras  no  llenan  su 
objeto,  I,  440.  — Los  males  que  origi- 
nan son  mayores  que  los  beneficios,  í , 
440.  — Tribunal  de  las  naciones,  I,  440. 
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— Opinión  de  los  escritores  modernos  : 
De  Wheaton,  I,  441.  — Del  Dr.  Leiber, 
I,  441.  — De  Halleck,  I,  441.  — De 
Ortolan , I,  441.  — DeHeffter,  I,  441- 

442.  — Origen  etimológico  de  la  pala- 
bra guerra,  I,  443.  — Como  la  definen 
Grotius,  Vattel  y Pinheiro-Ferreira,  I, 

443.  — Defecto  de  estas  definiciones,  I, 
443.  — División  de  las  guerras,  I,  443. 

— De  independencia,  I,  445.  — Casos 
prácticos : La  de  España  contra  Francia 
en  1808;  la  de  Hungría  contra  Austria 
en  1848  ; la  de  Polonia  contra  Rusia ; la 
de  los  Estados-Unidos  contra  Inglaterra 
en  1812 ; la  de  los  Países-Bajos  contra 
España  y la  de  la  India  contra  Inglaterra, 
I,  445.  — De  insurrección  y de  revolu- 
ción, I,  445.  — Casos  prácticos  : La  de 
los  Estados-Unidos  contra  Inglaterra  en 
1776;  la  de  las  colonias  americanas  con- 
tra España  en  1810-1824  ; la  de  Grecia 
contra  Turquía  en  1821  y la  de  los  pue- 
blos de  Italia  en  1861,  I,  445. — Religiosas 
y políticas.  Casos  prácticos  ; Las  de  los 
vendeanos  en  Francia;  la  de  los  carlistas 
en  España  y la  de  los  miguelistas  en 
Portugal,  I,  445-446.  — De  conquista,  I, 
446.  — Casos  prácticos  : De  Inglaterra 
en  la  India  y América;  de  España  en  el 
continente  americano’;  de  Francia  en 
Africa  y de  Rusia  en  Asia,  I,  446.  — 
Opinión  de  Halleck,  I,  446.  — Nacionales, 
I,  446.  — Caso  práctico:  La  de  España 
contra  Francia  en  1808,  I,  416.  — De 
intervención,  I,  448.  — Públicas,  I, 
448.  — Parecer  de  Wheaton,  I,  448.  — 
Privadas,  I,  448.  — Opinión  de  Grotius, 
.1,  448.  — Mistas,  I,  449.  — Distinción 

de  Grotius,  I,  449.  — Pública  solemne  y 
no  solemne,  I 449.  — Falta  de  impor- 
tancia de  esta  subdivisión,  I,  449.  — 
Perfectas  é imperfectas,  I,  449. — Actos 
de  hostilidad  cometidos  por  los  emplea- 
dos ó representantes  de  un  gobierno,  I, 
450.  — Caso  práctico  : Conflicto  entre 
los  Estados-Unidos  y el  Paraguay : Motivo 
de  la  conducta  agresiva  del  cónsul  Hop- 
kins,  I,  450.  — Incidente  del  fuerte  Ita- 
pirü,  I,  451.  — Envío  de  una  escuadra 
norte-americana,  1,  451.  — Mediación  del 
general  Urquiza  y resultados  felices  que 
produjo,  I,  451.  — Nombramiento  de 
árbitros,  I,  451.  — Su  dictamen  favo- 


rable al  Paraguay,  I,  452.  - Considera- 
ciones generales,  I,  452-453.  — Caso 
práctico.  Cuestión  Canstatt  : Agresión 
de  la  marina  de  S.  M.  B.,  en  las  aguas 
de  la  república  argentina,  contra  un  en- 
viado extraordinario  del  Paraguay,  I, 
453. — Reseña  de  los  primeros  aconteci- 
mientos, I,  453-455. — Envío  de  un  repre- 
sentante especial  del  Paraguay  á las 
cortes  de  Francia  é Inglaterra,  I,  455. 
— Conferencias  que  celebró,  I,  455.  — 
Intervención  de  M.  Thouvenel,  I,  455.— 
Diclámen  favorable  á la  causa  paraguaya, 
de  la  prensa,  del  Dr.  Phillimore  y de 
M.  Drouyn  de  Lhuys,  I,  455.  — Feliz 
éxito  de  su  misión,  I,  455.  — Conven- 
ción de  23  de  abril  de  1862  firmada  en 
•la  Asunción,  I,  455.  — Declaración  de 
M.  Thornton,  I,  455-456.  — Guerras  civiles 
I,  456.— Carácter  especial  que  tienen,  I, 

456.  — Derechos  de  los  beligerantes  en 
estos  casos,  1,457. — Casos  prácticos:  Lo 
acaecido  en  la  de  los  Estados-Unidos,  I, 

457.  — Captura  y confiscación  del  brick 
WarwicJc , I,  457. — Caso  de  Walter  W. 
Smith,  I,  458.  — Guerras  legales  é ile- 
gales, I,  458.  — Doctrina  de  Vattel,  I, 

458.  — Autorización  para  actos  de  hos- 
tilidad, I,  459.  — Poder  á quien  corres- 
ponde declarar  la  guerra,  I.  460.  — En 
las  antiguas  repúblicas  de  Italia  y Grecia, 
I,  460.  — En  la  de  1846  entre  los  Esta- 
dos-Unidos y Méjico,  I,  460.  — Necesidad 
de  la  declaración,  I,  461.  — Costumbre 
de  los  romanos,  el  palcr  pairólas,  I, 
461.  — Prácticas  especiales  empleados 
hasta  mediados  del  siglo  XVII,  I,  461 . — 
En  la  época  actual,  I,  461.  — Debates 
sostenidos  acerca  de  este  punto  por 
Grotius,  PufFemlorf,  Valin,  Vattel,  Byn- 
kershoek,  Hcinecius  y otros,  I,  4C1.  — 
Casos  mas  notables  en  que  no  ha  prece- 
dido la  declaración  : En  las  guerras  de 
1778  y 1792  entre  Inglaterra  y Francia 
y en  la  de  1846  entre  Méjico  y los 
Estados-Unidos,  I,  462.— Opinión  de  Philli- 
more, I,  402.- — De  cuantos  modos  puede 
ser  la  declaración,  1, 463.  — Caso  práctico : 
Lo  acaecido  en  la  de  1812  entre  Suecia  é 
Inglaterra,  I,  463.  — Efectos  que  pro- 
duce sobre  el  comercio  y los  contratos, 

I,  463.  — Opinión  do  Bynkfrshoek,  1, 
463.  — Do  sir  W.  .‘•'eolt,  f,  461.  — De 
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I 


Kenl.,  I,  464.  — Decisiones  fie  los  tribu- 
nales norte-americanos  : Apresamiento  } 
confiscación  de  dos  buques  durante  la 

principios  "apHcadós  en  la  guerra  de 
'*  , Jeo  - Enemigos  residentes 

en  el  país  beligerante,  I,  46 1.  — Esta 
tuto  de  Eduardo  III  de  Inglaterra  conce- 
diéndoles un  plazo  para  que  salieran  del 
reino,  I,  467.  — Decisión  del  congreso 
federal  de  1798,  I,  467.  — Declaración 
de  España  en  1829,  I,  467.  — Práctica 
seguida  en  1803  por  el  gobierno  francés, 
I 468,  — Propiedad  enemiga  encontrada 
en  el  momento  de  romperse  las  hostili- 
dades, I,  468.  — Opinión  de  Grotius  y 
de  Bynkershoek,  I,  469.  — Resolución 
de  Prusia  de  1753,  I,  469.  — Opinión 
de  VatleJ,  I,  469.  — Doctrina  estable- 
cida por  el  tribunal  supremo  de  los 
Estados -Unidos,  I,  470-471.  — Guerra 
de  Crimea,  471.  — Concesiones  de  Fran- 
cia é Inglaterra,  I,  471.  — Ukase  del 
emperador  de  Rusia,  I,  471 . — Deudas 
á favor  del  enemigo,  I,  472.  — Opinión 
de  Yattel,  I,  472.  — De  Halleck,  I,  472. 

— De  Phillimore,  I,  472.  — De  Emeri- 
gon,  I,  472.  — De  Martens,  I,  472.  — 
De  Kent,  I,  472.  — De  Wheaton,  I,  472. 

— Comprobantes  históricos  : Conducta 
de  los  Estados-Unidos  en  su  guerra  con 
la  Gran-Bretuña , I,  472.  — Estipula- 
ciones del  tratado  de  comercio  de  1794 
celebrado  entre  ambas  naciones,  I,  472. 

— En  la  guerra  de  1793  entre  Francia 
é Inglaterra,  I,  472.  — En  la  de  esta 
con  Dinamarca  en  1807,  I,  473.  — Como 
se  determina  el  principio  de  una  guerra, 
I,  473.  — Efectos  que  su  declaración 
produce  sobre  los  tratados,  I,  474.  — 
Sobre  las  leyes  locales,  I,  474.  — La 
ley  marcial  y la  ley  militar,  I,  475. 

Diferencias  que  existen  entre  ellas, 
i,  47o.  — Aplicación  de  la  primera 
en  los  Estados-Unidos,  I,  475.  — La 
constitución  norte-americana  en  lo  que 
se  refiere  á la  suspensión  del  habeas 
Corpus , I,  476.  — Práctica  observada,  I, 
477.  — Doctrina  de  Halleck,  I,  478.  — 
Deber  que  tienen  los  ciudadanos  de  de- 
lender  su  patria  I,  479.  — Ejércitos 
permanentes,  I,  479. -Reseña  histórica, 
538 


I,  479-480.  — Pinheiro-Ferreira  sostiene 
su  necesidad,  I,  480.  — Peligros  que  ofre- 
cen, I,  480.  — Exenciones  militares,  I, 
480.  — Distinción  que  hace  Vattel,  I, 
480.  — Carácter  que  imprimen,  I,  480. 

— Quintas,  levas  y alistamientos  volun- 
tarios , I,  481.  — Legislación  inglesa 
y norte-americana,  I,  481.  — Deber  que 
tienen  los  Estados  de  sostener  sus 
tropas,  I,  481.  — Alojamientos,  I,  482. 

— Pensiones  y retiros.  Asilos  y hospi- 
tales, I,  482.  — Tropas  mercenarias,  I, 
483.  — Parecer  de  Yattel,  I,  483.  — 
Leyes  francesas  de  1830  y de  1848,  I, 
483.  — Partidas  y guerrillas,  I,  483.  — 
Levantamiento  en  masa  contra  una  in- 
vasión, I,  484.  — Conducta  deWellington 
en  1814,  I,  484.  — Actos,  hostiles 
cometidos  en  alta  mar  por  particulares, 
I,  484.  — Teoría  de  Kent,  I,  484.  — 
Reglamentos  británicos  de  1826,  I,  484. 

— Explicación  de  Wheaton,  I,  485. — Ar- 
mamentos en  corso,  I,  486.  — Expedición 
francesa  contra  Rio-Janeiro,  I,  486.  — 
Ordenanza  francesa  de  1691,  I,  486.  — 
Leyes  vigentes  en  Francia,  I,  487-489. 

— Cuando  un  buque  se  halla  provisto 
de  dos  ó mas  patentes  expedidas  por 
Estados  aliados  contra  un  enemigo  co- 
mún, I,  490.  — Kent  y Phillimore, 
les  conceptúan  como  piratas  y Haute- 
feuille  sostiene  el  parecer  contrario,  I, 
490.  — Cuando  la  patente  está  dada  por 
un  beligerante  en  favor  de  un  neutral, 
I,  490.  — Excisión  que  existe  entre  los 
autores  acerca  de  este  hecho,  I,  490.  — 
Consideración  que  merece  á la  legisla- 
ción norte-americana,  I,  490.  — Trata- 
dos de  Inglaterra  y Francia,  en  1785, 
I,  490.  — Los  de  Francia  celebrados  con 
las  repúblicas  sud-americanas,  I,  490.  — 
Declaración  del  vice-almirante  Baudin 
con  motivo  de  la  expedición  que  hizo  á 
Méjico  en  1838,  1,491.  — Concordancia 
de  opiniones  en  pedir  la  supresión  de 
los  corsarios,  I,  491.  — Esfuerzos  de 
Grotius,  Mably  y Galiani  en  pro  de  esta 
idea,  I,  491 . — Disposiciones  del  tratado 
de  1785  entre  Prusia  y los  Estados-Uni- 
dos, I,  492.  — De  la  asamblea  francesa, 
I,  492.  — Negociaciones  diplomáticas  á 
que  dieron  lugar,  I,  493.  — Sus  resulta- 
dos, I,  493.  — Palabras  de  Teteus,  I, 
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493.  — Resoluciones  del  gobierno  francés 
al  romper  las  hostilidades  con  España 
en  1823,  I,  493.  — Pasos  que  dió  para 
obtener  el  concurso  de  las  naciones  ma- 
rítimas de  Europa,  I,  493.  - Respuesta 
de  M.  Canning,  I,  493.  — Esfuerzos  de 
Monroe  en  pro  de  la  resolución  de  cues- 
tiones importantes,  I,  494.  — Conducta 
observada  en  la  guerra  de  Crimea,  I, 

494- 495.  — Tratado  de  Paris  de  1856,  I, 

495.  — Nuevas  vacilaciones  del  gabinete 
de  Washington,  I,  495.  — Conducta 
seguida  en  la  campaña  de  Italia  en  1859, 
I,  495.  — En  la  de  los  Estados-Unidos 
con  Méjico  y en  su  lucha  intestina,  I, 

495- 496.  — Nota  circular  de  M.  Servará 
adhiriéndose  á la  enmienda  hecha  en 
el  congreso  de  Paris  por  M.  Marcy,  I, 

496.  — Condiciones  de  los  gabinetes  de 
Paris  y Lóndres,  I,  496.  — Ruptura  de 
las  negociaciones,  1, 497.— Tratados  cele- 
brados por  la  república  norte-americana 
en  1778  con  Francia  y en  1794 
con  Inglaterra,  I,  497.  — Opinión 
de  lord  Clarendon,  I,  497.  — Ins- 
trumentos de  guerra,  I,  498.  — Su 
legitimidad  se  deriva  del  empleo  que  se 
les  da,  I,  498.  — Opinión  de  Ortolan,  I, 

498.  — Prohibición  hecha  en  1759  por 
el  vice-almirante  francés  Conflans,  I, 

499.  — Desaprobación  de  Martens  y K1  lí- 
ber, I,  499.  — Empleo  de  armas  en- 
venenadas, I,  499.  — Envenenamiento 
de  las  aguas  ó alimentos  destina- 
dos al  contrario,  I,  499.  — Asesinato 
de  un  enemigo,  I,  500.  — Diferencia 
establecida  por  Vattel,  I,  500.  — Sor- 
presas, I,  500.  — Buena  fé  con  los 
enemigos,  I,  501.  — Argumentos  en  pro, 
de  Grotius,  I,  501.  — Adhesión  de 
Bynkershoek,  I,  501.  — Ardides  y extra- 
tajemas,  I,  501.  — Casos  prácticos  : Ex- 
tra Lajema  vituperable  de  una  fragata  in- 
glesa en  la  costa  de  Calais,  1,501. — Otra 
ocurrida  en  el  puerto  de  Barcelona,  I, 
501 . — Circunstancias  especiales  que  con- 
currieron en  ella,  I,  502.  — Empleo  de 
bandera  supuesta,  I,  502.  — Parecer  de 
sir  W.  Scott,  I,  502.  — Noticias  falsas, 
I,  503.  — Opinión  de  Vattel,  I,  503. 

— Soborno,  I,  503.  — Caso  ocurrido  en 
Berg-op-Zoom,  I,  503.  — Espías,  I,  503. 

— Pena  que  se  les  impone,  I,  503. 


Concepto  que  merecen  á Vattel  estos 
servicios,  I,  503.  - Observación  atinada 
de  Pinheiro-Ferreira,  I,  503.  — Prescrip- 
ciones sobre  este  punto  de  la  ordenanza 
norte-americana,  I,  504.— Casos  de  Hale 
y André,  504-505.  — Recompensas  á los 
traidores,  I,  505.  — Divisiones  intesti- 
nas entre  el  enemigo,  I,  505. 

Guisa  (Duque  de).  Caso  práctico  de 
matrimonio  contraído  en  el  extranjero, 
II,  100. 

H 

Hale.  Caso  práctico  de  proceso  y 
ejecución  por  espionaje,  I,  504. 

Hall.  Véase,  Publicistas. 

IIalleck.  Véase,  Publicistas. 

HARiNA.Véase,  Contrabando  de  guerra. 

Hautefeuille.  Véase,  Publicistas. 

Hauteriye  (Conde  de).  Véase,  Publi- 
cistas. 

Heffter.  Véase,  Publicistas. 

IIegel.  Véase,  Publicistas. 

Hesse-Cassel.  Casos  prácticos  de  ena- 
genacion  de  dominio  y de  pago  de  deu- 
das en  territorio  ocupado  militarmente, 
II,  147,148. 

Hobbes.  Véase,  Publicistas. 

Holanda.  Intervención  de  Prusia  y de 
Francia.  Véase,  Sucesos  acaecidos  desde 
1763  hasta  1789. 

Horne.  Véase,  Publicistas. 

IIopkins.  Caso  práctico  de  actos  de 
hostilidad  cometidos  por  los  empleados  ó 
representantes  de  un  gobierno  extran- 
jero, I,  450-453. 

Hospitales  militares.  Véase,  Guerra. 

Hungría.  Su  revolución.  Véase,  Sucesos 
acaecidos  1)E  1815  Á 18G8.  — Negativa 
al  reconocimiento  de  su  independencia. 
Véase,  Independencia  nacional. 

Hüiiiche.  Véase,  Publicistas. 

I 

Identidad  de  los  Estados.  Modifica- 
ciones á que  se  hallan  sujetos,  I,  117. 

— La  identidad  prevalece  siempre,  I,  117. 

— Caso  extremo  en  que  puede  modifi- 
carse, I,  117. 

Igualdad  de  los  Estados.  — Admi- 
sión de  este  principio  por  lodos  los 
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publicistas,  I,  197.  - Resultados  impor- 
tantes á que  conduce,  I,  197-198.  — Mo- 
dificaciones que  puede  sufrir,  L 19  • . 
Tn, m , ..ORACION.  La  de  Sajonia  á Prusia. 


Véase,  Revolución 

Incorporaciones. 


francesa. 

Véase,  Naciones 


v 


Estados  soberanos. 

Independencia  de  los  ministros  pú- 
blicos. Véase,  Agentes  diplomáticos. 
Independencia  legislativa.  - La  in- 


dependencia legislativa  y judicial  es  con- 
secuencia de  la  soberanía  de  los  Estados, 
I 190.  — Casos  prácticos  : Martin  Koszta, 
j’  191-192.  — De  M.  Cari  Scliurz,  I,  192. 

Independencia  nacional.  Reglas  que 
deben  observarse  para  su  reconocimiento, 
I,  122.  — La  de  los  Estados-Unidos, 
I,  122.  — La  de  los  Países-Bajos,  I,  122. 

— De  Portugal,  I,  123.  — De  Grecia, 
I,  123.  — De  las  repúblicas  sud-ameri- 
canas,  I,  123.  — Doctrina  de  ¡VI.  Canning, 
I,  123.  — Fundamento  en  que  apoyaron 
los  Estados-Unidos  su  reconocimiento , 
I,  124.  — Independencia  de  Tejas,  I,  125. 

— A qué  poder  corresponde  esta  clase 
de  actos,  I,  127. 

Inmunidades  de  los  ministros  públi- 
cos. Véase,  Agentes  diplomáticos. 

Instrumentos  de  guerra.  Véase , 
Guerra. 

Intervenciones.  Dificultades  que  pre- 
senta su  justificación,  í,  136-139.  — Su 
origen,  I,  139.  — Las  efectuadas  en  los 
siglos  XVI,  XVII,  XVIII  y XIX,  I,  139- 
140.  — Declaraciones  de  Inglaterra  so- 
bre este  particular,  I,  140.  — Doctrina 
de  Monroe,  I,  142. 

Insurrección.  Véase,  Ocupación  mili- 


tar. 


Inviolabilidad  de  los  ministros  pú- 
blicos. Véase,  Agentes  diplomáticos. 

Inviolabilidad  del  territorio  nacio- 
nal. Véase,  Neutralidad. 

Inviolabilidad  de  la  casa  de  i.os 
ministros  públicos.  Véase,  Agentes 
diplomáticos. 

Irlanda.  Véase,  Naciones  y Estados 
soberanos. 

Islas.  El  derecho  á su  dominio  de- 
pende de  la  posición  topográfica  que 
tienen,  I,  252.  — Decisión  del  congreso 
norte-americano  relativamente  á las  de- 
siertas, [,  252. 
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Jónicas  (Islas).  Véase,  Estados  semi- 
soberanos. 

Jouffroy . Véase,  Publicistas. 

Juan  (San).  Caso  práctico  de  enage- 
nacion  de  territorio,  I,  233. 

Juicios  de  damme.  Véase,  Derecho 
internacional  marítimo, 

Jura  majestatis  y regalías.  — Ori- 
gen de  la  palabra  majestad,  I,  218.  — 
De  las  regalías,  I,  218.  — Distinción  que 
existe  entre  ambas,  I,  219. 

Jurisdicción  de  los  Estados.  — So- 
bre sus  ciudadanos,  I,  300.  — Extensión 
que  tiene,  I,  300.  — Sobre  los  extran- 
jeros, I,  301.  — Aseveración  de  Story, 
I,  301.  — Jurisprudencia  admitida  en 
los  Estados-Unidos,  I,  302.  — En  Fran- 
cia, I,  302.  — Jurisdicción  sobre  los 
bienes  raíces,  I,  302.  — Dictamen  de 
Story,  I,  303.  — Sobre  los  bienes  mue- 
bles, I,  303.—  Doctrina  norte-americana, 
I,  303.  — Opinión  de  Wheaton,  I,  303. 

— Sobre  sus  buques  de  guerra  y mer- 
cantes en  alta  mar,  I,  306.  — Opinión 
de  Vattel,  I,  306.  — Sobre  los  de  guerra 
y sus  presas  en  puertos  extranjeros,  I, 
306-307.  — Los  buques  mercantes  en  los 
mismos,  I,  307.  — Distinción  hecha  por 
la  jurisprudencia  marítima  francesa,  I, 
307.  — Casos  prácticos  : Riña  en  uno 
de  los  botes  del  Newton  en  Anvcrs,  y 
asesinato  cometido  en  La  Sally,  surta 
en  el  puerto  de  Marsella,  I,  308.  — Sen- 
tencia inhibitoria  del  consejo  de  Estado, 
I,  308-309.  — Sublevación  de  esclavos  á 
bordo  del  buque  norte-americano  La 
Criolla , I,  309.  — Su  arribada  á Nassau, 
I,  309.  — Discusión  entre  el  gobierno  inglés 
y el  norte-americano,  I,  309.  — Artículo 
publicado  por  M.  Wheaton,  I,  309.  — Ar- 
bitraje y solución  de  este  asunto,  I,  310. 

— Legislación  francesa,  1,  310.  — Caso 
ocurrido  en  1859  en  el  puerto  del  Havre 
á bordo  de  un  barco  norte-americano  : 
Muerte  dada  por  el  segundo  á uno  de 
los  marineros,  I,  310.  — Presentación 
voluntaria  del  agresor  á las  autoridades 
francesas,  I,  311.  — Doctrina  sustentada 
por  M.  Dupin,  I,  311.  — Fallos  del  tri- 
bunal de  Rouen,  y del  de  Casación,  I, 
311.  — Denunciación  de  un  piloto  francés 
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ile  los  malos  tratamientos  que  había  re- 
cibido en  una  nave  norte-americana,  I, 
3H.  — Vías  de  hecho  y ofensas  infe- 
ridas al  pabellón  de  Francia  por  el  capi- 
tán de  un  barco  mercante  inglés  en 
Marsella,  I,  311.  — Aproximación  del 
Carlos-Alberto  á las  costas  francesas  para 
desembarcar  á la  duquesa  de  Berri  y 
algunos  de  sus  partidarios,  I,  312.  — 
Resúmen  de  los  poderes  judiciales  de 
un  Estado,  I,  313. 

Jurisdicción  territorial  marítima. — 
Su  extensión,  I,  234.—  Práctica  estable- 
cida, I,  234.  — Puertos  y radas,  I,  234. 

— Dominio  que  puede  ejercerse  sobre 
ellos,  I,  235-236.  — Golfos  y bahías,  I, 
236. — Estrechos  y mares  enclavados,  I, 
236. — Los  estrechos  del  Báltico,  I,  237. 
— Discusión  promovida  por  esta  cuestión 
entre  los  Estados-Unidos  y Dinamarca, 
I,  237-238.  — Tratado  de  14  de  marzo 
de  1857,  celebrado  entre  Dimanarca,  y 
Austria,  Bélgica,  Francia,  Gran-Bretaña, 
Hanover,  Mecklenburgo-Schwerin,  Olden- 
burgo,  Países-Bajos,  Prusia,  Rusia,  Sue- 
cia y Noruega  y las  ciudades  anseáticas 
de  Lubeck,  Bremen  y Hamburgo,  I,  238. 

— Del  mismo  año  entre  Dinamarca  y 
los  Estados-Unidos,  I,  239.  — Estrechos 
del  Bosforo  y de  los  Dardanelos,  1,239.— 
Exclusión  sostenida  por  el  gobierno  turco, 
I,  239.  — Tratado  de  1809  entre  Ingla- 
terra y Turquía,  I,  239.  — Convención 
de  los  estrechos  de  13  de  julio  de  1841, 
I,  239.  — Estipulaciones  del  tratado  de 
París  de  1856  respecto  á este  particular, 
I,  239.  — El  mar  Negro,  I,  240—  Obli- 
gaciones contraidas  por  Rusia  y Tur- 
quía, I,  240.  — El  golfo  de  Finlandia,  I, 
240.  — Reseña  histórica,  I,  240.  — Dis- 
tinta significación  que  tiene  actualmente 
el  archipiélago  griego,  I,  240.  — Consi- 
deraciones  generales  sobre  los  golfos  y 
bahías:  Resúmen  de  Martens,  I,  240,— 
Apreciación  de  Pinheiro-Ferreira,  I,  241. 

Jus  ab  re.  Véase,  Ocupación  mili- 
tar. 

.fus  ALBIN AGII.  VéaSC,  NEUTRALIDAD. 

Jus  detractus.  Véase,  Legislación 

CIVIL  Y CRIMINAL. 

.Tus  exicendi.  Véase , Ocupación  mi- 
litar. 

Jus  in  re.  Véase,  Ocupación  militar. 


K 

Kant.  Véase,  Publicistas. 

Iíent.  Véase,  Publicistas. 

Koch.  Véase,  Publicistas. 

Koszta.  (Martin).  Caso  práctico  sobre 
el  carácter  adquirido  por  naturalización 
I,  191-192. 

Knacke  (J.P.).  Caso  práctico  sobre  el 
carácter  adquirido  por  naturalización,  I, 
296. 

L 

Lagos.  Reglas  que  determinan  su  per- 
tenencia, I,  253. 

Lampredi.  Véase,  Publicistas. 

Laurent.  Caso  práctico  sobre  los  de- 
rechos que  da  la  ocupación  militar,  II, 
128. 

Legación. (Derecho  de).  Carácter  que 
tiene  este  derecho  , I,  328.  — Su  defi- 
nición, I,  328.  — De  que  depende  el  es- 
tablecimiento de  las  legaciones,  I,  328. 

— Que  Estados  pueden  ejercer  el  dere- 
cho delegación,  1,329. — Prescripciones 
sobre  la  materia  de  la  constitución  nor- 
te-americana, I,  329.  — Conducta  obser- 
vada en  las  confederaciones  europeas,  I, 
326.  — Como  se  ejercerá  esta  facultad 
en  tiempo  de  guerra  civil,  I,  329.  • — Ne- 
gativa de  los  Estados  á admitir  cierta 
clase  de  agentes  y ciertas  personas,  I,  330. 

— Admisiones  condicionales , I,  330.  — 
Extensión  que  pueden  tener,  I,  330.  — 
Poder  ó funcionario  que  pueden  enviarles 
ó recibirles,  T,  330.  — La  diplomacia  y 
el  arte  de  negociar,  I,  331.  — Maxima 
de  Luis  XI,  I,  331.  — Legaciones  per- 
manentes, I,  340.  — Fecha  de  que  data 
su  creación , I,  340.  — Título  conferido 
á los  que  las  desempeñan,  I,  340. 

Legaciones  permanentes.  Véase,  Le- 
gación. 

Legados  del  papa.  Véase,  Agentes  di- 
plomáticos. 

Legislación  civil  y criminal.  Poder 
exclusivo  de  los  Estados  en  esta  materia, 

073.  — Extensión  de  estos  derechos, 
1,273. — Conflictos  de  jurisdicción,  I,  274. 

— Opinión  de  Feelix,  I,  274.  — De  líu- 
berus,  I,  275.  — Leyes  sobre  bienes 
raíces,  I,  276.  — Esta  lulo  real,  I,  276. 
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— Lex  loci  reí  si  lee,  I,  ¿76.  — Las  de 
Inglaterra  y los  Estados-Unidos,!,  276. 
Cienes  muebles,  I,  276. -Distinta  conside- 
ración que  merecen,  I,  277.  Adopción  e 
la  lex  loci  domicilü,  L 277.  — Caso  prac- 
tico: Legado  hecho  por  un  escoces  esta- 
blecido en  la  India,  I,  277. -Leyes  sobre 
contratos,  L 278-  - Opnnon  de  Story 
sobre  la  lex  loci  conlractus,  I,  2/8.  — 
Excepciones  á esta  regla,  I,  2/9-282. 

La  lex  fori,  I,  282.  — Opinión  de  Story, 
í,  282.  — Estatuto  personal,  I,  283.  — 
Dictamen  de  Pardessus,  I,  283.  — De 
Savigny,  I,  284.  — Derecho  de  aubana 
ó de  jus  albinagii,  I,  284.  — Reseña 
histórica,  I,  284-285.  — El  jus  delraclus, 
í,  285.  — Legislación  inglesa  : Derechos 
de  escheal,  I,  285-286.  — Legislación 
norte-americana  sobre  bienes  de  falleci- 
dos, I,  286.  — Casamientos  en  país  ex- 
tranjero, í,  286.  — Teoría  de  Huber,  I, 
286.  —Ley  inglesa,  I,  287.  — Dificultades 
que  ocurren  para  determinar  á que  legis- 
lación deben  quedar  sujetos  los  bienes 
de  un  matrimonio  contraído  por  extran- 
ge ros,  I,  287.  — Reglas  dadas  por  Story, 
I,  287.  — Divorcios,  I,  288.  — Dictamen 
de  Story,  I,  288.  — Naturalización  : Del 
cambio  de  nacionalidad,  I,  288.  — Leyes 
que  rijen  sobre  esta  materia  : En  los 
Estados-Unidos,  I,  289.  — En  Inglaterra, 
I,  290.  — En  Austria  y Prusia,  I,  290. 
— En  Rusia,  I,  290.  — En  España, 
I,  290.  — En  Francia,  I,  290.  — En 
América,  I,  290.  — En  el  Brasil,  I,  290- 


291 . — En  la  confederación  argentina, 
I,  291-292.  — En  la  república  del  Uru- 
guay, I,  292.  — En  Chile,  I,  292.  — En 
el  Perú,  I,  293.— En  el  Ecuador,  I,  293. 

— En  los  Estados-Unidos  de  Venezuela, 
I,  293.—  En  los  de  Colombia,  I,  293-295. 

— Conflicto  aparente  que  presentan  estas 
leyes,  I,  295.  — Regreso  del  naturalizado 
á su  país,  I,  296.  — Jurisprudencia  norte- 
americana. Casos  prácticos : De  Simón 
Tousig,  I,  296.—  En  el  de  J.P.Kuacke,  I, 
296.  — En  los  de  Ignacio  Tolen  y Víctor 
B.  Depierre,  I,  296.  — • Leyes  de  comer- 
cio y navegación,  I,  297.  — Sobre  quie- 
bras, 1,297.  — Caso  ocurrido  en  los  Esta- 

os-Unidos,  I,  298.  — Sobre  traición  y 
otros  crímenes,  I,  298-299.  — Poder 
judicial  de  un  Estado,  I,  299.  — Su  ex- 
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tensión,  I,  299.  — En  los  asuntos  civiles 
I,  300. 

Leibnitz.  Véase,  Publicistas. 

Leyes  municipales.  Véase,  Ocupación 

MILITAR. 

Leyes  rodias.  Véase,  Derecho  inter- 
nacional MARÍTIMO. 

Leyes  remeuiables.  Véase,  Ocupación 
militar. 

Levas.  Véase,  Guerra. 

Libertad  de  los  mares.  Véase,  Amé- 
rica. — Véase,  Mares. 

Libertad  de  cultos.  Véase,  Agentes 
diplomáticos. 

Licencias  para  traficar.  Véase,  Co- 
mercio con  el  enemigo. 

Loccenius.  Véase,  Publicistas. 

Lucques.  Caso  práctico  de  enagena- 
cion  de  territorio  nacional,  I,  233. 

Ludovico.  Caso  práctico  de  pago  de 
deudas  al  gobierno  de  la  ocupación  mi- 
litar, II,  128. 

Luis  XVI.  Carla  sobre  navegación  en 
convoy.  Véase,  Neutralidad. 

Luxemburgo  (Ducado  de).  Su  neutra- 
lidad perpetua.  Véase,  Neutralidad. 

fft 

Mably.  Véase,  Publicistas. 

Mac-Donald.  Caso  práctico  de  apli- 
cación de  la  ley  local  á los  extranjeros, 
I,  393. 

Mackistosh.  Véase,  Publicistas. 

Malvinas  (Islas).  Su  ocupación.  Véase, 
Propiedad  y dominio  del  Estado. 

Maquiavelo.  Véase,  Publicistas. 

Máquinas  de  va,por.  Véase,  Contra- 
bando de  guerra. 

Mar  Negro.  Véase,  Jurisdicción  ter- 
ritorial marítima. 

Mares.  El  principio  de  su  libertad,  I, 
244.  — Si  son  susceptibles  de  apropia- 
ción, I,  244-246.  — Circunstancias  en 
que  podría  ejercerse  imperio  sobre  ellos, 
I,  246.  — Casos  en  que  se  lia  preten- 
dido su  dominio : Pretensiones  de  la 
república  de  Venecia;  oposición  de  los 
portugueses  á la  navegación  por  los 
mares  de  Guinea,  I,  246-247.  — Aspira* 
ciones  de  la  Gran-Bretaña  en  tiempo* 
de  Carlos  I y Carlos  II,  I,  247.  — £1 
Canal  de  la  Mancha,  I,  247.  — Discu- 
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sion  promovida  por  los  jurisconsul- 
tos ingleses,  I,  247.  — Grotius  y su 
Mare  liberum,  I,  247-248.  — Selden  y 
su  Mare  clausum,  I,  248-251.  — Admi- 
sión del  principio  de  la  libertad  de  los 
mares,  I,  251-252. 

Mares  enclavados  .Véase,  Jurisdicción 

TERRITORIAL  MARÍTIMA. 

Martens.  Véase,  Publicistas. 

Mechlin.  Caso  práctico  de  enagenacion 
de  territorio,  I,  233. 

Mediación.  Véase,  Cuestiones  inter- 
nacionales (Arreglo  de  las). 

Mediaciones.  Distinto  significado  que 
tienen  de  las  intervenciones,  1,188.—  Caso 
práctico : Mediación  de  Francia  y Suecia 
para  la  constitución  del  imperio  germánico, 
I,  188. — La  llevada  á cabo  en  la  república 
de  Ginebra,  I,  188.  — En  la  confedera- 
ción suiza,  I,  188.  — La  de  Rusia  en 
1812,  I,  189.  — Las  ofrecidas  para 
asuntos  interiores  lian  sido  generalmente 
rechazadas,  I,  189. 

Méjico.  Intervención  armada  de  Fran- 
cia, Inglaterra  y España,  I,  172.  — 
Apreciación  de  Dana,  I,  173.  — Su 
fundamento,  I,  173.  — Convención 

de  Lóndres  de  1861,  I,  173.  — Invita- 
ción á los  Estados  - Unidos  para  que 
tomasen  parte  en  la  alianza,  I,  174.  — 
Proposiciones  de  arreglo  hechas  por 
M.  Seward,  I,  174.  — Instrucciones  de 
M.  Thouvenel  al  almirante  francés,  I, 
175.  — Evidencia  del  móvil  de  la  inter- 
vención, revelado  por  la  carta  dirigida 
el  7 de  julio  de  1862  por  el  emperador 
Napoleón  al  general  Forey,  I,  175.  — 
Proyectos  de  sustituir  el  gobierno  repu- 
blicano con  otro  monárquico,  I,  176.  — 
Complicaciones  : Nota  de  M.  Seward  de 
4 de  diciembre  de  1861,  I,  176-177.  — 
Conferencia  de  Orizaba,  de  9 de  abril 
de  1862,  I,  178.  — Inglaterra  y España 
se  retiran  de  la  expedición,  I,  178.  — 
Oferta  del  trono  de  Méjico  hecha  á 
Maximiliano  por  la  Junta  de  notables,  I, 
179.  — Tratado  de  Miramar,  I,  179-180. 

— Negativa  de  los  Estados-Unidos  á 
reconocer  el  imperio,  I,  180.  — Instruc- 
ciones de  M.  Seward,  de  7 de  abril  de 
1864  y de  30  de  junio  de  1865,  áM.  Daylou 
ministro  norte-americano  en  Paris,  I,  180. 

— Actitud  resuelta  del  gobierno  de  la 


Union  en  contra  de  la  intervención  fran- 
cesa, I,  180.  — Napoleón  III  0frece 
retirar  sus  tropas,  si  el  gabinete  de 
Washington  reconoce  á Maximiliano,  i 

181.  — Negativa  del  presidente,  I,  i’eil 

182.  — Gravedad  que  adquieren  las 
relaciones  entre  el  gobierno  francés  y 
el  de  los  Estados-Unidos,  I,  182.  — 
Nombramiento  del  general  Osmont  para 
ministro  de  la  guerra  y del  intendente 
Friant  para  hacienda,  I,  183.  — Nota  de 
M.  Seward,  de  16  de  agosto  de  1866, 
provocada  por  estos  actos,  I,  183.  — 
Explicaciones  satisfactorias  del  gobierno 
francés,  I,  183.  — Se  decide  retirar  la 
expedición,  I,  183.  — Nueva  nota  de 
M.  Seward,  I,  184.  — Misión  del  general 
Castelnau  y de  los  Sres  Campbell  y 
Sherman,  I,  184-185.  — Consideraciones 
sobre  esta  intervención,  I,  185-187.  — 

Menorca.  Su  ataque.  Véase,  Alianzas. 

Mensh.  Véase,  Publicistas. 

Mensajeros  y correos.  Véase , Agen- 
tes diplomáticos. 

Mercancías.  Véase,  Contrabando  de 

GUERRA. 

Metales  preciosos.  Véase,  Contra- 
bando de  guerra. 

Ministros  plenipotenciarios.  Véase, 
Agentes  diplomáticos. 

Ministros  públicos.  Véase,  Agentes 
diplomáticos. 

Ministros  residentes.  Véase,  Agentes 

DIPLOMÁTICOS. 

Misiones  diplomáticas.  Causas  porque 
terminan.  Véase,  Agentes  diplomáticos. 

Misisipi  (el).  Véase,  Ríos. 

Moldavia.  Véase,  Estados  semi-sobe- 
ranos. 

Mol  lo  y (cárlos).  Véase,  Publicistas. 

Monroe  (doctrina  de).  Sii  fundamento, 

I,  142.  — Importancia  que  ha  adquirido, 

143.  — Frecuencia  con  que  ha  sido 
invocada  por  los  pueblos  de  América  I, 
143.  — Esta  doctrina  se  halla  contenida 
en  el  discurso  de  2 de  diciembre  de  1823,1, 
143. — Primera  parte:  Declaración  relativa 
ú la  intervención  délas  potencias  europeas 
en  los  asuntos  de  América.  I,  144. — Cual 
era  la  tendencia  de  estas,  I,  144.  — In- 
surrección de  las  colonias  españolas  y 
portuguesas,  1, 144-145.  — Proyectos  so- 
bre la  isla  de  Cuba,  I,  145.  — Protesta 
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v proposiciones  de  M.  Canning,  I,  145- 
140.  — Contestación  de  M.Rush,  I,  140- 
Opinión  de  M.  Jeíferson,  I,  146- 
— Mensaje  de  Monroe,  I,  147.  ~~  u 
claracion  explícita  de  |u“wt< 

¡a'iíttea  * conducta 
miC  sc  propon/a  seguir  el  gobierno  nor- 
teamericano , I,  148.  - Palabras  nota- 
pies  de  M.  Brougliam,  I,  148.  - De  sir 
jumos  Mac-Intosh,  I,  148.  - Influencia 
poderosa  que  la  resolución  de  los  Esta- 
dos-Unidos ejerció  en  la  política  vaci- 
lante de  Inglaterra,  I,  148.  — Segunda 
parte  de  la  doctrina  de  Monroe:  Preten- 
siones de  Rusia  á la  colonización  de 
ciertos  territorios  del  Norte  de  América, 
I,  149.  — Las  estipulaciones  del  tratado 
de  1821  entre  Inglaterra  y los  Estados- 
Unidos,  I,  149.  — Instrucciones  dadas 
por  M.  Adams  á los  representantes  déla 
república  en  Lóndres  y San  Petersburgo, 
I,  149.  — Opinión  de  Dana,  I,  150.  — 
El  congreso  de  Panamá:  Los  Estados  sud- 
americanos iniciaron  su  reunión,  I,  150. 
— Cuestiones  importantes  de  que  debía 
ocuparse,  I,  150.  — Declaración  del  con- 
greso norte-americano  referente  á que  el 
gobierno  de  la  Union  no  debía  hacer  cau- 
sa común  con  los  del  Sur  de  América, 
I,  151.  — Consecuencias  de  esta  oposi- 
ción, I,  151. — Proposición  de  M.  Adams 
al  aceptar  la  invitación  para  el  congreso, 
I,  151.—  Palabras  notables  de  M.  Webs- 
ter, I,  151-152.  — Opinión  de  M.  Clay, 

I,  152.  — Declaración  de  M.  Polk,  con 
motivo  de  la  cuestión  del  Oregon,  1, 152. 
— Intervención  solicitada  por  el  Yuca- 
tan,  1, 152-153.  — Consideraciones  gene- 
rales sobre  el  conjunto  de  la  doctrina  de 
Monroe,  I,  153-154. 

Montenegro  (Principado  de).  Véase, 
Naciones  y estados  soberanos. 

Montesquieu.  Véase,  Publicistas. 

Monumentos  públicos.  Véase,  Perso- 
na Y PROPIEDAD  ENEMIGA. 

Moreuil.  Véase,  Publicistas. 

Mosco w.  Caso  práctico  de  asolamiento, 

II,  33. 

Moser.  Véase,  Publicistas. 

Municiones  navales.  Véase,  Contba- 
hando  de  guerra, 
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Nacionalidad.  Véase,  Carácter  na- 
cional. 

Naciones  y Estados  soberanos.  Que 
se  entiende  por  Estado,  I,  82.  — Condi- 
ciones indispensables  de  su  existencia,  I 
83.  — Concepto  que  merecen  las  colo- 
nias, I,  84.  — Soberanía  nacional,  I,  84. 

— Opinión  de  Vattel,  I,  85.  — La  ciudad 
de  Cracovia  : Modificaciones  que  ha  su- 
frido, I,  85.  — Principado  de  Montene- 
gro, I,  86.  — Efectos  del  protectorado, 
I,  86-87 . — Los  que  producen  la  reunión 
de  varios  Estados,  I,  87.  — Union  per- 
sonal bajo  un  mismo  soberano,  I,  87.  — 
Suecia  y Noruega,  I,  88.  — El  cantón  de 
Neuchátel,  I,  88.  — Irlanda, 1,88. — Obser- 
vación de  Helfter,  I,  88.— Union  real  bajo 
un  mismo  soberano  : Imperio  austríaco, 
I,  88.  — Union  por  incorporación,  I,  89. 

— Escocia  á Inglaterra,  I,  89.  — Polo- 
nia á Rusia,  I,  89-90.  — Union  federal 
y confederaciones,  I,  91.  — Distinción 
entre  las  confederaciones  y las  federa- 
ciones, I,  91.  — Confederación  germá- 
nica, I,  92-93.  — Soberanía  exterior  de 
los  Estados  confederados,  I,  93.  — Acta 
de  la  Dieta  de  1820,  I,  93.  — De  1832 
y 1834,  I,  94.  — Tentativas  para  la  or- 
ganización de  un  grande  imperio,  I,  94- 
95.  — La  guerra  de  1864  de  Austria  y 
Prusia  contra  Dinamarca,  I,  95.  — Con- 
federación del  norte  de  Alemania,  I,  95. 

— Nomenclatura  de  los  Estados  que  la 
componen,  I,  96.  — Su  constitución,  I, 
96 — 98.  — Confederación  helvética,  98- 
99.  — Federaciones:  Los  Estados-Unidos 
del  Norte,  I,  99.  — Su  constitución,  I, 
99-101.  — Confederación  argentina,  I, 
101.  — República  de  Méjico,  I,  101. 

Nashville.  Caso  práctico  de  actos  hos- 
tiles en  aguas  neutrales,  II,  224. 

Naturalización  . Véase,  Legislación 

CIVIL  Y CRIMINAL.. 

Navegación  en  convoy.  Véase,  Visi- 
ta y registro. — Véase,  Neutralidad. 

Navegación  fluvial.  Véase,  Ríos. 

Necesidad  (Teoría  de  la).  Véase, 
Sitios  y bloqueos. 

Negociación.  Véase,  Legación  (dere- 
cho de). 

Neutralidad.  Definiciones  que  se  han 
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dado  de  ella  : Grolius,  II,  150.  — Byn- 
kershoek,  II,  150.  — Hubner,  II,  151. — 
Galiani,  II,  151.  — Azuni,  II,  151.  — 
Hautefeuille,  II,  151 . — División  de  la 
historia  de  la  neutralidad  en  tres  perío- 
dos : Primer  período  (1400-1780)  : Con- 
sulado de  la  mar,  II,  151.  — Importan- 
cia que  adquirieron  sus  disposiciones,  II, 

152.  — Apoyo  que  encontraron  en  Gro- 
tius,  Bynkershoek  y Loccenius,  II,  152. 
—Su  aplicación  por  la  Gran-Bretaña,  II, 

152.  — Ordenanzas  francesas,  II,  152. 
— Excepción  en  favor  de  la  liga  anseá- 
tica, TI,  153.  — Conducta  de  los  tribu- 
nales de  presas,  II,  153.  — Palabras  de 
Yenkinson,  II,  153,  — Restablecimiento 
por  Luis  XIV  del  principio  antiguo,  II, 

153.  — Adopción  de  una  nueva  regla  : 
Tratados  en  que  se  estipula,  II,  154.  — 
El  de  1654  entre  Inglaterra  y Portugal; 
el  de  1667  entre  la  primera  y Fran- 
cia ; el  de  1663  entre  esta  y Dinamarca; 
el  de  1672  entre  la  misma  y Suecia,  II, 

154.  — Tratados  que  estipulan  la  con- 
fiscación de  bienes  enemigos  bajo  pabe- 
llón neutral:  De  1670  entre  Suecia  y Di- 
namarca; de  1661 , 1666  y 1670  entre 
Inglaterra  y Suecia ; de  1670  entre  la 
primera  «le  estas  naciones  y Dinamarca; 
de  1659  entre  Francia  y España  y de 
1713  entre  Inglaterra  y Francia,  Ingla- 
terra y Holanda  y esta  y Francia,  II, 
154.  — Conducta  observada  por  la  Gran- 
Bretaña,  II,  154.  — Confiscación  de  bu- 
ques holandeses  en  1756,  II,  154.  — Sus 
resultados,  II,  154.  — Segundo  período 
(1780-1784)  : Captura  de  dos  buques 
rusos  en  el  Mediterráneo  por  fuerzas  es- 
pañolas, II,  155.  — Iniciativa  tomada 
por  Panim,  canciller  ruso,  II,  155.  — 
Declaración  del  gobierno  de  Rusia  de 
1780  relativa  á la  navegación  neutral, 
II,  155.  — Adhesiones  de  Alemania, 
Dinamarca,  Prusia,  Suecia,  Holanda, 
Portugal,  Ñapóles,  Francia,  España  y los 
Estados-Unidos,  II,  155.  — Abstención 
de  la  Gran-Bretaña,  II,  156.  — Paz  de 
Versalles,  11,-156.  — Renovación  de  los 
tratados  de  Utrecht,  II,  156.  — Efectos 
causados  en  esta  doctrina  por  la  Revo- 
lución francesa,  II,  156.  — Oposición 
de  los  gobiernos  coaligados  á la  impor- 
tación en  Francia  de  municiones  de  bo-  i 
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OÍ  j de  guerra,  II,  156.  _ Decreto  de 
la  convención  nacional  de  1793,  prohi- 
biendo á los  buques  franceses  el’  tráfico 
en  granos  y víveres  con  los  enemigos  de 
la  república,  II,  157.  - Nueva  alianza 
y su  disolución  por  la  muerte  del  em- 
perador Pablo,  II,  157.  — Negociaciones 
de  San  Petersburgo  que  dieron  por  re- 
sultado la  convención  marítima  de  1801 
entre  la  Gran-Bretaña  y Rusia,  II,  157. 
— Sus  estipulaciones,  II,  157-159.  — 
Su  tendencia  á conciliar  en  una  fórmula 
general  las  reglas  de  1780  y 1800,  II, 
159.  — Su  anulación,  II,  160.  — Legis- 
lación norte-americana  sobre  esta  mate- 
ria, II,  161.  — Tratado  de  comercio  ce- 
lebrado en  1778  entre  los  Estados-Uni- 
dos y Francia,  II,  161.  — Aconteci- 
mientos que  agravaron  la  posición  del  ga- 
binete de  Washington: Captura  del  Jorge 
por  la  fragata  francesa  Embuscade  en  la 
bahía  de  Delaware,  II,  161.  — Pretcn- 
siones del  ministro  francés  relativas  al 
armamento  de  corsarios,  II,  161.  — Pro- 
clama de  Washington  de  22  de  abril  de 
1793,  II,  161.  — Nuevas  complicaciones, 
II,  162.  — Carla  de  M.  Jelferson  de  25 
de  mayo  de  1793,  II,  162.  — Nuevas 
reclamaciones  de  la  legación  inglesa,  II, 

163.  — Su  resultado,  II,  163. — Armamen- 
to del  corsario  Le  Pclit-Democralc , II, 

163.  — Ley  norte-americana  de  2 de  mayo 
de  l797,  II,  163-164.  — Decisiones  basadas 
en  ella.  Casos  prácticos:  Proceso  incoa- 
do por  el  enganche  ú bordo  del  corsa- 
rio francés  Cüoyen-Genel  del  ciudadano 
norte-americano  Gedcon  Hcnfield,  II, 

164.  — Armamento  en  país  extranjero  : 
El  Hedor,  II,  165  — Reparaciones  he- 
chas : El  Fréres,  II,  165.  — Regreso  en 
condiciones  distintas,  11,  165.  — Au- 
mento de  defensa  con  anterioridad  á la 
captura  : Apresamiento  del  IJclscij-Ca- 
tlieart  por  el  Cíloyen-de-Marseilte,  II, 

165.  — Castigo  por  complicidad  : El 
Casius,  II,  165.  — Captura  del  bcrgan- 
til  español  Alerta,  II,  166.  — Rccaptur 
de  El  Invencible,  II,  166.  — Apresa- 
miento de  El  Estrella,  II,  166.  — Do- 
ble captura,  II,  166-167.  — Fallo  con- 
denatorio de  la  corte  federal  : La  Con- 
cepción, II,  167.  — El  Bello  Coruñés, 
II,  167.  — La  Santísima  Trinidad,  II( 
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167.  — El  Gran-I'ara,  II,  167.  — El 
Nereyda , II,  168.  — Caso  de  un  habi- 
tante de  Tojas  : Contrato  hecho  con  in- 
fracción de  las  leyes  nacionales,  II,  168. 
— Conducta  observada  por  los  Estados- 
Unidos  en  las  guerras  sud-amcricanas, 
jj  _ Reclamaciones  del  gobierno 

español',  en  1806,  contra  la  organización 
en  Nueva- York  de  una  expedición  á las 
órdenes  de  Miranda,  II,  168.  — Tratado 
de  22  de  febrero  de.  1819  entre  los  Es- 
tados-Unidos y España,  estipulando  la 
cesión  de  la  Florida,  II,  169.  — De  1814 
entre  Inglaterra  y España,  comprome- 
tiéndose la  primera  á no  facilitar  armas 
á las  colonias  americanas,  II,  109.  — 
Redacción  en  1819  del  Acia  de  alisfa- 
mienlo  extranjero,  II,  169.  — Quejas  del 
gobierno  otomano  por  los  socorros  pres- 
tados á los  revolucionarios  de  Grecia,  II, 

169.  — Excepción  hecha  en  favor  de  la 
legión  mandada  por  Lacy,  II,  170.  — 
Conducta  observada  por  la  Gran-Bretaña 
en  la  guerra  intestina  de  Portugal,  II, 

170.  — Expedición  á la  isla  Terceira,  II, 
170.  — Conducta  del  capitán  YValpole, 
II,  171.  — Explicaciones  pedidas  por  el 
conde  Saldanha,  II,  171.  — Se  consti- 
tuye prisionero  de  guerra,  II,  171.  — 
Debates  que  estos  sucesos  produjeron  en 
el  parlamento  británico,  II,  171.  — Dis- 
posiciones inglesas  acerca  del  bloqueo, 
II,  171.  — Sistema  continental  francés, 
II,  172.  — Decreto  de  Milán  de  17  de 
diciembre  de  1807,  II,  172.  — Órdenes 
del  consejo  inglés  de  1806  y de  1807  de- 
clarando bloqueadas  todas  las  costas,  ri- 
beras y puertos  desde  el  Elba  hasta  Brest, 
II,  172-173.  — Tercer  período  bislórico 
de  la  neutralidad  (1854-1868)  : La  guer- 
ra de  Oriente,  II,  173.  — Esfuerzos  he- 
chos por  M.  Drouyn  de  Lhuys  en  favor 
de  un  acuerdo  entre  Inglaterra  y Fran- 
cia sobre  el  comercio  neutral,  II,  174.  — 
Despacho  al  embajador  de  Francia  en 
Londres,  de  4 de  enero  de  1854,  II,  174. 
— Nota  ú Copenhague  y Stokolmo,  II, 

Demisión  por  Inglaterra  de  un 
proyecto  de  declaración  sobre  corso  y 
\isila,  II,  175,  — Punto  vulnerable  de 
este  documento,  II,  175.  — Contra- 
proyecto de  20  de  marzo,  II,  175.  — 
-\u<.\,i  comunicación  do  M.  Drouyn  de 
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Lhuys,  II,  175-  177.  — Cuestiones  de 
mayor  trascendencia  que  abrazaba,  II, 
177.  — Declaración  del  gobierno  de 
Francia,  II,  178. — Del  de  Inglaterra, 
II,  179.— Del  de  Rusia,  II,  180.— Aproba- 
ción unánime  de  los  Estados  neutrales,  II, 
181.—  Declaraciones  notables  de  Suecia, 
Dinamarca,  Hanover  y Austria,  II,  181. 
— Negociaciones  entabladas  con  la  repú- 
blica norte-americana,  II,  181.  — Su 
resultado,  II,  181.  — Publicación  de  un 
documento  curioso  del  ministro  de  la 
marina  francesa,  II,  182.  — Consecuen- 
cias inmediatas  y posteriores  de  las 
declaraciones  de  Francia  y de  Inglaterra, 
II,  183.  — Manifestación  de  las  poten- 
cias signatarias  del  congreso  de  Paris, 
II,  183-184.  — Debale  á que  dio  lugar 
en  el  parlamento  inglés,  II,  184  — In- 
terpretación de  lord  Derby  y Phillimore, 
II,  185.  — Observaciones  del  gabinete 
de  Washington  : Nota  de  M.  Marcy,  II, 
185-490.  — Debates  que  produjeron  en 
las  cámaras  y en  la  prensa  de  la  Gran- 
Bretaña,  II,  190.  — Adhesiones  á la 
declaración  del  congreso  de  Paris,  de 
Badén,  Baviera,  Bélgica,  Bremen,  Brasil, 
ducado  de  Brunswick , Chile,  república 
argentina,  Dinamarca,  Dos-Sicilias,  Ecua- 
dor, Estados-Romanos,  Francfort,  Grecia, 
Guatemala,  Haití,  Hamburgo,  Hanover, 
los  dos  Hesse,  Lubeck,  Mecklemburgo- 
Schewerin,  Mecklemburgo-Strelitz,  Nas- 
sau, Oldemburgo,  Sajonia-Coburgo-Gotta, 
Sajonia-Meiningen,  Sajonia-YVeimar,  Sue- 
cia y Noruega,  Suiza,  Toscana,  YVurtem- 
berg  y el  Uruguay,  II,  190. — Adhesiones 
condicionales  de  España  y de  Méjico, 
II,  191.  — Algunas  consideraciones  sobre 
esta  declaración,  II,  191.  — Confir- 
mación explícita  que  recibió  en  la  guerra 
de  Cerdeña  y Francia  contra  Austria  en 
1859,  II,  191.  — Ordenanza  austríaca  de 
13  de  mayo  de  1859,  II,  191-192.  — 
Cuestiones  suscitadas  por  la  guerra  civil 
de  los  Estados-Unidos,  II,  192.  — Cap- 
tura de  El  Alejandra  II,  192-193. — El 
Alabama:  Su  armamento,  sus  presas  y 
su  destrucción,  II,  193.  — Correspon- 
dencia diplomática  entre  el  gobierno 
norte-americano  y el  inglés,  ocasionada 
por  la  conducta  del  último  con  los  re- 
beldes : Primera  nota  de  M.  Adams  á 
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lord  Russell,  de  7 de  abril  de  1863,  II, 
193.  — Respuesta  de  lord  Russell,  de  4 
de  mayo  del  mismo  año,  II,  193-194.  — 
Segunda  carta  de  M.  Adams,  II,  194.  — 
Réplica  de  lord  Russell  de  2 de  agosto, 
II,  194-195.— Contraréplica  deM.  Adams, 
II,  195.  — Nueva  carta  del  mismo,  II, 

195.  — Contestación  de  lord  Russell  de 
3 de  noviembre,  II,  195.  — Nota  de 
M.  Adams  de  21  de  octubre,  tratando  de 
lo  ocurrido  con  el  Shcnandoah , II,  195- 

198.  — Nota  de  lord  Clarcndon  dando 
por  terminada  esta  correspondencia,  II, 

196.  — Su  resúmen,  II,  196-198.  — El 
gobierno  inglés  nombra  una  comisión 
compuesta  de  notables  jurisconsultos  para 
que  revisen  sus  leyes  de  neutralidad  y 
principalmente  el  acta  de  Jorge  III, 
conocida  con  el  nombre  de  Foreing  cn- 
listemcnt  act,  II,  198.  — Su  informe 
suscrito  por  Cranworlh,  Bramwell,  Phil- 
limore,  Cairus,  Baring  y Fcwis,  II,  198. 

— Dictamen  particular  de  ¡VI.  Harcourt, 
II,  198.  — Importancia  que  tiene,  II, 

199.  — Nueva  consagración  de  los  prin- 
cipios establecidos  por  las  declaraciones 
de  1854  y 1856,  con  motivo  de  la  guerra 
de  Austria  y Prusia  contra  Dinamarca, 
II,  199.  — Ordenanza  del  imperio  aus- 
tríaco de  3 de  marzo  de  1864,  II,  199. 

— Reglamento  dinamarqués  de  16  de 
febrero  del  mismo  año,  II,  200-201.  — 
Guerra  de  Prusia  5 Italia  contra  Austria 
en  1866,  II,  201.  — Resúmen,  II,  201.— 
Derechos  y deberes  de  los  neutrales. 

— División  de  la  neutralidad,  II,  202. — 
De  Hubner,  II,  202.  — De  Iílüber,  II, 
202.  — De  Azuni,  II.  202.  — De  Wliea- 
ton,  II,  203.  — De  Hautefeuille,  II,  203. 
— Neutralidad  perfecta  ó natural,  II,  203. 

— Convencional,  II,  203.  — Opinión  de 
Hautefeuille,  II,  203.  — Neutralidad  de 
la  confederación  helvética,  II,  203.  — 
Su  reconocimiento  por  la  paz  de  Wcst- 
falia,  II,  203.  — Su  invalidación  por  la 
república  francesa,  II,  203.  — Paso  del 
ejército  austríaco  por  el  territorio  suizo, 
II,  204.—  Esfuerzos  hechos  por  los  alia- 
dos para  obtener  el  concurso  activo  de 
Suiza,  II,  204.  — Contestación  negativa 
de  la  Dieta,  II,  204.  — Convención  de 
Zurich  de  1815,  II,  205.  — Confirmación 
solemne  de  la  neutralidad  suiza,  II,  205. 


Cesión  de  Saboya  á Francia,  II  005 

— Quebrantamiento  que  ha  ocasionado 
en  la  neutralidad  de  Suiza,  II,  205.  __ 
Pasos  dados  por  la  Dieta  cerca  de  las 
potencias  signatarias  del  protocolo  de 
Viena,  II,  205.  — Neutralidad  de  Bél- 
gica, II,  206.  — Su  importancia,  II,  206. 

— Juicio  de  Wheaton,  II,  206.  — La  de 
Cracovia,  II,  206.  — La  del  ducado  de 
Luxemburgo,  II,  206.  — Conferencias 
de  Londres  en  1867,  II,  206.  — Su  re- 
sultado, II,  206.  — Se  obligan  á sostener 
sus  resoluciones,  Austria,  Francia , Ho- 
landa, Inglaterra,  Italia,  Prusia  y Rusia, 
II,  206.  — Consideraciones  sobre  los 
hechos  que  anteceden,  II,  207.  — Neu- 
tralidad convencional  limitada  : Opinión 
de  Yattel , II,  207.  — De  Wheaton,  II, 
207.  — De  Bello,  II,  207.  — Suministro 
de  buques  y tropas  hecho  por  Dinamarca 
en  1788,  II,  207.  — La  neutralidad  con 
relación  ¡U  derecho  marítimo,  II,  208.— 
Tratado  entre  Francia  y los  Estados- 
Unidos  de  1778  sobre  admisión  de  cor- 
sarios y sus  presas  en  los  puertos  de  la 
Union,  II,  208.  — Diversas  especies  de 
declaraciones  de  neutralidad,  11,  209.  — 
Ventajas  y debcVes  que  resultan  de  ella, 
II,  209.  — Derechos  de  los  neutrales  : 
División  de  HeíTter,  II,  209.  — De  iíau- 
tefeuillc,  II,  210.  — Inviolabilidad  del 
territorio  neutral,  II,  210.  — Paso  de 
fuerza  armada  por  él,  II,  210.  — Opi- 
nión de  Grotius,  II,  210.  — De  Vallel, 
II,  210.  — De  Bello,  11,  211.  — De 
Wheaton,  II,  211.—  De  Ileíller,  II,  211. 

— De  Hautefeuille,  II,  211.  — De  Mar- 
tens,  II,  211.  — Extensión  de  la  conce- 
sión de  pasaje,  II,  212.  — Tránsito 
marítimo,  II,  212.  — Inviolabilidad  del 
territorio  marítimo,  II,  212.  — Opinión 
de  los  publicistas  sobre  esta  materia  : 
De  Bynkersliock,  II,  213.  — De  IJuule- 
feuiile,  II,  213.  — De  Wheaton,  II,  213. 

— De  sir  W.  Scott,  Jf,  213.  - De  Bello, 
II,  213.  — Dificultades  prácticas,  II,  213. 

— Vaguedad  en  la  demarcación  de  los 
límites  marítimos,  II,  214.  — Teoría  de 
Orlóla»,  II,  214.  — De  Hautefeuille,  II, 
214.  — De  Pisloyc  y Duverdy,  H,  214. 

— Caso  del  .Xas Ira  Sci/aom  <!fíl  Carme I, 

H,  214.  — Extensión  de  la  regla  sobre 
neutralidad,  II,  215.  — Tesis  sostenida 
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por  Galiani,  II,  215.  — Jurisprudencia 
establecida  sobre  las  violaciones  «leí  terri- 
torio neutral,  II,  215.-  Casos  prácticos  : 
Ataque  de  una  escuadra  inglesa  contra 
otra  francesa  en  las  rostas  de 
tt  oí-,  —lioi  laniaeiones  que  produjo  este 
proceder,  11,  2J5.  - Energía  desplegada 
en  este  asunto  |»or  el  marques  de  Pom- 
ba¡  u % Jó.  — Destrucción  del  corsario 
norte-americano  Iil  general  Amstiong, 
en  el  puerto  de  l'ayal,  II,  216.—  Reda- 
maciones entabladas  por  el  gobierno  de 
jo.s  Estados-Unidos,  II,  216.  — Acuerdo 
arbitral  favorable  á Portugal  del  presi- 
dente de  la  república  francesa  en  1851, 
II,  216.  — Captura  y destrucción,  en 
1838,  del  vapor  Carolina  que  se  hallaba 
at  servicio  de  los  insurgentes  del  Canadá, 
XJ,  217.  — Doctrina  sostenida  en  esta 
ocasión  por  ¡\í.  Webster,  II,  217.  — 
Decisiones  do  los  tribunales  franceses  : 
El  San  Miguel  contra  el  Hardi  y la 
Coquetle ; la  Cli'ristiana  contra  Le  Pa- 
trióle; L'Effronlé  y La  Leyere  contra  La 
Perle;  el  Tilielt  contra  el  Daniel-Fede- 
rico  y el  Tws-Gcnerals  contra  Le  Loup 
y La  Minute,  II,  217.  — Apresamiento 
del  vapor  confederado  Florida  en  el 
puerto  de  (labia  por  el  federal  M'assa- 
chussct , II,  218.  — Reseña  histórica 
de  este  acontecimiento,  II,  218.  — 
Reclamaciones  á que  dio  lugar  por  parte 
del  gobierno  brasileño,  II,  218.  — Nota 
del  Sr.  Barbosa  da  Silva,  representante 
del  Brasil,  á ¡\I.  Seward  y contestación 
de  este  , II,  219.  — Satisfacción  dada 
por  los  Estados-Unidos,  II,  219.  — De- 
recho de  asilo:  Justas  observaciones  de 


Galiani  y de  Hautefeuiüc,  II,  220.  — 
Causa  que  produce  la  oscuridad  que  reina 
en  este  derecho,  II,  220.  — Limitación 
que  tiene,  II,  221.  — Diferencias  entre 
el  asilo  concedido  á las  fuerzas  de  mar 
y a las  de  tierra,  II,  221 . — Explicación 
de  Galiani,  II,  221.  — Cuando  existe  pe- 
ligro real  ó inminente,  II, ,222.  — Casos 
prácticos  : Arribada  forzosa  de  El  Beli- 
coso á Bristol,  II,  222.  — Disposiciones 
francesas  acerca  del  particular,  II,  222. 
— Socorro  prestado  á una  fragata  ingle- 
sa en  la  desembocadura  del  Loire , II, 
222.  —Arribo  involuntario  á las  costas  de 
Cuba,  II,  223.  — Declaración  de  Inglater- 
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ra,  II,  223.  — Reforma  introducida  cu  la 
legislación  anterior,  11,223.  — Caso  ocur- 
rido en  Southampton  : el  Nashivillc  y 
La  Tuscavora,  II,  224.  — Limitación  im- 
puesta á la  admisión  de  buques  belige- 
rantes en  los  puertos  neutrales,  II,  224. 

— Tratados  celebrados  sobre  este  parti- 
cular : En  1667  entre  Inglaterra  y Holan- 
da, II,  224  — En  1789  entre  Dinamarca 
y Génova,  II,  224.  — En  1798  entre  Pru- 
sia  y Portugal,  II,  224.  — En  1810  entre 
Portugal  é Inglaterra,  II,  224.  — Condi- 
ciones generales  que  suelen  imponerse  en 
estos  casos,  II,  225.  — Análisis  de  las  re- 
glas precedentes:  Opinión  de  Hautefeuille, 
II,  225.  — Disposiciones  del  reglamento 
del  Gran  Ducado  de  Toscana,  publicado 
en  1778,  II,  226.  — Opinión  de  Galiani, 
II,  226.  — De  Azuni,  II,  226.  — Regla- 
mentos de  Venecia  y los  Estados-Pontifi- 
cios, II,  228.  — Ordenanza  austríaca  de 
1803,  II,  226.  — Caso  de  Le  F antasque, 
II,  226.  — Los  corsarios  en  puertos  be- 
ligerantes, II,  228.  — Conducta  seguida 
por  Portugal  durante  las  guerras  de  la 
revolución  francesa , II,  229.  — Por  el 
reino  de  las  Dos-Sicilias  en  1740  y 1756, 
II,  229.  — Libre  admisión  de  buques 
mercantes,  II,  229.  - Significación  que 
tienen  los  de  esta  clase  armados  en  guerra, 
II,  229. — Doctrina  de  Hautefeuille, II,  229. 
—Captura  de  El  Silka,  II,  229.— Desem- 
barco de  prisioneros  de  guerra,  II,  230. 

— Distinta  acepción  que  puede  darse  á 
este  acto,  II,  230.  — Excepción  apoyada 
por  Hautefeuille,  II,  230.  — Legislación 
vigente  sobre  el  derecho  de  asilo,  11,230. 

— Declaraciones  de  Suecia  y Dinamarca, 
II,  230.  — Ley  norte-americana  sobre 
la  neutralidad  en  general:  Tendencias  do 
la  de  1798  revisada  y restablecida  en  1818, 

II,  238.  — Ley  inglesa  sobre  la  misma 
materia  : Acta  del  parlamento  59,  Jorge 

III,  II,  231.  — Discusión  que  produjo, 
II,  231.  — Palabras  de  sir  J.  Mackin- 
tosh,  II,  231.  — Réplica  de  M.  Canning, 
II,  231.  — Extensión  de  la  protección 
neutral,  II,  232.  — Fallo  absolutorio  de 
La  Ana,  II,  232.  — Gaso  práctico  : Apre- 
samiento por  algunos  pasajeros  de  El 
Chesapealce , II,  232.  — Su  arribo  á San 
Juan  N.B.  y á otros  puntos  de  Nueva- 
Escocia,  II,  232.  — Medios  fraudulentos, 
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II,  231.  — Reclamación  del  gobierno 
norte-americano,  pidiendo  que  las  autori- 
dades escocesas  procedieran  al  arresto  de 
los  malhechores,  II,  233.  — Envío  en  su 
persecución  de  varios  buques,  II,  233.  — 
Se  apoderan  del  vapor  apresado  y de  al- 
gunos de  sus  apresadores,  II,  233.  — 
Proceso  incoado,  II,  233.  — Propuesta 
hecha  por  el  secretario  de  Estado  de  la 
república  norte-americana  para  que  se 
estableciese  un  nuevo  procedimiento  en 
estas  cuestiones,  II,  233.  — Fué  dese- 
chada , II,  233.  — Ultima  nota  de 
M.  Seward,  en  1864,  manifestando  que 
el  presidente  reconocía  que  los  hechos 
consumados  eran  un  exceso  de  celo  pa- 
triótico, II,  234. — Reglas  que  se  obser- 
van para  la  devolución  de  la  propie- 
dad capturada  con  infracción  de  la  neu- 
tralidad, II,  234.  — Las  reclamaciones 
concernientes  <í  este  punto  se  hacen 
generalmente  por  conducto  de  los  mi- 
nistros públicos  residentes  en  el  país 
del  captor,  II,  235.  — Opinión  de  Ri- 
quelme,  II,  235.  — Jurisdicción  de  las 
cortes  federales,  II,  235-236.  — Juris- 
prudencia que  han  seguido,  II,  237.  — 

VIOLACION  DE  LOS  DEUERES  CORRESPON- 
DIENTES Á los  neutrales.  Correlación 
entre  sus  derechos  y sus  deberes,  II,  368. 
— Violación  cometida  por  el  Estado,  II, 
368.  — La  efectuada  individualmente, 
II,  369.  — Tribunales  á que  compete  su 
castigo,  II,  370.  — Mercancías  enemi- 
gas en  buques  neutrales,  II,  371.  — So- 
lución de  Wheaton,  II,  371. — Tratados 
en  que  se  estipula  el  principio  de  que  el 
pabellón  neutral  cubre  la  mercancía  ene- 
miga: De  1004,  entre  Francia  y Turquía; 
de  1654  entre  Inglaterra  y Portugal;  de 
1655  entre  la  misma  y Francia;  de  1659 
entre  la  última  y España;  de  1078  entre  la 
misma  y los  Estados-Generales;  de  1783 
y 1786  entre  Inglaterra  y Francia  ; de 
1788  entre  esta  y los  Estados-Unidos; 
los  de  la  neutralidad  armada  de  1780  y 
de  1800  y la  declaración  de  París  de 
1856,  II,  371.  — Convenciones  y trata- 
dos en  que  se  estipula  la  teoría  opuesta: 
Convención  de  Inglaterra  con  Suecia  en 
, 1661  ; tratado  de  1716  entre  Francia  y 
los  Estados-Unidos;  Convenio  marítimo 
de  Inglaterra  y Rusia  en  1801-1802  ; de 


1842  entre  Inglaterra  y Portugal  l[ 
372.  — Opiniones  de  los  publicistas-  De 
Vattel,  II,  372.  — De  Hubner  , II,  373. 

— De  Busch,  II,  372.  — De  Kiübér,  R 
372.  - De  Martens,  II,  372.  — De  Ja- 
cobson,  II,  372.  — De  HelTtcr,  II,  372. 

— De  Rayneval,  II,  372.  — De  Massé,  II, 
372.  — De  Hautefeuille,  II,  372.  — De 
Orlolan,  II,  373.  — De  Gessner,  11,373. 

— De  Reddic,  II,  373.  — De  Manning,  II, 

374.  — De  Phillimore,  II,  374.  — De 
Riquelme,  II,  374.  - De  Pistoye  y Du- 
verdy,  II,  374.  — Confiscación  del  bu- 
que, II,  375.  — Error  de  Grotius,  II, 

375.  — Doctrina  de  Valin , II,  375.  — 
De  Abreu , Ií,  375.  — De  Ilalleck,  II, 

375.  — Cargamento  neutral  bajo  pabellón 
enemigo,  II,  376. — Teoría  de  Gessner,  II, 

376.  — Ordenanza  francesa  de  1681  dis- 
poniendo la  confiscación,  II,  376.  — 
Tratados  que  establecen  la  misma  regla: 
De  1615  entre  España  y Holanda;  de  1624 
entre  Inglaterra  y Portugal;  de  1713 en- 
tre Holanda  y Francia  ; dc*1778  entre 
Portugal  y España;  de  1782  entre  Fran- 
cia y Dinamarca  , II,  376.  — Tratados 
estipulando  las  reglas  de  buques  libres 
mercancías  libres  y buques  enemigos 
mercancías  enemigas  : De  Jos  Estados- 
Unidos  con  Colombia  en  1824,  con  la 
América  central  en  1825  y con  el  Brasil 
en  1828,  II,  376.—  Legislación  de  Ingla- 
terra, II  , 377.  — La  de  Pmsia  y Es- 
paña, II,  377.  — Opinión  de  Hautefeuille, 
Ií,  377.  — De  Gessner,  II,  377.  — Ca- 
rácter efectivo  de  las  reglas  precedentes, 
II,  378.  — Opinión  de  Wheaton,  II,  378. 

— De  Bello,  II.  378.  — Inconvenientes 
de  la  admisión  de  los  principios  jurídico 
de  la  antigua  Roma,  Ií.  379.  — Adelan- 
tos ocasionados  en  esta  materia  por  la 
guerra  de  Oriente  y por  el  congreso  de 
París,  II,  379.  — Prueba  del  carácter 
neutral  , II,  379-380.  — Bandera  y pa- 
saportes enemigos,  II,  380.  — Jurispru- 
dencia de  los  almirantazgos  ingleses,  II, 
3g0.  — De  las  cortes  de  los  Estados- 
Unidos,  11,380.—  Infracción  del  carácter 
neutral,  II,  380.  — Como  puede  adqui- 
rirse el  hostil,  II,  381 . — Cuso  prácti- 
co: Trasporte  de  marineros  franceses  de 
Baltimore  á Burdeos,  II,  381 . — Cuptu 
ra  del  Atalanta, 11,  381.  — Causa  de  la 
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Carolina,  lí,  382.  — Palabras  fie  sir  W. 

Scolt,  H,  88 1.  —Circunstancias  «lucdo- 
terminan  la  confiscación,  II,  882. 
cc|»cion  en  favor  de  los  buques-coi  icos,  , 
382  - Declaración  del  gobierno  de  Ingla- 
, ' rr  — Del  de  Francia,  H, 

ierra,  lí,  ” s 

3g.>  _ Del  de  España,  II,  383. 

Iciicias  ele  los  l.  ¡tamiles  do  prosas  : La 

Carolina , H.  *8.  - '**"£?*'  “¡ 
3s;í<  — VA  O rosan  Oo,  II,  .88.1.  — Ll 

J/o/jr,  11,  88 í.  — El  Macl ion,  lí,  384.— 

El  Hápkfo,  lí,  384.  — Reglas  generales, 

lí  38ó . — Caso  de  El  Trent,  II,  385. 

Aprehensión  de  MM.  Slidel  y Masón, 
II,  38(1.  — I’arle  oficial  del  capitán  Wil- 
kes,  II,  386.  — Nota  de  lord  Russell  á 
lord  f.yons,  II,  387.  — Contestación  de 
M.  Seward,  II,  387.  — Nueva  comuni- 
cación de  lord  Russcll  tí  lord  Lyons,  II, 
389.  — Exposición  de  principios  del  go- 
bierno inglés,  II,  390-  392.  • — Mediación  de 
las  naciones  europeas,  II,  392.  — Nota 
dirigida  por  el  ministro  de  relaciones 
exteriores  de  Francia  al  representante  de 
la  misma  nación  en  Washington,  en  1861, 
II,  392-393.  — Defecto  de  que  adolecen 
las  notas  de  los  gobiernos  europeos,  II, 
304. — Consideraciones  generales  acerca  de 
este  asunto,  11,394-395.  — Estipulaciones 
de  los  tratados  : De  1675  entre  Suecia  y 
los  Países-Bajos  ; de  1678  entre  España, 
Francia  y Holanda  ; de  1679  entre  Ho- 
landa y Suecia  ; los  de  Utrecht  de  1713 ; 
de  1739  entre  Francia  y las  Provincias- 
Unidas;  de  1769  entre  la  primera  dees- 
tas  naciones  y Hamburgo;  de  la  república 
norte-americana  con  Colombia  en  1824, 
con  la  América  central  en  1825,  con  el 
Brasil  en  1828,  con  Méjico  en  1831,  con 
Chile  en  1832,  con  Venezuela  en  1836  y 
con  el  Perú  en  1851,  II,  396. — Convencio- 
nes sobre  el  mismo  asunto:  La  de  Francia 
y los  Estados-Unidos  en  1778;  la  de  estos 
y Holanda  en  1782  ; las  de  los  mismos 
y Suecia  en  1783  y 1816  ; la  de  las  dos 
primeras  de  las  naciones  citadas  en  1785; 
la  de  Francia  é Inglaterra  en  1786  y las 
de  España  y los  Estados-Unidos  en  1795 
y 1819,  II,  396.  — Regla  que  debe  se- 
guirse, II,  396.— Buques-correos  y bali- 
jas,  II,  397.  — Tratado  de  1818  entre 
Inglaterra  y los  Estados-Unidos,  II,  387. 
— I láctica  seguida  en  la  guerra  de  los 
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Estados-Unidos  con  Méjico,  II,  397.  — 
Ruptura  de  El  l'cler  Uoff,  II,  397.  — Inci- 
dente promovido  por  las  balijas  encon- 
tradas á bordo,  II,  397.  — Auto  del  tri- 
bunal, II,  397.  — Su  invalidación  de  ór- 
den  superior,  II,  397.  — Comunicación 
de  M.  Seward  al  gabinete  de  Londres,  en 
1863,  sobre  les  innmunidades  concedidas 
ú las  balijas  públicas,  II,  397.  — Pre- 
tcnsión del  gobierno  inglés,  II,  398.  — 
Respuesta  de  M.  Seward  , II,  398.  — 
Captura  del  Cugliari ; sucesos  ocurridos 
á bordo,  II,  398,  — El  conde  de  Cavour 
recurre  ú los  dictámenes  de  Twiss  y 
Phillimore,  II,  399.  — Sometimiento  de 
este  asunto  á las  potencias  europeas,  II, 

399.  — Intervención  del  gobierno  bri- 
tánico, II,  399.  — Resolución  favorable, 
II,  399.  — Comunicación  de  lord  Mal- 
mesbury,  II,  399.  — Entrega  del  buque 
y del  equipage,  II,  399.  — Sentencia  de 
los  tribunales  de  presas  napolitanos,  II, 

400.  — Comercio  de  cabotaje  con  rela- 
ción á los  neutrales,  II,  400.  — Prácti- 
ca seguida,  II,  400.  — Tratados  que  re- 
conocen su  legitimidad  : De  1675  entre 
Inglaterra  y Holanda  ; de  1676  y 1679 
entre  esta  y España  ; los  de  Utrccht  en 
1713;  de  1715  entre  Holanda  y Rusia;  de 
1725  entre  España  y Alemania ; de  1795 
entre  España  y los  Estados-Unidos,  II, 
400.  — Que  niegan  este  derecho:  De 
1691  entre  Inglaterra  y Dinamarca;  de 
1762  entre  Prusia  y Suecia;  de  1801  en- 
tre Inglaterra  y Rusia,  II,  400.  —Prin- 
cipios admitidos  sobre  este  particular  por 
la  neutralidad  armada  de  1780,  II,  400. 

— La  regla  de  1756,  II,  401.  — La  de 
1793,  II,  401.  — Doctrina  de  Wheaton, 
II,  401 . — De  Duer,  II,  401 . — Caso 
práctico:  Confiscación  pretendida  por  con- 
tinuación de  viaje,  II,  401-402.  — Dic- 
támen  de  sir  W.  Scott,  II,  402.  — Sen- 
tencia del  tribunal  de  apelación,  II,  402. 

— Protesta  del  gabinete  de  Washington, 
II,  402.  — Apreciación  de  Kent,  II,  402. 

— Opinión  de  Halleck,  II,  403.  — Dé 
Phillimore,  II,  403.  — De  Story,  11,403. 

Neutralidad  armada  de  1780  y de 
1800.  Véase,  Neutralidad. 

Neutralidad  convencional.  Véase, 
Neutralidad. 
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Neutralidad  perfecta  ó condicional. 
Véase,  Neutralidad. 

Neuchatel.  Véase,  Naciones  y Esta- 
dos soberanos. 

Nicaragua  (San  juan  de).  Bombardeo, 

II,  20. 

Noticias  falsas.  Véase,  Ocupación 
militar. 

Notificación.  Véase,  Sitios  y blo- 
queos. 

Notificación  diplomática.  Véase,  Si- 
tios y bloqueos. 

Notificación  especial.  Véase,  Sitios 

Y BLOQUEOS. 

Notska-Sund.  Ocupación  de...  Véase, 
Propiedad  y dominio  del  Estado. 

Nueva- York.  Casos  prácticos  de  des- 
trucción de  ediíicios  püblicos  y de  cam- 
bio de  legislación,  II,  36,  138. 

Nuncios.  Véase,  Agentes  diplomáti- 
cos. 


O 

Ocupación  militar  y conquista  com- 
pleta (Derechos  de).  — Distinción  en- 
tre la  ocupación  y la  conquista,  II,  106. 

— Cuando  principian  los  derechos  de 
Ocupación,  II,  107.  — Opinión  de  Bou- 
vier,  II,  107.  — De  Celsus  y Paulos,  II, 
107.  — Cuestión  promovida  entre  Es- 
paña y las  Provincias-Unidas  acerca  de 
los  límites  que  debía  darse  á la  posesión 
de  una  ciudad,  II,  108.  — Palabras  de 
lord  Coke  referentes  á los  sucesos  de 
Enrique  IV  de  Inglaterra,  II,  108.  — 
Cartas-patentes  de  manumisión , II,  108. 

— Sometimiento  suficiente,  108.  — Doc- 
trina de  Taney,  II,  108.  — Efecto  de  la 
ocupación  militar  sobre  las  leyes  políticas, 
II,  109.  — Sobre  las  municipales,  II, 
109.  — Modo  de  pensar  de  OrLolan,  II, 
109.  — Jurisprudencia  establecida  por  el 
tribunal  de  Casación  francés  : Caso  de 
Villaseque,  II,  110.  — Castigo  de  críme- 
nes cometidos  en  el  territorio  ocupado, 
II,  150. — Decisiones  especiales,  II,  111. 

— Las  leyes  de  Inglaterra  se  extienden 
inmediatamente  sobre  el  territorio  con- 
quistado, II,  111.  — Legislación  norte- 
n menú  cana,  II,  1 H .— Distinción  que  es- 
tablece, II,  112.  — Sus  efectos,  II,  112. 

— Casos  prácticos.  Decisiones  amerlca- 


ñas  : O°upacion  d»  la  isla  de  Santa  Cruz, 
II,  113.  — De  Castine,  II,  113.  __  -ro 
ma  de-Tampico,  II,  114.  — Poderes  del 
presidente  de  los  Estados-Unidos  rela- 
tivos á las  rentas  de  aduanas  de  países 
ocupados  militarmente,  II,  114.  — Dis- 
posiciones adoptadas  en  la  ocupación  del 
litoral  mejicano,  II,  114.  — Cambio  de 
posesión  de  la  propiedad  privada  duran- 
te la  ocupación  militar,  II,  115.  —Leyes 
porque  se  rigen  estas  trasfercncias,  II, 
115. — Casos  prácticos  : Autorización  para 


usar  en  la  California  el  papel  sellado  me- 
jicano, II.  115.  — Fidelidad  de  los  ha- 
bitantes, II,  116.  — Resistencia  legal  é 
insurrección,  II,  116.  — Obligación  in- 
ferida del  conquistado,  II,  117.  — Cos- 
tumbres bárbaras  de  los  tiempos  anti- 
guos, II,  117.  — Del  conquislador,  II, 
118.  — Derecho  de  insurrección  en  la 
guerra,  II,  118.  — Castigo  de  las  in- 
surrecciones militares,  II,  118-119.  — 
Casos  prácticos  : Conducta  de  Napo- 
león I en  Europa  y de  los  ingleses 
en  la  India  , II,  118.  — Crueldades 
de  Clive,  Hastings  , sir  Eyrc  Coote 
y Wellington,  II,  120.  — Sublevación 
de  Pavía,  II,  120.  — Incendio  y saqueo 
de  Brescia,  II,  120.  — Insurrección  ve- 
neciana sobre  el  Adige,  II,  120.  — Con- 
tribución impuesta  por  vía  de  castigo, 
II,  120.  — Enajenaciones  de  territorio 


ocupado  por  un  enemigo,  II,  120.  — ■ El 
jus  ab  re  y el  jus  in  re,  II,  121  .—Las  he- 


chas en  anticipación  de  conquista,  II, 
121.  — Intención  fraudulenta,  II,  122. 
— Trasferencia  de  territorio  á los  neu- 


trales, If,  122.  — Efectos  de  la  ocupa- 
ción militar  sobre  los  derechos  incorpó- 
reos, Ií,  123.  — Principio  de  la  legisla- 
ción romana,  II,  123.  — El  Jus  exi- 
rjendi  de  las  deudas,  II,  123.  Efectos 
de  la  ocupación  militar  sobre  Ja  condi- 
ción de  los  esclavos.  II,  124.  indem- 
nizaciones pedidas  por  el  gobierno  de  los 
Estados-Unidos,  II,  124.  — Práctica  obser- 
vada en  el  trascurso  de  la  guerra  civil 
de  los  mismos,  II,  124.  — Decreto  del 
congreso  concediendo  la  libertad  á los 
esclavos  de  los  rebeldes,  II,  125.  — Pro- 
clama del  presidente  Lincoln,  de  1 . de 
enero  de  18U3,  sobre  el  mismo  asunto, 
Ií,  125.  — Deudas  en  favor  del  gobierno 
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«Jel  territorio  ocupado,  II,  125.  — Kcsla- 
bheimiento  de  la  autoridad  antigua, 
II  120.  — Ejemplos  de  la  historia  anti- 
gua . Perdón  de  la  deuda  de  los  tesa  j- 
nenses  II  127. -De  la  de  la  ciudad  de 

’ ’ ....  rav-or  de  Caio  Flavio, 

Dvrraciiium  en 

jr"  ..,7  __  Confiscación  de  las  casas  y 
déurlas  rodarías,  ir,  <27.  _ Ejemplos  do 
ja  historia  moderna  : Préstamo  hecho 
por  un  flamenco  ú mi  francés  en  1349, 
H ¡27.  — Decisión  del  tribunal,  II,  128. 

Pago  de  una  deuda  al  gobierno  de 

Pisa,  128.  — Dictamen  del  célebre  juris- 
consulto milanos  Felipe  Decio,  II,  128. 

— Deudas  pagadas  en  1495  al  tesoro . 
napolitano,  II,  128.  —Opinión  de Ma tilia- 
cus  de  Aífictis,  jurisconsulto  notable, 
II,  128.  — Compra  de  bienes  nacionales 
hecha  en  Méjico  por  los  Sres.  Laurent, 
II,  128.  — Corno  se  complela  el  título  de 
la  propiedad  inmueble,  II,  129.  — El 
uti  possidetis,  II,  129.  — Carácter  que 
tienen  las  adquisiciones  parciales,  II,  130. 

— Práctica  observada  en  Nuevo-Méjico, 
II,  131.  — Opinión  de  Vattel,  II,  131. 

— Sometimiento  de  todo  un  Estado, 
II,  131.  — Palabras  notables  de  los  Scy- 
thios,  II,  131.  — Efectos  retroactivos  de 
la  confirmación  de  la  conquista,  II,  132. 

— Trasferencia  de  la  fidelidad  personal, 
II,  132.  — Consentimiento  necesario  del 
siibdito,  II,  133.  — Opinión  de  Marshall, 
II,  133.  — Determinación  del  consenti- 
miento por  el  domicilio,  11,134.  — Razón 
de  esta  regla,  II,  134.  — Su  aplicación  á 
los  nacionales  y á los  extranjeros,  If,  134. 

— Modificación  que  puede  sufrir,  II,  134. 

— Estipulaciones  del  tratado  de  Guada- 
lupe y Francia,  II,  134.  —Los  de  Fran- 
cia con  los  aliados  en  1814  y 1815,  II,  135. 

Derecho  de  la  ciudadanía  bajo  la  nueva 
soberanía,  II,  135.  — Casos  ocurridos 
en  California  y Nuevo-Méjico,  II,  135.  — 
Ley  inglesa,  II,  136.  — Decisiones  ame- 
ricanas: Cesión  de  la  Florida,  II,  136. 

— Dictámen  expuesto  por  Marshall,  II, 
136.  — Leyes  del  territorio  conquistado  : 
Palabras  de  lord  Mansfield,  II,  137.  — 
De  Marshall,  II,  137.  — El  territorio 
conquistado,  según  la  ley  británica,  II, 
138.— Ejemplos  históricos:  Leyes  de  Ho- 

an<ia>  II,  138.  — Conducta  de  Carlos  II 
respecto á Nueva-York,  II,  138.  — Infor- 
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me  de  sir  Felipe  York  y sir  Clemente 
Weargc  sobre  la  Jamaica,  II,  138.  — En 
los  Estados-Unidos,  II,  138.  — Aprecia- 
ción del  juez  Waync,  II,  139.  — Consti- 
tución de  la  California  en  Estado,  II,  139. 

— Potestad  de  suspender  las  leyes  muni- 
cipales, II,  140.  — Leyes  predominantes, 
II,  140.  — Juicio  de  lord  Coke,  II,  141. 

— Distinción  que  hace  la  jurisprudencia 
inglesa  entre  la  conquista  y el  descubri- 
miento, II,  141.  — Leyes  contrarias  á 
los  principios  fundamentales  de  la  nueva 
soberanía,  II,  142.  — Decisiones  ameri- 
canas, II,  142.  — Práctica  observada  en 
la  California,  II,  143.  — El  juez  Wayne, 
II,  143.  — Leyes  de  rentas  en  California, 
II,  143.  — Dictámen  de  la  corte  supre- 
ma, II,  154  — La  conquista  cambia  los 
derechos  políticos,  pero  no  los  de  propie- 
dad, II,  145.  — Dictámen  de  Marshall, 
II,  145.  — Respeto  que  merece  la  pro- 
piedad, II,  145.  — Definición  de  esta 
palabra  dada  por  el  mismo  magistrado, 
II,  145.  — Leyes  remediables,  II,  146. 

— Extensión  de  los  efectos  de  la  con- 
quista sobre  los  bienes  incorpóreos  de  un 
Estado,  II,  146.  — Dominios  enajenados 
de  Iíesse-Cassel,  II,  147.  — Reseña  his- 
tórica, II,  147.  — Deudas  de  Hesse-Cassel, 
II,  148.  — Caso  práctico  : Tierras  perte- 
necientes al  conde  Van  Hahn,  II,  139. 

— Su  exoneración,  II,  149.  — Proceso 
incoado,  II,  149.  — Dictámenes  de  los 
tribunales  mas  célebres,  II,  149.  — Su 
resultado,  II,  149. 

Onus.  Véase,  Carácter  nacional. 

Ordenanzas.  Ordenanza  de  l’rancia, 
en  1681,  sobre  artículos  prohibidos.— De 
Inglaterra,  de  1793  y 1795,  sobre  cap- 
tura y pago  de  cereales.  Véase,  Contra- 
bando de  guerra.— Sobre  convoy,  de  la 
reina  Cristina  de  Suecia.— De  Dinamarca, 
de  1810,  sobre  buques  neutrales  en  con- 
voy enemigo.  Véase,  Visita  y registro. 

— De  Francia,  de  1681,  estableciendo 
la  confiscación  del  cargamento  neutral 
en  buque  enemigo.  Véase,  Neutralidad. 

— De  presas  de  Holanda,  en  1781, 
Véase,  Captores.  — De  Francia  sobre 
confiscación  de  mercancías  enemigas. 

— De  Austria,  en  1803,  sobre  concesión 
de  plazo  á los  beligerantes  para 
abandonar  las  aguas  neutrales.  De 
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1854  sobre  comercio  neutral.  De  1859 
sobre  el  cumplimiento  de  deberes  neu- 
trales. Véase,  Neutralidad.—  De  Fran- 
cia, en  1691,  sobre  armamento  en 
corso.  Véase,  Guerra. 

Oregon.  Sus  límites.  Véase,  Monroe 
(Doctrina  de).  — Pretenciones  de  los 
Estados-Unidos  á su  posesión.  Véase, 
Propiedad  y dominio  del  Estado. 

Oriente.  Guerra  de...  Véase,  Sucesos 
acaecidos  de  1815  á 1868.  — Véase, 
Neutralidad.  — Véase  Cónsules. 

Ortolan.  Véase,  Publicistas. 

Ott.  Véase,  Publicistas. 

P 

Pago  de  impuestos.  Véase,  Agentes 
diplomáticos. 

Países-Bajos.  — Reconocimiento  de 
su  independencia.  Véase,  Independencia 
nacional. 

Panamá  (Congreso  de).  Véase,  Mon- 
roe (Doctrina  de). 

Papeles  de  mar.  — Véase,  Persona 
y propiedad  enemiga. — Véase,  Visita  y 
registro. 

Paraguay  (República  del).  Conflicto 
con  los  Estados-Unidos.  Véase,  Guerra. 

Parlamentarios.  Véase,  Comunicación 
pacífica  de  los  beligerantes. 

Partidas  yguerrillas.  Véase, Guerra. 

Pasaje  por  otros  Estados.  Véase, 
Agentes  diplomáticos. 

Pasaportes  y salvo-conductos.  Véa- 
se, Agentes  diplomáticos.  — Véase, 

CÓNSULES. 

Pasavantes.  Véase,  Comunicación  con 
el  enemigo. 

Paso  de  fuerza  armada  por  terri- 
torio neutral.  Véase,  Neutralidad. 

Patentes  consulares.  Véase,  Cón- 
sules. 

Pater  patratus  (El).  Véase,  Guerra. 

Pavía.  Caso  práctico  de  castigo  de 
insurrección,  II,  120. 

Pedro  el  Grande.  Casos  prácticos  de 
negativa  á cangear  prisioneros  de  guerra 
y de  asolamiento  de  territorio  nacional, 
II,  5,  32. 

Pkloponeso  (Guerra  del).  Véase,  De- 
recho internacional  entre  los  anti- 


Pensiones  militares.  Véase,  guerra 
Persona  y puopriedad  enemiga  (De- 
recho DE  LA  GUERRA  CON  RESPECTO  Á LA) 

Derechos  generales  de  la  guerra,  II,  i’ 

— De  los  no  combatientes,  II,  2.  — Qué 
clase  de  personas  merecen  esta  conside- 
ración, II,  2.  — De  los  parlamentarios, 
II,  2.  — División  de  los  enemigos  en 
inofensivos,  forzados  y voluntarios,  II, 

2.  — Negativa  á dar  cuartel,  II,  3.  — 
Prisioneros  de  guerra,  II,  3.  — Distinta 
consideración  que  han  merecido , II,  3.— 
Práctica  seguida  en  la  Edad-Media,  11,3.— 
Decretal  del  tercer  concilio  de  Letran,  II, 

3.  — Casos  prácticos : Orden  dada  por  el 
conde  de  Fuentes,  en  1593,  imponiendo  la 
pena  de  muerte  á los  prisioneros  y á 
cuantos  pagaran  contribución  al  enemigo, 
II,  4. — Rescate,  II,  4.  — Cláusulas  espe- 
ciales de  esta  clase  de  contratos,  II,  4.  — 
Cange  : Época  á que  se  remonta  su 
admisión,  II,  5.  — Regla  general,  II,  5. 

— Negativa  de  Pedro  el  Grande,  II,  5. 
— Casos  prácticos : Negociaciones  de  can- 
ge  entre  Francia  c Inglaterra,  II,  5.  — 
Desertores  encontrados  entre  los  prisio- 
neros de  guerra,  II,  6. — Libertad  obtenida 
bajo  palabra  de  honor,  II,  6. — Condicio- 
nes necesarias,  II,  7. — Dificultades  prác- 
ticas, II,  7. — Nombiamienlo  de  comisa- 
rios ad  hoc,  II,  7.— Manutención  de  los 
prisioneros  de  guerra,  II,  7.— Trabajos  en 
que  puede  empleárseles,  II,  8.  — Caso 
práctico  : Mal  trato  dado  á los  pri- 
sioneros franceses  confinados  en  La- 
brera (España),  11,8.  — Medios  de 
subsistencia  que  se  conceden  ordinaria- 
mente, II,  8.  — Práctica  observada  en 
la  actualidad,  II,  9.  — Continuación  en 
el  goce  de  los  derechos  civiles,  II,  9. 
Suspensión  del  carácter  nacional,  II,  0. 

— Casos  en  que  procederá  la  ejecución 
de  los  prisioneros,  II,  9.  — Opinión  de 
Riquelme,  II,  9.  - De  Vallel,  II,  9.  - 
De  Belio,  II,  9.— Caso  práctico  : Proceder 
de  Enrique  V de  Inglaterra,  después  de  la 
batalla  de  Azincourt,  II,  9.  — Resúmen  de 
los  modos  como  termina  la  condición  del 
prisionero,  II,  10.  - Obstinación  en  la 
defensa  de  una  plaza,  II,  10.  — Del 
saqueo,  II,  U.  — Su  admisión  por  Vat- 
tel,  II.  — Impugnación  de  Pinhciro- 
Ferrcira,  II,  11.— Precedentes  históricos: 
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Ur  ji.  _ Regla  de  reciprocidad,  repre- 
salias y retorsión  de  hechos,  II,  U 
Parecer  de  Wheaton,  II,  12.  — Dc 
lenk-  Tí  12  — Bombardeo,  H»  *-■ 

Circunstancias  qrn  P™'0”1?» 

II  12  — Coso  pníctico  : El  dc  l olpaiaiso 
’ , Qt*í*  ir  is>  — Declaración  de  guerra 
en  186G  II,  _ Protestas  del 

por  parte  de  Lime,  io. 
cuerpo  consular  contra  el  bloqueo  y sus 
resultados,  II,  13.  - Apresamiento  de  La 
Covadonga,  II,  13.  - Orden  para  el 
bombardeo  y efecto  que  produjo,  II,  14. 
— Declaración  del  comodoro  inglés,  II, 
]4_  _ Manifiesto  del  almirante  español, 
]f)  J4.  — Contramanifiesto  del  coman- 
dante de  Valparaíso,  II,  15.  — Protesta 
del  cuerpo  consular  extranjero  contra  el 
bombardeo,  II,  15.  — Protesta  especial 
de  los  cónsules  de  Inglaterra,  Francia  y 


la  República  Argentina,  II,  15.  — Nueva 
protesta  del  cónsul  general  de  Dinamar- 
ca, II,  16.  — De  la  legación  de  los 
Estados-Unidos,  II,  16.  — Peticiones  de 
los  negociantes  ingleses  y franceses,  II, 
17.  — Declaración  dirigida  por  el  como- 
doro Rodgers  al  cuerpo  consular,  II,  17. 

— Reto  de  la  marina  chilena  á la  espa- 
ñola, II,  17.  — Extragos  causados  por 
el  bombardeo,  II,  18.  — Consideraciones 
generales,  II,  18.  — Opinión  de  los 
autores  : De  Vattel,  II,  18.  — De  Whea- 
ton, II,  18.  — De  Halleck,  II,  19.  — De 
Riquelme,  II,  19.  — De  Victoria,  II,  19. 

— Casos  prácticos  : Bombardeo  de  Copen- 
hague, II,  20.  — Calificación  que  ha 
merecido  de  Cauchy,  II,  20.— Bombar- 
deo de  San  Juan  de  Nicaragua,  II,  20.— 
Reseña  histórica  de  este  suceso,  II,  20- 
22.  — Derecho  general  que  confiere  la 
guerra  sobre  la  propiedad  enemiga,  II, 

22.  — En  las  guerras  terrestres,  II,  22. 

— Ley  antigua,  II,  22.  — Práctica  ob- 
servada, II,  22.  — Bienes  inmuebles,  II, 

23.  Conducta  del  rey  de  Dinamarca, 
II,  23.  — Declaración  de  caducidad,  II, 
23.—  Bienes  muebles,  II,  24.  — Dispo- 
siciones antiguas,  II,  24.  — Modernas, 
H,  24.  — Títulos  de  las  deudas,  II,  24. 

Caso  práctico  : Proceder  de  Alejandro 
el  Magno  al  apoderarse  de  Tebas,  II,  22. 
--Reglas  que  se  siguen  actualmente,  II, 
2o—  Archivos  públicos,  II,  26— Biblio- 
tecas y objetos  de  arte,  II,  26.  — Caso 
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práctico  : Restitución  de  las  obras  arlts- 
ticas  del  Louvre,  II,  26.  — Palabras 
sobre  este  asunto  pronunciadas  por  sir 
Samuel  Romilly  en  la  cámara  de  los 
comuñes,  II,  27.  — Edificios  y monu- 
mentos públicos,  II,  27.  — Opinión  de 
Kent,  II,  27.  — La  propiedad  privada 
en  las  guerras  terrestres,  II,  28.  — Opi- 
nión de  Riquelme,  II,  28.  — De  Haute- 
feuille,  II,  28.  — Límite  de  la  regla  de 
excepción,  II,  28.  — Censura  de  Martens 
hecha  por  Pinheiro-Ferreira,  II,  29.  — 
Doctrina  de  Halleck,  II,  29.  — Contri- 
buciones militares,  II,  29.  — Costumbre 
antigua,  II,  29.  — La  adoptada  por 
Napoleón  I en  su  campaña  contra  Espa- 
ña, II,  29.  — Órdenes  comunicadas  por 
M.  Marcy  en  la  guerra  de  los  Estados- 
Unidos  con  Méjico,  II,  29.  — Medidas 
de  previsión,  II,  29-30.  — Asolamiento 
de  territorio  enemigo,  II,  33.  — Casos 
prácticos:  El  hecho  por  Pedro  el  Grande 
de  Rusia,  II,  33. — Destrucción  del  Pa- 
latinado,  II,  34.  — Incendio  de  Moscou, 
II,  34.  — Concepto  que  merecen  estos 
hechos  á Vattel,  II,  34.  — A Wheaton, 
II,  34.  - A Halleck,  II,  34.  — Debate 
promovido  por  las  represalias  ejecutadas 
en  el  Canadá,  II,  34-36.  — Casos  prác- 
ticos : Destrucción  de  los  edificios  pú- 
blicos de  Nueva-York,  II,  36.  — Juicio 
de  algunos  legisladores  ingleses,  II,  36. 

— Diferencia  entre  las  leyes  de  la  guerra 
marítima  y las  de  la  terrestre,  respecto 
á la  propiedad  privada  del  enemigo,  II, 
37.  — Razones  en  que  se  funda  la  dis- 
tinción, II,  37.  — Protesta  de  Mably,  II, 
37.  — Esfuerzos  hechos  para  la  abolición 
del  corso  marítimo,  II,  37.  — Proyecto 
de  ley  de  M.  Kersaint,  II,  37.—  Impug- 
nación de  Vergniaud,  II,  37.  — Comu- 
nicación pasada  en  1823  por  los  Estados- 
Unidos  á las  potencias  européas,  II,  37. 

— No  tuvo  resultado,  II,  38.  — Decla- 
ración del  congreso  de  Paris  de  1856, 
II,  38.  — Exámen  de  la  doctrina  que 
iguala  en  condiciones  las  lachas  maríti- 
mas y de  tierra,  II,  38.  — Opinión  de 
Wheaton,  ■ II,  39.  — De  Riquelme,  II, 
39.  — De  Ortolan,  II,  39.  — De  Cauchy, 
II,  39.  — De  Gessner,  II,  39.  — Práctica 
comunmente  observada,  II,  40.  — Apli- 
cación del  principio  establecido  sobre 
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las  capturas  de  la  propiedad  privada  en 
alta  mar,  II,  40. — Regla  seguida  cuando 
pertenece  al  consignatario  la  propiedad 
capturada,  II,  41.  — Decisiones  de  los 
almirantazgos  ingleses  : Confiscación  de 
La  Sally,  II,  41-42. — De  los  tribunales 
de  presas  norte-americanos,  II,  42.  — 
Dictamen  de  Storv,  II,  42.  — De  Ivent, 
II,  42.  — Doctrina  contraria  sostenida 
por  el  Estado  de  Nueva-York,  II,  42-43. 

— Caso  ocurrido  con  un  comerciante  de 
Glasgow,  II,  43. — Derecho  de  delcntion 
in  transita  concedido  ú los  consigna- 
dores, II,  44.  — Legislación  inglesa  y 
norte-americana,  II,  44.  — Captura  y 
confiscación  de  El  Danekebaar  A/ricaan, 
II,  45.  — Trasferencia  de  buques  del 
enemigo  á sübditos  neutrales,  II,  45.  — 
Circunstancias  que  determinan  su  inva- 
lidez, II,  45.  — Reglas  generales  esta- 
blecidas por  la  legislación  francesa,  II, 
46.  — Declaraciones  del  mismo  gobier- 
no con  motivo  de  la  guerra  de  Rusia 
en  1854,  II,  46.  — Dictamen  del  tribu- 
nal de  Casación,  II,  46.  — Caso  del 
Carlos-Alberlo,  II,  47.— De  El  Camarón, 
II,  47.  — Regla  establecida  por  el  con- 
sejo imperial  de  presas,  II,  47.— Captura 
del  Orio,  II,  47.  — Decisión  del  almi- 
rantazgo inglés  en  el  caso  de  La  Cris- 
tina, II,  48.  — Captura  del  Juan  Cris- 
tophe,  II,  48.  — De  que  modo  se 
determina  el  carácter  hostil  de  las  mer- 
cancías, II,  48.  — Teoría  de  Bello,  II, 
48.  — Obligaciones  privadas,  II,  49. 

— El  yus  in  re,  II,  49.  — Papeles  de 
mar,  II,  49.  — Estipulaciones  á este 
respecto  de  algunos  tratados,  II,  49.  — 
Pasaporte,  II,  49.  — Títulos  de  propiedad 
del  buque,  II,  49. — Manifiestos  de  carga,  II, 
50 . — Rol  de  la  tripulación,  II,  50 . — Con  tra- 
to de  fletamento,  II,  50. — Patente  de  na- 
vegación, II,  50.  — Conocimiento,  II,  50. 

— Facturas,  II,  50.  — Diario  de  la 
navegación,  II,  50.  — Certificados  con- 
sulares, II,  51.  — Parecer  de  Wheaton, 
II,  51.— De  lord  Stowell,  II,  51.  — .Inris- 
prudencia  de  los  almirantazgos  ingleses  y 
norte -americanos,  II,  51.—  Reglamento 
francés  de  1778,  II,  51  .—Sus  disposiciones, 
según  decisión  del  consejo  de  Estado  de 
8 de  agosto  de  1811,  no  se  aplican  á los 
buques  de  una  potencia  aliada,  II,  52.— 


Fuerza  legal  de  las  declaraciones  de  la 
tripulación  II,  52.  - Jarisprodcncia 
francesa  sobre  el  valor  jurídico  y proba- 
torio de  los  papeles  de  mar,  II,  52.  _ 
Fallo  que  recayó  en  los  apresamientos 
hechos  por  Le  Nistts  y La  Junon,  11,52.— 
Captura  de  La  Mally,  II,  52.  — De  Le 
Winyan,  II,  53.  — Del  San  Buenaven- 
tura, II,  53.  — De  la  verificada  por  Le 
Bordelais,  II,  53.  — Del  San  Juan,  II, 
53.  — Del  Neptuno,' II,  53.  — De  Les 
Dcux-Charlotlcs,  II,  53.  — De  Le  Jouge- 
Cornclis,  II,  53.  — La  legislación  fran- 
cesa no  admite  otras  clases  de  pruebas 
para  demostrar  la  nacionalidad  de  un 
buque,  II,  54.  — Captura  de  la  Carolina- 
Wilhelmina  por  el  corsario  francés  El 
Dragón,  II,  54.  — Informe  de  Portalis 
al  consejo  de  presas,  II,  54.  — Senten- 
cia de  este  tribunal,  II,  54.  — Captura 
de  La  María  por  el  corsario  le  Passe- 
Partout,  II,  54.  — Del  Quintus,  II,  55. 

— Validez  del  pasaporte  otorgado  para 
el  comercio  de  cabotage,  II,  55.  — Ca- 
sos prácticos  : Captura  de  los  buques  di- 
namarqueses La  Bagatcllc,  el  San  Juan 
y La  Paix,  II,  55.  — Del  Munster-Do- 
ris,  II,  55.  — De  la  Constancia,  II,  55. 

— Del  Camisholm  por  Le  Scipion,  II, 
56.  — De  L ’Á ttc-F re ndsch aff,  II,  56.— 
De  la  .4 na,  II,  56.  — De  la  Ger truida , 
II,  56.  — Jurisprudencia  establecida  para 
los  buques  que  navegan  por  el  Adriáti- 
co, II,  56.  — Captura  de  La  Compania- 
Ficl,  II,  56.  — Del  Tritón,  II,  56.  — 
De  Le  Pegou,  II,  57.  — De  la  Juliana, 
verificada  por  Le  Tcméraire , II,  57. 

Del  Feliz  por  el  Aguila , II,  57 . — Del 
Republicano  por  Le  Sparliate,  II,  5/ . — 
Autenticidad  de  las  pruebas,  II,  58.  — 
Confiscación  del  Carlo-Ludivig,  II,  58. 
Apresamiento  del  Iloffnung  por  el  Anó- 
nimo, II,  58.  — De  la  Ana-Maña  , II, 
5g,  — Del  Bucking,  II,  58.  Invali- 
dación de  la  confiscación  de  la  Ana- 
O'Ncil,  II,  58.  — Resoluciones  adopta- 
das con  motivo  de  la  irregularidad  ó 
falta  de  los  conocimientos,  II,  58.  — En 
la  causa  de  la  Luisa-Augusta,  II,  59. 

De  la  Ana,  II,  59.  — Del  Wilhelur,  II, 
59.  — De  la  Economía,  II,  59.  — De 
la  Amistad,  II,  59.  - Importancia  in- 
ternacional de  las  reglas  expuestas  so- 
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Jiro  presas  marítimas,  II,  59.  I’ropie 
dad  privada  enemiga  exceptuada  de  cap- 
tura v confiscación  en  las  guerras  mar. 
timas,  II,  00-  Dotes  pcsc.Jo.cs  : Edic- 
tos del  gobierno  fcnccs  Je  lo.3  , oSa, 
tt  de  1081  } > 

tj’  Go  — Observación  de  Valin , II,  60. 

Disposición  tomada  por  Luis  XVI, 
Ir  oo  — Conducta  observada  por  In- 
glaterra, II,  60.  - Captura  del  buque 
portugués  Nostra  Segnora  de  la  Piedad 
por  la  Carmagnolc,  II,  60.  — Conce- 
siones de  los  gobiernos  del  Norte  de 
América  y de  Francia,  II,  61 . — Dife- 
rente modo  de  obrar  de  la  Gran-Breta- 
íía,  II,  61.  — Naufragio  y arribada  for- 
zosa, II,  61 . — Caso  de  la  Isabel,  II, 
61.  — Captura  del  Impetuoso,  II,  61. — 
Excepción  en  favor  de  las  expediciones 
científicas,  II,  61.—  Motivos  que  pueden 
dar  lugar  á sil  cesación,  II,  61. 

Perú.  Su  guerra  con  España.  Véase, 
Guerra. 

PiNHEIRO-FeKREIRA.  Véase,  PUBLICIS- 
TAS. 


Piratería.  Qué  se  entiende  por  pira- 
tería, I,  317.  — Doble  significación  que 
tiene  este  delito,  I,  317.  — Legislación 
francesa,  I,  318.  — La  inglesa,  I,  318. 

— La  norte-americana,  I,  318.  — Caso 
práctico  : Sublevación  á bordo  del  brick 
norte-americano  El  Gerity,  I,  318.— Ar- 
ribo del  buque  á Honduras,  en  Inglaterra, 
I,  319.—  Prisión  de  los  culpables,  I,  319. 

— Alegación  de  que  habían  obrado  como 
beligerantes,  I,  319.  — Decisión  del 
tribunal  inglés,  I,  319.  — Si  deberán 
considerarse  como  actos  de  piratería  los 
que  cometa  el  buque  neutra!  armado  en 
corso,  I,  319-320.  — Tribunales  que  en- 
tienden contra  los  piratas,  I,  321.  — 
Penas  con  que  se  les  castiga,  I,  321 . — 
Regla  que  debe  seguirse  con  sus  presas, 
I,  321.  — Carácter  pirático  de  los  anti- 
guos argelinos,  I,  322. — Los  filibusteros, 
I,  322.  — Naturaleza  especial  de  esta 
asociación  en  los  siglos  XVII  y XVIII,  I, 
322.  — Piratería  organizada  en  los  ma- 
res de  la  Oceanía,  I,  323. 

Philumore.  Véase,  Publicistas. 

Ilata  (rio  de  la).  Intervención  fran- 
cesa de  1838-1840:  Exposición  de  los  mo- 
tivos que  la  determinaron,  I,  160.  — 
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Órdenes  expedidas  al  contra-almirante 
Lcblanc,  I,  161.  — Operaciones  navales 
de  la  escuadra  francesa,  I,  161.  — Cau- 
sas que  produjeron  la  coalision  cutre  las 
fuerzas  francesas,  Rivera  y Lavalle , I, 

161.  — Influjo  pernicioso  de  la  conducta 
de  Francia,  I,  161.  — Pasos  dados  por 
M.  Nicholson,  comodoro  de  los  Estados- 
Unidos,  para  arreglar  la  cuestión  pen- 
diente, I,  162.  — Acogida  hecha  á sus 
proposiciones  por  el  gobierno  argentino, 
I,  162.  — Declaración  de  Buchet-Mar- 
tigny,  encargado  de  negocios  de  Francia, 
inculpando  á Rosas  de  lo  acaecido,  I, 

162.  — Esfuerzos  de  los  agentes  franceses 
para  que  su  país  declarase  la  guerra  á la 
república  argentina,  I,  162.  — Termina- 
ción imprevista  déla  intervención,  1, 162. 

— Apertura  de  las  conferencias  de  paz, 
1, 162.  — Resultado  que  produjeron:  Tra- 
tado de  29  de  octubre  de  1810,  I,  162. 

— Intervención  anglo- francesa  de 
1843-1850.  Situación  en  aquella  época 
de  la  república  argentina,  1. 163.— Guerra 
del  Uruguay  promovida  por  Rosas,  1, 163. 

— Bando  del  general  Oribe  de  10  de  abril 
de  1843,  I,  164. — Organización  en  Mon- 
tevideo de  una  legión  francesa,  I,  164. 

— Esfuerzos  hechos  para  disolverla  por 
el  almirante  Massieu  de  Clcrval,  I,  164. 

— La  política  brasileña  en  el  Rio  de  la 
Plata,  I,  164.—  Tratado  de  alianza  en- 
tre el  Brasil  y el  gobierno  argentino,  I, 
164.  — Su  ratificación  por  el  emperador 
del  Brasil,  I,  165.  — El  general  Rosas 
le  rechaza,  I,  165.  — Misión  á Europa 
del  vizconde  de  Abrantes,  encargado  se- 
cretamente de  preparar  contra  la  repú- 
blica argentina  las  naciones  que  habían 
reconocido  y garantizado  la  independencia 
de  la  Banda  Oriental,  I,  165.  — Aco- 
gida favorable  que  recibió  de  los  gobier- 
nos de  Inglaterra  y de  Francia,  I,  1G6. — 
Decisión  de  la  intervención  anglo-fran- 
cesa,  I,  166.  — Primera  misión:  Ouse- 
ley  yDeffaudis,  I,  166.  — Vaguedad  de 
las  instrucciones  que  recibieron,  I,  166. 

— Oferta  del  encargado  de  negocios  de 
los  Estados-Unidos,  I,  167. — Su  proposi- 
ción no  fué  admitida  , I,  167.  — Salida 
de  Buenos-Aires  de  los  Sres.  DeíTaudisy 
Ouseley,  I,  167.  — Declaración  del  blo- 
queo en  18  de  setiembre  de  1845,  1,  167. 
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Apresamiento  de  la  escuadra  argentina, 
I,  167.  — Ocupación  de  la  Colonia,  I, 

167.  — Combate  de  Obligado,  I,  167. 
Proposiciones  de  arreglo  amistoso 

hechas  por  Rosas,  I,  167.  — La  actitud 
de  los  gobiernos  interventores  se  modi- 
ficó, I,  167.—  Segunda  misión: M.  Hood, 
I,  16S.  — Proposiciones  que  presentó,  I, 

168.  — Su  aceptación  por  Rosas,  1, 168. 

— Negativa  á sancionarlas  de  MSI.  Ou- 
seley  y Deflaudis,  por  no  hallarse  dentro 
del  círculo  de  sus  atribuciones,  I,  168. 

— Tercera  misión  : Lord  Howden  y el 
conde  Walewski,  I,  169.—  Cardcter  dis- 
tinto de  las  instrucciones  que  recibieron, 
I,  169. — Suspensión  de  las  hostilidades, 
I,  170.  — Divergencias  suscitadas  entre 
el  enviado  de  Francia  y el  de  Inglaterra 
con  motivo  del  levantamiento  del  blo- 
queo del  Rio  de  la  Plata,  I,  170.  — 
Cuarta  misión  : RI.  Goce  y el  barón  Gros, 
I,  170.  — Negociaciones  entabladas  con 
el  general  Oribe,  I,  170.—  Rosas  se  nie- 
ga d autorizar  que  las  tropas  argentinas 
se  retiren  del  territorio  oriental,  I,  170. 

— Resultados  que  produjo,  I,  171.  — 
Término  de  la  intervención  inglesa : Tra- 
tado de  paz  , I,  171.  — Quinta  misión 
francesa:  Almirante  Lepredour,  I,  171. — 
Concluye  la  intervención  francesa,  I,  171. 

— Convención  de  paz,  I,  171.  — Abs- 
tención por  parte  del  gobierno  francés 
de  reconocer  como  legítimo  el  establecido 
en  el  Cerrito,  I,  171.  — Consideraciones 
generales,  I,  171-172,  — Véase,  Ríos. 
Véase,  Sucesos  acaecidos  de  1815  Á 
1868. 

Plazas  sitiadas.  Véase,  Sitios  y blo- 
queos. 

Plenos  poderes  para  negociar.  Véase, 
Agentes  diplomáticos. 

Pó  (El).  Véase,  Ríos. 

Poderes  públicos.  — Su  división,  I, 
217.  — Su  denominación,  I,  217. 

Polonia.  Véase,  Sucesos  acaecidos  de 
1763  hasta  1789.  — Véase  , naciones  y 
Estados  soberanos. 

Portugal.  Reconocimiento  de  su  in- 
dependencia. Véase,  Independencia  na- 
cional. — Véase,  Neutralidad. 

Postliminio  (Derecho  de).  Su  defini- 
ción, II,  474.  — Su  diversa  acepción  ac- 
tual,' II,  474.  — Errónea  apreciación  de 


Hallam,  II,  474.  - Su  fundamentó,  II 
4/5.  - Aseveración  de  HelTter,  \\  475’ 
Su  extensión,  II,  475.  - La  que  ie 
daba  la  antigua  ley  romana,  R,  475.  __ 
Doctrina  de  Grotius,  II,  476.  — Refu- 
tación de  Vattel,  II,  476.  — Cuestiones 
que  origina  su  aplicación  d los  bienes 
raíces,  II,  476.  — Ciudades,  provincias, 
territorios  y Estados , II,  476.  — Reglas 
que  deben  observarse,  I,  476. — ■Opinión 
de  los  publicistas : De  VaLtel,  II,  476.  — 
De  Halleck,  II,  476.  — Incorporación  de 
la  república  de  Genova  ai  reino  de  Cer- 
dena,  II,  477.  — Reseña  histórica  de  los 
acontecimientos,  II,  477.  — Discusión 
promovida  por  este  asunto  en  la  cámara 
de  los  comunes  de  Inglaterra,  II,  477. — 
Discurso  pronunciado  por  sir  Mackintosh, 
II,  477-478.  — En  coso  de  alianza,  II, 
478-479.  — Restablecimiento  del  antiguo 
soberano  , II,  479.  — Dificultades  que 
ofrece  la  aplicación  en  estos  casos  del 
jus  postliminii , II,  479.  — Teoría  de 
HeU'ter,  II,  479-480.  — Sometimiento 
total  de  una  nación  , II,  480.  — El  jus 
poslliminii  personarían,  11,480. — Efecto 
de  los  tratados  de  paz  sobre  el  posllimi- 
nio,  II,  480.  — El  que  este  derecho 
produce  sobre  las  personas  y bienes  en 
territorio  neutral,  II,  491. 

Pothier.  Véase,  Publicistas. 


Pradier-fodéré.  Véase,  Publicistas. 

Praga  (Paz  de).  Véase,  Sucesos  acae- 
cidos de  1815  d 1868. 

Precedencia.  Su  importancia  en  los 
tiempos  antiguos,  1,200. — Reglas  adop- 
tadas, I,  200.  — Precedencia  del  go- 
bierno del  Papa  respecto  d los  católicos,  I, 
200.  — Discusiones  promovidas  entre 
los  principes  que  gozan  de  honores  reales, 
I,  201.  — Emperadores  y reyes,  I,  201. 

— Precedencia  entre  monarcas,  I,  201. 

— Entre  Estados  soberanos  y dependien- 
tes, I,  202.— Con  respecto  días  repúbli- 
cas, 1,  202.  — Empleo  de  la  alternación, 
I,  203. 

Preencion  (Derecho  de).  Véase,  Con- 
trabando de  guerra. 

Prerogativas  . Definición  de  la  pa- 
labra prerogativa,  1,  217  . — Su  etimo- 
logía, I,  217.  — Diversas  acepciones  en 
que  se  ha  tomado,  I,  217. 
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Presas  marítimas.  Véase,  Neutrali- 
dad. Véase,  Tribunales  de  presas. 

Presentación  y recepción  de  los  mi 
nistros  PÚBLICOS.  Véase,  Agentes  di- 

p'";,  «o,»  ~ » «¡7»  \ 

«amés.  cm»  prtcuco  rcl*tlv 

pago  de  deudas  al  gobierno  de  la  Ocu- 
pación militar,  II,  127. 

Prisioneros  de  guerra.  \éase,  I er- 

SONA  Y PROPIEDAD  ENEMIGA.  Véase,  NEU- 


TRALIDAD. 

Privilegios  de  los  embajadores. 
Véase,  Agentes  diplomáticos. 

Proclama  de  Washington  sobre  neu- 
tralidad. Véase,  Neutralidad. 

Proclama  de  Lincoln  aboliendo  la 
esclavitud.  Véase,  Ocupación  militar. 

Promesas  individuales.  Véase,  Co- 
municación PACÍFICA  DE  LOS  BELIGERAN- 


TES. 

Propiedad  y dominio  del  Estado.  — 
Como  definían  los  romanos  el  derecho  de 
propiedad,  I,  219.  — División  importan- 
te, I,  219.  — Dominio  eminente,  I,  220. 

— Facultad  del  Estado  para  tener  pro- 
piedad, I,  221 . — Medios  de  adquirirla, 
I,  221.  — Usucapión  y prescripción,  I, 
222.  — Opinión  de  Wheaton,  I,  222.  — 
Otros  títulos,  I,  222-224.  — Casos  prácti- 
cos : Discusión  entre  España  é Inglaterra 
por  la  ocupación  de  Notska-Sund,  1,224. 

— Entre  Rusia,  los  Estados-Unidos  y la 
Gran-Bretaña  con  motivo  de  las  pretensio- 
nes del  gobierno  ruso  de  dominio  sobre 
la  costa  noroeste  de  América,  desde  el 
estrecho  de  Bering  hasta  los  54  grados  de 
latitud,  I,  225-226.  — Cuestión  del  Ore- 
gon,  I,  226.  — Entre  Inglaterra  y la  re- 
pública argentina  sobre  la  ocupación  de 
las  islas  Malvinas,  T,  227.  — Títulos  en 
que  se  fundó,  I,  227.  — Reclamaciones 
del  gobierno  español  y expulsión  de  los 
ingleses,  que  vuelven  á apoderarse  de 
ellas,  I,  228.  — Las  abandonan  y Espa- 
ña asume  su  dominio  absoluto,  I,  228. — 
tratado  de  28  de  octubre  de  1790  entre  In- 
glaterra y España,  I,  228.  — Sustitución 
del  poder  español  por  el  de  la  república 
argentina,  I,  228.  — Nueva  agresión  de 
Inglaterra,  I,  229.  — Reclamación  y pro- 
testa de  la  república  argentina,  I,  229.  — 
Razones  poderosas  en  que  las  apoya,  I, 
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229.  — Reserva  y mantiene  sus  derechos 
I,  229. 

Propiedad  enemiga  en  país  belige- 
rante. Véase,  Guerra. 

Propiedad  enemiga.  Véase,  Persona 
y propiedad  enemiga. 

Propiedad  capturada  con  infracción 
de  la  neutralidad.  Véase,  Neutralidad. 

Propiedad  privada  de  los  ministros 
públicos.  Véase,  Agentes  diplomáti- 
cos. 

Protectorado  . Véase,  Naciones  y Es- 
tados soberanos. 

Publicistas.  Anteriores  á Grotius  : 
Francisco  Suarez,  I,  16.  — Francisco 
Victoria,  I,  17.  — Baltasar  de  Ayala,  I, 
18.  — Albericus  Gentilis,  I,  19.  — Ma- 
quiavelo,  I,  20.  — Posteriores  á Gro- 
tius : Puffendorf,  Leibnitz,  Zouch,  Sel- 
den,  Hobbes,  Loccenius,  Molloy,  I,  32. 
— Cumberland,  Wicquefort,  Rachel,  Hu- 
riche,  I,  33.  — De  1713  Á 1763  : 
Wolf,  Vattel,  I,  36.—  Bynkerslioek,  Mon- 
tesquieu,  Rutherforth,  I,  37.  — Barbey- 
rac,  Mably,  Valin,  Abreu,  Polhier,  Du- 
mont,  Burlamaqui,  1,  38.  — De  1763 
Á 1789  : Moser,  Martens,  Lampredi, 
Galiani,  Bentham,  I,  45.  — De  1789  Á 
1815  : Kant,  Azuni,  Iíoch,  Savigny, 
Mackinlosh,  Basols,Rayncval,Horne,  Jouf- 
froy,  Hall,  Warden,  Frick,  Merlin  (Conde 
de),  Robinson,  I,  51.  — De  1815  Á 
1868  : Hegel,  I,  57. — Wheaton,  Kent, 
Story,  Bello,  Hauterive  (Conde  de),  Cussy 
Baron  de),  Heffter,  Foelix,  I,  58. — Pliil- 
limore,  Hautefeuille,  Ortolan  , Pinheiro- 
Ferreira,  Mens,  Moreuil,  De  Clercq,  Gar- 
den,  Gessner,  Halleck,  Dana,  I,  59.  — 
Pradier-Fodéré,  Vergé,  Ott,  I,  60. 

Puertos  y radas. Véase,  Jurisdicción 
territorial  marítima  . 

Puffendorf.  Véase,  Publicistas. 

Q 

Quiebras.  Leyes  porque  se  rijen. 
Véase,  Legislación  civil  y criminal. 

Quintas.  Véase,  Guerra. 

R 

Rachel  (Samuel).  Véase,  Publicistas. 

Rayneval.  Véase,  Publicistas. 
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Reforma  religiosa  (La)  . Su  aparición 
y efectos  importantes,  I,  16. 

Rehen.  Véase,  Captores.— Véase,  Re- 
presa ó RECOBRO. 

Relaciones  internacionales.  Efec- 
to que  producen  en  ellas  los  cambios 
fundamentales,  I,  127.  — Idioma  que 
debe  emplearse  en  los  pactos  internacio- 
nales, I,  203. 

Reglamentos.  Sobre  ceremonial  marí- 
timo. Véase,  Ceremoniales  militares  y 
marítimos.  — De  la  Gran-Bretaña  en 
1826,  sobre  actos  hostiles  cometidos  en 
alta  mar  por  particulares.  Véase,  Guer- 
ra. — De  Francia,  en  1778,  sobre  pa- 
peles de  mar.  Véase,  Persona  y Propie- 
dad enemiga.  — De  Dinamarca  sobre 
bloqueo.  — Del  gran  ducado  de  Tos- 
cana,  en  1778,  declarando  libre  el  puer- 
to de  Liorna.  Véase,  Neutralidad.  — 
De  España  sobre  corsarios.  Véase , Con- 
trabando de  guerra. — De  Dinamarca, 
1848,  sobre  bloqueo.  — De  Dinamarca, 
en  1864 , sobre  notiíication  especial 
de  bloqueo.  Sitios  y bloqueos.  — De 
Francia,  en  1778,  sobre  navegación  en 
convoy.  Véase,  Visita  y registro.  — 
Sobre  presas  : De  Francia,  en  1706  ; de 
Rusia,  en  1787 ; de  Dinamarca,  en  1810. 
— Véase,  Captores. 

Represa  ó recobro  (Derecho  de). 
Represas  de  beligerantes,  II,  480.  — 
Aplicación  á ellas  del  jus  posUiininii,  II, 
480.  — Opinión  de  Heffler,  II,  481.  — 
Represa  del  buque  portugués  Santa-Crus, 
II,  481.  — Dictamen  de  sir  W.  Scott,  II, 
481-483.  — Legislación  francesa,  11,483, 
— Práctica  seguida  en  tiempo  de  Luis  XIV, 
II,  483.  — Su  ratificación  por  el  tratado 
de  l”,  de  junio  de  1779,  II,  483. — Dis- 
posiciones mas  favorables  del  decreto  de 
2 pradial  año  XI,  II,  483.  — Legislación 
inglesa,  II,  484.  — Acta  del  parlamento 
de  1740,  II,  484.  — Legislación  española, 
II,  484.  — La  portuguesa,  II,  481.  — 
Ordenanzas  de  1704  y 1796,  II,  484.  — 
Distinción  de  sir  W.  Scott,  II,  485.  — 
La  holandesa,  II,  485.  — La  danesa,  II, 
485.  — Ordenanza  de  28  de  marzo  de 
1,810,  II,  485.  — La  de  Suecia,  II,  485. 
— La  norte-americana,  II,  485.  — Opi- 
nión de  los  publicistas  : De  Grotius,  II, 
/,86.  — De  Bynkcrshoek,  II,  480.  — De 


Puflendorf,  II,  486.  _ De  Vattel,  U 486 
De  Massé,  II,  486.  — De  Hautefeuille 
II,  486.  — De  Gessner,  II,  486.  _ Ej 
derecho  de  salvamento,  II,  486.  — Dis- 
tinción entre  el  civil  y el  militar,  n 
486.  — Casos  en  que  procede,  II,  487'. 
— Represa  de  Le  Désiré,  II,  487.  — 
Abandono  de  la  captura,  II,  487.  — 
Jurisprudencia  francesa,  II,  487.  — 
Represa  de  una  patente  de  rescate  y del 
relien,  II,  487.  — Precedente  histórico  : 


Captura  hecha  por  la  Amarante,  11,487. 

— Cooperación  de  fuerzas  terrestres,  II, 

488.  — Reconquista  de  Oporto,  II,  488. 

— Recobro  de  un  buque  por  su  antigua 
tripulación,  II,  488.  — Caso  práctico  : 
Represa  hecha  por  marineros  que  presta- 
ban sus  servicios  en  pago  de  pasaje,  II, 

488.  — Condición  necesaria  para  la 
represa  y el  salvamento,  II,  489.  — Dic- 
támen  de  sir  XV.  Scott  en  la  causa  del 
Franklin,  II,  489. — Represa  de  represas 
II,  489.  — Caso  resuelto  en  Francia,  II, 

489.  — Decisión  del  tribunal  de  presas 
de  2 de  enero  de  1695,  II,  489.— Decre- 
tos del  consejo  de  Estado  de  17  de  oc- 
tubre de  1705,  5 de  junio  de  1706,  1 4 de 
igual  mes  de  1810  y 5 de  noviembre  do 
1718,  II,  489.  — Legislación  actual 
francesa,  II,  490.  — Teoría  de  Pistoye  y 
Duverdy,  II,  490.  — Represa  de  buques 
capturados  por  piratas,  II,  490. — Decreto 
del  parlamento  de  París  de  24  de  abril 
de  1624,  II,  490.  — Opinión  de  algunos 
publicistas  : De  Grotius,  II,  490.  — De 
Barbcyrac,  II,  490.  — Nueva  jurispru- 
dencia, II,  490.  — Estipulaciones  de  los 
tratados  públicos,  490.  — El  de  1783 
entre  Suecia  y los  Estados-Unidos,  II, 

490.  — Ley  inglesa,  II,  490.  — Orden 
del  consejo  británico  de  30  de  julio  de 
1849,  II,  491-  — Ley  norte-americana, 
II,  491.  — Opinión  de  Hautefeuille,  II, 

491.  _ Represas  de  buques  neutrales, 

U 492.  _ Disposiciones  de  los  regla- 
mentos, II,  492.  - De  los  tratados : de 
I",  de  mayo  de  1781  entre  Francia  y los 
Estados-Unidos;  de  26  de  setiembre  de 
1786  entre  Inglaterra  y Francia;  de  25 
de  noviembre  de  1076  entre  España  y 
los  Países-Bajos;  de  1689  entre  Ingla- 
terra y los  mismos;  de  1".  de  mayo 
de  1725  entre  España  y Austria  ; de 
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I ?Kr>  entre  la  primera  «le  estas  poten- 
cias .v  la  Puerta-Otomana , II,  492.  — 
La  represa  «le  los  buques  neutrales, 
según  la  legislación  de  los  Litados 
dos  II  492.  — Teoría  de  íiautefemllc, 
II  492.  — Lev  francesa,  II,  *->*• 
Captura  «le  La  Stalira,  II,  493-  — ic- 
támen  «le  M.  I’orlnlw,  II,  493-o02.  - 
p-  (lcrcci,o  <1«3  salvamento  en  las  aguas 
neutrales,  XI,  502.  - Opinión  ele  los 

publicistas  : De  Bynkershock,  II,  o02.  — 
De  ¡Wassé,  II,  503. 

Represalia  pe  Prusia  en  1753.  Véase, 


Guerra. 

Represalias.  Véase,  Cuestiones  inter- 
nacionales (Arreglo  de  las). 

República  francesa.  Véase,  Indepen- 


dencia nacional. 

Repúblicas  Sud-Abiericanas.  Véase  , 
Independencia  nacional.  — Véase,  Neu- 


tralidad. 

Rescate  de  prisioneros  de  guerra. 
Véase,  Persona  y propiedad  enemiga. 

Rescate  de  la  propiedad  capturada. 
Véase,  Comunicación  pacífica  de  los 
beligerantes. 

Responsabilidad  gubernamental.  Qué 
responsabilidad  incumbe  á un  gobierno 
por  los  actos  de  violencia  de  sus  prede- 
cesores, I,  J 32. 

Responsabilidad  de  los  Estados. 
Véase,  Deberes  mutuos  de  los  Esta- 
dos. 

Retiros  militares.  Véase,  Guerra. 

Retorsión.  Véase,  Cuestiones  inter- 
nacionales (Arreglo  de  las). 

Revolución  francesa.  Sus  consecuen- 
cias, I,  46.  — Cuestiones  promovidas 
por  la  conduela  de  los  cruceros  ingleses, 
I,  46.  — Neutralidad  armada  de  1800, 1, 
47. — Tratados  de  París  de  1814  y 1815, 
I,  47.  — Resistencia  de  Europa  á las 
pretensiones  del  gobierno  francés,  I,  48. 
— Proyecto  de  incorpuracion  de  la  Sa- 
jorna á Prusia,  I,  48.  — El  congreso  de 
Viena  y la  Italia,  I,  49.  — Bélgica  y 
Holanda,  I,  50. 

Rey.nel.  Caso  práctico  sobre  cambio 
de  carácter  nacional,  II,  108. 

Rhin  (El).  Véase,  Ríos. 

Riberas.  Véase,  Costas. 

Ríos.  Razón  en  que  puede  apoyársela 
ubre  navegación  de  los  rios,  I,  253.  — 
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Opinión  de  los  publicistas  : D«  Kliil>m- 
I,  253.— De  Martcns,  I,  254.  — De  \V bea- 
tón, I,  254.  — De  Helfter,  I,  254.  — De 
Pliillimore,  I,  255.  — El  Rhin,  I,  256.— 
Convención  de  1804  sobre  su  navegación 
I,  256.  — Tratado  de  París  de  1814 
sobre  el  mismo  asunto,  I,  256. —Regla- 
mento de  1815,  I,  256.  — Comisión 
nombrada  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  su 
artículo  31, 1,  256. — Discusión  promovida 
por  los  Países-Bajos  con  motivo  de  su 
interpretación,  I,  256.  — Sometimiento 
de  las  diferencias  surjidas  al  congreso  de 
Yerona,  I,  257.  — Convención  de  1831 
entre  los  Estados  ribereños,  I,  257.  — 
Existencia  actual  de  restricciones  en  opo- 
sición con  lo  estipulado,  I,  258.  — El 
Escalda:  Reseña  histórica,  1,258.  — Tra- 
tado de  Eontainebleau  de  1785,  I,  259. 
— Entre  Bélgica  y Holanda  de  1839,  I, 

259.  — Entre  Bélgica  y los  Países-Bajos 
en  1863,  1,259. — Entre  Bélgica  y los  Es- 
tados-Unidos en  1863,  I,  259.— El  Elba: 
Tratado  de  1815  entre  Prusia  y Sajonia, 
I,  260.  — Acia  de  navegación  de  1821, 

260.  — El  Pó:  Tratado  de  1859  entre 
Austria  y los  ducados  de  Parmay  Modena, 
I,  260. — Adhesión  del  gobierno  papal, 
I,  260.  — Tratado  de  Zurich  de  la  mis- 
ma fecha,  I,  261. — El  Danubio:  Tratado  de 
Bucharest  de  1812,1,  261.— Entre  Austria 
y Prusia,  1840,  I,  261 . — De  París  en  1856, 
I,  261.  — Acta  de  navegación  de  1857, 
I,  261 . — Cuestiones  que  promovió , I, 

262.  — El  Misisipi:  Reseña  histórica,  I, 

263.  — Discusión  entre  España  y los 
Estados-Unidos,  I,  263.  — Tratados  de 
San  Lorenzo  de  1795,  I,  264.  — El  San 
Lorenzo  : Cuestiones  á que  dió  lugar  en- 
tre la  Gran-Bretaña  y la  república  norte- 
americana, I,  264.  — Tratado  celebrado 
por  las  mismas  en  1864,  I,  265.  — El 
Rio  de  la  Plata:  Tratados  de  1825  y 1843 
entre  la  república  argentina  y la  Gran- 
B relaña,  I,  266.  — Entre  la  república 
del  Uruguay  y el  Brasil  en  1851,  I,  266. 
— Entre  la  Confederación  argentina, 
Francia,  Inglaterra  y los  Estados-Unidos, 
consagrando  el  principio  de  la  libre  na- 
vegación de  los  rios,  I,  266.  — Decreto 
del  gobierno  del  Uruguay  de  10  de  oc- 
tubre de  1853  y tratado  del  mismo  año 
entre  el  Paraguay,  Francia  é Inglaterra, 
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I,  267.  — Entre  la  Confederación  argen- 
tina y el  Brasil  en  1857,  I,  267.  — En- 
tre Bolivia  y los  Estados-Unidos  en  1858, 
I,  267.  — Entre  el  Paraguay  y los  Es- 
tados-Unidos en  1859,  I,  267.— El  Ama- 
zonas: Tratado  entre  el  Brasil  y el  Perú, 
I,  268.  — Declaraciones  del  Ecuador  y 
Bolivia,  I,  268.  — Tratados  entre  los 
Estados -Unidos  y el  Perú,  en  1851,  I, 
269.  — Del  mismo  año  entre  el  Brasil  y 
el  Perú,  para  reglamentar  la  navegación, 
I,  269.  — Doctrina  fundada  en  la  prác- 
tica y derecho  de  las  naciones,  I,  270. — 
Ríos  navegables  situados  dentro  del  terri- 
torio de  un  Estado  ó sirviéndole  de  límite, 
I,  270.  — Los  que  cruzan  varios  Esta- 
dos, I,  271.  — Derechos  incidentales,  I, 
271.—  Principio  en  que  se  basa  la  libre 
navegación  de  los  ríos,  I,  271.  — Cam- 
bios en  el  curso,  I,  272. 

Ríos  navegables.  Véase,  Ríos. 
Robinson.  Véase,  Publicistas. 

Roles  de  Oleron.  Véase,  Derecho 
internacional  marítimo. 

Roma.  Intervención  francesa,  léase, 
Sucesos  acaecidos  de  1815  Á 1868. 
Rusia.  Véase,  Neutralidad. 
Rutherforth.  Véase,  Publicistas. 
Ruyter.  Caso  práctico  de  navegación 
en  convoy,  II,  341. 

s 

Saboya.  Su  cesión  á Francia.  Véase, 
Neutralidad. 

Sacramento  (Colonia  del).  Véase, 
Sucesos  acaecidos  desde  1763  hasta 
1789. 

Saldanha  (Conde  de).  Caso  práctico 
de  infracción  de  la  neutralidad,  motivada 
por  su  expedición  á la  isl#  Terceira,  II, 
171. 

Salva-guardias.  Véase,  Comunicación 
pacífica  de  los  beligerantes. 

Salvamento. Véase, Represa  ó recobro 
(Derecho  de). 

Salvo-co-nductos.  Véase,  Comunica- 
ción pacífica  de  los  beligerantes. 

San  Juan  de  Ulloa.  Caso  práctico  so- 
bre bombardeo,  II,  313. 

San  Lorenzo  (El).  Véase,  Ríos. 
Saqueo.  Véase,  Persona  y propiedad 
enemiga. 


Savigny.  Véase,  Publicistas. 

Schwarzenberg  (Principe  de).  Caso 
práctico  de  pasaje  de  tropas  por  territo- 
rio neutral,  II,  204. 

Secretarios  de  embajada.  Véase 
Agentes  diplomáticos. 

Selden.  Véase,  Publicistas. 

Seguro  sobre  artículos  de  contra- 
bando. Véase,  Contrabando  de  guerra. 

Sentencias  ab  re  y las  in  rem. 
Véase,  Tribunales  extranjeros. 

Servia.  Véase,  Estados  semi-sobera- 

N'OS. 

Shubrick.  Caso  práctico  sobre  cere- 
monial marítimo,  I,  215. 

Sistema  continental.  Véase,  Neutra- 
lidad. 

Sitios  y bloqueos.  Su  definición,  II. 
278.  — Fundamento  general  de  la  ley 
por  que  se  rijen,  II,  277.  — Modo  de 
pensar  de  Wildman,  Manning,  Reddie  y 
Phillimore,  II,  278.  — De  Hautefeuille, 
Ortolan  y Gessner,  II,  278.  — Teoría  del 
derecho  de  conquista,  II,  278. — Opinión 
de  Hautefeuille,  II,  279.  — De  Ortolan, 
II,  279.  — De  Gauchy,  II,  279.  — Teo- 
ría de  la  necesidad,  II,  280.  — Palabras 
de  Gessner,  II,  280.  — Doctrina  susten- 
tada por  Grotius,  Bynkershoek,  Valtel  y 
Cauchy,  II,  280.  — Consideraciones  sobre 
las  doctrinas  precedentes,  II,  280.— Ante- 
cedentes históricos,  II,  281.  — Opiniones 
de  algunos  publicistas  : De  Grotius,  II, 
281.  — De  Bynkershoek,  II,  281.  — 
Edicto  de  los  Estados-Generales  de  1030 
declarando  el  bloqueo  de  todos  los 
puertos  de  Flandes,  II,  282.  — Tratados 
sobre  bloqueos  : De  1680  entre  Ingla- 
terra y Holanda,  II,  282.  — De  1639 
entre  Suecia  y Dinamarca,  II,  282.  — 
Bloqueo  por  la  Grnn-Bretaña  per  nolifi- 
calionem  de  todos  los  puertos  franceses 
en  1793,  II,  283.  — De  los  puertos  y 
rios  belgas  en  1798,  II,  283.  — Estipu- 
laciones sobre  este  asunto,  II,  283.  — 
Doctrinas  que  prevalecieron  en  el  perío- 
do de  1780  á 1801,  II,  283.  - Guer  ra  de 
la  revolución  francesa,  II,  284.  — Orden 
del  consejo  británico  de  1806,  II,  284. 
— Práctica  de  los  tiempos  modernos. 
Casos  prácticos  : Bloqueo  de  Argel  desde 
1820  á 1830,  II,  284.  — De  Méjico  en 
1833,  II,  285.  — De  Buenos-Aires,  11, 
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¿85 . — Reglamento  danés  de  1848,  H> 
28.-,.  _ Conducta  observada  por  Ingla- 
terra en  el  trascurso  de  la  gueria  de 
Oriente,  II,  286.  - La  seguida  en  la 
guerra  civil  de  los  Estados-ün.dos  íl 
628  - En  la  de  Dinamarca  con  Austria 
y Prusia,  II,  286-  - Disposiciones  adop- 
tadas por  el  gobierno  dinamarqués  , II, 
287  — En  quien  reside  la  facultad  de 
declarar  ios  sitios  y bloqueos,  II,  287. 
__  Jurisprudencia  seguida  en  el  caso 
de  El  Rolla , II,  288.  — Distinción  en- 
tre el  sitio  y el  bloqueo,  II,  288.  — 
Requisitos  indispensables  para  la  legali- 
dad de  un  bloqueo,  II,  289.  — Opiniones 
de  los  escritores : De  Philliraore,  II,  289. 
__  De  Reddie,  II,  289.  — De  Orlóla», 
II,  289.  — De  Wheatou,  II,  290.  — De 
Gessner,  II,  290.  — De  Mortens,  II,  290. 


— De  Iilñber,  II,  290.  —De  Kaltenborn, 
II,  290.  — De  HelFter , II,  290.  — Esti- 
pulaciones de  los  tratados : Los  de  Holan- 
da con  Argel  en  1666,  con  Suecia  en 
1667  y con  Inglaterra  en  1674,  Ií,  191. 

— De  Dinamarca  y Francia  en  1742,  II, 
29J.  — De  Holanda  y Sicilia  en  1753, 
II,  291.  — De  1748  entre  Sicilia  y Dina- 
marca, II,  291.  — De  1795  entre  España 
y Austria,  II,  291.  — De  1788  entre 
Dinamarca  y Prusia,  II,  291.  — De  1816 
entre  los  Estados-Unidos  y Suecia,  II, 
292.  — De  1827  entre  las  mismas  na- 
ciones, II,  292.  — De  los  Estados-Uni- 
dos con  Prusia  en  1828,  con  Méjico  en 
1831  y con  Chile  en  1832,  II,  292.  — 
Bloqueos  ficticios,  II,  292.  — Teoría  de 
Hautefeuille,  II,  292.  — Per  notificatio- 
n em,  II,  292.  — Apreciación  de  sir  \V. 
Scott  sobre  la  jurisprudencia  inglesa,  II, 
292.  — Principios  adoptados  por  Francia, 
II,  293.  — Caso  ocurrido  en  el  bloqueo 
de  Méjico,  II,  293.  — Regla  adoptada 
por  los  Estados-Unidos  en  el  de  los 
puertos  del  sur,  II,  294.  — Nota  de 


M.  Forster,  II,  294.  — Conducta  que 
debe  observarse  en  tiempo  de  guerra 
civil,  II,  294.  — Acuerdo  del  congreso 
norte-americano  para  cerrar  todos  los 
puertos  en  que  no  era  posible  percibir 
derechos  de  aduanas,  II,  294.  — Decla- 
ración de  la  Gran-Bretaña,  II,  295.  — 
Bloqueo  de  fació  ó por  notoriedad  pií- 
L,Uca  '■  Opinon  de  Bello,  II,  295.  — 
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Doctrina  de  los  almirantazgos  británicos 
y de  las  cortes  de  presas  norte-america- 
nas, II,  296.  — Impugnación  de  Haute- 
feuille,  II,  29G.  — Bloqueo  por  cruceros, 
II,  296.  — Estipulaciones  de  Inglaterra 
y Rusia,  II,  296.  — Teoría  de  Haute- 
íeuille,  II,  296.  — Condición  indispen- 
sable para  la  legalidad  de  un  bloqueo, 
H.  297.  — Efectos  producidos  por  la 
ausencia  temporal  délas  fuerzas  bloquea- 
doras,  II,  297.  — Opiniones  de  varios 
autores  : De  Hautefeuille,  II,  297.  — De 
Pistoye  y Duverdy,  II,  298.  — De  Bello, 
II,  299.  — De  sir  W.  Scott  en  el  caso 
de  La  Jufr ow-Maria-Schr ceder  , II , 
299.  — De  Phillimore,  II,  299.  — 
De  Wildman,  II,  299.  — De  Wheaton, 
II,  299.  — De  Riquelme,  II,  299.  — 
De  Halleck,  II,  299.  — Cuando  la  escua- 
dra bloqueadora  es  desalojada  de  su 
fondeadero  por  la  enemiga,  II,  300.  — 
Precedentes  históricos  : Sucesos  de  Gal- 
veston,  Tejas  y Charleston,  II,  300.  — 
Polémicas  sostenidas  en  la  prensa,  II, 
301.  — Parecer  de  Dana,  II,  301.  — 
Respuesta  de  lord  Russell  á M.  Masón, 
agente  de  los  confederados,  en  1863,  II, 
301.  — Cuando  la  escuadra  bloqueadora 
recibe  otro  destino,  II,  301.  — Irregula- 
ridad en  el  servicio,  II,  302.  — Conti- 
nuación de  las  comunicaciones  interiores: 
Opinión  de  Bello,  II,  302.  — Interrup- 
ción de  las  relaciones  con  las  plazas 
sitiadas,  II,  302.  — Notificación,  II,  303. 
— Diplomática  ó general,  II,  303.  — 
Deducciones  de  sir  W.  Scott,  II,  303.  — 
Doctrina  inglesa,  II,  304.  — Jurispru- 
dencia francesa,  II,  304.  — Opiniones 
de  los  publicistas  : De  Pistoye  y Duver- 
dy, II,  304.  — De  Ortolan,  II,  305.  — 
De  Cauchy,  II,  305.  — De  Hautefeuille, 
II,  305.  — De  Gessner,  II,  306. — Medios 
empleados  para  esta  clase  de  notifica- 
ciones, II,  306.  — Notificación  especial, 
II,  306.  — Impugnación  de  sir  W.  Scott, 
II,  306.  — Consideración  que  la  dan  los 
tratados  : El  de  1816  entre  los  Estados- 
Unidos  y Suecia;  el  de  1828  de  Francia 


y del  Brasil;  el  de  igual  año  entre  las 
ciudades  anseáticas  y Méjico;  el  de  1835 
entre  Francia  y la  república  de  Bolivia ; 
los  de  la  norte-americana  en  lS30con  la 
misma,  con  la  de  Venezuela  y con  la 
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del  Perú;  en  1838  con  el  Ecuador;  el 
de  1842  entre  Austria  y Méjico;  los  de 
I rancia  con  Tejas  en  1839,  con  las  repú- 
blicas de  Venezuela  y el  Ecuador  en 
1843  y con  Nueva-Granada  en  1844,  II, 
307.  — Reglamento  danés  de  1864,  II, 
307.  — Captura  de  La  Union,  II,  308’. 

— Circunstancias  especiales,  II,  308.  — 
Forma  en  que  debe  hacerse  la  notifica- 
ción, II,  308.  — Disposiciones  de  la  con- 
vención firmada  por  Francia  y el  Brasil 
en  1828,  II,  308. — Caso  de  La  Josefina , 
II,  309.  — Extensión  que  puede  tener 
un  bloqueo,  II,  309.  — Decreto  de  Ber- 
lín de  1806,  II,  310.  — Doctrinas  susten- 
tadas acerca  de  este  particular : Por 
Lucchesi-Palli,  II,  310.  — Por  Hau- 
tefeuille , II,  310.  — Por  Gessner , II , 
310.  — Frases  de  la  declaración  del  con- 
greso de  1856,  II,  311.  — Bloqueo  pací- 
fico, II,  3 TI.  — Casos  prácticos  : El  efec- 
tuado en  Grecia,  II,  311.  — En  Méjico, 
II,  311.  — En  la  confederación  argentina, 
II,  311.  — Captura  del  Conde  de  T homar , 
II,  311.  — Importancia  de  este  precedente 
jurídico, II, 311.  — Dictamen  del  tribunal 
superior,  II,  312.  — Opinión  de  Pistoye 
y Duverdy,  II,  312.  — De  Hautefeuille, 
II,  312.  — De  Ortolan  , II,  313.  — De 
He  Oler,  II,  313.  — De  Cauchy,  II,  313. 

— Efectos  que  producen  esta  clase  de 
bloqueos  sobre  la  propiedad,  11,313.  — 
Francia  é Inglaterra  los  han  aplicado  con 
frecuencia,  II,  313.  — Observación  de 
Gessner,  II,  313.  — Práctica  seguida  en 
la  guerra  de  Francia  y Méjico,  II,  313. 

— Caso  práctico  : Bombardeo  de  San 
Juan  de  Ulloa  en  1838,  II,  313.  — Arbi- 
traje del  gabinete  de  Londres,  II,  314. 

— Concepto  que  merece  la  infracción  in- 
tencional de  un  bloqueo,  II,  314.—  Opi- 
niones de  los  autores  : De  Bello,  II,  314. 

— De  Gessner,  II,  314.  — De  Heírter,  II, 

314.  — Jurisprudencia  que  debe  adoptarse, 
II,  314.— Teoría  de  Ortolan,  II,  314.— He- 
chos que  pueden  probar  el  conocimiento 
de  un  bloqueo,  II,  315. — Caso  de  La  Ma- 
ria-Magdalena  contra  Le  Solide,  II,  315. 
_ Carácter  especial  de  estas  infraccio- 
nes , II,  316.  — Quebrantamiento  por 
salida  del  puerto  bloqueado,  II,  316.  — 
Excepciones  admitidas  por  Halieck,  II, 
310  Estipulaciones  de  los  tratados,  II, 


317.  - Notificación  del  comodoro  Pren- 
dergast,  dando  cuenta  del  bloqueo  de  to 
dos  los  puertos  de  la  Carolina  del  Sur  y 
de  la  Virginia,  II,  317.  - Impugnación 
que  sufrió  esta  medida,  II,  317.—  Con- 
sideraciones generales,  II,  317.  — Pre- 
cedentes históricos.  Casos  prácticos  : Con- 
ducta de  Dinamarca  en  su  guerra  con 
Alemania  y en  la  del  Oriente,  II,  317.  — 
Bloqueo  de  Arcángel  en  1854,  II,  317.  — 
Guerra  de  Dinamarca  contra  Austria  y 
I lusia,  II,  318.  — Si  la  tentativa  se  con- 
ceptúa consumada  desde  el  momento  de 
la  partida,  II,  318.  — Opinión  de  Gessner, 
II,  318.  — De  Bello,  II,  318.  — Jurispru- 
dencia adoptada  por  los  almirantazgos  bri- 
tánicos y las  cortes  norte-americanas,  II, 

318.  — Su  fundamento,  II,  319.  — Obser- 
vación de  Duer,  II,  319.  — Presunción  in- 
destructible : Dictámen  desir  \V.  Scott, 
II,  319.  — Parecer  de  Halieck,  II,  319. 

— Entrada  legal  en  puerto  bloqueado,  II, 

320.  — Doctrina  de  Bello,  II,  320.  — 
Caso  de  La  Carlola-Crislina,  II,  320. — 
Dictámen  de  sir  W.  Scott,  II,  320.  — 
Valor  que  tiene  el  testimonio  del  capitán, 
II,  320.  — Decisión  de  la  corte  supre- 
ma del  Estado  de  Pensilvania  , II,  321 . 

— Efecto  perentorio  de  la  notificación 
especial,  II,  321.  — Penas  promulgadas 
para  estos  hechos : Opinión  de  Grotius,  II, 

321.  — De  Bynkershoek,  II,  321.  — Tra- 
tados concluidos  en  el  siglo  XVII  por  los 
Estados-Generales  con  Inglaterra,  Fran- 
cia y Suecia,  II,  321.—  Teoría  deVattcl. 
II,  321 . — Caso  práctico  : Orden  dada 
por  el  rey  Demetrio,  II,  321.  — Opinión 
de  Duer,  II,  322.  — De  Ortolan,  II,  322, 

— De  Hautefeuille,  II,  322.  — De  Pistoye 
y Duverdy,  II,  322.—  Excepción  admitida 
por  la  corte  suprema  de  los  Estados-Uni- 
dos, II,  322.— Cuando  procede  la  captura 
del  buque  infractor,  II,  323. — Jurispru- 
dencia inglesa,  II,  323.  — Caso  de  El 
Chrislianberg : Dictámen  de  sir  W.  Scott, 

II,  323.  — Opinión  de  los  publicistas: 

De  Bello  , II,  324.  — De  Wlieaton,  II, 
324. — De  Ortolan,  II,  324. — De  Uaute- 
feuille,  II,  324.  — Decisiones  de  los  tri- 
bunales de  presas  de  Francia,  II,  324.— 
Capturas  de  La  Carolina  y de  La  Madona 
di  Mon  latero,  II,  324.  - De  La  Luisa, 

II,  324.  — De  La  Candelaria,  El  Montc- 
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Alegre,  La  Fortuna  y La  EUsa-Cormch, 
II,  325.  — Del  Conde  de  T/iomar  . II, 
325.  — Invalidación  del  seguro,  II,  325. 

Soberanía  nacional.  Su  origen,  1, 116. 
_ Cuando  comienza,  I,  M6—  Como  se 

pierde,  I,  132. 

Soborno.  Véase,  Guerra. 

Soller.  Caso  práctico  sobre  carácter 
piíblico  de  los  cónsules,  I,  372. 

Somerville  (Lord).  Caso  práctico  so- 
bre domicilio  II,  99. 

Sorpresas,  léase,  Guerra. 

Sotelo.  Caso  práctico  de  extradición, 
I,  316. 

Story.  Véase,  Publicistas. 

Suarez  (Francisco).  Véase,  Publicis- 
tas. 

Sucesos  acaecidos  desde  1763  hasta 
J789.  División  de  Polonia,  I,  39.  — 
Sucesión  al  trono  de  Baviera,  I,  39.  — 
Cuestiones  de  límites  entre  España  y 
Portugal,  I,  39.  — Tratado  de  San  Ilde- 
fonso, I,  39.  — Entorpecimientos  y di- 
ficultades creados  por  la  unión  de  Por- 
tugal y España  bajo  el  reinado  de  Fe- 
lipe II  y sus  sucesores,  I,  39.  — Funda- 
ción de  la  colonia  del  Sacramento,  1,40. 

— Tratados  de  1681,  de  1701  y de  1750, 
I,  40-41 . — Nueva  ocupación  de  dicha 
colonia,  I,  41. — Expedición  de  1776,  I, 
41.  — Tratado  de  San  Ildefonso  de  1777, 
I,  41.—  La  libre  navegación  del  Escalda, 
I,  42.  — Intervención  de  Francia  en  Ho- 
landa, I,  42.  — Reconocimiento  de  la 
nueva  situación  de  la  última,  I,  42.  — 
La  triple  alianza,  I,  42.  — Presión  que 
ejerció  sobre  Dinamarca,  I,  42.—  Inde- 
pendencia de  los  Estados-Unidos,  I,  42. 

— Su  reconocimiento  por  Francia  y ce- 
lebración de  tratados,  I,  42.  —Discusión 
promovida  por  esta  causa  entre  Francia 
é Inglaterra,  I,  43. — Ordenanza  francesa 
de  1778,  I,  43.  — Principios  de  la  neu- 
tralidad armada,  I,  43.  — Su  aplicación 
por  Dinamarca,  Suecia  y los  Estados-Uni- 
dos, I,  44.  — Tratado  de  paz  de  Ver- 
salles,  I,  44.  — Los  celebrados  por  la 
república  norte-americana  con  Holanda, 
Suecia  y Prusia,  I,  44. 

Sucesos  acaecidos  desde  1815  Á 1868. 

— Alianza  perpetua  entre  Inglaterra, 
Austria,  Prusia,  Rusia  y Francia,  I,  52. 

Congreso  de  Verona,  I,  52.  _ Inter- 
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vención  de  Francia  en  España,  I,  52.  — 
Independencia  de  las  colonias  españolas 
y portuguesas  de  América,  I,  52.  — In- 
tervención en  Portugal,  I,  53.—  La  cuá- 
druple alianza,  I,  53.  — Consecuencias 
de  la  revolución  belga  de  1830,  I,  53. — 
Revolución  griega,  I,  54.  — Discusión 
sobre  el  derecho  de  visita  y la  trata  de 
negros,  entre  los  Estados-Unidos  y la 
Gran-Bretaña,  I,  54.—  Entre  Inglaterra 
y el  Brasil,  I,  54.—  Revolución  francesa 
de  1848,  I,  54.  — De  Hungría,  I,  54,— 
Guerra  de  Oriente  , I,  54.  — Congreso 
de  París,  I,  54.  — Guerra  de  Italia,  I, 
54.  — Tratado  dé  Zurich,  I,  54.  — Mé- 
jico y los  Estados-Unidos,  I,  56.  — Ex- 
pedición de  filibusteros,  I,  56.  — Inter- 
vención anglo-francesa  en  el  Rio  de  la 
Plata,  I,  56.  — Guerra  civil  norte-ame- 
ricana, I,  56.  — Intervención  francesa  en 
Méjico,  I,  56.  — Guerra  entre  España  y 
el  Perú  y Chile,  I,  56.  — Paz  de  Praga, 
I,  57.  — Intervención  francesa  en  Roma, 
I,  57. 

Suecia  y Noruega.  Véase,  Naciones  y 
Estados  soberanos. 

Sully.  Caso  práctico  sobre  ceremonia^ 
marítimo,  I,  205. 

Sund.  Véase,  Jurisdicción  territorial 

MARÍTIMA. 

Suspensión  de  armas.  Véase,  Comu- 
nicación PACÍFICA  DE  LOS  BELIGERANTES. 

T 

Telas  y paños  para  vestuario  de 
tropas.  Véase,  Contrabando  de  guerra. 

Tejas.  Reconocimiento  de  su  indepen- 
dencia. Véase,  Independencia  nacional. 

Testimonio  de  los  ministros  públi- 
cos. Véase,  Agentes  diplomáticos. 

Thiers.  Su  doctrina  respecto  á Amé- 
rica. Véase,  Deberes  mutuos  de  los  es- 
tados. 

Thomas  (San).  Caso  práctico  de  enage- 
nacion  de  territorio,  I,  233. 

Tolen  (Ignacio),  Caso  práctico  sobre 
naturalización,  I,  296. 

Tousig  (Simón).  Caso  práctico  sobre 
naturalización,  I,  296. 

Tráfico  entre  puertos  neutrales. 
Véase,  Contrabando  de  guerra. 
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Transacción.  Véase, Cuestiones  inter- 
nacionales (Arreglo  de  las,). 

Tránsito  marítimo.  Véase,  Neutra- 
lidad. 

Trasporte  de  marineros  , soldados 
y despachos.  \ éase , Contrabando  de 

GUERRA. 

Trata  de  negros.  Véase,  América. 
Tratados  de  paz.  Medios  de  obtener 
la  paz,  II,  462.  — Autoridad  en  quien 
reside  la  facultad  de  hacerlos,  II,  462. 

— Costumbres  de  Suecia,  II,  462.  — 
Caso  práctico  : Anulación  del  pacto  de 
cesión  de  la  Borgoña,  II,  462.  — Prác- 
tica observada  en  Francia,  II,  463.  — En 
Inglaterra,  II,  463.  — En  los  gobiernos 
confederados,  II,  463.  — Caso  en  que 
puede  perderse  esta  facultad,  II,  463-464. 

— Enagenaciones  de  territorio  y de  la 
propiedad  privada  II,  464.  — Teoría  de 
Vattel,  II,  464.  — De  Wheaton,  II,  464. 

— Separación  del  Estado  de  Vermont,  II, 
464.  — En  caso  de  alianza,  II,  464-465. 

— Opinión  de  Vattel,  II,  465.  — Carácter 
general  de  estos  tratados,  11,465.  — Sus 
efectos, II,  465. — El  uti possicletis,  II,  466. 

— Extensión  de  la  fuerza  obligatoria  de  los 
tratados  de  paz,  II,  466.  — Doctrina  de 
Kent,  II,  466. — Fecha  en  que  comienza, 
II,  466.  — Responsabilidad  individual, 
II,  466.  — Destrucccion  del  Mentor,  II, 

466- 467.  — Represa  hecha  sin  conoci- 
miento del  tratado  de  paz  II,  467.  — 
Jurisprudencia  inglesa,  II,  467.  — Res- 
tablecimiento de  las  cosas  en  su  estado 
primitivo,  II,  467.  — Opinión  de  Bello, 
II,  467.  — Observaciones  de  Vattel,  II, 

467- 468.  — Cuando  se  ha  ejercido  coer- 
ción, II,  468.  — Infracciones,  II,  468. — 
Decreto  del  congreso  norte-americano  en 
1798,  II,  468.  — Teoría  de  Bello,  II,  468. 

— Penas  con  que  se  castigan,  11,469. — Pa- 
recer de  Vattel,  II,  469.  — Alianza 
franco-suiza  de  1777,  II,  469.  — Condi- 
ciones necesarias  para  la  validez  de  los 
tratados  de  paz,  II,  469.  — Segurida- 
des y garantías,  II,  469.  — Duración 
de  la  garantía,  H,  470.  — Terminación 
de  los  tratados,  II.  470.  — Doctrina  de 
Bello,  II,  470.— Los  de  1783  y 1794  cele- 
brados entre  los  Estados-Unidos  y la  Gran- 
Brctaña,  II,  470.  — Interpretación  de 
los  tratados  en  general,  II,  471.  — Opi- 


nión de  Grotius,  II,  471.-  De  Vattel  TI 
471 . — De  Hautefeuille,  II,  471 .-  De  Pa- 
Icy,  II,  571.  — De  Bello,  II,  471-473 
Tratados  celebrados.  De  San  Ilde- 
fonso. De  1681,  1701  y 1750.  De  paz  de 
áersalles.  De  los  Estados-Unidos  con 
Holanda,  Suecia  y Prusia.  Véase,  Suce- 
sos acaecidos  desde  1763  hasta  1789. 
— De  París  en  1814  y 1815.  De  Viena. 
Véase,  Revolución  Francesa.— De  Tor- 
desillas.  Véase,  América.  — Sobre  ce- 
remonial. Véase  , Ceremoniales  mili- 
tares y marítimos.  — Sobre  peaje  del 
Báltico.  Véase,  Jurisdicción  territorial 
marítima.  — Sobre  pesca,  entre  Ingla- 
terra y Francia  en  1839.  Véase,  Fron- 
teras marítimas.  — De  1814  sobre  la 
navegación  del  Rhin.  Del  Escalda.  Del 
Elba.  Del  Danubio.  Del  Misisipi.  Del 
San  Lorenzo.  Del  Plata.  Del  Amazonas. 
Véase,  Ríos.  — De  28  de  enero  de  1865 
entre  España  y el  Perú  sobre  indemni- 
zación. Véase,  Guerra.  Entre  Inglaterra 
y los  Estados-Unidos  sobre  ocupación  en 
común  de  ciertos  territorios.  Véase, 
Monroe  (Doctrina  de).  — Entre  China, 
Francia,  Inglaterra  y los  Estados-Unidos 
sobre  atribuciones  consulares.  Véase, 
Cónsules.  — De  1785  entre  los  Estados- 
Unidos  y Prusia  sobre  supresión  de  pa- 
tentes de  corso.  — De  París  de  1856. 
Véase,  Guerra.  — De  socorro,  subsi- 
dios, etc.  Véase,  Alianzas.  — De  Gua- 
dalupe-Hidalgo  en  1848.  — De  Francia 
con  los  aliados  en  1814  y 1815.  Véase, 
Ocupación  militar.  — Estipulando  la 
regla  de  buques  libres  mercancías  li- 
bres y buques  enemigos  mercancías 
enemigas  : De  1654  entre  Inglaterra  y 
Portugal;  de  1663  entre  Francia  y Dina- 
marca; de  1667  entre  Inglaterra  y Fran- 
cia; de  1672  entre  esta  y Suecia. 

Estipulando  la  confiscación  de  bienes 

enemigos  bajo  pabellón  neutral  : De  1670 
entre  Suecia  y Dinamarca;  de  1665,  1666 
y 1670  entre  Inglaterra  y Suecia;  de 
1670  entre  la  primera  de  estas  naciones 
y Dinamarca;  de  1659  entre  !•  rancia  y 
España,  y de  1713  entre  Inglaterra  y 
Francia,  Inglaterra  y Holanda  y esta  y 
Francia.  —De  comercio,  en  1778,  entre 
los  Estados-Unidos  y Francia.  - De  ce- 
sión de  la  Florida.  - De  1814  entre  In- 
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tila  ierra  y España,  comprometiéndosela 
primera  á no  facilitar  armas  ni  municio- 
nes á las  colonias  españolas.  — De  1" 
entre  Francia  y los  Estados-Unidos  sobre 
admisión  de  corsarios  y sus  presas  en 
los  puertos  de  la  Union.  - Sobre  aim 
si0n  de  buques  beligerantes  en  puertos 
neutrales  : De  1667  entre  Inglaterra  y 
Holanda;  de  1789  entre  Dinamarca  y 
Genova;  de  1798  entre  Rusia  y Portugal, 
de  1810  entre  España  y Portugal.  Véase, 
Neutralidad.  — Sobre  contrabando  de 
guerra  : De  los  Pirencos  en  1659;  de 
Ulreclit  en  1743;  de  Francia  y las  ciu- 
dades anseáticas  en  1716;  de  Inglaterra  y 
Suecia  en  1729;  de  Inglaterra  y Rusia 
en  1766  ; de  1794-1795  entre  la  Gran- 
Bretaña  y la  república  norte-americana; 
de  1890  entre  esta  y Francia,  y de  1815 
entre  la  misma  y las  sud-americanas.  — 
Picconociendo  el  derecho  de  prcencion : 
De  1783  entre  Prusia  y la  república  nor- 
te-americana ; de  1794-1795  entre  Ingla- 
terra y los  Estados-Unidos;  de  1803  en- 
tre Inglaterra  y Suecia.  Véase,  Contra- 
bando de  guerra.  — Sobre  bloqueo  : 
De  1689  entre  Suecia  y Dinamarca;  de 
Holanda  con  Argel  en  1662,  con  Suecia 
en  1667  y con  Inglaterra  en  1674;  de  Di- 
namarca y Francia  en  1742;  de  Holanda 
y Sicilia  en  1753;  de  1748  entre  Sicilia 
y Dinamarca;  de  1801  entre  Inglaterra  y 
Rusia;  de  1795  entre  España  y Austria; 
de  1818  entre  Dinamarca  y Prusia;  de 
1816  entre  los  Estados-Unidos  y Suecia; 
de  1827  entre  las  mismas  naciones;  de 
los  Estados-Unidos  con  Prusia  en  1828; 
con  Méjico  en  1831  y con  Chile  en  1832. 

— Sobre  notificación  especial : De  1816 
entre  los  Estados-Unidos  y Suecia;  de 
1828  entre  Francia  y el  Brasil ; de  igual 
ano  entre  las  ciudades  anseáticas  y Mé- 
jico; de  1835  entre  Francia  y la  repúbli- 
ca de  Bolivia;  los  de  la  norte-americana 
en  1836  con  la  misma,  con  la  de  Vene- 
zuela y el  Perú,  en  1838  con  Cerdefia  y 
en  1839  con  el  Ecuador  ; de  1842  entre 
Austria  y Méjico;  les  de  Francia  con  Tejas 
en  1839,  con  las  repúblicas  de  Venezuela 
y el  Ecuador  en  1843  y con  Nueva-Gra- 
nada en  1844.  Véase,  Sitios  y bloqueos. 

— Sobre  visita  y registro  : De  1659  en- 
lre  Francia  y España  ; de  1674  y 168 
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entre  Inglaterra  y Holanda ; los  rle 
Utrechl  en  1713;  de  1797  entre  Ingla- 
terra y Rusia.  — Sobre  navegación  ea 
convoy  : De  1794  entre  Dinamarca  y 
Suecia;  de  1891  entre  la  Gran-Rretaña  y 
las  potencias  coaligadas;  de  1830  entre 
Dinamarca  y los  Estados-Unidos.  — So- 
bre visita  en  tiempo  de  paz  : De  Ingla- 
terra con  Portugal  en  1815,  con  España 
en  1817  y 1836,  con  Holanda  en  1818  y 
1823,  con  Suecia  en  1824,  con  Francia 
en  1831  y 1833;  de  1841  entre  Austria, 
Inglaterra,  Prusia  y Rusia;  de  1845  en- 
tre Inglaterra  y Francia.  — Sobre  per- 
secución de  la  trata  de  negros  : De  1812 
entre  Inglaterra  y los  Estados-Unidos. 
Véase,  Visita  y registro.  — Estipulan- 
do que  el  pabellón  neutral  cubre  la  mer- 
cancía enemiga  : De  1604  entre  Francia 
y Turquía  ; de  1654  entre  Inglaterra  y 
y Portugal ; de  1655  entre  la  misma  y 
Francia ; de  1659  entre  la  última  y Es- 
paña; de  1678  entre  la  misma  y los  Es- 
tados-Generales ; de  1783  y 1786  entre 
Inglaterra  y Francia;  de  1788  entre  esta 
y los  Estados-Unidos  ; los  de  la  neutra- 
lidad armada  de  1780  y de  1800  y la  de- 
claración de  París  de  1856.  — Adoptan- 
do el  principio  de  que  el  pabellón  no  cu- 
bre la  mercancía  : De  1716  entre  Fran- 
cia y los  Estados-Unidos.  — Establecien- 
do la  confiscación  del  cargamento  neutral 
bajo  pabellón  enemigo:  De  1615  entre  Es- 
paña y Holanda;  de  1624  entre  Inglaterra 
y Portugal ; de  1713  entre  Holanda  y 
Francia  ; de  1778  entre  Portugal  y Espa- 
ña ; de  1782  entre  Francia  y Dinamarca. 
— Estipulando  las  reglas  de  buques  libres 
mercancías  libres,  buques  enemigos  mer- 
cancías enemigas  : De  los  Estados-Unidos 
con  Colombia  en  1824,  con  la  América 
central  en  1825  y en  1828  con  el  Bra- 
sil. — Sobre  conducción  de  súbditos 
neutrales  : De  1675  entre  Suecia  y los 
Países-Bajos ; de  1678  entre  España, 
Francia,  y Holanda  ; de  1679  entre 
Holanda  y Suecia ; los  de  Utrecht ; de 
1713  entre  Francia  y las  Provincias-Uni- 
.das;  de  1769  entre  la  primera  y Ham- 
burgo;  de  la  república  norte-americana 
con  Colombia  en  1824,  con  la  América 
central  en  1825,  con  el  Brasil  en  1828, 
con  Méjico  en  1831,  con  Chile  en  1832, 
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con  Venezuela  en  1836  y con  el  Perú 
en  1851.  — Reconociendo  á los  neutra- 
les la  tacultad  de  dedicarse  al  comercio 
de  cabotage : De  1675  entre  Inglaterra  y 
Holanda  ; de  1676  y 1679  entre  esta  y 
España;  los  de  ütrecht  en  1713;  de 
1715  entre  Holanda  y Rusia;  de  1725 
entre  España  y Alemania  y de  1795 
entre  España  y los  Estados-Unidos.  — 
Negándoles  este  derecho:  De  1691  entre 
Inglaterra  y Dinamarca;  de  1762  entre 
Prusia  y Suecia  ; de  1801  entre  Ingla- 
terra y Rusia.  Véase,  Neutralidad. 
Treguas.  Véase,  comunicación  pacífica 

DE  LOS  BELIGERANTES. 

Trent  (El).  Caso  práctico  de  conduc- 
ción de  enemigos,  II,  385. 

Tribunales  extranjeros.,  — Ejecu- 
ción de  sus  sentencias  en  materia  cri- 
minal, I,  323.  — No  pueden  ser 
consentidas  ni  autorizadas  en  ningún 
Estado,  I,  323.  — Caso  en  que  pue- 
den tener  acción  extraterritorial,  I, 
324.  — Efectos  de  las  providencias 
in  re  de  estos  tribunales,  I,  324. 

— De  las  ad  rem,  I,  324.  — Valor 
extraterritorial  de  las  que  pronuncien 
en  los  asuntos  de  jurisdicción,  I,  325.  — 
Pruebas  de  leyes  extranjeras,  I,  326.  — 
Comprobación  de  la  legitimidad  de  los 
contratos  celebrados  y de  los  instru- 
mentos otorgados  en  el  extranjero,  I, 
326.  — Como  se  acreditan  las  providen- 
cias extranjeras  y testimonios  documen- 
tados, I,  327. 

Tribunales  de  presas.  Efecto  de  las 
sentencias  sobre  el  título  de  propiedad 
II,  434.  — Tribunal  competente,  II,  434. 

— Tesis  sostenida  por  Phillimore,  II, 
434.  — Los  neutrales  no  pueden  .adjudi- 
car los  bienes  capturados,  II,  434.  — 
Estipulaciones  de  los  tratados,  II,  434. 

— Convenciones  en  que  se  proclama 
el  principio  contrario  : Las  celebradas 
por  Inglaterra  con  España  en  1GG1  y 
con  Suecia  en  1670,  II,  435.—  Práctica  se- 
guida en  caso  de  apelación,  II,  435.  — 
Teoría  de  Rutherfort,  II,  435.  — Excep- 
ciones de  las  reglas  generales,  II,  435.  — 
Opinión  de  los  publicistas  : De  Haute- 
fcuille,  II,  436.  — De  Azuni,  II,  436.  — 
De  Jonlfroy,  II,  437.  - De  Kalteuborn, 
II,  437.  — De  Martens,  II,  437.  — De 


Maf’n’  437 • ~ De  Ortolan,  H 437 

— De  Prstoye  et  Duverdy,  II,  437  __  D 
Phillimore,  II,  437.  - De  Wheaton  II 

438.  — Resúmen,  II,  438.  — Excepl 
ciones  establecidas  por  los  tratados : 
Los  de  los  Estados-Unidos  con  Colombia 
en  1825  y con  Chile  en  1832,  II,  438. 

Significación  especial  de  los  tribu- 
nales de  presas,  II,  438.  — Opinión  de 
Wheaton,  II,  438-439.  - De  Dana,  II, 

439.  — Práctica  observada  para  su  or- 
ganización : En  Inglaterra,  II,  439.  — 
En  I rancia,  II,  440.  — En  España, 
II,  440.  — En  Holanda,  II,  440.  — En 
Dinamarca,  II,  440.  — En  Prusia,  II, 

440.  — En  los  Estados-Unidos,  II,  441. 

— Opinión  de  algunos  autores  sobre  la 
jurisdicción  á que  debieran  someterse  las 
capturas  neutrales,  II,  442.  — De  Ilub- 
11er,  II,  442.  — De  Martens,  II,  442.  — 
De  Klüber,  II,  442.  — De  Hautefeuille, 
II,  442.  — De  sir  W.  Scott,  II,  442.  — 
Lugares  en  que  pueden  establecerse  los 
tribunales  de  presas,  II,  413.  — Doctrina 
de  Wheaton,  II,  443.  — De  Kent,  II, 
443.  — Motivos  que  determinan  ía  im- 
posibilidad de  su  establecimiento  en 
país  neutral,  II,  443.  — Parecer  de  sir 
W.  Scott,  II,  443. — De  Hautefeuille,  II, 
443-444.  — Su  creación  en  país  conquis- 
tado, 11,444.—  Caso  práctico:  Palabras 
de  sir  W . Scott  con  motivo  de  la  posesión, 
no  confirmada,  de  la  isla  de  Holigoland, 
II,  444.  — Extensión  de  su  jurisdicción  : 
En  Inglaterra,  II,  444.  — DocLrina  sus- 
tentada por  lord  Mansfield  y sir 
W.  Scott,  II,  445.  — E11  los  Estados- 
Unidos,  II,  445.  — Presencia  efectiva  de 
la  presa,  II,  445.,—  Ley  norte-ameri- 
cana, II,  445.  — Opinión  de  Bello,  íí, 
44G.— Reglas  que  deben  servir  de  norma 
á los  tribunales  de  presas  fiara  sus  de- 
cisiones, II,  446-447.  — Opinión  de 
algunos  publicistas  : De  Heífter,  II , 
447.  _De  Wheaton,  II,  447.—  Práctica 
observada  por  Francia,  II,  447. 

Por  Prusia,  II,  447.  — Por  los  Estados- 
Unidos,  II,  447.  — Por  Inglaterra,  II, 

447- 448.  — Orders  in  council,  II,  448. 

— Defensa  hecha  por  lord  Stowcll,  II, 

448- 449. 
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Tribus  indias  norte-americanas. 
Véase,  Estados  sf.mi-soberanos. 

Trico.  Véase,  Contrabando  de  uuek- 

* Triple  alianza.  Véase,  Sucesos  acae- 
cidos desde  i "03  HASTA  1789. 

Tropas  mercenarias,  '«ase,  Guerra. 

Turquía.  Véase,  Estados  seni-sobe- 

ranos. 
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Union  de  España  y Portugal.  Véase, 
Sucesos  acaecidos  desde  17G3  hasta 
1789. 

Uti  possidetis  (El).  Véase,  Ocupación 
militar. 

V 

' alaquia.  Véase,  Estados  semi-sobe- 
BANOS. 

Valin.  Véase,  Publicistas. 

4'alparaiso.  Casos  prácticos  de  blo- 
queo y bombardeo,  I,  437.  II,  12-18. 

Van-Hahn  (Conde).  Cáso  práctico  de 
pago  de  deudas  al  gobierno  de  la  ocupa- 
ción militar,  II,  149. 

Vattel.  Véase,  Publicistas. 

Venecia  (Cesión  de).  Véase,  Neutra- 
lidad. — Véase,  Guerra. 

Vergé.  Véase,  Publicistas. 

Verona  (Congreso  de).  Véase, Sucesos 
acaecidos  desde  1815  Á 1868. 

4 iaje  de  retorno.  Véase,  Contrabando 

DE  GUERRA. 

Vicquefort.  Véase,  Publicistas. 

Victoria  (Francisco).  Véase,  Publi- 
cistas. 

Viena  (Congreso  de).  Véase,  Agentes 
diplomáticos. 

Villaseque,  Caso  práctico  sobre  el 
carácter  que  imprime  la  ocupación  mili- 
tar, II,  110. 

VIOLACION  DE  LOS  DEBERES  NEUTRALES. 
Véase,  Neutralidad. 

4 ISITAY  REGISTRO  (DERECHO  PE).NoCÍOI1 
general,  II,  326.  — Teoría  de  Bello,  II, 
326.  — De  Halleck,  II,  326.  — De  Hau- 
tefeuille, II,  326.  — Concepto  que  me- 
rece este  acto,  II,  327.  — Su  ejercicio 
en  tiempo  de  guerra,  II,  327.  — Su 
'Gtoria,  II,  327.  — Espíritu  dominante 
en  los  primeros  reglamentos  marítimos 
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de  Francia  é Inglaterra,  11,  328.  — Prece- 
dentes históricos  contra  su  ejercicio  : 
Conducta  de  la  reina  Isabel,  II,  328.  — 
Guerra  de  Inglaterra  y España,  II,  328. 

— Apreciación  de  Grotius,  II.  328. — Tra- 
tados sobre  esta  materia:  De  1659  entre 
Francia  y España;  de  1674  y 1688  entre 
Inglaterra  y Holanda;  los  de  Utrecht  en 
1713;  el  de  1797  entre  Inglaterra  y 
Rusia,  II,  329.  — Opiniones  sobre  estos 
tratados  : De  Ilaulereuille,  II,  330,  — 
DeKlüber,  II,  330.— Legitimidad  de  este 
derecho,  II,  330.  — Su  admisión  por 
Grotius  y Bynkershoek,  II,  330.  — Teo- 
ría de  4rattel,  II,  331.  — De  Hubner, 
II,  331.  — Doctrina  sustentada  por  sir 
W.  Scott,  en  el  caso  de  La  María , II, 
331.  — Jurisprudencia  norte-americana, 
II,  332.  — Caso  del  The  Anna  María 
II,  332.  — Autores  que  impugnan  esta 
doctrina  : Bornemann,  II,  332.  — Meno- 
Pohls,  1,332. — Publicistas  que  la  aceptan  : 
Galiani,  II,  333.  — Hautefeuille,  II,  333. 

— Martens,  II,  334.  — Lampredi,  II, 
334.  — Azuni,  II,  334.  — Ortolan,  II, 
334.  — Halleck,  II,  334.  — Gessner, 
II,  334.  — Extensión  del  derecho  de  visi- 
ta, II,  335.  — Deducción  de  Hautefeuille, 
II,  335.— Limitación  de  Rayneval,  11,335. 

— De  Hubner,  11,335.  — Reglas  que  deben 
seguirse,  II,  335.  — En  que  sitios  puede 
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nación de  Rayneval  y de  Hautefeuille  á 
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tolan, II,  336.—  Si  los  corsarios  pueden 
ejercer  la  visita,  II,  336.  — Resolución 
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tiva de  Hautefeuille,  II,  337.  — Excep- 
ción en  favor  de  los  buques  de  guerra, 
II,  337.  — Empleo  de  la  fuerza  armada, 
II,  337.  — Argumentación  favorable  de 
sir  W.  Scott  y su  reproducción  por  Haute- 
feuille, II,  337.—  En  que  límites  deberá 
encerrarse  el  uso  de  la  fuerza,  II,  337 . — 
Penas  con  que  se  castiga  la  resistencia, 
II,  338.  — Caso  de  La  María,  11,338.— 
Dictámen  de  sir  4V.  Scott,  II,  338.  — 
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II,  339.  — De  Galiani,  II,  339,  - De 
Rayneval,  II,  339. — De  Hautefeuille,  II, 
339.  — Regla  general,  II,  339.  - Juris- 
prudencia inglesa  , II,  393  — Doctrina 
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sustentada  por  sir  W.  Scott,  II,  339.— 
Práctica  observada  en  los  Eslados-Uni- 
dos,  II,  340.  — Casos  del  The  Nereide  y 
The  Atalanta , II,  340.  — Definición  del 
convoy,  II,  340.  — Antecedentes  histó- 
ricos del  mismo,  II,  340.  — Leyes  de 
Wisbury  y reglamento  de  Enchuysen,  II, 
340.  — Práctica  observada  en  el  siglo 
XIV  , II , 340.  — En  el  XVII , II,  341. 
— Ordenanza  de  la  reina  Cristina  de 
Suecia,  II,  341.  — Complicaciones  con 
la  Gran-Bretana,  II,  341.  — Caso  prác- 
tico: Conflicto  Ruyter,  II,  341.— Conce- 
siones hechas  por  Holanda,  II,  342.— Caso 
práctico  : Manifestación  de  Rusia  y 

Suecia  con  motivo  del  convoy  Wasa,  II, 
342. — Tratado  de  1794  entre  Dinamarca 
y Suecia,  II,  342.  — Manifestación  de 
las  potencias  coaligadas,  II,  342-344.  — 
Resistencia  del  gabinete  de  Londres  á 
la  adopción  de  los  principios  contenidos 
en  ella,  II,  344.  — Tratado  de  1801  en- 
tre la  Gran-Bretaña  y las  potencias  coa- 
ligadas, II,  344. — Sus  estipulaciones,  II, 
344.  — Su  derogación,  II,  344.  — Con- 
venciones norte-americanas  : Con  Suecia 
en  1783,  con  Francia  en  1800,  con  Co- 
lombia en  1824,  con  el  Brasil  en  1828, 
con  Méjico  en  1831 , con  Chile  en  1832 , 
con  la  confederación  Perú-Boliviana  en 
1836  y con  Venezuela  en  el  mismo  año, 
II,  345.  — Práctica  observada  en  la  úl- 
tima guerra  de  Dinamarca,  II,  345.  — 
Opiniones  de  los  publicistas : DeJouflroy, 
II,  345.  — De  Martens,  II,  345.  — De 
Klüber,  II,  345.  — De  HeíTter,  II,  345.— 
De  Gessner,  II,  345.  — DeRayneval,  II, 
346.—  De  Ortolan,  II,  346.— De  Haute- 
feuille,  II,  346.—  De  Cauchy,  II,  346.— 
De  Kent,  II,  346.—  De  Story,  II,  346.— 
De  Dana,  II,  347.  — Los  buques  neu- 
trales que  forman  parte  de  un  convoy 
enemigo,  II,  348.—  Caso  del  The  Samp- 
son,  II,  348.  — Del  The  Nereyde,  II, 
348.  — Dictámcn  particular  de  Story,  II, 
348.  _ Opinión  de  algunos  autores:  De 
Kent,  II,  348.  — De  Heffter,  II,  348.  — 
De  Gessner,  II,  348.  — De  Hautefeuille, 
II,  348.  — Ordenanza  de  Dinamarca  de 
1810,  declarando  válidas  las  presas  neu- 
trales que  se  acogiesen  á un  convoy  in- 
"lés,  II,  348.  — Notable  defensa  hecha 
por  Whcaton  con  motivo  de  la  eaptura 


de  algunos  barcos  norte-americanos  II 

348-352.  - Replica  de  las  autoridades 
dinamarquesas,  II,  352.  - Tratado  de 
1830  entre  Dinamarca  y los  Estados-Uni- 
dos, II,  352.  — Opinión  de  los  publicis- 
tas: De  Ortolan,  II,  352.  — De  Gessner, 
II,  352-353.  — Concepto  que  merece  la 
navegación  en  convoy,  II,  354.—  Legis- 
lación norte-americana  é inglesa,  11,354. 
— Opinión  de  Kent,  II,  354.- Ocultación 
de  papeles, II,  354. — Resultados  que  pro- 
duce su  destrucción,  II,  354.  — Regla- 
mento francés  de  1778,  II,  355.—  Carta 


de  Luis  XVI,  II,  355.  — Sentencias  del 
consejo  de  presas  de  Francia:  Captura  de 
La  Fortuna  por  Le  Renard,  II,  355.  — 
Del  Paquete  de  Dublin  por  La  Abeja,  II, 
355.—  LeLcnox,  II,  355.—  De  El  Apolo 
por  El  Vengador,  II,  355.  — Le  Junge- 
Boye,  II,  356. — Práctica  inglesa  y norte- 
americana, II,  356.  — Uso  de  papeles 
falsos,  II,  356.  — El  derecho  de  visita 
en  tiempo  de  paz,  II,  356.— Protesta  del 
gabinete  de  Washington,  II,  357.—  Opi- 
nión de  Phillimore,  II,  358.—  De  Wliea- 
ton,  358-361.  — Caso  del  The  Mariana 
Flora,  II,  362.  — Opiniones  de  los  publi- 
cistas: De  Massc,  II,  362.  — De  Ortolan, 
II,  362.  — De  Hautefeuille,  II,  362.  — 
De  Kaltenborn,  II,  303.—  Estipulaciones 
de  los  tratados  : De  Inglaterra  con  Por- 
tugal en  1815 , con  España  en  1817  y 
1836,  con  Holanda  en  1818  y 1823,  con 
Suecia  en  1824,  con  Francia  en  1831  y 
1833,  II,  363.—  De  1841  entre  Austria, 
Gran-Bretaña,  Prusia  y Rusia;  de  1845 
entre  Inglaterra  y Francia,  II,  363. 
Distinción  entre  los  piratas  y los  negre- 


ros, II,  364.— Mensaje  del  presidente  do 
la  república  norte-americana  en  1843,11, 
304. — Tratado  de  1812  entre  Inglaterra 
y los  Estados-Unidos  para  perseguir  la 
trata,  II,  364.—  Protesta  de  los  últimos 
contra  el  proceder  de  los  cruceros  ingle- 
ses, en  1858,  en  el  golfo  de  Méjico,  II, 
365.  — Medida  adoptada  por  el  gobierno 
británico,  H,  365.—  Debates  que  se  pro- 
movieron con  este  motivo  en  las  cáma- 
ras inglesas,  II,  365.-  Discurso  de  lord 
Lyndhurst,  II,  365.  - Aprehensión  de 
marineros  ingleses  á bordo  de  buques 
neutrales,  II,  366.  - Oposición  de  los 
Estados-Unidos  y resultados  (pie  produjo, 
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íí,  466.  — Tratado  de  Client,  II,  366. — 
Fundamento  en  que  apoyaba  Inglaterra 
su  pretcnsión,  II,  366.  — Argumentos 
aducidos  en  contra  por  el  gabinete  de 
Washington,  II,  366. 
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